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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Actos de la Administración Pública


    Recurso contra decisiones de institución universitaria. Aprobación de tesis doctoral. Proceso de selección de docentes.Ley 24.521. Actos administrativos no definitivos: improcedencia de la apelación.


    En autos no se han cuestionado actos administrativos definitivos susceptibles de ser impugnados por la vía del art. 32 de la ley 24.521, toda vez que ninguno de ellos pone fin al procedimiento decidiendo sobre el fondo de la cuestión planteada ni impide la continuación de los respectivos trámites, motivo por el cual no cumplen con los requisitos exigidos para revisar judicialmente la actuación administrativa.


    Ansin, Oscar Emir c/ UNLP - Facultad de Ciencias Agrarias s/ Recurso directo


    A1022,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acto Administrativo


    Administración pública. Ley 19.549. Ley 25.164: Empleo Público. Remisión a "Schnaiderman", Fallos: 331:735.


    "Si se descarta que lo que motivó el dictado del acto fue la ausencia de idoneidad para desempeñar el cargo [...] aquél aparece desprovisto de un elemento esencial para su validez, cual es sucausa. La resolución impugnada"omite invocar fundamento alguno que, además torne razonable la revocación del nombramiento efectuado [por lo que] el acto carece de otro de sus requisitos esenciales,en este caso, el de motivación". Ello es así, en la inteligencia de que"no puede sostenerse válidamente que el ejercicio de facultades discrecionales por parte del órgano administrativo para cancelar la designación de un agente durante el período de prueba [...] lo eximan de verificar los recaudos que para todo acto administrativo exige la ley 19.549, como así también respetar el sello de razonabilidad que debe acompañar a toda decisión de las autoridades públicas".


    Villar, Lisandro Nelson c/ COMFER s/ Contencioso administrativo


    V342,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Elementos Esenciales.Forma


    Supuesto de declaración inexacta punible: inc. a), del ap. 1; del art. 954 del Código Aduanero. Vicio en el procedimiento llevado a cabo en la Aduana: toma de muestras que ordena la resolución general 1.582 AFIP. Falta de requisito de notificación del resultado en la pericia encargada al INTI.


    No puede considerarse cumplido con el requisito de la extracción de tres muestras distintas (juego de muestras) preceptuado por el punto 3.6 del Anexo II de la resolución general 1.582. Más allá de que pueda estimarse que la extracción de muestras y su entrega a la despachante de aduanas que intervino en estas actuaciones, de uno de los tres recipientes, fue correcta, resulta indudableque no se ha cumplido con el requisito de la notificación de los resultados del primer análisis, lo que no puede considerarse subsanado por la notificación realizada al momento de corrérsele la vista del sumario sancionador.Tal acto procedimental no es un requisito baladí ni subsanable con la notificación posterior del inicio del sumario sancionador, ya que de haberse realizado en tiempo oportuno -y de contar, por hipótesis, la parte interesada con la muestra puesta en su poder-, podría haber instado el segundo análisis en resguardo de su derecho de defensa. Y recién luego de sabido el resultado de éste poderse determinar si había o no una diferencia de posición arancelaria que justificase el inicio del sumario infraccional, como así también del reclamo de ladiferencia de tributo abonada.Existe un vicio en el procedimiento administrativo seguido al respecto, de acuerdo con lo normado por la ya citada resolución general 1.582, lo que importa teñir al acto de nulidad absoluta (arg. art. 14 de la ley de procedimientos administrativos, aplicable en virtud de lo preceptuado por el art. 1.017, ap. 1, del Código Aduanero).No resulta admisible entender que tal vicio se haya subsanado en el procedimiento recursivo posterior, tal como se admitió en Fallos: 301: 953 y 310:272, no sólo porque de extenderse esta tesitura a la falta de los demás requisitos del acto administrativo se vaciaría de sentido el instituto de la nulidad absoluta sino porque además, en la especie, ello tiene directa repercusión con el derecho de defensa en juicio en materia penal, puesto que le ha privado a la actora de la posibilidad de instar útilmente un nuevo análisis de la mercadería en cuestión, en momento oportuno.


    Molinos, Juan Semino S.A. (TF 26717-A) c/ DGA


    M60, L-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contratos Administrativos


    Ley 17.091. Restitución de inmuebles fiscales cedidos por contratos de concesión. Remisión a U. 12, L. XXIX,"Universidad de Buenos Aires c/ Orku S.A.C.I. s/ Lanzamiento ley 17.091” y Fallos: 321:2530. Ejecución de contratos: Buena fe.


    "La Corte señalo que “Los agravios atinentes a la validez constitucional de las normas contenidas en la ley 17.091 deben ser considerados como un planteo insustancial, frente a la tradicional jurisprudencia de este Tribunal que ha reconocido la constitucionalidad de tales preceptos”. Porotro lado, también señaló que"... a pesar de que el reclamo no tiene su fundamento en un contrato de concesión, la ley 17.091 resulta aplicable, toda vez que expresamente establece que '... se podrá requerir a la justicia el inmediato desalojo del concesionario o de cualquier otro ocupante”.Los términos de las cláusulas II y XIV del contrato de locación administrativa de vivienda fiscal remanente de la Armada Argentina, disponen, respectivamente, la inaplicabilidad de la ley 23.091 de locaciones urbanas a la contratación de marras y, en caso de incumplimiento de la restitución del inmueble objeto de la locación en término,la aplicación de la ley 17.091.La Corte sostiene que"no es licito hacer valer un derecho en contradicción con la anterior conducta interpretada objetivamente según la ley, las buenas costumbres o la buena fe. La buena fe implica un deber de coherencia del comportamiento que consiste en la necesidad de observar en el futuro la conducta que los actos anteriores hacían prever. Dicha regla gobierna tanto el ejercicio de los derechos como la ejecución de los contratos, según lo disponen, respectivamente, los arts. 1071 y 1198 del Código Civil, y es aplicable por igual en el campo del derecho privado y del derecho administrativo”


    Estado Nacional - Armada Argentina c/ Centurión, Ramón A. y todo otro ocupante s/ Desalojo


    E293,XLIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contratos en Particular


    Concesión de coto de pesca inscripto a nombre de particular. Rechazo al carácter de perpetuidad. Sentencia arbitraria: afirmaciones dogmáticas carentes de fundamento. Diferentes supuestos: concesión indefinida y perpetua. Interpretación restrictiva en el ámbito de las concesiones de privilegios a personas o individuos.


    "El tribunal otorgó carácter perpetuo al derecho de la actora frente a la mera ausencia de limitación temporal expresada en el acto de registro del coto y en el ordenamiento jurídico local entonces vigente.Así, concluyó sin más que, al no contar la"concesión analizada" con un "plazo de duración","no se advierten obstáculos legales para que [ella] se prolongue en el tiempo". Al asídecidir, equiparó la concesión"indefinida" con la"perpetua" cuando, en rigor, se trata de dos supuestos notoriamente diferentes. En el primer caso, no hay término de vencimiento y éste puede producirse cuando cualquiera de las partes lo desee, mientras que la concesión perpetua, en cambio, es para siempre y, en razón de ello, es que debe ser dispuesta por ley en forma indubitable. Mal pudo el a quo interpretar un plazo indeterminado como sinónimo de perpetuidad. En nada afecta dicha conclusión la aplicación analógica de las normas relativas al uso del agua de rio para riego dado que, además de regular un instituto de diferente naturaleza respecto del de autos, pertenecen a otros ordenamientos provinciales. El silencio de la ley local en la que se había enmarcado el acto bajo estudio no habilitaba al a quo a recurrir directamente a dichas normas parasostener su tesitura, máxime ante la existencia de pautas específicas sobre la materia contenidas en el orden local. El legislador provincial sí se refirió al alcance temporal de las actividades depesca al definir la noción de "autorización" -en la que se incluye expresamente el supuesto de concesión para la realización de actividades de pesca- como una facultad acordada auna persona física o jurídica "por un tiempo determinado". . V.E. ha sostenido que, en materia de interpretación de concesiones nada debe tomarse como concedido sino cuando es dado en términos inequívocos o por una implicancia igualmente clara. La afirmativa necesita ser demostrada, el silencio es negación y la duda es fatal para el derecho del concesionario. "


    Centro Industrial Fueguino S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego s/ Contencioso administrativo


    C370,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contrato de Obra Pública


    Demanda contra Estado Nacional y provincia. Legitimación activa para hacer valer acreencia respecto del Estado Nacional. Legitimación pasiva de la Provincia y también del Estado Nacional. "Convenio interprovincial" para la construcción de Gasoducto: pretendida falta de validez del acta acuerdo. Falta de cuestiones federales.


    "Del propio texto del acta acuerdo surge que fue el Ministerio del Interior de la Nación quien la suscribió y en sus cláusulas se ha establecido expresamente que: el Estado Nacional, en virtud de las disposiciones del art. 18 de la ley 23.548, asume la obligación de cancelar la deuda emergente de la cláusula segunda del presente convenio. Asimismo, se consignó que el Ministerio del Interior realizaría todos los pagos a la contratista; y por último, se previó quetodas las partes se someterían a la jurisdicción federal de la Capital Federal y, por ello, constituyeron en ese radio los domicilios especiales para todos los efectos derivados del convenio. En su art. 11, el decreto 1.757/90, había establecido que: los recursos específicos administrados por las cuentas especiales solo podrán ser dispuestos por éstas, con la previa autorización de la Subsecretaría de Hacienda del Ministerio de Economía. Mas dicho precepto no desvirtúa la conclusión anterior, toda vez que por el decreto 1.820/90 se exceptuó de lo exigido por el art. 11 y por el capítulo VII del decreto 1.757/90 a la "Cuenta Especial n° 530- Fondo de Desarrollo Regional- Ministerio del Interior (FDR)", entre otras. Tampoco es apto el planteo esgrimido por el Estado Nacional, en cuanto sostiene la necesaria intervención del ex-Ministro de Economía y de Obras y Servicios Públicos de la Nación para la validez del acta acuerdo con fundamento en lo previsto en la resolución conjunta 4/89 del Ministerio del Interior y ME 69/89.Tanto en materia de contratos públicos, así como en los demás ámbitos en que desarrolla su actividad la Administración Pública, ésta se halla sujeta al principio de legalidad, cuya virtualidad propia es la de desplazar la plena vigencia de la regla de la autonomía de la voluntad de las partes y someterla a contenidos de los cuales las personas impuestos normativamente, públicas no se hallan habilitadas para disponer sin expresa.A contrario sensu, toda vez que esa expresa disposición legal se encuentra presente (art. 16 de la ley 20.221, decreto 1.186/80, y las normas que los modificaron y/o sustituyeron), no corresponde exigir mayores recaudos que los allí previstos. En lo atinente al segundo planteo a considerar (prescripción y caducidad de las acciones para exigir el cumplimiento del acta acuerdo), no involucra cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión este Ministerio Público, sino que el abordaje de talesproblemas encierra cuestiones procesales y de valoración de los hechos y las pruebas ajenas a este órgano, cuya interpretación y decisión corresponde a los jueces de la causa. La suerte de reclamos vinculados con la procedencia de la consolidación de la deuda respecto del crédito aquí peticionado, como así también la tasa de interés aplicable, está supeditada a la existencia de las sumas a cobrar en cabeza de la actora. En consecuencia, al no mediar certeza sobre esta cuestión, resulta prematuro emitir opinión respecto de los intereses que se hubieren devengado y sobre su inclusión en las previsiones de la ley de consolidación de pasivos estatales 23.982. En estas condiciones, deben ser rechazadas las excepciones de falta de legitimación activa opuesta por el Estado Nacional y de falta de legitimación pasiva esgrimida por la Provincia de Catamarca y también por el Estado Nacional. En cuanto al fondo del asunto, debe ser desestimada la defensa de falta de validez del acta acuerdo opuesta por el Estado Nacional con sustento en la ausencia de la rúbrica del Sr. Ministro de Economía, Obras y Servicios Públicos. En lo atiente a los restantes planteos, en ellos no se encuentran involucradas cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión este Ministerio Público, o bien resultan prematuros para ser objeto dedictamen en esta oportunidad."


    Víctor M. Contreras y Cía. S.A. c/ Catamarca, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    V413,XXXV-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Empleo Público


    Reclamo de pensionada de Gendarmería Nacional. Incorporación al haber mensual de incrementos otorgados para el personal en actividad, con carácter remunerativo y bonificable.Remisión dictamen de lacausa D. 592, L. XLVII, "Damiani, Juan Eduardo c/Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo.


    "Ello toda vez que los argumentos allí expuestos respecto de la pretensión esgrimida por personal en actividad de las fuerzas armadas resultan plenamente aplicables en la especie, donde se efectúa un reclamo de similar naturaleza tendiente a incorporar al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo, con carácter remunerativo y bonificable.


    López, Ramona c/ Estado Nacionals/ Ordinario - Incidente de apelación - Medida cautelar innovativa


    L10,XLIX-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Cancelación de designación en planta permanente dentro del período de prueba. Remisión sentencia de la causa S. 2488, L. XLI,"Schnaiderman, Ernesto Horacio" (fallos: 331:735). Validez de los actos administrativos.


    Allí el Tribunal sostuvo que la cancelación de una designación en planta permanente dentro del periodo de prueba constituye una facultad discrecional, pero que ello no exime a la Administración de respetar los recaudos que el decreto-ley 19.549/72 exige para la validez de los actos administrativos, ni tampoco puede justificar una decisión arbitraria, irrazonable o discriminatoria. Dicha doctrina alcanza a todos los trabajadores que se encuentran ligados por un vínculo como el considerado en ese precedente, ya sea con la Administración Pública nacional, provincial o municipal, puesto que el mandato constitucional según el cual el trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes, incluye al que se desarrolla tanto en el ámbito privado como en el público y el derecho a trabajar, comprende, entre otros aspectos, el derecho del trabajador a no verse privado arbitrariamente de su empleo.Tales exigencias se dirigen primordialmente al legislador, pero su cumplimiento atañe, asimismo, a los restantes poderes públicos, los cuales, dentro de la órbita de sus respectivas competencias, deben hacer prevalecer el espíritu protector que anima a dicho precepto.


    Romero, María Elena c/ Municipalidad de San José de Feliciano s/ Demanda contencioso administrativa


    R348,XLIX -26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional entablada por personal de la Gendarmería Nacional. Pago de sumas por compensaciones: art. 2425 de la reglamentación del título II, del capítulo IV, ley 19.101, decreto 1081/73. No procede la doctrina de fallos: 334: 983 (causa "Mara").


    "Las disposiciones del decreto 1184/97 son claras en cuanto a que, respecto del personal de la Gendarmería Nacional afectado, por orden del ministro del que depende la fuerza, a la misión de protección y seguridad de una sede diplomática o consular de la República, debe cumplirse con las prescripciones de la ley para el personal militar 19.101 y su decreto reglamentario 1081/73. En tales condiciones, toda vez que el actor estuvo asignado a la misión de protección y seguridad de la Embajada de nuestro país en la República de Guatemala, funciones que no podría haber cumplido sin una orden ministerial autorizando la salida de la República del respectivo contingente (tal como prescribe el art. 4° del decreto 1184/97), tiene derecho a percibir las compensaciones por "por gastos de traslado, instalación y viáticos" y por "gastos de embalaje" previstas por el art. 2425 de la reglamentación del capítulo IV -Haberes- del título II -Personal militar en actividad- de la ley 19.101, aprobada por el decreto 1081/73 y sus modificatorios, deacuerdo con las modalidades que allí se prevén. Conviene señalar que el reconocimiento, por la vía judicial, del derecho del actor a que les sean abonadas las mencionadas compensaciones no constituye una invasión de la esfera propia del poder administrador por parte de los jueces, desde que -como regla- todos los actos que producen efectos directos con relación a administrados o terceros destinatarios de ellos se encuentran sujetos a la revisión judicial, siempre que se verifique la existencia de "caso" o "causa" tal como han sido delimitados dichos conceptos por la jurisprudencia del Tribunal."


    Garay, Tomás c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SSI - GN s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    G10,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional. Diferencias salariales. Agregado naval de embajada. Adicional por costo de vida en el extranjero. Misión permanente. Destino de régimen especial (art. 22, inc. g de la ley 20.957, Servicio Exterior de la Nación y decreto reglamentario 1973/86).


    "Los agregados especializados designados por el Poder Ejecutivo Nacional en uso de la facultad otorgada por el art. 10 de la ley 20.957 integran el Servicio Exterior de la Nación (art. 2°, inc.d, de la ley). A los funcionarios del Servicio Exterior de la Nación comprendidos en las categorías "G" a "C" a las que se refiere el art. 3 de la ley les asiste -entre otras prerrogativas- el derecho a recibir la retribución correspondiente a la categoría inmediatamente superior a la de su situación de revista (art. 22, inc. g, de la reglamentación del régimen legal del Servicio Exterior de la Nación).Pero ese derecho no sólo le corresponde a los funcionarios enumerados endicho art. 3, sino también al personal administrativo, técnico, profesional, y de servicios generales del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, mientras preste servicios en las representaciones diplomáticas y consulares de la República (arts. 97 de la ley y de su reglamentación) y, por expresa previsión del art. 10, último párrafo, del anexo del decreto 1973/86 - que remite a lo dispuesto por el citado art. 97 reglamentario -, a los agregados especializados.Toda vez que, por medio del decreto 1854/06, dictado con expresa invocación de las facultades emergentes del art. 10 de la ley 20.957, el actor fue nombrado en misión permanente en el exterior para desempeñarse como agregado naval a la Embajada de la República Argentina en la República de Bolivia (es decir, como agregado especializado en el área de Defensa, según los términos del art. 2°, inc. d, de la ley para el personal del Servicio Exterior de la Nación) el beneficio otorgado por el art. 22, inc. g), ap. II, punto 6, del anexo del decreto 1973/86 y sus modificatorios le resulta directamente aplicable, y no por una derivación de lo dispuesto por la reglamentación del capítulo IV -Haberes- del título II -Personal militar en actividad- de la ley 19.101 relativa a la remuneración del personal designado para prestar servicios en misión o comisión permanente en el exterior (Arts. 2415 y ss.), aspecto sobre el cual resulta innecesariopronunciarse en el sub examine.Ello no obsta, el hecho de que el decreto de designación del actor como agregado naval a la Embajada haya dispuesto que los gastos derivados de esa decisión se imputarían a las partidas del presupuesto del Estado Mayor General de la Armada -y no a las del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto-, dado que es precisamente el art. 10 de la ley 20.957 el que establece que elnombramiento de agregados especializados se realizará con afectación a los presupuestos de los ministerios al que pertenezca el área de incumbencia de cada agregado."


    Anzoategui, Carlos José c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - AA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A102,XLIX-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional. Diferencias salariales. Designación en misión permanente para desempeño en misión naval de instrucción en el extranjero. Adicional por costo de vida. Destino de régimen especial (art. 22, inc. g de la ley 20.957, Servicio Exterior de la Nación y decreto reglamentario 1973/86). Interpretación de la ley por su letra y espíritu.


    "En el día de la fecha se dictaminó en la causa A.102, L.XLIX, "Anzoátegui, Carlos José c/ E.N. – M.Defensa - A.A. s/ personal militar y civil de las FF.AA. y deSeg.".Los arts. 2416 y 2427, en cuanto establecían -en la redacción anterior a la reforma introducida por el decreto 1140/07- que el haber mensual, los suplementos generales, particulares y compensaciones del personal militar destinado a prestar servicios en comisión o misión permanente en el exterior debían liquidarse y ajustarse en forma similar a la forma en que lo hiciera el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto para su personal, no debe ser interpretado de modo restrictivo, pues ello importaría desentenderse, por un lado, del propósito que tuvo la modificación hecha por el decreto 1566/92 a la reglamentación de la ley 20.957 (sistema legal al que remite, para estos casos, la reglamentación de la ley para el personal militar), que pretendió beneficiar a los funcionarios de menor rango del Servicio Exterior de la Nación y al personal civil que cumple funciones en representaciones diplomáticas o consulares de la República en el extranjero y,por otra parte, consagraría una notoria falta de equidad frente a la situación de los agregados en materia de Defensa que, sin perjuicio de tratarse de las escalas más altas del personal militar destacado en el exterior, acceden al beneficiootorgado por el art. 22, inc.g), ap. II), punto 6) del decreto 1973/86 y sus modificaciones en virtud de lo dispuesto por- los arts. 10 y 97 del mismo decreto reglamentario."


    Hoyos, Dario Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    H147,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra la AFIP persiguiendo repetición de suma retenida en concepto deimpuesto a las ganancias. "Gratificación por cese laboral". Arts. 1 y 20, inc.i, de la ley 20.628. Remisión a lo resuelto por la Corte en las causas D.1148, L.XLII, “De Lorenzo, Amalia Beatriz (TF 21.504-1)” y C.1676. XLIV, “Cuevas, Luis Miguel”.


    "Resulta inevitable colegir que la "gratificación" en trato carece de la periodicidad y de la permanencia de la fuente necesarias para quedar sujeta al gravamen, en los términos del art. 2°, inc. 1°, de la ley del impuesto a las ganancias, ya que es directa consecuencia del cese de la relación laboral. Dicho en otros términos, desde un orden lógico de los sucesos, se impone reconocer que primero ocurre el cese de la relación de trabajo y, luego, como consecuencia del acuerdo al que arribaron las partes, nace el derecho al cobro de ese concepto.La inteligencia postulada por el Fisco no posee aptitud para torcer la solución que se propicia, toda vez que aun cuando a dicha suma se le niegue carácter indemnizatorio y se le otorgue el de un premio o liberalidad, concedido por el empleador sin causa alguna, inclusive así se hallaría fuera del objeto del gravamen querecae sobre las ganancias periódicas, con permanencia y habilitación de la fuente productora para las personas físicas."


    Negri, Fernando Horacio c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    N204,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra SENASA. Indemnización por despido sin causa. Ley 20.744. Falta de prueba fehaciente: lesión a derechos y garantías de raigambre constitucional. Sentencia arbitraria.


    El pronunciamiento recurrido carece de fundamentos suficientes, pues tuvo por acreditada la relación de trabajo entre las partes y condenó al SENASA en los términos de la ley 20.744, sin prueba fehaciente que sustente aquélla, con lo cual lesionó derechos y garantías de raigambre constitucional.En efecto, no se ha aportado al sub lite ningún acto formal de designación emanado de la autoridad administrativa competente por el cual pueda considerarse al actor como empleado de la planta permanente o transitoria del SENASA. Tampoco los litigantes suscribieron un contrato de locación que permita tener por acreditado un vínculo de empleo entre ellos. En tales condiciones, la decisión de la cámara de condenar al SENASA en los términos de la ley 20.744 no sólo resulta dogmática y carente de sustento probatorio, sino que además constituye un supuesto de aplicación errónea de normas jurídicas que debe ser revocada por no constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa. Se configura, de tal modo, una relación directa e inmediata entre la materia del pronunciamiento apelado y las normas constitucionales invocadas, lo que justifica su descalificación como acto jurisdiccional válido.


    Ocampo, Omar Mario c/ SELSA - SENASA del Dto. San Javier- Pcia.deSanta Fe s/ Laboral


    O234,XLVIII-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de indemnización por despido contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Relaciones entre organismos públicos nacionales, provinciales y municipales y su personal: ley 20.744, art. 2. Excesivo rigor formal: afectación garantía defensa en juicio. Procedencia de la queja.


    Las resoluciones que declaran desierto un recurso, en este caso, ante la Cámara, no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art. 14, ley 48 salvo, entre otras hipótesis, que lo resuelto revele un exceso ritual notorio susceptible de frustrar la garantía de defensa enjuicio que asiste a las partes.En el sub lite se configura un supuesto de excepción que permite revisar la sentencia recurrida, toda vez que el escrito de apelación de la demandada contiene argumentos suficientes sobre el tema que pretende someter a conocimiento de la cámara, en los que se encuentran contenidas lasexigencias mínimas para aquél.Se advierte que el apelante invocó claramente desde el inicio que no puede ser condenado en los términos del art. 30 la ley 20.744 porque su art. 2 excluye expresamente del ámbito de vigencia de la ley a las relaciones entre organismos públicos nacionales, provinciales y municipales y su personal. Además, cabe destacar que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires expuso claramente ante la cámara la doctrina de V.E. sobre la recta inteligencia de aquel precepto normativo y su imposibilidad de aplicarlo a la Administración Pública. De tal modo, sus agravios no constituían meras discrepancias subjetivas, sino que se apoyaban en consideraciones jurídicasy jurisprudencia de la Corte que, a su criterio, no fueron debidamente ponderadas por el magistrado de primera instancia.En tales condiciones, el rechazo de la cámara fundado en que la demanda no habría rebatido los argumentos expuestos en la decisión que estimó equivocada, revela un injustificado rigor formal, incompatible con el derecho de defensa (art. 18 de la Constitución Nacional) y demuestra la existencia de una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, circunstancias que habilitan a descalificar el fallo como acto jurisdiccional válido.


    Bello, Silvana Ángela Lidia c/ Asociación Cooperadora Escuela N°13 D.E. N° 6 y otro s/ Despido


    B632,XLVIII-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por personal en actividad de la Gendarmería Nacional contra el Estado Nacional. Capitalización de intereses que devenguen las diferencias salariales: interpretación de los arts. 10 del decreto 941/91 y 623 del Código Civil.


    El art. 623 del Código Civil establece que no se deben intereses de los intereses sino por convención expresa que autorice su acumulación al capital con la periodicidad que acuerden las partes, o cuando liquidada la deuda judicialmente con los intereses, el juez mandase pagar la suma que resultare y el deudor fuese moroso en hacerlo, situaciones que no sepresentan en el caso en examen.Tampoco podría sostenerse que la capitalización de los intereses calculados a la tasa pasiva fue prevista por el comunicado 14.290 del Banco Central de la República Argentina.No puede entenderse que el Banco Central, al crear una serie estadística de tasas de interés para uso de la justicia de conformidad con lo dispuesto por el art. 10 del decreto 941/91, podía disponer que tales accesorios se capitalizaran mensualmente, pues, más allá de que esto último noresulta del texto del comunicado, ello excedería los términos en que el Poder Ejecutivo Nacional le encomendó aquella tarea.El pronunciamiento realiza una errónea interpretación del art. 10 del decreto 941/91 en concordancia con las normas expresas de orden público que vedan la capitalización de los intereses (art. 623 del Código Civil), sin que concurran -en el sub lite- los supuestos legales de excepción.


    Cardozo, Roque Ariel yotrosc/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - dto. 1246/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C1051,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda para obtener los suplementos, compensaciones y adicionales previstos en decretos, con carácter remunerativo y bonificable. Remisión a lo resuelto por la Corte en la causa R.646, L.XL, “Ramírez, Dante Daría”.


    Del art. 95 de la ley 20.416 surge expresamente la voluntad legislativa de otorgar idéntico trato al régimen de remuneraciones del Servicio Penitenciario Federal y de la Policía Federal. Asimismo, la Corte tiene dicho que el personal retirado o pensionado debe percibir los adicionales que les correspondan con el mismo alcance con que éstos son liquidados al personal en actividad.Desde otra perspectiva, debe tenerse en cuenta que mediante los decretos 1275/05, 1223/06, 872/07, 884/08 Y 752/09, se realizaron aumentos generalizados de remuneraciones basándose en el mecanismo de actualizar los coeficientes creados por el decreto 2807/93, preservando las relaciones jerárquicas entre los distintos grados que componen la estructura escalafonaria de la fuerza. Ello es así, pues dichas disposiciones incrementan sistemáticamente dos veces al año los coeficientes aludidos en porcentajes que van desde el 10%al 50%, circunstancia que importa agravar la manifiesta transformación de la remuneración principal en remuneración accesoria, ampliando el trastrocamiento ya existente.


    Corvalán, Luis Venicio y otros c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Contencioso administrativo


    C1064,XLIX-15 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Diferencias salariales. Personal militar de las Fuerzas Armadas. Decreto 1.490/02, 2.000/91, 2.115/91 y 628/92. Precedente “Corbani” (Fallos: 323: 1076), Fallos: 328:4232. Compensación por inestabilidad de residencia. Incorporación al"haber mensual" a partir del 1° de septiembre de 2002. Efecto no interruptivo de la prescripción.


    "El art. 1° del decreto 1.490/02 incorpora al haber mensual del personal militar de las Fuerzas Armadas la compensación por inestabilidad de residencia creada por el decreto 2.000/91 (modificado por su similar 2.115/91) y el adicional creado por el decreto 628/92, a partir del 1° de septiembre de 2002.El Poder Ejecutivo Nacional señaló que, en virtud de lo resuelto por la Corte en los autos "Corbani" (Fallos: 323: 1076), era conveniente reconocer el carácter remunerativo y bonificable de los beneficios antes citados, incorporándolos al "haber mensual" del personal militar en actividad.Ni los considerandos, ni la parte preceptiva del decreto 1.490/02 permiten afirmar que el Poder Ejecutivo Nacional haya reconocido, por ese medio, la existencia de una deuda en concepto de diferencias salariales devengadas con anterioridad a la fecha a partirde la cual se incorporaron al "haber mensual", con carácter remunerativo y bonificable, las asignaciones otorgadas por los decretos 2.000/91, 2.115/91 y 628/92, es decir.Si bien se puede sostener que no se advierten razones que justifiquen apartarse delcriterio del Tribunal para los períodos anteriores a la fecha establecida, es decir, para reconocer judicialmente la naturaleza remunerativa y bonificable de esas asignaciones devengadas antes de que se incorporaran al "haber mensual" por la vía de un decreto del Poder Ejecutivo Nacional. Esa incorporación no tuvo los efectos de un reconocimiento de deuda interruptivo de la prescripción en los términos del art. 3989 del Código Civil, el cual debe resultar de un hecho o acto que importe la admisión de la existencia del derecho invocado, y que se manifieste con la certidumbre exigida por el art. 917 del Código Civil (Fallos: 312:2152; 328:3590).Más allá de que los considerandos del decreto 1.490/02 aluden al reconocimiento del carácter remunerativo y bonificable de la compensación creada por el decreto 2.000/91 (modificado por su similar 2.115/91) y del adicional creado por el decreto 628/92, su art. 1° dispone la incorporación de tales asignaciones al "haber mensual" a partir del 1° de septiembre de 2002, lo cual impide considerar que el Poder Ejecutivo Nacional reconoció derecho alguno al cobro de diferencias salariales por los períodos anteriores a la fecha señalada."


    Lucente Victor Hugo y otros c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Ordinario


    L396,XLVII-6 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Diferencias salariales. Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad. Decretos 1.104/05 y 1.246/06. Ley 19.101. Errónea interpretación del art. 10 del decreto 941/91. Capitalización mensual de intereses violatoria de lo dispuesto por la ley 23.928 y los arts. 622 y 623 del Código Civil.


    "La sentencia apelada resolvió que se incluyeran las sumas correspondientes a los incrementos salariales otorgados por los decretos 1.104/05 y 1.246/06 al haber mensual determinado por elart. 54 de la ley 19.101, como así también al pago de las retroactividades devengadas desde su entrada en vigencia, diferencias a las que -por tratarse de deuda no consolidada- se les aplicaría la tasa pasiva del Banco Central de la República Argentina, capitalizable mensualmente.El art. 623 del Código Civil establece que no se deben intereses de los intereses sino por convención expresa que autorice su acumulación al capital con la periodicidad que acuerden las partes, o cuando liquidada la deuda judicialmente con los intereses, el juez mandase pagar la suma que resultare y el deudor fuese moroso en hacerlo, situaciones que no sepresentan en el caso en examen.La capitalización mensual de los intereses que devenguen las diferencias salariales reconocidas a los coactores tampoco encuentra sustento en lo que dispone el art. 10 del decreto 941/91 (modificatorio de su similar 529/91, también reglamentario de la ley 23.928), de acuerdo con el cual “en oportunidad de determinar el monto de la condena en australes convertibles, el juez podrá indicar la tasa de interés que regirá a partir del 1° de abril de 1991, de modo de mantener incólume el contenido económico de la sentencia. El Banco Central de la Republica Argentina deberá publicar mensualmente la tasa de interés pasiva promedio, que los jueces podrán disponer que se aplique a los fines previstos enel art. 622 del Código Civil".En efecto, no puede deducirse que se haya autorizado un nuevo supuesto legal de anatocismo. Tampoco podría sostenerse, como lo hace la cámara, que la capitalización de los intereses calculados a la tasa pasiva fue prevista por el comunicado 14.290 del Banco Central de la República Argentina, mediante el cual informó que, atento a lo dispuesto por el art. 10 del decreto 941/91, se había resuelto difundir una nueva serie estadística de tasas de interés pasiva que podría ser utilizada por los jueces a los fines previstos por el art. 622 del Código Civil, serie que reflejaríadiariamente la capitalización de la tasa diaria equivalente a la tasa de interés efectiva mensual promedio ponderada de los depósitos en caja de ahorros común y a plazo fijo en moneda nacional correspondiente al día hábil anterior a la fecha informada, según la encuesta diariamente llevada a cabo por la institución.No puede entenderse que el Banco Central, al crear una serie estadística de tasas de interés para uso de la justicia de conformidad con lo dispuesto por el art. 10 del decreto 941/91, podía disponer que tales accesorios se capitalizaran mensualmente, pues, ello excedería los términos en que el Poder Ejecutivo Nacional le encomendó aquella tarea."


    Guelman de Javkin, Mirta c/ Estado Nacional (PEN) s/ Amparo


    G747,XLVII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Empleo público. Actos dictados por las autoridades universitarias. Art. 32 de la Ley de Educación Superior 24.521. Revisión judicial: requisitos. Inaplicabilidad de las restricciones propias del amparo.


    "El art. 32 de la Ley de Educación Superior 24.521 instituye como única vía de revisión judicial de las resoluciones definitivas de las instituciones universitarias nacionales un recurso directo ante la cámara federal de apelación competente cuando la impugnación se funde en la interpretación de las leyes nacionales, los estatutos y demás normas internas. Al entender en estos recursos, el tribunal competente no actúa como una mera instancia revisora de los actos emanados de las autoridades universitarias, sino que tiene plena jurisdicción para examinar todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, siempre que se cumplan los restantes requisitos atinentes al plazo, a la materia y al carácter definitivo del acto. No se trata de una simple apelación, sino de una verdadera acción queposibilita al interesado obtener un control judicial suficiente y adecuado que cumpla con la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional, lo que importa el ejercicio de facultades jurisdiccionales con posibilidades de debate y prueba en caso de ser necesario.En consecuencia, las partes involucradas en la controversia tienen derecho a ofrecer y producir la prueba que consideren conveniente para dilucidar las cuestiones en juego. Extender las restricciones propias del amparo al recurso previsto por el art. 32, tal como hizo la cámara, no es ajustado a derecho, toda vez que las disposiciones que limitan el acceso a la jurisdicción deben ser interpretadas de forma restrictiva y, en la especie, se han asimilado incorrectamente dos vías diferentes, cada una de las cuales tiene sus propios requisitos y condiciones atendiendo a la finalidad que se persigue al acudir a la justicia.Por lo tanto, la decisión del actor de recurrir a la justicia en el término y por el procedimiento especial de impugnación previsto por el art. 32 de la ley 24.521, se revela como la única vía apta para salvaguardar sus derechos ante los actos dictados por las autoridades universitarias.El Alto Tribunal puso de relieve que el término "podrá"no importa consagrar la facultad del afectado para elegir vía u órgano judicial en busca de protección de sus derechos, en apartamiento de las previsiones normativas, sino autorizarle a dejar la esfera administrativa para pasar a la judicial, reservándose la ley el señalamiento del tribunal competente.La consagración de un control judicial de ciertas decisiones administrativas descarta la facultad del afectado de elegir la vía o el órgano judicial en busca de la protección de sus derechos, apartándose del camino contemplado en tales disposiciones legales."


    Nuñez, Juan Carlos c/ Universidad Nacional de Tucumán s/ Nulidad de acto administrativo


    N66,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Estabilidad en el empleo público: garantía consagrada en el art 14 bis C.N. Precedentes "Madorrán", "Aguerre”, y"Nicolás”. Resarcimiento de daños: cuestión ajena al recurso extraordinario, salvo fallo descalificado como acto jurisdiccional. Indemnización por lucro cesante: no corresponde el pago por funciones no desempeñadas.


    En dichos precedentes se sostuvo que la estabilidad propia de la que gozaban los actores impedía al banco demandado disponer su cesantía sin justa causa y sin que se sustancie, con carácter previo, el sumario respectivo. En ese orden de ideas, la Corte Suprema tiene dicho que fue pensamiento inspirador del art. 14 bis de la Constitución Nacional, proveer a la estabilidad efectiva del empleado público vinculada a la carrera administrativa, que las leyes reglamentarias debían asegurar como necesario desarrollo del principio. Tal alcance no se compadece con la inteligencia según la cual no se habría establecido la estabilidad en sentido propio, que excluye por principio, la cesantía sin causa justificada y debido proceso y cuya vulneración trae consigo la nulidad de ésta y la consiguiente reincorporación, que posibilita retomar el curso de la carrera por el agente separado ilegalmente. Ese derecho a la carrera integra el concepto de estabilidad, conarreglo a la doctrina reseñada.Si bien es cierto que los criterios para fijar el resarcimiento de los daños remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y de derecho común ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicho principio cuando la solución se sustenta en afirmaciones meramente dogmáticas, que le dan al fallo un fundamento sólo aparente y que lo descalifican como acto jurisdiccional,lo cual ocurre en el sub lite.Para fijar la indemnización por lucro cesante, la Corte tiene dicho que una indemnización calculada sobre la base de loshaberes dejadosde percibir -incluyendo haberespasados y futuros, en la especie- implica en la práctica el reconocimiento de los salarios caídos. Tal resarcimiento, con independencia de la calificación que se le otorgue, resulta contrario al criterio según el cual no corresponde, como regla, el pago de remuneraciones por funciones no desempeñadas a los agentes dados ilegítimamente de baja, salvo disposición expresa y especifica.


    Vidal, Marcelo y otros c/ Banco de la Nación Argentina s/ Daños y perjuicios


    V417,XLVII-15 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Incorporación de suplementos previstos por decretos al concepto "sueldo" del haber mensual. Modo de cálculo de suplementos. Lesión a la institución de la cosa juzgada.


    "Los errores aritméticos o de cálculo en que incurra una decisión deben ser necesariamente rectificados por los jueces, sea a pedido de parte o aun de oficio. Esta constante orientación se sustenta en el hecho de que el cumplimiento de una sentencia informada por vicios semejantes, lejos de preservar, conspira y destruye la institución de la cosa juzgada, de inequívoca raigambre constitucional, pues aquélla busca amparar, más que el texto formal del fallo, la solución real prevista en él.En la especie, la sentencia de primera instancia -que quedó firme ante la falta de apelación oportuna- dispuso claramente hacer lugar a la demanda y condenó al Estado Nacional a incorporar "al concepto sueldo de los respectivos haberes mensuales de retiro como sumas remunerativas y bonificables, los que éstos perciben bajo los códigos 62 y 63...", a lo que añadió el modo en que deben computarse los retroactivos y los intereses.No obsta a dicha solución la circunstancia de que, al pronunciarse acerca de la liquidación de las diferencias que derivan de la inclusión de las asignaciones otorgadas por los decretos 2000/91 y 628/92, la Corte hubiera resuelto que ellas deben incorporarse al "haber mensual" en elprecedente "Freitas Henriques" (Fallos: 322:2398), toda vez que, a fin de dar adecuada respuesta a las cuestiones planteadas en el sub lite, debe atenderse a los términos de la sentencia que ha pasado en autoridad de cosa juzgada, circunstancia que autoriza a ordenar que se confeccione una nueva liquidación ajustada a los parámetros que surgen del fallo."


    Stagni, José y otro c/ Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    S432,XLV-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Personal militar retirado. Incorporación al ítem "sueldo" del haber mensual de los rubros denominados"compensaciónpor inestabilidad de residencia" y"asignación mensual no remunerativa", otorgados por los decretos 2000/91, 2115/91 y 628/92. Inadmisibilidad del recurso extraordinario.


    El recurso extraordinario que interpuso la demandada es formalmente inadmisible, pues en él se realizan cuestionamientos a la sentencia apelada que no guardan relación con lo efectivamente resuelto en la causa.


    Raiti, José E. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Contencioso administrativo


    R179,XLIX-3 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Personal policial. Incorporación al haber mensual con carácter remunerativo y bonificable del suplemento creados por el decreto2744/93. Diferencias salariales devengadas en períodos de actividad. Remisión a lo resuelto en la causa “Oriolo” (Fallos: 333:1909).


    "Corresponde declarar improcedente la queja en relación a las diferencias devengadas en servicio activo, toda vez que si bien se hallaría en tela de juicio la interpretación de normas federales y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa ha resultado contraria al derecho que en ellas funda la parte apelante (art. 14, inc. 3, ley 48), ésta no se ha hecho cargo debidamente de las razones del rechazo, ni ha logrado demostrar, que aquellas resulten carentes de fundamento. Es doctrina de la Corte que a los fines de la adecuada fundamentación exigida por el art. 15 de la ley 48, no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica razonada y concreta de los argumentos expuestos.En cuanto al reclamo sobre el haber pasivo de la parte actora, la cuestión guarda en lo sustancial analogía con lo resuelto por la Corte enla causa"Oriolo” (Fallos: 333:1909), a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitir. En dicho precedente, la Corte admitió el caso y reconoció el tenor remunerativo y bonificable de los beneficios del decreto 2.744/93, a la luz de la estructura salarial diseñada en la ley 21.965."


    Cassaglia, Agustín Alberto c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C597,XLIII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Personal retirado de la Gendarmería Nacional. Incorporación a todos los rubros que componen su haber previsional del suplemento por zona austral creado por ley 19.485. Inexistencia de incompatibilidad para el cobro de la bonificación reclamada.


    No parece razonable formular la discriminación que ensaya la demandada en su apelación, pues la normativa no distingue entre beneficiarios de acuerdo a la tarea realizada en actividad, o al régimen mediante el cual obtuvieron su prestación. Por el contrario, de su texto se desprende una generalidad incompatible con la postura restrictiva que el quejoso pretende sustentar. En este sentido, se advierte que, además de carecer de distingo alguno entre las jubilaciones y pensiones pasibles de engrosarse con la bonificación que establece, la ley 19.485 incluye entre los beneficiarios a los receptores de pensiones no contributivas, graciables y pensiones honoríficas con conflicto armado del Atlántico Sur, circunstancia que reafirma la generalidad con la que se instituyó tal suplemento.Por ello, el actor no posee incompatibilidad alguna para el cobro de la bonificación reclamada, máxime cuando el régimen de retiro en el que se haya comprendido no contiene disposiciones que lo impidan.


    Andreone, Hugo c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Acción de amparo


    A653,XLVIII-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo reclamo laboral de integrantes de la Orquesta Sinfónica Nacional. Pretensión de inconstitucionalidad del decreto 929/93. Decisiones en materia de política salarial: criterios de oportunidad, mérito o conveniencia tenidos en cuenta al momento del dictado. Improcedencia del control judicial en caso de razonabilidad. Respeto por el principio constitucional de igual remuneración por igual tarea. Facultades de las autoridades administrativas.


    "Es inveterada doctrina del Tribunal que las decisiones en materia de política salarial, adoptadas sobre la base de criterios de oportunidad, mérito o conveniencia tenidos en cuenta al momento de su dictado, no son susceptibles de revisión judicial, y sólo corresponde a los jueces controlar la legitimidad del obrar de las autoridades administrativas, sin estar facultados para sustituirse a ellos en la valoración de circunstancias ajenas al campo de lo jurídico (doctrina Fallos: 308:2246; 311:2128 y B. 274, L. XXXIX; B. 4179, L. XXXVIII) y sólo supuestos que trascienden ese ámbito de apreciación, para internarse en el campo de lo irrazonable, inicuo o arbitrario, habilitan la intervención de los magistrados.Bajo este criterio de oportunidad, mérito o conveniencia es que debe estudiarse al decreto 929/93 en cuanto -al modificar la situación salarial de los actores- fijó los montosde sus remuneraciones y de la "asignación por categoría", al tiempo que derogó los adicionales por"mantenimientoy amortización de instrumentos","por profesor superior de orquesta", "título","antigüedad" y"permanencia".No hay nada en las normas impugnadas que permita sostener la existencia de una arbitraria o irrazonable distinción, hostigamiento o persecución, respecto de los empleados que quedaron sujetos, de manera uniforme, a todas sus disposiciones, más aún cuando se encuentra fuera de debate que los adicionales derogadosfueron incluidos dentro de la"asignación por categoría" de manera tal que el monto percibido en ese momento no sólo se mantuvo incólume, sino que aumentó.El derecho de los agentes estatales a una remuneración justa no significa el derecho a un escalafón pétreo, a la existencia de adicionales invariables o a un porcentaje fijo de bonificaciones, siempre que se respeten los principios constitucionales de igual remuneración por igual tarea y que tales variaciones no importenuna disminución de haberes.Tales criterios ingresan enuna materia en la cual, excepción hecha de las hipótesis de arbitrariedad o irrazonabilidad manifiesta, procede respetar las opciones valorativas y el margen de discrecionalidad indispensable de las autoridades administrativas, cuando actúan válidamente en la esfera de sus potestades constitucionales."


    Gómez, Alberto yotrosc/ Estado Nacional - Secretaría de Cultura – Dto. 1421/02 s/ Empleo público


    G654,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de la Armada Argentina. Reliquidación de haberes. Rechazo. Asignaciones otorgadas por decretos 2000/91, 2115/91 y 628/92.


    "No se ha puesto en tela de juicio el carácter remunerativo y bonificable de las asignaciones otorgadas por los decretos 2000/91, 2115/91 y 628/92 e incorporadas al haber mensual del actor por el decreto 1490/02 a partir del l de septiembre de 2002, sino el modo en que debenserle liquidadas tales sumas.Dicha cuestión ha sido resuelta por el Tribunal en los precedentes"Franco" y "Freitas Henriques" (Fallos: 322:1868 y 2398, respectivamente)y más recientemente en el caso "Carabajal" (Fallos: 332:12), a cuyos términos y conclusiones corresponde remitirse por razones de brevedad, en lo que fuere pertinente.La doctrina que emana de tales sentencias no se ve modificada por lo decidido por V.E. en la causa "Salas" (Fallos: 334:275), porque, además de que en ese caso la cuestión resuelta difería de la debatida en el sub examine, cuando en dicho caso el Tribunal aludió al decreto 1081/05 lo hizo únicamente para recordar que había sustituido el inc. 1 del art. 2401 de la reglamentación del Título II - Personal militar en actividad- del capítulo IV -Haberes- de la ley para el personal militar, de manera que el habermensual de dicho personal -en actividad y retirado-, a partir del 1 de julio de 2005, había quedado compuesto exclusivamente por el sueldo a que se refieren los arts. 53, 53 bis, 54 y 55 de la ley 19.101, lo que significaba que a partir dela fecha indicada el concepto "sueldo" de la ley y el concepto "haber mensual" de su reglamentación coincidían como unúnico elemento (v. consid. 8).A la fecha en que comenzó a ser de aplicación lo dispuesto por el decreto 1081/05 (1 de julio de 2005), las asignaciones otorgadas, como no remunerativas y no bonificables, por los decretos 2000/91, 2115/91 y 628/92 ya no se liquidaban separadamente en la forma que disponían tales decretos, sino que -desde el 1 de septiembre de 2002 y en virtud de lo dispuesto por el decreto 1490/02- integraban el haber mensual de los actores, obviamente con carácter remunerativo y bonificable, lo que había sido reconocido por V.E. al resolver la causa "Corbani" (Fallos: 323:1076), mencionada en los considerandos del último de los decretos citados.La sola unificación -bajo la denominación de "sueldo", a partir del 1 de julio de 2005- delos rubros que antes se identificaban como "sueldo" y "REGAS" del haber mensual, a los que previamente se habían incorporado las compensaciones previstas por los decretos 2000/91, 2115/91 y 628/92, no pudo generar diferencias salariales a favor de los actores, pues se trataba de dos conceptos (el "sueldo" y el "REGAS" a los que se refería el inc. 1 del art. 2401 de la reglamentación de la ley para el personal militar) que poseían naturaleza general y salarial y que ya eran percibidos por ellos con ese carácter."


    Saavedra, Julio César c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina - dto. 628/92


    S940,XLIX-15 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal retirado del Ejército Argentino. Actualización de haberes e incorporación al concepto sueldo de suplementos, con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamen de lacausa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    "Ello toda vez que los argumentos allí expuestos respecto de la pretensión esgrimida por personal en actividad de las fuerzas armadas resultan plenamente aplicables en la especie, donde se efectúa un reclamo de similar naturaleza tendiente a incorporar al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo, con carácter remunerativo y bonificable.


    Santa Cruz, Luis Esteban c/ Estado Nacional y otros s/ Incidente de Apelaciónde Medida Cautelar


    S1099,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal retirado del Ejército Argentino. Incorporación al concepto sueldo del haber de retiro los adicionales transitorios con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamen de lacausa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    "Ello toda vez que los argumentos allí expuestos respecto de la pretensión esgrimida por personal en actividad de las fuerzas armadas resultan plenamente aplicables en la especie, donde se efectúa un reclamo de similar naturaleza tendiente a incorporar al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo, con carácter remunerativo y bonificable.


    Galarze, Froilan Miguel y otro c/ Ejército Argentino y otros s/ Medida cautelar


    G574,XLVII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal retirado del Ejército Argentino. Incorporación al haber de retiro los adicionales transitorios con carácter remunerativo y bonificable. . Remisión dictamen de lacausa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    "Ello toda vez que los argumentos allí expuestos respecto de la pretensión esgrimida por personal en actividad de las fuerzas armadas resultan plenamente aplicables en la especie, donde se efectúa un reclamo de similar naturaleza tendiente a incorporar al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo, con carácter remunerativo y bonificable.


    Veron, Petronilo c/ Ejército Argentino y otros s/ Medida cautelar


    V389,XLVII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal retirado del Servicio Penitenciario Federal. Incorporación al haber mensual de adicionales transitorios, con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamen de lacausa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    "Ello toda vez que los argumentos allí expuestos respecto de la pretensión esgrimida por personal en actividad de las fuerzas armadas resultan plenamente aplicables en la especie, donde se efectúa un reclamo de similar naturaleza tendiente a incorporar al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo, con carácter remunerativo y bonificable.


    Rodrigo, José Adán c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y S.P.F. s/ Ordinario s/ inc.deapelación de medida cautelar


    R849,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de reincorporación al puesto de trabajo. Personal contratado por tiempo determinado. Garantía de estabilidad en el empleo público: art. 14bis de laC.N..Decreto 214/06.


    "Mediante el decreto 1252/07 se homologó el Acta Acuerdo y Anexo de la Comisión Negociadora del Convenio Colectivo de Trabajo General para la Administración Pública Nacional, cuyo art. 2° determina la incorporación del personal de la demandada al ámbito del citado convenio colectivo general aprobado por el decreto 214/06. En el art. 16 de este último decreto se menciona, entre los principios ordenadores de la función pública que deben ser respetados en los convenios sectoriales, la estabilidad en la relación de empleo, "siempre que revistara como personal permanente de acuerdo con el régimen previsto en la Ley N° 25.164" y se exceptúa de este principio al personal que rige sus relaciones de trabajo por la ley 20.744.En tal contexto, la mera remisión a la doctrina del precedente "Madorrán" efectuada por la Cámara omite la apreciación de las particulares circunstancias que se presentan en el sub lite y que impiden hacer lugar a la reincorporación pretendida por el actor sobre la base de la alegada nulidad del despido e inconstitucionalidad de la norma.Allí, se puso de relieve que lo resuelto no es aplicable sin más a todos los empleados de la Administración Pública Nacional, pues la solución de cada caso está condicionada por la naturaleza de la vinculación y requiere, en consecuencia, el examen de la forma de incorporación del agente, de la normativaaplicable y de la conducta desarrollada por las partes durante la vinculación."


    Luque, Rolando Baltazar c/ Sociedad del Estado Casa de Moneda


    L498,XLVIII-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Retiro obligatorio de agente del Servicio Penitenciario Federal: art. 1 de la ley 20.774 y art. 112 de la ley 20.416. Apreciación de los antecedentes parlamentarios de la ley 20.598 acerca de la aptitud para ascender el grado y pasar a situación de retiro. Precedente de fallos: 325:2386.


    "La Corte, al decidir si procedía la acumulación de los dos grados que reconoce la ley 20.774 al que concede la ley 16.443, examinó los antecedentes parlamentarios de la ley 20.598 que precedió a la primera. En dicha oportunidad dijo que de los debates de esta última surge nítidamente que la finalidad perseguida fue reparar la situación del personal comprendido en las leyes 15.431 y 16.443, a quienes, en rigor, sólo se les adelantó la fecha del ascenso que les correspondía por hallarse en carrera,"truncándose así la misma por su incapacidad, que determinó su separación de la actividad, sin obtener beneficio alguno" (conf. intervención del diputado Osvaldo Eduardo Benedetti, autor del proyecto, Diario de Sesiones - Cámara de Diputados, 21 de noviembre de 1973, págs. 3859, 3960, v. considerando 6° de Fallos: 325:2386).Si bien dicha ley fue vetada por el Poder Ejecutivo (decreto 778/73) y el Congreso no insistió contra el veto presidencial, luego sancionó la ley 20.774, cuyo art. 1° reitera lo atinente a la promoción. En tales condiciones, los antecedentes parlamentarios de la ley 20.598 conservan su virtualidad para interpretar el art. 1° de la ley 20.774 y, enbase a ellos, cabe concluir que la intención del legislador fue compensar a aquellos agentes que vieron truncada anticipadamente su carrera y forzados a abandonarla contra su voluntad por haberse incapacitado.Ello implica que si el agente, como consecuencia de la incapacidad psíquica y física sobreviniente durante el cumplimiento de sus tareas o por actos del servicio, se viera imposibilitado de desempeñar cualquier tipo de funciones en el ámbito penitenciario, y hubiera sido declarado física o psíquicamente inepto, deberá ser pasado a retiro obligatorio, en cuyo caso, tendrá derecho al beneficio en cuestión.Desde esa perspectiva, la situación de la actora, quien voluntariamente optó por el retiro -aun cuando con posterioridad obtuvo una sentencia que reconoció retroactivamente su incapacidad derivada del desempeño de las tareas en el servicio penitenciario-, no se halla aprehendida en el supuesto de hecho contemplado por la norma -agentes que "deban" retirarse por haber sido declarados física o psíquicamente ineptos- para acceder a las promociones allí previstas."


    Sarabia, Stella Maris c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    S604,XLV-23 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Dominio Público


    Formas de Desafectación


    Rechazo demanda de usucapión contra el Estado y un municipio. Inmueble afectado al dominio público del Estado Nacional. Ley 11.742 y 24.093. Bienes de dominio público. Desafectación: interpretación restrictiva. Pronunciamiento que prescinde del texto normativo aplicable al caso.


    "En el marco de la ley 11.742 los decretos 10.107/44 y 9626/46 dispusieron la expropiación por el Estado Nacional de las tierras einstalaciones que allí se señalan, entre las cuales se halla el predio de autos.De la ley 24.093 (Ley Nacional de Puertos) que regula todos los aspectos vinculados a la habilitación, administración y operación de los puertos estatales y particulares existentes o a crearse en el territorio de la República Argentina surge que se denomina "puertos" a los ámbitos acuáticos y terrestres naturales o artificiales e instalaciones fijas aptos para las maniobras de fondeo, atraque y desatraque y permanencia de buques o artefactos navales para efectuar operaciones de transferencia de cargas entre los modos de transportes acuático y terrestre o embarque y desembarque de pasajeros y demás servicios que puedan ser prestados a los buques o artefactos navales, pasajeros y cargas. Asimismo, se establece que quedan comprendidas las plataformas fijas o flotantes para alijo o completamiento de cargas. En ese orden, no cabe duda de que el predio en cuestión es de dominio público del Estado Nacional, forma parte del puerto y se encuentra afectado a un servicio público, segúnlos términos de la ley 11.742.Los bienes que pertenecen al dominio público del Estado Nacional pueden cambiar su condición jurídica a través de la desafectación. Desafectar un bien significa sustraerlo de su destino al uso público, haciéndolo salir del dominio público para ingresar al dominio privado, sea del Estado o de los administrados. El principio consiste en que los bienes desafectados ingresan al dominio privado del Estado; la excepción consiste en que dichos bienes ingresen al dominio privado de los administrados.La necesidad de una evidencia absoluta de la desafectación ha sido reconocida por la Corte. La desafectación puede ser formal o tácita, aunque vale recalcar, los actos o hechos que la produzcan deben ser indudables y manifestarse por constancias inequívocas de las que se desprenda una certeza irrefutable de aquélla. Por otra parte, es menester destacar que los hechos delos particulares, por sí los solos, no son hábiles para operar la desafectación de bienes públicos, pues requieren inexcusablemente del asentimiento indubitable de la autoridad competente.No surge la existencia de hechos de los cuales se pueda derivar la desafectación tácita del predio en cuestión, toda vez que no se alude al inexcusable asentimiento indubitable –expreso o tácito- de los funcionarios competentes a los actos posesorios del actor, máxime cuando el predio sujeto al dominio público se encuentra destinado al servicio público enlos términos de la ley 11.742.No es posible pasar por alto que los bienes de dominio público que integran el patrimonio del Estado Nacional por estar fuera del comercio de derecho privado y por ser imprescriptibles, no pueden ser objeto de una prescripción adquisitiva; ni siquiera pueden ser objeto de una posesi6n útil por parte de terceros. Dichos bienes, pues, no son susceptibles de perder su carácter público por prescripción adquisitiva. Los particulares, en ningún caso, pueden adquirir por prescripción la ''propiedad'' de bienes dominiales, lo contrario atentaría contra principios vigentes en Derecho Administrativo.


    Brondello, Luis s/ Usucapión–ordinario


    B614,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Organización Administrativa


    Descentralización


    Legitimación activa de la Facultad de Ciencias Médicas. Impugnación de disposición del Consejo Superior de la Universidad Nacional de La Plata. Condiciones de ingreso a la Práctica Final Obligatoria (PFO) de la carrera de Medicina. Controversia entre órganos de una misma persona que no se encuentra habilitada para litigar contra ella misma. Excepción. Relación de dependencia jerárquica. Facultades reconocidas por la Ley de Educación Superior 24.521. Art. 50. Inexistencia de cambio en el plan de estudios.


    "Corresponde traer a colación lo expresado en el precedente de Fallos: 331:2257 ("Facultad de Ciencias Médicas UNLP c/ UNLP") en el que se advirtió que los diferendos entre entidades dependientes de un superior jerárquico común están excluidos, en principio, de la decisión judicial y que, si bien tal doctrina es de especial pertinencia para las distintas reparticiones de un mismo departamento gubernamental, en razón de la común gestión de los asuntos propios de su competencia institucional, es también factible en caso de una jefatura única de las entidades afectadas.En el presente caso se configura un supuesto en el que el principio general que impide a la recurrente acudir a la justicia para impugnar la decisión del máximo órgano universitario, debe ceder. Ello es así, toda vez que -tal como se afirmo en el referido precedente- la citada unidad académica constituye un centro de imputación de determinadas competencias que le fueron atribuidas para el adecuado cumplimento de sus fines. Así, se le ha reconocido en forma expresa la de establecer su régimen de admisión, permanencia y promoción (v. art. 50 de la ley 24.521 y art. 80, inc. 19, del Estatuto universitario del año 2008), en ejercicio de las cuales fuedictada la resolución 300/10.En efecto, al fijar los requisitos exigidos para el acceso a la PFO, el Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias Médicas de la UNLP no hizo más que regular lo relativo al régimen de promoción de los alumnos en cuanto a la determinación de las materiascorrelativas a dicha práctica.Queda desechada así la existencia de un cambio en el plan de estudios, al no representar aquello afectación alguna en la carga horaria total, los contenidos mínimos de las asignaturas, en las incumbencias, ni en el título otorgado, por lo que se coincide con lo expresado en ese mismo sentido por la DirecciónNacional de Gestión Universitaria del Ministerio de Educación de la Nación en respuesta a una consulta efectuada por la propia facultad.En consecuencia, si la ley de Educación Superior le asignó al órgano facultad una competencia específica en aquellas universidades nacionales que cuenten con más de cincuenta mil alumnos, parece razonable sostener que también le confirió los medios procesales para defenderla en caso de considerar que ha sido avasallada y que, aun cuando esta situación se produzca por la actuación de un órgano superior de aquella universidad, pueda acceder a la vía judicial a fin de que se resuelva ese conflicto."


    Facultad de Ciencias Médicas de la U.N.L.P. c/ U.N.L.P. s/ Recurso administrativo directo


    F531,XLIX-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Entidades Autárquicas


    Concurso para provisión de un cargo de profesor efectivo. Remisióna lo resuelto en R.724, L.XLVI"Ruarte Bazan Roque Carlos"y U. 39, L. XLVIII,"Utrera, Gastón Ezequiel”. Planteo de nulidad de resoluciones mediantes las cuales se elije a otro docente para la vacante: violación a la normativa de sustanciación de concursos públicos. Caso de arbitrariedad manifiesta. Nulidad de resoluciones y de la sentencia judicial.


    Si bien las sentencias del Tribunal deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantía constitucional, no podría ser confirmadapor lassentencias ulteriores.El tribunal declaró la nulidad de los actos administrativos dictados por las autoridades universitarias que precedieron a la designación en el cargo concursado a una persona sin haberle dado participación de ninguna índole en el trámite judicial, pese a que sus derechos pueden encontrarse afectados por la decisión.En consecuencia, al haber solicitado expresamente la actora la declaración de nulidad de tales actos con la finalidad de revocar la designación efectuada a favor de la otra docente que participó en el concurso, queda demostrado su interés para intervenir en un proceso que no estuvo correctamente integrado, lo que impone la obligación de declarar la nulidad de las actuaciones en los términos de la doctrina sentada por la Corte en los precedentes antes citados.


    Bragnoni, Elsa Beatriz c/ Universidad Nacional de Cuyo s/ Apelación (art. 32 ley 24.521)


    B327,XLIX-11 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Concurso universitario docente. Nulidad de actos administrativos. Falta de participación en el trámite judicial. Remisión precedente Fallos: 335:1412 (caso "Ruarte Bazán") y U. 39, L. XLVIII,"Utrera, Gastón Ezequiel c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ art. 32 - ley 24.751".


    "En aquellos casos se señaló que, si bien las sentencias del Tribunal deben limitarse a lo peticionado por las partes en el recurso extraordinario, constituye un requisito previo emanado de su función jurisdiccional el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afecta una garantíaconstitucional, no podría ser confirmada por las sentencias ulteriores.Al haber solicitado expresamente la actora la declaración de nulidad de tales actos con la finalidad de revocar la designación efectuada a favor de la otra docente que participó en el concurso, queda demostrado su interés para intervenir en un proceso que no estuvo correctamente integrado, lo que impone la obligación de declarar la nulidad de las actuaciones en los términos de la doctrina sentada por V.E. en los precedentes antes citados.


    López, María Gabriela c/ Resolución n° 196/07 del Consejo Superior de la UNNE s/ Recurso apelación art. 32 de la Ley de Educación Superior n° 24.521


    L33,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Personal no docente de universidades nacionales. Reclamos por diferencias salariales en concepto de suplemento por cambio de situación escalafonaria. Art. 5 del decreto 2213/87. Precedente “Rocheteau”. Interrupción del pago de suplementos: no acarrea un derecho a reclamar su pago. Necesidad de un acto administrativo para incorporar el adicional a los haberes.


    "En la causa R. 110, L. XLV, "Rocheteau, Jorge Eric y otros c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Impugnación de acto administrativo", la Corte estableció la fecha que debe tomarse en consideración a los fines de efectuar la comparación de ambos escalafones para determinar si existen diferencias a liquidar y puso de resalto que el art. 5 del decreto 2.213/87 establece expresamente la vigencia de las retribuciones y adicionales que surjan del reencasillamiento al l° de diciembre de 1987.Son improcedentes los agravios formulados por los actores en cuanto sostienen la ilegalidad de la interrupción del pago del suplemento sobre la basede que tienen un derecho adquirido por haber percibido el suplemento durante dos años. En efecto, la circunstancia de que los haberes se liquidaran contra legem incorporando el suplemento previsto por el art. 144 del decreto 2.213/87 con fundamento en una errónea interpretación, no acarrea por sí misma, un derecho a reclamar su pago. Ello es así, pues de modo alguno puede erigirse en una declaración de voluntad, expresa o tácita, emanada de autoridad competente con la virtualidad necesaria para alterar el escalafón para el personal no docente de las universidades nacionales aprobado por el decreto antes citado, ni puede importar el otorgamiento de derechos en violación de las normas que lo rigen.Tampoco tienen en cuenta los recurrentes que, cuando comenzaron a percibir el adicional, no fue como consecuencia de un acto administrativo, sino que fue liquidado en forma automática por parte de la demandada con fundamento en las disposiciones que regulan el cambio de situación escalafonaria. En virtud de ello, al no haberse dictado acto administrativo alguno para incorporar el adicional a los haberes de los reclamantes -sino que devino del decreto que estableció el reencasillamiento- la conducta adoptada por la universidad al dejar de abonarlo, no puede considerarse contraria al art. 17 de la ley 19.549, ni requiere el inicio de una acción de lesividad."


    Arrieta, Eduardo y otros c/ Universidad Nacional de Río Cuarto s/ Recurso judicial ley 24.521


    A443,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Selección de docentes de Universidades Nacionales. Cargos interinos. La designación de profesores no admite revisión judicial,salvo arbitrariedad manifiesta. Pretendida nulidad de la resolución 2974/11: falta de arbitrariedad o irrazonabilidad de la actuación de las autoridades universitarias.


    "La Corte tiene establecido que la designación de profesores universitarios, así como los procedimientos arbitrados para la selección del cuerpo docente no admiten, en principio, revisión judicial, por tratarse de cuestiones propias de las autoridades que tienen a su cargo el gobierno de la universidad, salvo en aquellos casos en que los actos administrativos impugnados estén afectadospor arbitrariedad manifiesta.Los argumentos en cuanto a la nulidad del acto dictado por la UBA resultan improcedentes en tanto no demuestra la arbitrariedad o irrazonabilidad de la actuación de las autoridades universitarias.La Corte sostuvo que quienes ocupan cargos docentes con designación interina sólo pueden reclamar su permanencia en los empleos durante el plazo de su designación, pero vencido éste carecen de titularidad activa para exigir una determinada conducta de la administración. Añadió el Tribunal que el docente no puede exigir la prórroga o renovación del interinato y, mucho menos, pretender que éste se dispusiera por un plazo determinado, cualquiera que fuese el tiempo por el cual se prorrogaron las designaciones de los restantes docentes, sin que las diferencias en uno y otro caso puedan originar lesión alguna a la garantía de igualdad consagrada en el texto constitucional.La relación que se sustenta en un nombramiento interino se extingue por el mero transcurso del tiempo previsto al momento de la designación, sin que se requiera el dictado de acto alguno por parte de las autoridades universitarias que así lo determine, circunstancia que impide exigir el cumplimiento de los requisitos propios del acto administrativo y torna inaplicable al sub lite la doctrina sentadapor la Corte en el precedente"Schnaiderman".


    Entenza, Luisa c/ UBA - CBC - Resol. 3974/11 y otras (expte. 6849/11)


    E25, L-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Órganos Administrativos


    Atribución de competencia jurisdiccional a los órganos y entes administrativos. Resolución M.J. I/493 del ENARGAS. Nulidad del acto emitido: inobservancia de requisito de competencia del órgano. Ley 24.076, art. 52, Inc. j).


    "La disputa no puede ser resuelta por el ENARGAS por importar una determinación relativa al derecho de dominio, excluida como lo entendió la Corte de la jurisdicción material del ente. Por ello, el ENARGAS carece de competencia para dirimir el conflicto planteado en autos; no toda disputa imaginable entre los sujetos de la ley debe ser sometida a la agencia de la Administración porque, de modo periférico, ésta tengaalgo que ver con las partes.La atribución de competencia jurisdiccional a los órganos y entes administrativos debe ser interpretada con carácter estricto, debido a la excepcionalidad de la jurisdicción confiada a aquéllos para conocer en cuestiones que, en el orden normal de las instituciones, corresponde decidir a los jueces (conf. arts. 75, inc. 12, 109, 116 Y 117 de la Constitución Nacional).Cabe precisar que el inc. j) del art. 52 de la ley 24.076 dispone queel ENARGAS puede"propiciar ante el Poder Ejecutivo Nacional, cuando corresponda la cesión, prórroga, caducidado reemplazo de las concesiones" ello significa que tratándose de cuestiones relativas al contrato de concesión, como la del sub lite, el ente no podía ordenar la cesión de bienes esenciales entre las licenciatarias susceptibles de modificar la entre ecuación las económica de los respectivos contratos, pues deacuerdo con la norma transcripta su competencia estaba limitada a la actividad de solicitar y "propiciar" la transferencia de los activos ante el Ejecutivo, no de disponerla por sí.El procedimiento seguido ante el ENARGAS denota inobservancia de requisito de competencia del órgano que constituye la causa de nulidad del acto emitido con tal defecto, pues la resolución que decidió la transferencia de activos no puede quedar exenta de cumplir con los recaudos de legitimidad que han sido vulnerados.


    "Litoral Gas S.A. c/ Resolución MJ I/493/10 Enargas s/ Queja


    L790,XLVIII -9 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Poder de Policía


    Jurisdicción.Excepción.Jurisdicción Nacional


    Ley del impuesto a las ganancias (20.628). Arts. 69 bis y 118 bis. Formade cálculo del "impuesto de igualación". Instituto de los quebrantos impositivos. Distribución de dividendos.


    "El art. 69 bis posee carácter transitorio, en tanto reguló las situaciones en que podían encontrarse los sujetos de la norma al momento en que se incorporó el "impuesto de igualación" al régimen general del impuesto a las ganancias.No resultaba necesario que una consideración especial respecto de la eventual existencia de quebrantos originados en ejercicios anteriores al cierre del período inmediato anterior a la entrada en vigor del régimen, precisamente porque estableció que debían computarse, en ese momento,de acuerdo con el 118 bis, las "ganancias gravadas" determinadas a partir del primer ejercicio finalizado con posterioridad a la entrada en vigor del tributo.La misma ley 20.628 contempla este conceptode "ganancias gravadas" en el art. 19, distinguiéndolo de los “quebrantos”, en cuanto éstos han de deducirse de aquéllas, a fin de obtener la ganancia neta sujeta a gravamen del período de que se trate.Nada se halla en el debate parlamentario de la ley 25.063, en derredor de las normas bajo estudio, que permita pensar que fue la intención del legislador que los quebrantos preexistentes quedaran, en definitiva, alcanzados por el nuevo gravamen, situación a la que, como bien destacó el Tribunal Fiscal, conduce la tesis del enterecaudador que aquí se desecha.En el precedente de Fallos: 332:1531, se destacó que el propósito de la norma contenida en el art. 69 bis de la ley 20.628"es evitar que ganancias consideradas exentas por la ley del impuesto se trasladen, sin la incidencia del tributo, a los accionistas o socios por vía de dividendos o de ladistribución de utilidades".La cuestión guarda analogía con lo sentenciado por V.E. en la causa W.5, L. XLVIII, "White Martins Cilindros Ltda. SucoArgentina (TF 29.993-1) cl DGI", en cuanto expresó en el considerando 8° que el denominado "impuesto de igualación" resulta aplicable a las distribuciones de utilidades"que superen las ganancias determinadas en base a la aplicación de las normas generales de esta ley, acumuladas al cierre del ejercicio inmediato anterior a la fecha de dicho pago o distribución", cuando ese excedente de utilidades se origine en ganancias exentas o sujetasa tratamientos preferenciales.Se halla fuera de debate que la controversia se origina por eltratamiento a asignarle a los"quebrantos" acumulados en ejercicios fiscales anteriores a la entrada en vigor del tributo del art. 69 bis de la ley del impuesto. Y, por otra parte, es claro que ese concepto no puede ser asimiladoa una "ganancia exenta", o a una"sujeta a tratamientos preferenciales" -elementos que, con exclusividad, el legislador buscó gravar en cabeza de los beneficiarios de las utilidades señaladas, de acuerdo con loseñalado por ese Tribunal- razón por la cual estimo que se desvanece toda duda que pueda existir respecto de la carencia de asidero que exhibe la posición mantenida por el Fisco.


    "HSBC New York Life Segurosde Vida SA (TF 28.978-I) c/ DGI


    H139,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Materia Impositiva


    Fundación. Entidad exenta en el impuesto a las ganancias. Art. 20, inc. f), de la ley 20.628 (t.o. decreto 649/97). Interpretación de la ley: por su letra. Exenciones o desgravaciones totales o parciales que afecten al tributo.


    "Asiste razón a la actora cuando señala que la pérdida de la exención o desgravación se encuentra acotada en sus efectos "en la medida" en que de ello pudiera resultar una transferencia de ingresos a fiscos extranjeros, y la carga de la prueba de esta "medida" recae sobre el contribuyente, quien deberá aportar las constancias respectivas bajo pena de presumirse la"total transferencia" del beneficio con la consecuente pérdida integra dela franquicia en la Argentina.Conforme se sostuvo en el punto VII del dictamen de la causa C.1504, L. XLIV,"Círculo Odontológico de Comodoro Rivadavia", la única herramienta apta con la cual cuenta la AFIP para calculary fijar esa "medida" de la transferencia al Fisco extranjero y, en consecuencia, la mengua en la exención es el procedimiento de determinación de oficio (arg. arts. 17 y cc. de la ley 11.683, t.o. en 1998 y sus modificatorias), mecanismo que el legislador ha previsto para los casos en que la declaración jurada presentada por el contribuyente resulta impugnable.Es éste el ámbito imprescindible para precisar las tres cuestiones íntimamente unidas e indebidamente encauzadas en esta litis: la "medida" de las eventuales transferencias de ingresos a fiscos extranjeros en un período fiscal dado, la consecuente disminución o incluso pérdida total de la franquicia durante ese lapso concreto y, por último y como corolario, el monto del impuesto resultante a ingresar por el contribuyente, con más sus accesorios -en su eventualidad-.Ello es así pues, frente a los supuestos de exención y aun cuando el particular tenga expedido a su favor el reconocimiento de la AFIP, ello no implica un status de indemnidad respecto de las potestades de fiscalización, verificación y percepción de este organismo recaudador sino que, por el contrario, éste las conserva de igual forma que respecto de los demás casos gravados. Es la AFIP quien debe ejercerlas para sostener, en cada año fiscal, que la entidad exenta ipso iure ha transgredido las condiciones legales bajo las cuales goza de una franquicia, situación que la coloca (total o parcialmente) a extramuros del beneficio y habilita entonces al organismo recaudador a exigir el pago del tributo por cada periodo que corresponda.


    "Cascos Blancos c/ AFIP - Resols. 278/00 y 286/00 s/ Proceso de conocimiento


    C870,XLIX-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Impuesto a las ganancias a las sumas percibidas en concepto de “servidumbres petroleras”. Propietarios superficiarios de inmuebles afectados por la explotación hidrocarburífera: indemnización por los perjuicios causados a los fundos. Art. 100 de la ley 17.319 y el decreto 860/96.


    "Yerra el Fisco cuando afirma como sustento de su pretensión: “Que corresponde al contribuyente ingresar el impuesto proveniente de la actividad llevada a cabo por la sociedad de hecho, de acuerdo al porcentaje de participación en la misma”. En efecto, envirtud del art. 100 de la ley 17.319 y del decreto 860/96, no se trata de un ingreso originado por la actividad de la sociedad de hecho, sino de una indemnización a los propietarios del inmueble. Y carece de toda relevancia -a los fines de este análisis- que el pago haya sido librado a la CUIT de esa sociedad de hecho, como -vale resaltarlo- también lo ha considerado el propio Fisco Nacional en este expediente, al determinar de oficio la renta en cabeza de cada una de las personas físicas en virtud de esos ingresos, y exigir aellas el impuesto resultante.Desde un orden lógico de los sucesos, se impone reconocer que primero ocurre el daño a las pasturas, a la superficie cultivable, a las aguas, etc., y, luego, como consecuencia de todo eso, nace el derecho al resarcimiento reglado por el art. 100 de la ley17.319 y por el decreto 860/96.No es óbice para ello que el propietario continúe como titular del dominio del inmueble durante la explotación de hidrocarburos, o aun luego de finalizada ella, pues la Corte ha sido clara al indicar que la "teoría de la fuente", "teoría clásica de la renta" o "renta-producto", que la ley adopta durante el período de la litis para las personas físicas y sucesiones indivisas (cfr. Art. 2° de la ley 20.628), supone la existencia de una fuente relativamente permanente que subsiste después de producirla, la cual se debe también "mantener y conservar", puessólo haciéndolo así se podrán "mantener y conservar" los réditos como lo requiere la definición de la ley.Se advierte que el art. 100 de la ley 17.319 y el decreto 860/96 no dejan lugar a duda respecto a que los pagos allí establecidos están enderezados a"indemnizar a los propietarios superficiarios de los perjuicios que secausen a los fundos", lo cual implica que ambas normas reconocen -en aspecto no controvertido por ninguna de las partes- que no se mantiene ni se conserva la calidad del inmueble afectado a la explotación hidrocarburífera, ni tampoco será factible, por ende,"mantener y conservar" los réditos que éste producía con esa calidad perdida.Ello nítidamente diferencia a las indemnizaciones bajo estudio del fruto que produce el árbol, de la cosecha que da la tierra, del arrendamiento, del salario o del interés de un capital, citados por la Corte en Fallos: 182:417 como ejemplos típicos de renta gravada que "mantiene y conserva" a su fuente productora, y las deja fuera del objeto del tributo regulado por el art. 2°, pto. 1), de la ley 20.628 para las personas físicas como los aquí actores.


    "Yparraguirre, Juan (TF 27337-I) y otro c/ DGI


    Y15,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Impuesto a las ganancias. Reorganización societaria: fusión. Gastos deducibles. Arts. 17 y 80 de la ley. Pagos realizados por la empresa adquirente en concepto de plan de pensión, para los empleados de la empresa absorbida.


    "Del claro texto del art. 80 de la ley de impuesto a las ganancias, se infiere, sin hesitación, que el principio general reposa en la facultad del contribuyente de deducir la totalidad de los gastos que ha efectuado para obtener, mantener y conservar sus ganancias gravadas, y que las restricciones a esta regla general deben estar expresamente legisladas. De esta forma se obtiene la ganancia neta que constituye el objeto del impuesto, esto es, la renta bruta menos los gastos necesarios para su obtención y mantenimiento (arts. 17 y 80 de laLIG).La única causa que origina la existencia del plan de pensión ha sido el trabajo de los empleados beneficiarios para la compañía (Amoco, en primer término, y luego PAE para los que continuaron sus tareas en esta última), durante una determinada cantidad mínima de años.El organismo recaudador no ha negado la condición de verdaderos empleados que tenían los beneficiariosde los pagos, ni tampoco se ha insinuado, siquiera, que sean relaciones de familia o amistad las que motivaron esos abonos. Por ende, no cabe duda alguna respecto a la existencia de un beneficio adicional para esos ex trabajadores, representado por el plan de pensión.Es forzoso concluir que se trató de una forma arbitrada para incrementar la jubilación futura de tales trabajadores, sujeto ello a la condición de que permanecieran una determinada cantidad de años en la empresa, con el fin de interesarlos en el correcto cumplimiento de sus tareas y en la consecuente estabilidad laboral que les permitiría acceder al beneficio del plan depensión.La lógica más elemental indica que este acicate para el correcto y leal cumplimiento de las tareas laborales del empleado y para asegurar su permanencia en la empresa no puede ser calificado como un gasto innecesario a los fines de mantener la fuente productora de renta ni, mucho menos, como una liberalidad por parte de Amoco, motivo por el que, su deducción debe ser admitida a luz de lo dispuesto por los arts. 17 y 80, inc. a), de laley de impuesto a la ganancia.Ello es así cuando los factores de producción no se limitan a los elementos materiales sino también comprenden los humanos (directivos, ejecutivos, empleados y obreros), de cuya acción sobre los recursos industriales o comerciales se logran las ganancias o beneficios.El principio general contenido en los arts. 17 y 80 de la LIG, con las limitaciones expresas que las propias normas establecen, es que el contribuyente puede deducir la totalidad de los gastos efectuados para obtener mantener y conservar sus ganancias gravadas, como forma de gravar su propia “renta neta”. Las conductas que adopten otros sujetos, aun su sociedad continuadora, carecen de toda incidenciapara alterar el cálculo de esa "renta neta" propia, que es la manifestación de capacidad contributiva sujeta al impuesto.La diligencia o el cuidado puesto originariamente por Amoco en conseguir un especial y correcto desempeño de sus trabajadores de ninguna manera conduce a descalificar como deducibles los gastos por tal razón causados con sustento en que su continuadora no ha puesto similar empeño o dedicación con relación a los otros dependientes (lo que no provienen de Amoco). Se trata de decisiones empresarias que, en tanto no representan liberalidades, permanecen al margen de todo reproche fiscal.


    "Pan American Energy LLC sucursal Argentina (TF 28823-I) c/ DGI


    P868,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Ley de impuesto a las ganancias. Distinción entre sociedades por acciones y establecimientos estables. Imputación de ganancias y de gastos de sujetos residentes en el país con respecto a las rentas que obtengan de fuente extranjera.


    "La ley del impuesto a las ganancias distingue a las sociedades por acciones de aquellos otros entes a los que denomina "establecimientos estables", tanto para supuestos en que ambos se ubiquen en el país como fuera de él. En efecto, en el art. 69 - referido a las alícuotas aplicables a las denominadas sociedades de capital - las sociedades por acciones - entre ellas las sociedades anónimas están referidas en el punto 1° de su inciso a), mientras que los establecimientos estables están contemplados, de manera aislada, en el inciso b), que asimismo contiene una caracterización de ellos.La distinción mencionada es mantenida por el legislador a los efectos de la imputación de las ganancias y de los gastos que deben realizar los sujetos residentes en el país con respecto a las rentasde fuente extranjera que obtengan. El art. 133, en su primer párrafo, establece que la imputación de ganancias y de gastos referidos al indicado titulo IX de la ley del gravamen se realizará de acuerdo con los principios generales regulados en el art. 18 que resulten aplicables,"con las adecuaciones que se establecen a continuación". Así, el inc. a) de este art. 133 ordena al residente en el país, comprendido en los incs. d) y e) del art. 119, titular de establecimientos estables ubicados en el exterior y definidos en el art. 128, que impute los resultados de ellos en el momento en que finalicen sus ejercicios anuales. Y añade que idéntica tesitura se debe adoptar en caso de un residente en el país, titular de sociedades por acciones ubicadas en países de baja o nula tributación -supuesto extraño a laespecie-.Por su parte, el inc. c) del articulo bajo estudio, indica que las ganancias de un residente en el país incluido en el inc. d) del art. 119 - el caso de Malteria Pampa S.A.- que no sean atribuibles a los establecimientos estables del exterior - caso de autos, pues Malteria Uruguay S.A. es una sociedad por acciones - se imputarán al año fiscal en la forma establecida en el art. 18, en función de lo dispuesto, según corresponda, en los tres primeros párrafos de su inc. a) de su segundo párrafo, considerándose ganancias del ejercicio anual las que resulten imputables a él según lo establecido en dicho inciso y en el cuarto párrafo del referido artículo 18. Es preciso traer a colación que el art. 18, primer párrafo, inc. a), cuarto párrafo,dispone en su parte final que"Los dividendos de acciones (...) se imputarán en el ejercicio en el que hayansido puestos a disposición".La síntesis normativa realizada lleva a concluir que los accionistas residentes en el país han de imputar en sus respectivas declaraciones los resultados positivos obtenidos por sociedades por acciones residentes fuera de él y no ubicadas en países de baja o nula tributación, únicamente cuandoexistan dividendos y ellos les hayansido puestos a su disposición.Como los accionistas residentes en el país sólo han de computar los resultados obtenidos por las sociedades por acciones de las que sean titulares cuando éstas pongan a su disposición los dividendos respectivos, de allí se sigue que los eventuales resultados negativos experimentados por tales sociedades por acciones sólo serán computables por el residente en el país al momento de enajenación de esas acciones -o, eventualmente, de liquidación de dicha sociedad-, mas no habilitan al accionista local para computar en su declaración el eventual quebranto de aquélla, como erróneamente lo hizo la actora en los dos ejercicios fiscales aquí considerados."


    Malteria Pampa S.A. (TF 27000-I) c/ DGI


    M1393,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión municipal de cobro de tributo en concepto de derecho por publicidad y propaganda. Tasas. Requisito: contraprestación de un servicio. Potestades tributarias del municipio.


    "La distinción entre tasas e impuestos no es meramente académica, sino que tiene un rol esencial en la coordinación de potestades tributarias entre los diferentes niveles de gobierno. En efecto, el artículo 9, inciso b, de la ley de coparticipación federal excluye a las tasas retributivas de servicios de la prohibición de establecer gravámenes locales análogos a los nacionales distribuidos.Se define a la "tasa" como una categoría tributaria, que si bien posee una estructurajurídica análoga al impuesto,"se diferencia de éste por el presupuesto de hecho adoptado por la ley, que consiste en el desarrollo de una actividad estatal que atañe al obligado y que, por ello, desde el momento en que el Estado organiza el servicio y lo pone a disposición del particular, éste no puede rehusar su pagoaun cuando no haga uso de aquél, o no tenga interés en él, ya que el servicio tiene en mira el interés general.En suma, el elemento definitorio de una tasa es la existencia de un servicioen contraprestación a su pago.El tributo municipal en cuestión cumple con el requisito fundamental de las tasas según el cual"al cobro de dicho tributo debe corresponder siempre la concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio referido a algo no menos individualizado(bien o acto) del contribuyente". Corresponde desestimar el primer agravio de la actora, en tanto las tasas no se encuentran alcanzadas por la prohibición de establecer gravámenes locales análogos a los nacionales distribuidos (art. 9, inc. b, ley 23.548).En tanto la facultad de crear tributos de los municipios deriva de la facultad correspondiente de la provincia a la que pertenecen, ésta se encuentra sujeta a los límites establecidos en la Constitución Nacional.El agravio relacionado con la falta de contacto territorial debe ser desestimado, pues la actividad publicitaria de los productos fabricados y comercializados por la actora - actividad que ella no sólo promueve o autoriza, sino que también le genera un beneficio económico- se lleva a cabo en territorio que se encuentra bajo la jurisdicción del municipio de Justo Daract. Por consiguiente, éste se encuentra facultado para exigir un tributo en cuestión en contraprestación por los servicios de inspección que presta para procurar que la actividad publicitaria no cause daños a terceros."


    L'Oreal Argentina S.A. c/ Municipalidad de Justo Daract s/ Acción contencioso administrativa


    L431,XLVIII-16 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo fusión por absorción. Art. 77, inc. c) ley 20.628. Requisito de la existencia de actividades iguales o vinculadas entre las dos compañías en el período de doce meses anteriores a la fecha de reorganización. Remisión dictamen de la causa I. 25, L. XLVII,"International Engines South America SA c/ AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva".


    "La Veloz del Norte S.A. c/ Estado Nacional - A.F.I.P. – D.G.I.- s/ Impugnación de acto administrativo


    L529,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Repetición del impuesto a las ganancias indebidamente ingresado en distintos períodos. Impuesto confiscatorio solo para un ejercicio. Derecho a aplicar el mecanismo de ajuste por inflación previsto en el art. 94 y ccdtes.dela ley. Inexistencia de allanamiento a la pretensión fiscal como consecuencia de la regularización de deuda. Remisión a precedentes. Rechazo pretensión de inconstitucionalidad de la tasa de interés fijada por el art. 4° de la resolución 314/04 del Ministerio de Economía (ME)


    "El pronunciamiento apelado no tachó de confiscatorio al impuesto a las ganancias que la actora pagó en el período 2003 como consecuencia de la declaración jurada rectificativa presentada, ni la actora en momento alguno invocó tal agravio. La decisión recurrida únicamente se limitó a afirmar que, a raíz de la prohibición de aplicar el mecanismo correctivo en el período 2002, no se reflejó la pérdida contable real que sufrió en ese ejercicio, cuyo reflejo en el balance impositivo de ese ejercicio y su posterior arrastre al del 2003 -en los términos del art. 19 de la ley 20.628- le hubiera permitido abonar un menor impuesto que aquel que efectivamente ingresó.En este punto, la sentencia debe ser revocada y se remite a lo dictaminado en lacausa E. 204, L. XLV,"Estancias Argentinas El Hornero S.A. c/ E.N. - AFIP- DGI - ley 24.073 s/ proceso de conocimiento", cuyos fundamentosy conclusiones V.E. compartió.Respecto de si es confiscatorio el impuesto a las ganancias abonado en el periodo 2002 y, por ende, si es procedente su repetición, la controversia debe ser puesta en su recto quicio: las normas impugnadas –art. 39 de la ley 24.073, art. 4° de la ley 25.561, decreto 214/02 y toda otra que impida a la actora aplicar el ajuste por inflación impositivo previsto en los arts. 94 y sgtes de la ley 20.628- son en principio, constitucionalmente admisibles, salvo que, en la especie, se demuestre su repugnancia con la garantía de inviolabilidad de la propiedad, al producir efectos confiscatorios ensu patrimonio o en su renta.Así, la controversia resulta sustancialmente análoga a la resuelta en la causa "Candy S.A. c/ AFIP y otro" (Fallos: 332:1571), a cuyos fundamentos y conclusiones se remite.Por lo que si la Corte considera que los instrumentos acompañados por la actora y conclusiones del peritaje contable demuestran que como consecuencia del mecanismo correctivo cuya aplicación se discute en la causa- ella no tuvo réditos sujetos a impuesto en el periodo 2002 sino que, por el contrario, experimentó una pérdida en su giro comercial, forzoso será que concluya en que el impuesto a las ganancias que debió pagar sin aplicar el mencionado ajuste resulta confiscatorio, ante la inexistencia total de rentas que puedan ser válidamente absorbidas por el tributo, motivo por el cual la sentencia debería ser confirmada en este aspecto pero por estos fundamentos.El pronunciamiento recurrido, para declarar la inconstitucionalidad de la tasa de interés del 0,5% mensual fijada por el art. 4° de la resolución (ME) 314/04, afirma la existencia de un perjuicio económico injustificado para la actora, quien recibiría los importes adeudados con una tasa de interés inferior al porcentaje de inflación mensual.Sin embargo, ha dicho V.E. que si bien es cierto que la asociación entre derecho de propiedad y depreciaciónmonetaria pudo elaborarse como defensa eficaz de los derechos patrimoniales en diversos periodos, no es menos exacto que su perduración sine die no sólo postergaría disposiciones constitucionales expresas, como las del art. 67, inc. 10, de la Constitución Nacional, sino que causaría un daño profundo en la esfera de los derechos patrimoniales todos, al alimentar esa grave patología que tanto los afecta: la inflación. No puede admitirse que lo que fue solución de especie frente a un problema acotado temporalmente y en su configuración, en las que no incidieron normas como la que recientemente dictó el Congreso Nacional para procurar una moneda nacional apta, se trueque en vínculo estable, alterando así su naturaleza esencial (Fallos: 315:158, cons. 30). No menos admisible es que la indicada asimilación entre derecho de propiedad y depreciación monetaria conduzca a admitir un instrumento en reemplazo de la "indexación"que, por vía de intereses desmedidos, acentúe nuevamente el proceso inflacionario, con grave daño para la comunidad, máxime cuando, al hacerlo, pueda entorpecerse a las autoridades políticas de la Nación en su decisión de solucionar de modo profundo, y no meramente sintomático, los problemas monetarios mediante el dictado de las normas pertinentes.Tampoco sustenta la declaración de inconstitucionalidad, la pretendida afectación al principio de igualdad provocada por la resolución (ME) 841/10, la que dispuso un incremento a las tasas de intereses punitorios y resarcitorios pero nada estableció respecto de los que se emplean en los casos de devolución, reintegro o compensación (art. 179 de la ley 11.683), toda vez que esta suba obedeció al objetivo confeso de estimular el cumplimiento en términode las obligaciones fiscales.Y las distinciones que la ley establece en lo atinente a los distintos mecanismos a utilizar según se trate de créditos fiscales o de particulares responden a una objetiva razón dediscriminación, que no aparece contraria a la garantía del art. 16 de la Constitución Nacional."


    Alubia S.A. c/ AFIP - Dirección General Impositiva s/ Repetición


    A612,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Supuestos Particulares. Lealtad Comercial


    Incompetencia del fuero federal. Recurso de apelación. Art. 22 de la ley 22.802 de lealtad comercial. Multa aplicada por organismo provincial.Remisión Comp. 592, L. XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    "Supermercados Toledo S.A. s/ Recurso directo - lealtad comercial - ley 22.802


    S311, L-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Servicio de televisión por cable. Multa a empresas por concertar una distribución del mercado. Violación a los artículos 1; 2, inciso b; y 3 de la Ley de Defensa de la Competencia N° 22.262. Rechazo del planteo de prescripción. Improcedencia del cese de la conducta distorsiva de la competencia. Fusión aun no consolidada. Afectación de derechos fundamentales. Resolución arbitraria.


    "La sanción aplicada en el caso constituye una infracción administrativa impuesta en los términos del artículo 26 de la ley 22.262. Por lo tanto, el plazo para la prescripción de la acción es el previsto en los artículos 62, inciso 5, y concordantes del Código Penal. Sin embargo, en el caso, la acción no se encuentra prescripta, la conducta sancionada -la concertación geográfica y de clientes del mercado de televisión por cable- se perpetúo durante todo el lapso de tiempo que duró el acuerdo entre las partes por el cual se repartíanel mercado. Ese concierto se mantuvo, al menos, hasta el año 2006, cuando ambas empresas se fusionaron. Así lo entendió el a qua, y ello no fue controvertido por las partes ante esta instancia. Por ello, al menos hasta ese momento, no comenzó a computarse el plazo, en tanto, de acuerdo al artículo 63 del Código Penal, el plazo empieza a correr "desde la medianoche del día en que se cometió el delito o, si éste fuese continuo, en que cesó de cometerse". Cabe destacar que desde el año 2006 hasta el dictado de la resolución nro. 219/10 aquí cuestionada, la Administración demostró sin solución de continuidad su voluntad de instar el proceso y de ejercer su facultad sancionatoria. Las causales de interrupción de la prescripción mencionadas en el artículo 67 del Código Penal, no se aplican automáticamente al procedimiento previsto por la ley 22.262, sino que deben adaptarse a las particulares características de este proceso administrativo.Por otro lado, en relación a la revocación de la orden de cese de la conducta distorsiva, aparece, al menos, prematura la decisión apelada en cuanto sostuvo que la orden de cese devino abstracta ante la operación de concentración aprobada por la resolución SCI N° 257/07. En efecto, la fusión aún no se encuentra consolidada. La resolución apelada luce arbitraria en tanto ha prescindido de valorar la falta de consolidación de la operación de fusión y su implicancia en la cuestión debatida. En el caso, esa decisión atenta contra los artículos 42 y 43 de la Constitución Nacional, que tutelan el correcto funcionamiento del mercado y la competencia leal con la gravedad de que no están involucrados únicamente intereses pecuniarios, sino también derechos humanos fundamentales como la libertad de expresión e información."


    Multicanal S.A. - Cablevisión S.A. s/ Inf.ala ley 22.262 (y M. 1301, L. XLVIII)


    M1309,XLVIII-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Policía Federal


    Personal de la Policía Federal. Pase a situación de retiro obligatorio. Precedente “Rodríguez”. Ley 21.965. Decreto 1.866/83. Apreciación de la Junta de Calificaciones respecto de la aptitud para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro del personal policial. Innecesaridad de la finalización del sumario administrativo a fin de que la Junta tenga en cuenta la incidencia de las conductas investigadas en la aptitud para permanecer en el servicio efectivo. Razonabilidad del proceder administrativo.


    "El caso en examen presenta singularidades quelo diferencian del precedente "Rodríguez" (R. 562, L. XLVI), en tanto la calificación como "prescindible para el servicio efectivo" otorgada a los actores no se basó exclusivamente en que el Ministro del Interior -por conducto de la resolución 670/04- había instruido al jefe de la Policía Federal Argentina para que adoptara las medidas necesarias para que el personal comprendido en la resolución del 18 de mayo de 2004 pasara a situación de retiro, sino que la Junta Superior de Calificaciones y la Junta de Calificaciones N° 1 (que evaluaron los antecedentes de los actores) tuvieron en cuenta, también, que se hallaba investigada la conducta de ellos en sede administrativa y, que en el caso de uno de ellos, había recibido sanciones disciplinarias en la carrera y en el grado.El estado policial presupone el sometimiento a las normas de fondo y de forma que estructuran la institución policial, ubicándola en una situación especial dentro del esquema general de la administración pública, de la que difiere tanto por su composición como por las normas que la gobiernan, las que establecen las relaciones de su personal sobre la base de la subordinación jerárquica y la disciplina; y también que esa sujeción a la jurisdicción policial y disciplinaria se extiende al régimen de ascensos y retiros, por el cual se confiere a los órganos específicos lacapacidad de apreciar en cada caso la concreta aptitud con suficiente autonomía funcional, derivada, en última instancia, del principio cardinal de división de los poderes. La apreciación de la Junta de Calificaciones de la Policía Federal respecto de la aptitud para ascender, conservar el grado o pasar a situación de retiro del personal policial, comporta el ejercicio de una actividad discrecional que no es susceptible, en principio, de justificar el control judicial, salvo que se demuestre la irrazonabilidad del proceder administrativo.Así, la actora se refiere a la irregularidad que supone el hecho de que el 7 de mayo de 2004 se publicó en el Orden del Día 80 de la Policía Federal Argentina la nómina del personal en actividad que pasaba a revistar en situación de disponibilidad en los términos del art. 48, inc. a), de la ley 21.965 sin que existiera un acto administrativo previo en tal sentido, el que recién fue dictado por el jefe de la fuerza policial el 18 del mismo mes y año.En el caso, no se alcanza a advertir que las omisiones señaladas por los recurrentes les haya ocasionado una lesión a su derecho de defensa, en tanto no demostraron haberse visto impedidos de recorrer la vía administrativa para intentar revertir la decisión de pasarlos a situación de disponibilidad, ni de cuestionar las sucesivas etapas del trámite que culminaron con el pase a situación de retiro obligatorio que se impugna en las presentes actuaciones.El tratamiento del personal por parte de las Juntas de Calificaciones se hará valorando las aptitudes morales, profesionales, físicas e intelectuales, conducta, concepto, participación en cursos regulares y especiales y todo otro antecedente que sirva para evaluar las condiciones generales del calificado. En el caso, el proceder de las Juntas de Calificaciones que evaluaron la aptitud de los actores para ascender, continuar en el grado o ser declarados prescindibles para el servicio efectivo, no se apartó de las pautas fijadas por la ley para el personal policial y porsu decreto reglamentario, en tanto no solamente tuvieron en cuenta lo dispuesto por la resolución 670/04 del Ministerio del Interior, sino que también valoraron que su conducta estaba siendo investigada enlos sumarios administrativos.Si bien al momento de ser evaluados sus antecedentes, dichos sumarios administrativos no habían concluido, la falta de resolución de los sumarios a la fecha en que fueron evaluados los antecedentes de los actores no impedía que las Juntas tuvieran en cuenta la incidencia de las conductas investigadas en la aptitud para permanecer en el servicio efectivo.En efecto, dado que el pase a situación de retiro obligatorio no constituye una sanción disciplinaria expulsiva de la fuerza, toda vez que el personal que pasa a revistar en tal condición conserva el estado policial y los derechos y obligaciones que éste conlleva, no cabe interpretar que las Juntas deban inexorablemente aguardar a que el sumario administrativo finalice para, recién entonces, poder apreciar ese antecedente a los efectos de discernir la aptitud para continuar en el servicio efectivo del personal sujeto a evaluación, o su prescindibilidad a esos fines. Las Juntas de Calificaciones fundaron su evaluación en circunstancias objetivas, susceptibles de generar la desconfianza de los superiores de estos oficiales en lo atinente al correcto desempeño de sus funciones, lo que descarta que se trate de una medida arbitraria, único supuesto en el que cabe dejar de lado la calificación asignada."


    Hourcade, Horacio Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Secretaria de Seguridad Interior - PFA - s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    H133,XLVII-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de demanda. Daños sufridos como consecuencia de enfrentamiento armado con delincuentes. Agente policial. Remisión causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos".


    "Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V. E. en torno al objeto del litigio, se mantiene opinión vertida en el dictamen de la causa A. 774, L. XLII,"Andrada, Alberto Miguel".


    Llanos, Agustín Gustavo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


    L685,XLVIII-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de demanda. Daños sufridos como consecuencia de enfrentamiento armado con delincuentes. Agente retirado. Remisión causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos" y dictamen autos M.1071, L. XLVII, "Meza, Elmidio".


    "Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V. E. en torno al objeto del litigio, se mantiene opinión vertida en el dictamende la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel".


    "Eklund, Gustavo Adolfo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía FederalArgentina s/ Daños y perjuicios


    E3,XLIX-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo demanda por daños sufridos como consecuencia de enfrentamiento armado con delincuentes. Agente policial. Remisión a lo resuelto por la Corte en la causa L. 377, L. XLI, “Leston, Juan Carlos”.


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V. E. en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en la causa A.774, L.XLII, “Andrada, Alberto Miguel”.


    Bravo, Luis Lucio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    B1141,XLVIII-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del Estado


    Daños y perjuicios sufridos por agente de la Policía Federal, luego de la prestación de servicios. Procedencia del reclamo: dolencias que no provienen de acciones bélicas ni de un enfrentamiento armado. Remisión fallo "García". Dictamen"Andrada”.


    "En reiterados casos el Tribunal consideró aplicable el criterio adoptado en los precedentes "Azzetti" (Fallos: 321:3363),"Aragón" (Fallos: 330:5205) y "Leston" (sentencia del 18 de diciembre de 2007), en los cuales destacó que lo relevante de la doctrina allí sentada es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común.Por otra parte, en la sentencia del 20 de diciembrede 2011, in re G. 807, L. XLV,"García, José Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ daños y perjuicios" V.E. sostuvo, por mayoría, que la doctrina explicitada en los casos antes mencionados fue indebidamente interpretada, pues establece que no procede indemnización cuando los daños reclamados provienen de acciones bélicas (fuerzas armadas) o enfrentamientos armados (fuerzas de seguridad) yque, por lo tanto, no cabe entender dichas categorías como equiparables a genéricos actos de servicio. No obstante ello, añadió que compete al tribunal de grado resolver si en este último supuesto se configuran todos y cada uno de los requisitos que hacen al progreso de la acción resarcitoria, de acuerdo con el derecho común que se invoca como fundamento dela pretensión (cons. 5°).El reclamo indemnizatorio formulado por el actor en el sub lite, en principio, sería procedente en razón de que sus dolencias no provienen de acciones bélicas ni de un enfrentamiento armado, sino que fueron adquiridas cuando se retiraba de prestar servicios en la Policía Federal, siempre que se verifiquen los extremos a los que se refirió la Corte en el caso"García" antes citado.Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E., mantengo la opinión vertida en el dictamen emitido en la causa A. 774, L. XLII,"Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Villalon, Fernando Faustino c/ Estado Nacional - PFA s/ Acc.abto.military fuerzas de seguridad


    V54,XLIX-3 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de la demanda. Daños sufridos por un suboficial de Gendarmería Nacional como consecuencia de un enfrentamiento armado con delincuentes. Remisión a la causa L. 377, L. XLI,"Leston, Juan Carlos” y al dictamen de autos A. 774, L. XLVII, “Andrada, Alberto Miguel”.


    "Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen de la causaA.774, L.XLII,"Andrada, Alberto Miguel”.


    B., Silvia Beatriz y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y Gendarmería Nacional s/ Daños y perjuicios


    B51, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo demanda de daños y perjuicios sufridos por agente policial, durante un enfrentamiento armado con delincuentes. Remisión causa L. 377, L. XLI, “Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Policía FederalArgentina si daños y perjuicios".


    "Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen de la causa A. 774, L. XLII,"Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional -Ministerio del Interior- Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    De Oro, Carlos Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Daños y perjuicios


    D92,XLIX-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Relación Directa e Inmediata entre el Daño y la Conducta Estatal


    Daños y perjuicios por presunta denuncia maliciosa. Proceso penal que terminó en absolución. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación suficiente. Falta de servicio: recaudo fundamental para la procedencia de la responsabilidad por actividad irregular del Estado. Deber legal que pesaba sobre el interventor federal de la provincia: denunciar los presuntos delitos de acción pública de los que tuviera conocimiento en el ejercicio de sus funciones.


    Si bien la responsabilidad que se le atribuye al Estado Nacional, por las consecuencias dañosas derivadas de la resolución 37/3 del interventor federal de la provincia de Tucumán, y los agravios expresados por el recurrente, remiten al examen de cuestiones dehecho, prueba y derecho común propia de los jueces de la causa y ajenas a la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a este principio cuando, como en el sub examine, el pronunciamiento impugnado no ha examinado adecuadamente los diversos aspectos que el caso suscita y ha efectuado afirmaciones dogmáticas que sólo le otorgan fundamentación aparente, lo que redunda en menoscabo del derecho de defensa en juicio amparado por el art. 18 de la Constitución Nacional.Media en el caso nexo directo e inmediato entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), porque la incorrecta apreciación de las circunstancias obrantes en la causa, así como la falta de adecuado tratamiento de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio, con grave afectación del derecho de defensa en juicio, determinan la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad, sin que sea necesario examinar los otrosagravios que plantea el apelante.


    D., José c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    D78,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Responsabilidad por Hechos o Actos de la Administración Pública


    Procedencia demanda de daños y perjuicios. Accidente sufrido en acto de servicio. Policía Federal. Precedentes "Azzetti" (Fallos: 321:3363),"Aragón" (Fallos: 330:5205),"Leston" y G. 807, L. XLV,"García, José Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EjércitoArgentino s/ Daños y perjuicios". Remisión a lo dictaminado en causa A. 774, L. XLII,"Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    "Los daños de origen accidental se diferencian de los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicasde las fuerzas armadas o de seguridad, a esta última categoría no resultan aplicables las normas de derecho común.No procede indemnización cuando los daños reclamados provienen de acciones bélicas (fuerzas armadas) o enfrentamientos armados (fuerzas de seguridad) y que, por lo tanto, no cabe entender dichas categorías como equiparables a genéricos actos de servicio. No obstante ello, compete al tribunal de grado resolver si en este último supuesto se configuran todos y cada uno de los requisitos que hacen al progreso de la acción resarcitoria, de acuerdo con el derecho común que se invoca como fundamento de la pretensión.El reclamo indemnizatorio procedente en razón de que su dolencia no proviene de acciones bélicas ni de un enfrentamiento armado, sino que fue resultado de la prestación de servicios en la Policía Federal Argentina, siempre que se verifiquen los extremos fijados por la Corte en el caso "García".


    "Berlanga, Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


    B992,XLVIII-7 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Responsabilidad civil de una provincia. Daños ocasionados por agentes policiales. Ejercicio del poder de policía de seguridad. Arbitrariedad de sentencia. Remisión precedente"Izaurralde”.


    "Si bien la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, en autos se demuestra, por el contrario, una total ausencia de fundamento que impide considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido; más aún, si con el pronunciamiento apelado se desconoce la resolución de V.E. decuestiones sustancialmente análogas a las presentes en el precedente"Izaurralde" (Fallos: 322:2002).Ha dicho el Tribunal que"...-conforme lo ha resuelto reiteradamente este Tribunal- quien contrae la obligación de prestar un servicio -en este caso, de policía de seguridad- lo debe hacer en condiciones adecuadas para llenar el fin para el que ha sido establecido y es responsable de los perjuicios que causare su incumplimiento o su ejecución irregular". Continuó dicho fallo expresando que el ejercicio del poder de policía de seguridad estatal impone a sus agentes la preparación técnica y psíquica adecuada para preservar racionalmente la integridad física de los miembros de la sociedad y sus bienes... Ello pues ningún deber es más primario y sustancial para el Estado que el de cuidar de la vida y de la seguridad de los gobernados; y si para llenar esas funciones se ha valido de agentes o elementos que resultan de una peligrosidad o ineptitud manifiesta las consecuencias de la mala elección, sea o no excusable, deben recaer sobre la entidad pública que la ha realizado y que"...como tiene resuelto este Tribunal, no basta para excluir la responsabilidad de la provincia la circunstancia de que en el momento del hecho el autor del daño se encontrara fuera de servicio, pues el acto imputado sólo aparece como posible en la medida en que derivó de las exigencias propias del cargo, si se advierte que el arma utilizada había sido provista por la repartición en que el autor revistaba y que debía portarla permanentemente".Las distintas pruebas del proceso penal -a las que cabe remitir por razones de brevedad y que no están en discusión- son más que concluyentes en cuanto a que se usaron las armas reglamentarias para aplicarle los golpes mortales a la víctima, lo que permite afirmar la responsabilidad de la provincia demandada en el episodio provocado por sus agentes. "


    A. M., G. Jorge Pablo y A. Hector Bautista s/ Defraudación calificada – encubrimiento agravado, etc. – Causa Nº 1.783/10


    A683,XLVII-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Servicios Públicos


    Marco regulatorio eléctrico. Ley 24.065 y resolución 168/92 de la Secretaría de Energía.Precedente A. 126, L. XXXVI, "Ángel Estrada”. Inobservancia de requisito de competencia. El ENRE no puede fijar indemnizaciones por daños ocasionados por interrupción del servicio eléctrico."


    El ENRE no puede fijar indemnizaciones por daños ocasionados por interrupción del servicio eléctrico ya que no tiene competencia para dirimir reclamos de daños y perjuicios planteados por los usuarios con sustento en el derecho común, resulta extraño a las atribuciones conferidas al ente regulador por el art. 72 de la ley 24.065. Al margen de que una eventual decisión condenatoria dictada por el ente regulador sobre el punto, carecería de autoridad de cosa juzgada y no sería susceptible de cumplimiento forzoso conforme a las reglas relativas a la ejecución de sentencias, pues la ley respectiva no le ha otorgado estas cualidades a las decisiones del organismo. Su intervención resultaría estéril, pues no podría satisfacer el reclamo de daños y perjuicios por medio de una decisión que, conforme a la ley, tuviera un alcance equivalente a una sentencia condenatoria. En el orden jurídico administrativo la competencia constituye un elemento esencial que confiere validez a la actuación de los órganos estatales, a tal punto que aquélla no se configura como un límite externo a esa actuación sino, antes bien, como un presupuesto de ella, en virtud de la vinculación positiva de la administración al ordenamiento jurídico, que debe autorizar a sus organismos para actuar en forma expresa o razonablementeimplícita. La atribución de competencia jurisdiccional a los órganos y entes administrativos debe ser interpretada con carácter estricto, debido a la excepcionalidad de la jurisdicción confiada a aquéllos para conocer en cuestiones que, en el orden normal de las instituciones, corresponde decidir a los jueces.


    Edesur S.A. c/ Resolución 380 y 1712/05 - Ente Nacional Regulador de la Electricidad s/ Resolución 1569/06 - 2063/07


    E141,XLVII-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    capítulo II


    Derecho Civily Comercial


    Derecho Civil


    Familia


    Adopción


    Contienda de competencia.Guarda pre-adoptiva de tres menores. Art. 316 del Código Civil. Lugar del domicilio de los menores. Interpretación amplia e integradora. Juez de la residencia habitual. Remisión a Fallos: 331:1344.


    El artículo 316 del Código Civil dispone que la guarda debe ser otorgada por el juez o el tribunal del domicilio del menor o donde judicialmente se hubiese comprobado su abandono.Sin embargo, esa directiva no debe interpretarse con un criterio literal. La adhesión mecánica a un punto de conexión ficto, como es el que prevé el artículo 90, inciso 6°, del Código Civil, no se compadece con una recta hermenéutica constitucional de los preceptos aplicables a situaciones como la examinada. La noción misma de orden jurídico, impone considerar el texto positivo con una visión integradora, presidida por las disposiciones de jerarquía superior. Por lo tanto, la alusión al domicilio del menor del artículo 316 del Código Civil, como elemento de atribución, debe asumirse, en el caso, en suacepción más amplia, esto es, con referencia al lugar de residencia habitual.


    G., D. C., C., A. E. y otra s/ Guarda para futura adopción


    COMP819,XLIX-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Guarda pre-adoptiva de una menor. Art. 316 del Código Civil. Lugar del domicilio. Interpretación amplia e integradora. Juez de la residencia habitual. Mejor interés del niño. Necesidad de pronta regularización de la situación del menor. Remisión a Fallos: 331:1344.


    El artículo 316 del Código Civil dispone que la guarda debe ser otorgada por el juez o el tribunal del domicilio del menor o donde judicialmente se hubiese comprobado su abandono. Sin embargo, esa directiva no debe interpretarse con un criterio literal. La adhesión mecánica a un punto de conexión ficto, como es el que prevé el artículo 90, inciso 6°, del Código Civil, no se compadece con una recta hermenéutica constitucional de los preceptos aplicables a situaciones como la examinada. La noción misma de orden jurídico, impone considerar el texto positivo con una visión integradora, presidida por las disposiciones de jerarquía superior. Por lo tanto, la alusión al domicilio del menor del artículo 316 del Código Civil, como elemento de atribución, debe asumirse, en el caso, en su acepción más amplia, esto es, con referencia al lugar de residencia habitual.El mejor interés de la menor exige relativizar la pauta formal contenida en el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y atribuir la competencia de la causa a la sede en cuyo ámbito habita la niña a quien debe tutelarse.Por otro lado, es de mayor importancia que se asigne un tribunal que esclarezca prontamente cuál es la realidad de esta menor, quien desde su nacimiento -ocurrido en marzo de 2007- se encontraría en trance deuna eventual adopción, sin control jurisdiccional, y sin determinar siquiera la regularidad de la guarda extrajudicial conferida, carencias éstas que agravian hondamente sus derechos fundamentales.


    A., A. O. y M., M. d C.s/ Guarda preadoptiva


    COMP958,XLIX-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Filiación.Hijos Extramatrimoniales.Declaración Judicial de la Filiación


    Impugnación de paternidad extramatrimonial. Caducidad de la acción. Falta de legitimación activa. Verdadera filiación biológica. Modificación del apellido del menor. Interés superior del niño. Derecho a la identidad y al nombre. Derecho a ser oído y opinar. Normativa internacional de protección de niños y niñas.


    La recurrente ha consentido el señalamiento que hizo la cámara en el sentido de que han quedado firmes los aspectos atinentes al progreso de la acción de impugnación y a la existencia de un vínculo biológico paterno-filial entre el actor y el menor, finiquitando así el título de estado obtenido mediante el reconocimiento atacado y determinándose legalmente la paternidad, con el consiguiente desplazamiento del estado de familia anterior y la ubicación en el nuevo estatus. En ese plano, los agravios inherentes a la legitimación activa y a la caducidad del derecho esgrimido por el padre biológico, resultan contradictorios con el sometimiento a la decisión recaída en tomo a la disputa central, o sea, la filiación, puesto que el progreso de aquellas defensas llevaría a clausurar los efectos en el estado civil que, no obstante, la recurrente ha aceptado. Esa contraposición entraña la inadmisibilidad de ambos capítulos de la apelación.Por lo demás, en un pleito que, no tiene por objeto debatir los méritos para la custodia o el contacto con el menor, sino determinar la verdadera filiación biológica, la tutora no se hacecargo de las opiniones técnicas que postulan imperioso el inicio del proceso de develamiento de la identidad ni manifiesta cuál sería la injerencia arbitraría del Estado al actuar en pos de esa revelación. Asimismo, omite que la Corte ha ponderado, en principio, axiológicamente deseable una identidad filiatoria sustentada desde su presupuesto biológico en vínculos consolidados a partir de la procreación.En lo que concierne al recurso intentado por los demandados, que se refiere a las cargas emergentes de la autoridad parental, la crítica parece apuntar a que los jueces no las han incluido en la condena. Esa objeción, además de ubicarse en un terreno fáctico y de derecho común, extraño a la vía, no evidencia una eventual arbitrariedad. Basta referir, en tal sentido, que los accionados ni siquiera intentaron compatibilizar el tratamiento y la definición de esos rubros con el principio de congruencia, en el contexto procesal y sustantivo de la demanda entablada, que no tiene por objeto la determinación de alimentos o del régimen de contacto con el niño, sino el esclarecimiento del estado de familia extramatrimonial del menor y el demandado.En lo inherente al planteo referido al nombre del niño, las particulares circunstancias del caso, los agravios de la representante ad hoc, cuestionando tanto la hermenéutica de la ley 18.248 como de la Convención sobre los Derechos del Niño, y las potestades conferidas por el artículo 25 -incs. a), b), e), h) e i)- de la ley 24.946, enmarcadas en el artículo 120 de la Carta Magna, imponen un pronunciamiento.Si bien la sentencia de la Suprema Corte local convalida una inteligencia de ciertas disposiciones de la Convención sobre los Derechos del Niño -vinculadas con el interés superior del niño y su derecho a la identidad y al nombre-, omite valorar otras que resultaban de crucial relevancia para dirimir el supuesto. En efecto, el tribunal debió considerar que, de acuerdo con esa Convención, el niño teníaderecho a ser oído y a opinar sobre el apellido que desea portar, pues se trata de un aspecto centralde su vida y de su desarrollo.A la luz de tales pautas, la decisión judicial relativa a la modificación del apellido del niño debió adoptarse previa evaluación exhaustiva de las derivaciones que esa medida podía producir en su desarrollo integral, asegurando su participación y tomando debidamente en cuenta su opinión.Habida cuenta el tenor del problema y las singulares circunstancias que lo rodean, la tutela de la que el niño es acreedor no hallará un canal idóneo en la nulidad del proceso. Antes bien, establecida la filiación biológica, debe mantenerse la validez del juicio y revocarse lo decidido únicamente en cuanto modifica el nombre sin determinar con anterioridad los efectos concretos sobre la realidad vital del menor, en especial, sin tener en cuenta su derecho a ser oído y a opinar sobre el apellido que desea llevar.


    C., H. D. c/ P., M. C. s/ Impugnación de paternidad y filiación


    C477,XLVII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Prueba de la Filiación


    Demanda de filiación. Nacimiento producto de supuesta agresión sexual a mujer insana. Prueba genética: ADN. Renuencia del demandado al examen. Artículo 4 de la ley 23.511. Ponderación de la prueba. Teoría de las cargas procesales. Derecho a la identidad del menor. Madre e hija en situación de vulnerabilidad. Interés superior de niño. Sentencia arbitraria.


    El rechazo del recurso local de inaplicabilidad de ley interpuesto oportunamente por la curadora de la insana, se sustenta en motivos eminentemente formales, sin hacerse cargo de argumentos esenciales propuestos por la interesada.Las omisiones en el análisis de las constancias imprimen un cariz dogmático a la solución, entanto priorizó unos datos y excluyó otros de la consideración que podrían adquirir igual o mayor relevancia, sin dar ninguna explicación plausible respecto de los motivos de esa selección, ni responder a los serios argumentos de la accionante. Por ende, el fallo viene a basarse en la sola voluntad de los jueces, habilitando la intervención del Alto Tribunal en virtud de la arbitrariedad de la solución consagrada.Esa misma calificación le incumbe al modo en el que la sentencia sopesó el resultado probatorio. En este capítulo, se enmarca la ponderación del desempeño procesal del demandado, quien desde un principio se escudó en la negativa frente al relato de la actora y al rechazo del estudio biológico, sin proporcionar ninguna aclaración sobre la conducta que se le atribuye o brindar su propia versión de lo acontecido ni comparecer personalmente.El fallo nada dijo al respecto, como debió hacerlo, sobre todo porque, la teoría de las cargas procesales hace recaer en quien se halla en mejor situación el deber de aportar los elementos tendientes a obtener la verdad objetiva.En este supuesto, las opciones probatorias están acotadas en extremo por el escenario aislado en el que se habría desarrollado el suceso que -refieren-, derivó en el embarazo de la mujer insana.En ese marco, dado que las resoluciones dictadas en sede penal y civil no descartan la existencia de la violación referida, que tendría como víctima a una persona con un padecimiento psíquico, medicada, recluida en un establecimiento psiquiátrico, la decisión debió estudiar con exhaustividad las alegaciones sobre la ínfima posibilidad de la actora para reconstruir el evento. También debió estudiar la disparidad de medios respecto del demandado, a quien le bastaría con realizarse el estudio genético para excluir su paternidad en manera concluyente, y que se habría constituido así en el árbitro del litigio, con sólo asumir una actitud prescindente, cancelando la única chancede prueba certera.Resulta igualmente incongruente tanto la exigencia de acreditar que el emplazado no fue protagonista de episodios similares en el pasado, como la trascendencia que atribuye al sobreseimiento provisorio dictado en sede penal, por no haberse podido individualizar al autor o autores del delito de violación.Al valorar las constancias de la causa, recaía sobre los juzgadores un deber de tutela reforzado, pues se encuentran involucradas dos personas en situación de vulnerabilidad y, por lo tanto, titulares de un amparo especial.El Tribunal ha destacado de manera constante el deber de protección especial de los derechos de los niños, niñas y adolescentes -consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño y en la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Ado1escentes- y ha reafirmado la prevalencia del interés superior del menor por sobre otros principios o derechos. En tal sentido, cabe destacar que en estas actuaciones se debate en torno al artículo 4° de la ley 23.511, cuyo espíritu es tutelar el derechoa la identidad de los menores.La Corte Suprema ha sostenido que ante la existencia de derechos en pugna de adultos que se hallan ligados con la persona del niño, es la obligación del tribunal de dar una solución que permita satisfacer las necesidades del menor del mejor modo posible para la formación de su personalidad, lo que obsta a justificaciones de tipo dogmáticas o remisiones a fórmulas preestablecidas.Estas pautas, y no otras, debieron guiar tanto la ponderación de la prueba como de la conducta renuente del requerido, que con una postura diferente podría haber descartado su paternidad. Así, la decisión atacada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias de la causa.


    G., A. N. c/ S., R. s/ Filiación


    G87,XLVIII-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Hijos Matrimoniales.Acción de Impugnación de Estado


    Impugnación de la paternidad del marido de la progenitora. Caducidad de la acción. Falta de legitimación activa. Verdadera filiación biológica. Derecho a la identidad. Improcedencia de la pretensión de inconstitucionalidad del artículo 259 del Código Civil. Reglamentación de los derechos fundamentales. Identidad dinámica: lazos sociales.Estado de familia consolidado. Interés superior del niño.


    La duda sobre la constitucionalidad atinente al plazo extintivo propiamente dicho no puede prosperar, desde que, sin perjuicio del acierto o del error o del carácter opinable del temperamento legal, la reglamentación de los derechos fundamentales implicados no resulta exorbitante.Además de no significar per se un recaudo de imposible cumplimiento, la cortapisa legal se origina en un poder de configuración habilitado por la Constitución respecto de derechos que no son absolutos, que apunta a una apropiada administración de justicia y que aprovecha al principio cardinal de la seguridad jurídica.Es que el estado civil de las personas -que, por definición, propende a la estabilidad e interesa al conjunto social- tiene a este último valor como una de sus características más vigorosas.Sirve también a la eventual protección de las relaciones familiares y del mejor interés del hijo menor de edad -que, en caso de conflicto, resulta prioritario-, tanto para alentar el develamiento temprano de la verdad, como para impedir que este punto crucial, de profundas consecuencias para un ser humano en formación, sea usado, entre otras cosas, para eludir la obligación alimentaria.El artículo 259 del Código Civil supera el test de racionalidad, independientemente de las imperfecciones que pudiesen achacársele, puesto que -en este nivel de escrutinio- la disposición no tiene queexhibir una exactitud rigurosa y puede contener aristas con sustento en derechos o valores de orden superior.El plazo de caducidad del artículo 259 del Código Civil, impugnado por el actor, no puede calificarse de arbitrario o inconstitucional. La Corte ha expresado que de la tensión entre el imperativo de asegurar el acceso al conocimiento del vínculo biológico y el de mantener el sosiego y la certeza de los vínculos familiares, conforme a la ponderación efectuada por el Poder Legislativo, surge la ampliación al hijo de la legitimación activa en la acción de impugnación de la paternidad, consagrada en la reforma de la ley 23.264.En tal inteligencia, dicha prerrogativa no conduce a concluir que no pueda legislativamente restringirse el derecho del marido respecto de la acción que desplace la presunción legal establecida en el artículo 243 del Código Civil, en pos del mantenimiento dederechos de entidad superior.Al respecto, si bien la finalidad de alcanzar la concordancia entre la realidad biológica y los vinculo s jurídicos emergentes de la filiación ha sido uno de los principales motivos de la reforma de la ley 23.264, a los efectos de declarar inconstitucional el artículo 259 deben ponderarse las particulares circunstancias del caso, así como su relación con valores determinantes, como son el estado de familia consolidado en funcióndel interés superior del niño.En esas condiciones, en las que el padre tiene la posesión material de estado desde el nacimiento de la niña, en el año 1998, la norma atacada no vulnera reglas constitucionales ni supranacionales, pues, sin perjuicio de lo objetable que pueda resultar la solución vigente del Código Civil, el legislador tuvo por finalidad privilegiar el interés de la menor, como así también valores y derechos vinculados a la estabilidad y seguridad familiar.La realidad biológica coexiste con la verdad sociológica, cultural y social que también construyen yconforman la identidad de la persona humana. La identidad filiatoria tiene también una perspectiva dinámica y presupone vínculos paterno - filiales asumidos y recíprocamente aceptados por padre e hijo.Congruente con lo anterior, la CIDH ha sostenido que la identidad personal está íntimamente ligada a la persona en su individualidad específica y su vida privada, fundamentadas ambas en una experiencia histórica y biológica, así como en la forma en que se relaciona el individuo con los demás, a través del desarrollo de vínculosen el plano familiar y social.A ello debe añadirse que en el expediente no se tienen noticias de un supuesto padre biológico, de lo que se infiere, como bien alertan la tutora ad litem y el Defensor Oficial ante la Corte, que de modificarse el emplazamiento actual del estado de familia de la adolescente, se la dejaría sin filiación paterna, lo cual podría provocar consecuencias perjudiciales sobre su salud psicofísica y sobre sus relaciones familiares y sociales.La Corte ha sostenido que ante la existencia de derechos en pugna de adultos que se hallan ligados con la persona del niño, es la obligación del tribunal de dar una solución que permita satisfacer las necesidades del menor del mejor modo posible para la formación de su personalidad, lo que obsta a justificaciones de tipo dogmáticas o remisiones a fórmulas preestablecidas.En el caso, entonces, no puede concluirse que el modo de cómputo del plazo de caducidad cuestionado comporte una intervención desproporcionada a los derechos fundamentales a la verdad y a la identidad.Por otra parte, tampoco constituye unaregulación discriminatoria ni vulnera la garantía constitucionalde igualdad como sostiene el actor, pues este último principio es en definitiva, el derecho a que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias. No todo tratamiento jurídico diferente -en el caso, la posibilidad sine die de laniña para impugnar la paternidad presunta-, es propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede considerarse peyorativa de la dignidadhumana.El artículo 259 del Código Civil satisface, en su aplicación al subexamine, el juicio de compatibilidad constitucional y convencional puesto que no transgrede derechos fundamentales, sino que detenta una reglamentación posible de los valores en tensión, en concordancia con los derechos y garantías de jerarquía constitucional.


    M., E. A. c/ R., B. B. s/ Impugnación de paternidad


    M1025,XLVIII-7 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Matrimonio.Separación Personal.Tenencia Provisoria de los Hijos


    Tenencia de menor. Desplazamiento del centro de vida. Interés superior del niño. Derecho a ser oído. Prioridad del interés moral y material del menor. Implicancias de las circunstancias particulares de la causa. Necesidad de adecuar los procedimientos a los estándares internacionales en materia de derechos humanos.


    "La sentencia apelada se basa exclusivamente en la idea de que la guarda conferida provisoriamente al padre desplazó al menor de su centro de vida. Es allí donde los magistrados del Superior tribunal detectan el error que se proponen rectificar reinstalando la etapa anterior. Se remiten, entonces, a una circunstancia única, ocurrida en diciembre de 2008, a la que tildan de injustificada, sin explicitar virtualmente los motivos de su aserción y, mucho menos, sin estudiarla en el contexto de todo el proceso desenvuelto con posterioridad y de los deseos expresados por el menor.Si bien la sentencia del Superior Tribunal provincial invoca la primacía del interés del niño, omite realizar una ponderación y aplicación concreta de sus pautas, lo que resultaba crucial en orden a lassingulares características del grave conflicto que envuelve al niño y a sus reales necesidades. Es que el niño tiene el derecho a una protección singular que debe prevalecer como factor esencial de toda relación judicial; con lo cual, ante un conflicto de intereses de igual rango, cabe conferir prioridad al interés moral y material del menor sobre cualquier otro antecedente. Por lo demás, la ejecución del principio debe hacerse analizando sistemáticamente cómo los derechos y las conveniencias del niño se ven o se verán afectados por las decisiones judiciales. Ese interés exige ponderar las implicancias que la decisión pueda tener sobre la personalidad en desarrollo y no puede aprehenderse ni entenderse satisfecho sino en la medida de las circunstancias particulares de la causa.La sentencia debió focalizarse en hallar la solución más provechosa para el menor y, por lo tanto, en modo alguno puede sustentarse en teorizaciones acerca de conveniencias en abstracto.Luego, la decisión de volver las cosas al estado anterior y mantener la guarda materna, por juzgarla ajustada al interés del niño, aparece como dogmática, toda vez que el a qua arguye sin dar razón de los elementos de juicio que lo condujeron a esa conclusión y sin esclarecer concretamente la condición, pronóstico y reales, expectativas y conveniencias del menor.Frente a la profundidad de la problemática que viene afectando al niño desde hace tantos años, era menester que el sentenciador estudiara escrupulosamente todos esos aspectos, en pos de establecer la auténtica significación y derivaciones que pueden entrañar, para este niño, la prolongación o la alteración del estado de cosas en el que se encuentra.


    S., F. M. c/ D. B., M. s/ Tenencia definitiva


    S727,XLVIII-1 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Obligaciones.Responsabilidad Civil


    Demanda contra compañía de seguros. Límite a la cobertura pactada entre la aseguradora y el asegurado. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo del recurso de queja.


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados, pues para su procedencia se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación que descalifica la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido.El planteo efectuado por la recurrente, que remite a la determinación del alcance de sus peticiones y de las cuestiones comprendidas en la litis, no justifica un apartamiento de la doctrina referida, pues no se llegan a vislumbrar elementos que tornen manifiesta la arbitrariedad invocada o la frustración del derecho a la jurisdicción en debido proceso.La valoración efectuada por el tribunal no resulta descalificable en tanto la defensa opuesta en la contestación de la aseguradora se limita a la exclusión de cobertura por haber acontecido el hecho fuera del ámbito espacial cubierto por la póliza y recién introduce claramente el planteo del límite de cobertura al momento defundar el recurso de apelación.Es por ello que las circunstancias vertidas en el recurso no dejan de ser discrepancias con la sentencia recaída en autos, pero que no demuestran deficiencias lógicas en el razonamiento, ni un claro apartamiento de las constancias de la causa y de la adecuada interpretación de los principios que informan el debido proceso.


    Fernández, Gustavo Gabriel y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría de Educación s/ Daños y perjuicios


    F198,XLIX-6 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Etapa de ejecución de sentencia: embargo sobre las entradas brutas correspondientes a Protección Mutual de Seguros del Transporte Público de Pasajeros. Contrato de seguros. Franquicia: oponibilidad frente a terceros.


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte que dispone que la franquicia prevista en el contrato de seguro celebrado entre la compañía de seguros y el asegurado es oponible al tercero damnificado y que la sentencia no podrá ser ejecutada contra la aseguradora sino en los límites de la contratación.


    Quinteros, Alejandro Gustavo c/ Empresa Bartolomé Mitre S.A. s/ Daños y perjuicios


    Q15,XLVIII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    De Las Personas


    Personas Físicas.Atributos de la Personalidad.Nombre


    Demanda de auto de identidad de la persona. Inexistencia de atribución recíproca de la competencia. Información sumaria tramitada en sede federal. Virtual denegación de justicia. Menoscabo a los derechos humanos de personas migrantes. Intervención de la Corte. Necesidad de flexibilizar criterios formales. Economía procesal.


    "En la especie, no hay atribución recíproca de la competencia, puesto que la magistrada civil considera que el problema no debe solventarse por la vía judicial; de manera que no se ha trabado una contienda en los estrictos términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.Empero, a partir del prolongado desarrollo de la causa, ha venido a generarse una virtual denegación de justicia en torno al nombre de los tres peticionarios, esa circunstancia tiene un claro impacto en el plano de los derechos humanos de estas personas migrantes.Luego, la intervención de esa Corte se halla habilitada a los efectos de establecerqué magistrado debe asumir el conocimiento de la causa.Los peticionarios procuran, en sustancia, obtener el dictado de un auto de identidad de persona, en virtud de las diferentes denominaciones con las que se los designaría. Además, requieren que se extiendan sendas constancias de esa resolución para ser presentadas ante la Dirección Nacional de Migraciones y el Registro Nacional de las Personas.Ese cometido ha sido encomendado a los jueces nacionales en lo civil con competencia exclusiva y excluyente en cuestiones de familia y de capacidadde las personas (art. 4°, inc. "n", ley 23.637), con lo cual, en principio, el asuntoes resorte de esos tribunales.Dado que los autos han desembocado en una encrucijada formal y material, deben priorizarse como datos definitorios la urgencia implicada en el problema, la dilación que se observa en el otorgamiento de una respuesta judicial hábil y el principio de economía procesal. Desde esa perspectiva, atendiendo especialmente al momento en el que toca actuar a la Corte, se justifica que algunos de los criterios formales sobre las que se erige el sistema, cedan ante la necesidad de lograr una solución coherente y expedita. Así, toda vez que no resulta razonable duplicar actuaciones ya cumplidas y aprobadas en jurisdicción federal, la información sumaria tendiente a obtener el auto de identidad de persona requerido, debe asignarse al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal, cuyo titular, a los efectos de enderezar el trámite, deberá requerir a los peticionarios que especifiquen las divergencias de nombre que deben compatibilizarse y dar participación al Ministerio Público Fiscal."


    A., C. y A., N. y otro s/ Información sumaria


    COMP776,XLIX -10 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Interpretación de la Ley


    Admisibilidad de recursos locales. Decisiones de superiores tribunales provinciales. Arbitrariedad. Ley general posterior no deroga especial anterior.


    El presente proceso tuvo su origen en la demanda de plena jurisdicción que promovió la actora en los términos de la ley 7.182. Dicho ordenamiento, al reglar el recurso de casación, no prevé como condición para su admisibilidad que se constituya un domicilio dentro delradio de la ciudad de Córdoba.Resulta arbitraria y no constituye una derivación razonada del derecho aplicable la sentencia del Superior Tribunal provincial que, al declarar insustanciales los agravios de la actora, dejó firme el rechazo de la vía casatoria decidido por la Cámara con sustento en el incumplimiento de un requisito no exigido por la norma específica que rige la cuestión, esto es, el Código de Procedimiento Contencioso Administrativo.La inveterada jurisprudencia de V.E. señala que una ley general no es nunca derogatoria de una ley o disposición especial, a menos que aquélla contenga alguna expresa referencia a ésta o que exista una manifiesta repugnancia entre las dos en la hipótesis de subsistir ambas y la razón se encuentra en que la legislatura que ha puesto toda su atención en la materia y observado todas las circunstancias del caso y previsto a ellas, no puede haber entendido derogar por una ley general superior, otra especial anterior, cuando no ha formulado ninguna expresa mención de su intención de hacerlo así. No se verifica en la especie supuesto alguno que permita hacer excepción al mencionado principio general, ya que se trata de ordenamientos que regulan dos procesos distintos, lo que priva a la sentencia recurrida de su carácter de acto jurisdiccional válido.


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Contencioso administrativo


    N75,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho Comercial


    Bolsas de Comercio


    Multa aplicada por la Comisión Nacional de Valores (CNV) a empresa, integrantes del directorio, miembros del comité de auditoría y consejo de vigilancia, en forma solidaria.Rumores periodísticos de venta del paquete accionario. Incumplimiento del deber de informar: ley 17.811, decreto 677/2001 y normas dictadas por la CNV (N.T. 2001). Violación a las reglas de transparencia del mercado y simetría de la información. Falta de diligencia de los directores que resultaron ser accionistas vendedores: ventaja en el precio obtenido.Sentencia razonablemente fundada en las circunstancias fácticas comprobadas de la causa.


    La sentencia apelada tiene sustento probatorio suficiente, lo que lleva a rechazar el planteo de arbitrariedad y demuestra que las garantías constitucionales invocadas –defensa en juicio, debido proceso y presunción de inocencia- en los recursos extraordinarios no tienen una relación directa e inmediata con la materia del pleito, por lo que el recurso no satisface en este aspecto la exigencia del artículo 15 de la ley 48.Sólo resta agregar que, aun cuando el tribunal a qua citó el artículo 77 de la ley 17,811 en su análisis preliminar -apartado V.3 de la sentencia apelada-, luego analizó la totalidad de las constancias de la causa paraconcluir que la CNV comprobó los hechos que sustentan la sanción aplicada.La transparencia y la simetría de la información son los ejes del adecuado funcionamiento del mercado de valores negociables. La función económica y social del mercado de valores radica en su capacidad para captar el ahorro del público y dirigirlo hacia la inversión. Para alcanzar ese fin es esencial generar confianza y seguridad en losconsumidores financieros, lo que depende en gran parte de que ellos puedan acceder a toda la información disponible -en especial, por la entidad emisora de valores negociables- que sea susceptible de afectar la suerte de su inversión. Esa simetría en la información permite la adecuada formación del precio y, en definitiva, el desarrollo del mercado. Además, el suministro de información es el modo de garantizar la plena vigencia de los derechos consagrados en el artículo 42 de la Constitución Nacional.La venta del paquete accionario de control de Alpargatas SAIyC es un hecho relevante en los términos del mencionado régimen en tanto es un acontecimiento que, por su importancia, es apto para afectar en forma sustancial la colocación y negociación de valores negociables. Del mismo modo, en los términos del artículo 5, inciso a, del decreto 677/2001 y del artículo 2 del Capítulo XXI de las Normas dictadas por la CNV (N.T. 2001), la celebración de una carta de intención no vinculante para la venta de acciones que representan más del treinta por ciento del capital y de los votos también configura un hecho con aptitud para afectar la suerte de la inversión de los consumidores financieros. Ello genera un deber de informar a la CNV en forma directa, veraz, suficiente y oportuna. En el caso de los hechos relevantes, la regulación precisa que esa información debe ser provista en formainmediata al mercado.La publicación de noticias periodísticas sobre la posible concreción de una operación de esa relevancia o sobre las negociaciones preliminares genera en los administradores y en los integrantes de los órganos de fiscalización el deber de rectificar o ratificar la veracidad de la noticia. Esos rumores periodísticos tienen entidad para confundir y engañar al público inversor, por lo que causan un deber de actuar a cargo de quienes están en mejores condiciones de disipar esa incertidumbre, entre ellos, los administradores y miembros del consejo de vigilancia. Porello, en aras de crear las condiciones de confianza y seguridad necesarias para el desarrollo del mercado de valores, el cumplimiento de ese deber informativo requiere no sólo transparentar la información disponible, sino también tomar medidas concretas para esclarecer la situación y permitir que los consumidores financieros cuenten con información completa y suficiente sobre su inversión. Ello no sólo en beneficio de los ahorristas, sino también de los intereses colectivos que subyacen en la canalización del ahorro hacia la producción.Las normas disponen que la información debe ser provista en forma completa y suficiente, por lo que comprendía el deber de transparentar o tomar medidas concretas para investigar el precio ofrecido en la carta de intención y la identidad de los accionistas menores individuales participantes, sobre todo cuando se trataba de directores de la sociedad. En efecto, esos datos eran significativos para que los ahorristas pudieran valorar adecuadamente su inversión.En este contexto normativo, tal como lo entendió el organismo de control y el tribunal a quo, la conducta de los sumariados contribuyó a crear un manto de incertidumbre sobre la existencia y luego sobre los datos relevantes de las negociaciones en marcha, para la venta del paquete accionario de la emisora, máxime ante la información publicada por la prensa.En definitiva, ello atentó contra la transparencia del mercado y la simetría de la información, y, en definitiva, contra el adecuado funcionamiento del mercado de valores.


    Comisión Nacional de Valores c/ Alpargatas S.A. s/ Organismos externos (seguimiento posible vta. de paquete accionario nº 276/07)


    C824,XLVIII-3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Defensa de la Competencia


    Competencia desleal. Régimen legal. La Comisión Nacional de Defensa de la Competencia: autoridad de aplicación. Funciones: investigar lesiones a la Ley de Defensa de la Competencia y dictar medidas preventivas y sancionatorias.


    La Comisión Nacional de Defensa de la Competencia es el órgano que inicia, insta y conduce la instrucción del procedimiento tanto en el marco de la ley anterior de defensa de la competencia – arts. 12, 13, 14 y 17, ley 22.262- como en la actual –art. 58, ley 25.156-. Dicha facultad necesariamente comprende aquellas herramientas que permiten llevar adelante la instrucción de manera efectiva. De lo contrario, la función de investigar que recae sobre la CNDC se tornaría ilusoria. La decisión apelada, en cuanto entendió que la CNDC carece de facultades para dictar las medidas previstas en el art. 50 de la ley 25.156, implica desconocer una atribución legal. En el sub lite, la CNDC respondió con la urgencia que demanda la dinámica del mercado ante un presunto caso de concentración económica. Así, entendió que Mafinsa S.A. obstruyó la investigación en curso al no presentar, pese a los reiterados pedidos, la documentación que le había sido requerida. En consecuencia, la CNDC dictó la resolución 12/11 -aquí cuestionada- en ejercicio de la facultad prevista en el art. 50 con el objetivo de conducir en forma útil y eficaz la investigación a su cargo y, en definitiva,prevenir lesiones irreparables.A la resolución recurrida no se le puede atribuir el carácter de final en virtud de que no resuelve la cuestión de fondo de las presentes actuaciones -si se trata de una concentración en los términos del art. 6 de la ley 25.156, que genera el deber de notificar en forma previa a la autoridad de aplicación en los términos del artículo 8-.


    Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    M377,XLIX -12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Defensa de la competencia. Ley 22.262. Autoridad de aplicación. Empresas petroleras: suministro de combustible a empresas de transporte aéreo a un determinado precio. Resol. 17/12 del Secretario de Comercio Interior. Posible abuso de la posición dominante en la formación de precios. Peligro en la provisión de un servicio público. Medida asegurativa: facultad prevista en art. 35 de la ley 25.156.


    La ley 25.156 prevé su plena aplicación aun ante la falta de constitución del Tribunal Nacional de Defensa de la Competencia. Esta consideración comprende a la facultad prevista en el artículo 35. En este contexto, no puede desconocerse la facultad del Secretario de Comercio Interior, como máxima autoridad del órgano de aplicación de la ley de defensa de la competencia, para decidir en forma provisoria el dictado de una medida asegurativa de los derechos de usuarios y consumidores y de la leal competencia del mercado.


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    E147,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo III


    Derecho Constitucional


    Constitución


    Interpretación de Cláusulas Constitucionales


    Destitución de procurador general provincial.Juicio político provincial. Existencia de pedido anticipado de jubilación. Art. 122 de la Constitución Nacional. Autonomía provincial. Inadmisibilidad del recurso extraordinario.


    "A partir del precedente "Graffigna Latino" (Fallos: 308:961), la Corte ha sostenido de modo invariable la doctrina según la cual resultan cuestión justiciable las decisiones en materia de los llamados juicios políticos o enjuiciamientos de magistrados en la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó ante órganos ajenos a los poderes judiciales locales.En tales supuestos, cabe admitir, pues, la intervención del Tribunal siempre que la recurrente aduzca y demuestre inequívocamente la violación de alguno de los derechos o garantías establecidos en el art. 18 de la Constitución Nacional, con relevancia suficiente para variar la suerte de la causa.La nulidad del fallo de destitución mal podía incidir en la desvinculación del poder judicial, ya operada a partir de la concesión de la jubilación ordinaria por expreso pedido del ex magistrado, argumento que el remedio federal en estudio no logra desvirtuar.El apelante invoca de manera genérica la violación de las garantías de defensa en juicio ydebido proceso, sin especificar en qué otro momento podría haber sido introducida la cuestión, sino luego de haber tenido lugar la concesión del haber de retiro y de haberse advertido tal situación.No se configura supuesto alguno que permita hacer excepción a la regla del art. 122 de la Constitución Nacional, conforme a la cual la competencia a los fines del establecimiento del régimen de nombramiento y remoción de los funcionarios provinciales es privativa y excluyente de la autoridad local y, por lo tanto, ajena al ámbito de intervención del gobierno federal. Ello, en función del principio republicano de separación de poderes al que, en el ámbito específico el enjuiciamiento de un magistrado provincial, también deben sumarse los límites derivados del respeto por las autonomías provinciales. "


    Samame, Eduardo s/ Impugnación en autos: unifica expts.001/08 y 002/08 CI-SA: Nelson A. Menghini y Ester Cardenas de Balsanello s/ denuncias solicitando juicios políticos al Procurador de la provincia de Chubut Dr. Eduardo Samamé


    S549,XLVIII - 26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Declaraciones, Derechos y Garantías. Derechos enumerados. Civiles


    Expresión y Pensamiento


    Cumplimiento de la sentencia dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso “Fontevecchia y D'Amico vs.Argentina". Responsabilidad del Estado argentino por condena a periodistas. Difusión de noticias referidas al ex presidente Carlos Saúl Menem. Violación del derecho a la libertad de expresión: artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Deber del Estado de asegurar la implementación a nivel interno de lo dispuesto por el tribunal. Medidas de reparación afavor de los periodistas. Se deja sin efecto las sentencias de la Corte Suprema y de la Cámara Civil.


    "El reintegro de los pagos realizados por los periodistas al señor Menem como consecuencia de las condenas civiles, así como el de la tasa de justicia, forman parte de la indemnización reparatoria a cargo del Estado argentino dispuesta en sede internacional.Dicha indemnización debe cumplirse de conformidad con las modalidades y condiciones fijadas en los párrafos 131 a 136 de la sentencia de la Corte Interamericana y en el caso de que el pago no se efectivizare las víctimas podrán iniciar el proceso de ejecución referido.En ejercicio de sus atribuciones y en virtud de las obligaciones que dimanan de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (arts. 1, 2 y 68, inc. 1), la Corte Suprema debe dejar sin efecto su fallo dictado en la causa ''Menem, Carlos Saúl c/ Editorial Perfil S.A. y otros s/ daños y perjuicios". Además, debe revocar el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, rechazando la demanda incoada por los fundamentos de la sentencia del tribunal internacional. El artículo 68, inciso 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos prescribe expresamente el carácter vinculante de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos cuando dispone"los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte entodo caso en que sean partes".La carencia de normas internas que regulen específicamente la ejecución de sentencias de los órganos de protección de los derechos humanos no puede constituirse en un óbice para satisfacer los compromisos internacionales de la República.En el caso particular del Estado argentino, ese tribunal internacional le remarcó que la observancia de la orden de dejar sin efecto una condena es una obligación a su cargo, que debe cumplirse de oficio. En tal sentido expresó:"El Tribunal valora la disposición expresada por los representantes para interponer un recursode revisión a fin de avanzar hacia el cumplimiento de la referida reparación, debido a que el Estado no la estaría cumpliendo de oficio. No obstante, la Corte estima oportuno recordar que la obligación establecida en el punto resolutivo séptimo de la Sentencia es una obligación del Estado, el cual no puede por razones de orden interno, dejar de asumir la responsabilidad internacional ya establecida".Sin perjuicio de que las decisiones de la Corte Interamericana son vinculantes para el Estado argentino, se observa que el señor Carlos Saúl Menen no fue parte del proceso llevado a cabo ante ese tribunal internacional, que tiene como misión juzgar la responsabilidad de los Estados -y no de los particulares- en materia de derechos humanos.Como consecuencia del objeto y de las características de ese juicio internacional, la condena dictada por ese tribunal recayó sobre el Estado argentino. No obstante, no puede desconocerse que una de las medidas reparatorias dictadas consiste en dejar sin efecto una decisión judicial, que había sido promovida por Carlos Saúl Menem y que fue finalmente dictada a su favor.En tanto esa declaración de derecho debe ser dejada ahora sin efecto por esa Corte Suprema, corresponde, en resguardo de su derecho a ser oído, correrle traslado de la presentación del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto."


    Menem, Carlos Saúl c/ Editorial Perfil y otros s/ Daños y perjuicios


    M368,XXXIV-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios por declaraciones injuriantes. Derecho a la libertad de expresión y derecho al honor. Funcionario público. Asunto de interés público. Hechos de dominio público. Efecto inhibidor en el debate público de la sanción pecuniaria.


    Contrariamente a lo sostenido por e a quo, el derecho a la libertad de expresión es garantizado a toda persona, independientemente de cualquier otra consideración, por lo que no cabe considerarla ni restringirla a una determinada profesión o grupo de personas. La libertad de expresión es un componente esencial de la libertad de prensa, sin que por ello sean sinónimos o el ejercicio de la primeraesté condicionado a la segunda.Las expresiones concernientes a la idoneidad de una persona para el desempeño de un cargo público o a los actos realizados por funcionarios públicos en el desempeño de sus labores, entre otras, gozan de mayor protección, en tanto propician el debate democrático. Asimismo, los funcionarios públicos no sólo se encuentran sujetos a un mayor escrutinio social en lo que respecta a sus actividades oficiales, sino también en relación con cuestiones que, en principio, podrían estar vinculados a su vida privada, pero que revelan asuntos de interés público.Conforme lo ha establecido la Corte Suprema, quien difunde una noticia que pueda afectar el honor de terceros no responderá jurídicamente en aquellos casos en los que directamente atribuya su contenido a la fuente pertinente.En el presente caso, la demandada no hizo suyas las afirmaciones realizadas por los medios gráficos, sino que únicamente hizo referencia a la existencia de noticias difundidas por diarios locales. Es claro que las afirmaciones realizadas por la actora estaban basadas en hechos que -al momento de ser difundidos- se encontraban en el dominio público. Por consiguiente, éstas no atentaron contra el derecho al honor y a la intimidad del actor.Cabe recordar que en el debate sobre temas de interés público no sólo se protege la emisión de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de aquéllas que chocan, irritan o inquietan a los funcionarios públicos o la población de no prosperar el presente recurso, la sanciónpecuniaria ciertamente tendría un efecto inhibidor en el debate público sobre cuestiones de interés general.Tal como expresó la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el temor a la sanción civil puede ser a todas luces tan o más intimidante e inhibidor para el ejercicio de la libertad de expresión que una sanción penal, en tanto tiene la potencialidad de comprometer la vida personal y familiar de quien denuncia a un funcionario público, con el resultado evidente y disvalioso de autocensura, tanto para el afectado como para otros potenciales críticos de la actuación de un servidor público.


    De Sanctis, Guillermo Horacio c/ López de Herrera,Ana María s/ Daños y perjuicios


    D498,XLVIII-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Libertad de Prensa


    Daños y perjuicios causados por declaraciones lesivas al honor. Controversia entre derechos constitucionales: derecho a la libertad de expresión y derecho al honor. Doctrina Campillay. Exceso en el ejercicio del derecho a la libertad de expresión.


    Los agravios del recurrente relativos a la aplicación de la doctrina "Campillay" (Fallos 308:789) no pueden prosperar.En relación con el requisito de la fuente, uno de los objetivos que subyace a la exigencia, contenida en la jurisprudencia de la Corte, consiste en que el informador, al precisar aquélla, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores atribuirlas no al medio a través del cual las ha recibido, sino a la causa específica que las ha generado, lo que posibilita que los lectores puedan formarse un juicio certero acerca del grado de credibilidad que merecen las imputaciones. Sin perjuicio de que algunas afirmaciones divulgadas en el programafueron atribuidas a una fuente identificable -alguien que se encontraba en un bar a las dos de la mañana-, tal como se tuvo por probado, en el programa producido y conducido por el demandado se difundieron otras subjetividades e inexactitudes referidas al actor implicándolo falsamente en el homicidio de una menor. La Corte ha advertido que los órganos de prensa deben obrar con cautela evitando el modo asertivo cuando no han podido corroborar debidamente la información.En el sub lite, dicho deber era especialmente fuerte, puesto que se difundió información que involucraba a un particular en un hecho delictivo especialmente grave, que había captado la atención de todos los medios de comunicación.Por otra parte, con relación al alcance de la doctrina de la "real malicia", la Corte Suprema ha establecido un tratamiento diferenciado según la calidad del sujeto pasivo de la información. La protección atenuada respecto de quienes ostentan calidad pública responde, por un lado, al hecho de que éstas tienen un mayor acceso a los medios periodísticos para replicar las falsas imputaciones y, por el otro, a que se han expuesto voluntariamente a un mayor riesgo de sufrir perjuicio por noticias difamatorias.En los casos en las que se difunda información sobre un particular involucrado en un hecho de interés público, quien lo hace debe mostrar que la vulnerabilidad característica de los simples ciudadanos -que como tales se encuentran excluidos de la 'protección débil'- no se haya presente en la especie; o cuanto menos, debe advertir si la dimensión de los asuntos discutidos (en términos de debate público y en tanto razón de ser de la real malicia) permite absorber de alguna manera la condición de los sujetos involucradosEn el sub lite, el conductor y productor del programa no sólo omitió dar razones para sostener que la condición de particular del actor podía ceder en este caso,sino que tampoco demostró cuán vital resultaba a los fines del debate público privilegiar la difusión de cierta información por sobre el honor del particular en cuestión. Es por ello que las afirmaciones difundidas a través del programa televisivo no se encuentran amparadas por la libertad de expresión."


    Martin, Edgardo Héctor c/ Telearte S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    M1177,XLVIII-2 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Fuentes de Información


    Daños y perjuicios causados por declaraciones lesivas al honor. Controversia entre derechos constitucionales: derecho a la libertad de expresión y derecho al honor. Supuestas declaraciones injuriosas a la prensa. Persona pública. Asunto de indudable interés público.


    "En el sub lite se plantea una controversia entre dos derechos de raigambre constitucional que deben ser armonizados en tanto ninguno tiene carácter absoluto: el derecho a la libertad de expresión y el derecho al honor (arts. 14, 32, y 75, inc. 22, Constitución Nacional; 11 y 13, Convención Americana sobre Derechos Humanos; 17 y 19, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; IV y V, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; y 12 y 19, Declaración Universal de Derechos Humanos). La decisión apelada se fundó en la ponderación de la totalidad de las pruebas incorporadas al expediente. En particular, el a quo aseveró la existencia de las expresiones atribuidas al demandado, sin que ninguna circunstancia permita dudar de su fidelidad, máxime considerando el contenido concordante de las notas periodísticas publicadas con posterioridad y las declaraciones testimoniales. Frente a ello el recurrente no ha planteado argumentos que conmuevan esa valoración.Sin embargo, las pruebas de estos autos no son suficientes para concluir que haya sido emitido, en forma textual, la declaración publicada y atribuida a su persona. En efecto, el impugnante sostiene que si bien tuvo diversas conversaciones con la prensa luego del dictado de la sentencia, éstas fueron, como es habitual, editadas y, además, tergiversadas y descontextualizadas por los periódicos. Las pruebas producidas, aunque demuestran la autenticidad de las notas y la existencia de declaraciones peyorativas del demandado con relación a la actuación de los jueces de la causa, no acreditan, con la certeza que demanda la protección de la libertad de expresión, que la frase publicada por los medios de prensa fuera proferida por el demandado.Por un lado, se advierte que las manifestaciones contienen una referencia de carácter general que no identifica, en forma indubitable, a los que dedujeron la presente acción. A su vez, la locución no contiene una imputación de hechos concretos. Por otro lado, encierra la reproducción de dichos de terceros, que el demandado no hizo propios en el ámbito del programa televisivo. De ese modo, transparentó el origen de esa manifestación permitiendo que la audiencia vincule la credibilidad de esa idea con la causa específica que la ha generado. Por último, cabe destacar que ninguno de los enunciados se refiere a la vida privada de los magistrados.No obstante, esas expresiones, interpretadas en su conjunto, pudieron haber sido suficientes para generar en la audiencia una sospecha. La entidad de esas locuciones para dañar se vio acentuada por la condición de figura pública del demandado, y por la amplia difusión que tuvieron sus dichos a través de las entrevistas y conferencias que otorgó a la prensa radial, televisiva y escrita. Todo ello no pudo pasar desapercibido para unabogado de la trayectoria y experiencia del demandado, quien además se ha desempeñado en diversos cargos públicos, lo cual lo conducía a actuar con mayor prudencia.El contexto particular en el que fueron vertidas las expresiones es convincente de que cabe considerarlas amparadas por el derecho a la libertad de expresión.En ese escenario fáctico, se concluye que, si bien las expresiones tuvieron cierta entidad para haber afectado la dignidad de los actores, no se comprobó un ejercicio abusivo por parte del accionado de su derecho a la libertad de expresión, por lo que no generan responsabilidad. Sin dejar de tener en cuenta la necesaria protección al honor de los demandantes, se entiende que una condena en este caso particular traería aparejado un posible efecto de silenciamiento para víctimas y querellantes que no resultaría saludable en el marco de nuestro sistema democrático. El margen de tolerancia de los funcionarías públicos en general -y de los jueces en particular- a la crítica de los actos que realizan en el cumplimiento de sus funciones, sin ser irrestricto, debe alcanzar cuando menos a expresiones como las vertidas por el demandado en el contexto de un fallo adverso en un caso de enorme relevancia e impacto social."


    Falcone, Roberto Atilio y otros c/ Moreno Ocampo, Luis s/ Daños y perjuicios


    F1464,XLII-16 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la Real Malicia


    Daños y perjuicios por petición de juicio político a un fiscal de estado. Pedido de destitución rechazado in limine. Supuestas declaraciones injuriosas a la prensa. Controversia entre el derecho a la libertad de expresión y el derecho al honor. Persona pública. Asunto de indudable interés público. Aplicación de la doctrina de la"real malicia" (Fallos 310:508).


    "El derecho a la libertad de expresión es garantizado a toda persona, independientemente de cualquier otra consideración, por lo que no cabe considerarla ni restringirla a una determinada profesión o grupo de personas. La libertad de expresión es un componente esencial de la libertad de prensa, sin que por ello sean sinónimos o el ejercicio de la primeraesté condicionado a la segunda.La libertad de expresión comprende tanto el derecho de cada individuo a expresar su pensamiento y a difundirlo a través de cualquier medio apropiado, como el derecho colectivo a recibir todo tipo de información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno.Ese derecho adquiere una preponderancia singular en el ámbito de los derechos fundamentales pues se despliega en una doble dimensión: por un lado, constituye un derecho inalienable de los individuos, y, por el otro, es una precondición esencial para el funcionamiento de un gobierno democrático.Para proteger un derecho a la libertad de expresión con ese alcance, la Corte Supremaha receptado la doctrina de la "real malicia", de acuerdo a la que quien difunde información de relevancia pública que pueda afectar el honor o la estima de una persona pública sólo debe responder jurídicamente si el agraviado en su honor prueba la falsedad de la información divulgada, y el hecho de que ésta fue difundida a sabiendas de su falsedad o con temerario desinterés acerca de su probable carácter falaz. Esa doctrina es aplicable al caso pues el actor, en su carácter de Fiscal de Estado de la provincia de Tierra del Fuego, debe ser considerado una persona pública. Asimismo, las afirmaciones de hecho proferidas por el demandado versaban sobre un asunto de indudable interés público.En este marco, la condena debe ser revocada debido a que el actor no cumplió con la carga de acreditar la falsedad de la información, ni la circunstancia de que el demandado hubiera obrado a sabiendas de su falsedad ocon total despreocupación al respecto. De la sentencia recurrida surge con claridad que no se ha acreditado que el demandado hubiera obrado con real malicia al formularlas declaraciones cuestionadas.Luego, los dichos atribuidos al demandado que encierran juicios de valor también gozan, en el caso, de protección constitucional en tanto no dejan traslucir un ejercicio abusivo por parte del accionado de su derecho a la libertad de expresión. Sin perjuicio de que esas manifestaciones pudieron resultar hirientes para el actor, no constituyen un insulto o una vejación gratuita o injustificada, sino que muestran una relación con las ideas expuestas. En el debate sobre temas de interés público no sólo se protege la emisión de expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de aquéllas que chocan, irritan o inquietan a los funcionarios públicos o la población."


    Martínez de Sucre, Virgilio Juan c/ Martínez, Carlos s/ Daños y perjuicios


    M1109,XLVIII-4 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a laIntimidad


    Petición de representantes de una persona en estado vegetativo permanente. Pedido de supresión de todas las medidas de soporte vital. Derecho a la autonomía personal, dignidad e intimidad. Leyes 26.529 y 26.742: derechos del paciente en relación con los profesionales e instituciones de la salud. Derecho a una vida y muerte digna. Derecho a decidir libremente. Falta de necesidad de requerir autorización judicial.


    "La ley 26.742 respeta y garantiza que en determinadas circunstancias las decisiones sobre la aceptación o el rechazo de ciertos tratamientos médicos o biológicos están reservadas al propio individuo y se encuentran libres de la injerencia del Estado o de terceros. Cabe precisar que la norma no efectúa un juicio moral, ético o religioso sobre cómo deben afrontar los individuos los asuntos vinculados a la enfermedad y, eventualmente, la muerte; sino que reconoce que los individuos tienen un derecho a decidir por sí mismos esas cuestiones a partir de sus propias y profundas convicciones personales.Los derechos a la autonomía personal, a la dignidad ya la intimidad están ampliamente reconocidos en la Constitución Nacional y en diversos instrumentos internacionales con jerarquía constitucional.El caso del paciente en estado vegetativo se encuentra comprendido por la norma, aun cuando el estado vegetativo permanente puede ser calificado como irreversible, pero no necesariamente sea terminal, al menos en el sentido de una muerte inminente.La interpretación de la norma de acuerdo con su texto es la que mejor satisface la finalidad de la ley 26.742, esto es, respetar y garantizar la libertad personal permitiendo que el paciente decida, a partir de sus propias convicciones personales, la aceptación o el rechazo de determinados tratamientos médicos y biológicos. Tanto en el caso en el que el paciente decide por sí mismo, como en el que decide a través de sus representantes, lo determinante es que sus propias preferencias guían la adopción de decisiones acerca de su salud. A su vez, ello coadyuva a la protección de los derechos consagrados en los instrumentos internacionales que fueron citados en la sección anterior y a la interpretación que han adoptado los organismos internacionales de protección de derechos humanos, según la cual la libertad del paciente para aceptar o rechazar tratamientos médicos forma parte de su derecho a la autonomía personal, a la dignidad, a la intimidad e, incluso, a la salud.La interpretación de la ley 26.529, modificada por la ley 26.742, en consonancia con su letra, su finalidad y las garantíasconstitucionales implicadas, indica que M.A.D., que se encuentra en estado vegetativo permanente desde hace veinte años y que no tiene posibilidades de revertir esa situación, puede decidir, por sí o a través de sus representantes, aceptar o rechazar determinados tratamientos, sin injerencia del Estado ni de terceros. Al respecto, el artículo 2, inciso e de la citada ley precisa que en todos los casos corresponde adoptar las medidas y acciones para el adecuado control y alivio del sufrimiento del paciente.Una de las incorporaciones introducidas por la ley 26.742 es la posibilidad de que ante la incapacidad del paciente para prestar el consentimiento informado a causa de su estado físico o psíquico, éste pueda ser prestado por las personas mencionadas en el artículo 21 de la Ley de Trasplantes de Órganos y MaterialesAnatómicos (art. 6, ley26.742).La norma viene a establecer un mecanismo para garantizar la vigencia efectiva del derecho a la libertad personal previsto en la Constitución Nacional y en los instrumentos internacionales, y regulado por el artículo 2, inciso e, de la ley 26.529, modificada por la ley 26.742. Así, la norma deja la decisión sobre la aceptación y el rechazo de tratamientos médicos y biológicos en el paciente y, en el supuesto de que sea necesario reconstruir cuál es su voluntad, en su ámbito familiar, libre de intromisiones del Estado o de terceros. La ley entiende que los familiares son quienes están en mejor posición para saber cuál sería la voluntad del paciente. En efecto, ellos son quienes conocen sus preferencias y creencias, y con quienesesprobable que él haya discutido acerca de estos temas y expresado sus opinionesal respecto.Las leyes 26.529 y 26.742 acogen el derecho a la vida y reconocen que comprende el derecho del titular a decidir sobre ella en el caso de una enfermedad incurable, irreversible o terminal, y ante la existencia de tratamientos médicos y biológicos extraordinarios, desproporcionados o fútiles. Dicho de otro modo,las normas buscan tutelar el derecho a la vida no como un mero hecho biológico, sino también como un conjunto de atribuciones que convierten en soberano a su titular. Así, las normas armonizan el derecho a la vida con la autonomía personal, la dignidad humana y la intimidad.La decisión de M.A.D., a través de sus hermanas, sobre el retiro, cese y abstención de todas las medidas de soporte vital que lo mantienen con vida en forma artificial pertenece a su zona de reserva, garantizada por el derecho a la autonomía personal.Las peticiones comprendidas en las citadas leyes no requieren autorización judicial dado que precisamente uno de los propósitos de la norma es evitar que estas decisiones se judicialicen y trasciendan de la esfera privada del paciente, su familia y el médico. No obstante, a pesar de la falta de necesidad de la autorización judicial, en atención a las circunstancias del caso - especialmente, el tiempo transcurrido desde que M.A.D. padece un estado vegetativo irreversible, y desde que sus hermanas han instado la presente petición, que recorrió cuatro instancias judiciales- corresponde hacer lugar a la pretensión deducida a fin de garantizar la vigencia efectiva de los derechos del paciente, en las condiciones establecidas por la ley 26.529, modificada por la ley 26.742. En particular, el artículo 2, inciso e, precisa que en los casos en que corresponde proceder al retiro de las medidas que lo mantienen con vida en forma artificial, es menester adoptar las providencias y acciones para el adecuado control y alivio del sufrimiento del paciente. "


    D.M.A. s/ Declaración de incapacidad


    D376,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa D. 544, L. XLVI, "Da Cunha, Virginia c/ Yahoo de Argentina S.R.L. y otro s/ Daños y perjuicios".


    Rodríguez, María Belén c/ Google Inc y otro s/ Daños y perjuicios


    R522,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho aPeticionar


    Derecho de acceso a la información pública. Inexistencia de gravamen. Pronunciamiento inoficioso. Decreto 2103/2012.


    La normativa sobreviniente al inicio del juicio, antes citada, ha despojado de carácter secreto o reservado a los decretos emitidos por el Poder Ejecutivo Nacional con antelación a su vigencia y ordenado su publicación en el Boletín Oficial. De este modo,la cuestiónatinente a la legitimación de la parte actora para solicitar judicialmente la entrega de la información mencionada en el acápite I del presente dictamen se ha tornado abstracta, pues la sanción del decreto 2103/12 determina que lo resuelto en la instancia anterior no cause gravamen actual al recurrente, ya que se ha suprimido el carácter reservado o secretode los decretos que solicitó.Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteas que han devenido abstractos.


    Savoia, Claudio Martín c/ Estado Nacional - Secretaria Legal y Técnica (dto. 1.172/03) s/ Amparo ley 16.986


    S315,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a laPropiedad.Limitaciones.En Interés Público.Expropiación.Etapas del Proceso.Indemnización


    Expropiación. Monto de la indemnización. Inmueble propiedad de una provinciaconcesionadoa un particular. Art. 10 de la Ley de Expropiaciones.


    El planteo consiste en requerir que sean tenidos en cuenta para la determinación del valor del bien la indemnización que deberá pagar al particular a quien otorgó la concesiónpara la explotación de la mina.El monto de la indemnización a determinar en la expropiación debe comprender el valor objetivo del bien y los daños que sean una consecuencia directa e inmediata de la expropiación, de acuerdo con lo establecido en el art. 10 de la Ley de Expropiaciones. Los perjuicios que se deriven para elconcesionario debido a la expropiación del inmueble también deberían ser tenidos en cuenta dentro de los rubros a indemnizar.


    Dirección Nacional de Vialidad c/ Mendoza, provincia de s/ Expropiación


    D568,XXXVII-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho aTrabajar


    Decreto 2.741/91. Personal de la ANSES se rige por la ley de contrato de trabajo 20.744. Convenio colectivo de trabajo 305/98"E”


    "El decreto 2.741/91, que dispuso la creación de la ANSES,"El personal que se incorpore a la ADMINISTPACION NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL se regirá por la ley de contratode trabajo y sus modificatorias" (art. 6°). El convenio colectivo de trabajo 305/98"E” dispone que tanto al personal permanente como no permanente se le aplican las disposiciones dela ley 20.744 (arts. 1° y 7°).La relación laboral que unió a las partes se rige exclusivamente por la Ley de Contrato de Trabajo y el convenio colectivo respectivo, por lo que no puede ser válidamente encuadrado en un régimen dederecho público, administrativo en la especie. Al ser ello así, al actor sólo le asisten los derechos previstos en aquellos ordenamientos, lo que excluye la posibilidad de admitir la reincorporación en el cargo y el pago de los salarios caídos en los términos de la ley 22.140."


    Meckievi, César A. c/ ANSeS s/ Despido


    M1164,XLVII-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Declaraciones Derechos y Garantías. DerechosSociales y Económicos


    Consumidores y Usuarios


    Corte de servicio de telefonía móvil. Ley 24.240. Autoridad de aplicación. Resguardo de los intereses de los usuarios: poder de policía del consumo. Atribuciones de la Comisión Nacional de Comunicaciones


    Tanto la Secretaría de Defensa del Consumidor como la Comisión Nacional de Comunicaciones pueden entender en todos aquellos asuntos que se relacionan con la atribución de velar por los derechos de los consumidores según las previsiones de la ley 24.240, no obstante las cuestiones técnicas del servicio quedan reservadas, exclusivamente, al conocimiento y decisión de la Comisión Nacional de Comunicaciones.En el caso, la pretensión de la Secretaría de Defensa del Consumidor al iniciar las actuaciones administrativas estuvo circunscripta a resguardar los intereses de los usuarios por una interrupción de los servicios de telefonía móvil y no dirigida a que se sancione a la empresa por las fallas técnicas que la ocasionaron. En tales condiciones, deben desestimarse los agravios de la apelante, pues la autoridad de aplicación de la Ley de Defensa del Consumidor tiene competencia para iniciar las actuaciones administrativas por tal motivo. Ello, por aplicación de losarts. 25, 30 y concordantes de la Ley de Defensa del Consumidor y 38, inc.ddel decreto 1185/90.


    Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Secretaría de Defensa del Consumidor s/ Inhibitoria


    T135, L-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Denegación del fuero federal. Normas que regulan la competencia de los tribunales locales. Recurso de apelación del art. 22 de la ley 22.802 (lealtad comercial). Multa. Remisión Comp.592, L.XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Cencosud S.A. s/ Recurso directo - Lealtad comercial - ley 22.802


    C702, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Derechos de incidencia colectiva. Intereses individuales homogéneos. Afectaciones a los derechos de los usuarios. Imposibilidades técnicas y de mercado para implementar el régimen de portabilidad numérica de telefonía fija. Decreto 764/00. Reglamento Nacional de Interconexión. Resoluciones 8/09 y 98/10 de la Secretaría de Comunicaciones. Legitimación de asociaciones de consumidores y usuario. Remisión a "Halabi"(Fallos: 332:111). Precedentes causas P. 361, L. XLIII,"PADEC c/ Swiss Medical S.A. s/ Nulidad de cláusulas contractuales", P.192, L. XLIII,"PROCONSUMER c/Banco de la Ciudad de Buenos Aires", C. 1074, L. XLVI,"Consumidores Financieros Asociación Civil para su defensa c/ Banco Itaú Buen Ayre Argentina S.A." y C. 816, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asociación Civil para su defensa c/ Banco de laNación Argentina s/ repetición".


    El Tribunal estimó necesario, en orden a la legitimación para demandar, que se verificara una causa fáctica común, una pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos de esehecho y la constatación de que el ejercicio individual del derecho no aparezca plenamente justificado. Circunstancias que se encuentran satisfechas en esta causa, ya que al Estado Nacional se le imputa una única conducta como improcedente, cual es haber omitido reglamentar el régimen de portabilidad numérica de telefonía fija establecido en el decreto 764/00 y que afecta al colectivo de usuarios del servicio.Ello es así, ya que tendrían menores posibilidades de elegir al prestador al momento de contratar el servicio de comunicaciones, limitaciones en la competencia y cautividad del usuario y menor flexibilidad en la calidad, precio y variedad de los servicios de telecomunicaciones.Por el contrario, resultan procedentes los planteos referidos a controvertir el contenido de la condena impuesta.El decreto 764/00 estableció que la autoridad de aplicación determinará los plazos y condiciones para que los prestadores proporcionen la portabilidad de números entre ellos, entre servicios y entre áreas geográficas (anexo 11, Reglamento Nacional de Interconexión, art. 30). La portabilidad numérica es la capacidad que permite a los clientes mantener sus números cuando cambien de prestador o de servicio o de ubicación geográfica en la que recibe el servicio (art. 2°).La resolución 8/09 de la Secretaría de Comunicaciones creó una Comisión de Trabajo ad hoc con el objeto de elaborar un anteproyecto del Régimen de Portabilidad Numérica cuando estuvieran cumplidas las condiciones para tal fin. Con posterioridad, mediante la resolución SC 98/10, sobre la base de tomar en cuenta las circunstancias técnicas y el estado de desarrollo de los servicios de comunicaciones móviles, se reglamentó la instrumentación de la Portabilidad Numérica en los servicios portables (es decir, no fijos). En ese momento, laComisión de Trabajo ad hoc estimó que no estaban dadas las condiciones técnicas y de mercado para implementar el régimen de portabilidadnumérica enla telefonía fija.Desde esa perspectiva, no se verifica una omisión reprochable al demandado o que la demora en dictar la reglamentación obedezca a un criterio antojadizo basado en la sola voluntad del administrador. Por el contrario, la dificultad que se alega para concretar aquella medida encuentra respaldo dos aspectos que señala el Estado Nacional y que no merecieron tratamiento por parte de los jueces intervinientes.En efecto, las condiciones geográficas y económicas de los operadores independientes hacen dificultosa y extremadamente onerosa la actualización de sus redes, a lo cual deben sumarse los costos propios de la implementación de la portabilidad, lo que tornaría desproporcionada la correlación entre el costo y elbeneficio de la portabilidad.Aún en la hipótesis de que se reunieran las condiciones para la implementación de la portabilidad numérica de telefonía fija, resultaría necesario que existiera cierto nivel de competencia en el sector para que aquélla beneficiara a los usuarios y, a su vez, para que los efectos de su implementación no redundaran en detrimento de los nuevos competidores.Al no resultar posible disociar la reglamentación de las condiciones necesarias para concretar la implementación de la portabilidad numérica de telefonía fija, hubiera correspondido que los jueces intervinientes examinaran los extremos fácticos alegados por el Estado Nacional.


    Proconsumer c/ Estado Nacional - Secretaria de Comunicaciones - Resol. 8/09 s/ Proceso de conocimiento


    P133,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Multa a una sociedad por no difundir información sobre las características de un producto. Competencia de la Dirección Nacional de Comercio Interior. Protección de la salud y derecho de los consumidores a la información adecuada y veraz. Normas que integran el sistema de protección de la relación de consumo. Supuestos de colisión.


    "La Dirección Nacional de Comercio Interior es la autoridad de aplicación de la ley 24.240, y tiene como función fiscalizar el cumplimiento de la LDC y sus normas reglamentarias, y, en forma correlativa, sancionar las infracciones cometidas. El art. 4 de la LDC reglamenta el derecho a la información adecuada y veraz, consagrado en el art. 42 de la Constitución Nacional. Esta norma dispone que: "[e]l proveedor está obligado a suministrar al consumidor en forma cierta, clara y detallada todo lo relacionado con las características esenciales de los bienes y servicios que provee, y las condiciones de su comercialización".En este marco, la información cierta, clara y detallada que deben suministrar los proveedores debe ser eficaz para alertar a los consumidores acerca de los riesgos que el consumo del producto ofrecido en el mercado pueda generar a la salud y a la integridad física de las personas. Ello es esencial a los fines de garantizar que los usuarios y consumidores puedan realizar elecciones de consumo razonadas y convenientes. Además, el deber de información previsto en la LCD está expresamente vinculado a la protección de la salud y la integridad física, tal comose desprende del capítulo II.Por otra parte, integran el sistema protectorio de los derechos de los usuarios y consumidores todas las normas generales y especiales aplicables a las relaciones de consumo. Al respecto, elart. 3 de la ley establece que"[l]as disposiciones de esta ley se integran con las normas generales y especiales aplicables a las relaciones de consumo, en particular la Ley N° 25.156 de Defensa de la Competencia y la Ley N° 22.802 de Lealtad Comercial. Las relaciones de consumo se rigen por el régimen establecido en esta ley y sus reglamentaciones sin perjuicio de queel proveedor, por la actividad que desarrolle, esté alcanzado asimismo por otra normativa específica". En la causa B. 721, L.XLIV,"Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ DNCI– Disp. 622/05 (exp. 29.184/02)", el voto concurrente al de la mayoría de la Corte Suprema destacó que uno de los problemas más frecuentes de interpretación en este ámbito se ha dado en los "Supuestos en los que los derechos de usuarios y consumidores colisionan con otras normas que regulan diversas situaciones específicas. Para resolverlo, señaló que es importante tener en cuenta un doble orden de consideraciones. Por un lado, que en los casos que presentan colisión de normas no es la ley sino la Constitución Nacional la fuente principal de los derechos de los consumidores; y, por el otro lado, que rige en nuestro derecho la interpretación más favorable al consumidor, la precedencia normativa constitucional y la integración con otras normas en el supuesto de ausencia de regulación específica.En este marco, el deber de información consagrado por el art. 42 de la Constitución Nacional y el art. 4 de la LDC es integrado, en forma coherente y armónica, entre otras, por la disposición n° 3634/2005 de la ANMAT. Esa disposición viene a puntualizar la información concreta que demanda la satisfacción del deber en cuestión en el caso particular de los suplementos dietarios. La decisión apelada, en cuanto entendió que la DNCI carecía de facultades para aplicar una multa a la sociedad actora por incumplir el deber de información consagrado en el art. 4 de la LDC, desconoció el principio protectorio y de integración que guían la adecuada tutela de los derechos constitucionales de los usuarios y consumidores.Por otra parte, cabe destacar que la DNCI y la ANMAT ejercen su poder de policía en defensa de los intereses cuya protección les ha sido específicamente atribuida, a saber, los emergentes de las relaciones de consumo y los vinculados a la salubridad, respectivamente.Si bien se trata de intereses diferenciados por las normas, esto no impide que en determinadas circunstancias la estrecha vinculación de los intereses protegidos dé lugar a cierta coexistencia de atribuciones en aras de lograr una mayor protección de los derechosconstitucionales involucrados.Por consiguiente, en tanto el derecho a la información de los consumidores impone al proveedor la obligación de poner a su disposición en forma cierta, clara, y detallada todos los datos necesarios para que la decisión de consumo sea informada, la DNCI resulta competente para el dictado de la resolución n° 512/2010 aquí apelada, a través de la cual sancionó una infracción al art. 4 de la LDC."


    Aguas Danone de Argentina S.A. c/ DNCI – Disp. 512/10 (expte S01:141740/08)


    A1082,XLVIII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Pretendida inconstitucionalidad del decreto 2067/08, y de las resoluciones 1451/08 del MPFIPyS y 563/08 de ENARGAS. Naturaleza jurídica del cargo: componente de la tarifa del servicio de gas. Precedente “Establecimiento Liniers S.A”.


    La cuestión planteada -relativa a la naturaleza del cargo- es sustancialmente análoga a la examinada en el precedente señalado, en donde la Corte Suprema sostuvo que los cargos específicos creados por el decreto 1216/06 constituían un componente de la tarifa del servicio de gas y que, por consiguiente, su determinación no se encontraba sujeta al principio de legalidad en materia tributaria. El cargo creado por el decreto 2067/08 constituye un componente de la tarifa del servicio de gas, en tanto fue creado para satisfacer el abastecimiento interno de gas natural.


    Alliance One Tabacco Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario


    A1266,XLVIII-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo demanda interpuesta por asociación de consumidores. Reintegro de sumas de dinero liquidadas y trasladadas a los usuarios del servicio de telefonía. Impuesto sobre créditos y débitos en cuenta bancarias (ley 25.413 y sus modificaciones).


    "La actora finca su postura en una inteligencia conjunta de lo dispuesto por los arts. 1° y 5° de la resolución 72/03 ME, en cuanto mediante ellos se aprobó la metodología para el cálculo de la incidencia del impuesto a los créditos y débitos en cuentas bancarias, aplicable a los importes ingresados al Fisco por ciertas empresas prestadoras del servicio de telefonía, a partir de su fecha de entrada en vigencia (art. 1°), es decir desde el momento de su publicación en el Boletín Oficial (el 6de febrero de 2003; art. 5°).Sin embargo, y como bien lo señalaron las instancias anteriores, tal hermenéutica resulta sesgada, ya que omite considerar que en el art. 2° de ese acto administrativo se estableció, con relación a los importes que por ese mismo concepto fueron cobrados con antelación, que ellos quedan comprendidos en el proceso de renegociación dispuesto por la Ley n° 25.561 y el decreto n° 293de fecha 12 de febrero de 2002.Es decir que fue la autoridad competente la que dispuso, de manera expresa, el destino de dichas sumas de dinero, de forma diversa a lo sostenido por ella.Por otro lado, amén de que la actora no formula ni propone una inteligencia diversa para dicho art. 2° -limitándose a repetir insistentemente su posición inicial-, tampoco luce como argumento que permita torcer la suerte de su agravio decir que la traslación realizada por la empresa haya estado prohibida por la nota 1.128/02 CNC y la resolución 1.024/02 CNC y, toda vez que si bien la segunda confirmó lo dispuesto por primera, con posterioridad, y resolviendo el pertinenterecurso de alzada, ambas fueron dejadas sin efecto por el Ministerio de Economía."


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Estado Nacional - Ley 25.413 - Ministerio de Economía - Resol. 72/03 y otro s/ Proceso de conocimiento


    U63,XLIX-1 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Medio Ambiente.Amparo


    Acción de amparo ambiental. Emprendimiento minero. Daño al medio ambiente y a la salud. Pronunciamiento arbitrario: omisión de expedirse sobre aspectos oportunamente planteados y conducentes para la solución del caso. Excesivo rigor formal. Protección de derechos a través del amparo.


    "En el presente caso corresponde habilitar el remedio federal pues se verifica una excepción a la regla dispuesta por la doctrina de la Corte Suprema según la cual los pronunciamientos por los que los superiores tribunales provinciales deciden acerca de los recursos de orden local no son, en principio, susceptibles de revisión por medio de la apelación federal por revestir carácter netamente procesal. En tal sentido, procede la excepción cuando lo resuelto por los órganos de justicia locales no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a lascircunstancias de la causa, o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación con inusitado rigor formal que lesiona garantías constitucionales.Si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios para la solución de controversias, su exclusión no puede fundarse en una apreciación meramente ritual e insuficiente de las alegaciones de las partes, toda vez que la citada institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias.La Corte ha sostenidoque constituye un criterio en extremo formalista, que atenta contra el adecuado resguardo de los derechos fundamentales que el amparo busca asegurar, la afirmación dogmática de que se requiere mayor debate y prueba, sin indicar en forma concreta cuáles son los elementos probatorios que no se pudieron utilizar, ni su incidencia para la resolución del caso.Las cuestiones en debate involucran el derecho humano de todos los habitantes a la salud y a gozar de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes, sin comprometer las de las generaciones futuras (articulo 41, Constitución Nacional), era exigible el máximo grado de prudencia en la verificación de los recaudos para la admisibilidad de la vía de amparo, a fin de garantizar el acceso a la justicia de los afectados (cf. dictamen de la causa C. 154,L. XLIX, "Cruz Felipa y otros").


    Martínez, Sergio Raúl c/ Agua Rica LLC Suc. Argentina y su propietaria Yamana Gold Inc. y otro s/ Acción de amparo


    M1314,XLVIII-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Seguridad Social.Previsión Social.Pensiones


    Suspensión preventiva de pensión honorífica de veterano de guerra del Atlántico Sur. Ley 23.848. Beneficiario condenado por delitos de lesa humanidad. Art. 6, Decreto 1357/2004. Garantía del doble conforme. Inexistencia de lesión a derechos constitucionales.


    "El actor ha sido condenado en dos ocasiones por la comisión de graves delitos de lesa humanidad. Ambas sentencias condenatorias satisfacen la garantía del doble conforme (art. 8, inc. 2, ap. h, Convención Americana de Derechos Humanos; art. 14, inc. 5, PactoInternacional de Derechos Civiles y Políticos), en tanto fueron revisadas y confirmadas por la Cámara Federal de Casación de Penal. Por consiguiente, en ambos casos, únicamente resta la revisión por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación,que es de carácter excepcional.Así, la decisión de la ANSES de suspender provisoriamente el pago, con las rentas generales de la Nación, de una pensión honorífica no restringe en forma ilegítima, y menos aún en forma manifiestamente arbitraria, sus derechos constitucionales. Desde el momento en que el beneficiario se encuentra procesado por la comisión delitos de lesa humanidad -esto es, delitos de los más aberrantes para la humanidad- existe una razón suficiente, a los efectos de la ley 23.484, para suspender, en forma provisoria, el pago del beneficio. Esa decisión provisoria procura que el desembolso de esa pensión no contributiva no se desvíe del fin con que fue creada, esto es, otorgar un reconocimiento al mérito y del honor de quienes pusieron su vida en riesgo por la soberanía argentina."


    Acosta, Jorge Eduardo c/ Estado Nacional - Anses s/ Amparos y sumarísimos


    A645,XLVII-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Trabajo.Condiciones de Trabajo


    Derechos del personal que presta servicios en casas particulares. Derecho de las mujeres trabajadoras a la protección del embarazo y la maternidad. Derechos a gozar de una licencia paga por esos motivos. Inconstitucionalidad del art. 9 decreto ley 326/56 y art. 2 de ley 20.744 en su anterior redacción, en cuanto impiden la aplicación de lo previsto en los arts. 177, 178 y 245 de la ley 20.744. Ley 26.844. Derechos laborales y de la seguridad social. Igualdad. Protección integral de la familia. Prohibición de todaforma de discriminación. Inconstitucionalidad de la indemnización por antigüedad prevista en el decreto ley 326/56.


    "El texto del decreto ley 326/56 –hoy derogado-, junto con el artículo 2 de la ley 20.744 en su anterior redacción, no preveía para el personal que trabaja en casas particulares la protección que la legislación laboral general consagra para el personal femenino en el período de embarazo y maternidad (v. arts. 177 y siguientes, ley 20.744).Ello constituye una violación a lo dispuesto en las convenciones y declaraciones sobre derechos humanos, por lo que el decreto ley 326/56 -en cuanto excluye a la señora Ríos Zorrilla del goce de este derecho- es inconstitucional. Nótese que la conducta de los demandados –que ellos justifican sobre la base de la letra del decreto- la colocó en una situación de desamparo mientras atravesaba precisamente un período de gran vulnerabilidad. Lejos de recibir la protección especial que consagran las normas constitucionales y los instrumentos internacionales, la señora Ríos Zorrilla perdió su trabajo y, en consecuencia, su fuente de ingresos cuando transitaba las últimas semanas de su embarazo y los primeros meses de vida de su hijo. El decreto ley 326/56, en cuanto excluía a un grupo particularmente vulnerable del derecho que tienen el resto de las trabajadoras a gozar de una licencia pagada por motivos de embarazo y maternidad, importa una discriminación prohibida en su contra ya que trata desigualmente a personas que están en circunstancias de hecho esencialmente equivalentes -esto es, en estado de embarazo o de maternidad, y, en consecuencia, temporariamente imposibilitadas de continuar prestando sus servicios-. A idéntica conclusión cabe arribar respecto del pedido de inconstitucionalidad de la indemnización por antigüedad prevista en el decreto ley 326/56, que es notablemente inferior a la estipulada para el resto de los trabajadores (v. arts. 9, decreto ley 326/56; y 2 y 245, ley 20.744). La particular naturaleza de las tareas realizadas por elpersonal de casas particulares no puede justificar que se disminuya a la mitad la indemnización por antigüedad a percibir en su caso. Por el contrario, ello expresa un menosprecio del valor de la permanencia en su lugar de trabajo por parte de esos trabajadores -y de la experiencia y habilidad adquiridas como consecuencia- y ciertamente es contrario al deber de asegurar a todos los trabajadores la protección contra el despido arbitrario y condiciones equitativas de labor (art. 14 bis Constitución Nacional). El derecho a la igualdad exige, entre otras cosas, que no se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de lo que en iguales circunstancias se concede a otros."


    Ríos Zorrilla, Clara Elena c/ González, Graciela Aida y otro s/ Tribunal de Trabajo Doméstico


    R452,XLVII-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Empleo Público


    Defensor público oficial. Reclamo de diferencias salariales por subrogancia. Ausencia de caso, causa o controversia. Resolución 76/04 del Consejo de la Magistratura. Decreto 5046/51. Ausencia de demostración de perjuicio.


    "En el presente no se configurael requisito de "caso", "causa" o "controversia" en los términos de los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, necesario para habilitar el ejercicio de la jurisdicción. En tal sentido, cabe recordar que, en la doctrina del Tribunal, la existencia de ese recaudo, por ser de carácter jurisdiccional, es comprobable de oficio pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia. En la doctrina del Tribunal, dichas "causas" son aquellas en las que se persigue, en concreto, ladeterminación del derecho o prerrogativa debatidos entre partesadversas ante la presencia de una lesión actual o, al menos, una amenaza inminentea dicho derecho o prerrogativa.El actor reclama el pago de diferencias salariales cuya existencia intenta fundar al afirmar que "de acuerdo con lo prescripto por las citadas resoluciones del Consejo de la Magistratura, durante el lapso aludido, los jueces de la nación eran retribuidos con un importe sensiblemente mayor que los magistrados de la Defensa a ellos equiparados, los cuales en aquel momento eran retribuidos de conformidad con las disposiciones del decreto PEN 5046/51". De la confrontación del texto de las referidas normas no es posible arribar a esa conclusión, toda vez que del criterio establecido en ellas para el pago de las subrogancias no surge per se la existencia de diferencia alguna en punto al monto de la retribución del reemplazo. En efecto, tanto en el decreto 5046/51 como en las resoluciones del Consejo se establece en tal concepto el pago de la tercera parte del haber habitual. A tal fin, el decreto fija como referencia la remuneración del subrogado, mientras que las resoluciones del Consejo lo hacen con base en la del subrogante, habida cuenta de lo cual, de ser ambos cargos de igual rango -tal el caso de autos-, no habría lugar en principio a diferencias en la liquidación del pago.Ello es así, máxime teniendo en cuenta que aun aplicando las referidas resoluciones, no es posible liquidar todos los ítems que el actor cobra como defensor titular, en razón de lo dispuesto en el citado cons. 3° de la resolución 284/04 respecto de la exclusión del adicional por permanencia."


    Kollmann, Gustavo Ernesto c/ Estado Nacional - Ministerio Público - DGN - Consejo MG Resol. 281 y 284/04 s/ Empleo público


    K92,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Defensores públicos adjuntos. Cumplimiento de funciones ante la alzada. Rechazo de pretensión de pago de diferencias salariales por alegada subrogancia en el cargo de defensor público oficial. Resolución DGN 1365/06 y 222/07.


    "A diferencia de lo previsto respecto de otros magistrados, los defensores públicos adjuntos de la Defensoría General de la Nación no tienen asignado un tribunal específico ante el cual actuar.La función inherente al cargo consiste, fundamentalmente, en colaborar con el Defensor General de la Nación, luego, ello puede verificarse tanto en la tarea de dictaminar en los expedientes remitidos por esa Corte, cuanto en los asuntos referidos al gobierno del órgano y los cometidos funcionales específicos que disponga su titular.Por su parte, como apunta la resolución DGN 222/07, el artículo 51, inciso f), de la LOMP prevé la posibilidad de disponer la formación deequipos de trabajo que incluyan a los magistrados de la Defensoría General, los que, en su caso, no estarán alcanzados por la limitación referida a la competencia en razónde la materia y del territorio.Con arreglo a jurisprudencia de la Corte, un estudio integral de la ley 24.946 permite inferir que el legislador, al instituir la estructura del Ministerio Público de la Defensa, no tomó como único parámetro para disponer el esquema de jerarquías y remuneraciones de los defensores la instancia de los tribunales por ante los cuales deben desempeñarse. Por el contrario, es claro que otros factores también fueron valorados para la categorización de los distintos miembros del Ministerio Público. En razón de ello, coligió que la sola circunstancia de que cumplan funciones también ante las alzadas, no resulta suficiente para disponer que su remuneración sea equiparada a la de un camarista. Sin embargo, ese supuesto no es el único en el que no existe una correlación entre la retribución de los jueces de la instancia en la que el funcionario del Ministerio Público se desempeña y la retribución percibida poréste, lo que ejemplificó con los defensores oficiales ante la Corte y los defensores auxiliares de la Defensoría General. También agregó que la diferente categorización que el legislador otorga a los cargos se advierte no solo en las diversas competencias, sino también en los requisitos para acceder a cada uno de ellos.En las acordadas 08/88 y 52/88, la Corte previó como única excepción al requisito de: vacancia del cargo, o que no le corresponda a su titular la percepción de haberes, el supuesto de licencia por enfermedad de largo tratamiento del titular que, claramente, no alcanza a la situación sub examine. También corresponde advertir que, con posterioridad, se dictó la resolución DGN 293/06, por la que se previó un régimen de sustitución específico para los magistrados del Ministerio Público de la Defensa. Si bien al momento del reclamo el estatuto no se hallaba en vigor, interesa señalar que también allí se sujetaba el derecho al cobro de una remuneración, en caso de subrogancia, a la verificación del principio de triple identidad.Para concluir, es dable recordar que el principio constitucional de “igual remuneración por igual tarea" es entendido como aquel opuesto a situaciones que implican discriminaciones arbitrarias, como serían las fundadas en razones de sexo, raza o religión, y que nada obsta a que se trate de modo diferente a aquellos que se hallan en situaciones distintas por sus actividades específicas, en la medida en que los distingos se basen en motivos razonables y no en un propósito de hostilidad contra un individuo o un grupo de personas.Las funciones asignadas a la actora figuraban dentro de los cometidos funcionales que el Defensor General podía encomendar a tales magistrados, con arreglo a la normativa examinada, y, por ello, no dan lugar a una mayor asignación salarial, la que tampoco se fundamentó, por vía de excepción, en las necesidades del servicio, como se puntualizó en la resoluciones DGN 1365/06 y 222/07."


    López Puleio, María Fernanda c/ Estado Nacional - Ministerio Público de la Defensa – Resol. 1365/06 y 222/07 s/ Empleo público


    L179,XLVIII-19 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Derechosno Enumerados


    Salud


    Acción de amparo contra una obra social. Condena a brindar la cobertura integral de las prestaciones solicitadas a favor de una menor con discapacidad. Alegada arbitrariedad de sentencia. Ley 24.901 y 23.661: precedentes “Cambiaso Péres de Nealón”, “Hill” y “Argüelles de Iriondo”. Derecho a la salud.


    "La aplicación de la ley 24.901 encuentra adecuada respuesta en lo resuelto por la Corte Suprema en los precedentes mencionados, de los cuales se desprende que, independientemente de lo previsto en el art. 7 de la ley 26.682, la obligación de las entidades de medicina prepaga de otorgar una cobertura integral de todas las prestaciones que requiera la atención de la salud de sus afiliados con discapacidad en los términos de la ley 24.901 ya estaba prevista por el art. 1° de la ley 24.754 y el art. 28 de la ley 23.661. En este contexto, la expresión "médico asistencial" (art. 1°, ley 24.754) debe entenderse en sentido amplio, comprensivo tanto de la esfera estrictamentemédica como de la asistencial.Por otro lado, la determinación de si las prestaciones reclamadas en concreto en el presente caso se adecuan al marco legal indicado constituye un tema de hecho y prueba que ha sido resuelto sin arbitrariedad, por lo que está fuera de los alcances de esta instancia extraordinaria. Tanto el médico neurólogo tratante como el perito médico designado coinciden en que todas las terapias y las medicaciones solicitadas son necesarias para tratar la discapacidad de la paciente. Frente a ello, la afirmación de la recurrente de que el actor pretende obtener la cobertura de prestaciones de índole meramentesocial, educativa y deportiva, ajenas al tratamiento de la patología que sufre la menor, luce dogmática y desprovista de fundamento.Lo mismo cabe decir respecto a lo alegado sobre que, según el cuadro de la paciente queimpide aspirar a una rehabilitación total, los tratamientos y medicaciones peticionados no servirían para realizar los fines de la ley 24.901. La gravedad y la irreversibilidad de una discapacidad no pueden esgrimirse como argumentos para negarse a cubrir prestaciones que, según los informes de los profesionales mencionados, resultarán beneficiosas para la salud de la paciente. Por último, no prospera el planteo respecto al “plan cerrado” de cobertura, que determina que sólo puede atenderse con profesionales de la institución, y por ende, no está obligado a cubrir tratamientos y medicaciones indicados y prestados por profesionales ajenos a su cartilla,toda vez que se está en presencia de un caso que demanda una protección especial, al estar en juego un derecho fundamental de una persona con una discapacidad severa, que merece la máxima tutela. Esta circunstancia impide adoptar una lectura excesivamente formalista y estrecha del contrato suscripto.En esta instancia están fuera de discusión la pertinencia y la necesidad de las prestaciones solicitadas. Además, la demandada no ha demostrado que sus prestadores se encuentren capacitados para dar respuesta a los requerimientos de la afiliada, y que determinaron su tratamiento con otro profesional y demás establecimientos. Se considera que el demandado no ha controvertido este fundamento, sobre el que se sustenta la condena recurrida, ya que no ha acreditado contar con una alternativa propia igual o mejor, que pueda brindar los distintos tratamientos solicitados con profesionales propios.En este punto la Corte tiene dicho que si bien la actividad de las entidades de medicina prepaga tiene determinados rasgos mercantiles, éstas también adquieren un compromiso socialcon sus usuarios en tanto tienen a cargo una función social trascendental -la protección de los derechos constitucionales a la vida, la salud, la seguridad y la integridad de las personas-, que está por encima de toda cuestión comercial y les impide invocar las cláusulas de un contrato para apartarse de sus obligaciones legales."


    S., D. c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno s/Sumarísino


    S851,XLIX-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Amparo contra una obra social solicitando la cobertura de tratamientos derivados de la medicina alternativa. Persona con discapacidad. Alegada arbitrariedad. Ausencia de pruebas que avalen la eficacia del tratamiento.


    En las presentes actuaciones está en juego el derecho a la salud de una persona con discapacidad, lo que exige adoptar el criterio más amplio posible, con arreglo al cual debe brindarse una cobertura integral que incluya todo tratamiento que resulte beneficioso para la persona con discapacidad.El derecho a la salud - reconocido expresamente en el art. 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales- garantiza al paciente el acceso al tratamiento médicamente adecuado para la patología que padece.En el sub lite, no se ha probado que las prestaciones aquí reclamadas -que no están comprendidas en el Plan Médico Obligatorio ni el Sistema de Prestaciones Básicas para Personas con discapacidad previsto en la ley 24.901- constituyan un tratamiento médicamente adecuado para la patología que padece el paciente.La eficacia del tratamiento reclamado no ha sido demostrada científicamente, ni ha recibido aval alguno por parte de sociedades científicas, universidades de medicina o alguna otra institución especializada. De este modo, no se ha acreditado siquiera la existencia de una base racional en la evidencia científica para concluir que el tratamiento puede ser efectivo para el paciente. Por otra parte, y esto resulta decisivo, tampoco ha sido acreditado que, en el caso concreto, el tratamiento y la medicación en cuestión generen alguna mejora en el estado de salud del paciente.Es por ello, que ante la ausencia de pruebas suficientes que avalen la razonabilidad y conveniencia del tratamiento y la medicación aquí reclamados -que, cabe recordar, es la única prestación de las peticionadas que no es cubierta actualmente-, se considera que no procede con estas constancias ordenar a la obra social la cobertura de los gastos derivados de éstos.


    M., L. C. c/ O.S.D.E. s/ Sumarísimo


    M270,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por cobertura integral de los rubros internación geriátrica y acompañamiento domiciliario. Persona adulta mayor con Alzheimer. Irreversibilidad de la dolencia. Derecho al disfrute del nivel más alto posible de salud física y psíquica. Protección especial a ancianos y personas con discapacidad. Ley 24.901. Responsabilidad de las entidades de medicina prepaga. Remisión a los dictámenes en autosH. 196, L. XLVI, C. 958, L. XLVII y P. 158, L. XLIX. Ley 24.754.


    La demandada no controvirtió la necesidad de la internación y el cuidado permanente, ni cuestionó la opinión médica según la cual la residencia donde se encuentra la causante, con la asistencia de un acompañante, configuran un servicio ajustado a los requerimientos del cuadro producido por la enfermedad. La institución accionada no ofreció además, ninguna alternativa adecuada para laatención cabal de su afiliada.En este contexto, el agravio referidoa la superposición de rubros deviene inatendible, no sólo porque los conceptos reclamados encuentran allí suficiente justificación técnica, sino porque el quejoso no explica cómo se compatibiliza su crítica con lo dispuesto en el artículo 39, inciso d), primera parte, de la ley 24.901 -texto según ley 26.480-, en cuanto prevé expresamente la presencia de acompañantes en los lugares de internación.Asimismo, resulta improcedente la eximición de responsabilidad que el demandado pretende sustentar en las características de la patología pues, en su tesitura, las secuelas de una discapacidad definitiva vienen a quedar fuera del esquema de la ley 24.901, lo que implicaría que la irreversibilidad de la dolencia se convierta en un óbice para el acceso y el ejercicio efectivo del derecho a la salud. Ello contradice, además, el espíritu de la norma, dirigida a brindar protección integral y mejorar las condiciones de vida de las personas minusválidas.Luego, la irreversibilidad de una dolencia no puede constituir una pauta exegética válida para determinar si corresponde brindar la cobertura de servicios de salud a una persona con discapacidad. Lo que resulta determinante en tal sentido, son las necesidades de la persona afectada, evaluadas por un profesional, y la vinculación de la prestación requerida con la discapacidad.


    T., María Cintia y otro c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno s/ Sumarísimo


    T7,XLIX-8 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a la salud. Persona con Síndrome de Down afiliado al IOMA. Amparo contra la Comisión Nacional Asesora para la Integración de la Persona con Discapacidad y el Servicio Nacional de Rehabilitación. Cobertura económica del hogar de día y el transporte especial. Ley 24.901. Responsabilidad del Estado Nacional. Fallos 323:3229; 324:35698; 328:1708; 329:2552."


    El derecho a la salud -máxime cuando se trata de enfermedades graves y de personas que padecen de discapacidad- se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la vida que está reconocido por la Constitución Nacional y los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional, por lo que la autoridad pública tiene la obligación impostergab1e de garantizar ese derecho con acciones positivas, sin perjuicio de las obligaciones que deban asumir en su cumplimiento las jurisdicciones locales, las obras sociales o las entidadesde la llamada medicina prepaga.El Estado Nacional ha asumido compromisos internacionales explícitos orientados a promover y facilitar las prestaciones de salud y que dicha obligación se extiende a sus subdivisiones políticas y otras entidades públicas que participan de un mismo sistema sanitario.La ley 24.901 creó un sistema de prestaciones básicas de atención integral a favor de las personas con discapacidad y dejó a cargo de las obras sociales comprendidas en la ley 23.660 la obligatoriedad de su cobertura (arts. 1 y 2). Empero, frente al énfasis puesto en los tratados internacionales, el Estado Nacional no puede desentenderse de sus deberes haciendo recaer el mayor peso en la realización del servicio de la salud en entidades que, como en el caso, no han dado siempre adecuada tutela asistencial, conclusión que lleva en el sub examine a dar preferente atención a las necesidades derivadasde la minusvalía del causante.En este entendimiento, carece de sentido la alegación del Servicio Nacional de Rehabilitación en punto a su falta de responsabilidad en la atención de aquél por corresponderle ello a otro órgano o jurisdicción porque lo fundamental es que, conforme al régimen legal, éste debe asistirlo, sin perjuicio de que recupere los costos por las vías pertinentes, de quien en definitiva resulte obligado a afrontarlos o que ejerza la actividad quecrea necesaria para lograr la adecuada participación de la autoridad local.


    S., J. D. yotroc/ Comisión Nac. Asesora para la Integ.delas Pers. Discap.yotro s/ Amparo


    S75,XLIX-6 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Menor con discapacidad. Cobertura médico asistencial. Ley 24.901: prestaciones médicas y sociales a cargo de las entidades de medicina prepaga. Ley 26.682. Derecho a la salud. Derechos de las personas con discapacidad y de los niños.


    "Más allá de las cláusulas contractuales -que no pueden invocarse para justificar el apartamiento de los deberes impuestos en esta materia- y por imperio de la ley 24.754, el cumplimiento del régimen de protección plena propio de la discapacidad, incumbe -sin distinción alguna- a las entidades de la medicina privada, que tienen bajo su cargo las mismas prestaciones obligatorias establecidas para las obras sociales.A partir de la ley 26.682 (B.O. 17/05/11), se estableció el marco regulatorio para la denominada medicina prepaga. Allí se dispuso expresamente que estas entidades deben cubrir, como mínimo, en sus planes de cobertura médico asistencial, el Programa Médico Obligatorio vigente y el Sistema de Prestaciones Básicas para Personas con Discapacidad establecido en la ley 24.901 y sus modificatorias (art. 7°, ley 26.682).El debate se cifra aquí en prestaciones como la terapia ocupacional, la maestra integradora y los pañales e, igualmente, otras reconocidas por la demandada en un porcentaje (50%).En este contexto,parece claro que la expresión"médico asistencial” debe entenderse con un contenido amplio, como lo señaló esa Corte, comprensivo tanto de la esfera estrictamente médica como de la asistencial. Ello, por otra parte, se compadece con el artículo 28 de la ley 23.661, y conuno de los objetivos esenciales de la ley 24.901, cual es la integración social de las personas con discapacidad.Los requerimientos objeto de estas actuaciones se presentan como prestaciones esenciales tanto para que la menor goce de una mejor calidad de vida en el presente, como para su futuro desarrollo."


    H., Federico Alejandro c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno s/ Amparo


    H196,XLVI-17 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Persona con discapacidad. Organización de medicina prepaga: cobertura médico asistencial. Asistencia educativa. Leyes 24.901, 23.661 y 26.682. Servicios educativos a cargo de la demandada. Remisión a Fallos: 330:3725 y dictamen del 17 de marzo de 2014en los autos H. 196, L. XLVI;"H., F.A. c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno s/amparo".


    La ley 24.754 encomendó a las organizaciones de medicina prepaga la cobertura de sus afiliados con discapacidad, en los términos de las leyes 24.901 y 23.661 (art. 28). Ello es así, además, con independencia de las cláusulas contractuales o del carácter de la prestación (art. 7°, ley 26.682). En supuestos como el examinado, los servicios educativos constituyen, al mismotiempo, prestaciones de salud.No ha sido objeto de debate la discapacidad vinculada con aspectos cognitivos ni la necesidad terapéutica de la prestación requerida. Tampoco se ha cuestionado la elección paterna ni se ha demostrado su exorbitancia o su sinrazón o la existencia de una alternativa estatal o en la cartilla de la demandad en iguales o mejores condiciones que el Instituto elegido, y que, al mismo tiempo, no perjudique la situación del discapacitado.Por otro lado, en la causa concurre un dato fáctico relevante, cual es que la demandada se hahecho cargo, con anterioridad, de otra prestación educativa -maestra integradora-, en el contexto del mismo régimen jurídico que ahora invoca para eximirse de responsabilidad. Verificada esa conducta previa, avalar la negativa mantenida en los autos supone privar intempestivamente al beneficiario de la solución apropiada a su problema de discapacidad. En tales circunstancias -más allá de la doctrina de los actos propios-, dicha alteración no puede convalidarse, en especial, porque ni siquiera se ha aclarado el motivo de tan pronunciada modificación de criterio ni se ha demostrado qué desequilibrio podría generar el desembolso que ya comenzó a cumplir en función de una medida cautelar.


    P., Juan Armando c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quirno s/ Amparo


    P158,XLIX-25 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Persona discapacitada con patología crónica. Cobertura médico asistencial prevista en la ley 24.901. Provisión de fármaco recetado a cargo de la entidad de medicina prepaga. Derecho a la salud. Derechos delas personas con discapacidad.Remisión H. 196, 1. XLVI, caratuladas"H., F. A. c/ Centro de Educación Médica e Investigaciones Clínicas Norberto Quimo - CEMIC s/ amparo".


    "Es cierto que la ley 24.901 menciona expresamente a los productos farmacéuticos con referencia a los tratamientos de naturaleza psiquiátrica y a los medicamentos que no se elaboran en nuestro país. Sin embargo, frente a la exigencia de cobertura cabal y al carácter integral que subyace en la ley 24.901, no resulta coherente interpretar que se ampara al enfermo en las prestaciones de rehabilitación, terapéutico-educativas, educativas y asistenciales o netamente preventivas, o en lo referente a las drogas de origen extranjero, y se lo priva, en cambio, del imprescindible soporte farmacológico cuando el compuesto prescripto es de fabricación nacional.El artículo 28 de la ley 23.661, antecedente de la ley24.901, obliga a los agentes del seguro de salud a garantizar todas las prestaciones"que requieran la rehabilitación de las personas discapacitadas. Asimismo, deberán asegurar la cobertura de medicamentos que las aludidas prestaciones requieran".


    C. V., A. M. c/ Cemic s/ Sumarísimo


    C958,XLVII-17 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Garantías


    Amparo


    Acción de amparo. Ley 26.727, arts. 106 y 107, modificatoria de ley 25.191. Absorción de RENATRE por RENATEA. Atribuciones del Congreso de la Nación. Oportunidad o acierto de la ley: cuestión ajena al examen del Poder Judicial. Balance entre los poderes del estado.


    No incumbe a los tribunales el examen de oportunidad o acierto del criterio adoptado por el Congreso en el ámbito de sus atribuciones, y que no corresponde sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como ésta la concibió, ya que está vedado a los magistrados juzgar sobre la eficacia o conveniencia de disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus propias facultades.Dicha inhibición en cuanto al modo como el legislador, en ejercicio de sus legítimas atribuciones, decidió modificar un ente público sin desvirtuar su finalidad, no importa en absoluto abdicar de las facultades propias del órgano jurisdiccional sino mantener el adecuado balance entre los poderes en aras de guardar el principio de la soberanía popular dentro del sistema representativo republicano, instaurado como pilar básico de nuestroordenamiento institucional.La Corte ha decidido que no existe un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentaciones.Así, no resulta aceptable la pretensión del actor que se ha limitado en este proceso de amparo a reclamar que se restablezca una situación que ha sido modificada por una ley sancionada por la autoridad con competencia para hacerlo y que no resulta irrazonable por los motivos que señala el a quo.


    Registro Nacional de Trabajadores Rurales y Empleadores c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Acción de amparo


    R906,XLVIII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Distribución de la publicidad oficial. Inobservancia del decreto 936/11: causal de suspensión de la contratación de publicidad. Motivo razonable: inexistencia de discriminación contra el diario. Remisión al dictamen del día 3 defebrero de 2014 en los autos "Editorial Río Negro SA c/ Estado Nacional - Ley 26.364- Dto. 936/11 s/ amparo ley 16.986", S.C. E. 112, L. XLVIII.


    La Corte ha precisado que no existe un derecho subjetivo por parte de los medios a obtener publicidad oficial. Sin embargo, el Estado no puede asignar los recursos por publicidad de manera arbitraria, en base a criterios irrazonables. Para adoptar esas decisiones de acuerdo con los principios de la libertad de expresión, las mismas deben estar basadas en criterios «sustancialmente relacionados» con el propósito descrito y que debe ser neutro en relación conlos puntos de vista del medio.Lo determinante es que la suspensión de la contratación de publicidad oficial no se funda en alguna cuestión relacionada con los puntos de vista del medio, sino con el incumplimiento de las normas jurídicas tendientes a combatir la trata de personas, la explotación sexual y la discriminación dela mujer. La inobservancia del decreto 936/11 y de las leyes que éste reglamenta es un motivo razonable que justifica la suspensión y no importa un supuesto de discriminación contra el diario.


    Editorial Río Negro S.A. c/ Estado Nacional - SC Resol. 14/11 (dto. 936/11) s/ Amparo ley 16.986


    E157,XLVIII-17 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Debido Proceso


    Desalojo. Ocupantes menores de edad. Legitimación del Ministerio Público. Interés jurídico concreto de los niños. Constitución en sujetos procesales pasivos. Garantía del debido proceso. Derecho de acceso a la vivienda digna. Remisión a lo dictaminado en S. 457, L. XLVII,"S., N. E. y otross/ inf. Art. 181, inc. 1°, C.P.", el 16/10/2012


    El desconocimiento de la legitimación del Ministerio Pupilar en los procesos de desalojo con ocupantes menores de edad, afecta severamente los derechos fundamentales de estas personas.Se trata aquí de un litigio de naturaleza civil, categoría ésta en la cual cobra especial relieve tanto el esquema de representación dual impuesto sine qua non por el artículo 59 del Código Civil, como las amplias facultades que, en el marco de la ley 24.946 asisten al Ministerio Público para comparecer en el proceso cuando concurren intereses directos de niños y la consiguiente necesidad de habilitar su participación para que el juicioquede eficazmente constituido.La circunstancia de habitar los inmuebles que buscan recuperarse, provee a estos niños de un interés jurídico concreto para ejercer su derecho de defensa en el ámbito de este juicio civil. Es que, como tales, estarán alcanzados personal e inmediatamente por el fallo judicial a dictarse en la causa, de manera que tal afectación resultasuficiente para constituirlos en sujetos procesales pasivos.El fallo objetado, al restringir la intervención del Ministerio Pupilar a aspectos meramente asistenciales, negando la investidura ritual que le es propia, no sólo se aparta del régimen jurídico que organiza las potestades de dicho Ministerio y las reglas adjetivas aplicables en los supuestos en los que concurren intereses inmediatos de un niño, niña o adolescente, sino que, al propio tiempo, vulnera la oportunidad de audiencia del menor, en aquellos trámites que lo afectan directamente, a través de un representante o de un órgano apropiado, en los términos del artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, amén de desconocer la garantía del debido proceso. Finalmente, y como correlato de esas violaciones, lesiona el derecho de acceso a la vivienda digna, en tanto que uno de sus aspectos centrales consiste en que el juicio de desalojo se sustancie en condiciones regulares y con las debidas garantías.


    Plusfratria S.R.L. c/ Ocupantes Av. Scalabrini Ortiz 1963/5/6/7/71/73 y 1977 y otro s/ Desalojo


    P551,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cosa Juzgada


    Sentencia que aún no ha adquirido carácter de firmeza; recurso de queja pendiente de resolución."


    "Sólo en el hipotético caso de que no prosperara la pretensión recursiva del Ministerio Público que la Procuración General mantiene en la causa y quedara así firme la decisión con relación a dicha parte en lo que allí interesa, podría presentarse una situación análoga a la que fue materia de análisis por la señora Procuradora General de la Nación in re D. 429, L. XLVIII "Duarte”.


    M., Pedro Pablo y otro s/ Recurso extraordinario


    M365,XLVIII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Hábeas Corpus.Estado de Sitio


    Exilio. Improcedencia de la indemnización prevista en ley 24.043. Remisión a sentencias de causa P. 413, L. XLIII,"Portugheis, Elsa Rosa” y C. 1.044, L. XLIII,"Cagni, Carlos Alberto”.


    La indemnización solicitada por la actora, no procede puesto que el único sustento de sus solicitudes es haber nacido en el extranjero durante el exilio político de sus padres, lo cual excede el ámbito de aplicación de la ley 24.043


    González, Rillo Aymara c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3 Ley 24.043 - Rsl. 2.556/12 (ex. S04:25.610/12)


    G561,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Arrestos dispuestos por el PEN


    Denegación de indemnización de la ley 24.043 y 26.564. Condición de conscripto al momento de la privación ilegítima de la libertad. Inexistencia de delito militar o falta disciplinaria. Diferencias con los precedentes "Arcuri" y "Siboldi". Compensación para todos los detenidos por razones políticas sin distinción entre civiles y militares. Obligación de reparar los daños causados por el terrorismo de Estado. Derecho constitucional de igualdad.


    La detención del accionante no está relacionada con su carácter de conscripto, ni es consecuencia de un acto de servicio, sino con hechos y circunstancias ajenos a esa condición.En este marco fáctico y en consonancia con la amplia voluntad reparadora que guió al Congreso de la Nación en la sanción de las leyes 24.043 y 26.564, corresponde reconocer al actor la indemnización peticionada, máxime cuando su estado militar no tuvo, en el caso concreto, incidencia alguna en la privación ilegítima de la libertad. Esa conclusión atiende a los fines de las citadas leyes y a la obligación internacional del Estado argentino de reparar los daños causados por el terrorismo de Estado.Una interpretación diversa llevaría a que los hermanos, que padecieron la misma violación a sus derechos humanos, fueran tratados en forma diferente -uno podría acceder a la compensación y otro no- por la mera circunstancia de que el actor estaba cumpliendo el servicio militar obligatorio. Ello menoscabaría el derecho constitucional a la igualdad consagrado los artículos 16 y 43, y en los tratados con jerarquía constitucional conforme al artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    Guidi, Juan Luis c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3 Ley 24.043 - Res. 1.922/11 (ex. 143.384/04)


    G1083,XLVIII-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    GarantíasProcesales Penales


    Requisa policial en la vía pública. Posteriores diligencias preventivas de oficio. Autoincriminación. Detención sin orden judicial. Nulidad del procedimiento. Aplicación de la regla de exclusión.


    "Cabe afirmar que el proceder inicial de la fuerza de seguridad resultó ajustado a las facultades que contempla el artículo 230 bis de la ley procesal, similares a las de los artículos 119 y 497 del Código Aduanero, en tanto la autorizan a controlar e interrogar a todos los pasajeros transportados, inspeccionar su equipaje y el vehículo a los fines exclusivamente aduaneros. Toda falta al cumplimiento de esos fines importa un ejercicio no habilitado de facultades públicas o estatales.Empero, las diligencias posteriores yprácticamente continuas, en las que intervinieron cuatro integrantes de la fuerza de seguridad, sumada al estado de nerviosismo indicado, al que cabe añadir el propio de cualquier persona al hallarse en una situación como la descripta, el previsible cansancio del afectado por el horario en que se desarrollaron, su condición de extranjero y la falta de asesoramiento letrado, impiden considerar que el consentimiento así documentado para la realización de una prueba con clara aptitud autoincriminantehaya sido prestado libremente.El Supremo Tribunal en el precedente “Vega, Fabián Alberto”, si bien referido a un allanamiento, precisó entonces la doctrina en cuanto a que el consentimiento debe ser expresado"de manera que no queden dudas en cuanto a la plena libertad del individuo al formular la autorización" (considerando 5° de la mayoría y de la disidencia del doctor Petracchi, y sus citas).En el mismo sentido, al dictaminar el entonces Procurador General de la Nación, doctor Juan O. Gauna, in re "Hansen", examinó las condiciones de admisibilidad de la renuncia a las garantías constitucionales y señaló que"va acompañada de una serie de controles que permiten asegurar que esa renuncia se realiza en un marco de libertad... Uno de ellos sería el conocimiento cabal de la garantía... Pero no sólo hace falta el conocimiento, se requiere también que no haya circunstancias exteriores que afecten la libertad del ciudadano".Añádase que luego de la requisa efectuada al amparo del artículo 230 bis y de la detención que permiten los artículos 184, inciso 8° y 284, la autoridad de prevención no sólo procedió de oficio de aquella manera, sino que dispuso inconsultamente respecto del imputado y su cuerpo, con clara inobservancia del trámite ulterior que regulan esas normas.El artículo 7.5 del Pacto de San José de Costa Rica establece que"toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la leypara ejercer funciones judiciales". Las constancias reseñadas del legajo acreditan la afectación de ese derecho fundamental (art. 75, inc. 22, de la Constitución Nacional).Así las cosas se impone la aplicación de la regla de exclusión, pues conceder valor a pruebas obtenidas con menoscabo del debido proceso y apoyar en ellas una sentencia judicial,"no sólo es contradictorio con el reproche formulado, sino que compromete la buena administración de justicia al pretender constituirla en beneficiaria del hecho ilícito por el quese adquirieron tales evidencias".


    J. M., Edtson s/ Causa n° 12.424


    J124,XLVI-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Debido Proceso


    Alcance de la garantía consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. Inviolabilidad del domicilio y casos en que podrá procederse a su allanamiento y ocupación. Art. 224 del CPPN. Doctrina del “plain view”. Determinación de la verdad en el juicio.


    "Se dan los requisitos exigidos por la "plain view doctrine" elaborada por la Corte de los Estados Unidos, en cuanto a la presencia justificada del lugar; que sea evidente para los que practicaron la diligencia la naturaleza delictiva de los objetos no contemplados en la orden; y que su descubrimiento haya sido ocasional.Sostener en esas circunstancias un exceso en el proceder de la fuerza de seguridad, al descartar la necesidad de ingresar a la finca para identificar a la persona que habrían reconocido con anterioridad y por la que solicitaron a la autoridad judicial su detención al registrar una captura, implica el absurdo de forzarlos a eludir el cumplimiento de tan elemental recaudo legal, indispensable para corroborar, precisamente, aquella percepción.Toda vez que la renuncia consciente ala verdad es incompatible con el servicio de justicia, resulta atinente poner de relieve que en el proceso penal tiene excepcional relevancia y debe ser tutelado "el interés público que reclama la determinación de la verdad en el juicio", ya que aquél no es sino el medio para alcanzar los valores más altos: la verdad y la justicia. Es por tal motivo que, en lo que concierne a la nulidad que según el fallo debe prosperar, que dicha solución no implicaría un aseguramiento de la defensa en juicio sino desconocer la verdad revelada en el proceso, ya que el medio probatorio cuestionado no exhibe tacha original alguna por lo que no se advierte en el caso una violación al criterio según el cual no es posible aprovechar las pruebas obtenidas con desconocimiento de garantías constitucionales.


    S., Ramón Emilio s/ Causa nº 15.609


    S379, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Incorporación por lectura de la prueba producida en etapa de instrucción. Control de la prueba. Inaplicabilidad de la doctrina “Barbone” y “Benitez”.


    "En el presente caso, en que los agentes de prevención que detuvieron a los imputados testificaron en la etapa de instrucción, la incorporación por lectura de las declaraciones indagatorias y de la "totalidad de los testimonios de las personas que fueron citadas a declarar", fue consentida por las partes incluso aun cuando ya se encontrarían en la secretaría del tribunal.”


    S., José Miguels/ Causa nº 11.167


    S96, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a Ser Oído.Facultades y Derechos del Querellante


    Responsabilidad internacional de la República Argentina. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Autonomía del acusador particular. Garantías que asisten al querellante. Excepción de cosa juzgada. Doctrina de la arbitrariedad.


    "La cuestión federal propuesta por el recurrente contra la sentencia definitiva que impugna, compromete garantías que asisten al particular querellante con directa relación con derechos que aseguran los artículos 18 de la Constitución Nacional y 8.1 Y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo cual permite subsumir su admisibilidad en el artículo 14, inciso 3°, de la ley 48.El planteo también se vincula con lo que ha sido analizado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos al expedirse en el caso "Fornerón e hija vs. Argentina". En esa oportunidad la Corte Interamericana declaró la responsabilidad internacional de la República Argentina por la violación de los derechos a la protección judicial y a las garantías judiciales, a la protección a la familia, y por el incumplimiento de la obligación de adoptar disposiciones de derecho interno, en perjuicio de Leonardo A. J. Fornerón y de su hija, así como a los derechos del niño en perjuicio de esta última. Ello pone en evidencia, entonces, que la resolución por la que se dispuso el archivo de las actuaciones por la supuesta existencia de cosa juzgada al respecto, estaría en contravención con la decisión de aquel tribunal internacional.Asimismo, corresponde a este Ministerio Público, como órgano del Estado que debe promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, proponer la adopción de las medidas que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades que la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce.Sin perjuicio de lo hasta aquí expresado en el caso reseñado, corresponde señalar, con respeto al caso en cuestión, que al poner énfasis la mayoría del a quo en lo referido a la autonomía o no del acusador particularfrente a la ausencia de requerimiento fiscal de instrucción, se apartó de las constancias del legajo pues, conforme lo expresó el querellante en el recurso extraordinario, su pretensión no consistió en ejercer de manera autónoma la acción penal, sino que sólo buscó impugnar la aplicación de la excepción de cosa juzgada, a través del recurso que le reconoce el artículo 345 del Código Procesal Penal de la Nación, y si bien el asunto ha transitado dos instancias revisoras, en la primera se rechazó el planteo mediante una mera afirmación dogmática, y en la segunda se invocaron limitaciones procesales que no dieronrespuesta al fondo del asunto.Cabe destacar que el a quo partió del supuesto donde el representante del Ministerio Público no requirió la instrucción sobre la base de consideraciones acerca del fondo del asunto, lo cual tampoco se ajusta a las constancias de autos, que dan cuenta de que el Fiscal no emitió opinión alguna sobre tal aspecto y se limitó a postular una excepción dilatoria –litispendencia y el consecuente archivo de la causa con fundamento en los artículos 339, inciso 2°, y 344 de la ley ritual–. Ello indica que su criterio se ciñó a señalar lo que interpretó como un circunstancial obstáculo procesal, pero en modo alguno importó expedirse acerca de la relevancia típica que puedan tener las conductas denunciadas por el querellante, ni sobre los efectos de la investigación radicada ante la justicia de la provincia de Entre Ríos y el alcance de lo allí resuelto respecto de terceros.En esos términos, el planteo del recurrente luce procedente desde que la sentencia apelada se ha apartado de las constancias del legajo, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad."


    Z., Vanesa Roxana y otros s/ Causa nº 14.337


    Z67,XLVIII-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho de Defensa


    Garantía constitucional de defensa en juicio. Derecho de recurrir ante un tribunal superior. Interpretación restrictiva de la pretensión del imputado: excesivo ritualismo.


    No puede perderse de vista que la posibilidad de obtener un pronunciamiento judicial que permita variar la condena impuesta a través de los recursos procesales, constituye una facultad que le es propia al imputado y no una potestad del defensor, por lo que la necesidad de notificar personalmente al encausado de las decisiones que se cuestionan resultaba insoslayable para garantizar plenamente su derecho de defensa, sobre todo, si se tiene en cuenta que la consecuencia que se deriva de la naturaleza propia de tales actos es, precisamente, la firmeza deaquella sentencia.Si bien se encuentra fuera de discusión que el plazo para cumplir con aquella carga procesal se encontraba fenecido, no es menos cierto que de acuerdo con las particularidades del caso, las razones de distancia alegadas debieron merecer algún tipo de análisis por parte del máximo tribunal provincial antes de hacer efectivo el apercibimiento.Si se tiene en cuenta que en materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente aquel derecho de recurrir ante un tribunal superior, debe destacarse en este contexto la perplejidad que razonablemente pudo generar al recurrente y su defensa la contradicción que implicó decidir -de manera irregular- la improcedencia de un recursoque se tuvo por no presentado.El rechazo de la apelación federal sin advertir las irregularidades señaladas, importó realizar una interpretación restrictiva de la pretensión del encausado de impugnar lo resuelto por el Superior Tribunal de Justicia, que resulta inaceptable en vista a la entidad de los derechos en juego vinculados a la garantía constitucional de ladefensa en juicio.Por lo tanto, la Corte debe devolver las actuaciones al tribunal de origen sin pronunciarse sobre esta queja, para que proceda a tramitar y resolver acerca de la procedencia del recurso extraordinario oportunamente interpuesto conforme a derecho.


    P., G. H. s/ Abuso sexual agravado - causa n° 25.938/12


    P422,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario in pauperis. Derecho de defensa: necesidad de la asistencia técnica. Afectación del derecho porparte de las autoridades judiciales.


    En materia criminal deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa, a tal punto que éste debe ser cierto, de modo que quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal al extremo de suplir la negligencia en la designación de defensor, sin que resulte suficiente para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, puesto que ello no garantiza un verdadero juicio contradictorio, sino que es menester, además, que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia por parte de su abogado.Sin dejar de destacar que los jueces de las diferentes instancias, e incluso, los tribunales locales al conocer respecto de la procedencia de los recursos previstos en los ordenamientos provinciales, deben velar por el cumplimiento de tales principios, en el presente caso el estado de indefensión del imputado no deriva de la actuación de sus abogados sino del proceder del propio Superior Tribunal provincial, al desconocer su intención de impugnar ante el incumplimiento de un recaudo no previsto en artículo 257 del CódigoProcesal Civil y Comercial -no haber realizado esa al notificarse- y por el defectuoso fundamento de su pretensión, sin reparar en el expreso requerimiento de asistencia legal que efectuó a tal efecto. Esto conlleva un insostenible menoscabo a su derecho de defensa que trae aparejada la nulidad de lo resuelto sinla adecuada asistencia legal.Corresponde que los autos vuelvan al Superior Tribunal provincial para que otorgue el debido asesoramiento letrado.


    W., Camilo Alberto s/ Homicidio - Causa n° 11.615


    W66,XLVIII-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a Contar con un Abogado Defensor


    Recurso de queja por denegación del recurso extraordinario. Garantías de defensa en juicio y debido proceso. Negligencia del defensor. In dubio pro reo. Máxima revisión de la sentencia apelada


    "Se considera admisible el recurso de queja interpuesto por la defensa de una persona condena a diecisiete años de prisión acusado del delito de homicidio cometido con arma de fuego, toda vez que, se ha puesto en tela de juicio el alcance que corresponde asignar a las cláusulas constitucionales de la defensa en juicio y del debido proceso adjetivo, y que la interpretación efectuada por el a quo ha sido contraria a las pretensiones que el recurrente fundó en ellas (artículos 18 de la Constitución Nacional, 1 y 8, párrafo 2, incisos c, d y e, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14.1.b y d , del Pacto Internacional deDerechos Civiles y Políticos).En este sentido, la Corte Suprema ha dicho que en materia criminal, en la que se encuentran en juego los derechos esenciales de la libertad y el honor, deben extremarse los recaudos que garanticen plenamente el ejercicio del derecho de defensa; el ejercicio de la defensa debe ser cierto, de modo tal que quien sufre un procesopenal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal, al extremo de suplir su negligencia en la provisión de defensor, asegurando, de este modo, la realidad sustancial de la defensa en juicio. Con lo cual,"no basta” para cumplir con las exigencias básicas del debido proceso que el acusado haya tenido patrocinio letrado de manera formal, sino que es menester además que aquél haya recibido una efectiva y sustancial asistencia de parte de su defensor.Asimismo, tribunales internacionales se han expedido al respecto. El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha expresado que la protección de los derechos debe ser concreta y efectiva, y por ello lo que garantiza el art. 6.3 c es la"asistencia" y no la "designación"de un defensor.En términos similares se expidió la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos al señalar que "de todos los derechos que la persona del acusado tiene, el derecho a ser defendido por un abogado es por lejos el más penetrante porque afecta la posibilidad de afirmar cualquierotro derecho que él pueda tener". Y que por ello "la Sexta Enmienda no exige meramente la provisión de un defensor al acusado, sino asistencia para la defensa, [de lo contrario] el nombramiento del defensor se convertiría en una ficción o en una complacencia formal del requisito que establece la Constitución".Por otro lado, es dable destacar que para determinar la viabilidad del agravio referente a la carencia de asistencia legal eficaz, se debe analizar"latotalidad de las circunstancias" del proceso, pues no existe un catálogo exhaustivo de reglas que permita determinar a través de su confrontación si la conducta del defensor ha sido satisfactoria o no. Así, es de aplicación lo resuelto por V.E. in re "Sepúlveda" en el sentido que"es descalificable un pronunciamiento que, con marcado dogmatismo, efectuó un tratamiento del recurso que importó un excesivo rigorformal, a la vez que omitió ponderar agravios, sin señalar específicamente las motivaciones esenciales del pronunciamiento que no han sido eficazmente rebatidas"Por último, la Corte tiene resuelto que el tribunal de casación"... debe agotar el esfuerzo por revisar todo lo que pueda revisar, o sea, por agotar la revisión de lo revisable. El artículo 456 del Código Procesal Penal de la Nación debe entenderse en el sentido de que habilita a una revisión amplia de la sentencia, todo lo extensa que sea posible, al máximo esfuerzo de revisión de los jueces de casación, conforme a las posibilidades y constancias de cada caso en particular, y que lo único no revisable es lo que surja directa y únicamente de la inmediación". En el caso de marras, la instancia casatoria no ha dado tratamiento a los agravios introducidos por la defensa pública, lo que permite concluir que el ritualismo con que el a quo resolvió la denuncia referente a la carencia de asistencia legal oficial efectiva resulta incompatible con los derechos a la defensa en juicio y debido proceso que surgen del art. 18 de la Constitución Nacional, así como de los previstos en los arts. 8 incs.cy d de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14,2.incs.by d del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En base a lo expuesto, se resolvió hacer lugar a la queja, declarar formalmente admisible el recurso extraordinario y, dejar sin efecto la resolución apelada a fin de que se dicte una nueva conforme a derecho."


    G., Gastón Darío s/ Causa n° 12.776


    G105,XLVIII-5 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Transporte de estupefacientes. Condena al chofer de camión. Afectación de la garantía de inviolabilidad de la defensa en juicio. Abogado defensor que también representó a la empresa dueñadel vehículo. Conflicto de intereses. Aseguramiento de una defensa técnica. Desistimiento del recurso interpuesto por el fiscal.


    "En particular se mencionó que "el activo desempeño que llevó a cabo en la causa el abogado [...] en pro de salvaguardar los intereses de la evocada empresa Z. S.A., en contraposición con la pasividad y sugestiva actuación, en el ejercicio de la defensa del incuso V., evidencia un claro avasallamiento de la garantía de inviolabilidad de defensa en juicio [...] de conformidad con la doctrina establecida por nuestra Corte Suprema" -en referencia al precedente"Nuñez" (Fallos: 327:5095)-.Se comparte la postura de la Cámara de Casación en cuanto impugna la posibilidad de que un mismo letrado asuma la representación de dos partes que mantendrían, en esta causa, un potencial conflicto de intereses: el de Z. S.A., propietaria del camión en el que se llevaba la droga, por desligarse del tráfico ilegal e, incluso, obtener la restitución del camión y la carga legítima. Y el defensivo del chofer, a quien, por habérselo atrapado in fraganti, se le imputaba de manera inmediata el delito."


    V., Antonio s/ Recurso de casación


    V55,XLIX-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a Tiempo y Medios Adecuados para Preparar la Defensa


    Reincidencia. Pretensión acusatoria. Prohibición de la reformatio in pejus. Exceso en el ejercicio de la función jurisdiccional. Garantía de defensa en juicio.


    La Corte ha reconocido el rango constitucional del principio de correlación entre acusación y fallo que, como una manifestación de la garantía de defensa en juicio, reclama del órgano jurisdiccionalun pronunciamiento que debe expedirse sobre el hecho y las circunstancias contenidaso delimitadas en la acusación.En el sub examine se verifica un exceso en el ejercicio de la función jurisdiccional en la medida en que el juez de ejecución penal, que declaró la reincidencia sin que tal aspecto fuera solicitado por el representante de la vindicta pública ni contradicho por la defensa, sobrepasó los términos impuestos por la pretensión punitiva del órgano acusador e impidió de ese modo el pleno ejercicio de la garantía de defensa en juicio. A ello se suma que la decisión adoptada, al colocar al condenado en una situación más desfavorable que la pretendida por el acusador en una instancia procesal que es posterior a la oportunidad prevista para resistirlo, implicó también la vulneración de la prohibición de la reformatio in pejus cuyo contenido material intenta evitar, precisamente, que se agrave la situación jurídica del imputado sin que mediase requerimiento acusatorio en tal sentido. Por estos motivos, se desiste del recurso interpuesto por el Fiscal General.


    R. G., Walter Alexis s/ Causa n° 15.485


    R85,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a la Doble Instancia


    Derecho a recurrir ampliamente la sentencia de condena: remisión a lo dictaminado en A. 373, L. XLIX,"Alarcón, Virginia Soledad s/ Homicidio simple".


    M., José Abraham s/ Causa nº 35.049/11


    M768,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho al recurso. Garantía del doble conforme: remisión a lo dictaminado en D.429, L.XLVIII, “Duarte”. Corresponde a la justicia ordinaria garantizar el derecho a la revisión: remisión a lo dictaminado en C.416, L.XLVIII, “Chambla”.


    La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha interpretado que el derecho a obtener la revisión del fallo condenatorio en términos amplios y por jueces distintos a los que lo dictaron debe ser garantizado, por imperio del artículo 8.2.h de la Convención Americana, aun cuando la legislación procesal aplicable no prevea específicamente un recurso ordinario contra él. En supuestos de procesos penales llevados adelante en jurisdicción local por delitos comunes, corresponde que sea la justicia de la provincia respectiva la que garantice el ejercicio ante sus propios tribunales del derecho convencional a impugnar la sentencia de condena. Pues de otro modo, si fuera la CSJN quien lo hiciera, se violaría el orden federal constitucionalmente garantizado según el cual tales procesos han de fenecer en la jurisdicción provincial, y la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo ha de intervenir como custodio e intérprete último de la Constitución y de las leyes federales dictadas en su consecuencia.


    A., Virginia Soledad s/ Homicidio simple - Causa n° 5.270/10–


    A373,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso de queja. Competencia positiva del Superior Tribunal de la Provincia de Chubut. Principio de “doble conforme”. Autonomía de las provincias para reglamentar su administración de justicia.


    Si bien el proceso de revisión al que fue sometida la primera condena no dependió únicamente del impulso de la defensa, locierto es que el cuestionamiento que dirigió esa parte contra la valoración de la prueba fue objeto de amplia revisión por dos tribunales de recurso, de modo que, al menos en este caso concreto, fue satisfecha la doble conformidad judicial que es condición para la imposición de una pena.La competencia del a qua para actuar del modo en que lo hizo remite a la consideración de cuestiones de derecho local ajenas, por principio, a esta instancia extraordinaria, salvo arbitrariedad que el apelante no ha logrado demostrar en el caso.El parámetro para juzgar sobre la existencia de ese vicio es particularmente restringido cuando se trata de pronunciamientos de superiores tribunales provinciales que deciden sobre recursos extraordinarios de orden local, pues así lo exige el respeto debido a la atribución de los estados provinciales de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, lo cual comprende naturalmente la potestad de sus máximos tribunales de interpretar las normas de sus constituciones y leyes locales que reglan sus facultades, el alcance de su jurisdicción y la forma en que han de ejercer su ministerio.


    T., Jorge Ariel y otro s/ P.S.A. de Homicidio - Causa n° 21.604


    T370,XLVII-29 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Malversación de fondos públicos. Pena de inhabilitación absoluta. Recurso de Casación declarado inadmisible. Queja por denegación de Recurso Extraordinario. Arbitrariedad.


    La declaración de inadmisibilidad del recurso del Casación cerró indebidamente al Ministerio Público la vía idónea para revisar una sentencia arbitraria, pues la interpretación que el juez de la causa realizó de la pena de inhabilitación absoluta desvirtúa sus fines y decide contra los términos de la norma que la prevé, ya que éstaalcanza a toda función o cargo públicos en razón de que el condenado se hace indigno o moralmente incapaz de desempeñarlos.


    B., Hugo Luis s/ Causa n° 15.539


    B1122,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Modificación de la calificación legal de los hechos en instancia de revisión; alcance. Inexistencia de cuestión federal. Falta de aptitud para habilitar la vía extraordinaria. Garantía de revisión amplia de la sentencia condenatoria. Remisión al dictamen en lacausa C.416, L. XLVIII, in re"Chambla, Nicolás Guillermo”.


    "En total contrastecon los hechos del citado caso"Chambla", en el proceso actual el condenado ha visto ya satisfecho su derecho a una revisión amplia de la sentencia por la que se lo condenó. Efectivamente, luego de la condena la defensa instó un procedimiento de casación que, tras revisar todos y cada uno de los puntos sobre los que versó su impugnación, confirmó prácticamente todo el pronunciamiento de mérito y sólo ajustó, en línea con lo solicitado por el apelante, un aspecto parcial de la calificación legal de un grupo de los hechos sobre los que recayó la condena."


    G., Carlos María y otros s/ Causa N° 9.766


    G532,XLVIII-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de Casación. Ausencia de mantenimiento por parte del abogado defensor. Deserción del recurso. Derecho a la doble instancia: interpretación y alcance. Remisión al dictamen de la causa V. 361, L. XLV, "Villareal, Ángel y otros s/recurso de casación".


    M., Mario Ezequiel s/ Causa N° 3021/3204


    M460,XLVIII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Recursos: derecho a la doble instancia. Doctrina “Chambla” y “Duarte”. Excarcelación: cuestión abstracta.


    Corresponde someter la sentencia de condena dictada por la cámara de casación al procedimiento de revisión garantizado por el artículo 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo que implica, a su vez, negarle la ejecutoriedad que se le ha asignado.En razón de la sentencia de condena en el expediente C. 1721, L. XLVIII, desaparecería el presupuesto de la decisión sobre el pedido de excarcelación que aquí se impugna. La queja interpuesta a su respecto deviene por ello abstracta, por lo que correspondería desestimarla.


    C., Omar Emir y otros s/ Incendio culposo y otros (incidente de excarcelación promovido por la defensa de Fabiana F.) - Causa nº 11684


    C113, L-5 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho a Ser Juzgado en un Plazo Razonable


    Delito de estafa. Pretensión de extinción de la acción penal por prescripción. Plazo razonable. Supuesta interrupción del término de la prescripción, art. 67 del Código Penal. Circunstancias existentes al momento de la decisión. Suspensión del trámite.


    En la medida en que la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes al recurso extraordinario, debe suspender el trámite de esta queja, a resultas de la decisión de los jueces de la causa que ha quedado pendiente, pues lo que allí se resuelva en definitiva podría tornar innecesaria la intervención del Tribunal.


    P. C. F. SA s/ Agente fiscal presenta denuncias


    CSJ851/2013 (49-P)/CS1-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Presunta afectación a la garantía de ser juzgado en un plazo razonable: llamado a indagatoria próximo a que opere la prescripción de la acción penal. Falta de fundamentación del recurso interpuesto por la defensa. Inexistencia de arbitrariedad. Precedente "Cuatrín".


    Aun cuando en diversas oportunidades la Corte señaló que el instituto de la prescripción de la acción penal tiene una estrecha vinculación con el derecho del imputado a un pronunciamiento sin dilaciones indebidas, y que dicha excepción constituye el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho en cuestión, ello de ningún modo autoriza a concluir que de la decisión de convocar al imputado a prestar declaración indagatoria a cuatro meses de que presuntamente se extinguiera la acción, o del rechazo de la nulidad articulada contra ese acto, se derive necesariamente una violacióna tal garantía constitucional.En la medida entonces en que la defensa no descalificó por infundada la decisión del juez de indagar a su asistido, ni se advierte que dicho obrar haya estado dirigido exclusivamente a evitar la prescripción de la acción, se estima que la pretendida violación de la garantía a ser juzgado en un plazo razonable sólo podría derivar, en el caso, de las circunstancias concretas del trámite de la causa. Sin embargo, tampoco en este punto se aprecia que el recurrente haya dado cumplimiento al requisito de adecuada fundamentación al que se refiere el artículo 15 de la ley 48. El apelante no ha logrado demostrar que las circunstancias fácticas y jurídicas del citado precedente guarden relación con el presente caso y, por consiguiente, tampoco la asimilación a sentencia definitiva que propone para habilitar la vía recursiva intentada. Por el contrario, sus cuestionamientos se reducen, en definitiva, a una mera discrepancia con la interpretación que efectuó el a quo de diversas situaciones que atravesó el trámite del proceso y el valor que les asignó para concluir que en la presente causa no se había quebrantado el derecho del imputado a ser juzgado en un plazo razonable, todo lo cual remite a cuestiones de hecho y derecho procesal ajenas a esta instancia extraordinaria, máxime cuando la decisión cuenta, como en el caso, con argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad.


    V., Carlos Arturo s/ Causa n° 15.604


    V333,XLIX-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Juez Imparcial


    Resolución sobre la violación de la garantía de imparcialidad: equiparable a sentencia definitiva. Reconocimiento constitucional y convencional de la garantía de imparcialidad. Deberes del Ministerio Público Fiscal. Aplicación de la doctrina “Di Nunzio”. Temor de parcialidad: interpretación no taxativa de las causales de recusación.


    "La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene resuelto que si bien la resolución que decide sobre la alegada violación de la garantía de imparcialidad no es definitiva, resulta equiparable a tal en tanto produce un perjuicio de tardía e insuficiente reparación ulterior.Existe cuestión federal suficiente cuando se pone en discusión aquella garantía, pues está reconocida en el marco de los derechos implícitos del artículo 33 de la Constitución y se deriva de las propias del debido proceso y defensa en juicio, establecidas en el artículo 18 de la misma ley fundamental y en diversos instrumentos normativos incorporados a ellapor su artículo 75, inciso 22.EsteMinisterio Público no sólo debe bregar por la imparcialidad del juez dada su función institucional de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad (artículo 120 de la Constitución), sino también al tener en cuenta que el artículo 18, ya citado, garantiza el debido procesal legal a todo aquel a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio.Resulta aplicable al sub examine la doctrina sentada en el precedente "Di Nunzio", según la cual siempre que se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la intervención de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Federal de Casación Penal, en su carácter de "tribunal intermedio".Se torna ilusorio el uso de un instrumento concebido para asegurar la imparcialidad del órgano jurisdiccional llamado a decidir una controversia, condición de vigencia de la garantía del debido proceso, al proponerse una interpretación restrictiva de las causales de recusación y omitirse el examen y tratamiento de argumentos conducentes para la adecuada solución del caso, lo que descalifica la decisión impugnada como acto jurisdiccional válido."


    S. A., M. F. y otro s/ Causa nº 16.099


    S927,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ne Bis In Idem


    Deber internacional de perseguir las violaciones graves de derechos humanos. Posible política oficial de encubrimiento de un asesinato masivo. Obligación de investigar, esclarecer, identificar responsables y, en su caso, sancionar. Ausencia de enfrentamiento al riesgo propio de una persecución penal, no da base a un derecho de ne bis in ídem ni inmunidad de la cosa juzgada.


    "La apelación intentada no satisface el requisito de fundamentación exigido por el artículo 15 de la ley 48 y, por ello, debe serrechazada. En esencia, el recurso no refuta la doctrina central de la que depende la decisión del a quo, ni da cuenta en sus objeciones de consideraciones decisivas que socavan su pretensión. El a quo aplicó la doctrina según la cual el deber internacional de perseguir las violaciones graves de derechos humanos -de acuerdo con la Corte Interamericana de Derechos Humanos- implica la obligación de evitar la clausura anticipada de los procesos en los que se ventilan delitos de esa naturaleza en virtud de obstáculos meramente formales o peculiaridades del derecho interno, postergando, en su caso, para el juicio la decisión definitiva sobre cuestiones incidentales. Asísegún el a quo "[d] e acuerdo con las constancias existentes hasta el momento y al grado de evolución de los procesos que conforman esta causa y sus vinculadas, los sucesos materia de análisis en la presente podrían eventualmente quedar subsumidos -por vía directa o indirecta- en la categoría de delitos que constituyen gravísimas violaciones a los derechos humanos cuyo juzgamiento no pueda ser impedido por ningún obstáculo de derecho interno". La decisión no se apoya sólo en la posibilidad de esa calificación como crimen contra la humanidad, sino fundamentalmente en la incapacidad de descartar que los hechos imputados configuren un caso de grave violación de derechos humanos en el sentido relevante para el deber internacional de investigar, perseguir y, en su caso, sancionar.El rechazo de la posibilidad de una calificación como crimen contra la humanidad ignora el hecho de que la interpretación dominante del requisito de la multiplicidad de delitos que constituyen un ataque generalizado o sistemático contra una población civil deja lugar para la posibilidad de que éste ocurra en una única instancia o golpe contra un número significativo de víctimas. Por su parte, la objeción basada en la supuesta exigencia deun carácter estatal o cuasi-estatal de la organización de conformidad con cuya política ha de haber sido cometido el ataque tampoco da cuenta del estado de la discusión actual en la materia, de acuerdo con la cual el requisito de estatalidad o control territorial de la organización relevante, característico del derecho internacional de los crímenes contra la humanidad en sus inicios, habría ido desapareciendo en las décadas recientes.Por otra parte, la impugnación dirigida al uso de la categoría de graves violaciones de derechos humanos soslaya que el principio de taxatividad o mandato de certeza no rige con igual rigor para toda norma jurídica. Si bien obliga al legislador a determinar con precisión en la ley las características de las conductas punibles y las penas asociadas a ellas, de allí no se sigue, por cierto, que el mismo grado de determinación se aplique a otros materiales normativos, en particular al enunciado de estándares jurisprudenciales que resultan de la evaluación judicial de pretensiones particulares en casos judiciales concretos -en este caso, la ponderación del peso relativo del deber internacional de investigar, esclarecer, identificar responsables y, en su caso, sancionar en casos de la naturaleza del ventilado en el proceso, por un lado, y de la pretensión particular que esgrime como excepción la defensa, por otro-.Sobre la base de la posibilidad razonable de que los hechos constituyan efectivamente parte de una política oficial de encubrimiento de un asesinato masivo -y por ello, un caso de grave violación de deberes internacionales en materia de derechos humanos-, los jueces de la causa han concluido que en ese proceso el acusado no se enfrentó al riesgo propio de una persecución penal, por lo incipiente de las actuaciones, y por haber sido conducidas fraudulentamente con el objetivo de asegurar su impunidad, lo cual, de conformidad con la jurisprudencia internacional en materia de derechos humanos, no da base a un derecho de nebis in ídem ni a la inmunidad de la cosa juzgada. En el precedente Lariz lriondo la Corte concluyó que "en el derecho internacional no existe un desarrollo progresivo suficiente que permita concluir que todos y cada uno de los actos que a partir de tratados internacionales pasan a ser calificados como 'actos de terrorismo' puedan reputarse, tan sólo por esa circunstancia delitos de lesa humanidad".Reconocer la posibilidad de que los hechos que son objeto de este procedimiento penal constituyan un caso de graves violaciones de derechos humanos no se opone a la citada conclusión de V.E. Por un lado, porque no es la calificación como crimen contra la humanidad la que determinó la decisión en examen. Por otro, y de modo crucial, porque no fue la sola circunstancia de que el ataque perpetrado configure un acto de terrorismo lo que fundó el pronunciamiento de la cámara, sino el hecho crucial de que se imputa la organización de una estructura estatal para encubrirlo, frustrando el esclarecimiento de los hechos y la identificación de sus responsables.A este respecto debe recordarse que, tal como lo refiere la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, para establecer que se ha producido una violación de los derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos,"[e]s suficiente la demostración de que ha habido apoyo o tolerancia del poder público en la infracción de los derechos reconocidos en la Convención, u omisiones que hayan permitido la perpetración de esas violaciones". En efecto, explica dicho tribunal,"un hecho ilícito violatorio de los derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directamente a un Estado, por ejemplo, por ser obra de un particular o por no haberse identificado al autor de la transgresión, puede acarrear la responsabilidad internacional del Estado, no por ese hecho en sí mismo, sino por faltade la debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los términos requeridos por la Convención".


    F., Carlos y otros s/ Causa nº 9.510


    F15,L–30de abril de2014


    Ver Dictamen


    Reenvío.Ne bis in idem.Nulidades. Recurso acusatorio. Límites a la doctrina “Sandoval”.


    "En la presente causa, a diferencia del caso "Sandoval", la querella impugnó la absolución por considerar que la valoración de la prueba ofrecida y producida en el debate resultaba arbitraria, por lo que su pretensión respondió a la inobservancia de una de las formas sustanciales del proceso, en tanto una sentencia arbitraria no puede considerarse acto jurisdiccional válido.El agravio invocado carece de la debida fundamentación pues, tal como quedó expuesto, se apoya en un precedente cuya solución no resulta aplicable al sub examine, además de otorgarle un alcance no especificado por la Corte, según el cual su reconocimiento del derecho constitucional a no ser juzgado más de una vez por el mismo hecho importaría restringir el derecho al recurso de la parte ofendida por el delito más allá de lo previsto en la ley."


    R., Santiago Omar y otros s/ Causa nº 11.515


    R370,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Delito Continuado


    Pretensa transgresión a la garantía constitucional que veda la múltiple persecución penal. Acusaciones formuladas contra el imputado: se refieren a hechos distintos. Violaciones graves a losderechos humanos: rechazo de toda interpretación extensiva del alcance de la cosa juzgada.


    "El planteo que el recurrente funda en el derecho federal que prohíbe la múltiple persecución penal no puede prosperar, pues laimputación en el otro proceso"tiene por objeto la privación de la libertad y la imposición de tormentos que sufriera la menor en el centro clandestino de detención, y no la posterior sustracción, ocultación y retención de la esfera de custodia de su madre, que es materia de enjuiciamiento en estos actuados".En ese sentido, el juez de instrucción de aquel proceso sostuvo que tal distinción es posible en la medida en que la menor, tras su nacimiento, habría permanecido con su madre por algún tiempo, de modo que mientras ésa fue la situación, sólo se consumó el delito de privación ilegal de la libertad, y esta figura resultó desplazada recién a partir de la separación compulsiva, es decir, la sustracción, requerida como elemento típico del delito previsto en el artículo 146 del Código Penal. Y también puntualizó que el auto de procesamiento firme sólo se refirió al primer tramo del acontecimiento, es decir, aquel que tuvo lugar desde el nacimiento de la damnificada hasta su sustracción del poder de su madre, por lo que quedó fuera de su alcance el segundo tramo, es decir, aquel que tuvo lugar a partir de la sustracción, que conforma el objeto de la presente causa.El imputado por un lado, habría contribuido a la privación ilegal de la libertad de la menor al atender el parto de su madre y, por otro lado, al impedir el restablecimiento del vínculo con su familia biológica con posterioridad a su sustracción, habría contribuido también, mediante una conducta independiente de la anterior,a su retención y ocultamiento.No parece ocioso recordar que"a partir de lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 'Barrios Altos', han quedado establecidas fuertes restriccionesa las posibilidades de invocar la defensa de cosa juzgada para obstaculizar la persecución penal respecto de conductas como [las aquí investigadas]", por lo que"corresponde rechazar en el caso toda interpretación extensiva del alcance de la cosa juzgada que impidiera la persecución penal del imputado por hechos que constituyen violaciones graves a los derechos humanos, respecto de los cuales, por lo demás, nunca fue sometido a juicio".


    C., Carlos Octavio s/ Recurso extraordinario


    C1300,XLIX-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Prohibición de Ser Obligado a Declarar contra Sí Mismo


    Prohibición de autoincriminación; su alcance. Resolución infundada. Arbitrariedad. Procedencia del recurso. Nulidades: criterio restrictivo."


    El Tribunal ha resuelto que la debida tutela la garantía constitucional que impide que nadie pueda ser obligado a declarar contra sí mismo, en necesaria relación con el debido proceso legal, requiere un examen exhaustivo de las circunstancias que rodearon cada situación en concreto para arribar a una conclusión acerca de la existencia de vicios que hayan podido afectar la voluntad del imputado. No se aprecia indicio alguno, ni tampoco se lo explica en la sentencia apelada, de que se haya hecho el despliegue de medios engañosos o ejercido coerción sobre el procesado para obtener elementos incriminantes. Así cabe recordar que la cláusula constitucional que establece que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo veda el uso de cualquier forma de coacción o artificio tendiente a obtener declaraciones acerca de los hechos que la persona no tiene el deber de exteriorizar, mas no abarca los supuestos en que la evidencia es de índole material y producto de lalibrevoluntad del garantido.En materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando el vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia.


    R., Alejandro Oscar s/ Causa nº 16.400


    R127, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos. Órganos Extrapoder


    Defensor del Pueblo. Legitimación


    Defensor del pueblo: falta de legitimación procesal. Inexistencia de caso o causa. Presunta afectación de intereses colectivos.


    Es la postura de V. E. en cuanto a que la legitimación para accionar no puede estar fundada en el interés general de que se cumplan la Constitución y las leyes.Los casos en que puede intervenir son aquellos en los que se persigue en concreto la determinación del derecho entre partes adversas, motivo por el cual no hay causa cuando se procura -como en el sub lite- la declaración general de ilegitimidad de un acto de uno de los poderes del estado ni existe facultad que autorice al órgano judicial a formular dicha declaración.Tampoco se ha acreditado el perjuicio o a la desprotección que la resolución impugnada hubiese causado a los consumidores toda vez que se trató de una medida provisoria hasta que se renegociaran los contratos de concesión de servicios, algunos de los cuales -como es de público conocimiento- fueron traspasados a la órbita de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y, en el caso de otros, reasumida su prestación por parte del Estado Nacional.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Ministerio de Planificación - Res. 1.961/06 s/ Proceso de conocimiento


    D154,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de legitimación del defensor del pueblo de una provincia. Rechazo de demanda. Remisión Fallos: 326: 663 y 329:4542. Ausencia de perjuicio concreto para sostener la legitimación a los fines de impugnar la constitucionalidad de una norma. Adhesión a la demanda posterior a la traba de litis.


    La impugnación constitucional pretendida no puede ser asimilada al supuesto de casos contenciosos previsto en el art. 2 de la ley 27, como los únicos en los que los tribunales federales, de todas las instancias, pueden ejercer jurisdicción. En efecto, no se presenta en el sub lite un asunto apto de ser juzgado y definido por el Tribunal, en la medida en que no se demuestra la existencia de un interés jurídico suficiente o que las normas cuestionadas hayan afectado a los impugnantes de manera suficientemente directa o sustancial para procurar dicho proceso, a la luz de las pautas establecidas en los arts. 42 y 43 de la Constitución Nacional.


    Defensor del Pueblo de la provincia de Jujuy, c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    D362,XLVI-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Ministerio Público


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Excusaciones para intervenir en el pleito. Conjueces. Pedido para reanudar el conocimiento de la causa: ajeno a las incumbencias del Ministerio Público.


    La alusión que realiza la actora al modo en que la Cámara de Senadores prestó acuerdo a la lista de conjueces de la Corte Suprema que le remitió el Poder Ejecutivo Nacional no alcanza a constituir un concreto planteo de inconstitucionalidad respecto del cual deba pronunciarse el Ministerio Público Fiscal según lo dispuesto por los arts. 25, inc. g), y 33, inc. 50, de la ley 24.946. En relación con ello, en la causa no se ha puesto en cuestión la validez constitucional del decreto 856/14 (publicado en el Boletín Oficial del 11 de junio de 2014), por medio del cual el Poder Ejecutivo Nacional, luego del acuerdo prestado por el H. Senado de la Nación y en uso de las facultades que le otorgan los arts. 99, inc. 4, de laConstitución Nacional y 22 deldecreto-ley 1285/58 y sus modificaciones, designó a los conjueces del Alto Tribunal.


    Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    A1095,XLIV1095-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Allanamiento presentado por la demandada. Costas del proceso. Cuestiones de hecho y prueba y aspectos procesales ajenos a las incumbencias del Ministerio Público.


    La controversia requiere, ineludiblemente, el estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    Roch S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    R91,XLIX-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba y aspectos procesales ajenos a las incumbencias del Ministerio Público.


    "La controversia remite, ineludiblemente, al estudio de cuestiones de hecho y prueba y aspectos procesales ajenos a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa (conf. Dictámenes de este Ministerio Público E.558. L.XI, Originario, "Estado Nacional [Ministerio de Trabajo] c/ Misiones, Provincia de [Subsecretaria de Bienestar Social del Ministerio de Bienestar Social de la Mujer y la Juventud] s/ cobro de sumas de dinero"yL. 175, L. XXXV, Originario, "López Pérez, Viviana y otras c/ Buenos Aires, Provinciade y otro s/ daños y perjuicios").


    Flores, Pedro Rolando c/ Tucumán, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F609,XXXVIII-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba y aspectos procesales ajenos a las incumbencias del Ministerio Público.


    "La controversia requiere, ineludiblemente, el estudio de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, ajenas a las incumbencias de este Ministerio Público, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entrañala causa (cfr. N.115, L.XXXV,"Neuquén, Provincia del c/Estado Nacional s/cobro deregalías e inconstitucionalidad", A.1144, L.XLV,"Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del y otro -Estado Nacional-").


    Compañía Administradora del Mercado Mayorista Eléctrico S.A. c/ Misiones, provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza


    C732,XLVIII-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia. Adquisición de dominio por usucapión. Examen de normas de derecho común y valoración de pruebas rendidas: temas ajenos al dictamen de este Ministerio Público.


    La Celina S.A. Agrícola Ganadera e Industrial c/ Buenos Aires, provincia de s/ Usucapión


    L304,XLII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de usucapión contra provincia. Cuestiones que remiten al examen de normas de derecho común y valoración de pruebas de la causa: ajenas al Ministerio Público.


    Beguerie de Ruiz Frias, Maria Celina Julieta c/ Buenos Aires, provincia de s/ Usucapión


    B522,XLII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Responsabilidad del estado nacional y provincial. Daños y perjuicios causados a terceros. Masacre De Ramallo. Inexistencia de cuestiones federales.


    En autos no se discuten cuestiones federales sobre las cuales deba emitir opinión el Ministerio Público, antes bien, la solución dependerá exclusivamente del análisis y la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que rodean la cuestión, materia propia de los jueces de la causa.


    Lacave, Flora B. y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Dañosy perjuicios


    L407,XXXVII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Responsabilidad por daños ocasionados por policías locales a empresa de transportes, derivados de persecución armada.


    El análisis de las defensas esgrimidas por los estados locales demandados implica la valoración de los hechos y de las pruebas rendidas en autos, tema éste que resulta ajeno al dictamen y que es propio de los jueces de la causa.


    Transportes Unidos del Sur S.R.L. c/ Córdoba, Provincia de y otro - Provincia de Santa Fe - s/ Daños y perjuicios


    T287,XXXVII-9 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos. Poder Ejecutivo


    Sistemas de Organización.Presidencialismo.Atribuciones


    Rechazo demanda contra el Estado Nacional. Diferencias en concepto de regalías hidrocarburíferas. Leyes 17.319, 23.897 y 23.678. Pretensión de inconstitucionalidad del decreto 1.757/90. Facultades del Estado Nacional: modificación de la participación de las provincias respecto de las regalías por él creadas. Inexistencia de derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos y/o suinalterabilidad. Transferencias financieras. Solución que escapa al criterio judicial.


    El único artículo con expresión normativa con el que cuenta la ley 23.897 (puesto que el restante tiene carácter formal) se limita a derogar el art. 34 de su similar 23.697, sin establecer al mismo tiempo que cobran nueva vigencia los arts. 1 a 3 dela ley 23.678.Frente a la claridad del precepto transcripto, las razones alegadas por la actora no resultan decisivas para justificar, por vía hermenéutica, el apartamiento del texto legal pues, con arreglo a reiterada jurisprudencia de la Corte, es inadmisible toda interpretación que equivalga a prescindir dela norma que gobierna el caso.Sostener una interpretación contraria implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no puedenjuzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicacióntal como estos las concibieron.En el régimen de la ley 17.319 y de los decretos 1.671/69 y 1.055/89, es el Estado Nacional quien ha creado un tributo en uso de facultades constitucionales no debatidas -las regalías hidrocarburíferas- y quien unilateralmente reconoce en favor de las provincias una participación equivalente al monto total recaudado, con arreglo a los arts. 59, 61, 62 y 93 de esa ley, corroborando esta postura lo resuelto en Fallos: 328: 1580, de donde se desprende que esa participación puede ser reclamada directamente por la provincia a los particulares a título de derecho propio mediante las acciones autorizadas por el ordenamientolocal (cfr. 3° cons., in fine).El Estado Nacional puede reducir (como lo reconoció V. E. en Fallos: 323: 1146, cons. 6°, respecto de los contratos regidos por la ley 17.319) o, aún más, cancelar definitivamente la participación reconocida a las provincias respecto de las regalías por él creadas toda vez que, según constante doctrina del Tribunal, nadie tiene un derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos, ni a su inalterabilidad.Las sumas que la provincia actora aquí reclama son transferencias unilaterales del Estado Nacional, que éste se obligó a realizar por medio de la ley 17.319.La confrontación de intereses que dilatan la toma de decisiones, las presiones sectoriales que gravitan sobre ellas, lo que es también normal, en tanto en su seno están representados los estados provinciales y el pueblo -que no es una entidad homogénea sino que los individuos y grupos en él integrados están animados por intereses muchas veces divergentes- coadyuvan a que el Presidente, cuyas funciones le imponen el concreto aseguramiento de la paz yel orden social deba adoptar ladecisión de elegir las medidas que indispensablemente aquellarealidad reclama con urgencia impostergable. No resulta irrazonable que frente al alza imprevista que había experimentado el precio internacional de los combustibles derivados del petróleo como consecuencia de la situación planteada en Medio Oriente, sumado ello a las graves circunstancias socioeconómicas que ya habían sido reconocidas por el Congreso al sancionar la ley 23.697, el Ejecutivo dispusiera la liquidación y pago de las regalías hidrocarburíferas tomando como referencia los precios vigentes para las ventas en el mercado local, suspendiendo el mecanismo que ataba la fijación de aquéllas a los valores internacionales, en los términos de la ley 23.697.La bondad o conveniencia de la solución así implementada escapa al criterio judicial, puesto que no incumbe a los jueces, en el ejercicio regular de sus atribuciones, sustituirse a los otros poderes del Estado en las funciones que le son propias, porque la misión más delicada de la justicia nacional es la de poder mantener dentro de la órbita de su jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a losotros poderes o jurisdicciones.Aún cuando no ha sido estrictamente planteado en autos, debe quedar claro que la actora no podría válidamente invocar la prohibición contenida en el art. 99, inc. 3°, de la Constitución Nacional para sustentar la inconstitucionalidad del decreto 1.757/90 que aquí invoca toda vez que este reglamento de necesidad y urgencia -en lo que aquí se debate- modifica su participación en el producido de las regalías recaudadas por el Estado Nacional y cedido por éste en favor de las provincias en los términos de la ley 17.319.


    La Pampa, provincia de c/ Estado Nacional - Ministerio de Economia - s/ Cobro de pesos


    L757,XXXIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Decretos de Necesidad y Urgencia


    Incumplimiento de las circunstancias fácticas establecidas en el art. 99, inciso 3º de la Constitución Nacional para el dictado y validez de los Decretos de Necesidad y Urgencia (DNU). Facultad excepcional del Poder Ejecutivo. Inconstitucionalidad del art. 2 de los decretos 1654/02 y 1012/06 que modifica la ley 12.988. Precedente"Peralta" y"Verrochi". Remisión a lo dictaminado en C. 923, L. XLIII,"Consumidores Argentinos c/ Estado Nacional- PEN-Dto. 558/02,ley 20.091 s/ Amparo ley 16.986".


    "El Poder Ejecutivo Nacional fundó su competencia para dictar el decreto 1.654/02 en las facultades que excepcionalmente le confiere la Constitución Nacional para dictar decretos de necesidad y urgencia.Respecto de dicha facultad, la Corte se ha pronunciado en el precedente "Peralta" al expresar que, en el ámbito de la legislación de emergencia, la validez constitucional de un decreto de necesidad y urgencia se encontraba condicionada a la existencia de una situación de grave riesgo social frente a la cual haya existido la necesidad de adoptar medidas súbitas cuya eficacia no es concebible por el trámite ordinario previsto en la Constituciónpara la sanción de las leyes.Asimismo, el Tribunal ha dicho que los textos constitucionales -en lo que interesa, los arts. 99inc.3° y 100 inc.13- no dejan dudas acerca de que la admisión del ejercicio de facultades legislativas por parte del Poder Ejecutivo se hace en condiciones de rigurosa excepcionalidad y con sujeción a exigencias formales, que constituyen una limitación y no una ampliación de su práctica. Así, entendió que, para el ejercicio válido de dicha facultad se exige no sólo que aquél no regule sobre determinadas materias enumeradas expresamente en la letra de la ley fundamental sino también que exista un estado de necesidad y urgencia, situación unilateral del órgano ejecutivo cuya concurrencia corresponde al órgano judicial evaluar, máxime cuando se trata de la invocación para ejercer funciones legisferantes que por regla constitucional nole pertenecen.El texto de la Constitución no habilita a elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley o la imposición más rápida de ciertos contenidos materiales por medio de un decreto, sin perjuicio de la intervención del Poder Legislativo que prevé tanto la Constitución como la ley 26.122.En el precedente "Verrochi", la Corte resolvió que para que el Ejecutivo pudiera ejercer válidamente las facultades legislativas excepcionales era necesaria la concurrencia de alguna de estas dos circunstancias: a) que sea imposible dictar la ley mediante el trámite ordinario previsto en la Constitución o b) que la situación que requiere solución sea de una urgencia tal que deba tratarse inmediatamente en un plazo incompatible con el trámite normal de una ley.Desde esa perspectiva, la invocación de la crisis y de los incrementos de los costos de la actividad aerocomercial en especial, en lo que aquí interesa, la incidencia del aumento en relación con los seguros- no genera la existencia de una situación de grave riesgo social que tornara necesaria la adopción de medidas inmediatas como la atacada en el sub lite.Resultan aplicables a la presente causa las conclusiones de lo dictaminado enC. 923, L. XLIII,"Consumidores Argentinos c/ Estado Nacional -PEN- Dto. 558/02-ss-Ley 20.091 s/ Amparo ley 16.986", a cuyos términos se remite."


    Asoc. Arg.deCias de Seg.yotros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Nulidad de acto administrativo


    A799,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos. Poder Judicial


    Estructura.Justicia Federal.Corte Suprema de Justicia de la Nación.CompetenciaOriginaria


    Acción de amparo ambiental contra una provincia y el Estado Nacional. No procede la competencia originaria de la Corte rationepersonae. Falta de manifiesto contenido federal y de interjurisdiccionalidad del daño.


    "El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la C.N. porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43de la C.N. y por la ley 16.986.Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la C.N., es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos.En segundo término, cabe señalar que, como regla general, las causas referidas a cuestiones ambientales, en principio, corresponden a la competencia de los jueces locales, según lo dispone el art. 41, tercer párrafo, de la C.N., que establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección" y reconoce expresamente que aquéllas no pueden alterar las jurisdicciones locales en la materia. Dicho texto constitucional se complementa con el art. 32 de la Ley General del Ambiente (25.675), que prescribe quela competencia judicial será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia.Estas causas sólo tramitarán ante la competencia originaria de la Corte si, además de ser parte una provincia, la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7 de la ley 25.675, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando"el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales", circunstancia que no se cumple en autos.La Corte ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de la competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo que, en primer término, hay que delimitar el ámbito territorial afectado, pues, corresponde que el debate se refiera a un recurso ambiental interjurisdiccional o a un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial.La definición de la naturaleza federal del pleito debe ser realizada con especial estrictez, por lo que resulta necesario demostrar, con alguna evaluación científica, la efectiva contaminación o degradación de un recurso ambiental interjurisdiccional, o, en su defecto, alguna evidencia que pruebe que resulta verosímil la afectación en las jurisdicciones involucradas.En virtud de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la C.N. y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", y reiterado en otros fallos, este proceso de amparo resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte."


    Asociación Argentina de Abogados Ambientalistas de la Patagonia c/ Santa Cruz y otro s/ Amparo


    CSJ5258/2014-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza sobre el cumplimiento en tiempo y forma por parte de la República Argentina de sus obligacionesfinancieras. Improcedencia del "per saltum". No corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Inexistencia de controversia definida, concreta, real y sustancial."El sub judice no corresponde a la competencia originaria del Máximo Tribunal, toda vez que, según se desprende de los términos del escrito de inicio, el actor no efectúa una adecuada individualización del demandado, por lo que no se puede tener por configurada la relación procesal y, por ende, tampoco los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación de la causa ante los estrados de esa Corte. Además no se encuentran reunidos los requisitos parala procedencia del "per saltum" (arts. 257 bis y 257ter, texto según ley 26.790).En tales condiciones y dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros supuestos no previstos, el proceso es ajeno al conocimiento del Tribunal. Adicionalmente, no es ocioso recordar que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos. En efecto, se requiere de una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admita remedio, específico a través de una decisión de carácter definitivo, entendida como diferente de una opinión que advierta cuál sería la norma enun estado de hecho hipotético.En la presentación no se define claramente una controversia real y sustancial, sino que, por el contrario, se solicita una mera opinión del Máximo Tribunal respecto del cumplimiento, en tiempo yforma, de las obligaciones financieras de nuestro país y de la consecuente inexistencia de un estado de cesación de pagos."


    Manusovich, Rubén Manuel s/Persaltum


    M899, L-29 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Corresponde la competencia originaria de la CSJN: afectación que podría infligir al transporte internacional aéreode mercaderías y de pasajeros.Remisión a lo resuelto en la causa C.1540, L.XLIV “Compañía Microómnibus La Colorada S.A.C.I.”


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicianacional para entender en ella.Ello así, en tanto lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las cláusulas del comercio y de los establecimientos de utilidad nacional consagradas en los arts. 75, incs. 13 y 30 de la Constitución Nacional, así como del principio de solidaridad federal y de la doctrina de la inmunidad de los instrumentos de gobierno.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    A278, L-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Requerimiento de pago del Impuesto sobre los Ingresos Brutos sobre exportación de productoshidrocarburíferos. Convenio Multilateral: interpretación. Preservación de las órbitas de competencia entre las provincias argentinas y el gobierno federal Interés federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    "La ley 26.741 declaró de interés público nacional y como objetivo prioritario de la República Argentina el logro del auto abastecimiento de hidrocarburos, así como las actividades de exploración, explotación, industrialización, transporte y comercialización de hidrocarburos, la ley declaró -en cuanto aquí interesa- de utilidad pública y sujeto a expropiación el cincuenta y un por ciento (51 %) del patrimonio de YPF Sociedad Anónima y estableció que esas acciones sujetas a expropiación quedarán distribuidas en un cincuenta y un por ciento (51%) para el Estado Nacional y en un cuarenta y nueve por ciento (49%) para las provincias integrantes de la Organización Federal de Estados Productores de Hidrocarburos. La Corte Suprema ha destacado"que la materia federal predominante resulta de la reserva del diseño de la política hidrocarburífera a nivel federal, por ser la explotación del petróleo y sus derivados una cuestión de política industrial y económica de significación para todo el país”. Ello se sostiene en el criterio seguido por el Tribunal según el cual cuando la alegada conducta de las autoridades provinciales invade un ámbito que podría ser considerado propio a la Nación, la acción se halla entre las regidas por la Ley Fundamental conforme el recordado articulo 2°, inciso 1 ° de la ley 48 ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias argentinas y el gobierno federal”.En conclusión, en virtud de la actual composición accionaria de YPF, del sujeto demandado -la provincia del Chubut- y del modo en que ha sido planteada la cuestión -teniendo en cuenta el interés federal que abarca eltema que deberá resolver el Tribunal al dictar sentencia-, corresponde que esa Corte Suprema conozca en estas actuaciones en forma originaria."


    YPF S.A. c/ Chubut, provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    Y57,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Comercio interjurisdiccional. Parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora: competencia originaria de la Corte.


    Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto de la regulación del comercio interjurisdiccional (arts. 75, inc. 13 y 126 de la Ley Fundamental) , y si colisiona con las prescripciones de la legislación de fondo dictada por el Gobierno Federal en ejercicio de las atribuciones que, a fin de robustecer mediante la unidad legislativa la necesaria unidad nacional, le otorga en forma exclusiva y excluyente el art. 75, inc.12 de la Constitución Nacional.Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de la denominada cláusula comercial (art. 75, 13 de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a lasque alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Harriet y Donnelly S.A. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de certeza


    H114, L-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos: violación del comercio interjurisdiccional. Competencia originaria de la Corte.


    "Aunque la actora dirige la acción de inconstitucionalidad contra normas y actos locales, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- dilucidar si el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación con respecto de la regulación del comercio interjurisdiccional (arts. 75, inc. 126 de la Ley Fundamental), y si colisiona con prescripciones de la legislación de fondo dictada por el Gobierno Federal en ejercicio de las atribuciones que, a fin de robustecer mediante la unidad legislativa la necesaria unidad nacional, le otorga en forma exclusiva y excluyente el art. 75, inc.12 de la Constitución Nacional.Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, ya que lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las denominadas cláusulas "de los códigos" y"comercial" (art. 75, inc. 12 y 13 de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional.La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella."


    Alpargatas S.A.I.C. c/ Chaco, provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A199, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa. Pretensión fiscal de una provincia de cobrar impuesto de sellos y de los ingresos brutos. Régimen de energía eléctrica. Actividad nuclear. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Lo medular de la cuestión planteada exige esencial e ineludiblemente determinar si la pretensión de la Provincia de Buenos Aires de gravar con el impuesto de sellos el contrato que Blanco Montajes S.A. celebró con NASA destinado a la finalización y puesta en marcha de la Central Nuclear Atucha II,y con el impuesto sobre los ingresos brutos los ingresos que obtuvo u obtenga con motivo de su ejecución, trae aparejado que, en el ejercicio de su potestad tributaria, la jurisdicción local invade un ámbito que es propio de la Nación.El núcleo del planteamiento remite a desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales y, en particular, las del art. 75, incs. 13, 18 y 30 de la Constitución Nacional, así como las de las leyes 15.336 –que integra el marco regulatorio de la energía eléctrica- y la ley 26.566, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega, por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito.Toda vez que el asunto exige dilucidar si la potestad tributaria que pretende ejercer la provincia invade un ámbito que le es propio a la Nación en materia de energía eléctrica -interés nacional protegido por normas federales como las ya citadas leyes 15.336 y 26.566 (de centrales nucleares), la acción se encuentra entre las causas especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Federal.Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Blanco Montajes S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    B322,L-1 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Amparo contra una provincia y el Estado Nacional. No corresponde competencia originaria de la Corte ratione personae. Falta de manifiesto contenido federal.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el arto 43 de la Ley Fundamental y por la ley 16.986.Para que proceda la competencia originaria ratione personae resulta ineludible examinar sila Nación o una entidad nacional y la provincia participan nominalmente en el pleito -ya sea como actores, demandados o terceros- y sustancialmente, es decir, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria.Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. Ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos.En segundo término, cabe señalar que para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad onacionalidad de la contraria.En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran, para su solución, la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.


    Malczewski, Ernesto Javier c/ Formosa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    M1422,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte al ser parte una provincia en una causa con interés directo en el pleito.


    "Remisión a la causa O. 459, L. XLI,Originario"Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Droguería del Sud S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    D38,L-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Remisión causas O. 459, L. XLI,"Orbis Mertig San Luis S.A.I.C.” (Fallos: 329:3890); A. 47, L. XLVIII,"Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C.” y B. 505, L. XLVIII,"Bayer S.A.”.


    Sidersa S.A. c/ Córdoba, provincia des/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S205,L-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte ratione personae. Naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito. Estado Nacional demanda a una provincia. Artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria dela Corte ratione personae. Toda vez que el Estado Nacional –con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Estado Nacional (Ministerio de Economía y Finanzas Públicas) c/ Catamarca, provincia de s/ Nulidad e inconstitucionalidad de acto administrativo


    E67,L-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Naturaleza de las partes intervinientes en el pleito. Estado Nacional demanda a una provincia.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte.Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Estado Nacional c/ La Rioja, provincia de s/ Impugnación de acto administrativo


    CSJ2129/2014-3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Pretendida declaración de inconstitucionalidad de la ley nacional 26.639 del Régimen de Presupuestos Mínimos para la Protección de Glaciares y el AmbientePeriglacial. Órbitas de competencia entre los poderes del gobierno federal y los de una provincia en materia medioambiental, de protección de recursos naturales y de regulación minera.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, por un lado la Provincia de Jujuy, como litisconsorte activo, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, y por el otro el Estado Nacional, que resulta ser el demandado en el pleito, quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en la instancia originaria. La Cámara Minera actora y la provincia pretenden obtener que se declare inconstitucional la ley nacional 26.639 del Régimen de Presupuestos Mínimos para la Protección de Glaciares y el Ambiente Periglacial, toda vez que vulnera competencias propias del estado local en materia de derecho ambiental y recursos naturales, que se desprenden principalmente de los arts. 41, 121 a 124 de la Constitución Nacional y de la ley 25.675 General del Ambiente. Por ello, lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente, en ambos supuestos, a desentrañar el sentido y los alcances de tales preceptos federales, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional que se alega. La pretensión versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del gobierno federal y los de una provincia en materia medioambiental, de protección de recursos naturales y de regulación minera, ello hace que se encuentre entre las causas especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Cámara Minera de Jujuy y otra (Provincia de Jujuy) c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C21, L-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia Originaria de la Corte. Remisión a lo dictaminado en"Trenes de Buenos Aires S.A. y otros c/l Buenos Aires, Provincia de y Estado Nacional (Tercero) s/ Medida cautelar - incidente de medida cautelar – IN1", G. 286, L. XLVIII,"Grupo Concesionario del Oeste S.A. c/ Buenos Aires,Provincia de s/ Medida cautelar", y G. 740, L. XLIX,"Gas Natural Ban S.A. el Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Incidente de medida cautelar".


    Constructora Norberto Odebrecht S.A. Sucursal Argentina c/ Chubut, provincia del y otros s/ Acción declarativa


    C1641,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Transporte interjurisdiccional de pasajeros. Límites de actividades máximas y descansos mínimos de los conductores. Facultades de la provincia para fiscalizar y sancionar. Materia federal. Competencia originaria de la Corte.


    El planteamiento que efectúa la empresa actora reviste manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte pues, según se desprende de los términos de la demanda, esa parte cuestiona la actuación de la provincia de Buenos Aires por ser contraria en forma directa y exclusiva al art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional y a las leyes nacionales 12.346 y 22.520.En efecto, toda vez que el asunto en examen se vincula con el comercio y transporteinterprovincial, la cuestión reviste naturaleza federal pues exige dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia.Al ser parte una provincia en una causade manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora el proceso, corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Cayetano Caruso S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    C1109,XLIX-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible de la Provincia de Buenos Aires. Pago de facturas por órdenes de publicidad. Ausencia carácter de parte sustancial en el proceso. Improcedencia competencia originaria de la Corte Suprema. Precedente “Sojo”.


    "A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito – ya sea como actora, demandada o tercero - y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.Ello es así, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos.En mérito a lo señalado, ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, nose encuentra cumplido en autos.En efecto, según se desprende de los términos del escrito de inicio la sociedad actora dirige su pretensión contra el Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible de la Provincia de Buenos Aires (OPDS), entidad autárquica de derecho público en la órbita del Ministerio de Jefatura de Gabinete y Gobierno, con capacidad paraactuar de forma pública "y/o" privada dentro del ámbito de la competencia que le asignan la ley, cuya organización y funcionamiento, sobre la base de la descentralización operativa y financiera, está reglamentada por el Poder Ejecutivo y que estará a cargo de un Director Ejecutivo (ley 13757), lo que no permite identificarla con la Provincia de Buenos Aires."


    Sociedad Anónima La Nación c/ Buenos Aires, provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    S904,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte.


    "Toda vez que la actora es una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re "Tallarico"- y la demandada es una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O93, L-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros dictámenes.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 - in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Mendoza, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O162, L-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros dictámenes.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O73, L-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de entidad sindical con personería gremial contra provincia. Deuda de cuotas sindicales. Trámite ante la Corte.


    Toda vez que la Provincia de Misiones, a quien le corresponde litigar ante la instancia originaria de la Corte, conforme al art. 117de la Constitución Nacional, es demandada por una entidad sindical, con derecho al fuero federal, según el art. 5 in fine, de la ley 24.642, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de ambas partes es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Misiones, provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ1395/2014-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de usucapión contra provincia y municipio. Transferencia del dominio de los inmuebles al municipio. Provincia que carece de interés directo en el pleito. Incompetencia de la Corte para entender en forma originaria. Trámite ante la justicia local.


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. De acuerdo con los antecedentes que surgen de las actuaciones producidas e incorporadas después de iniciada la demanda, ese requisito ya no se encuentra cumplido en autos. La Provincia carece de interés directo en el pleito, puesto que la sentencia que se dicte, ya sea que admita o desestime la demanda de usucapión, no le resultará obligatoria debido a que transfirió el dominio de losinmuebles al citado municipio.En tales condiciones ha desaparecido el recaudo por el cual V.E. tenía competencia originaria para resolver la causa, toda vez que el sujeto aforado a los estrados del Tribunal ha perdido la condición de parte sustancial en la litis.


    Patronato de la Infancia c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Usucapión


    P607, L-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el Estado Nacional contra una provincia: competencia originaria de la Corte en razón de la naturaleza de las partes del pleito.


    Toda vez que el Estado Nacional demanda a una provincia, la única forma de armonizar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozan ambas partes, tanto el Estado Nacional al fuero federal, según el art. 116 de la Ley Fundamental, como el Estado local a la competencia originaria de la Corte, conforme al art. 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en esta instancia.


    Estado Nacional c/ San Juan, provincia de s/ Impugnación de acto administrativo


    CSJ2128/2014–3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una provincia contra el Banco Central de la República Argentina. Competencia originaria de la Corte en razón de la naturaleza de las partes. Provincia actora: titular de la relación jurídica en la que basa la pretensión.


    Toda vez que una provincia, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental, demanda al Banco Central de la República Argentina - entidad autárquica nacional que, según lo dispuesto en los arts. 116 de la Constitución Nacional y 55 de su Carta Orgánica, está sometida al fuero federal, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.Para que una provincia pueda ser tenida por parte a los fines de su competencia originaria - insusceptible de ser ampliada o restringida por voluntad de los litigantes- debe serlo en undoble sentido: nominal y sustancial, extremo que depende de la realidad jurídica del litigio y no de las expresiones formales - utilizadas por los intervinientes. Según esto, es parte sustancial quien tiene un interés directo en el litigio debiendo descartarse, en cambio, los supuestos en los que la intervención provincial no tiende al resguardo de sus propios intereses sino de terceros.


    Santiago del Estero, provincia de c/ Banco Central de la República Argentina s/ Ordinario


    S837,XLIX-12 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Precedente "Soja". Ley 1.184. Decreto reglamentario 1.860/96."


    La relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de derecho público local. Para resolver el pleito se tendrá que acudir necesariamente a las normas provinciales que conforman el régimen propio del asunto debatido, como la ley 1.184 y su decreto reglamentario 1.860/96, que autorizaron la emisión de los títulos, estableciendo sus condiciones, y la ley 1.367, mediante la cual la provincia adhirió a los arts. 1°, 8°, 9°, 10 y concordantes de la ley nacional 25.561 y autorizó al Poder Ejecutivo local a adoptar las medidas necesarias para reprogramar, reconvertir o consolidar la deuda pública provincial, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la autonomía local ha querido darles, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional.


    De Anquin, Miguel Ángel c/ Formosa, provincia de s/ Cobro de pesos


    D649,XLIX-14 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Fallos: 322:2856, 323:1199, 323:3991. Ciudad Autónoma de Buenos Aires no es una provincia argentina.


    La Ciudad Autónoma de Buenos Aires no es una provincia argentina, por lo que queda excluida de esa competencia asignada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional. El Estado Nacional vería satisfecho su privilegio ante los tribunales federales de grado. (Fallos: 322:2856, 323:1199, 323:3991).


    E.S.M.A. s/ Delito de acción pública s/ Incidente


    E30, L-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Planteamiento conjunto de dos asuntos de orden local con uno de naturaleza federal. Cuestión federal no predominante en la causa. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Justicia provincial.


    "El actor pretende la declaración de inconstitucionalidad del art. 3,inc.b, punto 4, de la ley nacional 24.241 que establece el Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones (SIJP) y los arts. 40, último párrafo, de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 2°, 12, incs.a, b, d y g, 13, 15, 18, 21, 21 bis, 31 y concordantes de la ley 6.716 local. Es decir, cuestiona una ley nacional y la Constitución y una ley de carácter provincial, por lo que la cuestión federal no es la predominante en la causa, ya que se efectúa un planteamiento conjunto de dos asuntos de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria de la Corte.En tales condiciones, el proceso debe tramitar ante la justicia de la provincia de Buenos Aires en virtud del respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean losmagistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que igualmente puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.De esa forma se guardan los legítimos fueros de las entidades que integran el gobierno federal, dentro de su normal jerarquía; dado que carece de objeto llevar a la justicia nacional el cuestionamiento de un acto local que, en sus efectos, puede ser rectificado por la magistratura provincial."


    Santoro, Hernán Cristian c/ Buenos Aires, provincia de y otro


    CSJ1505/2014-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad de ley provincial. Planteo conjunto de cuestiones federales ylocales: doctrina de la causa "Papel Misionero" (Fallos: 332:1007). Régimen de coparticipación federal: integra el plexo normativo local. Trámite ante los magistrados locales. Proceso ajeno a la competencia originaria del Tribunal."


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, enleyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.A la luz de tal criterio en su concreta aplicación al sub judice, la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados del mismo carácter.


    Oroplata S.A. c/ Santa Cruz, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O230,XLIX-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Remisión C.1540, L. XLIV, "Compañía Microómnibus La Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (ingresos brutos)", Fallos: 332:1624."


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    El Práctico S.A. c/ Corrientes, provincia de s/ Acción declarativa decerteza e inconstitucionalidad


    E147, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por V.E. en C. 253, L. XLIX,"Central Puerto S.A. c/ Buenos Aires,Provincia de s/ Medida cautelar" y a lo evaluado en el dictamen l. 2., L. L."Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza".


    Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora-, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Duke Energy Cerros Colorados c/ Buenos Aires, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    D32, L-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa E. 21, L. XLIX, Originario,"Editorial La página S.A. c/ Santa Cruz, Provinciade s/ Cobro de sumas de dinero". Corresponde a la competencia originaria de la Corte."


    Editorial La Página S.A. c/ Jefatura de la Policía de Santa Cruz s/ Ordinario


    COMP375,L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Servicio de distribución de energía eléctrica. Decreto 1.853/11: transferencia jurisdiccional del Estado Nacional a la Provincia de Buenos Aires. Ley 11.769 de la Provincia de Buenos Aires. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local.


    La actora solicitó la citación de la Provincia de Buenos Aires en calidad de tercero interesado al sostener que es quien tiene el ejercicio de la jurisdicción sobre los servicios públicos de distribución prestados en su ámbito. A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir enforma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.En consecuencia, con arreglo a lo dispuesto en el decreto P.E.N. 1.853/11, el Estado Nacional transfirió a la Provincia de Buenos Aires la jurisdicción sobre el servicio de distribución de energía eléctrica que presta EDELAP S.A. en el territorio provincial. Al ser ello así, y toda vez que aquélla admitió dicha transferencia, desapareció el conflicto jurisdiccional y motivo principal por el cual la provincia había sido citada como tercero.Asimismo, por tal decreto, se transfirió también el contrato de concesión de EDELAP S.A. a la Provincia, lo cual impide considerar al Estado Nacional como uno de los titulares de la relación jurídica en que se sustentan las pretensiones de la actora, pues cesó su aptitud legal como concedente, circunstancia que había sido la causaprincipal para ser demandado.Por otra parte, tampoco se configura una causa de predominante contenido federal. Al respecto, el acta de acuerdo estableció que la concesión de EDELAP se regirá por acuerdo la ley provincial 11.769, sin perjuicio de la aplicación de las normas federales que resulten pertinentes, por lo cual el análisis de la pretensión conducirá, de manera inexorable, al examen de normas de carácter local.En ese sentido, la competencia originaria del Tribunal nace en razón de la materia si es parte una provincia, cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados, de tal suerte que la cuestión federal sea predominante en la causa. Se requiere que lo debatido no comprenda cuestiones de índole local, conducentes para la solución del litigio, ya que dichos extremos excluyen la jurisdicción en examen.Esa conclusión tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que,en lo sustancial y tal como sucede en el caso, versan sobre aspectos propios de su derecho público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también pueden comprender estos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Cooperativa de Electrificación Rural y otros Servicios públicos de Brandsen Limitada c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía - Secretaría de Energía) s/ Acción meramente declarativa


    C489,XXXVI-20 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Asuntos concernientes a Embajadores, Ministros y Cónsules Extranjeros


    Agentes diplomáticos extranjeros encausados en Argentina. Jurisdicción originaria de la Corte Suprema. Aplicación de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.


    Dado que de las constancias de la causa surge que el encausado diplomático se encuentra acreditado en nuestro país, corresponde la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyesreglamentarias.En atención al status diplomático que reviste en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, para el caso de que V.E. considere pertinente asumir esa prerrogativa, deberá requerirse al Estado al cual representa, la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la citada convención, para ser sometido a juicio.


    M., Jorge José y otros s/ Causa n° 11.190


    M271,XLIX-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Agentes diplomáticos extranjeros encausados en Argentina. Jurisdicción originaria de la Corte Suprema. Aplicación de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.


    "Dado que de las constancias de la causa surge que el encausado diplomático se encuentra acreditado en nuestro país, corresponde la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.V.E. en su anterior intervención dispuso el archivo de las actuaciones por no poder proceder, en atención al status que reviste el nombrado en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y a que el Estado al cual representa no prestó la conformidad para que pueda ser sometido a juicio (artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la citada convención, para ser sometidoa juicio; cfr. fojas 243/344).Corresponde dejar sin efecto la prohibición de salida del vehículo dispuesta mediante la resolución de fojas 25/30, en virtud de la inmunidad de jurisdicción de la que goza el agente diplomático, así como de la inviolabilidad de sus bienes, ya que ante la imposibilidad de continuar con el proceso principal cesan, necesariamente, las medidas de carácter accesorio."


    M., Jorge José y otros s/ Infracción ley 22.415


    M768,XLVI-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Misiones especiales encabezadas por jefes de estado.


    Privilegios e inmunidades extensibles a todos los miembros del personal diplomático de la misión. En las misiones encabezadas por Jefes de Estado o de Gobierno, los privilegios e inmunidades que les reconoce el derecho internacional son extensibles a todos losmiembros del personal diplomático de la misión. Cabe apuntar, a este respecto, que V.E. ha reconocido el privilegio de su jurisdicción originaria a los Jefes de Estado en visita oficial. En tales condiciones, el estatus personal del imputado y el carácter de la misión en que tomaba parte como integrante del séquito del primer mandatario, hacen procedente el privilegio que consagra la Constitución Nacional en su artículo 117.


    N.N. s/ Infracción ley 22.415 - Causa Nº 1.300/2013


    N174,XLIX-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Cónsules extranjeros: hechos cometidos en el marco de sus funciones. Afectación del normal funcionamiento del consulado.


    El artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación restrictiva y ella ha sido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito. Con respecto a los cónsules extranjeros, es doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que la competencia originaria está reservada a las causas que versen sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal (artículo 24, inciso d).Los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia originaria pero, a titulo de excepción, se encuentran aquellos hechos que pueden afectar el desempeño de las actividades propias de la embajada y de sus funcionarios.


    C. M., Eugenia s/ Denuncia - Causa n° 59.605


    C247,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Cónsules extranjeros: hechos cometidos en el marco de sus funciones. Interpretación del art. 117 CN.


    La CSJN tiene dicho que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación restrictiva y que ella ha sido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito.Con respecto a los cónsules extranjeros es doctrina de la CSJN que la competencia originaria está reservada a las causas que versen sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.Toda vez que la conducta que se atribuye al imputado se enmarca en aquel contexto, corresponde declarar la competencia originaria de la Corte para conocer en el caso.


    Fiscal s/ Averiguación inf.art. 266 en grado de tentativa del CP


    F133,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Cónsules extranjeros: hechos no cometidos en el ejercicio de sus funciones. Cuestión ajena a la competencia originaria.


    La CSJN tiene dicho que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación y que ella ha sido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito. La competencia originaria en los casos que conciernen a cónsules extranjeros está reservada a las causasque versen sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.


    G., Ermelinda y C., María Cecilia s/ Art. 94 del CP - Causa nº 80.970


    G112,XLIX-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Requisito de la participación directa en el litigio de las personas aforadas: excepciones. Calidad de los Estado extranjeros y sus representaciones diplomáticas: no aforados en los términos de los artículos 116 y 177 de la CN. Cuestión ajena a la competencia originaria.


    "La CSJN hasostenido en la causa “Sinópoli" que no es competente en instancia originaria para investigar la posible comisión de delitos que habrían perjudicado a una embajada ya que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 10, del decreto ley 1285/58, máxime cuando no surge de la causa que los hechos hubieran interferido en la función de la representación diplomática."


    M., Aborawis/ Robo - Causa nº 11.861/2012


    M1407,XLVIII-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Requisito de la participación directa en el litigio de las personas aforadas: excepciones. Calidad de los Estado extranjeros y sus representaciones diplomáticas: no aforados en los términos de los artículos 116 y 177 de la CN. Cuestión ajena a la competencia originaria.


    "La CSJN tiene dicho que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación restrictiva y que ella ha sido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito. De allí la jurisprudencia del Tribunal, que exige la participación directa en el litigio de una de las personas aforadas a su jurisdicción originaria de acuerdo con el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.En ciertos supuestos se ha exceptuado el recaudo de esa participación directa, cuando se ha acreditado que el hecho afectó el desempeño de las actividades propias de la embajada y de sus funcionarios. No obstante, se ha descartado aquella excepción cuando se trate de una mera posibilidad de lesión en esos términos.Como laCSJN ha sostenido en la causa "Sinópoli" no es competente en instancia originaria para investigar la posible comisión de delitos que habrían perjudicado a una embajada ya que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados en los términos de los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inciso 1 del decreto ley 1285/58, máxime cuando no surge de la causa, como en este caso, que los hechos hubieran interferido en la función de la representación diplomática."


    O., Gheorghe Decebal s/ Causa nº 14.728/2014


    O45, L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Requisito de participación directa en el litigio de las personas aforadas: excepciones. Cuestión ajena a la competencia originaria.


    El artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación restrictiva y que ella hasido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito. De allí la constante jurisprudencia del Tribunal, que exige la participación directa en el litigio de una de las personas aforadas de acuerdo con el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58.Sin perjuicio de ello, en ciertos supuestos se ha exceptuado el recaudo de esa participación directa, cuando se ha acreditado que el hecho afectó el desempeño de las actividades propias de la embajada y de sus funcionarios. Sin embargo, se ha descartado aquella excepción, cuando se trate de una mera posibilidad de lesión en esos términos.


    N.N. s/ Inf. art. 149 bisdelCP


    N3, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la CSJN. Requisito de participación directa en el litigio de una de las personas aforadas. Agregados de policía de las embajadas extranjeras: requisitos para su sometimiento a juicio.


    La CSJN tiene dicho que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación restrictiva y que ella ha sido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito. De allí la jurisprudencia del Tribunal, que exige la participación directa en el litigio de una de las personas aforadas a su jurisdicción originaria de acuerdo con el artículo 24, inciso 10 del decreto-ley 1285/58.La imputada se encuentra acreditada ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto de la Nación Argentina como agregada de policía de la embajada de Colombia goza de inmunidad conforme a la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Entonces, quedaría habilitada la jurisdicción originaria de la Corte y, en consecuencia, parapoder someterla a juicio, debería requerirse la conformidad exigida por el artículo 32 de la citada Convención y el artículo 24, inciso 1ºúltimo párrafo, del decreto-ley 1285/58.


    I. M., Clarahibel s/ Coacción


    I188,XLIX-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia originaria de la Corte. Asunto concerniente a agentes diplomáticos de embajadas extranjeras.


    El Tribunal tiene dicho que los sujetos titulares del privilegio conferido por el artículo 117 de la Constitución Nacional, en cuanto a la competencia originaria de la Corte, son tan sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera status diplomático, en los términos del artículo 1°,inciso e), de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.Toda vez que del reciente informe de la Cancillería surge que el imputado cesó en sus funciones y abandonó el país, no existe fundamento legal para que la Corte ejerza su competencia originaria y que, en consecuencia, corresponde devolver la causa al declinante a sus efectos.


    Z., Kan s/ Lesiones culposas (art. 94 1º párrafo)


    COMP509, L-24 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia originaria de la Corte. Asuntos concernientes a Embajadores.


    Al resultar de las probanzas del expediente que la persona denunciada revestiría prima facie status diplomático, correspondería a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto enlos artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    E., Mahmoud Gaafar Elsharif Omer s/ Defraudación por retenciónindebida -causa nº 12.532/2014


    E221, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Competencia originaria de la Corte. Imputado que posee status diplomático.


    Al resultar de las probanzas del expediente que el imputado reviste status diplomático, corresponde a la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias.


    G., Nail s/ Lesiones leves (art. 89) y daños. Damnificado: L., Daniel Jorge


    CSJ27149/2013-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Defensa de inmunidad de jurisdicción (art. 31 Convención de Viena). Embajador. Agente diplomático acreditado en este país. Oposición a ser sometido a proceso judicial alguno.


    El art. 31 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas consagra que el agente diplomático gozará de inmunidad de jurisdicción civil sin que se presente en el casoningunade las excepciones señaladas por la norma. Este privilegio no ha sido reconocido en beneficio de las personas, sino con el fin de garantizar el desempeño eficaz de las funciones de las misiones diplomáticas en calidad de representantes de los estados (v. párrafo 4 del preámbulo). De ahí que sea una facultad del estado acreditante la de renunciar expresamente a la inmunidad de jurisdicción de susagentes diplomáticos y de las personas que gocen de inmunidad conforme al art. 37. El Tribunal se encuentra impedido de ejercer su jurisdicción respecto del señor embajador.


    Sánchez, Zulema Emperatriz c/ Al-Qattam Al Zaabi, Mohammed Essa y otra s/ Despido


    S394,XLVIII-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Delito de contrabando agravado: utilización fraudulenta del régimen de franquicias diplomáticas. Supuesta competencia originaria de la Corte. Art. 117 de la Constitución Nacional.


    Al encontrarse establecida la competencia originaria exclusivamente en razón de las personas involucradas en el pleito, cuando el funcionario cesa sus funciones en el país porque, como ocurre en este caso, se lo traslada a otro para que continúe su carrera diplomática desaparecen las razones que la justifican tal como, por otra parte, ya fue resuelto en esta misma causacon respecto a otros imputados.Corresponde rechazar la declinatoria y devolver la causa al Juzgado Nacional por resultar ajena a la competencia originaria de la Corre.


    M., JorgeJosé y otros s/ Causa n° 11.190


    M271,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Delito imputado a un cónsul extranjero. Inexistencia de extremos que habiliten la competencia originaria de la Corte. Interpretación restrictiva del art. 117 CN.


    Con respecto a los cónsules extranjeros, es doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que la competencia originaria enestos casos está reservada a las causas que versen sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.


    G., Jorge Antonio por la defensa de Claudelino N. C. s/ Solicita intervención en autos: 'F. D., Mauro Antonio y N. C., Claudelino s/ sup.infracciónde la ley 22.415 (expte. 143/2012 Juzgado Federal de Resistencia)


    G. 355/2013,XLIX PVA-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Presunto delito de contrabando: utilización fraudulenta del régimen de franquicias diplomáticas. Supuesta competencia originaria de la Corte. Art. 117 de la Constitución Nacional.


    Al encontrarse establecida la competencia originaria exclusivamente en razón de las personas involucradas en el pleito, cuando el funcionario cesa sus funciones en el país porque, como ocurre en este caso, se lo traslada a otro para que continúe su carrera diplomática desaparecen las razones que la justifican tal como, por otra parte, ya fue resuelto en esta misma causa conrespecto a otros imputados.La causa y sus incidentes resultan actualmente ajenos a la competencia originaria de la Corte y debe continuar conociendo en ellos el Juzgado Nacional.


    M., Jorge Jose y otros s/ Su presentación


    M768,XLVI-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Utilización fraudulenta del régimen de franquicias diplomáticas. Infracción a la ley 22.415. Fallo "Daray": competencia originariapara entender en el hecho tanto por el imputado aforado como por los otros partícipes."


    Según la reforma procesal de 1992 en casos de conexidad, corresponde que conozca un único tribunal (artículos 41, 42 Y 43 del Código Procesal Penal de la Nación). Existen razones de economía procesal para así proceder, como la necesidad de evitar un desgaste jurisdiccional y la eventualidad del dictado de resoluciones contradictorias acerca de un mismo hecho.Si bien la Corte tiene dicho que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece una competencia excepcional y de interpretación restrictiva y que ella ha sido instituida estrictamente en razón de las personas intervinientes en el pleito, dadas las características que presenta este caso puntual, la Corte no debe escindir la competencia según la calidad de aforados de algunos de los participantes, pues ello implicaría separar el conocimiento de un hecho que es único o que aparece integradoen un mismo contexto delictivo.Los motivos no sólo obedecen a cuestiones de economía procesal y/o prácticas (que hacen a una mejor y más eficaz administración de justicia) sino, antes bien, a la necesidad de evitar pronunciamientos contradictorios sobre un mismo hecho y asegurar una mejor defensa de los acusados (artículo 18 de la Constitución Nacional), en particular en un caso como éste en el que los principales autores son quienes presentan la calidad deaforados.Sin perjuicio de lo dicho, previamente debe determinarse a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, si los imputados continúan teniendo status diplomático en nuestro país.


    M., Jorge José y otros s/ Inf.ley22.415


    M1212,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Casos en que alguna Provincia es Parte


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Trámite ante la justicia local. No procede la competencia originaria de la CSJN.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.Pero ello no sucederá cuando índole en el proceso se debatan, además, cuestiones de local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales autoridades provinciales.Ésta última hipótesis es la que se presenta en el sub examine y por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.


    "Genneia S.A. s/ Inhibitoria en autos"Dirección General de Rentas de la Provincia de Chubut c/Genneia S.A. s/ejecución fiscal"


    G732,XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Energía eléctrica: interés nacional protegido por normas federales. Competencia Originaria de la CSJN.


    Más allá de que la acción declarativa de certeza que inició la actora tenga su origen en normas y actos de naturaleza local, se advierte que lo medular de la cuestión planteada exige esencial e ineludiblemente determinar, en forma previa, si la pretensión de la Provincia de Buenos Aires de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos los ingresos que la actora obtenga con motivo de la ejecución de los contratos detallados en la demanda o aquellos que resulten de la ejecución de los que celebren de futuro, destinados a la construcción, puesta en marcha y operación de la Central Nuclear Atucha II, trae aparejado que en el ejercicio de su potestad tributaria la jurisdicción local invade un ámbito que es propio de la Nación.El núcleo del planteamiento que se efectúa en autos remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de diversas cláusulas constitucionales y, en particular, del art. 75inc.13 de la Constitución Nacional, así como de la ley 15.336 -que integra el marco regulatorio de la energía eléctrica- y la ley 26.566, que revisten inequívoco carácter federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la solución del caso y permitirá apreciar si existe la violación constitucional que se alega.Toda vez que el asunto exige dilucidar si la potestad tributaria que pretende ejercer la provincia invade un ámbito que le es propio a la Nación en materia de energía eléctrica -interés nacional protegido por normas federales como las ya citadas leyes- la acción se encuentra entre las causas especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Federal.


    Dezacor S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otra s/ Acción declarativa de certeza


    D1, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa. Tasa por el servicio de inspección sanitaria. Remisión dictamende la causa L. 238, L. XLVI, "Logística La Serenísima S.A. y otros”, y fallo de conformidad. Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal."


    Frigorífico Novara S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 Cod. Procesal)


    CSJ5321/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Aumento del peaje. Amparo contra provincia y estado nacional. Naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito: competencia originaria de la Corte.


    La acción de amparo, de manera general, puede tramitar en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.Toda vez que es demandada la Provincia de Buenos Aires -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- y el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional-, la única forma de conciliarambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Luzardo, Gustavo Jorge c/ Buenos Aires,provincia de y otros s/ Amparo


    L778,XLIX-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte ratione personae. Remisión a la causa Y.58, L. XLII,"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio”, dictámenes Y. 44, L. XLIX e Y.45, L. XLIX, ambas caratuladas"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. Artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Ley Nacional 14.771."


    "En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito y de conformidad con lo resuelto por el Tribunal en la causa Y.58, L. XLII,"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Tucumán, Provincia de s/Acción declarativa de certeza”,el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, criterio que también ha quedado plasmado en los Y. 44, L. XLIX e Y.45, L. XLIX, ambas caratuladas"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. Toda vez que es demandada la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- por una entidad interjurisdiccional (arts. 1°, 2°, 5°, 6° y 15 de la ley nacional 14.771, con sus modificaciones) -que de acuerdo con el art. 116 de la Constitución Nacional tiene derecho al fuero federal- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio (YMAD) c/ Catamarca, provincia de y otro s/ Ordinario


    Y1, L-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte ratione personae. Remisión a la causa Y.58, L. XLII,"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio”, dictámenes Y. 44, L. XLIX e Y.45, L. XLIX, ambas caratuladas"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. Artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Ley Nacional 14.771."


    "En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito y de conformidad con lo resuelto por el Tribunal en la causa Y.58, L. XLII,"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Tucumán, Provincia de s/Acción declarativa de certeza”,el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, criterio que también ha quedado plasmado en los Y. 44, L. XLIX e Y.45, L. XLIX, ambas caratuladas"Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Catamarca, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza”. Toda vez que es demandada la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- por una entidad interjurisdiccional (arts.1°, 2°, 5°, 6° y 15 de la ley nacional 14.771, con sus modificaciones) -que de acuerdo con el art. 116 de la Constitución Nacional tiene derecho al fuero federal- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria."


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio (YMAD) c/ Catamarca, provincia de y otro s/ Ordinario


    Y2, L-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Carácter federal en razón de la materia: energía eléctrica. Leyes 15.336 y 24.065. Acción declarativa de certeza: medida cautelar. Solicitud de inconstitucionalidad: pretensión de la Provincia de Buenos Aires de gravar con impuesto sobre los ingresos brutos la generación y comercialización de energía eléctrica. Actividad realizada fuera del territorio provincial. Remisión C. 253. L.XLIX.,"Central Puerto S.A. el Buenos Aires, Provincia de s/ Medida cautelar".


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°) de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las jurisdicciones locales y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    I2, L-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal. Régimen federal de hidrocarburos. Diferencias en el canon de explotación. Ley 17.319. Ley 26.197.Decreto nacional 1.584/91


    La actora cuestiona la pretensión de la provincia demandada de obtener el cobro de diferencias en el canon de explotación del Área CGSJ-13 Cañadón Ramírez -y sus intereses, por los períodos2009 a 2011, por considerar que la empresa, a pesar de las reversiones de área efectuadas, debía continuar abonando el canon sobre el total de la superficie concesionada, ya que dichas reversiones no operan por sí, sino que lo hacen desde la fecha de su pertinente aprobación por medio de un acto administrativo expreso de aceptación emitido por la autoridad de aplicación, con lo cual, a criterio de la actora, tal pretensión se contrapone particularmente con lo dispuesto en la ley 17.319, en sus normas reglamentarias, en el decreto nacional 1.584/91 de concesión del área y en la Ley Fundamental, con sustento en que debe continuar abonando el citado canon.El planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de los mencionados preceptos que,en su conjunto, instituyen el"régimen federal de hidrocarburos" y del decreto con base en cual se otorgó la concesión del área."


    Apco Oil And Gas International Inc.(Sucursal Argentina) c/ Chubut, provinciadely otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    A680, L-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en un pleito de manifiesto contenido federal. Transporte público interjurisdiccional. Decreto 858/92. Resolución 6/03 de la Secretaria de Transporte de la Nación.


    La empresa actora pone en tela de juicio normas nacionales (decreto 858/92, resolución 6/03 de la Secretaria de Transportes de la Nación, ley nacional de transporte interjurisdiccional, entre otras), y además, cuestiona la actuación de la provincia de Santa Fe en cuanto estaría contrariando el cabal cumplimiento de tales preposiciones y afectando un servicio público de carácter interjurisdiccional, lo cual asigna naturaleza federal a la materia sobre la que versa el pleito. Resolver la materia aquí debatida exigirá desentrañar si, a la luz de lo establecido en el art. 75 incs. 13y18 de la Constitución Nacional, el accionar proveniente de la autoridad local interfiere en el ámbito que le es propio a la Nación y si colisionacon las prescripciones de la legislación de fondo dictada por el Gobierno Federal en ejercicio de las atribuciones que, a fin de robustecer mediante la unidad legislativa la necesaria unidad nacional, le otorga en forma exclusiva y excluyente el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.


    Empresa San José S.A. c/ Santa Fe, provincia de s/ Medida cautelar


    CSJ1163/2014-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Comercio interprovincial. Explotación de hidrocarburos: pretensión de gravar con el impuesto sobre los ingresos brutos la mera extracción de crudoy gas en territorio provincial.


    La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre las provincias y el Gobierno Federal que determina nuestra Ley Fundamental, lo que torna competente a la justicia nacional para entender en ella.Lo que determina la competencia federal en el sub judice no es la ilegitimidad del gravamen provincial invocada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino, la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria local podría producir al comercio interjurisdiccional que resulta alcanzado por los poderes que el art. 75, inc. 13, de la Constitución Nacional confiere al gobierno central.


    Petrobras Argentina S.A. Río Negro, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P187, L-11 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal. Remisión a las causas 0. 459, L. XLI,"Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", fallos: 329:3890;A. 47, L. XLVIII,"Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", y B. 505, L. XLVIII,"Bayer S.A. el Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza".


    Akapol S.A. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A1279,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia originaria de la Corte. Parte una provincia en una causa que reviste manifiesto contenido federal. Pretendida inconstitucionalidad de la ley provincial 58 de Misiones. Régimen complementario de jubilaciones y pensiones de los docentes: ley 22.804.


    "La actora pretende obtener la declaración de inconstitucionalidad de los arts. 1° y 2° de la ley provincial 58 de Misiones, así como de cualquier otra norma, resolución, circular, etc. dictada en su consecuencia- y la nulidad de todos los actos dictados conforme a dicha ley local, con sustento en la violación dela ley 22.804 y sus "modificatorias", que establecen el"Régimen complementario de jubilaciones y pensiones de los docentes", sistema que participa como tal de la naturaleza federal que tiene toda la estructura previsional a nivel nacional (leyes nacionales 23.473, 24.463 y 24.655 que han establecido la unificación del fuero federal en materia previsional).La cuestión radica en determinar si la provincia, al disponer que los docentes de la jurisdicción pueden afiliarse al régimencomplementario por su sola voluntad -o al modificarse su situación de revista, decidir si continúan o no como aportantes al dicho régimen- sin que para ello sea menester la intervención y conformidad de la Caja aquí actora, contraviene lo dispuesto por la ley 22.804 (art. 32). "


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C1525,XLIX-7 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Provincia parte del conflicto. Carencia de cuestión federal. Debate de cuestiones de índole local: derecho a ser reelegido para integrar uno de los poderes públicos del municipio. Intervención de la justicia provincial.


    Los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte si es parte una provincia, según el art. 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Quedan excluidos de esa instancia aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.El actor exige interpretar una disposición de la Constitución de la Provincia del Neuquén (art. 305) vinculada con el régimen electoral de las autoridades provinciales y municipales, por lo que se debate unasunto cuya naturaleza e implicancias involucran cuestiones regidas por el derecho público local, como lo es el derecho a ser reelegido para integrar uno de los poderes públicos del municipio, el Poder Ejecutivo Municipal.La cuestión federal no es exclusiva ni es la predominante en la causa, toda vez que se deduce en el marco de un proceso electoral que se rige por las normas de derecho público local, a las que para la solución del pleito el intérpretedeberá acudir ineludiblemente.Corresponde la intervención de la justicia provincial, ya que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Rioseco, Ramón Solano c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    R205, L-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional, la Dirección Nacional de Vialidad y una provincia. Contrato de concesión de obra. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    El sublite corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes quienes tienen intereses contrapuestos en el proceso. Ello en razón de las prerrogativas jurisdiccionales que a cada uno le asisten, al Estado Nacional y a la Dirección Nacional de Vialidad, de litigar ante el fuero federal, según lo dispuesto en el art 116 de la Ley Fundamental, y a la Provincia de Buenos Aires, de hacerlo en la instancia originaria de la Corte,de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, por lo que la única forma de conciliar ambos privilegios es sustanciando el pleito en esta última.


    Coviares S.A.c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Ordinario


    C1526,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia e Instituto de Comunidades Aborigenes. Presunta inconstitucionalidad de acto electoral. Ausencia carácter de parte sustancial en el proceso de la provincia demandada. Improcedencia competencia originaria de la Corte Suprema.


    "A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito – ya sea como actora, demandada o tercero - y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que sedicte le resulte obligatoria.Esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia.En mérito a lo señalado, ese requisito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia bajo examen, no se encuentra cumplido en autos. Si bien la Provincia de Formosa resulta nominalmente demandada, no es parte sustancial en la causa, puesto que el acto electoral - que de manera genérica y sin precisión se menciona en el escrito de inicio - fue dispuesto, en principio, por el Instituto de Comunidades Aborígenes, creado mediante la ley 426, cuyo art. 18 establece que es una "persona de derecho público", con competencia para actuar enel campo del derecho privado y que mantiene sus relaciones con el Poder Ejecutivo a través de la Secretaría de Estado de Acción Social. Es decir, que no integra la administración central del Estado local y no se identifica con éste, por ende, la provincia no resulta ser la titular de la relación jurídica en que se funda la demanda y no cabe tenerla como parte sustancial en la litis."


    De Ferrari Rueda de Rusculleda, Patricia y otros c/ Formosa, provincia de y otro s/ Amparo


    D796,XLIX-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Materia federal y naturaleza de las partes en el pleito: competencia originaria de la Corte.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos:315: 2292 in re "Tallarico"y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Ejecución fiscal


    CSJ5098/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros dictámenes.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re"Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chubut, provincia de s/Ejecución fiscal


    O283,XLIX-7 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por una empresa contra una provincia. Pago de facturas por prestaciones médicas. Contrato de naturaleza administrativa. Derecho público local. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 Y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.Toda vez que para resolver el pleito, V. E. debería examinar, sustancialmente, normas y actos locales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo que determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y decisión de tales cuestiones.


    Fundación Sanidad Ejército Argentino c/ Santa Cruz, provincia de s/ Ordinario


    F629,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda entre provincias. Naturaleza de las partes: competencia originaria de la Corte. Art. 127 de la Constitución Nacional.


    "Ello es así en razón de las personas, dado que el pleito se suscita entre dos provincias, la de La Pampa como actora y la de Mendoza como demandada (conf.arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional). Pero también lo es en razón de la materia, pues se pretende tutelar un recurso de carácter interjurisdiccional, la Cuenca del Rio Atuel (conf. Art. 7° de la ley nacional 25.675 General del Ambiente, Fallos: 310:2478 y dictamen de la causa P. 732, L. XLVI,"Palazzani, Miguel Ángel”, en la cual V.E. se declaró de conformidad).No obstante, la actora somete el conocimiento de la controversia a la Corte en los términos del art. 127 de la Constitución Nacional, que dispone un mecanismo especial de solución de conflictos, confiriendo expresamente -al más alto Tribunal- la potestad de dirimir dichas quejas interprovinciales, convirtiéndolo de ese modo, en un órgano de conciliación, con amplias facultades para determinar el derecho aplicable, a fin de -según surge del Preámbulo de la Constitución Nacional- garantizar la paz interior, constituir la unión nacional y promover el bienestar general.


    La Pampa, provincia de c/ Mendoza, provincia de s/ Uso de aguas


    L243, L-13 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda promovida por el Estado Mayor General del Ejército contra una provincia. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que el Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- demanda a la Provincia de Mendoza -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Mayor General del Ejército c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E198, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    La cuestión de competencia en examen resulta sustancialmente análoga a la ya resuelta por la Corte en la causas: C. 1540, L. XLIV,"Compañía MícroómníbusLa Colorada S.A.C.I. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de ínconstitucíonalidad (ingresos brutos)”, (Fallos: 332:1624) y T. 21, L. XLVIII, "Transportes Don Otto S.A. c/ Agencia deRecaudación de la Provincia deBuenos Aíres (AREA) s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”, a cuyos términos se remite por razones de brevedad.Competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal.


    La Costera Criolla S.R.L. c/ Santa Fe, provincia de s/ Acción declarativa (art. 322 C.P.)


    CSJ2574/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Prerrogativa de las provincias: litigar ante la instancia originaria de la Corte.


    Banco de la Nación Argentina c/ Chubut, provincia del s/ Cobro de sumas de dinero


    B668,XLVIII-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por aportes y contribuciones de afiliados a obra social. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    "Toda vez que, en autos, son parte la Provincia de Santiago del Estero, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, y una entidad de obra social -OSPLAD-, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315: 2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Santiago del Estero, provinica de c/ Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) s/ Ordinario


    S217, L-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por aportes y contribuciones de afiliados a obra social. Competencia originaria de la Corte.


    La demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Entre Ríos, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O296,XLIX-12 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de promoción industrial. Competencia originaria de la Corte: parte una provincia y materia del pleito que reviste un manifiesto carácter federal.


    Concurre una de las circunstancias que habilitan la intervención obligada en el juicio de la provincia, pues la Provincia de San Juan tiene un interés directo en el pleito, ya que al contestar la demanda la AFIP solicitó la declaración de nulidad del decreto provincial 646-MP y DE-07 -por el que el gobierno provincial había aprobado la reformulación del proyecto de promoción original en virtud del cual Fincas del Sol S.A. había obtenido los beneficios impositivos que se declararon caducos a los fines tributarios- y la resolución judicial que decida sobre dicho pedido será sin duda obligatoria para dicha provincia.El derecho que pretende hacer valer la AFIP se encuentra especialmente regido por normas de naturaleza federal, como lo son las leyes nacionales 22.021, 22.072 y 22.973 y el decreto de necesidad y urgencia 135/2006, que dan marco al régimen de promoción involucrado.Se configura un supuesto de competencia originaria ratione materiae que reviste carácter absoluto, es decir, que no podría ser prorrogada por la provincia en favor de los tribunales federales de baja instancia, y que también lo es ratione personae, pues la provincia concurre con el Estado Nacional - AFIP-, que ha sido demandado en el litigio, y que, de esta forma, también encuentra satisfecho su privilegio (conf. Art. 116 de la Constitución Nacional).


    Fincas del Sol S.A. c/ San Juan, provincia de y otro s/ Ordinario


    F58,XL-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Justicia Provincial


    Cuestiones de competencia. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Las leyes y decretos locales violatorios de las instituciones provinciales y nacionales. Intervención de la justicia provincial.


    "La actora solicita que se declare la inconstitucionalidad de un acto administrativo local por ser violatorio de un decreto también de carácter local, una ley nacional de derecho común y un convenio de la OIT.La materia del pleito no resulta exclusivamente federal, en tanto la actora efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de naturaleza local con uno de orden federal, y al respecto, la Corte sostiene que contra las leyes y decretos locales (o contra los actos locales como resulta ser el caso en examen), que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario.En el sub examine se presenta el último de los supuestos enunciados, por lo que el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia. "


    Asociacion de Maestros y Profesores de la Rioja (A.M.P) c/ La Rioja, provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    A444, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Leyes VIII-0878-2014 y V-0626-2008 de la provincia de San Luis. Reclamo de presupuesto municipal a la provincia de San Luis. Transferencias a las municipalidades.


    Para resolver el pleito se tendrá que acudir necesariamente a las normas provinciales que conforman el régimen propio del asunto debatido, como las leyes VIII-0878- 2014 y V-0626-2008 que autorizaron el presupuesto reclamado, la primera y la creación de la comuna actora, la segunda-, interpretándolas en su espíritu y en los efectos que la autonomía local ha querido darles, cuestión que no es del resorte de la Corte, ya que no es apta para instar la competencia del art. 117 de la Constitución Nacional.El proceso debe tramitar ante la justicia de la provincia de San Luis, dado que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas que se ventilen cuestiones de ese carácter, sin perjuicio de las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley48.Asimismo, en atención al domicilio de la actora, tampoco procede la competencia originaria del Tribunal, ya que no se puede tener por configurado el requisito de distinta vecindad con respecto a la provincia demandada en este proceso.


    Municipalidad de Estancia Grande c/ San Luis, provincia de s/ Amparo


    CSJ2017/2014-11 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Indemnización por daños provocados por publicaciones periódicas. Admisibilidad de recursos locales. Cuestiones federales sometidas al conocimiento de los máximos tribunales provinciales.


    "Si bien los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a la instancia de excepción, por revestir carácter netamente procesal, a partir de los precedentes"Strada" y"DiMascio", la Corte precisó que las limitaciones de orden local no pueden ser esgrimidas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento.En ese contexto, si ante la naturaleza del debate éste resultara susceptible de tratamiento por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, es menester su previo juzgamiento por parte del más alto órgano judicial de provincia, de conformidad con lo dispuesto por el art. 31 de la Constitución Nacional, sin que la legislación o los jueces locales pueden vedar el acceso de los litigantes a esainstancia superior.La omisión por parte de la corte provincial de un pronunciamiento sobre los derechos que el recurrente fundó en normas de carácter federal resulta palmariaconstituye un obstáculo para que la Corte ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo."


    Lajmadi, José Adrián c/ Diario La Unión y otros s/ Daño moral


    L253,XLVIII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Pago de diferencias de haberes. Admisibilidad de recursos locales. Cuestiones federales sometidas al conocimiento de los máximos tribunales provinciales.


    "Si bien se ha decidido reiteradamente que los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a esta instancia de excepción, por revestir carácter netamente procesal a partir de los precedentes "Strada" y"Di Mascio", la Corte precisó que las limitaciones de orden local no pueden ser esgrimidas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento. En ese contexto, si ante la naturaleza del debate éste resultara susceptible detratamiento por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, es menester su previo juzgamiento por parte del más alto órgano judicial de provincia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 31 de la Constitución Nacional, sin que la legislación o los jueces locales pueden vedar elacceso de los litigantes a esa instancia superior.La omisión por parte de la corte provincial de un pronunciamiento sobre los derechos que el recurrente fundó en normas de carácter indudablemente federal resulta palmaria y constituye un obstáculo para que la Corte ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo."


    Agosti, Carlos c/ Radio Rural San Francisco S.R.L.


    A395,XLVIII-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remoción de magistrado provincial por causal de mal desempeño. Incumplimiento de topes remuneratorios constitucionales y legales. Ejercicio de una atribución que no le era propia. Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Inexistencia violación al principio de igualdad, derecho de defensa y debido proceso. Valoración de aspectos del juicio político: cuestiones no justiciables. Régimen de nombramiento y remoción de funcionarios locales: atribución de la autoridad local, ajena al ámbito de intervención del gobierno federal.


    "A partir del precedente “Graffigna Latino", la Corte ha sostenido de modo invariable la doctrina según la cual configuran una cuestión justiciable las decisiones en materia de los llamados juicios políticos o enjuiciamientos de magistrados en la esfera provincial, cuyo trámite se efectuó anteórganos ajenos a los poderes judiciales locales. En tales supuestos, cabe admitir, pues, la intervención del Tribunal siempre que la recurrente aduzca y demuestreinequívocamente la violación de alguno de los derechos o garantías establecidos en el art. 18 de la Constitución Nacional, con relevancia suficiente para variarla suerte de la causa.No puede prosperar el planteo dirigido a cuestionar la causal que motivó el proceso de destitución ya que sobre el particular V. E. tiene dicho que la valoración de los aspectos sustanciales del enjuiciamiento no es cuestión justiciable. Ello es así, en tanto no se dé una alteración de los hechos respecto de los expuestos en la acusación y objeto del debate, extremo no verificado en el caso. En efecto, desde el inicio en la etapa acusatoria hasta la destitución por la Sala Juzgadora lo que configuró la conducta cuestionada fue el incumplimiento de los topes remuneratorios constitucionales y legales, ello en ejercicio de una atribución que no le era propia.El sostenimiento en el tiempo de una situación ilegitima mal puede conducir a su consolidación. No es óbice para ello que la legislatura provincial haya previsto, en los respectivos presupuestos anuales, las partidas para el pago de los salarios del Tribunal de Cuentas que integraba el recurrente puesto que, tal como se ha expresado, la función legislativa en materia presupuestaria carece de efectos convalidatorios de los actos sometidos a su consideración para el cálculo de los recursos y gastos.También debe rechazarse el agravio relativo a la inhabilitación, toda vez que, además de tratarse de una cuestión regida por el derecho provincial –cuya interpretación corresponde a los jueces locales-, en el caso, el a quo aplicó los criterios jurisprudenciales de V. E., en cuanto señalan que la medida en cuestión se muestra como un arbitrio enteramente adecuado a las exigencias del buen funcionamiento de los poderes públicos y acorde con la naturaleza de las responsabilidades que tales cargos suponen.En el ámbito específico del enjuiciamiento de un magistrado provincial -en el caso, un vocal de un órgano de contralor como es el Tribunal deCuentas provincial-, tal regla adquiere particular relevancia en función del principio republicano de separación de poderes, a lo que además deben sumarse los límites derivados del respeto por las autonomías provinciales. Puntualmente, corresponde atenerse a lo dispuesto en el art. 122 de la Constitución Nacional, conforme al cual la competencia a los fines del establecimiento del régimen de nombramiento y remoción de los funcionarios locales es privativa y excluyente de la autoridad local y, por lo tanto, ajena al ámbito de intervención del gobierno federal."


    Juicio Político contra los miembros del Tribunal de Cuentas de la Provincia, Sres. C.P.N. Claudio Alberto Ricciuti, C.P.N. Luis Alberto Caballero y el Dr. Miguel Longhitano s/ Recurso de casación


    J131,XLVIII-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Prerrogativas


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Alterini, Jorge Horacio y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    A853,XLV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Álvarez, Aldana Enrique Ángel y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    A1094,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Álvarez, Gladys Stella y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    A7,XLIII-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Amaral, Juan Jose y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    A503,XLV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Anadon, Gustavo Miguel y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    A119,XLV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Anderson Jorge Diego y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público.


    CSJ909/2010(46-A)-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Ballerini, Matilde Evangelina y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    B35,XLV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Barrionuevo, Silvia Ester y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ544/2009(45-B)/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamen dela causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Bergesio, Conrado César y otro c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    B416,XLVI-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Billoch, Horacio Vicente y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ265/2010 (46-B)/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Botto, Ernesto Raúl y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    B1124,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Braidot, Ángel Mónicay otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ630/2011(47B)/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Caccuri, Graciela de la Medalla Milagrosa y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    C1017,XLV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de laConstitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Calle Guevara, Raúl Alberto Manuel c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    C1245,XLVI-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Caro, Rubén Omar y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    C953,XLV953-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Casals, José Luis y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ98/2011(47-C)/C81-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de laConstitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Ciochetto, Silvia y otro c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura – Procuración General de la Nación - Art. 110 CN s/ Empleo público


    C460,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Codesido, Eduardo Alberto y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura – Ac. 71/93 s/ Empleo público


    C1408,XLIV–15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Del Castillo, Miguel Julián y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    D288,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Ehrlich Moreno, Felipe Guillermo y otros c / Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    E65,XLVII-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Fourcade, Raúl Alberto y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    F22,XLV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    González Roura, Felipe y otro c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    G977,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Jabkowski de Wassner, Felisa y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    J47,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Otero, Luis Cesar y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ314/2007(43-0)/C5001-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamen de la causa A. 1095, L. XLIV, "Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ empleo público".


    Pelayo de la Vega Madueño, Ana María y otros c/ Estado Nacional – CSJN – Consejo de la Magistratura - Art. 110 CN s/ Empleo público


    P952,XLIV-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Scotti, Héctor Jorge y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ337/2011(47-S)/CS001-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Teran Gallo, Guillermo Emilio y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ209/2009 (45-T)/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamende la causa A. 1095, L. XLIV,"Aparicio, Ana Beatriz y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Triaca, Analia y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ210/2009(45-T)/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Alcance de la garantía de intangibilidad de las remuneraciones de los jueces y miembros del Ministerio Público. Arts. 120 de la Constitución Nacional y 12 de la ley 24.946. Remisión al dictamen dela causa CSJ 909/2010 (46-A),"Anderson, Jorge Diego y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Art. 110 s/ Empleo público".


    Anderson Jorge Diego y otros c/ EN - CSJN - Consejo de la Magistratura, art. 110 de la CN s/ Empleo público


    CSJ759/2010 (46-A)-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Poderes Constituidos. Poder Legislativo


    Congreso.Atribuciones


    Acción de inconstitucionalidad interpuesta por comunidades indígenas. Creación de municipio por ley provincial. Derecho de los pueblos indígenas a ser consultados y a participar. Afectación de sus comunidades. Reconocimiento de su preexistencia étnica y cultural. Art. 75, inciso 17 de la Constitución Nacional y tratados internacionales. Derecho a la autodeterminación. Municipio en funcionamiento: solución que armonice las facultades provinciales de organización del régimen municipal con la delicadeza de los bienes culturales indígenas en juego.


    "La Constitución Nacional y los instrumentos internacionales consagran los derechos colectivos de los pueblos indígenas a ser consultados y a participar en la toma de decisiones sobre cuestiones que afecten sus intereses. Estas prerrogativas han sido calificadas como la piedra angular del Convenio 169 de la OIT en tanto son instrumentos esenciales para asegurar que las comunidades indígenas gocen, en pie de igualdad con los restantes miembros de la población, la totalidad de sus derechos reconocidos en ese Convenio y en los restantes instrumentos internacionales, así como enlas normas de derecho interno.La Constitución Nacional prescribe que corresponde asegurar el respeto de la identidad cultural de los pueblos indígenas y su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás intereses quelos afecten (art. 75, inc. 17).El derecho a la consulta es, en este caso, una de las herramientas para que las comunidades indígenas gocen, de manera efectiva, del derecho de participar en la dirección de los asuntos públicos, que está previsto en la Constitución Nacional (arts.1 y 37) y en los instrumentos internacionales.La creación del municipio de Villa Pehuenia demandaba oír a las comunidades a fin de tomar en cuenta sus intereses, opiniones y puntos de vista y, en definitiva, evitar que se menoscabe su identidad cultural.El derecho de participación de los pueblos indígenas se traduce en una obligación positiva para los Estados, que deben"establecer los medios" para que los pueblos y comunidades puedan participar,"por lo menos en la misma medida que los demás", en instituciones electivas y organismos administrativos o de otra índole.En el caso, el derecho a la participación se ve afectado no sólo por la falta de consulta previa a la sanción de la ley 2.439 sino también porque la regulación de la Municipalidad de Villa Pehuenia no prevé un mecanismo que asegure la participación permanente de las comunidades indígenas en el gobierno municipal, aun cuando se trata de una jurisdicción con gran presencia de comunidades mapuches.El Estado argentino ha asumido el compromiso internacional de adoptar medidas concretas para que las comunidades indígenas participen en los asuntos públicos. En una zona como la de Villa Pehuenia, en la que viven grupos con una cultura diferenciada, existe un deber de las autoridades estatales de desarrollar mecanismos especiales de participación política para asegurar que las comunidades puedan tomar parte de la vida pública en pie de igualdad con el resto de la sociedad y, en especial, intervenir activamente en la definición de políticas que involucran sus intereses.Cabe condenar a ese Estadoprovincial a que, en un plazo razonable, diseñe, en conjunto con las comunidades indígenas, los mecanismos permanentes de participación institucional para que ellas puedan incidir en la determinación de las políticas y decisiones municipales que las involucran y, adecuar, de este modo, la legislación en la materia a la Constitución Nacional y a los tratados mencionados.


    Comunidad Mapuche Catalán y Confederación Indígena Neuquina c/ Provincia del Neuquén s/ Acción de inconstitucionalidad


    C1090,XLVII-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto territorial entre la provincia de Catamarca y de Salta. Ley nacional 18.500 y del decreto-ley nacional 9.375/43. Determinación de límites interprovinciales.Improcedencia de la competencia originaria de la CSJN. Competencia del Congreso de la Nación fijar los límites de las provincias. Cuestiones de hecho y prueba ajenas a las incumbencias del Ministerio Público Fiscal.


    El sub judice se centra no sólo en la validez de la ley nacional 18.500 y del decreto-ley nacional 9.375/43, que fijan parte de los límites interprovinciales entre ambos estados locales, sino también en la falta de acuerdo existente sobre los limites noreste de la Provincia de Catamarca/sudoeste de la Provincia de Salta.En consecuencia, el pleito no se refiere meramente a un conflicto interprovincial sobre posesión o dominio de tierras fronterizas, sino que también versa sobre la determinación de los limites existentes entre ambas provincias, por lo que la cuestión debe ser tratada por el Congreso de la Nación en ejercicio de la atribución conferida por el constituyente en el art. 75, inc. 15, de la Ley Fundamental. De este modo, la vía elegida por la actora no es la idónea para resolver la controversia, en tanto excede la facultad de laCorte Suprema establecida en los arts. 116, 117 y 127 de la Constitución Nacional.En efecto, es el Congreso de la Nación quien se encuentra facultado para arreglardefinitivamente los límites del territorio de la nación, fijar los de las provincias, crear otras nuevas y determinar por una legislación especial la organización, administración y gobierno que deben tener los territorios nacionales.Asimismo, con arreglo al inc. 14, art. 67 de la Constitución Nacional, corresponde al Congreso fijar los límites de las provincias porque en esa fijación de carácter político están interesadas no solamente las provincias colindantes sino también la Nación y el mantenimiento del justo equilibrio que debe existir entre aquéllas, en garantía del sistema federativo de gobierno que las rige.Además, como se sostuvo en disidencia en esta causa, la Corte ya tuvo oportunidad de señalar sobre el asunto 'que históricamente ambas provincias han intentado dirimir diferencias limítrofes en la zona, sin que hasta la fecha se encuentren definitivamente dilucidadas', y que subyacía entre Catamarca y Salta una controversia de límites provinciales que no podía ser dilucidada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, sino que requería la intervención del Congreso de la Nación.Por otra parte, aun en la hipótesis de que el Tribunal se considerare competente para entender en este juicio, el análisis de la controversia, remite al estudio de cuestiones de hecho y prueba ajenas a las incumbencias del Ministerio Público Fiscal, cuya tarea se encuentra limitada a los planteamientos de índole federal que entraña la causa.


    Catamarca, provincia de c/ Salta, provincia de s/ Ordinario


    C2024,XLIII-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Intervención federal de la provincia de Santiago del Estero. Ley 24.306. Inconstitucionalidad del decreto646/94. Precedente “Orfila” y"Lindow de Anguio (L.158, L.XLIX )". Delegado del gobierno federal: facultades limitadas y carácter extraordinario. Arbitrariedad de la sentencia."


    "Mediante la ley 24.306 el Congreso de la Nación declaró la intervención federal de la provincia de Santiago del Estero a los fines de"garantizar la forma republicana de gobierno" (art. 1), para lo cual dispuso la inmediata caducidad de los mandatos del gobernador y de losmiembros del poder legislativo", a la vez que declaro en comisión alos miembros del poder judicial" (art. 3°). En ese mismo sentido, ordenó al Poder Ejecutivo Nacional la designación de un interventor federal (art. 2°) así como la impartición de las instrucciones a las que éste debía ajustar su cometido para asegurar la pronta normalización y pleno funcionamiento de los poderes provinciales" (art. 4°). Se fijó para ello el plazo de 150 días -prorrogados por decreto 771/94 del Poder Ejecutivo Nacional-, luego de lo cualdebía convocarse a elecciones.Lo que está en juego, es la vigencia del sistema establecido en la Constitución Nacional que, al tiempo que garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones, su ejercicio y la elección de sus funcionarios (art. 5° y 122), también las sujeta -tanto a ellas como a la Nación- al sistema representativo y republicano (arts. 1° y 50), impone su supremacía (art. 31) y confía a la Corteel asegurarlo (art. 116 Y 117).La intervención se presenta así, tal como la Corte ha sostenido desdeel precedente "Orfíla", “como un deber por parte de la Nación..., un remedio arbitrado por el propio estatuto para defender y mantener inviolables en todo el ámbito de la República los principios esenciales por él... adoptados"En esa inteligencia, los poderes reconocidos en la ley de intervención han sido previstos para ser ejercidos exclusivamente por el delegado del gobierno federal,funcionario que, en su carácter de representante de la soberanía nacional,"no hace sino ejercer poderes nacionales expresos y transitorios de garantía y reconstrucción del régimen local alterado o subvertido". Así lo ha entendido la Corte, al sostener que"las funciones desempeñadas por los interventores federales son exclusivamente propias de los poderes federales a quienes el art. 6° de la Constitución Nacional les confiere esta facultad de excepción".Esta medida tiene carácter extraordinario, en cuanto limita temporalmente y reconoce al gobierno nacional sobre los poderes locales sólo ante las circunstancias específicas contempladas. Esa particular naturaleza del instituto es la que determina el carácter restrictivo del criterio hermenéutico a utilizar en este ámbito, dada su estrecha vinculación con la organización y subsistencia del propio Estado y sus instituciones.En tal sentido debe interpretarse la ley de intervención federal, en cuanto dispone respecto de los miembros del Poder Judicial lamera "declaración en comisión", ello, en contraste con la “inmediata caducidad de los mandatos del gobernador y de losmiembros del Poder Legislativo", diferencia que no puede ser obviada a la luz de la inveterada doctrina conforme a la cual “la primera pauta de interpretación de la ley es dar pleno efecto a la voluntad del legislador, cuya primerafuente es la letra de la ley".Al disponer la reorganización del poder judicial provincial, el poder ejecutivo local que asumió una vez restauradas las instituciones hizo uso de una atribución que le era ajena. Tal facultad, en efecto, había sido prevista en la ley de intervención para ser ejercida únicamente por el agente del gobierno federal oportunamente designado y dentro del término de duración de esa situación de emergencia institucional que, para entonces, ya había finalizado. Hasta ese momento, sin embargo, la actora continuó en funciones ante la inexistencia de medida alguna de cesantía oconfirmación por parte del interventor. Al no estar por tanto vacante su cargo, devienenula la designación en comisión" dispuesta en el acto local que, al contravenir lo dispuesto en la normativa federal apuntada, debe ser declarado inconstitucional. La decisión del a quoresulta arbitraria, al no constituir el pronunciamiento en crisis una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, en términos de fundamentación normativa de la decisión."


    Castro de Pujol, María del Huerto c/ Gobierno de la Provincia (Decreto Serie A nº 646) s/ Acción de amparo


    C255,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Ley nacional 25.881: intervención federal de la provincia de Santiago del Estero. Inconstitucionalidad del decreto 16/05 de la Provincia de Santiago delEstero. Precedente “Orfila” y "Castro dePujol (C. 255, L. XLIX)". Delegado del gobierno federal: facultades limitadas, carácter extraordinario. Arbitrariedad de la sentencia."


    "Mediante la ley 25.881 el Congreso de la Nación declaró la intervención federal de la provincia de Santiago del Estero a los fines de"garantizar la forma republicana de gobierno" (art. 1l), para lo cual dispuso"la inmediata caducidad de los mandatos del Poder Ejecutivo y de losmiembros del Poder Legislativo", así como la"declaración en comisión de los miembros del Poder Judicial" (art. 3°). En ese mismo sentido, ordenó al Poder Ejecutivo Nacional la designación de un interventor federal (art. 2°), a la vez que fijó el plazo de 180 días -prorrogables por un período igual-, al término del cual el interventor debía convocar a elecciones"para asegurar la normalización y pleno funcionamiento de los poderesprovinciales" (art. 4°).Lo que está en juego, es la vigencia del sistema establecidoen la Constitución Nacional que, al tiempo que garantiza a las provincias el establecimiento de sus instituciones, su ejercicio y la elección de sus funcionarios (art. 5° y 122), también las sujeta -tanto a ellas como a la Nación- al sistema representativo y republicano (arts. 1° y 50), impone su supremacía (art. 31) y confía a la Corte el asegurarlo (art. 116 Y 117).La intervención se presenta así, tal como la Corte hasostenido desde el precedente "Orfíla", “como un deber por parte de la Nación., un remedio arbitrado por el propio estatuto para defender y mantener inviolables en todo el ámbito de la República los principios esenciales por él... adoptados".En esa inteligencia, los poderes reconocidos en la ley de intervención han sido previstos para ser ejercidos exclusivamente por el delegado del gobierno federal, funcionario que, en su carácter de representante de la soberanía nacional, "no hace sino ejercer poderes nacionales expresos y transitorios de garantía y reconstrucción del régimen local alterado o subvertido". Así lo ha entendido la Corte, al sostener que"las funciones desempeñadas por los interventores federales son exclusivamente propias de los poderes federales a quienes el art. 6° de la Constitución Nacional les confiere esta facultad de excepción".Esta medida tiene carácter extraordinario, en cuanto limita temporalmente y reconoce al gobierno nacional sobre los poderes locales sólo ante las circunstancias específicas contempladas. Esa particular naturaleza del instituto es la que determina el carácter restrictivo del criterio hermenéutico a utilizar en este ámbito, dada su estrecha vinculación con la organización y subsistencia del propio Estado y sus instituciones.En tal sentido debe interpretarse la ley de intervención federal, en cuanto dispone respecto de los miembros del Poder Judicial la mera"declaración en comisión", ello, en contraste con"la inmediata caducidad de los mandatos del Poder Ejecutivo y de los miembros del PoderLegislativo", diferencia que no puede ser obviada a la luz de la inveterada doctrina conforme a la cual “la primera pauta de interpretación de la ley es dar pleno efecto a la voluntad del legislador, cuya primerafuente es la letra de la ley".Al disponer el “cese automático en el ejercicio de sus funciones" de todos los integrantes del poder judicial provincial (art. l del decreto 16/05), el poder ejecutivo local que asumió una vez restauradas las instituciones hizo uso de una atribución que le era ajena. En efecto, la medida correspondía, en razón de su entidad, al ámbito de facultades previstas en la ley de intervención para ser ejercidas únicamente por el agente del gobierno federal oportunamente designado y dentro del término de duración de esa situación de emergencia institucional que, para entonces, ya había finalizado. Hasta ese momento, sin embargo, la actora continuó en funciones ante la inexistencia de medida alguna de cesantía o confirmación por parte del interventor. Al contravenir lo dispuesto en la normativa federal apuntada, el acto impugnado debeser declarado inconstitucional. La decisión del a quoresulta arbitraria, al no constituir el pronunciamiento en crisis una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, en términos de fundamentación normativa de la decisión.


    Lindow de Anguio, Isabel c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Contencioso administrativo


    L158,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Delegación de Facultades


    Facultades de legislatura provincial: régimen de prescripción liberatoria diverso del fijado por el Congreso de la Nación. Remisión a Fallos: 326:3899 y doctrina reiterada en otros precedentes enmateria de obligaciones tributarias locales. Inconstitucionalidadde los inc.b) y c) del art. 51 del Código Fiscal.


    "El punto en litigio se circunscribe a determinar si la legislatura provincial puede establecer para las obligaciones nacidas en virtud de relaciones surgidas en el ámbito del derecho público local -entre ellas, las tributarias- un régimen de prescripción liberatoria diverso del fijado por el Congreso de la Nación de manera uniforme para toda la República el que, ante la ausencia de otra norma nacional que discipline lo relativo a dicho instituto con relación a las obligaciones tributarias locales -como sí ocurre con respecto a otros tipos de obligaciones con regulación específica-, ha de buscarse entonces en el Código Civil.Se dio contundente respuesta negativa a ese planteamiento, conforme a los precedentes del Tribunal, las provincias carecen de facultades para establecer normas que importen apartarse de la legislación de fondo, incluso cuando se trata de regulaciones concernientes a materias de derecho público local.Forzoso es concluir que resultan inconstitucionaleslos inc.b) y c) del art. 51 del Código Fiscal, en cuanto establecen como causales de interrupción del plazo de prescripción"la notificación administrativa de la determinación o verificación del tributo" y la"notificación de la intimación administrativa para cumplir undeber formal o efectuar un pago", respectivamente, toda vez que se alzan contra lo dispuesto por el art. 3.986 del Código Civil en cuanto dispone que la prescripción se interrumpe por el inicio de la “demanda” contra el deudor.


    Dirección General de Rentas c/ Pickelados Mendoza S.A. s/ Apremio


    D711,XLVIII-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Límites


    Amparo contra Consejo Profesional de Ingeniería Agrónoma. Pretensión de inconstitucionalidad del decreto ley 6070/58 (ratificado por ley 14.467). Poder de policía del estado provincial. Atribuciones del poder nacional frente al local: requisitos para el ejercicio profesional: Decretos 2284/91 y 2293/92. Pronunciamiento inoficioso. Inexistencia de gravamen.


    "Cabe tener presente la doctrina en la queel Alto Tribunal se refiere a"la facultad atribuida al Congreso Nacional para dictar normas generales relativas a las profesiones cuyo ejercicio es consecuencia de los títulos habilitantes otorgados por las universidades nacionales por el art. 67, inc. 16 (actual75, inc. 18) de la Constitución Nacional"; facultad que"no es exclusiva ni excluyente de las potestades de reglamentación y locales, en tanto noenerven el valor del título".En el caso, se trata del decreto-ley 6070/58 -ratificado por la ley 14.467-, en su carácter de norma federal destinada a regular “el ejercicio de la agrimensura en jurisdicción nacional o ante autoridades o tribunales nacionales” (art. 1). Según los términos del propio texto, de lo que se trata, en definitiva, es de regular las atribuciones del Congreso para dictar normas con relación a las actividades profesionales en establecimientos y organismos nacionales situados en las provincias. Tal el alcance especifico de la norma, que se manifiesta así como el resultado de un razonable ejercicio de las atribuciones que le competen al legislador nacional en virtud del mandato contenido en las citadas normas constitucionales.La ley local, de su lado, circunscribe su ámbito de aplicación al “ejercicio de las profesiones atinentes a las Ciencias Agropecuarias en cualesquiera de sus ramas o especialidades, dentro del ámbito de la jurisdicción de la provincia de Entre Ríos” (art. 1), criterio que difiere del fijadopor el decreto-ley en cuestión.En razón detodo lo expresado, no es posible advertir la existencia de un conflicto del cual se haya demostrado que resulte un gravamen concreto para la actora que permita concluir en la declaración de inconstitucionalidad de la norma impugnada, todo lo cual conduce a la revocación de la sentencia apelada.Resulta inoficioso pronunciarse respecto de los decretos de desregulación de la actividad profesional, máxime cuando dicha normativa no resulta aplicable al caso, al no haberse verificado el cumplimiento de la segunda de las condiciones exigidas en el decreto 240/99 para su vigencia en el ámbito local, tal como fue admitido por la propia cámara.


    Colegio de Profesionales de la Agronomía de Entre Ríos c/ Consejo de Profesionales de Ingeniería Agronómica s/ Amparo


    C592,XLVII-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    AtribucionesEconómicas y Financieras


    Demanda contra el Fisco Nacional. Obligaciones de causa o título anterior al 1° de enero de 2000: reintegro de tasa de justicia. Régimen de consolidación. Intereses sobre el capital de condena. Cosa juzgada: menoscabo a la garantía del debido proceso.


    "En lo referido a la obligación de reintegro por parte del Fisco Nacional de la tasa de justicia abonada por la actora, la Corte tiene establecido que el hecho imponible que origina la obligación de pagar ese tributo regulado por la ley 23.898 es la prestación de un servicio por parte del órgano jurisdiccional respecto de la pretensión deducida, y que pesa sobre quien inicia las actuaciones la carga de afrontarla, más allá de que la interesada pueda reclamarle a su contraria las sumas pagadas.El pronunciamiento que impone las costas únicamente se limita a determinar"en definitiva", para expresarlo con las palabras de la ley (art. 10), cuál es el sujeto obligado al pago de la tasa de justicia perono es, en sí mismo, la"causa" del tributo que -como se expuso- es la presentación ante la Justicia y la consiguiente prestación del servicio.Promovida la demanda origen de estas actuaciones el 22 de febrero de 1999 la obligación del Fisco Nacional de reintegrar a la actora la tasa de justicia que ella abonó se encuentra alcanzada por la consolidación dispuesta por la ley 25.344, toda vez que resulta de causa o título anterior al 10 de enero de 2000.No es óbice para ello el argumento de la actora fundado en su derecho a obtener el reintegro de la tasa de justicia en la misma especie en que la pagó toda vez que el mecanismo de suscripción de bonos de consolidación contemplado en el art. 15 de la ley 25.344ha sido previsto como un medio"alternativo" a la forma de pago regulada en el art. 14 de ese régimen, norma a la que podrá acudir el accionante, sujeto a los recursos que anualmente contenga la Ley de Presupuesto de la Administración Nacional para hacerfrente al pasivo consolidado.La inclusión de los intereses en la posterior liquidación practicada por la actora y su consecuente aprobación por las instancias anteriores suscita una cuestión federal que autoriza la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, habida cuenta de que tanto el juez de grado como la Cámara han innovado en este punto respecto del total silencio guardado por la sentencia firme al respecto, con el consiguiente menoscabo de los derechos del apelante, contemplados en los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional."


    CNA ART S.A. c/ Estado Nacional - PEN y otro s/ Proceso de conocimiento


    C908,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicio contra el INSSJP. Régimen de consolidación de deudas. Obligaciones de causa o título anterior al 30 dejunio de 2002, que el INSSJP mantenga con personas físicas y jurídicas del sector público o privado, que consistan en el pago de una suma de dinero.


    De conformidad con las leyes 23.982 y 25.344, las obligaciones comprendidas en sus respectivos ámbitos se consolidan después del reconocimiento firme en sede administrativa o judicial. En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés allí previsto, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicarse la liquidación correspondiente, de conformidad con las pautas establecidas para las deudas del INSSJP por la resolución 267/03.Habida cuenta de ello y del modo en que resolvió la cámara, no es posible considerar que ha quedado firme el pronunciamiento de primera instancia en lo que atañe a la fecha en que se habría producido la mora, aspecto que, por lo demás, carece de importancia por cuanto el régimen de consolidación contiene expresas disposiciones con respecto al procedimiento a seguir para liquidar los intereses pertinentes, adoptando la fecha de corte como punto de partida para fijar los accesorios propios delas obligaciones consolidadas.En consecuencia, al establecer el fallo impugnado que corresponde efectuar el pago del monto de la condena en los términos de la ley 25.725, se limitó a considerar disposiciones que resultan de inexcusable aplicación a los créditos anteriores a la fecha de corte que fija el art. 91 de esta ley en razón del carácter de orden público que el legislador atribuyó al régimen de consolidación, naturaleza que obliga al tribunal a considerar su aplicación en cualquier estado del proceso y aun cuando la accionada omita solicitarla.Por otra parte, resultan extemporáneos los planteos efectuados por la recurrente acercade la inconstitucionalidad del régimen de consolidación por el estado de necesidad en que se encontraría y por tratarse de créditos de carácter alimentario, toda vez que no han sido oportunamente introducidos ante los jueces de la causa, lo que constituye un obstáculo para su tratamiento.


    Gorosito, Aurelia Noemí c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Daños y perjuicios


    G951,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Aduana


    Demanda contra Estado Nacional. Restitución de sumas indebidamente percibidas por la Aduana: forma de liquidación del monto. Art. 20 de la ley 23.905: ámbito de aplicación de la norma.


    "El art. 20 de la ley 23.905 regula, por una parte, la moneda en que se"determinarán" los tributos aduaneros adeudados por los contribuyentes y, por la otra, los instrumentos que pueden emplearse para su "cancelación" (pesos, dólares estadounidenses o bonos de crédito).Sin embargo, dicha norma no se refiere a la forma enque se "determinarán" los importes que debe restituir la Aduana por tributos cobrados en exceso, ni tampoco la moneda que debe emplear para su "cancelación".Extender la regulación prevista respecto del contribuyente en el art. 20 de la ley 23.905 a la situación en la que la Aduana debe restituir los importes ingresados en exceso, deviene en una ampliación del ámbito de aplicación de la norma más allá de la letra de la ley, lo cual implicaría sustituir al legislador en su tarea, aspecto vedado a los tribunales, quienes no pueden juzgar el mero acierto o conveniencia de las disposiciones adoptadas por los otros poderes en ejercicio de sus facultades propias, debiendo limitarse a su aplicación tal como estos las concibieron."


    Cencosud S.A. (TF 29535-A) c/ DGA


    C1242,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Importación de mercadería. Valor en aduana. Canon determinado por el organismo aduanero (Valor FOB). Remisión a F. 28,L. XLVII, "Ford Argentina SCA". Posterior condonación de regalías: carece de incidencia sobre la valoración aduanera realizad."


    "En autos, la a cuestión de fondo está referida a establecer si -a los fines de determinar el valor en aduana de la mercadería- corresponde añadir al precio pagado o por pagar por los bienes importados, la proporción del porcentaje del referido canon o licencia que, según los cálculos efectuados por el organismo aduanero, se tradujo en un incremento del 3,03% del valor FOB.Tal contenido es sustancialmente análogo a la ya resuelta por V.E. en la causa F. 28, L. XLVII,"Ford Argentina SCA (TF 21.950-A) c/ D.G.A.", a cuyos términos corresponde remitir en cuanto fueren aquí aplicables. En virtud de lo allí sostenido, forzoso resulta concluir que la concertación de la mencionada regalía que surge del contrato de licencia, constituye la condición de venta requerida por el art. 8°, apartado 1°, inciso c), del"Acuerdo Relativo a la Aplicación del art. VII del Acuerdo General sobre Aranceles y Comercio" para la procedencia del ajuste, en razón de que para producir un producto marca Ford se requiere la importación de partes y piezas que solo pueden ser provistas por empresas pertenecientes o vinculadas al Grupo Ford Internacional, pues de lo contrario no se obtendría el producto licenciado que da motivo al pago del canon.El posterior acuerdo decondonación y renuncia, celebrado entre la actora y su controlante, mediante el que se eximió en forma definitiva a la empresa argentina del pago de esos cánones, no obsta a lasolución que aquí se propicia.En efecto, ha sido claro el Tribunal cuando especificó que el art. 637 del Código Aduanero establece reglas para determinar la norma arancelaria aplicable a la mercadería que se importa para consumo de modo regular. Ese artículo, en sus distintos incisos, contempla diversas situacionessegún un orden cronológico, y"la norma arancelaria vigente al momento de cada uno de dichos supuestos será la que indique el derecho aplicable". En concordancia con ello, el art. 639 del mencionado ordenamiento establece que, a los fines de la liquidación de los derechos y de los demás tributos que correspondieren, serán de aplicación el régimen tributario, la alícuota, la base imponible y el tipo de cambio para la conversión de la moneda extranjera, vigentes en las fechas indicadas en los arts. 637 y 638.Consecuentemente, del mencionado art. 637 inc. b), se extrae como conclusión que, en esta causa, debe estarse a la fecha del registro de las solicitudes de destinación de importación, para determinar el régimen tributario, la alícuota, la base imponibley el tipo de cambio aplicables.En consecuencia, la condonación del canon pactado, realizada aproximadamente un año después del registro de las solicitudes de importación, carece de toda incidencia sobre la valoración aduanera ya realizada, en atención a que la ley tiene por perfeccionado el hecho imponible, y fijada la base en el instante en que se efectúa ese registro. Y esta interpretación es la que también se compadece con lo regulado en el art. 9 del "Acuerdo" y su nota interpretativa, que establecen el momento de la importación como el momento de la declaración jurada en aduana a los fines de la valuación de las mercancías. Por ello, loexpuesto por la actora resaltando que el presente difiere de lo resuelto por el Tribunal en la causa"Ford Argentina SCA (TF 21.950-A) c/ DGA", dado que en autos no se configura el requisito del art. 8, inc. c), ap. ii)"que el importadorhaya pagado por tales conceptos", es una argumentación errónea, ya que como bien explica la nota interpretativa del art. 8 la referencia a que el importador haya pagado por tales conceptos es para aquellos supuestos que el valor de esos honorarios a pagar ya hayan estado incluidos en el precio de la mercadería ingresada, supuesto que no es el de autos."


    Ford Argentina SCA (TF 27570-A) c/ DGA


    F750,XLVIII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Infracciones aduaneras. Código Aduanero. Art. 954: declaración aduanera cuyo contenido difiere de lo consignado en la autorización para importación. Art. 954: bien jurídico tutelado, principio de veracidad y exactitud de la mercadería objeto de operación. Rectificación: inexactitud comprobable de su simple lectura o de los documentos complementarios de ella. Improcedencia punición art. 959.


    "En el presente se configuró, en su faz objetiva, el supuesto de hecho previsto en el art. 954, inc. 1, pto. b) del Código Aduanero dado que se presentó una declaración aduanera cuyo contenido difería de lo consignado en la autorización para importación presentada por la misma declarante, en transgresión a una prohibición en materia de importación.La solución de la controversia se centra en la aplicación e inteligencia del art. 959, inc. a), en cuanto ordena que: en cualquiera de las operaciones o de las destinaciones de importación o de exportación "no será sancionado el que hubiere presentado una declaración inexacta siempre que: inc. a) la inexactitud fuere comprobable de la simple lectura de la propia declaración".El bien jurídico tutelado por el art. 954 de la ley aduanera es el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería que es objeto de una operación o destinación aduanera. El art. 959 del mismo código, de manera coherente con la tutela del bien jurídico de que se trata, exime de punición los casos en que de la 'misma declaración jurada queda en evidencia el error en que se ha incurrido, sin necesidad del auxiliode otro tipo de documentación.La Corte sostiene que la declaración aduanera es inalterable salvo las excepciones expresamente previstas. Entre ellas, se prevé que procederá la rectificación cuando"tal inexactitud fuera comprobable de su simple lectura o de los documentos complementarios deella... ". La "simple lectura" puede ser tanto de la propia declaración como, inclusive, de los documentos complementarios de ella, que se consideranparte integrante de ésta.Llevado ello al sub lite, el certificado acompañado con la declaración jurada puede considerarse dentro del concepto de documentación complementaria de la declaración aduanera, ya que fue presentado ante la aduana junto con el despacho de importación (de acuerdo con lo exigido por la resolución general AFIP 30/97 en su art. 2°).En dicho escrito, se indicó el número de cajas autorizadas -por el Ministerio de Salud- a importar por parte de la empresa, de manera tal que la contradicción entre las unidades allí expresadas y lo consignado por la empresa en la declaración propiamente dicha quedaba en evidencia -de manera clara y patente- con una lectura integral de la declaración por parte de la administración de aduanas, tornando ocioso recurrir a toda otra comprobación para detectarla.A la luz de la inteligencia propuesta por las normas en juego, y tomando en cuenta los hechos del caso, la conducta de las actoras encuadra dentro de la eximente del citado art. 959, inc.a) del código aduanero, tal como lo sostiene el fallo recurrido."


    Johnson y Johnson Medical S.A. (TF 23980-A) c/DGA


    J4,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Repetición de sumas abonadas en concepto de tasa de estadística en operaciones aduaneras. Importación de mercaderías. Arts. 10 y 12 del anexo V del ACE 14: plazo de validez de los documentos.


    "La Corte -en un caso similar al de autos- recordó las previsiones de los arts. 10 y 12 del anexo V del ACE 14, que establecen, respectivamente:"para que la importación de los productos incluidos en el presente acuerdo pueda beneficiarse de las reducciones de gravámenes y restricciones otorgadas entre sí por los países signatarios, en la documentación correspondiente a las exportaciones de dichos productos deberá constar una declaración que acredite el cumplimiento de losrequisitos de origen", y que:"esos documentos tendrán plazo de validez de ciento ochenta días a contar desde la fecha de su expedición".A la luz de tales pautas jurisprudenciales, en el sub lite, asiste razón a la recurrente toda vez que, en las condiciones en que fue presentado el certificado, éste carece de aptitud para acreditar el origen de la mercadería a los efectos delreintegro de la tasa abonada.Asiste razón al Estado Nacional cuando sostiene que la presentación de este certificado de origen resulta extemporánea, al haber transcurrido más de cinco años entre el momento en que fue expedido y la oportunidad en que se lo pretende hacer valer, período que supera ampliamente el previsto en el art. 12 delanexo V del ACE 14, ya citado.Dicho incumplimiento no puede ser salvado y sella la suerte adversa de la petición, tornando innecesario el tratamiento de las restantes cuestiones."


    Cimet S.A. c/ ANA P. Libres s/ Contencioso


    C862,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Empréstitos y Deuda Pública


    Bonos externos globales de la República Argentina 2003. Precedente causa P. 121, L. XLVII,"Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo" y causa L. 53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN M°Economía s/ Amparo". Marco normativo aplicable: ley 25.827 y decreto 1.310/04. No contempla situacionesde excepciónal diferimiento de los pagos."


    Los bonos externos globales de la República Argentina 2003 se encuentran regidos por legislación extranjera y, por lo tanto, no les resulta aplicable la conversión a pesos dispuesta por la normativa que indicó en su pronunciamiento, los decretos 214/02 y 471/02 y las resoluciones ME 73/02 y 350/02 para la liquidación de la totalidad de las acreencias de la actora.El marco normativo correspondiente a los títulos públicos regidos por la ley extranjera no contempla situaciones de excepción al diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública nacional (conf. art. 60 de la ley25.827 y el decreto 1.310/04).El acto judicial atacado es pasible de ser descalificado por aplicación de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias y, al existir relación directa entre la resolución adoptada y las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la ley 48), corresponde admitir parcialmente el recurso y revocarla en lo que respecta a los bonos externos globales de la República Argentina 2003.


    Argüello, Eva Marta c/ PEN s/ Amparo


    A379,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución de crédito. Traba de embargo sobre cuenta bancaria de titularidad del Estado Nacional. Improcedencia. Deuda consolidada en los términos de la ley 25.344 (posterior al 1 de abril de1991 y anterior al 1 de enero de 2000). Normas que revisten el carácter de orden público (art. 13, tercer párrafo, de la ley 25.344): consideradas aún de oficio.Honorarios: deuda consolidada (tareas cumplidas antes del 31 de diciembre de 2001). Cobro por el mismo procedimiento, con independencia de laalternativa que eliga el actor.


    "La consolidación de las obligaciones comprendidas en el régimen de la ley 25.344, importa la novación de la obligación originaria y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de ella (art. 17 de la ley 23.982, al que remite el art. 13 de la ley citada), circunstancia que impone la sujeción a las disposiciones de la ley y a los mecanismos previstos en ella y en su reglamentación, en orden a la cancelación de los créditos sujetos a consolidación.V.E. ha dicho, en oportunidad de resolver acerca de la aplicación de la ley 23.982, que ella otorga dos opciones a los acreedores del Estado: pago en efectivo o suscripción de bonos de consolidación. Si se opta por la primera, el Congreso Nacional deberá asignar anualmente recursos para atender el pasivo consolidado (art. 9°). En cambio, si se elige la segunda opción (art. 10), los bonos podrán ser aplicados a la par, sin restricciones, al pago de obligaciones con el Estado o con las personas jurídicas alcanzadas por la ley, ser rescatados anticipadamente por el Poder Ejecutivo y transferirse libremente o venderse según cotización de mercado.Lo mismo ocurre cuando el crédito ha sido alcanzado por la consolidación de deudas dispuesta por la ley 25.344: el acreedor puede optar por cobrar en efectivo o por recibir bonos de consolidación (arts. 15 de la referida ley y 10 del anexo IV de su decreto reglamentario 1116/00 -enadelante,"el reglamento"-).El hecho de que la parte actora haya elegido cobrar en efectivo su crédito consolidado no significa, como parece entender la cámara,que su crédito pase a ser considerado como una deuda no consolidada que, como tal, pueda ser expresada a otra fecha distinta de la de corte prevista legalmente (en el caso, 1° de enero de 2000), y que sea susceptible de ser ejecutada una vez vencidos los plazos legales para su inclusión en una partida presupuestaria en orden a su cancelación.Por el contrario, para las deudas consolidadas en los términos de la ley 25.344, cualquiera sea el medio de pago elegido por el acreedor, rige lo dispuesto por los arts. 3°, inc. e), 4°, inc. b), y 13 del reglamento, en lo atinente a la fecha a la cual deben liquidarse judicialmente los intereses, así como lo establecido por el art. 3°, inc. c), del mismo texto reglamentario, en cuanto prohíbe disponer, a su respecto, la traba de medidas cautelares o ejecutorias.En este sentido, V. E. tiene dicho que la sentencia que dispone la inmediata ejecución del crédito por las vías comunes no encuentra sustento alguno en las normas que rigen el cumplimiento de las sentencias que condenan al Estado Nacional e importa prescindir de ellas, que resultan de inexcusable aplicación habida cuenta del carácter de orden público de la ley de consolidación.También resulta aplicable al crédito consolidado cuyo pago se realice -a opción de su titular- en moneda nacional, lo referente al plazo máximo de cancelación, siguiendo el orden de prelación y cronológico que se establecen en los arts 7° y 8° de la ley 23.982, a que se refiere el art. 10 del reglamento, que debe ser complementado con lo dispuesto por el art. 179 de la ley 11. 672 (ley complementaria permanente de presupuesto, t.o. 2014), disposiciones que permiten estimar provisionalmente el tiempo quedemandará su pago en efectivo.De acuerdo con lo expuesto, debería practicarse una nueva liquidación del crédito de la parte actora en concepto de capital e intereses al 1° de enero de 2000 (v. art. 68, último párrafo, de la ley 11.672 -t.o. 2014-) y ajustarse, a los fines de tramitar sucobro, al procedimiento previsto por el reglamento de la ley 25.344 y sus normas complementarias para el pago de las deudas consolidadas, sea que se opte por percibirlas en efectivo o en bonos de consolidación."


    Buteler Oliva, Luis Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Part.accionarioobrero


    CSJ441/2014(50-B)/CS001-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deuda pública. Remisión a Fallos: 317:1342; 327:4176 y causa A. 527, L. XXIX,"Amapola S.A.” Procedimiento para el cálculo de intereses a la luz de lo dispuesto en el marco legal aplicable. Arts. 6 de la ley 23.982 y 14, inc.a, del decreto 2.140/91."


    El crédito de autos se encuentra comprendido en el régimen de consolidación de deudas, sin embargo, el cálculo de intereses con posterioridad a la respectiva fecha de corte prescindió de la solución normativa prevista para el caso que, a demás, es de orden público.Asiste razón a la entidad apelante en cuanto a que el monto de la condena dispuesta en el sub lite debe ser cancelado mediante el procedimiento establecido por las leyes de consolidación de deudas del Estado.Al ordenar el fallo impugnado que corresponde el cálculo de intereses desde el 1° de abril hasta el 9/10/2009 en que se aprobó la liquidación judicial de la deuda, se prescindió de disposiciones que resultan de inexcusable aplicación a los créditos anteriores al 10 de abril de 1991, habida cuenta del carácter de orden público que el legislador atribuyó al régimen de consolidación, naturaleza que obliga al tribunal a considerar su aplicación en cualquier estado del proceso y aun cuando la demandada omita solicitarla.La Corte sostiene que la consolidación de una deuda importa la obligación de que los acreedores se ajusten a las previsiones y mecanismos administrativos previstos por la ley 23.982, a fin de percibir los créditos reconocidos judicialmente. Sin perjuicio de ello, los créditos a liquidarse judicialmente se deben expresar a la fecha de corte, es decir, al 31 de marzo de 1991 y, partir de allí, se devengan los intereses de los bonos de consolidación (arts. 6 de la ley 23.982 y 14, inc. a, del decreto 2.140/91).


    Universidad Nacional de Salta c/ Banco Río de la Plata s/ Ordinario


    U18,XLIX-24 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas del estado. Crédito comprendido. Condiciones para la exclusión de la deuda: desamparo e indigencia. Interpretación de las normas: por su letra.


    En cuanto a la exclusión de la deuda de la consolidación, cabe señalar que el art. 18 de la ley 25.344 no sólo exige que la deuda tenga naturaleza alimentaria, sino también que se configuren circunstancias excepcionales vinculadas a situaciones de desamparo e indigencia. En atención a los términos empleados, no parece razonable la interpretación efectuada por el a qua, pues ha considerado que, para encuadrar el caso en esta excepción legal, es suficiente comprobar que se trata de un crédito de carácter alimentario porque se origina en una diferencia salarial. Ello es así, máxime cuando el interesado tampoco ha alegado ni probado los extremosque requiere esta disposición.


    Bruzzo, Romilio A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) s/ Demanda contencioso administrativa


    B834,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Ley 8.250 adhesión de la Provincia de Córdoba a la ley nacional 23.982. Auto limitación para el gobierno local. Inconstitucionalidad de la a Ley de Modernización del Estado provincial de Córdoba 8.836. Precedente Fallos: 324:363: caso"Quintín Flores”. Imposibilidad de la legislación local de abarcar un periodo superior a la fecha de corte prevista por la ley nacional."


    "Ley 8.250 dispuso la adhesión de la Provincia de Córdoba a la ley nacional 23.982 y, de este modo, se consolidaron las obligaciones vencidas o de causa o título anterior al 1° de abril de 1991 que consistan en el pago de sumas de dinero, en los términos y condiciones que la misma ley establece.La Ley de Modernización del Estado provincial 8.836 -cuya constitucionalidad ha sido cuestionada en el sub lite por el actor- estableció la consolidación de las obligaciones vencidas o de causa o título anterior al 12 de julio de 1999 y determinó la aplicación a los pasivos provinciales consolidados de todas las disposiciones de la ley 8.250, en cuanto no resulten modificadas por aquélla.La fecha de corte establecida por la ley 8.836 no resulta válida y, por tanto, el crédito cuya ejecución se pretende en autos, originado en 1992, no queda comprendido en el régimen de consolidación.En el precedente Fallos: 324:363, caso"QuintínFlores", la Corte sostuvo que los decretos provinciales aplicables en ese caso se habían aprobado en el marco de la ley nacional a cuyos términos se adhirieron, lo que se tradujo en una suerte de auto limitación para el gobierno local, que le impedía apartarse de dicho ordenamiento introduciendo alteraciones que significaran condiciones más gravosas para los acreedores. Cuando la legislación local abarca un periodo superior a la fecha de corte prevista por la ley nacional incurre en una limitación al derecho del acreedor, extremo expresamente prohibido por el art. 19 de la ley 23.982.No se advierte la voluntad del legislador provincial de adherirse a la ley nacional 25.344, norma a la que no se alude en el texto de la ley8.836 y que, eventualmente, le hubiera otorgado sustento jurídico suficiente, en tanto se requiere un acto expreso y válido de adhesión porparte de la legislatura local.Ello es así, en virtud de que las disposiciones dictadas en el orden nacional no operan de pleno derecho para los pasivos de las provincias, pues ellas son las únicas habilitadas para decidir si adhieren a la prórroga en ejercicio de las facultades inherentes a su calidad de Estado autónomo, de conformidad con los arts. 50 y 122 de la Constitución Nacional. Asiste razón al apelante en cuanto sostiene la invalidez de la ley 8.836 con fundamento en que se remite a la ley 8.250 -que fue la primera ley de consolidación dictada por la provincia y que adhirió en forma expresa a la ley nacional 23.982- toda vez que excede holgadamente la fecha de corte prevista por este último ordenamiento y, en consecuencia, no resulta apta para consolidar el crédito que se reclama en autos al imponer condiciones más gravosas que las previstas por la legislación nacional a la que dice adherir (art. 19 de la ley 23.982)."


    Quinteros, Jorge Alberto c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba


    Q25,XLVIII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de consolidación de deudas. Liquidación de intereses. Ley 26.078. Remisión dictamen de la causa S. 1571, L. XLI,"Salazar, Oscar Saturnino". Períodos diferentes para la aplicación de intereses en el régimen. Momento para plantear la aplicación de las normas y la posibilidad de considerar firme la liquidación."


    "Corresponde aplicar al sub lite la ley 26.078 de Presupuesto Nacional para el ejercicio 2006 que disipa las dudas respecto de la fecha hasta la cual deben calcularse los intereses y hace perder virtualidad a las cuestiones debatidas respecto de esa fecha.La normacitada, al momento de dictarse la sentencia que se recurre, estaba vigente, por lo cual la cámara debió haberla tenido en cuenta al fallar, máxime, si se tiene en cuenta el carácter de orden público de las normas de consolidación de deudas del Estado. El modo en que esta disposición determina el cómputo de los accesorios legales es fundamental para admitir los agravios planteados en el remedio excepcional en tanto no se discute que la obligación está consolidada. Una situación análoga a la presente se trató en el dictamende la causa S. 1571, L. XLI, "Salazar, Oscar Saturnino y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales s/ part.accionarioobrero". Como se sostuvo en el dictamen de la causa F. 449, L. XLV,"Fernández, Gladis Esther y otros c/Estado Nacional -Ministerio de Salud y Acción Social- s/ empleo público", resulta prudente aclarar que existen tres períodos diferentes para la aplicación de intereses en el régimen de consolidación de deudas: 1°) intereses judiciales según las normas legales vigentes que corren hasta la fecha de corte de cada obligación de acuerdo a la fecha en que se generó la acreencia; 2°) intereses por el periodo que media entre la fecha de corte y la fecha de emisión de los bonos y 3°) los intereses a pagar a partir de la fecha de emisión de los bonos con los cuales se cancelarán las acreencias. Respecto del momento para plantear la aplicación del régimen y la posibilidad de considerar firme la liquidación, cabe agregar que en razón de que las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación, puede solicitarse en cualquier momento e incluso aplicarse de oficio. En este sentido, cabe recordar que V. E. sostuvo que no es posible prescindir de disposiciones que resultan de inexcusable aplicación en razón del carácter de orden público que el legisladoratribuyó al régimen de consolidación, naturaleza que obliga al tribunal a considerar su aplicación en cualquier estado del proceso y aun cuando la demandada omita solicitarla. "


    Tevelez, Yamila c/ Estado Nacional -PEN - Ministerio de Economía s/ Daños y perjuicios


    T276,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Títulos públicos regidos por legislación extranjera. Arbitrariedad de la sentencia. Remisión causa P. 121, L. XLVII,"Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo" yL .53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN, M° Economía s/ Amparo". Decretos 214/02 y 471/02. Resoluciones 73/02 y 350/02 del Ministerio de Economía."


    "En la causa P. 121, L. XLVII,"Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo", el Tribunal revocó la sentencia de la cámara que había desestimado el pedido formulado por la demandada para que la parte actora restituyera las sumas percibidas como consecuencia de una medida cautelar ulteriormente levantada en el marco de un proceso que concluyó con el rechazo de la demanda; no obstante ello, el Corte dispuso que las instancias ordinarias tuvieran en cuenta que la situación del actor se encontraba contemplada en las excepciones al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública establecidas por la resolución 73/02 del Ministerio de Economía.En el caso, si bien la cámara admitió la solicitud formulada por el Estado Nacional para que le fueran restituidas las sumas que entregó en cumplimiento de la medida precautoria dispuesta, y posteriormente levantada, lo hizo con la salvedad de que esa devolución debía hacerse previa deducción de lo que correspondiera percibir a la actora de acuerdo con las modalidades previstas por los decretos 214/02 y 471/02, y las resoluciones 73/02 y 350/02 del Ministerio de Economía.Sin embargo, la cámara omitió considerar que los bonos externos globales 11,75% 2015 y 11,375% 2017 de propiedad de la actora son títulos públicos que están regidos por la legislación extranjera, a los que no les resulta aplicable la conversión a pesos dispuesta por el decreto 471/02 (resolución 50/02 del Ministerio de Economía) y respecto de los cuales,tal como señaló el Tribunal en L. 53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN M° Economía s/ Amparo", no están contempladas situaciones de excepción al diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública nacional (decreto 1.310/04). "


    Alfano, Héctor Daniel y otro c/ PEN s/ Amparo


    A1231,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Títulos públicos regidos por legislación extranjera. Arbitrariedad de la sentencia. Remisión causa P. 121, L. XLVII, "Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo" yL .53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN,M° Economía s/ Amparo". Decretos 214/02 y 471/02. Resoluciones 73/02 y 350/02 del Ministerio de Economía."


    "En la causa P. 121, L. XLVII, "Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo", el Tribunal revocó la sentencia de la cámara que había desestimado el pedido formulado por la demandada para que la parte actora restituyera las sumas percibidas como consecuencia de una medida cautelar ulteriormente levantada en el marco de un proceso que concluyó con el rechazo de la demanda; no obstante ello, el Corte dispuso que las instancias ordinarias tuvieran en cuenta que la situación del actor se encontrabacontemplada en las excepciones al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública establecidas por la resolución 73/02 del Ministerio de Economía.En el caso, si bien la cámara admitió la solicitud formulada por el Estado Nacional para que le fueran restituidas las sumas que entregó en cumplimiento de la medida precautoria dispuesta, y posteriormente levantada, lo hizo con la salvedad de que esa devolución debía hacerse previa deducción de lo que correspondiera percibir a la actora de acuerdo con las modalidades previstas por los decretos 214/02 y 471/02, y las resoluciones 73/02 y 350/02 del Ministerio de Economía.Sin embargo, la cámara omitió considerar que los bonos externos globales 11,75% 2015 y 11,375% 2017 de propiedad de la actora son títulos públicos que están regidos por la legislación extranjera, a los que no les resulta aplicable la conversión a pesos dispuesta por el decreto 471/02 (resolución 50/02 del Ministerio de Economía) y respecto de los cuales,tal como señaló el Tribunalen L. 53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN M° Economía s/ Amparo", no están contempladas situaciones de excepción al diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública nacional (decreto 1.310/04). "


    Almagro, Sara J. c/ PEN s/ Amparo


    A349,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Títulos públicos regidos por legislación extranjera. Arbitrariedad de la sentencia. Remisión causa P. 121, L. XLVII,"Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo" yL .53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN, M° Economía s/ Amparo". Decretos 214/02 y 471/02. Resoluciones 73/02 y 350/02 del Ministerio de Economía."


    "En la causa P. 121, L. XLVII,"Palazzolo, Osvaldo Alejandro y otros c/ PEN s/ Amparo", el Tribunal revocó la sentencia de la cámara que había desestimado el pedido formulado por la demandada para que la parte actora restituyera las sumas percibidas como consecuencia de una medida cautelar ulteriormente levantada en el marco de un proceso que concluyó con el rechazo de la demanda; no obstante ello, el Corte dispuso que las instancias ordinarias tuvieran en cuenta que la situación del actor se encontraba contemplada en las excepciones al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública establecidas por la resolución 73/02 del Ministerio de Economía.En el caso, si bien la cámara admitió la solicitud formulada por el Estado Nacional para que le fueran restituidas las sumas que entregó en cumplimiento de la medida precautoria dispuesta, y posteriormente levantada, lo hizo con la salvedad de que esa devolución debía hacerse previa deducción de lo que correspondiera percibir a la actora de acuerdo con las modalidades previstas por los decretos 214/02 y 471/02, y las resoluciones 73/02 y 350/02 del Ministerio de Economía.Sin embargo, la cámara omitió considerar que los bonos externos globales 11,75% 2015 y 11,375% 2017 de propiedad de la actora son títulos públicos que están regidos por la legislación extranjera, a los que no les resulta aplicable la conversión a pesos dispuesta por el decreto 471/02 (resolución 50/02 del Ministerio de Economía) y respecto de los cuales,tal como señaló el Tribunal en L. 53, L. XLVII,"Lavorato, Norma Elsa y otra c/ EN M° Economía s/ Amparo", no están contempladas situaciones de excepción al diferimiento de los pagos de los servicios financieros de la deuda pública nacional (decreto 1.310/04). "


    Lencina, Audelina y otros c/ PEN s/ Amparo


    L367,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Leyes de Emergencia


    Demanda por cobro del Fondo Compensador de Jubilaciones y Pensiones y contribuciones establecidas en el Convenio Colectivo de Trabajo N° 36/75. Trabajadores de empresas de electricidad. Laudo 22/90: emergencia económica, suspensión de clausulas convencionales. Disposición 124/2006 de la Dirección Nacional de Relaciones del Trabajo: aplicación del laudo solo al sector público.


    "La apelante no ha logrado demostrar la arbitrariedad del pronunciamiento apelado que consideró que la cooperativa demandada, en su carácter de sujeto de derecho privado, no se encuentra comprendida por los alcances del laudo. En efecto, el tribunal enfatizó que ese laudo fue dictado en el marco de normas de emergencia destinadas a superar la crisis del sector público (Ley de Emergencia Administrativa y Reforma del Estado, ley 23.696; Ley de Emergencia Económica, ley 23.697; y Decreto de Racionalización del Estado, decreto 1757/90). Por ello, el tribunal entendió que la demandada no está alcanzada por las disposiciones de carácter extraordinario dictadas por el Subdirector Nacional de Relaciones Laborales.En los considerandos del laudo se alude que se propicia la suspensión de las clausulas convencionales que atenten contra la productividad y/o dificulten o impidan el normal ejercicio de poder de dirección y administración empresaria por parte del Estado en su carácter de empleador.La disposición 124/2006 de la Dirección Nacional de Relaciones del Trabajo fue dictada en virtud de las dificultades planteadas por la FATLyF en relación a la aplicación integral del CCT 36/75 en el ámbito de la Provincia de Córdoba a raíz del dictado de diversas decisiones judiciales. Allí, se aclaró que el laudo 22/90 no comprendió a las compañías eléctricas del sector privado de dicha provincia, respecto de las cuales tiene plena vigencia el CCT 36/75."


    Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza (F.A.T.L.Y.F.) c/ Cooperativa de Electricidad de San Agustin Limitada s/ Laboral - recurso de casación


    F625,XLVII-10 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen del Servicio Exterior de la Nación. Ley 20.957. Decreto 1.090/92. Pagos del Estado alcanzados por normas de emergencia. Ley 25.561 de emergencia pública. Decreto 214/02 (ratificado por art. 64 de la ley 25.967). Pesificación de obligaciones de dar sumas de dinero. Decreto 320/02.


    "El tema en debate consiste en determinar si corresponde aplicar a los pagos realizados por el Estado Nacional, en concepto de diferencias de haberes adeudados con anterioridad a la vigencia de la ley 25.561, las normas de emergencia.El Estado Nacional debía sumas de dinero a la demandada con motivo de una relación de empleo público; la accionada se hallaba sometida al régimen especial para el personal del Servicio Exterior de la Nación (ley 20.957, sus modificatorias, reglamentarias y complementarias); los pagos tuvieron origen en diferencias salariales correspondientes a 2001 y que se abonaron con posterioridad, en 2002; y al momento del pago de las sumas reclamadas estaban vigentes las leyes de emergencia, cuya aplicación pretende el actor.En los últimos meses de 2001, a raíz de la crítica situación económica y financiera del Estado, se estableció la conversión a pesos de todas las deudas en moneda extranjera existentes a la fecha de entrada en vigor de la ley 25.561, cualquiera fuera su origen y que estuvieran en debate tanto en el ámbito judicial como extrajudicial. El fundamento de las leyes de emergencia es la necesidad de poner fin o remediar situaciones de gravedad que obligan a intervenir en el orden patrimonial, como una forma de hacer posible el cumplimiento de lasobligaciones, a la vez que atenuar su gravitación negativa sobre el orden económico e institucional y la sociedad ensu conjunto.La adecuada interpretación de las disposiciones citadas y la finalidad que inspiró su sanción, impone concluir que más allá del régimen legal particular al que se hallaba sometido el personal del Servicio Exterior al 2002, las deudas contraídas por el Estado con esos agentes quedaron insertas en el plexo normativo de emergencia - ley 25.561 y decretos 214/02 y 320/02- de manera tal que se vieron afectados por las citadas normas del mismo modo que los depositantes de las entidades financieras."


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Int.yCulto c/ Merega, Silvia María s/ Proceso de conocimiento


    E300,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Moneda y Régimen Bancario


    Demanda por daños y perjuicios. Sentencia de segunda instancia que ordena pagar en moneda extranjera. Prohibición de toda actualización monetaria. Orden público.


    En los artículos 7 y 10 de la ley 23.928, modificados por el artículo 4 de la ley 25.561, se establece la prohibición de toda actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, haya o no mora del deudor.Esas normas son de orden público (art. 19, ley 25.561) y fueron dictadas en el marco de las atribuciones que el Congreso Nacional posee en cuestiones de soberanía monetaria, según lo dispone el artículo 75, inciso 11, de la Constitución Nacional.Además, dicha prohibición ha sido sostenida por la jurisprudencia de la Corte Suprema, que ha destacado que el principio nominalista -consagrado en el artículo 619 del Código Civil para las obligaciones de dar sumas de dinero-y el repudio a todo tipo de reajuste o actualización monetaria fueron explícitamente reiterados por los artículos 7 y 10 de la ley 23.928.En el pronunciamiento impugnado, la cámara ordenó pagar la mayor parte de la indemnización en moneda extranjera, lo que importa prever un mecanismo de ajuste y equivalencia con la moneda de curso legal, susceptible de aplicarse en la fecha en que se efectivizara el pago, ello no es compatible con las previsiones citadas, máxime teniendo en cuenta que la parte actora demandó únicamente en moneda nacional.


    Servicios Portuarios S.A. c/ H.I.E. Argener S.A. s/ Indemnización de servidumbre de electroducto


    S338,XLVIII-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Poder Impositivo y Coparticipación


    Acción de amparo. Demanda contra Provincia de La Rioja. Arts. 168 y 173 de la Constitución local y art. 9°, pto. g), de la ley 23.548. Régimen de coparticipación federal de impuestos. Arbitrariedad de la sentencia: garantía del debido proceso legal, art. 18 de la Constitución Nacional.


    "El sistema de coparticipación constituye una herramienta indispensable del federalismo fiscal argentino, de ya larga tradición en nuestro derecho positivo, inaugurada en 1935 (...) y que su función primera es contribuir al logro de la coordinación vertical de competencias tributarias entre los distintos niveles de gobierno de nuestro Estado federal (art. 1° de la Constitución Nacional).Paralelamente, también debe ponerse de manifiesto que en el art. 9° de la ley 23.548, actualmente en vigor, se establece una serie de obligaciones que asumen las provincias que adhieren voluntariamente a su régimen -por sí y por sus municipios-, entre las cuales cabe aquíremarcar la de su pto. g), en cuanto cada provincia"se obliga a establecer un sistema de distribución de los ingresos que se originen en esta Ley para los municipios de su jurisdicción, el cual deberá estructurarse asegurando la fijación objetiva de los índices de distribución y la remisión automática y quincenal de los fondos".El límite fundamental para determinar el ámbito de legitimidad de las autonomías de los municipios en los órdenes institucional, político, administrativo y financiero se encuentra en el principio de razonabilidad contenido en el art. 28 de la Ley Fundamental, en virtud del cual las constituciones provinciales no pueden, bajo la apariencia de reglamentar tal autonomía, transponer los límites de lo racional y razonable para la vigencia efectiva de los municipios y que si bien lo atinente a imponer un alcance determinado a la autonomía municipal es atribución del constituyente provincial, una vez ejercido ese poder, las autoridades constituidas deben respetar el grado de autonomía asignado a losdiferentes niveles de gobierno.Con el trasfondo del marco referido la sentencia resulta pasible de la tacha de arbitrariedad, a la luz de la señera doctrina del Tribunal sobre tal vicio, toda vez que ha procedido a desestimar in limine la demanda -sin al menos dar traslado de ella y, en consecuencia, sin permitir siquiera la traba de la litis- por razones sustanciales, tornándola además definitiva para la quejosa, puesto que le impedirá a ésta volver a plantear el asunto en otro momento.Todo aquel a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos está amparado por la garantía del debido proceso legal consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante; ya que en todo caso media interés institucional en reparar el agravio, si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puestoque ésta concede a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate."


    Intendente Municipal Capital s/ Amparo


    I150,XLVIII-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra una provincia. Pretensión de inconstitucionalidad del impuesto sobre los ingresos brutos. Actividad de transporte interjurisdiccional. Tarifa fijada por la autoridad nacional. Contribuyente del impuesto a las ganancias. Improcedencia doble imposición. Examen de las pruebas de la causa. Improcedencia de la pretensión fiscal local.


    "La Corte invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos casos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias. Sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable - por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial - su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°,inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20.221 (texto según ley 22.006; actualmente, art. 9°, inc. b, de la ley 23.548) y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta aimposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias (ley 20.628 y modificatorias), la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a las reglas señaladas precedentemente.Determinar si, en el caso, las tarifas fijadas por la autoridad nacional contemplaron o no el impuesto en cuestión, si la actora se encontró realmente imposibilitada de trasladar esa carga tributaria y si revestía el carácter de contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias, remite ineludiblemente al examen y valoración de las pruebas rendidas en autos, tema que resulta ajeno al dictamen, que debe circunscribirse a las cuestiones de índole federal."


    Empresa Argentina de Servicios Públicos S.A.T.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    E256,XLVI-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Demanda contra la Provincia de Corrientes. Pretensión fiscal de gravar con el impuesto de ingresos brutos actividad realizada a extramuros de sus límites territoriales.


    "No es objetable la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 -hoy art. 126- de la Constitución; siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña.Empero, estas facultades de imponercontribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña han de ser ejercidas por las provincias y sus municipios sobre aquellas actividades creadoras de riqueza que se producen dentro del ámbito físico de sus respectivos Estados pues, cuando ellas gravan operaciones realizadas fuera de sus territorios, exceden el ámbito de sus potestadese invaden otras jurisdicciones.La postura de la demandada es inaceptable, pues -bajo el argumento de que el cliente de Telecom Argentina S.A. está domiciliado en la Provincia- intenta gravar una porción de la actividad realizada por el contribuyente a extramuros de sus límites territoriales, incurriendo en un desborde de su poder de imposición.Es que lo decisivo para permitir a cada provincia el cobro del impuesto sobre los ingresos brutos es el ejercicio -total o parcial- de la"actividad" habitual y con fin de lucro dentro de su territorio, siendo irrelevante que los "ingresos" de esa actividad provengan de clientes ubicados en su propio territorio o fuera de él. La primera constituye el"hecho imponible", que determina y da origen a la obligación tributaria, mientras que los segundossólo son su "base" o medida de la imposición, lo que no es más que el elemento a tener en cuenta para cuantificar el monto de dicha obligación."


    Telecom Argentina S.A. c/ Corrientes, Provincia de s/ Acción declarativa


    T4,XLVII-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Acción entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Régimen de coparticipación federal de impuestos. Derechos de exportación. Menor percepción de alícuota por ser tributos no coparticipables, al estar exentos del régimen del impuesto a la ganancia. Falta de legitimación activa: inexistencia de interés concreto en el dictado de un pronunciamiento judicial. Rechazo de demanda.


    La Provincia de San Luis cuestiona la conducta del Estado Nacional, en el marco del sistema de coparticipación federal de impuestos, aduciendo -en síntesis que ella ha recibido una suma menor que la que le corresponde debido a la incidencia de los derechos de exportación aplicados por éste desde el año 2002 hasta la fecha, tributos que no se coparticipan.La causa de esa negativa repercusión, a su juicio, radica en que aquellos contribuyentes vinculados con la producción de bienes exportados, o con la misma exportación de tales bienes, tras ser incididos por tales aranceles al momento de vender sus productos al exterior, al ver mermado el precio que reciben en definitiva por ellos, obtienen una menor rentabilidad y, por consiguiente, pagan una suma menor por el impuesto a las ganancias (recurso que sí es coparticipable).Si bien al momento de interponer la demanda la provincia de San Luis pudo lucir una posición que, prima facie, no la privaba claramente de legitimación para esgrimir la pretensión que dedujo frente al Estado Nacional, no es menos cierto que, ahora y con los elementos aportados por ella en estos autos, resulta claro que no ostenta tal imprescindible requisito procesal para perseguir el objetivo reclamado en su demanda, por no haber demostrado tener un interés concreto en el dictado de un pronunciamiento judicial que la beneficie -o perjudique-, que remueva -o no- el obstáculo al que atribuye la lesión de los derechos invocados. El ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio -la afectación de un interés jurídicamente protegido-, de orden personal, particularizado, concreto y además susceptible de tratamiento judicial, recaudos que han de ser examinados con particular rigor cuando se pretende debatir la constitucionalidad de un acto celebrado por alguno de los otros poderes del EstadoNo puede afirmarse con éxito que, de no haber establecido el Estado Nacional tales tributos sobre las exportaciones desde 2002 a la fecha, la recaudación del impuesto a las ganancias de cada uno de los ejercicios fiscales comprendidos en esta causa hubiera sido superior a la efectivamente lograda.Si bien le quedaba a la actora la carga de demostrar esa necesaria relación de causalidad, su labor probatoria no ha logrado establecerla ni siquiera de manera indiciaria o con un grado mínimo de certidumbre que la alejara de la mera probabilidad. Y ello resulta fatal para su pretensión de entablar una contienda.No se observa que el efectivo acaecimiento del daño alegado haya sido demostrado fehacientemente, como era menester, es decir que hubiera habido una recaudación menor a la eventualmente esperada en el impuesto a las ganancias para todos y cada uno de los ejercicios fiscales aquí involucrados. No hay acreditación cabal e indubitable del daño que se alegó (menor recaudación del gravamen señalado que conformara una masa coparticipable inferior a la esperada).Aún cuando se prescindiera de la prueba del perjuicio concreto alegado, tampoco se ha demostrado que existiera la preceptiva relación de causa a efecto entre ese supuesto daño (menor recaudación en el impuesto a las ganancias) y las normas impugnadas como inconstitucionales (las que establecen derechos de exportación), es decir, que el menoscabo patrimonial que alega experimentar sea causado única, necesaria y sin lugar a dudas, por el dictado de tales normas, a las cuales atribuyó, con carácter exclusivo, la distorsión a la baja en la renta neta sujeta a impuestode los agentes económicos.No puede reconocerse a la demandante una legitimación suficiente para pretender el objeto aquí pretendido pues, de lo contrario,toda otra persona que alegase o experimentara un daño, cualquiera que fuera éste, estaría en similares condiciones para accionar aun cuando no demostrara que el perjuicio sufrido es consecuencia (remota, mediata o inmediata) del dictado de las normas cuya validez cuestiona, lo cual desembocaría, irremisiblemente, en una suerte de acción popular o abstracta de inconstitucionalidad, sistema de control de normas excluidode la esfera judicial federal.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativade inconstitucionalidad y cobro


    S345,XLIV-10 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Impuesto a las ganancias: obligación de retención. Art. 40 de la ley 20.628. Principios de una razonable y discreta interpretación. Prueba testimonial rendida en sede administrativa: cuestión ajena al recurso extraordinario. Carácter excepcional de la arbitrariedad.


    "Resulta evidente que la actora pretende ajustarse rígidamente al término "gasto" empleado para el precepto, para diferenciarlo del"costo de los bienesde cambio" y colocar a este último concepto fuera de su alcance.Sin embargo, no corresponde someterse a esta singular pauta gramatical en desmedro de la racionalidad de la norma, máxime cuando no existen elementos que permitan afirmar que medió la voluntad del legislador en ese sentido.En lo referido a la voluntad del legislador, no puede pasar desapercibido que, cuando en el año 1946 el Ministerio de Hacienda elevó el proyecto para modificar la ley del entonces impuesto a los réditos -ley 11.682-, propiciando la incorporación de la norma que actualmente se ubica en el art.40 de la ley 20.628, sostuvo:"El sistema que consagra este artículo, da facultad a la Dirección para impugnar la deducción de un pago, cuando sobre el mismo debió actuarse como agente de retención y no se cumplió con esa obligación... Ha parecido lógico impedir que el responsable practique deducciones vinculadas con obligaciones fiscales alas que no ha dado cumplimiento" ("Modificación de las leyes 11.682 T.O., 11.683 T.O. y decreto ley 18.229/43. Creación del impuesto a las ganancias eventuales. Texto y comentario de las nuevas disposiciones", Buenos Aires,1946, Ed. oficial, pág. 60/61).De aquí se colige, sin hesitación, que el propósito de la reforma fue castigar todo tipo de deducción que los contribuyentes pretendieran efectuar sin haber practicado la retención del impuesto a las ganancias correspondiente, sin que en momento alguno se excluya o se prevea un tratamiento diferencial para las adquisiciones de los bienes de cambio.Esta intención del legislador, a la que corresponde dar pleno efecto, corrobora la improcedencia de la diferenciación quepretende establecer la actora.Por ello, y contrariamente a lo sostenido por la apelante, el Fisco puede impugnar la deducción del gasto para sancionar la omisión del contribuyente de actuar como agente de retención, en los términos del art. 40 de la ley del impuesto a las ganancias, sin que ello implique desconocer la veracidad de las compras realizadas por el contribuyente ni tampoco incurrir en una contradicción con sus propios actos."


    SanJuan S.A. (TF 29.974-I) c/ DGI


    S306,XLIX-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Impuestos sobre débitos y créditos. Determinación de oficio. Pretendida inconstitucionalidad del art. 1, inc.c, ley 25.413. Resolución 1135/01 AFIP. Alcances del hecho imponible. Principio delegalidad en materia tributaria. Sistema de pago organizado. Intereses y multa por infracción: cuestión propia de los jueces de la causa.


    "El debido resguardo del principio de legalidad en materia tributaria, dispone que sólo el Congreso de la Nación se encuentra facultado para crear impuestos, contribuciones y tasas y, en consecuencia, para determinar todos los elementos estructurales de los tributos (arts. 4, 17, 52, 75, incs. 1 y 2, y 99, inc. 3, dela Constitución Nacional). Sin embargo, ello no obsta al ejercicio del poder reglamentario propio del Poder Ejecutivo o de un cuerpo administrativo a fin de definir los pormenores de la obligación tributaria, siempre y cuando la política legislativa haya sido claramente establecida por el Poder Legislativo. En este sentido, las normas dictadas por el Poder Ejecutivo"no importan una delegación propia de facultades legislativas, sino un ejercicio, condicionado y dirigido al cumplimiento de las formalidades queridas por el legislador, de una actividad normativa circunscripta a los límites de la ley enla que encuentra su fuente".En este caso, el hecho imponible, los sujetos, los criterios de medición y las exenciones fueron establecidos por el Congreso de la Nación tal como surge de los arts. 1 y 2 de la ley 25.413, modificada por la ley 25.453. Por su parte, la resolución general 1135/01 de la Administración Federal de Ingresos Públicos, al establecer que los movimientos de fondos gravados por la ley son aquellos efectuados en el marco de sistemas de pago organizados y en ejercicio de actividades económicas, no modificó uno de los elementos esenciales del tributo, ni extendió el hecho imponible creado por ley a un hecho imponible distinto y nuevo. Por el contrario, precisó el alcance del hecho imponible establecido en el art. 1, inc.c, que fue dictado por el Congreso de la Nación a fin de gravar las operaciones que se presume que fueron realizadas para reemplazar el uso de cuentas bancarias conpropósitos de evasiónfiscal.De este modo, el impuesto establecido en el art. 1, inciso c, de la ley 25.413 no es violatorio del principio de legalidad en materia tributaria.El hecho imponible establecido en el art. 1, inciso c, de la ley 25.413, grava todos los movimientos de fondos, por cuenta propia o de terceros, aún en efectivo, que realice cualquier persona a través de sistemas de pago organizados y en ejercicio de una actividad económica.El “sistema de pago organizado” es una mecánica de pago implementada con cierta habitualidad con el objeto de reemplazar el uso de cuentas bancarias en el ejercicio de una actividad económica.Como ocurre en el sub lite, el depósito de efectivo en la cuenta bancaria de un proveedor es uno de los medios de pago expresamente autorizados por el art.1, inciso 1, de la ley 25.345.La determinación de oficio se llevó a cabo en virtud de que la actora realizó pagos en efectivo en la respectiva cuenta corriente de su principal proveedora, a través de un sistema de pago organizado y en ejercicio de una actividad económica. Por consiguiente, habiéndose configurado el hecho imponible del art. 1, inciso c, se encuentra alcanzada por el impuesto establecido por la ley 25.413. En este marco, la decisión apelada no importa obligar a la actora a adoptar un comportamiento que implica un costo impositivo más alto. En tanto se encuentra obligada a ingresar el impuesto correspondiente, no puede elegir si ajustar su comportamiento a derecho o no, ya que rige el principio de obligatoriedad en materia tributaria.Por último, las cuestiones planteadas respecto de la procedencia de los intereses y la multa impuesta se relacionan, en este caso, con cuestiones de hecho y prueba, que son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria."


    Máxima Energía S.R.L. (TF 30045-I) c/ DGI


    M438,XLVIII-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Impugnación de declaración jurada en impuesto a las ganancias (ley 20.628 y modif.). Rechazo. Compra de paquete accionario. Financiación con obligaciones negociables. Art. 80 y cc de la ley del gravamen. Gastos deducibles. Art. 36 y cc de la ley 23.576:carácter especial de la norma.Falta de demostración de causales de exclusión del "beneficio impositivo" del art. 37 de la ley 23.576."


    "El principio general relativo a la deducibilidad de los gastos aparece establecido en el art. 17 de la ley del gravamen, en cuanto preceptúa que para establecer la ganancia neta se restarán de la ganancia bruta los gastos necesarios para obtenerla o, en su caso, mantener y conservar la fuente, si bien lo condiciona a que los demás preceptos de la ley lo admitan y en las condiciones en que lo hagan. Y, en el caso de la actora, que es un sujeto del art. 69 de la ley del gravamen, no debe dejar de tenerse presente que sus ganancias están alcanzadas en los términosdel inc. 2) de su art. 2°.Por su parte, el art. 80 de esa leyreafirma tal principio general.El principio general reposa en la facultad del contribuyente de deducir la totalidad de los gastos que ha efectuado para obtener, mantener y conservar sus ganancias gravadas, y que las restricciones a esta regla general deben estar "expresamente" legisladas. De esta forma se obtiene la ganancia neta que constituye el objeto del impuesto, esto es la renta bruta menos los gastos necesarios para su obtención y mantenimiento.El inc. a) del art. 81 de la ley del gravamen indica que los intereses de las deudas y sus respectivas actualizaciones son un gasto deducible, como así también los gastos originados por la constitución, renovación y cancelación de aquéllas.Bajo esta perspectiva, nada se halla en la exposición de hechos que lleve a concluir que la operación realizada pueda considerarse ajena al giro comercial de la actora, como así tampoco que, en consecuencia, los gastos que ella irrogó no puedan ser lógicamente deducidos enel balance fiscal de la firma.No son atendibles los argumentos del Fisco en cuanto a que los gastos referidos "no poseen la vinculación necesaria con la fuente productora de beneficios" o bien que "los ingresos obtenidos como consecuencia de tales pasivos, no fueron volcados al capital de trabajo o a actividades generadoras de beneficios gravados", y menos aún que debido a la fusión realizada"la contribuyente no tuvo siquiera oportunidad de percibir dividendo alguno de Compañía AmericanadeSupermercados S.A.".En efecto, se trató de una operación comercial llevada a cabo por la empresa dentro de su objeto societario, y que con independencia de la consideración relativa a su oportunidad o eficacia desde el punto de vista financiero o comercial, se trata de decisiones empresarias que permanecen al margen de todo reproche fiscal.Al mismo resultado se llega dada la particular forma de endeudamiento que realizó la actora, consistente en financiarse mediante la emisión de obligaciones negociables, dentro del marco de la ley 23.576 (con las modificaciones de la ley 23.962).En tales condiciones, la aplicación de estos preceptos lleva a concluir también que la deducción del gasto en la gabela fue realizada por la actora conforme a derecho, toda vez que la AFIP no ha invocado, ni mucho menos demostrado, que se hayan configurado en la especie las causales de exclusiónde este "beneficio impositivo", establecidas en el segundo párrafo del citado art. 37 de la ley 23.576."


    Inc S.A. (TF 24746-1) c/ DGI


    I88,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Ley de Impuesto al Valor Agregado (23.349). Quitas respecto al precio neto. Quitas concursales: obedecen a otra razón, ulterior yajena a ese precio neto. Excluir del IVA a las quitas concursales no afecta la neutralidad del tributo.


    "El término "quitas", establecido en el art. 11 de la ley de IVA (23.349, t. o. por decreto 280 /97), seguido de las indicaciones "que respecto del precio neto, se logren (...)" no puede ser entendido como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que la sucesión entre ambos indica que únicamente incrementan el débito fiscal aquellos descuentos o reducciones de precio logrados -entre otros requisitos- "respecto del precio neto" de la venta, locación o prestación gravada. Y ese "precio neto", como lo señala el recurrente, no es otro que el definido por el art. 10 de la ley como aquel que resulta de la factura o documento equivalente extendido por los obligados al ingreso del impuesto.Por ello, las "quitas concursales" son un concepto distinto de aquél, que no aumentan el débito fiscal del contribuyente que las ha obtenido, pues ellas no han sido logradas"respecto del precioneto" de la compra, de la locación o de la prestación, sino que obedecen a otra razón, ulterior y ajena a ese "precio neto", como es el "crédito verificado" a aquellos proveedores que debieron presentarse en el proceso judicial para requerir el pago de los importes adeudados (arts. 32 y cc., ley 24.522).En tal sentido, no puede decirse que excluir del IVA a las quitas concursales afectaría la neutralidad del tributo, por cuanto éstas inciden en el valor agregado efectivamente obtenido por cada unidad económica.Aun con sustento en la pretendida neutralidad del impuesto, de la definición taxativa de la base imponible prevista por la ley se exhibe en pugna con el principio constitucional de legalidad del tributo, puesto que ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos constitucionales, esto es, válidamente creada por el único poder del Estadoinvestido de tales atribuciones, de conformidad con los artículos 4, 17, 52 y 75 de la Constitución Nacional."


    Celulosa Campana S.A. (TF 29047-I) c/ DGI


    C226,XLIX-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensa inconstitucionalidad de la ley 25.232. Pretensión de cobro del impuesto a los automotores: excepciones de falta de legitimación pasiva. Fallos: 331:1412. Ausencia de arbitrariedad.


    La Corte consideró que la ley 25.232 contrariaba lo dispuesto por los arts. 75, inc. 12, y 121 de la Constitución Nacional, en tanto no regulaba un aspecto sustantivo del derecho de fondo, sino que se incorporaba a la relación obligacional que une al contribuyente con el Fisco local, nacida -precisamente- como consecuencia del alcance del derecho de dominio sobre los automotores, ya definido por la autoridad nacional. Y agregó que esa inferencia era efectuada con el único propósito de desplazar a uno de los sujetos pasivos posibles, que en el caso era el titular del dominio sobre la riqueza gravada (la propiedad del vehículo), impidiendo que el Fisco local persiguiera elcobro de la gabela sobre éste.Dadas las concretas circunstancias de esta causa, no puede realizarse una aplicación mecánica de la doctrina de ese precedente, toda vez que a los fundamentos dados por el Superior Tribunal de Justicia local con relación a la necesidad de aplicar al sub judice lo normado por el legislador nacional en el precepto impugnado se suma otro hecho que no puede pasar desapercibido.Tal hecho importa haber dado también cumplimiento a lo normado por los arts. 2y cc.dela ley 1.284, del impuesto sobre los automotores, en cuanto “Los titulares de dominio pueden liberar su responsabilidad tributaria mediante la presentación de la Denuncia de Venta, emitida por elRegistro Nacional de la Propiedad del Automotor (Decreto Ley N° 6582/58)”.Por tales motivos, queda despejada toda duda que pudiera caber con relación a la arbitrariedad endilgada a la decisión, que cuenta con suficiente sustento para ser confirmada, y torna inoficioso el estudio de los agravios relativos a la inconstitucionalidad de la ley 25.232.


    Dirección General de Rentas c/ Vouillat, Carlos Alberto s/ Ejecutivo


    D517,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Regulación del Comercio


    Acción declarativa de certeza. Comercialización de hidrocarburos. Pretensión de cobro de regalías por parte de la provincia. Cumplimiento de requisitos del art. 322 del CPCCN. Contenido y alcance del art. 6 de la ley 25.561. Remisión a lo dictaminado en Y. 49, L. XLIII,"YPF S.A. c/ Mendoza, Provincia de y otro s/ acción declarativa de certeza".


    "La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "caso" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.Se encuentran reunidos los requisitos establecidos por el art. 322 del CPCCN, pues ha mediado una actividad explícitade la demandada, dirigida a la "percepción" de las regalías hidrocarburíferas que estima adeudadas.En efecto, el texto de las cartas documento indican que la autoridad provincial exigió - otorgando un plazo de quince días - el pago de los importes allí detallados, conmás los intereses y accesorios, bajo apercibimiento de iniciar acciones judiciales. Ello representa una conducta manifiesta, dirigida al cobro de su acreencia."


    Alianza Petrolera Argentina S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción


    A807,XLVI-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza. Comercialización de productos cosméticos, de higiene personal y perfumes. Presunta obstaculización del comercio interjurisdiccional. Régimen de inscripción, aprobación fiscalización y control: pretensión de inconstitucionalidad del decreto 321/87 de laProvincia de Buenos Aires. Cumplimiento de los requisitos del art. 322 del CPCCN. Remisión a lo resuelto en la causa C. 721, L. XXXIX.


    "La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental.Se encuentran reunidos los requisitos establecidos en el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a tenor de la documentación aportada como prueba, la que da cuenta de las observaciones y modificaciones formuladas por el Laboratorio Central de la Provincia de Buenos Aires en los proyectos de rótulos y empaques presentados por la actora a fin de poder comercializar sus productos en el ámbito de la provincia de Buenos Aires.Se evidencia así, la conducta del poder administrador provincial que, al imponer el cumplimiento de lo prescripto en el decreto 321/87, pone en peligro el derecho que la actora intenta ejercer, forzándola aadoptar criterios discordantes con los fijados en la normativa federal, bajo la cual ya había obtenido la autorización de sus productos requerida para aquel fin. Ello la coloca en un"estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica", entendiéndose por tal a aquella que es "concreta" al momento de dictarse el fallo por existir un interés legítimo suficiente y carecer de otras vías procesales aptas para resguardar su derecho."


    Reckitt Benckiser Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    R146,XLV-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Juicio Político


    Remoción mediante juicio político. Errónea interpretación de la ley 24.018. Asignación especial: móvil, vitalicia e inembargable. Requisitos para acceder al beneficio. Pretendida inconstitucionalidad del art. 29.


    La sentencia apelada se fundó en una errónea interpretación del derecho federal en juego en cuanto concedió al actor, que fue removido mediante juicio político de su cargo de Juez de la Corte Suprema, un derecho a recibir en forma vitalicia la asignación especial prevista en los artículos 2 y 3 de la ley 24.018.Dicha asignación, que no tiene carácter contributivo, constituye una gracia otorgada en reconocimiento del mérito y del honor. El artículo 29 de la ley 24.018, que establece que los beneficios previstos en esa norma no alcanzan a quienes sean removidos por mal desempeño de sus funciones, procura asegurar que se satisfaga la finalidad de tal asignación, a saber, gratificar a quien desempeñó con idoneidad una función de gran relevancia para la satisfacción de los interesescolectivos de la Nación. De este modo, la inteligencia del artículo 29 de la ley 24.018 de acuerdo con sus fines indica que la no remoción del cargo constituye una condición esencial para acceder a ese beneficio extraordinario, que se integra a los recaudos previstos en los artículos 2 y 3 de la citada norma. La existencia del requisito previsto en el artículo 29 asegura, así, la satisfacción de la intención del Congreso de la Naciónal crear la gracia en cuestión.Para acceder al beneficio extraordinario no es suficiente con haberse desempeñado por cuatro años como Juez de la Corte Suprema, sino que se requiere, además, haberlo hecho con idoneidad.En este contexto interpretativo, el artículo 29 de la ley 24.018 en cuanto sujeta el pago de la asignación especial a que el beneficiario no sea removido del cargo no contradice el artículo 60 de la Constitución Nacional en tanto no prevé, como erradamente entendió el tribunal a quo, una sanción que es impuesta al actora través del juicio político.Por otro lado, el artículo 29 tampoco vulnera el derecho de propiedad del actor previsto en el artículo 17 de la Constitución Nacional en tanto éste no cumplió uno de los requisitos sustanciales para acceder al beneficio extraordinario, y esa condición luce razonable y se adecúa a la naturaleza del beneficio legal.En suma, la sentencia apelada se fundó en una interpretación errónea del artículo 29 de la ley 24.018 cuando concluyó que éste vulnera la Constitución Nacional y en cuanto otorgó al actor un premio al mérito a pesar de que fue removido del cargo de Juez de la Corte Suprema por mal desempeño de sus funciones.Luego, la inteligencia del artículo 29 de la ley 24.018 en consonancia con lo expuesto, y con las garantías constitucionales imperantes en el ámbito de los derechos previsionales (art. 14 bis, Constitución Nacional e instrumentos internacionales concordantes) y la doctrina de la Corte Suprema en relación con la determinación de derechos de esa índole demandareconocer al actor el haber jubilatorio previsto en el capítulo II de la ley 24.018. Ese haber no tiene relación con el mérito de la actividad laboral desarrollada, sino que es otorgado en razón de la edad del beneficiario, los 30 años de servicio y, en particular, los veinte años de aportes en los términos de la citada ley (art. 9, ley 24.018), que dispone aportes diferenciales del doce por ciento sobre el total de la remuneración (art. 31, ley 24.018), que están destinados a financiar el pago de esos haberes jubilatorios. Una exégesis distinta del artículo 29 de la ley 24.018 resultaría violatoria de los derechos constitucionales a la seguridad social en cuanto le impediría al actor y a sus causahabientes acceder a la jubilación ante la contingencia de los riesgos de vejez, invalidez o fallecimiento, que esos derechos están específicamente destinados a cubrir. En este sentido, cabe recordar que el artículo 14 bis de la Constitución Nacional establece la obligación del Estado de proveer beneficios de la seguridad social de carácter integral e irrenunciable, así como jubilaciones y pensiones móviles. El carácter de imprescriptible e irrenunciable de los derechos de la seguridad social ha sido destacado invariablemente por la Corte Suprema.


    Boggiano, Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social s/ Otros


    B793,XLVIII-27 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Política Internacional


    Impuestos. Ingresos brutos. Acuerdo por Notas Reversales para evitar la doble imposición de las rentas provenientes de la navegación marítima, fluvial y aérea. Ley convenio 23.548: requisitos para su aplicación. Transporte interjurisdiccional. Empresas constituidas en el exterior. Reciprocidad internacional. Aplicación degravámenes reservada al país en el cual estén constituidas las empresas. Acuerdosinternacionales simplificados:"acuerdos ejecutivos”, práctica internacional de carácter habitual: válidos sin intervención del Congreso Nacional en su formación. Compromiso del Estado Nacional. Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados."


    "La ley convenio 23.548, en su art. 9, inc. b), punto I, párrafo 7°, establece, con relación al impuesto local sobre los ingresos brutos, que"en materia de transporte interjurisdiccional efectuado por empresas constituidas en el exterior, en Estados con los cuales el país tenga suscriptos o suscriba acuerdos o convenios para evitar la doble imposición en la materia, de los que surja, a condición de reciprocidad, que la aplicación de gravámenes queda reservada únicamente al país en el cual estén constituidas las empresas,no podrá aplicarse el impuesto".Con respecto a los preceptos contenidos punto I del art. 9 de la ley de coparticipación federal, ha sostenido la Corte (fallos: 321: 358), si bien con referencia al impuesto de sellos, en su regulación contenida en el punto II de ese mismo art. 9,que setrata de"características básicas" a las que se deberán ajustar las leyes del impuesto sobre los ingresos brutos que establezcan las jurisdicciones locales partes en la ley-convenio, sin que puedan ser consideradas meras pautas "orientadoras". Y agregó que su finalidad es evitar la regulación dispar del impuesto local en las distintas provincias, y que"la ratio legis inspiradora de la fijación original de las pautas caracterizadoras de los gravámenes estuvo orientada a restringir dentro de cauces uniformes el ejercicio del poder tributario local, en vistas a obtener un mínimo de homogeneidad en la imposición autorizada".Bajo este precepto voluntariamente asumido por las jurisdicciones adheridas al régimen de la ley 23.548, los requisitos para su aplicación son: 1) que se trate de transporte internacional efectuado por empresas constituidas enel exterior; 2) que la Nación tenga suscriptos o suscriba "acuerdos" o "convenios" para evitar la doble imposición, asignando la potestad de gravar al Estado en el cual está constituida la empresa; 3) que exista reciprocidad.En efecto, la actora es una empresa dedicada al transporte internacional y está constituida en el exterior, sin que sea necesario indagar acerca de la proveniencia de los aportes de capital ni sobre la residencia de sus eventuales accionistas o socios, lo que torna inoficioso el estudio del agravio de la demandada sobre dicho punto.Con relación al siguiente requisito,referido a la existencia de un "acuerdo" o "convenio" tendiente a evitar la doble imposición internacional en materia de transporte internacional, es imprescindible tomar en consideración el Acuerdo por Notas Reversales de 1950.Si bien no hay constancia en autos de que dicho tratado haya sido sometido al procedimiento establecido en su momento en la Constitución Nacional de 1949, similar al previsto en la actual en lo referido al trámite que incumbe al Congreso de la Nación en la ratificación de los acuerdos a los que llegue el Poder Ejecutivo nacional con las potencias extranjeras, no puede soslayarse que, como lo informa el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, dicho acuerdo se halla en vigor desde el 1 de enero de 1946 hasta la actualidad. Es decir, que el órgano encargado de llevar adelante las relaciones internacionales del país estima que es una norma quecompromete al Estado Nacional.Este tipo de acuerdos internacionales, logrados de manera simplificada, bajo ciertos recaudos, resultan válidos aun cuando no haya intervenido el Congreso Nacional en su formación. Ladoctrina los denomina acuerdos "ejecutivos", y reconoce su práctica, señalando que nuestro país ha hecho uso frecuente de ellos, conformando así una práctica internacional de carácter habitual.Por último, en lo que respecta al requisito de la reciprocidadde tratamiento prevista en ese Acuerdo, se encuentra fuera de debate que la República Oriental del Uruguay, Estado de constitución de la empresa actora, se abstiene de gravar con cualquier tributo sobre los ingresos o rentas a las empresas constituidas en la Argentina que desarrollan la actividad de transporte internacional, extremo que no fue controvertido en momento alguno por la demandada, y que permite tener por acreditado elrequisito de la reciprocidad.El Acuerdo se refiere, en lo que interesa al Estado Argentino, a que se obliga"a eximir del impuesto a los réditos y de todo otro impuesto sobre los beneficios".Tiene dicho el Tribunal que en materia de exenciones tributarias es constante el criterio conforme al cual ellas deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y que su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, puesto que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador.En tal orden de ideas, el impuesto sobre los ingresos brutos, si bien tiene por hecho imponible el ejercicio habitual y a título oneroso del comercio, industria, profesión, oficio, negocio, locaciones de bienes, obras o servicios, etc. (art. 150del código fiscal de la CiudadAutónoma de Buenos Aires), su base imponible está constituida por"los ingresos brutos devengados durante el periodo fiscal, por el ejercicio de la actividad gravada, salvo expresa disposición en contrario" (art. 174 de dicho código fiscal).Por ende, se trata de un impuesto que grava las rentas o beneficios obtenidos por un contribuyente, resultado al que también se llega por exclusión, ya que no puede colegirse, bajo punto de vista alguno, que sea un gravamen sobre actos de consumo o sobre la tenencia o posesión de un patrimonio.De esta manera, el impuesto en crisis resulta subsumible dentro de laprevisión del Acuerdo relativa a"todo otro impuesto sobre los beneficios", máxime cuando, como dijo la Corte con referencia a los tratados internacionales, ellos deben ser interpretados y cumplidos de buena fe (art. 31, inc. 1° de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados), sin que exista pauta hermenéutica alguna en aquél que permita marginar de su aplicación al impuesto local que grava los ingresos brutos de la empresa actora (Fallos: 330:2892).


    Pluna Líneas Aereas Uruguayas S.A. c/ Estado Nacional - D.G.Rentas yotro s/ Proceso de conocimiento


    P244,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Inmunidades.Expresión


    Interpretación de normas de la Constitución de Tucumán. Inmunidad personal de los legisladores. Mandato concluido. Ausencia de gravamen actual.


    "Cabe recordar que el artículo 63 de la Constitución de la provincia de Tucumán prevé que los legisladores"gozarán de completa inmunidad en su persona desde el día de su elección hasta que cesen en sus funciones...". En consecuencia, y frente a la circunstancia de que el mandato provincial se encuentra concluido, en la actualidad la nombrada no goza de la inmunidad en que se ha basado el planteo, sin que se adviertan razones para interpretar su alcance más allá del plazo establecido por la norma. Este criterio, además de observar los principios de hermenéutica que indican que todo privilegio debe ser interpretado restrictivamente para evitar que las situaciones excepcionales se conviertan en regla general, guarda coherencia con la letra de la misma Constitución que,al regular en su artículo 62 la inmunidad de expresión de los legisladores, le confirió una permanencia que sí excede la duraciónde su mandato al disponer que" ... no serán nunca molestados por los votos que constitucionalmente emitan y opiniones que manifiesten en el desempeño de sus cargos dentro y fuera del recinto legislativo". En tales condiciones y toda vez que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales importa la del poder juzgar, el planteo carece del requisito de gravamen actual. De modo análogo al indicado, en el precedente de Fallos:327:4080 la Corte sostuvo que"si el querellado ha cesado en el ejercicio de su mandato de diputado nacional, la controversia suscitada acerca de la posibilidad de someter a proceso a un legislador nacional, en orden a la inmunidad consagrada en el artículo 68 de la Constitución Nacional, ha quedado agotada". Por ello, toda vez que las sentencias de la Corte deben ceñirse a las circunstancias dadas al momento de su dictado aunque sean sobrevinientes a la interposición del Recurso extraordinario, corresponde declarar inoficioso un pronunciamiento en estas actuaciones."


    R., Olijela del Valle s/ Recurso extraordinario


    R33,XLIX-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Internacional


    Derecho InternacionalPúblico


    Derecho Internacional de los Derechos Humanos.Obligaciónde Garantía.Deber de Investigar


    Comisión Interamericana de Derechos Humanos.Recomendación no vinculante. Falta de fundamentación. Principio de buena fe. Cuestión federal suficiente. Doctrina de la arbitrariedad.


    Si bien las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos ordinarios no son, por regla, revisables en esta instancia extraordinaria, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, tal como ocurre en este caso.Además, el planteo referido al deber del Estado de cumplir la recomendación efectuada por la Comisión Interamericana, suscita cuestión federal suficiente en tanto importa una determinada interpretación de la Convención Americana de Derechos Humanos, tratado internacional con jerarquía constitucional, que ha sido controvertida por la decisión del a quo (artículo14, inciso 3°, de la Ley 48).Más allá de lo dispuesto en el artículo 68.1 de la Convención, los tribunales nacionales deben también hacer el máximo esfuerzo por cumplir la jurisprudencia de los órganos internacionales de protección de derechos humanos encargados delcontrol de aquellos instrumentos internacionales que gozan de rango constitucional en el orden jurídico argentino, sin desconocer, por supuesto, en dicha tarea, los principios y reglas supremos del orden jurídico interno y la competencia misma asignada por la Constitución a los tribunales nacionales para decidir los procesos judiciales internos. Por consiguiente, tanto la ausencia de consideración de la jurisprudencia de los órganos internacionales, cuanto la falta de enunciación de las razones que pudieran existir para no seguir la doctrina derivada de la jurisprudencia de tales órganos afectan el deber de adecuada fundamentación de la sentencia recurrida.Con base en el principio de buena fe, consagrado en el artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, si un Estado suscribe y ratifica un tratado internacional, especialmente si trata de derechos humanos, como es el caso de la Convención Americana, tiene la obligación de realizar sus mejores esfuerzos para aplicar las recomendaciones de un órgano de protección como la Comisión. Por lo tanto, resulta inadmisible que el Estado, tras ser demandado por el incumplimiento de una recomendación, funde su defensa, únicamente, en que aquélla no lo vincula, sin explicar si ha tomado alguna medida encaminada a cumplirla o qué obstáculos se lo impidieron.En consecuencia, el a quo también ha incurrido en arbitrariedad al rechazar la pretensión de la recurrente con base en que las recomendaciones de la Comisión Interamericana no son vinculantes para el Estado argentino, pues debía analizar si se hicieron los mejores esfuerzos para cumplir con larecomendación de la Comisión.Por todo lo expuesto, corresponde revocar la decisión impugnada mediante el recurso extraordinario para que, por medio de quien corresponda, se dicte un nuevo fallo.


    A., Alfredo Manuel s/ Causa n° 14.102


    A917,XLVIII-13 de junio de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo V


    Derecho Laboral


    Derecho Colectivo del Trabajo


    Asociaciones Sindicales de Trabajadores


    Sindicalización de los miembros de fuerzas de seguridad. Remisión a"Sindicato Policial BuenosAires” y a"Rearte”. Necesidad de un debate legislativo sobre la implementación y el alcance de los derechos sindicales reclamados por las fuerzas policiales."


    En dichos precedentes se sostuvo que, en consonancia con lo previsto por las normas internacionales y la Constitución de la Nación, las especiales características de la actividad y de las funciones realizadas por las fuerzas policiales exigen que la implementación efectiva de los derechos sindicales de esos trabajadores sea precedida de una adecuada armonización con valores jurídicos elementales -como la seguridad nacional, el orden social y la paz interior - y, en definitiva, con los derechos y garantías de los restantes habitantes de nuestro país. Por ello, en “Sindicato Policial de Buenos Aires”, se sostuvo la inaplicabilidad de la ley 23.551, que no contempla la especial situación de los miembros de las fuerzas armadas y de la policía. Sería deseable que se promueva en el marco del Honorable Congreso de la Nación la deliberación pertinente sobre la implementación y el alcance de los derechos sindicales reclamados por las fuerzas policiales. El equilibrio entre los valores y derechos en juego debe ser efectuado por los poderes políticos, luego de la realización de los debates y deliberaciones apropiadas, realizados en un marco legislativo para que pueda establecerse una ponderación que considere la totalidad de los intereses involucrados, y no meramente los emergentes en el contexto de un caso judicial concreto. Ese debate debe ser enriquecido por los diversos aportes técnicos, el intercambio de ideas e información, la planificación, la previsión presupuestaria y por el establecimiento de otras políticas vinculadas. Esas tareas, por su naturaleza, sólo pueden ser efectuadas por los poderes deliberativos y su inactividad no puede ser suplida, al menos en este caso, por la actuación judicial en el acotado marco de una causa.


    Ministerio de Trabajo c/ Unión de Policías Penintenciarios Argentina Córdoba 7 de agosto s/ Ley de Asoc. Sindicales


    M560, L-16 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Sindicalización de los miembros del Servicio Penitenciario de una Provincia. Remisión al dictamen S. 909, L. XLVI, “Sindicato Policial de Buenos Aires”: inaplicabilidad de la ley 23.551. Necesidad de debate legislativo sobre los derechos sindicales reclamados por las fuerzas policiales. Validez constitucional de la prohibición de sindicalización. Ley provincial 8.231.


    En el citado precedente se sostuvo que, en consonancia con lo previsto por las normas internacionales y la Constitución de la Nación, las especiales características de la actividad y de las funciones realizadas por las fuerzas policiales exigen que la implementación efectiva de los derechos sindicales de esos trabajadores sea precedida de una adecuada armonización con valores jurídicos elementales -como la seguridad nacional, el orden social y la paz interior-y, en definitiva, con los derechos y garantías de los restantes habitantes de nuestro país. Por ello, se sostuvo en aquel precedente la inaplicabilidad de la ley 23.551, que no contempla la especial situación de los miembros de las fuerzas armadas y de la policía.Sería deseable que se promueva en el marco del Honorable Congreso de la Nación la deliberación pertinente sobre la implementación y el alcance de los derechos sindicales reclamados por las fuerzas policiales. El equilibrio entre los valores y derechos en juego debe ser realizado por los poderes políticos, luego de la realización de los debates y deliberaciones apropiadas, realizados en un marco legislativo para que pueda establecerse una ponderación que considere la totalidad de los intereses involucrados, y no meramente los emergentes en el contexto de un caso judicial concreto. Ese debate debe ser enriquecido por los diversos aportes técnicos, el intercambio de ideas e información, la planificación, la previsión presupuestaria, en caso de corresponder, y por el establecimiento de otras políticas vinculadas. Esas tareas, por su naturaleza, sólo pueden ser efectuadas por los poderes políticos y su inactividad no puede ser suplida, al menos en este caso, por la actuación judicial en el acotado marco de una causa.No cabe duda que la Conferencia Internacional del Trabajo tuvo intención de dejar que cada Estado juzgue en qué medida considera oportuno acordar a los miembros de las fuerzas armadas y de la policía los derechos previstos en el Convenio, o sea, implícitamente, que los Estados que hubieran ratificado el Convenio no están obligados a reconocer los derechos mencionados a esas categorías de trabajadores. En función de lo anterior, esa Comisión recomendó al Comité de Administración que decida que el caso no requiere un examen más detenido, ponderando que el Convenio había dejado la cuestión a la apreciación de los Estados miembro.No obsta a lo anterior, lo dispuesto por elpunto 232 de la recopilación de decisiones y principios del Comité de Libertad Sindical del Consejo de Administración de la OIT, del año 2006, citado por la actora, desde que corresponde tener presente las responsabilidades para el mantenimiento de la seguridad provincial de los empleados en cuestión, que integran, junto con la Policía de la Provincia, el Sistema Provincial de la Seguridad Pública, dependiente del Ministerio de Seguridad. Dicha particular situación, justifica la solución propuesta.Por otra parte, y en cuanto al planteo de invalidez del artículo 19, inc. 10dela ley local 8.231, es menester precisar que la declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que procede en aquellos supuestos donde se advierta una clara, concreta y manifiesta afectación de las garantías consagradas en la Constitución Nacional, para lo cual debe atenderse singularmente a las particularidades de la causa.En ese contexto, en el caso no concurren los presupuestos para su procedencia, pues dada la solución que se propone en el antecedente citado, lo previsto en la ley 8.231 no importa una colisión con lo dispuesto en la Constitución Nacional, los instrumentos internacionales y la ley 23.551.


    Rearte, Adriana Sandra y otro c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ Amparo - Recurso de apelación


    R808,XLVIII-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Con Personería Gremial


    Pescadores y obreros marítimos. Cancelación de personería gremial. Personería otorgada por un convenio intersindical de reciprocidad. Incumplimiento contractual, resolución del acuerdo. Requisitos previstos en la ley 23.551. Ejercicio de la autonomía y la libertad sindical.


    No está cuestionada la posibilidad de que los conflictos intersindicales de representación se resuelvan por acuerdo de partes en ejercicio de la autonomía colectiva y así lo han entendido, razonablemente, los gremios litigantes y la propia autoridad administrativa que avaló lo acontecido, que bien puede ser considerado como una manera no traumática de resolver las cuestiones de personería o de encuadramiento, con mayor resguardo de la libertad sindical.Debe interpretarse que la Resolución M.T.E. y S.S. 216/2007, que otorga personería gremial al SIMAPE, tiene por innegable causa fuente lo convenido y debe limitarse en sus efectos a la vigencia de ese contrato que le sirve de sustento, desde que no nos encontramos frente a una concesión que responda al artículo 28 -y ccds.- de la ley 23.551. En síntesis, no podría sostenerse que la personería producto de un pacto condicionado al cumplimiento de otras cargas, presente la misma eficacia temporal que aquella que nació de un cotejo bilateral de intensidad de representación, y es evidente que pierde virtualidad con la rescisión del acto intersindical que le dio origen, la que fue acogida jurisdiccionalmente.El SIMAPE, por un lado, celebró un negocio colectivo sujeto a un pacto comisario expreso, invocando el derecho a la libertad sindical, sobre cuya base se le confirió la personería gremial, y, por el otro, objeta -tardíamente- con base constitucional, el mismo régimen que pactó y al que se sometió discrecionalmente, sin reserva. Lo anterior, además de obstar a la procedencia de su actual cuestionamiento, resulta inhábil para rebatir los fundamentos del fallo pues no fue impugnado el procedimiento legalmente previsto para la obtención de la personería gremial –art. 28, ley 23.551-, obviado aquí por la existencia del acuerdo de reciprocidad.


    Sindicato de Obreros Marítimos Unidos c/ Sindicato Marplatense de Pesca s/ Cancel.personeríagremial


    S227,XLVIII-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Derechos y Obligaciones


    Entidades sindicales con personería gremial. Reclamo por aportes de viajantes de comercio. CCT 308/75. Derecho a representar los intereses colectivos de los trabajadores. Derecho a constituir y administrar patrimonios de afectación. Art. 31, ley 23.551.


    La Cámara no ha valorado como es menester que en la causa se ha trabado un conflicto de intereses colectivos, formulado por una entidad sindical de primer grado y la federación que la nuclea, ambas con personería gremial, en su calidad de administradoras del fondo mencionado y con el fin de que se cumpla con la retención y el posterior depósito del aporte creado en esa norma convencional, en ejercicio de los derechos que le reconoce el marco legal (cf. inc. a y c, art. 31 y 38, ley 23.551). Así, el fallo, en cuanto desconoce la legitimación de estas entidades sindicales para impulsar la presente acción -sin la intervención de los sujetos del contrato individual de trabajo- no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que corresponde descalificarlo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Federación Única de Viajantes de la República Argentina y otra c/ Yell Argentina S.A. s/ Cobro de salarios


    F94,XLVIII-8 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Representación Sindical en la Empresa


    Conflicto de encuadramiento sindical. Operarios y empleados de gomerías. Capacidad de representación. Principio de bilateralidad. Omisión de notificación. Derecho de defensa y debido proceso. Nulidad de la resolución.


    Las controversias intersindicales de derecho entre asociaciones profesionales en torno a la capacidad de representación emanada de las respectivas personerías, remite a cotejar las normas que puntualmente las acuerdan, en pos de la adecuada integración de cada segmento representativo en el correspondiente mapa de personerías. En dicho contexto, la ley 23.551, en reiteradas disposiciones, ha enfatizado el principio de bilateralidad que debe regir en todos los actos administrativos que afecten personerías preexistentes (artículos 25, 28 y 62 del mencionado cuerpo legal), extremo que conduce a concluir sobre la invalidez de los actos, cuando se ve mermado su espectro de representatividad como acontece en estos obrados. En igual sentido, los artículos 11 y 14incisob) de la ley 19.549 establecen también el principio de bilateralidad que debe primar en toda contienda, por lo que constituye un vicio trascendente haber omitido la correspondiente notificación.La referida omisión, conforme señala con acierto el recurrente, se vincula con el más elemental derecho de defensa (artículo 18 de la Constitución Nacional) e impide afirmar que la resolución cuestionada, sea la conclusión de un debido proceso adjetivo y, por lo tanto, corresponde declarar la nulidad pretendida.


    Ministerio de Trabajo c/ Sindicato de Mecánicos y Afines del Transporte Automotor s/ Ley de Asoc. Sindicales


    MXLVIII738-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Delegados


    Contienda de competencia. Reinstalación en el cargo. Tutela sindical art. 52 de la ley 23.551. Trámite ante la justicia nacional del trabajo. Remisión G. 371, L. XXXVII,"Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires" (Fallos:325:1520), Comp. 1371, L. XLI,"Abrego,Juan Esteban" (Fallos: 329:234) y G. 197, L. XL,"Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires" (Fallos: 329:3122)."


    Insaurralde, Luis Ernesto c/ Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Acción de amparo


    COMP578,XLIX-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de exclusión de tutela sindical. Principio de libertad sindical. Admisibilidad de recursos locales. Asunto constitucional idóneo. Correcto ejercicio de la competencia apelada de la Corte Suprema.


    "Si bien se ha decidido reiteradamente que los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos locales resultan ajenos a esta instancia de excepción por revestir carácter netamente procesal, a partir de los precedentes "Strada" y "Di Mascio", la Corte Suprema precisó que las limitaciones de orden local no pueden ser esgrimidas por los máximos tribunales provinciales para rehusar el abordaje de las cuestiones federales sometidas a su conocimiento.La Corte interpretó que la potestad exclusiva de las provincias para organizar su régimen judicial no las autoriza a impedir que sus magistrados consideren y apliquen la totalidad del orden jurídico del Estado -a la luz del principio de supremacía constitucional-, ya que todos ellos se encuentran habilitados para entender en causas que versan sobre puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federalesy los tratados internacionalesEn el caso se ha planteado un asunto constitucional idóneo. En efecto, el argumento principal de la defensa del trabajador se fundó en el principio de libertad sindical,establecidoen el artículo 14 bis y en las normas internacionales de derechos humanos incluidas en el artículo 75 inciso 22, ambos de la Constitución Nacional. La consagración del ejercicio de esa libertad, en especial en lo relativo a la representación de losintereses de los trabajadores, el derecho a reunión y el derecho aformular un programa de acción.En las presentes actuaciones, el a quo omitió tener en cuenta el interés jurídico invocado con fundamento en tales normas, que fue mantenido en los recursos extraordinarios locales. Al declararlos inadmisibles por causas formales, el superior tribunal provincial no ingresó siquiera en el análisis del punto federal, tal como lo prescribe el criterio antes referido. Esa omisión importa un obstáculo para el correcto ejercicio de la competencia apelada de la Corte toda vez que la decisión de la cuestión federal no emana del tribunal superior de la causa."


    Fate S.A.I.C.I. c/ Ottoboni, Víctor Octavio s/ Exclusión tutelar sindical (Sumarísimo)


    F477,XLVII-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Negociación Colectiva.Convenios Colectivos



    Convenciones colectivas. Actas-acuerdo suscriptas por el sindicato. Adicionales pactados con carácter no remunerativo. Protección del salario. Naturaleza jurídica de la remuneración. Homologación de la autoridad administrativa del trabajo. Marco regulatorio. Remisión a fallo en D. 485; L. XLIV,"Díaz, Paulo V. c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A", y S. 707, L. XLVI;"Sobrino, Esteban y otros c/Telefónica de Argentina S.A. s/ diferencia de salarios".


    "El trabajador constituye un sujeto de"preferente tutela constitucional", y su salario se halla protegido por un plexo normativo compuesto por disposiciones de la Ley Fundamental, así como de numerosos instrumentos de origen internacional, leyes de derecho interno y pronunciamientos del propio TribunalEl marco regulatorio específico del derecho del trabajo prevé, en particular, que lasconvenciones colectivas deberán ajustarse a las normas legales que rigen las instituciones de este derecho protectorio y no pueden fijar, en consecuencia, condiciones menos favorables a las establecidas en la leyLa ley 20.744 -en términos análogos a los empleados en el artículo 1° del convenio 95 de la 0.I.T.- define la remuneración como la contraprestación que debe percibir el trabajador como consecuencia del contrato de trabajo (v. art. 103, LCT). Dicha directiva legal no pudo ser desconocida por los sujetos colectivos en oportunidad de pactar las sumas cuya naturaleza se cuestiona.La naturaleza jurídica de una institución debe ser definida, fundamentalmente, por los elementos que la constituyen, con independencia del nombre que el legislador, o los particulares, le atribuyen, sobre todo cuando cualquier límite constitucional que se pretendiese ignorar bajo el ropaje del nomen iuris sería inconstitucional.Carece de aptitud para modificar la solución propuesta el hecho de que la disposición emergente de la negociación colectiva cuente con la homologación de la autoridad administrativa del trabajo, ya que la directiva de la ley es terminante respecto de la invalidez de la cláusula y la intervención de la autoridad de aplicación, en los términos del artículo 4 de la ley 14.250, no obsta a su revisión ulterior por parte del órgano jurisdiccional respectivo."


    Zunino, Héctor René y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Diferencias de salarios


    Z55,XLVI-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Convenciones colectivas. Actas-acuerdo suscriptas por el sindicato. Adicionales pactados con carácter no remunerativo. Remisión a Z. 55; L. XLVI,"Zunino, Héctor René c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ diferencias de salarios".


    Asciutti, Fabio Alejandro y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Diferencias de salarios


    A369,XLVII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Convenciones colectivas. Actas-acuerdo suscriptas por el sindicato. Adicionales pactados con carácter no remunerativo. Remisión al fallo en autos D. 485; L. XLIV,"Díaz, Paulo V. c/ Cervecería y Maltería Quilmes S.A.", del 4 de junio de 2013 y dictamen del 26/02/14 en autos Z. 55, L. XLVI;"Zunino, Héctor c/ Telefónica de Argentina S.A.".


    "En relación a la validez de previsiones derivadas de acuerdos colectivos y del artículo 103 bis de la ley 20.744, la Corte tiene dicho que el trabajador constituye un sujeto de "preferente tutela constitucional", y que su salario se halla protegido por un plexo normativo compuesto por disposiciones de la Ley Fundamental, así como de numerosos instrumentos de origen internacional, leyes de derecho interno y pronunciamientos del propio Tribunal.Respecto de las asignaciones no remunerativas pactadas en las actas-acuerdo, la decisión evidencia un excesivo rigor formal al sostener que el objeto de reclamo no ha sido determinado suficientemente. En ese sentido, la Sala omitió valorar que el escrito de demanda explicita debidamente el alcance del litigio, que las actas en que se funda el planteo han sido individualizadas por la parte actora en esa presentación y que sus copias fueron acompañadas por la contraria, por F.O.E.T.RA.ypor el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación."


    Panaia, Manuel Antonio y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Diferencias de salarios


    P396,XLVI-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de trabajadores de la Dirección Nacional de Vialidad. Convenciones Colectivas del Trabajo: reiniciación. Constitucionalidad del artículo 2 de la 23.126. Leyes de emergencia. CCT 1/75 "E". Remisión a Fallos: 313:664 y 1286, respecto a la ley 21.307; Fallos: 314:1471, en cuanto a las leyes 21.408 y 21.476; y Fallos: 313:1283, sobre la ley 23.126."


    Los actores cuestionan la constitucionalidad del artículo 2 de la 23.126, en tanto consideran que el organismo demandado contaba con los recursos presupuestarios suficientes para afrontar las erogaciones derivadas del pago de los suplementos convencionales que reclaman, agravio que no tuvofavorable acogida por el a quo.En tal sentido, corresponde destacar que tal materia de debate constituye un tópico de hecho, prueba y derecho común reservado al tribunal de la causa y ajeno, por principio, al recurso extraordinario por lo que no corresponde su tratamiento, más aún si se tiene en cuenta que frente al rechazo del agravio basado en la doctrina de la arbitrariedad, la parte no interpusola correspondiente queja.En cuanto al fondo del asunto, los reproches de los apelantes respecto a la validez de las normas que impugna no aportan nuevas argumentaciones que permitan apartarse del criterio fijado por el Tribunal en la oportunidad de examinar cada una de ellas.


    Atrio, Andrés Santos y otros c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Demanda laboral


    A901,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos A. 901, L. XLVII" Atrio, Andrés S. y otros c/ DNV s/ Demanda laboral".


    Barrera, Mario Alberto y otros c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Laboral


    B704,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Principios.Libertad Sindical


    Libertad sindical. Denuncia por violación al libre ejercicio de la actividad sindical. Procedimiento administrativo: imposición de multa. Facultades del Ministerio de Trabajo: policía del trabajo. Leyes 22.520, 25.212 y 18.695. Acción judicial iniciada por el trabajador delegado sindical. Principio de división de poderes. Protección simultánea de los derechos individuales del trabajador y de los intereses colectivos.


    "El Ministerio de Trabajo tenía facultades para dictar la resolución que impuso multa a la demandada con arreglo a las leyes 22.520, 25.212 y 18.695. La ley 25.212 establece el Régimen General de Sanciones por Infracciones Laborales y dispone que el procedimiento sancionatorio -incluidas la graduación de la sanción y la iniciación de la etapa ejecutoria- deberá ser llevado a cabo en cada jurisdicción por la autoridad administrativa del trabajo, de manera que se garantice la eficacia de este régimen y el derecho de defensa.La Corte Suprema tiene dicho que el ejercicio de la facultad de contralor inherente a la policía del trabajo no se reduce a una mera actividad de comprobación de las infracciones, sino que comprende también su prevención, investigación y represión. Un régimen legal de policía o inspección del trabajo que no pudiera apoyarse en un sistema de sanciones apropiado en caso de infracciones a la legislación laboral correría el riesgo de perder toda credibilidad y eficiencia, y, en definitiva, quedaría vacío de contenido y se tomaría ilusorio.Puntualmente, el Anexo II de la ley 25.212 identifica como infracciones muy graves"[l]as decisiones del empleador que impliquen cualquier tipo de discriminación en el empleo o la ocupación por motivos [...] gremiales" (art. 4, inc. a) y prevé para ese supuesto una sanción de multa (art. 5, inc. 3). En elpresente caso, la Dirección de Resolución de la Fiscalización del Ministerio de Trabajo, tras verificar la comisión de una infracción a la libertad sindical por parte de la demandada, aplicó la sanción de multa legalmente prevista en ejercicio de su poder de policía laboral, con invocación expresa de las normas que lo facultaban.Por último, cabe aclarar que no obsta a lo dicho la tramitación de la acción judicial iniciada por el trabajador, en el marco de la cual se declaró nulo su despido. El objeto de aquel proceso judicial era reparar la violación de sus derechos individuales, que solicitaba la reinstalación en su puesto de trabajo y elcobro de los salarios caídos.La Corte ha reconocido que las dos dimensiones del derecho a la libertad sindical -es decir, la libertad de los trabajadores que actúan como representantes gremiales individualmente considerados, y la libertad en cabeza de los trabajadores en general y del sindicato como colectividad- deben ser garantizadas simultáneamente."


    Ministerio de Trabajo 17712/2012 c/ Arte Radiotelevisivo Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    M691,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho de la Seguridad Social


    Obras Sociales


    Régimen de obras sociales. Solicitud de nulidad e inconstitucionalidad: art. 1° ley provincial 13.965, modificatorio del art. 16 ley 6.982. Régimen del Instituto de Obra Médico Asistencial"IOMA". Afiliación de docentes de Establecimientos Educacionales no Oficiales. Remisión a Fallos: 319:408 y 332:1447.


    El Alto Tribunal, al examinar y resolver cuestiones sustancialmente análogas a las que se controvierten en este supuesto, lo hizo en sentido favorable a las pretensiones de la obra social actora.Esto es, causas en las que se postuló la violación por las provincias del reparto de competencias entre ellas y el Estado Nacional, la que se plasmaría aquí en la reforma del artículo 16 de la ley local 6.982, por la ley 13.965, lo que irrogaría un perjuicio para la actora frente a la amenaza cierta de la baja o de la no incorporación de los afiliados. La Corte sostuvo que la ley 23.660 y, en especial el artículo 6° de la ley 23.661, excluyen del sistema asistencial nacional únicamente al personal de los gobiernos provinciales y sus municipios y a los jubilados y pensionados del mismo ámbito.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O46,XLV-14 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


    Aportes previsionales: reclamo contra la Secretaria de Inteligencia del Estado. Agente contratada. Prescripción. Omisión de evaluar elementos esenciales. Insuficiente actividad analítica. Prestación de carácter alimentario. Remisión a D. 483, L. XLIV;"Di Paolo, Dardo c/ Secretaría deInteligencia del Estado y otro", del 06/08/13."


    "La actora consintió la modalidad contractual sin realizar reserva u objeción relativa a las cargas previsionales, ya el Tribunal, refiriéndose a contratos de trabajo, tanto privados como públicos, señaló que no es óbice para su cuestionamiento la falta de reserva o protesta del trabajador; ello es así, debido al principio protectorio que enuncia el artículo 14 bis de la Carta Magna.El temperamento expuesto por la cámara trasunta una insuficiente actividad analítica, que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio; máxime, cuando setrata de planteos relativos a una prestación alimentaria, supuesto en que los jueces deben proceder con extrema cautela."


    Corrado, Graciela Alcira c/ Secretaria de Inteligencia del Estado y otro s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seg.


    C1056,XLIII-21 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Regímenes.Reparto


    Régimen Previsional para Investigadores Científicos y Tecnológicos: ley 22.929. Movilidad, sistemas de topes y aportes. Pretendida inconstitucionalidad del decreto 160/05 y de la ley 26.122. Remisión al dictamen H. 102, L. XLV; "Homberger".


    "Los actores censuran las diferencias entre el Régimen Previsional para Investigadores Científicos y Tecnológicos de la ley 22.929 y el decreto 160/05, en cuanto se relacionan con la movilidad y los sistemas de topes y aportes exigidos por cada uno de ellos. Sin embargo, como ocurría en el precedente citado, no mantuvieron, en forma puntual, la impugnación de la resolución 41/05 de la cual surgen las diferencias vinculadas con la movilidad y con los topes. A su vez, no acreditaron haber cumplido los requisitos de la ley 22.929 con anterioridad a su modificación por el decreto impugnado ni que la aplicación del sistema implementado por éste, a los casos en particular, resulte menos beneficioso que el dispuesto por la ley 22.929, lo cual torna el tratamiento de estos aspectos prematuro y conjetural.En cuanto al incremento de los aportes previsionales, los argumentos de la parte actora carecen de la fundamentación autónoma que se exige para la procedencia de la vía excepcional intentada, sin que emerja claro el porcentaje que se pretende aportar, como así tampoco la actualidad del agravio sobre este particular, ya que en elremedio federal se afirma que"[la diferencia entre los aportes] constituiría un magro objetivo queexcedería el marco cognoscitivo de la acción".En el antecedente mencionado, se aclaró que no se advertía irrazonable la imposición al trabajador de una alícuota diferenciada, pues esa es una de las característica que se reitera en los regímenes especiales, que conceden mayores beneficios que los brindados por el sistema general, como, por ejemplo, el implementado por la ley n° 24.018.Por lo demás, corresponde rechazar el agravio relativo a la invalidez constitucional de la ley 26.122, planteado de manera subsidiaria recién en el petitorio del memorial ante la Cámara, pues, al estar ligado a la suerte del planteo anterior, carece de un extremo ineludible para este tipo de pretensiones, como es la demostración del agravio en el caso concreto.Así, esa Corte ha sostenido que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal, ya que configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como la última ratio del orden jurídico, por lo que no debe recurrirse a ello sino cuando una estricta necesidad lo requiera y no exista la posibilidad de una solución adecuada del proceso, a la que cabe acudir en primer lugar. En tales condiciones, el planteo de inconstitucionalidad demanda un sólido desarrollo argumental y fundamentos suficientes para que pueda ser atendido y, por lo tanto, debe contener no sólo el aserto de que la norma objetada causa un agravio sino su acreditación, pues no compete a los jueces hacer declaraciones generales abstractas, lo que dista de hallarse cumplido."


    Quintana, Eduardo Edmundo y otros c/ Estado Nacional - Decretos 78/94 160/05 s/ Empleo público


    Q34,XLVIII-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Prestaciones


    Acción de amparo. Haberes previsionales de legisladores: restitución y recomposición. Art. 34 de la ley 24.018. Carga dinámica de la prueba. Antecedente "Arrúes". Movilidad de los haberes. Ley 25.668. Remisión a Fallos: 329:2146, 335:813 ("Bravo Herrera")."


    "El thema decidendum se circunscribe a determinar la procedencia, en el caso, de la restitución y recomposición de los haberes previsionales que habían sido reducidos en virtud de lo dispuesto por el artículo 34 de la ley 24.018 por un término de cinco años -iniciado el 01/01/92 y vencido el 31/12/96-, y la legitimidad de las deducciones practicadas con apoyo principal en la aplicación de laley 25.668.No parece razonable imponer a los jubilados la exigencia de probar el descuento, máxime, con arreglo al principio de la"carga dinámica de la prueba" o "prueba compartida", que hace recaer en quien está en mejor situación de aportar los elementos tendientes a obtener la verdadobjetiva, la carga de hacerlo.Vale resaltar que el recorte en cuestión fue dispuesto por ley del Congreso de la Nación -N° 24.018-, cuyo incumplimiento arguye el ente descentralizado recién al apelar el fallo y tras dejar vencer el plazo para informar –art. 8°, ley n° 16.986-, y que los amparistas, amén de poner a disposición del juzgador los recibos que estimare menester, peticionaron como prueba, a todo evento, que se oficiara a la ANSeS para que informara si se recompuso el haber de los interesados al fenecer el plazo del artículo 34 de la ley 24.018, lo que, obviamente, el magistrado degrado no consideró necesario.Era preciso analizar los haberes de los periodos anteriores a diciembre de 1991 -la fecha establecida para el inicio de las deducciones, para así determinar si efectivamente se realizaron las quitas y si continuaron efectuándose en lapsos ulteriores a los previstos por la ley24.018.La falta de valoración de la totalidad de los extremos conducentes para decidir sobre la procedencia del reclamo de los amparistas, vinculado a la supuesta ilegitimidad de las quitas en sus prestaciones previsionales a partir del 01/01/97, torna al pronunciamiento arbitrario.En orden a la restitución y recomposición de los haberes jubilatorios reducidos en virtud de la ley 24.018, la Corte sentó criterio en la causa "Arrúes", ocasión en la que señaló que, agotado el plazo de emergencia debió recomponerse el porcentaje originario de las jubilaciones y pensiones y mantenerse el método específico de movilidad de los haberes.En relación a la aplicación y alcance de la ley 25.668 respecto del régimen especial previsto para los legisladores por las leyes 20.572, 21.121 y 24.018, cabe mencionar que el régimen especial mencionado fue derogado por la ley 25.668, que eliminó de la ley 24.018 -a partir del 01/12/02- el estatuto para los funcionarios del Poder Legislativo de la Nación, por lo que, a partir de esa fecha, resulta atribución del Congreso disponer las pautas adecuadas para hacer efectiva la movilidad del artículo 14 bis de la Constitución Nacional en cuanto a las jubilaciones y pensiones."


    Antelo, Jose María Damaso c/ ANSES


    A59,XLV-14 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Beneficio previsional. Falta de firma del peticionario en la solicitud del trámite. Desconocimiento de la autoría de la firma de la presentación posterior. Citaciones. Fecha de otorgamiento. Cuantía del haber. Improcedencia del recurso: sentencia con adecuado sustento.


    "Para descalificar una sentencia por ser arbitraria no basta la mera disconformidad con la solución apelada, sino que es necesario que se trate de un caso excepcional, en el que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento impidan considerar el pronunciamiento como la"sentencia fundada en ley" a la que hacen referencia los artículos 17 y18 de la Constitución Nacional.Los recurrentes no han demostrado que éste sea el caso, desde que el tribunal a qua ponderó que la solicitud de inicio del trámite jubilatorio adoleció de la falta de firma del peticionario y que la autoría de la firma de la presentación posterior fue desconocida por la demandada, razón que motivó -en los términos del art. 32 del decreto ley 7.647170- la realización de diversas citaciones sin éxito, incluso mediante medios de radiodifusión y edictos, y el posterior archivo de las actuaciones. En base al plexo probatorio consideró que ni la segunda presentación -en relación a la cual no se produjeron pruebas sobre la autenticidad de la firma-, ni los inconvenientes alegados para el ejercicio de sus derechos -no acreditados según el análisis de la prueba indiciaria por parte del a quo-, resultaban hábiles para interrumpir el curso de la prescripción y fijó la fecha de otorgamiento del beneficio de acuerdo al momento en el que efectivamente se suscribió la solicitud. Dicha solución, al igual que la relativa a la fecha desde la cual debe ponderarse el cargo de mayor jerarquía para el cálculo del haber, halla adecuado sustento en las consideraciones efectuadas sobre las circunstancias de hecho y prueba y de la normativa local, por lo que no resulta descalificable con arreglo a la doctrina sobre sentencias arbitrarias, de inequívoco carácter excepcional.A su vez, el tribunal recurrido consideró aplicable al actor el decreto-ley 9.650/80, que modificó la ley 8.587, en atención a lo previsto por el artículo 3 del Código Civil. Esa decisión es coherente con la doctrina de la Corte Suprema que sostiene que no puede invocarse un derecho adquirido a que el haber sea determinado por las reglas vigentes al tiempo del ceseen la actividad.Al respecto, esa Corte ha precisado que la cuantía del haber puede ser limitada en la medida en que intereses superiores así lo requieran, siempre que la regulación no resulte confiscatoria o arbitrariamente desproporcionada. En este marco, no aparece que la sentencia recurrida se haya apartado del derecho aplicable."


    Sffaeir, Luis Antonio c/ Provincia de Buenos Aires (Instituto de Previsión Social) s/ Demanda contencioso administrativo


    S228,XLV-21 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de reajuste y reliquidación del haber jubilatorio. Constitucionalidad de los artículos 25 y 26 de la ley 24.241. Solidaridad del sistema de reparto. Dimensión colectiva de los derechos previsionales. Remisión a"Quiroga, Carlos Alberto c/ ANSeS s/ reajustes varios", Q. 68, L. XLVI."


    La Corte ha reconocido invariablemente las facultades del legislador para organizar el sistema previsional, ejercitadas dentro de límites razonables, es decir, de modo que no afecten de manera sustancial los derechos garantizados por la Constitución Nacional.El régimen de reparto previsto por la ley 24.24l reconoce en el haber jubilatorio un beneficio sustitutivo de los estipendios de actividad, que se manifiesta en el otorgamiento de las prestaciones compensatoria y adicional por permanencia (artículo 17, incisos b y e). Ello brinda razones para alinear, a los efectos de la determinación de esos beneficios, los haberes de actividad y de retiro, de modo que guarden cierta proporcionalidad razonable.El rasgo solidario del sistema de reparto, justifica que el monto específico al que cada jubilado tiene derecho no sea fijado individualmente, sino considerando el impacto que esa determinación tiene en los otros beneficiarios del sistema, cuya suerte comparten solidariamente.El establecimiento de topes jubilatorios configura un instrumento fundamental para concretar los fines de redistribución, y atender con primacía la situación de los jubilados y pensionados más desprotegidos. En particular, los medios arbitrados por el legislador a través de los artículos 25 y 26 lucen proporcionados y razonables con relación a los propósitos colectivos mencionados.


    Dieguez, Olga c/ Anses s/ Reajustes varios


    D303,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Obrero gráfico de la Casa de la Moneda. Rechazo de beneficio previsional diferencial por insalubridad. Ausencia de pronunciamiento administrativo declarativo de la insalubridad dictado por autoridad competente. Falta de consideración de prueba conducente. Fines tuitivos de la legislación previsional. Remisión a Fallos: 328:888.


    Lo decidido por el a quo prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional con grave menoscabo delas garantías constitucionales.La inexistencia de pronunciamiento administrativo declarativo de la insalubridad no resulta óbice para la obtención del derecho al régimen jubilatorio diferencial, tal como fuera expuesto por el Tribunal en el precedenteregistrado en Fallos: 328:888.Además, el actor invocó como sustento de su pretensión el apartado cuarto del artículo 6 del decreto s/n de fecha 11 de marzo de 1930 sin que esa norma fuera valorada por los jueces de grado. Cabe destacar que el referido decreto realiza una calificación de tareas insalubres y, específicamente, refiere a la que corresponde a los talleres gráficos como eldenunciado por el accionante.En consecuencia, corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada, toda vez que no se consideraronlos elementos de convicción colectados a fin de acreditar los extremos fácticos invocados.


    Moyano, Juan Carlos c/ Anses s/ Dependientes - Otras prestaciones


    M367,XLVI-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Reliquidación de haber previsional. Excepción de prescripciónopuesta por Anses. Omisión detratar el recurso de apelación interpuesto por la demandada. Agravio de garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso. Procedencia del recurso.


    "Se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida, y por lo tanto el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido.El a quo omitió tratar el recurso de apelación interpuesto por la demandada con el fin de que se hiciera lugar a la excepción de prescripción opuesta en su escrito de responde, y en consecuencia, confirmó la sentencia de grado que ordenó a la accionada abonar"las sumas retroactivas adecuadas" sin límite temporal alguno.La sentencia al incurrir en esa omisión, carece de los requisitos propios de los actos judiciales y causa agravio a las garantías de defensa en juicio y debido proceso (art. 18 de la Constitución Nacional)."


    Naya, Gloria Nelly c/ Estado Nacional - Anses s/ Reajustes varios


    N28,XLVIII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Pensión por Fallecimiento


    Demanda pensión Ley 19.101. Fallecimiento durante el servicio militar obligatorio. Estado militar. Muerte dolosa por otro conscripto. Acto de servicio. Prescindencia de toda idea de culpa o negligencia de la víctima. Tenor alimentario del reclamo.


    "Las consideraciones efectuadas por el a quo en orden a que el causante observó una conducta negligente al concurrir a una piscina sin saber nadar, resultan violatorias del principio de congruencia., en tanto exceden el marco del debate, el que se limita estrictamente al reconocimiento de un beneficio previsional y resulta ajeno al concepto de indemnización.La Corte señaló desde antiguo que los beneficios dispuestos en las normas respectivas, para el supuesto de inutilización o disminución en la aptitud derivada de actos de servicio, deben ser acordados con prescindencia de toda idea de culpa o negligencia de la víctima.Asimismo, el Tribunal estableció que la interpretación de leyes que regulan el otorgamiento de haberes previsionales de aquéllos que cumplieron con el servicio militar obligatorio y que resultaron incapacitados por actos del servicio para el trabajo en la vida civil, requiere máxima prudencia, en especial, cuando la inteligencia que se les asigna puede llevar a la pérdidade un derecho o a su retaceo.Se adiciona a ello, que la Corte ha interpretado el "acto de servicio" en términos que exceden su literalidad. Así, las particularidades de la causa razonablemente exigían que elconcepto de "acto de servicio" fuera apreciado con mayor amplitud, ya que la victima del infortunio era un conscripto que -como tal afrontaba una carga pública y revistaba estado militar, y su muerte, provocada dolosamente por otro soldado, en el Colegio Militar de la Nación, en el año 1980, tuvo lugar en ocasión de hallarse prestando el servicio obligatorio y a disposición de la superioridad, en la unidad castrense asignada para ello. "


    Zalazar, Celia c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Pensiones


    Z129,XLIV-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho de pensión del conviviente varón. Planteo de inconstitucionalidad del artículo 56, inciso a), in fine, de la ley 4917 de la Provincia de Corrientes. Carácter alimentario del beneficio: necesidad de extrema prudencia para juzgar su procedencia. Remisión al dictamen en autos Z. 9, L. XLVIII;"Zartarian, Juan J. c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ plena jurisdicción", del 7 de octubre de 2013."


    La a quo omitió pronunciarse acerca de la validez de la norma local y perjudicó con ello los derechos constitucionales del actor al privarlo, eventualmente, de los haberes inherentes a la pensión por un período de varios años. Se resaltó, asimismo, la naturaleza alimentaria del beneficio controvertido y la premisa que exige ponderar con extrema prudencia peticiones en materia previsional.No es compatible con el régimen federal, la zona de reserva jurisdiccional de las provincias y el principio del artículo 31 de la Ley Suprema, el hecho de que un tema en el que se encuentra planteado un asunto federal no amerite el conocimiento del órgano judicial máximo provincial y que, en cambio, sea propio de la Corte Nacional si, como en el caso, el perjudicado ha agotado las instancias locales con explícita invocación de ese punto. Ello, por cuanto los tribunales superiores provinciales no pueden abdicar el ejercicio de su jurisdicción, la cual contiene, naturalmente, el control de constitucionalidad de las leyes en los supuestos que sean de su competencia.


    S, A. A. c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contenciosa administrativa


    S431,XLVII-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Prestación Básica Universal


    Rechazo de solicitud de jubilación ordinaria. Persona que ya está percibiendo otro beneficio previsional. Regularización voluntaria de deuda establecida por ley 24.476. Decreto 1451/06. Solidaridad del sistema previsional. Validez constitucional de la resolución 884/06 de la Anses.


    El rasgo solidario del sistema justifica que el monto específico al que cada jubilado tiene derecho no sea fijado individualmente, sino con atención al impacto que esa determinación tiene en los otros beneficiarios, cuya suerte comparten solidariamente. En esta línea, otorgar un segundo beneficio previsional no condicionado al pago de los aportes adeudados a quien ya ha sido integrado al sistema previsional disminuiría los fondos disponibles para atender las necesidades de quienes aún no han sido incluidos y se encuentran, por lo tanto, en una situación de mayor desamparo que amerita una protección prioritaria.Por ello, el mecanismo establecido por la resolución 884/06 es un modo legítimo de implementar el decreto 1451/06 -que, a su vez, fue dictado en el marco de las facultades otorgadas al Poder Ejecutivo por la ley 24.476-, es decir, una reglamentación razonable del mismo, que no merece reproche constitucional alguno.


    Michou, Reinaldo c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    M434,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Retiro por Invalidez


    Jubilación por invalidez: rechazo del beneficio. Incapacidad previsional. Porcentaje previsto en la ley: artículo 48, inciso a), de la leyN° 24.241. Importancia de evaluar las características personales del actor. Finalidad tuitiva de la legislación en materia previsional.


    "El tribunal no ha ponderado, con el rigor que es menester, los planteos llevados por el interesado para su consideración. La Cámara ha tomado su decisión limitándose a valorar que el porcentaje de incapacidad no superó el exigido por el artículo 48, inciso a), de la ley N° 24.241 para otorgar el beneficio.Sobre esa base, rechazó el planteo sin advertir la importante disminución física que aflige al pretensor, que se respalda con informes médicos que no se han tenido en cuenta.Resulta relevante puntualizar que en las condiciones en que se encuentra, difícilmente el actor pueda reinsertarse en el mercado laboral, en ese marco no puede perderse de vista que la seguridad social tiene como cometido propio la cobertura integral de las consecuencias negativas producidas por las contingencias sociales; como también, que no compete evaluar exclusivamente el aspecto psicofísico para determinar los elementos que conforman el conceptode"incapacidad previsional", aserción válida aun en el plano del sistema integrado de jubilaciones y pensiones. Máxime frente al carácter alimentario de los derechos en juego y al deber de actuar con extrema cautela que tienen los jueces cuando se trata de juzgar peticiones de esta índole.


    Pajon, Victor Amalio c/ Anses s/ Retiro por invalidez


    P404,XLVI-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Retiro por invalidez. Rechazo del beneficio. Omisión de considerar condiciones personales y económico-sociales del peticionario.


    En materia de retiro por invalidez, no hay que atenerse rigurosamente al aspecto psicofísico para establecer los elementos que conforman la minusvalía previsional, tanto más frente a la edad delactor y a la existencia de severas dificultades para realizar tareas con predominio de actividad física, y limitantes para superar un examen preocupacional.Los artículos 49 y 52 de la ley 24.241 establecen el deber de hacer mérito de la edad, el nivel de educación formal alcanzado y las aptitudes del afiliado para la realización de tareas acordes con su minusvalía, lo cual da cuenta de que no ha sido la intención legislativa atenerse exclusivamente al aspecto psicofísico para determinar los elementos que conforman el concepto de incapacidad.


    A., R. S. c/ Consolidar AFJP y otros s/ Retiro por invalidez


    A787,XLVI-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho Individualdel Trabajo


    Contrato de Trabajo.Extinción.Por Voluntad del Empleador.Despido


    Distracto laboral. Acuerdo entre las partes. Reclamo de diferencias. Defectos en la determinación de los montos. Remisión a lo dictaminado en autos C. 1026; L. XLIII, "Chimbo, Juan Oscar y otros c/ Ferrocarril General Belgrano S.A.", el 21 de noviembre de 2008."


    Un eventual defecto en la determinación del monto, no podría entenderse como una renuncia a la posibilidad de plantear el correspondiente reclamo.Ello constituye un derecho irrenunciable, de orden público laboral, que la ley 20.744 les reconoce expresamente a los trabajadores –art. 12- y que podría resultar cercenado por la aplicación del artículo 15 de dicho ordenamiento.La decisión atacada no satisface el requisito de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias del caso, por lo que, mediando una relación directa e inmediata entrelo resuelto y las garantías constitucionales invocadas, incumbe hacer lugar al remedio deducido.


    Gómez, Omar Daniel c/ Ferrocarril General Belgrano S.A. s/ Demanda


    G714,XLIII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    DespidoSin Justa Causa


    Demanda por diferencias en la indemnización por despido a un jubilado. Principio de igualdad, progresividad y protección contra el despido arbitrario. Rechazo de inconstitucionalidad del art. 253 de la LCT.


    "La cuestión controvertida en el sub lite consiste en determinar si el régimen de indemnización por despido para los trabajadores jubilados de la Ley de Contratos de Trabajo es compatible con los derechos y las garantías establecidas en nuestra Constitución Nacional -en especial, el derecho a la igualdad, la protección contra el despido arbitrario y el principio de progresividad-.Para ello cabe destacar que conforme al artículo 253 de la ley 20.744 -texto según ley 24.347-:"[e]n caso de que el trabajador titular de un beneficio previsional de cualquier régimen volviera a prestar servicios en relación de dependencia, sin que ello implique violación a la legislación vigente, el empleador podrá disponer la extinción del contrato invocando esa situación, con obligación de preavisarlo y abonar la indemnización en razón de la antigüedad prevista en el artículo 245 de esta ley o en su caso lo dispuesto en el artículo 247. En este supuesto sólo se computará como antigüedad el tiempo deservicios posterioral cese".La declaración de inconstitucionalidad de una ley constituye la más delicada de las funciones que cabe encomendar a un tribunal de justicia; es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado la última ratio del orden jurídico, por loque no cabe formularla sino cuando un acabado examen del precepto conlleva a la convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho constitucional invocado. En esa tarea, los tribunales han de proceder con prudencia, extremando los recaudos para efectuar una interpretación que, resguardando el mandato constituyente, compatibilice la norma infra-constitucional impugnada con el derecho federal invocado.Corresponde rechazar el agravio vinculado al art. 16 de la Constitución Nacional. La garantía de igualdad ante la ley radica en consagrar un trato igualitario a quienes de hallan en idénticas circunstancias, empero, no impide que se contemple en forma distinta situaciones diferentes, esto en la medida en que tales distinciones no revelen criterios arbitrarios ni obedezcan a propósitos de injusta persecución. De tal modo, es dirimente comprobar no sólo la existencia de un trato distinto, sino también la falta de razonabilidad del criterio y el propósito seguidos por el legislador para efectuar la distinción de situaciones y de trato, circunstancias que no se presentan en el art. 253, en cuanto establece un régimen indemnizatorio para las personas titulares de un beneficio previsional.Una vez que el trabajador obtenga una de las prestaciones de la ley 24.241 su contrato de trabajo quedará objetivamente extinguido sin obligación para el empleador del pago de la indemnización por antigüedad que prevean las leyes o estatutos profesionales (art. 252, ley 20.744).La ley 24.347, reformó el artículo 34 de la ley 24.241 derogando el régimen de incompatibilidades del sistema previsional. Así, permitió que los beneficiarios de prestaciones previsionales reingresen a la actividad laboral -sujetos a ciertas condiciones que luego fueron nuevamente modificadas por la ley 24.463-. A estos efectos, el artículo 7 de la ley 24.347 modificó el artículo 253 de la Ley de Contratos de Trabajo disponiendo que en el caso de que el empleador extinga elcontrato de un trabajador titular de un beneficio previsional deberá indemnizarlo únicamente teniendo en cuenta la nueva antigüedad, pues la anterior ya habría sido computada para el otorgamiento del beneficio previsional del empleado.Así, el objetivo del artículo 253 consiste en evitar resarcir períodos de antigüedad que ya han sido tenidos en cuenta para el cálculo del beneficio previsional ordinario. Esta circunstancia de hecho es aquella que justifica la existencia de un régimen indemnizatorio especial como el aquí cuestionado.Para más, es importante resaltar que la protección constitucional contra el despido arbitrario del artículo 14 bis alcanza el principio de estabilidad y permanencia en el empleo. En este marco, el artículo 245 de la Ley de Contratos de Trabajo consagra el régimen de estabilidad impropia. Por consiguiente, no es razonable afirmar que -una vez alcanzado el beneficio jubilatorio-la indemnización por antigüedad del artículo 245 deba computar también el tiempo de servicio que le permitió al trabajador alcanzar el derecho al haber previsional, en tanto la causa principal del resarcimiento ha desparecido.Por otro lado, tampoco puede prosperar el planteo de inconstitucionalidad del art. 253 a la luz del principio de progresividad en tanto la recurrente no ha aportado razones que justifiquen una solución distinta de aquélla recaída en las instancias anteriores, especialmente teniendo en cuenta la fundamentación que requiere un planteo de tal naturaleza."


    Rua, Alicia Carmen c/ Benteler Automotive S.A. s/ Diferencias de salarios


    R190,XLVIII-3 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Despido sin causa justificada. Supuesto de discriminación: ley 23.592. Rubros indemnizatorios. Interpretación y aplicación de lascircunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal: cuestiones ajenas a la instancia federal.


    No resulta procedente el recurso extraordinario respecto a los rubros indemnizatorios pues remiten al estudio de temas ajenos, a la instancia federal.El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.Por otro lado, la pretensión del actor alegando un supuesto de discriminación, no ha sido debidamente sustentada en las constancias del caso. Pues, la doctrina de la Corte no supone la eximición de prueba a la parte que tilda de discriminatorio a un acto pues, de ser controvertido, pesa sobre aquélla la carga de acreditar los hechos de los que verosímilmente se siga la configuración del motivo debatido, extremo no cumplido por el recurrente.


    Borini, Leopoldo Mario c/ PAMI s/ Despido


    B854,XLVII-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Prueba.Presunciones.


    Médico anestesiólogo. Presunción de la existencia del contrato de trabajo: art. 23 de la LCT. Prueba en contrario. Vínculo entre las partes, intervención como tercero de la Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires. Falta de tratamiento adecuado de las constancias de la causa y las normas aplicables. Afirmaciones dogmáticas.


    "El a qua ha efectuado un tratamiento inadecuado de la controversia de acuerdo con las constancias de la causa y las normas aplicables, y la decisión se sustenta en afirmaciones dogmáticas que le dan un fundamento sólo aparente, máxime cuando se apoya en citas y remisiones parciales a elementosprobatorios de otros procesos.La demandada llevó a conocimiento de la cámara una serie de agravios entre los que destacan -por su conducencia para modificar eventualmente el resultado del proceso- los concernientes a las circunstancias particulares y singulares del vínculo entre el anestesiólogo y la Sociedad Italiana de Beneficencia. En ese vínculo tan exclusivo, en el que interviene un tercero -la Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires (AAARBA)- nada menos que en el intercambio económico de la relación, se desdibuja la figura de "trabajador" prevista en el artículo 25 de la LCT.Ello exigía a los jueces, a la hora de examinar el vínculo jurídico que unía a las partes, una mayor consideración respecto de las cuestiones sometidas a debate. Lejos de ello, el fallo luce dogmático y, en lo sustancial, remite a un precedente, "Iñon", que se refiere auna situación fáctica distinta.Es que la presunción del artículo 23 de la LCT de la que han hecho mérito los jueces admite prueba en contrario, y en el caso no es por la índole profesional de quien realizaba el servicio, sino por la ausencia de análisis de las pruebas referidas a la forma en que se establecían los pagos y se fijaba el valor de los honorarios, que distaba de la remuneración que reciben los trabajadores en los términos de los artículos 21 y 22 de la LCT.Desde esa perspectiva, cobraba especial interés para la solución del caso examinar las puntualizaciones que hizo la demandada en sus agravios ante la alzada, en cuanto a la intervención de la entidad que nuclea a los anestesiólogos y las condiciones en que sus integrantes debenactuar conforme su propio Código de Ética Profesional.En definitiva, los jueces de la anterior instancia no han dado adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con las constancias del caso y la normativa aplicable. Dicha exigencia debió imponerse con mayor estrictez en el sub lite, en atención a la trascendencia del resultado económico del fallo."


    Cairone, Mirta Griselda y otros c/ Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires Hospital Italiano s/ Despido


    C1468,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Sujetos.Trabajador.Accidentes y Enfermedades.Ley de Riesgos del Trabajo


    Daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo. Tope indemnizatorio a la reparación. Inconstitucionalidad del método de cálculo previsto en la ley 24.557. Precedente “Aquino”.


    "La deficiencia del método de cálculo de la fórmula utilizada en la Ley de Riesgos del Trabajo n° 24.557, ya ha sido anticipada por la Corte en los diferentes votos del precedente "Aquino". La ley 24.557, mediante la prestación establecida, sólo indemniza los daños materiales y, dentro de éstos, únicamente el lucro cesante: pérdida de ganancias, que, asimismo, evalúa menguadamente. La referida ley, por un lado, no se adecua a los lineamientos constitucionales, a pesar de haber proclamado que tiene entre sus objetivos reparar los daños derivados de accidentes de trabajo y de enfermedades profesionales y, por otro, que ha negado, a la hora de proteger laintegridad psíquica, física y moral del trabajador, frente a casos regidos por el principio alterum non laedere, la consideración plena de la persona humana y los imperativos de justicia de la reparación, consagrados por la Ley Suprema, que no debencubrirse sólo en apariencia.Todo ello, valorando muy especialmente que nos encontramos ante el reclamo de un trabajador que ha visto disminuida su capacidad con carácter permanente, lo que repercutirá no solo en su esfera económica, sino también en diversos aspectos de su personalidad, con la consiguiente frustración del desarrollo pleno de la vida; para lo cual la indemnización a la que tenga derecho se presentará como un dato de importanciainocultable por mayúsculo.El tope que opera sobre la cuantía resarcitoria es incompatible con el corpus iuris del que allí hizo mérito y, por lo tanto, resulta inconstitucional. En esa inteligencia, la Corte precisó que las pautas a tener en cuenta para el resarcimiento por daños derivados de accidentes de trabajo, son tan terminantes y precisas como mínimas respecto del alcance de los derechos del trabajador, y determinan que no sea de aplicación el criterio seguido en "Vizzoti", invocado acríticamente por la alzada en el sub examine. La modalidad indemnizatoria que escoja el legislador para cumplir con la protección constitucional del empleado frente a los daños derivados de accidentes o enfermedades laborales bajo un régimen tarifado, no puede válidamente dejar de satisfacer, al menos, la pérdida de ingresos o de capacidad de ganancia de la víctima."


    Irisarri, Carlos Ariel c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente ley especial


    I111,XLVI-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios por accidente de trabajo contra una ART y el empleador. Precedente “Soria”.Obligaciónde prevención de los riesgos del trabajo. Responsabilidad solidaria. Admisibilidad del recurso: pronunciamiento no valido como acto jurisdiccional. Sentencia arbitraria: no configura una derivación razonada del derecho vigente.


    "La ley 24.557 amplió el deber de seguridad, que tradicionalmente regía el contrato entre dependientes y empleadores, a la aseguradora, la que resulta obligada -como aquéllos- a verificar las acciones de previsión y de instrumentación que la índole de la actividad requiera para procurar la indemnidad del ser humano que trabaja. Esa afirmación se desprende del primer párrafo del artículo 4 de la ley 24.557, en el sentido que: [los empleadores y los trabajadores comprendidos en el ámbito de LRT, así como las ART están obligados a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente los riesgos del trabajo". En el sub lite, para eximir de responsabilidad a la compañía de seguros, era menester verificar si su intervención en este plano fue eficaz, como exige el artículo 4.1 citado, lo que no consta en autos, desde que la ART"ninguna prueba ha producido en relación con el control del desempeño y la evaluación de la adecuada capacitación del actor".En el caso "Soria", la Corte puntualizó que, de soslayarse la línea señalada, se incurriría en un apartamiento palmario del derecho aplicable (art. 1074, C. Civil), al consagrar una suerte de exención de responsabilidad civil, absoluta y permanente, de las ART respecto de sus obligaciones en materia de prevención de los riesgos del trabajo. Resaltó que uno de los objetivos que caracterizó a la ley 24.557, y al decreto 170/96, fue reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos, a lo que se sumó el haber emplazado a los entes aseguradores, entre otros sujetos, como obligados a adoptar las medidas legalmente previstas para prevenir eficazmente esos peligros. En concordancia con lo manifestado, el Tribunal se pronunció en Fallos; 332:709 y334:573.Es deber de las aseguradoras en esta materia, prevenir los incumplimientos como medio para que éstos, y los riesgos que le son inherentes, puedan evitarse, sin que sea propio de aquéllas permanecer indiferentes aesas irregularidades, pues tienen la carga de denunciar toda inobservancia de sus afiliados a las normas de higiene y seguridad laboral –art. 31.1.a. ley 24.557.-La empleadora demandada no acreditó haber controlado el cumplimiento de los requisitos que la ley 12.297 dispone para dicha actividad, a los efectos de establecer la configuración de su responsabilidad civil por el acaecimiento de hechos previsibles.En este sentido, la Ley de Higiene y Seguridad en el Trabajo, determina una responsabilidad solidaria en el cumplimiento de sus obligaciones cuando la prestación se ejecute por terceros en puestos de trabajo del dador principal.Cabe concluir que el fallo no configura una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al violentar las garantías constitucionales invocadas, procede descalificarlo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad."


    Hereñu, Walter Javier c/ Nobleza Piccardo S.A. y otros s/ Accidente - acción civil


    H13,XLIX-9 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por daño moral. Falta de cumplimiento de los deberes legales de una ART, en los términos de la ley 24.557. Inconstitucionalidad del art 18 del decreto 334/96: exceso reglamentario y alteración del orden de prelación de las normas de rango superior (arts. 31, 99, incisos 2°, de la C.N.). Precedente “Carrizo”.


    "Se puede apreciar que la mayoría del tribunal que ha intervenido en la cuestión, no ha ponderado que el daño moral aquí reclamado no es el derivado del accidente de trabajo, sino que es una acción autónoma dirigida a que la aseguradora repare el daño causado por la falta de cumplimiento de sus deberes legales en debido tiempo y forma. Tal reclamo difiere del legislado en el art. 39inc.1° de la ley 24.557, que se refiere exclusivamente a la responsabilidad civil del empleador frente al daño generado por un accidente o enfermedad profesional.Por lo expuesto, no hay razones que justifiquen que se haya omitido entrar al análisis de la constitucionalidad del decreto 334/96 planteada por el trabajador, recurriendo a una normaque no era aplicable al caso.El pedido de inconstitucionalidad del art. 18 del decreto 334/96 formulado por el trabajador, ya ha sido dictaminado en la causa C. 609. XLIII."Carrizo, Carlos Alberto c/ Liberty ART S.A.", y fallado de conformidad por la Corte, en el cual se analizó, en cuanto aquí interesa,que". cuando el legislador reguló la responsabilidad por omisiones en el pago de la cuota a cargo del empleador expresamente dispuso que la ART otorgará las prestaciones” en obvia alusión a las reguladas en los Capítulo IV y V de la LRT, razonamiento que sin distinción alguna realiza el decreto reglamentario 334/96 en el artículo 18.1, cuando menciona que las aseguradoras responderán por las contingencias producidas durante la vigencia del contrato de afiliación, otorgando las prestaciones con los alcances establecidos en los capítulos IV y V de la LRT. Sin embargo, en el tercer párrafo (art. 18.3), la reglamentación acota la cobertura a"otorgar prestaciones en especie, es decir sólo a las prestaciones del Capítulo V de la ley."En tal sentido, se resolvió que la reglamentación mencionada -relativa a la distinción entre prestaciones en especie y dinerarias- introdujo modificaciones al régimen de prestaciones de la ley de riesgos de trabajo, excediendo las facultades previstas por el art. 99 inc. 2° de la Constitución Nacional, al suprimir, en términos opuestos a la generalidad de la ley, beneficios allí reconocidos. Sobre dicha base, se declaró la inconstitucionalidad del artículo 18.3 del decreto 334/96.A su vez, la doctora Highton de Nolasco agregó en su votoque la norma en examen resulta igualmente merecedora del aludido reproche constitucional por exceso reglamentario y alteración del orden de prelación de las normas de rango superior, ya que viene a desconocer lo establecido por el art. 27, apartado 4°, de la ley24.557 en cuanto establece que"La rescisión del contrato de afiliación estará supeditada a la firma de un nuevo contrato por parte del empleador con otra ART o a su incorporación en el régimen de autoseguro".Desde tal perspectiva corresponde revisar la sentencia y examinar el planteo constitucional formulado, por cuanto la forma en que la mayoría del superior tribunal local interpretó y aplicó las normas en juego generó que se frustrara el examen de la constitucionalidad del decreto 334/96 y, en definitiva, de la procedencia o no del daño moral peticionado."


    Spreafico, Cristian Ernesto c/ Prevención ART S.A. y otro s/ Cobro de pesos


    S667,XLVII-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contingencias Cubiertas.Accidente In Itinere


    Accidente in itinere. Indemnización. Iura novit curia. Ley 24.557.


    La Cámara obvió –sin dar razón plausible- la norma legal inequívocamente aplicable, conformando un supuesto de arbitrariedad de sentencia.La discusión discurrió, en definitiva, sobre la comprobación de los daños invocados, ocasionados por el accidente in itinere, y la procedencia de su reparación.Sin embargo, la cámara rechazó la demanda por haberse fundado en normas civiles, cuando de acuerdo a la plataforma fáctica esgrimida le correspondía encuadrar la relación sustancial de la litis en la ley 24.557.Los jueces tienen no sólo la facultad sino también el deber de discurrir los conflictos y dirimirlos con ajuste al derecho aplicable, valorandoautónomamente la realidad fáctica y encuadrándola en las normas jurídicas con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes.


    Milano, Horacio Rafael c/ Liberty ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    M913,XLVII-12 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Accidente in itinere: muerte de la trabajadora. Solicitud de inconstitucionalidad de la prestación en renta periódica. Arts. 15, inc. 2°, y 18, Ley de Riesgos delTrabajo. Inaplicabilidad de la"teoría de los actos propios”. Antecedente "Llosco". Remisión a Fallos: 327:4607 y 331:1510."


    "Les asiste razón a los apelantes en su tacha pues la decisión no provee una respuesta adecuada a los argumentos concretos esgrimidos, máxime, a la luz de la doctrina del antecedente "Llosco", y toda vez que no da cuenta de las"diferencias diametrales" entre el supuesto y los precedentes alegados.Los demandantes se opusieron a la aplicación de la teoría de los actos propios con sustento en el principio de irrenunciabilidad y en el artículo 14 bis de la Constitución Nacional y afirmaron que nunca prestaron conformidad a la renta, que si no firmaban los formularios de "adhesión", no percibían los pagos y que se sujetaron a un trámite específico sin otra opción, porque lamodalidad es impuesta por ley.Vale agregar que el Máximo Tribunal sostuvo que no resulta óbice al reclamo la falta de reserva o de protesta, ya que una vez establecido que la disputa interesa al trabajo del artículo 14 bis de la Constitución Nación, el principio tutelar que éste enuncia y el tenor inviolable de los derechos que reconoce, conducen a la indisponibilidad y a la prohibición de renuncia de la aplicación de las normas que tutelan el trabajo en todas sus formas, tanto al prestado en el ámbito público comoprivado.En consecuencia, la respuesta del tribunal, con único apoyo en la"teoría de los actos propios", no alcanza a responder a las cuestiones planteadas por los actores con sostén en las garantías constitucionales invocadas y en la jurisprudencia del Tribunal."


    Rizzotti, Mario Eugenio c/ Provincia ART S.A. y otros s/ Accidente - inconstitucionalidad y casación


    R670,XLVII-10 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Accidente laboral. Agente policial fallecido en siniestro in itinere. Inexistencia de cobertura de aseguradora de riesgos del trabajo. Declaración de inconstitucionalidad del abono en cuotas y del tope indemnizatorio de la ley 24.557. Acreditación del momento del siniestro y su modalidad. Responsabilidad de la patronal por las obligaciones impuestas por la Ley de Riesgos del Trabajo.


    "Si bien se trata de una empleadora que no cuenta con una aseguradora de riesgos del trabajo, ello no la exime de asumir las responsabilidades concretas impuestas por ley, frente a la denuncia de un accidente laboral por parte del personal dependiente (o de sus derecho-habientes). Por lo tanto, no resulta una defensa admisible reprochar a los accionantes haber omitido acudir a las comisiones médicas pues, como adujeron, la Provincia determinó un trámite sui generis en que la Dirección de Personal -dependiente de la Secretaría General de la Gobernación- debía expedirse ante la denuncia efectuada.Obra admitida por ambas partes, la aplicación, al ámbito del personal policial de la provincia, de la Ley de Riesgos del Trabajo. En consecuencia, la patronal asumió la responsabilidad por la omisión de contratar una cobertura con una aseguradora de riesgos del trabajo o de autoasegurarse y debe cumplir con las obligaciones que la ley pone a cargo de las compañías de seguro (cfr. arts.2, 1.a; 6.1, 28.1 y 30, LRT).El tribunal no advirtió que, ante ladenuncia de un siniestro, existe un plazo de diez días para aceptar o rechazar expresamente la pretensión y para notificar fehacientemente la decisión al interesado (v. art. 6°, dec. 717/96). Dicha disposición resulta aplicable a la demandada con arreglo a la preceptiva reseñada, y no existen constancias en el presente trámite de que, en legal tiempo y forma, se hubiese desestimado demanera fidedigna la pretensión.Las constancias de la causa desmienten la negativa de la existencia del siniestro, al punto de poner en duda la credibilidad de la postura esgrimida en la defensa, lo que se abona en la medida que tampoco se explicitan cuáles serían los hechos que la parte estima reales según su versión, para contribuir a la verdad objetiva. Así, no cabe admitir que quien se encuentra en mejor posición probatoria, pues tiene la custodia del expediente donde obraban las actuaciones labradas como consecuencia del accidente fatal, pretenda eximirse de responsabilidad so pretexto de que su búsqueda arrojó resultados negativos no pudiendo localizar el expediente de marras.Así, la decisión recurrida prescinde de dar un tratamiento adecuado a la controversia, de acuerdo con las constancias de la causa, y se ampara en afirmaciones dogmáticas que le dan un sustento aparente, por lo que corresponde descalificarlo jurisdiccionalmente."


    Vergara, Carlos Martin y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Cordoba s/ ordinario


    V213,XLVIII-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Accidentes del Trabajo


    Daños y perjuicios por accidente de trabajo. Invalidez constitucional del artículo 39, apartado 1° de la ley 24.557. Marco reparatorio: aspectos laboral, individual y social del trabajador.Improcedencia de fórmulas matemáticas. Reparación integral. Remisión a Fallos: 327:3753 “Aquino". Precedente"Arostegui".


    "La incapacidad del trabajador, por un lado, suele producirle un serio perjuicio en su vida de relación, lo que repercute en sus vínculos sociales, deportivos, artísticos; y, por otro lado, debe ser objeto de reparación, al margen de lo que pueda corresponder por el menoscabo de la actividad productiva y por el daño moral, pues la integridad física en sí misma tiene un valor indemnizable. Por ello, no sólo incumbe justipreciar el aspecto laboral sino también las consecuencias que afecten a la víctima, desde el punto de vista individual y social, lo que le confiere un contexto de valoración más amplio.La Corte destacó en "Arostegui", que las fórmulas matemáticas, por reduccionistas, resultan opuestas a la reparación integral, pues atienden a la persona en su faz exclusivamente laboral, sin ponderar los otros órdenes de la vida del trabajador que, en el sub lite, se vieron afectados por el daño reconocido,estimado en el 100% de la T.O.En el caso, pese a enfatizar que el valor de la vida humana no es susceptible de ser apreciado a través de un cálculo matemático, la juzgadora se ciñó contradictoriamente a resarcir sólo el perjuicio material, sustentada principalmente en las fórmulas utilizadas en los antecedentes "Vuoto" y "Méndez", sin suministrar razones puntuales que justifiquen la merma operada en relación con los factores tenidos en cuenta en primera instancia y omitiendo valorar si se consagra un resarcimiento equitativo, o sea, que resguarde el sentido reparador en concreto."


    Picón, Sergio Rafael c/ Fundición San Cayetano S.A. y otros s/ Accidente - Acción civil


    P240,XLVIII-20 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Reparación de daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo. Reducción del monto de indemnización por incapacidad. Omisión de examen de prueba decisiva y de planteos conducentes. Improcedencia de fórmulas matemáticas. Pérdida de la chance futura. Gastos de tratamiento. Reparación integral. Precedentes "Arostegui", “Aquino" y"Milone".


    "Le asiste razón al recurrente en cuanto la sentencia sostiene que el actor percibió una indemnización por el daño futuro y eventual sin que exista constancia alguna de un pago parcial, lo que torna a la decisión carente de apoyatura en las constancias de la causa y por ende, en arbitraria, por basar elfallo en un hecho inexistente.Sin aportar nuevos argumentos y a pesar de haber sido invocada en los agravios, la Cámara se apartó de la doctrina sentadapor la Corte en "Arostegui".Cabe recordar también que en el precedente "Aquino", la Corte destacó que, frente a supuestos regidos por el principio alterum non laedere, debe tenerse en cuenta la consideración plena de la persona y los imperativos de justicia de la reparación seguidos por nuestra Constitución y, de consiguiente, por el Tribunal, que no deben cubrirse sólo en apariencia. La descalificación de la LRT en los términos de esa doctrina obedeció, precisamente, a que la regla no reconocía otro daño que no fuese la pérdida de la capacidad de ganancias, pues sólo indemnizaba daños materiales y, dentro de éstos, únicamente el lucro cesante: pérdida de ganancias, que evaluaba, asimismo, menguadamente. Tales extremos no fueron justipreciados por el pronunciamiento en crisis, el que -sin más- redujo el monto de condena, sin proveer razones que justifiquen la disminución a ese importe en relación con los factores tenidos en cuenta en primera instancia y los demás elementos que la actora puntualizó en sus agravios.El tribunal fijó un monto indemnizatorio que no se corresponde con los criterios delineados por la Corte y que han sido tenidos en cuenta en numerosos antecedentes, además de no atender a planteos claramente deducidos. En tales circunstancias, la resolución se toma descalificable."


    Nuñez, Hugo Fabio c/ Surfilatti S.A. yotro s/ Accidente acción civil


    N117,XLVII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por Derecho Civil


    Demanda por accidente laboral. Incapacidad. Planteo de inconstitucionalidad del art. 39 LRT N° 24.557. Reclamo de daños con fundamento en los arts. 512, 1109 y 1113 del Código Civil. Deberes de seguridad e indemnidad a cargo del empleador. Precedente "Aquino" Fallos 327:3753. Omisión de análisis de elementos probatorios conducentes para la solución de la causa. Sentencia arbitraria."


    "La cámara, sin negar la existencia del daño provocado en oportunidad de realizar maniobras en una cesárea de urgencia con riesgo -determinado por una malformación fetal diagnosticada con anterioridad-, rechazó el reclamo y desestimó la responsabilidad de las demandadas, soslayando prueba tenida en cuenta en la sentencia de primera instancia.Resulta así arbitraria la decisión de la alzada en cuanto atribuyó deficiencias en el modo de introducir el planteo y el reclamo indemnizatorio, sin analizar las alegaciones de la actora ni la prueba agregada; máxime, cuando tal como fue argüido, la organización de las tareas pudo resultar la causa adecuada de la lesión, sobre la base de la presunción favorable a la existencia de los hechos de la demanda, ratificados por la prueba testimonial. En el escrito de inicio se especificó, concretamente, la falta delequipo integral necesario y de la colaboración y asistencia indispensables.No fueron analizados adecuadamente extremos fácticos decisivos y el cumplimiento de las obligaciones impuestas al empleador en orden a los deberes de seguridad e indemnidad exigibles en cualquier relación contractual -arts. 62 a 65, 75 y 76, LCT-. En ese ámbito, teniendo en cuenta el alcance de la pretensión, debió evaluarse si el hecho generador del perjuicio, era previsible y si pudo ser evitado, actuando con cuidado y previsión, y observando las exigencias reglamentarias razonablemente derivadas de la naturaleza de la prestación.La juzgadora no efectúa una ponderación razonada entre la producción del daño y la incidencia que puedo tener el esfuerzo por extraer el niño, como se denunció en el escrito introductorio, lo cual descalifica el pronunciamiento como acto judicial válido, valorando que la demanda se sustenta en el artículo 1113, segunda parte, del Código Civil.Por otra parte, la Corte señaló que del hecho de ser inconstitucional el artículo 39.1 LRT, en cuanto exime de responsabilidad al empleador, no se deriva que las aseguradoras de riesgos del trabajo no deban satisfacer las obligaciones que han contraído en el marco de ese cuerpo legal, de tal suerte que la mentada invalidez igualmente posibilita que el principal pueda hallar tutela en la medida de su aseguramiento, sin que ello importe abrir juicio sobre el resultado definitivo que merezca el punto."


    Gomez, Lilia Adela c/ Fundación Galicia Saude y otro s/ Despido


    G216,XLVII-15 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Percepción de la Remuneración.Clasificación.Principales y Complementarias


    Demanda de despido. Liquidación de comisiones por ventas de automotores. Ventas habituales y ventas especiales. Operaciones en el marco de una licitación pública. Convenio Colectivo de Trabajo 379/2004 y convenio entre la concesionaria y SMATA.


    "La sentencia apelada no es una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa en cuanto concluyó, sin efectuar el menor análisis, que la intervención del actor en el marco de esa licitación dio lugar al devengamiento de comisiones del 0,74% por unidad vendida en los términos del artículo 14, párrafo octavo, del convenio colectivo y del punto 1 ° del acuerdo suscripto entre la demandada y el SMATA.Las particularidades de las operaciones celebradas en el marco de una licitación pública -en particular, la injerencia del vendedor en el acercamiento de las partes, así como el volumen de las unidades- son diversas e impiden asimilarlas, sin más, a las operaciones habituales. Un proceso licitatorio carece de los elementos típicos de una compraventa comercial en la cual el vendedor interviene como un facilitador para la concreción de la operación. Por el contrario, la ley de la licitación es el pliego donde se especifican el objeto de las contrataciones y los derechos y obligaciones del licitante, de losoferentes y del adjudicatario.Por otra parte, en el caso, el actor percibió una suma adicional por su participación en la licitación, extremo que no ha sido controvertido. En este sentido, cabe recordar que tanto el convenio colectivo como el acuerdo con el SMATA prevén la existencia de comisiones por ventas o casos especiales, cuya cuantía es fijada por las partes. La sentencia recurrida descartó que el actor tuviera derecho a cobrar esas comisiones afirmando que ellas requieren la intervención de la terminal automotriz en las operaciones. Sin embargo, esa interpretación excesivamente formal desconoce que la venta de ciento tres automotores en el marco deuna licitación pública podría asimilarse por las particularidades señaladas -especialmente por la injerencia del vendedor en el negocio y el volumen de unidades-a las denominadas "ventas especiales". En este contexto, la interpretación adoptada por la sentencia desvirtuaría la finalidad del convenio.La arbitrariedad del pronunciamiento se vislumbra más claramente cuando se considera que el tribunal a qua prescindió por completo de ponderar cuál fue la participación del actor en la adjudicación de la licitación a favor de la concesionaria demandada. Más precisamente, el tribunal no consideró si el accionante tuvo una injerencia decisiva en la concreción de esa operación. En esa ponderación, tampoco podían omitirse las características de la licitación pública."


    Larrañaga, Hugo Guillermo c/ Francisco Osvaldo Díaz S.A. s/ Despido


    L44,XLVII-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Otras Formas de Contratación.Empleo Público


    Empleo público. Diferencias salariares. Superintendencia de Seguros de la Nación. Personal contratado por tiempo determinado. Carácter transitorio. Equiparación a planta permanenteen nivel o categoría y grado de las remuneraciones no en suplementos o adicionales. Ley 25.164. Decreto 214/06 y 993/91.


    "Los actores fueron contratados por la Superintendencia de Seguros de la Nación en los términos del art. 9° de la ley 25.164, que dispone que el personal contratado por tiempo determinado para prestar servicios de carácter transitorio o estacionales"será equiparado en los niveles y grados de la planta permanente y percibirá la remuneración de conformidad con la correspondiente al nivel y grado respectivo..."El Convenio Colectivo de Trabajo General para la Administración Pública Nacional aprobado por el decreto214/06, aplicable a los trabajadores bajo relación de dependencia laboral con las jurisdicciones y entidades descentralizadas detalladas en el anexo 1, entre las que se encuentra la Superintendencia de Seguros de la Nación, establece en su art. 32 que el personal contratado en los términos del art. 9 de la ley 25.164 se equipara, a los efectos de su remuneración,"al nivel o categoría y grado, cuando corresponda, del régimen aplicable al personal permanente del organismo en el que se efectúe su designación, que se correspondacon las funciones asignadas".Mediante la decisión administrativa 3/04 el Jefe de Gabinete de Ministros dispuso que dicho personal"percibirá una remuneración mensual equivalente al nivel o categoría del régimen escalafonario aplicable al personal de planta permanente de la jurisdicción u organismo descentralizado contratante al que corresponda equipararlo según eltipo de funciones a desarrollar" (art. 10). Seguidamente, determinó las pautas aplicables a los efectos de equiparar la remuneración del personal no permanente con el adicional por grado, distinguiendo el procedimiento para el cómputo según si las jurisdicciones o entidades descentralizadas cuentan con personal regulado por el Sistema Nacional de Empleo Público o si el personal no está comprendido en el régimen del decreto 993/91 (Sistema Nacional de la Profesión Administrativa).Las normas aplicables se limitan a disponer la equiparación en el nivel o categoría y grado de las remuneraciones del personal no permanente que ingresa en los términos del art. 9 de la ley 25.164, mas no efectúan mención alguna con respecto a los suplementos o adicionales que los actores reclaman en el sub lite, motivo por el cual ellos deben ser abonados únicamente al personal que pertenece a la planta permanente."


    Asociación Trabajadores del Estado c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Diferencias de salarios


    A674,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión del cobro de diferencias salariales. Empleo Público. Decreto 3575/76. Integrantes de la Orquesta Sinfónica Nacional. Fijación de escalas salariales propias para cada escalafón: no importa tratamiento discriminatorio.


    "No asiste razón a los apelantes en cuanto reclaman el derecho a percibir diferencias salariales derivadas de una supuesta aplicaciónincorrecta del decreto 3575/76.En primer lugar, los actores cuestionan la diferencia que existiría entre el aumento otorgado al personal civil de la Administración Pública y el que les fue otorgado en su carácter de integrantes de la Orquesta Sinfónica Nacional, con fundamento en que el cálculo de los porcentajes se realizó, en el primer caso, sobre la "asignación de categoría" -compuesta por el sueldo más los adicionales generales- y, en el segundo, solamente sobre el sueldo básico.Tales argumentos fundados en la diferencia discriminatoria que se habría producido como consecuencia de la errónea base de cálculo adoptada para fijar las nuevas remuneraciones resultan inadmisibles, ya que los preceptos aplicables no contienen precisiones al respecto, lo que impide afirmar que debía tomarse necesariamente como base de cálculo la “asignación de categoría" y no el "sueldo básico". En la comparación de los sueldos se tuvieron en cuenta los adicionales por "dedicación funcional" y"gastos de representación" asignados al personal de la administración pública, lo que importa añadir a la base rubros que no integraban la remuneración del personal de la Orquesta Sinfónica Nacional, el cual se encuentra regido por un escalafón especial y cuya remuneración se fija por normas especiales.En segundo lugar, la supuesta obligación de mantener una determinada proporcionalidad entre las remuneraciones de los distintosescalafones que alegan los apelantes, tampoco encuentra sustento en los términos del art. 10 del decreto 3575/76. En efecto, el precepto se limitó a establecer que los regímenes remunerativos del restante personal dependiente del gobierno nacional debían ser"objeto de adecuación en concordancia con lo dispuesto en el presente decreto". No es posible extraer la exigencia de una proporcionalidad o equivalencia entre los haberes anteriores y posteriores al dictado del decreto 3575/76, pues la concordancia prevista por esta norma está referida a los"regímenes remunerativos" en general, sin mencionar en forma expresa que los incrementos salariales deban realizarse bajo una determinada modalidad ni siguiendo estrictos índices porcentuales correlativos para cada categoría.Ni el decreto 3575/76 ni la resolución conjunta 26/77 aplicaron un determinado porcentaje sobre las remuneraciones que percibía el personal al 31 de diciembre de 1976, sino que las nuevas escalas fueron fijadas como producto de una revisión general de la política salarial vigente en aquel momento, tanto para el escalafón general como para los escalafones especiales, de conformidad con las pautas que el Poder Ejecutivo Nacional consideró adecuadas, en ejercicio de competencias asignadas por el art. 86, inc. 10, de la Constitución Nacional (actual art. 99), que se vinculan ala relación de empleo público.Las escalas salariales fijadas no resultan violatorias del art. 14 bis de la Constitución Nacional y, en tal sentido, la Corte tiene dicho que el derecho de los agentes estatales a una remuneración justa no significa el derecho a un escalafón pétreo, a la existencia de adicionales invariables o a un porcentaje fijo de bonificaciones, siempre que se respeten los principios constitucionales de igual remuneración por igual tarea y tales variaciones no importenuna disminución de los haberes.Para que se encuentre lesionada la garantía de igualdad del art. 16 de la Constitución Nacional,es necesario que se establezcan excepciones o privilegios que excluyan a unos de los que se conceden a otros en idénticas circunstancias, mas no impide que la legislación contemple en forma distinta situaciones que considere diferentes, pues nada obsta a que se trate de manera diferente a aquellos que se encuentran en escalafones distintos por sus actividades específicas, sin que se advierta en el sub lite que la fijación de escalas salariales propias para cada escalafón importe un tratamiento discriminatorio."


    Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministeriode Educación s/ Empleo público


    C114,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión del cobro de diferencias salariales. Fallecimiento de empleado suspendido en su trabajo. Cónyuge supérstite. Régimen Disciplinario del artículo 44 de la CCT, Laudo 15/91 y Reglamento de Investigaciones Administrativas aprobado por decreto 467/99. Falta de resolución definitiva del sumario administrativa. Responsabilidad disciplinaria.


    "No procede el pago de sueldos por funciones no desempeñadas por el agente público, salvo disposición expresa y específica. En el presente, el cobro de los haberes por el lapso de la suspensión está supeditado a que en la respectiva causa administrativa el agente no resulte sancionado (conf. art. 13, inc. g del capítulo 5° del Régimen Disciplinario del artículo 44 de la CCT Laudo 15/91 y art. 60, inc. b, del Reglamento de Investigaciones Administrativas aprobado por decreto 467/99).Ello presupone, en los propios términosde la normativa aplicable, una"decisión final del sumario", estoes, una "resolución definitiva" en la que se determine la exención o existencia de responsabilidad del agente, para lo cual, además, se exige el cumplimiento de una serie de estrictasformalidades para su debida notificación y publicidad (conf. cons. 17 y arts. 122 y 123 del citado reglamento de investigaciones). En ese sentido, también cabe tener presente lo aludido en los arts. 17, 18.1 y 18.2 del aludido régimen disciplinario en punto a las conclusiones formuladas al cierre del sumario, en cuanto declaración concreta acerca de la existencia o inexistencia de la responsabilidad disciplinaria.Tal es la hermenéutica que se impone en el caso, a la luz del principio conforme al cual los preceptos legales no pueden ser interpretados aisladamente sino en correlación con los demás, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en un conjunto, y teniendo en cuenta, además de la letra, la finalidad perseguida y la dinámica de la realidad.Así las cosas, en autos no secumplela condición impuesta en la norma a los fines del reconocimiento del derecho a la percepción de los salarios caídos. En el caso, en efecto, el cierre del sumario administrativo no se produjo con motivo de la resolución definitiva exigida en la norma, sino por un hecho fortuito, como es el fallecimiento del ex agente. En tales condiciones, mal puede hacerse extensiva al presente la solución allí prevista, máxime cuando se trata de una excepción al principio general que rige la cuestión.Ello en nada afecta la presunción de inocencia, no vinculada al caso en el que sólo se cuestiona la aplicación de una norma ajena al supuesto planteado. El tiempo trascurrido tampoco obsta a lo hasta aquí expresado, más allá de la circunstancia de que la suspensión del trámite del sumario a resultas de la causa penal respondió a lo dispuesto en la norma, y sin perjuicio asimismo de la actividad desplegada por la demandada en punto al impulso de las actuaciones."


    Salomón, Julia Albanis c/ AFIP s/ Laboral


    S776,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo indemnización por despido contra municipio. Vínculo laboral de naturaleza transitorio hasta el cese de la relación. Cuestiones regidas por el derecho público local. Remisión dictamenM. 849, L. XLVIII,"Molina” y fallo "Ramos".


    "Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por la interpretación dada al marco legal aplicable no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, más allá del acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa, concluyó -con argumentos jurídicos suficientes- que pudo la municipalidad legítimamente dejar sin efecto la designación de la actora en la planta transitoria sin que se haya conculcado, con ello, derecho alguno.Los argumentos del superior tribunal se fundan en las circunstancias de hecho que rodean a la designación en la planta transitoria -naturaleza de la prestación que incluso consideran fuera de toda controversia entre las partes- y las facultades de la Municipalidad de Junín, para su celebración, entendiendo que dicho marco no permite tener por acreditada una desviación de poder cuyo objeto fuera encubrir una designación permanente bajo la apariencia de una sucesiva designación transitoria.Cabe mencionar la opinión del Ministerio Público en la causa M. 849, L. XLVIII,"Molina" -a cuyos fundamentos y conclusiones V.E. remitió- en referencia a la interpretación que cabe efectuar respecto de los precedentes traídos como fundantes del agravio de la actora:"...incluso, en el precedente "Ramos" -cuya mención expresa formula el actor-V.E. consideró que la solución que propició para ese caso en particular no implicaba en manera alguna que la Constitución Nacional impida al Estado la celebración de contratos de empleo que, por circunstancias -necesidades- transitorias oeventuales que no puedan verse superadas o satisfechas por el personal de planta permanente, excluyan, vgr., el derecho del trabajador a la permanencia en el empleo, siempre y cuando, naturalmente, los requisitos y condiciones a los que sean sometidos resulten, por su objetividad y razonabilidad, una excepción admisible a las reglas del art. 14 bis a la vez que entendió que la acreditación de los extremos que habiliten la contratación de agentes sin permanencia debía ser analizada con carácter restrictivo, atendiendo cada caso en particular la transitoriedad y laespecificidad del requerimiento"; circunstancias éstas evaluadas acabadamente por el tribunal de origen, sin que los argumentos traídos en el recurso o en la queja motiven una modificación de lo allí resuelto."


    Acerbo, Andrea Leonor c/ Municipalidad de Junín s/ Demanda contencioso administrativo


    A697,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    capítuloVI


    Derecho Penal


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delitos contra la Integridad Sexual


    Contienda negativa de competencia. Art. 119, 2° párr.inc. “f” en grado de tentativa. Corrupción de menores de 18 años. Distintas conductas a cargo de un único tribunal: mismo contexto delictivo. Mayor economía procesal y mejor defensa del imputado. Preservación de la víctima. Justicia nacional.


    Las constancias del legajo permiten inferir razonablemente que las conductas abusivas desarrolladas, se encuentran enmarcadas en el ámbito de confianza familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesaly mejor defensa del imputado.Adviértase en este último aspecto que la causa tramitó desde su inicio en esta ciudad, donde se realizaron las evaluaciones médicas y psicológicas de la víctima por los especialistas del Cuerpo Médico Forense, se concluyó la investigación y se dictó sentencia de condena por el primer hecho. Si a ello se agrega la existencia de ciertos elementos de prueba en común aparece conveniente mantener la competencia nacional.Aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en autos pues, en las condiciones dadas, no se advierte óbice para que el hecho objeto de contienda también sea juzgado por el tribunal nacional. Más todavía cuando esta solución es la que mejor preserva a la víctima de reeditar una traumática reiteración de procedimientos idénticos en otra sede.


    L., Alfredo s/ Corrupción de menores de 18 años


    CSJCOMP3261/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos Previstos en Leyes Especiales


    Leyes que Protegen las Relaciones de Familia.Ley de Impedimento de contacto de Los Hijos Menores con Sus Padres No Convivientes


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto de hijos menores con padres no convivientes. Lugares a considerar para determinar la competencia.Intervención de la justicia chaqueña.


    A fin de determinar la competencia en estos casos, se debe tener en cuenta la residencia habitual del menor a la época en que su progenitor los habría removido de la custodia de su madre, privándola de tomar contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones como tal.


    F., Esteban Gerónimo s/ Impedimento contacto de hijos menores con padres no convivientes


    COMP340, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto de hijos menores con padres no convivientes. Lugares a considerar para determinar la competencia. Intervención de la justicia chaqueña.


    Sin perjuicio de que al momento no se encuentra certificado el lugar de residencia actual de los menores, debe tenerse en cuenta su residencia habitual a la época en que su progenitor los habría removido de la custodia de su madre, privándola de tomar contacto con ellos y del ejercicio de sus derechos y obligaciones como tal.


    F., J. A. s/ Impedimento contacto de hijos menorescon padres no convivientes


    COMP339, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Tipos de Delito.Delitos de Peligro.Delitos de Peligro Abstracto


    Tentativa de robo agravado por el uso de arma de fuego, en concurso real con portación de arma de fuego. Delito de peligro abstracto. Constitucionalidad del régimen de reincidencia: remisión al dictamen en la causa A. 558, L.XLVI, "Arévalo, Martín Salomón". Arbitrariedad."


    En el derecho penal argentino la portación ilegítima de arma de fuego es un delito de peligro abstracto contra la seguridad pública, y si bien la doctrina explica que los delitos de peligro quedan desplazados por el correspondiente delito de lesión, también enseña que ello no rige para los delitos de peligro abstracto y de peligro común, pues no es posible en esos casos sostener que se trate de una infracción progresiva sobre un mismo y único objeto de ataque, y, en e! sub lite, ni siquiera de un mismo bien jurídico.En elvoto mayoritario del a qua, no se ha ensayado ninguna vía alternativa en orden a explicar de un modo plausible por qué otra razón podría, así y todo, considerarse enel caso suficientemente abarcado el disvalor de un delito en el otro, a pesar de la diferencia estructural allí señalada.Tampoco se hace cargo ni explica de qué modo su solución se concilia con el hecho de que la portación del arma se hubiese prolongado luego de que la tentativa de robo hubiera fracasado y, por ende, concluido, o, incluso, como señaló e!fiscal recurrente, de que preexistió al comienzo de ejecución del robo.


    B., Alejandro David y R. V., Sebastián s/ Causa nº 15.070


    B133,XLIX133-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Parte General


    Acción Penal


    Causas de Extinción.Prescripción


    Acción penal cambiaria. Constitucionalidad del segundo párrafo del artículo 19 de la ley 19.359: Remisión al dictamen en el caso R 142/2013 XLIX, "Romfioc S.R.L.". Garantía del plazo razonable. Apartamiento de las constancias de la causa. Arbitrariedad de la sentencia."


    La Cámara Federal de Mar del Plata confirmó la resolución del juez que declaró extinguida por prescripción la acción penal cambiaria respecto del imputado y dispuso su sobreseimiento, fundándose en la declaración de inconstitucionalidad del artículo 19, segundo párrafo, de la ley 19.359 y en la afectación de la garantía a ser juzgado dentro de un plazo razonable.Ambos aspectos fueroncuestionados por el señor Fiscal General en el recurso extraordinario que interpuso contra ese pronunciamiento.El recurrente ha detallado adecuadamente las constancias del proceso, cuya falta de consideración genera la arbitrariedad del temperamento adoptado en cuanto a la garantía del plazo razonable, como así también ha indicado los criterios hermenéuticos aplicables a la materia.


    BCRA s/ Dcia. Ostramar S.A. s/ inf.ley19.359


    B881,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Extinción de la acción penal por prescripción: interpretación arbitraria. Remisión a lo dictaminado enS. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ Causa n° 13590".


    L., Adolfo Mario PatricioS/ Causa nº 606/13


    L82, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Plazo razonable. Solicitud de sobreseimiento


    La ausencia de elementos de convicción durante el prolongado tiempo que lleva en trámite la causa, que permitan siquiera presumir algún grado de participación de la imputada en el suceso constituyen antecedentes relevantes a tener en cuenta a efectos de no prolongar sine die el estado de incertidumbre que padece, luego de haber transcurrido más de quince años desde que se ordenó su declaración indagatoria.


    Sumario instruido en la Comisaría 15 por averiguación de delitos de explosión, homicidios y lesiones calificadas y daños (arts. 186, 80 inc. 4 y 5, 92 y 183 del CP) con motivo del atentado a la embajada de Israel


    S143,XXIV-5 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión del Juicio a Prueba


    Suspensión del proceso a prueba. Delito de lesiones culposas. Arbitrariedad de la interpretación y aplicación del artículo 76 bis del Código Penal: exigencia de consentimiento del Ministerio Público. Resolución PGN n° 24/00: auto-inhabilitación. Opinión mayoritaria no coincidente.


    "Las expresiones vertidas en ambas cámaras durante el tratamiento parlamentario de la norma en cuestión, sumado al análisis gramatical de la misma, permiten apreciar que la intención del legislador fue condicionar la suspensión del juicio al consentimiento del fiscal. La condición a la que la fiscalía subordinó su aplicación, lejos de aparecer irrazonable, es la que permite compatibilizar la intención del legislador con una interpretación amplia de las normas que regulan la suspensión del juicio a prueba. Como entendió el Fiscal General recurrente, su oposición a la suspensión del juicio tuvo como base una pauta de política criminal enraizada en disposiciones legales (resolucionesPGN n°24/00 y 86/04) desde que lo hizo porque el imputado como autor del delito de lesiones culposas, ocasionado por la conducción antirreglamentaria de un vehículo automotor, no accedió a auto-inhabilitarse para conducir automóviles durante el plazo de concesión del beneficio (motivo por el cual alegó la arbitrariedad de la interpretación y aplicación que el a quo hizo del artículo 76 bis del Código Penal). Pues la exigencia de auto-inhabilitación postulada de acuerdo con las citadas resoluciones tiene en cuenta el interés social de remediar por diversos medios -como por ejemplo la realización de un curso sobre esa particular actividad- la impericia que se estima pudo haber llevado a su comisión, lo que concuerda además con la voluntad del legislador de adoptar prevenciones al respecto en los casos de esa naturaleza. Corresponde que exista mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida. Sibien la opinión mayoritaria admitió la posibilidad de suspender el juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilitación, el primero de los votos lo hizo de modo tácito, sin fundamentación ni referencia a la disposición legal que expresamente excluye esa posibilidad. Dicho voto no contó con argumento alguno que permita conocer por qué razón habría que concluir que las normas que regulan la suspensión deljuicio a prueba establecen un"control jurisdiccional" con el sentido que pretende reconocerle –de dominio o mando, en lugar de fiscalización o comprobación–. En lo que atañe al segundo de los votos que conformó la mayoría, este se sustentó en meras afirmaciones dogmáticas, y no responde a los fundamentos de la posición que sostuvo el representante del Ministerio Público, omitiendo analizar las específicas circunstanciasdel caso que invocó (doctrina "Acosta"), y relacionarlas con las del presente, así como también explicar las razones para aplicar aquel criterio a todos los supuestos de inhabilitación."


    A., Jorge Alfredo s/ Causa nº 16.088


    A1191,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Clases de Sanciones


    Penas


    Delito de contrabando. Escala penal: equiparación tentativa y consumación. Presunta inconstitucionalidad del artículo 872 del Código Aduanero. Relevancia del bien jurídico protegido: adecuado ejercicio de la función del control del tráfico internacional de mercaderías asignadas a las aduanas. Precedentes"Legumbres"; “Cinepa” “Vigil”, “Branchessi”. Consonancia con Res. PGN 165/2005. "


    "V.E. tiene reiteradamente dicho que la declaración de inconstitucionalidad de una norma constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y configura un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico.En línea con tal criterio, V.E. también ha establecido que se deben agotar todas las interpretaciones posibles de una disposición legal antes de concluir en su inconstitucionalidad, pues tal declaración es un remedio extremo que"siempre importa desconocer un acto de poder de inmediata procedencia de la soberanía popular, cuya banalización no puede ser republicanamente saludable".Si bien es cierto que la regla de menor punibilidad de la tentativa que establece el artículo 44 del Código Penal sugiere que, en principio, en nuestro ordenamiento legal la ausencia de desvalor de resultado conduce a una menor punibilidad, también lo es que en muchos casos el legislador ha tenido buenas razones para decidir que ese minus no incida de manera relevante en la magnitud de la pena.Eso es, precisamente, lo que ocurre en materia aduanera, pues, en virtud del modo en que han sido concebidos delito y bien jurídico protegido, también en este caso el legislador decidió apartarse de la regla prevista en el artículo 44 y computar de un modo diverso la falta de! desvalor de resultado en la cuantía de lapena.La ponderación realizada por el legislador sobre el modo en que han de protegerse los distintos bienes jurídicos no puede constituir, en principio, un problema de índole constitucional, a menos que se demuestre la irrazonabilidad de la norma dictadaa tal fin.El intento de fundar la diferencia de desvalor entre contrabando tentado y consumado en el hecho de que "en el primer caso la mercadería logra ser retenida y queda en poder de la aduana" mientras que"en el segundo ella difícilmente pueda ser habida", desatiende un dato esencial, cual es, que parael contrabando es irrelevante la concurrencia o no de ese resultado, porque el bien jurídico protegido con la incriminación del delito no es la integridad de la renta aduanera, sino el adecuado ejercicio de las funciones para el control sobre las importaciones y exportaciones que las leyes acuerdan al servicio aduanero, y porque el delito se perfecciona ya cuando se dificulta el adecuado ejercicio de ese control sin que sea necesaria la concurrencia de un perjuicio fiscal.En efecto, tal como fue señalado por V.E. en ocasión depronunciarse en el precedente "Legumbres S.A", ya de la discusión parlamentaria generada en tomo al proyecto de la ley 14.129, -en la que aparece por primera vez legislada la figura de la tentativa en la normativa específicamente aduanera-, así como de la observada con relación a las normas que la sucedieron, surge que el bien jurídico resguardado por la ley aduanera está"constituido por el adecuado ejercicio de la función del control del tráfico internacional de mercaderías asignadas a las aduanas", y que lo determinante para la punición del delito de contrabando"es que se tienda a frustrar el adecuado ejercicio de las facultades legales de las aduanas, concepto que ha sido precisado en la redacción del artículo 863 del Código. Aduanero circunscribiendo dichas facultades de control, respecto del contrabando, solamente a los hechos que impiden u obstaculizan el adecuado ejercicio de las funciones que las leyes acuerdan al servicio aduanero 'para el control sobre las importaciones y las exportaciones...". Asimismo, con relación a la normativa actual y a las leyes que la precedieron, confrontar en igual sentido las referencias efectuadas por V.E. en los precedentes"Cinepa S.A" y "Vigil".De ello se deriva que el contrabando no requiere para su consumación que se haya logrado burlar efectivamente el control aduanero, sino que se satisface ya con que se haya dificultado, entorpecido, en cualquier medida, su adecuado ejercicio. A diferenciade lo que ocurre en el delito de homicidio, que trae como ejemplo la sentencia, tentativa (comenzar a entorpecer) y consumación (entorpecer) no se presentan en el contrabando como dos momentos cualitativamente distintos (vida o muerte), sino como una breve gradación cuantitativa en una misma línea de continuo (menor o mayor grado de entorpecimiento) conpunto final en el impedimento.Por consiguiente, en el curso del breve iter criminis que conduce de la tentativa a la consumación, la entidad del delito presenta una variación no significativa de matices que bien pudo haber llevado al legislador a considerar que podía ser adecuadamente atendida con la variación de la magnitud de la pena que permite la escala punitiva que prevé el contrabando.En efecto, es precisamente en ese corto camino que el delito de contrabando requiere transitar entre tentativa y consumación en el que reside aquella dificultad para advertir, en los casos más usuales, una diferencia sustancial entre el hecho consumado y el que queda en grado de tentativa, y sobre la cual el legislador habría fundado la equiparación de la escala penalprevista para uno y otro caso.Los argumentos expuestos en la sentencia no bastan para demostrar que el sistema instaurado por el artículo 872 del Código Aduanero -en tanto se aparta de la regla de menor punibilidad de la tentativa que establece el artículo 44 del Código Penal- contraría los principios constitucionales de culpabilidad y proporcionalidad de la pena, máxime teniendo en cuenta la amplitud con que el legislador concibió la escala penal del artículo 866, que provee al juez de la libertad necesaria para individualizar la sanción según la gravedad del hecho verificado en el caso concreto sometido a su juzgamiento. Por lo demás, la posibilidad de una interpretación del tipo penal de contrabando y del bien jurídico protegido como la aquí presentada quepermite explicar el origen del sistema punitivo adoptado a su respecto de manera consistente con los principios de culpabilidad y proporcionalidad, impide tachar de inconstitucional la norma impugnada.Los argumentos en que se funda la postura del a quo carecen de aptitud para conmover la adoptada por V.E. en el precedente "Branchessi", en cuanto no admitió pronunciarse respecto de un planteo inspirado en fundamentos análogos a los que informó la decisión que aquí se cuestiona.En consonancia con el criterio establecido por esta Procuración General en la instrucción adoptada por resolución PGN n° 165, del 22 de diciembre de 2005, se sostiene la constitucionalidad del artículo 872 del Código Aduanero."


    A., Sharon Mae s/ Causa n° 15.507


    A363,XLIX-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Determinación Judicial de la Pena


    Norma que prevé el mínimo legal de pena para la comercialización de estupefacientes. Rechazo del pedido de inconstitucionalidad. Pretensión punitiva inferior al mínimo legal previsto para el delito. Facultad de los jueces para individualizar el monto de la pena conforme a la calificación jurídica.


    "Siendo la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal un acto de suma gravedad que debe considerarse como ultima ratio del orden jurídico, ya que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, no cabe duda que la puesta en práctica de tan delicada facultad, también requiere que el planteo efectuado en tal sentido ofrezca la adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.En cuanto a la imposibilidad de los jueces deimponer una pena superior a la requerida por el fiscal, ha de hacerse remisión a lo dictaminado en la causa A. 1491, L. XL,"A ,Orlando Daniel s/ causa n° 5.019" (apartado IlI), oportunidad en la que se descartó la posible violación de las garantías constitucionales a las que alude el recurrente, motivo por el cual se dan por reproducidas, en lo pertinente, las razones allí vertidas.Sin perjuicio de ello, se advierte que en el sub júdice la pretensión punitiva concretada por el fiscal fue inferior al mínimo legal previsto para el delito por el que acusó.Esta particular circunstancia resulta relevante, en la medida que tanto el encausado como su defensa no podían ignorar que la eventual aplicación de esa pena por los jueces se encontraba supeditada, ante todo, a que prosperara la cuestión constitucional, pues en caso contrario, el tribunal se encontraba legitimado para individualizar el monto de la sanción a aplicar dentro de la escala penal que el ordenamiento legal establece en cada delito tal como efectivamente aconteció al imponer, en coincidencia con la calificación jurídica propuesta por el fiscal, el mínimo de la pena privativa de libertad prevista, e incluso, una multa inferior a la requerida."


    B., Denis Rubén s/ Causa N° 14.026


    B586,XLVIII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reincidencia


    Constitucionalidad del régimen de agravación por reincidencia. Inexistencia de afectación al principio constitucional non bis in idem. Derecho penal de acto. Mayor grado de culpabilidad del reincidente. Pérdida del derecho a aspirar al régimen de libertad condicional. Otros mecanismos de atenuación paulatina de las restricciones de las penas de encierro carcelario.


    "La aplicación al caso de la agravante prevista en el artículo 41 quater del Código Penal no puede ser objeto de consideración en esta instancia extraordinaria, pues remite al examen de cuestiones relativas a la interpretación y aplicación del derecho común y a la valoración de los hechos y de las pruebas que han sido resueltas con fundamentos bastantes.La mera discrepancia con el monto de la sanción no suscita una cuestión que quepa decidir a V.E cuando, como en el caso, su determinación por los jueces de la causa ha sido realizada razonablemente dentro de los límites establecidos por las categorías que en ese sentido fijan las leyes.Plantea una cuestión federal la objeción del régimen de agravación por reincidencia que regula el Código Penal bajo la pretensión de que es inconciliable con principios de la Constitución Nacional, y la decisión apelada -la sentencia del superior tribunal de la causa que puso fin al pleito- ha sido contraria a los derechos que, a criterio del recurrente, tales principios aseguran.En Fallos "Valdez" y "L'Eveque", con asiento en una antigua doctrina constitucional de la Suprema Corte de los Estados Unidos de Norteamérica, V.E. descartó la objeción basada en el principio non bis in ídem al interpretar el régimen de agravación por reincidencia no como una forma de agregar un nuevo castigo por el delito anterior ya penado, sino, antes bien, como un ajuste de la pena por el nuevo delito tomando en consideración características penalmente relevantes del caso. El principio en cuestión, sostuvo la Corte, "prohíbe la nueva aplicación de pena por el mismo hecho pero no impide al legislador tomar en cuenta la anterior condena -entendida ésta como un dato objetivo y formal- a efectos de ajustar con mayor precisión el tratamiento penitenciario que considere adecuado para aquellos supuestos en los que el individuo incurriese en una nueva infracción criminal... [L]o que se sancionaría con mayor rigor sería, exclusivamente, laconducta puesta de relieve después de la primera sentencia, no comprendida nipenada -como es obvio- en ésta".Las consideraciones de V.E. en los precedentes citados sugieren también una respuesta a la objeción fundada en el principio que prohíbe la adopción de un derecho penal de autor. De acuerdo con la lectura del Tribunal, la mayor gravedad en la sanción que el Código Penal atribuye a quien comete un nuevo delito habiendo cumplido efectivamente pena por un delito anterior puede explicarse como respuesta al mayor grado de culpabilidad que revelaría esa persona en la comisión del nuevo delito, en comparación con la que expresaría quien cometiera un hecho equivalente sin haber cumplido penacon anterioridad:"[L]a mayor severidad en el cumplimiento de la sanción no se debe a la circunstancia de que el sujeto haya cometido el delito anterior, sino al hecho de haber sido condenado en esa oportunidad y obligado a cumplir pena privativa de la libertad, lo que pone en evidencia el mayor grado de culpabilidad de la conducta posterior a raíz del desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el delito.Bajo la luz de esa interpretación, el régimen de agravación por reincidencia no importaría una forma de castigo por el carácter o por lo que la persona es, ni respondería a un juicio sobre el proyecto de vida que ella ha elegido realizar. Antes bien, la agravación reflejaría una evaluación de la responsabilidad personal del autor por la comisión del nuevo delito.El juez Petracchi,en su voto en el caso "Gramajo", indicó que la declaración de inconstitucionalidad de la reclusión por tiempo indeterminado del artículo 52 del Código Penal, decidida por la Corte en ese precedente, no implica una conclusión semejante para el régimen de agravación por reincidencia en disputa en el caso ahora en examen. De acuerdo con la doctrina de ese precedente, es contraria a la Constitución la imposición de una penadesproporcionadamente severa, en relación con la culpabilidad por la infracción penal cometida, y sólo motivada en la atribución al condenado del carácter de ser un"peligro para la sociedad". En cambio, una agravación punitiva legalmente impuesta como respuesta a una mayor culpabilidad por el hecho delictivo sobre el que versa la condena, y que no supera los márgenes de la pena fijada por la ley en proporción a la gravedad del delito, no comparte, por cierto, los vicios constitucionales del régimen del artículo 52 del Código Penal.La reincidencia, tal como está definida en el artículo 50 del Código Penal, es un indicador razonable de una culpabilidad mayor. La culpabilidad por un hecho delictivo depende, en efecto, de la capacidad de la personade "comprender la criminalidad" del hecho que comete. Y, por su parte, el previo cumplimiento efectivo de una pena puede asegurar, intensificar o profundizar esa comprensión. Al menos, esa es una función u objetivo que cabe razonablemente atribuir a la pena.La posibilidad de esta lectura del régimen de agravación por reincidencia del Código Penal impide que se lo tenga por inconstitucional. Pues ha de recordarse que no está aquí en juego la evaluación del mérito, conveniencia, oportunidad, acierto o eficacia del régimen de agravación por reincidencia, que no es propia del Poder Judicial sino su estricta contradicción con los principios recogidos por la Constitución Nacional. Y en esta labor, tal como el Tribunal lo ha manifestado en reiteradas ocasiones, ha de procederse con prudencia, extremando los recaudos para efectuar una interpretación que, resguardando el mandato constituyente, compatibilice la norma infra-constitucional impugnada con el derecho federal invocado.Tampoco encuentro inconstitucionalidad en el hecho de que la agravación punitiva que dispone el Código Penal en virtud de la reincidencia consista en la pérdida del derecho a aspirar al régimen de libertadcondicional.El régimen de libertad condicional que regula el Código Penal entre sus artículos 13 y 17 es una manifestación de una política del legislador nacional dirigida a graduar el uso del encierro carcelario en respuesta a particularidades de la historia punitiva de la persona condenada.La pérdida del derecho a aspirar al régimen de libertad condicional no importa privar al interno del acceso a otros mecanismos de atenuación paulatina de las restricciones propias de las penas de encierro carcelario a los que tiene derecho, en línea con el fin de reforma y readaptación social que el artículo 5, inciso 6, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos asigna a las penas privativas de la libertad.La lectura según la cual sólo el cumplimiento efectivo de encierro carcelario por un lapso equivalente, al menos, a las dos terceras partes del total de la pena impuesta por el delito anterior podría justificar la agravación por reincidencia de la pena impuesta por el delito posterior […]debe serrechazada en razón de que ella"conduciría prácticamente a eliminar la reincidencia de nuestro derecho positivo" (Fallos: 308:1938, considerando 6°); pues es regla que no corresponde dar a las leyes un alcance que, sin un asiento textual, las desvirtúe o vuelva inoperantes.No hay razón alguna que obligue a limitar la agravación por reincidencia a sólo una de las dos dimensiones destacadas, a saber, la medición de la pena y la pérdida del derecho a aspirar a la libertad condicional. El régimen de agravación por el que ha optado el Congreso dentro de sus facultades constitucionales asegura que la declaración de reincidencia se manifestará por imperio de la ley en la segunda de ellas (cf. artículo 14 del Código Penal), mientras que deja en manos de la apreciación judicial su reflejo en la primera (cf. artículo 41, inciso 2, del Código Penal)."


    A., Martín Salomon s/ Causa n° 11.835


    A558,XLVI-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Incisos 7 y 8 del art. 80 del CP. Interpretación y aplicación del derecho común y valoración de los hechos y de las pruebas: materia ajena a la competencia extraordinaria. Pretendida inconstitucionalidad del régimen legal de agravación por reincidencia. Fallos: "Chueke, Daniel Isaac”;"Arévalo, Martín Salomón”.


    La adopción de la pena de prisión perpetua, tal como se encuentra regulada en el derecho nacional, está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzcaa negar de plano esa facultad.La flexibilidad que ofrece el régimen de ejecución de las penas privativas de la libertad que regula la ley 24.660, así como la capacidad del Poder Ejecutivo de enmendar posibles injusticias particulares por la vía del indulto y la conmutación de penas, tornan manifiestamente improcedente el planteo genérico de que la sanción de prisión perpetua es incompatible con los principios de humanidad y proporcionalidad de las penas y con el objetivo de que ellas se orienten a la readaptación social de los condenados.Tampoco hay inconstitucionalidad en que la agravación punitiva en cuestión consista específicamente en la pérdida del derecho a aspirar al régimen de libertad condicional de los artículos 13 a 17 del Código Penal. Pues, además de no exceder los amplios márgenes de discrecionalidad que la Constitución le atribuye al Congreso en materia de política criminal, la agravación por reincidencia regulada en el Código Penal no importa privar al interno del acceso a otros mecanismos de atenuación paulatina de las restricciones propias de las penas de encierro carcelario -incluyendo alguna modalidad de egreso anticipado de la prisión- a los que tiene derecho, en línea con el fin de reforma y readaptación social que asignan a las penas privativas dela libertad los artículos 5.6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 10.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.


    M., Orlando Raúl s/ Causa n° 16.476


    M869,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se remite a lo dictaminado en la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, MartínSalomón s/ Causa n° 11.835".


    M., Adrián César s/ Causa nº 424/2013


    M578, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Teoría del Delito


    Concurso de Delitos.Concurso Aparente.Consunción


    Participación criminal. Robo con armas y lesiones graves. Pluralidad de agravantes: concurso aparente. Principio de consunción. Calificación residual: uso de armas. Doctrina de la arbitrariedad: apartamiento de la solución normativa.


    El robo a cuya realización colaboró el imputado como partícipe necesario contenía los elementos típicos de dos formas agravadas, ya que se había cometido con armas y, a la vez, con éstas los coautores habían producido una lesión grave a la víctima.La respuesta que dio el tribunal oral a esta situación fue sobre la base de una interpretación del derecho común que no está sometida a revisión y consistió en tratar la pluralidad de agravantes como un caso de concurso aparente en el que el uso de armas era absorbido por la causación de lesiones, solución que puede entenderse como unaaplicación del principio de consunción.Según este último concepto, lo injusto del uso de armas es un minus totalmente contenido en la antijuridicidad mayor de las lesiones causadas por los autores del hecho principal. Por tal razón, al estar demostrado que el partícipe prometió colaborar con la realización del hecho en su forma menos grave -robo con armas- es correcto, según el artículo 47 del Código Penal, exonerarlo de la agravante de lesiones, pero al mismo tiempo no hay ninguna razón por la que no deba responder por la calificación residual de uso de armas.Esta es la única conclusión que admite la norma, que debe ser aplicada directamente sin violentar su texto, en la medida en que no exige un esfuerzo adicional de interpretación cuando establece que el acusado de complicidad que no quiso cooperar sino en un hecho menos grave que el cometido por el autor, recibirá la pena correspondiente al hecho que prometió ejecutar.


    A., Jesús Sebastián s/ Causa nº 14.907


    A1230,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Participación


    Homicidio calificado por alevosía y concurso premeditado de dos o más personas. Mera discrepancia con lo resuelto: inexistencia de arbitrariedad. Precisión de la imputación. Dominabilidad del hecho: participación necesaria.


    "Las objeciones de la defensa no logran demostrar la arbitrariedad de la decisión confirmatoria de la condena, pues, más allá de su acierto o error, los argumentos que la sostienen no se basan en fundamentos aparentes, ni presentan contradicciones que impidan verificar de qué manera se ha reconstruido el hecho, así como tampoco desconocen indudablemente restricciones constitucionales.La descripción de la hipótesis acusatoria, cumple con la necesaria "condición de especificidad" de la imputación, según la cual la intimación debe comunicar clara y circunstanciadamente al acusado todos los rasgos de un hecho que hacen de él un obrar ilícito, y tantas de sus propiedades como sea necesario para establecer con precisión cuál es la norma que así lo caracteriza.La definición de quienes llevaron a cabo los hechos como"instrumentos intercambiables", no resulta incompatible con la calificación del aporte del imputado como participación necesaria, tal como pretende esa parte, pues la sola circunstancia de que habría podido ser reemplazado por otro subordinado si, por ejemplo, no hubiera estado dispuesto a cumplir la orden de su superior, no impide en absoluto que su contribución sea considerada necesaria para la comisión de los hechos. Esto queda demostrado si se piensa en los ejecutores de los homicidios, pues de admitir el razonamiento de la defensa, tampoco su aporte podría considerarse necesario, en la medida en que también resultaron"instrumentos intercambiables" que siguieron órdenes de los autores mediatos, según la versión de lo sucedido que el a qua tuvo por probada."


    C., Daniel Vicente y otros s/ Denuncia - causa n° 563/99


    C1732,XLVIII-2 de marzo de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Parte Especial


    Contienda positiva de competencia


    Demanda por presunta mala praxis. Remisión al fallo de la causa “Comp. 118, L. XLIII, “F., O. H. y otro c/ B., M. y otros”. Corresponde a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    F., J. M. c/ G.C.B.A. s/ Daños y perjuicios - resp.prof. médicos y aux.


    COMP771,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Medidas Cautelares


    Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. Proceso de adecuación en trámite. Vía cautelar inoficiosa. Utilización abusiva de la jurisdicción y del derecho a peticionar.


    La vía cautelar intentada perdió actualidad al existir otras instancias específicas, administrativas y judiciales, donde se dará tratamiento a los intereses invocados por la empresa actora. En forma concordante, las medidas cautelares que la empresa estima conducentes deben ser planteadas, en virtud de su carácter accesorio, enlas referidas instancias judiciales.La empresa pretende, a través de la presente acción, reeditar cuestiones controvertidas por en otros procesos judiciales, lo que configura una utilización abusiva de la jurisdicción y del derecho a peticionar, máxime cuando esas cuestiones exceden el ámbito de la justicia federal de Mar del Plata.El intento de manipular las normas procesales que atribuyen competencia a los tribunales para buscar el foro más favorable es un abuso del derecho a peticionar, que no puede ser convalidado a la luz de las normas que rigen el debido proceso (artículo 18, Constitución Nacional).


    Cablevisión S.A. s/ Medida de no innovar


    C670,XLIX-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Juez Competente


    Contienda negativa de competencia. Medida cautelar y diligencias preliminares. Régimen sucesorio. Corresponde al juez que conoce el proceso principal.


    Tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia entre los tribunales de distintas jurisdicciones, como ocurre en la especie, deben resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento, como único medio razonable de mantener la coexistencia entre las diversas jurisdicciones dentro de una organización federal.En este orden de ideas, resulta aplicable al sub lite el artículo 6°, inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que dispone que en las medidas preliminares y precautorias es competente el juez que deba conocer en el proceso principal.Cuando el objeto del juicio principal se relaciona prima facie con la interpretación, sentido y/o alcance de cuestiones vinculadas al régimen sucesorio, materia que compromete el estudio de aspectos propiosdel derecho civil, el conocimientocorresponde a dicho fuero.No obsta a la solución propiciada la particularidad de que la demanda se dirija nominalmente contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Dirección General de Cementerios), pues la resolución de la causa excede el análisis de cuestiones propias del derecho público local o de actos emanados de esa autoridad.


    Piñeyro, Marta Isabel c/ Dirección Gral.deCementerios (GCBA) s/ Medidas precautorias


    COMP899,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Presupuestos


    Medida cautelar. Requisitos para su procedencia. Demanda para obtener incorporación al concepto "sueldo", con carácter remunerativo y bonificable, los adicionales creados por los decretos 1.104/05, 1.095/06, 871/07, 1.053/08 y 751/09 del Ministerio de Defensa. Anticipo de jurisdicción. Precedente"Salas" y "Zanotti".


    "Todo sujeto que pretenda la tutela anticipada proveniente de una medida cautelar debe acreditar la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa naturaleza, así como aquella otra que resalta que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando una decisión favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final dela causa.En el sub lite, los magistrados no verificaron exhaustivamente si la actora había acreditado los extremos exigibles para la procedencia de la medida cautelar solicitada, defecto que se torna más evidente cuando se repara en quesu concesión tiene los mismos efectos que la admisión de la pretensión de fondo planteada; anticipación que se manifiesta inaceptable al no advertirse que el mantenimiento o alteración de la situación de hecho pueda influir en el dictado de la sentencia o convierta su ejecución en ineficaz o imposible.En ese contexto, con relación al requisito del peligro en la demora, el examen de su concurrencia requiere una apreciación atenta de la realidad comprometida, con el objeto de establecer si las secuelas que lleguen a producir los hechos que se pretenden evitar pueden restar eficacia al ulterior reconocimiento del derecho en juego, originado por la sentencia dictada como acto final y extintivo del proceso, así como que ese recaudo debe resultar en forma objetiva del examen sobre los distintos efectos que podría provocar la aplicación de las diversas disposiciones impugnadas, entre ellos su gravitación económica.La decisión de la cámara, en cuanto consideró existente el periculum in mora, carece de sustento válido, porque no tuvo en cuenta que, como sostuvo el Tribunal, el carácter alimentario de la remuneración mensual no basta para obviar el tratamiento de otras facetas que resultan determinantes para la desestimación de la medida innovativa (Fallos: 316:1833), aseveración que cobra relevancia al no advertirse en el caso que los derechos invocados en la demanda pudieran tornarse ilusorios durante el tiempo que transcurra hasta el dictado de la sentencia de mérito, en el caso de que se estimare viable la demanda. La cámara omitió fundar en los hechos concretos de la causa la existencia de motivos de urgencia que respaldaran el anticipo de la tutela judicial, y concedió una medida cautelar innovativa que coincide sustancialmente con la pretensión principal, soslayando que esta última -como regla- sólo puede satisfacerse con el previo cumplimiento del debido proceso legal, que es uno de los pilares de nuestro ordenamiento jurídico ydel estado de derecho.La forma en que la cámara dio favorable curso al anticipo de jurisdicción pretendido por la actora no se ajusta a la jurisprudencia de la Corte, lo que resta sustento a la verosimilitud del derecho en lostérminos en que fue invocado.En efecto, aun cuando en el precedente "Salas" (Fallos: 334: 275) el Tribunal reconoció el carácter general de los aumentos mínimos asegurados por los decretos 1.104/05, 1.095/06, 871/07, 1.053/08 y 751/09, lo cierto es que, con posterioridad, decidió que la liquidación de las sumas en cuestión no podía partir de la aplicación literal y estricta de tales decretos pues su estructura y fórmula de cálculo había sido descalificada en aquel pronunciamiento, por lo que fijó las pautas de tal liquidación, de manera de"compatibilizar la finalidad de las normas involucradas con el modo de calcular las retribuciones establecido en la ley 19.101, y evitar resultados que carecerían de una razonable relación con los incrementos salariales otorgados y desvirtuarían aun más la proporción que debe existir entre los grados de todo escalafón" (causa "Zanotti", Fallos: 335: 430), las cuales prima facie difieren de la modalidad con que la cámara ordenó que se incorporaran aquellos adicionales al haber mensual del actor."


    Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    D592,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Procesos de Conocimiento


    Demanda.Requisitos de Admisibilidad


    Situación frente a un tributo. Falta de cumplimiento de requisitos para la procedencia de la acción declarativa. Inexistencia de actodel administrador que tenga concreción directa, actual y suficiente. Ausencia de caso o causa. Cuestionamiento del tributo: vía de la repetición, arts. 81 y cc.ela ley 11.683.


    "No ha existido actividad administrativa suficiente como para poner en tela de juicio el derecho que se invoca. En efecto, el agravio traído a juicio del Tribunal resulta conjetural e hipotético, ya que no se probó comportamiento de la AFIP configurativo del requisito del preceptivo e ineludible "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la demandada.El proceder investigador de la Administración que se intenta hacer valer para cuestionar las normas no sella definitivamente su conducta, por lo que mal podría el Tribunal acoger la acción interpuesta olvidando, en definitiva, que la actividad que se pretende impugnar debe tener concreción bastante.En autos la acción deducida tiende a obtener una declaración general y directa de inconstitucionalidad del IVA sobre su actividad de prestadora de servicios de asistencia sanitaria, médica o paramédica, lo que no constituye un caso contencioso o causa que justifique la intervención del Poder Judicial de la Nación."


    Asociación Mutual Sancor c/ AFIP - DGI s/ Ordinario


    A78, L-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Situación frente a un tributo. Falta de cumplimiento de requisitos para la procedencia de la acción declarativa. Inexistencia de acto del administrador que tenga concreción directa, actual y suficiente. Ausencia de caso o causa. Cuestionamiento del tributo: vía de la repetición, arts. 81 y cc.ley11.683. Precedente causa A. 78, L .L.,"Asociación Mutual Sancorc/ AFIP DGI s/ Acción declarativa".


    "No ha existido actividad administrativa suficiente como para poner en tela de juicio el derecho que se invoca. En efecto, el agravio traído a juicio del Tribunal resulta conjetural e hipotético, ya que no se probó comportamiento de la AFIP configurativo del requisito del preceptivo e ineludible "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la demandada."


    Festival de Doma y Folklore c/ Estado Nacional s/ Acción meramente declarativa de derecho


    F237, L-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Procesos Especiales


    Declaración de Incapacidad e Inhabilidad


    Conflicto de competencia. Insania. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV."


    Las actuaciones han tramitado ante la justicia nacional desde el año 1993, situación que se prolongó aun cuando en el año 2011 la causante fue derivada a un establecimiento situado en Lanús y, posteriormente, a otros también ubicados en la provincia de Buenos Aires.En ese contexto, al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que la causante reside actualmente en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.


    M., M. J. s/ Insania


    COMP457, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Control de la internación. Lugar de internación. Protección de derechos fundamentales de personas con trastornos mentales. Necesidad de ajustar la actuación judicial a las directivas de la Ley 26.657.


    Las actuaciones han tramitado ante la justicia nacional desde el año 1986, ámbito en el cual se declaró la incapacidad del causante el 23/04/87, y que esa situación se prolongó aun cuando éste, en el año 1998, pasó a residir casi ininterrumpidamente en distintos establecimientos sitos enel territorio bonaerense.Así, al no haberse producido una variación en las condiciones imperantes con suficiente entidad para justificar un desplazamiento de la competencia, y valorando que el causante continúa alojado en la localidad de Los Polvorines, accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que corresponde la intervención del foro del lugar donde habita el interesado, las actuaciones deberán seguir su trámite por ante el Juzgado de Familia provincial.


    Q., M. A. s/ Artículo 152 ter Código Civil


    CIV-214048/1996-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Efectividad de la tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV."


    Al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con entidad suficiente como para justificar el desplazamiento de la competencia, y dado que la inhábil reside en la localidad de San Justo -accesible para la efectiva tarea tutelar-,corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.Sin perjuicio de ello, si la Corte pondera que compete intervenir en autos al foro del lugar donde habita la interesada, el expediente deberá radicarse ante la justicia provincial.


    R., A. L. s/ Insania y curatela


    COMP170, L-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Insania. Internación involuntaria. Denegación de designación de defensor oficial. Derecho de acceso efectivo y apropiado a la justicia. Instrumentos internacionales en materia de derechos humanos: doctrina de la protección integral. Art. 22 de la ley 26.657: garantía del debido proceso. Irregularidades en el proceso. Necesidad de cumplimiento de las directivas de la Ley 26.657.


    El titular de los derechos implicados en un proceso atinente a la capacidad o en una internación psiquiátrica -tal como ocurre en este caso-, debe tener asegurado el acceso efectivo y apropiado a la justicia. Ello comprende, entre otros aspectos, la posibilidad cierta de contar con asistencia técnica específica y adecuada, por lo que, le asiste razón a la recurrente. La legislación argentina, con miras al cumplimiento de sus compromisos internacionales, ha consagrado como garantía específica para las personas con padecimiento mental en situación de internación involuntaria la designación de un abogado defensor. En este contexto, es indudable que la figura del abogado de la persona en internamiento involuntario presenta características que la distinguen de las funciones representativas propias de la curatela tal como la diseña nuestro Código Civil y de las que son propias del letrado del curador -que aconseja profesionalmente a este último y no al interno-, así como de las que corresponden al Ministerio Pupilar, que, más allá de la amplitud de sus incumbencias, no patrocina al afectado. Es decir, se trata de unsupuesto de asistencia técnica para el paciente en su calidad de tal.No puede sostenerse una interpretación restrictiva del artículo 22 de la ley 26.657 en tanto dicho precepto contiene una pauta esencial en orden a la garantía del debido proceso. Opera, en última instancia, como una de las salvaguardas del sistema tendiente a preservar aspectos básicos -como son, entre otros, el trato digno y el consentimiento informado-, previniendo la influencia indebida, la prolongación de un confinamiento innecesario y, en general, la utilización de la tutela para burlar los cánones bioéticos y jurídicos de la internación involuntaria.En consecuencia, dado que la solicitud de designación de un abogado defensor a favor del insano se ajusta al texto y al espíritu de la normativa, así como a las Reglas de Brasilia en cuanto a las finalidades de calidad, especialización y gratuidad, mediante la asistencia técnico jurídica y la defensa pública (XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, Reglas de Brasilia sobre acceso a las personas es condición de vulnerabilidad, esp. cap. II, Sec. 2°, puntos 1 y 2), la resolución impugnada debe revocarse.Finalmente, este Ministerio Fiscal comparte la preocupación expresada por el Señor Defensor Oficial ante esa Corte. No se llevó a cabo un seguimiento real de la evolución del causante, a nivel psiquiátrico, social y clínico. Por otro lado, no se determinaron los recursos socio-sanitarios disponibles, en pos de un proyecto que propendiese a proporcionarle la mejor calidad de vida y a superar -de ser viable- la cronificación que hasta ahora aparece como única opción para él. En este aspecto, es de la mayor importancia que se satisfagan estrictamente las directivas de la ley 26.657. Por un lado, en lo concerniente a la revaluación dispuesta por el artículo 152 ter del Código Civil. Por el otro, en cuanto a la necesidad o no de la internación, y -según el caso- al estudio del perfil institucional másadecuado, o al diseño de unaalternativa terapéutica seria.Tampoco, se revisó la actual curatela, lo que era pertinente no sólo por la dudosa calidad del desempeño, sino por los intereses contrapuestos que se verifican desde antes del nombramiento de la curadora.


    P., A. C. s/ Insania


    P698,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Declaración de Demencia


    Conflicto de competencia. Insania. Lugar de residencia del causante distante. Art. 405 del Código Civil. Eficacia de la actividad tutelar: control directo. Irregularidades procesales: urgencia en su adecuación a los estándares de la ley 26.657.


    De ceñirse estrictamente a la letra del artículo 405 del Código Civil, omitiendo una circunstancia objetiva de peso innegable como es la gran distancia física -en el caso, más de mil quinientos kilómetros- no solo se caería en el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (estudios médicos, encuestas ambientales, etc.), sino que se obstruiría el control directo que debe llevar a cabo el juez de la insania poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable-, con que a menudo deben montarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma de los incapaces.Ante las limitaciones incuestionables que impone ese dato de la realidad y en aras de una mayor eficacia de la actividad tutelar, debe atribuirse la competencia al juez del lugar donde reside la incapaz.


    L., E. J. s/ Determinación de capacidad medidas de apoyo (Insania)


    CSJ2381/2014/CS1-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV. "


    El juicio de insania ha tramitado desde su inicio ante la justicia de la provincia de Buenos Aires, donde se declaró la incapacidad por demencia de la causante, pese a que reside en esta Ciudad.En ese contexto, al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con entidad suficiente como para justificar el desplazamiento de la competencia, y dado que la incapaz sigue viviendo en esta Ciudad, accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde sigaentendiendo la justicia local.


    M., L. M. s/ Artículo 152 ter CC


    COMP109,L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    “Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV."


    El expediente ha tramitado ante la justicia nacional desde el año 1996, aun cuando el causante -domiciliado en esta Ciudad- ya residía en la Casa Nuestra Señora del Pilar, ubicada en el partido de Luján, provincia de Buenos Aires. En ese marco, al no haberse producido una alteración en las condiciones imperantes con suficiente entidad para justificar un desplazamiento de la competencia, y valorando que el incapaz continúa alojado en la mencionada localidad, accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.


    F., M. s/ Articulo 152 ter. Código Civil


    CSJ5003/2014/CS1-12 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Juez de la insania: el del lugar de internación. Remisión a lo resuelto en Comp. 1511, L. XL; y Comp. 1524, L. XLI."


    En atención a los artículos 5°, inciso 8°, y 235, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta competente para entender en la causa, el juez del lugar donde se encuentra situado el centro asistencial, en tanto es el más indicado para adoptar las medidas urgentes necesarias para conferir legalidad y controlar las condiciones en que la internación se desarrolla.


    E., A. I. s/ Insania y curatela


    COMP710,XLIX-10 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Declaración de Inhabilitación


    Conflicto de competencia. Inhabilitación. Efectividad de la tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia.


    El presente proceso de inhabilitación ha tramitado desde su inicio, en el año 1996, ante la justicia nacional en lo civil -donde se dictó sentencia el 14/11/2003-, situación que se prolongó aun cuando poco tiempo después el causante ingresó en un establecimiento ubicado en el partido de San Vicente, provincia de Buenos Aires.Al no haberse producido una variación en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia y ponderando que el causantesigue residiendo en la misma localidad, accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.


    S., J. s/ Exhorto y oficios


    COMP407, L-12 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Inhabilitación. Efectividad de la tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia.


    Los autos han tramitado ante la justicia nacional desde el año 1987, situación que se prolongó aun cuando en el año 2002 la causante pasó a residir en una institución en el partido de San Vicente, provincia de Buenos Aires.Al no haberse producido una variación en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia y ponderando que la causantecontinúa alojada en la mencionada localidad, accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.


    A. V., A. y otro s/ Inhabilitación (sustituido)


    COMP358, L-12 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Inhabilitación judicial. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV."


    Al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que la causante continúa residiendo en una localidad accesible para la efectiva tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.


    B., A. T. y otros/ Artículo 152 ter. Código Civil


    COMP451, L-6 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Juicio Ejecutivo.Ejecuciones Especiales.Ejecución Fiscal


    Reintegro de IVA por exportaciones. Competencia del Tribunal Fiscal de la Nación para entender respecto del recurso de apelación deducido contra resolución determinativa. Arts. 76, inc. b) y 159inc.a) de la ley 11.683 y ccdtes.


    "El recurso extraordinario planteado resulta inadmisible pues, para declarar la competencia del Tribunal Fiscal para entender en esta causa, la Cámara dio fundamentos de hecho, prueba y derecho procesal que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitarla vía excepcional intentada.Resulta decisivo para la correcta solución de esta causa el art. 24 de la resolución general 2000 de Afip, que especifica los motivos por los cuales el juez administrativo puede impugnar los créditos fiscales declarados por el contribuyente y ordenarsu detracción de la solicitud.Sin perjuicio de los reproches particulares que puedan formularse a esas causales de detracción -aspecto tratado en Fallos: 334: 1854-, lo cierto es que la Cámara consideró que su empleo en esta causa por parte del juez administrativo había implicado cuestionar la existencia o la cuantía de los créditos fiscales declarados por el contribuyente y, por ende, entendió que ello comportaba una"revisión administrativa del contenido material de la obligación tributaria declarada", aspecto que resultaba determinante para calificarla como una determinación de oficio que habilita la competencia del Tribunal Fiscal de la Nación en los términos del art.159, inc. a), de la ley 11.683.El pronunciamiento impugnado se sustenta en normas de derecho procesal, razonablemente interpretadas, cuyo error o acierto no corresponde juzgar a la Corte sin alterar su cometido fundamentalde tribunal de garantías constitucionales, máxime cuando no se advierte un grosero apartamiento de la solución normativa prevista para el caso o un defecto grave en su fundamentación.Debe ponerse de relieve que si Destripet S.R.L. hubiera realizado íntegramente sus operaciones en el mercado interno, esos mismos créditos fiscales -ahora observados por la AFIP, y por idénticas razones por ésta invocadas-, únicamente hubieran podido ser objeto de embate mediante el procedimiento de determinación de oficio de los arts. 16, 17 y cc.dela ley 11.683; con la indiscutible posibilidad de revisión posterior ante elTribunal Fiscal de la Nación.Excluir en este caso el procedimiento de determinación de oficio y vedar la consecuente revisión del organismo jurisdiccional especializado por el simple hecho de que las compras hayan sido afectadas a operaciones de exportación no resulta, una razonable derivación del mecanismo reglado por los arts. 16, 17 y cc.laley 11.683,de los fines que lo informan y de los motivos que impulsaron la creación del Tribunal Fiscal de la Nación en su ordenada estructuración con las normas del IVA."


    Destipet S.R.L. c/ DGI s/ Queja


    D340,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Excepciones.Clases.Prescripción


    Demanda contra la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina: plazo de prescripción que corresponde aplicar a los conceptos reclamados. Art. 2, anexo I, del decreto 1088/03. Art. 2 de la ley 23.627.


    "Lo establecido en el art. 2°, anexo I, del decreto 1088/03 no colisiona con la aplicación del plazo de prescripción previsto en el art. 2 de la ley 23.627, sino que, por el contrario, tales disposicionesse complementan. Ello es así, porque el primer ordenamiento regula los derechos y obligaciones de los agentes (y ex agentes) a los que comprende y, por su parte, el segundo procura evitar los perjuicios económicos que derivarían para la Caja ante la falta de criterios uniformes en materia de prescripción para las prestaciones que tiene a su cargo.La Corte tuvo oportunidad de analizar el art. 4° de la ley S. 19.373 (cuya redacción es idéntica a la del art. 2, anexo I, del decreto 1088/03) y sostuvo que la voluntad de legislador había sido crear un estatuto especifico -adecuado a la particular función que desempeñan los agentes civiles de inteligencia de la S.I.D.E., en ese caso- y relativamente autosuficiente, de manera que sólo autorizó remisiones explicitas de las normas específicas a otros cuerpos normativos sobre materias bien definidas, como es la previsión social, supuesto en el que la regulación específica debía integrarse con el régimen aplicable a la Policía Federal, en cuanto no contraríe la letra o el espíritu de las normas de aplicación prioritaria.No puede soslayarse que en la norma bajo examen el Congreso Nacional ha optado por regular de manera especial y uniforme la prescripción de las obligaciones a cargo de la Caja"cualquiera fuere su naturaleza y titular" (conf. Art. 10 de la ley citada), lo que lleva a concluir que, ante la falta de mención expresa, este precepto alcanza a todo acreedor ante la Caja -sin limitar su aplicación solamente al personal de la Policía Federal- ya que no corresponde distinguir cuando la ley no lo hace. El personal comprendido en el decreto 1088/03 se encuentra alcanzado por los plazos de prescripción previstos en la ley 23.627 para las gestiones que deba realizar ante la Caja, en razón de que el Estatuto dispone expresamente que deben acudir a ese ente estatal para hacer efectivas las prestaciones previsionales, lo cual importa que quedan sujetos a la normativa pertinente."


    Repossi, Claudio Eduardo y otros c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Ordinario


    RXLVIII694-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Código tributario local que dispone un momento distinto para el cómputo del plazo de prescripción que el previsto por el legislador nacional. Art. 4.027, inc. 3°, del Código Civil. Cuestión federal: normas locales en contraposición con lo dispuesto por normas de derecho común y art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. Remisión Fallos: 326:3899.


    "Si bien en principio las sentencias recaídas en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines de habilitar la instancia extraordinaria ante esa Corte, debido a la posibilidad que asiste a los litigantes de discutir otra vez el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de repetición, en la presente causa debe advertirse que el pronunciamiento es definitivo pues lo aquí resuelto en torno al rechazo de la defensa de prescripción no podráser replanteado posteriormente.Cabe destacar que la prescripción de las obligaciones tributarias locales, tanto en lo relativo a sus respectivos plazos, como al momento de su inicio, y a sus causales de suspensión e interrupción, en virtud de lo dispuesto por el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional, se rige por lo estatuido por el Congreso de la Nación de manera uniforme para toda la República y que, ante la ausencia de otra norma nacional que la discipline -como si ocurre con respecto a otros tipos de obligaciones con regulación específica-, su solución ha de buscarse en el Código Civil. Es que, como dijo la Corte, la prescripción no es un instituto propio del derecho público local, sino uninstituto general del derecho.Forzoso es concluir que resulta inconstitucional el plazo de diez años fijado en elart. 60 de la ordenanza 47/92 de la Municipalidad de San Pedro para la prescripción de las acciones y poderes fiscales, toda vez que ello se alza contra lo dispuesto por el art. 4.027, inc. 3°, del Código Civil en cuanto dispone que prescribe por cinco años la obligación de pagar los atrasos"de todo lo que debe pagarse por años, o por plazosperiódicos más cortos" como es el caso de la tasa general de inmuebles aquí reclamada."


    Municipalidad de San Pedro c/ Monte Yaboti S.A. s/ Ejecución fiscal


    M235,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Código tributario local que dispone un momento distinto para el inicio del cómputo del plazo de prescripción que el previsto por el legislador nacional en el art. 3.956 del Código Civil (arts. 3.956, 4027, inc. 3, 3.980). Cuestión federal: normas locales en contraposición con lo dispuesto por normas de derecho común y art. 31, 75, inc. 12 y 126 de la Constitución Nacional. Remisión Fallos: 326:3899; 332:616; 332:2108; F. 391, L .XLVI,"Fisco de laProvincia” y P .154, L. XLV, "Provincia de Chaco”. Prescripción de las obligaciones Tributarias. Causales de suspensión o interrupción. "


    "La legislatura provincial no puede establecer para las obligaciones nacidas en virtud de relaciones surgidas en el ámbito del derecho público local -entre ellas, las tributarias- un régimen de prescripción liberatoria -lo cual comprende no sólo los plazos, sino también el inicio de su cómputo, las causales de suspensión e interrupción, etc.- diverso del fijado por el Congreso de la Nación de manera uniforme para toda la República, el que, ante la ausencia de otra norma nacional que discipline lo relativo a dicho instituto con relación a las obligaciones tributarias locales, como si ocurrecon respecto a otros tipos de obligaciones con regulación específica, ha de buscarse entonces en el Código Civil.El art. 3956 del Código Civil determina que:"la prescripción de las acciones personales, lleven o no intereses, comienza a correr desde la fecha del título de la obligación", es decir que el inicio de la prescripción coincide con el momento a partir del cual el acreedor puede exigir su cumplimiento.Resulta inconstitucional el art. 159 (ex art. 133, t.o. 2004) del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, en cuanto dispone que para las obligaciones cuya determinación se produzca sobre la base de declaraciones juradas de periodo fiscal anual, en cuyo caso tales términos de prescripción (se refiere a las acciones y poderes de la autoridad de aplicación, para determinar y exigir el pago de las obligaciones fiscales regidas por ese Código) comenzarán a correr desde el l° de enero siguiente al año que se produzca el vencimiento de los plazos generales para la presentación de declaraciones juradas e ingreso del gravamen. Es a partir del momento fijado por el legislador nacional en el art. 3.956 del Código Civil que comienza a computarse el plazo de prescripción de 5 años previsto en el art.4.027, inc. 3°, de ese Código.Por otro lado, el art. 158 (ex 132 t.o. 2004) del Código Fiscal provincial, en cuanto ordena que las acciones nacidas durante los ejercicios fiscales 1992, 1993 y 1994, prescribirán el l° de enero del 2000", es inconstitucional por no ajustarse a las claras directivas antes mencionadas y fijadas en la ley común.En lo concerniente al año 1994, el plazo de prescripción debería computarse desde el 27 de febrero de 1995 hasta el 26 de febrero del año 2000 (conf. arts. 3.956 y 4.023, inc. 3, del Código Civil).Cabe analizar la existencia de causales de suspensión o interrupción de dicho cómputo de acuerdo con lo previsto en el art. 3.986 del Código Civil.La Provincia de Buenos Aires pudo considerar suspendido, por una vez, el precitado plazo deprescripción, por la constitución enmora del deudor. En efecto, la"constitución en mora del deudor" según la normativa local se produce con el acto de determinación de oficio, prevista en los arts. 44 y cctes.delCódigo Fiscal. En tal sentido, la doctrina de la Corte ha sido clara al exigir, a esos efectos, la resolución determinativa, de la cual surjan las sumas que el fisco provincial reclama, como medio para tener por demostrada la actividad concreta del poder administrador tendiente a hacer efectivo el cobro de los tributos.El art. 117 de la ley de rito fiscal local establece que la interposición de los recursos de reconsideración o de apelación, suspende la obligación de pago.Por lo tanto, al haber sido apelada la determinación de oficio, el órgano de recaudación provincial se encontraba imposibilitado de ejercer sus facultades tendientes a exigir el pago del impuesto sobre los ingresos brutos del año 1994. Tal situación encuadra en lo previsto por el art. 3.980 del Código Civil, en cuanto ordena que:"cuando por razón de dificultades o imposibilidad de hecho, se hubiere impedido temporalmente el ejercicio de una acción, los jueces están autorizados a liberar al acreedor, o al propietario, de las consecuencias de la prescripción cumplida durante el impedimento, si después de su cesación el acreedor o propietario hubiese hecho valer sus derechosen el término de tres meses".Por lo que, el organismo recaudador inició la vía de apremio luego de vencido el plazo de tres meses antes aludido, cuando la deuda ya se encontraba prescripta."


    Fisco de la provincia de Buenos Aires c/ Petrolera Mar del Plata S.A. y otros s/ Apremio provincial.


    F147,XLVII-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Prescripción de las acciones y poderes fiscales. Inconstitucionalidaddel plazo de diez años fijado en el art. 89 del Código Fiscal (ley 3.784, decreto 4.142/83. Remisión a Fallos: 326:3899, 332:616 y 332:2108.


    "Resulta inconstitucional el plazo de diez años fijado en el art. 89 del Código Fiscal (ley 3.784, decreto 4.142/83) para la prescripción de las acciones y poderes fiscales, toda vez que ello alza contra lo dispuesto por el art. 4.027, inc. 3°, del Código Civil en cuanto dispone que prescribe por cinco años la obligación de pagar los atrasos"de todo lo que debe pagarse por años, o por plazos periódicos más cortos" como es el caso del impuesto sobre los ingresos brutos, conforme lo dispone el art. 135 del Código Fiscal local, en concordancia con lo establecido en el art. 9, inc. b), pto. 2 ° de la ley 23.548."


    Fisco de la provincia de Corrientes c/ Bemporat, Clara Eloisa Teresa y/o Q.R.R. s/ Apremio


    F415,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Proceso Concursal


    Procedimiento de salvataje. Impugnación del acuerdo preventivo por un tercero interesado en la adquisición. Falta de legitimación del tercero no acreedor. Art. 50 de la Ley 24.522. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo del recurso de queja.


    La primera cuestión controvertida se relaciona con la legitimación de la apelante para impugnar el acuerdo preventivo obtenido por un tercero, en el marco de un procedimiento de salvataje de la empresa concursada. La apelante fundó su legitimación en su carácter de tercero interesado en la adquisición de la empresa en marcha.Para denegar su legitimación, el tribunal a qua analizó lasconstancias de la causa -en particular, las conformidades acompañadas por la apelante- e interpretó normas de derecho común -especialmente, el artículo 50 de la ley 24.522-.Así, concluyó que la recurrente no obtuvo las mayorías de capital y de personas que exige la ley concursal para la homologación del acuerdo preventivo en el marco delprocedimiento previsto en el artículo 48 de la ley 24.522. Además, el tribunal juzgó que el artículo 50 de la ley 24.522 no contempla la legitimación del interesado en la adquisición de la empresa en marcha que no es acreedor, condición que no cumple la apelante. Tal como ha sostenido la Corte Suprema en reiterados pronunciamientos, en el marco de un recurso extraordinario, es impropio del cometido jurisdiccional de ese Tribunal formular una determinada interpretación de normas de derecho común. Luego ha recordado que, si bien es cierto que el excepcionalísimo supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a que el Tribunal revise decisiones de los jueces de la causa, la intervención en dichos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que son privativos, ni corregir fallos equivocados, sino que se circunscribe a descalificar los pronunciamientos que, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no pueden adquirir validez jurisdiccional. En este contexto, las objeciones planteadas por la apelante con relación a su legitimación para impugnar la homologación del acuerdo remiten al estudio de cuestiones fácticas y de derecho común, ajenas a la instancia federal y que no fueron resueltas con arbitrariedad por los jueces de la causa.Para más, la invocación de la garantía prevista en el artículo 18 de la Constitución Nacional no tiene una relación directa e inmediata con la materia del pleito, por lo que el recurso no satisface la exigencia del artículo 15 de la ley 48.


    Complejo Agroindustrial San Juan S.A. s/ Concurso preventivo


    C3861, XL-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia


    Conflicto de competencia. Declaración en concurso de persona de existencia visible. Sede de la administración de sus negocios. Lugar del domicilio. Aplicación del art. 3, inc. 1°, de la ley 24.522.


    El conflicto de competencia debe ser resuelto por aplicación del artículo 3, inciso 1°, de la ley 24.522 y de la doctrina en virtud de la cual, cuando se pretende la declaración en concurso de personas de existencia visible, corresponde conocer al juez ordinario del lugar de la sede de la administración de sus negocios y, a falta de éste, al del lugar del domicilio.La competencia en materia de concursos posee carácter de orden público y no puede ser prorrogada salvo supuestos excepcionales, ni alterada por voluntad de los interesados o por los órganos judiciales.En el caso, la presentante ha desempeñado su actividad profesional tanto en la provincia de Buenos Aires como en Capital Federal, sin que pueda afirmarse que la sede de sus negocios se encuentra ubicada sólo en uno de esos lugares, razonablemente puede concluirse que el juez competente para entender en el pedido de concurso debe ser el del lugar de su domicilio real, donde fueron iniciadas las presentes actuaciones, tienen sus domicilios la mayoría de los acreedores que denuncia y ha ejercido su profesión de psicóloga.Esta solución, por otra parte, coadyuva a no perturbar el acceso regular de los acreedores al proceso universal en defensa de sus derechos e, igualmente, a la concreción de los principios que el artículo 3 de la ley 24.522 tiende a preservar.


    Andrade Miguel, Victoria Elizabeth s/ Concurso preventivo


    COMP759,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Extensión de la quiebra. Imposibilidad de determinar el activo más importante. Competencia del juez que previno.


    El artículo 162 de la ley 24.522 establece que, una vez declarada la extensión, conoce en todos los concursos el juez competente respecto de aquel que, prima facie, posea el activo más importante y, en caso de duda, entiende el que previno. Idénticas reglas se aplican para el caso de extensión respecto de personas cuyo concurso preventivo -o quiebra- se encuentren abiertos, con conocimiento del magistrado que entiende en tales procesos (art. 162,párrafos 2° y 3°, ley 24.522).En el sublite no es posible determinar con certeza cuál es, prima facie, la causa con el activo más importante, en el limitado marco cognoscitivo que atañe a las cuestiones de competencia.En tales condiciones, en atención al mencionado artículo 162 de la ley 24.522, se estará a la acumulación donde tramitó elconcurso del juez que previno.


    Estructuras de Tucumán S.A.s/ Quiebra


    COMP354,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Procesos concursales iniciados en distintas jurisdicciones. Conformación de un grupo económico. Cambio de domicilio social. Juez natural. Principios de seguridad jurídica y economía procesal. Normas de orden público. Competencia del juzgado nacional.


    Las normas de competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden ser alteradas por las partes o los tribunales en su aplicación. Por otro lado, la ley 24.522 prevé en su artículo 3°, inciso 3°, que, en caso de concurso de personas de existenciaideal de carácter privado regularmente constituidas, debe entender el juez del lugar del domiciliosocial inscripto.Al generar una competencia presunta y obligada, la ley concursal tuvo en cuenta la normativa en materia societaria que impone la obligación de inscripción de las modificaciones estatutarias para ser oponibles a los terceros –art. 12, ley19.550-.En el caso, el conjunto económico que se habría conformado para presentarse, luego, en concurso preventivo en la jurisdicción provincial, fue concretado pocos meses antes de iniciado el pedido de quiebra en sede nacional ante el incumplimiento, por parte de la sociedad, del desembolso de la condena dictada en julio de 2009, motivo por el que, a los fines de la radicación de este proceso universal, no corresponde conferir eficacia al domicilio de la localidad de Merlo, San Luis, que pretenden hacer valer los supuestos deudores. Así, por cuanto el cambio de domicilio es susceptible de dificultar la acción de los acreedores o bien podría importar el soslayar la jurisdicción auténtica de los tribunales naturales.Los procesos concursales tienen, como rasgo esencial, el de someter al conocimiento de un tribunal la universalidad del activo y pasivo del deudor, de lo que deviene la imposibilidad de la coexistencia de más de un trámite en tal sentido, como ocurre en el caso, en que se hallan en sustanciación en diferentes jurisdicciones un concurso preventivo y un pedido de declaración de falencia, de la misma sociedad. Ello atiende a hacer efectivos los principios de seguridad jurídica y de economía procesal con el fin de evitar decisiones jurisdiccionales contradictorias.De los elementos de juicio y teniendo en cuenta los intereses generales que es necesario proteger y con el objeto de preservar principios sustanciales como el del juez natural, seguridad jurídica, igualdad e inmediación, el juzgado habilitado para continuar con el trámite de estas actuaciones es juzgado nacional.


    Amigo, José Luiss / Concurso preventivo - medida cautelar


    COMP555,XLIX-25 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurso preventivo de persona de existencia ideal. Falta de creación del domicilio social. Principios de economía procesal y seguridad jurídica: corresponde a la justicia local.


    Las normas de competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden ser alteradas en su aplicación por las partes o por los tribunales. La ley 24.522 prevé en su art.3°, inc. 3°, que, en caso de concurso de personas de existencia ideal de carácter privado regularmente constituidas, debe entender el juez del lugardel domicilio social inscripto.Sin embargo, si al no aparecer configurada de modo fehaciente la intención de la concursada de crear un domicilio ficticio, con el exclusivo objeto de intentar escapar a la acción de los acreedores, el estado de la causa y el debido respeto a los principios de economía procesal y de seguridad jurídica aconsejan mantener la radicación de los autos en la justicia local, no obstante que la publicación de los edictos y la baja del domicilio, hayan acontecido con posterioridad a la presentación en concurso, máxime cuando, con ajuste a jurisprudencia de la Corte, el concurso puede tenerse por concluido -como ocurre en el sub lite- en los supuestos en que media la resolución del tribunal que da por cumplido el acuerdo preventivo homologado, en cuyo caso, cesarían todos sus efectos.


    Organización Coordinadora Argentina S.R.L. c/ Concurso preventivo


    COMP137,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción


    Acción personal contra el causante. Fuero de atracción de la sucesión.


    El instituto del fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones donde el causante es demandado, como un modo de concentrar ante el juez del sucesorio todos los procesos seguidos contra el extinto que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio, en tanto las reglas que lo regulan son de orden público. En ese marco, son atraídas aquellas acciones que involucran deudas personales del difunto, entre las que se hallan razonablemente comprendidas las ejecuciones por cobro de honorarios profesionales.En el caso, aun cuando el reclamo de honorarios constituye una acción personal de los acreedores del causante que tornaría procedente la radicación de la causa en los términos del artículo 3284 -inciso 4° del Código Civil, y aun cuando el fuero de atracción del sucesorio se hallaría vigente toda vez que pendería la inscripción de la declaratoria en el registro de la propiedad con respecto a ciertos bienes del acervo hereditario, corresponde que el presente proceso ordinario prosiga su trámite ante el fuero nacional de origen. En efecto, resulta determinante que los letrados no hayan promovido la ejecución contra el obligado al pago de sus honorarios y que la iniciada por el perito ingeniero haya quedado radicada ante el juzgado local.


    Palacio, Manuel Raúl y otro c/ Marabu S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP716,XLIX-9 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda contra AFIP por otorgamiento de certificado fiscal. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    No opera el fuero de atracción reglado en el artículo 21 de la ley 24.522, si la concursada inició el proceso ante el fuero federal en los términos del artículo 23, inciso a), de la ley 19.549, con el objeto de anular ciertas resoluciones de la AFIP, pues se trata de una acción contencioso - administrativa en la que el concursado reviste la calidad de pretensor y cuyo contenido excede lo meramente patrimonialPor otra parte, no se verifica un supuesto de conexidad que habilite el desplazamiento de la competencia al proceso universal, pues los aspectos en debate en esta causa -procedencia de la emisión del certificado fiscal para contratar no se vinculan con el patrimonio de la concursada, prenda común de los acreedores, ni con el alcance del crédito de la demandada (AFIP).


    PuertoBlest S.A. c/ AFIP s/ Ordinario


    COMP721,XLIX-24 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución contra los socios co-ejecutados no concursados. Improcedencia del fuero de atracción del concurso de la sociedad de hecho.


    No resulta aplicable a los socios el fuero de atracción que ejerce el proceso universal pues, si bien integran la sociedad de hecho fallida, no se encuentran sujetos personal y automáticamente a un trámite concursal (cf. arts. 23,ley 19.550, y 21, ley 24.522).En tales condiciones, corresponde que la ejecución de la condena respecto de los co-demandados, socios de la concursada, tramite ante la jurisdicción de origen.


    Larre, María Estela Carmen c/ Automotores Oeste y otros s/ Ejecutivo


    COMP558,XLIX-7 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de expensas. Codemandada fallida. Fuero de atracción del proceso concursal.


    La fallida ha sido codemandada en este juicio ejecutivo por cobro de expensas y la actora no desistió de la pretensión contra ella.Por ello, esta ejecución debe radicarse, para imprimirle el trámite que corresponda, ante el tribunal nacional a cargo del proceso universal, con ajuste a principios de orden superior, tales como el de seguridad jurídica, el interés general de los acreedores y el cumplimiento de las normas de orden público que regulan el procedimiento concursal, cuya salvaguarda constituye función propia del Ministerio Público Fiscal.


    Consorcio de Copropietario Torre Infico c/ Gianotti, Mabel Paulina s/ Cobro ejecutivo (excepto alquileres, arrendamientos, ejec. etc)


    COMP553,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal contra empresa en quiebra. Clausura del procedimiento. Procedencia del fuero de atracción.


    En tanto no se ha dictado sentencia en autos y la ejecución tiene por objeto un crédito de causa anterior a la fecha de la declaración de la quiebra, cuya conclusión no ha sido declarada, resulta procedente el fuero de atracción contemplado en el artículo 132 de la ley 24.522.En efecto, no surge de los elementos agregados que el juez a cargo del proceso universal haya dispuesto la conclusión de la quiebra. En este sentido, la clausura del procedimiento -que importa la suspensión de los trámites- constituye una medida provisional que, como prevé el artículo 230 de la ley 24.522, no impide que se produzcan los efectos de la quiebra. Así, no resulta ocioso mencionar que, con arreglo al artículo 231 del citado régimen, elprocedimiento puede reabrirse cuando se conozca la existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Frem S.R.L. s/ Ej. Fisc. - plan de facilidades


    COMP779,XLIX-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal. Causa y título de la obligación posteriores a la declaración de quiebra. Improcedencia del fuero de atracción del proceso concursal.


    Los efectos de la apertura del concurso se proyectan a todas las relaciones jurídicas del deudor por causa o título anterior a la presentación, que solo podrán ser ejercitadas observando las disposiciones de la norma concursal -arts. 16, pár. 1°, 32, 125 y ccds., ley 24.522-, por lo que el fuero de atracción no atrae a las obligaciones de origen posterior al decreto de quiebra, sino que opera solamente respecto de las obligaciones de causa o título anterior a su declaración.Dicha doctrina resulta de aplicación al sub examine, porque surge de las actuaciones que la causa y el título del crédito objeto de esta ejecución fiscal son posteriores a la declaración de quiebra determinada en el proceso universal.En tales condiciones, no resulta operativo el fuero de atracción de la quiebra, por lo que el magistrado ante quien se inició la ejecución fiscal deberá seguir conociendo en ella, sin perjuicio de la intervención obligatoria que le competa al síndico en virtud de los artículos 21, 110 y 132 de la ley 24.522.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Ceteco Argentina SA s/ Ejecución fiscal


    COMP951,XLIX-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Improcedencia del fuero de atracción del proceso falencial en relación a la sucesión y una acción de simulación entre herederos del causante.


    La quiebra y la sucesión son procesos que deben sustanciarse en forma independiente, dado los regímenes propios y los fines diferentes que los caracterizan. En efecto, el desplazamiento del juicio sucesorio resulta improcedente, toda vez que no se encuentra comprendido en ninguno de los supuestos previstos por el artículo 132 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).En lo que concierne a la acción de simulación -en la que no fue demandado el causante fallido-, cabe señalar que se trata de un proceso de conocimiento en trámite que se encuentra excluido del fuero de atracción del proceso de falencial. Ello es así, en virtud de lo dispuesto por el artículo 21 de la ley 24.522, según ley 26.086.


    Olvera, María Dolores c/ Olvera, María Florencia y otros s/ Simulación


    COMP587,XLIX-3 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Sentencia firme: improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    "En las actuaciones se ha dictado sentencia que se encuentra firme. En tal contexto, resulta inoficiosa la remisión de la causa al juzgado del proceso universal; ello sin perjuicio de la verificación del crédito que la actora pueda solicitar en el trámite concursal."


    Martins Vda. de Colacilli, Rosa Ángela y otra c/ Colacilli de Simone, María A. s/ Reivindicación - Fuero de atracción


    COMP613,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Medida de no innovar sobre muebles solicitada por la concursada. Ejecución hipotecaria del predio. Procedencia del fuero de atracción del concurso.


    La accionante solicitó una medida de no innovar sobre el inmueble de su propiedad y la maquinaria, repuestos, herramientas y mobiliario allí ubicados, ante el juzgado donde tramita la ejecución de la garantía constituida respecto del predio, hasta tanto se resuelva la repetición planteada con arreglo al artículo 553 del Código procesal.El magistrado nacional actuante, mediante decisión que se encuentra firme, se inhibió de entender en la cautelar sobre los bienes muebles sitos en el edificio y ordenó remitir las actuaciones al juez a cargo del proceso universal. En cuanto a la cautelar sobre el bien inmueble, anotó que debía ser peticionada y fundada en un proceso autónomo.A su vez, surge de las constancias de la causa que la sociedad actora se encuentra en concurso preventivo en jurisdicción provincial, y que el acreedor hipotecario se presentó en dicha sede a verificar su crédito con privilegio especial.Así, las particulares circunstancias que rodean la situación planteada, determinan que la causa deba radicarse ante el tribunal local a cargo del proceso universal, toda vez que, según fue resuelto por el juez nacional, la medida cautelar quedó limitada a los bienes muebles situados en el interior del establecimiento, los que integran el patrimonio de la concursada, prenda común de los acreedores, y no se encuentran incluidos en el juicio hipotecario. La acción, por ende, no se halla exceptuada del fuero de atracción concursal (art. 21, ley 24.522).


    Establecimiento Diesel Buenos Aires S.A. c/ Rodríguez, Oscar Rubén y otro s/ Medidas precautorias


    COMP522,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Ejecución de expensas. Estado falencial de la demandada. Sentencia firme, improcedencia de la remisión al proceso universal.


    Más allá de la naturaleza pre o post concursal de los créditos en cuestión, en el presente caso se ha dictado sentencia ejecutiva que se encuentra firme. En ese contexto, resulta inoficiosa la remisión de la causa al juez del proceso universal, ello sin perjuicio de la suspensión del procedimiento y de que el ejecutante solicite la verificación de sus créditos en el marco de la quiebra.


    Consorcio Edificio Río Gascón 2417/21/25 c/ Salvato Mallardo, Luisa s/ Cobro ejecutivo


    COMP658,XLIX-13 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desalojo de un inmueble. Pretensión no patrimonial. Concurso preventivo de la demandada. Finalidad comercial de la locación. Particulares circunstancias: procedencia del fuero de atracción del concurso.


    Si bien la pretensión no reviste, en rigor, tenor patrimonial -lo que tomaría improcedente la aplicación del fuero de atracción del artículo 21 de la ley N° 24.522-, corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean el caso, las que justifican que deba radicarse, para imprimirle el trámite que corresponda, ante el tribunal a cargo del proceso universal. Ello es así, con arreglo a principios de orden superior, como son el de seguridad jurídica, el interés general de los acreedores y la observancia de reglas de orden público que regulan el trámite concursal, cuya tutela es propia de este Ministerio Público.Según se desprende del sub lite, en el inmueble cuyo desalojo se solicita se desarrolla la actividad mercantil de la concursada, por lo cual, en principio, le serían aplicables al vinculo las disposiciones de laley 24.522 (art. 157, inc. 2).En ese plano, afin de evitar situaciones que comprometan intereses contrapuestos, tales como los del locador y los de los acreedores del concurso, en tanto se afectaría la actividad comercial de la demandada, y en razón de principios de economía y celeridad procesal, como así también de seguridad jurídica, es necesario que el juez que conoce en el juicio universal sea el competente para entender en este desalojo.


    Peirano, Miguel Angel y otros c/ Fragueda, Sandra Daniela y otros s/ Desalojo por falta de pago


    COMP853,XLIX-9 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución de sentencia por condena de daños y perjuicios derivados de la comisión de un delito. Improcedencia del fuero de atracción en el acuerdo preventivo extrajudicial. Corresponde a la justicia nacional.


    "La Corte ha sostenido que no corresponde la aplicación del fuero de atracción previsto por el inc. 1 del art. 21 de la ley 24.522 al acuerdo preventivo extrajudicial regulado por los arts. 69 y siguientes de dicho cuerpo legal, resaltando que dicha solución no ha perdido vigencia tras las modificaciones introducidas por las leyes 25.589 y 26.086 al art. 72 de la aludida ley 24.522, ya que ambas han dispuesto sólo "la suspensión" de las acciones de contenido patrimonial durante el trámite de la homologación, mas no el desplazamiento de las actuaciones.También ha dicho el Máximo Tribunal que lo establecido por el art. 76 de la ley concursal (según ley 25.589) no determina la aplicación del fuero de atracción porque con la homologación del convenio -tal como ocurrió en el sub lite- cesa la suspensión y cada acreedor recupera el ejercicio de la acción individual que tiene contra el concursado para obtener la cancelación judicial o extrajudicial de su crédito."


    Grijalba, Feliciano Francisco c/ Dyzenchauz, Julio Marcos s/ Ejecución de sentencia - Incidente civil


    COMP857,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juicio con sentencia. Improcedencia del fuero de atracción del proceso falencial.


    El fuero de atracción que ejerce el proceso falencial del demandado -conf.arts. 21 y 132 de la ley 24.522- sólo resulta operativo en los juicios que se encuentren en trámite y no sobre los que, a la fecha de la apertura del concurso o de la declaración de quiebra, ya hubieren concluido por sentencia firme. En el caso se dictó sentencia y, con posterioridad, se decretó la quiebra del demandado.


    Cooperativa de Vivienda Consumo Integración y Proceso Ltda c/ Portel, Olegario s/ Ejecución de expensas


    COMP551,XLIX-8 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juicio ejecutivo contra personas físicas en su calidad de fiadoras y principales pagadoras de un crédito bancario. Concurso preventivo de la sociedad que integran. Improcedencia del fuero de atracción.


    El banco actor promovió demanda ejecutiva contra los demandados, en su calidad de fiadores y principales pagadores, con el fin de obtener el cobro de una suma de pesos proveniente de un certificado de saldo deudor en cuenta corriente a nombre una sociedad en concurso preventivo.Así, no resulta aplicable respecto de los demandados, en su calidad de socios, el fuero de atracción que ejerce el proceso universal pues, si bien integran la sociedad de hecho concursada, no se encuentran sujetos personal y automáticamente a un trámite concursal.


    Banco Nación Argentina c/ Ramis, Carlos Pedro y otro s/ Ejecuciones varias


    COMP292, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Juicio de usucapión. Litisconsorcio pasivo necesario: demandados en situación falencial. Principios de seguridad jurídica e interés general de los acreedores. Competencia del juez a cargo del proceso de quiebra.


    Según emerge de las constancias del caso, el inmueble objeto de prescripción adquisitiva está registrado en condominio a nombre de las demandadas fallidas y el juez a cargo de uno de los procesos universales ha resuelto su subasta. Por ello, es al juez de esa quiebra a quien le corresponde entender en las cuestiones que sobre el particular pudieran suscitarse, ya que es el magistrado competente en la dirección del proceso universal, en la determinación del activo de la fallida, así como en la realización y distribución de lo eventua1mente obtenido, con el fin de no afectar la pars conditio creditorum.Ello, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos -tales como los del poseedor del inmueble y de los acreedores de la quiebra-, y dada la evidente conexidad del tema con el proceso liquidatorio.


    Saravia Machado, Ney c/ Cía. Industria Vidrios y Espejos S.R.L. y otro s/ Prescripción adquisitiva


    COMP593,XLIX-10 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Crédito de naturaleza post-concursal. Embargo de fondos desapoderados. Procedencia del fuero de atracción de la quiebra de asociación civil. Principios de seguridad jurídica, interés general delos acreedores y cumplimiento de las reglas de orden público concursal.


    Más allá de la naturaleza post concursal de la acreencia o de que se trate de un juicio de conocimiento entablado con posterioridad a la declaración de quiebra (arts. 21, 32, 132, 200 y ccds. ley 24.522), corresponde valorar las particulares circunstancias que rodean la situación planteada, las que determinan que la causa deba radicarse, para imprimirle el trámite que competa, ante el juzgadoa cargo del proceso universal.Ello es así, desde que, según se desprende de las constancias del expediente, los fondos que se pretenden embargar constituyen bienes desapoderados (arts. 107 y 125, ley 24.522), por lo que, en ese marco, a fin de evitar situaciones que afecten intereses contrapuestos -tales como los del actor y los de los acreedores concursales-, y en razón de principios de economía y celeridad procesal, como así también de seguridad jurídica, es necesario que el tribunal que entiende en el procedimiento universal sea el competente para entender en la ejecución.


    Salas, Maximiliano c/ Gerenciar Sociedad de Futbol S.A. y otro s/ Incumplimiento de contrato


    COMP629,XLIX-4 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Revisión judicial de una decisión administrativa. Carácter de actora de la fallida. Arts. 21 y 132, ley 24.522; y Fallos: 329:5094. Determinación de existencia de deuda fiscal. Competencia del juez del concurso. Fuero de atracción."


    La atracción del concurso respecto de los juicios de contenido patrimonial opera sólo en forma pasiva -o sea, respecto de acciones iniciadas contra el fallido- y no en orden a aquéllas que éste pudiera promover. Ahora bien, no obstante que la concursada reviste el carácter de actora, este reclamo constituye el ejercicio deuna vía de revisión en sede judicial de una decisión administrativa que determina la existencia de un crédito cuyo cobro pretende el Fisco Nacional, y que debe requerirse en la quiebra de la deudora. Por lo tanto, compete intervenir a la justicia comercial, dado que la determinación de la existencia de la acreencia deberá ajustarse al régimen establecido por la ley 24.522.


    Masuhh S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos -DGI- s/ Impugnación de deuda, fuero de atracción


    COMP163, L-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Verificación de Créditos


    Conflicto de competencia. Demanda de despido contra empresa concursada. Verificación de los créditos laborales en el proceso concursal. Excepción de litispendencia. Competencia de la justicia comercial.


    La excepción de litispendencia procede en los casos en que se configura la triple identidad de sujeto, objeto y causa, o bien, cuando se evidencia la posibilidad de fallos contradictorios, supuesto en el que, se verifica una litispendencia atípica por conexidad y en el cual la solución se logra mediante la acumulación de los procesos.El artículo 132 de la ley 24.522 –que remite en este punto al art. 21inc.2°, establece una cláusula en la que faculta a los actores a optar por el fuero laboral o el comercial, a sabiendas de que la segunda opción produce la suspensión del trámite iniciado en distinto foro. En el caso, los accionantes se presentaron en el trámite universal a los efectos de verificar sus créditos laborales y, una vez que fue declarada la inadmisibilidad de ellos, promovieron el correspondiente incidente de revisión.De tal forma, surge evidente, por un lado, la innegable vinculación de los reclamos, y, porotro, el atípico proceder seguido por los dependientes al instar, sucesiva y simultáneamente ante distintos fueros, procesos destinadosa obtener idénticos créditos.Por ello, y para evitar que se expidan resoluciones contradictorias, resulta aconsejable la tramitación de ambos reclamos en un mismo ámbito jurisdiccional, y ante la opción ejercida por los accionantes -arts. 21 y 132, ley 24.522-, corresponde la remisión del caso al Juzgado Comercial, para que conozca en el conflicto en su plenitud.


    Fresco, Martha Isabel y otros c/ Nuestra señora de Pompeya S.A. y otros s/ Despido


    COMP843,XLIX-10 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de privilegios concursales.Crédito de un menor discapacitado: indemnización por daños. Convención sobre los Derechos del Niño y Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Derecho a una protección especial: preferencia en el cobro de acreencias vinculadas a la satisfacción de derechos fundamentales. Armonización de los derechos e intereses colectivos en el proceso falencial.


    La Ley de Concursos y Quiebras establece que sólo gozan de privilegio los créditos enumerados en esa ley, y conforme a sus disposiciones (art. 239, ley citada). Sin embargo, recientemente, la Corte puntualizó que el régimen de privilegios previsto en la ley 24.522 debe ser integrado con las disposiciones previstas en los instrumentos internacionales, que fueron incorporados a nuestro sistema jurídico con rango superior a lasleyes.El presente caso debe ser analizado a la luz de los derechos de los niños y de las personas con discapacidad en tanto la indemnización que fue verificada en el marco de este proceso falencial tiene por objeto satisfacer sus derechos específicos.La Convención sobre los Derechos del Niño yla Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reconocen que los niños discapacitados se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad, lo que demanda una protección especial de parte del Estado, la familia, la comunidad y la sociedad.En el caso, la indemnización reclamada por el menor tiene por objeto garantizar el goce del derecho a la vida, al disfrute del más alto nivel posible de la salud, a la supervivencia y al desarrollo, a un nivel de vida adecuado para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral y social, y, en definitiva, a la igualdad.En este sentido, contrariamente a lo expuesto por el tribunal a quo, la indemnización en cuestión no protege un mero interés pecuniario del menor sino que es uno de los modos previstos en nuestra legislación para garantizar los derechos esenciales mencionados.La protección especial prevista en los instrumentos internacionales de los derechos específicos de los niños discapacitados genera consecuencias concretas en el caso de la quiebra donde diversos acreedores concurren a procurar satisfacer sus créditos de un patrimonio que devino insuficiente para atender sus obligaciones en el tiempo y las condiciones previstas originariamente. En esta situación particular, el cuidado especial que demanda la situación de vulnerabilidad de los niños discapacitados se traduce en una preferencia en el cobro de sus acreencias vinculadas a la satisfacciónde sus derechos fundamentales.El reconocimiento de una preferencia en el cobro constituye, en el caso, una respuesta apropiada a la particular situación del recurrente en cumplimiento de las obligaciones asumidas por el Estado argentino al incorporar al ordenamiento jurídico los citados instrumentos internacionales con jerarquía superior a las leyes (art 75, inc. 22, Constitución Nacional).Si bien ello, no puede desatenderse la importancia de los intereses económicos y socialesque justifican la preferencia en el cobro de las acreencias garantizadas con hipoteca y prenda (art. 241, inc. 4, ley 24.522). Por ello, a fin de armonizar la totalidad de los derechos e intereses colectivos que subyacen en el régimen de privilegios, corresponde atender el crédito en cuestión -que comprende al capital y a los intereses hasta la declaración de la quiebra- una vez satisfechos los créditos con privilegio especial, y en las condiciones previstas para los créditos con privilegio general en el artículo 246 de la ley 24.522. Debe atenderse con prioridad sobre los créditos con privilegio general verificados a favor del Estado en los términos del artículo 246, inciso 4, de esa ley.


    Instituto Médico Antártida s/ Quiebra


    I344,XLVII-4 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Proceso Sucesorio.Competencia


    Conflicto positivo de competencia. Sucesión ab intestato. Último domicilio del causante: prueba insuficiente. Juez del lugar del deceso. Acumulación del trámite iniciado previamente.


    Constituye doctrina de esa Corte que, cuando la prueba producida con respecto al último domicilio del causante es poco clara o contradictoria, debe tenerse por cierto que éste se hallaba en el lugar de su deceso, dondecorresponde abrir la sucesión.En las presentes actuaciones, ese hecho ocurrió en la Ciudad de Buenos Aires. Por lo tanto los autos radicados en sede provincial deben acumularse a los tramitados en esta sede, con fundamento en razones de seguridad jurídica, economía procesal y unidad sucesoria, sin que obste a ello que el juicio en sede provincial se haya iniciado con cuatro días de anticipación.


    Díaz, Manuel Alberto s/ Sucesión ab-intestato


    CIV105283/1998/CS1-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Fuero de Atracción


    Conflicto de competencia. Cobro de deuda por patentes sobre vehículo. Deudor fallecido. Acuerdo de partición respecto de los bienes integrantes del acervo. Falta de inscripción. Vigencia del fuero de atracción de la sucesión.


    Continúa la vigencia del fuero de atracción ejercida por el sucesorio, conforme lo previsto por el artículo 3284 del Código Civil, pues el cese de la indivisión hereditaria sólo acontece mediante la partición de los bienes, debidamente inscripta, lo cual no consta acreditado.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Parisi, Edgardo Edgardo s/ Ejecución fiscal - radicación de vehículos


    COMP1000,XLIX-18 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cobro de honorarios. Fuero de atracción. Sucesorio del actor, excepción a la regla.


    El instituto del fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones donde el causante es demandado, como un modo de concentrar ante el juez del sucesorio todos los procesos seguidos contra el extinto que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio, en tanto las reglas que lo regulan son de orden público. En ese marco, son atraídas aquellas acciones que involucran deudas personales del difunto, entre las que se hallan razonablemente comprendidas las ejecuciones por cobro de honorarios profesionales.Por otra parte, si se trata del reclamo de una suma de dinero por honorarios, o del cobro de honorarios donde el accionante esdeudor únicamente por ese concepto, resulta razonable hacer excepción a la regla citada y disponer que el tribunal donde tramita el sucesorio del actor, en este exclusivo aspecto, continúe entendiendo en la ejecución.


    Teves, Carlos Atilio c/ Salgado y Martínez, Elba Ignacia s/ Ejecución hipotecaria


    COMP937,XLIX-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados del accidente de tránsito. Fuero de atracción del sucesorio.


    Dado que los demandados -lacónyuge cotitular del rodado y los herederos- no participaron del evento dañoso, resulta evidente que la pretensión compromete el patrimonio del de cujus, por lo que ha de considerarse comprendida dentro de los supuestos contemplados por el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil.Continúa la vigencia del fuero de atracción ejercida por el sucesorio, conforme lo previsto por el artículo mencionado, pues el cese de la indivisión hereditaria sólo acontece mediante la partición de los bienes, debidamente inscripta.


    López, Carlos Antonio c/ Belmar, Dominga Miriam y otros s/ Daños y perjuicios por uso autom. c/ lesiones o muerte


    COMP927,XLIX-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda laboral. Improcedencia del fuero de atracción de la sucesión: acción promovida por el causante o que sus herederos pretenden continuar.


    El instituto del fuero de atracción solo juega respecto de aquellas acciones donde el causante resultó demandado. Ello como unmodo de concentrar ante el juez del proceso universal todos los juicios seguidos contra el causante que pudieran afectar la universalidad de su patrimonio. Pero no resulta operativo en las acciones que, como ocurre en el sub examine, el causante pudiera haber promovido o sus herederos pretendan continuar.


    López, Raúl A. c/ Lotería Nacional S.E. s/ Laboral


    COMP178, L -28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por incumplimiento contractual. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio hasta tanto se dicte pronunciamiento definitivo.


    El causante es codemandado -junto con su cónyuge e hijos- por los daños y perjuicios provocados por el incumplimiento contractual alegado por el pretensor. La sentencia dictada fue recurrida por ambas partes.Allende la aplicación del fuero de atracción previsto por el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil-no discutida concretamente por el juez a cargo del proceso universal-, al encontrarse pendientes de resolución las apelaciones concedidas en sede local, no procede la remisión del expediente a la justicia nacional en lo civil, hasta tanto no medie un pronunciamiento definitivo -firme- dictado por el tribunal de alzada respectivo.


    Rinaldi, Juan Carlos José c/ Rinaldi, Néstor Onofre y otros s/ Cumplimiento de contratoCOMP


    COMP171, L-26 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de honorarios profesionales. Procedencia del fuero de atracción de la sucesión del ejecutado.


    El instituto del fuero de atracción sólo procede respecto de las acciones donde el causante es demandado, de modo de concentrar ante el juez del proceso universal todos los juicios que pudieran afectar launiversalidad de su patrimonio.En este marco, son atraídas aquellas acciones que involucran deudas personales del causante, entre las cuales se encuentran comprendidas las de cobro de honorarios profesionales, independientemente de que éste haya revestido la condición de actor en el proceso que dio origen al incidente de honorarios.En las presentes actuaciones, el actor inició el incidente sobre la base de la facultad establecida en los artículos 49, último párrafo, y 50 de la ley 21.839, y la regulación de los honorarios se encuentra firme y consentida. Por consiguiente, el juez que entiende en la sucesión de la persona aquí ejecutada debe conocer en el incidente promovido contra ella.


    Godino, Rubén Enriques/ Incidente de ejecución de honorarios


    COMP887,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incidente de regulación de honorarios. Improcedencia del fuero de atracción del proceso sucesoria.


    "La regulación de honorarios, dada su naturaleza accesoria, debe tramitar ante el juez de la causa principal (art. 6; inc. 1°, CPCCN) que, por lo demás, es el mejor habilitado para realizar la estimación pertinente en orden a que el proceso tramitó bajo su dirección.Al tratarse de una incidencia enderezada a obtener la regulación de honorarios en un juicio que tramita en la justicia ordinaria provincial, el fuero de atracción determinado en el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil deviene improcedente, por lo que las actuaciones deben tramitar ante el juez que intervino en la causa principal."


    López Salas, Eloy c/ Moreno, Dionisio Luis s/ Ordinario


    COMP725,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juicio ejecutivo de expensas devengadas con posterioridad del deceso del causante. Sucesiones de herederos tramitando en distintas jurisdicciones. Improcedencia del fuero de atracción de la sucesión.


    Si en el juicio ejecutivo se persigue el cobro de obligaciones que no tuvieron por deudor al causante, por tratarse de expensas devengadas con posterioridad a su deceso, queda excluida la aplicación del fuero de atracción previsto por el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil respecto de ese sucesorio.En el caso, también surge de las actuaciones que dos de los nueve herederos de la causante han fallecido y que sus respectivas sucesiones tramitan en dos jurisdicciones distintas.En tales condiciones, no opera aquí el fuero de atracción previsto en el articulo 3284 citado, en relación a dichos procesos universales, por cuanto no puede darse preeminencia a una sucesión sobre la otra, pues no habría un motivo ni razón valedera para establecer una preferencia en relación con alguna de ellas, ya que la normatutela igual interés en ambas.


    Consorcio de Prop. Acuña de Figueroa 139 c/ Sucesión Taverna, Ángela s/ Ejecución de expensas


    COMP749,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda decompetencia. Ejecución fiscal.Obligaciones generadas con anterioridad al deceso. Procedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    Conforme surge de la demanda, el accionante -Superintendencia de Riesgos del Trabajo- persigue la ejecución fiscal de obligaciones que tienen por deudor al causante, en virtud de haber omitido el pago de las contribuciones debidas al Fondo de Garantía creado por el artículo 33 de la ley 24.557 y que fueron generadas con anterioridad a la fecha del deceso.Al respecto, el Máximo Tribunal ha señalado que, en casos de ejecuciones fiscales, ellas son atraídas aunque incluyan períodos posteriores al fallecimiento del causante.


    Superintendencia de Riesgos del Trabajo c/ García, Raúl Carlos s/ Apremio


    COMP188, L-1 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Ejecución fiscal. Improcedencia del fuero de atracción en materia de sucesiones: deuda devengada con posterioridad al fallecimiento del causante.


    Corresponde al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario n° 4 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que las obligaciones tributarias que aquí se reclaman son de fecha posterior al fallecimiento del causante, por lo que la presente acción ejecutiva resulta excluida del fuero de atracción del artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Bellola, Oscar


    CSJ 1981/2014/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Crédito devengado con posterioridad al fallecimiento del codemandado. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    Esta ejecución debe seguir su trámite ante la justicia federal, pues la obligación que se reclama fue devengada con posterioridad al fallecimiento del causante, con lo cual debe juzgarse excluida del fuero de atracción del sucesorio.


    Estado Nacional - Prefectura Naval Argentina c/ Ontic S.A. y otros s/ Ejecución fiscal


    COMP151, L-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Procesos de Familia


    Contienda negativa de competencia. Cuestiones atinentes alrégimen de visita y cuota alimentaria de la hija menor de edad. Centro de vida. Inmediatez: eficacia de la actividad tutelar. Juez del lugar de residencia habitual de la menor. Inexistencia de afectación del derecho de defensa del otro progenitor.


    Desde hace varios años la joven vive en condiciones legítimas en esta ciudad -donde nació -, de manera que, indudablemente, su centro devida se ubica en este ámbito.Más allá de que la madre ha continuado litigando ante los tribunales de la Provincia del Chubut, sopesando las especiales características del caso, el punto de conexión al que debe recurrirse en la emergencia, pasa por el lugar de residencia habitual de la adolescente, en tanto la realización activa de los objetivos tutelares implícitos en las causas relacionadas, tienen en la inmediación un factor de innegable importancia.Por otro lado, y dado que no se advierten elementos que autoricen a inferir una afectación relevante al derecho de defensa en juicio del progenitor, las controversias existentes referidas a este grupo familiar, compete que se ventilen ante la justicia civil del lugar de residencia de la menor.


    S., P. M. c/ V., F. T. s/ Inc. de modif.derégimen de comunicación


    COMP849,XLIX-10 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de visitas de un menor. Competencia del juez del lugar de residencia del menor. Centro de vida. Inmediatez: eficacia de la actividad tutelar. Inexistencia de afectación del derecho de defensa del otro progenitor.


    "El niño vive junto con su madre -y sin oposición de su padre- desde hace nueve años en la provincia de Misiones. En ese marco, y dado que no obran demostradas la inestabilidad de esa situación ni la antijuridicidad del traslado, tampoco es razonable inferir la imposibilidad de contacto o supervisión paterna, o una restricción ilegítima del ejercicio del derecho de defensa en juicio del progenitor, en función de la distancia.Los jueces del lugar de residencia del menor están llamados a conocer en el asunto, puesto que la ausencia de inmediación es susceptible de malograr los objetivos tutelares implícitos en estos autos, en los que se debate un régimen de visitas.El decisorio ha omitido ponderar el mejor interés del infante, toda vez que no fueron invocadas razonessuficientes para desplazar el "centro de vida" del niño como pauta interpretativa esencial para la determinación de los aspectos en debate, el que se sitúa claramente en la provincia de Misiones.No es óbice para invalidar lo decidido que se encuentre involucrada la declaración de improcedencia de un recurso local por el tribunal superior de la causa pues, la resolución carece de fundamento suficiente y obstaculiza la salvaguarda de los derechos alegados."


    A., C. T. c/ R., M. L. s/ Régimen de visitas


    A813,XLIX-19 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Adopción


    Cuestión de competencia. Guarda con fines de adopción. Lugar del domicilio, lugar de residencia habitual del menor. Necesidad de pronta regularización de la situación del niño. Agravio a derechos fundamentales. Remisión a Fallos: 331: 1344.


    La alusión al domicilio del menor del artículo 316 del Código Civil, como elemento de atribución, debe asumirse, en el caso, en su acepción más amplia, esto es, con referencia al lugar de residencia habitual.El mejor interés de la persona a quien debe tutelarse, exige relativizar la pauta formal contenida en el artículo 4° del Código Procesal y atribuir la dirección de la causa al foroen cuyo ámbito habita el menor.Por otro lado, resulta de la mayor importancia que se asigne un tribunal que esclarezca prontamente cuál es la realidad de este niño, quien desde su nacimiento -ocurrido en septiembre de 2010- se encontraría en trance de una eventual adopción, sin control y sin determinar siquiera la regularidad de la guarda extrajudicial conferida, carencias éstas que agravian hondamente sus derechos fundamentales.


    F., S. R.s/ Guarda de personas


    COMP616,XLIX-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Guarda de hecho de una menor. Solicitud judicial de guarda pre adoptiva. Secuestro de la menor y decisión de proveer el estado de adoptabilidad. Resolución judicial que modifica el estado de la menor. Sentencia que excede el marco de su jurisdicción. Imprescindible evaluación de la situación de la niña y de las circunstancias que rodean el caso. Interpretación de las manifestaciones y voluntad de la progenitora. Interés superior del menor.


    "Asiste razón a los accionantes, desde que no se analizaron adecuadamente las condiciones en que se les confirió la guarda de hecho; guarda que, revistiendo tal carácter, como lo puntualiza el Sr.Defensor Oficial ante esa Corte, intentaron validar mediante la autorización judiciala fin de tomarla pre-adoptiva.Devenía imprescindible una evaluación de la situación de la menor y de las circunstancias que rodearon el caso, incluyendo una interpretación global, calificada y consciente de las manifestaciones vertidas por su progenitora, del estado de la menor y de las características de los actores. Sumado a lo expuesto, resulta importante destacar que la sentencia ha excedido el marco de su jurisdicción, pues ha resuelto que se provean las medidas tendientes a colocar en estado de adoptabilidad a la menor, a pesar de que ello no había sido objeto de decisión por la jueza de primera instancia, ni materia de apelación por las partes.Vale poner de relieve que el detalle de las falencias argumentales de la sentencia apelada no implica validar el modo de obtener la guarda desplegado por los pretensores, que presenta aristas observables, sino dejar de resalto que la solución a la que se arriba, lejos de hacer hincapié en lo que aparece como más favorable a la niña, la somete a una nueva situación de vulnerabilidad y de desamparo al determinar, en última instancia, que sea entregada a otra familia, sufriendo una tercera desvinculación y otro desarraigo, reactivando las vivencias de abandono.Cada supuesto exige una respuesta personalizada, pues el interés superior del menor no es un concepto abstracto, sino que posee nombre y apellido, nacionalidad, residencia y circunstancias, y la solución que se propicia no importa preterir la relevancia que adquieren las gestiones realizadas a fin de evitar la inobservancia de los requisitos legales, el tráfico de niños o las irregularidades en la entrega de menores en estado de adoptabilidad.Las medidas ordenadas en el trámite judicial -el secuestro de la menor y la decisión de proveer el estado de adoptabilidad- tendientes a enmendarel"accionar delos presentantes, ajeno a las vías legales y absolutamente irregular”, resultan soluciones desvinculadas del marco del caso. En efecto, desde el momentoen que todo cambio implica un "trauma" para la pequeña, debe demostrarse que no llevarlo a cabo le causaría un daño mayor o más grave.En estas circunstancias, la decisión de separar la"familia" sin realizar las evaluaciones adecuadas y sin ponderar el impacto en el desarrollo de la niña -ni conocer"cuál es su deseo, pese a su cortaedad", en un contexto en el que no se ha comprobado la existencia de un delito, luce infundada.Las resoluciones judiciales relativas a la modificación del estado de la niña, debieron adoptarse previa ponderación exhaustiva de las derivaciones que dichas medidas podían provocar en su desarrollo integral y no sobre la base de teorizaciones desarrolladas en abstracto. Estos aspectos, en definitiva, fueron soslayados, cuando debieron orientar la decisión de la cámara."


    G., B. M. s/ Guarda


    G834,XLIX-16 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Alimentos y Litisexpensas


    Conflicto de competencia. Aumento de cuota alimentaria a favor del hijo menor. Inmediatez y efectividad de la actividad tutelar. Competencia del juez del lugar donde vive el menor.


    En esta causa están llamados a intervenir los jueces del foro donde vive establemente el beneficiario de la prestación, respuesta que ha de contribuir claramente a la realización activa de los objetivos protectorios concernientes al estatuto de la niñez, para cuyo cumplimiento la inmediación constituye un factor de innegable importancia.


    A., C. G. c/ S., R. H. s/ Inc. aumento cuota alimentaria


    COMP122,XLIX-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Filiación


    Conflicto de competencia. Acción de filiación. Procedencia del fuero de atracción de la sucesión del presunto padre. Orden público.


    En el marco de lo establecido por el artículo 3284 del Código Civil, la demanda de filiación es una de las acciones personales que deben acumularse al juicio universal de la sucesión.Aún en los casos en que los tribunales han resistido el fuero de atracción de la sucesión, so pretexto de que aún no se ha dispuesto su apertura, la Corte ha admitido la operatividad del instituto con apoyo en su tenor imperativo y de orden público.


    A., R. V. s/ Acción de filiación


    COMP195, L-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Parte General


    Acumulación de Procesos


    Acumulación de procesos. Demanda de daños por accidente laboral contra un nosocomio. Procedencia de la acumulación aunque no concurra la triple identidad de sujetos, objeto y causa. Posibilidad de sentencias contradictorias.


    En ambos litigios se persigue la indemnización de los daños y perjuicios derivados del mismo infortunio laboral y, si bien no se configura la estricta identidad de partes requerida por el artículo 188 del Código adjetivo, toda vez que la causa origen de ambos reclamos es la misma, deviene preciso que sea un solo juez el queintervenga en ambos pleitos, a fin de evitar el posible dictado de sentencias contradictorias. En tal sentido, cabe recordar la doctrina del Tribunal en orden a que procede la acumulación, no obstante que no concurra la triple identidad de sujetos, objeto y causa, si media la posibilidad de que, en cuestiones similares, se expidan fallos contrapuestos.


    Mayor, Jorge Omar c/ Hospital de Pediatría Prof. Dr. Juan P. Garraham s/ Accidente de trabajo - Enferm.prof. - Acción civil


    CSJ 410/2014 (50-C)/CS1-23 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos. Sentencia firme. Improcedencia de la acumulación.


    La acumulación de los procesos es un instituto que se fundamenta en la necesidad de evitar el peligro de sentencias contradictorias en causas conexas y constituye el medio que permite asegurar la unidad de la resolución a los efectos de un correcto servicio de justicia. En tales condiciones, la utilidad de la radicación de las causas por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de ellas, por lo que la acumulación es improcedente cuando media la noticia de que ello ha ocurrido, aun cuando se ignore si la dictada se encuentra firme.


    Prevención Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Villalba, Miguel Ángel y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    CSJ 312/2014 (50-C)/CSl-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos. Sentencia firme. Improcedencia de la acumulación.


    La acumulación de procesos es un instituto que se fundamenta en la necesidad de evitar el riesgo de sentencias contradictorias en causas conexas y constituye el medio que permite asegurar la unicidad de la decisión a los efectos de un correcto servicio de justicia. En tales condiciones, la utilidad de la radicación de la causa por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de ellas, por lo que la acumulación es improcedente cuando existe noticia de que ello ha acaecido, aun cuando se ignore si ésta se encuentra firme.


    Tapia Magno, Mario c/ Romero, Carlos Alberto s/ Medidas precautorias


    COMP476,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Acumulación de procesos: causas que tramitan en distintas jurisdicciones territoriales. Daños y perjuicios derivados de accidentes concatenados.


    En tanto un mismo rodado y conductor han tenido intervención en dos colisiones concatenadas, determinantes de la responsabilidad que los accionantes atribuyen a los demandados, resulta con influencia decisiva que el análisis de las cuestiones fácticas y jurídicas suscitadas, en virtud de su íntima vinculación, no sea efectuado en forma aislada por distintas jurisdicciones. Esa particularidad autoriza razonablemente a que un solo tribunal intervenga en ambos pleitos a fin de evitar el dictado de sentencias contradictorias, favorecer el principio de concentración procesal y la buena administración de justicia.


    Frias, Manuel Fernando c/ Alarcon, Sergio Alejandro y otros s/ Daños y perjuicios


    CIV69285-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acumulación de procesos por conexidad. Riesgo del dictado de decisiones contradictorias.


    Incumbe señalar que el forum conexitatis, que importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, obedece a la conveniencia de concentrar ante un tribunal todas las acciones vinculadas entre sí y evitar el dictado de sentencias contradictorias.Es posible inferir la presencia de elementos comunes que sustentan la conveniencia de concentrar en un solo tribunal ambas acciones, ante la posibilidad de que la resolución a dictarse en una de ellas pueda aparejar consecuencias directas e inmediatas en la otra. Y es que, el objeto de esta causa estaría prima facie vinculado con el resultado final de las cuentas existentes entre los sujetos procesales involucrados, lo que reclama evitar el riesgo del dictado de decisiones contradictorias.


    F.E.C.O.V.I.T.A. c/ Brasil Representacoes Ltda s/ Ordinario


    COMP752,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acumulación de procesos. Improcedencia por encontrarse terminado el juicio presumiblemente conexo.


    El instituto de la acumulación se funda en la necesidad de conjurar el riesgo de que se pronuncien sentencias contradictorias. Por lo tanto, una vez terminado el juicio presumiblemente conexo, desaparece la finalidad que justifica la aplicación del mecanismo.En la especie se configura este supuesto, dado que la causa radicada en sede local concluyó a través del desistimiento y de la conciliación que fueron homologados con posterioridad a que se suscitara la controversia entre los jueces.


    Sequeira, Carlos Genaro c/ Maycar S.A. y otro s/ Accidente- acción civil


    COMP132,XLIX-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Consignación de alquileres. Determinación del legitimado al cobro. Acumulación de procesos: razones de conexidad y seguridad jurídica.


    Surge de las constancias agregadas al expediente que la sociedad actora promovió la demanda por consignación de alquileres contra tres demandadas y solicitó que se determine quién tiene derecho a la percepción de los importes derivados de dicho concepto.En tal contexto, la Cámara en lo Civil confirmó el fallo de la instancia anterior en cuanto había admitido la consignación pretendida y lo revocó en relación a la determinación del legitimado para el cobro de los arriendos. Consideró que resultaba competente para entender en esta última cuestión el magistrado comercial por ante quien tramitan los expedientes donde se discute la validez y el alcance de las transferencias de los inmuebles locados.Las particularidades de la causa conducen a concluir que resulta competente la justicia en lo comercial. En efecto, encontrándose en debate la determinación del titular de los inmuebles locados, razones de conexidad y de seguridad jurídica aconsejan que ambosprocesos tramiten acumulados.


    Madero Office Center S.R.L. c/ Paseo del Puerto S.A. s/ Ordinario


    COMP525,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados del incumplimiento contractual imputado a entidades financieras. Falta de conexidad entre las causas.


    Si bien este proceso tendría como antecedente la acción de amparo tramitada por ante el Juzgado Federal en provincia de Buenos Aires, lo cierto es que no existe conexidad entre ambas causas, toda vez que difieren las cuestiones debatidas en una y otra, así como las partes y las etapas procesales en las que se encuentran, circunstancias que vedan la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias.


    Fourastie, Adolfo c/ Bank Boston s/ Incumplimiento de contrato


    CCF3530-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios derivados del mismo accidente de tránsito. Improcedencia de la acumulación de procesos: proceso declarado nulo. Falta de causa de conexidad.


    La acumulación de procesos tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en causas vinculadas. El artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación supone que existan juicios conexos entre sí que no hayan recibido sentencia y que podrán recibirla conjuntamente en un mismo acto, siendo éste, precisamente, el motivo por el cual la acumulación puede resolverse en cualquier estado del proceso antes del momento del fallo –art. 190del Código citado-.Tales supuestos que han devenido inexistentes en el sub-lite puesto que en el proceso radicado en jurisdicción nacional fue declarada la nulidad de todo lo actuado, circunstancia que determina, que la acumulación -dispuesta y aceptada- perdió el objeto práctico que la justificaba al desaparecer la causa fundante de la conexidad con este juicio.


    Ponce Siles, Freddy c/ Macalaza, Alejandro Rubén y otros s/ Daños y perj.autom.c/les.omuerte (exc. estado)


    COMP212, L-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Improcedencia de la acumulación de procesos por falta de identidad en los sujetos o en la causa.


    Cuando entre ambos procesos no se configura identidad ni entre los sujetos involucrados ni de causa, no se encuentra habilitada su acumulación en los términos del artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    González, Dora Noemí c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP475,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Improcedencia de la acumulación de procesos por falta de identidad en el objeto. Imposibilidad de dictado de sentencias contradictorias: diferentes cuestiones debatidas. Incumplimiento de requisitos del art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    La acumulación de procesos no puede prosperar, puesto que no se da la triple identidad de sujeto, objeto y causa, indispensable a tal fin y, por ende, tampoco se evidencia la posibilidad de que se dicten fallos contradictorios. En efecto, si bien uno de los demandados coincide en ambos juicios y éstos se originan en el mismo hecho generador, dichas circunstancias no son suficientes para declarar procedente la acumulación, puesto que no existe identidad de objeto, la naturaleza de las pretensiones es diferente y corresponden a la competencia de distintos jueces, ya que en autos un particular promueve demanda por incumplimiento contractual contra una sociedad comercial y en la otra causa se persigue una indemnización por daños y perjuicios atribuyendo responsabilidadextracontractual al Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.En tales condiciones, no se advierte que exista conexidad entre ambas actuaciones, toda vez que difieren las cuestiones debatidas en una y en otra, circunstancia ésta que veda la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias, por lo que no se cumplen los requisitos del art. 188 del Código ProcesalCivil y Comercial de la Nación.Asimismo, las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales, situación que tampoco se presenta en el sub lite.


    Trentin, Nora Myriam c/ Desarrolladora Mendoza S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP429, L-8 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de repetición por reintegro de gastos. Improcedencia de acumulación de procesos al encontrase uno de ellos con sentencia firme. Corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite.


    La utilidad de la acumulación por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en uno de los procesos. En estos casos, la acumulación resulta improcedente, independientemente de si la sentencia dictada se encuentra o no firme, circunstancias que se presentan en el sub lite.


    CNA ART S.A. c/ Fontanella, Gabriel Carlos y otros s/ Interrupción de prescripción (art.3986 C.C.)


    COMP987,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Improcedencia de la acumulación de procesos por pretensiones diferentes. Corresponde al juzgado provincial continuar con las actuaciones.


    La competencia por conexidad establecida en el artículo 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación –cuya aplicación constituye una excepción en tanto importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez- permite que ante un solo tribunal tramiten causas relacionadas entre sí con fundamento en la convenienciade concentrar aquellas accionesque se encuentran vinculadasa una misma relación jurídica.Asimismo, la Corte ha dicho que la utilidad de la acumulación por conexidad cesa cuando se ha dictado sentencia en una de los procesos.


    Couto Sanmartín, Ángel José c/ Zugaro, Orlando Ernesto s/ Daños y perjuicios


    COMP1002,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demandas iniciadas contra una fundación en distintas jurisdicciones. Acumulación de causas por conexidad. Corresponde a la justicia federal.


    La competencia por conexidad establecida en el art. 6 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación –cuya aplicación constituye una excepción en tanto importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez- permite que ante un solo tribunal tramiten causasrelacionadas entre sí con fundamento en la conveniencia de concentrar aquellas acciones que se encuentran vinculadas a una misma relación jurídicaResulta razonable declarar operativa la conexidad de los procesos en cuestión y atribuir al magistrado federal el conocimiento de la causa en trámite ante el juez local, en tanto las cuestiones controvertidas en ambos procesos nopueden ser examinadas en forma aislada por distintas jurisdicciones, sino por un mismo juez que considere la dimensión colectiva del conflicto, a fin de evitar el dictado de resoluciones contradictorias, favorecer el principio de concentración procesal y promover la buena administración de justicia.La aplicación de las reglas de conexidad tiene por objeto asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia.


    Velázquez, Luisa Cesarea c/ Fundación para el Amor y la Fe y/o García José y/o Zenteno Cornejo, Jorge s/ Por escrituración


    COMP933,XLVIII-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Forum conexitatis. Improcedencia de la acumulación de procesos: sentencia definitiva en uno de ellos.


    El forum conexitatis, que importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones vinculadas a una misma relación jurídica. Sin embargo, la acumulación de procesos, que tiene su sustento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en actuaciones que poseen conexidad, pierde el objeto práctico que la justifica cuando en uno de ellos se ha emitido sentencia.


    Muguillo, Roberto Alfredo c/ Poligras S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP1038,XLVIII-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Cuestiones con origen en el mismo accidente de tránsito. Procedencia del forum conexitatis.


    "En autos se configura una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar que sea un solo magistrado el que conozca en ambos procesos. En efecto, ambos reclamos son de naturaleza civil; uno persigue el resarcimiento de los daños y perjuicios y otro la repetición de los gastos ya abonados. Más importante aún, ambas peticiones están vinculadas con el mismo evento dañoso y la eventual procedencia de la acción de repetición depende en forma directa de la existencia de responsabilidad civil que se debate en la acción de daños y perjuicios, con lo cual existe el riesgo cierto del dictado de sentencias contradictorias."


    QBE art S.A. c/ Fuertes, Osvaldo César s/ Cobro ordinario de sumas de dinero


    COMP449,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de desalojo y demanda de prescripción adquisitiva de un inmueble. Peligro del dictado de sentencias contradictorias. Procedencia de la acumulación de los procesos.


    Resulta razonable declarar operativa la conexidad de este proceso de desalojo con el trámite de prescripción adquisitiva -y su reconvención- y atribuir suconocimiento al juez nacional.Si bien en el caso no concurre la triple identidad de sujeto, objeto y causa, en ambos juicios las partes pretenden, por un lado, recuperar la posesión del inmueble locado en julio de 1988 y, por el otro, que se declare prescripta la titularidad del predio. Esa circunstancia impone con influencia decisiva el estudio de cuestiones fácticas y jurídicas que no resulta conveniente que sean tratadas y resueltas por distintos magistrados, dado el peligro del dictado de sentencias contradictorias, así como el propósito de favorecer la concentración procesal y la buena administración de justicia.


    Peusner, Osvaldo c/ Sucesores de López, Manuel y otros s/ Desalojo por vencimiento de contrato


    COMP478,XLIX-12 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia: incumplimiento del art 192 CPCCN. Razones de celeridad y economía procesal: forum conexitatis. Improcedencia de la acumulación de procesos por falta de identidad en el objeto.


    La admisión del forum conexitatis, estatuido en el art. 6° del C.P.C.C.N., posibilita la sustanciación ante un mismo magistrado de causas relacionadas entre sí, y que su aplicación constituye una causal de excepción a las reglas generales que determinan la competencia contenidas en dicho código, que importa admitir el desplazamiento de un juicio a favor de otro juez, con fundamento en la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal todas las acciones que se hallen vinculadas por la misma relación jurídica.En autos no se configura una conexidad sustancial con entidad suficiente para justificar que sea un solo magistrado el que conozca en ambos procesos, pues no se halla configurado uno de los recaudos procesales exigidos.Surge nítida la diversidad en el objetivo final de cada uno de los procesos que se pretende acumular, lo que impide considerar que la sentencia a dictarse en uno de ellos pueda producir efectos de cosa juzgada en el otro.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ GCBA y otros s/ Impugnación de actos administrativos


    COMP49, L-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión de los autos "F., G. s/ medida cautelar" (expte. 6.198/12),entrámite ante el Juzgado del Menor y la Familia n° 1 de la ciudad de Resistencia, provincia del Chaco, como así también, del expediente sobre restitución n° 3.372/2011."


    R., L. C. c/ F., G. M. s/ Tenencia - incidente de inhibitoria


    COMP374, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicita la remisión del expediente"Mantulak, Omar José c/ Villalba, Miguel Ángel s/ daños y perjuicios".


    Prevención Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Villalba,Miguel Ángel y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP312, L-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Atañe a la Corte resolver conflictos de competencia sólo cuando no media un superior común entre los tribunales en disputa, como establece el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 (t.o.ley 21.708), el que dispone, además, que los habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    Molas, Silvio Ariel c/ Prefectura Naval Argentina s/ Accidente de trabajo - enferm.prof. - acción civil


    COMP104,L-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    El Máximo Tribunal no está llamado a intervenir en esta controversia, desde que, al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser examinada por la alzada de la que depende el magistrado que previno (artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285158, texto según ley 21.708).


    Quesada, Guillermo Héctor c/ PAMI (I.S.S.J.P.) y otro s/ Amparo


    COMP176, L-21 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Esta contienda, suscitada entre jueces nacionales de primera instancia, no es de aquéllas que corresponde dirimir a la Corte Suprema.


    Consumidores Arg. Asoc.parala Def. Educ.eInf.delos Con. c/ Consolidar ART S.A. s/ ordinario


    COMP182, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que incumbe dirimir al Alto Tribunal.


    Lipskier, Natalia Celina c/ Estado Nacional - ANSES (Res. 1/13) s/ Amparo ley 16.986


    COMP263, L-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    No atañe al Tribunal intervenir en la controversia, desde que, al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de la que dependa el magistrado que previno (art. 24, inc. 7°, decreto-ley 1285/58, t.o. ley 21.708).


    Robbiano, Gerardo José Robert c/ Bosch Argentina Industrial S.A. y otro s/ Acción ordinaria de nulidad


    COMP975, XLIX-19 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción de amparo contra ANSES y una provincia. Remisión alos autos S.C. Comp. 542, L. XLIX; "Gutiérrez, Gloria y otros c/ Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSeS) y otro s/ reajuste de habere".


    Romero, Mirta yotroc/ ANSES


    FGR9499-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción de regreso de la aseguradora contra su asegurado. Corresponde a la justicia comercial.


    La causa compete a la justicia comercial pues, sin perjuicio de que tiene por objeto la distribución de las cargas de una condena dictada en sede laboral, no mediando un conflicto entre un empleado y su empleador, tal planteo resulta ajeno al artículo 20 de la ley 18.345. Se añade a ello que, prima facie, tampoco posee influencia decisiva para la solución del supuesto la determinación decuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales ocolectivos de derecho laboral.Por otra parte, la pretensión compromete a dos sociedades comerciales,tomadora y prestatariade la póliza. Corresponde recordar que lo referido estrictamente a la creación, funcionamiento y gestión de las aseguradoras de riesgos del trabajo se halla regulado por la ley 20.091, de neto corte mercantil, sin perjuicio de lo dispuesto, en ese plano, por la norma especial.


    QBE Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Trezal S.R.L. s/ Cobro de suma de dinero


    COMP603,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Beneficio previsional suspendido: decreto 1451/06 y de la resolución 884/06. Remisión a lo resuelto por la Corte en los autos Comp. 766, L. XLIX, “Pedraza, Héctor Hugo”.


    La ANSES, en su oportunidad, recurrió la medida cautelar dictada por el juez de mérito en beneficio del amparista, lo que motivó que la Sala I de la Cámara Federal de la Seguridad Social la revocara el 18/06/2010, es decir, con anterioridad a que declinara intervenir en la apelación sobre el fondo del asunto, el 22/08/2012.Sentado ello, si el Alto Tribunal pondera -en línea con lo manifestado en el antecedente al que se remite- que el expediente se halla comprendido en la excepción allí señalada, por haberse dictado un acto típicamente jurisdiccional con anterioridad al 30/04/2014, entonces deberá seguir radicado ante la Sala I de la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Monzón, Juan Luciano c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ3272-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Beneficio previsional suspendido: decreto 1451/06 y resoluciones 884/06 y 442/08. Remisión a lo resuelto por la Corte en los autos Comp. 766, L. XLIX, “Pedraza, Héctor Hugo”.


    La ANSES, en su oportunidad, apeló el rechazo de la medida cautelar decidido por el juez de mérito, lo que motivó que la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, Sala II revocara la resolución e hiciera lugar a la precautoria solicitada -el 08/03/10-. Sentado ello, si el Tribunal valora, en línea con lo expuesto en el precedente al que se remite, que el expediente se halla comprendido en la excepción allí señalada, por haberse dictado un acto típicamente jurisdiccional con anterioridad al 30/04/14, entonces debería seguir radicado ante la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Martínez, Maria c/ ANSES s/ Amparos y Sumarísimos


    CSJ4595-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Correcta traba del conflicto.


    La correcta traba de un conflicto de competencia exige el conocimiento por parte del magistrado que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro tribunal, para que declare si mantiene o no su anterior posición.


    Romero, Sebastián Eduardo c/ Ministerio de Seguridad s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    COMP243, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Curatela del penado. Juez competente. Lugar donde cumple la condena: punto de conexión.


    Los antecedentes reunidos en el proceso no ilustran claramente sobre el último domicilio del causante. Pero de la sentencia penal surge que al tiempo de cometerse el homicidio, el penado era vecino de la localidad de Wilde, Partido de Avellaneda. Este punto de conexión coincide, asimismo, con el del lugar en el que cumple la condena -General Alvear-, ubicado también en la provincia de Buenos Aires.En tales condiciones, ante la falta de otros elementos de juicio ciertos, la causa deberá seguir su trámite ante el Juzgado de Familia de provincia de Buenos Aires


    C., M. D. s/ Curatela


    COMP341, L-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de nulidad de resolución de AFIP. Determinación de deuda por aportes y contribuciones. Concurso preventivo de la accionante.


    Si la concursada inició un proceso ante el fuero federal en los términos del artículo 23, inciso a), de la ley n° 19.549 -con el propósito de anular las resoluciones de la AFIP que, tras sendos recursos, confirmaron las determinaciones impositivas y multa consecuente-, y la verificación de créditos fiscales fue desestimada, se trata de una acción contencioso administrativa en la que el concursado reviste la condición de actor y cuyo contenido excede lo meramente patrimonial, por lo que corresponde que la justicia federal continúe interviniendo en la causa, sin que opere el fuero de atracción del artículo 21 de la ley 24.552.El fuero de atracción del concurso preventivo opera sólo en forma pasiva y la acción tiene por objeto la revocación del acto administrativo que rechazó elplanteo deducido contra la certificación de la deuda. En ese marco, en el que si bien la actora refiere que la AFIP inició la verificación del crédito en cuestión -ante el tribunal provincial involucrado en la presente contienda- la eventual procedencia de esta acción, promovida conjuntamente con una medida precautoria de no innovar, y el conocimiento por el juzgado a cargo del proceso universal de la situación suscitada, excluiría el riesgo del dictado de sentencias contradictorias.


    Panificación G&M S.A. c/ AFIP s/ Inconstitucionalidades varias


    COMP737,XLIX-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por despido. Proceso de consignación iniciado por la empleadora. Procedencia de la acumulación. Competencia: artículo 24 de la Ley 18.345: el juez de lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del demandado, a elección del demandante.


    Cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias o una en una provincia y otra en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no es una disposición local la que puede establecer la competencia, sino la ley de procedimientos nacional, que es la única que puede legislar en esta materia cuando coexisten diversas jurisdicciones. En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares, según lo dispone el artículo 24 de la ley 18.345, será competente -a elección del actor trabajador- o bien el juez del lugar del trabajo, o el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado -empleador- y que está inspirado por el objeto evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los demandantes a que se refiere el precepto.Así, resulta competente para seguir entendiendo en los autos acumulados la justicia ordinaria provincial. En el sub lite, sibien actor interpuso su demanda ante el Juzgado Nacional posteriormente requirió que la causa tramite junto con el proceso de consignación iniciado por su empleadora ante la justicia ordinaria provincial -el juez del lugar donde se llevó a cabo la prestación laboral-.


    Molina, Rodolfo Alberto c/ Robinet S.A. s/ Despido


    COMP250, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Improcedencia de la declinatoria de oficio en asuntos patrimoniales por razón del territorio.


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado, para que declare si sostiene su posición. Ello no ha acaecido en el sublite.Si bien ello,de considerarse que razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo y expedirse sobre el conflicto, resultan aplicables las reglas del artículo 4 del Código Procesal, que disponen que no procederá la declinatoria de oficio, en los asuntos patrimoniales, por razón del territorio. Ello es así, toda vez que la parte actora solicita que los haberes se incrementen con la incorporación de las asignaciones otorgadas al personal en actividad por diversos conceptos, al tiempo que persigue la liquidación y el desembolso de las diferencias retroactivas quese deriven de dicha inclusión.En ese plano, la declinatoria resuelta de oficio y confirmada por la cámara de la jurisdicción territorial, devendría improcedente.


    Barouse, Víctor c/ Servicio Penitenciario Federal


    CSJ1321-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia. Efectiva tarea tutelar. Improcedencia del desplazamiento de la competencia.


    El presente proceso de insania ha tramitado desde su inicio, en el año 2003, ante la justicia nacional, situación que se prolongó aun cuando en el año 2007 el causante mudó su domicilio a la localidad de General Pacheco, Partido de Tigre, Provincia de Buenos Aires.En ese contexto, al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con entidad suficiente como para justificar el desplazamiento de la competencia, y ponderando que el causante seguiría viviendo en la localidad aludida -accesible para la efectiva tarea tutelar-corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional. Ahora bien, si la Corte pondera que compete intervenir en autos al foro del lugar donde reside el interesado, el expediente deberá continuar su trámite ante el tribunal provincial.


    G., O. R. s/ Insania y curatela


    COMP891,XLIX-6 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Protección contra la violencia familiar. Eficacia de la actividad tutelar. Necesidad de evitar la re-victimización institucional. Corresponde la competencia del juez del domicilio de los supuestos damnificados. Leyes 26.061, 26.485 y convenios internacionales.


    La eficacia de la actividad tutelar en las cuestiones vinculadas a las personas menores de edad, aconseja la intervención de los jueces del lugar donde viven, sobre todo, en asuntos de naturaleza urgente y de neto corte preventivo, relativos a la integridadpsicofísica de estas víctimas, particularmente vulnerables.La Corte ha enfatizado la idea de que no debe perderse de vista la singular realidad de la violencia familiar, para cuyo abordaje -incluso en sus aristas procesales- el intérprete ha de tener en cuenta los principios que inspiran tanto a los convenios internacionales como a la normativa doméstica elaborados en la materia.En ese contexto, advirtió el carácter crucial del domicilio de los supuestos damnificados (en el caso el menor y su madre), quienes podrían quedar sometidos a una re-victimización institucional que la ley repudia, por un lado, al imponerles litigar en un foro que no es el propio, y, por otro, al privarlos de una implementación oportuna y efectiva de las medidas protectorias, puesto que el empleo directo de la fuerza pública -inherente a esta índole de mecanismos procesales- está vedado a los tribunales fuera de la propia jurisdicción territorial.El Máximo Tribunal insistió en que la remisión de una posible víctima para que reinicie las gestiones inherentes al proceso protectorio, lejos de contribuir al trato respetuoso de los involucrados, a la optimización de recursos y a la celeridad de la intervención judicial, redunda en la postergación de un problema que, por su mismo tenor, debe definirse con agilidad y precisión.En consecuencia, el criterio que subyace en la declinatoria, que viene a privar de eficacia a denuncias iniciadas en extraña jurisdicción, contraría los principios rectores que inspiran las leyes 26.061 y 26.485 y representa una privación de justicia en perjuicio de dos personas que podrían hallarse en situación de riesgo.


    I., D. J. c/ C. P., J. M. s/ Protección contra la violencia familiar (Ley 12.569) (290)


    CSJ1076-12 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Protección contra la violencia familiar. Eficacia de la actividad tutelar. Necesidad de evitar la re-victimización institucional. Leyes 26.061, 26.485 y convenios internacionales. Corresponde la competencia del juez del domicilio de los supuestos damnificados.


    La eficacia de la actividad tutelar en las cuestiones que involucran a niños, aconseja la intervención de los jueces del lugar donde residen, sobre todo, en asuntos de naturaleza urgente y de neto corte preventivo, directamente referidos a la integridad psicofísica de estas personas, particularmente vulnerables.La Corte ha enfatizado que no debe perderse de vista la singular realidad de la violencia familiar, para cuyo abordaje -incluso en sus aristas procesales - el intérprete ha de valorar los principios que inspiran tanto a los tratados internacionales como a la normativa interna en esta materia. En ese ámbito, advirtió el carácter crucial del domicilio de los supuestos damnificados, quienes podrían quedar sometidos a una re victimización institucional que la ley repudia, al imponerles litigar en un foro que no es el propio, y al privarlos de una implementación oportuna y efectiva de las medidas protectorias.Asimismo, el Máximo Tribunal hizo mérito del respeto debido a los involucrados, así como de la necesidad de optimización de los recursos y de celeridad en la intervención judicial, de manera que las resoluciones en materia de competencia no deriven en la postergación de un problema que, por su mismo tenor, debe definirse con agilidad y precisión.Por ello el criterio que subyace en la declinatoria -que vincula la competencia al último domicilio conyugal y a un juicio de divorcio que tramita a más de 120 km de distancia-, no sólo contraría los principios que inspiran a las leyes 26.061 y 26.485, sino que representa una denegación de justicia en perjuicio de personas que podrían encontrarse en situación de riesgo.


    B., C. G. s/ Denuncia por violencia familiar


    CSJ5097-5 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Régimen de pesificación. Remisión a lo resuelto por la Corte en autos Comp. 269, L. XLIX,"Citibank NA c/ Morgan Guaranty TrustCompany New York Bs. As. Branch", el 10 de diciembre de 2013."


    "Si el objeto de la demanda involucra el estudio del régimen de pesificación establecido por el Estado Nacional y los efectos que genera sobre los convenios pactados entre las partes, y ella se dirige nominal y sustancialmente contra una entidad que integra el sistema financiero argentino, ello habilita -por razón de la materia y de la persona- la competencia de la justicia civil y comercial federal para conocer en el asunto, conforme lo resueltopor la Corte en el precedente "Viejo Roble".


    Citibank N.A. c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Ordinario


    COMP875,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de jurisdicción no trabado debidamente. Remisión a fallo de Corteen autos Comp. 282, L. XLVIII,"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.", A todo evento, remisión al fallo de Corte en autos Comp. 78,L. XLIX;"Cacace, Marcelo c/Estado Nacional - Ministerio de Defensa -Ejército - DGB y otro s/ Personal Military Civil de las FF.AA. y de Seg.", el 19/11/13."


    Díaz, Carlos Antonio y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP808,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Curatela del penado. Condena superior a 3 años. Juez del domicilio o residencia del penado.


    El juez de la curatela prevista por el artículo 12 del Código Penal, es el del domicilio real del penado, y -en defecto de ese primer punto de conexión- el del lugar de residencia.


    C. G., L. M. s/Curatela


    COMP416, L-17 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Curatela del penado. Juez del domicilio o residencia del penado.


    "La curatela del penado, prevista en el artículo 12 del Código Penal, reviste, en principio, carácter tuitivo y se trata de una incapacidad restringida de hecho, para los actos a que dicho artículo se refiere, que está regida por el derecho civil y que tiene por objeto evitar perjuicios en los bienes del condenado por el tiempo que dure su detención, sin que se vea afectada la capacidad jurídica general del sujeto (cf. Art.468 y concs.delCódigo Civil).Consecuentemente, y por aplicación analógica de lo dispuesto por los artículos 5, inciso 8°, párrafo segundo, y 235 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, será juez competente para entender en la causa, el del domicilio de la persona que ha de ser amparada, donde presuntamente se hallarían sus bienes; o, en su defecto, el de su residencia."


    R. B., S. R. s/ Curatela art. 12 Código Penal


    COMP764,XLIX-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Juicio sucesorio. Competencia territorial: último domicilio del causante. Corresponde a la justicia nacional.


    La competencia territorial en los procesos sucesorios corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante (cf. arts. 90, inc. 7, y 3.284, Código Civil) y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo.A ello cabe agregar que, cuando la prueba producida con respecto al último domicilio del causante es poco clara o contradictoria, debe tenerse por cierto que éste se encontraba en el lugar de su fallecimiento, donde corresponde abrir la sucesión. Cabe destacar que no obsta a esta solución la circunstancia de que el juicio sucesorio que tramita ante la justicia provincial se haya iniciado con anterioridad.


    Erazo, Mónica Analía s/ Sucesión ab-intestato


    COMP792,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de reintegro de suma de dinero. Régimen de emergencia económica. Precedente:"Viejo Roble S.A.". Prematura declaración de incompetencia: corresponde a la justicia federal."


    En cuanto a la competencia por razón de la materia y la persona, en el citado precedente, se recordó que eran numerosos los conflictos de competencia que se habían suscitado con motivo de las normas dictadas a raíz del estado de emergencia declarado por la ley 25.561. En ese marco, se sostuvo que si lo que se discute es la forma de cumplir el contrato que liga a las partes, la adecuada solución del caso requiere la intervención de un tribunal especializado en normas de derecho privado, específicamente en temas contractuales y bancarios. Asimismo, se destacó que, cuando se demanda a alguna de las personas comprendidas en el art. 1 de la Leyde Emergencia Pública y Reforma del Régimen Cambiario (25.587), la causa corresponde a la justicia federal.Por otra parte, en cuanto a la competencia territorial, la Corte Suprema ha señalado que de acuerdo al artículo 4, tercer párrafo, del CPCCN, no procede la declaración de oficio de incompetencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales, en virtud de que la competencia puede ser objeto de prórroga si media conformidad de las partes.


    Bascoy Calvo, Luis Manuel c/ Banco Santander Río s/ Emergencia económica


    COMP860,XLIX-18 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda laboral con fundamentos en la ley 24.557: naturaleza común e inexistencia específica de finalidad federal. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema ha establecido que la Ley de Riesgos de Trabajo es de naturaleza común en virtud de que, por un lado, únicamente regula relaciones entre particulares y, por el otro, de ninguna de sus disposiciones surge la existencia de una específica finalidad federal para sustentar una declaración de tal naturaleza. En ese caso, la Corte aclaró que la aparición de las aseguradoras de riesgos de trabajo como sujetos que actúan como nexos en las relaciones entre particulares era irrelevante, en tanto éstas son entidades de derecho privado.


    Aostri, Marcos c/ Provincia ART s/ Accidente de trabajo


    COMPXLIX856-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicaciónde las normas nacionales de procedimiento. Solicita remisión de expediente.


    Gil Dominguez, Andrés Favio y otros c/ GCBA s/ Amparo ley 16.986


    CSJ5297-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que incumbe dirimir al Alto Tribunal.


    González, Dionisio Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad Prefectura Naval Argentina s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad


    COMP 115, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Exhibición para la venta de discos compactos con copias presumiblemente apócrifas. Inidoneidad de la conducta para afectar el bien jurídico protegido por la ley 22.362: M 1263 XLVIII. Remisión a competencias 1153 y 224 XLVII. Justicia provincial.


    "En atención a que el fiscal y el tribunal federal han descartado -por los mismos fundamentos desarrollados por esta Procuración en la causa S.C.M. 1263, L. XLVIII"M.G., Daniel Alejo s/ Causa nº 15341"- que el hecho investigado constituya una infracción a la ley 22.362, resulta aplicable lo resuelto por esa Corte en las causas nº 1153, XLVII"Compulsa extraída en As. Nº 87.053 - A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y nº 224, XLVII"Molina, Marcela y otros s/ inf. Leyes 11.723 y 22.362". En consecuencia, corresponde a la justicia provincial asumir la competencia en la presente causa."


    G., Diego Alexiss/ Infracción a la ley 11.723 y 22.362


    COMP436, L-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Exhibición para la venta de discos compactos con copias presumiblemente apócrifas. Inidoneidad de la conducta para afectar el bien jurídico protegido por la ley 22.362: M 1263 XLVIII. Remisión a competencias 1153 y 224 XLVII. Justicia provincial.


    "En atención a que el fiscal y el tribunal federal han descartado -por los mismos fundamentos desarrollados por esta Procuración en lacausa S.C.M. 1263, L. XLVIII "M.G., Daniel Alejo s/ Causa nº 15341"- que el hecho investigado constituya una infracción a la ley 22.362, resulta aplicable lo resuelto por esa Corte en las causas nº 1153, XLVII"Compulsa extraída en As. Nº 87.053 - A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y nº 224, XLVII"Molina, Marcela y otros s/ inf. Leyes 11.723 y 22.362". En consecuencia, corresponde a la justicia provincial asumir la competencia en la presente causa."


    G., Julio Avelinos/ Infracción a la ley 11.723 y 22.362


    COMP433, L-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Exhibición para la venta de discos compactos con copias presumiblemente apócrifas. Inidoneidad de la conducta para afectar el bien jurídico protegido por la ley 22.362: M 1263 XLVIII. Remisión a competencias 1153 y 224 XLVII. Justicia provincial.


    "En atención a que el fiscal y el tribunal federal han descartado -por los mismos fundamentos desarrollados por esta Procuración en la causa S.C.M. 1263, L. XLVIII"M.G.,Daniel Alejo s/ Causa nº 15341"- que el hecho investigado constituya una infracción a la ley 22.362, resulta aplicable lo resuelto por esa Corte en las causas nº1153, XLVII"Compulsa extraída en As. Nº 87.053 - A. s/ (Fiscal c/Gutiérrez, Sergio s/Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", y nº 224, XLVII"Molina, Marcela y otros s/ inf. Leyes 11.723 y 22.362". En consecuencia, corresponde a la justicia provincial asumir la competencia en la presente causa."


    


    M., Valeria del Carmen y otros/ Infracción a la ley 11.723 y 22.362


    COMP283, L-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba de la contienda de competencia: falta de atribución recíproca. Daños y perjuicios por incumplimiento de un contrato de telefonía móvil. Razones de economía procesal: corresponde a la justicia nacional en lo comercial.


    La Corte ha señalado que si la demanda se ciñe exclusivamente a la interpretación de un contrato celebrado entre una empresa privada a cargo de la prestación del servicio de telefonía celular y sus clientes, sin que aparezcan cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o de órganos públicos estatales, corresponde a la justiciacomercial conocer en el asunto.No obsta a la solución, la particularidad de que dicho fuero no haya participado en la contienda dadas las facultades del Máximo Tribunal, de declarar la competencia del magistrado que realmente la tenga aunque el conflicto se haya trabado sin su intervención.


    Ruiz Díaz, Héctor Ricardo c/ Nextel Comunications Argentina SRL y otro s/ Incumplimiento de servicio de telecomunicaciones


    COMP926,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia. Razones de celeridad y economía procesal. Demanda por participación de ganancias y daños y perjuicios. Precedente dictamen: “Rezk”. Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones continuar con las presentes actuaciones atento el avanzado estado del proceso.


    En el precedente citado, la Corte tiene dicho que, sin perjuicio de que las normas que reglan la competencia son de orden público, la misma condición tienen los preceptos legales tendientes a lograr la pronta finalización de los procesos, siempre que no se opongan a ello principios fundamentales. El fundamento de esta doctrina se relaciona con la necesidad de lograr una buena administración de justicia, evitar que los procesos se prolonguen indefinidamentey brindar seguridad jurídica.En el presente caso, atento el estado avanzado del proceso, la declaración de incompetencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo fue extemporánea, ya que no se ajustó a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Si bien el Estado Nacional opuso la excepción de incompetencia al contestar la demanda, no cuestionó oportunamente la decisión del Juzgado Nacional del Trabajo de diferir su tratamiento.


    Voglino, Carlos Ernesto y otros c/ Telecom Argentina S.A. y otros s/ Programas de propiedad participada


    COMP897,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia. Razones de economía procesal. Reclamo laboral con fundamento en la ley 24.557: naturaleza común e inexistencia de específica finalidad federal. Corresponde a la justicia nacional.


    "La Corte Suprema ha establecido que la 24.557 es de naturaleza común en virtud de que, por un lado, únicamente regula relaciones entre particulares y, por el otro, de ninguna de sus disposiciones surge la existencia de una específica finalidad federal para sustentar una declaración de tal naturaleza. Por lo tanto, de acuerdo a lo estipulado en el art. 20 de la ley 18.345, procede admitir la aptitud jurisdiccional de la justicia nacional en lo laboral.No obsta a la solución el antecedente del Tribunal publicado en Fallos: 327:263, toda vez que en ese supuesto la acción contra el Estado Nacional se basó en normas del derecho civil. En cambio, en el presente caso el actor funda su reclamo en la ley 24.557, del mismo modo que en autos:Comp. 68, L. XLII,"Ramírez Fonseca Miguel Ubaldo c/ Serv. Pen. Fed.- Ministerio de Justicia, Seguridad y DD. HH.s/ ley 24.557”


    Pared, Edgar Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - Policía Federal s/ Accidente de trabajo/enferm.prof. - acción civil


    COMP11,XLIX-4 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Daños y perjuicios por mala praxis médica. Precedente “Da Silva”. Razones de economía procesal: corresponde a la justicia nacional.


    En dicho precedente se sostuvo que la Justicia Nacional en lo Civil resulta competente para conocer en casos en los que se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos, aun cuando organismos sometidos ratione personae a la jurisdicción federal integren la Litis como codemandados.


    Denza, Gustavo Adolfo c/ Hospital Naval Cirujano Mayor Pedro Mallo y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP990,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal: corresponde a la justicia provincial.


    Se considera competente para seguir entendiendo en el caso, la justicia civil y comercial provincial, toda vez que el objeto principal del reclamo es la usucapión de un motor con fundamento en normas de derecho común y no se ha cuestionado decisión alguna emanada del órgano de aplicación en materia registral.


    Fontana, Horacio Francisco c/ Dirección Nac.dela Propiedad Automotor s/ Diligencias preliminares


    COMP928,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328:4095 "Kogan", 329:1693 "Joseph" y 329:2823 "Chacón".


    L., M. S. c/ OSDE s/ Amparo


    COMP760,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328:76 ("Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N°13 de Bahía Blanca s/ apelación", del 08/02/2005)."


    Canosa, Matías Nicolás Gaveteco S.A.I.C.F. e I. s/ Homologación de convenio


    COMP980,XLIX-17 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado el 04/09/13, en autos Comp. 78 L. XLIX, “Cacace, Marcelo Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seg.” fallada de conformidad por el Tribunal el 19/11/13


    Fanaro, Edgardo Edmundo c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Armada - Ley 23.109, 23.848, 24.463 - dto 886/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP892,XLIX-28 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 462; L. L,"Miño, Sergio Darío c/ Provincia ART S.A. s/ accidente".


    Aguilar, Eloy Isidro c/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente - Ley especial


    CNT10421-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 66, L. L;"U.O.Y.E.P. c/ Fayde S.R.L. s/ ejecución fiscal".


    S.U.T.P.E.A.B.A. c/ Arce Petrona Raquel y otro s/ Ejecición fiscal


    COMP121, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en Fallos: 328:1252 y sentenciasen autos Comp. 479; L. XLVIII, "Bustos"; Comp. 421; L. XLIX,"Campillo"; yComp. 622, L. XLIX; "Azarío".


    Barone, Alberto José c/ Banco Columbia S.A. y otros s/ Habeas data (art. 43 CN)


    COMP318, L-9 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado y luego resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 492, L. XLVIII; caratulados:"Canales, Graciela Beatriz c/ Salud Total y otros s/ laboral".


    Coria, Horacio Martín c/ OSPEPBA s/ Despido


    COMP1011,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto el 12 de marzo de 2013, en autosComp. 282, L. XLVIII"Taboada, Gerardo Oscar c/Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.".


    Antinori, Waldemar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP894,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto el 12 de marzo de 2013, en autosComp. 282, L. XLVIII"Taboada, Gerardo Oscar c/Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar yCivil de las FFAA y de Seg.".


    Mestrin, Juan Carlos y otros Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP800,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto el 12 de marzo de 2013, en autos Comp. 282, L. XLVIII, "Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Military Civil de las FF AA y de Seg.".


    Belossi, Claudio Abel c/ Ministerio de Defensa - EMGA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP952,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por el Tribunal, el 10 de diciembre de 2013, enlos autos Comp. 342; L. XLIX, "Romero, Carina N. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios - resp.deprof. médicos y aux.".


    Romero, Carina Noemí s/ Otros procesos incidentales


    COMPXLIX923-19 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por el Tribunal, el 12 de marzo de 2013, en los autos Comp. 282, L. XLVIII, "Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar yCivil de las FFAA y de Seg.".


    Villegas, Raúl Horacio y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia - SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP252, L-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte enlos autos Comp. 342, L. XLVII,"Adrados, José J. c/ A.N.Se.S.s/ ejecución previsional", el 13/09/11."


    Cosenza, Bella Brígida y otro c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP347, L-22 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el 06 de mayo de 2014, enlos autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor Hugo c/ A.N.Se.S.s/ acción de amparo".


    Esquivel, Carlos Enrique y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa y otro s/ Inconstitucionalidades varias


    COMP220, L-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema el 6 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugoc/ ANSES s/ Acción de amparo”.


    Frías, Dora Juliana c/ ANSES y otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP298, L-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema el 6 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ Acción de amparo”.


    Lugones, Cecilia Celia c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    COMP514, L-11 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Supremaen autos Comp. 282, L. XLVIII,"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional - M. de Justicia s/ Personal Militar y Civil de la FF.AA. y de Seg".


    Garea, Rubén Atilio yotrosc/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - PNA - dto. 1.246/05 752/09 s/ Amparo ley 16.986


    COMP826,XLIX-9 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Supremaen autos Comp. 342, L. XLVII,"Adrados, José J. c/ A.N.Se.S.s/ ejecución previsional", el 13/09/11."


    Mangione, Juan c/ Administración de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP974,XLIX-17 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Zubeldia, Maria Joaquina c/ ANSES s/ Amparos y Sumarísimos


    CSJ3763 -20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo”.


    Oudin, Oscar Ángel c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ3268-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo”.


    Sánchez, Zulma Nidia c/ ANSES s/ Amparo


    CSJ3265-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en Comp. 25,L. XLVIII, "González, Fabiana"; Comp. 53, L. XLIX, "González, Raúl" y Comp. 576, L. XLIX, "M., M.R.".


    H., Enrique Raúl en rep.deH., S. c/ PROFE s/ Prestaciones médicas


    FSM4931-24 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CorteSuprema en Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Avalos, Maria Teresa c/ Anses y otro s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ1603-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, de conformidad con el dictamen de la Procuración General, el 18 de diciembre de 2012, en autos Comp. 492, L. XLVIII; caratulados"Canales, Graciela Beatriz c/ Salud Total y otros s/ laboral".


    Pellegrino, Laura Cecilia c/ Obra Social Personal Escribanías de la Pcia.deBs.As.s/ Laboral


    COMPXLIX797-21 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 06 de mayo de 2014, enlos autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Gómez, Honoria c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparos y Sumarísimos


    CSJ4594-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 12 de marzo de 2013,en autos Comp. 282, L XLVIII,"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA y de Seg.”.


    Otello, Dionisio Ismael c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP970, XLIX-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 6 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ANSES s/ acción de amparo".


    Benítez, Delia c/ PEN y ANSES s/ Acción de amparo y medida cautelar innovativa


    COMP232, L-17 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte, el 6 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugoc/ ANSES s/ acción de amparo".


    Rodríguez, Juan Belisario c/ ANSES s/ Acción de amparo


    COMP155, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 26 de mayo de 2014, en la Comp. 449, L. XLIX,"QBE ART S.A. c/ Fuentes Osvaldo Cesar s/ cobro de sumasde dinero".


    CNA ART c/ Transporte S.A. s/ Ordinario


    COMP179, L -28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fechaen los autos Comp. 212, L. L, "Ponce Siles, Freddy c/ Malacalza, Alejandro Rubén yotross/ daños y perjuicios".


    Bucilio, María Esther y otro c/ Malacalza, Alejandro Rubén y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP213, L-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en autos Comp. 72, L. L;"Urquiza., Juan c/ Provincia ART S.A. s/ accidente -acción civil".


    Di Santo, Mario c/ Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. y otro s/ Accidente acción Civil


    COMP367, L-12 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de Corte –de conformidad con el dictamen de la Procuración General- en autos Comp. 83, L. XLIX;"Colombres, Fernando c/ Campagna, Ricardo s/ordinario".


    Guzmán, Oscar Alfredo y otros c/ Aceros Zapla S.A. s/ Ordinario


    COMP788,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Solicita remisión del expediente.


    Bringue, Marcela y otros c/ ANSES y otros s/ Amparos/ Rec.dequeja por ap. deneg.


    COMP972,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia en Razón de la Materia


    Conflicto de competencia. Acción declarativa. Alcance del convenio de honorarios por gestiones judiciales y extrajudiciales. Relación contractual entre un abogado y su cliente. Inexistencia de conexidad y accesoriedad. Competencia de la justicia civil.


    La cuestión relativa a la relación contractual entre un abogado y su cliente es materia propia de la justicia nacional en lo civil, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 43, inciso c), del decreto-ley 1285/58.La decisión que se adopte respecto de la mencionada locación de servicios, por su naturaleza privada y autónoma, ninguna incidencia podría tener en la ulterior imposición o distribución de las costas que el tribunal comercial pudiera realizar en el juicio principal, donde el profesional actúa como abogado de la litigante.Por lo tanto, la cuestión de fondo a dilucidar aquí, prima facie, no presenta el riesgo del dictado de sentencias contradictorias pues sólo tendrá efectos para las partes en orden a la obligación de pagar las eventuales costas y los gastos causídicos del proceso principal.En consecuencia, la materia de esta acción de certeza es propia de lajusticia nacional en lo civil, sin que se presenten las notas de conexidad y accesoriedad que determinarían la competencia del juzgado en que tramita el juicio principal, según lo dispuesto por el artículo 6, inciso 1, del Código Procesal.


    Martorell, Nora Edith c/ Carrega, Enrique Gustavo s/ Acción declarativa (Art.322 Cod. Procesal)


    COMP745,XLIX-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Comercialización del servicio de televisión paga. Leyde abastecimiento N° 20.680.-Competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo, en razón de la materia.


    Toda vez que la materia en debate en la causa judicial radicada en el extranjero se encuentra vinculada con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación de las resoluciones que, en materia de comercialización del servicio de televisión paga, dictó el Secretario de Comercio Interior con invocación de las facultades otorgadas por la ley 20.680 (ley de abastecimiento), la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal resulta competente para entender en el pleito. Ello así, pues resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, ya que ellos pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarcaría el caso.


    Empresa Argentina Generadora y Com de Señales LLC c/ Cablevisión S.A. (JZ Circuito 11-Miami-Florida) s/ Exhorto


    COMP574,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios contra empresa de telefonía. Supuesto de responsabilidad extracontractual. Competencia de la justicia civil.


    En las presentes actuaciones la actora persigue la obtención de una indemnización por los daños y perjuicios derivados de un presunto hecho ilícito por parte de la empresa demandada, por lo que se trata de un supuesto de responsabilidad extra contractual, que debe ser resuelto por la justicia nacional en lo civil, según lo previsto en el artículo 43 del decreto ley 1.258/85.La controversia no está directamente vinculada a las normas contenidas en la Ley Nacional de Telecomunicaciones (ley 19.798), sino que está básicamente regida por el derecho común, y no se dan los supuestos contemplados en los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2 de la ley 48.


    Bermegui, Ana Mirtha Elizabeth c/ Telefónica Móviles S.A. Movistar s/ Ordinario


    COMP227, L-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de cobertura de prestaciones médico-asistenciales. Tratamiento de discapacidad grave. Competencia federal ratione materiae. Remisión a lo resuelto en autos Comp. 1001; L. XLVIII,"Azambullo, Julio César c/ Mutual Federada 25 de Junio SPR s/ amparo", el 19/11/13.


    Tratándose de un litigio que versa sobre situaciones jurídicas que, en principio, son alcanzadas por reglas de índole federal, corresponde dar intervención a tal fuero ratione materiae. En efecto, la pretensión esgrimida conduce prima facie a la aplicación e interpretación de normas y disposiciones concernientes al sistema desalud implementado por el Estado Nacional, estructura que involucra a las entidades privadas de servicios médicos, como la mutual demandada.


    A., F. H. c/ O.A.M. s/ Ley de discapacidad


    COMP321, L-11 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños por accidente laboral. Ley 26.773. Competencia de la justicia civil.


    Las leyes modificatorias de la jurisdicción y competencia, aun en caso de silencio, se aplican de inmediato a las causas pendientes, sin que pueda argumentarse un derecho adquirido a ser juzgado por un determinado sistema adjetivo, pues las normas sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, circunstancia que resulta compatible con la garantía del artículo 18 de la Carta Magna, siempre que no se prive de validez a los actos procesales cumplidos ni se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores.Resulta aplicable a la presente causa, las previsiones de la ley 26.773 (B.O. 26/10/12). En lo pertinente, ese ordenamiento legal establece que, en los supuestos de acciones judiciales iniciadas con fundamento en el derecho civil, tal como ocurre en el caso, se aplicará la legislación de fondo, de forma y los principios correspondientes al derecho civil, y será competente en la Capital Federal, lajusticia nacional en lo civil.No obsta a lo manifestado el planteo de invalidez constitucional interpuesto, desde que no alcanza concretamente, a las disposiciones aludidas en cuanto se refieren a la organización de la competencia.


    Urquiza, Juan Carlos c/ Provincia ART S.A. s/ Daños y perjuicios (accidente de trabajo)


    COMP72, L-10 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios contra la Asociación de Trabajadores del Estado. Incorporación del actor a base de datos de información crediticia en condición de deudor incobrable. Competencia de la justicia civil.


    Se atribuye responsabilidad extracontractual a la asociación sindical por su accionar -por omisión- y se peticiona la reparación de los perjuicios causados, así la demanda se enmarca en el ámbitopropio de la competencia civil.Según lo previsto en el artículo 5, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las acciones derivadas de actos generadores de responsabilidad extracontractual es competente, a elección del actor, el juez del lugar del hecho o el del domicilio del demandado.


    Lasalla, Juan Carlos c/ Asociación Trabajadores del Estado s/ Daños y perjuicios


    COMP930,XLIX-13 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Supuestos defectos existentes en automóvil adquirido a la concesionaria demandada. Competencia del fuero civil.


    Lo que se cuestiona son los efectos emergentes de la compraventa de un automotor destinado al consumo y, en particular, el cumplimiento de las obligaciones asumidas en ese convenio por la demandada, todo lo cual encuentra fundamento en normas del derecho civil que expresamente invoca el pretensor, junto con la ley 24.240 (arts. 1071, 1113, 1409, 1415, 1420 y ccds., C. Civil). Ello determina la competencia del fuero civil para conocer en el asunto, con arreglo al artículo 43, primer párrafo, del decreto-ley 1285/58.


    Nomboly, Eduardo Miguel c/ Auto Generali Concesionario Oficial Fiat s/ Ordinario


    COMP740,XLIX-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por reintegro de sumas pagadas por tratamientos médicos y daños y perjuicios derivados de la falta de cobertura asistencial. Programa Médico Obligatorio. Obligaciones que el Sistema Nacional de Salud. Competencia de la justicia federal ratione materiae.


    La actora persigue sustancialmente la condena de empresa de servicios de salud y/o la obra social, a reintegrar las sumas abonadas para el tratamiento de su hija discapacitada, así como a pagar los daños resultantes de la falta de cobertura oportuna, además de la reincorporación por la vía cautelar, como prestador del traumatólogo que habría atendido a la niñadesde el primer mes es de vida.El tema objeto del litigio conduce, en definitiva, al estudio de las obligaciones impuestas por las leyes 22.431, 23.660, 23.661, 24.455, 24.754 y 26.682, así como por el Programa Médico Obligatorio y sus normas reglamentarías, tanto a las firmas de medicina prepaga como a las obras sociales, punto éste que, por lo demás, fue planteado expresamente por la parte reclamante.Por lo tanto, más allá de la relevancia de los aspectos contractuales alegados en conexión con el derecho del consumidor, y de las consecuencias jurídicas del eventual incumplimiento de la cautelar decretada en el juicio de amparo promovido con anterioridad ante el juez federal contendiente, la materia propuesta a debate posee virtualidad para afectar la organización, instrumentación o planificación de las prestaciones relativas al sistema nacional de salud.En ese ámbito, no se hallan razones para soslayar la doctrina según la cual los pleitos que versan, en último término, sobre situaciones alcanzadaspor reglas federales, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae. Y es que, aun en el punto referido a los daños, lo substantivo pasa por determinar cuáles son las obligaciones que el Sistema Nacional de Salud impone en autos a las requeridas y, en su caso, si cumplieron en debida forma con ellas.


    Sehtman, Mario Gabriel y otros d/ Accord Salud y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV21500-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Honorarios profesionales por gestiones extrajudiciales. Competencia de la justicia local.


    La parte actora promovió demanda con el propósito de que le sean determinados sus honorarios profesionales por la tarea desplegada extrajudicialmente, vinculada con la gestión administrativa llevada a cabo ante la ANSeS para la obtención del beneficio previsional de la accionada.Así, dada la naturaleza de esta cuestión, derivada de una relación jurídica entre particulares, ambos domiciliados en la Provincia de Corrientes, y los hechos que dan lugar al reclamo referido al cobro de honorarios, corresponde atribuir competencia a la justicia local.


    Vega, Adriana Leila c/ Benítez, Leónidas Esther s/ Cobro de honorarios profesionales


    COMP978, XLI-19 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Percepción de jubilaciones otorgadas en regímenes extranjeros a beneficiarios residentes en nuestro país. Convenio de Seguridad Social internacional. Demanda contra el BCRA y AFIP. Moneda de origen. Normas monetarias y fiscales. Cuestión ajena al Sistema Integrado Previsional Argentino.Competencia del fuero contencioso administrativo. Remisión a Fallos: 326:4019.


    "Los actores promovieron una acción declarativa de certeza contra el BCRA y la AFIP a fin de que se declaren inaplicables lascomunicaciones "A" 5085, 5236, 5264, 5295 y 5318 y las resoluciones generales 3210/11 y 3333/12 (art. 322, CPCCN). Plantearon en subsidio su invalidez constitucional en virtud del artículo 31 del Convenio de Seguridad Social celebrado entre las Repúblicas de Argentina e Italia, aprobado por ley 22.861.Ellos son titulares de prestaciones de la seguridad social otorgadas en Italia -pensiones-, cuyos importes son acreditados en la moneda de origen en cuentas abiertas en un banco local. La operatoria funcionó sin inconvenientes hasta el dictado de la normativa citada, la cual entienden inaplicable por no tratarse de un supuesto de adquisición de dinero extranjero o de egreso de divisas. En ese contexto, solicitaron que las prestaciones sean efectivizadas en la moneda originaria.Así, cuando la pretensión se dirige contra el Estado Nacional exclusivamente, en su condición de órgano emisor de las normas, es competente el juez que lo sea por la materia del pleito, según se derive de la exposición de los hechos de la demanda y de la realidad jurídica, en la medida en que exista "caso" o"causa" de tenor contencioso.Aquí la pretensión tiene sustento en normas y en relaciones jurídicas que se vinculan con beneficios originados en regímenes extranjeros -respecto de los cuales se alega un tratado suscripto por nuestro país-, cuya forma de percepción por sus titulares se ve alcanzada por normas monetarias y fiscales dictadas por las autoridades competentes en esas materias. Tales cuestiones resultan, por ende, ajenas al Sistema Integrado Previsional Argentino -ley 26.425- razón por la cual no se advierte que deba intervenir el fuero federal de la seguridad social, en el marco de lo dispuesto por elartículo 2° de la ley 24.655, sino el fuero contencioso administrativo."


    Scursi, Juan y otros c/ Banco Central de la República Argentina y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP24, L-27 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reclamo de daños: posicionamiento en el mercado mediante prácticas ilegales. Comercialización de productos en infracción al Código Alimentario Argentino y disposición ANMAT 4980/05. Competencia de la justicia civil.


    Resulta competente el fuero civil pues, sin perjuicio de cierta imprecisión en orden al alcance del objeto de la causa principal, lo concreto es que la actora reclamará la indemnización de los detrimentos derivados de hechos ilícitos con fundamento en el artículo 1109 del Código Civil y, en concordancia con ello, solicita la medida precautoria para que cese la conducta denunciada, contraria a normas, principalmente, del Código Alimentario y de la disposición ANMAT 4980/05, que regulan el modo de identificar las mercaderías y su publicidad.La legislación en materia de distribución de competencia de la justicia nacional, establece en el artículo 43, inciso b), del decreto-ley n° 1285/58 (texto según ley 24.290), que resulta competente en acciones de naturaleza análoga a la promovida, la jurisdicción en lo civil.


    Kraft Foods Argentina S.A. c/ La Campagnola S.A.C.I. s/ Medidas precautorias


    COMP519,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reconocimiento del carácter de veteranos de guerra. Impugnación de acto administrativo dictado porel Ejército Argentino: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. Remisión Comp. 78,L. XLIX,"Cacace".


    "Si el Tribunal pondera, en línea con lo resuelto en autos Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre", que la cuestión debatida y el derecho citado, remiten al régimen de retiro para las fuerzas armadas y de seguridad, compete la actuación del fuero específico y las actuaciones deberán radicarse ante el juzgado federal de la seguridad social. "


    Corazzin, José Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – EMGA - dto. 2634/90 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP460, L-3 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Reconocimiento del carácter de veteranos de guerra. Impugnación de acto administrativo dictado por el Ejército Argentino: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. Remisión Comp. 78, L. XLIX,"Cacace".


    "Si el Tribunal pondera, en línea con lo resuelto en autos Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre", que la cuestión debatida y el derecho citado, remiten al régimen de retiro para las fuerzas armadas y de seguridad, compete la actuación del fuero específico y las actuaciones deberán radicarse ante el juzgado federal de la seguridad social. "


    Romero, Mario y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - EMGA - Dto. 2.634/90 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP400, L-4 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Daños y perjuicios derivados de accidente de tránsito. Defectuoso estado de la calzada. Sociedad del Estado demandada: CEAMSE. Competencia del fuero civil.


    Resulta competente la Justicia Nacional en lo Civil, porque todas las causas iniciadas en Capital que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual -y aunque la Nación sea parte-, siempre que deriven de accidentes de tránsito, atañen a ese fuero en virtud del artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58, texto según ley 24.290.


    Vera, Sergio Daniel c/ Autopista Camino del Buen Aire s/ Daños y perjuicios (Accidente de tránsito c/ lesiones o muerte)


    COMP730, XLIX,-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Daños y perjuicios por uso indebido de imagen. Contrato de publicidad vencido. Competencia de la justicia civil. Remisión a Comp. 434; L. XLVI, López Rossi, Hernán Gonzalo c/ Telecom Personal Argentina S.A. s/ daños y perjuicios".


    Si el objeto de la demanda radica en el resarcimiento económico por los daños y perjuicios derivados del uso indebido de la imagen del accionante –como consecuencia de la reproducción de una publicidad por parte de la accionada luego de vencido el contrato suscripto entre las partes-, es competente, por razón de la materia, la justicia nacional en lo civil, desde que la resolución de tales cuestiones exige el estudio y análisis de las previsiones contenidas, principalmente, en la ley 11.723 y en el Código Civil.


    Heras, Nicolás Alejandro y otro c/ Telecom Personal S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP680,XLIX-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Reconocimiento del carácter de veteranos de guerra. Impugnación de acto administrativo dictado por el Ejército Argentino: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. RemisiónComp. 78, L. XLIX, "Cacace".


    "Si el Tribunal pondera, en línea con lo resuelto en autos Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre", que la cuestión debatida y el derecho citado, remiten al régimen de retiro para las fuerzas armadas y de seguridad, compete la actuación del fuero específico y las actuaciones deberán radicarse ante el juzgado federal de la seguridad social. "


    Gauna, Lindolfo yotrosc/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – EMGA - dto. 2634/90 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP307, L-2 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Contrato de leasing entre sociedades comerciales. Desalojo por falta de pago. Competencia de la justicia comercial.


    En el caso, según se desprende de la petición de inicio, la actora demandó el desalojo de un inmueble, con motivo de la falta de pago de cánones locativos que la accionada se comprometió a abonar en el marco del contrato de leasing celebrado. Fundó su reclamo en el artículo 20, inciso a), de la ley 25.248.Incumbe destacar el carácter de comerciante de ambas sociedades anónimas y el objeto del inmueble dado en leasing, relativo al giro empresario de la demandada. En consecuencia, en el marco del presente contrato, el uso y goce del inmueble es un elemento más de una operatoria comercial compleja, motivo por el cual, la relación jurídica que vinculó a las partes excede el marco de un contrato de locación urbana.Así, de acuerdo con lo dispuesto por los articulas 1°, 5°, 7° y8° del Código de Comercio, y 43 bis, párrafo 1°, del decreto-ley 1285/58, resulta competente para entender en esta causa, dirigida a obtener la restitución del inmueble entregado a la empresa pesquera en razón de un contrato de leasing, la Justicia Nacional en lo Comercial.


    Nación Leasing S.A. c/ Pesquera Santa Elena S.A. s/ Restitución de bienes


    COMP726, XLIX-3 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Fallecimiento de un pasajero del ferrocarril. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen a la competencia civil en función de lo dispuesto por el artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58.


    Costurier, Julio Evaristo y otro c/ Ugofe S.A. y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP430, L-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Fallecimiento por accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Todas las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, concernientes a responsabilidadcontractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aun ferroviarios, atañen a la competencia civil en función de lo dispuesto por el artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58.


    Fariña Maidana, Santiago y otros c/ Ugofe s/ Daños y perjuicios


    COMP378, L-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Lesiones a un pasajero de ferrocarril. Competencia de la justicia civil. Fallos: 328:293.Todas las causas iniciadas en la Capital Federal y que deriven de accidentes de tránsito -inclusive ferroviarios-, caen dentro de la competencia asignada al fuero en lo civil, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean parte.


    Burgo, Julio Daniel c/ Estado Nacional - CNRT y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP124, L-18 de julio de 201


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Contrato de prestación de servicios médico-asistenciales. Supuesta modificación unilateral. Competencia de la justicia civil.


    La materia en debate se vincula con el alcance e inteligencia de un contrato de prestación de servicios médico-asistenciales, sin que se encuentre en controversia la organización del sistema de salud, por lo que no resulta procedente el fuero federal.La materia debatida -interpretación de obligaciones nacidas de un contrato de medicina prepaga-, respecto de las cuales el actor imputa a la parte demandada la modificación unilateral de lo acordado- excede elmarco estrictamente comercial y remite, centralmente, al estudio de aspectos propios, en mayor medida, del derecho civil.


    Tortonese, Ricardo Abel c/ Organización de Servicios Directos Empresarios s/ Reajuste de convenio


    COMP217, L-9 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Demanda de repetición de compañía de seguros. Responsabilidad de la sociedad demandada. Normas del código comercial. Trámite ante la justicia comercial.


    El thema decidendum consiste en determinar la responsabilidad de la sociedad demandada, depositaria del vehículo, en el marco de las normas del Código Comercial invocadas por la actora. Estos aspectos resultan propios del derecho mercantil, valorando la naturaleza de la obligación asumida por Lonco Hue S.A. con el adquirente del rodado y de acuerdo con las reglas contenidas en los artículos 1, 5, 7 y 8 del Código de Comercio y 43 bis del decreto-ley 1285/58, texto según ley 23.637.


    Sancor Cooperativa de Seguros Limitada c/ Lonco Hue S.A. s/ Ordinario


    COMP203, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Reconocimiento del carácter de veteranos de guerra. Impugnación de acto administrativo dictado por el Ejército Argentino: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. Remisión Comp. 78, L. XLIX,"Cacace".


    "Si el Tribunal pondera, en línea con lo resuelto en autos Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre", que la cuestión debatida y el derecho citado,remiten al régimen de retiro para las fuerzas armadas y de seguridad, compete la actuación del fuero específico y las actuaciones deberán radicarse ante el juzgado federal de la seguridad social. "


    Báez, Miguel Ángel y otros c/ Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP427, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Reconocimiento del carácter de veteranos de guerra. Impugnación de acto administrativo dictado por el Ejército Argentino: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. Remisión Comp. 78, L. XLIX, "Cacace".


    "Si el Tribunal pondera, en línea con lo resuelto en autos Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre", que la cuestión debatida y el derecho citado, remiten al régimen de retiro para las fuerzas armadas y de seguridad, compete la actuación del fuero específico y las actuaciones deberán radicarse ante el juzgado federal de la seguridad social. "


    Castiglioni, Néstor Alberto y otros c/ Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP426, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Reconocimiento del carácter de veteranos de guerra. Impugnación de acto administrativo dictado por el Ejército Argentino: trámite ante la justicia en lo contencioso administrativo federal. Remisión Comp. 78, L. XLIX,"Cacace".


    "Si el Tribunal pondera, en línea con lo resuelto en autos Comp. 867, L. XLVI, "Aguirre", que la cuestión debatida y el derecho citado, remiten al régimen de retiro para las fuerzas armadas y de seguridad, compete la actuación del fuero específico y las actuaciones deberán radicarse ante el juzgado federal de la seguridad social. "


    De Meo, Carlos y otros c/ Ministerio de Defensa - EMGE s/ Personal militar y civil de la FFAA y de Seg.


    COMP428, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Beneficios jubilatorios para ex trabajadores portuarios. Pretensión contra la Administración General de Puertos Sociedad del Estado: derecho al fuero federal. Materia del pleito de naturaleza previsional. Justicia federal de la seguridad social.


    "Ello en virtud de lo establecido por el art. 2, inc.d, de la ley nacional 24.655.Es dicho precepto el que expresamente dispone que los Juzgados Federales de Primera Instancia de la Seguridad Social serán competentes en"d) El amparo por mora previsto en el artículo 28 de la Ley N° 19.549, modificada por la Ley N° 21.686,en materia de seguridad social".


    Paiva, Andrés Humberto c/ AGP SE y otro s/ Amparo por mora


    COMP281, L-11 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia de contienda negativa de competencia. Razones de celeridad y economía procesal: trámite ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico. Ley 25.156.


    Para que la Corte Suprema zanje un conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, debe existir una atribución reciproca de competencia entre tribunales quecarecen de un superior común.En ciertos casos, la Corte ha invocado la necesidad de evitar la profusión de decisiones jurisdiccionales en torno al tema de la competencia, al señalar que esa situación va en desmedro del principio de la economía procesal y del buen servicio dejusticia, y que de perdurar podría legar a configurar un caso de privación jurisdiccional.En el caso, se presentan circunstancias que ameritan un pronunciamiento del Tribunal dado queuna misma cuestión ha sido sometida al conocimiento de dos tribunales nacionales de distinta competencia, con el evidente riesgo de que se dicten sentencias contradictorias, situación que debe ser evitada para favorecer la buena administración de justicia.El órgano judicial competente en esta Capital para conocer en los casos vinculados con la aplicación del régimen legal de defensa de la competencia (ley 25.156) es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico.


    B. Braun Medical S.A. y otros s/ Apel. Resol. Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    COMP279, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 328:4095 ("Kogan"); 329:1693 ("Joseph") y 329:2823 ("Chacón").


    Stivanello, Adela Yamila c/ Obra Social del Personal de Industrias Químicas y Petroquímicas Zárate - Campana s/ Acción de amparo


    COMP991,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 329:1389 y Comp. 1415, L. XLII,"Deheza Selci, Norberto c/ Ministerio de Justicia", del 12/06/07."


    Maizares, Rubén Darío y otros c/ Ministerio de Seguridad - PFA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP950,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por Corte en losprecedentes Fallos: 328:4095 ("Kogan"); 329:1693 ("Joseph") y 329:2823 ("Chacón"), entre otros, donde se concluyó que los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que –prima facie- se hallan regidas por normas de índole federal, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae."


    Ruiz, María Eugenia c/ SCIS Medicina Prepaga s/ Amparo ley 16.986


    COMP440, L-12 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia Federal


    Atribución recíproca del conocimiento de la causa. Excepción: razones de economía procesal.


    "La contienda negativa de competencia no ha quedado debidamente trabada. En caso de que la Corte considere que razones de celeridad y economía procesal permiten dejar de lado tales aspectos procesales y dar por trabada la contienda, remite a lo dictaminado en Comp. 44, L. L.,"Ayala, Juan Carlos y otros c/ EN – M° Justicia-SPF- dtos. 2.807/93 884/08 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.", y Comp. 476, L. L.,"López, Fabián Andrés y otros c/ EN –M° Seguridad –PNA- dtos. 2.769/93 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Moggia, Roberto Claudio y otros c/ Estado Nacional – Ministerio Seguridad - PNA Dto. 1.246/05 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    CSJ978-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción de amparo solicitando cobertura médico asistencial de prácticas de reproducción asistida dealta complejidad. Competencia de la justicia federal ratione materia. Remisión a Fallos: 328:4095 ("Kogan..."), 329: 1693 ("Joseph...") y 329:2823 ("Chacón...").


    "La accionante reclama en su amparo la cobertura integral por parte de la prestadora de servicios médicos, del tratamiento y de los medicamentos necesarios para la técnica dereproducción asistida "FIV-ICSI". En ese contexto, la cuestión planteada conduce, a la aplicación e interpretación de disposiciones, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otros entes, tanto a las obras sociales como a las prestadorasprivadas de servicios médicos.Los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que -prima facie- se hallan regidas por normas de índole federal, como ocurre en el caso, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae."


    P., V. V. c/ Omint S.A. s/ Amparo


    COMP738,XLVIII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Amparo contra obra social por cobertura de cirugía oftalmológica. Competencia de la justicia federal.


    La actora promovió acción de amparo contra la Obra Social del Personal de la Industria del Plástico a fin de obtener la cobertura de una cirugía oftalmológica. Así, dado que la cuestión en juego en las presentes actuaciones está regida por normas federales de prioritaria trascendencia para la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, es competente la justicia federal.


    Zanello, Vanesa Lorena c/ Obra Social del Personal de la Industria del Plástico s/ Prestaciones quirúrgicas


    COMP889,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Amparo por cobertura de asistencia domiciliaria a persona con discapacidad. Aplicación e interpretación de normas relacionadas con el sistema de salud. Competencia federal ratione materiae.


    Esta demanda de amparo persigue sustancialmente que se condene a la demandada a cubrir íntegramente los emolumentos del personal auxiliar que requeriría la internación domiciliaria de su afiliada, quien, a través de su curador, invoca padecer una incapacidadpsicofísica total y definitiva.La cuestión planteada conduce a la aplicación e interpretación de disposiciones, reglamentos y resoluciones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, en especial relación con el tratamiento de las personas con discapacidad, estructura ésta que involucra, entre otras instituciones, tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos. Así, resulta aplicable el concepto rector que establece que los litigios que versan sobre situaciones que –prima facie- se hallan regidas o alcanzadas por normas de naturaleza federal, deben tramitar ante dicho fuero ratione materiae.


    G. de I., M. A. c/ ACA Salud Cooperativa de Prestación de Servicios Médico Asistenciales s/ Acción de amparo


    COMP903,XLIX-12 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios contra una obra social por mala praxis médica. Supuesta falta de detección y tratamiento temprano de hipoacusia. Competencia de la justicia federal. Ley 23.660 y 23.661.


    La acción se dirige a obtener un resarcimiento con sustento en la responsabilidad civil atribuida a la obra social, en virtud de la mala praxis médica en la que habrían incurrido los profesionalescontratados por ella. En este orden, la actora afirma que la deficiente atención proporcionada al menor, impidió la detección y tratamiento temprano de la hipoacusia que padece, lo cual le habría provocado graves secuelas.Así, incumbe a la justicia federal conocer en la causa, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1° y 2° de la ley 23.660 y 2° y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo resulta aplicable el artículo 38 de este último ordenamiento legal, en cuanto establece el sometimiento exclusivo de sus agentes a la justicia de excepción, pudiendo optar por la ordinaria, sólo cuando sean actores.


    L., M. J. M. y otroc/ OSECAC s/ Daños y perjuicios


    COMP269, L-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda contra prestadora privada de servicios médicos. Reclamo por cobertura del tratamiento de rehabilitación por consumo de estupefacientes. Competencia de la justicia federal ratione materiae.


    Los reclamantes persiguen, sustancialmente, que se condene a la prestadora de servicios médicos demandada, a cubrir de manera íntegra el tratamiento de deshabituación y rehabilitación por consumo de sustancias tóxicas y psicoactivas de su hijo.El problema conduce a priori, a la aplicación e inteligencia de normas, reglamentos y decisiones concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra, entre otras entidades, tanto a las obras sociales como a las prestadoras privadas de servicios médicos, como la compañía demandada.Los litigios que versan sobre situaciones jurídicas que -prima facie- sehallan regidas por normas de índole federal, como ocurre en el caso, deben tramitar ante ese fuero ratione materiae.


    L., M. y otro s/ OSDE s/ Prestaciones médicas


    COMP432, L-15 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de cumplimiento de contrato contra Telecom Argentina. Reparación y rehabilitación de línea telefónica. Competencia federal. Remisión a Fallos: 333:296 ("Romero"), y Comp. 523, L. XXXII;"Compañía de Radiocomunicaciones Móviles S.A. c/ Huergo, Carlos s/ incumplimiento de contrato", del 05/11/96."


    Corresponde la competencia federal con fundamento en que la resolución del pleito exige interpretar el sentido y alcance de normas de tal naturaleza, como la Ley Nacional de Telecomunicaciones N° 19.798 y las diferentes resoluciones que constituyen el marco regulatorio en esta materia.También la Corte sostuvo la competencia de la justicia federal cuando -como aquí- se halla en juego la suspensión del servicio.


    Giaccio, María Alejandra c/ Telecom Argentina S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP959,XLIX-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Niño con discapacidad. Demanda contra IOMA por prestaciones educativas y de salud. Integración de la litis con el Ministerio de Salud de la Nación. Sistema de salud implementado por el Estado Nacional. Procedencia del fuero federal.


    "Los pretensores demandaron al "Instituto de Obra Médica Asistencialde la Provincia de Buenos Aires" -"lOMA"-, para que sehaga cargo de cubrir integralmente las prestaciones educativas y de salud que requeriría el niñoen función de su discapacidad.El juez federal se declaró competente. Más tarde, los actores solicitaron la integración de la litis con el Ministerio de Salud de la Nación, por ser el garante del cumplimiento de las obligacionesatinentes al sistema de salud.La petición primero fue concedida y, posteriormente, fue revocada sin una nueva sustanciación, sobre la base de que el Poder Ejecutivo Nacional no es el titular de la relación jurídica sustancial que se debate en las presentes actuaciones.En tanto los reclamantes -en representación de su hijo menor de edad discapacitado-, sustentaron su derecho en la Constitución Nacional, en convenios internacionales con igual jerarquía y en las leyes 22.431, 23.660, 23.661, y 24.901 -extremo que conduce en último término a la interpretación y aplicación de normas concernientes a la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, no resulta concluyente la situación procesal del Ministerio de Salud de la Nación para declarar la improcedencia del fuero de excepción."


    G., A. c/ IOMA s/ Ley de discapacidad


    FLP17807-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Naturalización de extranjero. Juez federal del domicilio del peticionario. Cambio ulterior del domicilio.


    La Corte tiene dicho desde antiguo, en relación a similar norma del decreto del 19/12/1931, reglamentario de la ley n° 346, que resulta competente para conocer en los procesos en que se solicita carta de ciudadanía, el juez federal con jurisdicción en el lugar donde el peticionario tenía su domicilio al momento de la presentación del pedido, sin que obste a ello elulterior cambio de residencia.Así, corresponde que el fuero federal previniente siga entendiendo en este proceso, sin que resulte hábil para alterar dicha circunstancia la denuncia de un nuevo domicilio.


    Melkonyan, Varazdat s/ Naturalización


    COMP562, XLIX-8 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de daños por mala praxis. Obra social demandada. Competencia de la justicia federal.


    El accionante procura obtener un resarcimiento en base a la responsabilidad civil que le atribuye a la clínica, la obra social y los profesionales intervinientes, en virtud de la mala praxis y el incumplimiento del deber de seguridad en que habrían incurrido.Así, incumbe a la justicia federal entender en la causa, en tanto resulta demandada una obra social que se encuentra comprendida, en principio, en los términos de los artículos 1° y 2° de la ley 23.660 y 2° y 15 de la ley 23.661. Por tal motivo, deviene aplicable el artículo 38 de este último ordenamiento, en cuanto establece el sometimiento exclusivo de sus agentes a la justicia de excepción, pudiendo optar por la ordinaria sólo cuando sean actores.


    H., H. D. c/ Clínica Modelo Los Cedros y otros s/Daños y perjuicios - Ordinario


    COMP258, L-9 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de daños y perjuicios ocasionados en el paso a nivel. UGOFE. Citación del Estado Nacional en calidad de tercero. Corresponde a la justicia federal.


    Con prescindencia de la naturaleza común de la normativa involucrada y de la intervención de otras personas no aforadas, la Corte tiene reiteradamente dicho que cuando el Estado Nacional es citado como tercero y comparece a juicio, procede el trámite de dicha causa ante la justicia federal.


    Luna, Enriqueta Elsa c/ UGOFE S.A. y otro/a s/ Daños y perj. (usoautom. c/les o muerte)


    COMP149, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de eliminación de datos en bases de información crediticia. Supuesta deuda de tarjeta de crédito. Indemnización por daños y perjuicios. Competencia de la justicia federal ratione materiae.


    El artículo 36, inciso b), de la ley 25.326, dispone que será competente la justicia federal siempre que los archivos de datos se hallen interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales.Si bien en el caso el actor reclama los daños y perjuicios causados por el accionar de la entidad bancaria, la pretensión está dirigida a que se supriman los datos personales erróneos volcados a las bases de archivos informáticos (Central de Deudores del Sistema Financiero del BCRA y Organización Veraz SA), que poseen alcance nacional y, aun, internacional, si se pondera que puede accederse a ellas por internet, permite sostener, razonablemente, que la causa debe proseguir ante el fuero de excepción.


    Cáceres, Daniel Leonardo c/ Banco Itaú Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP297, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de eliminación de datos en bases de información de internet -interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales. Indemnización por daños y perjuicios causados por la difusión de información difamatoria. Competencia de la justicia federal ratione materiae. Remisión aFallos: 328: 1252 ("Svatzky"), 328:4087 ("P., S.A.") y 330:249 ("Rondinone") y, Comp. 151; L. XLIX ("Salvioni") del 15/10/13. "


    En los casos en los que se pretende eliminar datos que obran en bases de información de internet -interconectadas en redes virtuales interjurisdiccionales-, resulta competente la justicia federal, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 36, inciso b), de la ley 25.326.Cuando la competencia de la justicia federal surge ratione materiae, es improrrogable, privativa y excluyente de la ordinaria. En ese ámbito, no obsta a la solución que la actora haya iniciado con anterioridad a la promoción de la causa, un proceso cautelar ante el fuero civil, desde que, con arreglo al artículo 196 del Código ritual, la medida ordenada por un juez incompetente no resulta hábil para prorrogar la competencia.


    Perez Redrado, Hernán Martín c/ Google Inc s/ Daños y perjuicios


    COMP712,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda de exclusión de un socio. Citación de la Lotería Nacional del Estado en calidad de tercero. Corresponde a la justicia federal.


    La Lotería Nacional Sociedad del Estado es una entidad nacional con derecho al fuero federal (cf. art. 116, Constitución Nacional, art. 2, inc. 6, ley 48). En este sentido, con prescindencia de la naturaleza común de la normativa involucrada y de la intervención de otras personas no aforadas, la Corte tiene reiteradamente dichoque cuando el Estado Nacional es citado como tercero y comparece a juicio, procede el trámite de dicha causa ante la justicia federal.


    Bingo Caballito S.A. c/ Isabella Pascual s/ Medida precuatoria s/ Inc. art. 250


    COMP868,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia entre jueces federales de primera instancia. Conflicto que no le corresponde resolver a la Corte Suprema.


    El conflicto debe ser resuelto por la Cámara Federal de Apelaciones de Paraná, porque el art. 24, inc. 7 ° del decreto-ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces federales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.


    Jian Bin, Yus/ Carta de ciudadanía


    COMP406, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Ejecución de aportes sindicales. Opción prevista en el art. 5, párr. 4°, de la ley 24.642. Determinación de la distinta vecindad. Procedencia del fuero federal. Remisión al dictamen en autos U. 22. L. L.


    La opción para reclamar ante el fuero federal con sede en las provincias, conferida a los gremios por el artículo 5°, párrafo 4°, de la ley 24.642, cuando inicien la ejecución de créditos originados en la obligación del empleador de actuar como agente de retención de cuotas y contribuciones sindicales, debe entenderse en el marco de las reglas aplicables para la procedencia del fuero de excepción.


    U.O.Y.E.P. c/ Fayde S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    COMP66, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Supuesta mala praxis médica e incumplimiento del deber de seguridad. Demanda contra obra social. Domicilio estatutario. Punto de conexión relevante. Sometimiento de los demás codemandados a la jurisdicción. Competencia federal.


    "La parte actora procura obtener un resarcimiento en base a la responsabilidad civil que imputa a sus contrarias, por mala praxis médica e incumplimiento del deber objetivo de seguridad. El reclamo se funda en los artículos 499, 504, 512, 902/904, 909, 1068, 1069, 1078, 1083/1086, 1109, 1113, 1148 -y ccds.- del Código Civil, y se dirige contra O.S.P.S.A., Galeno ArgentinaS.A. y los médicos tratantes.Así, corresponde a la justicia federal entender en la causa, en tanto es demandada una obra social que se encuentra incluida, en principio, en los términos de los artículos 1° y 2° de la ley 23.660 y 2° de la ley 23.661. Por dicho motivo resulta aplicable el artículo 38 de este último cuerpo legal, en cuanto establece el sometimiento exclusivo de sus agentes a la justicia de excepción, pudiendo optar por la ordinaria sólo cuando sean actores.Más allá de los alcances estrictamente técnicos del domicilio estatutario, el hecho de que O.S.P.S.A. tenga asiento dentro del ámbito del Departamento Judicial de San Isidro, provincia de Buenos Aires, configura un punto de conexión relevante; sobre todo, porque la vinculación jurídica origen de esta disputa se habría desarrollado principalmente en esa delegación, donde la actora prestaba tareas y donde se la habría atendido en el comienzo de su afección sanitaria.Por ende, en un contexto en el cual el resto de los demandados y la citada en garantía se sometieron a la jurisdicción de SanIsidro, corresponde que los tribunales federales de ese foro sean los llamados a conocer en este juicio."


    P., M. V. c/ OSPSA y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP618,XLI-15 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución de aportes sindicales. Cuestión de competencia. Materia civil. Opción prevista en el art. 5, párr. 4°, de la ley 24.642. Determinación de la distinta vecindad.Procedencia del fuero federal.


    "Según surge de los hechos de la demanda, el recurrente promovió este juicio ejecutivo, ante la justicia federal de la provincia de Buenos Aires, a los efectos de que se condene a la sociedad comercial demandada a pagar el saldo resultante del certificado de deuda enconcepto de aportes sindicales.En tales condiciones, tanto los hechos como el objeto que dan lugar al reclamo se vinculan con cuestiones propias de la competencia ordinaria por la materia. La materia del pleito no es federal sino civil, en el sentido de que la resolución del asunto habrá de pasar por la aplicación de normas de derecho común–art. 75, inc. 12, C.N.En orden a la procedencia del fuero federal ratione personae, si bien la demanda se dirige contra una sociedad comercial sin participación estatal, lo concreto es que se encuentra configurado el requisito de la distinta vecindad, exigido para la competencia en razón de las personas cuando media una "causa civil".Allende la discrepancia acerca de la posibilidad de hacer extensiva a una asociación gremial de primer grado la doctrina que se aplica a las empresas en las que se alude a "sucursal", "establecimiento" o"centro de negocios", para la determinación de la distinta vecindad, en el sublite no fue invocada ni acreditada la participación de la seccional provincial del sindicato en los hechos que constituyen la base de lapretensión.En el marco de la cuestión en debate, la opción conferida a los sindicatos por el artículo 5, párrafo 4°, de la ley 24.642, de iniciar en el ámbito de las provincias, por ante la justicia de excepción, la ejecución de créditos originados en la obligación del empleador de actuar como agente de retención de rubros que deben pagar los afiliados, debe entenderse en el marco de las reglas aplicables para la procedencia del fuero de excepción.Tal alternativa además, alcanza únicamente a los tribunales inferiores de la Nación con asiento en las provincias, y resulta procedente, naturalmente, respecto de aquellas contrapartes que puedan ser accionadas ante esa sede sin infringir prerrogativas constitucionales que les asistieren (cons. 5°, 6° y 9°). Tal es el caso de autos, donde -en razón de las personas por la distinta vecindad de las partes litigantes- la sociedad puede ser demandada ante la jurisdicción federal."


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ C y C Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660 - Obras sociales


    U22, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Retención del impuesto a las ganancias sobre el monto de los haberes jubilatorios. Pretendida inconstitucionalidad del art. 79 de la ley 20.628. Contienda negativa de competencia. Oportunidad de plantear la competencia: limitaciones. Corresponde a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    "Los jueces deben ajustarse a las oportunidades legales previstas para desprenderse del conocimiento de un asunto que consideren ajeno a su competencia, lo que sólo puede suceder al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes (arts. 4°, 10 Y 352 del Código Procesal Civily Comercial de la Nación), salvo que se trate de la Corte Suprema cuando interviniere en instancia originaria o de los jueces federales con asiento en las provincias, quienes pueden hacerlo en cualquier estado del proceso de conformidad con lo dispuesto por el art. 352, segundo párrafo, del mismo código; directivas que encuentran sustento en motivos de seguridad jurídica y economía procesal.bajotales premisas, laCámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero, porque la oportunidad para plantear cuestiones de ese tipo reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.Por otra parte, si bien el art.2, inc. c), de la ley 24.655, establece que los jueces del fuero federal de la seguridad social resultan competentes para conocer en las demandas que versen sobre la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones de las Fuerzas Armadas y de Seguridad, en el sub examine lo relevante para la solución del caso, es que: a) se encuentran en juego normas de naturaleza tributaria reguladas en la ley nacional 20.628, y b) de lo que se trata es de determinar si existe una violación al derecho de propiedad del actor sobre la base de la confiscatoriedad delgravamen en el caso concreto.En consecuencia, la presente es una de las causas que versan sobre contribuciones nacionales a las que se refiere el art. 45, inc. b), de la ley 13.998."


    De Nicolo, Cayetano Roberto c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP230, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Telefonía móvil. Ley 19.798, decretos 92/97 y 764/2000, resoluciones de la Secretaría de Comunicaciones 263/97, 344/97, 2.475/98, 48/03 490/97 y 10.059/99. Reglamento General de Clientes de los Servicios de Comunicaciones Móviles y el Reglamento General de Clientes del Servicio Básico Telefónico. Intervención de la justicia federal.


    La contienda negativa de competencia no ha quedado debidamente trabada porque el juez federal remitió directamente los autos a la Corte Suprema, cuando previamente debía comunicar la decisión a la Cámara Tercera de Apelaciones Civil y Comercial de la Provincia de Córdoba. En caso de que la Corte considere que razones de celeridad y economía procesal permiten dejar de lado tales aspectos procesales y dar por trabada la contienda, la materia debatida en el sub lite es de carácter federal.


    Jiménez Villalba, Tomás Eduardo c/ Nextel Dr. Capdevila, Tomás y otros s/ Civil y comercial


    FCB7499-18 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amparo. Servicio público de agua potable. Oportunidad legal para desprenderse del conocimiento de un asunto. Seguridad jurídica y economía procesal. Corresponde a la justicia federal en razón de las personas y de la materia.


    "Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, por ello, cabe recordar que, de acuerdo con lo dispuesto por los arts. 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los jueces han de ajustarse a las oportunidades legales previstas para desprenderse del conocimiento de unasunto que consideren ajeno a su competencia, lo que sólo puede suceder al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes, salvo que se trate de la Corte Suprema cuando interviniere en instancia originaria o de los jueces federales con asiento en las provincias, quienes pueden hacerlo en cualquier estado del proceso de conformidad con lo dispuesto por el art. 352, segundo párrafo, del mismo código.Tales directivas encuentran sustento en seguridadjurídica y economía procesal.En el caso, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de San Martín (Provincia de Buenos Aires) declaró oficiosamente la incompetencia de la justicia provincial fuera de tales oportunidades procesales, y por ello, correspondería ordenar la devolución de esta causa, a sus efectos. No obstante lo expuesto, razones de celeridad y economía procesal permiten dejar de lado tales aspectos procesales y dar por trabada la contienda negativa de competencia, máxime si se tiene en cuenta que existen planteos de incompetencia formulados por algunas de las codemandadas sustentados en que la causa corresponde a la justicia federal que la jueza provincial omitió tratar al inclinarse pordeclarar abstracta la cuestión.La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia, de excepción, no responde a un mismo concepto o fundamento. El primero lleva el propósito de afirmar atribuciones del gobierno federal en las causas relacionadas con la Constitución, los tratados y las leyes nacionales, así como en lo concerniente a almirantazgo y jurisdicción marítima. El segundo procura asegurar, esencialmente, la imparcialidad de la decisión y la armonía nacional, en las causas en que la Nación o una entidad nacional sean parte.Si se tiene en cuenta que la localidad de Villa Adelina se sitúa dentro del área deaplicación del marco regulatorio para la concesión de los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales aprobadopor la ley 26.221 (denominada "área regulada"), la materia debatida es de carácter federal.La competencia federal también corresponde en razón de las personas, desde que la demanda sedirige contra el ERAS, en su calidad de entidad autárquica encargada de la regulación y control de la prestación de los servicios de agua potable en el área regulada; contra el ENOHSA, organismo descentralizado encargado de ejecutar las políticas formuladas por el Estado Nacional para el desarrollo de los servicios de provisión de agua potable y de saneamiento; y contra el Estado Nacional (Ministerio de Salud), todos los cuales han invocado su derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional."


    Piazza, Walter y otros c/ Municipalidad de San Isidro y Aguas y Saneamiento S.A.s/ Amparo


    COMP371, L-17 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia Originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Acción declarativa contra Estado Nacional. Exclusión del Programa de Desendeudamiento de las Provincias Argentinas. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que la Provincia de Córdoba –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional– demanda al Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental-, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de certeza


    CSJ4928-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pretensión de cobro del impuesto sobre los ingresos brutos a la actividad de transporte interjurisdiccional de pasajeros. Competencia originaria de la Corte: parte una provincia en una causa de manifiesto carácter federal.


    "Remisión a lo dictaminado en la causa: N.81, L.XLIX"Nueva Chevallier S.A. y otros”.


    Zenit Transporte S.R.L. y otras c/ Buenos Aires, provincia de y otras s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Z153,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Amparo contra la Ciudad de Buenos Aires. Citación al Estado Nacional como tercero. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    El sub judice no corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que según se desprende de los términos del escrito de inicio, un particular demanda a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que no es una provincia y ésta cita como tercero al pleito al Estado Nacional, que sólo es aforado al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal.


    M., M. Y. c/ GCBA s/ Amparo


    CSJ965 - 1 de diciembre de2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Cuestiones de naturaleza local: competencia ordinaria. Falta de servicios. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte Suprema. Precedente “Barreto” y “Durán”. Improcedencia de la acumulación subjetiva de procesos.


    En el sub lite, la parte actora reclama un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido los profesionales de unnosocomio provincial, atribuyendo responsabilidad extracontractual a la provincia por el irregular cumplimiento de las obligaciones a su cargo. La de presunta falta de servicio es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principiosgenerales del derecho.En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.Por otra parte, la acumulación subjetiva de pretensiones que intenta efectuar el actor contra la Provincia de Buenos Aires y la OSUOMRA -entidad con derecho al fuero federal según el art. 38 de la ley nacional 23.661- resulta inadmisible, en tanto ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen, en principio, motivos suficientes para concluir que el litisconsorcio pasivo sea necesario, pues la relación jurídicaque vincula a las partes en el pleito no es común e indivisible, como lo requiere el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sino que, por el contrario, el actor pretende obtener una sentencia condenatoria que exija a las demandadas el cumplimiento de obligaciones de dar sumas de dinero, cuyas pretensiones tolerarían un tratamiento procesal independiente (conf. art. 669 del Código Civil) .En consecuencia, el reclamo de la parte actora debe ser formulado ante los tribunales que resulten competentes, cuya determinación surgirá según que se demande a la Provincia de Buenos Aires, en cuyo caso al versar el pleito sobre una materia regida por el derecho público provincial será ante sus propios tribunales (arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional), o que se demande a la UOMRA y a la OSUOMRA, quienes -como se hallan en concurso preventivo y deben ser demandados ante el juez que entiende en dicho proceso universal (art. 21 de la ley 24.522, modificado por el art. 4° de la ley 24.086).


    F., Jorge Alberto y otro c/ Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina y otros s/ Ordinario


    COMP504, L-2 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra la Provincia de Corrientes por el cobro de sumas de dinero en concepto de préstamos otorgados en el marco del PRONAPAC. Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento. Ley 24.583. Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que en autos el Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento, creado por la ley 24.583, organismo descentralizado del Estado Nacional, demanda a la Provincia de Corrientes, la única forma de conciliar las prerrogativas jurisdiccionales de que gozanambas partes, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, es sustanciando el proceso en la instancia allí indicada.


    Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento c/ Corrientes, provincia de s/ Cobro de sumas de dinero


    E44, L-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra Provincia del Chaco. Remisión al dictamen obrante en la causa. Competencia originaria del Tribunal.


    "Cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito, puesto que el planteamiento efectuado por la actora remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de las denominadas cláusulas"delos códigos" y "comercial" (art. 75, inc. 12 y 13 de la Ley Fundamental), cuya adecuada hermenéutica permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional."


    Cargill S.A.C. e.I. c/ Chaco, Provincia del s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C1672,XLVIII-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por aportes y contribuciones de afiliados a obra social. Competencia originaria de la Corte.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social –OSPLAD–, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social Para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Chubut, Provincia de s/ Ejecutivo - ejecución fiscal


    CSJ4752-10 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por aportes y contribuciones de afiliados a obra social. Competencia originaria de la Corte.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social –OSPLAD–, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de


    CSJ4337-10 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a las causas H.11, L.XXXIV, Originario, “Hooft, Pedro Cornelio Federico”y C.3, L.XXXI, Originario, “Calvo y Pesini, Rocío”. Amparo contra provincia. Competencia originaria de la CSJN.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.


    Mrazek, Linda c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Amparo Ley 16.986


    FCR12362-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia Ordinaria


    Acción de habeas data. Declaración extemporánea de incompetencia del juez local. Improcedencia del fuero federal.


    En el marco de una interpretación armónica de las pautas de los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta improcedente la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por la jueza local, desde que se desprendió de las actuaciones cuando las partes interesadas no habían planteado excepción, con lo cual había concluido la posibilidad de hacerlo. En este sentido, la oportunidad de los magistrados de origen para declarar su incompetencia sólo podía verificarse de oficio, al inicio de la acción, o bien al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza, situación que no se ha configurado en los autos.El Tribunal ha establecido que, para que proceda el fuero federal por razón de la distinta vecindad, es necesario que quien tenga derecho a esa jurisdicción lo ejerza, pues tal privilegio es prorrogable o renunciable, de manera expresa o tácita.Al respecto, la resolución por la cual el juez local rehusó seguir entendiendo en autos fue dictada de oficio luego de trabada la litis con la demandada, que se sometió sin reservas a la jurisdicción provincial.No se advierte la concurrencia de los supuestos previstos en el artículo 36 de la ley 25.326 que tornen procedente el fuero de excepción. No se trata, en suma, de un reclamo dirigido contra un organismo nacional ni se invoca o acredita que el Registro Provincial esté interconectado en redes intejurisdiccionales.


    Edm Group Export Import S.A. c/ Registro General de Propiedad Inmueble de la Provincia de Santiago del Estero


    COMP867, XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Chofer de colectivo demanda por despido y reparación integral por enfermedad laboral. Artículo 24 de la ley 18.345. Competencia de la justicia ordinaria.


    "En los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares, según dispone el artículo 24 de la ley 18.345, será competente -a elección del demandante- el tribunal del lugar del trabajo, el del lugar de celebración del contrato o el del domicilio del accionado. Ello tiene por fin tutelar a los empleados que, en la casi totalidad de los casos, son los accionantes a los que se refiere el precepto, así como allanar los obstáculos provenientes de la diversa distribución de la competencia que pudieran oponerse al mejor funcionamiento de los tribunales laborales, y ello autoriza la intervención de los tribunales provinciales en la materia, aun cuando la jurisdicción federal hubiera correspondido, en principio, en razón de las personas.La causa debe seguir su trámite ante la justicia ordinaria pues, según surge de las constancias acompañadas a las actuaciones, el domicilio real de los contratantes -trabajador y principal- y el lugar de la celebración y ejecución del contrato de trabajo, están situados en una localidad de la provincia.Con relación a la acción por enfermedad profesional, cabe agregar que el lugar en que se habrían generado las minusvalías por las que se reclama y las pruebas ofrecidas -documental, pericial, confesional y testimonial; se sitúan en la provincia, por lo que no se hallan razones suficientes para atribuir competencia a los tribunales con asiento en esta Ciudad, dado que el desarrollo de la causa habrá de concretarse en la provincia, en atención a los principios deeconomía y celeridad procesal.Por otro lado, el Alto Tribunal ha establecido que la competencia federal, dispuesta para los casos en que la Nación o una desus entidades autárquicas sean parte de un pleito, es renunciable a favor de la justicia provincial y que los particulares carecen de un interés jurídico para oponerse a ello, toda vez que se trata de un privilegio que sólo atañe a aquéllos organismos.


    Conrado, Adilson c/ Prevención ART


    COMP490, L-11 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por daños y perjuicios derivados de la interrupción del servicio de telefonía móvil. Doctrina de Fallos: 330:1286. Competencia de la justicia ordinaria civil y comercial.


    La demanda se fundó, principalmente, en la ley 24.240, en el artículo 1.198 del Código Civil y en los artículos 42 Y 43 de la Constitución Nacional.Resulta de aplicación al sublite la doctrina del Tribunal sentada en Fallos: 330:1286, ocasión en que declaró la competencia de la justicia local con fundamento en que la discusión no está directamente relacionada con las reglas contenidas en la Ley Nacional de Telecomunicaciones 19.798 y en que no se dan los supuestos de los artículos 116 de la Constitución Nacional y 2 de la ley 48.Cuando el fuero federal surte ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en los supuestos en que sea explícita o resulte de la prórroga operada en autos. En la causa, la sociedad anónima requerida, cuya sede social se denuncia en Capital, no fue notificada de la demanda, por lo que tal jurisdicción, en su caso, aún no fue invocada en los términos descriptos, lo que torna prematura una declaración al respecto.


    Usuarios y Consumidores Unidos c/ Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Daños y Perjuicios Incumplimiento Contractual (Exc. Estado)


    COMP363, L-3 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución hipotecaria. Improcedencia de la acumulación de procesos. Competencia de la justicia ordinaria por la materia.


    Toda vez que la acumulación de los procesos tiene su fundamento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias y dado que en el expediente radicado ante la justicia federal se tuvo por desistidos a los actores de la acción y del derecho en los términos de los artículos 304 y 305 del Código ritual, esa acumulación ha perdido el objeto práctico que la justifica.Tanto los hechos como el objeto que dan lugar a la ejecución se vinculan con cuestiones propias de la competencia ordinaria por lamateria.En orden a ello, no resultan aplicables los artículos 1 ° y 6° de la ley 25.587 ni el artículo 2 de la ley local 12.871, ya que, no se trata de un reclamo dirigido contra el Estado Nacional, entidades del sistema financiero, de seguros o mutuales de ayuda económica, en razón de obligaciones afectadas por la ley25.561 –y sus modificatorias-.En orden a la procedencia del fuero federal ratione personae, vale anotar que la demanda se endereza contra dos particulares y el titular del crédito –actor- es un banco privado y, además, no se advierte configurado el requisito de distinta vecindad exigido para la competencia en razón de las personas, en tanto la acción fue iniciada en la jurisdicción inherente al domicilio de los mutuarios.


    Nuevo Banco Bisel S.A. c/ Iborra, Roberto Oscar y otra s/ Ejecución hipotecaria


    COMP669,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda contra la Provincia del Chaco. No procede la competencia originaria de la CSJN. Corresponde a la justica provincial: no se ve involucrada la aplicación o interpretación de normas federales.


    El sub lite no corresponde a la competencia originaria del Tribunal, en tanto la relación jurídica sustancial que da origen al reclamo es de derecho público local, puesto que la demanda se dirige a cuestionar actos emanados de autoridades de la Provincia del Chaco, sin que se encuentre en juego la interpretación y aplicación de normas de carácter federal en forma directa e inmediata (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48).No obsta a lo expuesto el hecho de que el asunto pueda involucrar, eventualmente, la interpretación de normas nacionales, como la ley 20.680 y las resoluciones 50/10, 36/11 y 25/12 (entre otras) de la Secretaría de Comercio Interior de la Nación, porque así planteado el conflicto, éste configura una cuestión conjunta y no exclusivamente federal como lo requiere desde antiguo la doctrina del Tribunal para que proceda su competencia originaria.Tampoco se advierte, según los términos en que fue planteada la demanda, que el asunto exija dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de servicios de comunicación audiovisual, lo que -de ser así- determinaría que la acción se encontrara entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versaría sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional. En tales condiciones, el proceso debe tramitar ante la justicia de la Provincia del Chaco.La conclusión anterior no se ve afectada por el hecho de que la Corte, al hacer suyos los fundamentos del dictamen del Ministerio Público Fiscal, haya declarado la competencia de la justicia federal para entender en varias demandas iniciadas contra Cablevisión S.A. con elobjeto de que se le ordene ajustar el abono mensual que percibe por el servicio básico de televisión paga a los parámetros fijados por las resoluciones 50/10, 36/11 Y 65/11 y posteriores de la Secretaría de Comercio Interior de la Nación, ya que allí, a diferencia del presente caso, la pretensión esgrimida requería, en forma directa e inmediata, interpretar y aplicar normas de naturaleza federal, como la ley 20.680 y las aludidas resoluciones de la Secretaría de Comercio Interior.


    Cablevisión S.A. c/ Provincia del Chaco s/ Contencioso administrativo


    COMP154, L-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Demanda contra una ART: entidad de derecho privado. Corresponde a la justicia ordinaria.


    Es ajena la competencia de la justicia federal, cuando se encuentra demandada una entidad de derecho privado -como lo son las aseguradoras de riesgosdel trabajo- y el planteo estábasado en disposiciones de naturaleza común -la ley 24.557-.


    Da Silvia, José Luis c/ La Caja A.R.T. s/ Accidente de trabajo


    COMP30, L-4 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Denegación del fuero federal. Sociedad anónima demandada. Ejercicio de actividad comercial en la provincia. Inexistencia de distinta vecindad de las partes. Corresponde a la justicia local. Fallos: 292:545; 306:539; 319:2857."


    Tratándose de sociedades anónimas que ejercen su actividad en determinada provincia, se hallan en las mismas condiciones normales en que puede encontrase un vecino de igual provincia, yaque la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de los intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal. La interpretación armónica de los arts. 9° de la ley 48 y 90, inc. 4° del Código Civil, lleva a concluir que el centro de negocios de la sociedad fija la vecindad a los efectos del fuero para las causas vinculadas a dicho centro, por lo que resulta esencial determinar si se ha tenido relación con esa sucursal o establecimientolocal.Los requisitos para la intervención del fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes no se configuran en el caso toda vez que el actor -actualmente fallecido- y su coheredera tienen domicilio en la ciudad de Córdoba, provincia homónima, y la firma demandada posee un inmueble en la misma ciudad que funciona como depósito y distribución de su producción industrial, extremo que permite tener por acreditado la existencia de un establecimiento local en dicha jurisdicción, donde la sociedad desarrolla actividades vinculadas con el giro comercial propio de la empresa.


    Villamea, Felix c/ Empresa Tabacalera Nobleza Picardo S.A.I.C. y Ford s/ Recurso directo


    V512,XLIX-12 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra una provincia por cumplimiento de contrato de publicidad. Materia regida por el derecho público local: competencia de la justicia provincial.


    La sociedad actora intenta obtener el cumplimiento de un contrato de publicidad que es de naturaleza administrativa, acto en el que la provincia actuó en su carácter de poder administrador y enuso de las facultades propias que le otorgan los arts. 121 a 124. En consecuencia, tal circunstancia determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de la cuestión.


    S.A. La Nación c/ Mendoza, Provincia de s/ Cobro de pesos


    COM22331-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia de contienda negativa de competencia. Razones de celeridad y economía procesal. Demanda contra Provincia del Chaco. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Corresponde a la Justicia provincial.


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en instancia originaria, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional (reglamentados por el art. 24, inc. 10, del decreto-ley 1285/58) porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la ConstituciónNacional y por la ley 16.986.Cuando la causa no corresponde a la jurisdicción federal -o sea, cuando se rige por el derecho público local o por el derecho común y no existe distinta vecindad o extranjería-, las provincias deben ser demandadas ante sus propios jueces, ya que, según los arts. 121, siguientes y concordantes de la Ley Fundamental, dicha facultad no ha sido delegada al Gobierno Federal.No se configuran en el sub judice las circunstancias que surten la competencia federal, puesto que la relación jurídica que invoca el actor como fundamento de su pretensión deriva de un acto administrativo emanado de la Provincia -el decreto1287/11- por el cual la demandada se obligó al pago de sus honorarios y a adicionar, a las sumas resultantes, el importe correspondiente al IVA.


    Esquivel, Rubén Héctor c/ Provincia del Chaco s/ Acción de amparo


    COMP354, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia Territorial


    Conflicto de competencia. Ejecución de un pagaré. Asunto patrimonial. Improcedencia de la declaración de incompetencia oficiosa. Artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal.


    En el marco de una inteligencia armónica de los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal, corresponde desestimar la declinatoria oficiosa efectuada por el juzgado local, desde que se deriva de los autos que los interesados no han planteado cuestión de competencia alguna.La oportunidad de los tribunales de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal índole, extremos que no se han configurado aquí, y que si bien las normas en la materia ostentan carácter de orden público, igual naturaleza revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los proceso.Además, la facultad de declinar de oficio la competencia en razón del territorio está restringida en forma expresa por el Código ritual. En efecto, por aplicación del artículo 4°, párrafo 3°, de ese ordenamiento, el juez no puede inhibirse de conocer de oficio, en asuntos exclusivamente patrimoniales, en razón del territorio.


    Rodríguez, Ricardo c/ Grillo Wilmer s/ Ejecutivo


    CSJ964-12 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Régimen de visitas. Interés superior del niño. Competencia de la justicia del lugar de residencia del menor.


    Sin soslayar que los tribunales de Paraná previnieron en el conocimiento de la problemática familiar, dado que en esa ciudad las partes convivieron, nació el menor y se firmó el acuerdo de atribución de la guarda a la madre, resulta fundamental el hecho de que, con la tácita anuencia del progenitor, la madre se mudó junto al hijo de la pareja al domicilio de su familia de origen, situado en la provincia de Santa Fe, vivienda en la que se instaló nuevamente en el año 2012.Luego, cabe ponderar que el niño habita en Santa Fe y que no obra demostrado en este estado la inestabilidad de la situación, la antijuridicidad del traslado, ni la imposibilidad del contacto o supervisión paternos o de un ejercicio apropiado del derecho de defensa por parte del padre, en función de la distancia. A ello se agrega que es el propio progenitor quien insta la intervención de los jueces santafesinos, extremo que configura un elemento de singular relevancia en favorde la competencia de esa sede.Así las cosas, los jueces del lugar de residencia del menor están llamados a conocer en el asunto, puesto que cobra virtualidad el criterio que otorga primacía al lugar donde habita efectivamente la persona menor de edad, ya que la eficacia de la actividad tutelar se ve favorecida por la inmediación del tribunal de la causa.


    T., L. D. c/ Pavesio Mariana Nélida Verónica s/ Régimen de visitas


    COMP437, L-29 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Continuación del trámite ante el juzgado del proceso de insania. Adecuación del proceso de acuerdo a las directivas de la ley 26.657.


    "Al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con entidad como para justificar el desplazamiento de la competencia, y dado que el inhábil reside en la localidad de Lavallol, partido de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, accesible para la efectiva tarea tutelar, el supuesto resulta sustancialmente análogo a los que examinó esta Procuración General de la Nación en los autos Comp. 145, L. XLIV; Comp. 191, L. XLIV; Comp. 233, L. XLIV (entre otros).Ahora bien, si esa Corte pondera, en línea con las sentencias expedidas en los autos Comp. 1511, L. XL y Comp. 1524, L. XLI y con los antecedentes aludidos que, pese a lo dicho, corresponde intervenir en autos al foro del lugar donde habita el interesado, el expediente deberá radicarse ante el Juzgado de Familia de Lomas de Zamora."


    W., M. J. s/ Insania y curatela


    COMP326, L-1 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juez del sucesorio. Competencia territorial: último domicilio del causante.


    De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 90, inciso 7°, y 3284, primera parte, del Código Civil, la competencia territorial en materia sucesoria corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del causante, y las excepciones a esta regla deben interpretarse con criterio restrictivo.La Corte tiene la facultad de otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes, aun cuando no hubiesen sido parte en la contienda, como ocurre en el caso.


    Cruse, Adolfo s/ Sucesión


    COMP197, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de hijo menor. Régimen de contacto y de restitución del niño. Remisión al fallo de la causa: Comp. 465; L. XLVII. Necesidad de inserción en el ámbito familiar materno."


    "La proximidad de la que gozan los magistrados formoseños deviene un arbitrio ciertamente relevante en orden a la eficacia de la actividad tutelar, debiéndose respetar a tal efecto el centro de vida del infante (art. 3°, inc."f', ley 26.061).Por lo demás, siendo que todos los informes técnicos dan cuenta tanto de la existencia de indicadores compatibles con violencia de género, como de la necesidad de que la accionante y su hijo se inserten en el ámbito familiar materno de origen –Formosa-, se destacó en el precedente de la Corte mencionado, que someter a una posible víctima a cumplir en el foro del eventual agresor las arduas diligencias personales propias de este tipo de problemática, podría llevar a una re-victimización que la ley repudia (art. 3, inc. "k", ley 26.485).El hecho de que la actora haya viajado antes de proveerse la autorización judicial solicitada por ella, no demuestra a esta altura y dentro del acotado marco en el que incumbe opinar, la antijuridicidad de la reubicación. Ello es así, máxime considerando que la autorización fue requerida y reiterada en el ámbito de un proceso iniciado por violencia familiar, con la antelación e insistencia de la que dan cuenta esas actuaciones, y que contaba, incluso, con la anuencia del Ministerio Pupilar.De tal forma, en atención a los elementos configurativosdel caso y valorando que no seha probado que ladistancia impida el derecho de defensa ni el contacto o la supervisión paterna, las actuaciones deberán quedar radicadas ante el Tribunal de Familia de Formosa."


    B., M. A. c/ F., J. F. s/ Tenencia


    COMP657,XLIX-23 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de Competencia


    A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión de expedientes.


    E., A. P. por si y pshm ARV s/ Inhibitoria conexidad


    COMP960,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Acción de amparo. Restitución de menor de edad. Medida cautelar de no innovar tendiente a impedir el desplazamiento del niño. Regla atributiva de competencia forum personae. Controversia sobre la legitimidad del traslado. Deberes de protección del Estado en relación con el interés superior del niño. No corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    "Para la determinación de la competencia en orden a la tenencia de los hijos, la regla atributiva forum personae, hace referencia al lugar donde los infantes viven efectivamente, lo que representa un punto de conexión realista, en tanto contribuye a la inmediación. A su vez, esa pauta adquiere profundidad y precisión en la noción de "centro de vida", receptada por el artículo 3, inc. f), de la ley 26.061 de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, como una derivación concreta del mejor interés del niño y a la que recurre la comunidad jurídica internacional cuando los asuntos de competencia afectan a la niñez (cf. Conferencias de La Haya de 1961 y 1966 sobre la competencia y ley aplicable en materia de protección de menores; de 1980 sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores y de 1984 sobre tutela; Fallos: 331: 1900).El artículo 3-inc. f)- mencionado considera "centro de vida", el lugar donde niñas, niños y adolescentes hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia. En el caso se trata de una situación particular, ya que por un lado, se contiende, precisamente, la legitimidad del traslado a la República de Bielorrusia, máxime, en las condiciones en las que viviría el menor, y que, por otro, transcurrieron más de ocho años de trámite ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia, cuyo objeto fue, en definitiva,encontrar y reintegrar al niño.De acuerdo a los términos de la copia del exhorto diplomático, surge que la titular de ese juzgado ratificó su competencia en la causa"en razón de la materia litigiosa y del domicilio y nacionalidad del accionante y del menor”.En consecuencia, y de conformidad con lo expuesto por la Defensora General de la Nación, declinar la competencia a favor de los tribunales de la República de Bielorrusia implicaría renunciar a los deberes de protección en cabeza del Estado en relación con el interés superior del niño, convirtiendo en incierto el efectivo acceso a lajusticia del menor.Por otro lado, en cuanto a la competencia de la Corte, no corresponde a la instancia originaria del Alto Tribunal, considerando que la causa no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, ni se dirige contra una provincia argentina."


    R., J. C. s/ Su presentación


    R245, L-28 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra provincia. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestiones de índole local. No procede la competencia originaria de la CSJN.


    Para que la causa revista manifiesto contenido federal, la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, lo que no ocurre en el sub lite, puesto que el alegado conflicto de intereses entre provincias tan sólo surge, hasta ahora, de las manifestaciones efectuadas por la actora.


    Petrolífera Petrolium Limited (sucursal argentina) c/ Rio Negro, Provincia de y otro (Buenos Aires, Provincia de) s/ Acción declarativa de certeza


    P590, L-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad entablada contra el Estado Nacional. Alcance de un tributo que deriva de las ordenanzas municipales: competencia tribunales locales. Improcedencia de competencia federal en razón de la materia y de la persona.


    Para determinar si corresponde la atribución de competencia federal en razón de las personas, se torna indispensable establecer si el Estado Nacional, aquí demandado en forma conjunta con la Municipalidad de General Las Heras, es parte en el litigio, es decir, si reviste tal calidad no sólo en sentido nominal sino también sustancial, esto es que tenga en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.No se logra vislumbrar que el Estado Nacional tenga un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria ya que no resulta titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, en tanto el tributo cuestionado deriva de una ordenanza municipal creada y aplicada por el propio municipio, por lo tanto, en este pleito el Estado no reúne la calidad exigida para que proceda la competencia federal rationepersonae.En cuanto a la competencia ratione materiae, procede traer a colación que la Corte reiteradamente ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales no sujeta, por si sola, las causas que de ella surjan al fuero federal., que solo tendrá competencia cuando aquéllos sean lesionados por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardo de las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que, por lo que llevo dicho, no sepresentan en el sub discussio.En consecuencia, este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, ya que aquél que deba resolver el pleito tendrá, ineludiblemente, que examinar el alcance de un tributo que derivade las ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    Gillette Argentina S.A. y otros c/ Estado Nacional - PEN - Municipalidad Gral. Las Heras s/ Acción meramente declarativa


    G564,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de certeza entablada contra el Estado Nacional. Alcance de un tributo que deriva de las ordenanzas municipales: competencia tribunales locales. Improcedencia de competencia federal en razón de la materia y de la persona. Remisión a lo considerado por la Corte en Fallos: 332:1007, "Papel Misionero SAICF".


    Para determinar si corresponde la atribución de competencia federal en razón de las personas, se torna indispensable establecer si el Estado Nacional es parte en el litigio, es decir, si reviste tal calidad no sólo en sentido nominal sino también sustancial, esto es que tenga en el pleito un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.No se logra vislumbrar que el Estado Nacional tenga un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria, por lo que no reúne la calidad exigida para que proceda la competencia federal ratione personae.En cuanto a la competencia federal en razón de la materia procede traer a colación que la Corte reiteradamente ha dicho que la nuda violación de derechos constitucionales provenientes de autoridades de provincia, no sujeta, por sí sola, las causas que de ella surjan al fuero federal, que solo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, o cuando medien razones vinculadas a la tutela y el resguardode las competencias que la Constitución confiere al Gobierno Federal, situaciones que no se presentan en el sub discussio.


    Coca Cola FEMSA Buenos Aires S.A. c/ Fisco Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza - medida cautelar


    C958,XLIX-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Trámite ante la justicia local. No procede la competencia originaria de la CSJN.


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda.En ese orden de ideas, el objeto de la pretensión esgrimida en este caso se vincula con actos locales relativos a la potestad de aplicar un impuesto provincial y la correlativa obligación de pagarlo, aspectos que exceden lo inherente a la función recaudadora asignada a la Dirección General de Rentas de la Provincia de Misiones, por lo que entiendo que dicha provincia tiene interés directo en el pleito, razón por la cual se le debe reconocer el carácterde parte en sentido sustancial.En el sublite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.El respeto del sistema federal exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Agro World Group S.R.L. c/ Misiones, provinica de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A353, L-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Amparo por daño ambiental colectivo. Cuestión de competencia. Citación como tercero del Estado Nacional: intervención en el proceso. Planteo de la prerrogativa para litigar en fuero federal. Trámite ante el juez provincial.


    La controversia en torno a la competencia para entender en las actuaciones se circunscribe a determinar si la sola citación al proceso del Estado Nacional como tercero interesado impone que el conocimiento del proceso deba recaer en la justicia federal, en virtud de la prerrogativa que asiste a aquél de litigar en dicho fuero (art. 116 de la Constitución Nacional).En tal contexto, V.E. tiene dicho que resulta prematura la declaración de incompetencia si, habiéndose citado en calidad de tercero a un organismo nacional, éste no tomó intervención en el proceso.Ello es así, ya que cuando el fuero federal se establece ratione personae, puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explícita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.


    Garrido, Vicente Luis y otros c/ Solvay Argentina S.A. y otros s/Amparo colectivo


    FGR9040-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Ausencia de contienda correctamente trabada cuya resolución competa a la Corte Suprema. Requisitos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.


    No se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte por aplicación de lo previsto por el artículo 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, el cual prevé que los conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    Vilapriño, Rosario c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacionaly otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP74, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    El presente conflicto de competencia no debe ser dirimido por el Alto Tribunal. Ello, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del que dependa el que primero hubiese conocido.


    Escudero, Gerardo c/ Administración General de Puertos SE s/ Amparo por mora


    COMP893,XLIX-25 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    En el caso no se configura una controversia jurisdiccional que deba dirimir la Corte. Ello es así, porque el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, prevé que la contienda suscitada entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa el magistrado que primero hubiese conocido.


    Farmacia La Nueva Colonial SCS yotroc/ Asoc. Mutual UTA de la Unión Tranviarios Automotor de la Rep. Arg.s/ Cumplimiento de contrato


    COMP42, L-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que debe dirimir el Alto Tribunal, toda vez que los conflictos habidos entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la cual depende el tribunal que intervino en primer término.


    Barros, Rubén Fortunato c/ Brea, Gabriel Gustavo y otro s/ Ejecución


    COMP175, L-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    La Corte no está llamada a intervenir en esta controversia, desde que, al haberse suscitado entre jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser examinada por la alzada de la quedepende el magistrado que previno (art. 24, inc. 7, decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708).


    Marino, Amadeo Aditardo c/ Paseulli Mario Valentín s/ Ordinario


    COMP385, L-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    No corresponde al Alto Tribunal intervenir en el sub lite, en atención a que, conforme lo dispone el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda de competencia entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Azario, Federico Jesús c/ Organización Veraz S.A. s/ Amparo


    COMP622,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia: controversia jurisdiccional en la que no debe intervenir la CSJN.


    No corresponde al Tribunal intervenir, en atención a que, con arreglo al artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Bressi, Saveria c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ1322/2014-17 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Accidente laboral. Reclamo fundado en normas de derecho civil. Competencia de la justicia del trabajo.


    "En tanto se demanda a una "entidad de derecho privado", como son las aseguradoras de riesgos del trabajo, a propósito de un planteo basado en disposiciones de naturaleza común, laboral o de la seguridad social, el presente reclamo deberá proseguir su trámite por ante el juzgado laboral. "


    Zurita, Raúl Eduardo c/ Prevención ART S.A. s/ Accidente - acción civil


    COMP193, L-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Acción declarativa de certeza. Conflicto que debe resolver la Cámara Contencioso Administrativo Federal: art. 20 segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854.


    "El art. 24, inc. 7°) del decreto ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema, los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.Sin embargo, al haber formado parte del conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal".


    E. P., Víctor y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP373, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Aceptación de competencia por parte del juzgado. Apelación a la medida cautelar. Improcedencia del examen por parte de la alzada.


    La Cámara Federal de San Martín no se encontraba habilitada para examinar la competencia territorial, porque la ocasión para plantear cuestiones de esa índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 4°, 10 y 352, CPCCN- y el tribunal de mérito había aceptado su competencia y la apelación de la parte demandada sólo alcanzaba a la medida cautelar. Ello es así, en un todo de acuerdo con el artículo 2°, ap. 1°, de la ley 26.854 (B.O. 30/04/13), que fue sancionada luego del dictado de las sentencias referidas y que impone al juez actuante que, al momento de resolver sobre la cautelar, se expida sobre su competencia, si no lo hubiere hecho antes.


    Ayala, Félix c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia – SPF - dto 2807/93, 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP19, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo. Acumulación de procesos.


    Corresponde aplicar el artículo 44 de la Ley 18.345 de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo, el que dispone que la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda y se requerirá, además, que el juez al que le correspondaentender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia (v. art. 155, ley 18.345).


    Distribuidora DM S.A. c/ Rodríguez, Roberto Héctor s/ Consignación


    COMP67, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Cobro de honorarios profesionales. Falta de designación del lugar de cumplimiento. Elección del pretensor: lugar del domicilio del demandado.


    El fuero principal en las acciones personales está constituido por el lugar en que deba cumplirse la obligación, expresa o implícitamente establecido, conforme a los elementos aportados al juicio. En su defecto, a elección del pretensor, será el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el accionado se encuentre en él -aunque sea accidentalmente-, al tiempo de la notificación.Los elementos arrimados a la causa no alcanzan para tener por acreditada, implícita o explícitamente, la designación del lugar de cumplimiento de la obligación de pago de los honorarios, ni la existencia de un contrato de locación de servicios profesionales. En consecuencia, cabe acudir a la regla general que, si bien confiere primacía al lugar donde deba cumplirse la obligación, en su defecto establece la competencia del juez del domicilio del accionado.


    Baldini, Alejandro Andrés c/ Estudio Moltedo s/ Inhibitoria


    COMP491, L-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Contrato de mutuo dinerario. Sucesión: fuero de atracción. Competencia del juzgado nacional.


    Asiste razón al tribunal provincial, toda vez que continúa vigente el fuero de atracción del sucesorio, conforme lo dispone el artículo 3.284 del Código Civil, ya que el cese de la indivisión hereditaria solo acontece mediante la partición de los bienes, debidamente inscripta.Cabe puntualizar que no se configura el supuesto previsto en el artículo 354, inciso 1°, del CPCCN -análogo al art. 352, inc. 1°, del Código de rito local, alegado a fojas 110/111- puesto que no se trata de una decisión que haya dilucidado una excepción previa introducida por los litigantes, sino de un conflicto propuesto por un juez en los términos del decreto-ley 1285/58.Por lo expuesto, y ponderando que los argumentos provistos por el juez nacional sobre el trámite de las actuaciones exceden el limitado marco cognoscitivo en el que se resuelven estos conflictos, los autos deberán continuar con su trámite por ante el Juzgado Nacional, al que habrán de remitirse, a sus efectos.


    Loguercio, Alejandro Guillermo c/ Villalba, María Angélica y otro s/ Ejecutivo


    COMP368, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Control de internación de menor de edad. Remisión a precedentes publicados en Fallos: 328:4832 y 331:211.


    La inmediación, por un lado, coadyuva a una supervisión jurisdiccional directa y personal del afectado por la medida, y, por otro, favorece tanto la concentración de todas las diligencias destinadas a determinar su estado de salud, como la eliminación de gestiones procesales superfluas u onerosas, evitando así la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria.


    S., M. A. s/ Artículo 482 Cod. Civil


    COMP226, L-8 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Reclamo de reparación integral fundada en normas civiles. Cómputo de aportes previsionales. Competencia de la justicia civil y comercial federal.


    En la demanda el actor pretende obtener del Estado Nacional una indemnización por los daños y perjuicios derivados del supuesto actuar negligente de uno de sus organismos descentralizados, en el caso, la A.N.Se.S., por haber omitido computar en su haber jubilatorio los aportes de mayo de 1969 a diciembre de 1975. Fundó su pretensión, centralmente, en los preceptos de los artículos 907, 1074 y concordantes del Código Civil y reclamó además una indemnización a título de daño moral y de pérdida de chance. En consecuencia, la acción se sustenta principalmente en normas de derecho civil lo cual descarta en autos la competencia del fuero de la seguridad social.Al haberse sustentado la acción en una reparación integral por responsabilidad derivada en el proceder negligente de un organismo del Estado Nacional, tal particularidad autoriza a enmarcar a la presente acción en el ámbito de la justicia civil y comercial federal.


    Botello, Marcelino c/ Estado Nacional Argentino s/ Cobro de pesos


    COMP35, L-7 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda contra Obra Social del Personal de la Industria del Vidrio. Ejecución fiscal. Competencia de la justicia de la ciudad.


    La resolución de la jueza local resulta extemporánea, ya que decidió de oficio la incompetencia foral una vez cumplido con el traslado de la demanda, luego de que la emplazada no compareciera a estar a derecho y en oportunidad en que el expediente se hallabaen estado de dictar sentencia.Cabe adicionar que el supuesto difiere del examinado por esa Corte, en S.C. Comp. 757, L. XLV, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”, ya que allí se declaró la incompetencia luego de producida la prueba tendiente a determinar el carácter de la entidad deudora y, a diferencia de lo que ocurre en el caso, no habían sido dictados actos jurisdiccionales válidos que hubieren permitido radicar el proceso ante la justicia local.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (GCBA) c/ Obra Social del Personal de la Industria del Vidrio s/ Ejecución Fiscal


    COMP370, L-29 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Estado Nacional y concesionario ferroviario demandados. Presunta violación de los deberes de contralor. Competencia de la justicia contencioso administrativa federal.


    Procede declarar la competencia del fuero contencioso administrativo federal, porque la acción se dirige nominal y sustancialmente contra el Estado Nacional y un concesionario ferroviario y porque la solución de la causa importa aplicar, de manera sustantiva, principios propios de derecho público, dado que deberá examinarse la responsabilidad del Estado Nacional por la presunta violación de los deberes de contralor que le conciernen respecto de las concesiones y áreas viales y ferroviarias, que ejerce a través de los órganoscompetentes en estas materias.No obsta a ello que pudieran ser aplicadas, en forma subsidiaria, normas del derechocomún -que expresamente invocan los accionantes-, ya que el Tribunal ha señalado que, si de las circunstancias de la causa resulta con claridad el compromiso de aspectos propios del derecho público, ello no se desvirtúa frente a particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, disposiciones o institutos derivados del derecho común.


    Dato, Diego y otro c/ Estado Nacional y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP602,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios por accidente de tránsito. Estado Nacional y concesionario ferroviario demandados. Presunta violación de los deberes de contralor. Competencia de la justicia contencioso administrativa federal.


    Procede declarar la competencia del fuero contencioso administrativo federal.La acción se dirige -nominal y sustancialmente- contra un concesionario ferroviario del Estado Nacional y la solución de la causa importa aplicar, de manera sustantiva, principios propios de derecho público, dado que deberá examinarse la responsabilidad del Estado Nacional por la presunta violación de los deberes de contralor que le conciernen respecto de las concesiones y áreas viales y ferroviarias, que ejerce a través de los órganos competentes enesas materias.


    No obsta a ello que al sub lite pudieran serle aplicadas, en forma subsidiaria, normas del derecho común -que expresamente invoca la accionante-, ya que ese Tribunal ha señalado que, si de las circunstancias de la causa resulta con claridad el compromiso de aspectos propios del derecho público ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, disposiciones o institutos derivados del derecho común.


    Quiroga, Aniceta Romana c/ UGOFE s/ Daños y perjuicios


    COMP953,XLIX-26 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda por daño producido en ejercicio de funciones en la Policía Metropolitana. Aseguradora demandada. Ley 18.345. Competencia de la justicia nacional.


    El actor reclama a la aseguradora el resarcimiento del daño producido por la herida de bala recibida en ejercicio de su función como efectivo de la Policía Metropolitana, sustentado, principalmente, en disposiciones de las leyes 24.557 y 26.773, sin que se encuentren en cuestión normas de derecho público ni entidades de gobierno.Se trata de un reclamo dirigido contra un sujeto de derecho privado que no se encuentra comprendido en las previsiones de los artículos 1° Y 2° del CCAyT y fundado en legislación de naturaleza común. En tales condiciones, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 20 de la ley 18.345, procede declarar la aptitud jurisdiccional de la justicia nacional del trabajo.


    Miño, Sergio Darlo c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    COMP 462, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda promovida por la AFIP contra el Banco de Santa Fe. No procede la competencia originaria de la CSJN. Justicia nacional.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    AFIP c/ Banco de Santa Fe s/ Proceso de conocimientoSin Letra


    CAF6022/2005/CS1-CA1-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de honorarios regulados por el juez oficiado.Ley 22.172. Competencia del juez del procesoprincipal.


    Conforme a lo establecido por el artículo 4 del Convenio de Comunicaciones -ley n° 22.172- no pueden plantearse ante el tribunal oficiado cuestiones de ninguna índole. En ese contexto, adquiere particular relevancia la doctrina de la Corte en cuanto determina que el juez de la causa principal es competente en la ejecución de honorarios regulados por el tribunal que, por su delegación, entendió en el trámite de embargo trabado sobre un bien radicado en su jurisdicción.Asimismo, resulta aplicable en la especie el artículo 6°, inciso 1°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto prevé que será competente para entender en la ejecución de honorarios el juez del proceso principal, lo que deviene compatible con la doctrina invocada.


    Daimler Chrysler Leasing Argentina S.A. (antes Debil Financial Services S.A.) c/ Cir Rep S.A. s/ Secuestro del bien dado en leasing (25.248)


    COMP855,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución de honorarios. Codemandado en concurso preventivo.


    La causa de la obligación de pagar esas retribuciones está dada por el servicio prestado por la profesional en el marco de un proceso judicial. En tales condiciones, de acuerdo con los antecedentes expuestos, el crédito por honorarios posee naturaleza postconcursal y resulta, en consecuencia, ajeno al trámite de verificación y a los efectos del eventual acuerdo homologado(arts. 21, 32 y 56, ley 24.522).En efecto, tanto el título -los autos regulatorios- como la causa -labor profesional- son posteriores a la fecha de la presentación en concurso preventivo, sin que dichos emolumentos constituyan gastos del juicio universal.


    Chan Sheng Kun c/ ChungChiung Her y otros s/ Ejecutivo


    COMP98, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Ejecución fiscal por cobro de cuotas del Fondo de Garantía de la ley 24.557. Fuero de atracción del sucesorio.


    Tiene reiterado el Alto Tribunal que los juicios universales de sucesión atraen al juzgado donde éstos tramitan todas las acciones personales que se deduzcan contra el de cujus, sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción y aun cuando se trate de procesos que corresponderían al fuero federal. También ha sostenido que las normas que rigen el fuero de atracción del sucesorio son imperativas y de orden público.Tal doctrina resulta de aplicación al supuesto toda vez que, conforme surge de la demanda, el accionante -Superintendencia de Riesgos del Trabajo- persigue la ejecución fiscal de obligaciones que tienen por deudor al causante, en virtud de haber omitido el pago de las contribuciones debidas al Fondo de Garantía creado por el artículo 33 de la ley 24.557 y que fueron generadas a partir del 01/01/99, es decir con anterioridad a la fecha del deceso -31/07/05-. Al respecto, el Máximo Tribunal ha señalado que, en casos de ejecuciones fiscales, ellas son atraídas aunque incluyan períodos posteriores al fallecimiento del causante.


    Zovak, Maria Laura Praxedis s/ Incidente de oposición


    COMP188, L-1 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Escrituración de un inmueble perteneciente al acervo hereditario. Obligaciones asumidas por los sucesores. Competencia del juez de la sucesión.


    La Corte tiene dicho que resulta competente para entender en una causa por escrituración el tribunal donde tramita la sucesión, aun cuando la obligación cuyo cumplimiento se reclama no haya sido personalmente contraída por el causante, siempre que no haya mediado división de la herencia y que el objeto del proceso involucre la venta de un bien inherente a aquélla, efectuada por los sucesores.Toda vez que surge de los hechos de la demanda que la parte actora persigue el cumplimiento de obligaciones asumidas por las herederas del causante en un boleto de compraventa suscripto con posterioridad al fallecimiento, en el que acordaron la venta de bienes inmuebles pertenecientes al de cujus, los que integrarían –en principio-, el acervo hereditario, corresponde continúe entendiendo el juez de la sucesión.


    Broda, Adoris Amelia c/ Retamal, Rosa Electra y otro s/ Ordinario


    COMP633,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Hurto de automotor estacionado dentro del predio del establecimiento comercial. Competencia del fuero mercantil.


    El uso por parte de los clientes de los espacios reservados para el estacionamiento, no puede sino considerarse como un servicio complementario, accesorio en el marco de la actividad comercialque desarrolla el hipermercado, en tanto que tiene por objeto principal atraer a una mayor clientela.


    Loperena, Rubén Rosario c/ INC. S.A. s/ Ordinario


    CSJ1088/2014/CS1-5 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incorporación en el haber mensual de diversos suplementos, con carácter remunerativo y bonificable. Oportunidad de la declaración de incompetencia.


    La alzada no se encontraba habilitada para examinar la competencia territorial, porque la ocasión para plantear cuestiones de esa índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales -arts. 40, 10 Y 352 del CPCCN- y el tribunal de primera instancia había aceptado su competencia y avanzado en el trámite de la causa, y la apelación de la parte demandada sólo alcanzaba a la declaración de puro derecho.


    Negri, Carlos Alejandro c/ Estado Nacional - SPF s/ Ordinario


    FSM2287/2012/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Improcedencia de la declinatoria de oficio en asuntos patrimoniales por razón del territorio.


    La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de competencia y el conocimiento por parte del tribunal que la inició de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado, para que declare si sostiene su posición. Ello no ha acaecidoen el sublite. Si bien ello,de considerarse que razones de economía y celeridad procesal aconsejan dejar de lado ese reparo y expedirse sobre el conflicto, resultan aplicables las reglas del artículo 4 delCódigo Procesal, que disponen que no procederá la declinatoria de oficio, en los asuntos patrimoniales, por razón del territorio. Ello es así, toda vez que la parte actora solicita que los haberes se incrementen con la incorporación de las asignaciones otorgadas al personal en actividad por diversos conceptos, al tiempo que persigue la liquidación y el desembolso de las diferencias retroactivas quese deriven de dicha inclusión.En ese plano, la declinatoria resuelta de oficio y confirmada por la cámara de la jurisdicción territorial, devendría improcedente.


    Ahumada, Carlota c/ SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA


    CSJ1320/2014/CS1-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Inhabilitación. Cuestión abstracta. Competencia del juzgado nacional.


    La contienda se ha tornado abstracta, desde que se ha revertido el único dato fáctico que sustenta la declaración de incompetencia, esto es, la residencia de la persona con padecimiento mental fuera del propio ámbito jurisdiccional.De dicha circunstancia se deriva, inmediatamente, que el juzgado nacional debe reasumir su intervención.


    A., G. M. s/ Inhabilitación


    CSJ2349/2014/CS1-9 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Improcedencia del desplazamiento de la competencia. Remisión a Comp. 145; L. XLIV, y Comp. 191; L. XLIV, y Comp. 233; L. XLIV."


    Al no haberse producido una modificación en las condiciones imperantes con entidad suficiente como para justificar el desplazamiento de la competencia, y ponderando que el causante seguiría viviendo en una localidad accesible para la tarea tutelar, corresponde que continúe entendiendo la justicia nacional.


    R., S. C. s/ Insania


    COMP825,XLIX-14 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de internación. Condiciones de vulnerabilidad extrema. Necesidad de urgente derivación. Derechos fundamentales. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 297, L.XLIX, "C., J.A. s/ insania".


    Existe aquí un panorama irresoluto con incidencia negativa en el goce de los derechos fundamentales del incapaz. Luego, dado que la perspectiva propia de los derechos humanos tiene que operar aún en las vicisitudes procesales, el caso debería asignarse al tribunal que esté en mejores condiciones para implementar -urgentemente- la derivación más conveniente para el enfermo, con la evaluación previa e integral de su situación que ello supone.El asunto deberá seguir radicado ante el Juzgado Nacional, a cuyo cargo quedará -junto con la representante legal del causante, funcionaria del Ministerio Público de la Defensa nacional- la conclusión perentoria de todas las gestiones necesarias para lograr la más adecuada derivación de esta persona en tan extremas condiciones de vulnerabilidad, con arreglo a los lineamientos y directivas de la ley N° 26.657 y del decreto reglamentario N° 603/13. Deben compatibilizarse la agilidad con la exhaustividad, de modo que el traslado se haga prontamente, pero sobre la base de un estudio serio que prevenga desplazamientos inapropiados.


    C., D. s/ Incidente familiar


    CIV82534/2011/CS1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Juicio ejecutivo. Concurso preventivo de una de las codemandadas. Desistimiento de la acción y del derecho en relación a la codemandada in bonis. Improcedencia del fuero de atracción del concurso.


    El fuero de atracción previsto en el artículo 21 de la ley 24.522 no resulta procedente respecto de la ejecución promovida contra la sociedad in bonis, máxime, cuando el actor verificó oportunamente elcrédito contra la codemandada.Por otro lado, tal como fuera expuesto, el desistimiento de la acción y del derecho se encuentra condicionado a que las costas sean soportadas por el orden causado y a que los gastos para el levantamiento de las medidas cautelares corran a cargo de dicha ejecutada, sin que conste que le haya sido notificada la contienda de competencia suscitada en las actuaciones ni la referida presentación del reclamante.En tales condiciones, y a fin de evitar la afectación del derecho de defensa del ejecutado subsistente, resulta necesario que el tribunal ante el cual se promovió el pleito, ordenó la intimación al pago y dictó las medidas cautelares, sustancie también el desistimiento formulado por el actor.


    Ramoneda, Miguel Jesús María c/ RSA Cereales S.A. y otra s/ Ejecutivo


    COMP284, L-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Menor de edad. Atención a las especiales características que rodean al caso. Juez de la residencia. Interés superior del niño. Inmediatez y efectividad de la actividad tutelar.


    El Tribunal ha subrayado la necesidad de estudiar prudencialmente los componentes de cada caso particular, guiado por la convicción de que así lo requiere el mejor interés del menor, consagrado por la Convención sobre los Derechos del Niño -aprobada por ley 23.849- y la ley 26.061.Sin soslayar la atingencia de la directiva general del artículo 6, inc. 1, del CPCCN, pues los tribunales locales previnieron en el conocimiento de la problemática familiar y en esa jurisdicción se firmó el acuerdo objeto del último planteo de la progenitora, resulta fundamental el hecho de que, ninguno de los interesados viviría actualmente enel ámbito del foro provincial.La niña estaría residiendo junto a su madre en esta Capital, con lo cual, cobra virtualidad el criterio que otorga primacía al lugar donde habita efectivamente la persona menor de edad, ya que la eficacia de la actividad protectoria toma aconsejable la inmediación del tribunal de la causa


    C., Y. A. c/ G., P. A. A. s/ Alimentos - regimen de visitas


    COMP234, L-12 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Modificación de cuota alimentaria. Juicio de divorcio anterior. Improcedencia de la perpetuatio jurisdictionis. Competencia del juez del lugar donde habita la menor.Eficacia de la actividad tutelar: inmediación.


    Es criterio consolidado de esa Corte que, e.n función de las características y fines del derecho alimentario, las demandas atinentes a la materia pueden interponerse hábilmente ante el tribunaldel lugar dondevive el titular menor de edad.Desde esa perspectiva, sin soslayar la atingencia de la directiva general del artículo 6, inciso 1°, del Código adjetivo, pues los tribunales nacionales previnieron en el conocimiento de la problemática familiar y en esa jurisdicción se homologó el pacto objeto del planteo de la progenitora, resulta fundamental el hecho de que, con arreglo a los domicilios denunciados por la actora, ninguno de los interesados habitaría actualmente en el foro capitalino.Así, no se advierte ningún elemento que impida atribuir la competencia al tribunal bonaerense, pues en actuaciones cuyo objeto atañe a menores, como ocurre en la causa, corresponde otorgar primacía al lugar donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficacia de la actividad tutelar, toma aconsejable una mayor inmediación del juez con la situación de ellos.


    Z., A. M. c/ F., D. H. s/ Alimentos


    CSJ4155/2014/CS1-11 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Recursos pendientes. Intervención de la alzada que consintió la apelación.


    En aquellos supuestos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir y expedirse sobre los recursos pendientes, sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que corresponda seguir entendiendo en el proceso.


    Frigorífico Esquel S.A. c/ Flexy Mar S.A. s/ Medida precautoria


    COMP293,XLIX-17 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Solicitud de guarda de una menor. Lugar de residencia de la niña. Inmediatez: eficacia de la actividad tutelar.


    Resulta aplicable el criterio de la Corte en el sentido de que en actuaciones cuyo objeto atañe a menores corresponde otorgar primacía al lugar donde éstos se encuentran residiendo, ya que la eficacia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de ellos.


    G., A. V. s/ Guarda


    CSJ4277/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Tarifas del servicio básico de televisión paga. Resoluciones dictadas por el Secretario de Comercio Interior. Cuestión de derecho administrativo. Corresponde a la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    La materia en debate se encuentra vinculada con aspectos que hacen a la interpretación y aplicación de las resoluciones que, en materia de comercialización del servicio de televisión paga, dictó el Secretario de Comercio Interior con invocación de las facultades otorgadas por la ley 20.680 (ley de abastecimiento), por lo que es la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal la que resulta competente para entender en el presente exhorto, pues resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para la solución de las actuaciones principales, sin perjuicio de que también puedan llegar a aplicarse institutos del derecho común, ya que ellos pasarían a formar parte, por vía de integración subsidiaria, del plexo de principios de derecho público en que se enmarcaría el caso.


    Defensor del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires c/ Cablevisión S.A. (Jz. Fd. 2 La Plata - ex. 108.155/12) s/ Exhorto


    COMP506, L-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de jurisdicción no trabado debidamente. Remisión a fallo de Corteen autos Comp. 282, L. XLVIII,"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.", A todo evento, remisión al fallo de Corte en autos Comp. 78, L. XLIX; "Cacace, Marcelo c/Estado Nacional - Ministerio de Defensa -Ejército - DGB y otro s/ Personal Militar y Civilde las FF.AA. y de Seg.", el 19/11/13."


    Olmos, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP799,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Acumulación de procesos laborales. Ley 18.345: art. 44.


    "Corresponde aplicar el artículo 44 de la Ley de Organización y Procedimiento de la Justicia Nacional del Trabajo (18.345), el que dispone que"la acumulación de procesos se pedirá y resolverá en aquel expediente en que primero se hubiere interpuesto la demanda..." y"se requerirá, además, que el juez al que le corresponda entender en los procesos acumulados sea competente en todos ellos por razón de la materia" (v. art. 155, ley 18.345)."


    Rotstein, Marcelo Daniel c/ López, María del Carmen s/ Consignación


    COMP585,XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Competencia aceptada tácitamente. Remisión a la sentencia de Fallos: 330: 120.


    Arte Gráfico Editorial Argentino S.A. c/ Corporación Mercado Central de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Medidas cautelares


    COMP12, L-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda contra la Obra Social Bancaria Argentina por cobro de honorarios y gastos profesionales derivados de una cirugía. Opción de litigar ante fuero federal. Corresponde a la Justicia Provincial


    Aun cuando el problema pudiere eventualmente incluir ribetes que excedan ese ámbito específico, no advierto -prima facie- que la materia propuesta a debate tenga virtualidad para afectar la organización, instrumentación o planificación de las prestaciones médico – asistenciales regidas por la ley 23.661, alterando el funcionamiento de la obra social en su calidad de proveedora de servicios a sus afiliados, en los términos de la norma citada. De tal suerte, considero que no corresponde dar intervención al fuero de excepción.El Máximo Tribunal ha sentado doctrina en el sentido de que la posibilidad de litigar ante el fuero federal es renunciable por parte de las obras sociales y que ello debe admitirse, sea que se concrete en forma explícita o que resulte de la prórroga jurisdiccional consentida en el proceso.La obra social co-demandada no tuvo ocasión de ser oída con anterioridad a las declaraciones de incompetencia suscitadas en el subexamine, por lo que considero, en su caso, que la declinatoria pronunciada resultó prematura.


    Ángeles, Luciano c/ O.S. Bancaria Arg


    CSJ2101/2014/CS1-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Demanda por nulidad de la cosa juzgada contra una Sociedad Anónima. Corresponde a la justicia nacional.


    Dado que la substancia del pleito no atañe al derecho público local, no corresponde que sea resuelto por los jueces en lo contencioso administrativo y tributariode la Ciudad de Buenos Aires.A ello cabe agregar que, toda vez que el acto impugnado en autos (la sentencia cuya autoridad de cosa juzgada se considera írrita) ha sido dictado por una autoridad nacional, el juzgamiento de la cuestión no podría quedaren manos de los jueces locales.Ante la ausencia de una regulación legal específica respecto de la pretensión esgrimida en esta causa -acción de nulidad de la cosa juzgada írrita-, atendibles razones de conexidad y de economía procesal concurren para propiciar que esta causa tramite ante la justicia nacional en lo civil, toda vez que ante dicho fuero tramitó el proceso cuyo pronunciamiento definitivo es tachado de nulo por la actora.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Sociedad Anónima Dominga B. de Marconetti Comercial e Industrial s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP166, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Incorporación en el haber mensual de diversos adicionales con carácter remunerativo y bonificable. Oportunidad de la declaración de incompetencia.


    La alzada no se encontraba habilitada para examinar la competencia territorial, porque la ocasión para plantear cuestiones de esa índole reconoce la limitación establecida por expresas normas procesales –arts. 4, 10 y 352, CPCCN- y el tribunal de mérito había aceptado su competencia y la apelación de la parte demandada sólo alcanzaba a la medida cautelar. Ello es así, en un todo deacuerdo con el artículo 2°, ap. 1°, de la ley 26.854 (B.O. 30/04/13), que impone al magistrado actuante que, al momento de resolver sobre la cautelar, se expida sobre su competencia, si no lo hubiere hecho antes.


    Segovia, Alberto Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio Justicia – SPF – Dto. 2807/93 752/09 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP438, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Beneficio de litigar sin gastos. Daños y perjuicios derivados de la difusión de imágenes en un sitio web. Corresponde a la justicia que deba conocer en la causa principal.


    Las cuestiones de competencia suscitadas entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimientos.En ese contexto, el art. 6°, inc. 5°, del C.P.C.C.N. establece que será competente en los beneficios de litigar sin gastos el juez que deba conocer en el juicio en que aquél se hará valer.Toda vez que el juez local ha consentido su jurisdicción en el asunto con la adopción de una serie de medidas previas vinculadas a éste, ello autorizaría a sostener razonablemente que se encontraría habilitado para entender en el eventual juicio por daños y perjuicios basado en normas de derecho común y, por lo tanto, en este beneficio de litigar sin gastos.Es válido añadir que en ambas causas se configura la identidad total de los sujetos involucrados y que reconocen su origen en una misma pretensión resarcitoria, por lo que devendría prudente concentrar las actuaciones ante un mismo tribunal a fin de evitar el riesgo del dictado de sentencias contradictorias y favorecer la buena administración de justicia.No obsta a la solución propiciada que la consumación de la presunta actividad ilícita hubiera tenido lugar en un medio interjurisdiccional, como internet, por el que circularían las imágenes ofensivas, que habilitaría la competencia federal ratione materiae, puesto que la acción promovida no se halla enderezada a obtener el cese de dicha actividad o a proteger el nombre o la imagen de la actora, sino exclusivamente a la reparación del perjuicio causado.


    Koch, Gisela Solange c/ Nakayama, Alberto y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP106,XLIX-21 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Intervenciónde la Asociación Argentina de Televisión por Cable como adherente litisconsorcial activo. Suspensión de la aplicación de la resolución 50/10 de la Secretaría de Comercio Interior. Resolución equiparable a sentencia definitiva. Trascendencia institucional: utilización abusiva de la jurisdicción y del derecho a peticionar. Competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo.


    La cuestión planteada en las presentes actuaciones es de indudable trascendencia institucional al configurarse una utilización abusiva de la jurisdicción y del derecho a peticionar por parte de ATVC y permitida por la cámara, situación que justifica que la Corte intervenga para arbitrar las medidas destinadas a encauzar y corregir los excesos deformantes del litigio. Por ello, la resolución apelada emanada del tribunal superior de la causa y tachada de arbitraria en los términos de la doctrina de la Corte por omitir valorar adecuadamente extremos conducentes para la solución del conflicto, es equiparable a sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48.La resolución de la Cámara resulta arbitrariaen tanto soslaya el hecho de que la intervención en el juicio de la A TVC implicó ampliar el alcance territorial de las decisiones que se adopten en el pleito, las que rebasarán los límites de la jurisdicción de la justicia federal marplatense para proyectarse, eventualmente,a todo el territorio nacional.La revisión en sede contenciosa de actos administrativos adoptados por autoridades nacionales debe tramitar ante los tribunales del lugar de la autoridad de la que emanan, y también que cuando se trata de una acción cuyo fin es obtener una declaración sobre la existencia, alcance o modalidad de una relación jurídica que pueda producir un perjuicio o lesión actual respecto de normas y decretos nacionales que le corresponden a la administración cumplir, el asunto corresponde a la competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.La cámara convalidó una estrategia de búsqueda de foro más favorable con el fin de lograr, en definitiva, la suspensión de la aplicación de la resolución 50/10 de la Secretaría de Comercio Interior incluso más allá de los límites de la jurisdicción federal marplatense.Ello causa un gravamen actual en tanto que el intento de manipular las normas procesales que atribuyen competencia a los tribunales para buscar el foro más favorable es un abuso del derecho a peticionar, que no puede ser aceptado a la luz de las normas que rigen el debido proceso (artículo 18 de la Constitución Nacional).


    La Capital Cable S.A. c/ Ministerio de Economía - Secretaría de Comercio Interior s/ Inhibitoria


    L490,XLIX-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Menor de edad. Regla atributiva forum personae. Atención a las especiales características querodean al caso. Interés superior del niño. Centro de vida. Inmediatez y efectividad de la actividad tutelar. Pleno ejercicio del derecho de defensa del padre no conviviente. Exhortación al cumplimiento de los arts. 3 y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Designación de letrado como tutor ad litem.


    La regla atributiva forum personae hace referencia al lugar donde los hijos viven efectivamente y representa un punto de conexión realista, en tanto contribuye a la inmediación, que es un factor vital en el manejo de casos de esta índole. En atención a las especiales características que rodean al caso -tal como se presentan en este estado de la controversia - resulta imperioso extremar la salvaguarda del principio de inmediatez, en procura de una eficaz tutela de los derechos fundamentales de esta menor.Si los jueces en pugna se encuentran en, circunstancias legales análogas para asumir la función tutelar, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos está en mejores condiciones para alcanzar la protección integral de los derechos del niño.Además, teniendo en cuenta que el progenitor consintió la intervención del foro misionero en el tema alimentario, que la distancia no le habría impedido el derecho de defensa ni la comunicación con su hija, así como que -a esta altura- la permanencia de la niña en la ciudad Posadas no puede tenerse por ilegítima.Por otro lado, se aconseja que se imprima al trámite pendiente la agilidad que exige la naturaleza del problema, proveyendo tanto al avance del juicio sobre custodia, como a las evaluaciones técnicas que permitan esclarecer la situación actual de la niña, en el marco de los artículos 3 y 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño.En el mismo orden de ideas, ante la posible existencia de intereses contrapuestos, con el propósito de que se atienda primordialmente al interés de la menor y de se garanticela efectividad de su escucha, se sugiere que el juez de la causa designe un letrado especializado en la materia que actúe como tutor ad litem.


    E., A. p/ si y por sus hijos menoress/ Inhibitoria conexidad


    COMP960,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto positivo de competencia. Solicitud de guarda de un menor. Lugar de residencia del niño. Inmediatez: eficacia de la actividad tutelar. Inexistencia de afectación del derecho de defensa del pretenso guardador.


    Aunque no se ignora lo dispuesto por el artículo 400 del Código Civil, en esta causa deben priorizarse los objetivos tutelares de la intervención jurisdiccional, a la luz de sus particulares características. El punto de conexión al que debe recurrirse en la emergencia pasa por la residencia actualde lainfante.Los procesos en curso deben tramitarse ante el juzgado correspondiente a la residencia de la menor, donde, por lo demás, la tía paterna ha realizado numerosas presentaciones, infiriéndose que la distancia no ha coartado el pleno ejercicio de su derecho de defensa.


    G. d O., M. V. s/ Guarda - medida cautelar


    COMP165,L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Convenio de honorarios. Asesoramiento jurídico. Juez del lugar de celebración y pago.


    Es competente el juzgado nacional para conocer en la demanda, si de las constancias de la causa se desprende que el acuerdo fue celebrado en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, donde también debía efectuarse el pago. Ello es así, por aplicacióndel artículo 5°, inciso 3°, del Código adjetivo, que confiere primacía al lugar donde deba cumplirse la obligación, en tanto surja en forma expresa del convenio o resulte implícitamente establecido.


    Miramonte, Silvia Mariana c/ Severino, Darío Javier s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP275, L-3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios a un pasajero del ferrocarril. Presunta violación del deber de contralor del Estado Nacional. Competencia de la justicia contencioso administrativo federal.


    Procede declarar la competencia del fuero contencioso administrativo federal en tanto la acción se dirige -nominal y sustancialmente- contra un concesionario ferroviario del Estado Nacional y la solución de la causa importa aplicar, de manera sustantiva, principios propios de derecho público, dado que deberá examinarse la responsabilidad del Estado Nacional por la presunta violación de los deberes de contralor que le conciernen respecto de las concesiones y áreas viales y ferroviarias, que ejerce a través de los órganoscompetentes en esas materias.No obsta a ello que pudieran serle aplicadas al sublite, en forma subsidiaria, normas del derecho común -que expresamente invoca la accionante-, ya que el Alto Tribunal ha señalado que, si de las circunstancias de la causa resulta con claridad el compromiso de aspectos inherentes al derecho público, ello no se desvirtúa frente a la particularidad de que puedan también regir, subsidiariamente, disposiciones o institutos derivados del derecho común.


    Otto, Lorena c/ Estado Nacional - Ministerio de PlanificaciónFed.yotro s/ Lesión y/o muerte pasajeros trans.ferroviario


    COMP463, L-1 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Daños y perjuicios. Fallecimiento por accidente ferroviario. Competencia de la justicia civil. Remisión a Fallos: 328:293.


    Las causas iniciadas en Capital Federal que versen sobre acciones civiles y comerciales, relativas a responsabilidad contractual o extracontractual, aunque la Nación o sus empresas y entidades autárquicas sean partes, siempre que deriven de accidentes de tránsito, aún ferroviarios, atañen a la competencia civil en función de lo dispuesto por el artículo 43, inciso b), del decreto-ley 1285/58.


    Avalos, Alejandra Noemi c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y Transporte y otro s/ Daños y perjuicios


    CIV107971/2010/CS1-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de negativa de competencia. Demanda de ejecución de alimentos. Lugar a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia de Chubut.


    La Corte Suprema ha dicho que en las actuaciones que conciernen a personas menores de edad, es competente el juez de la jurisdicción territorial en donde residen efectivamente los niños, de modo de lograr una mayor inmediación entre el juez de la causa con la situación de los mismos. Esta solución es la que mejor respeta el principio del interés superior del niño, establecido en la Convención sobre los Derechos del Niño, que goza de jerarquía constitucional conforme al artículo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional, y en la Ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 26.061.La causa deberá continuar sutrámite ante el Juzgado de Primera Instancia n° 1 en lo Civil, Comercial, Laboral, de Minería y de Familia de Puerto San Julián.


    A., S. E. c/ E., N. M. s/ Ejecución de convenio de alimentos


    COMP28, L-4 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda entre jueces nacionales de primera instancia: solución por parte de la alzada del magistrado que intervino en primer término. Aplicación art. 20 de la ley 26.854.


    "El art. 24, inc. 7°) del decreto ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.Sin embargo, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual"todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal".


    Boniardi, Julio Ángel Oscar c/ Administración General De Puertos S.E. y otro s/ Amparo por mora de la administración


    CSJ4654/2014/CS1-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Art. 145, segundo párrafo, de la ley 26.831. Arts. 259 y ss.delCPCCN. Remisión a lo dictaminado en la Comp. 415, L. XLIX, “BBVA Banco Francés SA y otros”.


    "Los jueces deben ajustarse a las oportunidades legales previstas para desprenderse del conocimiento de un asunto que consideren ajeno a su competencia, lo que sólo puede suceder al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una incidencia de tal naturaleza planteada por las partes (arts. 4°, 10 Y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), salvo que se trate de la Corte Suprema cuando interviniere en instancia originaria o de los jueces federales con asiento en las provincias, quienes pueden hacerlo en cualquier estado del proceso de conformidad con lo dispuesto por el art. 352, segundo párrafo, del mismo código; directivas que encuentran sustento en motivos de seguridad jurídica y economía procesal.Bajo tales premisas, no se encuentra que la incompetencia de oficio declarada por la Cámara Nacional en lo Comercial para entender en las presentes actuaciones haya sido extemporánea."


    Ahualli, Rolando José y otros c/ CNV Mercado de capitales - Ley 26.831 art 143


    COMP39, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1.285/58. Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."). Intervención de la justicia nacional en lo civil y comercial federal."


    González, Norberto y otro c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP272, L-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Control de la internación de un incapaz. Asunto devenido abstracto.


    Informado el cese de la internación del causante, el conflicto de competencia planteado en relación con el control judicial de esa internación se tornó abstracto


    A.C.F. s/ Internación


    COMP901,XLIX-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Daños y perjuicios. Supuesta mala praxis médica e incumplimiento del deber de seguridad. Declaración oficiosa de incompetencia improcedente. Fuero de excepción: renunciable por parte de las obras sociales.


    La actora procura obtener un resarcimiento por los daños provocados por la mala praxis médica y el incumplimiento del deber de seguridad que habrían derivado en el deceso de su hijo menor de edad. El conflicto ha quedado circunscripto a las codemandadas Unión Personal -Obra social del Personal Civil de la Nación- y Austral Organización Médica Integral S.A., pues el juez local -reitero- asumió su jurisdicción en orden al hospital, los médicos y la aseguradora.El fuero federal en razón de la persona puede declinarse y que esa renuncia debe admitirse, sea que se concrete en forma explícita o que resulte de la prórroga jurisdiccional consentida en el proceso.Más precisamente, ha sostenido que la posibilidad de litigar ante el fuero federal es renunciable para las obras sociales, por tratarse de una prerrogativa establecida en su favor.La declaración oficiosa de incompetencia, por parte de los jueces nacional y provincial, resulta improcedente toda vez que la obra social, única aforada en el sublite, no invocó esa prerrogativa al contestar la demanda ni en otra oportunidad procesal durante la sustanciación del pleito


    M., D. c/ Unión Personal (Obra Soc. de la Unión del Pers. Civil de y otros) s/ Daños y perjuicios - Resp.prof. médicos y aux.


    COMP634,XLIX-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ejecución previsional. Trámite iniciado previo lacreación de la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social. Continuidad ante el fuero del trabajo.


    La Corte ha sostenido que si bien la ley 24.655 creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social, la reglamentación efectuada por la Acordada N° 75/96 estableció que los juicios radicados en el fuero del trabajo continuarían ante esos estrados hasta su completa tramitación.


    Mariño, Flora c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    COMP85, L-16 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Juicios sucesorios iniciados en distintas jurisdicciones: acumulación. Corresponde a la justicia local.


    Si bien el último domicilio del causante determina, en principio, el lugar en el que se abre su sucesión (cf. arts. 90, inc. 7, y 3.284, Código Civil), cabe hacer excepción a esta regla cuando concurren circunstanciales especiales de conexidad y de economía procesal, tal como sucede en el sub judice, en el que, iniciada en una jurisdicción la sucesión -donde ya se dictó la declaratoria de herederos, pero aún no se realizó la partición de laherencia -, se abrió el juicio sucesoriode su cónyuge ante otro juez.Dada la identidad de los bienes que componen la masa hereditaria y de los herederos, esaconsejable acumular las presentes actuaciones al proceso que tramita ante la justicia provincial, que previno en la sucesión de uno de los causantes.


    López, Emilio s/ Sucesión ab-intestato


    COMP142, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Daños y perjuicios causados por presunta mala praxis. Demanda contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el nosocomio y profesionales médicos. Presunta falta de servicio. Competencia del fuero administrativo local. Remisión a loresuelto en Comp. 118, XLIII; "Fiorito, Omar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios".


    "La actora inició demanda ante el Juzgado Nacional en lo Civil, contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el Hospital José María Penna y los médicos tratantes, a fin de obtener una indemnización por los daños derivados de una supuesta mala praxis que le provocó una incapacidad permanente en la mano derecha. Fundó su pretensión en la responsabilidad que le atañe a la referida autoridad local por la falta de servicio, negligencia e imprudencia en la que habría incurrido el personal médico dependiente del citado nosocomio.En el caso “Fiorito” la Corte adujo que seexcluye del concepto "causa civil" a los supuestos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" de un órgano estatal, en cuanto se entiende que es una materia de derecho público, pues su regulación concierne al derecho administrativo. Añadió que es del resorte exclusivo de los gobiernos locales conocer en tales casos, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen de manera subsidiaria normas de derecho común o principios generales del derecho."


    L., B. A. c/ R., L. A.y otros s/ Daños y perjuicios - Resp.prof. médicos y aux.


    COMP727,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda que no se encuentra correctamente trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Control de internación de menor de edad. Remisión a precedentes publicadosen Fallos: 328:4832 y 331:211.


    La inmediación, por un lado, coadyuva a una supervisión jurisdiccional directa y personal del afectado por la medida, y, por otro, favorece tanto la concentración de las diligencias destinadas a la determinar su estado de salud, como la eliminación de gestiones procesales superfluas u onerosas, evitando así la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria.En concordancia con dicho criterio, en atención a que al momento de la fuga, el causante se encontraba internado en una comunidad terapéutica situada en San Miguel, provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable -en pos de una mayor eficacia de la actividad tutelar- que el Juzgado de Familia con asiento en dicha localidad, sea el que lleve adelante el pertinente control legal.


    S., W. s/ Internación


    COMP439, L-11 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda que no se encuentra correctamente trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Derecho público. Ampliaciones de las redes de transporte de energía eléctrica de alta tensión: servicio público. Precedente causa P. 307, L. XLI,"Pluspetrol Energy S.A. c/ ENRE resol. 458/02". Intervención del fuero contencioso administrativo federal."


    "Lo que aquí se debate es una de las etapas, la obligación de pago por parte de la transportista independiente, en la ejecución de la licencia técnica para la ampliación de la interconexión eléctrica Comahue-Cuyo, la que, de acuerdo con lo resuelto por la Corte en la causa P. 307, L. XLI,"Pluspetrol Energy S.A. c/ ENRE resol. 458/02", se encuentra regulada por normas de derechopúblico.En efecto, sostuvo allí el Tribunal que en el contrato que vinculaba a TRANSENER y a una empresa dedicada a la generación y comercialización de energía eléctrica resultaba indudable que concurrían elementos de carácter público y que las normas de ese carácter prevalecían sobre las del derecho privado. En tales condiciones, concluyó que se encontraba sustancialmenteregido por el derecho público.Asimismo, allí recordó que las ampliaciones de transporte de energía eléctrica están afectadas al servicio público de transporte y se ejecutan para cumplir una finalidad que resulta de innegable carácter público y, si bien esta modalidad contractual no seria, propiamente, una concesión estatal otorgada a un particular, pues las convenciones soncelebradas entre empresas privadas y solventadas por los beneficiarios particulares, cierto es que afectan el servicio público dado en concesión por el Estado Nacional."


    Compañia de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Líneas de Comahue Cuyo S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    CAF46866/2012/CS1-6 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda que no se encuentra correctamente trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Escrituración de un inmueble perteneciente al acervo hereditario. Obligaciones asumidas por los sucesores. Competencia del juez de la sucesión. Justicia provincial.


    "La Corte tiene dicho que resulta competente para conocer en un expediente por escrituración, el tribunal donde tramita el sucesorio, aun cuando la obligación cuyo cumplimiento se reclama no haya sido contraída personalmente por el causante, siempre que no haya mediado división de la herencia y que el objeto del pleito involucre la venta de un bien inherente a aquélla, efectuada por los sucesores.Toda vez que surge de la demanda que la parte actora persigue la escrituración de inmuebles que integrarían elacervo hereditario de la causa"López de Martínez, Isabel s/ Sucesión"(expte. 54.226/1998), que tramita ante la justicia provincial, corresponde que allí continúe el trámite de escrituración."


    Rivas, Roberto Daniel y otros c/ Illan, Ricardo Cesar s/ Escrituración


    COMP493, L-19 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda que no se encuentra correctamente trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Régimen de visitas. Niño menor de edad. Determinación de la competencia: lugar donde éstos residen.


    La Corte sostiene que en los trámites cuyo objeto atañe a menores, debe otorgarse primacía al lugar donde éstos residen, ya que la eficacia de la actividad tutelar aconseja una mayor inmediación del juez de la causacon la situación de aquéllos.De las constancias que surgen del expediente, el juicio de divorcio entablado entre laspartes ante el foro provincial concluyó como consecuencia del dictado de la sentencia respectiva, que se encuentra firme. Asimismo, en el marco del último pleito no se habrían celebrado -ni, por ende, homologado- acuerdos referidos al niño.El conflicto debe ser determinado atendiendo a la situación fáctica actual del principal afectado -el niño-, quien vive en forma estable en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, al cuidado de su madre, sede donde también, compareció el progenitor y pactó un régimen de contacto provisorio.


    S., M. L. c/ M., A. s/ Régimen de visitas


    CIV42082/2012/CS1-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contribuciones nacionales: art. 45, inc. b), de la ley 13.998. Competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Si bien el art. 2°, inc. c), de la ley 24.655, establece que los jueces del fuero federal de la seguridad social resultan competentes para conocer en las demandas que versen sobre la aplicación de los regímenes de retiros, jubilaciones y pensiones de las Fuerzas Armadas y de Seguridad, y que se trata aquí de demandantes que perciben haberes previsionales por medio de la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal, en el sub examine lo relevante para la solución del caso, en el que se alega que la retención del impuesto a las ganancias que se practica sobre aquéllos vulnera los principios y garantías contenidos en la Constitución Nacional, es determinar si existe una violación a su derecho de propiedad sobre la base de la confiscatoriedad del gravamen en el caso concreto. En consecuencia, la presente es una de las causas queversan sobre contribuciones nacionales a las que se refiere el art. 45, inc. b), de la ley 13.998.


    Alcaraz González, Virginia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - AFIP s/ Amparo ley 16.986


    COMP924XLIX-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Controversia jurisdiccional que no incumbe dirimir al Alto Tribunal.


    Dell Amico Miguel Ángel y otro c/ Estado Nacional Ministerio de Seguridad - PFA - Dto. 1419/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    CAF34973/2012/CA1-CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Asociación de consumidores demanda a empresa prestadora de servicio de televisión por cable. Cese del rubro “gasto administrativo”. Improcedencia de la declaración oficiosa de incompetencia. Improcedencia de la acumulación de procesos: sentencia dictada en uno de los procesos.


    "La asociación de consumidores promovió demanda contra empresa prestadora de televisión por cable, ante la justicia ordinaria de Entre Ríos, a los efectos de obtener la declaración de nulidad o inexistencia de las cláusulas contractuales que infrinjan la ley 24.240. Asimismo, solicitó que se ordene a la contraria que confeccione un único contrato que rija las relaciones con sus usuarios mientras dure el servicio, que cese de facturar sumas de dinero en concepto de "gasto administrativo"u otro análogo; y que reintegre lassumas abonadas por tal rubro.Por otro lado, en un expediente similar donde una asociación de consumidores también demandaa la empresa de televisión por cable, iniciado ante la justicia nacional comercial, fue celebrado un acuerdo, luego homologado, por el que se extinguió la pretensión tocante al cese y reintegro delrubro"gasto administrativo”.Procede desestimar la declaración oficiosa de incompetencia efectuada por la alzada local, desde que se deriva de los autos que los interesados no han planteado cuestión decompetencia alguna referida a las peticiones que no integran aquellasalcanzadas por la cosa juzgada.La oportunidad de los magistrados de origen para desprenderse de las actuaciones sólo puede verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal índole, extremos que no se han configurado en la causa, y que si bien las normas sobre competencia ostentan carácter de orden público, igual tenor revisten las tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos.El forum conexitatis, que importa el desplazamiento de la jurisdicción natural en favor de otro juez, obedece a la conveniencia de concentrar ante un solo tribunal las acciones vinculadas a una misma relación jurídica. Sin embargo, la acumulación de procesos, que tiene sustento en la necesidad de evitar el escándalo jurídico que podría representar el dictado de sentencias contradictorias en actuaciones que poseen conexidad, pierde su objeto práctico cuando en uno de ellos se ha emitido sentencia. Tal supuesto se configura en el subexamine, desde que en el juicio promovido ante la justicia nacional, fue cumplido el acuerdo homologado por medio del cual las partes pusieron fin a la acción."


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur - Proconsumer c/ Cablevisión S.A. s/ Sumarísimo


    COMP328, L-30 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Demanda de daños y perjuicios contra la Unidad de Gestión Operativa Ferroviaria de Emergencia (UGOFE). Muerte de un pasajero de ferrocarril. Improcedencia de la declaración oficiosa de incompetencia.


    En el marco de una interpretación armónica de las pautas de los artículos 4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, resulta improcedente la declaración oficiosa deincompetencia efectuada por el juez local, dado que se desprendió de las actuaciones cuando las partes interesadas no habían planteado una excepción, con lo cual, había concluido la posibilidad de hacerlo.En este sentido, la oportunidad de los magistrados de origen para declarar de oficio su incompetencia sólo podía verificarse al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza, situación que no se ha configurado en estos autos.


    Treumann Duarte, Juan Reinaldo c/ UGOFE s/ Ordinario


    COMP534, L-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Derechos del condenado. Personas privadas de su libertad ambulatoria reclaman se les otorgue trabajo. Art. 106 Ley 24.660 y 119 del decreto 303/96. Competencia de la justicia de ejecución penal. Especial versación enla materia. Competencia territorial: lugar del domicilio de las partes.


    "El amparo debe tramitar ante la justicia en materia de ejecución penal. Así lo creo desde que el texto de la ley 24.660 determina que el juez de ejecución o juez competente garantizará el cumplimiento de las normas constitucionales y tratados internacionales ratificados por la República Argentina y los derechos de los condenados no afectados por la condena o por la ley (art. 3°). Además, ese ordenamiento prevé que, durante la ejecución de la pena, será de competencia judicial resolver las cuestiones que se suscitencuando se considere vulnerado alguno de los derechos del condenado (arts. 4, inc. "a", y 11, ley 24.660; y art. 493, ap, 1°, CPPN).Dado que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y que las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero significado, si el legislador ha considerado que la justicia de ejecución es la encargada de velar por el respeto de los derechos y garantías de las personas privadas de su libertad y, en el subexamine, se alega que un derecho previsto en la ley 24.660 -realizar un trabajo- no puede ser ejercido, son estos magistrados quienes deben ocuparsede la solución del conflicto.La norma en examen es complementaria del Código Penal (cf. art. 229, ley 24.660), por lo que razones vinculadas con la especial versación que exige la materia abonan esta solución.En relación a la competencia territorial, si bien en este amparo se peticiona trabajo respecto de la totalidad de los internos alojados en establecimientos de la Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal -los que se encuentran diseminados por todo el territorio nacional-, y que, en consecuencia, serán diferentes los jueces competentes según corresponda a cada interno (arts. 72 y 75, ley n° 24.121), tratándose de un reclamo colectivo y dado que tanto la peticionaria como los demandados poseen domicilio en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, es la Justicia Nacional de Ejecución Penal de esta Ciudad la competente para conocer en el proceso."


    Sindicato Único de Trabajadores Privados de la Libertad Ambulatoria y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DDHH y otros s/ Amparo ley 16.986


    COMP325, L-14 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Litisconsorcio. Inexistencia de acumulación objetiva y subjetiva de acciones: improcedencia del fuero de excepción.


    En caso de existir pluralidad de litigantes que conformen un litisconsorcio activo, pasivo o mixto, para que proceda el fuero federal por distinta vecindad o nacionalidad, es preciso que cada uno de los actores y accionados, individualmente considerados, puedan alegar respecto de cada persona alineada en la parte contraria, el fuero de excepción.No se configura en autos el supuesto indicado desde que las dos actoras -domiciliadas en la ciudad de Posadas y en la Capital Federal, respectivamente-, promovieron una acción contra cinco demandados -dos con domicilio en la provincia de Misiones, dos en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el restante en la provincia de Buenos Aires-, con el objeto de que se declare la nulidad de dos contratos de transferencia de acciones concertados por cada una de las accionantes con todos los demandados.En tales condiciones, no controvertidas por las apelantes, el fuero federal queda excluido, ya que se ha verificado en los autos una acumulación objetiva y subjetiva de acciones de las cuales resultarían eventualmente obligaciones indivisibles y solidarias respecto de vecinos de igual provincia, carentes del privilegio que se invoca.


    "Zbikoski de Andrekevich, Laura y otros c/ La Nueva Metropol S.A.; Casimiro Zbikoski y otros s/ Nulidad de contrato"


    Z90,XLVIII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Oportunidades preclusivas. Improcedencia de la declaración de incompetencia de oficio.


    Los jueces sólo están autorizados a declarar su incompetencia ab initio o al resolver la excepción de incompetencia que se hubiera opuesto, configurando ellas las oportunidades preclusivas, pasadaslas cuales, por razones deseguridad y economía procesaly en virtud del principio de radicación, la cuestión de competencia no puede ser resuelta de oficio en cualquier estado del juicio.Sólo la Corte Suprema cuando interviene en instancia originaria, y los jueces federales con asiento en las provincias, pueden declararse incompetentes en cualquier estado del proceso, debiendo los restantes magistrados ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los arts. 4 y 352 delC.P.C.C.N.


    Gobierno de la Ciudad Autonoma de Buenos Aires (GCBA) c/ Obra Social de Empleados de la Industriadel Vidrio s/ Ejecución fiscal


    COMP431, L-19 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de competencia. Venta de inmueble embargado. Renuencia en el cumplimiento de una rogatoria. Trámites procesales en distintas jurisdicciones: diligencias previas donde tramita el juicio. Acto de remate: lugar del bien.


    Es criterio aceptado que la solicitud expedida por la vía de la ley 22.172 sólo podrá rechazarse en supuestos excepcionales.Dicha regla no es absoluta puesto que -aun cuando el art. 40 de la ley 22.172 dispone expresamente que el juez al que se dirige el oficio no podrá discutir la procedencia de las medidas delegadas-, esta directiva no persigue convertir al magistrado de uno de los Estados federales en subordinado del oficiante. Por ende, ante un pedido que afecte en forma manifiesta la competencia del juez requerido, éste estará en condiciones de negarse a dar curso a la rogatoria.En ese contexto, el art. 577 del CPCCN habilita al juez del proceso ejecutorio para ordenar que la venta judicial se practique en el lugar donde se asienta el bien embargado. De tal manera, los jueces a quienes estos son dirigidos no pueden resistirse eficazmente acumplir las gestiones concernientes a aquel acto procesal.Empero, esa posibilidad de delegación, no alcanza al dictado del auto de subasta que es una potestad inconcusa del juez de la ejecución, a quien también le compete organizar y culminar los trámites que operancomo presupuestos del remate.Consecuentemente, la intervención que el tribunal entrerriano requiere de su par de San Isidro resulta prematura, al tiempo que excedeabiertamente de su competencia.Por lo expuesto, tanto las diligencias previas como el dictado del auto de subasta, corresponden estrictamente al tribunal del apremio, sin perjuicio de que oportunamente se difiera la implementación concreta del acto del remate a los jueces del lugar en el que se asienta el bien a realizar.


    Vauthay, Eduardo Leónidas c/ Hernández de Grand, Manuela Justa s/ Exhorto


    COMP243,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Art. 24, inc. 7°, y 26 del decreto-ley 1.285/58. Art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional. Requisito esencial que afecta la validez del pronunciamiento: firma de los vocales que integran el tribunal. Artículos 163, 164, 271 y 272 C.P.C.C.N. Ley de defensa del consumidor 24.240. Ley N° 19.549 de Procedimientos Administrativos. Aplicación supletoria del C.P.C.C.N.


    "La resolución de una de las cámaras en conflicto carece de un requisito esencial que afecta la validez del pronunciamiento, como es la firma de uno de los vocales que integran el tribunal (arts. 163, inc. 9°, y 164, primer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), puntualmente la de un juez cuyo voto, junto con el de otro vocal, formaría la supuesta mayoría que fijaba el criterio de la Cámara Federal en punto a la competencia para entender en elasunto.El primero de los votos, se inclinó por declarar la competencia del tribunal federal para conocer en las actuaciones; en el segundo voto, el vocal proponía declarar la incompetencia y devolver las actuaciones a la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal; finalmente, otro juez adhirió"alJuez que lleva el segundo voto", es decir, el voto que carecía de firma. Sin embargo, al pie de la resolución se indico que “El señor Juez de Cámara,… participó de la deliberación, se transcribe su voto y no suscribe por hallarse en uso de licencia (CodProcPenNac.:399, últ. § y RegJusNac.: 109)”En primer lugar, el procedimiento de los recursos de apelación que se deduzcan contra sanciones impuestas por la autoridad de aplicación de la ley de defensa del consumidor no está regido por las disposiciones del Código Procesal Penal de la Nación, puesto que el art. 45 de la ley 24.240 (modificado por susimilar 26.361) establece, que"las disposiciones de la Ley N° 19.549 de Procedimientos Administrativos, en el ámbito nacional y en lo que ésta no contemple las disposiciones del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación, se aplicarán supletoriamente para resolver cuestiones no previstas expresamente en la presente ley y sus reglamentaciones, y en tanto no fueren incompatibles con ella".A diferencia de lo que acontece con el art. 399 del Código Procesal Penal, que prevé que si uno de los jueces del tribunal oral que participaron de la deliberación posterior al debate no pudiere suscribir la sentencia por impedimento ulterior a aquélla, eso se hará constar y la sentencia valdrá sin esa firma, los arts. 271 y 272 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no contienen una autorización similar para las cámaras de apelaciones, lo que impone que tanto el acuerdo como la sentencia, que debe pronunciarse inmediatamente después de concluido aquél, deben ser suscriptos por todos los miembros del tribunal, salvo, que concurra alguna de lascircunstancias previstas por el art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional por las cuales uno de los vocales no pueda intervenir (de lo que debe dejarse debida constancia) y se alcance la mayoría con los votos restantes. En segundo término, el art. 109 reglamentario, establece que en caso de vacancia, ausencia u otro impedimento de uno de los jueces, la decisión puede ser dictada por el voto de los restantes, siempre que constituyan la mayoría absoluta de los miembros de la cámara o sala y que concuerden en la solución del juicio. En ningún caso autoriza a transcribir el supuesto voto del juez ausente (que, por ese motivo, no suscribe la sentencia) para obtener, en concurrencia con el voto de otro de los magistrados que firman, la mayoría necesaria para que exista un pronunciamiento válido.No existe, en relación con la competencia de la Cámara Federal de Bahía Blanca para entender en estas actuaciones, una resolución que cuente con una mayoría de votos concordantes con arreglo a lo dispuesto por los arts. 26 del decreto-ley 1.285/58, y 109 del Reglamento para la Justicia Nacional."


    Ford Argentina SCA c/ DNCI-Disp 312/12 (Expte. S01 163483/10) s/ Recurso directo a Cámara


    COMP134, L-15 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Ejecución fiscal contra obra social. Remisión a lo dictaminado en G.230, L.XLVI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”; y fallo G.33, L.XLVIII, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”. No procede la competencia originaria de la Corte."


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (GCBA) c/ Dirección de Obra Social de la Universidad de Buenos Aires (Dosuba) s/ Ejecución Fiscal


    CSJ3028-10 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios derivados de un delito o cuasi delito. Incompetencia por razón del territorio. Asuntos patrimoniales. Improcedencia declaración de oficio. Competencia a elección del actor: lugar del hecho o del domicilio del demandado. Expropiación irregular. Justicia federal de Corrientes.


    Por aplicación de lo establecido en el art. 4°, tercer párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el juez no debe declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio, pues ésta puede ser objeto de prórroga mediante la conformidad de las partes (según art. 1°, segundo párrafo del código citado).En autos se deduce una pretensión de índole exclusivamente patrimonial -indemnización por daños y perjuicios-, que, a la luz de una interpretación armónica de las normas procesales citadas supra, la incompetencia decretada de oficio por el juez federal de Corrientes es improcedente.Por otra parte, dado que se trata de una demanda por daños y perjuicios derivados de un delito o cuasi delito -se alega que la responsabilidad surge del art. 1109 del anterior Código Civil-, el art. 5°, inc. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación prevé que resulta competente el juez del lugar del hecho o del domicilio del demandado a elección del actor. Y en la causa, dado que la demandada tiene el domicilio en la ciudad de Posadas, provincia de Misiones, el actor se inclinó por la primera opción, pues eligió la intervención del juez con competencia territorial en el lugar del hecho dañoso, es decir en la ciudad de Ituzaingó, provincia de Corrientes, lugar de localización del inmueble y de las obras que lo afectarían.Si bien el actor indica que deduce una demanda por daños y perjuicios, hace una mención en su escrito de inicio, a la expropiación irregular por las causales previstas en los incs.by c del art. 51 de la ley 21.499, supuesto en el cual tambiénresultaría competente el juez federal de Corrientes, según lo establecido en el art. 21 de ese cuerpo legal. En tales condiciones, corresponde que este proceso continúe su trámite ante el Juzgado Federal de Corrientes.


    Lezcano Cándido c/ Entidad Binacional Yaciretá y/o quien resulte responsable s/ Daños y perjuicios–ordinario


    FCT14000037/2012/CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización mala praxis médica. Hospital dependiente del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Responsabilidad del Estado. Responsabilidad civil por la presunta "falta de servicio". Competencia de la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires. Precedente Comp. 118, L. XLIII "Fiorito” y Comp. 342, L. XLIX,"Romero”.


    "Los actores iniciaron demanda ante el contra el Hospital Ricardo Gutiérrez, la Sala de Primeros Auxilios Nicolás Natiello, el Hospital Zonal General de Agudos Narciso López y algunos profesionales médicos, a fin de obtener una indemnización por los daños y perjuicios sufridos por el fallecimiento de su hijo menor de edad derivados de una supuesta negligencia de los médicos tratantes con fundamento en las previsiones del art. 512 del Código Civil, por la omisión en el cumplimiento de las obligaciones en que incurrieron los galenos demandados y los nosocomios donde éstos prestaban servicios al momento del deceso.Uno de los demandados es una persona jurídica pública estatal (G.C.B.A.) y la materia del debate es propia del derecho público local.Se excluye del concepto de "causa civil" a los supuestos en los que se pretende atribuir responsabilidad patrimonial por los perjuicios derivados de la presunta "falta de servicio" de un órgano estatal, en cuanto seentiende que es una materia de derecho público, pues su regulación concierne al derecho administrativo. "


    Torres, Ángel de Jesús c/ Hospital Ricardo Gutiérrez s/ Daños y perjuicios - Resp.prof. médicos y aux.


    CSJ367/2012 (48-C)/CS1-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra municipio Pretensión de cobro de derecho de publicidad y propaganda. Proceso ajeno a la competencia de la justicia federal. Trámite ante los jueces locales.


    Este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, ya que aquel que deba resolver el pleito tendrá, ineludiblemente, que examinar el alcance de un tributo que deriva de las ordenanzas municipales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y los efectos que la soberanía local ha querido darles.La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Kompusur S.A. c/ Municipalidad de San Pedro s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad


    K73,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios. Declaración extemporánea de incompetencia del juez local.


    En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos 4, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, cabe desestimar la declaración de incompetencia efectuada por un tribunal sin una petición concreta de las partes interesadas, y fuera de la oportunidad para desprenderse de las actuaciones, esto es, al inicio de la acción o al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza.En el sub lite, la declaración de incompetencia realizada de oficio por el tribunal local sobrevino luego de que las actuaciones tramitaran durante casi cuatro años y cuando la causa se encontraba en estado para dictar sentencia, pronunciamiento que se vuelve extemporáneo y debe ser desestimado a fin de resguardar los principios de seguridad jurídica, debido proceso, celeridad y economía procesal.


    Burgos, Roberto Oscar c/ YPF S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP810,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda entablada por el GCBA contra el Instituto de Obra Social del Ejército (lOSE). Remisión dictamen de la causa G. 404, L. XLIX,"Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional s/ ejecución fiscal". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte."


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Instituto Obra Socialdel Ejército s/ Cobro de pesos


    G885,XLIX-10 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda para obtener cese de la paralización de obra dispuesta por acta de infracción municipal. Denegación del fuero federal. Falta de conexidad con el precedente “Mendoza”. Inexistencia derelación con cuestiones ambientales. Improcedencia del fuero federal.


    "No le asiste razón al recurrente en cuanto afirma que este proceso corresponde a la competencia federal.A través de la presente acción de amparo, la pretensión de la empresa actora es obtener el cese de la paralización de la obra dispuesta por el acta de infracción municipal y la autorización para continuar la construcción hasta su finalización.Tal como resolvió el tribunal apelado, las cuestiones planteadas en esta causa no tienen vinculación suficiente con lo resuelto por la Corte Suprema en el precedente "Mendoza".De la demanda surge que se trata de un conflicto entre los propietarios de un predio y la Municipalidad de La Matanza respecto de las autorizaciones y permisos para la construcción de una obra. De las actas de infracción acompañadas por la amparista surge que la objeción de la autoridad local a la realización de las obras no se relaciona con cuestiones ambientales, sino con la inexistencia de un permiso de construcción vigente.De este modo, no surge de estos autos la existencia de un conflicto ambiental de carácter colectivo, ni que la tramitación del sub lite de acuerdo a las normas ordinarias de la determinación de la competencia pueda interferir o frustrar la implementación del plan de saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo."


    Gepal S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Amparo


    G568,XLIX-22 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución de letra hipotecaria. Declaración oficiosa de incompetencia realizada en forma extemporánea.


    La Corte tiene reiteradamente expresado que, en el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los artículos4°, 10 y 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corresponde desestimar la declaración oficiosa de incompetencia si las partes interesadas en el litigio no han planteado una excepción, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo. En este sentido, la oportunidad de los magistrados de origen para declarar su incompetencia sólo puede verificarse de oficio, al inicio de la acción, o bien al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza.


    Equity Trust Company Argentina S.A. c/ García Laredo, Victor Eugenio y otro s/ Ejecutivo


    COMP777,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal contra el Estado Nacional. Trámite ante la justicia federal rationepersonae.Remisión precedentes.


    El Estado Nacional aún no ha tomado intervención en el proceso y, por ende, no ha podido manifestar su preferencia por el fuero federal al que tiene derecho, el cual, según tiene dicho V.E., cuando se establece ratione persona e puede ser declinado y su renuncia debe admitirse en todos los casos en que sea explicita o resulte de la prórroga de la jurisdicción consentida en el proceso.Sin perjuicio de ello, con la finalidad de evitar una situación que va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia y de impedir que perduren situaciones que podrían llegar a configurar un caso de privación jurisdiccional para las partes, el Tribunal podría, en uso de la atribución conferida en el citado art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58, pronunciarse sin más dilaciones sobre la radicación definitiva del expediente.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) c/ Gobierno Nacional s/ Ejec.fisc. – ABL


    COMP832,XLIX-7 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    El conflicto de competencia no se encuentra debidamente trabado. Remisión a lo resuelto por el Tribunal, el 12/03/13, en autos Comp. 282, L. XLVIII, "Taboada".


    Balverdi, Mariano Antonio yotrosc/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SPF - dto. 2807/93, 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP1020,XLIX -10 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Excepcional atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común: causas separadas.Art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1.285/58. Instalaciones domiciliarias de gas. Precedente fallos: 329:2790, causa "Baratelli". Ley 24.076. Decreto reglamentario 1.738/92. NAG 200/1982. Justicia federal."


    "A fin de que la Corte Suprema zanje un conflicto, en los términos del art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1.285/58, debe existir una atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común (Fallos: 327:3894).En el caso, esa mutua asignación de aptitud jurisdiccional existe si se tiene en cuenta: por un lado, la decisión de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo de Mar del Plata en la primera causa promovida por el actor, en la que atribuyó competencia para conocer en el asunto a la justicia federal en razón de la materia debatida y ordenó su remisión al Juzgado Federal de turno; y, por otra parte, lo resuelto por el Juzgado Federal n° 2 de Mar del Plata en el proceso que el actor inició luego de conocer la declaración de incompetencia de la justicia provincial, en lugar de aguardar a que las actuaciones allíoriginadas fueran remitidas al juzgado federal de turno, como había sido ordenado por la cámara de apelaciones local, en cuanto declaró la incompetencia de la justicia federal y, posteriormente, estimó trabado el conflicto negativo con el Juzgado de Garantías del Joven n° 2.Si bien esa atribución recíproca de competencia ocurrió en causas separadas, en ciertos casos, el Tribunal ha invocado razones de economía procesal que autorizaban a prescindir de los reparos procedimentales relativos a la forma en que se trabó la contienda, a fin de evitar dilaciones que pudieran traducirse en unaefectiva privación de justicia.El actor pretende que la demandada, empresa licenciataria del servicio público de distribución de gas natural, vuelva a colocar el medidor que retiró de su domicilio y reanude la provisión del fluido, fue interrumpido al detectarse una falla en el regulador y no fue rehabilitado en razón de que una inspección realizada en la vivienda habría arrojado como resultado diversas deficiencias en las instalaciones internas. En tal sentido, la cuestión de competencia planteada en el sub examine encuentra adecuada respuesta en la sentencia publicada en fallos: 329:2790 (causa "Baratelli"), de la cual se desprende que corresponde intervenir a la justicia federal cuando, como en el caso, se encuentra en juego la interpretación y aplicación de normas de naturaleza federal, como son las que integran el marco regulatorio aprobado por la ley 24.076, el decreto reglamentario 1.738/92 y sus modificaciones y las disposiciones y normas mínimas para la ejecución de instalaciones domiciliarias de gas (NAG 200/1982)."


    Moliterno, Andrés Arnaldo c/ Camuzzi Gas Pampeana S.A. s/ Amparo ley 16.986


    FMP17130/2014/CS1-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de pronunciamiento expreso acerca de la aptitud jurisdiccional para intervenir. Razones de economía procesal. Contienda entre jueces nacionales de primera instancia: solución por parte de la alzada del magistrado que intervino en primer término. Aplicación art. 20, ley 26.854.


    El art. 24, inc. 7°) del decreto ley 1285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban, como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término, sin que obste a ello, la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales sea federal, con asiento en una provincia.Sin embargo, al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal.


    Carreras, Oscar Alberto c/ Ministerio de Salud de la Nación y otro s/ Amparo ley 16.986


    COMP313, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Improcedencia declaración de incompetencia por parte del tribunal superior si el juez de primera instancia ya se había pronunciado sobre su competencia. Remisión a lo resuelto en Comp. 789, L. XLIV,"Jafif Adrián Salvador c/ PEN - Ley 25.561 Dto. 1.570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986". Art. 2°, inc. 1°, de la ley 26.854. Justicia federal en lo civil, comercial y contencioso administrativo de San Martín."


    Lo dispuesto por el art. 2°, inc. 1°, de la ley 26.854 exige que el juez ante el que se presenta una pretensión cautelar contra el Estado Nacional o sus entes descentralizados se expida sobre su competencia al momento de resolver sobre la medida requerida, si no lo hubiera hecho antes, pero no brinda una nueva oportunidad procesal para pronunciarse sobre esa cuestión, distinta de las previstas por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación(arts. 4°, 10 y 352).En el caso, la jueza a cargo del Juzgado Federal de primera Instancia en lo Civil, Comercial y Contencioso Administrativo n° 2 de San Martín había aceptado su competencia para intervenir en la causa razón por la cual la Cámara Federal de Apelaciones de dicha jurisdicción no se encontraba habilitada para examinar la competencia del fuero.


    Alcaraz, Bernardo Aníbal c/ Estado Nacional - Servicio Penitenciario Federal s/ Suplementos Fuerzas Armadas y de Seguridad


    FSM16080361/2010-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Incompetencia de la Corte para dirimir el conflicto. Conflictos jurisdiccionales entre jueces nacionales de primera instancia: competencia de la cámara de alzada del magistrado que intervino en primer término. Intervención de un juez nacional en lo contencioso administrativo federal: competencia del fuero contencioso administrativo federal.


    El art. 24, inc. 7°) del decreto-ley 1.285/58 excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban como en el caso, entre jueces nacionales de primera instancia, cuya solución compete a la cámara que ejerce la alzada sobre el magistrado que intervino en primer término.De acuerdo con esa regla, la contienda debería ser dirimida por la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.Sin embargo,al haber intervenido en el conflicto un juez nacional en lo contencioso administrativo federal, resulta de aplicación al caso lo dispuesto por el art. 20, segundo párrafo, primera parte, de la ley 26.854, según el cual todo conflicto de competencia planteado entre un juez del fuero contencioso administrativo y un juez de otro fuero, será resuelto por la Cámara Contencioso Administrativo Federal.En tales condiciones, el órgano legalmente facultado para dirimir la contienda de competencia planteada en la causa es la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Borja, Amada Sofía c/ AGPSE y otro s/ Otros reclamos


    CAF21608/2014/CS1-21 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia. Razones de celeridad y economía procesal. Demanda contra Municipalidad de La Plata. Corresponde a la justicia federal en razón de las personas.


    "La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto, dicha competencia de excepción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, así como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar -esencialmente- la imparcialidad de la decisión, cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias.El caso en análisis se enmarca en la segunda hipótesis de las enunciadas, toda vez que el Estado Nacional ha sido citado como tercero y comparecido al pleito, en su calidad de autoridad concedente del servicio público de transporteferroviario de pasajeros. En tal contexto, la cuestión se enmarca en el ámbito de la justicia federal en razón de las personas.No modifica lo anterior el hecho de que la UGOFE S.A. y el Estado Nacional hayan pactado en el "Contrato de Concesión" la competencia de los"Tribunales en lo Contencioso Administrativo Federal con asiento en la Capital Federal" para dirimir sus contiendas, toda vez que dicha prórroga resulta inoponible a quienes no han sido parte en el contrato, como sucede en el sub judice con el actor, quien sólo pretende una indemnización por daños y perjuicios."


    Marchena, Roberto Diego c/ Municipalidad de la Plata y otro s/ Pretensión indemnizatoria - Otros juicios


    COMP988,XLIX-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba del conflicto de competencia. Razones de celeridad y economía procesal. Demanda de daños y perjuicios contra una ART. Precedente “Aostri”. Corresponde a la justicia nacional.


    En dicho precedente, la Corte Suprema ha establecido que la Ley de Riesgos de Trabajo es de naturaleza común en virtud de que, por un lado, únicamente regula relaciones entre particulares y, por el otro, de ninguna de sus disposiciones surge la existencia de una específica finalidad federal para sustentar una declaración de tal naturaleza. En ese caso, aclaró también que la aparición de las aseguradoras de riesgos de trabajo como sujetos que actúan como nexos en las relaciones entre particulares era irrelevante, en tanto éstas son entidades de derecho privado.


    Cangini, Roberto Oscar Ernesto c/ Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ Accidente de trabajo/ Enferm.prof. acción civil


    COMP969,XLIX-24 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia contienda de competencia que V.E. deba resolver. Inexistencia de atribución recíproca de competencia entre tribunales que carecen de un superior común.


    Transportadora Trans Sur S.A. y otro c/ DGA s/ Recurso directo de organismo externo


    COMP29, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia de controversia jurisdiccional. Conflictos de competencia habidos entre jueces nacionales de primera instancia: resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero intervino.


    Montemartini, Mario Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP34, L-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    La controversia jurisdiccional que motiva este dictamen, ya fue planteada y resuelta por la Corte el 10/07/12, por lo que procede estar a lo allí ordenado.


    Banco Suquía S.A. - Gran Concurso Preventivo - Juicio atraído Vinyals, Mario Alberto c/ PEN - ley 25.561 - decretos 1570/01 y 214/02 s/ Amparo


    COMP88, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Liquidación de salarios. Declaración extemporánea de incompetencia. Existencia del dictado de sentencia.


    Las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal -tal como ocurre en elcaso-, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad.La previsión del art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, en cuanto autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales, y -aun cuando se haga abstracción del mencionado impedimento- tampoco puede ser invocada cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Esto último es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    López, Fabián Andrés yotrosc/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - PNA - dto. 2769/93, 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP476, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Liquidación de salarios. Declaración extemporánea de incompetencia. Existencia del dictado de sentencia: cosa juzgada y afectación derechos de defensa y propiedad.


    El tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal - tal como ocurre en el caso -, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agraviaría los derechos de defensa y de propiedad.La previsión del art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial, en cuantoautoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, no se aplica cuando el conflicto se suscita entre jueces federales y - aún cuando se haga abstracción del mencionado impedimento - tampoco puede ser invocada cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia.


    Ayala, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal militar


    COMP44, L-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Mal trabada la contienda negativa de competencia. Falta de pronunciación de la Cámara correspondiente. Por cuestiones de celeridad y economía procesal: se remite a lo dictaminadoen Comp.789, L. XLIV,"Jafif,Adrián Salvador c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986".


    Venieri, Gerardo Fabio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - GN s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP233, L-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión de inconstitucionalidad de impuesto inmobiliario local. Planteo conjunto de cuestiones federales y locales: doctrina causa "Papel Misionero"(Fallos: 332:1007). Régimen de coparticipación federal: integra el plexo normativo local. Trámite ante los magistrados locales. Proceso ajeno a la competencia originaria del Tribunal."


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la queéste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local.Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales.


    López, Jaime c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa


    L380, L-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo diferencias salariales e indemnizatorias por Cónyuge supérstite. Ley 20.744. C.C.T. n° 262/95. Remisión a causa Comp. 140, L. XLIX,"Izurrieta, Daniel c/ Frigorífico Don Luis SRL s/ Despido". Justicia ordinaria.


    "La actora reclama ante la justicia ordinaria, en su calidad de cónyuge del operario fallecido, las diferencias salariales e indemnizatorias derivadas de la finalización del vínculo, con fundamento en la ley 20.744 y en el C.C.T. n° 262/95.La causa guarda sustancial analogía con la resuelta por esa Corte enautos S.C. Comp. 140, L. XLIX,"Izurrieta, Daniel c/ Frigorífico Don Luis SRL s/ Despido" a cuyas conclusiones se remite."


    Capella, Silvana Alejandra c/ Taturiello S.A. s/ Diferencia indemnización


    COMP492, L-25 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp. 118, L. XLIII;"Fiorito, Omar y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ dañosy perjuicios", del 11/03/08."


    D., L. c/ Hospital General de Agudos Parmenio Piñero s/ Interrupción de prescripción (art. 3986 C.C.)


    COMP877,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble").


    Roth, Jorge Alberto y otros c/ Disco S.A. s/ Incumplimiento de contrato


    COMP713,XLIX-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 66, L. L; "U.O.Y.E.P. c/ Fayde S.R.L. s/ ejecución fiscal", el 07 de agosto del corriente."


    F.E.N.T.R.E.A. c/ González, Patricio Cristian s/ Ejecución fiscal


    COMP382, L-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autosComp. 66, L. L;"U.O.Y.E.P. c/Fayde S.R.L. s/ ejecución fiscal".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ CMIIngeniería S.R.L. s/ Ejecutivo


    COMP 342, L-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 66, L. L;"U.O.Y.E.P. c/Fayde S.R.L. s/ ejecución fiscal".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Ramírez, Fabián Andrés s/ Ejecución fiscal


    COMP343, L-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Comp. 66, L. L;"U.O.Y.E.P. c/ Fayde S.R.L. s/ ejecución fiscal".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Samaniego, Andrés Avelino s/ Ejecución fiscal


    COMP384, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en Comp. 292; L. L.,"Banco Nación Argentina c/ Ramis, Carlos Pedro y otros s/ ejecuciones varias".


    Banco Nación Argentina c/ Ramis, Carlos Pedro y otro s/ Ejecuciones varias


    COMP293, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en los autos Comp. 240, L. XLVIII,"Campo, Luis y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia".


    Paul, Rosa y otros c/ Estado Nacional – Ministerio Seguridad - PNA – Dto. 1.246/05, 752/09 s/ Personal militar y civil de las fuerzas armadas y de seg.


    COMP468, L-5 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en losautos S.C. Comp. 785, L. XLIX;"Leoz, Miguel”, ocasión en la que se remitió al precedente"Ramos", (de Fallos: 328:76) y doctrinade Fallos: 327:3610 ("Castillo").


    Duarte, Jorge Horacio c/La Caja S.A. s/ Reclamos Varios


    CSJ954/2014/CS1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema el 02 de octubre de 2012,en autos Comp. 240, L. XLVIII,"Campo, Luis Maria y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. yde Seg.".


    "Tirante, Elsa Haydee y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Seguridad - PNA - Dto 1246/05; 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    COMP735,XLIX-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema el 06 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Rugo c/ ANSESs/ Acción de amparo”.


    Bel, Mirta Lilian y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y DDHH s/ Personal military civil de las FFAA y de Seg.


    COMP285, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema el 06 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Rugo c/ ANSES s/ Acción de amparo”.


    González, Héctor Ramón c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP246, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Supremaen autos Comp. 282, L. XLVIII,"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional - M. de Justicia s/ Personal Militar y Civil de la FF.AA. y de Seg".


    Pereyra, Nelso Enzo y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – PNA - dto 1246/05 759/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP814,XLIX-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Supremaen autos Comp. 282, L. XLVIII,"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/Personal Militar y Civilde las FF.AA. y de Seguridad".


    Betaya, Enrique Sergio y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia - SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP377, L-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ Acción de amparo".


    Kuruñak, Rosa Angélica c/ ANSES y otro s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ3761/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Amblard, Juan Carlos c/ Hsbc Máxima Afjp S.A. y otros c/ Civil y Comercial


    FCB11010040/2008-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en elprecedente de Fallos: 328:76 ("Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blancas/ apelación", el 08/02/2005)y doctrina de Fallos: 327:3610 ("Castillo").


    Leoz, MiguelA. c/ Mapfre Argentina ART S.A.s/ Materia de otro fuero


    COMP785,XLIX-7 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, de conformidad con lo dictaminado por la Procuración General, el 10 de diciembre de 2013en la causa"Boston Compañía Argentina de Seguros SA c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 (Santander) s/ proceso de conocimiento - Ley25.561",Comp. 219, L. XLIX."


    Boston Compañía Argentina de Seguros SA c/ Estado Nacional Ministerio de Economía y otros s/ Incumplimiento de contrato


    COMP208, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 12 de marzo de 2013, en los autos Comp. 282, L. XLVIII;"Taboada, Gerardo Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seg.".


    Arias, Carlos Julio y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia – SPF - dto 2807/93 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP769,XLIX-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 6 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor Hugoc/ ANSES s/ acción de amparo".


    Ortega, Miriam del Valle c/ Anses y otro s/ Reajustes por movilidad


    COMP172, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema, el 6 de mayo del corriente en autos Comp. 766, L. XLIX “Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ Acción de amparo”.


    Flores, Elba Mary c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP513, L-15 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte, el 6 de mayo de 2014, en autos Comp. 766, L. XLIX, "Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ acción de amparo".


    Enriquez, Eulalio c/ PEN - ANSES s/ Acción de amparo y medida cautelar


    COMP229, L-26 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CSJN el 15 de octubre de 2013 en los autos Comp. 162; L. XLIX."


    B., Carmen Itatí por su hija menor de edad c/ Rigoni, Sergio Andrés Ramón y otros y/o responsable laboral s/ Laboral


    COMP626,XLIX-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 04/09/13, en autos Comp. 78, L. XLIX,"Cacace, Marcelo Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad", sentenciada de conformidad por el Alto Tribunal el 19/11/13."


    Silva, Omar Adolfo c/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – DGNA - dto 2634/90 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP18, L-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 415, L. XLIX,"BBVA Banco Francés S.A. y otros c/ CNV - resol. 16.821/12 (ex. 1.196/08)".


    Comisión Nacional de Valores c/ Transportadora de Gas del Norte s/ Organismos externos


    COMP521, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión alprecedente "Fiorito" -del 11/03/08-."


    G. G., E. c/ P., N. y otros s/ Daños y perjuicios - Resp.prof. médicos y aux.


    COMP619,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente "Fiorito".


    D., W. c/ Hospital Lagleyze s/ Daños y perjuicios


    COMP763,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Demanda de daños. Fuero federal por razón de la distinta vecindad. Pacto posterior de prórroga jurisdiccional a favor de los tribunales ordinarios.


    Para que proceda el fuero federal por razón de la distinta vecindad es necesario que quien tenga derecho a ese fuero especial lo ejerza, pues tal privilegio es prorrogable o renunciable, de manera expresa o tácita. En el sub lite, esa prerrogativa fue ejercida por los codemandados y receptada por el tribunal ordinario bonaerense que intervino en origen.Surge de las constancias de la causa que, en forma previa a que el Juzgado Federal dictara un pronunciamiento respecto de su competencia, los litigantes se presentaron y manifestaron su voluntad de prorrogar la jurisdicción a favor de los tribunales ordinarios.El pacto de prórroga jurisdiccional sobreviniente no compromete, prima facie, ningún principio de orden público –repárese en que se trata de un reclamo de daños que involucra a particulares-, y valorando que la causa se encuentra en un estadio inicial, corresponde que quede radicada ante tribunal local.


    Establecimiento Sol del Oeste S.A. c/ Prada, Ismael y otro s/ Ordinario


    COMP154,XLIX-7 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de repetición. Conflicto trabado entre dos particulares. Personas constituidas y con residencia en el extranjero. Pacto de prórroga de competencia a favor de la justicia local. Intervención de la justicia ordinaria.


    La actora reclama de sus cocontratantes una suma de dinero equivalente a las retenciones del impuesto a las ganancias que debió ingresar como consecuencia de la intimación cursada por la AFIP, tributo que -según su postura- le corresponde soportar a lasdemandadas en su carácter de beneficiarias del exterior (arts. 91 a 93 de la ley 20.628, t.o. por decreto 649/97) por los abonos efectuados en el marco del contrato de locación de obra celebrado en enero de 2005.Resulta un conflicto trabado entre dos particulares, para cuya solución deberá acudirse a las normas contractuales y eventualmente extracontractuales en juego, como las del enriquecimiento sin causa, regidas por el derecho común, motivo por el cual no corresponde la atribución de competencia a la justicia federal en razón de la materia.El tributo ya ha sido ingresado al Fisco Nacional y éste no ha sido llamado a integrar este proceso. La eventual acción de repetición que con sustento en la ley 11. 683 pueda intentarse contra la AFIP deberá, necesariamente, ser ventilada en otro juicio distinto.Si bien las demandadas no poseen ni cuentan con residencia estable en la República Argentina, tratándose de constituidas y con residencia en el extranjero, personas lo cual suscitaría la competencia de excepción en razón de las personas según lo dispone el art. 2°, inc. 2), de la ley 48, las partes han pactado una prórroga de competencia a favor de la justicia local para todos aquellos reclamos con origen en el contrato celebrado entre ellas.


    Hidrocarburos del Neuquén S.A. c/ Carson Helicopters Inc. y Gravity Meter and Instrumentation Company s/ Repetición


    COMP921,XLIX-13 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Recursos


    Contienda de competencia. Servicio Penitenciario Federal. Reclamo salarial. Remisión al dictamen de la causa Comp. 766, L. XLIX, “Pedraza, Héctor Hugo c/ ANSES s/ Acción de amparo”. Trámite ante la justicia federal con asiento en la provincia.


    Rodríguez, Carlos Francisco y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMPL114-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Apelación Ordinaria ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Recurso ordinario de apelación: rechazo in limine. Requisitos: art. 24, inc. 6 del decreto-ley 1285/58.


    El recurso ordinario de apelación de la actora es formalmente inadmisible, en tanto no concurren los requisitos previstos en el artículo 24, inciso 6, del decreto-ley 1285/58. En efecto, no es parte directa o indirectamente la Nación, no se dirige contra una sentencia definitiva, en los términos de la jurisprudencia del Tribunal, y el valor disputado no alcanza el mínimo establecido.


    Rivas Vallejo, Francisco c/ Texba S.A. s/ Ejecución de convenio


    R442,XLIX-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos de admisibilidad del recurso ordinario de apelación. Art.24 inciso 6 apartado a) del decreto-ley 1285/58.


    No corresponde que el Ministerio Público se expida con relación a los agravios que por medio de este recurso ordinario la parte demandada pone a consideración del Tribunal (conf art. 33, inc.a, ap. 3°, de la ley 24.946).El recurso ordinario de apelación funciona restrictivamente, solo respecto de sentencias definitivas, entendidas como tales a las que ponen fin al juicio o impiden su continuación, privando al interesado de los medios legales para la tutela desu derecho, regla a la que no hace excepción la circunstancia de invocarse un gravamen irreparable.


    Iribarne, Nicolás Augusto c/ Félix y otros s/ Daños y perjuicios


    I26,XLIX-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reivindicación: ejecución de sentencia. Distinción entre régimen de la pericia arbitral: art. 516 del CPCCN, y dictamen pericial. Improcedencia de la aplicación de reglas de de los amigables componedores. Apelabilidad de la decisión.


    Las previsiones contenidas en el artículo 773 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación resultan aplicables a los supuestos previstos en el artículo 516 del mismo cuerpo legal, y a aquellos en que la normativa de fondo remita al procedimiento, sea con el nombre de juicio de árbitros, arbitradores, peritos o peritos árbitros con el fin de resolver cuestiones de hecho expresamente especificadas.Si bien el juicio pericial o pericia arbitral guarda cierta semejanza con la prueba de peritos en que éstos como los árbitros deben tener un conocimiento técnico especial de la materia a decidir, se diferencian en que el laudo dictado por los peritos árbitros -por aplicación de las reglas de los amigables componedores- es irrecurrible y la decisión judicial que deba pronunciarse en relación a las cuestiones de hecho laudadas, se ajustará a lo establecido en aquél (artículos 771 y 773 in fine del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Es por esa razón que difieren tanto en el contenido de su regulación, como en su ubicación sistemática en el código.En la realidad del proceso, el magistrado de primera instancia ha considerado la actividad de los expertos propia de la prueba de peritos, en su función de auxiliar del magistrado. En efecto, esto surge de los fundamentos de la sentencia, haciendo referenciasiempre a legislación, jurisprudencia y doctrina aplicable a la prueba pericial, omitiendo absolutamente la regulación del régimen de la pericia arbitral.Es decir que, a pesar de haberse ordenado la producción de una pericia arbitral, en realidad no fue otra cosa que la producción de una prueba pericial, y así fue considerada en el proceso tanto por la juez y los peritos.


    Flores de Castañeda, Sara c/ S.A. Bodegas y Viñedos Arizu y otros s/ Reivindicación


    F643,XLVIII-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de Revisión


    Infracción al régimen penal cambiario. Ley 19.359, art. 20. Improcedencia de la revisión de sentencia. Ley posterior. Invocación de ley penal más benigna y garantía de igualdad ante la ley, debido proceso y defensa en juicio. Precedentes "Argenflora", "Cristalux", y otros. Cosa juzgada: la revisión no procede ante cambios jurisprudenciales."


    "El sub examine no encuadra en el supuesto de revisión de la norma procesal que se invoca, pues si bien se funda en una ley posterior a las infracciones cambiarias imputadas, la circunstancia de haber estado vigente durante la sustanciación del proceso en sede administrativa y judicial, impideque sea considerada a tal fin.El art. 20 de la ley 19.359 determina -como regla- la aplicación del Libro Primero del Código Penal yel inciso a) deja de lado expresamente el art. 2° del CP"cuando se trate de la imposición de la pena de multa en todos los supuestos del art. 2° de la presente ley".Esa exclusiónfue sostenida en el precedente "Argenflora", V.E. consideró que las variaciones de la ley extrapenal que complementa la ley penal en blanco no dan lugar a la aplicación de la regla de la ley más benigna, cuando ese complemento de la norma penal es unacto administrativo concebido ya por ella misma como de naturaleza eminentemente variable. Las variantes reflejan circunstancias de hecho, cuya desaparición luego de cometido el delito, en nada influye sobra la punibilidad de éste. Si se aplicara indiscriminadamente el principio de retroactividad benigna importaría, respecto de estas leyes especiales, despojarlas a priori de toda eficacia, pues el ritmo vertiginoso con que se desenvuelve el proceso económico desactualizaría rápidamente las disposiciones anteriores que intentaban protegerlo.La interpretación del art. 20, inc. a), de la ley 19.359 fue modificada por el Tribunal a partirde la sentencia dictada in re "Cristalux", y mantenida en losprecedentes "Agrigenetics" y"Agro Industrias Inca" donde V.E. reconoció la vigencia de la regla de la ley penal más benigna en materia penal cambiaria. Esos pronunciamientos se dictaron en expedientes que llegaron a esta instancia con recursos contra las sentencias no firmes que habían aplicado la pena de multa por infracciones al régimen penal cambiario y que, salvo en"Cristalux", en los restantes la aplicación de la ley más favorable se hizo con prescindencia de los agravios introducidos en las apelaciones federales en razón de operar sus efectos de pleno derecho.Ninguno de esos precedentes se refirió a la revisión de sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada, circunstancia relevante en orden a la respuesta jurisdiccional que corresponde dar al presente planteo, pues lo coloca en una situación diversa que no determina el deber de los jueces de la causa de conformar su decisión a aquéllos, pues un criterio jurisprudencial sólo puede reiterarse en la medida que se presenten circunstancias fácticas equivalentes y un análogo marco jurídico. En esas condiciones, el temperamento del a quo,en tanto no aplicó la doctrina "Cristalux", carece de la arbitrariedad que se invoca.La razonabilidad de lo así resuelto surge, además, de la letra del art551, inc. 4°,en tanto alude a "ley posterior", requisitoque aquí se encuentra ausente.En el sub judice se acreditó objetivamente el cambio normativo beneficioso entre la comisión de las infracciones y el inicio de las actuaciones administrativas, sin embargo, la inteligencia que regía sobre aquel inc.delart. 20 de la ley 19.359 hacía inoperante elprincipio que aquí se reclama.El planteo persigue la aplicación de ese cambio jurisprudencial con argumentos que invocan la afectación de garantías constitucionales ante la alegada errónea aplicación del decreto 2581/64 al tiempo del juzgamiento.Al respecto, en el ámbito federal la revisión no procede por cambios jurisprudenciales.La aplicación de la ley penal más benigna no puede alcanzar por analogía a la variación de la jurisprudencia, pues las resoluciones de la Corte Suprema sólo deciden el caso concreto sometido a su fallo y no obligan legalmente sino en él, en lo que consiste particularmente la diferencia entre la función legislativa y la judicial.En estas condiciones, la aplicación del decreto 2581/64 al tiempo del trámite de los autos principales sobre la base de aquella previsión normativa y de la jurisprudencia concordante de V.E., se ajustó a la doctrina sobre la autoridad del precedente de Fallos: 316:221, 320:1660, 321:3201 y 323:1669, y por lo tanto no existen motivos que permitan habilitar su revisión por no encuadrar en el supuesto del inc. 4° del art. 551 del Código de Procedimientos en Materia Penal. La interpretación taxativa que corresponde hacer de este instituto, conduce a excluir los pretéritos vicios in procedendo e in iudicando de iure que pudo contener la sentencia condenatoria, por lo que cabe afirmar que la actual discrepancia con esa decisión oportunamente consentida, no puede canalizarse por esta vía excepcional. Lo contrario importaría la indebida procedencia de un planteo producto de una reflexión tardía con afectación del respeto a la cosa juzgada y a la seguridadjurídica que en ellasubyace.Tampoco puede prosperar el agravio referido a la afectación de la igualdad ante la ley en virtud del rechazo del planteo de revisión, pues aquella garantía importa el derecho de todos a que no se establezcan privilegios o excepciones que excluyan a unos de lo que se concede a otros en iguales circunstancias pero no puede alcanzar por analogía a la variación de la jurisprudencia, ni a la interpretación que le haya dado la autoridad encargada de hacerla cumplir."


    A. S.A. s/ Infracción ley 24.144


    A1291,XLVIII-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de revisión contra la declaración de quiebra de una sociedad. Empresa objeto de una intervención militar ilegítima. Posible comisión de delitos de lesa humanidad. Declaración de prescripción de las acciones reparatorias emergentes. Obligación de garantía de los Estados. Revictimización. Garantía a una tutela judicial efectiva.


    La sentencia apelada que declaró inadmisible el recurso de revisión promovido por la empresa configura una decisión arbitraria, que contiene una respuesta jurisdiccional de excesivo rigor formal que desatiende los hechos concretos del caso y el derecho aplicable, y que pone en tela de juicio la prestación del adecuado servicio de justicia en un caso decaracterísticas excepcionales.La inteligencia de los remedios procesales debe compatibilizarse con el deber que tienen los Estados de investigar, y, oportunamente, sancionar y reparar, las graves violaciones de derechos humanos, que podrían estar vinculadas a la comisión de delitos de lesa humanidad, esto es, conductas que trascienden a los individuos y repugnan la conciencia de la humanidad. Para más, las vulneraciones aquí alegadas podrían estar vinculadas a maniobras de criminalidad económicaperpetradas por las autoridades de facto, que hasta el momento se han movido bajo un manto de impunidad.Las obligaciones de los Estados que derivan de los instrumentos sobre derechos humanos no se agotan en el deber de no violar los derechos y libertades proclamados en ellos (deber de respeto), sino que comprenden también la obligación de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción (deber de garantía).El contenido de la denominada obligación de garantía fue precisado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La Corte expresó que esta obligación implica el deber de los Estados Partes de organizar todo el aparato gubernamental y, en general, todas las estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder público, de manera tal que sean capaces de asegurar jurídicamente el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos. Como consecuencia de esta obligación, los Estados deben prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos por la Convención y procurar, además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en su caso, la reparación de los daños producidos por la violación de los derechos humanos.Ese deber de garantía adquiere particular intensidad en los casos donde están involucrados posibles delitos de lesa humanidad y sus efectos. En el sub lite, la posibilidad de que los hechos alegados por el recurrente formen parte del ataque generalizado y sistemático desplegado contra la población civil durante la última dictadura cívico-militar aparece como suficiente para revocar el rechazo prematuro de la acción de revisión.En este marco, a los efectos de respetar el compromiso internacional de investigación, esclarecimiento y reparación de graves violaciones de derechos humanos, el trámite del recurso de revisión contra la sentencia de la quiebra de la sociedad aparece como una medida conducente para profundizar laaveriguación de lo sucedido en relación con aquella empresa y sus integrantes, y, eventualmente, para la reparación de las víctimas del terrorismo de Estado. El juez de la quiebra, como parte del Estado, debe cumplir también con esos compromisos internacionales.Además, la apertura de la instancia excepcional de la revisión de la sentencia constituye una respuesta adecuada para la particular situación del principal accionista de la empresa.Esto es así en tanto él no sólo alega haber sido atacado durante la dictadura cívico militar, sino que también denuncia que los organismos estatales volvieron a negarle una protección al declarar la prescripción de las acciones reparatorias, lo que en última instancia culminó con la declaración de quiebra fundada en créditos provenientes de aquel proceso. En este sentido, la solución propuesta procura evitar su revictimización y garantizar su derecho a una tutela judicial efectiva (art. 18, Constitución Nacional y art. 25, Convención Americana de Derechos Humanos).


    MackentorS.A. s/ Quiebra pedido simple


    M774,XLVIII-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal


    Traslado del recurso extraordinario federal. Art. 257 del CPCCN. Debido proceso.


    La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de lacausaEn esta causa, laCámara denegó el recurso extraordinario deducido por el demandado sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma respecto de su contraparte.


    Righi, Esteban Justo c/ Garrido, Carlos Manuel s/ Daños y perjuicios


    R109, L-20 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Procedimiento ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación


    Demanda por despido contra Comisión Nacional de Comunicaciones. Competencia ordinaria de la Corte Suprema. Planteo de inconstitucionalidad del artículo 24, inciso 6°, apartado a), del decreto-ley 1285/58. Recaudo de mínimo legal. Improcedencia de aplicación del precedente "Itzcovich". Elevación del monto de condena. Falta de acreditación de continuidad del vínculo. "


    "La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico, por lo que procede en aquellos supuestos donde se advierte una clara, concreta y manifiesta afectación de las garantías consagradas en la Ley Fundamental, para lo cual debe atenderse singularmente alas particularidades del caso.El acierto o la conveniencia de las soluciones legislativas no son puntos sobre los que quepa pronunciarse al Poder Judicial; las leyes son susceptibles de cuestionamiento constitucional cuando resultan irrazonables, o sea, cuando los medios que arbitran no se adecuan a los fines cuya realización procuran, o bien, cuando consagran una manifiesta iniquidad.El beneficio de la tercera instancia tiene por objeto proteger los intereses del Fisco Nacional y conceder una mayor seguridad de acierto a los pronunciamientos que decidan cuestiones de determinada cuantía y comprometan significativamente el patrimonio de la Nación.Enel supuesto, no aparece evidente esa irrazonabilidad en tanto los montos debatidos superan ampliamente el mínimo legal, el que no se advierte inequitativo en relación a los valores monetarios discutidos en la contienda.No hay en el fallo en crisis análisis alguno de cómo se vincula al actor -desde el año 1970- con la demandada, cuando recién en el año 1990 fue creada la Comisión Nacional de Telecomunicaciones, en el marco de las políticas de privatización y desregulación del Gobierno Nacional en la materia (decretos 1185/90 y 2728/90, dictados en virtud de la Ley de Reforma del Estado), luego devenida en la actual Comisión Nacional de Comunicaciones. Ello implicó preterir el examen de normas federales que podían explicar la situación del actor mientras estuvo vinculado al Estado Nacional.En lugar de una continuidad, lo que se ha descripto son interrupciones en la relación laboral, que fueron particularmente confirmadas por las declaraciones testimoniales, al reconocer que en el periodo en discusión el actor fue contratado por terceros, sea por intermedio de la Universidad de Buenos Aires, Facultad de Ciencias Económicas, o por empresas concesionarias del servicio, o por terceras empresas privadas, ya que ninguno de esos relatos explica de qué manera esos vínculosresponsabilizan a la demandada.No se ha acreditado una relación ininterrumpida entre las partes durante el periodo julio de 1992 y diciembre de 2006 y tampoco se han aportado pruebas que permitan comprobar los presupuestos que determinen una responsabilidad solidaria entre las terceras entidades que intervinieron, contratando al actor, y la Comisión Nacional de Comunicaciones, como lo advirtió el juez de primera instancia.Por lo tanto, no se habría configurado la injuria que diera motivo a la ruptura, que la Cámara admitió sustentada en que hubo una cerrada negativa de la demandada respecto a la existencia de continuidad laboral en el período citado, pues enrealidad la respuesta de la accionada se adecuaba a la situación corroborada en los autos."


    Bee, Héctor Jorge c/ Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Despido


    B319,XLVII-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso ordinario de apelación ante la CSJN. Monto mínimo fijado para la admisibilidad formal. Principio de igualdad del art. 16 de la Constitución Nacional. Rechazo inconstitucionalidad del art. 24, inc. 6°, ap. a), del decreto-ley 1285/58, modificado por la ley 21.708. Efectos similares a los de toda ley sancionada regularmente. Inaplicabilidad criterios fallo "Itzcovich" (328: 566)."


    "Si bien el Tribunal tiene dicho que el beneficio de la tercera instancia tiene por objeto proteger los intereses del Fisco Nacional y conceder mayor seguridad de acierto a las sentencias que deciden cuestiones de determinada cuantía en tanto comprometan de ese modo el patrimonio de la Nación, de ello no se desprende que constituya un privilegio procesal establecido exclusivamente a favor del Estado como parte en juicio, ya que el recurso ordinario de apelación previsto por el decreto-ley 1285/58 también puede ser interpuesto por los particulares que litigan con aquél o con los organismos y sociedades que actúan bajo su órbita y en los que están comprometidos sus intereses.No se advierte en el caso un menoscabo a la garantía de la igualdad, desde que no resulta irrazonable la distinción efectuada por el legislador que, al fijar las reglas de procedimiento, ha contemplado una instancia ordinaria adicional ante el máximo tribunal nacional para la revisión de las sentencias definitivas dictadas en los procesos judiciales en los que interviene la Nación -directa o indirectamente- y en cuales el valor disputado en último término resulta, según su criterio, de una magnitud talque la eventual obligación de afrontar ese monto puede impactar significativamente en las cuentas públicas.Tampoco aparece configurada, en la norma tachada de inconstitucional, una situación de desigualdad en desmedro de quienes específicamente reclaman un crédito de naturaleza alimentaria, dado que el recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema procede siempre que se cumplan los requisitos que aquella establece, sin distinguirse según el origen de la pretensión económica reclamada en el juicio.En el sub examine no concurren las excepcionales circunstancias que el Tribunal estimó configuradas en el caso "Itzcovich" (Fallos: 328: 566), situación que la llevó a declarar la invalidez constitucional del art. 19 de la ley 24.463 (el cual, a los pocos días de dictada esa sentencia, fue derogado por la ley 26.025) sobre la base de sostener que dicha norma, en cuanto preveía un recurso ordinario de apelación ante la Corte contra todas las sentencias definitivas de la Cámara Federal de la Seguridad Social, cualquiera fuere el monto del juicio,"aunque no ostensiblemente incorrecta en su origen, ha devenido indefendible, pues no se adecua a los fines tomados en consideración para su sanción y en su aplicación práctica compromete el rol institucional del máximo tribunal y causa graves perjuicios a los justiciables en una etapa de la vida en que la tutelaestatal resulta imprescindible" (v. cons. 10 del voto de la mayoria)."


    Anadon, Tomás Salvador c/ Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Despido


    A494,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Sujetos Procesales


    Abogados


    Honorarios de abogados de Afip. Art. 98 ley 11.683. Facultades del organismo para apelar. Régimen de empleo público. Remisión sentencia de la causa S.101, L. XLVI,"Suárez, Elsa y otros c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ otros reclamos".


    En el dictamen allí vertido, cuyos fundamentos compartió V.E., se expresó que era doctrina del Tribunal que en aquellos supuestos en que una repartición del Estado Nacional designa a uno de sus agentes para que lo represente en un proceso judicial, éste no ejerce su actividad en función de un contrato de derecho privado, como los de mandato o locación de servicios, sino en virtud de la relación de empleo público que lo une con el organismo, siendo que, por principio, el cumplimiento de la función pública es remunerado con un sueldo previsto como erogación en el presupuesto.Tal circunstancia llevó a la Corte a declarar que los agentes públicos que gozan de aquél no son acreedores a honorarios por los servicios que prestan en el desempeño de su cargo, teniendo por única remuneración la retribución que las leyes les asignenAclaró que, no obstante, nada impide que, cuando se lo estime conveniente, la administración reconozca a algunos funcionarios el derecho a cobrar un honorario complementario como, por ejemplo, aquel regulado en procesos judiciales, en el bien entendido caso de que la citada modalidad no implica transformar la relación de empleo público en una regida por el derecho privado.Cuando el Estado es quien triunfa en el juicio, el Tribunal resaltó que es la administración la acreedora de las costas es su carácter de parte vencedora, sin perjuicio de que los profesionales dispongan de acción directa para percibir sus honorarios de la parte vencida.


    Villalba, Juan Nery s/ Demanda contenciosa


    V388,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Juez


    Ley 26.351. Exportaciones. Sentencia que no reúne opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida. Procedencia del recurso. Contradicción insalvable que impide comprender el verdadero sentido.


    En autos concurre este supuesto de excepción que permite apartarse de la regla general y hacer lugar a la apelación extraordinaria, pues si bien ambos jueces de la cámara votaron por la confirmación de la sentencia apelada, en realidad el voto de uno de ellos se pronuncia por la declaración de inconstitucionalidad de la retroactividad plasmada en la ley 26.351 y el segundo voto señala la innecesariedad de esa declaración por entender que la nulidad a declarar es la de los actos administrativos que incluyen erróneamente a la empresa exportadora en su listado de presuntos infractores ante el probado cumplimiento de la firma de losrequisitos que exige la norma.No se cumple aquella doctrina de V.E. que indica que la sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya validez depende no solo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permita llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absolutade los miembros del tribunal.Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas.


    Vicentin SAIC c/ Oficina Nacional de Control Comercial Agropecuario s/ Ordinario


    V303,XLIX303-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Partes.Legitimación


    Acción declarativa de certeza. Falta de legitimación. Ausencia de interés directo en el dictado de un pronunciamiento judicial. Inexistencia de daño. Rechazo de demanda.


    "La existencia de un caso o causa presupone la de parte, es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso.Al decidir sobre la legitimación resulta necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado y el reclamo que se procura satisfacer, el cual resulta esencial para garantizar que [aquél] sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal. En síntesis, la parte debe demostrar la existencia de un interés especial en el proceso o, como lo ha dicho nuestra jurisprudencia, que los agravios alegados la afecten de forma suficientemente directa o substancial, esto es, que posean concreción e inmediatez bastante para poder procurar dicho proceso.Esta carencia de legitimación en quien demanda (o en la accionada) puede aparecer en forma manifiesta al momento de realizar su presentación ante la Justicia -cuando quien lo hace luce desprovisto de todo interés concreto en el dictado de un pronunciamiento-; o bien puede no ser manifiesta, sino permanecer oculta o disimulada durante el trámite de la causa, o requerir algún tipo de investigación, para hacerse ostensible recién al momento de dictar la sentencia (arg. art. 347, inc. 3°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). En este último caso, debe ser resuelta igualmente de manera previa, ya que su ausencia imposibilitaría el ejercicio de la jurisdicción sobre el fondo del asunto discutido, so riesgo de realizar un pronunciamiento en abstracto.La actora carece de legitimación para esgrimir la pretensión que dedujo frente al Estado local, pues no ha demostrado tener un interés directo en el dictado de un pronunciamiento judicial, que remueva el obstáculo al que atribuye la lesión de los derechos invocados.No se advierte que la parte actoraexperimente daño alguno a raíz de la aplicación de las normas atacadas, toda vez que la sanción recae sobre un patrimonio independiente y distinto al suyo -conforme a las actas arrimadas, el de los hipermercados-."


    Porta, Pedro Juan c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    P891,XXXIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios derivados del abordaje. Legitimación para reclamar indemnización por responsabilidad extracontractual. Conformidad con la acción prestada por la firma propietaria del buque averiado. Ley de Navegación N° 20.094. Procedencia del recurso, fundamentación insuficiente.


    "La sentencia prescinde del tratamiento de argumentos conducentes y decisivos para la solución de la contienda, con menoscabo del derecho de defensa consagrado en elartículo 18 de la Ley Suprema.Al resolver acerca de la falta de legitimación activa, la cámara omitió el aspecto relativo a la conformidad que prestó la propietaria del buque a la demanda promovida y los efectos que de tal acto se derivaron.Ningún gravamen podría –prima facie- derivarse de una eventual condena a la demandada -en razón del principio "quien paga mal, paga dos veces" - como arguyó la juzgadora, ya que el interesado habría consentido que las sociedades actoras reclamasen y percibieran la reparación de los daños y perjuicios. Vale aclarar que, según se desprende de las actuaciones, la pretensión no sólo comprende los daños presuntamente sufridos por el buque sino, también, por las accionantes, quienes expresamente alegaron un interés jurídico legítimo y propio. Estos aspectos debieron ser objeto de adecuado tratamiento.


    Los Cartons S.A. y otro c/ Silos Areneros Buenos Aires S.A.C. y otro s/ Daños y perjuicios


    L189,XLVIII-18 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Representación de las Partes


    Pacto de cuota litis suscripto entre la progenitora del accidentado declarado incapaz y sus letrados. Falta de intervención previa del Defensor de Menores e Incapaces. Carácter alimentario del crédito. Validez del convenio en relación al art. 4, último párrafo de la ley arancelaria 21.839.


    "La alzada, para homologar el pacto de cuota litis, si bien reconoció la falta de intervención previa de la Defensoría en resguardo de los intereses del incapaz, sostuvo, mediante formulaciones dogmáticas, que ese acuerdo resultaba"satisfactorio" a la luz de los derechos en juego, omitiendo valorar como es menester si el acuerdo importa un acto autorizado para quien debe administrar los bienes del inhábil -progenitora- y los efectos de la oposición al acto del representante promiscuo.En el sub lite no medió la intervención previa del Defensor en relación con la suscripción del acuerdo sobre los honorarios entre los profesionales y la progenitora -curadora definitiva-, lo cual importa, según lo señaló el tribunal, la nulidad relativa de lo actuado sin su participación, pues constituye una sanción que se funda en el interés y en la protección del interdicto -cf. art. 59, Código Civil-.Devenía imprescindible un estudio sobre el alcance del convenio y los derechos involucrados, en el que debía primar la evidente finalidad tuitiva perseguida por el legislador respecto del incapaz.Por otro lado, el pronunciamiento no analiza el carácter alimentario del crédito en cuestión. Este aspecto debió examinarse en profundidad, teniendo en cuenta la finalidad de la indemnización en el marcodel conceptode "subsistencia"establecido por los artículos 372 y 1084 del Código Civil, y la absoluta incapacidad laborativa del accidentado que se halla en estado vegetativo, como así también los escasos recursos alegados por la progenitora.Estos aspectos debieron ser estudiados para poder determinar si tal situación obstaba a la validez del convenio, considerando que el artículo 4° último párrafo, de la ley arancelaria 21.839 prohíbe los acuerdos que tengan por objeto asuntos alimentarios."


    P., G. A. y otros c/ C., F., A. y otro s/ Homologación de acuerdo


    P647,XLVII-30 de mayo de 201


    Ver Dictamen


    Pacto de cuota litis. Autorización para su celebración a la representante de una menor. Carácter alimentario del crédito. Protección singular de los derechos del niño.


    "El tribunal de alzada, para autorizar la suscripción del pacto de cuota litis, estableció -sin fundamentar- una diferencia entre el acto de disposición de una suma de dinero y el de un derecho litigioso. A partir de esa premisa, sostuvo la procedencia del convenio, omitiendo valorar si importa un acto dispositivo autorizado para quien debe administrar los bienes de la niña -progenitora- y los efectos de la oposición al acto del representante promiscuo.Se destaca también la índole irreparable del agravio, pues la resolución atacada dejaría firme el derecho del letrado al cobro del porcentaje indemnizatorio convenido, y la consecuente renuncia del crédito de la menor, así como los restantes derechos acordados a aquél.A su vez, el tribunal sostuvo, mediante formulaciones dogmáticas, que ninguna de las cláusulas del proyecto resultaba perjudicial para los derechosde lainfante, sin analizar sus consecuencias en orden, principalmente, a la facultad prevista por el artículo 1970del Código Civil.El pronunciamiento no analiza el carácter alimentario del crédito en cuestión. Este aspecto debió examinarse en profundidad, teniendo en cuenta la finalidad de la indemnización en el marco del concepto de "subsistencia" previsto por los artículos 372 y 1084 del Código Civil, y que el fallecido en el accidente ferroviario era el progenitor de la menor -único sostén de la familia-, como así también los escasos recursos alegados.Para autorizar la suscripción del pacto, era menester tener en cuenta si el fondo indemnizatorio sería destinado a satisfacer las necesidades y la calidad de vida de la niña, como reemplazo central de los ingresos del causante. Estos aspectos debieron ser igualmente examinados, para poder determinar si dicha situación obstaba a la viabilidad del convenio, considerando que el artículo 40, último párrafo, de la Ley de Aranceles y Honorarios 21.839, proscribe los acuerdos que tengan por objeto asuntos alimentarios.El niño tiene derecho a una protección singular que debe prevalecer como factor esencial de toda relación judicial; y que, en un supuesto de conflicto, la Corte reconoce prioridad al interés moral y material de la persona menor de edad sobre cualquier otra circunstancia que se presente.


    G. H., E. R. y otro c/ Ugofe S.A. y otros s/ Autorización


    G361,XLVIII-8 de mayo de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo VIII


    DerechoProcesal Constitucional


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    E., Roberto y V., Hugo s/ Causa N° 13.241


    E120,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Control de Constitucionalidad


    Acción de amparo: solicitud de declaración de inconstitucionalidad del decreto 936/11. Prohibición de avisos que promuevan la oferta sexual. Ejercicio del comercio de espacios publicitarios. Derecho a la libertad de expresión y de imprenta. Principio de legalidad. Compromiso del Estado en relación a la prevención y el combate de la trata de personas y la explotación sexual de la mujer, y de la discriminación en razón del género. Protección de derechos fundamentales. Razonable restricción al discurso comercial. Leyes 26.364 y 26.485.


    "La Corte Suprema siempre ha dicho que la Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, insusceptibles de razonable reglamentación.Cabe tener en cuenta que el decreto 936/11busca, tal como surge de su título, promover la erradicación de la difusión de mensajes e imágenes que estimulen o fomenten la explotación sexual, y fue dictado con la finalidad de prevenir el delito de Trata de Personas con fines de explotación sexual y lograr la paulatina eliminación de las formas de discriminación de las mujeres (artículo 1). Tal como se desprende de sus considerandos, la norma refleja el compromiso internacional del Estado Argentino con la prevención y el combate de la trata de personas y la explotación sexual de la mujer, y de la discriminación en razón del género.En aras de atender ese compromiso, el Congreso de la Nación dictó las leyes 26.364 de Prevención y Sanción de la Trata de Personas y Asistencia a sus Víctimas (recientemente modificada por la ley 26.842), y 26.485 de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra las Mujeres en los Ámbitos en que Desarrollen sus Relaciones Interpersonales. Esas leyes son reglamentadas por el decreto 936/11, aquí cuestionado.El decreto 936/11 persigue fines de enorme envergadura para nuestra sociedad, en tanto atienden, en definitiva, a la protección de los derechos humanos más fundamentales: la libertad de autodeterminación y la dignidad humana.La norma considera que dichos avisos fomentan el negocio de la trata de personas y la explotación sexual, al estimular la demanda que lo nutre, y sirven como vehículo para la captación de víctimas. Además, entiende que esos avisos reproducen patrones socioculturales estereotipados, en los que la mujer aparece reducida a la condición de objeto.Por una parte, el decreto 936/11 asume que los avisos clasificados mencionados en el artículo 1 aumentan la rentabilidad del negocio de la trata de personas y la explotación sexual ya que, al publicitar la prestación de servicios sexuales, permiten atraer a un mayor número de clientes y aumentan así la demanda que alimenta a losexplotadores.La recurrente no acreditó que el decreto 936/11 le impida ejercer su actividad comercial -la publicación de un diario y la comercialización de espacios publicitarios- ni que la medida sea irrazonable de acuerdo a la doctrina de la Corte Suprema (Fallos: 247:121; 312:318, entre otros).En segundo lugar, a fin de evaluar si la medida cuestionada vulnera el derecho a la libertad de expresión y de imprenta, corresponde determinar si la restricción al discurso comercial establecida en la norma cuestionada es constitucional, y para ello debe evaluarse su razonabilidad, sopesando el valor de la información difundida por los avisos clasificados con los intereses públicos que justifican la prohibición de su publicación. En el caso, el interés del Estado en combatir la trata de personas y la violencia y discriminación de la mujer prevalece sobre el interés en la difusión de información comercial relacionada con la prestación de servicios sexuales.Por otro lado, el decreto aquí cuestionado no viola el principio de legalidad dado que son las leyes 26.485 y 26.364 las que establecen la conducta prohibida. El decreto 936/11 fue dictado de acuerdo con el artículo 99, incisos 1 y 2, de la Constitución Nacional y se limita a precisar el sentido de las normas, sin modificar los márgenes de libertad de las personas -es decir, las conductas que tienen permitido o prohibido realizar-.En relación con la procedencia de la eventual aplicación de una sanción pecuniaria derivada del incumplimiento del decreto 936/11, los agravios de la actora son meramente conjeturales, y constituyen una especulación abstracta y prematura. En este punto no hay una lesión o amenaza actual o inminente, en los términos de la jurisprudencia de la Corte y del artículo 43 de la Constitución Nacional."


    Editorial Río Negro S.A c/ Estado Nacional- Ley 26.364 - Dto 936/11- s/ Amparo Ley 16.986-


    E112,XLVIII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Bases Constitucionales y Legales


    Pedido de detención domiciliaria en supuestos de mujeres con hijos menores de cinco años. Doctrina de la arbitrariedad. Errónea valoración de las constancias de la causas. Aplicación errónea del art. 32, inciso"f' de la ley 24.660. Control de convencionalidad. Interés superior del niño."


    Sin explicación alguna el Tribunal pasó por alto el informe que se adjuntó al escrito por el que se solicitó la detención domiciliaria, y sólo se valoró otro, confeccionado en la dependencia policial a la que la imputada fue trasladada luego de su detención, en el que se indicó que ésta se manifestó con ocultamientos y falsedades, se mostró olvidadiza, no contaba con oficio alguno ni completó el ciclo de educación primaria puesto que se fugaba de su hogar.El tribunal oral, más allá de afirmar dogmáticamente sus dudas respecto de los efectos que la convivencia podría tener sobre el menor, tampoco explicó por qué las circunstancias que se hicieron constar en aquel informe policial respecto de la recurrente permitirían tener por configurada una situación especial o excepcional que llevara a concluir que la solución más beneficiosa para el niño consistiría en mantenerlo separado de su madre.La decisión del tribunal oral no explica por qué la detención domiciliaria procedería únicamente en casos en que hubiera existido un vínculo efectivo entre el menor y la madre -ni en qué circunstancias podría tenerse por configurado esa clase de vínculo- pese a que se debe determinar en cada caso concreto cuál es la solución más beneficiosa para el niño, cuyos intereses deben prevalecer por sobre todos los otros en juego.


    M., Nadia Ayelén s/ Recurso de casación


    M898,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    A fin de que el Tribunal pueda pronunciarse en la presente causa se mantiene la queja interpuesta.


    C., Julián Horacio s/ Recurso de casación


    CSJ1678/2014/RH1 - 29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    A fin de que el Tribunal pueda pronunciarse en la presente causa se mantiene la queja interpuesta.


    N., Natalia y otro s/ Recurso de casación


    CSJ2113/2014/RH1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Beneficio de la prisión domiciliaria. Ausencia de actualidad del agravio invocado. Cuestión que devino abstracta. Desestimación de la queja.


    Al tener en cuenta que los fallos de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal, la cuestión planteada en el sub examine ha devenido abstracta, dado que la decisión apelada ya no es la que afecta el interés del recurrente, en la medida en que dispuso que se emitiera una nueva resolución y así se lo hizo en concordancia con aquel interés, sin perjuicio de las decisiones ulteriores recaídas sobre el mismo asunto.


    M., Julio Manuel s/ Causa nº 1256/2013


    M56, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cese de prisión preventiva. Ausencia de actualidad del agravio invocado. Cuestión abstracta. Desestimación de la queja.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Según consta el imputado ya no se encuentra privado de su libertad, pues se dispuso el cese de su prisión preventiva. En tales condiciones, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso han perdido virtualidad, por lo que el recurso no cumple con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado, desde que el apelante ha dejado de sufrir el perjuicio que ocasionó el pronunciamiento apelado.


    M., Mario Rubén s/ Recurso de queja


    M1260,XLVIII-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Cese de prisión preventiva. Ausencia de actualidad del agravio invocado. Cuestión abstracta. Desestimación de la queja.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Según consta el imputado ya no se encuentra privado de su libertad, pues se dispuso el cese de su prisión preventiva. En tales condiciones, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso han perdido virtualidad, por lo que el recurso no cumple con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado,desde que el apelante ha dejado de sufrir el perjuicio que ocasionó el pronunciamiento apelado.


    P., Horacio Daniel Ramón s/ Adulteración de instrumento público - Causa Nº 29/2013


    P775,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Cese de prisión preventiva. Ausencia de actualidad del agravio invocado. Cuestión abstracta. Desestimación de la queja.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Según consta el imputado ya no se encuentra privado de su libertad, pues se dispuso el cese de su prisión preventiva. En tales condiciones, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso han perdido virtualidad, por lo que el recurso no cumple con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado, desde que el apelante ha dejado de sufrir el perjuicio que ocasionó el pronunciamiento apelado.


    P., Horacio Daniel s/ Habeas corpus - Causa Nº 23/2012


    P590,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Decisión judicial sobre determinación de la competencia. Recurso extraordinario inadmisible. Rechazo de la queja.


    El recurso intentado es inadmisible y fue correctamente denegado, porque las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en laCapital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no importan la resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.En las condiciones expresadas, la determinación de cuál de los tribunales de la Capital es competente para entender en la causa, constituye una cuestión de orden procesal, que por no ocasionar un agravio federal definitivo tampoco justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal quese intenta.Por otra parte, la resolución apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.La ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación errónea del derecho que exige el caso, ni cabe predicar en el caso la existencia de un supuesto de gravedad institucional, dada la ausencia del serio y concreto desarrolloal que la Corte ha supeditado la admisión de tal extremo.


    Papel Prensa S.A.I.C.F. y de M. y otros c/ CNV - Resol. 17102/13 s/ Queja


    P1032,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Decisiones dictadas en la materia de competencia: no equiparables a pronunciamiento definitivos. Desestimación de la queja.


    Las decisiones dictadas en la materia de competencia son irrevisables en la instancia extraordinaria cuando no existe denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar lo resuelto a pronunciamientos definitivos, yese defecto no se suple aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimientode garantías constitucionales.La Corte ha señalado que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48.


    Massuh S.A. c/ Afip s/ Reajustes varios


    M 281,XLIX-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Desestimación del recurso de queja. Remisión al dictamende la causa B. 586, L. XLVIII"Benítez, Denis Rubén s/ Causa n° 14.026".


    B., Denis Rubén s/ Causa N° 16.404–BXLVIII


    B1189,XLVIII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Defectos graves en la fundamentación. Garantías constitucionales vulneradas. Art. 15 de la ley 48. Precedente Z. 115, L. XLVI,"Zanotti, Oscar Alberto c/ Ministerio de Defensa - Dto. 871/07 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.".Remisión a S. 850, L .XLVIII,"Stieben, Luis Manuel y otros c/ EN – M° Seguridad - GN - Dto. 1.104/05 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    "Las cuestiones planteadas en el sub examine encuentran adecuada respuesta en los fundamentos y conclusiones expuestos por el Tribunal en los autos S. 850, L .XLVIII,"Stieben, Luis Manuel y otros c/ EN – M° Seguridad - GN - Dto. 1.104/05 752/09 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.", a los que se remite.De acuerdo con lo expuesto en el citado precedente, el pronunciamiento apelado exhibe defectos graves de fundamentación que afectan enforma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias."


    Carrillo, Marcos Nazareno c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia - Prefectura Naval Argentina s/ Contencioso administrativo


    C1411,XLIX-11 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    En tanto se encuentra pendiente el tratamiento de lo peticionado en relación a la homologación de un acuerdo transaccional, con aptitud para producir efectos definitivos en el pronunciamiento a dictar por la Corte Suprema, corresponde, previo a dictaminar, que sean remitidas las actuaciones a la justicia local para que, por quien proceda, se expida al respecto.


    Torres Méndez, Javier Guillermo c/ Municipalidad de Luján de Cuyo y otros s/ Daños y perjuicios


    T102,XLIX-3 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Garantía de juez imparcial. Improcedencia del recurso de queja. Principio de oportunidad. Escrito infundado.


    "Basta leer y confrontar las piezas correspondientesdel escrito para advertir que se insiste en un reclamo que el a quo respondió señalando que se trató simplemente de la anulación y reiniciación del debate, en los términos en que se establece en el artículo 397 del código local, como modo de asegurar los principios de concentración y continuidad, y que la defensa consintió tanto esa anulación, como la citación a nuevo debate, la integración del tribunal, el inicio de la nueva audiencia y todos los demás actos realizadosconsecuentemente a continuación, sin formular oposición o siquiera reserva alguna, y menos aún cuestionamientos sino hasta la interposición del recurso de casación.Por lo demás, si esta refutación ausente era ya de por sí exigible en términos de fundamentación, su falta adquiere aun más significación si se tiene en consideración que el derecho en cuestión exige el planteo oportuno, de acuerdo con los remedios procesales disponibles, de parte de quien en efecto teme la parcialidad del tribunal en razón de las intervenciones previas que éste pueda haber tenido.A ello se suma que ante el planteo de una impugnación de la clase de las resueltas en "LLerena" y "Dieser" no basta con señalar que un juez ha tenido un desempeño previo, sino que es preciso demostrar que el contenido específico de las intervenciones particulares que los jueces (cuya imparcialidad se pone en duda) han realizado en etapas anteriores al juicio o plenario o a su actuación en la revisión de una condena, dan lugar al temor de parcialidad que se alega.La Corte tiene reiteradamente dicho que para la apertura de la instancia extraordinaria no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso contestar mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella."


    S., Martín Nicolás s/ Homicidiocalificado - causa nº 10957/10


    S516,XLVIII-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Interposición de queja. Cese de prisión preventiva. Cuestión devenida abstracta. Desestimación del recurso de queja.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.En tales condiciones, los agravios invocados con base en el principio de inocencia y en las garantías de la defensa en juicio y del debido proceso han perdido virtualidad, por lo que el recurso no cumple con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado, desde que el apelante ha dejado de sufrir el perjuicio que ocasionó el pronunciamiento apelado.


    B.,Silvia Ileana s/ Adulteración de instrumento público -causa nº 84/2013


    B1073,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Interposición de queja. Legitimación activa del Defensor de Menores e Incapaces para interponer recursos: participación necesaria. Derecho del menor a ser oído y participar del proceso. Interés superior del niño.


    "Las niñas, niños y adolescentes poseen un interés superior que impone que cuando exista un conflicto entre sus derechos e intereses frente a otros derechos e intereses igualmente legítimos, prevalecerán los primeros, y la defensa pública es el órgano de representación a través del cual son oídos, y participan del proceso, accediendo al servicio de justicia en resguardo de dicho interés superior, que resulta indisponible.En este marco de garantía, se deben elaborar estrategias destinadas a restablecer los derechos vulnerados de las niñas, niños y adolescentes por parte de la defensa pública, a través de la intervención en las vías recursivas de las instancias superiores del proceso, evitando que el exceso ritual de los procesos adjetivos conlleve a la vulneración de sus derechos.En lo que específicamente respecta a la defensa de niñas, niños y adolescentes víctimas de delitos contra la integridad sexual, como en el caso que nos ocupa, la Convención sobre Derechos del Niño dispone en su artículo 34 que los estados parte se comprometen aproteger al niño contra todas las formas de explotación y abuso sexual. En este sentido el Comité de losDerechos del Niño recomendó"...que los casos de violencia en el hogar y de malos tratos y abuso de niños, incluido el abuso sexual en la familia, sean debidamente investigados con arreglo a un procedimiento judicial favorable al niño…”La situación de vulnerabilidad en que se encuentra un niño víctima de abuso sexual, en consonancia con las normas constitucionales mencionadas, amerita la actuación del ministerio pupilar en todas las instancias. De acuerdo con el plexo normativo señalado, analizado en forma armónica y poniendo énfasis en el interés superior del niño y la protección integral de sus derechos, se considera que la defensora de menores e incapaces se encuentra habilitada para recurriren la instancia extraordinaria."


    L., S. M. s/ Abuso sexual agravado por acceso carnal -Causa n° 24.556/10


    L518,XLVII-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Prescripción de la accion penal. Precedente “Arano”: Secuela de juicio. Arbitrariedad de sentencias. Precedente “Demaría”.


    "Se declara la prescripción de la acción penal por aplicación de la doctrina sentada en la causa "Arano", según la cual sólo la sentencia de condena constituiría" secuela del juicio", en el sentido previsto por el artículo 67, cuarto párrafo, del Código Penal (texto según ley 25.188).Sin embargo, la Corte,en la causa D. 749, L. XLVIII,"Demaría, JorgeLuis y otros s/ causa n° 14.358", descalificó y declaró arbitraria esa interpretación, expresó que"el alcance asignado por el tribunal apelado al artículo 67 del Código Penal (en su versión anterior a la entrada en vigencia de la ley 25.990) excedeel límite de interpretación posible que la toma irrazonable en términos de la doctrina dela arbitrariedad de sentencias" y, asimismo, afirmo"que en tales condiciones, cabe descalificar por arbitrariedad el auto apelado pues la interpretación a la que se sujetó la extinción de la acción penal genera una drástica reducción de la vigencia de la norma, alterando la armonía con que el legislador combinó el derecho de la sociedad a defenderse contra el delito y el del individuo sometido a proceso, en forma que ninguno de ellos sea sacrificado en aras del otro".La resolución del tribunal de juicio presenta, por ello, en su fundamentación, vicios que la descalifican desde la perspectiva de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, pues se sustenta en una interpretación del concepto de "secuela del juicio" que ha sido declarada arbitraria por V.E., y el mismo defecto se extiende sobre la sentencia del a quo en la medida en que rechazó el recurso de casación y luego la apelación federal so pretexto de que el agravio no constituía una cuestión federal.Por último, V.E. suspendió el trámite del recurso de queja por considerar que podría haber operado entretanto, en los autos principales, la prescripción de la acción penal. Sin embargo, esa eventualidad no altera la invalidez de la doctrina "Arano", como lo aclaró en esa oportunidad el propio Tribunal, ni del sobreseimiento dictado en su consecuencia y tampoco de la negativa del a quo a dejarlo sin efecto a pesar de su arbitrariedad, de modo que, corresponde la revocación del fallo apelado para que se dicte otro con arreglo a derecho, sin perjuicio de lo que pudiera resolverse luego en la causa."


    R., Luis Eduardo s/ Causa nº 1.249/2013


    R465, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Programa de propiedad participada de YPF S.A. Procedencia del reclamo del remanente o saldo accionario. Personal ingresado luego de la fecha de corte: remisión a lo resuelto por la Corte en la causa R. 314, L. XLVII. Personal que se retiró voluntariamente. Indemnización por imposibilidad de acogerse al PPP. Remisión a lo dictaminado en autos G. 370, L. XLVII. Fallos: 324:3876. Costas: cuestión procesal,inexistencia de arbitrariedad.


    "Con relación a algunos de los actores, ya la Corte ha resuelto en un caso similar que, el personal ingresado luego de la fecha de corte -01/01/91- no tiene derecho a reparación alguna, tras la ruptura del vínculo laboral, el negocio relacionado con la recompra accionaria no se encuentra alcanzado por la legislación protectoria -ley 25.471, sino por la común o general.En orden al rechazo del reclamo indemnizatorio de los otros reclamantes, quienes ingresaron en YPF S.E. con anterioridad al 01/01/91 y se retiraron de la firma mediante un "mutuo acuerdo", entre los días 15/02/94 y 8/04/94, cabe destacar que tal acto presupone el ejercicio de una opción incompatible con la suscripción de las acciones a la que estaban llamados y con aptitud para romper el nexo de causalidad entre el evento que se le atribuye al Estado y el daño ocasionado por el egreso del PPP.Tal solución es la elegida por el legislador a través del dictado de la ley 25.471, cuya reparación alcanza a quienes no hayan podido participar del PPP por causas ajenas a su voluntad, o a quienes, tras ser incorporados, hubiesen sido excluidos (art. 2°), supuesto que deviene incompatible con situaciones de retiro voluntario como la examinada.El derecho de los otros cuatro demandantes se limita, en definitiva, al resarcimiento legal del artículo 2° de la ley 25.471 (normativa invocada por la actora), una vez descontado lo percibido por la operación de retroventa de las acciones clase "c" del PPP de YPP S.A. oportunamente liberadas."


    Vergara, Alicia Inés y otros c/Estado Nacional Ministerio de Economia Obras y Serv. Pub. y otro s/ Proceso de conocimiento


    V473, XLVIII-21 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de demanda por daños y perjuicios por accidente laboral in itinere. Supuesta interpretación irrazonable del artículo 6.1 de la ley 24.557. Recurso de queja. Cuestiones ajenas a la instancia federal: improcedencia.


    Las objeciones planteadas por la recurrente remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. La Corte Suprema ha establecido que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias.


    Basi, Lidia Josefa c/ Superior Gobierno de Córdoba


    B766,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de hecho planteado por la condenada. Posterior acreditación del depósito de la suma de condena: desistimiento tácito. Cuestión abstracta.


    El desembolso de las sumas determinas en la sentencia recurrida, con posterioridad a la interposición de la queja, sin efectuar reserva, importa la renuncia del recurso porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones procesales. En consecuencia, no corresponde expedirse sobre el fondo del asunto por haberse tomado abstracta la cuestión debatida.


    Castelli, Hernán Andrés c/ Banco de la Nación Argentina y otro s/ Accidente - acción civil


    C151,XLVIII-5 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja.


    M., Mauricio Mariano s/ Causa nº 1.306/2013


    M890, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de queja.


    A fin de dictaminar en la presente queja, se solicita a V.E. que ordene la elevación de los autos principales y, luego derecibidos, se confiera una nueva vista.


    V., Jorge Fabían y otros s/ Causa nº 16.794


    V323, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisióna Fallos: 332:2441 ("Barría...").


    Medero, Cristina c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    M971,XLVII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 332:2441.


    Almanza, Jose Eusebio y otros c/ Ministerio de Economía s/ Proceso de conocimiento


    A583,XLVII-28 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos A. 671, L. XLIX,"Antognini, Francisco José (TF 28653-I) c/ DGI".


    Antognini, Francisco José c/ DGI s/ Recurso


    A656,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha, en la causa C. 924, L. XLIX,"Capatti, Gustavo Jorge (TF 28846-I) c/ DGI".


    Capatti, Gustavo Jorge c/ DGI s/ Queja


    C859,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en fecha 18 de diciembre de 2013, en la causa P. 234, L. XLVIII, ''Paracha,Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso".


    Talvari Thu c/ DGI s/ Recurso


    T262,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación". Mantenimiento de presentación directa a fin de que se haga lugar a la apelación federal interpuesta."


    G., Celso Aldo s/ Causa n° 1.410/2013


    G668, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación". Mantenimiento de presentación directa a fin de que se haga lugar a la apelación federal interpuesta."


    J., Oscar Ramón s/ Causa n° 401/2013


    J68, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación". Mantenimiento de presentación directa a fin de que se haga lugar a la apelación federal interpuesta."


    M., Claudia Haydee s/ Causa n° 1.285


    M875, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación". Mantenimiento de presentación directa a fin de que se haga lugar a la apelación federal interpuesta."


    P., Juan José y otro


    P670, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación". Mantenimiento de presentación directa a fin de que se haga lugar a la apelación federal interpuesta."


    R. S.A. s/ Causa n° 1.492/2013


    R605, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación". Mantenimiento de presentación directa a fin de que se haga lugar a la apelación federal interpuesta."


    S., Gastón Alfredo y C., Martín s/ Causa n° 1.388/13


    S570, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CorteSuprema en A. 151, L. XXXVII "Abdurraman, Martín c/ Transportes Línea104 S.A. s/ accidente ley 9688" (Fallos: 332:921)."


    Pacheco, Carlos Alberto c/ Integración Eléctrica Sur Argentina S.A. y otro s/Accidente


    P834,XLVII-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los argumentos expuestos enel expediente A. 14, L. XXXIX"Aldera, Yamil s/ Robo con armas en gradode tentativa -causa n° 3.170".


    La sentencia apelada desvirtúa normas de derecho común aplicables en la especie, a partir de una interpretación arbitraria. Corresponde hacer 1ugar a la queja y declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto.


    S., Mario José


    CSJ1471/2014-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 18 de diciembre de 2013,en la causa P. 234, L. XLVIII,"Paracha, Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso".


    Paracha, Ángel (TF 29256-I) c/ DGI s/ Queja


    P872,XLVIII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 25 de octubre de 2013, en la causa D.487, L. XLVII,"Damnificados Financieros Asociación Civil Para Su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.", criterio compartido por la Corte en la sentencia del 24 de junio de 2014."


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Seguros Bernardino Rivadavia Cooperativa de Seguros Limitada


    CSJ67/2014-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 3 de febrero de 2014, en los autos P. 362, L. XLVIII;"Proconsumer c/ Standard Bank Argentina S.A. s/ proceso de conocimiento".


    Proconsumer c/ Standard Bank Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento


    P368,XLVIII-20 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 558. L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    B. A., Carlos Esteban s/ Causa nº 15.268


    B17, L-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L.497, L. XLVI,"Litográfica San Luis S.A.”


    P., Fernando Martín s/ Causa nº 13182


    P685,XLVIII-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ causa n° 13.590"


    S., Jorge Luis s/ Causa nº 16125


    S344, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    P., Ramón y otros s/ Causa nº 16.000


    P24, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Fabián Alberto s/ Causa n° 1.601


    S426, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Hernán Andrés s/ Causa n° 1.354/2013


    S356, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Javier Martín s/ Causa n° 17.326


    S280, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Jorge Omar y otros s/ Causa n° 757/2013


    S359, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Juan Carlos y otros s/ Causa n° 1.278


    S358, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Juan Enrique s/ Causa n° 409/2013


    S144, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Leonardo Damián s/ Causa n° 1.153/2013


    S505, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., María Clara s/ Causa n° 1.832/2013


    S170, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Mario Daniel s/ Causa n° 1.400


    S243, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Nelson y otros s/ Causa n° 525/2013


    S357, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Pedro y otros s/ Causa n° 16.634


    SL281-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Raúl Oscal y otros s/ Causa n° 739/2013


    S430, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Rubén Ernesto, S., Hugo Alberto y S., Néstor Rubén s/ Causa n° 16.569


    S275, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Sandra Marcela s/ Causa n° 780/13


    S180, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Valiente y otros s/ Causa n° 1.554


    S198, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Walter Gabriel y otros s/ Causa n° 1.082


    S188, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    Sferco, Fernando Daniel s/ Causa n° 1.308


    S172, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    "B., José Luis; B., Eulogio y B., María Mercedes s/ Causa nº16.748 "


    B15, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    C., Julio Omar s/ Causa nº 1.173


    C146, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    I. C. S.R.L. s/ Causa n° 14/14


    I119, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación"


    J., Raúl Vicente y otro s/ Causa n° 619/2013


    J31, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K. D. S.A. s/ Causa n° 165/13


    K31, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Ángel César s/ Causa n° 765/2013


    K22, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Angélica s/ Causa n° 811/2013


    K56, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Danimiro Alejandro s/ Causa n° 564


    K67, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    "K., Eugenio Nicolás; K., María Eugenia s/ Causa n° 203/13"


    K27, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Guillermo Walter y otros s/ Causa n° 985/2013


    K55, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Haydée y otros s/ Causa n° 1.247/20113


    K48, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Oscar Horacio s/ Causa n° 1.623


    K72, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    K., Ramón Ignacio s/ Causa n° 11.009.784/2011


    K52, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. B. S.A. s/ Infracción Ley 24.769 – causa n° 1.069/2013


    L239, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. d. H., Roberto Raúl s/ Causa n° 1.373


    L115, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. G., Marcos y otro s/ Causa n° 1.214


    L217, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. L. S.A. s/ Infracción Ley 23.769 – causa n° 415/2013/2


    L290, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. M., Roberto Alfredo y otros s/ Causa n° 1.292/13


    L389, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. P. E. S.A. s/ Causa n° 1.078/2013


    L162, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. S.A. s/ Causa n° 792/2013


    L274, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., Adolfo Héctor s/ Causa n° 16.364


    L390, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., Antonio s/ Causa n° 1.440


    L223, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., Claudio Javier y L., Gustavo José s/ Causa n° 1.479/2013


    L355, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., Héctor Eduardo y otro s/ Causa n° 17.102


    L332, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., Héctor Rodolfo s/ Causa n° 1.497/2013


    L316, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., María Luisa y otro s/ Causa n° 111/2013


    L178, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    "L., Miguel Ángel; O., Andrea Fabiana y V., María Sandra s/ Causa n° 628/2013"


    L209, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L., Raúl Alberto y otra s/ Causa n° 1.447


    L145, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    "L., Roberto Enrique; M., Juan Ángel s/ Causa n° 462/2013"


    L106, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765,L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    P., Gustavo s/ Causa nº 553/13


    P998,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S. & E. s/ Causa n° 1.863


    S528, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S. C. S.R.L. s/ Causa n° 1.264/2013


    S481, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S. E. de S. M. de M. s/ Causa n° 1.729/13


    S382, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L.XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Cristian Gustavo y otros s/ Causa n° 1.860


    S334, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de lacausa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Daniel José s/ Causa n° 996/13


    S179, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Enrique Agustín y V., Norberto Víctor y otros s/ Causa n° 658/2013


    S171, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Ezequiel Ricardo y C., Maximo Pedro s/ Causa n° 1.858


    S145, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    S., Fabián Esteban s/ Causa n° 721/2013


    S134, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la fecha, recaídoen los autos V. 255, L. XLVII,"Vizcarra, Elena Beatriz y otra c/ Guard S.A. y otra s/ accidente de trabajo"


    Abregú, Roberto Gustavo c/ Guard S.A. y otra s/ Accidente de trabajo - Acción civil


    A1069,XLVII-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 20 de agosto de 2013, en el expediente Q. 68, L. XLVI,"Quiroga, Carlos c/ ANSES s/ reajustes varios".


    Massaro, Elisa c/ ANSES s/ Reajustes varios


    M1362,XLVII-22 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 20 de agosto de 2013, en los autos Q. 68, L. XLVI;"Quiroga, Carlos Ac/ AN.Se.S.s/ reajustes varios".


    Palavecino, Juan c/ Anses s/ Reajustes varios


    P118,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 21 de diciembre de 2005, in re, 0.656, L.XL."Olavarría y Aguinaga Jesús M. c/AFIP - DGI s/ acción de amparo", cuyos fundamentos la Corte hizo suyos en su sentencia del 8 de mayo de 2007."


    Borrelli, Mirta Inés c/ AFIP s/ Diferencias de salarios


    B133,XLVIII-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se desiste de la queja interpuesta ya que la controversia que se intenta traer a conocimiento de la CSJN ha devenido abstracta.


    P., Valeria s/ Causa nº 11.968


    P72,XLVIII-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja a fin de que la Corte Suprema de Justicia de la Nación pueda pronunciarse en la causa.


    T., Abel Alfredo s/ Causa n° 16.317


    T132,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja a fin de que la Corte Suprema de Justicia de la Nación pueda pronunciarse en la causa.


    B., Yonathan Maximiliano s/ Causa nº 1.005/2013


    B153, L-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja a fin de que la Corte Suprema de Justicia de la Nación pueda pronunciarse en la causa.


    K., Adrián Oscar s/ Causa nº 1.623


    K4, L-28 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja a fin de que la CSJN pueda pronunciarse en la causa.


    B.,Juan Carlos s/ Causa n° 16.160


    B79, L-12 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja a fin de que la CSJN pueda pronunciarse en la causa.


    N., Lucas Martín y otro s/ Causa Nº 16.688


    N20, L-12 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja a fin de que la CSJN pueda pronunciarse.


    R., Fredy Sabino s/ Causa nº 15.510


    R121, L-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se remite a lo dictaminado la causa B. 555, L. XLVIII,"Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327"


    A., Ana Estela s/ Causa nº 16.161


    A529, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Tormentos agravados seguidos de muerte. Excarcelación. Libertad del condenado. Arbitrariedad. Estándar fijado por la Corte para delitos de lesa humanidad. Remisión al fallo O. 296, L. XLVIII,"Olivera Róvere, Jorge Carlos s/recurso de casación"


    S., Jorge Osvaldo s/ Causa nº 1037/13


    S380, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos de Admisibilidad


    Carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad. Fundamentación de la sentencia. Falta de vicios de gravedad. Tenencia de estupefacientes.


    "La Corte siempre ha marcado el carácter excepcional de la doctrina de la arbitrariedad, reservada únicamente a los casos más graves de notorio desvío de las leyes o ausencia total de fundamentos y, por lo tanto, inaplicable a las sentencias que se reputan equivocadas o a las discrepancias del recurrente con el alcance atribuidoa los hechos por el tribunal.La sentencia apelada, al margen de su acierto o error, no padece vicios de la gravedad señalada. En primer lugar, en lo atinente a la determinación del hecho, el tribunal no prescindió de las circunstancias que constan como probadas, si por ellas se entiende las condiciones de modo, tiempo y lugar en que éste tuvo lugar, pues surge de los antecedentes reseñados que han sido motivo de expresa consideración.No es la decisión sobre los aspectos descriptivos del hecho la que el apelante tacha de arbitraria, sino su posterior valoración según la regla -surgida del precedente de la Corte "Arriola"- que el tribunal formuló aproximadamente en los siguientes términos: constituye un acto privado exento de la autoridad de los magistrados la tenencia de estupefacientes para consumo personal que se realice en condiciones tales que no traigan aparejado un peligro concreto o un daño aderechos o bienes de terceros.En este sentido, en la medida en que en la fundamentación de la sentencia se valoren -aunque sea módicamente como en esta oportunidad- los aspectos contextuales relevantes y sus argumentos no sean manifiestamente incompatibles con el propósito de la norma, la doctrina de laarbitrariedad no constituye el marco apropiado para volver a discutir el balance de razones a favor o en contra de la solución adoptada, en especial cuando en ella han coincidido los tribunales de tres instancias ordinarias. Como siempre se ha entendido, esta vía excepcional debería quedar limitada a los casos de decisiva carencia de fundamentos, en los que la potestad jurisdiccional se agota en la aplicación mecánica e irreflexiva de una pauta general sin relacionarla con el contexto fáctico, situación que no seadvierte en el presente caso.Por ello, se desiste de la queja interpuesta por el señor Fiscal General."


    M., Federico Osvaldo s/ Causa nº 16.854


    M1079,XLIX-13 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Desestimación de queja. Falta de fundamentación del recurso: no se demuestra la arbitrariedad invocada. Imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanidad. Condición de especificidad de la imputación. Inexistencia de restricción legal para que el tribunal del juicio valore la prueba de acuerdo con la sana crítica. Remisión a M. 382, XLIX,"Menéndez, Luciano Benjamín y otro s/ Recurso extraordinario".


    "Los hechos de este caso fueron calificados como delitos de lesa humanidad y, por lo tanto, resultan imprescriptibles, sin que la recurrente haya brindado ninguna razón para apartarse de la consolidada jurisprudencia de la Corte. Al tener en cuenta la naturaleza fáctica y procesal de las impugnaciones que están vinculadas con las causales de recusación previstas en los ordenamientos rituales, el Tribunal ha decidido pronunciarse sobre el fondo del asunto sólo cuando se verifiquen circunstancias especiales que hubieran incidido en menoscabo del servicio de la administración de justicia, cuyo ejercicio imparcial es uno de los elementos de la defensa enjuicio. Esta apelación federal adolece, en este aspecto, del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48, al no refutar todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la decisión.Con respecto a la arbitrariedad invocada en el rechazo del planteo de nulidad del proceso por no haber admitido el tribunal oral la recepción del testimonio del ex juez, el a quo concluyó que lo resuelto por el tribunal oral no vulneró el derecho de defensa, toda vez que se brindaron los motivos por los cuales no se admitió la declaración ofrecida y, esta decisión y el procedimiento que la precedió responden a las facultades que asistían al tribunal como director del proceso. Se rechaza debido a que la decisión se apoyó en fundamentos que no fueron refutados por la recurrente, ni parecen inconcebibles en el marco de una racional administración de justicia, en cuanto encuentran sustento en la normativa citada.Por otro lado, al sostener la arbitrariedad en la valoración de la prueba, la recurrente consideró que el hecho resultó indeterminado tanto en la acusación como en la sentencia, por lo que se habría afectado irremediablemente el derecho de defensa. Sin embargo, se ha cumplido con la necesaria "condición de especificidad" de la imputación, según la cual la intimación debe comunicar clara y circunstanciadamente al acusado todos los rasgos de un hecho que resulten suficientes para que sólo determinados comportamientos de su pasado puedan quedar comprendidos, sin posibilidad de confusión con otros, así como tantas de sus propiedades como sea necesario para establecer con precisión cuál es la norma que lo caracteriza como ilícito. El agravio carece de la debida fundamentación, en la medida en que la parte se limitó a plantearlo sin explicar qué defensa en concreto se habría visto impedida de oponer a causa de la supuesta indeterminación de la acusación (artículo 3, letras "c" y"e", del reglamento aprobado mediante laacordada 4/2007 del Tribunal).La objeción dirigida a la ponderación de los testimonios cuestionados debe ser desestimada pues, en primer lugar, la circunstancia de que hayan provenido de personas que conocieron los hechos por dichos de terceros y que, a su vez, fueron víctimas de delitos similares, no los priva necesariamente de valor, en la medida en que no existe ninguna restricción legal para que el tribunal del juicio los considere de acuerdo con la sana crítica; en segundo lugar, no todas las circunstancias mencionadas por esos testigos, relevantes para la solución del caso, las conocieron por dichos de terceros, según se desprende de la sentencia impugnada; y, por último, la valoración de esos testimonios está muy lejos de alcanzar el estándar de la arbitrariedad definido por la Corte en el precedente "Estrada".Por lo tanto, las críticas de la recurrente no logran demostrar la arbitrariedad invocada pues, los argumentos que sostienen esa conclusión no se basan en fundamentos aparentes, ni presentan contradicciones que impidan verificar de qué manera se ha reconstruido el hecho, así como tampoco aparecen como algo inconcebible en el marco de una racional administración de justicia, mucho menos cuando el recurso federal no ofrece ninguna versión alternativa de lo ocurrido encaminada a desvirtuar o explicar de manera más satisfactoria los indicios generados por esas pruebas."


    G., Miguel Tomás y otros s/ Causa nº 13546


    G525,XLIX-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del recurso de queja.


    La queja interpuesta es inadmisible, toda vez que no se ha realizado una critica concreta, prolija y circunstanciada de las razonesen que se apoya el auto denegatorio del remedio extraordinario, lo que priva a esta presentación directa del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia.


    Arrieta, Eduardo y otros c/ Universidad Nacional deRío Cuarto s/ Recurso judicial


    A1260,XLVIII-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Medida cautelar de no innovar. Improcedencia de la queja: no constituye sentencia definitiva.


    Las resoluciones referentes a medidas cautelares no constituyen sentencia definitiva o equiparable a ésta a los fines de habilitar la instancia extraordinaria del artículo 14 de la ley 48. Además, el recurrente no ha acreditado la existencia de un agravio que pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior lo que permitida hacer una excepción al principio citado.


    Casino de Buenos Aires y otro c/ Estado Nacional - Dto. 1153/03 y otros s/ Proceso de conocimiento


    C475,XLIX-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Medida cautelar de no innovar. Obra de dragado del Riachuelo. Improcedencia de la queja: no constituye sentencia definitiva.


    Las resoluciones que se refieren a medidas cautelares -ya sea que las ordenen, modifiquen o extingan- no autorizan el otorgamiento del recurso extraordinario puesto que no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48.Si bien dicha regla cede cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancia de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, la impugnante no ha demostrado que concurran esas condiciones excepcionales que permitan apartarse del principio antes mencionado, máxime considerando los documentos aportados -que indican que la obra cuenta con las autorizaciones requeridas por la normativa ambiental de la Provincia de Buenos Aires- y las medidas dictadas por el juez de primera instancia, luego reforzadas por tribunal a quo, para asegurar que no se produzca un daño ambiental. De tal modo, no sirven a este propósito las manifestaciones formuladas en el escrito recursivo, pues constituyen meras discrepancias con lo resuelto por los jueces de la causa.Por lo demás, la ausencia de sentencia definitiva no se suple con la invocación de arbitrariedad o la violación de garantías constitucionales.


    Fundación Agronegocios y Alimentos c/ Exolgan S.A. s/ Amparo


    F506,XLIX-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Procedencia formal del recurso extraordinario: inadmisibilidad.


    Lo resuelto no tiene como consecuencia una palmaria denegación de justicia, con afectación directa e inmediata de la garantía de la defensa en juicio, desde que no concluye el proceso, ni se ha acreditado que, a partir de la declinatoria, se esté cercenando la posibilidad de participación de la interesada en los respectivos expedientes.La recurrente no logra develar la presencia de un gravamen concreto y actual, de imposible o insuficiente reparación posterior, de manera que la interlocutoria atacada pueda asimilarse a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que los extremos de procedencia formal del recurso extraordinario no pueden soslayarse invocandola doctrina en materia de sentencias arbitrarias o el supuesto desconocimiento de prerrogativas fundamentales, el planteo resulta inadmisible.


    R., A. M. s/ Medidas precautorias


    R933,XLIX-27 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo recurso de queja: supuesto de excepción. Arbitrariedad de sentencias. Astreintes: finalidad propia del instituto.


    Se configura un supuesto de excepción toda vez que la cámara, al rechazar el recurso de queja y, en consecuencia, convalidar la aplicación de las astreintes, omitió considerar las serias alegaciones del demandado acerca de que no pretendió sustraerse de las obligaciones a su cargo, lo que tornaría injustificadas las sanciones impuestas cualquiera fuese su importe. El Estado Nacional sostuvo ante ese tribunal que la demora en el pago de los honorarios del perito obedeció a 1a fa1ta de sentencia definitiva en 1a causa principa1, en la que intervino el citado experto, y la ausencia de imposición de costas, lo que motivó que la Sindicatura General de la Nación formulara observaciones a la procedencia del pago del crédito, sobre todo por su monto elevado.Resulta descalificable la sentencia que se aparta de criterios adoptados en la materia y no considera la finalidad propia del instituto de las astreintes, desnaturalizándolo de su condición de medio de coerción y prescindiendo que actúa como presión psicológica sobre el deudor, que sólo se concreta en una pena cuando se desatiende injustificadamente el mandato judicial.El pronunciamiento apelado -que omite expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la solución del caso- exhibe defectos graves defundamentación que afectan en forma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que habilita a descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de arbitrariedad de sentencias.


    Vilas y Cía. c/ Estado Nacional (MOSP) y otro s/Resolución de contrato


    CSJ 349 -27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por diferencia de liquidación aprobada y lo efectivamente abonado. Recurso de queja inoficioso. Cuestión abstracta.


    B., M. R. c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología - Resolución 243/95 y otros s/ Empleo público


    B800,XLVIII-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Sucesión única y universal. Matrimonio consular. Cuestionamiento de su validez por ausencia del oficial público encargado del Registro Civil y Capacidad de las Personas. Improcedencia del recurso de queja: inexistencia de gravamen y de cuestión federal. Falta de fundamentación autónoma.


    En autos, la actora no refuta las premisas principales de las que partieron los jueces, ni demuestra que exista cuestión federal involucrada, más allá de citar distintos instrumentos internacionales sin hacer referencia precisa de su aplicación a este caso concreto. La inteligencia estricta que acordaron los jueces a los artículos 158 y 188 del Código Civil no es objeto de crítica, de manera que el recurso tampoco logra acreditar que exista una arbitrariedad en la decisión recurrida.La gravedad institucional aludida carece de idoneidad para remover los obstáculos rituales indicados, pues estadoctrina exige verificar cabalmente que la revisión se reclama a partir de repercusiones comunitarias insoslayables.En efecto, las enunciaciones generales de la recurrente resultan insuficientes para acreditar el gravamen que lo resueltopodría generar en aquel plano.Por ello, no se ha rebatido la sentencia en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma previsto por el art. 15 de la ley 48. El escrito respectivo debió hacer una crítica prolija del fallo, refutando cada uno de los motivos que sustentan las conclusiones de las que se agravia, a cuyo efecto no basta con proponer un criterio distinto al que siguió el tribunal, ni es suficiente la mera invocación de afectaciones en puntos de naturaleza federal que no son tales.Si bien el fallo atacado se refiere a la aplicación de normas de derecho común ajenas a la instancia extraordinaria, es útil recordar que el Congreso de la Nación desechó introducir en nuestro ordenamiento la figura del llamado matrimonio consular. Así, durante el trámite parlamentario de la Ley 23.515, se suprimió el articulo proyectado que otorgaba a los funcionarios del servicio exterior nacional la facultad de autorizar enlaces entre argentinos en la sede de las representaciones de nuestro país, con idénticas atribuciones y deberes que el oficial del Registro Civil, en tanto el acto no contrariara el derecho del país receptor. Asimismo, reconocía como tales a los matrimonios que se contrajeran en legaciones extranjeras en la República, cuando uno o ambos contrayentes fueran nacionales del respectivo Estado y éste mantuviera reciprocidad en la materia.En consecuencia, no existe planteo de cuestión federal que se encuentre comprendida dentro de las disposiciones del art. 14 de la ley 48, ni se ha configurado un supuesto de arbitrariedad o gravedad institucional, por lo que no debe hacerse lugar al recurso de hecho.


    W., A. y K., D. y otro s/ Sucesión ab intestato


    W22,XLVIII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso Extraordinario Federal


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    A.l, Camila Susana s/ Causa Nº 17.092


    A452, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    D. B., R. Héctor Antonioy G., Osvaldo Lino s/ Causa nº295/2013


    DL201-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar se solicita la remisión del expediente"Mayor, Jorge Omar c/ ConsolidarART s/ accidente - acción civil" (n° 29.022/2012)."


    Mayor, Jorge Omar c/ Hospital de Pediatria Prof. Dr. Juan P. Garraham s/ Accidente de trabajo/enferm.prof. acción civil n° 1.312/14


    COMP410, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    A fin de mejor dictaminar, se solicitan las actuaciones principales del expediente"Suizo S.R.L. c/ S.A.D.A.I.C. s/ acción meramentedeclarativa".


    Suizo S.R.L. c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores de Música s/ Acción meramente declarativa


    S514,XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Afectación al principio ne bis in idem. Inobservancia de las disposiciones por parte de un tribunal. Impugnación de sobreseimiento: precedentes "Strada" y "Di Mascio".


    "En una larga serie de precedentes, que conforman ya una consolidada jurisprudencia, la Corte Suprema ha equiparado a sentencia definitiva las resoluciones que, como la de autos, son impugnadas por considerárselas lesivas de la cosa juzgada y, consiguientemente, también de la prohibición de persecución penal múltiple. En esos precedentes el Tribunal ha señalado que ello es así porque el reclamo del apelante por el respeto de la cosa juzgada se dirige a lograr la plena efectividad de la prohibición de persecución penal múltiple, y ese derecho federal sólo es susceptible de tutela inmediata pues la garantía no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a proceso de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho, de modo que la mera continuación del proceso frustraría de manera irreparable el derecho invocado, en tanto que el gravamen materia de agravio no se disiparía ni aun con el dictado de una ulterior sentencia absolutoria. La condición para esta equiparación es que en el escrito que contiene el recurso, el apelante demuestre la existencia de circunstancias que permitan prima facie seriamente afirmar que podrían haberse afectado esas garantías constitucionales. Y, en este sentido, la defensa expuso adecuadamente las razones por las cuales resultaría necesario discernir el exacto alcance que corresponde asignar a la sentencia de la Cámara en lo Criminal Primera, a fin de resolver si el sometimiento del enjuiciado al nuevo proceso ante la justicia juvenil importaría un bisin idem en infracción a la cosa juzgada y la prohibiciónde persecución penal múltiple.En tales condiciones, y en atención al carácter federal del agravio planteado, no cabe duda la aplicación de la doctrina de los precedentes "Strada" y "Di Mascio", y que la omisión del a quo de pronunciarse a su respecto implicó un apartamiento arbitrario de esa doctrina que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido."


    P., J. A. s/ Abuso sexual con acceso carnal, gravemente ultrajante


    P921,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Art. 22 de la ley 22.802 de lealtad comercial. Incompetencia de la justicia federal.Remisión Comp. 592, L. XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor", sentencia del 6 de diciembre de 2011."


    Heinrich, Alejandro s/ Infracción ley 22.802


    H86, L-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Auto de procesamiento. Doctrina de la arbitrariedad. Principios constitucionales. La cosa juzgada. Preclusión de instancia. Presentación extemporánea. Imposición de pena desproporcionada.


    "La defensa nada de esto objetó cuando la fiscal interpuso el recurso de apelación contra el sobreseimiento, pese a que era ésa la oportunidad para hacerlo si realmente consideraba que, por haber consentido la resolución de la alzada, la facultad de impugnar del ministerio fiscal había precluido. Ello pone de resalto que su reclamo es también extemporáneo y se halla además en franca contradicción con su propia conducta procesal anterior, todo lo cual determina su improcedencia también desde esta perspectiva.Noexiste lesión de la cosa juzgada que justifique el apartamiento del principio según el cual las decisiones cuya consecuencia sea la obligación de continuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva, ni pueden ser equiparadas a tales. Y lo mismo cabe decir de la alegada afectación del derecho a recurrir la condena que consagra el artículo 8.2.h de la Convención Americana, pues en los términos en que ha sido formulado ese agravio no pasa de una mera afirmación dogmática desprovista de toda referencia a las circunstancias concretas de la causa en orden a sustentar la definitividad que postula, demostrando por qué la decisión impugnada merecería ser uno de los autos trascendentes a los que se justificaría extender la garantía en análisis.En relación a la tacha de inconstitucionalidad del artículo 872 del Código Aduanero, que tampoco ella podría prosperar, pues el agravio que de ese modo se dice querer remediar (la imposición de una pena desproporcionada) no sólo es futuro y conjetural, sino que rigen además a su respecto las consideraciones vertidas en el dictamen emitidoen la causa: B. 984, L XLIII,"Branchessi, Lidia Susana y otra s/ causa n°6979", del 30 de marzo de 2009, a cuyos términos me remitoy doy por reproducidos, en lopertinente, en beneficio de la brevedad."


    T., Marcia E. y otro s/ Causa n° 15.141


    T184,XLVIII184-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Concurso preventivo. Caducidad de instancia de un incidente de revisión. Inadmisibilidad del recurso extraordinario: cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal son propias de los jueces de la causa. Inexistencia de cuestión federal: falta de relación directa e inmediata con la materia litigiosa.


    El recurso extraordinario es inadmisible, de acuerdo a una conteste doctrina de la Corte Suprema, pues las cuestiones vinculadas con aspectos de hecho, prueba y derecho común y procesal son propias de los jueces de la causa y ajenas por regla al ámbito de apelación extraordinaria.Por otra parte, en virtud de lo dispuesto por el art. 15 de la ley 48, la cuestión federal debe tener relación directa e inmediata con la materia litigiosa, y tal relación existe cuando la solución de la causa requiere necesariamente de la interpretación del precepto constitucional aducido, presupuestoque no se encuentra cumplido en el sub lite. A su vez, la invocación de la excepcional doctrina de la gravedad institucional sólo faculta a la Corte Suprema a prescindir de ciertos requisitos formales, pero no a suplir la inexistencia de cuestión federal.


    Ciccone Calcográfica S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires


    C714,XLIX-27 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia entre juzgado provincial y federal. Decisión a cargo de V. E. al carecer de un órgano superior común. Remisión a lo resuelto porV.E. en la Comp. 414, L. XLIX,"Esteche, Gladys Beatriz y otro c/ Paiva, Ramona del Carmeny Q.R.R. s/ daños y perjuicios"


    Aranda, Ramona Beatriz c/ Paiva, Ramona del Carmen y/o Q.R.R. s/ Daños y perjuicios y cobro de pesos


    COMP917,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    “Contienda negativa de competencia entre juzgado provincial y federal. Decisión a cargo de V. E. al carecer de un órgano superior común. Remisión a lo resuelto porV.E. en la Comp. 414, L. XLIX,"Esteche, Gladys Beatriz y otro c/ Paiva, Ramona del Carmeny Q.R.R. s/ daños y perjuicios"


    Delgado, Luis Agustín y otro c/ Paiva, Ramona del Carmen s/ Cobro de pesos y daños y perjuicios


    COMP916,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas."Remisión al dictamen dela causa Comp. 133, L. XLIII,"Castillo Peralta,César y otros s/ robo con armas". Corresponde a la justicia local."


    V., Oscar s/ Infracción artículo 149 bis, 1er párrafo, Código penal


    COMP177,L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Corresponde al juzgado local conocer en estas actuaciones.


    La competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    G., Maximiliano Daniel s/ Lesiones leves


    COMP277,L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Corresponde desistir el recurso fiscal interpuesto ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión a lo dictaminado en C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa nº 15.480"


    A., Ariel Nelio s/ Causa nº685/2013


    A327, L-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Corresponde desistir el recurso fiscal interpuesto ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión a lo dictaminado en C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa nº 15.480"


    A., Gabriel Horacio s/ Causa nº 16.607


    A213, L-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Corresponde desistir el recurso fiscal interpuesto ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión a lo dictaminado en C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa nº 15.480"


    L., Alberto Emanuel s/ Causa nº 263


    L128, L-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Corresponde remitir nuevamente las actuaciones al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso – Administrativo Federal N° 11, a los efectos de que comunique su resolución al tribunal contendiente, a fin de que conozca lo resuelto y se expida sobre el punto.


    Pereyra, Nelso Enzo yotrosc/ Estado Nacional – Ministerio de Seguridad – Pna. Dto. 1.246/05 756/09 y otro s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    CAF28866/2013-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso.


    A., Lucas s/ Homicidio


    CSJ986/2014/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Avalle, Manuel c/ CNA Aseguradora de riesgo de trabajo S.A.


    A51,XLVI-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Denaro, Antonio Mario c/ Inmobiliaria Lamaro S.A. s/ Despido


    D82, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Entidad Binacional Yacyretá c/ Panza, Rodolfo Aníbal y otro s/ Demanda


    E185,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Font, Alberto Mario c/ Romero, Birilo s/ Cobro hipotecario


    F580,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Lorenzo, Graciela B. y otros c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.) s/ Demanda contencioso administrativa


    L485,XLVII-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Perella, Roberto Ornar c/ Autologística S.R.L. y otros s/ Despido


    P820,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión ajena al recurso extraordinario. Improcedencia del dictamen del MPF.


    Sosa, Hugo Humberto c/ Micro Omnibus Gral. San Martín S.A. y otros s/ Accidente - Acción civil


    S809,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48. No se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad. No corresponde al Ministerio Público Fiscal expedirse.


    Alemán, Claudia Andrea c/ Caritas Arg.


    A1142,XLVIII-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48. No se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad. No corresponde al Ministerio Público Fiscal expedirse.


    Bujan, Juan Pablo c/ UGOFE LSM y otro


    B623,XLIX-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48. No se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad. No corresponde al Ministerio Público Fiscal expedirse.


    Costas, Fernando c/ Prov. ART


    C293,XLIX-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48. No se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad. No corresponde al Ministerio Público Fiscal expedirse.


    Financial Assest S.A. c/ Nisalco S.A.


    F387,XLVIII-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48. No se encuentran involucrados los intereses generales de la sociedad. No corresponde al Ministerio Público Fiscal expedirse.


    Giraudo, Silvia Viviana c/ González, Delia s/ Ejecución


    G981,XLIX-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios por la venta en subasta pública de un lote distinto al encomendado. Pretendida arbitrariedad. Recurso inadmisible: no se ve involucrada la aplicación o interpretación de normas federales. Cuestiones de hecho, prueba y normas de derecho común: materia propia de los jueces de la causa.


    El recurso federal deducido es inadmisible e incorrectamente concedido cuando la cuestión debatida no involucra la aplicación e interpretación de normas federales.Las cuestiones de hecho, prueba y normas propias del derecho común, son materia propia de los jueces de la causa, y no susceptibles de revisión por la víaexcepcional del art. 14 de la ley 48. Además, los tribunales no están obligados a examinar todas las cuestiones propuestas, ni a considerar los argumentos desarrollados por las partes que, en su criterio no sean decisivos para la resolución del litigio.


    Cirulli, María Elisa c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    C1557,XLVIII-18 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Riesgo de entorpeciera del juicio. Pronunciamiento inoficioso.


    En atención a que los fallos de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del recurso federal resulta insustancial un pronunciamiento del Tribunal sobre la cuestión federal planteada, basada en el riesgo de que el imputado entorpeciera el avance del juicio, cuando tal situación ha desaparecido y nuevas circunstancias dan sustento a la medida.


    B., Rafael Mariano s/ Causa nº 16.731


    B293,XLIX-10 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza federal. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros dictámenes.


    "Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 -in re "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte deconformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales."


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Formosa, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O44, L-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda daños y perjuicios sufridos por agente de la Policía Federal Argentina. Remisión a lo resuelto por la Corte en la causa L. 377, L. XLI, “Leston, Juan Carlos”.Sin perjuicio de la solución expuesta en la remisión, debe mantenerse el criterio vertido en el dictamen emitido en la causa A.774, L.XLII, “Andrada, Alberto Miguel”.


    Martinez, Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Daños y perjuicios


    M1186,XLVIII-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por indemnización contra la Policía Federal Argentina. Daños de origen accidental y daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas ode seguridad. Precedentes "Azzetti", "Aragón","Leston" y "García". Remisión a lo dictaminado en la causa A.774, L.XLII, “Andrada, Alberto Miguel”.


    "En reiterados casos el tribunal consideró aplicable el criterio adoptado en los precedentes"Azzetti" (Fallos: 321: 3363),"Aragón"(Fallos: 330: 5205) y "Leston" (sentencia del 18 de diciembre de 2007), en los cuales destacó que lo relevante de la doctrina allí sentada es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que noresultan aplicables las normas de derecho común.Por otra parte, en la sentencia G.807, L.XLV, “García, José Manuel” la Corte sostuvo, por mayoría, que la doctrina explicitada en los casos antes mencionados fue indebidamente interpretada, pues establece que no procede indemnización cuando los daños reclamados provienen de acciones bélicas (fuerzas armadas) o enfrentamientos armados (fuerzas de seguridad) y que, por lo tanto, no cabe entender dichas categorías como equiparables a genéricos actos de servicio. No obstante ello, añadió que compete al tribunal de grado resolver si en este último supuesto se configuran todos y cada uno de los requisitos que hacen al progreso de la acción resarcitoria, de acuerdo con el derecho común que se invoca como fundamento de la pretensión.El reclamo indemnizatorio formulado por el actor en el sub lite, en principio, seria procedente en razón de que su incapacidad no proviene de acciones bélicas ni de un enfrentamiento armado, sino que fue adquirida durante la prestación de servicios en la Policía Federal Argentina, siempre que se verifiquen los extremos a los que se refirió la Corte en el caso "García" antes citado."


    Ramírez, Ricardo Guillermo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Accidente en el ambito militar y fuerzas de seguridad


    R708,XLIX-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento de la queja. Incumplimiento de los requisitos exigidos por el art. 14 de la ley 48: la sentencia sobre la cual recae el recurso debe ser definitiva.


    La queja debe ser desestimada, cuando el recurso extraordinario cuya denegación la ha motivado no se dirige contra una sentencia definitiva en el sentido exigido por el artículo 14 de la ley 48.


    I., D. G. yotros s/ Causa nº 23554/02 -18


    I61, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento de la queja. Requisitosdel recurso: gravamen actual. Cuestión devenida abstracta.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.En tales condiciones, han perdido virtualidad los agravios relacionados con la alegada falta de jurisdicción por parte de esa cámara de juicio para dictar la resolución por la que se revocó el cese del encarcelamiento cautelar del imputado, pues el recurso no cumple con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado.


    G., Carlos Federico s/ Incendio agravado por muerte - causa nº 17776


    G979,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento de la queja. Requisitos del recurso: gravamen actual. Cuestión devenida abstracta.


    Es doctrina de la Corte que sus fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal.En tales condiciones, han perdido virtualidad los agravios relacionados con la validez de la decisión que revocó el cese del encarcelamiento cautelar a partir de la denuncia de la posterior comisión de un delito que el órgano jurisdiccional habría valorado en el marco de las condiciones impuestas al recuperar su libertad ambulatoria y a la luz de las características del hecho que se le atribuyóen la presente causa, pues el recurso no cumple con la exigencia relativa al carácter actual del gravamen invocado.


    G., Carlos Federico (h) s/ Denuncia de incendio agravadopor muerte -Causa n° 17.777/12


    G994,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso interpuesto. Remisión al dictamen de la causa C. 126, L.XIIX,"CasalMuñiz, Pedro s/causa n° 15.480"


    M., Carlos Javier s/ Causa nº 17.336


    M659, L-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso. Remisión a lo dictaminado en la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480"


    R. D., Walter Alfredo s/ Recurso de casación


    CSJ3928/2014/RH1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento del recurso. Se remite al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ causa n° 15.480"


    V., Debora Roxana s/ Recurso de casación


    CSJ9722/2014-8 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Diferencias salariales. Decretos 2000/91 y 628/92 y 1490/02. Remisión dictamende la causa L. 396, L. XLVII,"Lucente, Víctor Rugo y otros c/ Estado Nacional Argentino - Ejército Argentino s/ ordinario"


    Spolita, Diana Noemi c/ Estado Nacional Argentino (Ejército Argentino) s/ Demanda contencioso administrativo


    S637,XLVII-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Extinción de la acción penal por prescripción: remisión a “Schlenker, Alan”. Necesaria intervención previa de Casación: CSJN “Di Nunzio”.


    Por encontrarse planteada una cuestión idónea para ser conocida por la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, la decisión del a quo no se ajusta a la doctrina de Fallos: 328:1108, que establece que, en el ámbito de la justicia nacional en lo penal, la Cámara Federal de Casación Penal debe intervenir previamente en estos casos.


    L., Marcelo s/ Extraordinario


    CSJ1701/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Improcedencia del recurso extraordinario. Excepción de falta de acción por cosa juzgada. El escrito de apelación: requisito de fundamentación autónoma.


    Corresponde declarar improcedente el recurso extraordinario deducido cuando el escrito de apelación federal presenta graves defectos que lo descalifican desde la perspectiva del requisito de fundamentación autónoma, previsto en el artículo 15 de la ley 48, desde que omite rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el a quo se apoyó para arribar a la conclusión de que el apelante se agravia.


    M., Alberto s/ Recurso extraordinario


    M1422,XLVIII-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Incidencia del delito sobre el régimen de la prescripción. Aplicación de la excepcional regla de la imprescriptibilidad. Remisión a los fundamentos del fallo “Derecho”. Convención Americana de Derechos Humanos, “condiciones de su vigencia”. Derechoa una tutela judicial efectiva.


    "Consideraciones coincidentes con las del dictamen del Procurador General la Nación a cuyos fundamentos hizo remisión la Corte al dictar sentencia in re "Derecho", imponen afirmar que el hecho investigado no configura un delito de lesa humanidad.A fin de establecer si, no obstante ello, es posible considerar vigentes las acciones penales emergentes del hecho, corresponde acudir a la interpretación que sobre esta materia ha efectuado la Corte Interamericana de DerechosHumanos, pues ella refleja las"condiciones de vigencia" de aquel instrumento internacional y debe servir de guía para su aplicación en el ámbito interno. En tal sentido, en el precedente "Giroldi", la Corte sostuvo que la"jerarquía constitucional"establecida en esos términos por voluntad delconstituyente, significa"tal como la Convención citada efectivamente rige en el ámbito internacional y considerando particularmente su efectiva aplicación jurisprudencial por los tribunales internacionales competentes para su interpretación y aplicación". Ese criterio había sido inicialmente expuesto in re"Ekmekdjian" y se ha consolidado en la jurisprudencia de la Corte Suprema.La jurisprudencia de la CorteIDH, permite concluir que las"condiciones de vigencia" de la Convención Americana sobre Derechos Humanos no contemplan la aplicación de la excepcional regla de la imprescriptibilidad para cualquier delito, aun cuando se ha reconocido que en sí todo delito supone una violación de cierta gravedad de los derechos humanos.Más aún, con independencia de que en el ámbito interno una conducta pueda ser considerada como crimen de lesa humanidad o no, o pueda imputarse a agentes estatales o a particulares,la Corte Interamericana ha juzgado relevante que se trate de violaciones "graves" o "muy graves" que, en cierto contexto, determinen la necesidad de no limitar el poder punitivo del Estado a fin de evitar que aquéllas vuelvan a ser cometidas. Este concepto ha sido aplicado con relación a delitos tales como la desaparición forzada de personas, la ejecución extrajudicial, la tortura o el asesinato en un contexto de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos, e incluso a la privación del derecho a la vida"dadas las particularidades del caso" (conf."Familia Barrios vs. Venezuela").Asimismo, la jurisprudencia del tribunal ha admitido de modo constante el derecho de los familiares de las víctimas a conocer completamente lo sucedido, como así también ha declarado la obligación de los Estados de investigar los hechos y sancionar a los responsables. Ante la omisión de ello, en numerosos casos consideró que se había incumplido con los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana y responsabilizó al Estado; incluso ordenó que se investigue o se informe si es posible hacerlo, aun cuando por haber prescripto la acción no puedan aplicarsesanciones penales (conf. casos"Vera Vera" y"Vélez Restrepo").En coincidencia con el criterio fijado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos in re "Albán Cornejo", V .E. ha declarado que no es deber del encausado instar la prosecución del proceso instruido en su contra ni su conducta -sujeta a las normas de procedimiento- puede incidir en la objetiva aplicación del instituto de la prescripción.La extinción de la pretensión penal no implica desentenderse de la obligación del Estado de asegurar el derecho de los padres de la víctima -más aún cuando en su calidad de damnificados intervienen en la causa como acusadores particulares- a conocer la verdad de los hechos, con prescindencia de que las conductas del caso puedan ser calificadas como un delito de lesa humanidad. Ello, en aplicación de las garantías yprotección judiciales que les aseguran los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y también al amparo de los "derechos del niño" y las medidas de protección que a su respecto impone ese instrumento en su artículo 19.Este temperamento no resulta desconocido en el ámbito interno, pues coincide con lo considerado por los jueces Petracchi y Bossertal fallar en disidencia in re "Suárez Mason", allí sostuvieron que el hecho que la"persecución se encuentre clausurada respecto de algunas personas y respecto de hechos que hayan tenido ciertas características no implica, automáticamente, el cierre de la investigación. Muy por el contrario, sólo en la medida en que ella continúe se podrá determinar si esos hechos fueron cometidos por los autores alcanzados por las exenciones de pena o si, en cambio, ellos fueron cometidos por terceros ... Y para descartar esta última alternativa, es imprescindible que la investigación no se interrumpa en forma inmediata, sino cuando las circunstancias del hecho estén lo suficientemente esclarecidas como para que la eximición de pena alcance sólo a los hechos o a los autores a quienes la norma pretendió beneficiar. Es decir que, con independencia de que la persecución penal, por razones de diversa índole, no pueda afectar a ciertos hechos o a ciertos autores, ello no exime al instructor de comprobar que efectivamente se haya tratado de esoshechos o de esos autores ..."Ese concepto fue reiterado por el juez Fayt al votar en disidencia in re "Mazzeo", oportunidad en la que expresó" ...el derecho de las víctimas a la verdad -previsto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos- puede asegurarse sin necesidad de violentar las garantías del imputado sometido a proceso". En ese mismo precedente, la doctora Argibay también votó en disidencia y dejó en claro"que no se cancela la posibilidad de investigación y de llegar a conocer la verdad, sino que se está tratando la situaciónde una sola persona, en una situación particular. Otros casos pueden ser distintos"


    F., G. J. y otro s/ Encubrimiento, etc - Incidente de excepción por extinción de la acción penal - Recurso extraordinario


    F294,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Inconstitucionalidad del régimen de agravación por reincidencia. Art 41 quaterC.P..Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI, “Arévalo”; y P. 289, L. XLIX, “Pereyra”. Corresponde hacer lugar a esta queja."


    M., Andrés Alejandro s/ Causa nº 984/2013


    M660, L-26 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia contienda negativa de competencia. Razones de celeridad y economía procesal: remisión Comp. 789, L. XLIV,"Jafif Adrián Salvador c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 y 214/02 s/ amparo ley 16.986"


    Miño, Camilo Neri y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SPF s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP30, L-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia de resolución que confiere vista a la Procuración General.


    Desarrollos al Costo S.R.L c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    D311,XLIX-22 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Intereses resarcitorios por mora en el pago de una contribución. Remisión dictamen de la causa N. 75,L. XLIX,"Nobleza Piccardo SAICyF c/ Municipalidad de Río Cuartos/ contencioso administrativo". Prematuro emitir opinión en esta causa."


    Nobleza Piccardo S.A.I.C. y F. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Demanda contencioso administrativa


    N80,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Interpretación del art. 50 del CP: interpretación de las leyes. Libertad condicional. Agravación de la pena por reincidencia: momento procesal para ser declarada. Pronunciamiento carentede fundamentación suficiente necesario para ser reconocido como acto jurisdiccional válido.


    "En lo que respecta a la interpretación según la cual sólo el cumplimiento efectivo de pena carcelaria por un lapso no menor a las dos terceras partes del total de la pena impuesta por el delito anterior podría justificar la agravación por reincidencia de la sanción correspondiente al delito posterior, rigen aún las consideraciones de la Corte Suprema en el precedente registrado en Fallos: 308:1938 ("Gómez Dávalos"). Sostuvo la Corte Suprema en esa oportunidad al evaluar una propuesta idéntica a la que sostiene el a quo en el caso en examen, que esa interpretación del artículo 50 del Código Penal debe serrechazada en razón de que"conduciría prácticamente a eliminar la reincidencia de nuestro derecho positivo"; pues es regla que no corresponde dar a las leyes un alcance que, sin un asiento textual, lasdesvirtúe o vuelva inoperantes.La misma carencia de fundamento se observa en el postulado de que el único momento procesal adecuado para la declaración de reincidencia es el del pronunciamiento de la sentencia de condena, de modo que carecería de competencia para declararla el tribunal deejecución al evaluar una solicitud de libertad condicional. En el derecho aplicable no hay razón que respalde esa restricción.Al anular la decisión del tribunal oral sin apoyo alguno en el derecho vigente, el pronunciamiento apelado no cumplió con el requisito de fundamentación suficiente necesario para ser reconocido como acto jurisdiccional válido. En aplicación de la doctrina de la Corte Suprema en materia de arbitrariedad de sentencias debe, por ello, ser dejado sin efecto."


    M., Miguel Ángel s/ Recurso extraordinario


    M25,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Los fallos del Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remediofederal. Fallecimiento: corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso.


    A., Domingo s/Recurso de casación


    A428, L-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Los fallos del Tribunal deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque sean sobrevinientes a la interposición del remedio federal. Fallecimiento: corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en el recurso.


    T., Julio Alberto y otros s/ Recurso de queja


    CSJ26/2014 (50-T)/CS1-19 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    G., Héctor Oscar s/ Causa nº 1.063/2013


    G472, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    H. P., Mariano Rolando Rubén s/ Causa nº 1.036/2013


    H87, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    L., Gerardo Daniel s/ Causa nº 1.674


    L302, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    M., Adrián Fernando s/ Causa nº 1.294/2013


    M657, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    R., Gonzalo Ezequiel s/ Causa nº 16.082


    R420, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    R., Matías Francisco s/ Causa nº 995/13


    R445, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja: remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835". Desistimiento de queja: remisión dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480"


    M. V., Claudio Hugo s/ Causa nº 1.313/2013


    M675, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento recurso extraordinario.


    F., Fernando Ricardo s/ Causa n° 13.992


    F131, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento recurso extraordinario.


    O. R., Jorge Carlos s/ R ecurso extraordinario


    O38, L-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento recurso extraordinario.


    O. R., Jorge Carlos s/ Recurso extraordinario


    O39, L-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto por del Ministerio Público Fiscal y se considera procedente el recurso extraorinario presentado por las partes querellantes.


    D., Fernando s/ Recurso extraordinario


    D564,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Medida para mejor dictaminar: solicita remisión de los expedientes administrativos PZDE N° 0363 Y 22400-17396-11, y su acumulado 5100-17004-11, que fueron reservados en el casillero n° 22.


    Estado Nacional c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    CSJ136/2011-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Omisión del traslado del recurso extraordinario federal. Artículo 257 CPCCN.


    La adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente la sentencia y el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, 2° párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. Tal sustanciación deviene condición necesaria de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario.En el presente, el tribunal apelado resolvió conceder el remedio federal presentado por la actora sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión. Corresponde dejar sin efecto el auto de concesión y devolver los autos principales al tribunal de origen a fin de que proceda a dar cumplimiento a los actos de comunicación procesal omitidos.


    Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Proceso de ejecución


    CAF56731/2013-3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Presunta evasión simple del impuesto. Regularización de la deuda. Suspensión del pronunciamiento.


    Toda vez que la resolución se encuentra firme, que la deuda fue regularizada por el contribuyente y valorada por el tribunal nacional para disponer el sobreseimiento de los denunciados, y que abarca la totalidad de la pretensión fiscal por la que se originó la causa penal, y que, sin embargo, aún no se ha dictado un auto de mérito respeto de los demás episodios que integraron la pretensión tributaria, es prudente suspender todo pronunciamiento en instancia extraordinaria a resultas de la decisión que finalmente se adopte sobre el punto en instancias anteriores, pues a partir de tal disposición podría tornarse eventualmente insustancial o abstracta toda decisión sobre la cuestión que se pretende someter a conocimiento del Tribunal.


    K., Carlos Alberto y D. R., Graciela Beatriz s/ Causa n° 17.413


    K69,XLIX69-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión indemnizatoria. Cese de contratación como personal transitorio de la administración pública provincial. Remisión a lo resuelto en fallos: 333:311 (Ramos) y 334:398 (Cerigliano).


    Minuet, Mercedes Rita c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba


    M402,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Previo a dictaminar, solicitaremisión de autos principales.


    C., Fernando Ariel s/ Causa n° 8.398


    C1455,XLIX-28 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Previo a todo trámite se solicita se disponga la remisión de la causa"Pertiga, Miriam Susana c/ Codina, Ricardo José s/ daños y perjuicios" y sus acumulados."


    CNA Omega Art S.A. y otro c/ Codina, Ricardo José y otros s/ Interrupción de prescripción (Art. 3.986 C.C)


    CIV115230/2000/CS1-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Prisión preventiva: requisitos procesales. Posibilidad de ampliar la medida en causas de evidente complejidad y difícil investigación: art 283, inc 4° párr. 2° y 6° del C.P.P. de Córdoba. Requisitos procesales de inobservancia del debido proceso. Arbitrariedad en la sentencia. Garantías previstas en instrumentos internacionales de derechos humanos. Remisión al dictamen de la causa: M. 960, L. XL VIII, "Merlini, Ariel Osvaldo s/ P.S.A estafa procesal"


    "Resultan aplicables al caso las consideraciones y fundamentos expuestos en apartado V del dictamen delos autos M. 960, L. XL VIII,"Merlini, Ariel Osvaldo s/ P.S.A estafa procesal", con motivo del recurso extraordinario interpuesto contra el pronunciamiento.Corresponde declarar procedente a la queja, y hacer lugar al recurso extraordinario cuando, como en el presente caso, asiste razón al recurrente desde que en el fallo impugnado se omitió todo análisis de las diversas circunstancias personales y de la causa, que hicieran subsistir un hipotético peligro procesal o una presunción de fuga que lo hubiera habilitado para mantener la restricción de la libertad de los imputados. No se advierte que el pronunciamiento contenga, siquiera, la mínima alusión a la anterior resolución de ese tribunal, por la que se confirmó el auto que dispuso la prisión preventiva, y cuya descalificación postuló esta Procuración General por medio del dictamen señalado supra. En tales condiciones, la decisión aquí apelada tampoco se ajusta a la condición establecida en diversos precedentes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los que se expresó que"la prisión preventiva no debe prolongarse cuando no subsistan las razones que motivaron la adopción de la medida cautelar. El Alto Tribunal ha observado que son las autoridades nacionales las encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenimiento de las medidas cautelares que emiten conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, las autoridades nacionales deben ofrecer los fundamentos suficientes que permitan conocer los motivos por los cuales se mantiene la restricción de la libertad, la cual, para que sea compatible con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe estar fundada en la necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia. Según resaltó ese tribunal internacional,"en los casos de personas detenidas los jueces no tienen que esperar hasta el momento de dictar sentencia absolutoria para que los detenidos recuperen su libertad, sino que deben valorar periódicamente que las causas y fines que justificaron la privación de libertad se mantienen, si la medida cautelar todavía es absolutamente necesaria para la consecución de esos fines y si es proporcional. En cualquier momento que la medida cautelar carezca de alguna de estas condiciones, deberá decretarse la libertad".Sumado a ello, cabe destacar que el a quo no dio intervención a los imputados -que se encontraban detenidos – ni a sus defensores respecto de la cuestión, por lo que de manera infundada los privó de la posibilidad de alegar sobreel asunto a pesar de que la decisión que se tomara afectaría sus derechos.Asimismo, asiste razón a los apelantes en punto a que en el pronunciamiento no se demostró que la causa presente dificultad en la investigación, tal como lo requiere de manera expresa la norma procesal local que el a quo invocó para disponer la prórroga cuestionada, lo que resultaba especialmente exigible en el caso teniendo en cuenta que en las actuaciones ya se había requerido la citación a juicio.Se considera que la decisión apelada no constituye un acto jurisdiccional válido cuando, como en el caso, cuenta con fundamentación sólo aparente en lo que respecta a las circunstancias de la causa que se invocaron para darle algún sustento. En primer lugar, porque no se explicó de qué manera incidirían el volumen de las actuaciones, la cantidad de imputados y el número de hechos atribuidos en el desarrollo de los próximos actos de la causa en la que, como se señaló, la instrucción estaría concluida. En segundo lugar, porque consideraron la"reiteradaactividad impugnativa por parte de los defensores de los imputados", dentro de la que comprendieron actos realizados por las defensas de otros coimputados, valorando así en contra de los imputados -sin dar razón alguna- la actuación desarrollada por letrados que no tendrían vínculo con ellos.Por lo demás, en la resolución no se descalificó a esos planteos como ejercicio propio de la defensa, ni se los consideró como supuestos de maniobras dilatorias, quedando así sin explicación la razón por la que les achacó a los imputados el tiempo que llevó su resolución.En el caso particular de los imputados el a quo mencionó la impugnación que su asistencia letrada dedujo contra el auto de prisión preventiva, a pesar de que ello se imponía en el marco del deber que la ley les asigna en calidad de abogados defensores."


    R., Francisco José y otro s/ P.ss.aa.asociaciónilícita etc. -causa nº 54/13


    R584,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Procedencia de la acción de revisión. Excepciones: excesivo rigor formal.Error material en el cómputo de la pena. Precedente “Arce”: ley 24.390 de Prisión Preventiva.


    "Es doctrina de la Corte que las resoluciones por las cuales los tribunales superiores de provincia deciden acerca de la procedencia o improcedencia de los recursos extraordinarios locales que se interponen ante ellos no son, en principio, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, ese principio puede ceder, con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad, ante supuestos de excesivo rigor formal susceptibles de menoscabar la garantía de defensa en juicio y el debido proceso legal.Ésa es la situación excepcional que se ha configurado en el caso, pues el error en el que se habría incurrido al formular dicho cómputo, y que el recurrente pretende subsanar mediante las distintas vías recursivas intentadas, es de orden material y, como tal, pasible de rectificación, incluso de oficio, en cualquier instancia del proceso (artículo 481, 2° párrafo, del Código Procesal Penal de Salta).A partir del precedente "Arce", la Corte ha zanjado cualquier discusión que pudiera suscitarse acerca del carácter sustantivo de la ley 24.390, en tanto modificatoria de las reglas de cómputo de la prisión preventiva contenidas en el artículo 24 del Código Penal(artículo 8 de la ley 24.390).A tal punto ello es así que, la Corte juzgó arbitraria la resolución que, desconociendo el criterio sentado en la materia en el precedente de mención, al igual que en el sub lite, postuló la tesis de la inaplicabilidad de la ley 24.390 en el ámbito de la provincia de Salta sobre la base del temperamento procesal que atribuyó a susdisposiciones.Más allá de la defectuosa argumentación mediante la cual el quejoso fundó la procedencia formal de su reclamo, al no estar en discusión entonces el criterio jurídico que rige el cómputo de la prisión preventiva, el vicio que denuncia adquiere el carácter de un error material que, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal, debe ser subsanado con independencia del nomen iuris con el que se encabece la pretensión. En este sentido, no es posible tampoco soslayar que ésa es, en esencia, la doctrina que mutatis mutandis se desprende también de la jurisprudencia de la Corte que la Cámara Tercera en lo Criminal de Salta había invocado en sustento de la apertura de la instancia casatoria.La desestimación de la vía intentada aparece así afectada de excesivo rigor formal que la descalifica como acto jurisdiccional válido.


    B., Mariano Marcelo y otros s/ Causa nº 34.126/10


    B412,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Productor asesor de seguros. Sanción de cancelación de la matrícula. Demanda de restablecimiento. Art. 13 de la ley 22.400. Oportunidad para cuestionar sanciones. Afectación del principio de cosa juzgada.


    El agravio que invoca el actor como de naturaleza federal tendiente a demostrar que la sanción impuesta es excesiva con relación a la falta que cometió y a obtener la declaración de inconstitucionalidad del art. 13, último párrafo, de la ley 22.400 por prever una sanción a perpetuidad, ha sido tardíamente articulado, toda vez que omitió la debida actuación en la etapa procesal pertinente a los fines de una adecuada defensa de sus derechos, circunstancia que impide el tratamiento de sus planteos al quedar afectados por las consecuencias de su conducta discrecional.Porello, asiste razón al apelante en cuanto sostiene que la sentencia, al imponer un término a la cancelación de la matricula y permitir al actor inscribirse nuevamente en el registro de productores asesores de seguros, deja sin efecto la sanción dispuesta mediante la citada resolución 26.564, lo que importa una severa afectación del principio de cosa juzgada.


    Superintendencia de Seguros de la Nación c/ Ottoviano, Pablo Oscar s/ Organismos externos


    S417,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de diferencias salariales. Remisión al dictamen de la causa S. 242, L. XLVIII, “Salgaro, Domingo y otros c/ Club Atlético Estudiantes s/ Cobro de pesos”.


    Barrios, Carlos yotrosc/ Club A. Estudiantes


    B406,XLVIII-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de las fuerzas armadas. Incorporación al haber de retiro incrementos y adicionales con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo"


    Benvenuto, María Luisa c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos y S.P.F. s/ Ordinario s/ inc.deapelación de medida cautelar


    B1165,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de las fuerzas armadas. Incorporación al haber de retiro incrementos y adicionales con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamen de la causa D. 592, L. XLVII, "Damiani, Juan Eduardo"


    Domínguez, Alcibiados y otros c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar innovativa


    D655,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de las fuerzas armadas. Incorporación al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo"


    Acuña, Ofelia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y S.P.F. s/ Ordinario s/ inc.deapelaciónde medida cautelar


    A1279,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de las fuerzas armadas. Incorporación al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo"


    Campos, Carlos Leonardo y otros c/ Ejército Argentino y otros s/ Medida cautelar


    C824,XLVII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de las fuerzas armadas. Incorporación al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII, "Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo"


    Ortega, Roberto c/ Estado Nacional - (Ministerio de Defensa) s/ Cobro de pesos - Incidente de apelación de medida cautelar


    O139,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de las fuerzas armadas. Incorporación al haber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa – Ejército Argentino s/ contencioso administrativo"


    Arener, Luis Ramón y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Ordinario - Incidente de apelación de medida cautelar


    A1274,XLVIII-7 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal retirado del Ejército Argentino. Incorporación al concepto sueldo del haber de retiro los adicionales transitorios con carácter remunerativo y bonificable. Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo"


    Ello toda vez que los argumentos allí expuestos respecto de la pretensión esgrimida por personal en actividad de las fuerzas armadas resultan plenamente aplicables en la especie, donde se efectúa un reclamo de similar naturaleza tendiente a incorporar alhaber de retiro incrementos y adicionales otorgados por el Poder Ejecutivo, con carácter remunerativo y bonificable.


    Racigh, Armando y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Gendarmería Nacional s/ Acción declarativa - Medida cautelar


    R62,XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Falta de respuesta concreta a cuestión pertinente para la resolución del caso. Nuevo pronunciamiento conforme a derecho.


    Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omitan pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación, en tanto importan una violación a las reglas del debido proceso.


    A. T.,Juan Domingo s/ Causa n° 34.328


    A573,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Improcedencia por falta de fundamentación. In dubio pro reo. Utilización de arma de fuego en la mensuración de la pena. Petición sorpresiva. Sistema acusatorio y principio de congruencia.


    El remedio federal carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, pues en él se reiteran dogmáticamente objeciones vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ya formuladas en las instancias anteriores, sin que se rebatan todos y cada uno de los argumentos dados por el aquo enla sentencia impugnada.Es doctrina de la Corte que la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide per se obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. En consecuencia y en tanto éste se basa, sin arbitrariedad, en la inteligencia posible expuesta por el a quo de la aplicación de la ley ritual –artículo 3 del Código Procesal Penal de la Nación–ese aspecto de la vía extraordinaria no puede prosperar.El mismo déficit de fundamentación exhibe también el agravio vinculado a la aplicación de la agravante prevista en el artículo 41 bis del Código Penal, máxime si se repara en que precisamente el delito respecto del cual se impugna la aplicación de la norma –homicidio– fue el que llevó principalmente alos legisladores a incluirla.Por lo demás, habida cuenta de que la utilización del arma de fuego ha sido un aspecto particularmente señalado en la descripción del hecho objeto del proceso, no se advierte de qué manera la falta de petición del órgano acusador de que se incluya tal agravante en la mensuración de la pena puede considerarse un extremo introducido sorpresivamente por el tribunal en violación al sistema acusatorio y el principio de congruencia, como postula el apelante.


    L., Juan Carlos c/ s/ causa n° 14.435


    L251,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Remisión al dictamende la causa: P. 289, L. XLIX,"Pereyra, Oscar Enrique s/ Causa n° 14.770"


    R., Nahuel Gabriel s/ Causa nº 701/2013


    R480, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal interpuesto por la defensa. Agravio referido a la violación del derecho de revisión amplia e integral de la sentencia condenatoria. Remisión a fundamentos y conclusiones de V.E en D. 429, XLVIII,"Duarte, Felicia s/ Recurso de casación"


    D. C., Luis y D. C., Carlos s/ Causa N° 13085/13049


    D106,XLIX-3 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen de promoción para emprendimientos industriales, agropecuarios y turísticos. Leyes 22.021 y 24.938. Reformulación y saneamiento del proyecto. Exceso en las facultades de la provincia como autoridad de aplicación. Garantía de igualdad ante la ley.


    El decreto provincial 451/05, sobre la base del cual la actora pretende invocar un derecho adquirido a estar comprendida en los beneficios promocionales, fue dictado en exceso de las competencias de la Provincia de Salta como autoridad de aplicación y en violación del marco legal previsto por las leyes nacionales 22.021 y 24.938.Las citadas leyes nacionales facultaron a la Provincia de Salta a autorizar proyectos no industriales hasta el 31 de diciembre de 1998.La fijación de un plazo tiene una correlación con el sacrificio fiscal que la Nación está dispuesta a realizar a través del programa de promoción y constituye un límite a la aprobación de planes por parte de las autoridades provinciales. En efecto, el Estado Nacional, además de fijar un plazo determinado en el artículo 51 de la ley 24.938, previó un cupo fiscal y lo asignó a determinados ejercicios presupuestarios. La aprobación de proyectos nuevos por parte de la autoridad de aplicación, además de vulnerar el plazo establecido, implica una reasignación del cupo fiscal a ejercicios presupuestarios distintos a los previstos por el Estado Nacional.Ello constituyó un exceso de las facultades otorgadas a las provincias para aplicar, y no para modificar, el régimen promocional,en particular, su costo fiscal.Por otro lado, no luce arbitrario el decreto 135/06 en cuanto aprobó algunos proyectos que habían sido reformulados y reasignados por las autoridades locales y excluyó a otros.No correspondía reconocer en forma generalizada la validez de los proyectos, sino sólo de aquéllos respecto de los cuales las autoridades provinciales proporcionaron la información necesaria. Ello apuntaba a que las autoridades nacionales controlaran la concurrencia de esas razones que justificaban, en su entender, efectuar una excepción y dar validez a determinadas reformulaciones, y, en consecuencia, hacer un sacrificio fiscal diverso del originariamente previsto. En suma, en el caso, la disparidad en el trato no luce arbitraría sino que atiende a fines legítimos.


    Regravol S.A. c/ Estado Nacional - dto. 135/06 s/ Procesode conocimiento


    R529,XLVIII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen legal de migraciones. Trata de personas y asistencia a sus víctimas. Explotación. Defecto de fundamentación: la sentencia condenatoria no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Mantenimiento del recurso de queja.


    No corresponde considerar que se hubiere tratado de un mismo hecho, ni cabía dar por sentado que la situación de los doce trabajadores descubiertos en el taller en aquella primera oportunidad fue similar a la de los dos detectados en el posterior allanamiento.De acuerdo con el detalle que efectuó el juez federal, las declaraciones de aquéllos no coinciden, acerca de diversos aspectos, con las que prestaron los dos trabajadores detectados en lasegunda inspección, por ejemplo -además del empleador- en la extensión de la jornada laboral, la remuneración, y la alimentación.Frente a ese grave defecto de fundamentación que el recurrente planteó ante el a quo, el pronunciamiento apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, y merece ser descalificado como acto jurisdiccionalválido.Por ello, teniendo en cuenta que en tales condiciones no existiría en rigor sentencia propiamente dicha, y que se debería desentrañar y valorar la totalidad de las circunstancias particulares del hecho atribuido, se torna abstracta la cuestión acerca de la interpretación y aplicación del concepto de explotación mediante la imposición de trabajos forzados, respecto del cual -no obstante ello- cabe señalar que ni el juez ni la cámara de apelaciones formularon análisis alguno, limitándose a desechar su configuración en el caso mediante meras afirmaciones dogmáticas , sin siquiera mencionar ni explicar cuáles serían esas condiciones o qué cualidad las caracterizaría.


    L., Sang Ick s/ Causa nº 15.990


    L315, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Régimen provincial de consolidación de deuda. Rechazo inconstitucionalidad de ley. Remisión dictamende la causa R. 275, L. XLVIII,"Ragone, Adelma M. c/ Dirección General de Escuelas y Cultura de la Provincia de Buenos Aires y otros s/ indemnización por accidente de trabajo"


    Cía. de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión - Transener S.A. c/ Buenos Aires, provicia de s/ Cobro de pesos


    C3780,XXXVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp.592, L.XLVII, “D.C.I.”


    Alimensur S.R.L. s/ Recurso directo - Lealtad comercial - Ley 22.802 denunciante: Dirección Provincial de Comercio


    FLP86021720/2013/CS1-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp.895, L.XLIX"Arsie, Mario s/ Inf.art. 302 C.P.”


    A., Mario s/ Inf. art. 302delC.P.


    COMP979,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Fallos: 329:3459 y 4667, y lassentencias en D. 603, L. XLVI,"Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de Lanús s/ Acción declarativa decerteza”, y D. 168, L. XLVIII,"Directv Argentina S.A. c/ Municipalidad de San Francisco s/ Acción declarativa de certeza"


    DirecTV Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Tercero s/ Acción declarativa


    D618,XLIX-14 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa 328: 867; y competencia n° 42; L. XLVII, “Meza, Magalí y otros”.


    C., Estefanía s/ Muerte por causa dudosa


    COMP145, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa C. 76, L. XLV,"Caja complementaria de previsión para la actividad docente c/ Jujuy, provincia de s/ Ejecución fiscal"


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Córdoba, provincia de s/ Ejecución fiscal


    C887, L-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa Comp. 430, L. XLVI, “Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    "En razón de lo establecido en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, teniendo en vista que en la causa"Fisco de la provincia de Buenos Aires", expediente 14.540, con relación a la cual se efectuó el pedido de inhibitoria, la Provincia de Buenos Aires reviste la calidad de parte, el proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal."


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.As/ Inhibitoria en los autos: Fisco de la provincia de Buenos Aires c/Tribunal Fiscal de apelación s/ pretensión anulatoria (Coady.: Banco de Galicia y Bs As SA) (Expte. Nº14.540)


    B1142,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa L.238. XLVI, Juicio Originario, “Logística La Serenísima S .A. Y otros” y Fallos: 325:388,"Kraft Food Argentina", y 327:3202“Molinos Rio de La Plata S.A”.


    Frigorífico General Pico S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    F396, L-27 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa M. 1336, L. XLII I “Miguel, Alfredo Remigio” y Fallos: 312:787.


    Petitto, Alberto Pablo yotrosc/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- Ejército- Dto. 1.897/85 s/ Personal militar y civil de las f.f.a.a. y de segurida


    P75, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa M. 1336, L. XLII, “Miguel, Alfredo Remigio c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa) s/ personal militar y civil delas FFAA y de seg." y Fallos: 312:787."


    Helguero, José Horacio c/ Gendarmería Nacional s/ Ordinario


    H 29, L-3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la causa P. 436, L. XLVI,"Plá, José Maria y otros c/ E. N. A. - Ministerio de Defensa s/ ordinario"


    Chilo Molina, Marcelo A. y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Contencioso administrativo


    C1722,XLVIII-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la competencia N° 475 L. XLVIII in re “Cazón, Adella Claudia”.


    A., Sergio Enrique s/ Inf.art. 149 bis, amenazas


    COMP299, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia de fecha 18 de diciembre de2007 en causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios”.


    "Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII,"Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    G., A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Daños y perjuicios


    G946,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a la sentencia de la causa D. 177, L.XLII,"DGI (autos Lavezzari, José Luis - TF 21.491-1) c/ DGI".


    "No hay constancia en autos de que haya habido calificación alguna de la conducta del contribuyente -Telesan S .A.- como "evasión" del tributo -ya sea con fundamento en los preceptos pertinentes de la ley 11.683, o bien sea en los de la ley 24.769- por su deuda de la cual deba responder el aqui actor."


    Méndez, Ernesto Juan (TF 23.265-I) c/ DGI


    M13,XLIX-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado el 27 dediciembre de 2013 en la causa"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Oulton Pino, Julia Ercilia Candelaria c/ Vidal, Susana Mabel s/ Preparación de la vía ejecutiva


    O28, L-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ causa n° 15.507"


    G., Luis Rogelio s/ Causa N° 285/2013


    G439, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ causa n° 15.507"


    L., Gastón Emmanuel s/ Causa nº 573/2013


    L272, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ causa n° 15.507"


    V., Alejandra Verónica Mercedes s/ Causa nº 1105/2013


    V286, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos D. 487, L. XLVII,"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.", el 25/10/2013."


    Proconsumer c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Sumarísimo


    P12,XLVII-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos J. 120; L. XLVIII, "Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia – PFA - dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Agüero, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A70,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos J. 120; L. XLVIII,"Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia – PFA - dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Alvez, Lucas Fernando c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A47,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos J. 8, L. XLI,"Jujuy, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos (DGI) s/ revocación de resolución", en fecha 10 de marzo de 2010."


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Impugnación de deuda


    S750,XLV-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos Q. 68, L. XLVI"Quiroga, Carlos Alberto c/ ANSeS s/ reajustes varios".


    Schiaffino, Ricardo Julio c/ ANSES s/ Reajustes varios


    S937,XLVII-14 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. 462; L. L., “Miño, Sergio Darío”.


    Leszcinski, Natalio c/ Provincia ART S.A. s/ Accidente - Ley Especial


    COMP480,L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660 - Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Amellino, Diego Germán s/ Ejecución fiscal


    U32, L-22 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Alcantara S.A. s/ Ley 23.660 - Obras sociales


    U43, L-3 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Constructora Rapp S.A. s/ Ejecución fiscal


    U34, L-29 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Costa, Marcos Rubén s/ Ejecutivo


    U28, L-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Edificios Sky S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    U50, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Montajes Eléctricos Hugo Correa S.A. s/ Ley 23.660 - Obras sociales


    U44, L-4 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Ruera, Juan Esteban s/ Ejecución fiscal


    U51, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ S.G.S. Construcciones S.A. s/ Ejecutivo


    U48, L-5 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L., "UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Tenti, Alejandro Daniel s/ Ejecutivo


    U31, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ V y S Construcciones S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    U35, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L., "UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    UOCRA c/ Bacema Construcciones S.A. s/ Ley 23.660 – Obras sociales


    FLP7446/2013/CA1-CS1-12 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    UOCRA c/ Constructora Rega S.R.L. S/ Ejecución fiscal


    FLP8220/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660- Obras Sociales"


    UOCRA c/ Mur S.A. s/ Ejecución fiscal


    FLP8854/2014/CS1-18 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en autos V. 218, L. XXXIX,"Valente, Diego Edgardo c/ Bank Boston NA s/ despido", el 18 de marzo de 2004, fallada por la Corte el 19 de octubre de 2004, Fallos: 327:4422."


    Hernandorena, Carlos Alberto c/ Banco Bansud S.A. s/ Ind.Despido


    H112,XLVIII-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en B. 336. L. L, Originario, “Baccani, Alejandro”.


    Baccani, Alejandro c/ Berrondo, Mariano Alberto y otros s/ Ordinario


    B338, L-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en B. 34, L. XLVIII,"Barceló, Juan José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad"


    Valiante, Carlos Martin y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Ordinario


    V94,XLVIII-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en C. 126, L. XLIX, "Casal Muñiz, Pedro s/ Causa nº 15.480"


    A., Daniel Alejandro s/ Causa n° 16.380


    A361,XLIX-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CAF 56.731/2013,"Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ proceso de ejecución"


    Estado Nacional - ANAC – Resol. 180/04 c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Proceso de ejecución


    CAF 36285/2013/CA1-CS1 - 26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CAF 56.731/2013,"Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ proceso de ejecución"


    Estado Nacional - ANAC - Resol. 775/08 c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CAF29339/2013/CA1-CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en CAF 56.731/2013,"Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ proceso de ejecución"


    Estado Nacional - ANAC – Resol. 95/06 c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Proceso de conocimiento


    CAF25710/2013/CA1-CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa A. 363, L. XLIX.,"Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507"


    F., Paul Howard s/ Causa n°471/2013


    F401, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835"


    L., Víctor Miguel s/ Tenencia simple


    CSJ3166/2014/CS1-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa A. 558, L. XLVI.,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835"


    G., Diego Ruben Orlando


    CSJ2225/2014-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa D. 43, L .XLVI"Dona, Agustín Carlos y otros c/ EN-SIDE – Resol. 17/00 s/ Empleo público"


    Daniele, Eduardo Rodolfo c/ EN - SIDE – Resol. 530/98 y 166/99 s/ Empleo público


    D 602,XLVI-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo”.


    Piñel, Marcelo Ernesto c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – SPF s/ Suplementos FFAA y de Seg.


    CSJ472/2014 (50-P)/CS1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa F. 237, L. L,"Festival de Doma y Folklore c/ Estado Nacional s/ Acción meramente declarativa de derecho"


    Festival de Doma y Folklore c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de certeza


    F581,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa G. 277, L. L.,"Guiñazú, Rafael Alberto s/ Recurso extraordinario"


    F., Mario José s/ Recurso extraordinario


    F167, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa G. 654, L. XLIX "Gómez Alberto y otros c/ Estado Nacional - Secretaria de Cultura - Decreto 1.421/02 s/ Empleo público"


    Gómez, Alberto y otros c/ Estado Nacional - Secretaria de Cultura - Decreto 1.421/02 s/ Empleo público


    G478,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en causa S. 538, L. XLV, "Santa Fe, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad"


    Córdoba, provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Ordinario


    C786,XLIX-11 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en Comp. 491, L. L,"Baldini, Alejandro Andrés c/ Estudio Moltedo s/ Inhibitoria"


    Baldini, Alejadro Andres c/ Estudio Moltedo SC s/ Ordinario


    CSJ1403/2014/CS1-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en D. 71, L. XLIX; "Desimone, Guillermo Mario y otro c/ Arte Radio Televisivo Argentino S.A. s/ despido"


    Desimone, Guillermo Mario y otro c/ Arte Radio Televisivo Argentino S.A. s/ Despido


    D37,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lodictaminado en D. 71, L. XLIX;"Desimone, Guillermo Mario y otro c/ Arte Radio Televisivo Argentino S.A. s/ despido"


    Desimone, Guillermo Mario y otro c/ Arte Radio Televisivo Argentino S.A. s/ Despido


    D38,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho Procesal ConstitucionalProcesal Constitucional.Recurso Extraordinario Federal."Remisión a lo dictaminadoen el día de lafecha en autosC. 477, L. XLVII;"C., H. D c/ P., M. C. s/ Impugnación de paternidad yfiliación"


    C., H. D. c/ P., M. C. s/ Impugnación de paternidad y filiación


    C509,XLVII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos F. 510, L. XLIX, "Fundación Doctor Jaime Roca para el Progreso y Desarrollo del Diagnóstico por Imágenes c/ Imágenes Diagnósticas y Tratamiento"


    Fundación Doctor Jaime Roca para el Progreso y Desarrollo del Diagnóstico por Imágenes c/ Imágenes Diagnósticas y Tratamiento Médico S.A.s/ Daños y perjuicios


    F513,XLIX-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos M. 434, L. XLVII,"Michou, Reinaldo c/ ANSeS s/ amparos y sumarísimos"


    Alegre, Ángel Cecilio c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    A739,XLVI-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos M. 434, L. XLVII,"Michou, Reinaldo c/ ANSeS s/ amparos y sumarísimos"


    Rodríguez, Pablo Robustiano c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    R292,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos M. 434, L. XLVII,"Michou, Reinaldo c/ ANSeS s/ amparos y sumarísimos"


    Sagun, Alejandro c/ Anses s/ Amparos y sumarísimos


    S921,XLVI-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en el día de lafecha en autos Z. 55; L. XLVI,"Zunirio, Héctor René c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ diferencias de salarios"


    Marques Monteiro, Liliana Fernanda c/ Telecom Argentina S.A. s/ Diferencias de salarios


    M385,XLVII-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en fecha 18 de diciembre de 2013, en la causa P. 234, L. XLVIII, ''Paracha, Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso"


    Antognini, Francisco José (TF 28653-I) c/ DGI


    A671,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en fecha 18 de diciembre de 2013, en la causa P. 234, L. XLVIII, ''Paracha, Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso"


    Capatti, Gustavo Jorge (TF 28846-I) c/ DGI


    C924,XLIX924-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 277, L. L, "Guiñazú, Rafael Alberto s/ recurso extraordinario"


    M., Juan Eduardo s/ Recurso extraordinario


    M310, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en G. 277, L. L,"Guiñazú, Rafael Alberto s/ recurso extraordinario"


    P., Roberto Luis s/ Recurso extraordinario


    P268, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en L. 189, L. XLVIII,"Los Cartons S.A. y otro c/ Silos Areneros Buenos Aires SAC y otro s/ daños y perjuicios"


    Los Cartons S.A. y otro c/ Silos Areneros Buenos Aires S.A.C. y otro s/ Daños y perjuicios


    L183,XLVIII-18 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa"Circulo Odontológico de Jujuy s/ infracciónley 25.156 s/ apelación multas", C. 1088, L. XLIX."


    Cablevisión S.A.s/ Incidente de procedimiento art. 50 ley 25.156


    C829,XLIX829-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa"Circulo Odontológico de Jujuy s/ infracciónley 25.156 s/ apelación multas", C. 1088, L. XLIX."


    Cablevisión S.A. e Imagen Satelital S.A. s/ Infracción ley 25.156


    C682,XLIX-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 363, L. XLIX,"Armstrong,Sharon Mae s/ Causa n° 15.507"


    E., Gustavo Roberto s/ Causa Nº 16.606


    E27, L-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507"


    C., Humberto Irineo s/ Causa nº 16.512


    C40, L-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507"


    I. P., Marcos s/ Causa Nº 16.200


    I112,XLIX-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835"


    C., Sergio Ariel


    CSJ2237/2014-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835"


    L., Fernando Javier


    CSJ2231/2014-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835"


    M., Ariel Maximiliano


    CSJ2356/2014-6 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480”.


    A., Javier Gustavo s/ Recurso de casación


    CSJ2542/2014-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480”.


    M., Oscar Daniel s/ Causa n° 17.022


    CSJ1146/2013 (49-M)/CS1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa C. 416, L. XLVIII,"Chambla, Nicolás Guillermo y otros s/Homicidio - causa n° 242/2009-", de conformidad con lo expuesto en la sentencia emitidaen la causa D. 429, L. XLVIII,"Duarte, Felicia s/ Recurso de casación"


    M., Néstor Fabián s/ Homicidio -causa nº 22.693/2012


    M623,XLIX-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D. 78, L. XXXIV,"D' Amore, Carlos y otro c/ Caja de Retiros, Jubilaciones Pensiones Polo Fed. Arg.yotro"


    Quevedo, Cesario yotros c/ Estado Nacional - DIEy otros s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    Q97,XLIX-11 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa D. 78, L. XXXIV,"D' Amore, Carlos y otro c/ Caja de Retiros, Jubilaciones Pensiones Polo Fed. Arg.yotro".


    Levato, Vicente y otros c/ Estado Nacional - DIE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    L175, L-11 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa G. 277, L. L,"Guiñazú, Rafael Alberto s/ Recurso extraordinario". Se declarara procedente el recurso extraordinario y se revoca la decisión apelada."


    M., Raúl Alberto s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142, inc. 5)


    CSJ1056/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa N. 4, L. XLV, “Navar S.A. c/ Misiones, Provincia de”.


    Corrientes, Provincia de c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa


    C1693,XLIV-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación"


    B. S.A. s/ Infracción ley 24.769 - causa nº 999/2013


    B578, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    B., Jorge Alberto s/ Causa nº 1.109/2013


    B454, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C. 3202 S.R.L. s/ Infracción ley 24.769 - Causa nº 1.041/2013


    C711, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    C. De Z., Lizzie s/ Causa nº 16.381


    C421, L -14de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C. Muiños S.R.L. s/ Causa nº 868/2013


    C683, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C. R., Alvaro Waldemar s/ Causa N° 1.751/2013


    C602, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C. S.A. s/ Causa nº 1.056/13


    C570, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C. S.A. s/ Causa nº 1.416/13


    C696, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C. S.A. s/ Causa nº 931/2013


    C217, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Héctor Gregorio y C., Néstor Adrián s/ Causa nº 1.459/2013


    C492, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Jorge Ángel s/ Recurso de casación


    C258, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler,Diegos/ Recurso de Casación".


    C., Jorge Antonio y otros s/ causa nº 486/2013


    C261. L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Leonardo s/ Causa nº 1.816/2013


    C680, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Liliana Mónica s/ Causa N° 1.122/2013


    C605, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en lacausa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Martín Diego y otro s/ Causa nº 17.214


    C514, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Pericles s/ Causa nº 1.154/2013


    C681, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Rafael s/ Causa nº 17.427


    C420, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Rogelio Sebastián s/ Causa nº 735/2013


    C218, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Sonia Beatriz s/ Causa N° 1.545/2013


    C603, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D. Argentina S.A. s/ Causa nº 1.072/2013


    D298, L -14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D. C., Marcela Claudia y otros s/ Causa nº 1.469/2013


    D324, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D. Construcciones SRL s/ Causa nº 1.685


    D208, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D. Emilio S.A. s/ Infracción ley 24.769 - causa nº 14007485/2010


    D296, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D. L., Antonio y otro s/ Causa nº 518/2013


    D283, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D., Ana María s/ Causa nº 16.832


    D199, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    D., Carlos Esteban, D., Alberto Omar y A. de D., Vilma s/ Causa nº 676/2013


    D334, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D., Elder Pedro s/ Causa nº321/2013


    D79, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D., Héctor y otros s/ Causa nº 1.831


    D259, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D., José Luis s/ Causa nº 1.656/2013


    D318, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    D., Julio César s/ Causa nº 1.478/2013


    D323, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G. E., MaríaEsther s/ Recurso de casación


    G179, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G. E., Ricardo Daniel y otros s/ Causa nº 1637


    G273, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Antonio y otros s/ Causa nº 528/2013


    G581, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Guillermo Fabián y otros s/ Causa nº 398/2013


    G262, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Isabel y otro s/ Causa nº 16345


    G379, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., JesúsAntonio s/ Causa nº 1477/2013


    G330, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación"


    G., José Manuel y otros s/ Causa nº 1449


    G368, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Lilia Trinidad y otra s/ Causa nº 772/2013


    G261, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Manuel Isauro y otro s/ Causa nº 1343/2013


    G437, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Mariano y otros s/ Causa nº 431/13


    G308, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Miguel Angel s/ Causa n°596/2013


    G441, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Nelson Ernesto s/ Causa nº 1212/13


    G367, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Pablo Nicolás s/ Causa nº 1601/2013


    G613, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Víctor Rubén s/ Causa nº 463/13


    G230, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    G., Victorio Américo s/ Causa nº 16753


    G600, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    H. L., Kyungs/ Causa nº 802/2013


    H94, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    H., Edgardo Fernando s/ Causa nº 441/2013


    H60, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    H., Guillermo Juan s/ Causa Nº 652/2013


    H69, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S 765 L XLVIII"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    H., Ulises David s/ Causa nº 16.693


    H42, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765 L. XLVIII,"Soler, Diego slrecurso de Casación".


    A., Pedro Gabriel s/ Causa nº 1.423/2013


    A712, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    O., Miguel Angel y otro s/ Causa nº 1.584/2013


    O139, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    O., Miguel Angel y otros s/ Causa nº 527/2013


    O127, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    O., Ramón Miguel s/ Causa nº 1.677


    O109, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P. C. S.A. s/ Infracción ley 24.769 - causa nº 1.013/2013/2


    P589, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P. S.R.L. s/ Causa nº 139/2013


    P222, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación.


    P., Alejandro Germán y P., Salvador Anontio s/ Causa nº 16.534


    P181, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Alicia y otro s/ Causa nº 16.967


    P489, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Antonio Carlos s/ Causa nº 744.713


    P344, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Carlos Alberto s/ Causa nº 770/13


    P225. L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en lacausa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Carlos Alfredo s/ causa nº 1.290/2013


    P566, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Dardo Daniel s/ Causa N°16.751


    P432, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Domingo Américo s/ Causa nº 17.512


    P342, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Enrique s/ Causa nº 1.192


    P607, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Francisco y D. L., José y otros s/ Causa nº 1358/2008/1


    P599, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Hugo César y otro s/ Causa nº 1.111/2013


    P507, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    P., Martha María Matilde s/ Causa nº 760/2013


    P 436, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    Q., Fabiana Marina s/ Causa nº 1.189/2013


    Q18, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R. A. S.A. s/ Causa nº 526/2013


    R547, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R. C., Pedro Emiliano s/ Causa N°699/2013


    R390, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R. L. S.A. s/ Causa nº 220


    R407, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R. P. S.R.L s/ Causa nº 1.182/2013


    R485, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R. R., Eduardo Aldo s/ Causa nº 1.573


    R411, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R. S.R.L. s/ Causa nº 1.079/2013


    R484, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Adolfo s/ Causa nº 663


    R221, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Andrea Viviana y R. P., María de los Angeles s/ Causa nº 1.844


    R516, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    "R., Claudio Hugo; D. R., Hugo Antonio Eduardo y B., Horacio Mario s/ Causa nº 16.532"


    R528, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Gustavo Marcelo y otro s/ Causa nº 16.634


    R147, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Hugo Oscar s/ Causa nº 1.237/2013


    R533, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Jesús y otros s/ Causa nº 1.894


    R216, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    "R., Jorge Ernesto; G. G., Juan Carlos y R., Gabriel Gustavo s/ Causa nº 319/2013"


    R153, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., José Luis y otros s/ Causa nº 1.462/2013


    R159, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Marcelo Héctor s/ Causa nº 1.665


    R438, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Mariano y otro s/ Causa nº 1.6351


    R333, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Norberto José s/ Causa nº 994/13


    R191, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Oscar Francisco y otros s/ Causa nº 17.080


    R215, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Patricia Hilda y otro s/ Causa nº 16.528


    R529, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Raúl Alejandro s/ Causa Nº 16.990


    R368, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    R., Ricardo Horacio s/ Causa nº 584/2013


    R154, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminadoen la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    Schneider, Pedro Ceferino s/ Causa nº 190/2013


    S133, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    S. L., Carlos Adrián y otros s/ Causa n° 1.347/2013


    S343, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado enla Comp. 580, L. XLIX,"Nam Taek Kim s/ Falsificación de marcas, contraseñas".


    C., Cristian Daniel s/ Uso de documento adulterado o falso


    COMPCSJ1421/2014-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia n° 153, L. L., “Dentalia S.A".


    D. s/ Estafa


    COMPCSJ531/2014-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la fecha en los autos V. 473, L. XLVIII;"Vergara, Alicia Inés y otros c/Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos yotro s/ proceso de conocimiento".


    Vergara, Alicia Inés c/Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    V446,XLVIII-21 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisióna lo dictaminado en los autos"Barmack, Gabriel s/causa n° 14327", letra B, n° 555, libro XL VIII."


    A., Diego s/ Recurso de casación


    CSJ2117/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisióna lo dictaminado en los autos"Barmack, Gabriel s/causa n° 14327", letra B, n° 555, libro XLVIII."


    Z. V., Juan David s/ Recurso de casación


    CSJ1593/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "Schlenker, Alan s/causa n° 13590", letra S, n° 471, libro XL VIII."


    E., Brian Leonel s/ Recurso de casación


    CSJ1599/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos "Schlenker, Alan s/causa n° 13590", letra S, n° 471, libro XL VIII."


    G., Judith Liliana s/ Recurso de casación


    CSJ2088/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisióna lo dictaminado en los autos"Schlenker, Alan s/causa n° 13590", letra S, n° 471, libro XLVIII. Extinción de la acción penal por prescripción: interpretación de la ley."


    Por encontrarse planteada una cuestión idónea para ser conocida por la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, la decisión del a quo no se ajusta a la doctrina de Fallos: 328:1108, que establece que, en el ámbito de la justicia nacional en lo penal, la Cámara Federal de Casación Penal debe intervenir previamente en estos casos.


    B., Claudio Emanuel s/ Recurso de casación


    CSJ1770/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Cartelle, Alberto Daniel s/ Ejecución fiscal


    U27, L-15 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Dmclima S.A s/ Ejecución fiscal


    U15, L-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA)c/ Homeland Construcciones S.A. s/ Ejecución fiscal


    FLP44102454/2012/CS1-CA1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales". Admisibilidad del recurso. "


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA)c/ Godoy y Godoy soc.dehecho s/ Ejecución fiscal


    FLP8855/2014/CS1-5 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en los autos U. 22, L. L.,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA(UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales". Admisibilidad del recurso. "


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA)c/ Peralta, Carlos y Peralta Ayala s/ Ejecución fiscal


    FLP8228/2014/CS1-10 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión alo dictaminado en M. 60, L. L,"Molinos Juan Semino S.A. (T.F. 26.717-A) c/ DGA".


    Molinos, Juan Semino S.A. (TF 25349-A) c/ DGA


    M1325,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en M. 60, L. L,"Molinos Juan Semino S.A. (T.F. 26.717-A) c/ DGA".


    Molinos, Juan Semino S.A. (TF 26715-A) c/ DGA


    M142, L-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en O. 289, L. XLVII,"ORSNA (Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos) c/ Aeropuertos Argentina 2000S.A. s/ proceso de ejecución".


    Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos (ORSNA) c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de ejecución


    O290,XLVII-4 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en R. 179, L. XLIX,"Raiti, José E. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensas/ contencioso administrativo".


    Pérez, Rodolfo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Gendarmería Nacional s/ Contencioso administrativo


    P113,XLIX-3 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en R. 830, L. XLVIII,"Rosenzvit, HéctorAbel y otros s/ Causa nº 14.411".


    R. M., Horacio Pedro y otros s/ Causa nº 14.411


    R836,XLVIII-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en R.133, L. XLVII,"Hourcade, Horacio Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Secretaría de Seguridad Interior - Policía Federal Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad".


    Benavidez, Hugo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA - Resol. 670/04 y orden DIA 80/04 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B637,XLIX-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    C., Sergio Mario s/ Abuso sexual


    CSJ3267/2014/RH1-4 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    M. Leandro s/ Robo


    CSJ3192/2014/RH1-4 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    V., Pedro s/ Recurso de casación


    CSJ2450/2014/RH1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictamindo enla causa Comp. 475, L. XLVIII,"Cazón, Adella Claudia s/ Art.149 bis".


    M., Claudio David s/ Inf. art.149bis


    COMP334, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictamindo en la causa S. 471, L. XLVIII, “Schlenker, Alan s/causa n° 13.590".


    M. B., Hugo Alberto y otro s/ Causa nº 399/2013


    M860, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo manifestado en autos T. 102,L. XLlX,"Torres Méndez, Javier Guillermo c/ Municipalidad de Luján de Cuyo yotros s/ daños y perjuicios".


    Torres Méndez, Javier Guillermo c/ Municipalidad de Luján de Cuyo y otros s/ Daños y perjuicios


    T105,XLIX-3 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión alo resuelto en C. 59, L. XLIX,"Claro, Miguel Ángel c/ Estado Nacional s/ apelación medida cautelar".


    Vasconcelo, Pablo Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    V546,XLIX-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en Comp. 766, L. XLIX,"Pedraza, Héctor c/ ANSES s/ acción de amparo”


    Benítez, Héctor Aníbal c/ ANSES s/ Amparos y sumarísimos


    CSJ3758/2014/CS1-19 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en el día de lafecha en autos E. 2, L. XLIX,"Estado Nacional y otros s/ amparo".


    Estado Nacional y otros s/ Amparo


    E7,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en el día de lafecha en autos E. 2, L. XLIX,"Estado Nacional y otros s/ amparo".


    Estado Nacional y otros s/ Amparo


    E8,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en la causa G. 78, L. XLV,"Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A.y otros s/ despido".


    Luna, Felisa Antonio c/ Asociación Cooperadora Escuela N° 13 Distrito Escolar 6 José Matías Zapiola y otro s/ Despido


    L506,XLVI-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisióna lo resuelto en P. 187, L. L,"Petrobras Argentina S.A. c/ Rio Negro, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ acción declarativa de inconstitucionalidad - incidente de medida cautelar".


    Petrobras Argentina S.A. c/ Neuquén, provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Acción declarativa de certeza


    P608. L-21 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en S. 301, L. XLIV;"Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa", del 15/03/11 (Fallos: 334:275)."


    Serrat, Francisco Roberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    S157,XLVI-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por esa Corte en los autos S.C. Comp. 785, L. XLIX; “Leoz, Miguel” (de Fallos: 328:76) y doctrinade Fallos: 327:3610 ("Castillo")."


    Barrionuevo, Víctor Francisco c/ Asociar ART S.A. s/ Daños y perjuicios (Accidente de trabajo)


    CSJ3699/2014/CS1-18 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por laCorte en Comp. 592, L. XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvoque medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Maxiconsumo S.A. s/ Infracción ley 22.802


    M1424,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corteen la causas: C.1540, L.XLIV "CompañíaMicrómnibus La Colorada S.A.C.I" (Fallos: 332:1624) y T.21, L.XLVIII, “Transportes Don otto S.A.”


    Empresa Puerto Tirol S.R.L. c/ Corrientes, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E49, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en la Comp. 592, L. XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Día Argentina S.A. Acta n° 19.672 - Morón s/ Infracción 22.802


    D795,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en la Comp. 592, L. XLVII, "D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Dirección Provincial de Comercio 22.400 - 19.568/12, Zheng Yi Chun s/ Acta n° 18.804 - La Plata, Infracción 22.802


    D794,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en la Comp. 592, L. XLVII, "D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Inc S.A. Acta n° 15.265, 15.235, 12.475, 15.266 Campana


    I203,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en la Comp. 592, L. XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Lolli Fabricio Acta n° 17.875 La Plata s/ Infracción ley 22.802


    L838,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por laCorte en la Comp.592, L.XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Jumbo Retail Argentina S.A., Acta nro. 16.437 s/ Recurso directo, lealtad comercial, Ley 22.802


    J26, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en las causas L.238, L.XLVI,"Logístíca la Serenísíma S.A. y otros” y M.834, L.XLVIII,"Milkaut S.A.”


    Frigorifico de Aves Soychu S.A.I.C.F.I.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    F30, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en los autos S.C.Comp. 785, L. XLIX; "Leoz, Miguel”, ocasión en la que se remitió al precedente "Ramos", (de Fallos: 328:76) ydoctrina de Fallos: 327:3610 ("Castillo").


    Muñoz Barrington, Rolando Enrique c/ La Caja ART S.A. y otro s/ Accidente de trabajo s/ En grado apelación


    CSJ1007/2014/CS1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte en R.562, L.XLVI, “Rodriguez, Nelson G. c/ EN – Ministerio del Interior PFA s/ Personal mil y civil de las FFAA y de Seg.”


    Barrios, Horacio José c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B63,XLIX-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos F. 286, L. XXXIII "Ferrari de Grand, Teresa Hortensia Mercedes y otros c/ Entre Ríos, Provincia de y otros s/ daños y perjuicios", el 24 de agosto de 2006 (Fallos: 329:3403). "


    Grad, Mirtha G. yotrosc/ Aero Club Bahía Blanca Asoc. Civil s/ Daños y perjuicios


    G862,XLVIII-2 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos G. 196, L. XLVI"Gargano, Diego c/ Banco de la Nación Argentina s/ ejecución de honorarios".


    Bedino, Mónica Noemí c/ Telecom Argentina S.A. y otro s/ Part.accionariado obrero


    B1186,XLVIII-19 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en autos M. 1024; L. XLVII; "Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Action Vis. S.A. s/ ejecución fiscal", del 27/8/13, y dictamen de la Procuración General del 21/6/12."


    Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Carrizo, Gustavo Juan s/ Ejecución fiscal


    M558,XLVIII-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CSJN en autos J. 120; L. XLVIII,"Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia -PFA- dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Robledo, Carmen Adela y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - D.N.G. s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    R469,XLVI-7 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CSJN en autos J. 120;L. XLVIII,"Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia -PFA- dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Salinas, Domingo Aníbal y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Instituto de Ayuda Financiera s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    S177,XLVI-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por la CSJN en autos J. 120; L. XLVIII,"Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional – Ministerio de Justicia -PFA- dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Baleani Tanoni de Riviere, Velia Antonia c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B32,XLIX-7 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto porV. E. en la Comp.592, L.XLVII,"D.C.I. c/ Libertad S.A. s/ presunta infracción a la ley 24.240 de defensa del consumidor".


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la aperturade la instancia del art.14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal.


    Berkholtz, Jerónimo de la Cruz s/ Recurso directo - lealtad comercial -ley 22.802


    B310, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a loresuelto por V.E. en la causa "Filcrosa" (Fallos: 326:3899). "


    Bottín, Miguel Angel c/ Instituto Provincial de Vivienda y Urbanismo s/ Acción procesal administrativa


    B114,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por V.E. en la causa C. 789, L. XLIII, Carlos, Jorge y otros c/ LS 83 TV Canal 9 s/ cobro de pesos” (Fallos: 335:1053).


    Lozano, Javier Pablo y otros c/ Jefatura de Gabinete de Ministros s/ Otros reclamos


    L196, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto por V.E. en la causa M. 1063, L. XLV,"Mara, Hugo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - SSI - GN - Resol 1.219/96 y 1.307/97 SS s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg." (Fallos: 334: 983)."


    Vargas, Héctor Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - EMGE - dto. 1.081/73 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    V5, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos del dictamen: C. 126, L. XLIX, “Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480”.


    A. B., Guillermo s/ Causa n° 1.146/2013


    A23, L-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos del dictamen: G. 457, L.XLIX ,"Giudici s/ causa n° 115 50.278/13".


    M., Héctor s/ Causa n° 115 50.278/13


    M628,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos expuestos en el recurso extraordinario y en el recurso de hecho.


    Trenes de Buenos Aires S.A. s/ Incidente de verificación por Silvia Villafañe y otros


    T249,XLIX-6 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los precedentes publicados en Fallos: 333:311 y 334:398 (caso "Ramos" y Cerigliano", respectivamente), sin perjuicio de mantener el criterio contrario expresado en el dictamen del 13 de octubre de 2009 en la citada causa "Ramos".


    Suvajdzic, Víctor Damián c/ Municipalidad de Coronel Brandsen s/ Despido


    S672,XLIX-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al criterio establecido por la Corte en Fallos: 316: 1524; 317: 312; 317: 1440; 322: 3268,y Competencia n° 960; L. XLVI,"Núñez, Herbert Alejandro si habeas corpus".


    S. R., Omar y otro s/ Infracción ley 23.737


    COMP311, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen dela causa L. 407, XXXVII,"Lacave, Flora B. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de yotros s/ daños y perjuicios".


    Perret, Liliana María y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P520,XXXVII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de autos E. 80, L. XLIX,"Electromac S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Electromac S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    E1,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Asociación por la Defensa de Usuarios y Consumidores c/ BBVA Banco Francés S.A. s/ Ordinario


    A704,XLIX-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Allianz Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Ordinario


    C1642,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Generali Argentina Compañía de Seguros S.A. s/ Ordinario


    C1446,XLIX-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ La Meridional Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Ordinario


    C1586,XLIX-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Provincia Seguros S.A. s/ Ordinario


    C1623,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 26 de agosto de2013 en autos C. 73, L. XLVIII"Cencosud S.A. s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Falabella S.A. y Cencosud S.A. s/ Ley 25.156


    F188,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 26 de agosto de2013 en autos C. 73, L. XLVIII"Cencosud S.A. s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Valle de Las Leñas S.A. s/ Infracción ley 25.156


    V290,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 26 de agosto de2013 en autos C. 73, L. XLVIII"Cencosud S.A. s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Valle de Las Leñas S.A. s/ Infracción ley 25.156


    V283,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27de diciembre de 2013 en autos"MoyanoNores, José Manuel c/ EN - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Jaurena, Walter Hugo c/ Rial San Pedro, Juan José s/ Daños y perjuicios


    J112,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27de diciembre de 2013 en autos"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Ceballos, Javier Hernán c/ Ferreira, Diego Rafael s/ Daños y perjuicios


    C1249,XLIX-26 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27de diciembre de 2013 en autos"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Duarte, Fernando Gastón y otros c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Homologación de acuerdo


    D549,XLIX-26 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27de diciembre de 2013 en autos"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional- AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Moraga Catica, Luzferina Angélica c/ YPF S.A. s/ Daños y perjuicios


    M415,XLIX-26 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27de diciembre de 2013 en autos"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Pereyra, Jorge Rafael y otros c/ Municipalidad de Morón s/ Ejecución de sentencia


    P762,XLIX-26 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27de diciembre de 2013 en autos"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    R., J. de los M. y otros c/ Fitz Maurice, María de los Ángeles y otros s/ Daños y perjuicios


    R535,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de fecha 27 de diciembre de 2013 en autos"Moyano Nores, José Manuel c/ Estado Nacional - AFIP", M. 237, L. XLIX."


    Viseich, Mónica Patricia y otros c/ Lavecchia, Federico Ignacio y otros s/ Daños y perjuicios


    V287,XLIX-25 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa “Agosti Carlos Antonio c/ Radio Rural San Francisco S.R.L. s/ demanda laboral", S.C. A. 395, L. XLVIII."


    Agosti, Carlos c/ Radio Rural San Francisco S.R.L.


    A396,XLVIII-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa“S. 471, L. XLVIII “Schlenker,Alan s/causa n° 13.590". Se mantienela queja interpuesta por el señor Fiscal General."


    M. M., José y otro s/ Causa N° 14.516


    M610,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.363, L. XLIX, "Armstrong, Sharon Mae c/ s/ causa n° 15.507”.


    F., Roberto Hernán s/ Contrabando de estupefacientes


    CSJ4140/2014/RH1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835", el 27 de mayo de 2014."


    C., Walter Eduardo s/Causa nº 749/2013


    COMP682, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    A., Miguel Ángel s/ Causa nº 996/2013


    A233, L-5 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    G., Gustavo s/ Causa nº 10.960


    G196, L-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa A. 653, L. XLVIII,"Andreone, Hugo c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Acción de amparo".


    Pérez, del Valle c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Acción de amparo


    P470,XLVIII-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa A. 653, L. XLVIII,"Andreone, Hugo c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ acción de amparo".


    Torres, Roberto Oscar c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Seguridad y Derechos Humanos s/ Ordinario


    T48,XLIX-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.558.XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835”


    R., Daniel Fabián o P., Ricardo s/ Causa nº 28/2013


    R383, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.558.XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835”


    "S., Crispin; V., Walter Claudio y S., José Eduardo s/ Causa nº 16.211"


    S365, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.653, L.XLVIII,"Andreone, Hugo c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ acción de amparo"


    Fernández, Ernesto Omar c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Acción de amparo


    F362,XLVIII-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.653, L.XLVIII,"Andreone, Hugo c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ acción deamparo".


    Ale, María Esther c/ Estado Nacional (Gendarmería Nacional) s/ Acción de amparo


    A652,XLVIII-18 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa B. 555, L. XLVIII,"Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327".


    G., Carlos s/ Recurso de casación


    CSJ4552/2014/RH1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictámen de la causa C 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    P., Sergio Pablo s/ Causa nº 17.286


    P503, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C 126, L. XllX, "CasalMuñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    G., Mariana Noelia s/ Causa nº 17.397


    G460, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480"


    B. G., Boris Eugenio s/ A determinar


    CSJ4465/2014/RH1-27 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa C. 126, L. XLIX, "Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480"


    L., Cristian Raúl s/ Recurso de casación


    CSJ4143/2014/RH1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480"


    M., Claudio Ángel s/ Recurso de casación


    CSJ4365/2014/RH1-21 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX, "Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480"


    M., Damián Ezequiel s/ Robo con armas


    CSJ4368/2014/RH1-21 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"CasalMuñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    M., Cristian Diego s/ Causa nº 17.481


    M686, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX, "CasalMuñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    O., Ricardo Javier s/ Causa nº 16.847


    O4, L-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa C. 126, L. XLIX, "CasalMuñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480".


    Se desiste del recurso del Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal."


    A., Mario Jorge s/ Recurso extraordinario


    CSJ5688/2014/RH1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"CasalMuñiz, Pedro s/causa n° 15.480".


    M. R., Alberto Mario s/ Causa nº 1.107/2013


    M200, L-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 434, L. XLVII, “Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ Ordinario”.


    Consumidores Financieros Asoc. Civil c/ Paraná S.A.seguros


    CSJ1224/2013 (49-C)/CS001-12 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 76, L. XLV,"Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy Provincia de s/ ejecución fiscal".


    Por ser parte una provincia en una causa que reviste manifiesto contenido federal, esta causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    C305, L-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.126, L. XLIX,"CasalMuñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480".


    F., Juan de la Cruz s/ Recurso de casación


    CSJ4674/2014/RH1 - 2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen dela causa Comp. 721, L. XLVIII, "M. Alfredo s/ inf.art. 292 CP". Competencia de la justicia federal."


    B., Julio Alberto s/ Su denuncia - defraudación por administración fraudulenta


    COMP586,XLIX-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de lacausa Comp.986, L.XLIX, in re"Sektman, Alicia Beatriz s/ su denuncia - estafa"


    S., Alicia Beatriz s/ Su denuncia–Estafa


    COMP91, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causaCompetencia CSJ 981/2014/CS1,"N.N. p/ infracción ley22.421 - denunciante: UFIMA -"


    N.N. s/ Infracción ley 22.421


    CSJCOMP1291/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 380, L. XLVII in re "Pérez Garro, Daniel y otro s/ av. procedencia de automotores -falsificación de documentación- extorsión".


    N.N. s/ Infracción Decreto ley 6582/58


    CSJCOMP 532/2014 (50-C)/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 333, L. XLIX,"Distribuidora Gas Cuyana c/ Resolución I/030 s/ queja".


    Distribuidora de Gas Cuyana S.A. c/ Resolución I-030 Enargas (expte. 12.142/07) s/ Recurso directo


    D268,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 429; XLVIII,"Duarte, Felicia s/recurso de casación", el 4 de octubre del año 2013."


    C., Alberto Edgardo s/ Recurso extraordinario


    C1643,XLVIII-12 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa E. 115, L. XLIX,"Energía Argentina S.A. c/ Salta, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Energía Argentina S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E60, L-3 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión aldictamen de la causa G.277, L,"Guiñazú, Rafael Alberto s/recurso extraordinario".


    L., José Omar s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142, inc. 5)


    CSJ1051/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión aldictamen de la causa G.277, L,"Guiñazú, Rafael Alberto s/recurso extraordinario".


    L., Juan José s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142, inc. 5)


    CSJ1053/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G.277, L,"Guiñazú, Rafael Alberto s/recurso extraordinario".


    R., Narciso Ángel s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142, inc. 5)


    CSJ1055/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión aldictamen de la causa G.277, L,"Guiñazú, Rafael Alberto s/recurso extraordinario".


    S., Ariel Macedonio s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142, inc. 5)


    CSJ1054/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa H. 147, L. XLIX,"Hoyos, Darío Ramón c/ EN – Ministerio de Defensa - Armada s/ personal military civil de las FF.AA. y de seg.".


    Cuccorese, Angel Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa- Armada s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg


    C1535,XLIX-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa I. 37, L. XLIX, "Industrias Argentinas Man S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Industrias Argentinas Man S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    I1,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa L. 454, L. XLVII,"Lore, Miguel Ángel c/ E. N. - Ministerio de Justicia – Policía Federal Argentina - dto. 6581/58 s/ personal militar y civil de las FF.AA. y de seg.".


    Alvarez, Florentina c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A1073,XLIX-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa M. 1164, L. XLVII,"Meckievi César c/ ANSES por despido".


    Hernández, Federico A. c/ ANSES s/ Despido


    H128,XLVIII-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa M. 1164, L. XLVII,"Meckievi César c/ ANSES por despido".


    Ramos, Luis E. c/ ANSES s/ Despido


    R511,XLVIII-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 1263, L XLVIII; “Mego Gutiérrez, Daniel Alejo s/ Causa n° 15.341”, y E. 24, L. XLIX, “Encima López, Julio Cesar s/ Causa n° 15.243”. Se desiste del recurso fiscal interpuesto."


    G. B., Ronald Gilberto s/ Causa nº 16.041


    G438, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 376, L. 49,"Material Ferroviario S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Material Ferroviario S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    M4, L-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 377, L. XLIX,"Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Electromac S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    E80,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causaM. 377, L. XLIX,"Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Industrias Argentinas Man S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    I37,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 377, L. XLIX,"Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Material Ferroviario S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    M376,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 377, L. XLIX,"Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacionalde Defensa de la Competencia".


    Molinos y Establecimientos Harineros Bruning S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    M498,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa M. 377, L. XLIX, "Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Poliservicios S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    P281,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 377, L. XLIX,"Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    M5,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 377, L. XLIX, “Mafinsa S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia”.


    Suge S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    S290,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 438, L. 48, “Máxima Energía S.R.L. c/ DGI”.


    La Angostura S.R.L. (TF 31150-I) c/ DGI


    L563,XLVIII-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 438, L. 48, “Máxima Energía S.R.L. c/ DGI”.


    Line Up S.A. (TF 29232-I) c/ DGI


    L568,XLIX-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 438, L. XLVIII,"Máxima Energía S.R.L. c/ DGI".


    El Tetu S.A. (TF 32372-I) c/ DGI


    E131,XLIX-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa M. 498, L. XLIX, "Molinos y Establecimientos Harineros Bruning S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia".


    Molinos y Establecimientos Harineros Bruning S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    M3,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 898, L. XLVIII, "Méndez, LuisSebastian s/ Causa n° 13.478".


    I., Claudio Germán y G., Armando Oscar s/ Causa nº 15.110


    I105, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa O. 230, L. XLIX,"Oroplata S.A. c/ Santa Cruz, provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Minera Santa Cruz S.A. c/ Santa Cruz, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M1387,XLIX-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa O. 230, L.XLIX,"Oroplata S.A. c/ Santa Cruz, provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Minera Tritón Argentina S.A. c/ Santa Cruz, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M1382,XLIX-14 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa P. 281, L. XLIX,"Poliservicios S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa dela Competencia".


    Poliservicios S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    P312,XLIXde junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 1, L.XLIX, "Simón, Antonio Herminio y otros s/ Recurso extraordinario".


    G., Carlos Enrique s/ Causa n° 16.733


    G9, L-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 290, L XLIX, “Suge S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional Defensa de la Competencia”.


    Suge S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    S2,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 306, L. XLIX,"SanJuan S.A. (TF 29974-1) c/DGI".


    San Juan S.A. c/ DGI s/ Recurso


    S172,XLIX-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 432, L. XLV, "Stagni, José y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ personal militar y civil de las FFAA y Seguridad".


    Altamirano, Mario Salvador y otros c/ Estado Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A894,XLV-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590". Se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General."


    A., Leonardo s/inf. art. 164


    CCC500000405/2008/TO1/1/RH1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/causa n° 13.590".


    R. G., Erwin Richard s/ Causa nº 1.417/2013


    R593, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso deCasación".


    A., Emilio Francisco s/ Causa nº 1849


    A511, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    A., Rodolfo Alberto s/ Causa nº 398/2013


    A684, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    A., Roque y S., Carlos Marcelo s/ Causa nº 1383/13


    A212, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    AFIP - DGI s/ Denuncia (art. 1 de ley 24.769 Contribuyente Metal V S.A.)


    A643, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B. y C. de W. S.A. s/ Causa nº 603/2013


    B549, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Alberto Marcelo s/ Causa N° 16/2013


    B440, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Bautista Francisco s/ Causa nº 1879/2013


    B484, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Roberto y otros s/ Causa nº 246


    A299, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C. Colón S.R.L. s/ Causa nº 729/13


    C314, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C. Construcciones S.R.L. s/ Causa nº 1.257


    C263, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C. R., Carlos Alberto y R., Carolina s/ Causa nº 851/2013


    C703, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C., Angel Esteban s/ Causa nº 16.362


    C491, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C., Elsa Ester s/ Recurso de casación


    C175, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C., Gustavo Eduardo y J., Liliana Beatríz s/ Causa nº 16.123


    C291, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765 L. XLVIII "Soler, Diego s/recurso de Casación".


    D., Juan Alberto s/ Infracción ley 24.769 - Causa n° 1.128/2013


    D203, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    D., Juan Carlos s/ Recurso de casación


    D90, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    G. S.A. s/ Causa nº 1481/2013


    G177, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    G. U., José Manuel y otros s/ Causa nº 1537


    G296, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    G., Alfredo Francisco s/ Causa nº 859/2013


    G629, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    G., Carlos Alberto s/ Causa nº 16950


    G617, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    G., José Luis s/ Causa nº 15979


    G254, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    G., Pablo Rodolfo s/ Causa nº 1544/2013


    G533, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    H., Ricardo y otra s/ Causa nº 635/2013


    H48, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/recurso deCasación".


    P., Diego Leopoldo s/ Causa nº 352/2013


    P434, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B. T., María Guadalupe s/ Causa nº 16367


    B220, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Daniel Enrique y F., Gabriel s/ Causa nº 16214


    B360, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII "Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Franco s/ Causa nº 1087/2013


    B154, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., José Antonio s/ Causa nº 615/2013


    B376, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., José María s/ Causa nº 1303/2013


    B375, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Manuel Hernán s/ Causa nº 1558/2013


    B554, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., María Guadalupe s/ Causa nº 590/2013


    B293, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Martín Juan y otros s/ Causa nº 702/2013


    B377, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Mónica Noemí s/ Causa nº 182/2013


    B221, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII "Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Norberto Antonio s/ Causa nº 562/13


    B300, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    B., Sergio Oscar s/ Recurso de casación


    B179, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C. M., Jorge y otro s/ Causa nº 1538/2013


    C841, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C., José Eugenio s/ Causa nº 13594/2013


    C868, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen dela causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación"


    C., María Teresa y D., Liliana Silvia s/ Causa nº 1794/2013


    B811, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765 L.XLVIII"Soler, Diego s/recurso de Casación".


    C., Roberto Francisco y otro s/ Causa nº 1253


    C840, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    L., Elba Susana s/ Recurso de casación


    L66, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    N., Juan José s/ Recurso de casación


    N4, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    C., Ramona y otros s/ Causa nº 995/13


    C1575,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    Sánchez, Alejandra y otros s/ Causa nº 228/13


    S997,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de Casación"


    T. S. S.R.L. s/ Causa nº 17.322


    T129, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación"


    T., Juan Carlos y otros s/ Causa nº 403/2013


    T189, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    A. C. S.R.L. s/ Recurso de casación


    A1203,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A. H. S.R.L. s/ Recurso de casación


    A135, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A. R., Francisco s/ Recurso de casación


    A18, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A., Carlos Aníbal s/ Recurso de casación


    A21, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A., Dante Lionel y otros s/ Causa nº 1.511/13


    A132, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    A., Felipe Carlos Alberto s/ Causa nº 243/13


    A246, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A., José Alberto y otro s/ Recurso extraordinario


    A1216,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A., Juan José y otros s/ Recurso de casación


    A45, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de casación".


    A., Omar Aldo s/ A determinar


    CSJ974/2014/RH1-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen dela causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A., Renato s/ Causa nº 700


    A71, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A., Ricardo Dante s/ Causa nº 1.304


    A33, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de lacausa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A., Ricardo Edgardos/ Causa nº 1.385/2013


    A37, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A., Rubén Angel s/ Causa nº 598/2013


    A182, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A., Rubén Luján y F., José Ricardo s/ Recurso de casación


    A1202,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B. A. B. S.A. s/ Causa nº 566/13


    B1160,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    B. C., Rodolfo Miguel s/ Causa 1568/2013


    B631, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recursode Casación".


    B., Eulogio y otro s/ Causa n° 1636/2013


    B649, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    B., Federico Osvaldo s/ Recurso de casación


    B1078,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Hermán Ariel s/ Causa nº 12.107


    B16, L-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    B., Javier Germán s/ Causa nº 801/2013


    B18, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    B., Norberto José y otros s/ Causa nº 4/13


    B141, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Pablo y otro s/ Causa nº 678/2013


    B138, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    Balter, Carlos Mario s/ Causa nº 204


    B1090,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diegos/ recurso de Casación".


    C. F. S.A. s/ Recurso de casación


    C174, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C.I. S.A. s/ Causa nº 1.826/2013


    C147, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    C., Aldo Carlos y otros s/ Causa nº 434/2013


    C34, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    C., Carlos Alberto y otro s/ Recurso extraordinario


    C42, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    C., Cristian Javier s/Causa n° 15.840


    C892, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    C., Daniel y S., Edgardo Adrián s/ Causa nº 16.786


    C781, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    C., Daniela Silvina y C., Ricardo Diego s/ Causa nº 1.582/2013


    C782, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C., Fernando Oscar s/ Recurso de casación


    C1523,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L.XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    C., Graciela Susanas/ Causa nº 756/13


    C70, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C., Jorge Leonardo s/ Recurso de casación


    C1522,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    C., Nicolás María s/ Recurso de casación


    C54, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C., Norberto s/ Causa nº 17.050


    C69, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    C., Osvaldo Humberto s/ Causa nº 1.811


    C76, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    D. L., Alfonso David y otros s/ Causa nº 1.161/2013


    D71, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    D. R. S.A. s/ Causa nº 1.292/2013


    D7, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    D. R., Rosa Selva s/ Causa nº 1.020/13


    D777,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    D., DanielAlberto s/ Recurso de casación


    D6, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    D., Fernando Gabriel s/ Causa nº 1.191/2013


    D46, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    D., Fernando y otros s/ Causa n° 56/2014


    D376, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    D., Luís Alberto s/ Recurso de casación


    D787,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    D., Mario Norberto y otros s/ Causa nº 1.451


    D53, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    E. F. B. S.R.L. s/ Causa nº 592/13


    E19, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    E. T., Gustavo Pedro s/ Causa nº 1.651


    E36, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    E.,Jorge y otro s/ Causa nº 16.354


    E20, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    E., Roberto Ramón s/ Causa nº 1.271


    E295,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso decasación".


    F. C. Tecnología y Desarrollo s/ Causa 1.114/13


    F397, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    F., Edgardo Agustín s/ Causa nº 997/2013


    F12, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L.XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    F., Elba María s/ Su denuncia -estafa en grado de tentativa


    COMP748,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    F., José Carlos s/ Causa nº 1.129/2013


    F92, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    G. de B. M., Clotilde y otros s/ Causa nº 16.473


    G19, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    G. P., Ramón Esteban s/ Recurso de casación


    G1059,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    G., Averaldo Santiago s/ Recurso de casación


    G857,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    G., Beatriz Terecita s/ Recurso de casación


    G1094,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    G., José Alberto s/ Causa nº 648/13


    G1095,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de casación".


    G., Juan Domingo s/ Causa nº 1.439/2013


    G275, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    G., Miguel Angel s/ Causa nº 444/2013


    G1066,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    G., Ricardo José s/ Recurso de casación


    G18, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    H. A. S.A. s/ Recurso extraordinario


    H6, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    I. KAF S.R.L. s/ Recurso de casación


    I196,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recursode Casación".


    I. S. S.R.L. s/ Causa nº 1.476


    I28, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    I., Pedro Cayetano y otros s/ Recurso extraordinario


    I12, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    J. T. S.R.L. s/ Recurso de casación


    J109,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    K., Alejandro Jorge s/ Recurso de casación


    K5, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    K., Alejandro y otro s/ Causa nº 1.263/13


    K3, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación"


    L. M., Lucilo Bernabé y otros s/ Causa nº 16.549


    L89, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    L. N. G. S.A. s/ Recurso de casación


    L19, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    L., Celia María s/ Causa nº 757/13


    L42, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso deCasación".


    L., Luis Alberto s/ Recurso de casación


    L764,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    L., Néstor y otros s/ Causa nº 16.721


    L780,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de casación".


    M, Luis Enrique s/ Causa nº 1.705/2013


    M199, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    M. G. S.A. s/ Infracción ley 24.769 - causa nº 867/2013


    M558, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de lacausa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    M. G., Pedro y otros s/ Causa nº 17.010


    M249, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M. O. ICSA s/ Causa nº 1.619/13


    M424, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M. P. S.A. s/ Causa nº 1130


    M35, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M. P., Hernán y otro s/ Causa nº 849/13


    M651, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M. S.A. s/ Causa nº 642/2013


    M37, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M. S.R.L. s/ Causa nº 287/13


    M844, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M. U., Angel y otra s/ Causa nº 17.077


    M286, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de lacausa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M. Wei s/ Causa nº 17.243


    M33, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M. y P. S.R.L. s/ Causa nº 1.577/2013


    M838, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causaS. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    M. Z., Edgardo Daniel s/ Causa n°16.289


    M407, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., Alejandro Enrique s/ Recurso de casación


    M1323,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., Antonio Abel s/ Causa nº 717/2013


    M222, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., Armando Ernesto s/ Recurso de casación


    M138, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Claudia Edel y otros s/ Causa nº 1.148/2013


    M795, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Daniel Gerardo s/ Causa nº 505/13


    M289, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., David s/ Causa nº 1.127


    M36, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Federico Bartolomé s/ Causa nº 421/13


    M287, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., Francisco s/ Recurso de casación


    M133, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Gabriel y otros s/ Causa N°1.717/2013


    M514, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., HugoAlberto s/ Recurso de casación


    M158, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Jorge Alberto s/ Causa nº 1.618/2013


    M758, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    "M., Jorge Daniel; M., Hugo Domingo y Q., Edgardo s/ Causa nº 1.581/13"


    M263, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., Jorge Hugo s/ Causa nº 1.411/2013


    M861, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., José Ángel s/ Recurso de casación


    M136, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., José Luis y otros s/ Causa nº 15.666


    M187, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., José Luis y otros s/ Recurso extraordinario


    M1304,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., José Miguel y otros s/ Causa Nº 991/2013


    M470, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., Julio César s/ Recurso de casación


    M1414,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Manilo José y otro s/ Causa nº 16.413


    M681, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., María Silvina y otro s/ Causa nº 303/2013


    M512, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., Mario s/ Causa nº 1.059/13


    M1338,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    M., Matías Alejandro s/ Causa nº 651/2013


    M188, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Ricardo s/ Causa nº 688/2013


    M772, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    "M., Roberto Juan; M., Nora Patricia; T., Ramiro José y C., Ricardo s/ Causa nº 702/2013"


    M672, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Simón s/ Causa nº 1.334/2013


    M349, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    M., Teresita y otros s/ Causa nº 985/2013


    M277, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    Marchisio, Diego Fernando s/ Causa nº 774/2013


    M221, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    Matadero y Frigorífico E. M.S.A. - M., Nicolás Francisco s/ Causa nº 62.050.044/2013/2


    M800, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    N. A. S.A s/ Causa Nº 868/2013


    N89, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    N. de C., Carlos Daniel s/ Causa nº 1.386/2013


    N72, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    N. M. S.A. s/ Causa nº 1.438/2013


    N59, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    N., Adolfo y B., Rodolfo Rafael s/ Causa nº 1.907


    N122, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    N., Guillermo s/ Causa nº 712/13


    N65, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    O. S. S.R.L. s/ Causa nº 998/2013


    O30, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    O., Julio Luis s/ Recurso de casación


    O8, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P. A., Leonardo David s/ Recurso extraordinario


    P49, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Ariel Darío s/ Causa nº 724/13


    P994,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Carina Beatriz s/ Causa nº 190/13


    P23, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recursode Casación".


    P., Claudio Pascual s/ Recurso extraordinario


    P972,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Daniel Alfredo y otra s/ Recurso extraordinario


    P74, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Federico s/ Causa nº 16.541


    P26, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    P., Jorge Raúl y otros s/ Causa nº 1.200


    P27, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    P., Leonardo Gabriel s/ Recurso extraordinario


    P138, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Marcelino José s/ Causa nº 16.349


    P130, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Ricardo s/ Causa nº 988/2013


    P25, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    P., Roberto s/ Causa nº 1.377


    P999,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Rubén Vicente s/ Recurso de casación


    P73, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Q., Diego Gustavo s/ Causa nº 15.740


    Q4, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diegos/ recurso de Casación".


    Q., Raúl Alberto s/ Recurso de casación


    Q98,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de casación".


    R., Darío David y otros s/ Evasión simple tributaria


    CSJ947/2014/RH1-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    R., Eduardo Gustavo s/ Causa nº 972/2013


    R15, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    R., Hernán s/ Causa nº 281


    R876,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    R., José s/ Causa nº 861/2013


    R90, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    R., Luis Carlos s/ Recurso de casación


    R928,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    R., Roberto José s/ Recurso de casación


    R106, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S. S.A. s/ Causa nº 672/2013


    S33, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S. S.R.L. s/ Causa nº 1.671


    S51, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Alejandro s/ Causa nº 1.672


    S27, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Diego David y otros s/ Recurso de casación


    S101, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Florencia Elizabet y S., Luciano Gabriel s/ Recurso de casación


    S100, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Mirta del Rosario y otro s/ Causa nº 1.174/2013


    S126, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Mónica Beatriz s/ Recurso de casación


    S995,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    S., Roque Alfredo s/ Recurso de casación


    S36, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    T. G. y Hno S.A. s/ Recurso de casación


    T53, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    T. S. S.A. s/ Causa nº 1.249/13


    T411,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    T., Carlos Valentín s/ Causa nº 17.046


    T193, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    T., Cono Antonio y T., José Alberto s/ Causa nº 1.577


    T112, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    T., Daniel Omar s/ Recurso de casación


    T389,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    T., Fernando Raúl s/ Causa nº 17.354


    T86, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    T., Marcelo José s/ Causa nº 15.898


    T70, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    T., Narciso Roberto s/ Causa nº 1.031/2013


    T400,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    "V. D., Gervasio; P. V., Manuel; K., Arturo Teodoro y K., Jorge Emilio s/ Causa nº 71007326/2011"


    V310, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    V. M., Fidel y otro s/ Recurso extraordinario


    V11, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    V. y Valls S.A. s/ Causa nº 1.471


    V111, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    V., Alberto s/ Causa nº 17.002


    V9, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    V., Alejandro René s/ Causa nº 53


    V25, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    V., Ángel Miguel s/ Recurso de casación


    V28, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    V., Edgardo Walter s/ Causa nº 1.360/2013


    V278, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    V., Eldo Oscar y V., Horacio Alberto s/ Causa nº 113/2013


    V222, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    V., Fabricio Carlos s/ Causa n° 3.754/2013


    V189, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    V., Leonardo Manuel y otros s/ Causa nº 16.616


    V131, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    V., Marcos s/ Causa nº 16.703


    V571,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen dela causa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    V., Ricardo Hugo y A., Valeria s/ Causa nº 1.300/2013


    V279, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    V., Roberto s/ Causa nº 1.491/2013


    V280, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    W., Cintia Noelia y otra s/ Causa nº 336


    W27, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    W., Isabel Nancy s/ Causa nº 1.879


    W18, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, "Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    Y., Carlos s/ Causa nº 868/13


    Y26, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    Y., José Humberto s/ Causa nº 396/2013


    Y3, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler,Diego s/ Recurso de Casación".


    Z. S.A. s/ Causa nº 802/2013


    Z43, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Z., José Roberto s/ Recurso de casación


    Z16, L-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”


    G. Q. EMP S.A. s/ Causa nº 1538/2013


    G298, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”


    G. Q., Carlos Felipe s/ Causa nº 16.982


    G255, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A. L. Compañía de Seguros S.A. s/ Causa nº 1.543/2013


    A218, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A. S.R.L. s/ Causa nº 1.011/2013/2


    A401, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Adrián Alejandro s/ Causa nº 281/2013


    A306, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Alejandro y otros s/ Causa nº 11.823


    A521, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Angel Raúl s/ Causa nº 16.149


    A500, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Carlos María s/ Causa nº 1.031


    A584, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Cecilia Paula s/ Causa nº 782/2013


    A210, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    "A., Horacio Manuel; D., Mariela Gabriela; L., Horacio Esteban y R., Juan Carlos s/ Causa nº 581/2013"


    A211, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Jorge Eduardo s/ Causa nº 119


    A285, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Luis y otros s/ Causa nº 323/13


    A291, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Mario Alberto y otros s/ Causa nº 15.757


    A200, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Mirta Graciela s/ Causa nº 1577/2012


    A591, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A., Nicolás Manuel s/ Causa nº 918/2013


    A142, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    A.DelM. S.A. s/ causa nº 1.338/2013


    A275, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    C., Claudio y otros s/ Causa nº 1.575


    C617, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    D., Julio Armando s/ Causa nº 740/2013


    D185, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    D., Mario Norberto y otros s/ Causa nº 1.058


    D156, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    E.E. C. S.A. s/ Causa nº 1.620/13


    E115, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    E. S.A. s/ Infracción ley 24.769


    E176, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    E., Andrea Fabiana y E., Bruno s/ Causa nº 210/2013


    E72, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    E., Andrea Fabiana y E., Bruno s/ Causa nº 209/2013


    E73, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler,Diego s/ Recurso de casación”.


    E., Carlos Benjamín y L., Miguel Angel s/ Causa nº 743/2013


    E132, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    E., Javier Raúl y otros s/ Causa nº 1.211/2013


    E172, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F. A.l S.A. s/ Causa nº 1.360/2013


    F358, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F. G. s/ Infracción ley 24.769 - causa n°1.150/2013


    F218, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F. Minetti, Jorge Alberto s/ Causa nº 458/2013


    F243, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Bruno Andrés s/ Causa nº 1.444


    F107, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Christian s/ Causa n° 1.650/2013


    F271, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Cristian César y M., María Cecilia s/ Causa n° 16.593


    F272, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Cristina s/ Causa nº 238/2015


    F151, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Edith Nelqui y G., Vicente s/ Causa nº 1.459/2013


    F106, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Eduardo Rene s/ Causa nº 170


    F336, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Fernando Alberto y otro s/ Causa nº 1.814


    F280, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de Casación”.


    F., José s/ Causa nº 1268/13


    F723,XLIX-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Juan Manuel s/ Causa nº 1.284


    F319, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Raúl Domingo s/ Causa nº 1.194


    F160, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Raúl Emilio y G., Daniel Alberto s/ Causa nº 304/2013


    F123, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Ricardo Oscar s/ Causa nº 16.692


    F335, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    G., María Celia y otros s/ Causa nº 1.358/2013


    G378, L-14 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII, “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    V. de A. S.A. s/ Causa n° 42020368/2013


    V322, L-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa S.518, L. XLVIII, “Salinas, David Gustavo s/ homicidio calificado".


    M., Luis Benicio s/ Recurso extraordinario


    M660,XLVIII-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Y.15, L. XLIX,"Yparraguirre, Juan (TF 27337-I) y otro c/ DGI".


    Yparraguirre, Juan y otro c/ DGI s/ Recurso


    Y7,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    F., Martín Eduardo s/ Causa Nº 15.334


    F745,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: B.1152, L.XLIX,"Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. s/ inhibitoria en los autos: Fisco de la provincia de Buenos Aires cl Tribunal Fiscal de Apelación".


    "Banco Supervielle S.A.s/ Inhibitoria en autos "Fisco de la provincia de Buenos Aires c/ Tribunal Fiscal de Apelación s/ Pretensión anulatoria (Coady: Banco Societe Generale S.A.) - Expediente nº 13.913"


    B122, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: C. 126, L. XLIX, “Casal Muñiz Pedro s/ causa n° 15.480”.


    P., Daniel Alberto s/ Causa Nº 1293/2013


    P31, L-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: H. 139, L. XLVIII,"Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/ Incidente de recurso extraordinario".


    Corresponde hacer lugar a esta queja.


    V. M., John Eduardo y S. R., Olga s/ Causa nº 16.534


    V232, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: H. 139, L. XLVIII,"Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/incidente de recurso extraordinario".


    J., Claudio Roberto y otros s/ Causa nº 12968


    J100,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: H. 139, L. XLVIII,"Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/incidente de recurso extraordinario".


    R.,Juan Carlos s/ Causa nº 13.220


    R872,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa: S. 765 L. XLVIII,“Soler, Diego s/ Recurso de Casación”.


    B., Pedro s/ Causa nº 1.376/13


    B13, L-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: S. 765, L. XLVIII “Soler Diego s/ Recurso de Casación”


    T. SA s/ Causa nº 900/2.013


    T369,XLIX-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: S. 765, L. XLVIII “Soler, Diego s/ Recurso de casación”.


    F., Carlos Alberto y otro s/ Causa nº 16.972


    F663,XLIX-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa: T. 171, L XLIX, “Tommasi, Julio Alberto s/ Recurso extraordinario”.


    P., RobertoLuis s/ Recurso extraordinario


    P1001,XLIX-17 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la fecha, recaídoen los autos V. 255, L. XLVII,"Vizcarra, Elena Beatriz y otra c/ Guard S.A. yotra s/ accidente de trabajo".


    Vizcarra, Elena Beatríz c/ Guard S.A. y otro s/ Accidente - Acción civil


    V486,XLVII-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Construcciones Kaskote S.A. s/ Ejecutivo


    U30, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Construcciones Vimac SRL s/ Ejecutivo


    U26, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Constructora y Consultora Sureña S.A. s/ Ejecución fiscal


    U11,L-16 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Einschlag Construcciones S.A. s/ Ejecución fiscal


    U13, L-26 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Esains Construcciones S.A. s/ Ejecución fiscal


    U14, L-12 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L, "UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Indupren S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    U12, L-8 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L, "UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Ramirez, Fabián Andrés s/ Ejecución fiscal


    U33, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L.s/ Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) c/ Ricardo de los Santos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    U29, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de los autos U. 22, L. L,"UNIÓN OBRERA DE LA CONSTRUCCIÓN DE LA REPÚBLICA ARGENTINA (UOCRA)c/ C. y C. Construcciones S.R.L. s/Ley 23.660 - Obras Sociales".


    Unión Obrera de la Construcción de la República Argentina (UOCRA) s/ Olivo Zambrano S.A. s/ Ejecución fiscal


    U25, L-16 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Adecua c/ Círculo de Inversiones S.A. de Ahorro p/f determinados y otros s/ Ordinario


    A114,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Adecua c/ Citibank N.A. y otro s/ Ordinario


    A251,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Argos Compañía Argentina de Seguros Generales S.A. s/ Ordinario


    C93,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Banco de la Provincia de Córdoba s/ Ordinario


    C1031,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII "Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Banco de San Juan s/ Ordinario


    C750,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Consumidores Financieros Asociación Civil parasu Defensa c/ Banco Piano S.A.s/ Ordinario


    C1145,XLVI-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés s/ Ordinario


    C5,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BNP Paribas s/ Ordinario


    C1214,XLVI-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    PADEC Prevención, Asesoramiento y Defensa del Consumidor c/ Citibank NA s/ Sumarísimo


    P462,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Proconsumer c/ Standard Bank Argentina SA s/ Proceso de conocimiento


    P362,XLVIII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Edesur s/ Proceso de conocimiento


    U50,XLVI-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Banco Patagonia S.A. s/ Ordinario


    C1076,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensac/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ HSBC La Buenos Aires S.A. s/ Ordinario


    C1008,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ La Meridional Compañía Argentina de Seguros S.A. s/ Ordinario


    C1137,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Libres Coop. Ltda.yotrosc/ Bankboston N.A. s/ Sumarísimo


    C223,XLVIII-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 23 de diciembre de 2013en los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/Citibank NA s/ ordinario".


    Consumidores Libres Cooperativa Ltda. Prov. Serv. Acc. Com. c/ AMX Argentina S.A. (Claro) s/ Proceso de conocimiento


    C1193,XLVIII-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Adecua c/ Fiat Crédito Compañía Financiera S.A. s/ Ordinario


    A648,XLVIII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 25 de octubre de 2013, en autos D. 487, L. XLVII"Damnificados Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ BBVA Banco Francés S.A.".


    Adecua c/ Rombo Compañía Financiera S.A. s/ Ordinario


    A953,XLVI-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 30 de septiembre de 2013 en los autos A. 1058, L. XLVII,"Asociación de Anestesia, Analgesia y Reanimación de Buenos Aires s/ Apelación de resolución de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Coca Cola Polar Argentina S.A. s/ Ley 25.156


    C683,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día 8 de octubre de 2014, recaídoen los autos F. 94, L. XLVIII,"Federación Única de Viajantes de la República Argentina y otro c/ Yell Argentina S.A. s/cobro de aportes".


    Federación Única de Viajantes de la República Argentina y otro c/ Jorge Gutiérrez S.R.L. s/ Cobro de aportes


    F440,XLVIII-17 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en autos Comp. 34, L. L, "Montemartini, Mario Ángel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ amparos y sumarísimos".


    D'Ambrosio Anita c/ Administración Federal de Ingresos Públicos y otro s/ Amparos y sumarísimos


    COMP33,L-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en autos F. 506, L. XLIX,"Fundación Agronegocios y Alimentos el Exolgan SA s/ amparo".


    Fundación Agronegocios y Alimentos c/ Exolgan S.A. s/ Amparo


    F505,XLIX-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en autos M. 691, L. XLIX,"Ministerio de Trabajo 17712/2012 c/ Arte Radiotelevisivo Argentino SA s/ ejecución fiscal".


    Ministerio de Trabajo 17712/2012 c/ Arte Radiotelevisivo Argentina S.A. s/ Ejecución fiscal


    M278,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fechaen autos Y. 32, L. XLIX,"YPF S.A. s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    YPF S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    Y29,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa A. 1082, L. XLVIII,"Aguas Danone S.A. c/ DNCI-Disp. 512/10".


    Aguas Danone de Argentina S.A. c/ DNCI- Disp. 512/10 y otros s/ Queja


    A856,XLVIII-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa C. 100, L. XLIX,"Cantera FC S.A. s/ quiebra".


    Cantera FC S.A. s/ Quiebra


    C94,XLIX-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fechaen la causa C. 1076, L. XLIX,"Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/Banco Patagonia SA s/ordinario".


    Consumidores Financieros Asociación Civil para su Defensa c/ Banco Patagonia S.A. s/ Ordinario


    C1037,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fechaen la causa C. 1088, L. XLIX,"Círculo Odontológico de Jujuy s/ infracción ley 25156".


    Círculo Odontológico de Jujuy s/ Infracción ley 25.156


    C1074,XLIX-8 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa E. 147, L. XLIX,"Esso Petrolera Argentina SRL s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Esso Petrolera Argentina S.R.L. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    E130,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa E. 147, L. XLIX,"Esso Petrolera Argentina SRL s/ apelación resolución Comisión Nacionalde Defensa de la Competencia".


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Apel.resol. Comisión Nac. Defensa de la Competencia


    S524,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa E. 147, L. XLIX,"Esso Petrolera Argentina SRL s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    YPF S.A. s/ Apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    Y32,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa G. 568, L. XLIX,"Gepal SA c/ Municipalidad de La Matanza s/ amparo".


    Gepal S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Amparo


    G560,XLIX-22 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha en la causa S. 524, L. XLIX,"Shell Compañía Argentina de Petróleo SA s/ apelación resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia".


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A.s/ Apelación resol. Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    S464,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha, en la causa B. 461, L. XLIX,"Bunge Argentina S.A. c/ AFIP s/ amparo ley 16.986".


    Bunge Argentina S.A. c/ AFIP s/ Amparo


    B285,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha,en la causa B. 977 L. XLVIII,"Banco Caseros S.A. s/ quiebra s/ incidente de apelación".


    Banco Caseros S.A.s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    B958,XLVIII-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen del día de la fecha, recaído en los autos F.625, L. XLVII"Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza (FATLyF) c/ Cooperativa de Electricidad de San Agustín Limitada s/ Laboral".


    Federación Argentina de Trabajadoresde Luz y Fuerza (F.A.T.L.Y.F.)c/ Cooperativa de Electricidad de Morrison Ltda.s/ Dda.laboral- aportes - rec.decasación


    F624,XLVII-10 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en autos "Bonfantino, Hugo Osvaldo", Comp. 3, L. L."


    B., Hugo Osvaldo s/ Extorsión -testimonios extraídos causa n° 33.350/s


    COMP4, L-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en el casoL. 649, XLVIII, “Guillermo Luis”.


    L., Guillermo Luis s/ P.s.a. falsedad ideológica -causa nº 43/2013


    L685,XLIX685-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en el caso A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón".


    M., Gabriel Eugenio s/ Causa Nº 30/2013


    M1427,XLIX-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en el caso A. 558, L. XLVI, "Arevalo, Martín Salomón”.


    A., Luciano Jonathan s/ Causa nº 16.771


    A22, L-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en elcaso A. 558, L. XLVI,"Arevalo, Martín Salomón”.


    B.,Juan Carlos s/ Causa n° 12.175


    B91, L-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en el caso A. 558, L.XLVI,"Arévalo, Martin Salomón”.


    P., Néstor Javier s/ Causa Nº 623/2013


    P29, L-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en el caso A.558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    P., Claudia Roxana s/ Causa Nº 599/2013


    P32, L-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en el caso N. 1, L.XLIX,"Navarro Castex, Juan Carlos”.


    B.,Carlos José s/ Causa n° 16.028


    B1125,XLIX-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en la causa A. 1266, L. XLVIII, "Alliance One Tobacco Argentina S.A. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Ordinario".


    Defensora del Pueblo de la Provincia de Río Negro c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) y otros s/ Acción de amparo


    D384,XLVIII-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    G., Marcelo Fabián s/ Causa nº 273/13


    G492, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen en la causa N.1, L. XLIX, “Navarro Castex, Juan Carlos”.


    R., Juan Carlos s/ Causa Nº 14.560


    R23, L-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen obrante en la causa.


    Cantera FC S.A. s/ Quiebra


    C 100,XLIX-25 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictameny sentencia A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    A., HugoSebastián s/ Causa nº 653/2013


    A533, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y sentencia A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    C., Diego Alfonso s/ Recurso extraordinario


    C550, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictameny sentencia A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    F., Marcelo César s/ Causa nº 1.508/2013


    F263, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y sentencia de autos A.910, L. XLIX,"Aerolíneas Argentinas S.A. c/Estado Nacional DNM- s/ recurso directo".


     Estado Nacional - ANAC - Resol. 972/08 c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Proceso de ejecución


    CAF29328/2013/CS1-CA1-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y sentencia de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    A., Ezequiel Darío s/ Causa nº504/2013


    A534, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y sentencia de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    C. A., Arturo Wiliam s/ Causa nº 634/2013


    C582, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen y sentencia de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835".


    G. C., Jonathan Ezequiel s/ Causa n° 1.298/2013


    G440, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen: F. 291, L. XLIII (apartados IV, V Y VI). Sentencia que desvirtúa las normas de derecho común. Interpretación Arbitraria.


    "Remisión al dictamen de fecha 5 de noviembre de 2008, F. 291, L. XLIII,"Fortuna, Ariel Gastón; Capristo, Jonathan Víctor; GrossmanAdrian s/homicidio en grado detentativa en concurso real con robo agravado por el uso de arma de fuego -causa N° 2093-" (apartados IV, V Y VI). Cuando la sentencia apelada ha desvirtuado las normas de derecho común aplicables en la especie, a partir de una interpretación arbitraria, corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario interpuesto y dejar sin efecto la sentencia apelada a fin de que, por intermedio de quien corresponda, se dicte una nueva conforme a derecho."


    H., MarianoLeonel s/ Causa nº 470/2013


    H166,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo A. 558, L. XLVI, “Arévalo, Martin Salomón s/ Causa n° 11.835”.


    S., Ezequiel Maximiliano


    CCC2804/2012/TO1/1/CS1-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de Corte Suprema en autos J. 120; L. XLVIII,"Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia -PFA- dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Military Civil de las FFAA y de Seg.-", de fecha 08/10/13."


    Fábregas, Carlos María c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Serv. Penit. Fed.s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    F561,XLVI-12 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa “G. 698, L. XLIV, “Gioda, Pedro Domingo y otros c/ BCRA resol. 107/04 (expte. 100.064/83)”.


    Cooperativa de Promoción y Desarrollo Regional Limitada c/ Banco Central de la República Argentina s/ Resol 107/04


    C979,XLVII-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martin Salomón s/ Causa n° 11.835".


    R. O., Héctor Fabián s/ Homicidio simple


    CSJ5352/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa A. 558, L. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835”.


    C., Ricardo Fabián y otros s/ Extorsión


    CSJ5221/2014/RH1-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la causa E. 141, L. XLVI,"Eraso, Raúl Alfredo y otro s/ Causa n° 8264".


    P., Luis Guillermo y otro s/ Falsificación de documentos públicos


    CSJ4359/2014/CS1-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo de la Corte Suprema en autos M. 1024; L. XLVII;"Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social c/ Action Vis S.Al s/ ejecuciónfiscal", del 27/8/13, donde remitió al dictamen de la Procuración General del 21/6/12."


    Ministerio de Trabajo Empleo y Seguridad Social c/ Silvano, Juan Pablo s/ Ejecución fiscal


    M702,XLVIII-20 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo dictado en autos J. 120; L. XLVIII, "Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia -PFA- dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civil de lasFF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Giles, Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    G639,XLVI-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al fallo dictado en autos J. 120; L. XLVIII,"Juárez, Walter Hernán c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia -PFA- dto. 2744/93, 1262/09 s/ Personal Militar y Civilde las FF.AA. y de Seguridad-", el 8 de octubre de 2013."


    Leguizamón de Paredes, Juana Maria y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - I.A.F. s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    L646,XLVII-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al precedente "G. T., F. C. s/competencia", Comp. N° 1074, libro XLVI, del 22 de marzo de 2011."


    G., Víctor Alejandro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Amparo Ley 16.986


    COMP62, L-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión causas A. 2103, L. XLII,"Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, Provincia de y otros s/ acción de repetición y declarativa de inconstitucionalidad" y A. 692, L. XLVI,"Asociación de Bancos Privados de Capital Argentino (ADEBA) yotros c/ Misiones, provincia de y otro s/ acción declarativa de certeza".


    Asociación de Bancos Argentinos (ADEBA) c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    A1023,XLVIII-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión Comp.350, L. XLVIII,"O.M.I.C. Laprida c/ Cablevisión s/ amparo". Trámite ante la justicia federal."


    Cabrera, MarioCablevisión S.A. s/ Sumarísimo


    COMP41L-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión D. 78, L. XXXIV,"D' amore, Carlos y otro c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la PFA y otro" (Fallos: 329:584)."


    Aviles, Sergio Héctor y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército - dto. 1104/05, 1053/08 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    A66, L-11 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión D. 78, L. XXXIV,"D' amore, Carlos y otro c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la PFA y otro" (Fallos: 329:584)."


    Ferrario, Hernán Eduardo y otros c/ Estado Nacional - DIE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    F416,XLIX-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa A. 10, L. XLIV,"Abregú, Pedro Alberto c/ Tribunal de Cuentasde la Nación s/ Empleo público", cuyos fundamentos V.E. compartió. "


    Beron, María Isabel c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B110, L-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa A. 339, L. XLIX,"Alfred C. Toepfer Internacional S.A. (TF 27014-I) y otro c/ DGI".


    Alfred C. Toepfer International S.A. c/ DGI s/ Recurso


    A290,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa A. 468, L. L., “Agout, Nélida Carmen Laval”.


    Laval, Nélida Carmen c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    L257, L-11 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa A. 644, L. XLIX,"Asociación Hoja de Tilo c/ Municipalidadde La Plata s/ Acción de amparo".


    Asociación Hoja de Tilo y otros c/ Municipalidad de La Plata s/ Amparo


    A658,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa A. 917, L. XLVIII,"Arrillaga, Alfredo Manuel s/causa n° 14.102".


    V., Jorge Eduardo s/ Causa n° 14.104


    V397,XLVIII-13 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa A. 968, L. XLIX,"Angulo, José Pedro y otro c/ Estado Nacional (arts. 517/518 CPCC exequátur) s/ varios".


    Angulo, José Pedro y otro c/ Estado Nacional (arts. 517/518 CPCC exequátur) y otros s/ Varios


    A812,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa A.558.XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ causa n° 11.835”


    O., Alfredo Fabián s/ Causa nº 71/2013


    O102, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causaB. 336, L. L.,"Baccani, Alejandro c/ Berrondo, Mariano Alberto y otros s/ ordinario".


    Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Baccani, Alejandro c/ Berrondo, Mariano Alberto y otro s/ Ordinario


    B337, L-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa B. 34, L. XLVIII,"Barceló, Juan José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Paganelli, Armando Silvio y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    P2,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 1051, L. XLVIII,"Cardozo, Roque Ariel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - dto. 1246/05 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Belfiori, Horacio Aroldo yotrosc/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GNA - dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    B701,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 114, L. XLIX,"Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Educación s/empleo público".


    Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministeriode Educación s/ Empleo público


    C26,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 114, L. XLIX,"Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio deEducación s/ empleo público".


    Cosentino, Gustavo y otros c/ Estado Nacional - Ministeriode Educación s/ Empleo público


    C33,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 1242, L. XLIX,"Cencosud S.A. (TF 29535-A) c/ DGA".


    3M ArgentinaSACIFI y A (TF 28.861-A) c/ DGA


    T210,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 1242, L. XLIX,"Cencosud S.A. (TF 29535-A) c/ DGA".


    Noble Argentina S.A. (TF 28813-A) c/ DGA


    N163,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 1242, L. XLIX,"Cencosud SA (TF 29.535-A) c/ DGA".


    3M Argentina SACIFI y A (TF 289.456-A) c/ DGA


    T177,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 1242, L. XLIX, "Cencosud SA (TF 29535-A) c/ DGA".


    3M ArgentinaSACIFI y A (TF 29.705-A) c/ DGA


    T211,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    O., Marcelo Alejandro s/ Recurso de casación


    CSJ1334/2014-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 1304, L. XLVIII,"Cristiani, Hugo Miguel c/ I.O.S.E. s/ cobrolaboral".


    Molina, Ricardo Miguel c/ Instituto de Obra Socialdel Ejército s/ Reclamos varios


    M687,XLIX-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 1468, L. XLVII,"Cairone, Mirta Griselda y otros c/ Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires Hospital Italiano s/ Despido".


    Pastore, Adrián c/ Sociedad Italiana de Beneficencia en Buenos Aires Hospital Italiano s/ Despido


    P843,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 370, L. XLIX,"Centro Industrial Fueguino S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego s/ Contencioso administrativo".


    Lodge S.A. c/ Provincia de Tierra del Fuego s/ Contencioso administrativo


    L160,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ ordinario".


    Proconsumer - Asociación Protección Consumidores del Mercado del Sur c/ Banco Columbia S.A. s/ Ordinario


    P123,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa C. 462, L. XLVII,"Claren Corporation c/ Estado Nacional (Arts. 517/518 CPCC exequátur) s/ Varios"(fundamentosque la Corte Suprema compartió e hizo suyos en su sentencia)."


    Angulo, José Pedro y otro c/ Estado Nacional (arts. 517/518 CPCC exequátur) s/ Varios


    A968,XLIX-11 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 862, L. XLVI,"Cavallo, Domingo Felipe y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación de honorarios de Eduardo Melinsky-causa N° 6.420/01 y 11.530/09".


    Cavallo, Domingo Felipe s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación de honorarios de Schvarzer, Jorge- causa n° 6.420/01 y 11.529/09


    C745,XLVI-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa C. 862, L. XLVI,"Cavallo, Domingo Felipe y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación de honorarios de Eduardo Melinsky -causa N° 6.420/01 y 11.530/09".


    Cavallo, Domingo Felipe y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación de honorarios de Calcagno, Alfredo E. - causa n° 6.420/01 y 11.532/09


    C760,XLVI-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen dela causa C. 862, L. XLVI, "Cavallo, Domingo Felipe y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación de honorarios de Eduardo Melinsky -causa N° 6.420/01 y 11.530/09".


    Cavallo, Domingo Felipe y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación dehonorarios de Conesa Eduardo R.


    C815,XLVI-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa CAF 56731/2013,"Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ proceso de ejecución".


    Estado Nacional - ANAC c/ Aerolíneas Argentinas S.A s/ Proceso de ejecución


    CAF38841/2013-3 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa Comp.415, L. XLIX,"BBVA Banco Francés S.A. y otros c/ CNV - resol. 16.821/12 (ex. 1.196/08)".


    Transcambio S.A. y otros c/ CNV - Resol 108/12 (expte. 1.894/12)


    COMP1012,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    Aguirre, Alberto Ramiro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    A954,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    Martínez, Luis Agustín c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    M904,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    Molina, José Martín c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    M1295,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    Otero, Mariano Otilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    O211,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    Rivas, Miguel Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    R602,XLVII -21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa D. 592, L. XLVII,"Damiani, Juan Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa Ejército Argentino s/ contencioso administrativo".


    Lell, Pablo Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Contencioso administrativo


    L455,XLVII-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa E. 112, L. XLVIII,"Editorial Río Negro S.A. c/ Estado Nacional - ley 26.364 - Dto. 936/11 s/ Amparo ley 16.986".


    Barraza, Norma Susana yotroc/ Estado Nacional - Dto. 936/11 s/ Amparo ley 16.986


    B1180,XLVIII-17 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa E. 300, L. XLIX,"Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Merega, Silvia María s/ proceso de conocimiento".


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Int.yCulto - resol. 170/10 c/ Iaciuk, Sergio Luis s/ Proceso de conocimiento


    E283,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa E. 300, L. XLIX,"Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto c/ Merega, Silvia María s/ proceso de conocimiento".


    Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Int.yCulto (expte. 31.809/07) c/ Merega, Silvia María y otro s/ Proceso de conocimiento


    E301,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa E.157, L. XLVII, Edenor S.A. s/ Resolución 169/09 - ENRE (expte. 22.566/06).


    Edenor S.A. c/ Res. 9.539/06 - ENRE (exp. 276.281/06) SE – Rsl. 1.684/10


    E265,XLVII-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa F.750, L. XLVII, "Ford Argentina SCA (TF 27.570-A) c/ DGA".


    Ford Argentina SCA (TF 23547-A) c/ DGA


    F15,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa F. 750, L. XLVII,"Ford Argentina SCA (TF 27.570-A) c/ DGA".


    Ford Argentina SCA (TF 23548-A) c/ DGA y otro s/ Aduana tribunal fiscal


    F540,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa G. 10, L. XLIX,"Garay, Tomás c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SSI - GN s/ personalmilitar y civil de las FF.AA. yde Seg.".


    Díaz Aragón, Gabriel Darío c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - SSI - GN s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    D593,XLVIII-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa G. 747, L. XLVII,"Guelman de Javkin, Mirta c/Estado Nacional (PEN) s/ amparo".


    Guelman de Javkin, Mirta c/ Estado Nacional (PEN) s/ Amparo


    G720,XLVII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa H. 133, L. XLVII,"Hourcade, Horacio Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -Secretaria de Seguridad Interior - Policía Federal Argentina s/ personal militar ycivil de las FFAA y de Seg.".


    Melgarejo, Carlos Hugo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA (orden bla nº 8/04-7-V-04) s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    M746,XLIX-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa H. 139, L. XLIX,"HSBC New York Life Seguros de Vida S.A. (TF 28.978-1) c/ DGI".


    HSBC New York Life Seguros de Vida S.A. (TF 28.978-I) c/ DGI s/ Queja


    H124,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa H. 139, L. XLIX,"HSBC New York Life Seguros deVida S.A. (TF 28.978-1) c/ DGI".


    HSBC New York Life Seguros de Vida S.A. c/ DGI s/ Queja


    H126,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa H. 77, L. XLIX, "Harriague, Benjamín Guillermo (TF 28.650-1) c/ DGI".


    Harriague, Benjamín Guillermo c/ DGI s/ Recurso


    H71,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa H.147, L.XLIX, “Hoyos, Darío Ramón”.


    Medrano, Francisco Javier c/ Estado Nacional – Ministerio de defensa - Armada s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    CSJ475/2014 (50-M)/CS1-21 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa H.31, L. XLIX,"Heinichen Hackmack, Alicia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo".


    Conte, Damián Vicente c/ Estado Nacional s/ Inconstitucionalidad


    C500,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa L. 454, L. XLVII,"Lore, Miguel Ángel c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Policía Federal Argentina - dto. 6581/58".


    Sande, Marta Susana c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - PFA - dto. 6.581/58 s/ Personal militar y civil de lasFFAA y de Seg.


    S450,XLIX-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    A. C., R. B. s/ Abuso sexual - causa n° 24.114"Remisión dictamende la causa L. 518, L. XLVII,"L. Segundo Manuel s/ abuso sexual -causa n° 24.556/10".


    A. C., R. B. s/ Abuso sexual - causa n° 24.114/09


    A777,XLVII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa L. 778, XLIX,"Luzardo, Gustavo Jorge c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ amparo".


    Atanasof, Gonzalo y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo


    A1227,XLIX-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa L. 790, L. XLVIII,"Litoral Gas S.A. c/ Resolución MJ I/493/10 ENARGAS s/ queja".


    Litoral Gas S.A. s/ Resolución 493/10 - ENARGAS (expte. 16.952/10)


    L81,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa M. 1309, L. XLVIII,"Multicanal S.A. - Cablevisión S.A. s/ Inf.ala ley 22.262".


    Multicanal S.A. - Cablevisión S.A. s/ Infracción a la ley 22.262


    M1301,XLVIII-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa M. 1386, L. XLIX,"Monges, Ramón Ignacio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - SSI - Resol. 688/97 - GN - disp. 169/98 s/ Personal militar ycivil de las FFAA y de Seg."


    Monges, Ramón Ignacio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    M1313,XLIX-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa M. 1422, L. XLIX,"Malczewski, Ernesto Javier c/ Formosa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ amparo". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte."


    Fernández Liras, Natalia Soledad c/ Formosa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    F765,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa M.1048, L. XLV,"Municipalidad de la Ciudad de La Banda c/ Gasnor S.A. s/ ejecución fiscal", cuyos términos fueron compartidos por V.E. en su sentencia.


    Municipalidad de la Ciudad de la Banda c/ Gasnor S.A. s/ Ejecución fiscal - recurso extraordinario


    M1404,XLVIII-29 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa O. 234, L. XLVIII,"Ocampo, Omar Mario c/ SELSA - SENASA del Depto. San Javier Pcia.deSanta Fe".


    Esquivel, Irma Graciela c/ SELSA - SENASA del Dpto. San Javier- Pcia.deSanta Fe s/ Laboral


    E229,XLVIII-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P. 1.032, L. XLIX,"Papel Prensa SAICF y de M. y otros c/ CNV - Resol. 17.102/13 s/ queja".


    Papel Prensa S.A.C.I.F. y M.y otros c/ CNV - Resol. 17.102/13 s/ Expte. 1.032/2013


    P1044,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 1.032, L. XLIX, "Papel Prensa SAICF y de M. y otros c/ CNV -Resol. 17.102/13 s/ queja".


    Papel Prensa S.A.I.C.F. y de M. y otros c/ CNV - Resol. 17.102 s/ Recurso


    P1035,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P. 133, L. XLIX, "Proconsumer c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones - Resol. 08/09 s/ proceso de conocimiento".


    Proconsumer c/ Estado Nacional - Sec.deComunicaciones - Resol. 8/09 s/ Proceso de conocimiento


    P47,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa P. 133, L. XLIX,"Proconsumer c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones - Resol. 08/09 s/ proceso de conocimiento".


    Proconsumer c/ Estado Nacional - Secretaría Comunicaciones Resol.8/09 s/ Proceso de conocimiento


    P139,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P. 234, L. XLVIII,"Paracha,Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso".


    Viñales Blake, Pablo Daniel (TF 28856-I) s/ DGI


    V239,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P. 234, L. XLVIll,"Paracha, Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso".


    Harriague, BenjamínGuillermo (TF 28.650-I) s/ DGI


    H77,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P. 244, L. XLVIII,"Pluna Lineas Aéreas Uruguayas S.A. c/ EN - D.G. Rentas yotro s/ proceso de conocimiento".


    Pluna Líneas Aéreas Uruguayas S.A. c/ Estado Nacional - DGR y otro s/ Ordinario


    P228,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P. 868, L. XLVIII,"Pan American Energy LLC Sucursal Argentina (TF 28. 823-I) c/ DGI".


    Pan American Energy LLC Sucursal Argentina (TF 31248-I) c/ DGI


    P292,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa P.234, L. XLVIII, "Paracha,Jorge Daniel c/ DGI s/ recurso".


    Campbell, Martín (TF 28970-I) c/ DGI


    C830,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa S. 294, L. XLVII, "Syngenta Agro S.A. c/ Municipalidad de Córdoba s/ contencioso administrativo".


    Abbott Laboratories Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Contencioso administrativo


    A274,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    S., Martin Deman y otro


    CSJ936/2014/RH1-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende la causa S. 765, L. XLVIII,"Soler, Diego s/ Recurso de Casación".


    Z., Juan José y otro s/ Causa n° 16.449


    Z4, L-26 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa T. 135. L. L,"Telefónica Móviles Argentina S.A. c/ Secretaría de Defensa del Consumidor s/ Inhibitoria".


    Telefónica Móviles Argentina S.A. s/ Inhibitoria (expte. N° 30231/79176/11 Secretaria de Defensa Consumidor)


    T144, L-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de la causa V. 239, L. XLIX,"Viñales Blake, PabloDaniel (TF 28.856-I) c/ DGI".


    Viñales Blake, Pablo Daniel (TF 28856-I) c/ DGI s/ Queja


    V229,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de lla causa A. 644, L. XLIX,"Asociación Hoja de Tilo c/ Municipalidad de La Plata s/ acción de amparo".


    Asociación Hoja de Tilo c/ Municipalidadde La Plata s/ Acción de amparo


    A652,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/Ordinario".


    Adduc c/ Banco Columbia S.A. s/ Sumarísimo


    A955,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende los autos C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensac/ Citibank NA s/ Ordinario".


    Asociación Protección cons.delMercado Comun Del Sur c/ Loma Negra Cia. Industrial Argentina SA y otros s/ Ordinario


    A566,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamende los autos C. 526, L. XLVII,"C., Marina Edith y otros c/ EN - INCUCAI - resol. 69/09 s/ Amparo ley 16.986".


    Corresponde confirmar parcialmente la sentencia en cuanto a la declaración de inconstitucionalidad de la resolución INCUCAI 69/09 referida a la obligatoriedad de donar las CPH de cordón umbilical y de placenta reservadas por los padres para uso de los recién nacidos y hacer lugar al recurso de Matercell S .A. en cuanto sostiene la invalidez de la resolución INCUCAI 69/09 a su respecto sin perjuicio de la aplicación de la resolución MS 865/06.


    Z., Patricia Beatriz y otros c/ Estado Nacional - INCUCAI - Resol. 69/09 s/ Amparo ley 16.986


    Z33,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen de los autos V. 342, L. XLVIII,"Villar, Lisandro c/ COMFER".


    Villar, Lisandro Nelson c/ COMFER s/ Contencioso administrativo


    V333,XLVIII-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen emitido en la causa C. 668, L. XLV,"Cuaglio, Margarita Celia y otros".


    De Tommaso, María Cristina c/ Estado Nacional - SIDE - dto 780/92 y 502/03 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    D580,XLVIII-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictámenes de las causas L. 158, L. XLIX,"Lindow de Anguio, Isabel c/ Gobierno de la provincia de Santiago del Estero"nte y C. 255, L. XLIX,"Castro de Pujol, Maria del Huerto c/ Gobierno de la Provincia (Decreto Serie A N° 646)".


    Vital, Ernesto Antonio Jesús c/ Gobierno de la provincia de Santiago del Estero s/ Recurso contencioso administrativo de plena jurisdicción


    V285,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictámenes de las causas L.158, L. XLIX,"Lindow de Anguio, Isabel c/ Gobierno de la provincia de Santiago del Estero" y C. 255, L. XLIX,"Castro de Pujol, María del Huerto c/ Gobierno de la Provincia (Decreto Serie A N° 646)".


    Gamietea de Saavedra, Clara Mary c/ Gobierno de la Provincia de Santiago del Estero s/ Recurso contencioso administrativo


    G550,XLIX0-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión G. 78, L. XLV,"Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A. y otros s/ despido", sentenciadel 17 de septiembre de 2013


    Villalba, Alberto César c/ Centro de Estudiantes de Ingeniería y otro s/ Despido


    V31, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión G.78, L. XLV,"Gómez, Susana Gladys c/ Golden Chef S.A. y otros s/ Despido".


    Palacio, Luis Alberto y otros c/ Confitería de la Biblioteca S.A. y otros s/ Despido


    P332,XLIX-1 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión M.1063, L. XLV,"Mara, Hugo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - SSI - GN - Resol. 1219/96 y 1307/97 SS s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg." (Fallos: 334:983)."


    Monges, Ramón Ignacio c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - SSI - Resol. 688/97 - GN - disp. 169/98 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    M1386,XLIX-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos para que la causa trámite ante la instancia originaria de la Corte. Precedente"Sojo", Fallos: 32:120. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte."


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincial o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58.La facultad de las personas para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no las autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte.


    Baccani, Alejandro c/ Berrondo, Mariano Alberto y otros s/ Ordinario


    B336, L-27 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se desiste del recurso articulado por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de lacausa: C. 126, L. XLIX, "Casal Muñiz, Pedro s/ Causa n° 15.480”.


    T., José Luis s/ Causa nº 1.003/2013


    T160, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se desiste del recurso interpuesto. Remisión al dictamen emitido en los autos C 126, L. XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ causa n° 15.480".


    A., Hugo Gabriel s/ Causa nº 16.698


    A173, L-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


    G. F., Guillermo José s/ Causa nº 375/2013


    G657, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


    M., Carlos Alberto Andrés y G., Angel Darío s/ Causa nº 374/2013


    M876, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


    N., Carmen Lilian s/ Causa nº 16.594


    N33, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


    T., César Augusto s/ Causa nº 1.736/2013


    T200, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


    T., Lorena Vanesa s/ Causa nº 15.852


    T212, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja a fin de que la Corte Suprema pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada.


    T., Matías Sebastián s/ Causa n° 13.623


    T165, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    D. A., Sergio Gastón s/ Causa nº 16.410


    D534,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja. Remisión al dictamen A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ Causa n° 15.507".


    A., Simón s/ Causa nº 146/2013


    A26, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso de queja. Remisión al dictamen de la causa A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ causa n° 15.507".


    C., Luis Adolfo s/ Causa nº 54/2013


    C408, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto por el Fiscal General frente a la Cámara Federal de Casación Penal.


    D., Pablo Alejandro s/ Causa nº 14.480


    D9, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Bufanio, Leonel y otros s/ Causa nº 15.710


    B1124,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Incidente de apelación en autos caratulados: N.N. s/ Inf.alos arts. 43, 62, 69 de la Ley 26.215


    I192,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    Incidente de apelación en autos caratulados: N.N. s/ Infracción a los artículos 43, 62, 66 de la ley 26.215


    I193,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. - Frente Amplio Progesista - Elección legislativa 23 de octubre 2011 s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    N39, L-5 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. - Partido Frente Grande - Ejercicio contable año 2010s/ Proceso contra persona física o jurídica por violación de normas de financiamiento partidario


    N38, L-5 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto.


    N.N. s/ Inf.alos arts.43, 62 y 66 de la Ley 26.215


    N26, L-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso interpuesto por la Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    Trenes de Buenos Aires S.A. s/ Concurso preventivo s/ Inc. de Verificación por Bertero Mario Roberto y otros


    T295,XLIX-10 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presente queja a fin de que el tribunal pueda expedirse.


    G., Héctor Fernando s/ Infracción ley 23.737


    FRO5100079/2012/TO1/2/1/RH1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presente queja a fin de que V.E. pueda expedirse.


    R., Karina Leticia s/ Infracción ley 23.737


    FSM2955/2012/2/1/1/RH1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presente queja


    S., Juan Carlos y G., Sonia María s/ Causa nº 601/13


    S788,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presente queja.


    V. S., Sammy Junior s/Adeterminar


    CSJ2541/2014/RH1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que el Tribunal pueda pronunciarse.


    G., Mariano Arturo s/ Causa nº 15.030


    G527, L-4 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que el Tribunal pueda pronunciarse.


    M., Nora del Valle y otros s/ Causa nº 15.453


    M129, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que el Tribunal pueda pronunciarse.


    R. C., Eduardo Alberto y otros s/ Causa nº 161/2013


    R532, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    Skanska S.A. s/ Causa n° 12.935


    S7,XLIX-18 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta a fin de que la Corte pueda pronunciarse.


    Skanska S.A. s/ Causa nº 13.935


    S20,XLIX-18 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XL VI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    M., Matías Norberto y otro s/ Causa nº 535/2013


    M658, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XL VI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    S., Gustavo Nazareno s/ Causa nº 1.410/2013


    S416, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835"


    A. R., Miguel Angel y A. R., Hugo Luis s/ Causa nº 15.589


    A567, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835"


    A., Alejandro Nicolás s/ Causa nº 1.164/2013


    A543, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835"


    A., Cristian Javier s/ Causa nº 1.006/2013


    A549, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835".


    A., Sebastián Ariel s/ Causa nº 1.417/2013


    A548, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835".


    C., Carmen Enriqueta s/ Causa nº 16.637


    C642, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835".


    C., Juan Alejandro s/ Causa nº 80/2013


    C641, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa N° 11.835".


    C., Nicolás Atilio s/ Causa nº 1.371/2013


    C665, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal general ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835”.


    G., Pablo s/ Causa nº 1.344/2013


    G513, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835”.


    L., Daniel Nicolás s/ Causa nº 56/2013


    L321, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835”.


    M., Antonio Alberto s/ Causa nº 15.911


    M674, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI, “Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835”.


    R., Gustavo Javier s/ Causa nº 16.217


    R457, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Pena. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    M., Leonardo s/ Causa Nº 15.836


    M820,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión a los fundamentos del dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    F., Gastón David s/ Causa Nº 16.389


    F669,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión a los fundamentos del dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    G., Rubén Luis s/ Causa Nº 16.084


    G483,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión a los fundamentos del dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arevalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    H., José s/ Causa Nº 16.784


    H122,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión a los fundamentos del dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    S., Hernán Alejandro s/ Causa Nº 16.027


    S650,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión al dictamen de la causa“S. 471, L. XLVIII “Schlenker,Alan s/causa n° 13.590". Se mantienela queja interpuesta por el señor Fiscal General."


    O., Rodrigo Pedro y otro s/ Causa N° 15.508


    O61,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    G. J., Diego Roberto s/ Causa N° 13.300


    G648,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    G. M., Rubén s/ Causa Nº 14.153


    G72,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    J., Carlos Martín s/ Causa N° 16.356


    J69, XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    M., Matías José s/ Causa Nº 14.203


    M140,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General.


    L., Miguel Angel s/ Recurso de casación


    CSJ3197/2014/RH1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General. Remisión a lo dictaminado en"Schlenker, Alan s/ Causa nº13.590", S. 471, L. XLVIII."


    P. V., Marta Noemí s/ Causa n° 16.645


    P349, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"A. Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    A. N., Claudio Hernán s/ Causa n° 16.144


    A1162,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI, "Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    F., Diego Daniel s/ Causa Nº 16.007


    F422,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General. Remisión al dictamen de la causa: R. 30, L. XLIX, "Rivero,Hernán Luis s/ Causa n° 15.495"; V.19, L. XLVIII,"Verón, Pablo Mariano s/ Causa n° 13.766"; y en A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    B., Bruno Adrián y otro s/ Causa n° 12.461


    B70,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el representante del Ministerio Público Fiscal. Remisión al dictamen de la causa: A. 558, L. XLVI, "Arévalo Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    A., Guillermo Gabriel s/ Causa n° 15.304


    A143,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General. Remisión al dictamende la causa S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/causa n° 13.590".


    B., Raúl Pascual s/ Causa nº 591/2013


    B519, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General. Remisión al dictamen de la causa: B. 555, L. XLVIII,"Barmack, Gabriel s/causa n° 14327".


    C., Franco Leonardo s/ Causa nº 1.057


    C583, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el señor Fiscal General. Remisión al dictamen de la causa: B. 555, L. XLVIII, in re “Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327”.


    C., Luis Alberto s/ Causa nº 16.785


    C585, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por la señora Fiscal General. Remisión al dictamen de la causa: B. 555, L. XLVIII,"Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327".


    V. V., Richard s/ Causa nº 16.341


    V219, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por la señora Fiscal General. Remisión al dictamen de la causa: S. 471, L. XLVIII,"Schlenker, Alan s/ Causa n° 13.590".


    D. G., Nicolás Horacio s/ Causa n° 307/2013


    D243, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja.


    C. B., Alfredo y otro s/ Infracción ley 23.737


    FGR4374/2014/3/1/RH2-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja. Remisión a lo dictaminado en A. 558,L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    B., Gastón Leo s/ Causa nº 363/13


    B222, L-5 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja. Remisión a lo dictaminado en A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    B., Juan Carlos y N., Lucas Martín s/ Causa nº 13.638


    B176, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja. Remisión a lo dictaminado en A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    C., Luciano Alfredo y otros s/ Causa nº 9.988


    C344, L-5 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja. Remisión a lo dictaminado en A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    C., Walter Daniel s/ Causa nº 16.414


    C256, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja. Remisión a lo dictaminado en autos N. 1, L. XLIX, "Navarro Castex, Juan Carlos s/ Estafa --causa n° 14.359-" y lo coincidentemente resuelto en la causa D. 749,L. XLVIII,"Demaría, Jorge Luis y otros s/ Causa nº 14.358".


    D., Claudio Raúl s/ Causa nº 15.805


    D127, L-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja. Remisión a lo dictaminado en autos N. 1, L. XLIX,"Navarro Castex, Juan Carlos s/ Estafa --causa n° 14.359-" y lo coincidentemente resueltoen la causa D. 749, L. XLVIII,"Demaría, JorgeLuis y otros s/ Causa nº 14.358".


    F., Claudio Andrés y otro s/ Causa nº 1.324/13


    F102, L-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantienela queja interpuesto por el Fiscal General. Remisión al dictamende la causa: A. 558, L. XLVI,"Arévalo, Martín Salomón s/ Causa n° 11.835".


    C., Diego s/ Causa n° 15.899


    C1456,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se remite a lo dictaminado en la causa S. 471.L. XLVIII “Schlenker, Alan s/causa n° 13.590”.


    M., Marcelo Ariels/ Causa nº 15.839


    M128, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se remite a lo dictaminado en lacausa S. 765, L. XLVIII, "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Libertad s/ Infracción ley 24.769


    B602, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Se remite a lo dictaminado enla Competencia n° 444, L. LL, "Benítez, Alicia s/ denuncia robo”. Intervención de la justicia local. "


    D. V., Claudia Esther s/ Denuncia robo


    COMP445, L-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se remite lo dictaminado en el caso N. 1, L. XLIX"Navarro Castex, Juan Carlos s/ Estafa -causa n° 14.359-", y a las que V.E. ha resuelto en sentido coincidente al dictar sentencia D. 749, L. XLVIII,"Demaría, JorgeLuis yotros s/ causa 14.358".


    A., Carlos Axel y otros s/ Recurso de casación


    A755, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ordene la elevación de los autos principales y que, luego de recibidos, se confiera una nueva vista.


    M., Nora del Valle y otros s/ Causa nº 15.453


    M129, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ordene la elevación de los autos principales y que, luego de recibidos, se confiera una nueva vista.


    P., Walter Gabriel s/ Causa nº 14.234


    P44, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ordene la elevación de los autos principales y que, luego de recibidos, se confiera una nueva vista.


    S., Jonathan Luis y otro s/ Causa nº 13.992


    S1044,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema que ordene la elevación de los autos principales y que, luego de recibidos, se confiera una nueva vista.


    Q., Osvaldo Daniel s/ Causa nº 14.382


    Q22, L-9 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema que ordene la elevación de los autos principales. Luego de recibidos, se confiera una nueva vista.


    Rinaldi, Gustavo y otros s/ Causa nº 381/13


    R934,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    F. A., Jorge Darío s/ Abuso sexual


    CCC50259/2012/3/RH2-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    Televisión Satelital Codificada S.A. c/ Asociación de Fútbol Argentino s/ Ordinario


    T260, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita se corra traslado a la contraparte a fin de que manifieste lo que estime corresponder.


    Gepal S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Amparo


    G568,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita se corra traslado a la contraparte a fin de que manifieste lo que estime corresponder.


    Gepal S.A. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Amparo


    G560,XLIX-12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se sostiene el el recurso interpuesto por la Fiscal General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial.


    Ceteco Arg. S.A. su quiebra c/ Ceteco Finance BV s/ Ordinario


    C1012,XLVIII-10 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Sentencia condenatoria no firme. Beneficio de la prisión domiciliaria. Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Delito de lesa humanidad. Peligro de fuga: especial deber de cuidado de los magistrados. Remisión al fallo dela C.S.J.N. en O. 296, XLVIII,"Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación."


    "Remisión a los fundamentos del fallode la Corte en O. 296, XLVIII,"Olivera Róvere, JorgeCarlos s/ Recurso de casación.En cuanto al fondo del asunto, el recurrente criticó la decisión apelada en tanto no se ocupó de analizar el incremento del peligro de fuga que, en su opinión, surge del dictado de la condena. Para fundaresa crítica, recordó el estándar fijado por la Corte para este tipo de procesos, cuyo objeto son delitos calificados de lesa humanidad, consistente en el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar tal peligro, al tener en cuenta el compromiso internacional del Estado argentino de prevenir, investigar y sancionar esos hechos.En apoyo de esa postura sostenida por el recurrente, no se puede obviar que, salvo mejor interpretación que de sus propios fallos haga la Corte Suprema, dicho estándar fue confirmado recientemente en la sentencia del caso "Olivera Róvere", citada en el apartado anterior.Por lo tanto, el a quo no podía dejar de pronunciarse, sin incurrir en arbitrariedad, acerca de aquellas pautas establecidas para casos como el sub examine."


    H., Juan Emilio s/ Recurso de casación


    H129,XLIX-21 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Sentencia condenatoria no firme. Libertad provisoria. Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Delito de lesa humanidad. Peligro de fuga: especial deber de cuidado de los magistrados. Remisión al dictamen “S. 380, L, "Steding, Jorge Osvaldo s/ causa n° 1037/2013” y a los fundamentos del fallo de la Corte "Olivera Róvere”.


    "El recurrente criticó la decisión apelada en tanto advierte que el a quo no se ocupó de analizar el incremento del peligro de fuga que, en su opinión, surge del dictado de la condena. Para fundar esa crítica, recordó el estándar fijado por la Corte para este tipo de procesos, cuyo objeto son delitos calificados de lesa humanidad, consistente en el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar tal peligro, dado el compromiso internacional del Estado argentino de prevenir, investigar y sancionar esoshechos. Por lo tanto, no se puede obviar que, salvo mejor interpretación que de sus propios fallos haga el Tribunal, dicho estándar fue confirmado en la sentencia del caso "Olivera Róvere". Desde esaperspectiva, el a quo no podía dejar de pronunciarse, sin incurrir en arbitrariedad, acerca de aquellas pautas establecidas para casos como el sub examine."


    S., Jorge Osvaldo y otros s/ Causa nº 364/2013


    S253, L-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expedientes administrativos.


    Ansín, Oscar Emir c/ UNLP - Facultad Cs. Agrarias s/ Recurso directo.


    A1022,XLIX-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Solicutud de informes para mejor proveer. Art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    A fin de contar con elementos indispensables para pronunciar decisiones útiles, se solicita al Tribunal como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que ambas partes informen acerca de las razones que justificaron el inicio de dos accionesjudiciales con similar objeto.Es necesario que se aclare si la actora goza de dos beneficios de pensión, otorgados bajo dos nombre distintos.


    Agout, Nélida Carmen Laval c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    A468, L-11 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba: procedencia. Remisión a la sentencia de la causa A. 2186, XLI,"Acosta, Alejandro Esteban s/ infracción artículo 14, 1° párrafo dela ley 23.737 - causa n° 28/05". Sentencia arbitraria. Pronunciamiento carente de argumentos."


    "El alcance que el a quo otorgó, de manera arbitraria, a la sentencia de la Corte en el caso "Norverto", genera un gravamen concreto y actual a la pretensióndel Ministerio Público Fiscal.Cabe recordar que en esos autos la Corte Suprema es aplicable, en lo pertinente, la sentencia de la causa A. 2186, XLI,"Acosta, Alejandro Esteban s/ infracción artículo 14, 1° párrafo dela ley 23.737 - causa n° 28/05", publicada en Fallos: 331 ;858, en la que se sostuvo, entre otras cosas, que"el criterio que limita el alcance del beneficio previsto en el artículo 76 bis a los delitos que tienen prevista una pena de reclusión o prisión cuyo máximo no supere los tres años se funda en una exégesis irrazonable de la norma que no armoniza con los principios enumerados, toda vez que consagra una interpretación extensiva de la punibilidad que niega un derecho que la propia ley reconoce, otorgando una indebida preeminencia a sus dos primeros párrafos sobre el cuarto al que deja totalmenteinoperante" (considerando 7°).Fueron precisamente esos términos los que el a quo entendió que la Corte reiteró en "Norverto", y a su juicio resultarían pertinentes en el sub lite.El pronunciamiento apelado no advierte argumento alguno dirigido a demostrar que aquella aplicación que hizo la Corte Suprema de las consideraciones formuladas en "Acosta" alcanzó también a la relación entre la pena de inhabilitación y el instituto de la suspensión del juicio a prueba, lo que resultaba de especial significación teniendo en cuenta -salvo la mejor interpretación que de sus propias sentencias puede hacer la Corte- que esa materia no fue objeto de tratamiento y examen en esos dos casos ("Acosta" y "Norverto").En efecto, la cuestión en "Acosta" versó acerca de la relación entre los dos primeros párrafosy el cuarto párrafo, del artículo 76 bis del Código Penal. Y en su sentencia el Tribunal aclaró que como en la especie se debatía la exégesis acodada a una norma de derecho común, -según la cual el beneficio resultaba improcedente cuando el máximo de la pena de prisión prevista en abstracto por la figura penal atribuida superaba el límite de tres años de prisión que imponía el artículo 76 bis, párrafos primero y segundo, del Código Penal- no le cabía establecer su inteligencia sino verificar si se configuraba un supuesto que habilitara su intervención con ajuste a la doctrina según la cual la aplicación inadecuada de una norma de derecho común, que la desvirtúa y la vuelve inoperante, equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos y constituye una causa definida de arbitrariedad.En relación a los autos"Norverto", cabe señalar que los votos que integraron la mayoría en el pronunciamiento aquí impugnado –al igual que ocurrió en la resolución que invocaron, del 5 de marzo de 2009 de la Sala 1 de esa cámara en la causa "Mastroberti"- omitieron examinar los hechos de aquel caso, y compararlos con los del presente. Sin embargo, y conforme se destacó en la opinión disidente, el dictamen emitido en aquellos autos por esta Procuración General permite apreciar que la cuestión no versó sobre la posibilidad de suspender el juicio a pesar de la sanción de inhabilitación -como ocurre en el presente- sino acerca de si la aplicación del beneficio debía evaluarse a partir de la escala penal prevista en abstracto.Por consiguiente, la conclusión en el sentido de que la Corte Suprema en el caso"Norverto" habría establecido una línea jurisprudencial según la cual la pena de inhabilitación prevista respecto del delito atribuido no obsta a la suspensión del juicio a prueba constituye, una mera afirmación dogmática, por la que omitió tomar en consideración que el artículo 76 bis, octavo párrafo, del Código Penal establece claramente que no procede lasuspensión del juicio a prueba respecto de los delitos reprimidos con pena de inhabilitación -como ocurre con el que se atribute en el sub lite-, y que, a diferencia de lo que ocurre con la pena de prisión, cuyo cumplimiento puede ser dejado en suspenso en ciertas circunstancias, el artículo 26, último párrafo, del Código Penal establece que no procede la condenación condicional respecto de aquella sanción.Por lo demás, el a quo no citó siquiera una sentencia posterior en la que la Corte hubiera hecho remisión a la dictada en el caso"Norverto", a efectos de exponer la supuesta línea jurisprudencial que dijo haber advertidoa partir de aquel precedente.En tales condiciones, el pronunciamiento apelado no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, y debe ser descalificado como acto jurisdiccional válido."


    R., María Inés s/ Recurso extraordinario


    R604,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Generalidades


    Cuestión abstracta.


    G. R., César Ovilio s/ Extradición


    G256, L-7 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del amparo: falta de arbitrariedad, ilegalidad manifiesta. Obligaciones emanadas de la Resolución 2300 (AFIP). Suspensión en el Registro Fiscal de Operadores en la Compra y Venta de Granos. Alegada arbitrariedad: resolución 209/2012.


    "La acción de amparo constituye un remedio de excepción y es inadmisible cuando no media arbitrariedad o ilegalidad manifiesta,así como cuando la determinación de la eventual invalidez del acto requiere amplitud de debate y de prueba. Dichos extremos, cuya demostración es decisiva para su procedencia, V.E. los ha calificado de imprescindibles.Por eso, la existencia de una vía legal adecuada para la protección de los derechos que se dicen lesionados excluye, en principio, la admisibilidad del amparo, pues este medio no altera el juego de las instituciones vigentes, regla que ha sustentado la Corte cuando las circunstancias comprobadas en la causa evidencian que no aparece nítida una lesión cierta o ineludible causada con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, o el asunto versa sobre una materia opinable que exige una mayor amplitud de debate o de prueba para la determinación de la eventual invalidez del acto.Si bien la acción de amparo no es excluyente de las cuestiones que requieren trámites probatorios, descarta a aquellas que son complejas o de difícil acreditación y que, por lo tanto, exigen un aporte mayor de elementos de juicio que no pueden producirse en el breve trámite previsto en la reglamentación legal.El sentido dado por el a quo al art. 40, inc.b, y al punto 13, del ap. B), del Anexo VI de la RG 2300, resulta una razonable interpretación de esa norma federal que no desvirtúa su sentido ni restringe indebidamente su ámbito de aplicación.Para establecer el alcance de dicho precepto, no debe omitirse la ponderación de que se inserta en el marco de un régimen de innegable excepción, que exige la satisfacción de determinados recaudos para acceder a él y para permanecer dentro, en el goce de sus innegables ventajas, las que no son conferidas a la generalidad de los contribuyentes.No es ocioso recordar que esa Corte ha sostenido que cuando la norma establece una condición a cargo del beneficiario, teniendo en cuenta, precisamente, dicha situación de privilegio, cabe exigir por parte de éste el estrictocumplimiento que aquella supone por cuanto la opción elegida resulta una circunstancia deliberada, jurídicamenterelevante y plenamente eficaz.Dentro de ese orden de pensamientos, la reglamentación del registro en cuestión, a los fines de establecer el innegable beneficio para ciertos contribuyentes, en el marco de un régimen especial y con vistas a mantener un control adecuado por parte del Fisco de la conducta tributaria de éstos, de los responsables y de terceros, bien pudo establecer como condición para ingresar y permanecer en él el hecho de no realizar lo que considera como una "conducta fiscal incorrecta", y que ésta se defina con base en controles objetivos practicados en verificaciones o fiscalizaciones, como poseer ajustes fiscales relevantes que no sean conformados.No puede tacharse de manifiestamente arbitraria o ilegítima la conducta de la demandada, en los términos requeridos por el art. 10 de la ley 16.986 en consonancia con el art. 43 de la Carta Magna, lo que conduce al rechazo de la acción. "


    Bunge Argentina S.A. c/ AFIP s/ Amparo ley 16.986


    B461,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    La cuestión de competencia a la que se refiere este incidente devino abstracta y, por ende, resulta inoficioso un pronunciamiento de V. E., a su respecto.


    C., Juan Carlos s/ Robo de automotor


    CCC7888/2013/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Pena de prisión perpetua: atribución reservada al Congreso. Régimen de ejecución de las penas: principio de humanidad y proporcionalidad de las penas.


    "Como se ha sostenido en el dictamende la causa C. 2641, L. XXXIX,"Chueke, Daniel Isaac y otros sí homicidio agravado por el vínculo etc." la adopción de la pena de prisión perpetua, tal como se encuentra regulada en el derecho nacional, está dentro de las atribuciones de política criminal que la Constitución Nacional reserva al Congreso, y no hay nada en el derecho internacional de los derechos humanos que conduzca a negar de plano esa facultad.La flexibilidad que ofrece el régimen de ejecución de las penas privativas de la libertad que regula la ley 24.660, así como la capacidad del Poder Ejecutivo de enmendar posibles injusticias particulares por la vía del indulto y la conmutación de penas, toman manifiestamente improcedente el planteo genérico de que la sanción de prisión perpetua es incompatible con los principios de humanidad y proporcionalidad de las penas y con el objetivo de que ellas se orienten a la readaptación social de los condenados. "


    P., Gustavo Marcelo Fabián s/ Causa N° 10.319


    P520,XLVIII-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Plan sistemático de represión. Delitos de lesa humanidad. Imprescriptibilidad. Presunta violación de principios constitucionales. Alegada arbitrariedad de sentencia. Meras discrepancias en la valoración de la prueba. Precedentes “Huber”, “Menéndez”.


    "Los agravios referidos a los principios de legalidad, cosa juzgada e imparcialidad, el derecho a ser juzgado en un plazo razonable y la inconstitucionalidad de las Leyes 25.778 y 25.779 no logran refutar los argumentos que dan sustento a la decisión apelada en relación con las cuestiones federales planteadas.Es doctrina de la Corte que los delitos de lesa humanidad y su imprescriptibilidad estaban previstos en el derecho internacional ya a la época de los hechos, como normas de ius cogens, por lo que carece de fundamento la alegada irretroactividad de la ley penal más gravosa, ni resulta decisivo el planteo de inconstitucionalidad de la Ley 25.779 que dispuso la nulidad de las leyes 23.492 y 23.521. Asimismo, tiene dicho que corresponde remover los obstáculos que impidan que el Estado argentino cumpla con su obligación de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos ocurridas en nuestro país durante la última dictadura militar, por lo que se debe descartar también la violación del plazo razonable.En el mismo sentido, en relación a la inconstitucionalidad de la Ley 25.778 y, subsidiariamente, del art. 75, inc. 22 de la Constitución, la Corte ha dejado sentado que la Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de Lesa Humanidad representó únicamente la cristalización de principios ya vigentes a la época de los hechos para nuestro Estado, por lo que esa convención no integra la normativa aplicable a estos casos.


    En suma, es acertado lo resuelto por el a quo en tanto si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y no resultan obligatorias para casos análogos, lo cierto es que los jueces tienen el deber moral de conformar sus fallos a esa jurisprudencia, salvo que proporcionen nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada.El temor objetivo de parcialidad del juez, ha sido evacuado y superado satisfactoriamente por el tribunal del juicio.Resulta arbitraria la sentencia al confirmar las absoluciones de dos de los imputados, pues ha omitido el examen y tratamiento de argumentos conducentes, sin analizar el valor convictivo de los mismos, para la adecuada solución del caso, lo que la descalifica como acto jurisdiccional válido.Distinto es el caso del agravio referido a la absolución de otro delos imputados por los mismos hechos, fundada en la carencia de prueba concluyente, pues la querella no logró demostrar la arbitrariedad de esa decisión. Así pues, el mismo trasunta la mera disconformidad con la sentencia impugnada, la cual, más allá de su acierto o error, cuenta con fundamentos suficientes, en tanto la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y no se puede pretender, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar al fallo como la"sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.La decisión de revocar la orden de encarcelar, tras la lectura del fallo, a los condenados que estaban en libertad o detenidos en sus domicilios, ha sido tratada por la Corte en autosH. 129, L. XLIX,"Huber, Juan Emilio s/recurso de casación", al advertir, mutatis mutandis, circunstancias análogas en el caso de los demás condenados, por lo que corresponde remitirse, en beneficio de la brevedad, a los argumentosy conclusiones allí expuestos.No existe violación del principio de congruencia, pues la defensa no sólo ha omitido refutar los argumentos brindados en las instancias anteriores para rechazarla, sino que además la afirmación de que los imputados fueron sorprendidos por el tribunal oral al calificar los hechos como delitos de lesa humanidad se apartade las constancias de la causa.Tampoco existe violación al principio de ley penal más benigna, pues según jurisprudencia de la Corte, en casos como el sub examine,"no existe problema alguno de tipicidad, pues se trata de casos de privación ilegal de libertad o ésta en concurso con torturas y con homicidios alevosos, es decir, de delitos que siempre merecieron las penalidades más graves de nuestras leyes positivas, y encuanto a su calificación como crímenes de lesa humanidad, tampoco es discutible, desde que los más graves crímenes cometidos en la Segunda Guerra Mundial y juzgados conforme al Estatuto de Nüremberg fueron precisamente masivas privaciones ilegales de libertad seguidas de torturas y de homicidios alevosos".De ningún modo puede considerarse que la Ley 23.097 sea más benigna, pues si bien es cierto que no prevé la agravante determinada por la calidad de perseguido político de la víctima, establecida en el tipo derogado, la conducta base está reprimida ahora con una escala penal (ocho a veinticinco años de reclusión o prisión) claramente superior a la prevista para la agravada de aquel modo en la versión anterior (tres a quince años de reclusión o prisión). Conclusión análoga cabe respecto de las consideraciones del art. 55 del CP, pues la versión actual es más gravosa que la anterior, en la medida en que autoriza a aplicar penas de hasta cincuenta años de prisión, determinadas mediante la suma aritmética de los máximos establecidos para los delitos imputados, mientras que la norma derogada impedía la imposición de una penal que superara el máximo legal de la especie de que se tratare.El estándar de revisión de condena, establecido en el precedente “Casal”, en cuanto a la valoración de la prueba ofrecida, no ha sido violado y tuvo respuestas adecuadas en las instancias anteriores, y su insistencia sólo pretende el reexamen de cuestiones no federales cuyas soluciones son del resorte exclusivo de los jueces de la causa. La casación se ocupó de responder las críticas de la defensa mediante argumentos que brindan fundamentos suficientes a la sentencia impugnada, y en consecuencia impide considerarla acto jurisdiccional inválido. El tribunal oral contempló una serie de posibles motivaciones que habrían llevado a los condenados a ejecutar el hecho, lo que termina por completar un cuadro de convicción debidamente articulado y formulado, quela defensa intentó descalificar mediante una crítica dirigida a cuestionar el valor de ciertos elementos de prueba analizados individualmente, sin considerar el que adquieren al enlazarlos a los demás tenidos en cuenta en la condena.La objeción referida a la indeterminación de la acusación ya había sido expuesta en la instancia anterior y la defensa no rebatió en su recurso extraordinario la respuesta brindada por el a quo. En efecto, en la sentencia impugnada se había sostenido que los imputados no fueron sorprendidos por la acusación a lo largo del proceso y que tuvieron numerosas oportunidades para ser oídos, además de aclarar que la esencia de la imputación fue siempre la misma, lo que les permitió mantener la certeza del hecho atribuido. Tan es así que no se especificaron las concretas dificultades que el supuesto agravio habría implicado para el adecuado ejercicio del derecho de defensa ni cuál es, en definitiva, su afectación concreta.Que un juez federal haya sido puesto al corriente de la detención de los damnificados, o bien que a algunos de ellos se les instruyera un sumario judicial con posterioridad a la detención, no basta para refutar la ilegalidad de las privaciones de la libertad, pues sus características evidencian con claridad el abuso de funciones en el que incurrieron los policías que las llevaron a cabo. Tal ilegalidad surge por la ausencia de las formalidades prescriptas por ley, lo que se puso de manifiesto por las características de los operativos, al ser desarrollados sin órdenes de allanamiento, requisa o detención expedida por autoridad competente, por personas armadas, a veces vestidas de civil y sin ninguna identificación, en grupos numerosos que"o bien ingresaron en los domicilios de las víctimas o los detuvieron en la vía pública, o bien los citaron en su condición de empleados policiales y luego los privaron de su libertad”. Y añadió que"una vez adentro de ladependencia policial, los mantuvieron cautivos mediante el accionar clandestino del personal que intervino en dichos procedimientos", sin informarles los motivos de la detención y en condiciones denigrantes.Para analizar a la autoría por dominio de un aparato organizado de poder, conviene remitirse a la posición que se sostuvo en el dictamen del caso M. 382, L. XLIX,"Menéndez, Luciano Benjamíny otro s/recurso extraordinario". Asimismo, la sentencia recurrida, brinda argumentos suficientes, basados en datos objetivos, para sostener que los imputados actuaron con conocimiento y voluntad de contribuir a la realización de unplan sistemático de represión.Es razonable la afirmación de que los imputados actuaron con pleno conocimiento del extremo padecimiento físico y psíquico que ocasionaron a las víctimas y de que ello se producía en el marco de la llamada 'Lucha contra la Subversión', lo cual resulta suficiente para calificar sus conductas como crímenes de lesa humanidad. El elemento subjetivo previsto en el tipo en cuestión,"no debe interpretarse en el sentido de que requiera prueba de que el autor tuviera conocimiento de todas las circunstancias del ataque ni de los detalles precisos del plan o políticadel Estado o la organización".Las incongruencias en la identificación del condenado por parte de algunos testigos no adquieren relevancia suficiente como para descartar la identificación del mismo. Mucho menos si se tiene en cuenta que resulta razonable que entre las declaraciones prestadas por distintas personas existan matices diferentes dados por su diversa apreciación de los hechos, máxime cuando los hechos se desarrollaron hace más de 30 años bajo circunstancias de extrema turbulencia y amenaza. En este sentido, no se puede obviar que la objeción de la defensa se fundó en la existencia de distintos matices yno en diferencias sustanciales.Si se consideran debidamente probadas las condiciones inhumanas de detención a las que fueronsometidos tales detenidos y la violencia inusitada que ejercieron contra ellos los militares encargados de su custodia, entonces la conclusión de que la muerte de algunos dentrodel penal era una consecuencia "previsible", tal como afirmó el a quo, no aparece como algo inconcebible dentro de una racional administración de justicia, por lo que no se alcanza el estándar de arbitrariedad definido hace más de cincuenta años por la Corte en el precedente "Estrada".La responsabilidad del imputado se fundó en la retransmisión a sus subordinados de la orden de ejecutar un plan de represión de los detenidos especiales, que incluía someterlos a un tratamiento tan brutal que era imposible desconocer la posibilidad de que ocurriera la muerte de alguno de ellos. Además, no se encuentra discutido que los homicidios hayan sido cometidos por subordinados y se ha considerado razonable la fundamentación de que se trató de un hecho acorde al plan que ordenó ejecutar dentro delos límites de su competencia.Por último, en lo que respecta a la inconstitucionalidad de la prisión perpetua impuesta a aquellos condenados, corresponde remitirse a los fundamentos y conclusiones expuestos en el dictamen emitido en M. 382, L. XLIX, "Menéndez, Luciano Benjamíny otro s/recurso extraordinario".


    V., Jorge Rafael y otros s/ Recurso extraordinario


    V375,XLIX-9 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Pretendida declaración de inconstitucionalidad del art. 29 de la ley 24.018. Inadmisibilidad del recurso de queja: la decisión no es impugnable.


    El mecanismo de revisión regulado por el artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación sólo permite lograr unpronunciamiento de la propia Corte Suprema sobre el juicio de admisibilidad de recursos que han de ser resueltos por ese mismo tribunal -esto es, apelación ordinaria ante la Corte Suprema y recurso extraordinario federal, artículos 254 y 256 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y 14 de la ley 48- cuando han sido declarados inadmisibles por los tribunales superiores de la causa.El recurso de queja es inadmisible cuando no se dirige contra una decisión que sea impugnable por la vía prevista en el artículo 285 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación -esto es, el recurso de queja ante la Corte Suprema-.Más aún, las resoluciones de las cámaras federales que declaran la inadmisibilidad de un recurso de inaplicabilidad de ley son irrecurribles, según la disposición expresa del artículo 293, último párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Boggiano, Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social s/ Nulidad de acto administrativo


    B641,XLVIII-27 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Previo a dictaminar, se solicita remisión de actuaciones.


    S., Juan Carlos y G., Sonia María s/ Causa nº 601/13


    S788,XLIX-17 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Principio de bilateralidad procesal. Artículo 36, inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Traslado a ambas partes en litigio.


    A efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos, se solicita al Tribunal que en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36,inc. 2 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de estimarlo procedente y en salvaguarda del principio de bilateralidad procesal, disponga que se confiera traslado a ambas partes en litigio para que manifiesten lo que consideren pertinente y, a todo evento, se agregue al pleito copia certificada de la resolución que tornaría, a este proceso, de tratamiento abstracto.


    Consumidores libres cooperativa limitada de provisión de servicios y acción comunitaria – RQU s/ Queja


    C1145,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Solicita expediente administrativo a fin de mejor dictaminar.


    Opessa c/ Estado Nacional - Ministerio de Desarrollo Social - Res. 1.033/01 -Sec. Des. Soc. - R. 261/00 s/ Proceso de conocimiento


    O159,XLIX-10 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    SP S.A. - Relevamientos Catastrales S.A. - Recovery S.A. - UTE c/ Municipalidad de la Ciudad de Córdoba s/ Cobro


    S933,XLVIII-17 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Cervecería y Maltería Quilmes S.A.I.C.A. y G c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Proceso de conocimiento


    COMP266,L-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Solicita remisión de expediente.


    Transnea S.A. c/ CABA s/ Proceso de conocimiento


    COMP247, L-10 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos de admisibilidad


    Acción colectiva contra una prestadora de telefonía móvil a fin de declarar nulos los cargos por facturación, cese del cobro y reintegro. Pretendida excepción de incompetencia en razón de la materia. Improcedencia del recurso de presentación directa: falta de acreditación del desacierto del fallo.


    "El recurso de presentación directa es correctamente denegado, toda vez que los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararIas a tales, como que haya denegatoria del fuero federal.No procede aplicar la doctrina de excepción, pues, si bien estaría en discusión la intervención de la justicia federal, la regla que indica que si el recurso de inaplicabilidad interpuesto ante los máximos tribunales locales reúne las exigencias de la normativa provincial es privativo del respectivo tribunal y ajeno a la vía del art. 14 de la ley 48. Ello salvo que la sentencia atacada revele un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración de los derechos federales invocados, supuesto que tampoco se configura en el sub lite porque el pronunciamiento del tribunal local cuenta con fundamentos no federales suficientes que impiden su descalificación.La recurrente se circunscribió a reiterar argumentos vertidos en el memorial de la apelación que traducen una mera discrepancia con la conclusión de la cámara sobre la falta de cuestionamiento delaspecto medular de la sentencia de primera instancia en cuanto a que la controversia no se refería a la prestación del servicio de telefonía en sí, sino a cuestiones vinculadas con la facturación, que se enmarcan en las relaciones contractuales de consumo regladas por la ley 24.240.Cabe tener en cuenta que el objeto de la demanda, relativo al "cargo de facturación" que se dice cobrado en violación a condiciones contractuales pactadas y a la Ley de Defensa del Consumidor, cuya aplicación en todo cuanto se refiere a la información y facturación del servicio de telefonía móvil la misma preceptiva sobre telecomunicaciones dispone, la recurrente debió acreditar con precisión el desacierto del fallo, las normas aplicables y que la controversia efectivamente involucra la aplicación e interpretación, ya sea del Reglamento de Tarifas o de alguna otra reglamentación dictada en ejercicio del poder de policía federal, aspecto determinante de la competencia de la justicia federal para entender en un asunto por razón de la materia.Más aún cuando la cuestión de competencia resultaría alcanzada por la doctrina de la Corte según la cual, es competente la justicia local para conocer en la demanda dirigida contra una empresa privada a cargo de la prestación del servicio de telefonía móvil -que por su naturaleza se mueve en el marco del derecho común- en lo que atañe a conflictos derivados de su actividad comercial, por cuanto la relación jurídica que vincula a los litigantes se halla básicamente regida por normas de derecho común.Conclusión que tampoco se vería afectadapor la doctrina del precedente "Davaro" -citado por la actora-ni la de: Comp. 1399. L. XLIII"Proconsumer"y Comp. 787. L. XLV"Romero" ya que, no obstante referirse a cuestiones planteadas en el marco de relaciones jurídicas contractuales entre particulares como aquí ocurre, en el sub lite no se halla debatida la devolución de cargos por uso de redes de telefonía fija o de la redde Telefonía Pública Nacional ni la prestación del servicio en sí, sino la del denominado "cargo de facturación"por la emisión y envío de información al usuario, cuestión que se halla principalmente reglada por la Ley de Defensa del Consumidor."


    Asociación Protección Consumidores del Mercado Común del Sur c/ AMX Argentina S.A. s/ Ordinario


    A1182,XLVIII-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Acción de amparo contra Aguas Bonaerenses. Inadmisibilidad del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva y falta de fundamentación suficiente.


    Los agravios de la apelante sólo traducen su desacuerdo con el criterio interpretativo adoptado por el tribunal superior sobre normas de derecho procesal local, sin que exista, en consecuencia, gravedad institucional que justifique prescindir del requisito de sentencia definitiva previsto en el art. 14 de la ley 48.Los agravios que se vinculan con las facultades de las autoridades provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra reglada por la Constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario federal, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincia de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, sin que, en el sub lite, corresponda apartarse de este principio, toda vez que el superior tribunal de la causa expuso razones que atañen a la interpretación de normas de rito locales que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento bastante a su decisión y lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada.La sola mención que hace la apelante de la Ley Nacional del Ambiente y de las cláusulas constitucionales no es suficiente para habilitar la intervención de laCorte, pues tal planteo carece de fundamentación suficiente a los fines de su tratamiento en esta instancia extraordinaria, según los términos exigidos por el art. 15 de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte.


    Kersich, Juan Gabriel y otros c/ Aguas Bonaerenses S.A. y otros s/ Amparo


    K42,XLIX-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Remisión al dictamen dela causa C. 434, L. XLVII,"Consumidores Financieros Asoc. Civil para su Defensa c/ Citibank NA s/ Ordinario".


    Asociación Proconsumer y otro c/ Empresa Argentina de Servicios Públicos SATA Dr. Uez s/ Proceso de conocimiento


    A1215,XLIX-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Alegada arbitrariedad: falta de refutación de argumentos brindados por el a quo. Imputados que optaron por el procedimiento regulado por el Código de Procedimientos en Materia Penal. Pretensa imparcialidad del juzgador previsto como órgano unipersonal.


    El recurso federal ha sido mal concedido pues la presentación no cumple con el requisito de fundamentación suficiente exigido por el artículo 15 de la ley 48. La defensa se limitó a reeditar los agravios formulados en la instancia de apelación y, de ese modo, omitió una crítica razonada de los argumentos vertidos en la resolución impugnada. La Corte Suprema tiene dicho que para la procedencia de la vía extraordinaria no basta con sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso contestar mediante una crítica prolija, concreta y circunstanciada todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella.Los recurrentes no rebatieron un argumento central brindado por el a quo consistente en que los imputados, al no optar por la aplicación del nuevo Código Procesal, consintieron que el proceso se rigiera por las reglas y estructuras del anterior. Esto implicó un inequívoco sometimiento a todo su régimen jurídico, que incluye el ser juzgado por un órgano unipersonal.Esta circunstancia, a criterio del a quo, implica que los recurrentes no tienen un interés legítimo para solicitar el apartamiento del juzgador ya que, según ha sentado la Corte, el sometimiento voluntario y sin reservas expresas a un régimen jurídico, obsta su ulterior impugnación con base constitucional, -pues nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos y ejercer una conducta incompatible con otra anterior, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz.


    M., Julián y otros s/ Privación ilegal de la libertad pers. (art. 142 bis inc. 1)


    M462,XLVIII-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Caja de Previsión y Seguridad Social para Procuradores y Abogados de la Provincia de Córdoba. Pretendido reconocimiento de servicios profesionales extrajudiciales con fines jubilatorios. Improcedencia del recurso extraordinario: la materia no es revisable en instancia de excepción.Falta de sentencia arbitraria.


    "El recurso extraordinario corresponde ser denegado pues no procedente en casos en donde las partes discuten la interpretación del régimen especial que la provincia instituyó para abogados y procuradores que no se encontrasen dentro del sistema de reciprocidad jubilatoria, lo cual pone de manifiesto que se trata de unamateria que -en principio- no es revisable en la instancia de excepción, en razón del respeto debido al derecho de los estados provinciales de darse sus propias instituciones y regirse por ellas.Asimismo, para descalificar una sentencia por ser arbitraria no basta la mera disconformidad con la solución apelada, sino que es necesario que se trate de un caso excepcional, en el que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento impidan considerar el pronunciamiento como la "sentencia fundada en ley" a la que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional."


    Ramon Casas, Antonio Fernando c/ Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados yProcuradores de la Provincia de Córdoba s/ Plena jurisdicción


    R1027,XLIII-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley 48.


    Las cuestiones controvertidas en el recurso se vinculan directamente con la valoración de los hechos de la causa y con la interpretación de normas de derecho común, tareas propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del artículo 14 de la ley 48.


    De Bellefroid, Edmond Marie Antoine Hubert Franeois c/ Siseard S.A. y otro s/ Ordinario


    D688,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios: privación de la libertad ambulatoria. Precedente “García” (Fallos: 333:802). Inicio del cómputo de la prescripción: momento en que la responsabilidad existe. Excepciones.Improcedencia de la vía extraordinaria por decisiones de índole procesal.


    "Los pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local no justifican, por regla, el otorgamiento de la apelación federal del art. 14 de la ley 48 -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan, por lo cual la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de aquéllos.Las alegaciones sobre el fondo del asunto referidas a cuestiones de hecho, prueba e interpretación de derecho común, por principio son ajenas al conocimiento de la Corte, el apelante no logra demostrar que el superior tribunal de la provincia haya incurrido en arbitrariedad al rechazar el recurso local con sustento en las reglas procesales que delimitan su admisión.En lo sustancial, el pronunciamiento de la cámara local sobre la cuestión de fondo coincide con la doctrina sustentada por la mayoría del Tribunal relativa al inicio del cómputode la prescripción en el caso "García, Raúl c/ Río Negro, Provincia de s/ Daños y perjuicios" (Fallos: 333:802).En efecto, en dicho precedente la Corte, tras considerar que la prescripción no puede separarse de la pretensión jurídicamente demandada, hizo lugar a las excepciones de prescripción opuestas por la provincia accionada por la supuesta ilicitud de la actividad de los órganos de la policía provincial desplegada al inicio de las actuaciones penales y las irregularidades cometidas por los funcionarios judiciales durante el trámite de la causa penal, ya que sostuvo que el punto de arranque del curso de aquélla debe ubicarse a partir del momento en que la responsabilidad existe y ha nacido la consiguiente acción para hacerla valer (art. 3.958 del Código Civil). Ello acontece como regla general, cuando sucede el hecho ilícito que origina la responsabilidad, pero excepcionalmente, puede determinarse un momento diferente, ya sea porque el dañoaparece después o bien porque no puede ser apropiadamente apreciado hasta el cese de una conducta ilícita continuada, en cuyo caso el comienzo del curso de la prescripción bienal estará dada por el cese de los referidos hechos, momento en que se los tendrá por acaecidos.De acuerdo con lo expuesto, si se reclama el pago de daños y perjuicios provenientes de la privación de la libertad ambulatoria, será desde el momento en que el afectado es puesto en libertad que se encuentra en condiciones de reclamar y, consecuentemente, será desde esa oportunidad que debe computarse el inicio del plazo de prescripción.En tales condiciones, al margen de considerar que los argumentos del apelante reposan en cuestiones referidas a la interpretación de derecho procesal local y de derecho común, así como a circunstancias de hecho y prueba ajenas, por naturaleza, al conocimiento del Tribunal, tampoco demuestra circunstancias relevantes que autoricen un apartamiento del principio de excepcionalidad que tiene la aplicación de la doctrina de las sentencias arbitrarias."


    Radmil, Julio Alberto c/ Estado de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    R428,XLVII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra Dirección General de Aduanas. Requisitos formales de apelación extraordinaria: corresponde sean examinados por esa Corte. Inadmisibilidad de recurso extraordinario. Ausencia de cuestión federal. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo de queja.


    Los aspectos meramente procesales, aun cuando estén contenidos en normas federales, resultan, por regla, ajenos a la instancia extraordinaria, salvo que se invoque arbitrariedad.En el mismo orden, la Corte tiene dicho que lo decidido por los tribunales de lacausa acerca de la deserción del recurso interpuesto para ante ellos no suscita, como regla, cuestión federal que habilite la instancia del art. 14 de la ley 48.Sin perjuicio de ello, en el caso el Estado Nacional atribuye arbitrariedad al fallo recurrido con sustento en el excesivo rigor formal que éste exhibe, y que, en caso de configurarse tal agravio correspondería excepcionar el presente caso de la aplicación de las citadas pautas jurisprudenciales.Sin embargo, en autos ese planteo carece de idoneidad para la apertura de la vía extraordinaria. No pueden invocarse agravios de carácter constitucional cuando ellos derivan de la propia conducta discrecional del recurrente, como lo es, en el caso, la falta de expresión oportuna de los agravios de conformidad con lo establecido en el código de rito.Más aún cuando el Estado Nacional no ha alegado, ni mucho menos probado, la existencia de causal alguna que le hubiere impedido cumplir en tiempo y forma con esta carga procesal, que se encuentra impuesta con carácter general para todos los litigantes.


    Cañas Brussain, Ricardo Marcelo c/ Dirección General de Aduanas (AFIP - DGA) - Division Aduana de Paso de los Libres s/ Daño moral


    C1012,XLIX-22 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Diferencias salariales. Decreto 1.490/02 y 1.081/05. Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Ausencia de gravamen.


    La cámara, que recibió las actuaciones como consecuencia del recurso de apelación que interpuso la demandada contra la sentencia de la instancia anterior, decidió una cuestión que no formaba parte del objeto de la demanda. Se pronunció únicamente sobre el modo en que las asignaciones debían ser percibidas por los actores a partir de la entrada en vigencia del decreto 1.490/02,cuando ellos habían limitado su pretensión al períodoanterior a ese acontecimiento.Se realizan cuestionamientos a la sentencia apelada que no guardan relación con lo efectivamente resuelto en la causa.


    Gauna, Estela Mary y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    G388, L-3 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Expropiación. Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    Los agravios, al estar dirigidos a cuestionar la determinación del valor del inmueble expropiado, constituyen aspectos de hecho, prueba y derecho común cuya evaluación es privativa de los jueces de la causa y, por ello, ajena en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Estado Nacional c/ Moises Uro s/ Expropiación


    E11,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de traslado del recurso extraordinario: previo a determinar su procedencia. Art. 257, segundo párrafo del CPCCN.


    La sustanciación que establece el art 257, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que el Tribunal ha señalado reiteradamente que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - disp. 2.857/09 y otro s/ Recurso directo DNM


    A724, L-1 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de traslado del recurso extraordinario: previo a determinar su procedencia. Art.257, segundo párrafo del CPCCN.


    La sustanciación que establece el precepto normativo indicado es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que V.E. ha señalado reiteradamente que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Aerolíneas Argentina S.A. c/ Estado Nacional - DNM - disp. 1.369/09 y otro s/ Recurso directo DNM


    A937,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Honorarios profesionales. Agravio prematuro. Leyes 25.344, 25.725 y 24.432. Precedentes Fallos: 325:742, 329:5555, e Y. 11,L. XXXIX,"YPF S.A”. Procedencia de adicionar IVA a los honorarios regulados a los profesionales. Responsables no inscriptos."


    "El agravio dirigido a cuestionar la resolución apelada por haber omitido aplicar la normativa sobre consolidación de deudas respecto de los honorarios profesionales regulados por tareas realizadas con anterioridad al 31 de diciembre de 2001, no es recurrible, en cuanto, de la sentencia, no se deriva una resolución que causeun gravamen actual y concreto.La consolidación de las obligaciones alcanzadas por las leyes 25.344 y 25.725 opera de pleno derecho y puede ser planteada aún en la etapa de ejecución, toda vez que las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación. Por ello, la falta de consideración de la citada normativa por parte del tribunal apelado en la resolución en crisis no obsta a su eventual aplicación en la etapa de ejecución de los honorarios que inicien los doctores de la parte actora, lo que torna al planteo efectuado por el recurrente en un agravio prematuro, por carecer de carácter efectivo y concreto.Tampoco tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria los agravios referidos a la determinación de la base regulatoria y al quantum regulado en favor de los profesionales, puesto que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y extraña a la instancia extraordinaria, máxime cuando no se aprecia razón de mérito para justificar su revisión en la vía intentada.En lo que concierne a la incorporación de los intereses devengados durante el juicio a la base regulatoria, el apelante omite acreditar que la cámara los haya incluido. Fueron los doctores quienes solicitaron ante el tribunal tal inserción, sin embargo el tribunal apelado nada mencionó al respecto y si bien aumentó el monto regulado, fundó tal decisión en la calidad y eficacia de los trabajos profesionales cumplidos.Con respecto al agravio relativo al quantum regulado y a la falta de consideración del art. 13 de la ley 24.432 por el a quo, la doctrina de la Corte establece que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos profesionales cumplidos, y la importancia y complejidad del pleito, constituyen materia extraña al recurso extraordinario federal.Por el contrario, es procedente el recurso deducido en cuanto sostiene la improcedencia de adicionar el IVA a los honorarios regulados a los profesionales. Lasentencia de la cámara, omite dar una adecuada respuesta al agravio del Fisco, soslayando la doctrina del Tribunal al respecto, de Fallos: 325:742, 329:5555, e Y. 11, L. XXXIX,"YPF S.A. (ASTRA C.A.P.S.A.) c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Mendoza s/ Acción procesal administrativa". El Tribunal sostiene que no corresponde hacer lugar a la solicitud de los letrados para que la condenada en costas sea sometida a la carga de adicionar a su honorarios el impuesto al valor agregado, si para efectuar dicha regulación, se tuvo en cuenta la calidad del profesional y el mérito y extensión de la labor realizada por ellos intuitu personae y no por el estudio jurídico al que representan, y al haber optado por actuar como responsables no inscriptos no pueden válidamente agraviarse de que no se les reconozca un derecho que sólo tiene su razón de ser en el régimen jurídico referente a los inscriptos."


    Distribuidora de Gas Cuyana S.A. c/ DGI s/ Queja


    D562,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Incumplimiento del art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. (Fallos: 327:296, 316:2491; 317:395; 329:4241).


    "El a quo concedió el recurso extraordinario sin dar cumplimiento al trámite previsto en el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. La sustanciación que establece el precepto normativo indicado es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario (Fallos: 327:296), así como que la Corte ha señalado que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que seanconducentes para la correcta solución de la causa. (Fallos: 316:2491; 317:395; 329:4241)."


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - disp. 1.752/09 y otro s/ Recurso directo DNM


    A910,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Inviolabilidad de las comunicaciones: intervenciones telefónicas. Procedencia del recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación artículo 236 CPPN: alcance de la expresión “auto fundado”. Narcotráfico: compromisos internacionales y bienes jurídicos protegidos. Incidencia del hecho investigado en la necesidad de fundamentación.


    "Con respecto a la procedencia formal aun cuando se vincula con el examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, la cuestión federal planteada por el Ministerio Público involucra la interpretación de aquella garantía fundamental en la aplicación de la ley federal 23.737, lo cual permite encuadrarla en el inciso 3° del artículo 14 de la ley 48.Para determinar la concurrencia del requisito de fundamentación los jueces deben examinar las constancias del proceso y valorar la concatenación de los actos de acuerdo con la sana crítica racional y las reglas de la lógica, las que se verían alteradas de anularse un procedimiento por la supuesta falta de fundamentación del auto que ordena el allanamiento,cuando ese respaldo está dado.Aun cuando sea regla aplicar criterios restrictivos al momento de limitar la libertad personal, ello no autoriza a tabular una pauta de fundamentación de la decisión judicial no fijada por el legislador, máxime cuando su grado de concreción exigible no ha sido determinado en la ley procesal. La pretensión de incorporar al artículo 236 una especificidad de motivación, ha importado una desnaturalización de la norma que neutraliza de modoirrazonable su aplicación con menoscabo de la garantía del debido proceso y del esclarecimiento de los hechos que fueron motivo de condena. Con lo cual, no es admisible una interpretación que equivalga a la prescindencia del texto legal, ya que la primera fuente de hermenéutica de la ley es su letra; y que su exégesis no puede llegar al extremo de exigir mayores requisitos que los que aquélla impone.Tanto los compromisos internacionales asumidos en la materia (Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas -ley 24.072-), como la salud pública, que es el bien jurídico protegido por la ley 23.737, habilitaba razonablemente las medidas en cuestión pues la limitación de esos derechos individuales hallaba fundamento en el orden público y el bien común afectados, y, de ese modo, respetó el concepto que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha considerado como válido para medidas de esa naturaleza, pues se trató de una"interpretación estrictamente ceñida a las 'justas exigencias' de una 'sociedad democrática' que [tuvo] en cuenta el equilibrio entre los distintos intereses en juego y la necesidad de preservar el objeto y fin de laConvención".Por ello y los demás argumentos desarrollados, debe declararse admisible el recurso extraordinario."


    H. R., Rubén Roberto y G. C., Carmen Rosario s/ Causa n° 7.793


    H6,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Procedencia recurso extraordinario. Interpretación de pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa. Procedencia sustancial del recurso: si la resolución impugnada se aparta inequívocamente. Facultades del máximo tribunal: desentrañar el alcance de sus propios fallos.


    El recurso deducido es formalmente admisible, toda vez que se encuentra en tela de juicio la interpretación de dos pronunciamientos anteriores de la Corte recaídos en la misma causa, en cuyo mérito la apelante funda elderecho que estima asistirle.Empero la admisibilidad sustancial de dicho recurso está condicionada a que la resolución que se impugna consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Sin embargo, cuando la cuestión planteada se centra en la interpretación de un pronunciamiento anterior del Tribunal dictado en la misma causa, es a los integrantes de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fieles de los alcances de sus propias sentencias, a quienes compete expedirse.


    Pronar S.A.M.A.I. y C. c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    P569,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo acción de amparo. Transporte automotor de carga de granos. Ley 24.653. Recurso extraordinario inadmisible: sentencia no equiparable a definitiva. Ausencia de arbitrariedad o gravedad institucional.


    Para habilitar la instancia extraordinaria, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, calidad de la que carecen -en principio- las que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria.Con arreglo a dicha doctrina, el recurso intentado no se dirige contra una sentencia definitiva o asimilable a tal desde que la cámara, rechazó la demanda de amparo sobre la base de considerar improcedente la vía elegida porque estimó que no surgía en forma manifiesta la arbitrariedad o ilegalidad de las disposiciones atacadas.


    Compañia de Insumos y Granos S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal de Inversión Pública yServicios s/ Amparo ley 16.986


    C1433,XLIX-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de las excepciones de incompetencia y falta de agotamiento de la vía administrativa. Recurso extraordinario inadmisible. Pronunciamiento no equiparable a sentencia definitiva. Falta de argumentos suficientes.


    El recurso extraordinario resulta inadmisible, cuando no se dirige contra una sentencia definitiva ni asimilable a tal, en los términos exigidos por la jurisprudencia de la Corte para habilitar la vía delart. 14 de la ley 48.Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia resultan ajenos a la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48, excepto en el caso de denegación del fuero federal, u otras circunstancias extraordinarias permitan equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, supuesto que no se verifica en autos toda vez que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales nacionales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter federal que todos ellos revisten, no constituyen una resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el art. 14 de la ley 48. Antes bien, sólo se trata de una cuestión de orden procesal que, por no ocasionar un agravio federal definitivo, no justifica el ejercicio de la jurisdicción acordada al Tribunal por la vía procesal que se intenta. Por lo demás, la decisión apelada tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio, ya que aquél queda sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir defendiendo sus derechos.Los argumentos vinculados con la falta de agotamiento dela vía administrativa resultan insuficientes para habilitar la instancia de excepción, toda vez que de la sentencia recurrida no se deriva un gravamen irreparable para el apelante, quien no se encuentra privado de plantear las cuestiones propuestas por la vía que el a quo declaró pertinente, ni tampoco impedido por esa decisión de volver sobre lo resuelto.


    Alonso, Abel Héctor c/ Estado Nacional Argentino s/ Escrituración


    A855,XLIX-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de medida cautelar autónoma. ACUMAR. Sanciones o clausura de plantas industriales por supuesta omisión de contratar seguro de caución. Procedencia del recurso. Arbitrariedad. Exceso de jurisdicción.


    "Es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que sean fundados y constituyan derivación del derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa, exigencia que procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten eladecuado servicio de justicia.El a quo ha incurrido en un claro exceso de jurisdicción al ordenar la contratación del seguro cuestionado ante ACUMAR. Esa pretensión no había sido deducida en las presentes actuaciones, en tanto los aspectos que hacen al fondo del asunto se encontraban en debate en sedeadministrativa.Las consideraciones efectuadas por el juez con relación a la normativa aplicable y las circunstancias de hecho que motivaron la nota 279/10 de ACUMAR -en la que considera que YPF S.A. incumplió al omitir contratar el seguro ambiental en los términos de las disposiciones vigentes en ese momento- son improcedentes, sin que el alcance de las facultades del juez en materia de derechoambiental conforme al art. 32 de la ley 25.675 modifique la conclusión señalada.Asimismo, corresponde dejar sin efecto la decisión en cuanto rechazó la medida cautelar solicitada, sin analizar los argumentos y planteos presentados por la parte actora para justificar la concurrencia de los requisitos previstospor el artículo 230 del CPCCN.La Corte Suprema ha dicho que en virtud de la naturaleza de las medidas cautelares, ellas no exigen certeza sobre la existencia del derecho pretendido, sino sólo su verosimilitud. Incluso, el juicio de verdad en esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del instituto de la cautelar, que no es otra que atender a aquello que no excede del marco de lo hipotético, dentro del cual, asimismo, agota su virtualidad.Finalmente, corresponde agregar que, a pesar de que con posterioridad a la presentación de la actora fue dictado el decreto 1.638/12 del Poder Ejecutivo Nacional que prevé, a los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto por el art. 22 de la ley 25.675,la posibilidad de contratar un"seguro de responsabilidad por daño ambiental de incidencia colectiva", no se ha tornado abstracta la cuestión a decidir. Ello es así puesto que la medida solicitada está orientada a suspender la aplicación de sanciones por eventuales incumplimientos ocurridos en períodos anteriores a su vigencia. Dicha situación no se ve alterada, tampoco, por la contratación del seguro de caución en los términos de la resolución conjunta 98/2007 y 1973/2007 por parte de la actora., ya que en la presentación de fojas 481/483 YPF S.A. aclaró que dicha conductano importaba una renuncia a losderechos que le asisten."


    YPF S.A. c/ ACUMAR s/ Medida cautelar autónoma


    Y24,XLVII-16 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo in limine del recurso extraordinario: artículo 280 del CPCCN. Supuesta arbitrariedad en la ponderación probatoria. Determinación de la admisibilidad del recurso a cargo de la Corte Suprema.


    La decisión que declara inadmisible el remedio extraordinario en los términos del artículo 280 del Código Procesal no es susceptible, por norma, de reposición, máxime, cuando no se ha cuestionado la regularidad del precepto.Las cuestiones en debate remiten al estudio de extremos de hecho y prueba y de derecho procesal y común, ajenos, como norma y por su naturaleza, a la vía del artículo 14 de la ley 48, y la demandante imputa al fallo de la Cámara Civil un supuesto de inequívoco carácter excepcional, como es la arbitrariedad en la ponderación probatoria, al tiempo que solicita un resarcimiento de equidad fundado en elartículo 907 del Código Civil.En ese marco, determinar si la causa, por sus particularidades, justifica el apartamiento excepcional de la doctrina referida, compete a los miembros del Tribunal en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, teniendo en consideración que el remedio extraordinario fue rechazado in límine en los términos del artículo 280 del Código ritual, por no haber hallado elementos que tomen manifiesta la arbitrariedad invocada o la frustración del derecho a la jurisdicción en debido proceso.


    Rozental, Silvia c/ Club Harrods Gath & Chaves s/ Daños y perjuicios


    R672,XLVIII-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de apelación denegado. Requisitos de procedencia. Arts. 14 y 15, ley 48. Remisión a lo dictaminado en autos C. 831, L. XLIX, “Córdoba, OIga del V. y otro”.


    "Corresponde desestimar la queja si el recurso extraordinario cuya denegación la originó no cumple con el requisito de la fundamentación autónoma del artículo 15 de la ley 48.Las resoluciones en materia de competencia no autorizan la apertura de la vía por no estar satisfecho el recaudo de definitividad (art. 14, ley 48), salvo que medie la denegatoria del fuero federal u otros extremos excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; y que los presupuestos para la admisión formal del remedio contra una resolución recaída en materia de competencia, no pueden suplirse aunque se invoque la causal de arbitrariedad o el desconocimientode garantías constitucionales.El sublite no configura un caso de excepción que justifique el apartamiento de tales reglas, desde que la decisión adoptada no niega el fuero federal -sino que, por el contrario, afirma la jurisdicción de los jueces federales-, ni coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte la defensa en juicio. Ello es así, toda vez que el fallo no clausura la vía procesal, sino que sólo deja sin efecto lo dispuesto en primera instancia -en orden a la subrogación del cesionario- a fin de que el punto sea resuelto por el juez competente. Tampoco importa un cercenamiento del ejercicio de derechos de la demandante, por otrolado, no alegado por esa parte.Abona lo expuesto, el hecho de que la sentencia -que rechazó la subrogación pretendida por un cesionario, en concordancia con lo requerido por la actora- fue apelada sólo por el pretenso subrogante, quien no dedujo impugnación contra la decisión de la alzada. De tal suerte, dado que el a quo, al remitir a lo que decida el tribunal competente, no dejó firme ningún criterio en torno a esta faceta del asunto, resulta claro que en el supuesto no concurren dos de los presupuestos habilitantes de la jurisdicción apelada del Alto Tribunal, como son el agravio actual y el pronunciamiento judicial que ponga fin a la cuestión."


    Córdoba, Olga del Valle c/ Estado Nacional y otros s/ Incidente de medida cautelar


    C837,XLIX-6 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso denegado. Requisitos de procedencia. Arts. 14 y 15, Ley 48. Acción de reivindicación sobre bienes inmuebles. No corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    "Corresponde desestimar la queja si el recurso extraordinario cuya denegación la originó no cumple con el requisito de la fundamentación autónoma del artículo 15 de la ley 48.Las resoluciones en materia de competencia no autorizan la apertura de la vía por no estar satisfecho el recaudo de definitividad (art. 14, ley 48), salvo que medie la denegatoria del fuero federal u otros extremos excepcionales que permitan equipararlas a fallos definitivos; y que los presupuestos para la admisión formal del remedio contra una resolución recaída en materia de competencia, no pueden suplirse aunque se invoque la causal de arbitrariedad o el desconocimientode garantías constitucionales.El artículo 5°, inciso 1°, del Código ritual, prescribe que las acciones reales sobre bienes inmuebles deben ventilarse ante el tribunal del lugar donde está situada la cosa litigiosa. En esa inteligencia, la alzada sostuvo la competencia del juzgado federal de la provincia donde se encuentraubicados los lotes disputados.El subexamine no configura un caso de excepción que justifique el apartamiento de tales reglas, desde que la decisión adoptada no niega el fuero federal -sino que, por el contrario, afirma la jurisdicción de los jueces federales-, ni coloca a la recurrente en una situación de privación de justicia que afecte, en forma directa e inmediata, la defensa en juicio. Ello es así, toda vez que el fallo no clausura la vía procesal, ni importa un cercenamiento del ejercicio de los derechos de la actora de participar en elpleito.Dado que los presupuestos para la procedencia formal del remedio federal contra una resolución recaída en materia de competencia, no pueden suplirse aunque se alegue la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales, la petición es inadmisible."


    Córdoba, Olga del Valle y otro c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de reivindicación


    C831,XLIX-6 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Validez del recurso. Restricciones a las posibilidades de invocar la defensa de cosa juzgada. Debido proceso. Concurso real de hechos punibles.


    "Se considera que el recurso extraordinario perpetrado por el Fiscal General debe prosperar, en cuanto la decisión impugnada pone fin al proceso, proviene del superior tribunal de la causa y está basada en fundamentos aparentes que impiden calificarla como acto jurisdiccional válido, toda vez que, la afirmación de que los imputados ya fueron juzgados y condenados por el mismo hecho no encuentra sustento en las constancias del legajo, lo que redunda en menoscabo de la garantía del debido proceso, que amparaa todas las partes por igual.Asimismo, el recurrente funda su planteo en el alcance e inteligencia que debe otorgarse a la garantía ne bis in idem, receptada expresamente en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 8.4) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14.7), por lo que se configura en el caso cuestión federal suficiente, al haber decidido el aqua en contra de aquel planteo.Así pues, surgen de las actuaciones, que los imputados nunca fueron indagados por su relación con lo acontecido luego del traslado de las víctimas de Campo de Mayo a EntreRíos, dado que el juez de instrucción siempre consideró poco probable que hubieran tenido algún tipo de injerencia sobre su destino, tras haber sido entregadas a personal militar, ni que pudieran haber sabido qué les sucedería. Por el contrario, entendió que había mérito para indagarlos y procesarlos por el primer tramo del acontecimiento considerado, es decir, aquel que se extiende desde la detención de las víctimas en Escobar hasta su traslado a Entre Ríos. En ese contexto, dispuso separar el trámite de la causa por motivos de celeridad, y terminó disponiendo la remisión a juicio sólo por ese primer tramo respecto de los imputados.De lo expuesto, es posible concluir que el Tribunal Oral Federal de San Martín no pudo expedirse respecto de los acusados en relación con la participación que habrían tenido en el homicidio y la tentativa de homicidio de las víctimas, en la medida en que no fueron acusados a ese respecto, según lo sostenido por el recurrente. Por lo tanto, tampoco fueron juzgados acerca de tales hechos, lo que se debió a una decisión del juez de instrucción, convalidada por la cámara de apelaciones, que desdobló el proceso delmodo señalado precedentemente.Esta decisión fue posible, en tanto la imputación dirigida contra los imputados durante la instrucción consistió en conductas sucesivas que concurren de manera real. Por eso no puede admitirse la tesis del a quo en cuanto a que se pretende en esta causa juzgar el mismo comportamiento por elque aquéllos fueron condenados.Como sostiene la doctrina,"las reglas sobre concurso de delitos gobiernan la solución. El concurso real o material de hechos punibles que, a la letra, supone la imputación de hechos independientes, significa la posibilidad de una persecución penal múltiple, esto es, la clave para establecer que, si se presenta la necesidad comparativa entre dos imputaciones cuyos objetos -hechos punibles- concurren materialmente, debe desecharse laaplicación de la regla estudiada [ne bis in idem], pues se trata, precisamente, de hechos diversos, o, si se quiereno se trata de un mismo hecho”.Las conductas calificadas como privación ilegal de la libertad en la acusación y la condena del juicio realizado, no coinciden "en todos sus extremos", con el"aporte criminal que el impugnante endilga a los acusados en esta causa para atribuir el posterior homicidioy la tentativa de homicidio.En este sentido, cabe señalar que, según surge de la sentencia impugnada, el recurrente alega que existen todavía medidas probatorias a producir que conducen a la conclusión de que los policías intervinientes en las detenciones ilegales de las víctimas luego las entregaron a sus futuros asesinos.Por un lado, entonces, los imputados habrían detenido ilegalmente y mantenido en esa situación a las víctimas por un cierto período, hecho por el cual ya fueron juzgados. Por otro lado, al entregarlas a los otros responsables, habrían realizado su aporte criminal para la consumación del homicidio y la tentativa de homicidio en cuestión, que, como hecho independiente del primero, puede ser juzgado ahora. Desde esta perspectiva, no se observa violaciónalguna de la garantía invocada.Por último, no es ocioso mencionar que, V.E. ha afirmado que a partir de lo resuelto por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 'Barrios Altos', han quedado establecidas fuertes restricciones a las posibilidades de invocar la defensa de cosa juzgada para obstaculizar la persecución penal respecto de conductas como las aquí investigadas, por lo que corresponde rechazar en el caso toda interpretación extensiva del alcance de la cosa juzgada que impidiera la persecución penal por hechos que constituyen violaciones graves a los derechos humanos, respecto de los cualesnunca fue sometido a juicio".Por todo lo expuesto, se consideró revocar ladecisión impugnada mediante el recurso extraordinario interpuesto."


    P., L. A. y otro s/ Causa n° 12320


    P695,XLIX-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamende la causa A. 1215, L. XLIX,"Asociación Proconsumer y otro c/ Empresa Argentina de Servicios Públicos SATA Dr.Uez s/ proceso de conocimiento".


    Asociación Proconsumer c/ Empresa Argentina de Servicios Públicos SATA s/ Proceso de conocimiento


    A1200,XLIX-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Suministro de gasoil en condiciones no discriminatorias. Resoluciones 6/12 y 35/13 de la Secretaria de Comercio Interior. Inadmisibilidad del recurso: inexistencia de un perjuicio.


    El recurso intentado resulta formalmente inadmisible dado que, con referencia a la falta de agravio atribuida en el fallo impugnado, el recurrente no ha hecho una crítica prolija, concreta y circunstanciada. Por lo tanto, la apelación federal adolece del requisito de fundamentación suficiente queexige el art. 15 de la ley 48.Los argumentos traídos en el presente recurso son insuficientes para rebatir las conclusiones del a quo referidas a la inexistencia de un perjuicio. A su vez, cabe destacar que dichas conclusiones se fundaron en la valoración de cuestiones de hecho y prueba ajenas, por principio, a la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Apelación - resolución Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    S847,XLIX-7 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos de actividad


    Demanda de daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo. Liquidación de intereses sobre el monto de condena. Alegada arbitrariedad. Interpretación y aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal: cuestiones ajenas a la instancia federal.


    La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar la interpretación y la aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias.En este sentido, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad debe aplicarse únicamente en aquellos fallos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Ayala Felici, María c/ Zucammor S.A.


    A631,XLVIII-1 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Diferencias en la indemnización por antigüedad. Inexistencia de sentencia arbitraria. Examen de cuestiones ajenas a la instancia federal.


    La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones delos tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal que constituyen materia propia de los jueces de la instancia inferior máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Quetglas Magnaseo, Eduardo Antonio Cayetano c/ Sullair Argentina SA y otro s/ Despido


    Q53,XLVIII-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Fundamentación


    Casación de la sentencia. Pena superior a la requerida por la acusación. Principios de oportunidad y acusatorio. Escrito infundado. Improcedencia del recurso


    De las constancias del legajo se desprende que la defensa nada objetó cuando el tribunal, por mayoría, resolvió incorporar la prueba, consintiendo de ese modo la decisión. Incluso después de que el tema hubiese quedado así planteado, ninguna impugnación dirigió aquella contra la sentencia no obstante que el voto mayoritario la consideró válida y fundó en ella la condena que dictó.Dejando de lado el hecho de que la defensa, al no impugnar la sentencia, consintió tanto éstas como las demás consideraciones que condujeron a la condena, ninguna respuesta recibieron estos argumentos de parte de la recurrente tampoco en su apelación extraordinaria. Antes bien, se observa que su escrito se limita a postular un criterio distinto, en condiciones que no satisfacen los estándares de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48, según la jurisprudencia de la Corte en la materia, y sin hacerse cargo siquiera, aunque sea de manera extemporánea, de los términos del fallo que le habrían causado el agravio invocado.En cuanto al monto de la pena finalmente impuesta, la cuestión sometida por el apelante conduce a una discusión de índole procesal que carece de relación directa con las garantías que dice afectadas.Ello se considera así pues habilitada la jurisdicción de los tribunales por la actividad acusatoria e impugnativa del querellante y del fiscal, quedaron satisfechas las exigencias del principio acusatorio formal, tal como ha sido concebido en nuestro sistema procesal penal. En tales condiciones, cobra plena vigencia el principio según el cual la graduación de la pena dentro de los límites previstos en las leyes respectivas constituye una facultad propia de los jueces de la causa, que no suscita cuestión federal, salvo arbitrariedad.


    P., R. R. s/ Abuso sexual - causa nº 17239/10


    P863,XLVIII-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda previsional. Reajuste de los haberes jubilatorios. Determinación de los componentes del haber inicial y movilidad posterior: remisión a Q. 68, L. XLVI, “Quiroga”. Ley 24.241. Arbitrariedad de sentencia: pronunciamiento carente de fundamentación.


    "La cuestión vinculada a la determinación de los componentes del haber jubilatorio inicial y de su movilidad posterior guarda, en lo sustancial, analogía con la resulta en el dictamen de la causa Q. 68, L. XLVI, "Quiroga Carlos Alberto c/ ANSES s/ Reajustes varios", a cuyas consideraciones cabe remitir, en todo lo pertinente, por razones de brevedad.A ello cabe agregar, con respecto a la declaración de inconstitucionalidad del art. 30 de la ley 24.241 (texto original) -que, en lo pertinente, establecía el derecho a la percepción de una prestación adicional por permanencia y disponía que el haber mensual de ésta se determinaría computando el 0,85% por cada año de servicios con aportes-, que la sentencia recurrida omitió valorar la incidencia del art. 2 del decreto 313/2007 en la cuestión controvertida. A su vez, prescindió de ponderar si de las presentes actuaciones surge que la suma de las prestaciones jubilatorias que percibe la actora -PBU, PAP Y PC- no le garantizan una subsistencia digna y acorde con la posición que tuvo durante su vida laboral, en concordancia con lo previsto por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, máxime luego de la aplicación de los parámetros de ajuste pretendidos a través de la presente acción. Al respecto, cabe recordar que la Corte ha reconocido invariablemente las facultades del legislador para organizar el sistema previsional, ejercitadas dentro de límites razonables, es decir, de modo que no afecten de manera sustancial los derechos garantizados por la Constitución Nacional. Por lo tanto, en ausencia de un agravio constitucional fundado, no puede invalidarse la decisión de las autoridades encargadas de velar por la vigencia equitativa del régimen previsional y por la sustentabilidad del sistema.En suma, la sentencia debe ser dejada sin efecto en este aspecto en tanto esdoctrina de la Corte Suprema que se configura un supuesto de arbitrariedad cuando el pronunciamiento carece de la debida fundamentación y prescinde de la norma aplicable al caso.


    Fernández, Néstor Alfredo Ramón c/ Estado Nacional - ANSES s/ Reajustes varios


    F44,XLVI-10 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Personal de la Policía Federal. Pase a retiro obligatorio por accidente ocurrido "en servicio". Doctrina de la arbitrariedad: argumentos insuficientes para la apertura de la instancia extraordinaria.


    "La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.La lectura de los agravios permite aseverar que el recurrente sólo expresa su disconformidad con las apreciaciones efectuadas por el a quo en cuanto a que, de acuerdo con las pruebas arrimadas a la causa, el accidente que le provocó quemaduras en diversas partes del cuerpo, que lo incapacitaron para el servicio activo y motivaron su pase a situación de retiro obligatorio, fue acertadamente evaluado como ocurrido "en servicio", pues no se produjo como consecuencia del riesgo especifico y exclusivo del ejercicio de las funciones policiales, sin que aquél lograra demostrar apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes, o la irrazonabilidad delas conclusiones de la cámara.Los argumentos del apelante carecen de entidad suficiente paraabrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas cuya resolución les es privativa.La cuestiónatinente a que las expresiones "en servicio"y "en y por actos del servicio" resultarían equivalentes a los efectos de la concesión de los beneficios que contemplan las leyes 16.443 y 20.774 y, en consecuencia, aunque no se modificara la calificación de su accidente tendría, de todos modos, derecho a obtener dichas prestaciones, constituye el fruto de una reflexión tardía, por no haber sido propuesta esa interpretación en forma oportuna ante las instancias ordinarias, según resulta de una lectura dela demanda y de su ampliación."


    Ortega, Arturo Indolfo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - PFA s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    O259,XLV-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de pensionada del Ejército Argentino. Re liquidación de haberes. Asignaciones otorgadas por decretos 2000/91 y 628/92. Improcedencia recurso extraordinario: agravios introducidos en forma tardía.


    Los argumentos expuestos por el apelante con respecto al cómputo del plazo de prescripción y a la forma en que se impusieron las costas son inadmisibles, toda vez que se trata de materia ajena, como regla, al recurso extraordinario por cuanto remite al examen de extremos fácticos o a cuestiones regidas por el derecho común y procesal.Por lo demás, se advierte que lo resuelto por el juez de grado con respecto a la prescripción fue consentido por el recurrente al no haberlo cuestionado al apelar ante el tribunal a quo. En tales condiciones, el planteo introducido en esta instancia de excepción sin haber efectuado una alegación oportuna, configura una reflexión tardía que resulta insuficiente para habilitar lavía del art. 14 de la ley 48, pues la jurisdicción del Tribunal se encuentra limitada a la revisión de aspectos contenidos en la sentencia apelada.


    Rojas, Blanca Neli Del Valle c/ Estado Nacional - Ejercito Argentino s/ Demanda contencioso administrativo


    R609,XXVII-27 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario. Requisitos: fundamentación suficiente. Sentencia definitiva o equiparable. Ne bis in ídem. Supuesta tacha de arbitrariedad. Actos viciados con defectos esenciales.


    La resolución impugnada no reviste el carácter de sentencia definitiva y tampoco el recurrente ha demostrado la existencia de un agravio de imposible o tardía reparación ulterior que autorice a equipararla a tal. En este sentido, si bien es cierto que el apelante alega que la decisión impugnada habría desconocido los efectos de la cosa juzgada material y la prohibición de doble persecución penal (ne bis in ídem), también lo es que esa queja no pasa de una mera afirmación genérica carente de un desarrollo argumental adecuado que le sirva de sustento.A su vez, la Corte ha establecido que se descarta la afectación de la garantía que impide la persecución penal múltiple (ne bis in ídem) cuando la decisión de retrotraer el proceso obedece a la existencia de vicios esenciales en esa sentencia.La tesitura adoptada por el Superior Tribunal responde a la doctrina de V.E., expuesta también en fallos posteriores en la materia, que privilegiaron la nueva realización de los actos viciados con defectos esenciales. Es por todo ello que no se advierte, ni el recurrente ha logrado demostrar, que haya existido lesión alguna de la cosa juzgada que justifique el apartamiento del principio según el cual las decisiones cuya consecuencia sea la obligación decontinuar sometido a proceso criminal no reúnen la calidad de sentencia definitiva o equiparable a tal a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito.A mérito de lo expuesto, corresponde desestimar el recurso interpuesto.


    G. Q., Javiers/ P.ss.aa defraudación y falsedad ideológica apelación s/ Queja del Dr. José Antonio Buteler y otro


    G554,XLVIII-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos Objetivos


    Demanda de daños iniciada por el progenitor. Falta de legitimación pasiva para demandar en calidad de sucesor. Resarcimiento iure hereditatis. Promoción de la acción civil. La mediación obligatoria es válida como demanda judicial. Sentencia autocontradictoria.


    "La resolución impugnada en el sub examine ha incurrido en un defecto de entidad suficiente como para habilitar la intervención de la Corte, en los términos del arbitrio antedicho.Los sentenciantes motivan su decisión en el hecho de estimar que la damnificada –madre del actor- no había promovida la acción civil para considerar que sus herederos serían sus sucesores en la misma y, confirman la resolución del juez a quo, sin adentrarse en las pruebas ni explicitar la norma o normas de las cuales se vale para negar al heredero la posibilidad de demandar como tal un resarcimiento pecuniario que, en la especie, no se acota al rubro que se refieren los arts. 1078, 1099 del C.C.En tales condiciones, la sentencia resulta arbitraria por ser autocontradictoria y, toda vez que el aquí recurrente planteó como agravio la arbitrariedad del fallo de primera instancia en su apelación, era menester que el a quo la examinara, evaluando su alcance en el caso concreto, sobre todo frente a ladoctrina que emana del precedente"Nastasi" (Fallos: 325:2703), en la cual la Corte estableció que el comienzo de la mediación obligatoria puede ser tenida lato sensu como demanda judicial. Asimismo, juzgó que el propio art. 4 de la ley califica al formulario de iniciación como la actuación a través de la cual el reclamante formaliza su pretensión,"... expresión que inequívocamente pone de manifiesto lo expuesto en el sentido de que en él está presente el ejercicio de la acción de responsabilidad que obra como hecho impeditivo de la caducidad de que se trata".


    Varela, Norberto c/ Transportes Automotores Plaza y otros s/ Daños y perjuicios


    V175,XLVIII -18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Desestimación de recurso de queja. Incumplimiento de los requisitos formales. Carencia de fundamentación autónoma. Disconformidad con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a la competencia de la Corte.


    El recurso presentado por la defensa no cumple con los requisitos de forma dispuestos por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la Acordada 4/07 para la interposición de la apelación federal (artículo 2°).No obstante ello, y aun en el supuesto de que V.E. considere que lo apuntado no constituye óbice insalvable (artículo 11, Ac. 4/07), el recurso extraordinario carece también de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48, como así también de la jurisprudencia de V.E en relación a las reiteradas objeciones dogmáticas vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ya formuladas en la instancia anterior, que fueron respondidos por el a quo con argumentos no refutados por el apelante. Porque si bien la defensa denuncia la violación de los principios constitucionales de inocencia e in dubio pro reo, lacrítica se dirige contra la valoración de la prueba que efectuaron los jueces de la causa, insistiendo en una pretensa situación de duda que sostiene mediante la transcripción exacta de los argumentos desarrollados en el recurso de casación, sin hacerse cargo de la respuesta que ellos recibieron por parte del a quo en las sentencia impugnada, a la cual se arribo a partir de la consideración de la totalidad de la prueba colectada.En tal sentido, no surgen en las alegaciones del apelante una verdadera situación de incertidumbre con entidad para descalificar la certeza subjetiva en que los jueces basaron el fallo condenatorio, o que autorice a sostener que ninguna evaluación razonable de la totalidad de la prueba directa e indiciaria pudo haber brindado sustento a esa decisión. Las objeciones del apelante, sólo trasuntan la mera disconformidad con cuestiones de hecho, prueba y derecho común que han sido oportunamente desechadas sobre la base de argumentos que, se los comparta o no, su examen resulta ajeno a la competencia de la Corte cuando conoce por la vía extraordinaria.


    T. H., Jesús Noe s/ Homicidio -causa nº 105.779


    T60,XLIX-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Extinción de la acción penal. Declaración de mal concesión del recurso. Doctrina de la arbitrariedad: remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa "Schlenker, Alan", S. 471, L. XLVIII. Intervención previa de la CFCP."


    Por encontrarse planteada una cuestión idónea para ser conocida por la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, se estima que la decisión del a qua no se ajusta a la doctrina de “Di Nunzio, Beatriz Herminia”, que establece que, en el ámbito de la justicia nacionalen lo penal, la Cámara Federal de Casación Penal debe intervenir previamente en estos casos.


    T., José Luis s/ Causa nº 131/13


    T168, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Pretendida contienda de competencia. Juicio ejecutivo contra el Club Atlético Independiente Asociación Civil. Incorrecta traba de contienda de jurisdicción entre jueces. Decisión no equiparable a definitiva. Inexistencia de privación de justicia.


    No se advierte concretamente trabada una contienda de jurisdicción entre los jueces a cargo de las causas, susceptible de ser resuelta por la alzada de la que depende el juez que previno o por el Tribunal (art. 24, inc. 7, dec.-ley 1285/58). No consta que los tribunales actuantes se hubieren expedido sobre su potestad para conocer en las actuaciones, requiriéndolas o rechazándolas, por lo que la intervención de la Sala o de esa Corte, en este aspecto, resultaría prematura.En tanto no fueron planteadas por la actora declinatoria ni inhibitoria en los términos del artículo 7 -y ccds.- del Código de rito, no se advierte un gravamen concreto y actual, de insusceptible, tardía o insuficiente reparación ulterior que equipare la decisión a una definitiva, toda vez que no se clausuró la vía procesal promovida.Por último, no se advierte un caso de privación de justicia en el que sea indispensable la intervención de esa Corte (art. 24, inc. 7, in fine, dec.-ley referido), dado que la causa se encuentra sometida a sus jueces naturales, ante los cuales los interesados pueden articular sus pretensiones y eventualmente usar los medios que el ordenamiento procesal establece en defensa de sus derechos.


    Banco Macro S.A. c/ Club Atlético Independiente Asociación Civil y otro s/ Ejecutivo s/ Incidente de apelación


    B440,XLIX-2 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios: bases computables. Inadmisibilidad del recurso de queja. Mera discrepancia de los fundamentos de hecho, prueba y derecho procesal: materia ajena a la revisión extraordinaria.


    El recurso federal intentado es correctamente denegado cuando los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones referidas a la regulación de honorarios y a la determinación de las bases computables para tal fin que son propias de los jueces de la causa y ajenas, como regla,a la instancia extraordinaria.La doctrina de la arbitrariedad no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho procesal con base en los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


    Organismo Regulador del Sistema Nacional de Aeropuertos (ORSNA) c/ Aeropuertos Argentina 2000 S.A. s/ Proceso de ejecución


    O289,XLVII-4 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Decisiones en materia de competencia cuando no media denegatoria del fuero federal: no son susceptibles de apelación extraordinaria.


    "Las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, tal como ocurre en caso en el sub lite, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo14 de la ley 48; requisito que no puede suplirse aunque se sostenga la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales."


    Leguizamón, Diego Hernán c/ Ostramar S.A. y otro s/ Accidente


    L252, L-21 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Decisiones recurribles


    Demanda contra ANSES. Procedencia formal del recurso extraordinario: inadmisibilidad.


    La decisión atacada no deniega el fuero de excepción ni importa una palmaria privación de justicia, desde que no concluye el proceso ni cercena la posibilidad de participación de la interesada, que no logra develar la presencia de un gravamen de alcance irreparable de manera tal que la interlocutoria cuestionada pueda asimilarse a una resolución definitiva. En tales condiciones, dado que los aspectos de procedencia formal del recurso extraordinario no pueden salvarse alegando la doctrina sobre sentencias arbitrarias o el desconocimiento de prerrogativas fundamentales, el planteo es inadmisible.


    Bellatti,Blanca Violeta c/ ANSES s/ Amparos ysumarísimos


    B40,XLIX-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Revocación de la suspensión de juicio a prueba. Transgresión al régimen del beneficio otorgado por comisión de delitos durante su cumplimiento. Desestimación delrecurso: remisión al dictamen en los autos "Barmack, Gabriel", letra B, n° 555, libro XLVIII, del 17 de agosto de 2012. Facultad de los jueces de resolver peticiones planteadas por las partes.


    El planteo remite al examen de una norma de derecho común, como lo es el artículo 76 ter del Código Penal, y por lo tanto constituye, en principio, materia ajena al recurso extraordinario federal. Por otra parte, el caso no guarda relación directa con el principio acusatorio, pues éste tiene como rasgo saliente la separación de las funciones de investigar y acusar, y se manifiesta en la necesidad de que los juicios se inicien mediante acusación extraña al tribunal y en la prohibición que tienen los Jueces de condenar sin que medie acusación o por hechos distintos de los acusados; pero en modo alguno mengua la facultad de los jueces de resolver en derecho cualquier otro requerimiento o pretensión que les formulen las partes en el proceso."


    P., Martín Fernando s/ Causa n° 15.025


    P708,XLVIII-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Decisiones Judiciales


    Determinación de la pena: cuestión ajena al recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Delito de cohecho activo.


    El ejercicio por parte de los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas se vincula con cuestiones de hecho, prueba y derecho común propias de los jueces de la causa y ajenas, por ende, al ámbito de la apelación federal extraordinaria. No obstante, como excepción a esa regla, la Corte ha reconocido que si lo resuelto fue posible sólo merced a una consideración fragmentada y aislada de las pautas relevantes a tal efecto, puede habilitarse el recurso extraordinario con sustento en la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.El parámetro para juzgar sobre la existencia deese vicio es particularmente estricto pues, tal como lo ha reiteradamente dicho la CSJN, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento impidan considerar el pronunciamiento de los jueces del proceso como la “sentencia fundada en ley”, a que hacen referencia los artículos 17 y18 de la Constitución Nacional.No aparece como una conclusión ilógica, en el caso, el monto de la pena en relación con las pautas de valoración expresadas y la significación jurídica asignada a los hechos que quedaron establecidos en la sentencia. Por ello, más allá de las discrepancias con la magnitud de la sanción establecida en el fallo, no se ha demostrado que concurran en el caso las circunstancias excepcionales que habilitarían a apartarse de aquella doctrina.


    F., Carlos Isidoro, S., Andres e I., Miguel A. s/ Cohecho y recepción de dadivas en forma continuada s/ Casación


    F222,XLVII-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución hipotecaria. Prórroga voluntaria de jurisdicción territorial. Inadmisibilidad de la queja. Falta de carácter de sentencia definitiva


    No corresponde admitir la queja, pues las decisiones recaídas en materia de competencia, cuando no media denegatoria del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. A su vez, cabe tener en cuenta que tampoco revisten carácter de sentencia definitiva los pronunciamientos recaídos en procesos ejecutivos.


    Pakciarz, Nélida c/ López, Silvana s/ Ejecución hipotecaria


    P407,XLIX-25 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Formalidades de las sentencias: materia ajena al recurso extraordinario. Excepción: inexistencia de opiniones sustancialmente coincidentes.


    Lo referente al modo en que emiten sus votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal. No obstante, corresponde hacer excepción a dicho principio y dejar sin efecto el pronunciamiento cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida.Supuesto que concurre en autos y que permite apartarse de la regla general y hacer lugar a la apelación extraordinaria, pues si bien en la parte resolutiva se confirma la sentencia de primera instancia, en rigor, el primer voto se pronuncia nítidamente en contra de las pretensiones del actor, mientras que de las consideraciones vertidas en el segundo voto parece arribarse a la solución contraria.En la especie no se cumple aquella doctrina de V.E. que indica que la sentencia constituye una unidad lógico-jurídica, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permita llegar a una conclusión adoptada por una mayoría real delos integrantes del tribunal.Las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. El fallo apelado carece de los requisitos indispensables para otorgarle validez por lo que correspondedejarlo sin efecto para que se dicte uno nuevo, sin que resulte necesario examinar, en esta instancia, las demás cuestiones planteadas en el recurso.


    Flores, Héctor c/ Granja Tres Arroyos S.A.


    F730,XLVIII -16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Inexistencia de causa judicial o caso contencioso. Proyección erga omnes. Servicios de interés público nacional. Pretendida declaración de inconstitucionalidad de decreto 385/06 y la resolución 3.729/07 del ENARGAS. Precedente "Halabi".


    "En el sub lite se controvierte la constitucionalidad de actos emanados del Poder Legislativo y del Poder Ejecutivo, en ejercicio de funciones que les son propias, por lo que, se debe examinar si se configura en autos una "causa judicial" que habilite el ejercicio de la jurisdicción. La existencia de tal requisito, por ser de carácter jurisdiccional, es comprobable de oficio, pues su ausencia o desaparición importa la de juzgar y no puede ser suplida por la conformidad de las partes o su consentimiento por la sentencia.La jurisprudencia del Tribunal ha desechado la existencia de causa "cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de lasnormas o actos de otros poderes". La Corte"negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los Poderes Legislativo y Ejecutivo".La aducida pretensión dirigida a que se declare la inconstitucionalidad del art. 4 de la ley 25.790, del decreto nacional 385/2006 y de la resolución ENARGAS 3.729/07, no constituye una "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de laNación. Porque el apelante no persigue una declaración de ilegitimidad cuyos efectos se refieran a actos relacionados con un conflicto o controversia concreto, sino con una proyección erga omnes, pues se procura una sentencia con carácter de norma general derogatoria de las disposiciones cuestionadas. Los jueces de la Nación"no pueden tomar por sí una ley o una cláusula constitucional y estudiarla en teoría, sino sólo aplicarla a las cuestiones que se suscitan ante ellos por las partes a fin de asegurar el ejercicio de derechos o el cumplimiento de obligaciones".No se observa que el efectivo aumento de las tarifas alegado por el recurrente haya sido demostrado fehacientemente, como era menester. El actor debió probar el perjuicio que, sufrieron los usuarios del servicio de gas natural."


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional - Ley 25.790 - dto. 385/06 s/ Proceso de conocimiento


    D160,XLIX-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Emanada del Tribunal Superior de la causa


    Daños y perjuicios. Procedencia de los recursos extraordinarios de orden local. Valoración de la prueba: estudio ajeno a la instancia extraordinaria. Excepciones:cuestiones conducentes introducidas oportunamente.


    "Las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de carácter local no son, en principio, revisables en la instancia del art. 14 de la ley n° 48, y la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva.No obstante ello, tal doctrina no puede aplicarse de manera irrestricta cuando el pronunciamiento frustra la vía utilizada por la recurrente sin el sustento idóneo suficiente, afectando la garantía consagrada en el art. 18 de laC.N.En este contexto, las objeciones planteadas por la parte accionada vinculadas a la valoración de la prueba obrante en autos, remiten al estudio de temas ajenos a la instancia federal. El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.Sin perjuicio de lo manifestado anteriormente, la omisión de tratamiento de la extensión de la condena a la aseguradora citada en garantía implica soslayar una cuestión conducente que fue introducida de manera oportuna en el pleito, lo que justifica la procedencia del recurso extraordinario con respecto a ese punto.La falta de pronunciamiento sobre la condena a la citada en garantía constituye una grave violación a los derechos al debido proceso y a la defensa en juicio de la parte recurrente, pues se trata de una cuestión esencial que debía haberse abordado en la sentencia aquí impugnada, so penade incurrir en arbitrariedad.Asimismo, resulta un inútil dispendio de la actividad jurisdiccional diferir la consideración de la responsabilidad de un tercero citado en los términos del art. 94 del C.P.C.C.N., cuando éste ha integrado la litis y ha ejercido su derecho a la defensa en juicio, de modo tal que no existe impedimento para que la sentencia dictada luego de su intervención lo alcance como a los litigantes principales."


    Cuvertino, Alfredo c/ Revella Carranza S.A.


    C679,XLIX-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Extinción de la acción penal por prescripción. Recurso extraordinario federal: intervención necesaria de la Cámara Federal de Casación Penal como tribunal intermedio conforme doctrina “Di Nunzio”.


    En el ámbito de la justicia nacional en lo penal, la Cámara Federal de Casación Penal debe intervenir previamente en los casos en que se encuentre planteada una cuestión idónea para ser conocida por la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    G., Elías s/ Causa nº 16.040


    G103, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Interpretación del contenido y alcance de normas federales: art 863 y siguientes del Código Aduanero. Necesaria intervención previa de casación: precedente "Di Nunzio".


    "Siendo que en autos se discute la interpretación del contenido y alcance de normas federales, no cabe duda que es de aplicación la doctrina del caso "Di Nunzio", en el que V.E. estableció que siempre que en el ámbito de la justicia penal nacional, se invoquen agravios de naturaleza federal que habiliten la competencia extraordinaria de la Corte, éstos deben ser tratados previamente por la Cámara Nacional de Casación Penal, en su condición de tribunal intermedio, constituyéndose de esa manera en el tribunal superior de la causa a los efectosdel artículo 14 de la ley 48.Carece por ello de relevancia que la cuestión haya sido ya debatida y resuelta en sentido concordante en dos instancias judiciales previas, pues esto no eximía al a quo de tener que tomar también intervención en el caso.En suma, el a quo soslayó arbitrariamente el conocimiento y la decisión de la cuestión federal que este ministerio fiscal, a través del recurso de casación interpuesto ante ella, había sometido a su jurisdicción."


    G., Francisco s/ Causa n° 105/2013


    G522, L-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestionamiento de la imparcialidad objetiva del juzgador y de la integración del tribunal. Sentencia equiparable a definitiva. Inexistencia de controversia definida, concreta, real y sustancial. Falta de agravio actual.


    "Carece de virtualidad actual todo pronunciamiento de V. E. acerca de los agravios esgrimidos en esta causa, toda vez que han devenido abstractos, por aplicación de la jurisprudencia que establece que las sentencias de la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del remedio extraordinario.El examen del único agravio, referido a la integración del tribunal por"secretarios judiciales" en violación a la ley 26.376, a los precedentes de la Corte "Rosza" y"Asociación Magistrados y Funcionarios"y al derecho constitucional de acceso a la jurisdicción ante un tribunal superior y juez natural, se torna abstracto en razón de la integración del tribunal con jueces federales subrogantes, quienes fueron desinsaculados para intervenir en autos de conformidad a lo previsto en elacuerdo 102/2013 de la CámaraFederal de Apelaciones de Comodoro Rivadavia, las disposiciones de la ley 26.376 y su remisión al art. 31 del decreto-ley 1285/58 y éstos ya han aceptado los respectivos cargos de conjuez."


    Carranza Latrubesse, Gustavo c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C119,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad queja por recurso extraordinario denegado. Resoluciones referidas a medidas cautelares. Ausencia requisito sentencia definitiva.


    La decisión apelada no reviste el carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. V. E. tiene dicho que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas para la procedencia del recurso extraordinario.En el sub examine no se configura un supuesto de excepción que justifique apartarse de aquella regla general, pues no se halla debidamente demostrado que la denegación de la medida solicitada con relación a los suplementos previstos por el decreto 2807/93 y sus modificatorios ocasione a la actora un perjuicio de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


    Arrua, Juan Cecilio c/ Servicio Penitenciario Federal s/ Medida cautelar


    A191,XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Inadmisibilidad queja por recurso extraordinario denegado. Resoluciones referidas a medidas cautelares. Ausencia requisito sentencia definitiva.


    La decisión apelada no reviste el carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. V. E. tiene dicho que las resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas para la procedencia del recurso extraordinario.En el sub examine no se configura un supuesto de excepción que justifique apartarse de aquella regla general, pues no se halla debidamente demostrado que la denegación de la medida solicitada con relación a los suplementos previstos por el decreto 2807/93 y sus modificatoriosocasione a la actora un perjuicio de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior.


    González, Alicia María c/ Dirección Nacional del Servicio Penitenciario Federal s/ Medidas cautelar


    G688,XLIV-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Sentencia definitiva


    Inadmisibilidad del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva. Decisiones de índole procesal. Amparo colectivo: precedente “Halabi”.


    El pronunciamiento recurrido no satisface el recaudo de sentencia definitiva exigido por el art. 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario.La cámara no resolvió el fondo del asunto y decidió una cuestión meramente procesal, ya que se limitó a confirmar la decisión de primera instancia en la cual el juez estableció que la acción deducida debía tramitar como un amparo colectivo.De tal modo, resulta aplicable al sub examine el criterio del Tribunal según el cual las resoluciones que fijan el trámite que corresponde imprimir a los procesos no constituyen sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48. Asimismo, la Corte en reiteradas oportunidades ha dicho que las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son, en principio, impugnables por la vía intentada en la medida en que no ponen fin al pleito ni impiden su continuación, regla de la que sólo cabe hacer excepción cuando concurre un supuesto de privación de justicia que afecta en forma directa e inmediata el derecho de defensa en juicio y se verifica un gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior, lo cual permite que la decisión seaequiparable a definitiva en sus efectos.Tales circunstancias excepcionales no concurren en la especie, toda vez que el recurrente no evidenció la irreparabilidad de los perjuicios alegados, ya que no acredita que esa concreta forma de tramitar la causa sea susceptible de comprometer en forma definitiva sus derechos.Con base en ello, el pronunciamiento cuestionado no tiene la calidad de decisión final requerida por el art. 14 de la ley 48.Por último, la Corte tiene dicho que, en esta materia, la ausencia de sentencia definitiva no puede ser suplida por la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni por la pretendida arbitrariedad de la decisión o la alegada interpretación erróneadel derecho que exige el caso.


    Cano, José Manuel y otros c/ Estado Nacional y Ente Provincial Regulador de Energía de Tucumán s/ Acción de amparo


    C1146,XLV-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Juicio político a magistrado. Presunta afectación de garantías constitucionales. Inadmisibilidad del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario resulta mal concedido en tanto no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable a tal, en la medida en que existe la posibilidad de que la decisión ulterior del tribunal al cual la constitución local confió el proceso de remoción de los magistradosdisipe los gravámenes alegados.En todo caso, de subsistir el agravio en un eventual pronunciamiento en favor de la destitución, las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal podrán ser reeditadas ante la Corte en la instancia del artículo 14 de la ley 48, luego de que el órgano jurisdiccional erigido como supremo por la constitución local se expida al respecto.


    Meynet, Álvaro Javier s/ Queja en: Consejo de la Magistratura II da circ.s/ solicitud ley 3.491 (Dr. Álvaro J. Meynet - causa Kielmasz)


    M869,XLVIII-19 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Decisiones equiparables a sentencia definitiva


    Acción de amparo: improcedencia por falta de arbitrariedad o ilegalidad en la resolución. Inadmisibilidad del recurso: no se dirige contra una sentencia definitiva o asimilable a tal.


    A efectos de habilitar la instancia extraordinaria, el recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o equiparable, calidad de la que carecen -en principio- las resoluciones que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria.En el sub lite el recurso intentado no se dirige contra una sentencia definitiva o asimilable a tal desde que la alzada desestimó la acción de amparo sobre la base de considerar improcedente la vía elegida por no surgir en forma manifiesta la arbitrariedad o ilegalidad de la resolución atacada.No se configuran en autos, arbitrariedad ni gravedad institucional que justifiquen prescindir del requisito de sentencia definitiva desde que han sido los mismos apelantes los que han consentido expresamente el trámite de la acción de amparo.


    Estado Nacional y otros s/ Amparo


    E2,XLIX-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Actuación de la Comisión Nacional de Defensa de la Competencia. Resolución 15/2013: rechazo de medida asegurativa. Recurso mal denegado: sentencia equiparable a definitiva. Remisión a lodictaminadoen la causa: C. 73, L. XLVIII, "Cencosud S.A". Emisión de nuevo pronunciamiento."


    El recurso extraordinario fue incorrectamente denegado por el tribunal a quo, pues si bien las resoluciones relativas a medidas cautelares no revisten, en principio, el carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el artículo 14 de la ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario, tal regla cede cuando aquéllas causan un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación posterior, o cuando se configura un supuestode gravedad institucional.También se asimilan a sentencias definitivas las decisiones que eventualmente pueden enervar el poder de policía, o que exceden el interés individual de las partes y afectan de manera directa el de la comunidad, supuesto se presenta en el caso de autos en tanto la decisión de la cámara entorpece el ejercicio del poder de policía previsto por la ley 25.156.


    "Sunesys S.R.L. s/ Incidente deapelación en autos principales"Telefónica de Argentina S.A. y Telefónica Móviles de Argentina S.A. s/ infracción ley 25.156"


    S648,XLIX-10 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Rechazo de medida cautelar. Decreto 1.638/12 y resolución 37.160/12, de la Superintendencia de Seguros de la Nación. Conformidad ambiental y la acreditación de la capacidad de remediar: régimen derogado. Procedencia del recurso. Sentencia equiparable a definitiva. La resolución no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    El recurso extraordinario debe prosperar, pues no se advierte que se configure el requisito de verosimilitud del derecho exigido por la jurisprudencia para la concesión de medidas cautelares de lanaturaleza de la solicitada y, actualmente, por la ley 26.854 (art. 13, inc. b).El art. 11 del decreto 1.638/12, ha derogado el régimen que establecía que los planes de seguro por daño ambiental de incidencia colectiva, así como sus elementos técnicos y contractuales, debían ser aprobados por la SSN, previa conformidad ambiental expedida por la Secretaria de Ambiente y Desarrollo Sustentable. A los fines de otorgar dicha conformidad, la Secretaría exigía que las compañías de seguros presentaran contratos tipo de remediación suscriptos con operadores debidamente habilitados.Asimismo, mediante dicha norma -suspendida en su totalidad por la Cámara-, el Poder Ejecutivo Nacional reglamentó los presupuestos mínimos en materia de seguros ambiental, creó la Comisión Técnica de Evaluación de Riesgos Ambientales en el ámbito de la Jefatura de Gabinete de Ministros de la Nación como autoridad con competencia primaria en cuestiones relativas a la evaluación de riesgo ambiental y de recomposición de daños, y fijó los lineamientos generales para la elaboración de los planes de los seguros ambientales por parte Superintendencia de Seguros de la Nación.En ese marco, la resolución SSN 37.160/12 – también suspendida en estos autos- aprobó las condiciones generales del seguro obligatorio de caución por daño ambiental de incidencia colectiva.En ese escenario la medida cautelar apelada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados del caso, pues no media en el sub lite un análisis concreto, preciso y detallado sobre los elementos que, al menos prima facie, privarían a esos actos de su validez en derecho. Tampoco se advierte cuáles son los motivos por los cuales la reglamentación efectuada contradice o desnaturaliza lo dispuesto en el art. 22 de la ley general del ambiente. El pronunciamiento atacado no analiza, siquiera mínimamente, que las características de las pólizas que se aprueban porlas normas impugnadas impliquen una violación del mandato del referido art. 22 o que exista un retroceso respecto del sistema anterior a la vigencia de las normas suspendidas.Por otra parte, uno de los criterios que ponderó la autoridad de aplicación al reglamentar el sistema de seguro ambiental fue la amplitud que debía existir en relación con el número de oferentes en el mercado asegurador ambiental. Ello, a fin de favorecer del modo más extenso y pleno posible el cumplimiento de los objetivos del citado art. 22. En este marco, el acierto o desacierto de este criterio evaluativo, basado en cuestiones técnicas y de versación propias de los organismos reguladores, no puede ser revisado por los jueces, salvo que ellos pretendan suplir las funciones de aquéllos, lo cual les está vedado.


    Fundación Medio Ambiente c/ Estado Nacional - PEN–Dto. 1638/12 - SSN - Resol. 37.160 s/ Medida cautelar autónoma


    F219,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Supuesta sentencia definitiva o equiparable: sentencias incompletas. Condenación en costas: supuesta competencia extraordinariade la Corte.


    La decisión del superior tribunal de la provincia no es una sentencia definitiva ni resulta equiparable a tal. Levantar el embargo ordenado en este procedimiento implica disponer de los fondos retenidos, entregándolos a la parte a la que correspondan por derecho. La determinación de esta cuestión decisiva, sin embargo, no fue resuelta por el tribunal, sino que fue dejada en manos de la juez de instrucción.Ese procedimiento ulterior dispuesto por el a quo en su pronunciamiento brinda la posibilidad de que la solución de la cuestión litigiosa pendiente por parte de los tribunales de la causa, torne innecesaria la intervención de la Corte y hace, por ello,aplicable la jurisprudencia de la Corte atinente a las sentencias incompletas.Lo concerniente a la imposición de costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la vía del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando el pronunciamiento a su respecto cuenta -como en el presente caso- con fundamentos mínimos suficientes para asegurar su validez en tanto que acto jurisdiccional.En atención a este agravio, debe recordarse también que es igualmente extraño a la competencia extraordinaria de la Corte lo relativo a los alcances de la jurisdicción de los tribunales superiores de provincia y a la forma en que ejercen su ministerio, de acuerdo con lo regulado por las constituciones y leyes locales.


    G. s/ Causa n° 115 50.278/13


    G457,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Motivos en los que debe apoyarse


    Adopción internacional a realizarse en Colombia. Desestimación del pedido de información sumaria judicial: no es requisito para la adopción. Inadmisibilidad del recurso. Falta de gravamen efectivo.


    "El recurso es inadmisible cuando los recurrentes no han demostrado que la sentencia del a quo les cause un gravamen susceptible de habilitar esta instancia extraordinaria. La existencia de efectivo gravamen que afecte a quien deduce la apelación federal constituye uno de los recaudos jurisdiccionales cuya previa comprobación condiciona la admisibilidad del recurso y compete a laCorte Suprema su verificación.Por otra parte, el art. 125 de la ley colombiana, no da sustento a la afirmación de los actores en el sentido de que los requisitos para ser adoptantes deban ser tramitadosen el ámbito judicial.El citado artículo menciona a "la entidad gubernamental oprivada oficialmente autorizada" (inc. 1) y"[e]l Gobierno del país de residencia de los adoptantes"(inc. 2).De este modo, su pretensión luce improcedente puesto que en el ordenamiento argentino no es función de los jueces hacer declaraciones generales o abstractas ni emitir opiniones de tipo consultivo respecto del alcance de las normas jurídicas.Cabe agregar que del texto de la ley colombiana se desprende que dichos requisitos deben ser aportados al momento de presentar la demanda judicial en Colombia, esto es, luego de concluida la etapa administrativa ante el ICBF -esto es, una vez que la familia adoptante ha sido seleccionada y se le ha asignado un niño adoptable-.


    P., Claudia Mariana y otros/ Información sumaria


    P515,XLVII-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución fiscal. Impuesto a los ingresos brutos. Carácter pre o post concursal del crédito. Falta de demostración de gravamen. Sentencia motivada: inexistencia de arbitrariedad. Supuesta cuestión de competencia.


    "La sentencia recurrida halla suficiente sustento en las consideraciones efectuadas para rechazar la nulidad del pronunciamiento. Los argumentos traídos por la accionada remiten, en esencia, al estudio de aspectos de hecho y de derecho común, los cuales resultan ajenos a esta instancia extraordinaria, máxime, cuando la sentencia cuenta con motivaciones no federales suficientes que, más allá de su grado de acierto, la sustentan y permiten descartar la tachade arbitrariedad acusada.Es así, toda vez que el a qua, en el marco del recurso de inaplicabilidad de ley presentado por elFisco local, fundó el rechazo de la excepción planteada y la declaración de competencia del tribunal provincial, en que el crédito tenía su causa en el impuesto a los ingresos brutos por el período correspondiente a febrero de 2002, coetáneo a la presentación en concurso preventivo de la firma y que su vencimiento había operado con posterioridad a esta última fecha.Por lo demás, y en atención a la nueva"denuncia cuestión de competencia", expresada en el recurso de hecho por la demandada, en esta instancia, también resulta prematura la intervención que se pretende del Alto Tribunal en los términos del artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, dado que no se advierte concretamente trabada una contienda de jurisdicción entre los jueces, ya que ésta exigiría, en su caso, el conocimiento por parte del órgano contendiente de las razones que informan lo resuelto por el otro tribunal, para que declare si mantiene su postura, lo cual no ha ocurrido en el sublite."


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Azurix Buenos Aires S.A. s/ Apremio


    F184,XLIX-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Multa por infracción ley de lealtad comercial. Requerimiento de información por parte de Dirección Nacional de Comercio Interior. Inadmisibilidad del recurso. Las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales, son propia de los jueces de la causa. Falta de fundamentación suficiente. Meras discrepancias sobre los argumentos fácticos.


    No corresponde admitir la queja cuando los agravios, si bien afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de lacausa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la Corte. A su vez, tampoco corresponde admitir la apelación federal cuando adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el art. 15 de la ley 48, al no refutar todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la decisión impugnada.Es jurisprudencia constante del Tribunal que las objeciones vinculadas con los argumentos fácticos del fallo sólo traducen la discrepancia del recurrente con lo expresado por la cámara sobre la base de fundamentos de hecho y prueba que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentar lo resuelto y excluir la descalificación de la sentencia.No se advierte un menoscabo al derecho de defensa en juicio pues no existe una relación directa entre dicha cuestión y el incumplimiento que concretamente aquí se imputa.Finalmente, en cuanto al cuestionamiento referido al monto de la multa, cabe recordar que la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye -en principio- materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    Cablevisión S.A. c/ DNCI - disp. 697/10 s/ Queja


    C512,XLVIII-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Pretendido reajuste de los rubros en el contrato de ejecución de obras. Inadmisibilidad del recurso de queja. Mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y derecho procesal: materia ajena a la revisión extraordinaria.


    El recurso es correctamente denegado cuando los agravios esgrimidos traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y derecho procesal que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía extraordinaria.Pues la doctrina dela arbitrariedad, no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho procesal con base en los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


    Nisalco S.A. c/ EPAS s/ Acción procesal administrativa


    N267,XLVIII-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Arbitrariedad


    Abuso sexual cometido contra una persona menor de dieciséis años. Interpretaciones posibles que admite la norma. Valoración de la prueba. Doctrina de la arbitrariedad.


    En relación con el agravio referido al contenido y alcance de la agravante por la condición de encargado de educación de la víctima, contemplada en el artículo 119, cuarto párrafo, inciso «b», al que remite el segundo párrafo del artículo 120 del Código Penal, se lo comparta o no, se trata sin duda de una de las interpretaciones posibles que admite la norma, tal como lo demuestran la citas de doctrina efectuadas por el a quo, y su aplicación al caso en función de la valoración que hicieron los jueces acerca de la índole de las tareas que desempeñaba el imputado, por opinable y discutible que fuese, tampoco puede ser tildada de arbitrariay carente de todo fundamento.La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional, en que graves deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo impida considerar el pronunciamiento de los jueces del proceso como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    G., G. M. s/ Causa nº 15.391


    G199,XLIX-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Acto administrativo que dejo sin efecto designaciones en cargos de planta permanente. Ausencia de acceso por concurso. Interpretación de normas procesales administrativas. Conflicto de hecho y derecho local. Improcedencia del recurso extraordinario. Inexistencia de sentencia arbitraria.


    La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho local, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente.En principio, es ajeno a esta instancia el examen de decisiones que resuelven cuestiones regidas por el derecho público local, porque ellas son privativas de los tribunales locales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo cuando medien supuestos de arbitrariedad.La arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Kek, Sergio Leonardo y otros c/ Municipalidad de Coronel Du Graty s/ Demanda contencioso administrativa


    K35,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Admisibilidad de recurso. Sentencia arbitraria. Plazo razonable. Precedente "Di Nunzio". Cuestiones de naturaleza federal.


    El a quo prescindido arbitrariamente y con excesivo rigor formal, de evaluar planteos adecuados del apelante que involucraban cuestiones de índole federal, apartándose de precedentes del Tribunal aplicables al caso, para arribar mediante afirmaciones dogmáticas a una decisión que carece de suficiente fundamento.La decisión impugnada frustra de manera arbitraria una vía procesal apta para que el Ministerio Público pueda ejercer sus derechos, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el artículo 18 de la Constitución Nacional.


    R., Carlos Alberto y otro s/Causa n° 16764


    R466, L-24 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Barrera zoofitosanitaria. Inspección preventiva de vehículos. Registro de equipaje y carga. Facultades de inspección sin orden judicial. Alegada violación de correspondencia epistolar. Hallazgo de estupefacientes. Sentencia arbitraria.


    El control cuarentenario integrante del sistema conocido como barrera zoofitosanitaria patagónica se encuentra legitimado de manera incuestionable por las normas específicas dictadas en materia de sanidad agro alimentaria, y aun podría señalarse que, en general, la inspección de vehículos, cuando toma parte de operativos generales, públicos y de carácter preventivo -tal es el caso- en principio no menoscaba ninguna garantía individual.Las normas sobre inviolabilidad de la correspondencia epistolar no son pertinentes para la solución de la causa, porque el paquete o bulto quefue requisado no está incluido ni siquiera en el concepto más amplio de correspondencia. Pues ésta involucra la noción de comunicación de ideas, sentimientos, propósitos o noticias, es decir, cualquier forma de mensaje personal que el paquete en cuestión, dadas sus características, evidenciaba no tener.El argumento de que los preventores carecían de elementos para sospechar que estaban siendo transportados estupefacientes no es ciertamente una derivación de las constancias comprobadas de la causa. Es que la percepción directa de las cualidades sensibles del objeto conducía más bien a la certeza práctica que a la mera sospecha de estar ante un delito flagrante que las fuerzas de seguridad están llamadas a impedir.En cuanto a la necesidad urgente del secuestro, es claro que surge de la misma circunstancia de tratarse de mercadería en tránsito, por lo que la demora sin duda podría favorecersu ocultamiento o desaparición.El tribunal no aplicó la sana crítica en la fundamentación de la sentencia, pues al negar que hubiera existido causa probable para que la policía actuara, simplemente despreció el conocimiento que surge de la experiencia, en este caso en la forma elemental de la experiencia sensible. Por tal razón, es merecedora de la tacha de arbitrariedad.


    S., Oscar s/ Causa nº 462/2013


    S578, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Declaración de recurso desierto. Expresión de agravios presentada de manera tempestiva. Plazo de 15 días del art. 195 y cc.dela ley 11.683. Art. 124, último párrafo, del CPCCN. Procedencia del recurso. Arbitrariedad.


    La sentencia resulta teñida de arbitrariedad en cuanto desestimó el recurso de la demandada, al considerarlo -de manera errónea- fundado fuera de plazo.Tiene dicho V.E. que si bien la doctrina de la arbitrariedad no constituye un fundamento autónomo de la apelación del art. 14 de la ley 48, es un medio idóneo para asegurar el reconocimiento de los derechos garantidos por la Carta Fundamental, y que dicha doctrina no tiene por objeto convertir a esa Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir supuestos de carácter excepcional, en que las groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo -como sucede en la especie- impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la sentencia fundada en ley a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Ruiz, Daniel Oscar (TF 15.988-I) c/ DGI


    R404,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra ANSES. Incremento asignado al personal en actividad para el cálculo del haber de pensión. Régimen de movilidad aplicable a beneficio previsional. Vulneración del derecho de propiedad y el debido proceso. Sentencia arbitraria.


    La decisión dictada por la alzada omite que el debate del proceso discurrió -más allá de la impugnación efectuada contra los topes del art. 9 de la ley 24.463- sobre el régimen de movilidad aplicable al beneficio previsional de la actora y que se dictó una decisión pasada en autoridad de cosa juzgada que definió el asunto.La desestimación efectuada sobre la base de que los incrementos asignados al personal en actividad carecen de relación conla litis contradice, abiertamente, la sentencia final de la causa. A su vez, omite la doctrina de la Corte que sostiene que al juzgar peticiones sobre derechos alimentarios los jueces tienen el deber deactuar con extrema cautela.Sin que ello implique abrir juicio sobre lo que en definitiva se resuelva sobre la liquidación presentada, el pronunciamiento apelado vulnera las garantías constitucionales invocadas por la recurrente, por lo que debe ser descalificado como acto jurisdiccional, con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Svendsen, Cristina Elisabet c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Inconstitucionalidades varias


    S146,XLVII-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra Estado Nacional. Excepción de pago parcial planteada por la demandada. Ejecución fiscal. Ley 189 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    Asiste razón al Estado Nacional cuando sostiene que la solución brindada por el a quo exhibe la ausencia de un examen atento de las pruebas arrimadas a la causa, pues no debió omitir los documentos públicos emitidos por la Dirección de Contabilidad y por la Dirección de Finanzas del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacionaly Culto.La peculiar naturaleza del Estado Nacional demandado -cuya actuación debe entenderse leal, franca y pública- y el coincidente informe producido por el banco oficial y agente financiero de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires obligan a tener en cuenta primordialmente las normas que específicamente reglan la actuación de esos organismos públicos y los principios propios de la rama del derecho a la que ellas pertenecen, lo que impide una remisión simplista y mecánica al Código ProcesalCivil y Comercial de la Nación, como la hecho por ela quo en la resolución apelada.En tales condiciones -con arreglo a la doctrina de la Corte Suprema sobre arbitrariedad de las sentencias- la decisión impugnada resulta descalificable como acto jurisdiccional.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) - Partida 450543 (ABL) c/ Estado Nacional - Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto y/o Propietario de Esmeralda 1212 s/ Ejecución fiscal


    G1108,XLVIII-4 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de reajuste y re liquidación del haberes jubilatorio. Cómputo del plazo de prescripción: cuestiones regidas por el derecho común. Inexistencia de arbitrariedad.


    Los agravios relacionados con la prescripción no pueden prosperar si el planteo deducido sólo exhibe un criterio diverso al propuesto por el a qua en lo concerniente a cuestiones fácticas y de derecho procesal y común, ajenas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, máxime, cuando la resolución se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su grado de acierto, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad.Cabe recordar que esa doctrina excepcionalísima no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados sino que exige para su admisión un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el supuesto o una absoluta falta de sustento, incompatibles con un adecuado servicio de justicia.El recurso extraordinario no puede prosperar, pues los fundamentos de la sentencia, en las particulares circunstancias del caso, no se advierten irrazonables, extremo que descarta la tacha que se le endilga.


    Tell Gino, Humberto c/ ANSES s/ Reajustes varios


    T67,XLVII-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Precedente"Colalillo" y Fallos: 317:1845. Facultad de los jueces de disponer las medidas necesarias para esclarecer los hechos debatidos. Verdad jurídica objetiva. Art. 36 y art. 150, ap. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación."


    "El proceso civil no puede ser conducido en términos estrictamente formales, pues no se trata ciertamente del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica, que es su norte; y que, con arreglo a la ley procesal vigente, los jueces cuentan, en cualquier estado del juicio, con la facultad de disponer las medidas necesarias para esclarecer los hechos debatidos, porque la renuncia consciente a la verdad es incompatible con el servicio de la justicia.La normativa procesal no se reduce a una mera técnica de organización formal de los procesos, sino que, en su ámbito especifico, tiene como finalidad y objetivo ordenar adecuadamente el ejercicio de los derechos en aras de lograr la concreción del valor justicia en cada caso y salvaguardar la garantía de la defensa en juicio; todo lo cual no puede lograrse si se rehúye atender a la verdad objetiva de los hechos que de alguna manera aparecen en la causa como de decisiva relevancia parala justa decisión del litigio.La cámara, al desestimar -con fundamentos de índole procesal- el planteo que formuló el Estado Nacional cuando interpuso el recurso de reposición con apelación en subsidio, relativo a la existencia de una operación de transferencia de los titulos públicos del actor a una cuenta abierta a nombre de un tercero (que percibió los servicios financieros de tales bonos en las condiciones previstas por el decreto 471/02 en virtud de encuadrar en un supuesto de excepciónal diferimiento de los pagos de la deuda pública nacional) lo que, como consecuencia, restaba legitimación al demandante parareclamar el pago de unadiferencia y tornaba la cuestión abstracta, se desentendió de los principios sentados por la Corte y se abstuvo, injustificadamente, de ejercer sus deberes y facultades ordenatorias e instructorias (art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).En relación con la posibilidad de requerir medidas para mejor proveer, los jueces poseen atribuciones irrenunciables para acceder al conocimiento de la verdad objetiva y esclarecer los extremos de la controversia, sin que obste a ello la actitud negligente de una de las partes en demostrar los hechos.Al estar en discusión la existencia de un saldo a favor del actor y la determinación de su monto, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal expuesta en Fallos: 317:1845 y sus citas, en cuanto a que el hecho de que una liquidación haya sido consentida por las partes no obliga al magistrado a obrar en un sentido determinado (art. 150, ap. 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), por lo que no cabe argumentar sobre la preclusión del derecho a impugnar la liquidación, frente al deber de los jueces de otorgar primacía a la verdad jurídica objetiva; toda vez que la aprobación de las liquidaciones sólo procede en cuanto hubiere lugar por derecho y excede los lites de la razonabilidad pretender extender el resultado de una liquidación obtenida sobre la base de operaciones matemáticamente equivocadas a pesar de encontrarse dicha situación puntualmente evidenciada durante el trámite de ejecución."


    Roiz, Alejandro D. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    R136,XLVII-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Cobro de créditos laborales. Arts. 19 y 20 de la ley nacional 24.624: fondos de carácter de orden público resultan innegables. Inexistenciade identidad entre la empresademandada y la condenada.


    La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.En el sub lite se configura un supuesto de arbitrariedad en los términos de la doctrina del Tribunal, toda vez que la cámara omitió el tratamiento de cuestiones oportunamente introducidas por el apelante sin dar razones valederas para ello, con desconocimiento de las constancias relevantes de la causa.En efecto, frente a la seriedad del planteo efectuado con el objeto de demostrar la improcedencia del embargo de fondos sobre la base de que no existe identidad con la demandada y condenada en autos, se imponía su consideración por la alzada a fin de dar una adecuada solución al pleito.Ello es así, toda vez que, tal como surge de los considerandos del decreto 1.034/02, ante diversos incumplimientos contractuales y ante la solicitud de concurso preventivo por parte de la empresa demandada, se decidió rescindir la concesión integral y se designó un interventor para permitir el desenvolvimiento de la entidad que pasó a constituir el Yacimiento Carbonífero de Río Turbio y de los Servicios Ferroportuarios con Terminales en Punta Loyola y Río Gallegos, que funciona en el ámbito de la Secretaría de Minería, dependiente del Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública yServicios (Decreto 1.258/10).Sin embargo, entre las medidas de emergencia adoptadas a fin de resguardar los interesesdel Estado Nacional y la conservación del complejo carbonífero, no se incluyó la transferencia de créditos laborales a cargo de la ex concesionaria como el que se pretende obtener en la especie. Tal circunstancia lleva a la conclusión de que resulta improcedente el embargo trabado sobre la cuenta que la intervención posee en el Banco de la Nación Argentina para posibilitar la gestión administrativa y patrimonial, pues el Estado Nacional de manera alguna puede identificarse con la demandada y condenada en autos, máxime cuando esta última constituye una sociedad anónima que ha modificado su objeto social y que continúa operando en el mercado bajo otra denominación, lo que pone en evidencia que el tribunal se fundó en afirmaciones meramente dogmáticas que no atienden adecuadamente a las constancias de la causa. En tales condiciones, la decisión recurrida no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso y tiene defectos en la consideración de extremos conducentes para la correcta solución del litigio, por lo que, al guardar los planteos del apelante relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Medina, Victor Hugo c/ Yacimientos Carboniferos Río Turbio S.A. s/ Despido


    M432,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria: argumentos meramente dogmáticos.Afectación del derecho de defensa en juicio. Régimen de consolidación de deudas. Decreto-acuerdo88-E-91. Ley nacional 23.982.Decreto 14.696-E-90 dictado por el Estado provincial de Jujuy. Cobro de diferencias salariales por recategorización.


    En el sub líte, los tribunales intervinientes prescindieron de tratar argumentos conducentes para desestimar la pretensión esgrimida en la demanda y aplicaron incorrectamente preceptos del régimen de consolidación de deudas, con grave afectación delderecho de defensa en juicio.En efecto, la sentencia del superior tribunal local consideró que no fueron rebatidos los fundamentos expuestos por el tribunal anterior para rechazar la defensa de prescripción opuesta por la demandada. Por su parte, uno de los magistrados que conformaron el voto mayoritario agregó que el decreto 14.696-E-90 dictado por el Estado provincial se encuentra vigente y participa de la naturaleza de un acto administrativo. Asimismo, señaló que mediante el decreto-acuerdo 88-E-91 se produjo la novación de las acreencias existentes contra la provincia, convirtiéndolas en obligaciones con vencimiento al 31 de marzo de 2007, lo que llevó a concluir que no se encuentra prescripta la acción que ampara el derecho de los actores por existir el reconocimiento expreso que requiere la norma. El tribunal no reparó en los serios y fundados argumentos expuestos por el apelante referidos a que las supuestas diferencias salariales que derivan de la aplicación de las nuevas categorías asignadas a los agentes por el decreto 14.696-E-90, no quedan comprendidas en el régimen de consolidación de deudas (decreto-acuerdo 88-E-91, que adhiere a la ley nacional 23.982). Ello es así, toda vez que las disposiciones de este régimen establecen, a los efectos de su aplicación, que las obligaciones sólo quedan consolidadas luego de su reconocimiento firme en sede administrativa o judicial, lo que presupone la existencia de una controversia al respecto o que fueran alcanzadas porotros regímenes de emergencia.Tal circunstancia impide considerar que se produjo la novación de la deuda y concluir que, al momento de iniciar la demanda en noviembre de 2008, aún no había transcurridoel plazo de prescripción de la acción para intentar el cobro de las acreencias que sereclaman.Por otra parte, se exige que los titulares presenten la liquidación judicial o administrativa aprobada y firme, condición que de manera alguna puede revestir el decreto l4.696-E-90 de recategorización, a los fines de justificar el rechazode la defensa de prescripción.En este sentido, el máximo tribunal local se basó en argumentos meramente dogmáticos al considerar que los créditos se encuentran consolidados en los términos del art. l°, inc. b), de la ley 23.982, pues no estaban afectados por ninguna ley o decreto emanado de un régimen de emergencia anterior a dicha leyni al decreto-acuerdo 88-E-91.Por lo tanto, no se efectuó un adecuado examen de la normativa aplicable a los fines de determinar si debe ser rechazada o no la defensa de prescripción opuestaoportunamente por la demandada.De acuerdo con lo expuesto, lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas, por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    "Soruco, Margarita; Caballero de Saravia, Catalina c/ Estado Provincial s/ Recurso de inconstitucionalidad"


    S1135,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad: excepción a la restricción de la vía extraordinaria. Falta de fundamentación en la sentencia: omisión en la consideración de elementos probatorios. Corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada.


    Más allá de que los agravios pueden tener vinculación con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a su competencia cuando conoce por la vía extraordinaria, las particularidadesque presentan determinados casos, permiten hacer excepción a dicha regla ya que, a través de la doctrina de la arbitrariedad se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan al Ministerio Público Fiscal exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.No se cuestiona la postura que respecto de una norma de derecho común puedan asumir los magistrados, sino que la elección interpretativa, no puede realizarse sin dar fundamentos y, menos aún, si ella a su vez se aparta de la prueba legalmente reunida.


    A., Martín Ezequiel y otro s/ Causa nº 15.002


    A1192,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Etapa de ejecución de sentencia. Procedencia del recurso. Liquidación de crédito. Arbitrariedad: omisión de expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la solución del caso.


    Ante la seriedad del agravio introducido, el a quo no pudo recurrir -legítimamente- a una comprensión formalista y literal de los términos del art. 109 de la ley 18.345, como de hecho lo hizo, sino que correspondía su integración con otras disposiciones que tienden a paliar los efectos negativos de la limitación de la competencia apelada en los supuestos en que se haya menoscabado la garantía de defensa en juicio (art. 105, inc. h), de la ley citada).El pronunciamiento apelado -que omite expedirse sobre cuestiones oportunamente planteadas y que son conducentes para la solución del caso- exhibe defectos graves de fundamentación que afectan deforma directa e inmediata las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), circunstancia que es suficiente para descalificarlo como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de la arbitrariedad de sentencia.


    Peñalva, Arias Raul y otros c/ ANSES s/ Cumplimiento de obligaciones


    P559,XLIX-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Intervención judicial de las comunicaciones telefónicas. Interpretación artículo 236 CPPN: alcance de la expresión “auto fundado”. Delito de narcotráfico: compromisos internacionales asumidos por la Argentina para la persecución del delito. Remisión al dictamen “Aguirre, Felicio y otros” y al fallo “Arriola”. Sentencia arbitraria: no puede calificarse como acto judicial válido.


    "Exigirque el juez deba contar con el "convencimiento" de la comisión de un delito para ordenar la intervención de las comunicaciones telefónicas, significa establecer un criterio que la ley procesal penal no ha fijado enel Libro Segundo, Título III, "Medios de Prueba".Más allá de que podría inferirse cierto gradualismo en los recaudos necesarios para disponer diligencias de esa naturaleza, no es posible determinar un orden abstracto de prelación en cuanto a las medidas que importan injerencia en la vida privada, pues su mayor o menor lesividad varía según las circunstancias de cada caso. Sí puede afirmarse, aun cuando el "convencimiento" no ha sido previsto en modo alguno como requisito a tal fin, que todas deben interpretarse restrictivamente y sustentarse en la proporcionalidad, razonabilidad y utilidad para el "descubrimiento de la verdad". En coincidencia con lo expuesto, en el precedente "Quaranta", V.E. juzgó que las órdenes de esa naturaleza sólo pueden ser válidamente dictadas por un juez"cuando median elementosobjetivos idóneos para fundar una mínima sospecha razonable".Ello permite concluir que la "convicción" sobre la comisión de un delito que ha interpretado el a quo como regla para la validez del auto, desatiende la propia estructura de la ley procesal. En efecto, no contemplada en el articulado sobre la prueba, recién ensu artículo 306 establece que"el juez ordenará el procesamiento del imputado siempre que hubiere elementos de convicción suficientes para estimar que existe un hecho delictuoso y que aquél es culpable como partícipe de éste". Como se aprecia, se trata de un grado de sospecha que no es razonable exigirlo por sobre lo previsto en la norma, pues precisamente el resultado de ellas podrá, en su caso, concurrir a formar esa convicción necesaria para el dictado del auto de mérito.Las tareas desarrolladas por la fuerza de seguridad importaron la incorporación de serios indicios de comercialización y consumo de estupefacientes, merced a los cuales el juez pudo válidamente fundar aquella"mínima sospecha razonable" para dictar el auto.La interpretación del a quo respecto a que la disposición judicial carecía de fundamentación suficiente por efectuar una remisión al requerimiento de la policía en términos genéricos y por omitir una clara alusión y referencia a las constancias de la causa, pasa por alto los antecedentes del legajo y desatiende el precedente de Fallos: 330:3801 que, si bien referido al allanamiento, trata de una diligencia que exige similares recaudos constitucionales que la de autos. Allí sostuvo V.E. que"para determinar la concurrencia de tal requisito los jueces deben examinar las constancias del proceso y valorar la concatenación de los actos de acuerdo con la sana crítica racional y las reglas de la lógica, las que se verían alteradas de anularse un procedimiento por la supuesta falta de fundamentación del auto que ordena el allanamiento cuando ese respaldo está dado o puede encontrarse, en lasconstancias de la causa anteriores al decreto cuestionado".La decisión del juez fue adecuadamente fundada y la sentencia del a quo no ha observado la citada doctrina, lo cual abona su descalificación como acto jurisdiccional válido.La circunstancia de dirigirse la pesquisa a tratar de esclarecer el presunto hecho de narcotráfico denunciado, resultaba un elemento relevante para evaluar la razonabilidad y proporcionalidad que, con criterio opuesto, se juzgó insuficiente en el fallo apelado. En cuanto a la gravedad, trascendencia y compromisos internacionales asumidos por la República Argentina para la persecución de ese delito, corresponde remitirse al dictamen in re A. 702, L.XLVII “Aguirre, Felicio y otros". Por su parte, V.E. ha expuesto similares argumentos al respecto enocasión de pronunciarse in re"Arriola".Para analizar la razonabilidad de esta clase de pruebas, la Comisión Interamericana deDerechos Humanos afirmóque".notoda intercepción telefónica constituye una violación a la privacidad de la persona. Sin embargo, la misma.debe encontrarse prevista por ley, tanto como constituir una medida imprescindible para garantizar intereses superiores"."En aras de garantizar adecuadamente el derecho a la privacidad, ha establecido que las injerencias sobre las comunicaciones privadas que se lleven a cabo, sólo podrán tener lugar cuando existan datos fácticos o indicios que permitan suponer que alguien intenta cometer, está cometiendo o ha cometido una infracción grave, o donde existan buenas razones o fuertes presunciones de que las infraccionesestán a punto de cometerse".Reiteró su criterio en cuanto a que"el derecho a la vida privada no es un derecho absoluto y, por lo tanto, puede ser restringido por los Estados siempre que las injerencias no sean abusivas o arbitrarias; por ello, deben estar previstas en ley, perseguir un fin legítimo y cumplir con losrequisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, es decir, deben ser necesarias en una sociedad democrática". En orden a la legalidad de la injerencia, también invocó el artículo 30 de la C.A.D.H., en cuanto autoriza restricciones a los derechos y libertades que garantiza de conformidad con las"leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito para elcual han sido establecidas".Ello permite afirmar que el temperamento que se impugna trasluce una inteligencia desmedida del derecho a la intimidad que garantiza el artículo 19 de la Constitución Nacional, pues al vincularse el hecho investigado tanto con los compromisos internacionales asumidos en la materia como con la salud pública, que es el bien jurídico protegido por la ley 23.737, la restricción a aquel derecho se basó en la protección de esos intereses generales y se halló convencionalmente respaldadaEn estas condiciones, el tenor de las actuaciones labradas, su valoración judicial previo al dictado de la medida en cuestión y la naturaleza del delito que por entonces comenzaba a investigarse, permiten considerar acreditados los recaudos para restringir aquel derecho de los imputados y, en consecuencia, al no menoscabar garantías fundamentales, sostener su validez."


    S., Pablo Sebastián s/ Causa 11.405


    S58,XLIX-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Ley 25.156 y decreto 89/2001. Oportunidad de contestar el recurso de apelación. Defensa del interés público. Vulneración del derecho de defensa en juicio y debido proceso.


    Del artículo 53 de la ley 25.156 y 53 del decreto 89/2001 surge, en consonancia con la amplitud que cabe otorgar al derecho de defensa en juicio que es uno de los pilares de nuestro ordenamientojurídico, que la normativa federal dispone que el Tribunal de Alzada, en forma previa a resolver, debía darle la oportunidad al Ministerio de Economía y Finanzas Públicas para que, en defensa del interés público a su cargo, presente todos los argumentos de hecho y derecho que estime conducentes en relación con la impugnación deducida contra una decisión administrativa.En el sub lite, la Cámara no le dio al Estado Nacional una oportunidad cierta de ser oído, aun frente a su petición concreta y a la providencia, en principio, favorable. En ese marco, asiste razón al impugnante en cuanto considera que el pronunciamiento de la Cámara, que revocó la resolución SCI 44/12, afectó el debido proceso y vulneró su derecho de defensa en juicio.


    Círculo Odontológico de Jujuy s/ Infracción ley 25.156 - Apelación multa


    C1088,XLIX-8 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Ley nacional 11.683: artículos 16 y 17. Procedimiento fiscal. El contribuyente debe expresar todos sus agravios al momento de apelar ante el Tribunal Fiscal. CPCCN: aplicación supletoria con relación a la ley de rito fiscal. Arbitrariedad en la sentencia.


    "Si lo que se cuestiona no es la interpretación de una norma de derecho común o procesal, sino que se aduce su aplicación inadecuada, que la desvirtúa y torna inoperante, la tacha de arbitrariedad debe prosperar.El artículo 17 de la ley 11.683 establece que el procedimiento de determinación de oficio se iniciará, por el juez administrativo, con una "vista" al contribuyente o responsable de las actuaciones administrativas y de las impugnaciones o cargos que se formulen, proporcionando detallado fundamento de ellos, para que en el término de quince días, que podrá ser prorrogado por otro lapso igual y por única vez, formule por escrito su descargoy ofrezca o presente las pruebas que hagan a su derecho. Evacuada la vista o transcurrido el término señalado, el juez administrativo dictará resolución fundada determinando el tributo e intimando el pago dentro del plazo de quince días. Ello significa que, en los plazos allí fijados, el contribuyente puede contestar la "vista" y plantear ahí todas sus defensas, o bien no hacerlo, o -finalmente- sólo articular una parte de ellas, sin que la norma prevea consecuencia alguna para las dos situaciones reseñadas en último término.El art. 166, segundo párrafo, de la ley 11.683 especifica que en el recurso el apelante deberá expresar todos sus agravios, oponer excepciones, ofrecer la prueba y acompañar la instrumental que haga a su derecho. Salvo en materia de sanciones, y sin perjuicio de las facultades establecidas en los artículos 164 y 177, no se podrá ofrecer la prueba que no hubiera sido ofrecida en el correspondiente procedimiento ante la Dirección General Impositiva, con excepción de la prueba sobre hechos nuevos o la necesaria para reputar el resultado de medidas para mejor proveer dispuestas en sede administrativa. Lo que indica, que es al momento de apelar ante el Tribunal Fiscal cuando el contribuyente debe expresar todos sus agravios, con independencia que ellos hayan sido o no introducidos al momento de contestar la "vista", a excepción de la prueba, que debió haber sido propuesta en esa oportunidad para que su reiteración quede habilitada ante el organismo jurisdiccional.El CPCCN es de aplicación meramente supletoria con relación a la ley de rito fiscal. El art. 277 del CPCCN determina que el tribunal no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera instancia. No obstante, deberá resolver sobre los intereses y daños y perjuicios, u otras cuestiones derivadas de hechos posteriores sentencia de primera instancia.Por ello, la omisión de la Cámara en considerar la cuestión sometida a fallo, resulta agraviante, ya queha privado al recurrente de la posibilidad de rever un punto sustancial de la controversia, en que funda su derecho para oponerse a la condena de que ha sido objeto."


    Alfred C. Toepfer Internacional S.A. (TF 2.714-I) c/ DGI


    A339,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento arbitrario: sentencia que desvirtúa normas de derecho común. Falta de fundamentación: omisión en la consideración de elementos probatorios.


    La Corte ha establecido que, más allá de que los agravios pueden tener vinculación con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a su competencia cuando conoce por la vía extraordinaria, las particularidades que presentan determinados casos, permiten hacer excepción a dicha regla ya que, a través de la doctrina de la arbitrariedad se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.No se cuestiona la postura que respecto de una norma de derecho común puedan asumir los magistrados, sino que la elección interpretativa, no puede realizarse sin dar fundamentos y, menos aún, si ella a su vez se aparta de la prueba legalmente reunida y de precedentes del Tribunal.


    C., Alfredo Ezequiel s/ Causa nº 100/2013


    C704, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Sentencia arbitraria: contra legem. Apartamiento de las previsiones de los artículos 33 y 113, segundo párrafo de la Constitución de la Provincia de Formosa. Facultades del legislador: derecho a investigar y solicitar informes.


    Si bien las causas en las que se ventilan cuestiones de derecho público local resultan extrañas por su naturaleza a la instancia del art. 14 de la ley 48, y la apreciación de la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden sobre materias de aquella índole, dicho principio encuentra excepción en situaciones como la de autos en que la decisión impugnada, lejos de aparecer como una derivación razonada del derecho vigente, reposa con exclusividad en una afirmación dogmática de quienes la suscriben.En efecto, el superior tribunal desestimó el mandamiento de ejecución entablado por los diputados provinciales al considerar que éstos no habían demostrado, ante la omisión del Ministerio de Economía, Hacienda y Finanzas de la Provincia de brindar la información que requirieron, cuál era el interés o el derecho afectado ni el perjuicio que dicha omisión les había irrogado.Los magistrados, al así decidir, se apartaron de las previsiones constitucionales de la Provincia que atribuyen a cada legislador -con conocimiento de la Cámara respectiva- el derecho individual a investigar y solicitar informes a las reparticiones oficiales para el ejercicio de sus funciones y reconocen el elemental derecho de todo ciudadano a que se asegure el pleno acceso ala información pública (arts.33 y 113, segundo párrafo).Así entonces, y a la luz de las previsiones expresas de la Ley Fundamental de la Provincia sobre las obligaciones y derechos de los legisladores, la negativa del a quo para conceder el mandamiento de ejecución basada en la falta de acreditación delperjuicio y de afectación de un interés por parte de los actores aparecen como exigencias dogmáticas y hasta innecesarias a tales fines.Sobre la base de lo expuesto, el pronunciamiento del tribunal superior de la causa no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al guardar relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Hernández, Martín Osvaldo y otro s/ Causa nº 177/18/2012


    H172,XLIX-27 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Reestructuración de la justicia de faltas. Impugnación de decretos municipales. Restitución en el cargo de juez de faltas. Alegada arbitrariedad. Recurso inadmisible. Meras discrepancias con las razones de hecho, prueba y derecho local.


    La intervención de la Corte está limitada a situaciones en las que frente a un evidente y ostensible apartamiento del sentido de las normas de derecho público local, quedan lesionadas instituciones fundamentales de los ordenamientos provinciales cuya observancia hace a la esencia del sistema representativo y republicano que las provincias se han obligado a asegurar. Pues sólo ante situaciones de excepción, como la enunciada, la actuación del Tribunal federal no avasalla las autonomías provinciales, sino que procura su correcto funcionamiento asegurando el acatamiento a aquellos principios superiores que las provincias han acordado respetar al concurrir al establecimiento de la Constitución Nacional. En este marco, el recurso federal es incorrectamente concedido cuando, en la sentencia que se pretende revisar, dictada por el tribunal superior de una provincia sobre una materia regida por el derechopúblico local, y como tal reservada a su exclusiva competencia, los agravios esgrimidos traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y derecho local que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía extraordinaria. La invocación de la doctrina de la arbitrariedad no resulta apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y derecho común con base en los cuales los jueces de la causa apoyaron por mayoría sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción.


    Simone, Liliana P. E. c/ Municipalidad de La Matanza s/ Inconstitucionalidad Dec. 18, 20 y 24/97


    S350,XLVIII-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión de juicio a prueba. Admisibilidad del recurso local. Sentencia equiparable a definitiva. Arbitrariedad. Robo calificado y privación ilegítima de la libertad. Actos de violencia contra la mujer: aplicación de normativa internacional. Falta de desistimiento por parte del Ministerio Público Fiscal. Procedencia de la queja.


    "En el planteo casatorio la recurrente argumentó de manera fundada la equiparación de la sentencia impugnada a definitiva, con base en las consideraciones expuestas por la Corte en el precedente "Menna", en el que expresó que la resolución que hace lugar a la suspensión del proceso a prueba es equiparable a definitiva, puesto que la tutela de los derechos que se invocan no podría hacerse efectiva en una oportunidad procesal posterior, dado que la citada decisión impide que el proceso continúe hasta el dictado de la sentencia definitiva, con la consecuencia de que se extinguirá la acción penal al cumplirse las condiciones establecidas en el cuartopárrafo del artículo 76 ter del Código Penal.Dicho razonamiento fue reiterado en el pronunciamientoen los autos G. 61, L. XLVIII, "Góngora, Gabriel Arnaldo". Según ha sostenido el Tribunal en dicha oportunidad, prescindir de la substanciación del debate en el caso de hechos que sean calificados como de violencia contra la mujer, en los términos del artículo l ° de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, es improcedente, pues implicaría contrariar una de los obligaciones que asumió el Estado al aprobar la Convención de Belem do Pará para cumplir con los deberes de prevenir, investigar y sancionar tales sucesos, permitiéndole a la mujer contar con un procedimiento legal justo y eficaz que incluya un juicio oportuno, a efectos de posibilitar su acceso efectivo al proceso de la manera más amplia posible en pos de hacer valer su pretensión sancionatoria.En tales condiciones, la confirmación de la decisión por la cual se dispuso la suspensión del juicio a prueba, y la resolución por la que se tuvo por cumplido el plazo por el que fue concedida, podrían resultar lesivas de los derechos reconocidos en este caso a las víctimas, y dar origen a la responsabilidad internacional del Estado Argentino.Acerca de la resolución por la que la juez de primera instancia tuvo por cumplido el plazo de suspensión, las objeciones planteadas por el Ministerio Público Fiscal contra la concesión de ese beneficio se extienden, lógicamente, a la decisión relativa al cumplimiento de la suspensión que se considera inválida, y no hubo en el caso ningún acto que pueda ser considerado como un desistimiento -expreso o tácito- de esa impugnación."


    H., Jesús Alberto s/ Robo calificado y privación ilegal de la libertad - causa nº 110.958


    H4,XLVIII-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Supuestos


    Falta de fundamentación del recuso. Plazo razonable. Debido cumplimiento de plazos procesales: régimen de preclusión. Desestimación de la queja.


    "Si bien existe cuestión federal cuando se ha invocado la violación de una cláusula constitucional como la de ser juzgado en un plazo razonable, y la decisión apelada ha sido contraria a la pretensión que el recurrente ha sustentado en tal derecho, la impugnación no cumple con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.El planteo se formuló exclusivamente con base en el tiempo transcurrido desde el inició de la investigación hasta la interposición del recurso extraordinario, al alegar el recurrente a solicitar la extinción de la acción penal atribuyéndole dogmáticamente una falta de diligencia a las autoridades judiciales, sin indicar concretamente los actos que habrían dado lugar a demoras injustificadas y, por ende, demostrar que éstos tendrían entidad suficiente para generarun menoscabo de aquel derecho.El instituto de la prescripción de la acción constituye el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar ese derecho constitucional que tiene todo imputado a obtener un pronunciamiento judicial en un plazo razonable, para ello, la acreditación de aquel extremo resulta especialmente exigible, desde que la naturaleza propia de dicha garantía impide determinar a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, dependiendo ello en gran medida de las diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede traducirse en unnúmero de días, meses o años.En esta causa se dictó sentencia de condena por el delito de robo calificado por el uso de arma, cometido en grado de tentativa, que la defensa pretendió revisar mediante la interposición de un recurso de casación que,transcurridos cuatro meses, se rechazó por extemporáneo. El recurrente intentó subsanar la tardía interposición del recurso de casación amparándose exclusivamente en el estado de indefensión que habría padecido el imputado, como consecuencia de la negligencia del profesional de su confianza y que motivó su reemplazo por una defensa provista por el Estado, sin que se haya alegado alguna circunstancia o dificultad que permitiera justificar esa demora en el marco del criterio sentado por el Tribunal al valorar las situaciones excepcionales que emergen de Fallos: 326:3895; 328:271 y 330:1072.No se puede atribuir al Estado la imposibilidad de acceder a los recursos internos adecuados para proteger los derechos del individuo, ante la exclusiva atribución de negligencia a quien gozaba de la confianza del imputado al momento de utilizar los mecanismos que tenía a su alcance y que habilitaban la revisión de la condena, sobre todo cuando aquel aspecto, por regla, no ampara la garantía de la defensa. Por el contrario, otorgarle la razón en esas condiciones para justificar la interposición tardía del recurso tendiente a evitar que esa decisión adquiriera firmeza, implicaría desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión resultante de aquéllos, tienen por fin reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva y con carácter de certeza.En esas condiciones, la alegada violación a la garantía constitucional de acceder a una instancia superior en las formas previstas por la ley no se encuentra corroborada por las constancias de la causa, ello impide advertir la existencia de una relación directa e inmediata entre la pretensa cuestión federal y la resolución que se impugna, por lo que la crítica se reduce a un aspecto estrictamente procesal que, en la medida que fue resuelta con suficientes fundamentos de igual naturaleza, descarta la tacha de arbitrariedad.En consecuencia, nose llega a demostrar que los agravios que en este sentido se intentan someter a conocimiento de la Suprema Corte bonaerense resulten aptos para ser analizados por la vía del artículo 14 de la ley 48, de acuerdo con la doctrina del Tribunal (Fallos: 308:490; 310:324 y 311:2478), que en su momento invocó el recurrente."


    G., Oscar Ramón s/ Causa n° 107.830


    G885,XLVIII-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento arbitrario: exceso de jurisdicción. Tribunal que se extralimita en su competencia. Codemandado que consintió la sentencia al haber omitido recurrirla.


    El nuevo pronunciamiento apelado desatendió que la condena impuesta al Estado Nacional no había sido motivo de cuestionamiento alguno, pues este último consintió la sentencia de la Sala I que la habíadispuesto.De tal modo, la Sala III de la cámara, al revocar en su totalidad el pronunciamiento de la Sala I, se extralimitó en su competencia, ya que no mediaba agravio por parte del Estado y soslayó que el fallo de V. E. había ordenado dictar una nueva resolución que acogiera los planteos del recurso extraordinario deducido por la única parteque había interpuesto la queja.Así pues, la decisión impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional del tribunal que menoscaba los derechos del apelante garantizados por los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, al privarlo del cobro de la indemnización reclamada.


    Acosta Torres, Eulogio c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia) y otros s/ Daños y perjuicios.


    A1181,XLVIII-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Robo en poblado y en banda. Pronunciamiento arbitrario. Errónea interpretación de los hechos: dudas en la consideración de las pruebas. Concepto de banda: remisión a lo dictaminadoen la causa H. 139, L. XLVIII, "Higa".


    "La Corte ha establecido que la duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de la racional y objetiva evaluación de las constanciasde la causa.Lo vinculado a la interpretación del término banda del artículo 167, inciso 2°, del C.P. corresponde remitir a los fundamentos del dictamende la causa H. 139, L. XLVIII,"Higa, Miguel y Rodríguez, Javier Nicolás s/incidente de recurso extraordinario".


    S., Jonathan Luis y otro s/ Causa nº 13.992


    CSJ1044/2013/49/S/RHE-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Oposición del fiscal. Carácter vinculante del dictamen. Remisión al dictamen G. 61, L. XLVIII. Arbitrariedad en la interpretación y aplicación del art. 76bisC.P: exigencia de consentimiento del Ministerio Público.


    Resulta arbitraria la resolución pues, en primer lugar, los votos que integraron la opinión mayoritaria del pronunciamiento apelado no sostuvieron un criterio similar acerca del carácter de la oposición del Ministerio Público Fiscal a la suspensión del juicio a prueba.No pudo haber sido otra la conclusión frente al criterio que dio por sentado que, en última instancia la potestad de definir la cuestión corresponde al juez. Si la opinión del Ministerio Público Fiscal no fuera vinculante, la decisión contraria del juez no desvirtuaría o degradaría la potestad del fiscal. Sin embargo, la cuestión radica en establecer fundadamente por qué no sería éste, sino el órgano jurisdiccional, quien tendría la potestad de definir el impulso o prosecución de la acción penal en el caso. En el voto no seencuentranlas razones de tal afirmación.El consentimiento del fiscal constituye un requisito para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba, y su dictamen debe basarse no sólo en el cumplimiento de condiciones objetivas prevista en la ley, sino además en una valoración subjetiva que deberá efectuar aquél -sobre circunstancias distintas a esas condiciones previas, cabe entender- sin cuya, aprobación no podrá, en ningúncaso, aplicarse ese instituto.En ese sentido los jueces desestimaron las razones que expuso el fiscal para oponerse a la suspensión -a las que el primero calificó como ilegítimas y el segundo como inválidas- y convalidaron los argumentos que sostuvo el tribunal oral para apartarse de aquel dictamen y conceder elbeneficio.Sin embargo, en ambos casos se omitió todo fundamento para descalificar las razones que brindó el fiscal. Sólo formularon en este punto meras afirmaciones dogmáticas que no satisfacen la garantía de defensa en juicio, y descalifican al pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.Las consideraciones del tribunal oral, que el a quo compartió, no demuestran irrazonabilidad en la posición del fiscal.El dictamen del fiscal contó con fundamentos suficientes, a partir de razones de política criminal que lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquel beneficio.


    T., Ernesto Eduardo s/ Causa nº 719/2013


    T241, L-24 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Apartamiento de la solución normativa


    Indemnización por servidumbre administrativa de electroducto. Improcedencia de adquisición de la servidumbre por prescripción.Ley 19.552: modo limitado de constituir la servidumbre. Precedentes “Rufo” y “Lagos”.


    La ley 19.552 establece un modo taxativo de constitución de servidumbre, al disponer en su art. 14 que ella quedará definitivamente constituida, si hubiere mediado acuerdo entre el propietario y el titular de la servidumbre una vez formalizado el respectivo convenio a título gratuito u oneroso o, en su defecto, una vez abonada la indemnización que se fije judicialmente.La Corte ha señalado que la constitución de una servidumbre administrativa importa para el propietario de la cosa la privación de parte de su derecho de propiedad y de su derecho de dominio, al ver afectada su exclusividad y, recíprocamente, confiere a la Administración Pública o, por delegación, al concesionario, una atribución jurídica sobre la cosa. No obstante, el propietario conserva su calidad de tal y su derecho de dominio, así como la posesión de la cosa (art. 3039 del Código Civil) y, eventualmente, su uso en función del concreto objeto de la servidumbre. Desde ese punto de vista, no parece irrazonable entender que las previsiones normativas intentan proteger al titular del dominio, lo que justifica el modo limitadode constituir la servidumbre.El criterio adoptado por el a quo confronta con la letra y con el espíritu de la ley, y no se compadece con la doctrina de la Corte, quien ha destacado la importante afectación al derecho de propiedad que implica la constitución de la servidumbre administrativa, en la medida que importa un desmembramiento del dominio del fundo sirviente.


    La Foresta S.A. c/ Transba S.A. s/ Cobro de pesos servidumbre de electroducto


    L407,XLVIII-13 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Pretensión de cobro de impuesto de sellos provincial sobre contratos de comercialización de productos del agro. Instrumento que noreviste carácter de título jurídico sujeto al pago del tributo. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las normas que rigen el criterio de instrumentalidad. Violación principio de reserva de ley en materia tributaria y derecho de propiedad privada.


    "Los documentos en cuestión constituyen un heterogéneo grupo, el cual seconforma por: a) un detalle de algunas operaciones de Grainco en las que no hubo boleto alguno; b) formularios fotocopiados con la firma del representante legal de Grainco pero que carecen de la firma del corredor o del comprador; c) fotocopias simples de cartas con membrete del corredorpero sin firma del comprador.Los mismos carecen de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas.Basta con observar que con la sola exhibición de cada uno de ellos resulta imposible tener por aceptada la oferta y configurado el contrato respectivo, y que si hubiera alguna discrepancia sobre tal punto se requeriría de la acreditación de otros extremos tendientes a demostrar la existenciade los respectivos contratos.Así las cosas, la determinación impositiva practicada por el fisco local se halla en contravención a lo dispuesto por los arts. 218, 222, 224 y cc.delCódigo Fiscal (t.o. en 2002) y por el apartado II, del inc. b), del art. 9° de la ley 23.548, los cuales exigen que el"instrumento" gravado revista los caracteres de un título jurídico con el que se pueda exigir el cumplimiento de las obligaciones"sinnecesidad de otro documento".La sentencia yerra en el estudio de la cuestión disputada pues se ve necesitada de recurrir a otros elementos, y a aplicar una serie de razones que aluden a la realidad de los hechos para demostrar la existencia de sendas relaciones contractuales cuya existencia nunca formó parte de la controversia y que en nada tuercen la solución que debe darse a la contienda, entre otras: a) que elcarácter formal del tributo no debe obstaculizarla real intención o "práctica"de las partes, que es el verdadero alcance del gravamen; b) que fue constatada la realización de las operaciones de compra venta de granos; c) que lo único que podría haber dispensado la retención y pago es la demostración de su inexistencia; d) y que"el principio de instrumentación que impone la ley, no fue vulnerado por el fisco provincial, no se trató de operaciones inexistentes, sino por el contrario, de operaciones respecto de las cuales Grainco no engarzó el último eslabón, empero que no quedan al margen dela obligación legal ( ... )".El conjunto de argumentos aportados por el a quo no conduce a poner en evidencia el acaecimiento del hecho imponible sino, por el contrario, prueba la carencia de un instrumento único que resulte gravable por el impuesto de sellos en los términos expuestos.Tal como afirmó el Tribunal en Fallos: 333:358, con relación al criterio de la realidad económica "es preciso puntualizar que en materia de impuesto de sellos dicho principio carece de la relevancia que puede tener respecto a otros tributos, en razón de que lo que se grava es la instrumentación del acto. No puede soslayarse que ambos conceptos, impuestos de sellos y realidad económica responden en esencia a dos segmentos distintos en el campo jurídico: el primero el del mundo de las formas y el segundo el de la sustancia. Si bien el concepto de la realidad económica suministra un criterio interpretativo determinante en el derecho tributario, en el impuesto de sellos cabe reconocerle una muy limitada aplicación. Ello es así pues se trata de un típico tributo de formalización que incide sobre el documento".El pronunciamiento recurrido no se ajusta a derecho, en los términos de la conocida doctrina de V.E. sobre arbitrariedad de sentencias, ya que se ha apartado de la letra de las normas que rigen el criterio de instrumentalidad e importa violar tanto el principio de reserva deley en materia tributaria (arts. 4 y 17 de la Carta Magna) como asimismo el derecho de propiedad privada."


    Grainco Pampa S.A. c/ Provincia de la Pampa - Dirección Gral.deRentas s/ Demanda contencioso administrativa.


    G809,XLIX-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Apartamiento de las constancias de la causa


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia arbitraria. Afectación del derecho de defensa en juicio. Astreintes. Medidas conminatorias que suponen la existencia de una sentencia condenatoria previa.


    "El pronunciamiento apelado ha sido arbitrario, por dos razones: En primer lugar, se omitió considerar las serias alegaciones del recurrente acerca de que cumplió la manda judicial requerida con anterioridad a la fecha en que se fijó la multa. Para acreditar tal extremo acompañó diversas constancias, que no fueron valoradas por la Cámara.En efecto, el Estado Nacional esgrimió la improcedencia de la liquidación de la multa en razón de que el 15 de agosto de 2006 se acreditó el diligenciamiento de los formularios de requerimiento de pago en el juzgado, es decir con anterioridad a la fecha del auto que fijó la multa (4 de septiembre de 2006), argumentos que resultaban esenciales para dilucidar la cuestión. Se omitió examinar, en los pronunciamientos impugnados, los agravios del Estado Nacional referidos al cumplimiento de la intimación, aspecto que no debió ser soslayado en oportunidad de evaluar la procedencia de las astreintes y de practicar la liquidación correspondiente, lo que podía arriesgar la correcta solución del pleito.En tal sentido, son descalificables, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad, las sentencias que, con menoscabo del derecho de defensaen juicio, prescinden de considerar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la solución de la causa.Por otra parte, resulta arbitrario el pronunciamiento de la alzada en cuanto estableció como cese de las astreintes el momento en que se entregó a la co-actora el certificado de tenencia de títulos.Ello es así, pues la intimación judicial cursada al demandado consistía en acreditar"haber diligenciado el formulario de requerimiento de pago de deuda consolidada, acompañando la debida constancia de recepción por parte de la dependencia competente, en relación al expediente de…", bajo apercibimiento de fijar una multa por cada día de retraso. En consecuencia, las astreintes sólo debían calcularse hasta la acreditación del diligenciamiento del mencionado formulario.Sobre esa base, la decisión de la Cámara de extender la sanción hasta la fecha de entrega a la co-actora del certificado de tenencia de títulos exhibe un notorio desconocimiento del fundamento y finalidad del citado instituto, pues abarca un período posterior al indicado en el mandato judicial.En este sentido, las medidas conminatorias suponen la existencia de una sentencia condenatoria previa que impone un mandato que el deudor no satisface deliberadamente y que, recién ante tal circunstancia, procuran vencer la porfía del obligado mediante una presiónque lo mueva a cumplir.De tal modo, media en el caso nexo directo e inmediato entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas (art. 15 de la ley 48), porque la falta de adecuado tratamiento de cuestiones conducentes para la correcta solución del litigio así como la incorrecta apreciación de las circunstancias obrantes en la causa, con grave afectación del derecho de defensa en juicio, determinan la admisión del recurso con sustento en la doctrina de la arbitrariedad."


    Guiñazú, Ricardo y otros c/ Folch, Cecilia Beatriz y otros s/ Ejecución de sentencia.


    G548,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Calificación jurídica de delitos: circunstancias ajenas a las comprobadas en la causa. Arbitrariedad. Pronunciamiento carente de fundamentos.


    El pronunciamiento recurrido carece del fundamento suficiente que la Corte exige como condición de validez de las decisiones judiciales, lo cual impone la descalificación del fallo por aplicación de la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.


    C., Héctor Gabriel s/ Causa nº 13.666


    C33, L-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Delito de Falso testimonio. Prueba legítimamente incorporada a la causa. Sentencia absolutoria fundada en argumentos dogmáticos. Arbitrariedad de la sentencia.


    Cuestiones como las planteadas implican irremediablemente examinar aspectos de hecho, prueba y derecho común cuya apreciación constituye, por principio, una facultad propia de los jueces de la causa y, por ende, su revisión resulta ajena a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita apartarse de esa regla con base en la doctrina de la arbitrariedad toda vez que con ésta se procura asegurar la defensa en juicio y el debido proceso que también amparan al representante del Ministerio Público Fiscal exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.Talsituación podría configurarse en supuestos donde se advierta un manifiesto apartamiento de aquellas, una omisión de cuestiones esenciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente sustentada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática.Esto último es lo que denuncia la recurrente y acontece en el sub júdice, en la medida que la conclusión a la que arriba la mayoría se apoya en argumentos carentes de razonabilidad y objetividad, como consecuencia de un defectuoso análisis de las constancias legítimamente incorporadas al proceso.


    M., Carla Noelia p/ Falso testimonio


    CSJ3222/2014/RH1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por accidente de trabajo fundada en el derecho común. Hecho ilícito. Muerte de custodio de camión de mercaderías. Inconstitucionalidad del artículo 39, apartado 1 de la ley 24.557. Falta de provisión de elementos de seguridad. Responsabilidad de la aseguradora de riesgos del trabajo.


    La LRT amplió el deber de seguridad, que tradicionalmente regía el contrato entre dependientes y empleadores, a la ART, la que resulta obligada -como aquéllos- a concretar las acciones de previsión y de instrumentación que la índole de la actividad laboral requiera para procurar la indemnidad del ser humano que trabaja.En el caso, se omitió proveer a la víctima del ataque un chaleco antibalas y cursos de capacitación para controlar los riesgos de agresión con armas y dotar al vehículo de los elementos de seguridad requeridos (el blindaje, la baliza, el color y la identificación concreta de la empresa). Todas estas medidas y elementos de resguardo, cuyo cumplimiento se abstuvo de verificar la ART, hubiesen servido para evitar o morigerar el menoscabo.La existencia de elementos que hubiesen revestido eficacia para interrumpir la cadena causalque condujo al daño, demuestra la absoluta previsibilidad del acontecimiento ocurrido, la que resulta exigible con mayor intensidad a quien se le asigna un mandato legal expreso, cuyo incumplimiento genera responsabilidad.Así, se ha omitido dar un tratamiento adecuado al asunto, de acuerdo a los términos en que fue planteado, el derecho aplicable y las pruebas rendidas, por lo procede descalificar lo resuelto sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Vizcarra, Elena Beatríz y otra c/ Guard S.A y otra s/ Accidente de trabajo


    V255,XLVII-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por incapacidad laboral. Arts. 1.109 y 1.113 y ccds.delCódigo Civil. Modo de proponerla demanda. Remisión a "Aquino" Fallos 327:3753. Apartamiento de las constancias de la causa. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria."


    "Resulta arbitraria la sentencia que, frente a una demanda fundada en el artículo 1.113, 2a parte, del Código Civil, omite efectuar una ponderación razonada entre la tarea desarrollada por la subordinada y la afección sufrida, pues es propio de la naturaleza del trabajo físico mantener una relación necesaria con las cosas.En ese marco, no puede pasarse por alto que la actora en su demanda resistió, expresamente, la aplicación del sistema especial de la ley 24.557, peticionando la declaración de inconstitucionalidad de su artículo 39, apartado 1, y una reparación integral. La cuestión habilita la aplicación de la doctrina de la Corte Suprema sentada en el precedente "Aquino".Así, la decisión satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa, por lo que, ante la relación directa entre lo resuelto y las garantías alegadas, se impone su descalificación como acto jurisdiccional."


    Bonifacini, Eliana c/ Alparamis S.A.s/ Accidente - Acción civil


    B288,XLVII-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Denegación de pensión a hija divorciada. Requisitos de procedencia del beneficio. Planteo de inconstitucionalidad del art. 34, inciso 1, del decreto-ley 9650/80 de la Provincia de Buenos Aires. Derecho a la igualdad y a la no discriminación de la mujer independientemente de su estado civil. Acreditación de la imposibilidad de ganancia: arbitrariedad en la apreciación de la prueba.


    "El a quo rechazó el agravio de la recurrente relativo a la falta de tratamiento del planteo de inconstitucionalidad del artículo 34, inciso 1, del decreto-ley 9650/80 por entender que éste sí había sido abordado por la cámara. Sin embargo, remitirse a la letra de una norma legal no satisface la obligación de abordar una objeción constitucional en la que la actora reprocha precisamente que la normalegal la excluya injustamente.La situación de la actora no está contemplada en el apartado c) contrariamente a lo que fue sostenido por la cámara -en tanto se divorció por presentación conjunta y no por culpa exclusiva de su ex marido. Es justamente ese requisito -que la excluye del artículo 34, inciso - lo que ha sido tachado de inconstitucional a la luz del derecho a la igualdad y a la no discriminación, en relación con el derecho a la seguridad social, la protección de la familia y el derecho a la propiedad. En efecto, diferenciar su situación del caso de las hijas solteras, viudas, y separadas o divorciadas por culpa exclusiva del marido, para negarle a ella lo que les concede a éstas, constituyeuna discriminación irrazonable.La Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer dispone expresamente que las mujeres deben gozar de todos susderechos humanos fundamentales"independientemente de su estado civil".La sentencia de lacámara resolvió que las pruebas rendidas en la causa -tendientes a demostrar la edad avanzada de la actora, su estado de salud psicofisico, y su escaso nivel de educación y de experiencia laboral- eran insuficientes para tener por acreditada su incapacidad de ganancia. Sin embargo, esta afirmación luce dogmática, en tanto no se realizó un examen crítico de los diferentes elementos aportados ni se dispuso medida alguna para despejar las eventuales dudas que tuviera el tribunal-accionar factible y justificado por la delicadeza de la materia."


    Cuviello, María Rosa c/ Provincia de Buenos Aires s/ Pretensión anulatoria


    C1298,XLVII-6 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Despido indirecto. Relación laboral no registrada. Intimaciones por carta documento. Omisión de valoración de prueba. Sentencia arbitraria.


    La sentencia incurrió en arbitrariedad pues omitió valorar la prueba documental aportada por la actora, hábil para acreditar las intimaciones cursadas a la accionada y la existencia del despido indirecto, y se sustentó en afirmaciones genéricas sin apoyo en las constancias de la causa.La resolución del 6 de mayo de 2011 no valoró que el accionante había acreditado oportunamente la remisión de las cartas documento a las demandadas, mediante las cuales las intimaba a registrar la relación laboral desde la fecha real de ingreso y en la categoría pertinente, como así también a abonarle las diferencias salariales correspondientes al cargo, cuya falta de respuesta habría motivado la extinción del vinculo en los términos delartículo 246 de la ley 20.744.


    González Martínez, Esteban c/ Beatlemanía S.R.L. y otro s/ Despido


    G669,XLVII-16 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Apartamiento de los antecedentes del legajo. Cumplimiento del requisito formal del artículo 463 del Código Procesal Penal. Competencia revisora de la Cámara Federal de Casación Penal: precedente Fallos: 328:1108.


    Los términos del auto por el cual la Sala IV de la Cámara Federal de Casación Penal rechazó la queja por recurso de casación denegado reflejan un apartamiento de los antecedentes del legajo.En efecto, sin necesidad de ingresar a la valoración de las cuestiones de hecho y prueba cuya revisión reclama el acusador particular -quien bien señala que constituye materia propia del tribunal de mérito y, cabe agregar, del a quo en la medida de su competencia- surge que las normas cuya omisión se ha invocado en aquella resolución fueron, por el contrario, expresamente citadas en los escritos donde se interpusieron tanto el recurso de casación como la queja respectiva, lo cual cubre el requisito formal del artículo463 del Código Procesal Penal.Si bien esa mera circunstancia alcanza para descalificar lo resuelto como acto jurisdiccional válido por desatender constancias relevantes de la causa (Fallos: 325:874 y 2516), los agravios desarrollados por el acusador particular plantean de modo claro los argumentos contra la fundamentación del auto que confirmó el cierre del proceso cuya revocación -por prematuro- pretende, como así también la consecuente afectación de las garantías constitucionales que le asisten, lo cual encuadra en la competencia revisora del a quo con arreglo a la doctrina de Fallos: 328:1108.Por ello, se declara procedente la queja, se dejar sinefecto la resolución apelada y se dispone el dictado de una nueva conforme a derecho.


    R. M., Lucas Antonio s/ Causa n° 14280


    R773,XLVIII-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Ejecución de sentencia contra Anses. Excepción de prescripción decenal. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Beneficio de índole alimentaria: necesidad de proceder con suma cautela.


    El acto judicial carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de la arbitrariedad derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, de la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes y de normativa conducente a la solución del litigio, por lo que corresponde descalificarlo, máxime, cuando nos encontramos ante un beneficio de índole alimentaria, frente al cual los jueces deben proceder con suma cautela.


    Soberon, Hugo Alfredo c/ Administración Nacioanl de la SeguridadSocial s/ Ejecución previsional


    S437,XLIV-5 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Participación. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa.


    Si bien, por vía de principio, las cuestiones que se suscitan acerca de la apreciación de las pruebas constituyen facultad de los jueces de la causa y no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria, así se trate de la de presunciones, la Corte puede conocer en los casos cuyas particularidades hacen excepción a eseprincipio con base en la doctrina de la arbitrariedad.El sub examine es uno de esos supuestos de excepción, por cuanto frente a las pruebas e indicios reseñados por el tribunal de juicio para tener por acreditada la participación de los acusados en el hecho imputado, la conclusión adoptada por la cámara sólo fue posible merced a una consideración fragmentaria y aislada de tales elementos, que presta al fallo fundamentos sólo aparentes y, por consiguiente, lo descalifica como acto jurisdiccional válido.La ajenidad de los imputados en el hecho delictivo investigado, que el a quo sustenta en la aplicación del principio in dubio pro reo, carece de fundamentos suficientes, en tanto se respalda en un examen parcial e inadecuado de los elementos de convicción aportados a la causa.Ello es así, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que la invocación del principio in dubio pro reo no puede sustentarse en una pura subjetividad ya que, si bien es cierto que éste presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal, está obligado a descartar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de las constancias del proceso.


    C., Osvaldo y D. P., Ernesto Carlos s/ Causa n° 15.591


    C866,XLIX-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Pérdida del derecho a contestar demanda. Desinsaculación de otro juez. Vulneración del derecho de defensa en juicio y debido proceso. Sentencia arbitraria.


    La Corte ha establecido que estando en juego el alcance del derecho de defensa en juicio y la garantía del debido proceso debeestarse a favor de aquella solución que evite la conculcación de garantías de raíz constitucional. En el sub lite está controvertido el derecho del demandado a contestar la demanda, que es una de las manifestaciones más importantes del derecho a ser oído. De hecho, ello permite la vigencia del principio de bilateralidad, que supone que las decisiones judiciales deben ser adoptadas previo traslado a la parte, dándole oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitudque exige el debido proceso.Así resulta arbitraria la decisión de la Cámara que, en forma intempestiva, resolvió que el demandado había perdido su derecho a contestar demanda en tanto que, para así decidir, omitió considerar constancias conducentes de lacausa.La valoración de las constancias de la causa no trasluce una inactividad negligente del demandado en el ejercicio de su derecho de contestar demanda.Por otro lado, las decisiones apeladas, en cuanto resolvieron apartar al juez de primera instancia del conocimiento de la causa, lucen carentes de todo sustento. Además, esa decisión, que pone en tela de juicio la garantía del juez natural y del debido proceso, fue adoptada sin un pedido de parte, sin seguir el trámite previsto específicamente a esos efectos y sin contar con fundamentación suficiente y válida. En virtud de ello, debe ser dejada sin efecto en atención a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Fundación Doctor Jaime Roca para el Progreso y Desarrollo del Diagnóstico por Imágenesc/ Imágenes Diagnósticas y Tratamiento Médico S.A. s/ Daños y perjuicios


    F510,XLIX-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Prueba legalmente incorporada a la causa. Sentencia absolutoria fundada en argumentos dogmáticos. Procedencia del recurso: arbitrariedad.


    La conclusión a la que arriba la mayoría se apoya en argumentos carentes de razonabilidad y objetividad, al presentar omisiones y falencias respecto de la participación que le cupo al acusado, prescindiendo de una correcta valoración en conjunto de todos los elementos indiciarios y de su necesaria armonización con el resto de las probanzas acumuladas en el proceso, teniendo en cuenta su diversidad, correlación y concordancia.La ausencia del adecuado control que debió ejercer el a quo, consistió en concluir dogmáticamente en la ausencia de certeza suficiente para justificar la condena a la que arribó la mayoría de los integrantes del tribunal oral, Sin realizar una confrontación crítica de todos aquellos indicios reunidos, lo que importó apartarse de las reglas de la sana crítica racional que debe observar todo pronunciamiento judicial.La invocación de aquella regla sobre la que se fundamenta la absolución no exime del cumplimiento de este recaudo, pues más allá de la naturaleza eminentemente subjetiva de la duda, ese particular estado de ánimo que se desarrolla en el fuero interno de los magistrados no puede reposar en pura subjetividad, al extremo incluso de llegar a conjeturar sobre la modalidad de un determinado comportamiento del encausado que ni siquiera surge como posible de acuerdo con las constancias de la causa, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva valoración de todos los elementos de prueba en su conjunto.


    P., Walter Gabriel s/ Causa nº 14234


    P44, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo de daños y perjuicios. Sentencia que ordena pagar en moneda extranjera, pesificada a la paridad de $1,40 por dólar. Pronunciamiento arbitrario. Intereses previstos en el Decreto214/02. Aplicación del Coeficiente de estabilización de Referencia.


    "Los agravios referidos a cuestiones de hecho y prueba, ajenos por principio a esta instancia, admite revisión en supuestos excepcionales cuando el pronunciamiento impugnado ha omitido examinar cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la adecuada resolución del caso y que fueron claramente introducidos como crítica a lo resuelto por la juzgadora y para su consideración por la cámara. Además, la decisión no aparece como derivación razonada del derecho vigente y se apoya en afirmaciones dogmáticas, lo que impone la descalificación de lo resuelto por aplicación dela doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad.El pronunciamiento recurrido, al confirmar la sentencia que había ordenado abonar a la actora una suma pesificada por los daños y perjuicios irrogados por los demandados, consideró erróneamente que la magistrada de primera instancia había aplicado los arts. 1° y 8° del decreto 214/02, cuando en realidad la jueza había ordenado abonar el monto de condena, según lo establecido en el art. 2° de dicho decreto, pues dispuso la paridad de $ 1,40 por dólar estadounidense prevista para la devolución de los depósitos existentes en el sistema financiero.Como consecuencia de ello, la cámara falló equivocadamente, en virtud de que lo pretendido en la causa no era la devolución de depósitos en el sistema financiero sino la obtención del pago de una suma de dinero enconcepto de daños y perjuicios.Por otra parte, no correspondía adicionar a los intereses previstos en el decreto 214/02 los contemplados en el art. 10 del decreto 941/91, porque el interés previsto en el art. 4° del decreto 214/02 resulta inaplicable a las obligaciones no vinculadas al sistema financiero como la de autos, contempladas en el art. 8° del decreto 214/02, conforme a lo dispuesto porel art. 7° del decreto410/02.Empero, se entiende que debe desestimarse el agravio referido a la improcedencia de aplicar el CER hasta el momento en que la sentencia quede firme, pues el art. 4° del decreto 214/02 dispone su pago tanto para los depósitos mencionados en su art. 2° como a lasdeudas referidas en el art. 8°.Por último, no surge que lo pretendido por la actora haya sido obtener una suma de dinero en pesos, pues tanto en la demanda, como en la contestación al requerimiento efectuado por el juzgado, la actora manifestó que demandaba dólares estadounidenses con más sus intereses"de acuerdo con lo establecido por la Ley que ordena la paridad de $ 1 a U$S 1", es decir de conformidad con todas las previsiones del decreto 214/02."


    Cirulli, María Elisa c/ Estado Nacional y otros s/ Daños y perjuicios


    C1476,XLVIII-18 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Verificación de crédito por daños y perjuicios. Franquicia. Arbitrariedad de sentencia: omisión de tratamiento de temas propuestos y conducentes.


    El recurso extraordinario es admisible, cuando si bien los agravios propuestos en él remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, ajenas por su naturaleza a la instancia del recurso extraordinario, ello no impide su apertura cuando el a quo ha omitido el tratamiento de temas oportunamente propuestos y conducentes para la adecuada solución del litigio, lo cual redunda en un menoscabo de los derechos de defensa enjuicio y de propiedad.


    Expreso Caraza S.A.C. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de Verificación por Godoy, Nélida A.


    E232,XLVIII-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Autocontradicción


    Recurso de queja. Doctrina de la arbitrariedad. Nulidad del fallo apelado por falta de mayoría en las consideraciones vertidas.


    No existe por parte de los integrantes del tribunal a qua mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes en su fundamentación sobre el punto referida a la individualización de la pena impuesta, que sustente su rechazo según surge de la parte dispositiva.


    P., Jorge Albertos/ Causa n° 14.231


    P447,XLVIII-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Carencia de fundamentos


    Confirmación de la prisión preventiva: Recurso de queja. Procedencia del remedio federal. Doctrina de la arbitrariedad. Remisión al dictamen en el caso M. 960, XLVIII,"Merlini, Ariel Osvaldo”. Falta de motivación en la resolución que ordenó la prisión preventiva y en la que dispuso su prórroga."


    Las críticas efectuadas en primer término en relación a la imputación formulada contra el procesado y los elementos sobre los que se basaron al efecto los tribunales de la causa, remiten al análisis de cuestiones de hecho y prueba, ajenas a la instancia extraordinaria sin que el apelante haya demostrado por medio de un examen de toda la prueba en conjunto que la decisión impugnada merezca ser descalificada en los términos de la doctrina dela Corte sobre arbitrariedad.Sin perjuicio de ello, aunque el escrito de la apelación resulta, en principio, de dudosa fundamentación en lo relativo a la crítica del peligro procesal invocado para confirmar la prisiónpreventiva de del imputado, esa circunstancia no puede en este caso ser entendida como un defecto formal que obste la procedencia del remedio federal, toda vez que plantea de modo suficiente el problema y el agravio constitucional que la decisión le causa.El Superior Tribunal Provincial omitió analizar la incidencia del conjunto de circunstancias en relación con la situación particular del procesado, y subordinó la posibilidad de controvertir la presunción de fuga que resulta de la gravedad de la sanción a partir de condiciones fuera del orden común, que excederían las del caso, pero que tampoco delineó. En conclusión, el pronunciamiento no indicó que los imputados hubieran intentado eludir la acción de la justicia, ni que se hubiese dado alguna situación concreta respectodel curso de la investigación.En el pronunciamiento que dispuso su prórroga el a quo únicamente aludió de manera dogmática a la complejidad de la causa ya la dificultad que presentaría su trámite, mas omitió analizar si persistía aquel hipotético peligro, a pesar de que tal examen constituía una exigencia para extender el encierro más allá de su plazo original. En tales condiciones, también correspondería descalificar esta última decisión como acto jurisdiccional.


    L., Guillermo Luis s/ Causa nº 271.448


    L649,XLVIII-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Honorarios profesionales. Exigencias de la regulación: art. 13, ley 24.432. Pronunciamiento arbitrario: falta de fundamentación suficiente. Sentencia que se aparta del derecho vigente.


    Lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias es ajeno a la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48 en razón de su carácter fáctico, procesal y de derecho común, aunque admite excepción cuando la resolución carece de la fundamentaciónnecesaria.Al reducir los honorarios regulados sobre la base de los artículos 13 de la ley 24.432 y 271 de la ley 24.522, el a quo omitió considerar los antecedentes concretos del caso -en especial, la realidad económica del proceso- y, sin una fundamentación suficiente,se apartó del derecho vigente.En este sentido, cabe recordar que el artículo 13 de la ley 24.432, al facultar a los jueces a regular honorarios sin atenerse a montos o porcentajes mínimos, exige que la resolución que así lo disponga exprese, bajo sanción de nulidad, el fundamento circunstanciado de las razones que la justifiquen. Los términos empleados por el legislador en el artículo 13 de la ley 24.432 -del que surge la exigencia de prudencia del juez en la determinación de los honorarios- impiden interpretar que haya sido su intención dejar librado a su mero arbitrio la posibilidad de fijar un estipendio desvinculado de la cuantía económica del pleito.Esa exigencia no ha sido adecuadamente cumplida en el presente caso en tanto el ejercicio de esa facultad llevó al tribunal a ignorar por completo la cuantía económica del pleito, sin analizar la eventual posibilidad de que ese temperamento no fuera compatible con los fines de la norma que puede conducir a estipendios que carezcan de toda relación con el asunto debatido y, en consecuencia, habiliten resultados tan desproporcionados como el que mediante esa disposiciónel legislador quiso evitar.En efecto, la reducción de los honorarios deja de lado la importancia económica del pleito, sin un adecuado sustento.En esas condiciones, el apartamiento de las constancias y hechos de la causa sin fundamento idóneo y suficiente descalifica la sentencia recurrida como acto jurisdiccional válido. Al respecto, la Corte Suprema ha establecido que en materia de regulación de honorarios es aplicable la doctrina que sostiene que deben desecharse las soluciones notoriamente injustas.


    Baiter S.A. s/ Quiebra


    B163,XLI - 12 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Presentación extemporánea del recurso. Alegada arbitrariedad de sentencia: garantía de ser juzgado en un plazo razonable y apartamiento de las constancias de la causa y de la doctrina legal. Falta de fundamentación del perjuicio.


    "Si bien se ha invocado la violación de una cláusula constitucional como la de ser juzgado en un plazo razonable, y la decisión apelada ha sido contraria a la pretensión que el recurrente ha sustentado en tal derecho, esa impugnación no cumple con el requisito de fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48.El planteo se formuló con base en el tiempo transcurrido desde el inicio de la investigación hasta la interposición del recurso extraordinario, sin indicar concretamente los actos que habrían dado lugar a demoras injustificadas y demostrar que éstos tendrían entidad suficiente para generar un menoscabo de aquel derecho. El instituto de la prescripción de la acción constituye el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar ese derecho constitucional que tiene todo imputado a obtener un pronunciamiento judicial en un plazo razonable, y la acreditación de aquel extremo resultaba especialmente exigible, desde que la naturaleza propia de dicha garantía impide determinar a partir de qué momento o bajo qué circunstancias comenzaría a lesionarse, dependiendo ello en gran medida de las diversas circunstancias propias de cada caso, por lo que el derecho a ser juzgado sin dilaciones indebidas no puede traducirse en un número de días, meses o años.La invocación de aquel derecho constitucional estuvo supeditado al resultado de las decisiones jurisdiccionales adoptadas en las distintas instancias, más que a demostrar que la demora que le atribuye de manera residualy genérica a la administración de justicia tendría, por sí sola, entidad suficiente para generar una restricción del derecho a no sufrir dilaciones indebidas.En igual defecto de fundamentación incurre el apelante al invocar en sustento desu pretensión los precedentes "Mattei", "Kipperband" y"Podestá", de V.E., cuyas circunstancias difieren de las que se presentan en el sub júdice.En similar defecto al señalado incurre el recurrente, incluso al articular esta queja, en torno a la pretendida arbitrariedad que le atribuye al fallo por apartamiento de las constancias de la causa y de la doctrina legal, en la medida que el apelante insiste en reproducir sus críticas en tal sentido sin refutar mínimamente los argumentos del máximo tribunal provincial, vinculados con la ausencia de situaciones excepcionales que permitieran sortear la tardía presentación del recurso de casación, así como también acreditar el presunto estado de indefensión quehabría padecido el encausado.El recurrente intentó subsanar la tardía interposición del recurso de casación amparándose exclusivamente en el estado de indefensión que habría padecido el imputado, como consecuencia de la negligencia del profesional de su confianza y que motivó su reemplazo por una defensa provista por el Estado, sin que se haya alegado alguna circunstancia o dificultad que permitiera justificar esa demora en el marco del criterio sentado por V.E. al valorar las situaciones excepcionales que emergen de Fallos:326:3895; 328:271 y 330:1072.En el sub lite no puede atribuirse al Estado la imposibilidad de acceder a los recursos internos adecuados para proteger los derechos del individuo, ante la exclusiva atribución de negligencia a quien gozaba de la confianza del imputado al momento de utilizar los mecanismos que tenía a su alcance y que habilitaban la revisión de la condena, sobre todo cuando aquel aspecto, por regla, no ampara la garantía de la defensa. Por el contrario, otorgarle la razón en esas condicionespara justificar la interposición tardía del recurso tendiente a evitar que esa decisión adquiriera firmeza, implicaría desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión resultante de aquéllos, tienen por fin reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva y con carácter de certeza.En esas condiciones, toda vez que la alegada violación a la garantía constitucional de acceder a una instancia superior en las formas previstas por la ley no se encuentra corroborada por las constancias de la causa, ello impide advertir la existencia de una relación directa e inmediata entre la pretensa cuestión federal y la resolución que se impugna, por lo que la crítica se reduce a un aspecto estrictamente procesal que, en la medida que fue resuelta con suficientes fundamentos de igual naturaleza, descarta la tacha de arbitrariedad.En consecuencia, no se llega a demostrar que los agravios que en este sentido se intentan someter a conocimiento de la Suprema Corte bonaerense resulten aptos para ser analizados por la vía del artículo 14 de la ley 48, de acuerdo con la doctrina del Tribunal, que en su momento invocó el recurrente."


    G., Oscar Ramón s/ Causa n° 107.830


    G885,XLVIII-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario federal. Requisitos de admisibilidad. Fundamentación autónoma. Remisión a lo dictaminado enR.133, L. XLVII,"Hourcade”. "


    "Respecto del planteo de nulidad de la sanción de arresto impuesta en el marco del sumario administrativo, el recurrente se limita a reiterar, en su recurso extraordinario, los agravios ya esgrimidos en la instancia anterior, sin rebatir los fundamentos expuestos en la sentencia apelada con relación a dicha cuestión. Entales condiciones, el recurso extraordinario interpuesto no cumple con el requisito de fundamentación autónoma al no contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, es decir, que no rebate todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el a quo para arribar a las conclusiones que agravian al apelante, a cuyo efecto no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en el pronunciamiento. En este aspecto el recurso de hecho deducido es inadmisible.Por otra parte, respecto de los agravios del actor relativos al rechazo de los cuestionamientos dirigidos a los actos administrativos que condujeran a su pase a situación de retiro obligatorio se remite a lo dictaminado en R.133, L. XLVII,"Hourcade, Horacio Alberto y otros c/ EstadoNacional – Ministerio del Interior - Secretaría de Seguridad Interior - Policía Federal Argentinas/ Personal militar y civil de las FFAA yde seguridad."


    Córdoba, Alfredo Omar c/ Estado Nacional (Ministerio del Interior - Policía Federal) s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C1170,XLIX-8 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Desconocimiento de la prueba


    Demanda por despido. Sentencia arbitraria. Falta de consideración concreta sobre la prueba conducente.


    Corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada si las circunstancias del caso ponen de manifiesto la prescindencia de toda consideración concreta sobre prueba conducente para la adecuada decisión de la causa, lo que descalifica al pronunciamiento de su carácter de acto judicial válido. En tales condiciones, la sentencia deja de ser una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa y, en consecuencia, incumple con los requisitos de validez que hacen al debido proceso.En este sentido, la garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas, sino también la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso.En consecuencia, le asiste razón a la recurrente en cuanto señala que el a quo omitió las conclusiones del informe del perito calígrafo y resolvió de manera tal que vulneró garantías procesales amparadas constitucionalmente


    Wolansky, Samuel c/ B. Flores y Cia. S.C.A.


    W65,XLVII-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Exceso ritual


    Accidente laboral. Reclamo fundado en normas de derecho civil. Depósito previo exigido por el código procesal provincial. Desconocimiento del beneficio de gratuidad. Injustificado rigor formal. Remisión a Fallos: 333:1765.


    Se destaca el injustificado rigor formal trasuntado por la resolución del a quo, contrario a la garantía de la defensa en juicio y al derecho a una apropiada y razonable tutela judicial, así como el desconocimiento -en esa misma línea- del beneficio de gratuidad previsto por el artículo 20 de la ley 20.744, verdadero pilar del derecho del trabajo, dirigido a corregir el desnivel económico para afrontar los litigios.


    Kuray, David Lionel c/ Tupiena S.A. y otra s/ Recurso extraordinario


    K4,XLVIII-11 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Caducidad y nuevo planteo. Afectación de derechos y garantías de un menor. Principio del mejor interés del niño. Garantía de defensa en juicio y la igualdad de partes en el proceso. Excesivo ritual. Sentencia arbitraria.


    La resolución recurrida es arbitraria en tanto no ha dado tratamiento a los agravios planteados por la Sra. Defensora Pública Oficial, quién expresó que el beneficio de litigar sin gastos tiene como fundamento la correcta prestación del servicio de justicia y que, al denegarlo, se afectó la garantía de defensa en juicio y la igualdad de partes en el proceso (artículos 18 y 16 de la Constitución Nacional).Corresponde señalar que la Cámara tampoco valoró con seriedad los derechos del afectado, en su calidad de menor de edad, principalmente, respecto del resguardo de su interés superior y que, en virtud de éste, los jueces tienen el deber de evitar que el rigor de las formas pueda conducir a la frustración de derechos que cuentan con particular tutela constitucional.El beneficio de litigar sin gastos encuentra sustento en dos preceptos de raigambre constitucional: la garantía de la defensa en juicio y la de la igualdad ante la ley (artículos 18 y 16 de la Constitución Nacional) pues, por su intermedio, se asegura la prestación de los servicios de justicia no en términos formales, sino con un criterio que se adecua a la situacióneconómica de los contendientes.Lo señalado toma particular relevancia cuando se está frente a un niño, niña o adolescente. Cabe recordar que el niño tiene derecho a una protección particular que debe prevalecer como factor esencial de toda relación judicial. Por esa razón, esa Corte confiere prioridad al interés moral y material de la persona menor de edad, como extremo de ponderación ineludible para los jueces. A la par, se ha señalado que el principio del mejor interés del niño debe interpretarse, analizando la manera en que sus derechos se ven o se verán afectados por lasdecisiones del tribunal, y no puede aprehenderse ni entenderse satisfecho sino en la medida de las circunstancias particulares de la causa.La sentencia omitió valorar adecuadamente las particulares circunstancias del caso, en especial, teniendo en cuenta que el artículo 82 citado expresa que en caso de ser denegado el beneficio, el interesado podrá ofrecer otras pruebas y solicitar una nueva resolución y que en el caso, el beneficio de litigar sin gastos no logró obtenerse debido a la inacción del letrado que tramitaba el incidente que caducó.En el presente existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas (artículo 15 de la Ley N° 48) y, por ende, la sentencia recurrida es susceptible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Rea, Roxana Patricia c/ D.O.T.A. de Transporte Automotor y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    R184,XLVIII-21 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso extraordinario local denegado: plazo para su interposición. Arbitrariedad. Excesivo rigor formal. Fecha inhábil no computable en términos procesales.


    El día 27 deoctubre de 2010, en el que se llevó a cabo el Censo Nacional, debe contemplarse como un receso establecido especialmente por la ley (en función de las leyes 17.622 y 24.254), máxime cuando en la propia página web del Poder Judicial de Córdoba, aquél figura como día inhábil. En el mismo sentido, en oportunidad de decidir al respecto, la Cámara de Acusación entendió que el recurso había sido presentado en tiempo oportuno, y que correspondía concederlo.Con la decisión impugnada se privó a la interesada de la administración de justicia, haciendo prevalecer a los medios –las formas- sobre los fines -la sustancia-, conculcándose tambiénel criterio según el cual las formas a que deben ajustarse los procesos han de ser sopesadas en relación con el fin último a que éstos se enderezan, esto es, contribuir a la más efectiva realización del derecho. En el caso de marras, se encuentra lesionado el derecho de la víctima a obtener una eficaz tutela judicial. Los fundamentos del Superior Tribunal de Justicia de Córdoba para rechazar el recurso intentado exhiben un injustificado ritualismo derivado de una interpretación restrictiva y errónea de las normas de forma.


    C., M. A. y otros s/ P.ss.aa.torturacalificada por muerte - causa n° 12/12


    C323XLIX-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Excesos en los límites del pronunciamiento


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Ausencia de parte en el proceso. Excepción: existencia de gravamen. Exceso en el límite de la potestad jurisdiccional. Menoscabo de garantías consagradas en la Constitución Nacional.


    No puede interponer recurso extraordinario quien no reviste la calidad de parte en el proceso, aun cuando alegue tener un gravamen configurado por la decisión impugnada, aunque dicha regla admite excepciones. El recurso sub examine permite apartarse de la pauta general y considerar que el Estado Nacional está habilitado para deducir dicho recurso, toda vez que se ve afectado por la resolución apelada, aun cuando no tuvo intervención en el proceso donde se dictó la sentencia que decidió el fondo de la cuestión.El recurso federal es procedente ya que la sentencia impugnada traduce un exceso en el límite de la potestad jurisdiccional con menoscabo de garantías consagradas en la Constitución Nacional. En efecto, la vigencia real de la garantía constitucional de la defensaen juicio, reclama el acatamiento del denominado principio decongruencia o correspondencia.La cámara argumentó profusamente sobre la renegociación integral de la tarifa (RTI) de la distribuidora de gas y el acuerdo transitorio de 2009 de tal suerte que ordenó al Estado Nacional y al ENARGAS que se pronunciaran sobre dicho procedimiento en plazos perentorios. Tales razonamientos ignoraron que la pretensión de la actora estuvo dirigida a reclamar, que se le reconocieran los costos extra de operar y mantener la planta de compresión y deshidratación de gas natural ubicada en el departamento Malargüe.Lo resuelto acerca del procedimiento de renegociación integral de la tarifa importó un apartamiento de los términos que fueron objeto de pedido en el recurso directo, lo cual resulta injustificado dentro de una racional administración de justicia.


    Distribuidora de Gas Cuyana S.A. c/ Resolución I/030 Enargas s/ Queja


    D333,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Aportes y contribuciones de la Seguridad Social. Exenciones al pago. Ley 25.250 y 25.877: beneficio para las contrataciones. Sentencia arbitraria: interpretación irrazonable del derecho vigente. Excesivo rigorismo formal.


    La Corte Suprema tiene dicho que la categoría jurídica de aportes y contribuciones de la seguridad social, al igual que las demás contribuciones obligatorias de carácter asistencial, integran el género de los tributos a los efectos del principio de legalidad fiscal, y las exenciones deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador en cuanto tal, o de la necesaria implicanciade la norma que la establezca.Al respecto, cabe señalar que la ley25.250 acordó una eximición parcial de las contribuciones de la seguridad social para el caso en que el empleador produjera un incremento neto de la nómina de trabajadores contratados por tiempo indeterminado, a los efectos de estimular el empleo estable. Tal reducción parcial fue fijada en un tercio o a la mitad de las vigentes según la persona que ocupase el nuevo puesto. Esta normativa fue reglamentada por el decreto 568/00 que definió lo que debía entenderse por incremento de la nómina de trabajadores contratados por tiempo indeterminado, y por la Resolución General N° 3834 (sust. RG n° 712) de la AFIP, que en su Anexo IV previó los códigos 15 y 17 para el beneficio sub examine y 8 destinado a los contratos atiempo completo indeterminado.La ley 25.250 estableció el beneficio de reducción de las contribuciones para los supuestos de incremento de la nómina salarial con contratos por tiempo indeterminado, por lo que no resulta posible concluir que el distingo de códigos aludidos precedentemente importe asignarles una naturaleza diversa y, por lo tanto, que la declaración de los contratos dentro de unos u otros y su posterior modificación pueda producir una re-categorización con el alcanceque se indica en la sentencia.La norma citada supra y su reglamentación fueron derogadas por la ley 25.877, contemplando el otorgamiento de otro beneficio similar para aquellas contrataciones que se efectuaran a partir de su vigencia y hasta el 31 de diciembre del mismo año.El decreto 817/04 instituyó las condiciones de otorgamiento, entre ellas, que para el incremento de la nómina de trabajadores sólo debían considerarse las contrataciones realizadas con posterioridad a su vigencia. En su artículo 13 prescribió que, sin perjuicio de la derogación del artículo 2 de la ley 25.250, los beneficios ya otorgados al amparo de esta norma subsistirán mientras los contratos individuales en función de los cuales se otorgaron se encuentrenvigentes, caducando el beneficio individual relacionado a ellos cuando, por cualquier causa, se produzcala extinción de tales acuerdos.Sobre esta base, el goce de los beneficios ya concedidos en el marco de la ley 25.250 no demandaba el cumplimiento de trámite o formalidad alguna, puesto que la declaración contenida en el artículo 13 del decreto 817/04 es contundente respecto a su subsistencia automática y sin exigir laverificación de otro recaudo.La prórroga del beneficio no puede hallarse condicionada a la rectificación de las declaraciones juradas referidas a una reducción de contribuciones vinculada a otra norma, como es la contenida en el artículo 6 de la ley 25.877, reservada para contrataciones posteriores a su entrada en vigencia. Máxime cuando la Resolución General N° 1721 no efectúa ninguna alusión o mención a los beneficios ya otorgados en el marco de la ley 25.250. Por lo tanto, no cabe inferir que estos últimos también se encontraban alcanzados por dicha reglamentación.De lo expuesto se colige que la exigencia de un recaudo no previsto expresamente por la reglamentación evidencia un excesivo rigor formal que implica la renuncia a la verdad jurídica objetiva.En igual sentido, soslayar que la ley 25.250 subordinaba el otorgamiento del beneficio allí estipulado a que los contratos fueran por tiempo indeterminado, comporta una interpretación irrazonable delderecho vigente en la materia.La decisión que confirma la determinación de deuda realizada por la AFIP, fundada en la configuración de una re-categorización de los trabajadores prohibida por la ley y en la conclusión de que la falta de rectificación de las declaraciones juradas se traduce en una renuncia a los beneficios otorgados por la ley 25.250, no constituye una derivación razonada de la normativa que rige en la materia.


    Graciela Franceschini S.A. c/ AFIP


    G373,XLVI-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Depósitos judiciales redolarizados. Determinación de intereses compensatorios. Tasa aplicable. Exceso en la potestad jurisdiccional.Menoscabo a las garantías consagradas en los arts. 17 y 18 de la CN: derecho de propiedad y defensa en juicio.


    Asiste razón al banco apelante, toda vez que el tribunal al resolver aplicar la tasa pasiva que cobra el Banco de la Nación Argentina para su depósito en pesos al monto de capital nominal en dólares incurrió en un exceso de jurisdicción, valorando que la sindicatura en su presentación y su apelación, sólo cuestionó la forma de cálculo del capital más los intereses, ya que equipara los valores en pesos obtenidos en función de diferentes cotizaciones y, de allí, detrae valores depositados en dólares, lo cual conduce a resultados diversos conforme lasliquidaciones de ambas partes.En definitiva, no fue criticada la forma de cálculo de los intereses. Es más, la sindicatura manifestó su conformidad a la suma correspondiente a los accesorios.La Corte ha descalificado aquellas sentencias que exceden de la capacidad de revisión atribuida porque el tema no está comprendido en apelación, con fundamento en que tales decisiones vulneran los derecho de propiedad y defensa en juicio.


    Banco Caseros S.A.s/ Quiebra s/ Inc. de apelación


    B977,XLVIII-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Despido. Indemnización. Sentencia arbitraria: violación del principio de congruencia. Derechos de defensa y de propiedad. Rechazo de la pretensión de cobro de horas trabajadas en días francos, no laborales y feriados: fundamentación aparente de naturaleza dogmática.


    Los jueces del tribunal apelado excedieron su competencia al modificar la condena arribada firme, citando una norma ajena altema a decidir, como es el artículo 1101 del Código Civil. Por lo tanto, es aplicable también la jurisprudencia de la Corte que vincula el principio de congruencia con las garantías de defensa y propiedad y anota como regla que el fallo judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos, resulta incompatible con las garantías constitucionales, toda vez que el juzgador no puede convertirse en intérprete de la voluntad implícita de una de las partes, sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. Pues los magistrados no pueden suplir de oficio la prescripción y este instituto no produce sus efectos de pleno derecho ni podría tampoco oponerseante los tribunales superiores.Por otro lado, la pretensión de los accionantes no se dirigía a la compensación del descanso, sino al pago del recargo del 200% por las horas trabajadas en los días francos, no laborables y feriados nacionales –art. 66, ap. b, CCT 124/75-, sin que la compensación de esas jornadas de retribución excepcional, con otros días hábiles no laborados, alcance para denegar el reclamo. En el sublite el pago con recargo de esas jornadas en que se prestó tareas se desestimó, lo que importó -prima facie- un apartamiento de lo previsto por la regla y la falta de ponderación de los hechos acogidos por la propia juzgadora.En consecuencia, el acto judicial carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, pues media una fundamentación aparente de naturaleza dogmática, sin sostén jurídico o fáctico y basada solo en la voluntad de los jueces.


    Desimone, Guillermo Mario y otro c/ Arte Radio Televisivo Argentino S.A. s/ Despido


    D71.XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Exceso jurisdiccional. Vulneración del principio de congruencia. Lesión de la garantía del debido proceso.


    El a qua abordó aspectos del acto que, guardando independencia con los efectivamente impugnados, no habían sido controvertidos por las partes y sobre los cuáles, en consecuencia, la demandada no tuvo oportunidad de ejercer su derecho de defensa. De esta manera, la cámara incurrió en un exceso jurisdiccional que desnaturaliza el principio de congruencia y, por consiguiente, lesiona la garantía del debido proceso consagrada en la Constitución Nacional.


    El Paraiso S.R.L. c/ AFIP - DGI s/ Impugnación de deuda


    E181,XLV-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Condena al pago de los intereses: momento de inicio de su cómputo. Exceso jurisdiccional.


    La sentencia de la Sala no provee respuesta suficiente a los argumentos concretos tendientes a rebatir el alcance de la condena al pago de los intereses, en particular, en cuanto se refiere al momento de inicio de su cómputo.Considerando que no fue demandada la A.R.T., el a qua omitió valorar que tanto el actor como la accionada hicieron referencia al contrato de seguro de retiro celebrado entre las partes con posterioridad a la determinación del daño por la comisión médica -27/12/07-, por lo que no parece razonable la condena a pagar accesorios desde una fecha anterior al comienzo de dicha vinculación jurídica e, incluso, al momento en el que se realizó la transferencia a favor del apelante, en el mes de marzo de 2008.De tal forma, si bien los intereses que la juzgadora resolvió imponer no tienen su causa en la mora de la demandadasino que poseen naturaleza compensatoria resultaba menester examinar si ello constituía una obligación a cargo de esa parte, por el período anterior al depósito referido.Por lo demás, cabe agregar que, conforme surge del escrito de inicio, el trabajador sólo reclamó accesorios desde el momento en que el capital se encontró en poder de la compañía de seguros de retiro accionada. En tales condiciones, al ordenar el cálculo de los intereses en la forma ya expuesta, la sentencia de la cámara evidencia, también, un claro exceso jurisdiccional.


    Palavecino, Antonio Gil C/ Federación Patronal Seguros de Retiro S.A. s/ Accidente Ley 9688


    P417,XLVII-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Pronunciamiento arbitrario. Exceso de jurisdicción. Tribunal de alzada condena por responsabilidad civil en forma extra petita. Indemnización por daños derivada de la enfermedad por accidente. Afectación del principio de congruencia. Menoscabo de garantías constitucionales.


    "Aun cuando los agravios remiten a cuestiones fácticas y de derecho procesal y común, no resulta óbice para habilitar el remedio extraordinario si, como en el sublite, la alzada excedió la jurisdicción conferida por el recurso de apelación, límite que reviste jerarquía constitucional en cuanto implica el compromiso del principio de congruencia y, consecuentemente, de las garantías de defensa judicial y propiedadLa posibilidad que el empleador pueda hallar protección en la medida de su aseguramiento no implica, además, que deba habilitarse una responsabilidad ajustada al artículo 1.074 del Código Civil; si ni siquiera fueron invocados los presupuestos indispensables para habilitar la aplicación de esanorma a la ART.Ello es así, toda vez que la facultad de suplir el derecho - que autoriza a los jueces a calificar autónomamente los hechos y a subsumirlos en las normas jurídicas (iura novit curia)- reconoce excepción respecto de los tribunales de alzada, en el ámbito de los puntos resueltos con carácter firme en primera instancia, pues no pueden exceder, en materia civil, la jurisdicción devuelta por los recursos llegados ante ellos.En ese orden, la postura adoptada por la Sala, sin reclamo ni agravio alguno del interesado, importó exceder su jurisdicción y el propio tenor de la litis (arts. 271 y 277, CPCCN), con menoscabo de las garantías constitucionales alegadas por el apelante, lo que impone en este punto la descalificación del pronunciamiento de la alzada como acto judicial."


    Pandiani, Héctor c/ RPB S.A. s/ Diferencias de salario


    P769,XLVIII-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones conducentes


    Acción por consignación de haberes, indemnizaciones y certificado de trabajo. Monto de indemnizaciones derivadas del despido. Reclamo en concepto de horas extras: acreditación de la prestación insuficiente. Falta de integración de los aportes convencionales. Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento de elementos conducentes para la solución del litigio.


    En el caso el a quo rechaza la reconvención planteada por la demandada sin expedirse respecto de la falta de integración de los aportes convencionales a la Compañía de Seguros de Retiro, cuando esta cuestión había sido propuesta en el escrito, resuelta favorablemente por el magistrado de primera instanciay apelada por la parte actora.La decisión cuestionada, que desestimó la reconvención y, en definitiva, rechazó esa pretensión sin siquiera tratar los agravios articulados por las partes, ni la prueba conducente,ni los argumentos expuestos por el juez de grado para fundar su procedencia, conlleva a la descalificación del fallo comoun acto jurisdiccional válido.Por otro lado, el reclamo en concepto de horas extraordinarias fue desestimado en el entendimiento de que los testimonios rendidos no poseían entidad suficiente para tener por acreditada la prestación de trabajo suplementario. En este aspecto, el recurso sólo traduce una discrepancia con la forma en la que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos por el a quo de conformidad con su sana critica, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada.


    Villarreal, David Efraín c/ Amoruso Arosa, Juan Pablo s/ Consignación


    V484,XLVII-5 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por cumplimiento de contrato de prestación médica asistencial. Estado vegetativo permanente de la actora. Internación domiciliaria. Omisión de considerar las condiciones de salud puntuales de la actora. Estatuto sobre discapacidad. Vulneración de derechos fundamentales.


    Si se acepta por hipótesis la perspectiva que adoptaron los jueces -reducida al campo negocial-, se observa que la sentencia prescinde de estudiar los alcances del plan al que pertenecía la actora, producto este que incluiría la cobertura integral en habitación individual con baño privado, sin límite y sin copagos, tanto para la internación clínicacomo quirúrgica.El discurso presenta en este punto una primera inconsistencia, pues si la Sala encuadró el debate en el ámbito estrictamente contractual, tal premisa exigía escrutar los términos del convenio que organizó la relación jurídica para determinar el contenido de los derechos y obligaciones allítrazados. Sin embargo, esta necesaria indagación fue omitida.El problema de la viabilidad fáctica y de la conveniencia en el presente de la internación domiciliaria que se autorizaba, tampoco fue atendido.Al restringir su análisis a la faceta contractual, la decisión se desvió del eje que le imponía la naturaleza del derecho debatido, directamente ligado a la salud -y, eventualmente, a la supervivencia misma- de una afiliada en estado vegetativo permanente. A partir de allí, al acotar el asunto al plano del derecho común, el a qua prescindió de las reglas que presiden la recta hermenéutica constitucional ya que no valoró el sistema estructurado por las leyes 22.431, 24.455,24.901, 24.754, 26.682 y 26.657, ni la doctrina federal elaborada por la Corte en la materia.El estatuto de la discapacidad quedó así al margen de la solución del sub discussia desde que, el fallo no hizo siquiera mención de sus pautas en orden a las condiciones puntuales de la actora.El tribunal ha realizado una apreciación rigurosamente literal de los términos del litigio y se ha desentendido tanto de la realidad de esta persona que padece de una severa discapacidad física y mental, como del régimen federal aplicable, en desmedro de ésta, con la consecuente frustración de los derechos amparados por los arts. 17, 18 y19 de la Constitución Nacional.


    R., S. E. c/ Provincia Servicios de Salud S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    R9,XLIX-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Omisión de considerar pruebas conducentes. Privación ilegítima de la libertad: delito autónomo. Concurso real con el delito de robo agravado. Precedente “Pereyra”: agravamiento por la intervención de menores.


    "La Corte ha establecido en el marco de su estricta jurisdicción que, más allá de que los agravios pueden tener vinculación con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a su competencia cuando conoce por la vía extraordinaria, las particularidades que presentan determinados casos, permiten hacer excepción a dicha regla ya que, a través de la doctrina de la arbitrariedad se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público Fiscal, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa.Resulta arbitraria la sentencia, en tanto que realizó una interpretación errónea de los sucesos al omitir la consideración de pruebas conducentes que permitían concluir que la privación ilegítima de la libertad, había excedido a la violencia propia del robo agravado constituyéndose en un delito autónomo queconcurría materialmente con él.En lo vinculado a la interpretación del artículo 41 quater, corresponde dar por reproducidos, en beneficio de la brevedad, los fundamentos expuestos por esta Procuración General al dictaminar en la causa P. 289, L. XLIX, caratulada "Pereyra,Oscar Enrique s/causa nº 14.770".


    S., Martín Abraham y otro por robo con armas


    CSJ1467-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión Federal


    Amparo ambiental. Art. 43 de la Constitución Nacional. Alcance de la expresión superior tribunal de provincia. Introducción de los agravios de naturaleza federal. Omisión de tratamiento.


    "Las limitaciones recursivas locales no pueden constituir un obstáculo que impida el conocimiento por los superiores tribunales locales, de las cuestiones debatidas que podrían vulnerar derechos constitucionales, pues si bien las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional.La omisión por parte de la corte provincial de todo pronunciamiento sobre los derechos que el recurrente fundó en normas de carácter indudablemente federal resulta palmaria y constituye un obstáculo para que esa Corte Suprema ejerza correctamente su competencia apelada, pues lo que habilita su jurisdicción es la previa decisión de la cuestión federal por el tribunal a quo, según la inveterada doctrina de V. E. desde los precedentes "Strada" y Di Mascio".


    Asociación Hoja de Tilo c/ Municipalidadde La Plata s/ Acción de amparo


    A644,XLIX-11 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones ajenas al Recurso Extraordinario


    Asociación sindical. Cuestionamiento del registro de afiliados de un sindicato. Inadmisibilidad del recurso. Inexistencia de cuestión federal: falta de relación directa e inmediata con la materia litigiosa. Las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal son ajenas a la instancia extraordinaria.


    Cuando la cuestión de pretendida naturaleza federal que se invoca en el recurso extraordinario carece de relación directa e inmediata con la materia del pleito, el recurso extraordinario no satisface la exigencia del artículo 15 de la ley 48. En particular, cuando el recurrente no se demostrado que a los efectos de resolver la materia litigiosa corresponda interpretar o aplicar lasgarantías constitucionales.Por otro lado, los agravios invocados que remiten a cuestiones de hecho y prueba, y de interpretación de derecho común y procesal, que resultan ajenas, como regla, a la instancia extraordinaria. Además, la falta de deducción del recurso de queja ante el rechazo parcial del recurso extraordinario por parte del a quo -en lo atinente a la tacha de arbitrariedad- obstaculiza el tratamiento de las cuestiones fácticas aquí controvertidas.


    Ministerio de Trabajo c/ Sindicato Unión Conductores de Taxímetros de la Plata s/ Ley de Asociaciones Sindicales


    M423,XLVIII-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contrato de renta vitalicia previsional. Pago de las diferencias. Alegada arbitrariedad. Interpretación y aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal: cuestiones ajenas a la instancia federal.


    "La Corte Suprema ha establecido en reiteradas ocasiones que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos17 y 18 de laC.N..Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos."


    Bartomeo, José Luís c/ Metlife Seguro de retiro S.A.


    B1066,XLIX-10 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cumplimiento de contrato. Cuestiones fácticas y de derecho común ajenas a la instancia extraordinaria. Mera discrepancia con lo resuelto: inexistencia de arbitrariedad.


    "La decisión recurrida halla adecuado sustento en las consideraciones efectuadas sobre las circunstancias de hecho y prueba y de derecho común, por lo que no resulta descalificable con arreglo a la doctrina sobre sentencias arbitrarias, de inequívoco carácter excepcional; máxime, cuando los agravios reproducen, mayormente, los que fueron planteados a la cámara y fueron considerados razonablemente por ella.La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia ordinaria, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional, en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento, o una total ausencia de fundamento jurídico, impidan reconocer en el pronunciamiento de los jueces ordinarios la"sentencia fundada enley" a la que toda parte tiene derecho. Esa situación no se verifica en el sub lite, desde que la crítica, finalmente, no excede la mera discrepancia con lo resuelto por el a quo."


    Eleprint S.A. c/ Iate S.A., Taselli Alberto, Taselli Sergio s/ Cumplimiento de contrato


    E20,XLVIII-10 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Declaración de ilegitimidad del cargo denominado sobrecosto transitorio de despacho. Denuncia de hecho nuevo. Improcedencia del recurso extraordinario. Cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal: materia propia de los jueces de la causa.


    En orden a examinar la admisibilidad del recurso extraordinario, las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son, en principio, impugnables por la vía intentada en la medida en que no ponen fin al pleito ni impiden su continuación. Por otro lado y también en lo relativo al análisis formal de la procedencia del recurso deducido, se advierte que los agravios referidos a la desestimación del hecho nuevo remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena -como regla y por su naturaleza- al recurso del art. 14 de la ley 48.La cámara ha expresado razones suficientes para justificar sus conclusiones con relación a los planteos propuestos, sin que la divergencia del recurrente con la ponderación efectuada por el a quo de las circunstancias señaladas, que el actor califica como hecho nuevo, y su falta de relación con lo pretendido en la demanda, tengan entidad para habilitar la vía excepcional intentada.El recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de las cuestiones que le son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia específica de la Corte, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga en estos aspectos graves defectos de fundamentación o de razonamiento que lo hagan inválido como acto jurisdiccional.


    Papelera Tucumán S.A. c/ Cammesa y otros s/ Proceso de conocimiento


    P255,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda contra ANSES. Restablecimiento de beneficio jubilatorio. Falta de carácter de sentencia definitiva. Rechazo del recurso de queja.


    La decisión apelada no reviste el carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Cabe recordar que la Corte Suprema ha sostenido que las resoluciones relativas a medidas cautelares no constituyen, en principio, sentencia definitiva o equiparable a ésta, además de sustentarse, de ordinario, en la apreciación de cuestiones de hecho y prueba que no son revisablesen la instancia extraordinaria.Las resoluciones sobre medidas precautorias no hacen cosa juzgada (arts. 202 y 203 del CPCCN), extremo que impide, en el contexto del caso, otorgarle al pronunciamiento de la alzada el carácter de sentencia definitiva o equiparable.Tampoco el recaudo antes señalado puede, por regla, ser suplido por la invocación de derechos constitucionales supuestamente vulnerados, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento.


    Castro, Miriam del Valle c/ ANSES


    C1602,XLVIII-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios. Alegada arbitrariedad. Interpretación y aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal: cuestiones ajenas a la instancia federal.


    El remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o delas normas de derecho común y procesal, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias, máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.En este sentido, cabe recordar que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los arts. 17 y 18 de laC.N..Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Suarez, Christian S. c/ Cichello Domingo


    S120,XLVIII-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda de daños y perjuicios. Incumplimiento del empleador de los deberes de seguridad e higiene. Alegada arbitrariedad. Interpretación y aplicación de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común y procesal: cuestiones ajenas a la instancia federal.


    "La Corte Suprema ha establecido que el remedio excepcional no tiene por objeto revisar las decisiones de los tribunales de juicio, en orden a la interpretación y aplicación que hacen de las circunstancias de hecho de la causa o de las normas de derecho común, que constituyen materia propia de los jueces de las instancias ordinarias; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su grado de acierto, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial.Ladoctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos meramente equivocados, sino aquellos en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o la total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como sentencia fundada en ley, a la que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Por esta razón, dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos."


    Álvarez, Leonardo c/ SMG ART S.A.


    A594,XLIX-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por deficiente señalización de los cruces ferroviarios. Amparo. Inadmisibilidad del recurso. Meras discrepancias con las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal. Mera invocación de agravios constitucionales. Planteo extemporáneo.


    El recurso es inadmisible, y en su caso, incorrectamente concedido, cuando los agravios planteados se dirigen a cuestionar la falta de legitimación activa de los actores, o la admisibilidad formal de la vía del amparo y a la existencia de otras vías alternativas, contenidos éstos que solo traducen una mera discrepancia con relación a la valoración de hecho, prueba y derecho procesal que fundan el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión porla vía del art 14 de la ley 48.Por otro lado, la mera invocación de agravios constitucionales no alcanza para descalificar lo decidido por el tribunal de la causa.Por último, los agravios cuestionados recién en esta instancia y que no han sido planteados ante el a quo resultan también inadmisibles al ser fruto de una reflexión tardía que no se sometió oportunamente a consideración de los jueces de la causa.


    Meoni, Mario A. y otro c/ All - American Latina Logistica S.A. s/ Acción de amparo


    M84,XLVIII-4 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Demanda por despido. Admisibilidad de recursos extraordinarios locales. Inexistencia de arbitrariedad. Rechazo del recurso de queja.


    Los temas vinculados a la admisibilidad de los recursos extraordinarios locales resultan ajenos a esta instancia de excepción, por revestir carácter netamente procesal y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva al respecto.En el caso, el Superior Tribunal de la provincia de Córdoba basó su sentencia en suficientes razones de carácter no federal sin que el recurrente haya demostrado que tal decisión no constituya una aplicación razonada del derecho vigente a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que deba ser dejado sin efecto en virtud de la doctrina de la arbitrariedad.En tales condiciones, corresponde recordar que dicha doctrina es de carácter excepcional y exige para su procedencia un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta falta de fundamentos.


    Martino, Luis Francisco c/ Libermet S.R.L.


    M551,XLVIII-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Extensión de la responsabilidad en forma solidaria sobre una obra social. Interpretación del art. 30 de la LCT. Improcedencia de la queja. Cuestiones fácticas y de derecho procesal y común: propias de los jueces de la causa. Meras discrepancias en lo decidido: no habilita la instancia extraordinaria.


    Lo resuelto concierne a la inteligencia de cuestiones fácticas y de derecho procesal y común, propias de los jueces de la causa y, como principio, ajenas al remedio extraordinario del art. 14 de la ley n° 48.La Corte Suprema en Fallos: 332:2815 señaló que en el marco de un recurso extraordinario, es impropio del cometido jurisdiccional de ese Tribunal formular una determinada interpretación del art. 30 de la LCT dado el carácter común que éste posee. Luego recordó que, si bien es cierto que el excepcionalísimo supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a que el Tribunal revise decisiones de los jueces de la causa en materia del mentado derecho común, la intervención en dichos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que son privativos, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que se circunscribe a descalificar los pronunciamientos que, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no pueden adquirir validez jurisdiccional.No siendo irrazonables, la valoración del a quo sobre las circunstancias de la causa y la exegesis adoptada sobre el alcance del art. 30 de la LCT, los agravios traídos por el recurrente sólo trasuntan una mera discrepancia con lo decidido, lo que no habilita la instancia extraordinaria federal.


    Gómez, Claudia Patricia c/ Saden S.A. y otro s/ Despido


    G774,XLVII-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Modificación de resolución aclaratoria. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Existencia de cosa juzgada: cuestión ajena al recurso. Ausencia de arbitrariedad.


    Ninguna de las partes recurrió a los mecanismos procesales establecidos por la ley a los fines de objetar oportunamente la tasa fijada en la sentencia aclaratoria, lo que trae aparejada la existenciade una decisión jurisdiccional a la que la ley le otorga fuerza de cosa juzgada. Sin embargo, la aplicación de dicha institución procesal y los loables motivos que inspiran el principio de inmutabilidad de las sentencias no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar el valor jurídico y objetivo constitucional de afianzar la justicia, entendiendo a ésta cómo una virtud al servicio de la verdad sustancial, lo cual se expresa a través de una decisión judicial que conduzca a consagrarla y al reconocimiento de los derechos que surgen evidenciados de las constancias del proceso.En este orden de ideas, el Tribunal sostuvo que, si bien se ha conferido jerarquía constitucional al instituto de la cosa juzgada, en razón de que la inalterabilidad de los derechos definitivamente adquiridos por sentencia firme reconoce fundamento en las garantías de propiedad y defensa en juicio, también se ha aceptado en forma excepcional y en resguardo de la verdad material, de la seguridad jurídica y del derecho de propiedad, que la inmutabilidad de la cosa juzgada no tiene carácter absoluto.La decisión de la alzada que restableció el orden en la causa, no padece los vicios que se le atribuyen, ya que no es arbitraria la corrección efectuada por los jueces a fin de evitar que se concrete la obtención de un beneficio al que no se tiene derecho, lo que traduciría una fuente injustificada de enriquecimiento en favor de la actora.


    Sudinter S.A. (en liquidación) c/ Administración Nacional de Aduanas s/ Juicio de conocimiento


    S14,XLVIII-13 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Reclamo por diferencias salariales. Alegada prescripción de la acción. Inadmisibilidad del recurso extraordinario: las cuestiones ajenas a la instancia del art. 14 de la ley 48.


    Conforme tiene dicho la Corte, los agravios relacionados con la prescripción de la acción no pueden prosperar si el planteo deducido sólo exhibe un criterio diverso al propuesto por el a quo en lo atinente a cuestiones fácticas y de derecho común y procesal, ajenas a la instancia del art. 14 de la ley 48, máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Salgaro, Domingoy otros c/ Club A. Estudiantes


    S242,XLVIII-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios de un perito. Art. 6° del decreto-ley 16.638/57. Apreciaciones económicas que puedan hacerse en el peritaje. Proceso sin monto determinado. Inexistencia de reclamo patrimonial. Fallos: 314:303. Rechazo de queja.


    Las cuestiones referentes a honorarios, así como también las referidas a la determinación de la base computable para la regulación de los emolumentos y ala apreciación de los trabajosprofesionales son de naturaleza fáctica y procesal, e insusceptibles de tratarse en la instancia del art. 14 de la ley 48, ya que conducen a la discusión de cuestiones regidas por normas de derecho común y procesal, como así también de aspectos de hecho y prueba que están reservados a los jueces de la causa. Ello, sin perjuicio de la posibilidad que cabe al Tribunal de hacer excepción a tales principios, en los casos abarcados por la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.En el sub lite no se verifica ninguna circunstancia que permita hacer excepción a la mencionada regla. En efecto la alzada precisó las razones en las cuales fundamentó la determinación de los honorarios del recurrente. Asimismo, citó la normativa que rige la cuestión (art. 6° del decreto-ley 16.638/57) y las causas por laque así decidió, e invocó jurisprudencia de la Corte plenamente aplicable al sub examine. Además tuvo en consideración diversos aspectos como la extensión y la calidad del trabajo presentado por el perito, por lo que la decisión en crisis exterioriza fundamentos suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad que se le endilga, máxime cuando la aplicación de tal doctrina es particularmente restringida en este punto, habida cuenta de que las normas que rigen las regulaciones conceden amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial.Los agravios del recurrente, relacionados con que, en el caso, se trata de un proceso con monto determinado, no logran desvirtuar los fundamentos dados por la alzada para sostener la ausencia de carácter económico en el sub examine, toda vez que aquél no ha aportado ningún elemento de convicción ni otras razones que justifiquen una solución distinta de la adoptada en la instancia anterior. El apelante confunde proceso sin monto determinado (como el que se presenta en el caso) con las apreciaciones económicas que puedan hacerse en el peritaje. Ni esa circunstancia ni la existencia de un embargo sobre los bienes de los procesados pueden utilizarse como sustento para asignar naturaleza económica a un proceso penal, en el que los querellantes y el fiscal persiguen la aplicación de una pena y no existe ningún reclamo patrimonial, hipótesis que, de haberse configurado, hubiese transformado este proceso en susceptible de apreciación pecuniaria.


    Cavallo, Domingo Felipe y otro s/ Abuso de autoridad y violación de los deberes de funcionario público s/ Incidente de regulación de honorarios de Eduardo Melinsky- Causa n° 6.420/01 y 1.1530/09


    C862,XLVI-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Regulación de honorarios. Encuadramiento en la ley 21.839. Cuestión de naturaleza común y de derecho adjetivo, ajena a la vía extraordinaria.


    La recurrente se limita a expresar una postura jurídica distinta respecto al encuadramiento del caso en la ley 21.839 discrepando, por un lado, en que se haya considerado que el presente incidente es de monto indeterminado al igual que la causa principal y, subsidiariamente, en la forma en que se valoró la extensión de las tareas realizadas. Dichas discrepancias remiten, entonces, a aspectos de derecho común propios de los jueces de la causa en el ámbito de su jurisdicción excluyente.


    Theseus S.A. y otra c/ Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. y otro s/ Incidente de pago de tasa de justicia


    T59,XLIX-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos Subjetivos.Interés


    Improcedencia de la acción declarativa de certeza. Pretendida declaración genérica de inconstitucionalidad de la resolución (SE) 813/10y de la disposición (SSC) 1/08.Ausencia de acto concreto o en ciernes del poder administrador que configure una causa que habilite la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    "La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados del Tribunal (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional) no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demandada cumple con los requisitos que el art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece como condicionantes de la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas.En la medida en que la cuestión no tenga uncarácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa constituye un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian.No se encuentra configurado un "caso" o "causa" para poder acceder a su consideración, puesto el Tribunal exige la resolución determinativa del tributo, de la cual surjan las sumas que el fisco provincial reclama, como medio para tener por demostrada la actividad concreta del poder administrador que pone en tela de juicio el derechoinvocado por el contribuyente.Desde esta perspectiva, el agravio de la actora resulta meramente conjetural o hipotético, ya que no se probó comportamiento alguno, por parte de la demandada, configurativo del requisito del "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la accionada que torne inmediato su gravamen."


    O & G Developments Ltd. S.A. c/ Salta, provincia de y otro s/ Acción declarativa


    O117,XLVII-1 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Trámite ante la Corte


    Se solicita a la C.S.J.N. que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    F., Gonzalo Arturo y otros s/ Causa n° 13.904


    F402, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la C.S.J.N. que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista


    S., Alfonso Jorge s/ Causa nº 15.192


    S519, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la C.S.J.N. que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    V., Rubén Javier y P., Leandro Gastón s/ Causa nº 36.240/2013


    V285, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    O., Daniel Héctor s/ Causa n° 1.011/2013


    O105, L-25 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la Corte Suprema que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    B., Guillermo José s/ Causa nº 321/12


    B186, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Juicio de Admisibilidad


    Recurso de queja. Inadmisibilidad de la acción de revisión. Excepciones: excesivo rigor formal. Pena accesoria de reclusión. Afectación de garantías constitucionales y derechos. Interpretación de leyes.


    "Si bien no procede el recurso extraordinario contra decisiones que tienen por objeto la aplicación e interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la admisibilidad de los recursos deducidos por ante los tribunales provinciales, tal doctrina admite excepciones cuando la decisión impugnada revela la existencia de un excesivo rigor formal, susceptible de lesionar la garantía de defensa en juicio o causar una frustración a losderechos federales invocados.Asi pues, sin perjuicio de no estar previsto en el artículo 467, inciso 8°, del Código Procesal Penal local, que la acción de revisión pueda sustentarse en la interpretación menos gravosa de la ley efectuada por la Corte Suprema, el desarrollo del agravio deducido plantea suficientemente la cuestión y guarda relación directa e inmediata con las garantías que asisten al imputado, a quien se le ha aplicado la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado. Por un lado, porque in. re "Gramajo", la Corte Suprema determinó que existía cuestión federal en atención a que el debate tenía por objeto el conflicto entre una norma de derecho común - artículo 52 del Código Penal- y normas de la Constitución Nacional - artículos 18 y 19-. Por el otro, porque los fundamentos desarrollados en ese pronunciamiento brindan suficiente respaldo al planteo del recurrente para postular una inteligencia más amplia de la norma procesal aplicable que, además de la jurisprudencia del Tribunal de Casación y de la Suprema Corte provincial, también abarque un pronunciamiento del máximo tribunal de la Nación que ha declarado la invalidez constitucional de una norma dederecho común atinente al caso.Cabe agregar que en ese fallo, la Corte Suprema también invocó la sentencia dictada por la Corte Interamericanade Derechos Humanos en el caso"Fermín Ramírez vs. Guatemala", y los artículos 5°, inciso 6°, y 9° del Pactode San José de Costa Rica, y 10 Y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (conf. votos de la mayoría, de los doctores Petracchi yFayt, y de la doctora Argibay).Es decir, que el Alto Tribunal juzgó entonces afectadas garantías constitucionales y derechos que aseguran esos instrumentos internacionales, aspectos federales cuya consideración, por la vía intentada, no puede ser dejada de lado por el a quo so pretexto de la interpretación literal y restrictiva de una regla procesal local. Ental sentido, en el precedente "Di Mascio" se estableció que"si las provincias están estrictamente obligadas a respetar la Constitución Nacional en su legislación, en su administración y gobierno, están obligadas a respetar también las decisiones de los tribunales nacionales, porque ellas son reglas dejurisprudencia constitucional.La habilitación de esa instancia, ante la existencia de agravios de naturaleza federal, exige que la cuestión sea previamente examinada por el órgano máximo de la justicia local.Conforme lo señala la Corte Suprema, los Estados provinciales deben observar los derechos resultantes de aquellos tratados, en cumplimiento de la supremacía constitucional establecida en el artículo 31 de la Ley Fundamental y de la cláusula federal prevista en los artículos 28 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 50 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos."


    S., Hugo Abel s/ Causa n° 103.389


    S797,XLVII-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión dictamen y fallo de la causa A. 910, L. XLIX,"Aerolíneas Argentinas S.A.c/ E.N. DNM- s/ recurso directo". Cumplimiento requisito previsto en el art. 2 acordada 4/2007: examinado por la Corte."


    No obstante se advierte que la recurrente no ha observado en debida forma el requisito previsto en el art. 2 de la acordada 4/2007, en cuanto omitió acompañar la carátula allí exigida. El cumplimiento de los requisitos formales de la apelación extraordinaria corresponde que sea examinado, en principio, por esa Corte, en tanto ello se vincula con el dictado del citado reglamento.


    Aerolíneas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional - DNM - Disp. 81.073/08 y otro s/ Recurso directo DNM


    CAF29985/2013/CS1-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Sentencia


    Confirmación de la Sentencia Recurrida.Calificación del hecho imputado. Determinación y acreditación del dolo. Selección y valoración de la prueba. Alegada arbitrariedad de sentencia. Agravios que sólo traducen una discrepancia en una materia no federal.


    "La decisión impugnada contiene fundamentos suficientes con base en diversos elementos indiciarios cuyo análisis entre sí y con otras constancias del expediente a fin de no desvirtuar la esencia de ese medio probatorio, no aparece debidamente refutado desde su particular enfoque del hecho, motivo por el cual, por opinable que resulte, no autoriza su descalificación como acto judicial válido.Ello es así, pues la crítica de la defensa tendiente a cuestionar la ausencia de un desarrollo lógico de los fundamentos de la condena como consecuencia de la defectuosa valoración de ciertos elementos de convicción y por no ponderar otras circunstancias que entendió relevantes para descartar la posibilidad de una conducta dolosa por parte del encausado, recibieron adecuado tratamiento por el a quo al cumplir con la pauta de interpretación que emerge de la doctrina de la Corteen Fallos: "328:3399 y 3741"toda vez queconsideró insuficientes esos planteos a partir de la racional y objetiva revalorización de las pruebas no alcanzadaspor la inmediación del debate.La convicción de los jueces encuentra sustento en la alegada indiferencia que implicó el accionar del imputado frente a la posibilidad cierta de que el arma pudiera dispararse en la forma que ocurrió, de acuerdo con las circunstancias que rodearon la persecución de la víctima y las pruebas que se ponderaron como concluyentes a ese efecto. Por lo tanto, no se advierte que implique una seria y decisiva carencia de fundamentación no haber tenido en cuenta aquellos aspectos que el recurrente considera relevantes, pues los reparos en este sentido apuntan, en definitiva, a oponer un enfoque distinto con el criterio de los jueces en la selección y valoración de la prueba, que no cubre la doctrinade la arbitrariedad que invoca.Tampoco se alcanza a vislumbrar la contradicción que resalta el apelante en el razonamiento que sustenta la condena confirmada por el a quo, acerca de la capacidad que tenía el imputado para evitar el resultado dañoso, ya que ponderar a tal efecto su escasa experiencia en sucesos como el investigado, en manera alguna podía convertirse en un obstáculo para analizar los conocimientos que tenía como integrante de una fuerza policial sobre las medidas de seguridad para el disparo de las armas y el peligro que por tal motivo corría la víctima, de acuerdo con las particularidades del caso, al no adoptar tales recaudos.No se alcanzó a demostrar que el pronunciamiento carezca manifiestamente tanto de objetividad como de razonabilidad, motivo por la cual los agravios sólo traducen una discrepancia en una materia no federal, aspectos que en la medida que fueron resueltos con argumentos de igual naturaleza, al margen de su acierto o error, obstan a su descalificación como acto jurisdiccional."


    M., Silvano s/ Homicidio agravado s/ Casación


    M296,XLIX-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo IX


    DerechoProcesal Penal


    Etapas del Proceso Penal.Ejecución


    Competencia del Juez de Ejecución.Control de las Reglas de Conducta


    Sanción disciplinaria a interno. Recurso que persigue una solución contraria a lineamientos de la Res. PGN 737/2014: desistimiento de apelación.


    "La interpretación efectuada por el tribunal coincide con las conclusiones del documento elaborado por la Unidad Fiscal de Ejecución Penal, titulado"Consideraciones acerca de la problemática relativa a las sanciones disciplinarias impuestas por el Servicio Penitenciario Federal a las personas detenidas", aprobado por resolución PGN 737/14. La resolución sugiere a los fiscales con competencia en la materia adecuar su actuación a las pautas que de allí surgen, que en lo que aquí respecta, se basan en la segunda recomendación emitida el 30 de octubre por el Sistema de Coordinación y Seguimiento de Control Judicial de Unidades Carcelarias, en tanto aconseja al Servicio Penitenciario Federal "comunicar el inicio del procedimiento disciplinario de manera inmediata al juez interviniente y al defensor público oficial o al letrado particular que asista al interno, debiéndose indicar con precisión y antelación nomenor a cinco días hábiles el lugar, la fecha y la hora en que se celebrará la audiencia a la que se refiere el artículo 40 del decreto 18/97 (...) a los efectos de permitir la asistencia a tal acto".


    P., Guido Aníbal s/ Causa nº 704/2013


    P30, L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Condena de Ejecución Condicional


    Posible condenación condicional. Delito de hurto calificado. Condena de efectivo cumplimiento: falta de decisión fundada. Adicción a estupefacientes: posibilidad de rehabilitación fuera de la cárcel. Sentencia arbitraria.


    "Al contrario de lo sostenido en el pronunciamiento apelado, en casos donde la condenación condicional podría ser aplicada, la decisión denegatoria debe ser fundada, puesto que de otro modo se estaría privando a quien sufre el encierro de la posibilidad de conocer los pronósticos negativos que impiden otorgarle un trato más favorable, y los condenados se verían impedidos de ejercer una adecuada defensa en juicio ante la imposibilidad de refutar decisiones basadas en criterios discrecionales de los magistrados que la disponen. Asimismo, cabe destacar que el instituto de la condenación condicional tiene por finalidad evitar la imposición de condenas de efectivo cumplimiento en casos de delincuentes primarios u ocasionales imputados de la comisión de conductas ilícitas que permitan la aplicación de penas de hasta tres años de prisión. Tal aserto encuentra explicación en la demostrada imposibilidad de alcanzar en tan breve lapso de prisión el fin de prevención especial positiva que informa el art. 18 CN. La razón por la cual la condena condicional se limita a la pena corta de prisión es porque el hecho no reviste mayor gravedad, lo que sucede cuandola pena no excede de cierto límite, o cuando no provoca mayor peligro de alarma social, es decir, cuando el sujeto no es reincidente.Por otro lado, presentar a la prisión efectiva como la única solución frente a la adicción a estupefacientes, no sólo implicó atribuirle falencias en materias que no son de su competencia, sino que además se opondría a la perspectiva por la que se asume que la adicción es un problema de salud y no debe encarcelarse a los afectados (conf. UNODC, Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, Informe Mundial sobre las Drogas, 2009, Resumen Ejecutivo; citado por el Dr. Fayt en el considerando 22° de su voto en el pronunciamiento de Fallos: 332:1963). Por último, el tribunal oral ordenó al servicio penitenciario la ejecución de un programa de rehabilitación tendiente a inhibir definitivamente en el imputado los hábitos de consumo de sustancias alucinógenas o drogodependientes. Sin embargo, no sólo el pronunciamiento carece de toda información acerca de tal programa (personas u organismos que lo diseñaron o deberían hacerlo, sus características, requerimientos para su ejecución, etcétera), sino que tampoco explica por qué no podría ser implementado fuera de la cárcel."


    A. P., Germán s/ Recurso extraordinario in pauperis


    A1114,XLIX-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Pena Privativa de la Libertad.Detención Domiciliaria


    Admisibilidad del recurso extraordinario conforme fundamentos de lo resuelto por la CSJN en O.296.XLVIII,"Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Delito de lesa humanidad: condena de prisión perpetua no firme. Concesión del beneficio de detención domiciliaria por estado de salud: requisitos. Doctrina de la arbitrariedad."


    Dado que la ley 24.660 al no establecer la obligación, sino la facultad de los jueces de conceder la detención domiciliaria, entre otros, a los imputados de aquella edad, no indica qué otros requisitos se deberían considerar a ese fin, habría que tener en cuenta los objetivos del instituto para evitar arbitrariedades.En consecuencia, antes de conceder la detención domiciliaria, incluso a un imputado mayor de esa edad, se deberían brindar argumentos que demostraran que el encarcelamiento, a raíz de las condiciones personales excepcionales del sujeto de la medida, provocaría alguna de las dos consecuencias que aquel beneficio está encaminado a evitar, éstas son el trato cruel, inhumano o degradante o la restricción de derechos fundamentalesque la prisión no debe afectar.


    M., Luciano Benjamín y otros s/ Su denuncia las Palomitas - Cabeza de Buey - Incidente de prisión domiciliaria de Joaquín G.


    M884,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Admisibilidad del recurso extraordinario.Precedente O. 296, L. XLVIII,"Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Sentencia arbitraria: falta de análisis razonado de la cuestión planteada. Prisión domiciliaria en delitos de lesa humanidad: especial deber de cuidado. Neutralizar toda posibilidad de fuga."


    "La detención domiciliaria es una medida excepcional que está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, por lo que si desaparecen las circunstancias idóneas para provocar alguna de esas dos consecuencias del encarcelamiento, la medida deja de estar justificada. Desde esta perspectiva, la resolución en la que se omitió considerarla debe descalificarse como acto jurisdiccional válido.La casación no puede rechazar elrecurso del Ministerio Público Fiscal contra la concesión del beneficio a un condenado, mediante sentencia no firme, a prisión perpetua por delitos de lesa humanidad, sin antes"analizar debidamente, y por ende tampoco rebatir, los argumentos que el recurrente alegara respecto a que al momento de adoptarse una decisión relativa a la libertad provisional del imputado […] se habría omitido todo análisis con relación tanto al riesgo procesal de fuga [...] como también en cuanto a la alegada ausencia de razones humanitarias que pudieran justificar lo resuelto".


    G., Rafael Alberto s/ Recurso extraordinario


    G277, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos de lesa humanidad. Detención domiciliaria. Supuesta falta de agravio actual y concreto. Arbitrariedad: Fundamentación exclusiva en requisito etario y ausencia de análisis de riesgo procesal. Remisión a "Olivera Róvere”. Contradicción."


    "Si bien V.E. tiene establecido que las cuestiones relativas a la admisibilidad de los recursos ordinarios no son, por regla, revisables en esta instancia, ese criterio admite excepción cuando la resolución impugnada conduce, sin fundamentos adecuados, a una restricción sustancial de la vía utilizada que afecta el debido proceso, tal comoha ocurrido en el sub examine.En efecto, fundamentar la inexistencia de agravio en que el imputado se encontraba encarcelado preventivamente en el marco de otro proceso, importa sostener que el fiscal deba esperar a que se produzca la situación que busca evitar con su recurso para recién entonces cuestionar lo decidido, es decir, que recién cuando cesara ese encarcelamiento y, en consecuencia, se hiciera efectiva la detención domiciliaria dispuesta en esta causa podría oponerse a ella. Peroeso es inadmisible, porque el interés del fiscal para recurrir consiste justamente en impedir que se concrete el riesgo procesal que, a su juicio, importaría esa detención morigerada, la que se haría efectiva de un momento a otro si, como corresponde a su naturaleza provisoria, perdiera vigencia la medida cautelar que hoy la obstaculiza.Por otro lado, también cabe destacar que, tal como señaló el recurrente, se incurrió en una evidente contradicción al confirmar en esta causa la concesión del beneficio tras haber avalado lo opuesto en el proceso al que se hizo referencia en el apartado anterior.En cuanto a los demás requisitos formales del recurso federal, considero que al caso resultan aplicables los argumentos y conclusiones desarrollados por V.E. en el precedente "Olivera Róvere".


    M. L., Francisco Manuel s/ causa nº 1001/13


    M262, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos de privación ilegítima de la libertad agravada, en concurso real con homicidio agravado. Principio de cosa juzgada. Inversión de la carga de la prueba. Juicio de tipicidad: agravantes con que se calificaron los homicidios. Art. 41 ter del Código Penal: reducción de la pena. Revocación de la detención domiciliaria: obtención de informes médicos. Inadmisibilidad del recurso de queja.


    "El agravio referido a la invocada violación del principio de cosa juzgada, carece de la debida fundamentación, por lo que no debe prosperar. Esa violación se configura cuando concurren las tres identidades clásicas, a saber eadem persona (identidad de la persona perseguida), eadem res (identidad del objeto de la persecución) y eadem causa petendi (identidad de la causa de la persecución), por lo cual, al tener en cuenta que el imputado nofue juzgado en la causa citada por la defensa en apoyo de su pretensión, ni identificó otra donde se lo haya perseguido por los mismos hechos, cabe excluir la afectación del principio en cuestión, al no haberse demostrado la primera identidad señalada.Corresponde igual criterio en lo referido al agravio sobre la supuesta inversión de la carga de la prueba. En rigor, tras su racional valoración, se concluyó que el imputado fue consciente de que su conducta generaba un riesgo jurídicamente desaprobado para la vida de los detenidos, que no podía confiar en que ese riesgo no se concretaría y que, finalmente, esto fue lo que ocurrió, lo que basta para atribuirlelos homicidios a título doloso.En cuanto al agravio referido a las agravantes con las que se calificaron los homicidios, trasunta la mera disconformidad de la recurrente con la sentencia impugnada, pues ésta, contrariamente a lo argumentado por la parte, cuenta con fundamentos suficientes que, más allá de su acierto o error, impidenconsiderarla como arbitraria.En conclusión, el a quo entendió que el juicio de tipicidadformulado por el tribunal oral"resulta adecuado a derecho y a las constancias que surgen de la causa, sin que empece a ello que no se haya podido obtener mayores precisiones en relación a las concretas circunstancias de tiempo y modo exactos en que se produjeron sendas muertes".Por otro lado, la crítica dirigida a la decisión de no reducir la pena de conformidad con lo previsto en el artículo 41 ter del Código Penal, remite a la valoración de circunstancias de hecho y a la interpretación de normas de derecho común que también fueron resueltas con fundamentos suficientes, loque excluye la arbitrariedad.Es claro que aun admitiendo que el imputado haya brindado información útil para culpar a quienes eran sus superiores jerárquicos al momento de los hechos, ello no es suficiente para concluirque identificó, entonces, a individuos con una responsabilidad penal superior a la suya, pues bien puede ocurrir, tal como eneste caso, que la conducta del "hombre de atrás" no tenga un mayor contenido de injusto que la del "hombre de adelante", y que ambas sean consideradas como igualmente necesarias para la consumación de los hechos, mientras que la parte no explicó por qué, por decirlo brevemente, quienes dieron las órdenes deberían ser considerados más responsables penalmente que aquellos que las ejecutaron.Respecto del agravio referido a la revocación de la detención domiciliaria, esa decisión se supeditó a que la condena adquiriera firmeza y a los resultados de los informes médicos necesarios para determinar el estado de salud del condenado. De ello se desprende, en suma, la falta de definitividad de la resolución impugnada, por lo que el recurso extraordinario fue bien denegado también a este respecto (artículo 14 de la Ley 48). La segunda condición a la que se supeditó la revocación de la detención domiciliaria del imputado es decir, la obtención de informes médicos actuales acerca de su salud, exige una nueva resolución que los pondere detenidamente, ya que la detención domiciliaria es una medida excepcional que está encaminada a evitar el trato cruel, inhumano o degradante del detenido o la restricción de derechos fundamentales que la prisión no debe afectar, por lo que si desaparecieran las circunstancias idóneas para provocar alguna de esas dos consecuencias del encarcelamiento, tal como ocurriría, por ejemplo, si se demostrara que el estado de salud actual del condenado permite que sus dolencias sean tratadas adecuadamente en un establecimiento penitenciario, la medida dejaría de estar justificada.


    A., Juan Domingo y otros s/Queja por recurso extraordinario denegado


    CSJ374/2014 (50-A)/CS1-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Instrucción


    Autoridad de Prevención.Atribuciones y Facultades de la Autoridad de Prevención


    Supuesta inconstitucionalidad parcial del art. 195 del CPPN y nulidades resueltas en su consecuencia. Inicio de instrucción por prevención policial: ausencia de requerimiento fiscal de instrucción y pretendida afectación de la garantía de imparcialidad. Doctrina de la arbitrariedad.


    "Es oportunodestacar que en el precedente "Quiroga" la Corte consideró que"la estructuración de un sistema procesal en el que el fiscal es verdaderamente 'titular de la acción penal' supone una arquitectura legislativa compleja, que sin lugar a dudas no ha sido realizada hasta hoy. Frente a esta situación, sólo nos queda a los jueces intentar solucionar con prudencia la difícil convivencia entre el art. 120 de la Constitución Nacional, la ley orgánica del Ministerio Público y un código procesal en el que perduran innumerables elementos inquisitivos, pero que no podrían considerarse 'tácitamente derogados'. Tal situación, si bien obliga a los jueces a examinar bajo una nueva perspectiva reglas procesales que hasta este momento eran aceptadas en nuestro medio casi sin cuestionamientos, exige una interpretación restrictiva de posibles 'derogaciones implícitas', pues, de otro modo, se terminaría generando una enorme incertidumbre acerca de cuáles son las instituciones que aún conservan vigencia. Tal riesgo, característico del recurso al mecanismo de la derogación tácita, se acentúa en un caso como el presente, en que se encuentra en juego la totalidad del ordenamiento procesal nacional".Toda declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedadinstitucional y una de las más delicadas funciones del Poder Judicial y, por ello, debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico, y sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y deincompatibilidad inconciliable.Mientras el Congreso no legisle de otra manera la estructura del proceso penal nacional, es oportuno indicar que la forma de apertura del proceso que aquí se objeta del modelo actual -perfectible como toda creación humana- también ha sido reconocida por calificada doctrina.Descartada la afectación de la imparcialidad del juzgador y su actuación de oficio, la coincidencia del a quo con la declaración de inconstitucionalidad parcial del artículo 195 del Código Procesal Penal y las nulidades resueltas en su consecuencia, deben ser dejadas sin efecto, pues se han fundado en una interpretación que desatiende los antecedentes de la norma, compromete la vigencia del régimen procesal penal legislado por el Congreso e interfiere en las funciones de este Ministerio Público. Asimismo, se aparta de los criterios señalados por la Corte en los precedentes citados. Este aspecto de la sentencia también debe ser descalificado con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad y que la regular actuación de la fuerza de seguridad en las diligencias iniciales no ha menoscabado garantía constitucional alguna del imputado."


    L., Ramón Alberto s/ Causa nº 11.216


    L183,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Juicio


    Juicios Especiales.Juicio Abreviado


    Doctrina de la arbitrariedad. Devolución del expediente al juez de instrucción. Inexistencia de trasgresión al principio “ne procedatiudex ex officio”. Conformidad prestada por el imputado en el juicio abreviado.


    Para la admisibilidad del juicio abreviado, el imputado, asistido por su defensor y sobre la base de aquellos requerimientos, prestó su conformidad sobre la existencia de los hechos, su participación y la calificación legal. El ulterior cuestionamiento al deducir el recurso de casación constituyó un acto en contradicción con esa conducta precedente de la parte interesada y, por lo tanto, ese agravio carecía de la entidad que le atribuyó el a qua.Como consecuencia, de lo expuesto, también cabe descartar la existencia de vicio procesal alguno que habilite la sanción de nulidad del auto de fojas 329/331 resuelta por la Cámara de Casación. En efecto, más allá de que el criterio que aquí se postula habrá de importar un mayor reproche penal hacia el imputado por su responsabilidad en aquel hecho, no se trata del perjuicio atendible a través de ese instituto, el cual no puede ser declarado en exclusivo interés de la ley sino que requiere que el litigante se haya visto privado del pleno ejercicio de su derecho de defensa, supuesto claramente ajeno al sub examine.


    L., Lucas s/ Causa Nº 12.488


    L818,XLVIII-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición


    Arresto preventivo con miras a la extradición. Supuesta violación del derecho de defensa en juicio. Errónea aplicación del art. 12, inciso 1°, del Tratado de Extradición. Se concede la extradición.


    La sola circunstancia de que el requerido no haya estado a derecho durante la sustanciación de la etapa recursiva no es motivo suficiente para concluir que aquí se trata de una condena dictadaen ausencia, pues el proceso, tal como acaeció, no afectó las garantías que la Corte ha tenido en cuenta cada vez que analizó estetema.No se ha logrado demostrar en este caso indicio alguno que permita suponer que el Reino de España haya violado el contenido esencial del debido proceso en tanto se ha verificado el conocimiento de la acusación, la posibilidad de ser oído y la oportunidad de hacer valer los medios de defensa en el momento y forma oportunos.El proceso de extrañamiento no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, toda vez que no envuelve el conocimiento del fondo del asunto, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo. Caben en él sólo las discusiones referentes a la identidad de la persona cuya entrega se reclama y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados que gobiernan el proceso todas éstas cuestiones que se encuentran satisfechas en el caso.


    R., Hugo Norberto s/ Arresto preventivo con miras de extradicion


    R811, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Derecho de extradición. Obstáculo al progreso de una extradición pasiva: "Valenzuela" y "Linardi Martínez". Desistimiento: causal de extinción de la acción penal. Acuerdo entre víctima e imputado."


    "En este tipo de delitos, la acción penal fenece si los imputados reparan integralmente el daño particular causado y la víctima así lo admite; tal es la situación que se presenta en el caso, según se desprende de las actas notariales en las que, inclusive, se desistió expresamente de las querellasadhesivas que habían iniciado.Si el juez argentino rechaza la extradición después de concluir que, deacuerdo con la prueba producida, la acción ha prescripto, su decisión no sería impugnable conjeturando que el Estado extranjero podría esgrimir luego una causal de interrupción no invocada ahora. Máxime cuando, en el derecho de extradición, la regla es que quien solicita la entrega carga con la prueba de que la acción está vigente (d. artículo13, inciso c, de la ley24.767).Desnaturalizaría el objeto de la extradición trasladar coactivamente a los requeridos al sólo efecto de concluir formalmente el proceso, pues la entrega no posibilitaría su juzgamiento y eventual castigo, sino su mera comparecencia en el país de destino. Resultarían idóneas y suficientes las medidas de cooperación penal contempladas, por ejemplo, en el artículo 2 del Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales entre los Estados Partes del Mercosur, la República de Bolivia y la República de Chile, suscripto en Buenos Aires el 18 de febrero de 2002 (aprobado en nuestro país por ley 26.004)."


    C., Ana María y G., Luciano s/ Extradición


    C1226,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por el Reino de España. Participación en una organización dedicada al tráfico de estupefacientes. Descripción satisfactoria de los hechos. Prescripción: análisis según la doble subsunción. Inaplicabilidad del derecho a opción de los ciudadanos argentinos ante la existencia de un tratado: facultad del Estado.


    No es un requisito convencional delimitar en un día, horario y domicilio específicos a la conducta delictiva, sino que basta ubicarla en tiempo y lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso.La doble subsunción del hecho en el proceso de extradición no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa enrelación con un presunto delito que ese país pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese suceso, hipotéticamente, cayese bajo su ley. La configuración de ese principio no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan la entrega reclamada, sino que lo relevante es que normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción y para esta constatación, el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito. La escala penal adecuada para calcular el plazo de prescripción debería ser la correspondiente a la calificación del hecho principal en el que el extraditurus habría intervenido, según la imputación realizada en el Reino de España. Dada la vinculación de los delitos atribuidos a los requeridos en un plan común y en una aparente unidad de acción, ha de estarse, de acuerdo a nuestra ley, a la infracción más grave para el cómputo de la prescripción sin que sea aplicable, en consecuencia, la tesis del paralelismo referida al cómputo de ese instituto para una pluralidad de acciones.Es potestativo para los países firmantes, entregar o no a sus nacionales. Es decir que, por voluntad de los contratantes, el tratado establece una cláusula facultativa en ese aspecto. Ante un tratado internacional que faculta la entrega de nacionales, la decisión recae exclusivamente en el poder administrador.


    "C., Roberto Alfredo; V., Jorge Ramón y F., Jorge s/ Extradición"


    C411,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República Checa. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Requisito de “resolución judicial”. Descripción satisfactoria de los hechos. Aplicación de ley penal más benigna. Requisito de "doble subsunción. Prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidos a torturas o maltratos: no aplicación al caso."


    "Resulta aplicable al caso la doctrina del precedente "Cohen, Yehuda s/ extradición" (C.230, XLVI. R.O., del 30 de agosto de 2011), en donde V.E. sostuvo que el auto librado por un juez, ordenando a las autoridades competentes del Estado de Israel a que presenten la solicitud de extradición, cumple con el requisito de "resolución judicial" previsto en el artículo13, inciso d) de la ley 24.767.Ambos requerimientos contienen una descripción suficiente de los hechos que se le atribuyen al acusado con referencias a la ubicación del tiempo y lugar, y satisfacen, de este modo, la doctrina sentada por V.E. en cuanto a que no resulta necesario delimitar la conducta delictiva en un día, horario y domicilio específicos, sino que basta ubicarla en tiempo y lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso. En otras palabras, cumplen con la finalidad de brindar certidumbre al extraditable sobre los hechos por los cuales habrá de defenderse en el marco del proceso que se lesigue en el Estado requirente.El agravio sobre la posibilidad de que el Estado requirente no aplique la ley penal más benigna carece de sustento, teniendo en consideración que la garantía invocada tiene expresa recepción normativa en el artículo 2°, párrafo 1, del Código Penal de la República Checa, que el Estado requirente manifestó que así lo haría y que no existen razones objetivas que permitan sustentar lo alegado, frente a la confianza depositada en que los tribunales del país checo han de aplicar conjusticia la ley de la tierra.La configuración del principio de la doble subsunción no exige identidad normativa entre los tipos penales en los que sesubsumen los hechos que motivan la entrega reclamada, sino que lo decisivo es que las normas penales de ambos países prevean y castiguen en sustancia la misma infracción para lo cual el juez de la extradición no está limitadopor el nomen iuris del delito.En una adecuada corroboración de la doble incriminación, lo central es determinar si la hipótesis fáctica que el Estado requirente quiere establecer tiene aceptación como típica y punible en nuestro ordenamiento jurídico, circunstancia que se encuentra presente en ambos pedidos deextradición.Al dictaminar en la causa A.1240.XLVIII, "Aquino, Amán Víctor y otro", el 4 de julio de 2013, se ha sostenido que en virtud del principio de no devolución o non refoulement, el Estado argentino no puede desentenderse de las consecuencias del acto de autoridad nacional que concede una extradición y entrega a una persona para ser juzgada o cumplir una condena en extraña jurisdicción.Sin embargo, no basta la mera invocación de prácticas equiparables a la tortura u otros tratos inhumanos O degradantes por parte de las autoridades del país extranjero para sostener la imposibilidad de efectuar la entrega de una persona, sino que debe tenerse en cuenta si existen en la causa elementos específicos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de las autoridades del país reclamante en el caso particular de la persona requerida. Es decir, se trata de evaluar si existe, en función del temor alegado por el apelante y la consideración de todas las circunstancias relevantes, un riesgo real y personal para el requerido, cuestión que no seencuentra presente en el caso.No puede afirmarse pues que existan razones fundadas para suponer que se encuentra configurada la excepción a la extradición prevista en el artículo 8, inciso e) de la ley 24.767, dado que la defensa no aportó prueba que permita establecer una conexión real y concreta con los riesgos abstractamente invocados."


    T., Jiri s/ Extradición


    T338,XLIX-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República de Paraguay. Prescripción del ius puniendi respecto de algunas conductas: precedente “Bongiovanni”. Requisito de la doble subsunción: violación a la patria potestad, falsa denuncia y falseamiento del estado civil.


    Más allá de que el análisis de la extinción de la acción penal en los trámites de extradición debe ser efectuado durante la sustanciación de la audiencia de debate, en tanto no se advierte perjuicio alguno para las partes, puede ser aplicable la doctrina expuesta porel Tribunal en “Bongiovanni”'.En lo relativo a la verificación del requisito de la doble subsunción, la configuración de aquel no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan la entrega reclamada, sino que lo relevante es que las normas penales de los países requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito. Lo decisivo es, entonces, la coincidencia en la sustancia de la infracción.La tarea de subsunción en la legislación nacional presenta ciertas características peculiares, específicas a la naturaleza del proceso de extradición. En efecto, la doble subsunción del hecho no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que ese país pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo su ley. Es decir, mientras que para el país requirente la existencia del hecho es hipotética, para el país requerido lo hipotético es que el hechocaiga bajo su jurisdicción.A poco de repasar la sentencia se advierte que lejos de comprobar si se verificaba el requisito esencial de la doble incriminación, esto es, si el hecho por el cual se requiere la entrega se encuentra conminado en la normativa represiva nacional, el juez de la extradición efectuó una valoración sobre las circunstancias fácticas del caso, que implicó, incluso, revisar la tipificación elegida por los jueces paraguayos, circunstancia vedada de acuerdo a inveterada doctrina de la Corte.En este sentido, las especiales características de este tipo de asistencia judicial internacional, que no constituye un juicio en sentido propio, por lo que no caben en él otras discusiones que las referidas a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados aplicables, quedando el análisis de las cuestiones de fondo y la decisión sobre la culpabilidad o inculpabilidad del requerido a cargo de las autoridades judiciales extranjeras.En atención a que el hecho objeto de imputación en el país solicitante se encuentra tipificado tanto en el ordenamiento jurídico extranjero como en el nacional, y por lo tanto, se verifica la exigencia convencional de la doble subsunción, corresponde revocar la sentencia apelada y conceder la extradición.


    V., Silvia Noemí s/ Extradición


    V267,XLIX-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República del Perú. Alegada extemporaneidad de la requisitoria. Tratado bilateral. Ley de CooperaciónInternacional en Materia Penal.Principio del iuscogens de non refoulment. Prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidos a torturas o maltratos: no aplicación al caso. Tiempo de privación de la libertad. Obligación de sufragar sólo gastos del traslado de la persona. Potestad deljuez de determinar qué pruebas son necesarias. Legitimidad de la conducta de los funcionarios policiales.


    "Los planteos de la apelante son inadmisibles, en tanto constituyen una reiteración de lo que ya fuera ventilado a lo largo del proceso y en el debate, considerado por el a quo de forma ajustada a derecho, al Tratado de Extradición con la República del Perú, y en lo pertinente, a la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal.El argumento de que la tardía presentación del pedido de extradición implicó una violación al derecho de defensa, en tanto no se le brindó oportunidad de pronunciarse respecto de la viabilidad de esa autorización, no debe tener favorable recepción pues, en función de los principios de preclusión y progresividad, que también caracterizan a los procedimientos de extradición, las cuestiones previas pueden ser opuestas, bajo pena de caducidad, hasta inmediatamente después de abierto el debate y, de la simple lectura del acta se advierte que, sin embargo, la parte declinó su planteo.El agravio referido a que el ingreso extemporáneo del pedido de extradición ocasionó la irregular permanencia del imputado en prisión preventiva, es manifiestamente inadmisible en atención a que con la presentación formal del pedido de extradición cesó el instituto de arresto provisorio y, en consecuencia, deviene abstracto un pronunciamiento acerca de los presupuestos que lo sustentaron.Cabe recordar que la declaración de la nulidad procesal no procede en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley sino que, además, debe demostrarse de qué modo los intereses concretos de la parte han resultado afectados por los actos que pretende impugnar, o qué derechos se ha visto privado de ejercer, lo que no ha sido demostrado por el recurrente.Tanto en el tratado bilateral, como en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la única consecuencia que acarrea la remisión tardía de la documentación, es la liberación de la persona requerida, sin que ello implique que no pueda ser nuevamente detenido y concedida su extradición en caso de que posteriormente se reciba la correspondiente solicitud. Sobre el particular, es jurisprudencia de la Corte que la tardía introducción formal del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega, toda vez que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación se prolongue más allá del plazo establecido si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su solicitud.Para que se torne operativa la cláusula legal de excepción - prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidos a torturas o maltratos- debe comprobarse que de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas,a instigación suya, o con suconsentimiento o aquiescencia.Esto es, ni más ni menos, que la positivización del principio del iuscogens de non refoulment, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Ante una situación como la descripta, el país donde se encuentra el individuobuscado debe brindarle refugio.La razón de esta imposición en cabeza de los sujetos de derecho internacional es obvia, pues son responsables de la seguridad de la persona que se encuentra en su territorio. Y como no puede haber extradición más que entre Estados, por cuanto éstos son los únicos que pueden ser parte en ella, la exclusión de la entrega debe obedecer a una manifiesta inaccióno incorrecto proceder de los representantes, organismos o instituciones del país requirente, quienes fallan en su deber de garantir a todos sus habitantes los derechos humanos reconocidos en los instrumentos multilaterales.Partiendo de estas premisas no se advierte que los temores expuestos por el extraditurus puedan generar en el Estado requerido la obligación de no entregarlo.El requisito de que el tiempo de privación de la libertad que sufra el extraditable en el marco de este procedimiento, será tenido en cuenta en el que allí se le sigue, contemplado en el artículo 11.e de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, no se encuentra previsto en el convenio específico. Como la Corte tiene dicho, ante la existencia de un tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre las naciones.Independientemente de ello, el juez de la causa dispuso poner en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, conforme la doctrina de Fallos: 329:1245.El planteo referido a que el estado requirente no garantizó que sufragará los gastos del inmediato viaje de regreso en caso de que el extraditurus fuese declarado exento de responsabilidad en el hecho es improcedente.Las reglas convenidas en el tratado bilateral son las que rigen el procedimiento de extrañamiento, y en él se prevé que el Estado requirente sufragará únicamente los gastos relativos al traslado de la persona reclamada a esa Parte. Más aún, para el supuesto de extradición simplificada –asimilable al allanamiento- en el que no se estipula ninguna erogación especial en cabeza de las autoridadessolicitantes.La determinación de qué pruebas son necesarias es una potestad del juez quien, no debe conformar su decisión a las pretensiones de la parte, sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Este criterio es concordante con la estructura del proceso penal nacional (aplicable al presente por la remisión del artículo 30 de la ley 24.767 a las normas del juicio correccional) en el cual el magistrado puede rechazar pruebas si las considera impertinentes o inútiles o"impertinentes o sobreabundantes".La Corte ha entendido que resulta legítima la conducta de los funcionarios policiales, a la luz de la normativa que regula su accionar, cuandose enmarca en los conceptos de"sospecha razonable", "causa probable" o "razones urgentes" (cfr. doctrina de "Fernández Prieto", "Tumbeiro", "Monzón";"Szmilowsy"; entre otros), presentes al momento de la detención del requerido, según surge de la declaración del oficial de la fuerza de seguridad que la llevó a cabo."


    S. F., E. J., s/ Extradición - Art. 54


    S383, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Delito de asociación ilícita y los delitos particulares que se cometen en razón de ella. Licitación irregular: sobornos para lograrla adjudicación del proyecto. "Duque Salazar" y "Cabrera": precedentes en los que se ampara la defensa."


    "La Corte destacó que la identidad de objeto apunta a evitar que se repita la imputación de un comportamiento determinado históricamente, cualquiera sea el significado jurídico -nomen iuns- que se le ha asignado.Esa doctrina resulta valiosa para resolver en autos, pues el planteo del apelante se sustenta en la errada creencia que la sentencia condenatoria o absolutoria en la jurisdicciónargentina lo dejará definitivamente inmune frente al conocimiento de otros episodios relacionados con el caso. Por el contrario y tal como han sido precisadas las imputaciones, la extradición del imputado procede sin necesidad de acudir a la inteligencia del artículo 5 del tratado de extradición aplicable, desde que el Estado requirente investiga hechos que, más allá de la común referencia al ''Proyecto DNI", resultan independientes y no han desencadenado la apertura de un proceso en la jurisdicción argentina.El argumento de la defensa ni siquiera sería persuasivo respecto de sistemas que, a diferencia del nuestro, consagran una relación de concurso ideal entre el delito de asociación ilícita y los delitos particulares que se cometen en razón de ella. En Alemania, por ejemplo, el Tribunal Supremo Federal tiene dicho que una persona condenada por su pertenencia a una organización criminal no puede impedir luego su juzgamiento por un hecho particular, cometido durante el intervalo en que esa organización estaba activa; la única condición para que proceda el segundo juicio es que el delito instantáneo sea más grave que el delito permanente.La doctrina de ese país objeta parcialmente el criterio escogido; algunos autores sostienen que se trata de un concurso real, mientras que otros, en cambio, aunque consideran que media un concurso ideal, se resisten a ver en la gravedad de los delitos la pauta dirimente. Sin embargo, existe consenso casi unánime respecto del núcleo de la cuestión, en cuanto a que la prohibición de la doble punición no impide el segundo juzgamiento.En casos como éste, el imputado no puede aspirar a la impunidad respecto de aquellas circunstancias que resultan prescindentes para explicar y acreditar la hipótesis acusatoria en el primer proceso. Es que, más allá de la forma en que se despeje la cuestión concursal, parece evidente que el esclarecimiento del cohecho no demanda detenerse en el supuestoacuerdo que los directivos habrían celebrado para cometer ése y otros delitos.La invocación de la nacionalidad argentina carece de relevancia a los fines de decidir sobre el pedido de extradición, pues el artículo 3 del tratado determina que no se lo podrá denegar porque la persona reclamada seanacional del Estado requerido.En razón de lo expuesto, la Corte debe rechazar el recurso interpuesto por la defensa y confirmar la sentencia en todo cuanto resultó materia de apelación."


    T., Andrés Ricardo s/ Exhorto


    T37,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Interpretación del Tratado de Montevideo de 1889 y de la Ley 24.767: procedimiento. Derecho de defensa en juicio y debido proceso. Pretendida declaración de improcedencia invocando: delitos políticos o conexos a estos, violación del principio de doble incriminación y falta de correspondencia entre figuras penales, prescripción de la acción, garantía del juez natural y riesgo de exposición a tratos crueles, inhumanos o degradantes.


    "La lectura del juez acerca del juego entre el Tratado de Montevideo de 1889 y el procedimiento establecido por la ley 24.767 es razonable en función del principio de pacta sunt servanda, de las reglas de interpretación establecidas por la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados y de los alcances que V.E. le ha asignado a la regla de subsidiariedad prevista poraquella ley de derecho interno.En efecto, el artículo 36 del Tratado establece que una vez producida la prueba, el incidente será fallado sin más trámite declarando si se hace o no lugar a la extradición y otorga derecho a la apelación, mientras que el artículo 30 de la ley 24.767 dispone que el juicio de extradición se llevará a cabo conforme las reglas que para el juicio correccional establece el Código ProcesalPenal de la Nación. Sin embargo, su artículo 2 determina que ésta será aplicable cuando no exista un tratado entre el Estado requirente y nuestro país. En caso contrario, sus normas servirán para interpretar el convenio vigente y resultarán aplicables en todo lo que aquel no dispusiera en especial. En cuanto a esta regla de subsidiariedad, V.E. ha expresado reiteradamente que su activación no justifica la incorporación de recaudos no incluidos expresamente en el acuerdo internacional, pues de ser así, se afectarían los principios anteriormente citados.En el caso "Pozo Gamarra", V.E. sostuvo que la solicitud de entrega de una persona, formulada en el marco del Tratado Penal Internacional de 1889, debe ajustarse necesariamente a sus disposiciones y que la extradición debe ser acordada sin otras restricciones que las que el tratado contiene, debiendo dejarse sin efecto la imposición de condiciones incluidas en normas de derecho interno que aquel no prevé por ser ajenas a la voluntad de las partes.En consonancia con esa doctrina, al expedirse esta Procuración General in re "Borelina", se afirmó que el Tratado de Montevideo de 1889 instituye un régimen especial que no ha sido derogado por la ley 24.767, ni denunciado por la República Argentina ante los Estados parte de la Convención. Eneste sentido, se sostuvo que: "(...) si bien la especial naturaleza de los procedimientos de extradición no admite concluir que el sujeto requerido se encuentra excluido de la garantía constitucional de la defensa en juicio, la preservación de esta garantía no implica -como sí podría entenderse del juicio criminal- la necesidad de un contradictorio: con la posibilidad de que el sometido a la extradición pueda interponer defensas, resultará una protección adecuaday suficiente de sus derechos…”.No basta un cuestionamiento en abstracto respecto del procedimiento previsto por el Tratado de Montevideo, para la debida fundamentación del planteo fundado en elmenoscabo de las garantías constitucionales de defensa en juicio y el debido proceso legal.Es criterio de V.E. que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre la totalidad del material probatorio que ha sido aportado, sino sobre lo relevante para fundar sus conclusiones y que no es obligación del tribunal conformar su decisión a las pretensiones de la parte sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas.El devenir de la solicitud de extradición revela que ese instrumento internacional fue invocado por todos los actores procesales desde el inicio de la causa y, si bien es cierto que el juez dispuso la citación a juicio, las partes presentaron sus defensas según el procedimiento del tratado y el juez produjo la prueba solicitada en lo que consideró conducente para la solución del litigio. Si se suma a ello el hecho que el a quo dio respuesta a los planteos sustanciales de las partes, es posible sostener que el caso dista de los juzgados por V.E. en "Borelina", "ArIa Pita" y "Campos”.Lo que es central para solucionar el caso es la ausencia de indicadores sobre una violación material del derecho de defensa, pues de otro modo el agravio se reduciría a un mero ritualismo no compatible con el buen serviciode justicia.El trámite permite descartar la existencia de afectación a las garantías fundamentales y, además, la oposición de la defensa, la apertura a prueba, la posibilidad de deducir excepciones y el tratamiento por parte del a quo de cada uno de los puntos introducidos por esa parte, importan aspectos sustanciales del proceso que impiden asimilar el sub judice a los precedentes invocados por los apelantes.La doctrina aplicable al sub judice es la sentada por V.E. in re"Pozo Gamarra, allí el Procurador Fiscal ante la Corte concluyó que:" ...el procedimiento que prevé la Convención de Montevideo de 1889 no es, de por sí, violatorio de estas garantías esenciales sino que,por contrario, atiende a un adecuado ejercicio del derecho de defensa, si bien bajo presupuestos distintos al de la oralidad porel que ha optado la ley 24.767". La Corte, por su parte, compartió el criterio en cuanto a que el procedimiento aplicable era el previsto en el acuerdo de cooperación, y desestimó el agravio fundado en la supuesta omisión de aplicar el proceso previsto por la ley interna, pues no se había demostrado una lesión efectiva al derecho de defensa en juicio.Es correcta la remisión al precedente"Crousillat Carreño", pues allí la Corte sostuvo que los actos de corrupción, quedaban excluidos de la caracterización como delitos políticos en los términos del tratado de extradición, pues el Estado se obligó a concederla mediante un instrumento internacional multilateral.El planteo sobre eventuales irregularidades del proceso principal, excede el trámite de este pedido y, en todo caso, deberá ser ventilado ante los tribunales del Estado requirente, donde existen mecanismos nacionales y supranacionales de protección de los derechos humanos que podrían ser puestos en marcha por el extraditurus. Por lo demás, en el caso "Pozo Gamarra", la Corte Suprema de Justiciade la Nación ha sostenido que"... las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales celebrados deben ventilarse en el proceso que se le sigue a la persona en el país”. Es jurisprudencia de esta Corte que las solicitudes de extrañamiento no constituyen un juicio contra el reo en sentido propio y que no caben contra él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados.La subsunción del hecho en la figura penal es una cuestión que se vinculan al juicio de responsabilidad y por tanto, resultan ajenas al análisis que debe efectuarse en un trámite de extradición.En cuanto a la selección de un tipo penal menos gravoso y la pretensión de que la identidad deba darse a la luz delsupuesto de complicidad en el delito de malversación o, alternativamente, de la figura de encubrimiento, vale recordar la doctrina de VE., según la cual los Tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por el país requirente, pues aquel extremo debe ser resueltoen el proceso penal pertinente.La cuestión de la doble incriminación en relación con el delito de peculado, fue motivo de expreso tratamiento por parte del Ministerio Público Fiscal en el precedente "Crousillat Carreño". En este sentido, es posible afirmar que la conducta atribuida constituye prima facie alguna clase de intervención en el delito de peculado al que se refiere el artículo 261 del Código Penal Argentino. En el mismo precedente V.E. consideró que, más allá de los límites del dolo, no existía ningún impedimento para fundar la participación de un tercero como extraneus enun delito especial propio.V.E. tiene dicho que,"este tipo de procedimiento no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues él no envuelve en el sistema de legislación nacional sobre la materia, el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido, en los hechos que dan lugar al reclamo" y que "la limitación temporal establecida por el alcance de la imputación extranjera rige para desestimar cualquier defensa que se intente ya sea para antedatar o postergar ese hito consumativo a partir de elementos probatorios que han sido incorporados a la causa sólo como actos de manifestación de laactividad ilícita imputada".En el precedente "Crousillat Carreño", V.E. analizó la legislación peruana sobre prescripción en relación con elpeculado. En efecto, se señaló"(...) no resulta en modo alguno irrazonable que la duplicación de los plazos de prescripción sea aplicable a quien haya participado en ese tipo de delito, en tanto lanorma mencionada no establece distinción alguna basada en la calidad de su sujeto activo. No se trata, por tanto, de una extensión de la previsión legal, sino de su directa aplicación. Por lo demás no existen serios reparos para denegar la extradición solicitada, sobre la base de una interpretación que incluso resulta controvertida en el propio país requirente, en donde se resolverá concarácter final la cuestión".La acción no se encuentra prescripta en este caso, según la legislación del Estado requirente, lo cual satisface el recaudo del artículo 19, inciso 4°, del tratado aplicable.En "Crousillat Carreño" V.E. descartó que los Juzgados Penales Especiales de la República del Perú constituyeran comisiones especiales prohibidas por el artículo18 de la Constitución Nacional.Según el principio de non refoulemmt, el Estado argentino no puede desentenderse de las consecuencias del acto de autoridad nacional que concede una extradición y entrega a una persona para ser juzgada o cumplir una condena en extraña jurisdicción.Sin embargo, no basta la mera invocación de prácticas equiparables a la tortura u otros tratos inhumanos o degradantes por parte de las autoridades del país extranjero para sostener la imposibilidad de efectuar la entrega de una persona. Por el contrario, debe tenerse en cuenta si existen en la causa elementos específicos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del país reclamante en el caso particular de la persona requerida."


    M.L., Saúl Eduardo s/ Extradición


    M523,XLVIII-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Cumplimiento de la pena privativa de la libertad en la Argentina: diferencia con elderecho a opción del nacional.


    "No es el Poder Judicial quien debe decidir respecto de la posibilidad de que el imputado cumpla la condena en la República Argentina. Ello es así puesto que, cuando los artículos 82 y 83 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal admiten que las penas privativas de libertad impuestas por un tribunal de un país extranjero a nacionales argentinos podrán ser cumplidas en la Argentina, no está haciendo referencia al ejercicio de la opción del nacional en el proceso de extradición, sino a otro supuesto. En este último caso, de lo que se trata es de una renuncia de la jurisdicción por parte de un Estado extranjero a favor de la República Argentina para que sus tribunales ejerzan la potestad punitiva que, en rigor, le corresponde al Estado extranjero. Por su parte, en los supuestos del artículo 82 y 83 lo que se aplica es una medida administrativa, destinada a determinar el lugar de cumplimiento de la condena, conforme la pretensión del condenado, y siguiendo criterios humanitarios para una mejor resocialización; esto es, para que se cumplan adecuadamente los fines de la pena.La confusión entre el régimen aplicable para personas condenadas respecto de la llamada "opción del nacional" con el correspondiente a las personas enjuiciadas, precipitó al juez a denegar indebidamente la extradición, en violación delderecho de defensa en juicio.Se debe anular la decisión apelada, por no representar una derivación del derecho vigente, en perjuicio de las garantías de la persona requerida. Sin perjuicio de ello y a diferencia de lo postulado por la defensa, corresponde reenviar las actuaciones al juez de la causa para que se expida conforme a derecho."


    B., Emilio s/ Extradición


    B996,XLVIII - 16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Pedido solicitado por la República de Chile. Delitos de estafa y giro doloso de cheques. Mínimo de punibilidad en abstracto: no justifica el trámite internacional.


    El artículo 1.bdel convenio multilateral establece que para que proceda una extradición el hecho debe estar conminado por las leyes del estado requirente y del requerido, con la pena mínima de un año de privación de la libertad, y la Corte ha establecido que ese mínimo de punibilidad es en abstracto y como extremo inferior de la escala represiva según el propósito de excluir la posibilidad de reclamos para aquellos delitos que por el monto de las penas no justifican trámites internacionales de este tipo.En tales condiciones, atendiendo a que los delitos de estafa y giro doloso de cheques por los que se solicita la extradición, se encuentran castigados en las legislaciones del país requirente y requerido con penas mínimas que no superan el año de privación de la libertad (artículos 468 del Código Penal y 22 de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, de la legislación trasandina, y artículos 172 y 302 de nuestra ley sustantiva), debe denegarse la entrega.


    L. W., Gastón José s/Extradición


    CFP10983/2013/CS1-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Pedido solicitado por la República Popular China. Solicitud no emanada de un magistrado con potestad jurisdiccional.


    La solicitud de extradición no emana de un magistrado con potestad jurisdiccional, sino de las autoridades ejecutivas del país requirente, en virtud de la competencia que su ley interna les confiere pararealizar este tipo de pedidos.Atendiendo a los numerosos precedentes en los que la Corte ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto de la manda contenida en el artículo 13.d dela ley de extradiciones, y en particular en rogatorias internacionales provenientes de la República Popular China, el extremo exigido por la legislación interna no se encuentra satisfecho.


    L. R., Alvarado s/ Recurso directo - extradición cooperación en materia penal - ley 24.767


    L447,XLIX-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Principio ius cogens de non refoulment. Comité contra la Tortura: prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidos a torturas o maltratos (Fallos: “Gómez Gómez”, “Crousillat Carreña” y “Acosta Gonzalez”).


    "Para determinar si el riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción contemplada por la ley 24.767, como se ha sostenido en los mencionados fallos, debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de lajusticia del país requirente.Para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con suconsentimiento o aquiescencia.No puede afirmarse que exista en el Estado solicitante del auxilio transnacional, un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que impliquen un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales, infligidos por un funcionario público u otrapersona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia. Por lo tanto, no existen motivos para denegar la entrega de la persona requerida.Sin perjuicio de ello, como es responsabilidad del país que solicita la extradición velar por su seguridad, como la de cualquier persona que se encuentre dentro de su territorio, nada impide que el juez de la extradición, previo a efectivizar la entrega, solicite al Estado requirente que garantice que adoptará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física y psíquica del imputado, en un establecimiento de detención que satisfaga lo regulado en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas."


    R. V., Jorge Juan s/ Extradición


    R108,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición. Situación de los hijos menores. Subsunción del delito extranjero en el ordenamiento nacional. Condiciones de detención. Tiempo de privación de la libertad.


    "No asiste razón a la defensa en las nulidades que postula, en tanto conforme V.E. lo señaló en el precedente "Bongiovanni", la nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma, y en el caso, no se observa gravamen alguno que amerite tal sanción, con la consecuente dilatación del fin del procedimiento.En lo que atañe a la nulidad por vicio del procedimiento con sustento en que no se le dio intervención en el presente trámite a los hijos menores de edad del extraditurus, V.E. ha tenido oportunidad de pronunciarse a esterespecto, en "Lagos Quispe", "Paz", "Schmidt", "López", yen "Mercado Muñoz", donde sostuvo que esta queja resulta infundada tanto como causal deimprocedencia como de nulidad.Respecto de la adecuada subsunción de los delitos extranjeros en la legislación nacional, la defensa se limita a señalar que no se explicita en la sentencia recurrida los artículos que contienen esos tipos penales, más no cuestiona su existencia, ni que aquéllos son aptos, por su cuantía punitoria, paraconceder el auxilio reclamado.Por otra parte, la decisión de recabar las potenciales condiciones de detención a las cuales podría resultar sometido el extraditable en caso de ser privado de su libertad en el país solicitante, no es una cuestión exigible convencionalmente, sino que es consecuencia de planteos relativos a la posibilidad de que se vea expuesto a sufrir torturas o tratos inhumanos, sin que esa situación se avizore de las constancias causídicas y no ha sido siquiera propuesta por la parte recurrente a lo largo del proceso de extrañamiento.Finalmente, nada impide que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, conforme la doctrina de Fallos: 329:1245, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento."


    R., Ricardo s/ Extradición


    R459, L-20 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición Pasiva.Pedido de Extradición


    Extradición requerida por la República de Italia. Condena dictada en rebeldía. Violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso.


    Tiene resuelto la Corte Suprema que el orden público internacional argentino, enriquecido a la luz de los principios contenidos en los tratados de derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional, continúa reaccionando frente a una condena criminal extranjera dictada in absentia cuando resulta que el requerido no gozó de la posibilidad de tener efectivo conocimiento del proceso en su contra en forma oportuna a fin de poder ejercer su derecho a estar presente y ser oído. De esta forma, la entrega del extraditurus para el cumplimiento de una condena dictada en su ausencia en Italia se toma improcedente, pues ello importaría una violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso que lo amparan, aun cuando el procedimiento de extradición al que se encuentra sometido es de naturaleza especial.


    R. C., Parmenio s/ Captura internacional – Roma


    R413,XLIX-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición requerida por la República de Italia. Condena extranjera dictada en rebeldía: violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso.


    Es precedente de la Corte Suprema que el orden público internacional argentino, enriquecido a la luz de los principios contenidos en los tratados de derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional, continúa reaccionando frente a una condena criminal extranjera dictada in absentia cuando resulta que el requerido no gozó de la posibilidad de tener efectivo conocimiento del proceso en su contra en forma oportuna a fin de poder ejercer su derechoa estar presente y ser oído.De esta forma, la entrega del extraditurus para el cumplimiento de una condena dictada en su ausencia en Italia se torna improcedente, pues ello importaría una violación de las garantías de la defensa enjuicio y el debido proceso que lo amparan, aun cuando el procedimiento de extradición al que se encuentra sometido es de naturaleza especial.


    R. de L., Alfredo Juan José s/ Extradición


    R919,XLVIII-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición requerida por la República de Italia. Violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso. Desestimiento del recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal.


    En materia de extradición, la Corte Suprema sostiene que el orden público internacional argentino, enriquecido a la luz de los principios contenidos en los tratados de derechos humanos que gozan de jerarquía constitucional, continúa reaccionando frente a una condena criminal extranjera dictada in absentia cuando resulta que el requerido no gozó de la posibilidad de tener efectivo conocimiento del proceso en su contra en forma oportuna a fin de poder ejercer su derecho a estarpresente y ser oído.De esta forma, la entrega del extraditurus para el cumplimiento de una condena dictada en su ausencia se toma improcedente, pues ello importaría una violación de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso que lo amparan, aun cuando el procedimiento de extradición al que se encuentra sometido es de naturaleza especial.


    G. B., Jorge Juan s/ Infracción ley 1.612


    G620,XLIX-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República Checa. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal - 24.767. Interpretación de la ley internacional. Derecho de defensa.


    "En el presente caso, el a quo rechazó la rogatoria internacional por considerar que la legislación del país solicitante, no garantizaba satisfactoriamente que la condena dictada en ausencia de la requerida sea revisada en un nuevo juicio, donde pueda ejercer efectivamente su derecho a una adecuada defensa (artículo ll inciso D de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal -24.767- que rige el presente trámite,en función de su artículo 2°).Sin embargo, la legislación del país requirente (Republica Checa) asiste razón al juez de la extradición, en cuanto a que la realización de un nuevo juicio no es una consecuencia necesaria e inexorable de la entrega de la extraditurus al Estado solicitante, por cuanto ésta debe formular su oposición a lacondena dictada en su ausencia.En tal sentido, el hecho de que la legislación checa otorgue a la requerida la posibilidad de decidir, según su conveniencia, si consiente o se opone a una sentencia dictada en su contra, no puede interpretarse como una limitación a su derecho de defensa; por el contrario, podría brindarle mayores facultades aún.Si bien parecería que cualquier sentencia condenatoria actuaría en desmedro de sus intereses, no debe soslayarse la posibilidad de que la persona cuya entrega se reclama considere que aquélla es justa y que se adecua a sus pretensiones. O que, simplemente prefiere evitar la reedición de un proceso, de por sí, traumático.Por ello, la ley de forma del estado requirente prevé las dos opciones: a) que la persona extraditada consienta la ejecución de la pena impuesta, o b) que no la acepte, y se celebre en consecuencia un nuevo juicio (artículo 308, párrafo tercero, de la ley 141/1961 de la Colección de Leyes, el Código de Procedimiento Penal de la República Checa.Sentado, entonces, que lejos de cercenar sus derechos, la previsión legal leotorga mayores posibilidades en su ejercicio, es de destacar que la circunstancia de que el impulso de la revisión de la sentencia dictada en su ausencia quede en manos de la persona condenada en nada afecta la vigencia y efectividad de la garantía de que se celebre un nuevo procedimiento.Por otro lado, en relación a las cuestiones que se dirigen a cuestionar la legalidad del procedimiento de origen, o de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente, constituyen defensas que han de ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera con competencia para ello, ya que lo contrario conduce a desnaturalizar el procedimiento de la extradición, que no admite otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes y los tratados que regulen la materia.De este modo, resulta oportuno destacar que la legislación checa contempla dos hipótesis ante la sujeción a derecho de la persona declarada rebelde: a) que el proceso se encuentre en pleno trámite; o, b) que haya recaído condena.Según sea el supuesto, los procedimientos a aplicar distarán en lo específico de la impugnación de la sentencia, mas no en cuanto al alcance de las facultades reconocidaspor el ordenamiento jurídico.Así, si el individuo buscado es habido durante el procedimiento, la legislación prevé que las medidas probatorias producidas vuelvan a ser practicadas a petición de la parte, siempre y cuando no fueran de aquéllas irreproducibles. Por lo demás, en virtud de que el juicio se encuentra aún en pleno trámite, el imputado podrá, ofrecer todas las pruebas que sean de su interés y brindar suparecer respecto de las mismas.En su defecto, si la persona se encuentra a derecho luego de dictada la sentencia y optase por no consentirla, podrá gozar de las facultades previstas para el supuesto anterior, con las mismas limitaciones respecto delos actos que fuera imposible reeditar. Y si bien no se hace mención expresa a la posibilidad de introducir nuevas medidas de prueba, esa circunstancia obedece a que no resulta necesario hacerlo, por cuanto la letra del artículo es suficientemente clara respecto del procedimiento a adoptar, cuando dispone que "se continúa en el proceso penal de acuerdo con las disposiciones generales", esto es, con el ejercicio del ius puniendi y el pleno goce y ejercicio de los derechos de la defensa, con la particularidad de que, atento lo especial del instituto del trámite en ausencia del imputado, se podrán reproducir las pruebas ya practicadas,siempre que ello fuere posible.Finalmente, la circunstancia de que no todas las medidas practicadas sean indefectiblemente repetidas en el nuevo proceso, no toma incierto el efectivo ejercicio del derecho de defensa.Por un lado, se prevén únicamente dos hipótesis en las cuales pueda verificarse ese impedimento: a) que las pruebassean de las que se denominan "definitivas eirreproducibles"; o b) que la reproducción de éstas estén impedidas por alguna circunstancia importante.Indudablemente, la valoración de qué cuestionespuedencaracterizarse como "importantes", con la consecuente capacidad de limitar la reedición probatoria, depende de la sana crítica del juzgador.Por lo expuesto, se consideró que las razones expuestas por el a quo para denegar la entrega reclamada responden a una errónea interpretación de las constancias que obran en la causa, circunstancia que no puede ocasionar el rechazo de la requisitoria extranjera."


    K., Vilma s/ Extradición


    K32,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República del Perú. Tratado sobre extradición firmado con la República del Perú. Requisito de la "doble incriminación": sólo darán lugar a la entrega las conductas que sean consideradas delictivas por ambos Estados parte. Artículo 210del Código Penal de la Nación."


    "El trámite de extradición, no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni compete al tribunal pronunciarse sobre si la comisión del delito se encuentra probada o acerca de la culpabilidad del acusado.Sin embargo, en las presentes actuaciones, la sentencia apelada se ha involucrado en cuestiones de esa índole al negar que la organización que integraba el sujeto reclamado tuviera la finalidad de cometer delitos. Toda vez que, en los términos autorizados por el Tratado de Extradición firmado con la República del Perú, se solicitó a las autoridades judiciales del Estado requirente que aclarasen si en el tiempo que ocurrieron los hechos, la organización a la cual pertenencia el requerido podía ser calificada como una asociación ilícita con al menos dos de las características descriptas en el artículo 210 bis del Código Penal de la Nación; y en respuesta a ese pedido se obtuvo un informe de la Sala Penal Nacional del Perú en que se da a la pregunta del juez una categórica respuesta afirmativa.De este modo, conforme al criterio de V.E., para la verificación de la doble subsunción lo relevante es el examen de los hechos tal como están narrados en la requisitoria y su documentación adjunta, razón por la cual la sustancia de la infracción imputada al extraditable encuadra en el artículo 210 bis del Código Penal, toda vez que ha tomado parte, cooperado o ayudado a la formación o el mantenimiento de una organización con las características descriptas en esa norma.Por lo expuesto, se debería revocar la sentencia apelada y hacer lugar a la extradición solicitada por la República del Perú."


    E. P., Rolando s/ Extradición


    E171,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Pedido solicitado por la República de Chile. Delito de lesiones gravísimas consumado. Cumplimiento de los requisitos del tratado. Autenticidad de la documentación remitida por vía diplomática. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767). Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. Criterios para el escrutinio de la existencia de tortura.


    "La defensa planteó dos objeciones contra la sentencia que procede la extradición del reclamado: el incumplimiento del recaudo establecido por el artículo 5 de la Convención Interamericana sobre Extradición de Montevideo de 1933, en tanto el Estado requirente no habría acompañado al pedido de extradición la copia auténtica de la orden de detención; y la vulneración del principio non refoulement, que la apelante deriva, en esta materia, de lo dispuesto por los artículos 1, inciso 1, y 5, incisos 1 y 2, CADH; por el artículo 2, incisos 1 y 7, del PIDCP; artículo 13 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; artículo 3, incisos 1 y 2, de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; y artículos 2 y 8, inciso e, de la ley 24.767; en razón de que existe un riesgo real y personal de que el solicitado sea torturado o sometido a prácticas equiparables en el país requirente.Cabe tener presente que la Convención de Montevideo de 1933 exige que se acompañe al pedido formal de extradición la copia auténtica de la orden de detención emanada del juez competente (cfr. artículo 5, inciso 2). Cuyo recaudo se ha cumplido, incorporándose al expediente copia certificada de la orden de detención librada contra el requerido que ante la imposibilidad de sermaterializada, generó la rebeldía, la posterior formalización de la investigación en ausencia del imputado y, por último, su pedido de extradición.Se ha dado cumplimiento al recaudo previsto en el Tratado y se considera satisfecha la necesidad de acreditar la seriedad y corrección de los procedimientos seguidos contra la persona reclamada en el país requirente.En tal sentido, la autenticidad de las copias remitidas surge de la misma Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), en tanto la documentación remitida por vía diplomática no requerirá legalización y, la presentación en forma de los documentos hará presumir la veracidad de su contenido y la validez de las actuaciones a que se refieran (artículo 4). Esto, pues se encuentran al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el ministro extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso.En lo que se refiere al segundo agravio, es criterio de V.E. que no basta la mera invocación de prácticas equiparables a la tortura u otros tratos inhumanos o degradantes por parte de las autoridades del Estado extranjero para sostener la imposibilidad de efectuar la entrega de una persona. Por el contrario, debe tenerse en cuenta si existen en la causa elementos específicos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación de la justicia del país requirente en el caso particular de la persona requerida.De este modo, El Comité contra la tortura, ha desarrollado una serie de criterios para el escrutinio de la existencia de ese peligro. Entre otras cuestiones, ha establecido que el riesgo de torturas debe fundarse en razones que vayan más allá de la pura teoría o sospecha, aunque no es necesario demostrar que es muyprobable (punto n° 6); y que:"EI autor debe probar que se encuentra en peligro de ser sometido a tortura, que la existencia del peligro es fundada, de la manera en que el Comité ha señalado, y que el peligro es personal y presente. Cualquiera delas partes puede presentar toda la información pertinente para que se tenga en cuentaa ese respecto" (punto n° 7).Bajo la línea de variosprecedentenacionales e internacionales, se sostiene que las manifestaciones del extraditurus no han precisado los establecimientos carcelarios en los que habría estado detenido en ese país, el contexto o momento en que habría recibido esos ataques y qué rol asumieron las autoridades del país en relación con esos hechos. Por lo que, las consideraciones de la apelante no constituyen un fundamento atendible para eludir la cooperación demandada por el Estado requirente. Su denuncia genérica no permite conocer las razones por las cuales se sospecha que el eventual encierro del solicitado, en cualquier cárcel de ese país lo expondría a un riesgo real y cierto de ser torturado y las circunstancias mencionadas no pueden tenerse como un pronóstico verosímil de que se generen hechos de violencia y/o de que el Estado no brinde la protección necesaria para evitarlos.


    O. B., José H. s/ Extradicion


    O1,XLIX-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición. Situación de las hijas menores. Precedentes:"Lagos Quispe" y "Vanesa López". Interés superior del niño. Control de proporcionalidad: situaciones de extraordinaria gravedad."


    "Ambos precedentes han ratificado que la extradición es una causal de separación entre padres e hijos que en principio no resulta objetable a la luz de la Convención de los Derechos del Niño. Según esa doctrina, el deber del Estado en tales casos consiste en proporcionar"cuando se le pida, a los padres, al niño o si procede, a otro familiar, información básica acerca del paradero del familiar o familiares ausentes, a no ser que ello resultare perjudicial para elbienestar del niño". Por otra parte, la Corte ha hecho hincapié en que el derecho de audiencia que la Convención reconoce al niño en todos los asuntos que lo afectan debe ser ejercido"en consonancia con las normas de procedimientode la ley nacional".En ''Vanesa López", V.E. sostuvo también que la consideración del "interés superior del niño" no queda únicamente circunscripta a los órganos judiciales, sino que comprende a todas las instituciones estatales, que deberán examinar de qué manera los derechos e intereses del niño resultan conculcados por las decisiones y medidas que adopten. Concretamente, señaló que cada una de las autoridades a las que competa intervenir en lo que resta delprocedimiento deberá estudiar,"en la oportunidad y bajo la modalidad que mejor se ajuste a las particularidades del caso y en forma sistemática, cómo los derechos y los intereses de las hijas de la requerida pueden verse afectados", y recurrir luego a los mecanismos disponibles para reducir el impacto negativo sobre su integridad que laextradición pudiera generarles.Sin perjuicio de lo dicho, en situaciones de extraordinaria gravedad, las autoridades judiciales deben efectuar un análisis previo en el que se pondere la proporcionalidad de esa injerencia en el círculo familiar de la persona requerida.Cuando el problema se presenta con motivo de una extradición, no puede pasarse por alto que ésta difiere de otras formas de separación entre padres e hijos, pues suscita un escenario en el que es harto improbable que éstos acompañen a aquéllos a su lugar de destino. Se trata de una decisión que, sin duda, impactará negativamente en su vida cotidiana y en eldesarrollo de su personalidad.Por las razones apuntadas por la Corte, sin embargo, el deber de asignar al interés superiordel niño una "consideración primordial"no podría entenderse como una preeminencia general y a priori, pues ello equivaldría, en contra de lo previsto por la propia Convención, adescartar todas las extradiciones de aquellos progenitores de niños, niñas y adolescentes. Según se ha indicado, existen razones de enorme peso que aconsejan el cumplimiento de los tratados bilaterales y multilaterales de extradición, aún a costa de los padecimientos que ordinariamente experimentarán los familiares y allegados del imputado; es que, como sostiene la Corte desde antaño, el fundamento de este instituto radica en el interés común a todos los Estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos. Ese interés ostenta un valor abstracto constante, que se acrecentará o reducirá según el caso, en función de la gravedad de los hechos imputados al extraditurus, de la actitud asumida por el Estado requirente a lo largo del proceso, de la exhaustividad con la que documenta elcontenido de la petición, etc.Lo decisivo, es definir si la afectación que la extradición producirá en los intereses de las hijas menores guarda proporción en relación con el interés que sirve de sustento al pedido de cooperación, atento las particularidades del caso bajo análisis.En las condiciones descriptas, y dado que en el sub examine se ha alegado una importante injerencia en los derechos que gozan las niñas de acuerdo con el estándar especial que les asegura la Convención de los Derechos del Niño, parece pertinente que los magistrados de la instancia anterior profundicen en la indagación sobre la intensidad de dicha afectación ordenándose las medidas necesarias para conocer cuáles son las consecuencias concretas que las niñas experimentarán con motivo de la partida de su madre.La decisión cuestionada no ha avanzado sobre cuestiones cruciales para determinar la gravedad de la interferencia y ello impide analizar seriamente la proporcionalidad del traslado."


    C. de L., P. s/ Extradición


    C919,XLIX-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Pedido de extradición solicitado por el Reino de España. Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino de España (ley 23.708). Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767). Extradición de nacionales.


    "La norma que rige el requerimiento internacional es el Tratado de Extradición y Asistencia Judicial en Materia Penal con el Reino de España y, supletoriamente, la Ley de Cooperación Internacional en MateriaPenal (artículo 2, Ley 24.767).En este sentido, si bien el Tratado indica que los Estados se comprometen a la entrega recíproca de los individuos solicitados judicialmente que se encuentren en el territorio de la otra, realiza la siguiente salvedad en su artículo 7.1: "cuando el reclamado fuere nacional de la Parte requerida, ésta podrá rehusar la concesión de la extradición de acuerdo asu propia ley". De este modo, establece una cláusula facultativa para la extradición de nacionales.Esta circunstancia se encuentra prevista en el artículo 12 de la ley 24.767, último párrafo, en los siguientes términos:"Si fuere aplicable al caso un tratado que faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo, en la oportunidad prevista en el artículo 36, resolverá sise hace o no lugar a la opción". Este artículo completa la previsión, al establecer que:"Sin perjuicio de que el tribunal hubiese declarado procedente la extradición, el Poder Ejecutivo resolverá su denegatoria si las circunstancias en ese momento hicieran aplicables las causas previstas en los artículos 3 y 10, o cuando haga lugar a la opción del nacional en el caso previsto por el último párrafo del artículo 12".De tal forma, ante un tratado internacional que faculta la entrega de nacionales, como ocurre en este caso, la decisión recae exclusivamente en elpoder administrador.Por lo expuesto, se confirma la procedencia de la extradición en orden al delito de homicidio. "


    F., Diego Ismael s/ Extradición


    F422,XLIX-26 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Requerimiento internacional de extradición. Alegada doble persecución penal: objetos de investigación distintos. Competencia. Asociación criminal internacional dedicada al tráfico ilícito de estupefacientes. Facilidades para conseguir pruebas. Supuesta exposición a torturas y otros tratos o penas crueles,inhumanoso degradantes.


    "La circunstancia de que la solicitud de extradición no emane de un magistrado con potestad jurisdiccional no es impedimento para la entrega desde que lo exigido por la ley de extradiciones, es que se acompañe: "testimonio o fotocopia de la resolución judicial que ordenó el libramiento dela solicitud de extradición".El requisito consiste, entonces, en la manifestación de voluntad por parte de un órgano judicial de que se efectúe el requerimiento internacional, mas no, que aquél sea el que le dé curso. Ello encuentra su fundamento en que las comunicaciones entre los Estados se canalizan a través de las misiones diplomáticas, que dependen de la autoridad ejecutiva y no de la judicial.Según doctrina del Tribunal, debe entenderse configurada la violación a la prohibición de la doble persecución penal cuando concurren las tres identidades clásicas: de la persona perseguida, del objeto de la persecución y de la causa dela persecución.En este sentido, se dijo que el objeto es idéntico cuando se refiere al mismo comportamiento, atribuido a la misma persona, cualquiera que sea el nomen juris empleado para calificar la imputación o designar el hecho, sobre un acontecimiento real que sucede en un lugar y en un momento o períododeterminado, situación que aquí no se presenta, pues tanto el proceso nacional como el extranjero se refieren a conductas del requerido (eadem personae) que prima facie infringirían las respectivas leyes de drogas (eadem causae petendi), mas no se refieren al mismo acontecimiento histórico (eadem res), circunstancia que impide considerar que sea doblemente perseguido.Al tratarse de objetos de investigación distintos, el requerido no corre riesgo de verse expuesto a que lo juzguen dos veces por el mismo acontecimiento.Tampoco constituye una razón que obste necesariamente a la entrega, la circunstancia de que los hechos atribuidos hayan sido cometidos en Argentina, pues según surge de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, más allá de la preferencia que para el juzgamiento se reconoce a nuestro país cuando el delito que motiva el requerimiento de extradición"cayere también bajo la jurisdicción argentina", al mismo tiempo, el legislador aceptó el sacrificio de la propia competencia, tradicionalmente exclusiva y excluyente, en aras de la eficacia de la represión o del criterio de oportunidad, al habilitar a que, en casos de extradición, la jurisdicción nacional sea desplazada por la extranjera.Cabe recordar que delitos como el aludido, de organización criminal internacional, que afectan a la comunidad de las naciones, requieren razonablemente de un proceso multijurisdiccional basado en la cooperación internacional, atento que, dada la modalidad en que se llevan a cabo, es común la presencia de jurisdicciones concurrentes para juzgar un mismo hecho o tramos típicos de un mismo hecho.Atento a lo que disponen las normas nacionales e internacionales respecto de la competencia para entender en supuestos como el presente, puede concluirse que ante la concurrencia de jurisdicciones para entender respecto de los delitos sobre los que versa la presente asistencia, el derecho internacional permite el juzgamiento por un Estado delos hechos que se hayan cometido en su inicio fuera de su territorio, cuando produzcan sus efectos en él.Es el país solicitante el que tiene facilidades notoriamente mayores que el nuestro para conseguir pruebas de la existencia de una asociación criminal internacional dedicada al tráfico ilícito de estupefacientes.Para establecer si el requerido se encuentra expuesto a tratos incompatibles con los estándares internaciones de los Derechos Humanos, la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, conviene tener presente la específica doctrina del Tribunal, en la causa "Romero Severo" (Fallos: 322:507). En primer lugar, debe tenerse en mira, que la ley de extradiciones al contemplar la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo (consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente.Pero, para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción contemplada por la ley24.767, como se ha obtenido en "Gómez Gómez", "Crousillat Carreña"y “Acosta Gonzales”, debe tenerse en cuenta si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio lacorrecta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente.Para que se tome operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.Esto es, ni más ni menos, que la positivización del principio del ius cogens de non refoulment, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Ante una situación como la descripta, el país donde se encuentra el individuo buscado debe brindarle refugio.No puede afirmarse que exista en el Estado solicitante del auxilio transnacional, un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que impliquen un riesgo probable de que el requerido -quien enfrenta una investigación por la comisión de delitos comunes- será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales, por lo que no se verifican motivos para denegar la entrega de la persona requeridasobre esa base.Por último, la ley de extradiciones no contempla entre sus causales para denegar una extradición la circunstancia de que la persona requerida tenga deseos de formalizar una relación en el país en que se encuentra, por lo que debe rechazarse el planteo por improcedente.


    V., Svhechuk s/ Extradición


    V405,XLIX-24 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Nota Verbal.Formalidades


    Pedido de extradición solicitado por la República Bolivariana de Venezuela. Delito de cooperador en el beneficio económico ilícito del producto de la comercialización ilícita de sustancias estupefacientes y psicotrópicas. Delito de lavado de activos. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, 24.767.Requisitos pedidode extradición. Descripción fáctica: delimitación de las circunstancias temporales-territoriales. Principio de la doble subsunción: vigente al momento del ingreso del pedido formal de extradición. Validez de la documentación remitida por vía diplomática. Improcedencia de análisis de cuestiones de fondo. Concesión del pedido de extradición.


    "En lo que hace al primero de los agravios planteados por la defensa, referido a la descripción fáctica efectuada por las autoridades requirentes, la Corte tiene decidido que no es requisito legal que la conducta delictiva deba tener una fijación temporo-espacial delimitada en un día, hora y domicilio específico, sino que es suficiente su ubicación en un lapso y en un lugar, atendiendo a las circunstancias particulares de cada caso.De esta forma, al tratarse prima facie de un itinerario delictivo cumplido a lo largo de varios años, es cuanto menos irrazonable esperar que se delimite con absoluta precisión cada uno de los momentos en los cuales se desarrollo esta conducta; basta con determinar que los múltiples sucesos se produjeron dentro de un período cierto. De este modo, se cumplió con el deber de informar los acontecimientos por los que se requiere la extradición y la supuesta participación que le corresponde al encausado en ellos, siguiendo así el criterio del Tribunal conforme al cual alcanza con delimitar las circunstancias temporales-territoriales necesarias para que el requerido tenga certidumbre en cuanto a los hechos por los que se solicita su extrañamiento y respecto de los cuales habrá de ejercer su defensa en el proceso que se sigue en sucontra en el Estado requirente.Ensegundo lugar, la queja de la recurrente referida a la falta de ofrecimiento de reciprocidad para casos análogos por parte del Estado requirente se rechaza por inoportuna e improcedente, toda vez que se la introdujo en esta instancia por lo que correspondería su rechazo in limine. Además, en virtud de que es competencia del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto decidir acerca de la condición de reciprocidad tanto en el trámite administrativo como en la decisión final, por lo que se encuentra excluida su consideración en el procedimiento judicial, ya que la apreciación de aquella circunstancia y de las consecuencias que su configuración o ausencia pueden generar en el campo de las obligaciones convencionales internacionales en juego, constituye una atribución política del Poder Ejecutivo Nacional, en consonancia con las cláusulas constitucionales que confían a éste el manejo de las relaciones exteriores.En tercer lugar, alega la defensa que no se verificaría en el caso el principio de la doble subsunción, por cuanto el delito de lavado de activos (previsto en el artículo 303 del Código Penal),en el cual el a quo subsumió el extranjero de cooperador en el beneficio económico ilícito del producto de la comercialización ilícita de sustancias estupefacientes y psicotrópicas (artículo 69 de la Ley Orgánica sobre Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, vigente a la época de los hechos, en concordancia con el artículo 83 del Código Penal venezolano, y hoy día tipificado en el artículo 35 de la Ley Orgánica contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento del Terrorismo, bajo el nomen iuris Legitimación de Capitales), no estaba vigente al momentode la comisión de los hechos.Sin embargo, el tipo penal que debe tenerse en cuenta a los efectos de la doble incriminación es el vigente al momento del ingreso del pedido formal de extradición. El requisito de la doble punibilidad tiene por objeto verificar si el delito motivo delrequerimiento tiene su correlato en nuestra legislación, es decir, si en el supuesto de que los hechos hubieran ocurrido en jurisdicción nacional, nuestro orden jurídico hubiese procedido penalmente contra ese individuo. Ello es así porque resultaría irrazonable que el Estado argentino admita la persecución penal de una persona en condiciones que él no considera susceptibles de criminalizar.La doble subsunción, en cuanto obliga a la inserción en la ley penal interna de la conducta atribuida en el extranjero a un individuo, está lejos de constituir una medida penal por parte del Estado argentino, sino que es el modo de proteger las garantías de los individuos contra injerencias estatales que él no está dispuesto a realizar. Por el contrario, el Estado requirente sí busca ejercer su potestad penal, y de allí que se le exija en el pedido formal de extradición la concreción típica de los hechos por los cuales solicita el extrañamiento (cfr. artículo 13.b de la ley 24.767).En efecto, la doble subsunción que exige la aplicación del principio de la doble incriminación no se realiza en un mismo plano, pues mientras que el examen de la adecuación del hecho a un tipo legal del país requirente se efectúa sobre la base de un hecho hipotético que el país requirente pretende probar, el examen de la adecuación del mismo hecho a un tipo legal del país requerido se efectúa sobre la base de que ese hecho, hipotéticamente, cayese bajo la ley del país requerido.Si lo que se pretende es verificar si la República Argentina considera adecuado prestar colaboración a una nación que se la solicita, lo que importa es constatar si la Argentina considera viable el ejercicio de la persecución penal por ese hecho al momento en que se solicite su asistencia internacional, esto es, a partir del ingreso del pedido formal de extradición, que es la primera ocasión en la cual se le pide al Estado argentino que haga uso de su poder represivo a título de cooperación internacional.Por otro lado, enrelación a la queja de la defensa referida a la invalidez de la documentación presentada por las autoridades competentes del Estado requirente esimprocedente. En este sentido,"la documentación remitida por vía diplomática no requerirá legalización" y que"la presentación en forma de los documentos hará presumir la veracidad de su contenido y la validez de las actuaciones a que se refieran" (artículo 4 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal; 24.767), pues se encuentran al amparo de la fe que le prestan, doblemente, el ministro extranjero que solicita la extradición y el Ministerio de Relaciones Exteriores que le da curso. Por ende, al haber sido introducida por vía diplomática, no puede dudarse de su autenticidad.Alega la recurrente que debe denegarse la entrega reclamada en tanto habría operado la prescripción de la conducta objeto de la rogatoria internacional. La ley de extradiciones prevé que la solicitud de extrañamiento no será concedida si la acción penal se hubiese extinguido según la ley del Estado requirente, y que para esta comprobación se le exige a aquél que acompañe una explicación acerca de las razones por las cuales la acción penal no se encuentra extinguida.Finalmente, el planteo referido a las supuestas irregularidades cometidas en el marco de la pesquisa seguida en el extranjero que acarrearían vicios de nulidad es inadmisible, en tanto se dirige a cuestionar decisiones que atañen al fondo del asunto que resultan ajenas a este trámite y deben ser planteadas ante los tribunales competentes del país solicitante."


    A. V. N., Rafael Alberto s/ Extradición


    A800,XLIX-26 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos Intrínsecos.Requerimiento de un Imputado.Prescripción


    Extradición. Resolución fundada. Prescripción de la acción. Remisión a la ley del país requirente. Principio de retroactividad de la ley penal más benigna. Prescripción en función del plazo extraordinario; reducción a la mitad para delitos en los que se solicita la entrega de un menor de 21 años. Nulidad procesal introducida fuera de plazo."


    "El juez de instancia desarrolló un ítem argumental que está correctamente delineado, donde, a partir de las constancias que obran en la causa y atendiendo a que por la especial naturaleza de este trámite, no caben otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables, llegó a conclusiones objetivamente fundadas, aún cuando fueran opuestas a las pretendidas por la parte.La defensa considera que la extradición debe ser denegada en virtud de que habría operado la prescripción de la acción penal respecto de los delitos por loscuales se reclama la entrega.En razón de las distintas reformas de las que ha sido objeto la ley de fondo del país requirente, la parte plantea una duda en punto a cuál debe ser la escala represiva a considerar, señalando que en función del principio de la retroactividad de la ley penal más benigna, consagrado en el artículo 6° de aquel digesto, debe estarse a la más favorable al imputado.De acuerdo con el artículo 29 del mismo cuerpo legal, la circunstancia de que no se prevea un máximo de la pena para el homicidio calificado no importa que ésta deje de ser por ello considerada como temporal, y que su plazo de prescripción sea entonces de veinte años.Debe tenerse en consideración que si bien la actividad jurisdiccional interrumpe su curso, éste se extingue"en todo caso, cuando el tiempo transcurrido sobrepasa en una mitad alplazo ordinario de prescripción". Empero, como acertadamente señala la defensa, el extraditurus contaba al momento de los hechos por los cuales se solicita su entrega conmenos de veintiún años de edad, razón por la que se torna aplicable la excepción prevista en el artículo 81, en función de la cual"los plazos de prescripción se reducen a la mitad”.Respecto de la nulidad por vicio del procedimiento planteada por la recurrente, señalase que el tratamiento del agravio en cuestión es inadmisible, toda vez que fue introducido recién en esta instancia, razón por la que correspondería su rechazo in limine."


    C. M., A. C. s/ Arresto preventivo con fines de extradición


    C1352,XLIX-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Procedimiento Extraditorio.Proceso Judicial.Postergación de la Entrega.Requerido Sometido a Proceso Penal


    Extradición. Intervención judicial del hijo menor del extraditurus: causal de nulidad infundada. Postergación de la entrega en el marco de un proceso judicial en trámite. Tiempo de detención computablea los fines de la extradición.


    "En el caso no se advierten circunstancias extraordinarias que permitan apartarse de la doctrina emanada de los precedentes"Lagos Quispe", "Paz", "Schmidt", "López” y"Mercado Muñoz". En este sentido, el hecho de que recién se haya informado al juez de la extradición del embarazo en curso durante la sustanciación de la audiencia de debate, impidió que adoptara de forma previa las medidas necesarias para garantir la correcta representación del naciturus.Sin perjuicio de ello, como lo ha sostenido la Corte reiteradamente, no sólo los órganos judiciales sino toda institución estatalha de aplicar el principio del "interés superior del niño", estudiando sistemáticamente cómo sus derechos e intereses se ven afectados por las decisiones y las medidas que adopten.En lo que se refiere a la solicitud de la postergación de la entrega del extraditurus, corresponde recordar que ante la existencia de tratado,sus disposiciones son las aplicables al pedido de extrañamiento. De tal forma, no se prevé en la Convención sobre extradición una facultad discrecional en cabeza del poder administrador de postergar la entrega, de acuerdo a su ordenamiento legal interno, sino una clara prioridad al Estado requerido para satisfacer su derecho a la represión penal, cuando el extraditable cometió un delito en su territorio, previo a que el país solicitante ruegue la asistencia internacional, como ocurrió en el caso.El Tribunal tiene establecido que razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento."


    T. G., C. s/ Extradición


    T176,XLIX-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Ley de Cooperación Internacional


    Extradición solicitada por la República de Ecuador. Cumplimiento de pena residual en el país requirente. Estado del sistema carcelario: deficiencias penitenciarias y peligro de exposición a torturas u otros tratos o penas crueles. Precedente"Romero Severo".


    "El presente trámite se rige por la Convención sobre extradición suscripta en Montevideo en 1933 (cfr. ley 1.638), y, conforme doctrina del Tribunal, ante la existencia de un tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido deextradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado delacuerdo entre varias naciones.Este principio de la primacía de las cláusulas convencionales en atención a la especialidad del tratado toma improcedente la exigencia de la defensa de solicitar la condición prevista por el artículo 14.c de la ley local.Por consiguiente, en atención a que el pedido formal se ajusta a lo específicamente convenido por las partes contratantes, la rogatoria internacional es apta para acordar la extradición.A fin de establecer si el extraditurus se encuentra en riesgo de enfrentarse a uno de los supuestos previstos en el art 1 de la “Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, conviene tener presente la específica doctrina de la Corte, según la cual, en primer lugar, debe tenerse en mira, como sostiene el Ministro Fayt en su voto de la causa "Romero Severo", que la ley de extradiciones al contemplar la posibilidad de que existan motivos fundados para suponer que el requerido pueda ser sometido a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a resultas de la decisión de entrega, constituye la recepción en el ámbito del derecho argentino del principio vigente en el derecho internacional de los derechos humanos conforme con el cual un Estado parte de un tratado tiene la obligación de asegurar que cumple sus demás compromisos jurídicos de una forma compatible con el respeto de los derechos humanos, pues su responsabilidad internacional podría verse comprometida si la decisión de entrega sometiera al sujeto requerido al sufrimiento o al riesgo de sufrir, en el proceso penal extranjero, una flagrante denegación de justicia o un riesgo efectivo(consecuencia necesaria y previsible) de que sus derechos humanos fundamentales sean violados en jurisdicción del país requirente.Pero, para determinar si ese riesgo de exposición es de una magnitud tal para activar la cláusula de excepción contemplada por la ley 24.767, debe tenerse en cuenta si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de lajusticia del país requirente.Para que se torne operativa la cláusula legal de excepción debe comprobarse que de concederse la entrega el requerido se verá expuesto a un probable riesgo de sufrir tratos incompatibles con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos; y que éstos deben ser infligidos por un funcionario público u otra persona en el ejercicio de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia.Esto es, ni más ni menos, que la positivización del principio del ius cogens de non rejoulment, caracterizado por la obligación que pesa sobre un Estado de no entregar a una persona cuando es requerida por otro donde no serán respetados sus derechos fundamentales. Ante una situación como la descripta, el país donde se encuentra el individuo buscado debe brindarle refugio.La razón de esta imposición en cabeza de los sujetos de derecho internacional es obvia, pues son responsables de la seguridad de la persona que se encuentra en su territorio. Y como no puede haber extradición más que entre Estados, por cuanto éstos son los únicos que pueden ser parte en ella, la exclusión de la entrega debe obedecer a una manifiesta inacción o incorrecto proceder de los representantes, organismos o instituciones del país requirente, quienes fallan en su deber de garantir a todos sus habitantes los derechos humanos reconocidos en los instrumentos multilaterales.No se verifica en el presente trámite la probabilidad de riesgo conceptuada en los numerosos precedentes delTribunal, en tanto las condiciones de detención a las que estuvo sometido en los centros penitenciarios ecuatorianos distan de ser consideradas inhumanas, así como tampoco puede sostenerse que vería conculcados sus derechos fundamentales por el proceder de las autoridades competentes, desde que fue privilegiado en el cumplimiento de su condena por la morigeración mediante la inclusión en el régimen de prelibertad.No puede afirmarse que exista en el Estado solicitante del auxilio transnacional, un cuadro de manifiestas y masivas violaciones a los derechos fundamentales, que impliquen un riesgo probable de que el requerido será sometido a tratos incompatibles con los estándares consagrados en los específicos instrumentos internacionales, por lo que no se encuentran motivos para denegar la entrega de la persona requerida sobre esa base.Sin perjuicio de ello, como es responsabilidad del país que solicita la extradición velar por su seguridad, como la de cualquier persona que se encuentre dentro de su territorio, de considerarlo la Corte Suprema adecuado, nada impide que el juez de la extradición, previo a efectivizar la entrega, solicite al Estado requirente que garantice que adoptará las medidas necesarias para salvaguardar la integridad física y psíquica del extraditurus en un establecimiento de detención que satisfaga lo regulado en las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de lasNaciones Unidas."


    S. M., Fernando Ricardo s/ Extradición


    S766,XLIX-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Extradición solicitada por la República del Paraguay. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal: primacía legal. Cómputo de la pena. Prescripción de la condena en el Estado requirente. Forma y condiciones en las que el requerido purgará sucondena. Ejecución de las condenas dictadas en el extranjero en suelo nacional.


    La decisión del juez de grado de ajustar el trámite a las disposiciones especialmente previstas en el acuerdo de voluntades de los Estados requirente y requerido, obedece a la primacía legal consagrada en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional, en función de la cual se reconoce superioridad jerárquica a los convenios internacionalespor sobre las normas internas.En este sentido, la Corte Suprema ha sostenido que no corresponde recurrir a la regla de subsidiariedad contenida en el tercer párrafo del artículo 2° de la ley 24.767, pues la extradición debe ser acordada sin otras condiciones que las que el tratado contiene, tanto por la fuerza obligatoria que él comporta para con las partes contratantes cuanto porque solamente a falta de convenio internacional es pertinente la aplicación de las reglas establecidas por las disposiciones legales de orden interno, en la inteligencia de que aquél es un acto emanado del acuerdo de dos Estados y por ende debe primar sobre las normas que en la materia consagra el derecho interno. Ello es así, pues lo contrario importaría apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es unacto emanado del acuerdo entrevarias naciones, lo que implicaría por ende una violación del principio pacta sunt servanda que debe regirlas relaciones entre Estados.En cuanto a la aplicación de las prescripciones legales más favorables a los intereses del requerido, desde que las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita, sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país, garantías respecto de las cuales ningún extranjero tiene un derecho irrevocablemente adquirido.Al respecto del tiempo de la pena que resta por cumplirse, cabe señalar que el tribunal extranjero no se encuentra obligado a contemplar el tiempo que el requerido permaneció privado de su libertad en suelo nacional para efectuar el cómputo de la pena a cumplir.En este sentido, cabe recordar que el requisito en cuestión, contemplado en el artículo 11. E) de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, no se encuentra previsto en el convenio y, como refiriera anteriormente, ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición.Sin perjuicio de ello, es dable señalar que esa exigencia se limita únicamente al lapso que la persona cuya entrega se reclama permaneció encarcelada a disposición del trámite extraditorio, circunstancia a la cual se comprometió la República del Paraguay, en sintonía con el criterio sentadoa partir de Fallos: 329:1245.En atención a que el requerido fue detenido en territorio nacional en función de estas actuaciones el 2 de enero de 2013 y que la pena que aún debe purgar es de seis años, un mes y doce días, no puede sostenerse que se encuentre por debajo del umbral mínimo que los Estados parte establecieron en el convenio internacional para justificar la movilización de sus instituciones.A fin de agotar el análisis de los argumentos expuestos, cabe destacar que no es imperativo legal que la persona solicitada para el cumplimiento de una penasea efectivamente encarcelada.Ello es así, en tanto es una potestad que compete exclusivamente al juez que entiende en la causa de origen decidir sobre la forma y las condiciones en las que el requerido purgará su condena, entre las cuales, justamente, se encuentra la posibilidad de otorgar el beneficio de la libertad condicional, y que, como tal, no se concede ipso iure, sino que es una facultad reservada exclusivamente para aquel magistrado.Por último, acerca de la previsión legal por la cual se permite, en determinadas circunstancias, la ejecución de las condenas dictadas en el extranjero en suelo nacional, cabe recordar que esa gracia debe ser solicitada, oportunamente, al poder administrador.La asistencia rogada es formalmente procedente y los planteos que la parte pudiera tener respecto de las distintas formas de cumplimiento de la pena en el país requirente deben ser formulados ante sus estrados, por cuanto constituyen cuestiones de fondo ajenas,por definición, a este trámite.Finalmente, respecto a la prescripción de la pena por la cual se requiere la entrega del extraditurus para la legislación del país solicitante es improcedente, en tanto no constituye una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas.Más allá de lo señalado, las autoridades competentes del país requirente informaron que las disposiciones por las que se rige la prescripción de la pena son aquéllas contenidas en el Código Penal Paraguayo (ley 1160/97, modificada por ley 3440/08), en sus artículos 101, 102, 103 y 104, y que a la luz de esas normas el resto de la condena se tendrá por compurgada el 14 de febrero de 2019, por lo que tiene plena vigencia la pretensión de la satisfacción del ius puniendi del Estado requirente.Asimismo, tampoco se encuentra extinta la condena para la ley nacional (artículo 6.1.C del tratado bilateral), en tanto desde su quebrantamiento (artículo 66 del Código Penal), no transcurrió un tiempo igual al de la pena impuesta (artículo 65.3 idem).


    C. M., Leonardo s/ Recurso directo - extradición cooperación en materia penal - Ley 24.767


    C1424,XLIX-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Garantías Procesales


    Sentencia arbitraria: examen parcial e inadecuado de los elementos de convicción. Vulneración del derecho a la vida de un menor de edad cometida por un agente estatal. Principio de inmediación. Invocacióndel principio in dubio pro reo.


    "Tiene establecido V.E. que lo atinente al alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de los recursos deducidos ante ellos no constituye, en razón de su carácter fáctico y procesal, cuestión federal que justifique el otorgamiento de la apelación extraordinaria, salvo supuestos de arbitrariedad. Ello así pues con esta doctrina se procura asegurar las garantías constitucionales de defensa en juicio y debido proceso que también amparan al Ministerio Público Fiscal exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación de las constancias efectivamente comprobadas en la causa.El sub examine es uno de aquellos supuestos de excepción que habilitan la instancia extraordinaria, por cuanto frente a las pruebas e indicios considerados por el tribunal de juicio para tener por acreditada la participación del imputado en el hecho, la alzada sustentó la solución desincriminante sobre fundamentos sólo aparentes basados en una consideración fragmentada y aislada de los elementos probatorios, que la descalifica como acto jurisdiccional válido.Por otro lado, en este caso concurren circunstancias que exigen una especial diligencia por parte de los órganos de la administración de justicia en velar por la regularidad de estas sentencias. Ello, en atención al deber de garantía asumido por la República Argentina derivado de las normas convencionales con jerarquía constitucional que imponen investigar y sancionar las violaciones a los derechos allí reconocidos, entreellos, la vulneración al derecho a la vida de un menor de edad cometida por un agente estatal y cuyo incumplimiento podría comprometer la responsabilidad internacional del Estado.En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sentado que"los Estados Partes deben tomar medidas no sólo para prevenir y castigar la privación de la vida [causada por] actos criminales sino también para prevenir los homicidios arbitrarios [cometidos por] sus propias fuerzas de seguridad" más aun en los casos que revisten especial gravedad por tratarse de víctimas jóvenes.Tal como se ha reconocido, el derecho de defensa en juicio se integra, entre otras, con la facultad de"interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos". En ese marco, se advierte que la defensa ha tenido la oportunidad de confrontar el testimonio durante su presentación en el debate oral que es, precisamente, el ámbito idóneo para el desarrollo de esa garantía; sin que se haya demostrado el agravio que causó a la parte la imposibilidad de contar con las actas de sus anteriores declaraciones cuando fue este testimonio prestado en juicio y debidamente controlado, elque dio sustento a la condena.La tacha que realizó la cámara de casación sobre la credibilidad y mérito asignados por el tribunal de juicio al testimonio significó invertir la regla de la garantía de interrogar a los testigos y de contradicción entre las partes en el debate oral, y dar preeminencia a declaraciones de la etapa instructoria que no contaron con dicha garantía, por lo que debe ser descartada de acuerdo con las reglas sentadas por la Corte Suprema en materia de sentencias arbitrarias.Una lectura integral de las constancias del caso convencen de que la cámara de casación, una vez descartado el mérito del testimonio con fundamentos dogmáticos, realizó asimismo una valoración fragmentada y aisladade las demás probanzas que, por ello, debe ser desechada también en este aspecto como acto jurisdiccional válido en los términos de la doctrina de V.E. en materia de sentencias arbitrarias.V.E. tiene reiteradamente dicho que la invocación del principio in dubio pro reo no puede sustentarse en una pura subjetividad ya que, si bien es cierto que éste presupone un especial ánimo del juez según el cual, en este estadio procesal está obligado a descartar la hipótesis acusatoria si es que no tiene certeza sobre los hechos materia de imputación, no lo es menos que dicho estado debe derivar racional y objetivamente de la valoración de las constancias del proceso circunstancia que, a la luz de los argumentos puestos de manifiesto en los párrafos precedentes, no concurre en el pronunciamiento."


    P. R., Jorge Antonio s/ Causa n° 109.019


    P432,XLVIII-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Interpretación de la Ley Procesal


    Pedido de suspensión de la acción penal. Método de interpretación de la ley. Ley de regularización impositiva: exclusión de obligaciones e infracciones vinculadas con regímenes promocionales que concedan beneficios tributarios. Régimen de regularización: alcance del control por parte de los jueces.


    "La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley, así como que los jueces no deben sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió; las leyes deben interpretarse conforme el sentido propio de las palabras que emplean sin violentar su significado específico, máxime cuando aquél concuerda con la acepción corriente en elentendimiento común y la técnica legal empleada en el ordenamiento jurídico vigente, para todo lo cual se deben computar la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional, evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando, como verdadero, el que las concilie, y deje a todas con valor y efecto.La lectura según la cual las deudas impositivas por obligaciones y diferimientos vencidos antes del 31 de diciembre de 2007 -aunque no se hubiera decretado el decaimiento del beneficio- podrían ser acogidas en el régimen de regularización de la ley 26.476, guarda una contradicción notoria con lo dispuesto al respecto en el párrafo tercero delprimer artículo de dicha leyes.Si bien la aceptación por parte de la Administración Federal de Ingresos Públicos de una solicitud de acogimiento al citado régimen de regularización impositiva es un asunto propio de las autoridades nacionales que tienen a su cargo la percepción de los tributos y, como tal, no admitiría en principio revisión judicial, ello no es obstáculo para que los jueces ejerzan un control de legalidad y razonabilidad de la interpretación y aplicación de las disposiciones que regulan el régimen en el caso concreto, en especial cuando la decisión del órgano administrativo podría repercutir en la vigencia de la acción penal."


    R., Héctor Abel y otros s/ Causa n° 14.411


    R830,XLVIII-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Jurisdicción y Competencia


    Competencia


    Competencia penal por razón del territorio: lugar donde se ha consumado el delito. Defr.porestelionato.


    En tanto los dichos del denunciante -que no se encuentran controvertidos por otras constancias de la causa y pueden ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar la competencia- y de las constancias aportadas, se desprende que el inmueble objeto de litigio se sitúa en el ámbito provincial, donde habrían pagado las cuotas por el total de su precio, se sustanciaría un juicio por incumplimiento contractual, y además, residirían las partes involucradas, corresponde a la justicia local conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    T., José s/ Defraudación por estelionato


    COMP324, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Justicia nacional.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Ese requisito no se encuentra cumplido en la presente incidencia pues de las constancias de la pesquisa y según surge de las declaraciones, no es posible determinar la comisión de un hecho delictivo.


    C., Beatriz s/ Denuncia


    CCC32397/2014/1/CS1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Incorrecta traba del conflicto: resolución por cuestiones de economía procesal. Infracción a la ley 23.737. Venta de grandes cantidades de estupefacientes. Justicia federal.


    "Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar quienes proveían, distribuían y vendían la droga."


    A., Jesica s/ Infracción Ley 23.737


    CSJ3627-28 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Presunta infracción a la ley 23.737. Remisión a Competencia n° 398 L. XLII “Conte, Gabriel”. Justicia federal.


    N.N. s/ Inf.ley23.737


    COMP418, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Presunta infracción a la ley 23.737. Remisión a Competencia n° 398 L. XLII “Conte, Gabriel”. Justicia federal.


    V., Luis Alberto s/ Inf.art. 5, ley 23.737


    COMP174, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Presunta infracción art. 149 bis. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Justicia local que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Los escasos elementos de convicción que obran en estas actuaciones, y la falta de precisión que puede apreciarse en las manifestaciones vertidas por el denunciante, impiden dilucidar el lugar, verdadero alcance y significación jurídica de la totalidad de los acontecimientos presuntamente delictivos y, si se encuentran ligados a una misma situación de conflicto familiar.


    A., Leticia Ana s/Infart 149 bis


    COMP500, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso deshonesto agravado: concurso real con el de abuso sexual simple. Corresponde a la justicia nacional en aras de una eficaz investigación.


    Tanto los presuntos actos sexualmente abusivos cometidos por el imputado en perjuicio de la hija de la denunciante en esta ciudad, durante los años 2007 y 2008 -cuyo conocimiento se reservó la magistrado nacional- y el que habría perpetrado contra la misma víctima en el año 2011, en la localidad de Tigre y cuando aquél todavíaconvivía con esta última, forman parte de una conducta homogénea producida en un mismo contexto delictivo que debe serjuzgada por un único tribunal.Tratándose de acciones que tuvieron desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.Corresponde a la justicia en cuya jurisdicción se encuentra más avanzada la investigación y para evitar mayores exposiciones judiciales a la niña (quien ya fue entrevistada en sala GeseIl), proseguir con el trámite de la presente causa, sin perjuicio de lo que resulte en relación al posible abuso cometido respecto de la prima de la víctima, cuya acción no surge, por el momento, que haya sido instada conforme las previsiones del artículo 72 del Código Penal.


    S. F., H. F. s/ Abuso deshonesto agravado


    COMP296, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual agravado. Corrupción de menores. Lugares a considerar para determinar la competencia.Corresponde la justicia local.


    Resulta prima facie acreditada la posible comisión de los delitos de abuso sexual agravado y corrupción de menores dentro de un mismo seno familiar, en la localidad de Merlo, provincia de Buenos Aires.Por lo tanto, y teniendo en cuenta, además, que allí se domicilia la presunta víctima y que existen diligencias pendientes de producción respecto de las cuales se tendría un mejor y más expeditivo acceso en esa jurisdicción, lo que, por cierto, redundaría en unamás eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado, la presente causa debe ser asumida por el juzgado de garantías, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente.


    S., R. A. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    COMP934,XLVIII-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo. Lugar donde ocurrieron los hechos: deberá continuar con la pesquisa el Juzgado local.


    A los fines de discernir la competencia deben tenerse en cuenta los distintos lugares donde pudieron desarrollarse actos con relevancia típica y que la cuestión debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


    B., Ignacio Federico y otro s/ Acción de amparo


    COMP264, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de cédula de identificación automotor. Infracción art. 289, inc. 3° del Código Penal. Necesidad de profundizar la investigación. Razones de mejor administración de justicia: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia federal.


    En lo atinente a la adulteración de la cédula de identificación del automotor, de acuerdo al carácter nacional que sustenta, debe ser investigada por la justicia federal con jurisdicción en el lugardonde se descubrió su falsedad.Por otro lado, se debería profundizar la investigación derivada de la posible creación fraudulenta de las numeraciones del chasis, motor y chapas patentes que secorresponderían con las del vehículo original, que configuran la infracción prevista por el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal. Al respecto, el Tribunal tiene establecido que corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.Sin embargo, no puede desconocerse la estrecha vinculación que, en el caso, existe entre ese delito y la adulteración de la cédula de identificación, cuya autenticidad en cuanto a su firma aún no ha sido objeto de análisis. Por lo tanto, en atención a que ésta había sido expedida por el R.N.P.A. a nombre del denunciante, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, resulta conveniente que su investigación quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia federal de esa ciudad, donde se descubrió la anomalía y se encuentra ese organismo registral, cuya intervención resulta además, necesaria para la expedición de placas originales.Ello es así, por cuanto las manifestaciones de uno de los imputados, referidas a que habría adquirido el vehículo, en una agencia de esta Capital, carecen por sí solas, de fuerza de convicción suficiente para discernir la competencia, pues no podría descartarse, que integren una versión exculpatoria efectuada a partir de circunstancias que no se encuentran debidamente corroboradas, máxime cuando todavía no se ha realizado ninguna diligencia tendiente a verificar la real existencia tanto del supuesto vendedor como del escribano que le habría conferido una autorización de manejo en esta ciudad, ni comprobado su autenticidad, como así tampoco verificado la restante documentación del rodado con la que dice contar.


    N.N. s/ Infracción art. 289, inc. 3°, del código penal


    CSJ 1994/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Medidas instructorias; asunción tácita de la competencia."


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    A., Héctor Adrián s/ Coacción


    COMP961,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples o coactivas. Justicia nacional.


    De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad.


    P., Gabriela s/ Coacción


    CSJ1107/2014/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas y extorsión. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde a la justicia nacional: competencia másamplia.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Ante la circunstancia de no haberse traspasado la figura del delito de extorsión a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., Hernán s/ Su denuncia - Amenazas


    COMP1009,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercialización de estupefacientes y armas. Remisión a lo resuelto en Comp. 398, L. XLII in re"Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr.ley23.737". Corresponde al juzgado federal que previno."


    N.N. s/ Infracción ley 23.737


    COMP76,L-12 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia desleal. Lugar desde donde se habría enviado el correo electrónico. Oferta de venta recibida en la Ciudad de Buenos Aires. Corresponde a la justicia nacional continuar con el trámite de esta causa.


    Toda vez que según los términos expuestos en la querella, el único dato que, por el momento y ausente la instrucción suplementaria solicitada por el pretenso querellante, resultaría relevante para dirimir el presente conflicto es que en esta Capital el presidente de la empresa en cuestión habría tomado conocimiento de la propuesta efectuada por los querellados.


    M., Juan y M., Fernando Omar s/ Competencia desleal


    COMP245, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Corresponde a la justicia federal.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido en el caso.


    Fiscal s/ Averiguación de delito


    COMP310, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda Negativa de Competencia. Delito de Acción Pública. Lesiones. Daños a la salud derivado de omisión. Maltrato Infantil. Unidad contextual: corresponde a la justicia nacional que previno.


    Aun cuando la hipótesis que por el momento abona la prueba es la de lesiones por sacudimiento, ciertamente producidas bajo la forma de delito de comisión, y más allá de la carencia de elementos probatorios que revelen la existencia de delitos producidos por omisión, en cualquier caso, la investigación se refiere a hechos que deben ser ponderados como una unidad no escindible, uno de cuyos múltiples aspectos cae bajo una calificación no transferida alfuero local. Corresponde a la justicia nacional, que previno y ejerce la competencia más amplia,continuar a cargo de la causa.


    C., A. L. s/ Delito de acción pública


    COMP910,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de acopio de municiones: cantidad de municiones secuestradas. Recurso de casación contra la decisión de la cámara de apelaciones.


    Resulta aplicable la doctrina de la Corte según la cual, si se encuentra pendiente la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.Corresponde devolver la causa a la justicia local, a fin de que el tribunal de alzada se expida sobre el recurso interpuesto y, posteriormente, si así fuere el caso, se provea lo que corresponda en orden a la cuestión de competencia.


    A., César Nicolás s/ Acopio de armas de guerra (189 B.U.P.)


    COMP241, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas y lesiones leves. Remisión a los criterios de Fallos: 295:114; 305:1105;308:487 y Comp. 513, L. XXXVII"Di Rico, Vicente Antonio s/ Defraudación", y Comp. 836, L. XLII"Valpreda, Omar s/ infracción tenencia de arma uso civil". Corresponde a la justicia nacional."


    V., José Luis s/ Amenazas


    COMP319, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Violencia doméstica. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    De las declaraciones de la denunciante -no controvertidas por otros elementos de la causa- se desprende que habría sido víctima de numerosos episodios de violencia doméstica durante su convivencia con el imputado, que exceden de las amenazas por lasque se declinó la competencia.Por lo tanto, es adecuado que el juzgado de instrucción que previno y que, a su vez, posee la más amplia competencia para su conocimiento, continúe con la investigación de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    Y., M. H. s/ Amenazas


    COMP964,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de coacción. Corresponde al Juzgado nacional que previno incorporar los elementos necesarios (Fallos: 332: 1453).


    "El presente conflicto sigue careciendo de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere la real existencia y verdadero alcance de los sucesos a los que se asigna carácter delictivo y subsumirlos, "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.No se han llevado a cabo las diligencias necesarias que, eventualmente, permitan delimitar con precisión su objeto procesal para, finalmente, establecer la adecuada calificación legal y el tribunal al que corresponde investigarlos."


    G., Carlota s/ Coacción


    COMP133, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa perpetrado mediante el uso de cheques. Lugar donde los títulos fueron entregados. Justicia provincial, que previno.


    Es doctrina de la Corte que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquel donde se presentaron al cobro.Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez provincial, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    M., María Delfina s/ Estafa


    CSJ3731/2014-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Corresponde a la justicia provincial en atención a los dichos del denunciante.


    Ya sea que se trate del delito de estafa mediante la falsificación o el uso de documentos falsos, o solamente esta última figura, y en la medida en que no sea posible corroborar el lugar donde se produjo la adulteración, ambas infracciones deben ser investigadas por los tribunales con jurisdicción en el lugar donde se utilizaron tales instrumentos.


    G., Daniel Alberto s/ Su denuncia – estafa


    COMP196, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Doctrina de Fallos: 328:315.


    La sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos.Corresponde al magistrado nacional continuar conociendo en el hecho y al juez provincial profundizar la investigación respecto de la sustracción del cheque a partir de los elementos recabados a raíz del hallazgo del caratular.


    B., Guillermo y otros s/ Estafa


    COMP75, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Falsificación de documentos públicos. Hechos de inescindible unidad contextual. Intervención de la judicatura federal.


    Ha sostenido la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial - esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 delCódigo Penal, que no puede serescindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.Desde esa perspectiva, y habida cuenta que.talcomo se desprende de las constancias agregadas al expediente para la venta del rodado se habría utilizado documentación apócrifa, entre la que se encontraban instrumentos públicos, de carácter nacional, que se presentaron ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de Puerto San Julián, y que dieron lugar a la denuncia del encargado suplente de ese organismo, corresponderá a la judicatura federal de esa sección conocer en esta causa.


    H., Hugo s/ denuncia


    CSJ 1647/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar de la entrega de los cheques.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez que previno profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    Fiscal c/ N.N. s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP278, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Investigación insuficiente: falta de individualización del lugar de los hechos y de la figura determinada. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    No resulta posible determinar el lugar preciso en que habría tenido lugar el desapoderamiento de los objetos personales que se encontraban en el interior de su equipaje, por cuanto la sola circunstancia de que aquélla no lo hubiese recibido al momento de su arribo en el Aeropuerto, no implica, por sí, que hubiese sido allí donde se cometió el hecho, si además se tiene en cuenta que llegóal país, y fue trasladado hasta su domicilio sito enla capital.Aun cuando eventualmente uno de los dispositivos electrónicos sustraídos a la denunciante pudiera hallarse en un domicilio de cierta localidad, esa circunstancia no basta para determinar la competencia territorial respecto del desapoderamiento. No obstante ello, los resultados que pudieran obtenerse de los allanamientos ordenados por la justicia nacional en el ámbito provincial, podrían coadyuvar para dilucidar ese aspecto, e identificar a sus posibles autores.


    M. Z., Cármen s/ Su denuncia – Robo


    COMP391, L-24 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Privación ilegítima de la libertad: distintas jurisdicciones. Lugar donde se habría consumado el robo. Justica nacional.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo automotor con armas


    CSJ968/2014-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Privación ilegítima de la libertad: distintas jurisdicciones. Lugar donde se habría consumado el robo. Justica nacional.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    N.N. s/ Robo de automotor con armas damnificado: M., Federico Nicolás


    CSJ34134/2014-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo. Privación ilegítima de la libertad: distintas jurisdicciones. Lugar donde se habría consumado el robo. Justica nacional.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    P., Ricardo Adrián s/ Su denuncia


    COMP522, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la fe pública: supuesto delito de estafa. Entrega de documentos no ardidosa. Corresponde a la justicia local.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.Teniendo en cuenta los dichos no controvertidos del denunciante y las copias de los cheques incorporados al legajo, de los que surge que los documentos son de pago diferido, que fueron rechazados por falta de fondos y encontrarse cerrada la cuenta y que, al menos algunos de ellos, habrían sido entregados en pago de servicios prestados con anterioridad, sin que exista elemento alguno que permita sostener que su entrega fue ardidosa, correspondedescartar en principio el delito de estafa, por lo que es el juez bonaerense, con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado, quien debe evaluar la eventual aplicación al caso de alguno de los supuestos contemplados en el artículo 302 del Código Penal.


    M., Jorge s/ Delitos contra la fe pública


    COMP348, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas, presunta tentativa de lesiones y abuso de armas. Justicia nacional.


    La Corte ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la leypenal sobre la contravencional.No puede descartarse, por el momento, que el hecho pueda encuadrar en la figura de lesiones en grado de tentativa o, eventualmente, en la prevista en el artículo 104, último párrafo, del Código Penal, ambas de competencia de la justicia nacional.


    M., Cristian s/ Inf. Art. 149 bisdelC.P


    COMP380, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de falsificación de moneda y de documento público. Infracción a la ley 23.737.Razones de conexidad subjetiva. Corresponde a la justicia federal.


    Independientemente que se verifique o no la posible maniobra tendiente a eliminar la numeración de una de las armas secuestradas,habiéndose secuestrado moneda y dos cédulas de identificación de automotores apócrifas, en el sub júdice se presenta unasituación sustancialmente análoga a la analizada en Fallos: 331:1224, motivo por el cual cabe dar por reproducidas, en lo pertinente, las razones allí vertidas en beneficio de la brevedad.


    H., Héctor Miguel - L. M., Javiers/ Comercio de estupefacientes - tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP159, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas simples. Hechos independientes: mismo contexto de relación. Justicia nacional.


    Si bien los hechos se presentan en principio como independientes, en tanto habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de relación, su conocimiento debe quedar a cargo de un único tribunal. Por ello, corresponde al juzgado nacional continuar conociendo en la totalidad de estas actuaciones.


    A., Fanny s/ Amenazas


    COMP336, L-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de resistencia a la autoridad y daño. Contexto de acción posterior e independiente. Justicia local.


    "El delito de daño calificado se encuentra incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma deBuenos Aires y que en el caso "sub examine" no concurren las circunstancias expuestas por la Corte en Fallos: 328: 867 y Competencia n° 341; L. XLV, “Montoya, Alberto”,toda vez que, más allá de su cercanía temporal, surge de los dichos brindados por el personalpolicial interviniente que aquel habría sido cometido en un contexto de acción posterior e independiente de la resistencia a la autoridad."


    N., Adán Ezequiel s/ Inf. Art. 183delC.P.


    COMP472, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Denuncia de robo con armas. Privación ilegítima de la libertad. Corresponde a la justicia provincial conocer en la causa.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.Si bien la privación ilegítima de la libertad cesó en la Capital Federal, los desapoderamientos del camión cargado con neumáticos, del automóvil perteneciente a la agencia de seguridad, y entre otros objetos, del arma de fuego, tuvieron lugar en el ámbito de la provincia.


    V., Germán Abel s/ Su denuncia - Robo con armas


    COMP276, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Denuncia estafa. Presunta comisión del delito de asociación ilícita.


    Corresponde al juzgado que previno continuar conociendo a su respecto, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior, y de que si, su titular, considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.En lo atinente a la presuntacomisión del delito de asociación ilícita, no surge constancia alguna que permitiera sostener esa calificación, por lo que también corresponderá a la sede que previno asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    O., Miguel Alejandros/ Denuncia


    COMP180, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Entorpecimiento de servicios públicos. Justicia federal.


    De los elementos de juicio que forman este incidente surge, en definitiva, que como consecuencia de los hechos se habría visto entorpecido el tránsito de una ruta nacional, al cerrarse uno de sus sentidos de circulación, razón por la cual corresponde al juzgado federal continuar con su trámite.


    N.N. s/ Entorpecimiento de servicios públicos (art. 194)


    CSJ499/2014 (50-C)/CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa en tentativa. Supuesta falsa denuncia penal por lesiones. Corresponde a la justicia provincial donde fue presentada la denuncia y la demanda.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    C., Adolfo Raúl s/ Estafa en tentativa


    COMP259, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa por el uso de cheques sustraídos. Jurisdicción del lugar donde se entregaron los cheques.


    Si la entrega de un cheque que resultó rechazado por denuncia de sustracción fue realizada en pago de una operación, al momento de hacerse efectiva y en la sede del damnificado, cabe concluir que ese hecho constituyó prima facie el ardid determinante del acto de disposición de la víctima y, en consecuencia, corresponde investigar el presunto delito de estafa al juez del lugar donde se entregó el valor.


    C., Ariel y otros s/ Estafa


    CSJ1480/2014/CS1-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa procesal. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y las calificaciones atribuidas. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Tales requisitos no se encuentran cumplidos en el caso, ya que el juez nacional declinó la competencia con base en el dictamen de la fiscalía sin fundamentar su decisión en una calificación legal, ni disponer medida de instrucciónalguna para darle sustento. Tampoco se acompañó la denuncia que habría motivado la remisión del expediente civil a la justicia penal, lo que podría haber brindado una mayor claridad acerca de las maniobras engañosas que habría desplegado el denunciado.


    M., Eduardo Alberto s/ Defraudación


    COMP381, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa y falsificación de documentos públicos: conducta única. Corresponde a la justicia federal.


    Cuando el fraude se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.Asimismo, conviene recordar que, si un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación.


    M., Alberto Miguel s/Estafa


    COMP423, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Fallos: 329: 2367. Lesiones leves: corresponde a la justicia nacional aunque no haya sido parte en la presente contienda.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación.


    F.B., Juana Teodosia s/ Su denuncia - Lesiones en riña - Damnificada: S., Marcela Raquel (hija)


    COMP186, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público: adulteración material. Lugares a considerar para determinar la competencia. Presentación ante la Dirección Nacional de la Propiedad Inmueble: corresponde a la justicia federal.


    "Es doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación material de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se lo confeccionó. Sin embargo, cuando no existe prueba al respecto, debe estarse al lugar en elque fue descubierto el delito.En virtud de que esas últimas circunstancias ocurrieron a partir del pedido de informes efectuado al notario por la Dirección Nacional de la Propiedad Automotor de esta ciudad a raíz de un trámite relativo a la transferencia de un automotor que, a su vez, trajo aparejada la denuncia por la falsedad material del poder, de acuerdo con el criterio establecido por la CSJN enlas Competencias 646, L. XXXIX"Piedrabuena, Miguel Angel s/ Su denuncia", y 604, L. XLII,"Camba, Diego Carlos s/ Su denuncia”, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para continuar con la investigación, aunque no haya sido parte en la contienda."


    S., Maximiliano s/ Su denuncia - Falsificación documentos públicos


    COMP780,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos y de patentes. Investigación a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Es doctrina de la Corte Suprema que la infracción al artículo 33 del decreto ley 6582/58 - artículo 289, inciso 3 del Código Penal, según reforma de la ley 24.721 - corresponde a la órbita de la justicia ordinaria, ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y en ausencia de prueba del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se lo comprobó.Sin embargo, no puede descartarse la estrecha vinculación que en el caso existe entre esa infracción y la falsificación cuyo conocimiento está a cargo del fuero de excepción (atento a la coincidencia que se observa entre, la numeración del dominio colocado, la del chasis y motor,y la que consta en la documentación adulterada) a lo que debe administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.Por lo que corresponde a la justicia federal conocer a su respecto, en tanto que la justicia local continúa investigando respecto de la sustracción de ese vehículo.


    R., Roberto Juan y R., Walter Fernando s/ Presunta infracción al artículo 289 inc. 3 del Código Penal


    COMP394,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación, alteración o supresión de número de registro. Corresponde a la justicia provincial.


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -artículo 289, inciso 3°, del Código Penal según reforma ley 24.721- son decompetencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde a la justicia en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    V., Lucas Iván s/ Falsificación, alteración o supresión de número de registro


    COMP267, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones Corresponde continuar la investigación a la Justicia local que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R. D., Jorge s/ Lesiones leves (art.89)


    COMP262, L-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio ocurrido en establecimiento carcelario federal. Afectación de intereses federales. Obligación y responsabilidad del Estado de custodiar que se respete la vida, salud e integridad física y moral de los internos. Justicia federal.


    No puede desconocerse que la muerte del interno se produjo en un salón de usos múltiples ubicado dentro de los límites perimetrales de una Unidad Penitenciaria Federal, en la que cumplen funciones de custodia y guarda funcionarios federales, no pudiendo descartarse en el presente caso, que se haya afectado el buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en el sentido establecido por ella Corte en reiterados fallos.El principio constitucional establecido en el artículo 18 de la Constitución Nacional tiene contenido operativo e impone al Estado, por intermedio de los servicios penitenciarios respectivos, la obligación y responsabilidad de brindar a quiénes están cumpliendo una condena o una detención preventiva la adecuada custodia que se manifiesta también en el respeto de sus vidas, salud e integridad física y moral.El derecho a la integridad personal no sólo implica que el Estado debe respetarlo (obligación negativa), sino que, además, requiere que el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlo (obligación positiva), en cumplimiento de su deber general establecido en el art. 1. 1 de la Convención Americana de Derechos Humanos.


    A., Cristian s/ Homicidio simple


    COMP322, L-11 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio simple en tentativa. Supuestas amenazas simples y abuso de armas. Corresponde a la justicia nacional.


    Atento que la inescindible unidad contextual que presentan los hechos denunciados amerita desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de unúnico tribunal, y que la juez de instrucción, en definitiva, no desconoce la competencia nacional en el caso, a ella, que a su vez tiene el más amplio conocimiento en la materia, le corresponde asumir la investigación de la presente causa, sin perjuicio de la resolución que pueda tomar luego en orden al artículo 27 del Código Procesal Penal.


    C., Víctor s/ Homicidio simple en tentativa


    COMP253, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto automotor y encubrimiento: alternatividad entre las infracciones. Falta de investigación suficiente. Fallo: "Pimentel". Corresponde a la justicia federal.


    "Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado.Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a ese hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre aquel delito y su encubrimiento posterior constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación enel delito contra la propiedad.En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el prevenido consiguió tener en su poder el rodado, corresponderá al Juzgado de Neuquén profundizar la investigación respecto del desapoderamiento delbien, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.En cuanto a la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción, a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba, acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorialdonde se comprobó la anomalía.No obstante el criterio expuesto en esa doctrina, relativa a la competencia material de tal infracción, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la falsificación de documentos registrales, máxime si se advierte que se trata de una cédula de identificación del automotor falsa, cuyo número de dominio concuerda con el que tenía colocado el vehículo, y que se correspondía con el de otro automóvil registrado en el Registro de la Propiedad Automotor N° 1 de Neuquén.Por lo tanto, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia de excepción que conoce de la infracción al artículo 292 del Código Penal, pues ése ha sido el criterio acogido por V.E.en Comp. 924, L. XLIII, in re "Pimentel, Noelia Soledad y Díaz,Luis Ezequiel s/ encubrimiento", y aunque no haya sido parte en la contienda."


    C., Víctor s/ Encubrimiento


    CSJ1224/2014/CS1-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automóvil y encubrimiento. Investigación insuficiente. Justicia nacional.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito de hurto, circunstanciaque no se presenta en el caso.Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al juzgado nacional la investigación respecto del desapoderamiento del automóvil a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


    C., Marcos Ricardo y otro s/ Encubrimiento agravado


    COMP355, L-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de contienda. Infracción ley 22.421. Protección y conservación de la fauna silvestre. Justicia del lugar de comisión del hecho.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    N.N. s/ Infracción ley 22.421 - Denunciante: Unidad Fiscal de Investigaciones en Materia Ambiental


    FSM5854/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de economía procesal. Denuncia a personal del Complejo Penitenciario Federal de Ezeiza. Presuntas amenazas del personal en ejercicio de sus funciones. Justicia federal.


    Habida cuenta que la presente contienda se circunscribe a hechos supuestamente ocurridos en un establecimiento de carácter nacional ubicado en la localidad de Ezeiza, más allá de su oportuna valoración y análisis acerca de la existencia de delito, corresponde declarar la competencia del magistrado federal de Ezeiza para continuar conociendo en esta causa, atento que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Complejo Penitenciario Federal s/ Inf. Art. 149 bis Código Penal


    CSJ1564 - 15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: inexistencia de declinatoria judicial expresamente realizada. Investigación insuficiente: falta de real entidad delictiva de los hechos. Corresponde a la justicia que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Las escasas constancias incorporadas al incidente, no alcanzan para delimitar mínimamente los presupuestos típicos del delito contra el orden público traído a colación, máxime, cuando más allá de las manifestaciones vertidas por el denunciante, no se ha incorporado a la causa ningún elemento de convicción que dé sustento a ese encuadre legal, ni tampoco a las calificaciones alternativas, lo que por consecuencia, impide la adecuada resolución del conflicto.


    N.N. s/ Inf. art. 181 inc.1-usurpación CP-


    COMP360, L-1 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: inexistencia de declinatoria judicial expresamente realizada. Venta de medicamentos sin receta archivada. Investigación insuficiente.


    Corresponde a la justicia que tomó conocimiento de la notitia criminis."Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, y el lugar de su comisión, losque, no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que, tanto por razón de la materia como del territorio, corresponda investigarlos."


    D., Maximiliano Jesús s/ Denuncia


    COMP191, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Investigación insuficiente. Presunto delitos contra la administración pública local. Justicia local.


    La hipótesis que contiene la denuncia está claramente referida a delitos contra la administración pública local cometidos por un funcionario del mismo carácter, y no se ha incorporado suficiente evidencia ni media análisis técnico independiente sobre la prueba existente como para descartar o ampliar el objeto de la investigación más alláde los términos de la denuncia.Por ello, es imprescindible que la justicia local avance en esa dirección e incorpore los elementos necesarios para poder eventualmente pronunciarse de manera fundada sobre el tribunal competente para llevar adelante el proceso.


    G., Gustavo s/ Enriquecimiento ilícito


    CSJ3630/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: razones de economía procesal. Presuntas figuras penales que describe y reprime el Código Aeronáutico. Afectación directa a la navegación aérea. Justicia federal.


    Surge del incidente que la empresa en cuestión realizaría un deficiente mantenimiento de los aviones a su cargo, no sólo por la falta de equipamiento y repuestos sino también de personal calificado, lo que habría provocado incidentes en varias oportunidades, aunque de menor gravedad al que se investiga en autos. También, que el avión siniestrado se encontraba completamente desarmado dos meses antes del accidente y habría sido ensamblado por alumnos de una escuela técnica contratados como pasantes, sin la supervisión de personal técnico habilitado y sin que se actualizara el certificado de aeronavegabilidad -artículo 10 del Código Aeronáutico-, por lo que la autorización para operar se encontraba caduca.Los hechos podrían encuadrar en alguna de las figuras penales que describe y reprime el Código Aeronáutico, cuya comisión afectaría directamente la navegación aérea y, de acuerdo al artículo 198 de este cuerpo legal, surten jurisdicción federal, por lo que corresponde declarar la competencia del fuero de excepción para conocer en esta causa.


    C. de L., Martín y otro s/ Averiguación de delito


    CSJ3334/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley de profilaxis. Prostitución: promoción, facilitación y/o explotación económica del ejercicio. Ausencia de elementos que permitan verificar el supuesto de Trata de Personas. Justicia local.


    Si bien el embrionario estado en que se encuentra la investigación no permite individualizar los hechos de manera acabada y, tampoco definir con certidumbre las hipótesis delictivas, las circunstancias plasmadas en el expediente dan cuenta de que la víctima se hallaría en situación de prostitución, en condiciones sociales y vitales de necesidad que la conducen a exponerse a situaciones de abuso de esa vulnerabilidad, y que en los lugares que frecuenta y las personas con las que se relaciona podrían estar desarrollando actividades en infracción a la ley 12.331 o subsumibles en los supuestos de los artículos 125 bis, 126 y 127 del Código Penal (texto según ley 26.842).No obstante ello, de momento, no se cuenta en autos con elementos suficientes que hagan verosímil la hipótesis delictiva sobre la trata de personas y por lo tanto, corresponde que la investigación de esos supuestos presuntamente delictivos quede a cargo de la justicia local, que previno, que deberá incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis.Ello sin perjuicio de que si una vez profundizada la investigación aquel magistrado establece, sobre la base de la valoración de las constancias de la causa, que los hechos reúnen circunstancias que exceden las previsiones de la ley de profilaxis -o de los tipos penales referidos-, proceda a dar intervención a la justicia federal, en función de la estrecha relación que existe entre ese delito y los supuestos de trata de personas, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley 26.364, texto según ley 26.842.


    P., G. s/ Infracción art. 145 bis, 1° párrafo (sustituido conf. Art. 25, ley 26.842)


    CSJ535/2014 (50-C)/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción art. 128 primer párr. Código Penal. Material pornográfico con menores de edad. Lugar de comisión: conexiones a internet realizadas desde diferentes domicilios. Justicia provincial.


    Toda vez que ambos magistrados coinciden en Ia calificación legal y en tanto la justicia provincial admite que las conexiones a la internet se habrían realizado desde diferentes domicilios ubicados en territorio bonaerense, al juzgado de garantías corresponde conocer de estas actuaciones, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita, de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Inf. Art. 128, primer párr., del Código Penal


    CSJ1689/2014/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción art. 181 del C.P. Supuesta defraudación. Corresponde a la justicia local que previno.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.De acuerdo con lo que surge de las constancias del legajo, no es posible descartar, por el momento, la presunta comisión en el caso del delito de usurpación (art. 181, inciso 1°, del Código Penal), desde que la conducta denunciada habría importado despojar al ofendido del ejercicio de su derecho real de dominio sobre el inmueble, traducido en la posesión material que ya había tomado en virtud de la transmisiónplena y libre de aquel derecho por la vendedora mediante la respectiva escritura pública y la tradición de la finca, efectuada a través de la entrega de sus llaves.


    P., Gustavo Sergio y otra s/ Inf.art. 181, del C.P.


    COMP199, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción art. 289. Tenencia y portación de armas. Ley 25.886. Justicia provincial.


    Habida cuenta del sobreseimiento dictado por el juez federal y que, luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1, inciso e, del Código Procesal Penal de la Nación, tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en la causa.


    D., Matías Ezequiel s/ Inf. art. 289


    COMP495, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción artículo 289, inciso 3, Código Penal. Justicia del lugar donde se comprobó la anomalía.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la presunta infracción al artículo 289, inciso 3, del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal de Dolores, en cuyajurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    R., Fernanda Lorena s/ Su denuncia


    CSJ523/2014/CS1(50-C)-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción artículos 292 y 289, inc. 3° del Código Penal. Razones de mejor administración de justicia. Justicia federal.


    Atento que la cuestión se ha planteado respecto de la falsificación de documento que acredita la identificación del vehículo en cuestión, de acuerdo a su carácter nacional, debe ser investigado por la justicia federal con jurisdicción en el lugar donde se descubrió.En cuanto a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, el Tribunal tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competenciaterritorial donde se comprobó.No obstante el criterio expuesto en esa doctrina relativa a la competencia material de tal infracción, no puede pasarse por alto la estrecha vinculación que en el caso existe entre esta figura y la anterior -falsificación de documentos registrales- máxime si se advierte que la cédula de identificación automotor contendría la numeración del dominio colocado, por lo que, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal.


    A., Dora del Carmen s/ Infr.art. 292 del C.P.


    CSJ526/2014/CS1 (50-C)-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción ley 23.737. Supuesto último eslabón de la cadena de comercialización. Transporte de estupefacientes. Corresponde a la justicia federal.


    "Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo únicamente la de Buenos Aires por ley 13.392- a ese régimen legal. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún, cuando se ha logrado identificar quienes proveían, distribuían y vendían la droga. Teniendo en cuenta que aquella actividad se desarrollaba tanto en la provincia de Buenos Aires como en alguna de las provincias del litoral, desde donde se transportaba la sustancia prohibida, resulta conveniente que la investigación de la causa quede a cargo de un único tribunal."


    S., Cristian Daniel s/ Inf. ley 23.737 (art. 5º inc. c)


    COMP122, L-12 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Interjurisdiccionalidad de la privación ilegitima de la libertad. Concurso de delitos. Corresponde conocer en la causa al juzgado que previno.


    Tiene resuelto el Tribunal, en casos que guardan similitud con el presente, que cuando pudo haber existido privación ilegitima dela libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.Habida cuenta que de la declaración del denunciante, no surge en qué lugar se habría producido la sustracción del dinero, el abuso sexual y los golpes, corresponde al magistrado provincial que previno, continuar conociendo en la causa sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M. B., S. C. s/ Su denuncia – robo agravado (por empleo de arma) – abuso sexual


    COMP189, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Intervención policial a raíz de denuncia efectuada por Hospital Santojjani por ingreso de adolescente en estado de amnesia y con presunto abuso sexual. Examen médico arroja resultado negativo. Pesquisa incipiente. Corresponde al juzgado que previno incorporar los elementos de juicio necesarios.


    Las constancias reunidas hasta el momento no permiten encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de verosimilitud que esta etapa procesal requiere y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    B., A. B. s/ Su denuncia -abuso sexual - art. 119 1º párrafo


    COMP715,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación a cargo de la justicia local. Ámbito en el que se desenvuelven las actividades cotidianas de la víctima. Necesidad de tomar medidas urgentes.Interés superior del niño. Tutela efectiva. Responsabilidad del Estado.


    Esta solución es la que mejor se compadece con el interés superior de la niña, que debe guiar toda actuación judicial de acuerdo con la Convención sobre los Derechos del Niño (articulo 75 inciso 22 de la Constitución Nacional). A la luz del mencionado tratado cabe privilegiar el lugar de la residencia habitual de R. A. A., en consonancia con la ley de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, que cuando refiere al aludido principio, señala que este debe entenderse como la máxima satisfacción, integral y simultánea de derechos y garantías reconocidos en la ley, debiéndose respetar, entre otras cuestiones el centro de vida de los niños.Los niños no solo requieren una particular atención de quienes están directamente obligados a su cuidado, sino también de los jueces. La consideración primordial de su interés resulta una exigencia ineludible, conforme la expresa directiva de la Convención sobre los Derechos del Niño.La causa debe quedar radicada ante la justicia local, que deberá reunir los elementos de juicio necesarios para precisar la notitia criminis, tomar medidas urgentes, dar intervención al servicio local sugerido y resolver oportunamente lo que en derecho corresponda.


    N.N. s/ Averiguación de delito–damnificadoA., R. A.


    COMP316, L-19 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su incautación. Alternatividad entre la sustracción y el encubrimiento.


    Resulta indispensable que se profundice la investigación de modo que, oportunamente, pueda dictarse un auto de mérito quedefina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del bien y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad.En atención a la alternatividad existente entre el desapoderamiento y su encubrimiento, corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del dispositivo electrónico en la Capital, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    W. M., David Fernando y otro s/ Encubrimiento


    COMP398, L-24 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Criterio de Fallos: 324:2355


    Atento al lugar donde el hecho motivo de la competencia habría ocurrido, corresponde conocer en el caso al juez provincial, más allá de la decisión que a su juicio corresponda adoptar sobre el fondo.


    N.N. s/ Lesiones leves


    COMP317, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones sufridas por un funcionario de la policía federal en el marco de un hecho delictivo. Requisitos para el conocimiento del fuero de excepción.


    Es doctrina del Tribunal que el carácter excepcional y estricto del fuero federal exige para su procedencia que el funcionario, autor o víctima del delito, se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales.


    A., Jorge Emilio s/ Su denuncia - Robo calificado -tentativa- y homicidio calificado -tentativa-


    COMP742,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley 22.421. Protección y conservación de la fauna silvestre. Justicia provincial.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que los asuntos de competencia deben resolverse atendiendo al lugar de su comisión.


    D., Walter Germán s/ Infracción ley 22.421


    FSM24165/2014/CS1 -20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Menor víctima de un delito. Interés superior del niño: consideración de su lugar de residencia. Corresponde a la justicia de la Provincia de Buenos Aires.


    "Resulta aplicable al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, en los procesos en los que un menor es víctima de hechos acaecidos en distintas jurisdicciones debe ponderarse, prioritariamente, a fin de establecer el juez competente, su lugar de residencia, pues esa solución es la que mejor se compadece con"el interés superior del niño" consagrado en el artículo 3 de la Convención sobre los derechos del niño, incorporada al artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional cuya plena operatividad y supremacía sobre la legislación procesal ha sido reconocida, desde un principio, por esta Procuración General, a través de la Resolución P.G.N. 30/97 y la que, por otra parte, la coloca en una situación de mayor inmediación judicial con su centro de vida."


    R. D., C. A. s/ Abuso Sexual


    COMP827,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Menor víctima de un delito. Interés superior del niño: consideración de su lugar de residencia. Corresponde a la justicia local.


    No obstante la significación penal que en definitiva quepa asignar a los hechos denunciados, toda vez que de los antecedentes remitidos se desprende que más allá de que la niña asistía al jardín de infantes en esta ciudad, su centro de vida se desarrollaba en la provincia, donde vive con su madre, y donde también residía el imputado hasta que tomara intervención el Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, allí corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.Ante la situación de riesgo en que podría encontrarse la menor cabe a todos los organismos intervinientes asegurar la protección de su integridad, y en el caso es la justicia local la que en mejores condiciones se encuentra de proveer, en tanto asegura la proximidad con los órganos de justicia y contempla el interés superior del niño


    G., L. P. s/ Corrupción de menores (art.125, inciso 3 del Código Penal)


    COMP396, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible error material en la infracción. Falta de individualización de los hechos. Corresponde profundizar la investigación al Juzgado nacional.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaracionesde incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.En el caso no concurren esos elementos pues de las constancias incorporadas al incidente no surge que se haya profundizado la investigación respecto de lo manifestado por la denunciante, lo que en el caso constituye un aspecto relevante a los fines antes señalados.


    M., María Carolina s/ Su denuncia – falsificación, alteración o supresión de número de registro


    COMP183, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación al cobro de cheques sustraídos. Distribución de la competencia conforme al lugar de entrega. Corresponde conocer en la causa a la justicia local.


    Tiene dicho la Corte en reiterados precedentes que en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.Toda vez que los elementos de convicción reunidos hasta el momento no permiten establecer esa circunstancia, teniendo en cuenta que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictivo, corresponde al magistrado local conocer en esta investigación, sin perjuicio de que siconsidera que corresponde intervenir a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local.


    B. de la N. A. s/ Su denuncia


    COMP194, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta afectación al buen servicio de los empleados de la Nación.


    No se descartaría la presunta afectación al buen servicio que debe prestar la Prefectura Naval Argentina. En consecuencia, corresponde a la justicia federal asumir la investigación del caso.


    Actuaciones iniciada de oficio p/Cría 1º


    COMP409, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa decompetencia. Presunta estafa.Falsificación de documentos públicos. Hechos de inescindible unidad contextual. Justicia federal.


    "En relación con la presunta estafa, ha sostenido la Corte que cuando se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.Desde esa perspectiva, y habida cuenta que tal como se desprende de las constancias agregadas al expediente para la venta del rodado se habría utilizado documentación apócrifa, entre la que se encuentran instrumentos públicos de carácter nacional cuyo número de dominio no resultacompatible con los de chasis y motor, corresponderá a la justicia federal conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafaperpetrado mediante su empleo.En segundo lugar, en relación con la presunta infracción al artículo 289, inciso del Código Penal, según reforma de la ley 24.721, referida a las chapas patentes que resultarían falsas, corresponde a ese mismo tribunal conocer a su respecto, por aplicación del criterio establecido en la Competencia N° 1569; L.XL., in re"Comisaría San Julián s/ investigación presunta infracción", habida cuenta de la coincidencia que se observa entre ellas y las consignadas en la documentación falsa."


    G., Carlos Alberto s/ Estafa


    CSJ511/2014/CS1 (50-C)-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación o adulteración de documento nacional de identidad. Falta de investigación suficiente. Justicia que previno.


    Más allá del carácter federal que reviste un documento nacional de identidad, lo cierto es que, el presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos legalmente y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal alque corresponda investigarlos.En ese sentido, cabe poner de resalto que no consta en autos que se hubiera realizado diligencia alguna para verificar ante el organismo aludido en la denuncia queefectivamente hubiera dos personas inscriptas con el mismo número de documento y cómo ello sería posible.


    T., Mariana Aurora s/ Denuncia


    CSJ485/2014(50-C)/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación y/o uso ilegítimo de un documento nacional de identidad. Concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal: justicia federal.


    Toda vez que no se encuentra controvertido el uso de una fotocopia adulterada del D.N.I. del denunciante resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo, y la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción.En otro orden, la Corte tiene resuelto que cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    G., Manuel Alberto s/ Estafa


    CSJ1110/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 13.944. Remisión al dictamen de la causa Comp. 323, L. L,"Pariona, Bernardo Luis Alberto s/ Infracción art. 149 bis". Corresponde a la justicia local. "


    D., Diego Vicente s/ Infracción ley 13.944


    CSJ519/2014 (50-C)/CS1-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art 153 bis del CP. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.En este sentido, y atento a las manifestaciones vertidas por la denunciante, vinculado con la presunta infracción al artículo 153 bis del Código Penal, y toda vez que dicha figura no ha sido traspasada a la justicia local, corresponde al Juzgado Nacional en lo Correccional n°14, entender en las presentesactuaciones, sin que el archivo dispuesto por el fuero local, respecto del hostigamiento, constituya un impedimento en su investigación.


    B. A., Alicia Leonor Rufina s/ Su denuncia - violación sist.informáticoart. 153 bis 1º párrafo


    COMP781,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 197 C.P. Corresponde a la justicia federal continuar interviniendo en atención a la naturaleza del servicio afectado.


    "En tanto la Dirección Contencioso y Normativa de la Autoridad Federal de Servicios de Comunicación Audiovisual informó que la señal de la estación de televisión se encuentra inscripta en el relevamiento de emisoras dispuesto porel organismo, en el marco del"Ordenamiento de Servicios de Televisión de Baja Potencia"y que las interrupciones de las señales televisivas de los canales zonales,por sus características propias, no se registran en forma automática, no puede descartarse a esta altura de la investigación la comisión del delito previsto en el artículo 197 del Código Penal."


    M., Maximiliano y Martínez, Darío s/ Pta. inf.art. 197 CP


    COMP835,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 174, inciso 6°, del Código Penal.Supuesta afectación al derecho del fisco nacional a percibir sus legítimas acreencias. Justicia provincial.


    Atento que según se desprende del legajo, la AFIP no sería el único acreedor que aspira a la masa concursal relativa al patrimonio de la fallida, corresponde a la justicia provincial continuar con la sustanciación de la causa.


    Z., Ángel Antonio s/ Defraudación


    CSJ414/2014(50 C)/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 289 inciso 3, del Código Penal. Justicia del lugar donde se comprobó la anomalía.


    Es doctrina de la Corte que las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    F., Pedro Jesús s/ Denuncia


    FMZ13018232/2013/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción art. 125 del Código Penal. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Justicia nacional que previno.


    "El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, encuadrarlos en la forma escogida por el juez declinante y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal alque corresponda investigarlos.En ese sentido, cabe señalar que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse en tanto no aparecen controvertidos por otras constancias del legajo, se desprende que el usuario de "facebook" le ofrecía dinero a cambio de conseguir menores de edad para ser representadas en imágenes de contenido sexual, circunstancia que no permite descartar, al menos por el momento, la posibilidad de una hipótesis delictiva más gravosa, como la del artículo 125 del Código Penal que menciona el juez de la ciudad."


    C., J. s/ Publicaciones obscenas


    COMP473,L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta usurpación de un predio perteneciente al Estado Nacional. Corresponde a la justicia de excepción.


    Si bien la presente contienda negativa de competencia se originó a partir de un conflicto entre particulares, lo cierto es que no puede pasarse por alto que, según surge de la lectura del incidente,en definitiva se trataría del delito de usurpación que es de acción pública y, en el caso, ha recaído sobre tierras propiedad del Estado Nacional. Por lo tanto, independientemente de lo que pueda resultar de la investigación, corresponde al fuero de excepción entender en estos hechos en tanto resultaron susceptibles de causar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen funcionamiento de sus instituciones.


    C. L., Lázaro y otro s/ Usurpación


    COMP200, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntas amenazas. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Justicia de la ciudad.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Claudio s/ Art. 149 bis


    COMP413, L-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de amenazas coactivas y daños: estrecha vinculación que liga los hechos. Justicia nacional.


    "De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por las denunciantes-que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, pudiendo inclusive, según lo que se desprende de esta pesquisa, presentarse la figura reprimida en elartículo 168 del Código Penal.Por ello, en principio, el suceso "sub examine"excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa. Asimismo, deberá entender también respecto del delito de daños, en razón de la estrecha vinculación que lo liga a los otros hechos."


    D., Iván Federico s/ Inf. Art.149bis


    CSJ1567/2014/CS1-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa. Falta de investigación suficiente. Justicia nacional que previno.


    No se realizaron las diligencias necesarias a los fines de establecer la real naturaleza de los hechos, en especial con relación a las maniobras que podrían haberse desarrollado, en tanto no se cuenta con la documentación aportada para la solicitud del crédito, ni con un informe pericial que permita establecer su posible falsificación, dado que las constancias agregadas al incidente no resultan suficientes para ese fin, como así tampoco para adoptar, con razonable certidumbre, la calificación que corresponda y discernir así el tribunal que resulte competente.


    S. y C. S.A. s/ Dcia.estafa


    CSJ1612/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa. Falta de investigación suficiente. Justicia nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    Más allá de la documentación aportada por el denunciante, y la sola mención de dónde los hechos ocurrieron, todavía no se ha dirigido la pesquisa con el objeto de delimitar su alcance, sobre todo, teniendo en cuenta los supuestos delitos contra la fe pública señalados en la denuncia, para que, en su caso, pueda subsumírselos en una determinada calificación legal, y suplir así la deficiencia que en ese sentido se observa en la declinatoria que, por consecuencia impide, además, a la luz de la doctrina de la Corte, la adecuada resolución del conflicto.


    T., Patricia del Carmen s/ Estafa


    COMP516, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto hurto: sustracción de mercaderías. Régimen especial aduanero de destinaciones. Falta investigación suficiente. Juzgado que previno.


    "El presente caso no se encuentra precedido de una investigación bastante que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesariapara encuadrarlos "prima facie" en alguna figura penal determinada y, finalmente, resolver en orden a la competencia.El esclarecimiento de estas contingencias cobra mayor relevancia si se tiene en cuenta el sub-régimen especial aduanero que se establece para destinaciones de importación y exportación que se generan como consecuencia del tráfico de mercancías entre áreas creadas por la ley 19.640 de Promoción al Territorio Nacional a Tierra del Fuego -ver resolución n° 4.712 de 1980 de Administración Nacional de Aduanas; y resoluciones número 888/92; 709/99 Y 744/99 de la AdministradoraFederal de Ingresos Públicos-.Con base en las consideraciones realizadas, corresponde al juzgado que previno, en cuya jurisdicción territorial se encuentra la aduana de origen, y desde donde habría egresado la mercancía, continuar investigando en la causa sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior."


    M., Jorge Luís s/ Denuncia s/ Hurto


    COMP200,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos de falsificación y/o adulteración de documentos nacionales. Ausencia de circunstancia que habilite la intervención del fuero federal. Justicia local, que previno.


    No se advierte en el caso ninguna circunstancia que habilite la intervención del fuero federal que es de naturaleza excepcional y restringida, puesto que los hechos investigados no parecen perjudicar directa y efectivamente a la Nación, sin que de la extensa resolución de insistencia se advierta fundamento concreto alguno en este sentido.Por lo tanto, sin perjuicio de que no se encuentra acreditado el lugar en el que habría sido confeccionado el instrumento público falso, y toda vez que éste habría sido utilizado en el ámbito provincial, corresponde a la justicia local, que previno, continuar con el trámite de estas actuaciones.


    C., Zully Esther s/ Falsificación documentos públicos


    CSJ3311/2014/CS 1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Robo. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    A., César Antonio s/ Encubrimiento


    COMP399, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Relación de alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital: afecta a la administración de justicia nacional. Corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en quehabría incurrido el imputado.Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente ente la sustracción y su encubrimiento imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación enel delito contra la propiedad.El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél sehubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se advierte en autos.Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en cuya sede se investiga la sustracción del motovehículo -la que, por otra parte, no cuestionó su competencia en el caso- profundizar la investigación respecto de la posible participación del imputado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en el ámbito provincial, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Fernando Adrián s/ Robo agravado por el uso de arma


    COMP260, L-12 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión 475, L. XLVIII,"Cazón, Adella Claudia s/ art. 149 bis".


    M., Néstor Daniel s/ Inf. art.96código penal


    COMP185, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo decididoen Comp. 200, L. XLVIII in re"Lalla, Cristian Edgardo s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización, etc.”. Corresponde a la justicia local. "


    R., Mario Alejandro s/ Infracción ley 23.737 - art. 5 inc. c -


    COMP215,L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 684, L. XLIX, in re"Saavedra, Hernán Javier s/ Denuncia". Corresponde a la justicia local."


    H., Rosana Valerias/ Su denuncia - Averiguación de Delito


    COMP584,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo resuelto en Comp. 873, L. XLVI in re"Kuperman, Oscar Antonio s/ Infr.art. 78 obstrucción vía pub". Corresponde a la justica en lo contravencional. "


    M., Walter José s/ Art. 1472:52 hostigar, maltratar, intimidar


    COMP912,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 475, L. XLVIII in re"Cazón,Adella Claudia s/ art. 149 bis"


    L., Tomás s/ Inf. art. 149 bisdelCP


    COMP207, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 711, L. XLIX,"Poch, Julio Alberto cl EN-M° Defensa - Armada - resol. 85/13 s/ amparo ley 16.986". Corresponde al Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 1."


    C., Eduardo Rodolfo c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa - Res. 85/13 s/ Amparo ley 16.986


    COMP303, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 728, L. XLIX,"Salinas, Eliana s/ estafa".


    C., Soledad s/ Uso de documento público falso en concurso ideal con estafa


    COMP218, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen dela causa: Comp. 703, L. XLIX,"Boeiro, Franco Alexis y Ruiz, Marta Antonia s/ Infracción Ley 23.737”. Corresponde a la justicia local."


    S., Oscar Alberto s/ Estupefacientes


    COMP394, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa: Comp.n° 834, L. XLIX “Sterman, Marcelo Daniel s/ Infracción art. 302”. Corresponde a la justicia nacionalen lo Criminal de Instrucción.


    B. S. S.A. s/ Infracción art. 302


    COMP851,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al Dictamen en la causa Comp. N° 475 L. XLVIII in re"Cazón, Adella Claudia”.


    V., Gabriel Rafael s/ Art. 149 bis CP


    COMP932,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión competencia n° 934, L. XLIX, “Lumi, Martín Norrnan”. Justicia federal.


    A., Gustavo Gabriel s/ Infracción ley 25.743


    CSJ1018/2013(49-C)/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo automotor y eventual encubrimiento. Falsificación de documentos. Estrecha vinculación entre arts. 289, inciso 3° y 292 del Código Penal: investigación a cargo de un único tribunal. Justicia de excepción.


    En primer lugar, conviene señalar que la Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden Invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.Por aplicación de estos principios, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo respecto del robo de automotor y de su eventual encubrimiento, pues ambos son delitos de índole común.Por último, resulta conveniente señalar que respecto a la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal, el Tribunal tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se comprobó la anomalía.No obstante el criterio expuesto en esa doctrina relativa a la competencia material de tal infracción, no puede pasarse por alto la estrecha vinculaciónque en el caso existe entre esta figura y la falsificación de documentos registrales, por lo que, resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la investigación de sendos delitos quede a cargo de un único tribunal, que en el caso, deberá ser la justicia de excepción que conoce de la infracción al artículo 292 del Código Penal.


    I. B., Lucas s/ Estafa y falsificación documentos


    FSM37194/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo con armas. Incautación de arma con pedido de secuestro en otra jurisdicción. Remisión a los dictámenes de la Procuración Comp.N° 1228, L. XL, in re "Girado, LeonardoJorge” y N° 1904, L. XL, in re"Compunetwork S.R.L.”.


    G., Marcelo Adrián s/ Infracción art. 189 bis apartado (2) 2º parraf.


    COMP817,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo con armas. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde al juzgado nacional, que previno.


    Asiste razón a la justicia local porque frente a las circunstancias que rodearon la detención, y los elementos que se le secuestraron a los imputados, tornan necesario profundizar la investigación a través del interrogatorio judicial de los testigos que, eventualmente, permita precisar todos los aspectos de sus conductas, para dilucidar si sólo puede atribuírsele la figura subsidiaria o si pudo existir comienzo de ejecución de un delito contra la propiedad.


    "O., José Carlos; S., Gabriel Alejandro s/ Robo con armas"


    COMP459, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de vehículo. Reglas para el desplazamiento de la competencia por conexidad. Lugar en que aparecen cometidos los hechos. Justicia provincial.


    Toda vez que no se discute entre los magistrados intervinientes que los hechos materia del presente conflicto se desarrollaron en la provincia de Buenos Aires, y atento que la Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    E., Juan Eduardo y otro s/ Robo agravado


    COMP1197, L-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo: análisis de las circunstancias causídicas. Doctrina “Ramaro”. Corresponde a la justicia ordinaria.


    "No se vislumbran las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o el desplazamiento por diferentes jurisdicciones, o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática desecuestros extorsivos, cuya vinculación con el caso no se encontraría dilucidad, de las restantes constancias causídicas cabe, en principio, concluir que se trató de un secuestro bajo la modalidad conocida como express."


    C., María Gracia Fortunata s/ Su denuncia - Privación ilegal de la libertad


    COMP100, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo: arts. 170 y 166 en grado de tentativa. Características de los imputados. Corresponde a la justicia federal.


    "Del requerimiento de elevación a juicio se desprende que el hecho objeto de esta pesquisa se enmarca en una serie de delitos que habrían sido cometidos por un mismo grupo de imputados, con características similares, respecto de los cuales esta Procuración ya emitió opinión sobre la competencia material al dictaminar en laCompetencia N° 6, L. L., in re"Cisneros, Leonardo Augusto J. yotros s/ secuestro extorsivo".


    C., Leonardo Augusto José y otro s/ Arts. 45, 55, 170, 166 C.P.


    COMP244, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supresión de estado civil y falsificación ideológica de documento público. Corresponde a la justicia federal.


    En atención a lo que se desprende de las constancias de la causa, en donde se podría haber tenido por objeto obtener una falsa identidad, no se permite descartar -pese al estado embrionario en que se encuentra la pesquisa- la existencia de una pluralidadde movimientos voluntarios que respondan a un plan común y conformen una única conducta que, por imperio del criterio establecido en Fallos: 327:2869 y 329:2136, entre otros, no puede ser escindida y, consecuentemente, debe ser investigada por la justicia de excepción, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para continuar con el trámitede las presentes actuaciones.


    Jefatura de Registro Civil Provincial s/ Denuncia


    COMP395, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuestas amenazas coactivas. Corresponde al juzgado nacional continuar con el trámite.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habrían guiado esas amenazas, hayan estado dirigidas a obtener algo contra su voluntad, atento que de la denuncia se desprende que habrían sido orientadas a que dejara de habitar su departamento.


    R., Josés/ Inf. art.149CP


    COMP223, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuestas amenazas coactivas. Corresponde al juzgado nacional.


    No puede descartarse que la finalidad que habría guiado las amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad.Por lo tanto, corresponde declarar la competencia a la justicia nacional de instrucción, aunque no haya sido parte en la contienda, habida cuenta que el máximo de pena contemplado para las amenazas coactivas, excede el monto previsto por el artículo 27, inciso 2), del Código Procesal Penal de la Nación.


    B., Valeria Clara s/ Amenazas


    COMP402, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuesto delito de homicidio: ajeno al fuero local. Corresponde al juzgado nacional continuar a cargo de la causa que originó la contienda.


    En supuestos como el presente, en que han sido denunciados distintos comportamientos a los que se les atribuyen haber creado un riesgo desaprobado para el mismo bien jurídico –en este caso, la vida de la víctima- sólo a un tribunal le compete determinar cuál es la relación de esos riegos entre sí y con el resultado acaecido, pues ello constituye propiamente la materia de la imputación.


    M., Mauricio y otros s/ Abandono de persona con muerte


    COMP273, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuesto secuestro extorsivo. Corresponde a la justicia local.


    "No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas enel caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada ala ejecución sistemática de secuestros extorsivos.Se desprende de la resolución que se trató de un secuestro bajo la modalidad conocida como express, que la víctima habría permanecido en cautiverio por un lapso que no superó las tres horas y que se habría identificado a tres personas como presuntos autores, circunstancias fácticas que, por otro lado, no aparecen concretamente rebatidas por el juzgado local."


    D. B., Brian Manuel s/ secuestro extorsivo


    COMP164, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de armas de fuego de uso civil y supresión de la numeración: delitos relacionados por el objeto. Para una mejor administración de justicia y eficacia en la investigación: debe quedar a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su tenencia ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal, sin que el archivo dispuesto, autorice a modificar ese criterio en razón de que se no se trata de una decisión definitiva.Corresponde declarar la competencia de la justicia federal para continuar conociendo en estas actuaciones.


    P., Esteban s/ Tenencia/portación ilegal de armas


    COMP662,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de arma;municiones de arma de guerra y documentos presuntamente apócrifos. Delitos relacionados. Economía procesal y una mejor administración de justicia. Justicia federal."


    Habida cuenta la estrecha vinculación que aquí se presenta pues, las armas fueron secuestradas junto a los restantes objetos, separar la continencia de la causa significará perjudicar una mayor celeridad y eficiencia de las decisiones, lo que debe ser evitado.Por lo expuesto, esa solución es la que mejor satisface en el caso las exigencias del principio de economía procesal y una mejor administración de justicia, a los que debe atenderse para discernir la competencia.


    C., Luis s/ Tenencia municiones de arma de guerra


    COMP408, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usurpación de inmueble. Falsedad instrumental. Reglas de acumulación por conexidad. Corresponde a la justicia local.


    La vinculación entre los delitos de usurpación y falsedad instrumental aparece como meramente circunstancial y, por lo tanto, no desvirtúa el carácter independiente de ambos hechos, en especial si se tiene en cuenta que la cuestión de la autenticidad o falsedad del poder amplio de administración presentado por el imputado no constituye un elemento de juicio relevante para determinar la responsabilidad que eventualmente le quepa en el despojo violento del inmueble que ocupaba la víctima.


    A., Héctor Daniel y otro s/ Inf.art. 181 inc. 1 código penal


    COMP168, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de sellos y usurpación. Le corresponde investigar al Tribunal con competencia más amplia para resolver.


    Las actuaciones que conforman el legajo permiten considerar la hipótesis de un hecho que infringió dos disposiciones penales, una de las cuales excede la competencia material del fuero local.De conformidad con el criterio establecido por la Corte al dirimir la competencia en casos similares, corresponde a la justicia nacional, en virtud de su competencia más amplia, continuar la investigación de la causa que originó la contienda.


    S. M. del B. A. 625 (ocupantes de la finca) s/ Violación de sellos-usurpación (art.181 inc.1 C.P.)


    COMP50, L-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia doméstica. Unidad contextual: intervención de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional: competencia más amplia.


    El mero hecho de que haya existido cierto lapso entre los sucesos denunciados, no justifica la separación de los casos judiciales, los que parecen ser partes inescindiblemente constitutivas deun mismo conflicto de familia.Por ello, a fin de brindar un mejor servicio de administración de justicia y de favorecer la eficacia de la investigación, resulta conveniente que un único tribunal conozca en la totalidad de esta causa.


    D., R. D. s/ Amenazas


    COMP1006,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: debe ser la Cámara que confirmó la declinatoria la que Insista en su criterio. Estafa procesal en tentativa. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Si bien no puede asignarse al telegrama de renuncia objeto de investigación el carácter de instrumento público, en tanto no hace plena fe, per se, en los términos del artículo 993 y siguientes del Código Civil, cabe catalogarlo como mero documento de esa naturaleza dado que, a diferencia de aquéllos de naturaleza privada posee, en principio, valor probatorio en sí mismo, a menos que sea enervado por otras pruebas.Si el instrumento resulta falso y, como aquí ocurre, se desconoce el sitio dónde se lo habría confeccionado, corresponde al juez del lugar en que se lo utilizó y comprobó la adulteración conocer a su respecto.


    H., José s/ Estafa procesal en tentativa


    COMP118, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: es presupuesto necesario que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Corresponde a la justicia local: último lugar donde la víctima permaneció privada de su libertad, se pagó el rescate y se produjo la liberación.


    "No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso “Ramaro”, tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos; por el contrario, y más allá de haberse desarrollado en diferentes jurisdicciones, de los antecedentes remitidos cabe, en principio, concluir que se trató de un secuestro bajo la modalidad conocida como express."


    N.N. s/ Secuestro Extorsivo - Victima: K., Orietta


    COMP335, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: necesidad de que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Encubrimientoy resistencia a la autoridad. Corresponde a la justicia nacional en cuya sede se investiga la sustracción del rodado.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado.Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se advierte en autos.


    B., Joel Sebastiáns/ Encubrimiento - resistencia a la autoridad


    COMP167, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: no se halla precedida de la investigación suficiente. Corresponde a la justicia federal, que primero conoció y declinó su competencia sin incorporar los elementos necesarios.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Lucas s/ Denuncia


    COMP214, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Remisión a lo decidido en Comp. 83, L. XLV in re "Incidente de Incompetencia en autos Zanni, Santiago y Kloher, Claudio s/ Infracción artículo 13, ley 25.761". Corresponde a la justicia nacional."


    T. A. P. S.A. s/Infracción ley 24.051 (art.55)


    COMP841,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Desistimiento de la cuestión de competencia. Cuestión devenida abstracta.


    R., Sergio Darío s/ Encubrimiento


    COMP848,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Incorrecta traba de conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Resolución por cuestiones de economía procesal. Investigación incipiente. Corresponde al juzgado nacional continuar con las presentes actuaciones.


    La intervención del Tribunal deviene necesaria por razones de economía procesal y a fin de evitar una situación que importe unaefectiva privación de justicia.En razón de que en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se verificó el efectivo desapoderamiento del dinero, sin que las circunstancias puestas de manifiesto por el juez local resulten suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, debe continuar interviniendo en la investigación el juez de instrucción.


    D. C., Florencia Jimenas/ Su denuncia–defraudación


    COMP885,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a Comp.1039.XLVIII"M. M., R. s/ Inf.art. 52".


    L., G. A. s/ Art. 1472: 52 hostigar, maltratar, intimidar


    COMP24, L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión ala Competencia n° 359 L. XXXV,"Ayechú, Carlos Bernardo si denuncia" y, más recientemente, las Competencias n° 125, L.XXXIX"Orsi, Ricardo César Vicente s/ denuncia de contrabando” y n° 1741 L. XLI "Vargas, Juan s/denuncia".


    N.N. s/ A determinar


    COMP 353, L- 11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisióna la Competencia n° 75, L. L."Bereziartua, Guillenno y otros si estafa".


    B., Guillermo s/ Estafa en concurso real con encubrimiento (art.277)


    COMP130, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo resuelto en Comp. 475 L. XLVIII "Cazón,Adella Claudia s/ Art. 149 bis". Competencia del Juzgado Nacional en lo correccional."


    L. F., Santiago Agustín s/ Inf.art. 149 bis amenazas–CP


    COMP201, L-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa n° 431, L. XLIX"Fothy, EstebanAndrés s/ pta. inf. 22.421".


    UFIMA s/ Denuncia


    COMP265, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Abuso de armas. Vinculación con amenazas y daño. Intervención de un único tribunal. Justicia nacional.


    Mediante el Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, quedarían comprendidas en éllas figuras de amenazas y daño.Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un únicotribunal.Por lo tanto, ante la circunstancia de no haberse traspasado el abuso de armas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que la justicia nacional de competencia más amplia conozca en todos los supuestos presuntamente delictivos.


    G., José y otro s/ Disparo arma de fuego


    CSJ984/2014-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de amenazas simples y violación de domicilio. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.En tal sentido, de acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por los damnificados, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, la calificación adoptada por el juez nacional -delitos de amenazas simples y violación de domicilio-, es la que se adecua al caso, en tanto no se advierten medidas pendientes de realización que permitan despejar el interrogante planteado por el juez local. En consecuencia, y toda vez que la investigación para ambos delitos ha sido traspasada a la justicia contravencional mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, correspondedeclinar su competencia para continuar conociendo en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    L. N., Vicente Juniors/ Violación de domicilio y amenazas


    COMP82, L-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Conflictos de competencia


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de secuestro extorsivo. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Comisión de otros delitos. Intervención de la justicia local."


    "No se verificaban en el casolas circunstanciascontempladas en el precedente "Ramaro", toda vez que el lapso de cautiverio no habría sido prolongado, no surgiría la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros, y tampoco que tuviera vinculación con el Estado. Asimismo, existió una motivación particular y se trataba de un hecho aislado, en tanto existió la comisión de otros delitos, tales como, encubrimiento agravado, robo agravado, resistencia a la autoridad, portación ilegal de arma de guerra y abuso de arma. Por lo tanto, no se verifican circunstancias que justifiquen la competencia de la justicia de excepción. Corresponde asignar la competencia para conocer en esta causa a la justicia local."


    Z., Oscar Dario y otros s/ Incidente de competencia


    COMP417, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Actividad portuaria. Internación de la justicia provincial.


    "Corresponde a la justicia federal la investigación de aquellos casos en los que se hubiere afectado el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria en cuanto a la carga y descarga de buques y sus maniobras, imposibilitando el desarrollo de sus tareas específicas, entre las que se encuentran el comercio y el transporteinterjurisdiccional marítimos.En autos no se advierte que concurran esas circunstancias, pues de acuerdo con lo informado por la Prefectura Naval Argentina, en ningún momento el grupo de manifestantes habría afectado la operatoria del buque tanque "Cabo Pilar", amarrado a la mono boya Caleta Córdova, el cual habría zarpado sin inconvenientes, de los buques pesqueros surtos en ese puerto, ni de las embarcaciones pertenecientes a una empresa. Corresponde a la justicia provincial asumir el trámite de las actuaciones."


    Prefectura Naval Argentina s/ Su denuncia.Atentadocontra la seguridad de naves y aeronaves


    COMP454, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Lugar donde se ha consumado el delito: corresponde a la justicia local.


    La Corte tiene establecido que cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    V., Juan Marcelo s/ Amenazas


    COMP51, L-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: simples o coactivas. Lesiones leves. Convenio de Transferencia Progresiva deCompetencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la CABA. Inescindible unidad contextual: pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde al juzgado nacional: más amplia jurisdicción.


    La Corte considera que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Las amenazas no pueden considerarse incluidas en el segundo párrafo del artículo 149 bis del Código Penal, toda vez que no surja que ellas tuvieran como objeto obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algo contra su voluntad, sino sólo a alarmarla o amedrentarla. Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados, y que, en relación con la presente causa, sólo podría conocer respecto de las amenazas. Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, a fin de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves (artículo 89 del Código Penal), al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que esos supuestos presuntamente delictivos sean investigados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    Q. C., R. T. s/ Lesiones leves - art.89 CP


    COMP53, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Apremios ilegales. Extracción de testimonios. Cuestiones oportunamentes dirimidas por la Corte.


    En principio, el archivo de las actuaciones, no reviste carácter definitivo, pues el artículo 203 del Código Procesal Penal de Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Por otro lado, se consideró prematura la extracción de testimonios, porque las acusaciones que contenían integraban los descargos de los imputados en relación con el desarrollo del procedimiento durante el cual tuvieron lugar los hechos de violencia que se les atribuyeron, sin que el estado del trámite en que se encuentra la causa que sigue el juez local en orden a esos episodios, por los cuales aquéllos fueron indagados, permita sustraer la cuestión del mero marco de las versiones exculpatorias en que se hallaba al momento de ser resuelta por V.E. en una incidencia anterior.En definitiva, el magistrado no actuó de acuerdo con lo ordenado oportunamente por la Corte, por lo que es inadmisible adoptar una solución distinta a la ya adoptada.


    O. G., C. J. s/ Denunciante - Apremios ilegales a detenidos (art.144 bis inc.3)


    COMP491,XLIX-26 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de intereses federales. Intervención de la justicia local.


    El presente caso remite al examen de la conducta de un agente de policía provincial ligada al ejercicio de las funciones que como tal prestaba en ese territorio, sin que las pruebas incorporadas al sumario permitan inferir alguna afectación a intereses federales,razón por la cual resulta ajeno a la competencia del fuero de excepción.


    C., Claudio s/ Tráfico de influencias


    COMP222, L-4 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Chapas patentes apócrifas. Falta de entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional o una obstrucción a su normal funcionamiento. Justicia ordinaria del lugar en el que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Habida cuenta que de las probanzas no surge dónde se cometió la sustitución de las chapas patentes falsificadas, corresponde a la justicia del lugar donde se comprobó la anomalía, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    N. G., Fermín Osvaldo s/ Falsificación, alteración o supresión de la numeración registral


    COMP351, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurrencia de delitos: Art. 149 bis y Art. 153 del Código Penal. Correo electrónico:"comunicación electrónica" o"dato informático de acceso restringido". Los servicios de telecomunicacionesson interés de la Nación. Competencia de la justicia federal."


    "En atención a que los hechos se encuentran íntimamente relacionados, la investigación debe tramitarse ante un mismo juzgado.Por lo tanto, teniendo en cuenta que el correo electrónico constituye una "comunicación electrónica" o"dato informático de acceso restringido" (en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388), cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que, por sus características propias, se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículos 2° y 3° de la ley 19.798), se considera oportuna la intervención del fuero de execpción."


    R. L., Analia s/ Inf.149 bis CP


    COMP309, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Convenia 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Daño agravado.


    Se resolvió que la conducta de dos menores de diecisiete años de edad, quienes al intentar escapar de un Centro de Régimen Cerrado, donde se encontraban alojados a disposición de distintos Tribunales Orales, habrían roto una ventana que linda con el patio de ese establecimiento, encuadra en el delito de daño agravado por tratarse de un bien de uso público. Delito que se encuentra incluido entre aquellos enumerados en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicialde la Ciudad Autónoma de BuenosAires.


    R., M. L. y otro s/ Art.184 inc. 5 del CP


    COMP236, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación cometida mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra. Justicia del lugar donde se ejecutó la disposición patrimonial.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.Teniendo en cuenta ese principio corresponde a la justicia provincial realizar la investigación, sin perjuicio de que si entiende que su conocimiento corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    N.N. s/ Defraudación (art. 173, inc. 15)


    CCC18983/2014-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante el uso de tarjeta de crédito. Remisión al dictamen de la causaComp. 1249, L. XLI, “López, Santiago A. s/ Delito de acción pública”. Corresponde a la justicia provincial.


    R. M., María Belén s/ Su denuncia - defraudación (art.173 inc.15)


    COMP497, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de atentado a la autoridad, lesiones y daño agravado. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la CABA. Inescindible unidad contextual: pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde al juzgado nacional: más amplia jurisdicción.


    Mediante el convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia contravencional, la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de daño agravado.Sin embargo en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de daño calificado sea superior a las fijadas para el resto de las figuras delictivas objeto de pesquisa, al no haberse traspasado su conocimiento a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional en lo criminal de instrucción que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., Abel y otros s/ Atentado contra la autoridad - resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP290, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de daño agravado. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Intervención de la Justicia local.


    El delito de daño ha sido incluido en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por lo que le corresponde a la justicia local entender en la causa.


    M., Dylan Steven y otros s/ Daño agravado


    COMP508, L-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por administración infiel. Artículo 173, inciso 7°, del Código Penal. Falta de investigación suficiente. Clasificación de los hechos por parte del magistrado interviniente.


    Si bien la falta de investigación suficiente no permite conocer los pormenores de los hechos objeto de conflicto, lo cierto es que los magistrados intervinientes coinciden en que configurarían el delito previsto en el artículo 173, inciso 7°, del Código Penal. En tal sentido, la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.Por aplicación de esta regla, y toda vez que de las afirmaciones que obran en el expediente surge que la empresa, la cual el imputado era presidente y director, tendría la administración de sus negocios en el barrio de Villa Martelli, partido de Vicente López, corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación.


    P., Rodolfo Arturo s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP475, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Tarjeta de credito: pago telefonico. Lugar de consumación del delito. Corresponde intervenir a la justicia local.


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, eldelito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio. Cuando las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por razones de economía procesal y una mejor administración de justicia, la investigación debería quedar a cargo de un único tribunal. Por lo que corresponde intervenir a la justicia local.


    L., Marcelo y S., Denises/ Denunciantes - delito defraudación


    COMP156, L-4 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa procesal, falsedad de documentos y uso de documento falso. Falta de investigación suficiente. Elementos para plantear la competencia: individualización de los hechos y calificaciones. Corresponde a la justicia local que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquéldonde se presentaron al cobro.En tal sentido, corresponde el tribunal de origen reunir los elementos de convicción necesarios que permitan establecer esa circunstancia, a los efectos de determinar dónde, cuándo, en qué concepto y circunstancias fue entregado el documento, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinados la causa y el lugar de la entrega originaria del valor.


    S. A., María Julieta s/ Denuncia


    COMP249, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial. Pago por Internet. Domicilio donde se efectuó el pago. Intervención de la justicia Nacional.


    A fin de determinar la competencia territorial en el delito de estafa se deben tener en cuanta tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, por razones de economía procesal.Sobre esa base, y sin perjuicio de haberse verificado que el destinatario de la transacción se correspondería con un protocolo de seguridad (lP), asignado a una firma de San Antonio de Padua, provincia de Buenos Aires, lo cierto es que también, intervinieron otros dos, asignados a usuarios del exterior del país. Frente a los interrogantes que implica esa circunstancia, especialmente si se repara en la posibilidad de que esas direcciones sean modificadas, y en atención a que el denunciante efectuó la disposición del dinero a través de un sistema de pago por internet, desde su domicilio sito en Capital Federal, corresponde a la justicia nacional continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    F., Omar Daniel s/ Su denuncia–Estafa


    COMP344, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Falsificación de documentos públicos.


    "Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Cuando se produce mediante la falsificación o el uso dedocumentos que inducen a error a la víctima esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.Corresponde a la justicia federal de esta ciudad, conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante su empleo y, además, respecto de la falsedad del formulario de verificación que también se habría entregado junto con aquella documentación.En relación con la presunta infracción al artículo 289, inc. 3°, del C.P. corresponde al mismo tribunal conocer a su respecto, por aplicación del criterio establecido en la Comp. 1569; L.XL.,"Comisaría San Julián s/investigación presunta infracción"habida cuenta de la coincidencia que se observa entre ellas y las consignadas en la documentación falsa.Atento que el dominio al que le corresponden las numeraciones del chasis y motor del vehículo registra pedido de secuestro por robo, corresponde que al tribunal federal,arbitrar los medios necesarios a fin de que el magistrado que entiende en ese hecho ilícito conozca de las actuaciones relativas al secuestro del bien, y profundice su investigación en consecuencia.Por la presunta falsedad de un sello que habría sido descubierta al presentarse un trámite de transferencia ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor N° 4 de La Plata, también deberán extraerse testimonios de las partes pertinentes, y remitirse a conocimiento de la justicia federal de esa sección."


    G., Néstor Renato Nelson s/ Su denuncia–estafa


    COMP107, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Falsificación de documentos públicos. Intervención del fuero de excepción.


    "Se dictamina conforme al criterio de la Corte Suprema, bajo el cual sostiene que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.En ese sentido, cabe recordar que las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.Sin perjuicio de ello, y de las escasas medidas realizadas por la justicia nacional tendientes a identificar al autor de la presunta estafa, V.E. tiene establecido que, cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.Desde esa perspectiva, y atento a que se desprende de las constancias agregadas al expediente, que para la venta del rodado se habría utilizado documentación apócrifa, entre las que se encontraban instrumentos públicos de carácter nacional, que fueron presentadosante el Registro Nacional de laPropiedad Automotor de Merlo, dando origen a la formación de una causa con intervención de la Justicia Federal de Morón, se entendió que corresponde esta última sede conocer también acerca de la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante su empleo, aunque no haya sido parte en la contienda.Por otro lado, en lo atinente al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, se consideró que también corresponde a ese tribunal conocer a surespecto, por aplicación del criterio establecido en la Competencia N° 1569. L. XL in re"Comisaría San Julián s/ investigación presunta infracción", resuelta el 5 de abril de 2005, en virtud de la coincidencia que existiría entre las numeraciones del vehículo y las que habrían sido consignadas en la documentación apócrifa."


    S., Cristian Daniel s/ denuncia


    COMP132, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión. Violación de correspondencia. Correo electrónico: "comunicación electrónica" o"dato informático de acceso restringido". Los servicios de telecomunicaciones son interés de la Nación. Justicia federal."


    "Es doctrina de V.E. que la competencia en materia penal debe decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.De acuerdo con ese principio, teniendo en cuenta que el autor de la maniobra denunciada habría accedido a las fotos íntimas del denunciante mediante el ingreso indebido a su cuenta deemail, lo cual constituye una "comunicación electrónica" o"dato informático de acceso restringido" en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículo 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el juez federal de San Isidro quien conozca en estas actuacionesámbito territorial en el que ocurrió parte del iter criminis, reside la víctima y acudió ésta a hacer valer sus derechos hace aproximadamente cuatro años, sinperjuicio de que no haya sido parte de la contienda y de lo que resulte de la ulterior investigación."


    S., Alan s/ Extorsión


    CSJ3359/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documentos públicos. Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 793, L. XLIX. Corresponde a la justicia provincial.


    S., Maximiliano s/ Su denuncia - falsificación documentos públicos


    COMP131, L-17 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones leves. Remisión al dictamen de la causa: Comp. 504, L. XLIV, “Franco, Eduardo Alberto s/ Infr. Art. 6.1.9 de la ley 451”. Corresponde devolver la causa al tribunal.


    P., Carlos Alberto s/ Lesiones leves


    COMP404, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones y amenazas. Cuestión que no merece ser tratada por la Corte Suprema. Corresponde a la justicia nacional.


    No existe una contienda de competencia que corresponda al Tribunal dirimir, en tanto estos conflictos tienen como base la existencia de un proceso en trámite, y son inadmisibles cuando aquel ha terminado en alguna de las formas que la ley autoriza.Esa es la situación que aquí se presenta, en tanto al momento de plantearsela cuestión, la justicia de la ciudad ya había archivado las actuaciones motivo de la declinatoria, al considerar que el hecho resultaba atípico. Por lo expuesto, deben devolverse las actuaciones a la justicia nacional, a sus efectos.


    G., Norberto y otro s/ Homicidio simple


    COMP386, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de sustracción de rodado y encubrimiento: relación de alternatividad existente entre ambos delitos. Justicia provincial.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas de procedimiento nacionales.Por ello, y habida cuenta que el juzgado de garantías del Joven no controvirtió que el delito que debe ser profundizado en su investigación se cometió en su ámbito territorial, de conformidad a lo normado por el artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación, que recepta el principio de territorialidad corresponde a su titular continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio claro está, que de considerar que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    M.B. J., y otro s/ Tenencia arma de guerra y Encubrimiento


    CCC5219/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de usurpación. Intervención de la justicia de excepción: tierras dominio del estado,afectación del normal funcionamiento del servicio público ferroviario.


    Corresponde la intervención del fuero de excepción ante la usurpación de tierras dominio del Estado Nacional, que incluso podría afectar el normal funcionamiento del servicio público ferroviario atento a su cercanía con las vías.


    N.N.s/ Usurpación (art.181 inc.1)


    COMP103, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito defraudación. Pluralidad de jurisdicción. Contrato de fideicomiso. Competencia del juez que resulte más conveniente: eficaz investigación y economía procesal. Intervención de la justicia local.


    Los hechos materia de investigación no tuvieron lugar en un único ámbito territorial, ya que si bien la celebración del contrato de fideicomiso y su adhesión aparecen rubricados en la sede social de la fiduciaria sita en la Capital Federal, las conversaciones iniciales, la elección de una de las futuras unidades, y el primigenio desembolso de una reserva a cuenta del precio, habrían tenido lugar en San Isidro, provincia de Buenos Aires, donde, además, se habrían celebrado asambleas y efectuado trámites ante el municipio local. En tal sentido, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.Ante las circunstancias del caso, sumadas a que en territorio provincial se encuentran ubicados los terrenos donde iba a desarrollarse el emprendimiento edilicio y donde, además, se domicilia el denunciante y tiene su sede la inmobiliaria que tuvo a su cargo su comercialización, conducen a concluir es el juez local, que previno quiense encuentra en mejores condiciones para llevar adelante la investigación.


    B., Juan y G. C., Jorge s/ Defraudación


    COMP261, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos por un mismo grupo de imputados. Remisión al dictamen dela causa: Comp. 6, L. L. in re"Cisneros, Leonardo Augusto J. y otros si secuestro extorsivo”. Corresponde a la justicia federal."


    U., David Sebastián y C., Miguel Alberto s/ Inf.art. 170 e inc. 6º, 41 bis, 166 inc. 2º, 164 C.P.


    COMP387, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de portación ilegitima de arma de uso civil y supresión de la numeración. Intervención de un único tribunal. Justicia federal.


    Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su portación ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, es conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal sin que la eventual desvinculación del imputado con la supresión de la numeración del arma autorice, en principio, a modificar ese criterio.


    L. Martin Dario s/ Infracción Art. 189 bis


    COMP1985/2014-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Disposición patrimonial perjudicial para la víctima. Hechos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Conveniencia en unificar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    Los acontecimientos conforman un mismo contexto geográfico de actos eventualmente típicos que, en su conjunto, cumplirían su efecto en jurisdicción del tribunal declinante, desde cuyo ámbito territorial también se efectuaron los reclamos por parte de la damnificada y su novio, siempre mediante teléfonos de línea fija, e inclusive se encuentra radicada la cuenta del imputado –que permaneció vigente- ante la cual se efectuó eldesapoderamiento perjudicial y a cuyo nombre se registra domicilio aún en el barrio de Lugano de esta CapitalToda vez que el tribunal declinante, que además previno y lleva adelante, inclusive, la instrucción del sumario desde hace más de tres años, corresponde declarar su competencia para que continúe entendiendo en esta causa, sin perjuicio de lo que pudiera eventualmente surgir del trámite posterior.


    K. B., María Bernarda Berta su denuncia – estafa


    COMP507, L-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Determinacion de la competencia territorial.


    A fin de establecer la competencia territorial en el delito de estafa, se debe tener en cuenta el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial.


    G., S. P. s/ Estafa


    COMP184, L-4 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Remisión al dictamen de la causa Comp. 357, L. XLIX,"Fairstein, Juan Carlos s/ Su denuncia". Corresponde a la justicia provincial."


    S., Jorge Gustavo s/ Estafa


    CSJ533/2014(50-C)/CS1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Remisión al dictamende la causa Comp. 784, L. XLIX"Villagra, Natalia Soledad s/ estafa". Corresponde la intervención de la justicia nacional."


    V., Natalia Soledad y otros s/ Estafa


    COMP69, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de elementos suficientes para precisar los hechos denunciados. Corresponde a la justicia nacional que primero conoció de la notitia criminis.


    "Cuando la contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.El confuso panorama que se presenta a partir de las escasas constancias agregadas al incidente, no permite delimitar con precisión las características y el alcance de los sucesos objeto de investigación ya que, más allá de la aseveración genérica de que los hechos ocurrieron en territorio provincial, no consta en la resolución del declinante una determinada subsunción típica que se apoye razonablemente en sus constancias lo que, consecuentemente, impide la adecuada resolución del conflictomáxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprende la denuncia podría existir más de una calificación posible.Corresponde al juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja."


    C., Guillermo s/ Su denuncia


    COMP481, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Presunta infracción al artículo 145 bis del Código Penal. Intervención del fuero federal.


    "Las escasas constancias del legajo no permiten confirmar o descartar la comisión del delito de trata de personas.No obstante ello, no debe perderse de vista las condiciones de vulnerabilidad que habrían advertido tanto el cuerpo de delegadas tutelares, como el programa de rescate a las víctimas entrevistadas, ni debe pasarse por alto la estrecha relación que existe entre la trata de personas, la explotación económica (artículo 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 4, inciso "c", de la ley 26.364, cuando se "promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual".Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal,resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime.En tal sentido, corresponde al magistrado federalproseguir la investigación, sinperjuicio de lo que resulte del trámite posterior."


    K., R. G. y otro s/ Inf.art. 145 bis del C.P. (ley 26.364)


    COMP301, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Presunta retención indebida. Art. 173 del Código Penal, inciso 2 y 7. Intervención de la justicia nacional.


    "Resulta necesario profundizar la pesquisa a fin de esclarecer los extremos denunciados, con carácter previo a resolver la cuestión, teniendo además en cuenta el criterio del Tribunal según el cual, tanto cuando el hecho se subsuma en el inciso 2°, como en el inciso 7°, ambos del art. 173 del Código Penal, para discernir la competencia hay que observar dónde tuvieron lugar los actos con relevancia eventualmente típica para la configuración de cualquiera de esas figuras. En atención a esos principios, y toda vez que tanto la asociación en cuya representación se formula la denuncia, como la "sede" a la que se refiere el damnificado, donde además éste residía, y desde donde habrían sido trasladados los bienes que formarían parte del mobiliario social, se ubican en esta Capital, donde además se encuentra el depósito en el que se habrían alojado tales objetos, y a cuya dirección se dirigió la intimación epistolar cursada y recibida por el denunciado, quien también se domicilia en un barrio de esta ciudad, corresponde al juzgado nacional que posee jurisdicción en ese ámbito territorial, profundizarla investigación.Asimismo, en el caso en que se encontrara suficientemente respaldada la calificación jurídica sobre la que se sustenta la declinatoria, podría igualmente resultar competente, desde que respecto de la figura de retención indebida, también tiene establecido la Corte que, en caso de no existir acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, lo que en principio parece suceder en el presente, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse la obligación."


    C., Ariel Gustavo y otro s/ Estafa, Defraudación y Asociación ilícita


    CCC67387/2013-25 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Habeas Corpus ante agravamiento de las condiciones de detención: alojamiento de presos por causas de competencia local en cárceles fuera de la provincia. Examen de legalidad y razonabilidad de los jueces a cargo del control de la ejecución de la pena. Corresponde a la justicia provincial.


    Sin perjuicio de que en la presente causa se pone en cuestión la facultad del Servicio Penitenciario Federal de designar la unidad de detención en que deben alojarse los internos, cabe también destacar que el ejercicio concreto de esa facultad, en la medida en que atañe a un aspecto característico del régimen penitenciario, no debe quedar vedado al examen de legalidad y razonabilidad de los jueces a cargo del control de la ejecución de la pena.En este sentido, se estima que para la solución del presente conflicto es preciso tener en cuenta que el reclamo tomó la forma de una acción de clase que abarca sólo a los condenados por la justicia provincial que se encuentren o puedan encontrarse en la situación narrada en los antecedentes, razón por la cual es a ese fuero, encargado dela ejecución de sus propias sentencias, al que le corresponde definir la legalidad y razonabilidad de la práctica cuestionada.


    C., Roberto s/ Habeas corpus colectivo


    CSJ3089/2014/CS1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio presuntamentemotivado por cuestiones de índole federal. Ley 23.737. Intervención de la justicia local.


    "En primer lugar, es importante mencionar que, la competencia federal es excepcional, estricta y limitada, tanto para la ley 23.737 como para todos los demás casos previstos en la Constitución Nacional, la ley 48 y el artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación; es de orden público ya que representa el interés social, y es superior a otras por la esencialidad de los principios de legalidad que consagra. Asimismo, depende del carácter de la disposición legal, en tanto será federal si se trata de normas de estricto orden nacional.Por otro lado, la regla contenida por el artículo 34 de la ley 23.737 establece que sólo los delitos previstos y penados por ella serán de competencia de la justicia federal.En ese sentido, teniendo en cuenta que el homicidioes de competenciaordinaria, sin que el presunto "móvil delictual" esbozado por el tribunal declinante alcance para precisar una infracción concreta de naturaleza federal frente a la cual se torne necesaria la aplicación del excepcional criterio; y habida cuenta que tampoco se vislumbra que el hecho se habría producido con el objeto de interferir en alguna investigación por infracción a la ley 23.737, corresponde la intervención de la justicia local."


    G., Alejandro Norberto s/ Homicidio agravado por uso de arma de fuego y portación ilegal de arma de guerra


    COMP447, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Transferida a la justicia local mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    "Teniendo en cuenta que, el presunto incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, materia de esta contienda, es un hecho escindible de los demás episodios violentos denunciados e incluso, perjudica a otras víctimas; y toda vez que la investigación de ese delito ha sido transferida a la justicia local mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde la intervención de la justicia local."


    P. B., Luis Alberto s/ Inf.art. 149 bis del C.P.


    COMP323, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 289, inciso 3° del Código Penal. Justicia ordinaria.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    D., Rubén Oscar s/ Su denuncia -falsificación-alteración o supresión de número de registro


    COMP254, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Intervención de la justicia federal.


    Atento que resulta denunciado personal del Servicio Penitenciario Federal en ejercicio de sus funciones, corresponde la intervención de la justicia Federal.


    Servicio Penitenciario Federal (División Traslados) s/ Imposición de torturas


    COMP289, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley 22.421. Protección y conservación de la fauna silvestre. Intervención de la justica nacional


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que, una vez aclarado este aspecto, sólo resta determinar la competencia territorial atendiendo al lugar de su comisión. Intervención de la justicia nacional.


    M., Hernán s/ Infracción ley 22.421


    COMP486, L-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley 22.421. Protección y conservación de la fauna silvestre. Intervención de la justica provincial.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    N.N. s/ Infracción a la ley 22.421 - denunciante UFIMA


    CSJ981/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Mal funcionamiento de las barreras de los pasos a nivel. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia local.


    "El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, formar fundado criterio sobre su adecuación legal y la individualización de los responsables para discernir el tribunal alque corresponda investigarlos.Cabe recordar que para reputarlo sujeto a la competencia federal, es preciso que el hecho haya afectado intereses federales o la prestación del servicio de un establecimiento nacional; así como también tiene establecido el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.Corresponde al juzgado local, que previno y a cuya sede acudió el denunciante en procura de sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación."


    N.N. s/ Denuncia (Honorable Concejo Deliberante de Escobar - Romero, Eduardo A.)


    CSJ1610/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Malversación de caudales públicos.


    La Corte sostiene que la entrega de una suma de dinero proveniente de una prestación pública asistencial, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación y, por consiguiente, la competencia federal. En tal sentido, le corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación de las actuaciones.


    B., Andrés s/ Su denuncia - malversación de caudales públicos (art.260 C.P.)–


    COMP95, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de amenazas y usurpación. Delitos independientes. Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.Distribución de competencias.


    Atento que en principio, las amenazas no habrían sido el medio comisivo de la usurpación a que se refiere el denunciante, pues habrían tenido lugar aproximadamente un mes y medio antes de perfeccionada esta última figura, ambas hipótesis delictivas aparecen como hechos independientes.Por lo tanto, teniendo en cuenta que el delito previsto en el artículo 149 bis, segundo párrafo, o eventualmente el establecido en el artículo 149 ter, inciso 2) apartado b), ambos del Código Penal, no han sido incluidos entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo enrelación con esa figura, mientras que la justicia local deberá continuar la investigación respecto del delito de usurpación.


    R., Viviana Elizabeth s/ Inf. art. 181 inc.1) C.P


    COMP397, L-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación: utilización de fotocopia documento nacional de identidad. Concurso ideal delito común y de índole federal. Corresponde justicia federal.


    La Corte Suprema tiene establecido que por el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y/o uso ilegítimo y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo esa jurisdicción. Asimismo, se tiene resuelto que cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    Á., Jorge Mario s/ Su denuncia


    COMP1010,XLIX-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa o encubrimiento. Falta de investigación suficiente. Justicia nacional.


    El juez nacional no declinó su competencia en orden a una figura en concreto sino que sugirió dos calificaciones posibles, estafa o encubrimiento, respecto de las cuales difiere el tribunal competente para investigarlas, ya que en el primer caso es la justicia ordinaria del lugar de entrega fraudulenta del cheque la que debe intervenir -más allá de aquél en el que se presentó al cobro- y, enel segundo, tratándose del encubrimiento de un delito cometido en esta ciudad, el juez federal del lugar del hallazgo del efecto del delito, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito antecedente.En cualquiera de los dos casos, las constancias incorporadas en el legajo no alcanzan para que el juez nacional se desprenda del conocimiento de la causa, ya que no se cuenta con copia del cheque ni la declaración del depositante, entre otros elementos relevantes, y sus fundamentos para descartar la intervención del imputado en el robo son insuficientes, máxime cuando no se realizó diligencia alguna a partir del hallazgo del cartular, de manera que en caso de existir un posible encubrimiento de su parte, teniendo en cuenta la relación de alternatividad que existe entre esta figura y la sustracción, es aquél quien debe investigarlo. Corresponde a la justicia nacional, cuyo titular reconoció la ajenidad de la justicia de Río Negro que primero conoció en la denuncia y que investiga el robo del cheque profundizar esta pesquisa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    H., Alfredo Raúl s/ Estafa en tentativa


    COMP520, L-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Declinación en favor de la justicia provincial de Mar del Plata por razones de economía procesal, inmediatez con la prueba y mejor defensa de los imputados.


    Toda vez que la maniobra denunciada habría sido realizada presuntamente desde Mar del Plata, donde los presuntos autores se habrían contactado telefónicamente con la denunciante y habrían recibido un fax de ésta con el comprobante de la transferencia, ydonde, además, se encuentra la cuenta de destino de los fondos legítimamente transferidos que fueron retirados por su titular, por razones de economía procesal, de una mayor inmediatez con la prueba y mejor defensa de los imputados, corresponde atribuir el conocimiento de esta investigación a la justicia de esa ciudad.


    B., Marcela s/ Denuncia


    CSJ3650/2014-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación del timbrado inserto en un boleto de compraventa, tendiente a acreditar el pago del impuesto de sellos provincial, ante una dependencia de la Dirección Provincial de Rentas. Falsificación de documentos. Estafa. Intervención de la justicia provincial.


    La Corte sostiene que si no existe prueba suficiente del lugar donde se confeccionó el documento adulterado, corresponde la investigación del hecho al juez con competencia donde se comprobó la existencia del delito o fue descubierto.Por aplicación de este principio, toda vez que el delito se advirtió al ingresar el documento en el departamento de recaudación de sellos y tasas en la ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires, organismo frente al cual, además, el timbrado supuestamente falso estaba destinado a cobrar eficacia y donde, por ende, se pretendió hacerlo valer, corresponde al juzgado provincial, que además previno y sustanció la investigación por un periodo prolongado, continuar conociendo en el presente caso.


    S., Miguel Alfredo María s/ Estafa - falsificación de sellos timbres y marcas


    COMP625,XLIX-28 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 149 bis del Código Penal. Intervención de la justicia provincial.


    Habida cuenta que, según doctrina de V.E. la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las declaraciones del denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente - surge que las amenazas habrían ocurrido en la ciudad de La Plata donde, según refirió el denunciante,actualmente reside, corresponde la intervención del juzgado provincial.


    R., Orlando Manuels/ Denuncia


    COMP10, L-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al art. 189 bis del CP y a la ley 23.737. Corresponde a la justicia federal.


    Atento que a partir de la sanción de la ley 25.886 la tenencia de municiones ya no resulta incriminada, corresponde devolver el incidente al juzgado federal, a sus efectos.


    G., Diego s/ Infracción ley 23.737


    COMP181, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 174, inciso 2, del Código Penal. Justicia nacional.


    No es posible para discernir la competencia en el caso, tener por acreditado el lugar de su otorgamiento a partir de sus propias constancias, ni tampoco la fecha en él consignada, máxime teniendo en cuenta la diversidad de lugares a los que habría sido trasladado como consecuencia de su estado de salud.


    R., Jorge Nicolás y otros s/ Defraudación a un menor o incapaz, falsedad ideológica, falso testimonio y asociación ilícita


    CCC32340/2012-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta supresión de estado civil de un menor: falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia provincial, que primero conoció de la notitia criminis.


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados y, consecuentemente, ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos objeto de investigación, máxime, cuando más allá de las irregularidades, no se ha efectuado una mínima investigación en la causa que, en su caso, de sustento a las subsunciones típicas.En esas condiciones, corresponde al juez provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Av. s/ Supresión de est.civilde un menor art. 139


    COMP421, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso deshonesto y amenazas. Unidad contextual: intervención de un único tribunal. Corresponde a la justicia provincial.


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resultaconveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean investigados por el juzgado provincial, que aceptó el conocimiento respecto del presunto abuso deshonesto, como consecuencia del cual habría sucedido el resto.


    P., C. s/ Abuso deshonesto


    COMP503, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito contra la integridad sexual de menores de edad: hipótesis delictiva más gravosa. Corresponde a la justicia nacional: más amplia jurisdicción.


    Toda vez que el juez nacional admite que el objeto procesal del presente sumario consiste en determinar si el imputado tuvo relaciones sexuales con menores de edad, resulta razonable concluir en que los hechos bajo investigación excederían el acotado marco del artículo 128 del Código Penal y serian pasibles de subsunción en alguna de las figuras más gravosas entre aquellas que atentan contra la integridad sexual, como las previstas en los artículos 119 ó 125.En ese sentido, cabe señalar que de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse en tanto no aparecen controvertidos por otras constancias del legajo se desprende que el imputadomantenía relaciones sexuales con menores de edad, mientras trabajaba en el turno de la noche en una estación de servicio, para luego distribuir por la internet los videos que lo mostraban en tales conductas, circunstancia que aunada a los elementos aportados y analizados por expertos y al análisis del Cuerpo de Investigaciones Judiciales que también incluye otras hipótesis delictivas, permite razonablemente presumir la comisión de otros hechos que exceden la competencia del juez de la ciudad.


    T., L. J. s/ inf. Art. 128delC.P


    CSJ1674/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de contrabando. Código aduanero. Competencia en lo penal económico.


    Se traba contienda negativa de competencia entre la justicia provincial y la justicia nacional, en la causa donde se investiga el presunto delito de encubrimiento, tras el secuestro en la localidad de Ingeniero Budge, de varias cajas de mercadería que habían sido sustraídas en la Capital Federal, mientras eran trasladadas en camión desde la Terminal Portuaria W 5 (BACTSA) hasta el depósito fiscal de Tefasa N° 1.Sin embargo, se entendió que las mercaderías se encontraban sujetas al régimen de destinación de tránsito de importación y que por consiguiente se hallaban sometidas al control aduanero, con lo que, como consecuencia de los hechos que se investigan, se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la aduana. Por lo tanto, de conformidad con la regla establecida en los artículos 1026 y 1027 del Código Aduanero (texto según ley 25.815), corresponde declarar la competencia de la justicia nacional en lo penal económico, que deberá también conocer del robo, cuya investigación se encuentra a cargo del juzgadonacional de instrucción, atento la conveniencia de que todos los hechos vinculados con la posible comisión del delito de contrabando, sean juzgados por un solo magistrado, aunque no haya sido parte en la contienda.


    D., Marcela Alejandra y R., Alejandro Tomás s/ Encubrimiento agravado


    COMP332, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y comisión de otros delitos en alguna de ellas. Intervención de la justicia local.


    Tiene resuelto V.E que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    B., Luis Osvaldo s/ Su denuncia -robo con armas


    COMP308, L-27 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito. Corresponde la intervención de la justicia nacional.


    La Corte entiende que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa. Corresponde investigar a la justicia nacional.


    "I., José Luis; O., Angel Emanuel; S., Rodrigo Ivan s/ Denunciantes - Hallazgo de automotor"


    COMP330, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Robo. Lesiones. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    S., Omar Oscar s/ Su denuncia - Robo de automotor con armas


    COMP84, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo resuelto por la Corte Suprema en Comp. 1002, L. XLVII,"Frías, Martín Fernando y Ozuna, Emilia Débora Silvana s/ Infracción ley 23.737". Corresponde a la justicia local."


    G., Gustavo Ernesto s/ Infracción ley 23.737


    COMP455, L-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 475, L. XLVIII, in re"Cazón,Adella Claudia s/ art. 149 bis". Corresponde a la justicia nacional."


    S. A., Luis s/ Inf. art.149bis C.P


    COMP356, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamende la causa Comp. 834, L. XLIX"Sterman, Marcelo Daniel s/ Infracción art. 302". Corresponde la intervención de la justicia nacional."


    Y. Argentina S.A. s/ Infracción art. 302


    COMP96, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Competencia de la justicia local. "


    "No se vislumbran las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro" tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos.Existencia de motivación particular, sin que en el caso se verifiquen circunstancias que justifiquen la competencia de la justicia de excepción, ni por la naturaleza del hecho ni por el modus operandi."


    B., Diego Ariel y otros s/ Secuestro extorsivo


    FSM5332/2014/CS1-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Secuestro exprés. Competencia de la justicia local. "


    "No se vislumbran las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro"tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos.De la investigación no surgió conexión personal entre la víctima y los secuestradores, no hubo selección específica, ni tareas de inteligencia previas, todo lo cualautoriza a presumir que se trató de un hecho delictivo bajo la modalidad conocida como secuestro exprés."


    B., Alexis Emanuel y otros s/ Secuestro extorsivo


    FMP11018458/2013/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuesta coacción agravada. Inexistencia de afectación a interés federal alguno. Corresponde a la justicia provincial.


    La comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 – que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacionalo alguna de sus instituciones.De las constancias obrantes en autos resulta que la motivación de la conducta de la imputada no excedería de lo estrictamente particular y que, por otra parte, tampoco surge la afectación de interés federal alguno.


    L. E., Regina s/ Coacción agravada (Art. 149 ter inc. A)


    CSJ 528/2014 (5 O-C)/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de material explosivo. Competencia de la justicia federal.


    "Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado,según pueda aprecarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.En base a que surge de las actuaciones que entre las armas secuestradas se hallaban dos granadas, y en atención al criterio establecido por V.E. en Fallos: 328: 4696, y en la Competencia n° 193 L. XLIV in re"N.N. s/tenenciao acopio de material explosivo", resuelta el 7 de octubre de 2008, corresponde la intervención de la justicia federal. "


    G., G. s/ Violencia familiar


    COMP271, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Vinculacion con hechos investigados en justicia federal. Afectación a la seguridad nacional.


    Los mensajes dirigidos al gobernador provincial, por su contexto, inspiración y propósito, no admiten ser fácilmente desligados de otras conductas que la justicia federal investiga bajo la justificación de que hubo una afectación cierta de la seguridad nacional debida al alzamiento simultáneo de las fuerzas de seguridad de distintas provincias, por lo que corresponde continuar con la intervención del fuero de excepción.


    Fiscal nº 4 Dr. Pablo López Rosas s/ Requerimiento de instrucción en relación a denuncia de fiscal de Estado de la Pcia.deSanta Fe


    COMP190, L-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de correspondencia: medios electrónicos. Corresponde a la justicia federal.


    "La cuentas de correo electrónico constituyen una"comunicación electrónica" o"dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación, por lo que corresponde la intervención del fuero federal."


    M., Jorge s/ Su denuncia - violación de correspondencia


    COMP225, L-4 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Conexidad subjetiva. Narcotráfico. Competencia Federal.


    "Ante la existencia de causas similares en trámite ante la justicia federal de Córdoba, en las cuales se investigan distintos funcionarios del departamento de drogas de la policía de esa provincia por su vinculación con el narcotráfico, y de acuerdo a que recientementela Corte en la Comp.n° 1.019,L. XLIX ,"N.N s/ inf. Ley 23.737", el 20 de mayo de 2014, se pronuncio por la competencia federal en la causa en la que se investigaba el presunto suicidio de uno de los oficiales que estuvo a cargo del operativo en el que se detuvo al denunciante en las presentes actuaciones, se entendió que debe seguirse en este caso igual tesitura.En efecto, todos los hechos parecen haber ocurrido dentro de un mismo accionar delictivo, por lo que deben ser juzgados por un único magistrado en favor de una mayor, más efectiva y eficaz administración de justicia. Asimismo, se ha de tener en cuenta, los compromisos internacionales asumidos por nuestro país en esta materia, Convención de Naciones Unidas contra el Tráfico de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas (ley 24.072), entre otros. Por todo lo expuesto, seconsideró que le corresponde continuar con la investigación a la justicia federal, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior."


    M., Jorge Ignacio y otro s/ P.ss.aa.tenenciacon fines de comercialización


    COMP70, L-4 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda que no se encuentra correctamente trabada. Falta de atribución recíproca de competencia entre los tribunales intervinientes. Razones de economía procesal que autorizan a prescindir de los reparos formales. Falta de investigación suficiente. Robo con arma sustraída en un hecho anterior. Justicia provincial.


    "Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para encuadrar con el grado de certeza, que esta etapa procesal requiere, la conducta en quehabría incurrido el imputado.Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de méritoque defina la situación jurídica del imputado respecto del delito ocurrido con anterioridad en el territorio provincial; donde tuvo lugar el robo del arma reglamentaria, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ese suceso, y sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito, contra la propiedad. En base a ello, y en atención a la relación de alternatividad existente entre el desapoderamiento y su encubrimiento, corresponde a la justicia provincial profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del arma de fuego en esta Capital, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior."


    L. H., Luis Antonio s/ Encubrimiento


    CSJ525/2014-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Necesidad de profundizar la investigación y obtener auto de mérito respecto del desapoderamiento. Infracción art. 289, inciso 3 del C.P.: Ausencia de afectación a organismo nacional. Intervencion justicia local donde se constató la anomalía.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Los escasos elementos reunidos no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado, por lo que resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posibleparticipación en el hecho, sinque el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su hallazgo, pueda constituir una pauta que autorice, sin más, a desecharsu participación en ese delito.En este sentido, corresponde a la Justicia Nacional profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro del vehículo en sede provincial aunque no haya sido parte en la contienda, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.En cuanto a la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal, el Tribunal tiene establecido que, corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la PropiedadAutomotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que enausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se la comprobó. En caso de no existir probanzas suficientes que determinen dónde se cometió la infracción, corresponde investigarla a la justicia local, en cuyo ámbito de competencia territorial se constató la anomalía y se secuestró el rodado cuya chapa identificadora había sido cambiada.


    P., Roberto Anibal s/ encubrimiento


    COMP92, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Declinatoria de competencia. Cuestión devenida abstracta.


    F. R., Delia Beatriz s/ Lesiones leves art. 89 del C.P.


    COMP876,XLIX-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de investigación suficiente. Indeterminación de circunstancias de tiempo, modo y lugar. Prolongado tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del motovehículo y su incautación. Alternatividad entre la sustracción y el encubrimiento. Corresponde al juzgado que investiga el delito contra la propiedad.


    "Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, el delito en quehabría incurrido el prevenido.Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre la sustracción del moto vehículo y su posterior hallazgo dos años después, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación aldesapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resultaajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre aquel delito y su incautación constituya un parámetro para desechar; sin más, su participación en la sustracción."


    C., Facundo Rubén s/ Encubrimiento


    CSJ3698/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Infracción a la ley 23.737. Organización delictiva dedicada al comercio de estupefacientes. Intervención de la justicia federal.


    "Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. Atento el modo de operar de la organización, no puede afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar quienes proveían, distribuían y vendían la droga."


    F., Walter Ramón s/ Robo agravado


    CCC58380/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Lesiones leves. Identificación de los agresores. Justicia nacional en lo correccional.


    Según surge tanto de las manifestaciones del denunciante, como de los dichos de los testigos, la víctima sólo habría resultado víctima de una agresión por parte de dos personas que fueron debidamente identificadas por su nombre, las cuales, inclusive, habrían sido señaladas por aquél como quienes ascendieron a suvehículo y le aplicaron los golpes.Por lo que, más allá de las dificultades probatorias que pudieran existir acerca del modo en que se desarrolló el episodio, no por esa sola circunstancia pueden descartarse imputaciones concretas a tenor de las previsiones delartículo 45 del Código Penal.Corresponde a la justicia nacional en lo correccional continuar conociendo en estas actuaciones.


    S., Federico y otro s/ Robo


    CSJ 518/2014, L, COM-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Lesiones. Vinculación con daños, amenazas y violación de domicilio. Único tribunal. Justicia correccional.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allíenumerados y que, en relación con la presente causa, sólo quedarían comprendidas las figuras de daños, amenazas y violación de domicilio. Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.Al no haberse traspasado la investigación del delito de lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    F., Armando y otros s/ Inf art. 183, 149 bis y 150


    COMP337, L-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Presuntas amenazas coactivas. Justicia nacional.


    De las declaraciones de la denunciante, no desvirtuadas por otras constancias de la causa, no puede descartarse -hasta el momento- que el obrar del imputado hubiera estado dirigido a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones. Por lo tanto, el hecho denunciado excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple, por lo que correspondería a la justicia nacional conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Juzgado 1a. Inst. Contravencional y de Faltas N° 25 de Ciudad Bs. As.s/ Competencia


    CSJ1475/2014-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Se solicita a la C.S.J.N. que ordene la elevación de los autos principales. Luego se confiera una nueva vista.


    Seccional 38° de la P.F.A. s/ Exacciones ilegales


    CCC72432/2013/2/1/RH2-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Secuestro de automotor con chapa patente adulterada. Articulo 289, inciso 3 del C.P. Lugar de comprobación del hecho. Justiciaprovincial.


    Con respecto a la infracción al 289, inciso 3°, del Código Penal, el Tribunal tiene establecido que corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que en ausencia deprueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde se la comprobó.


    S., Claudio José M. s/ Encubrimiento


    CSJ3644/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Servicio público de transporte aerocomercial. Empresas públicas. Perjuicio resultado directo de la acción típica. Justicia federal.


    Se investiga una maniobra dirigida a obtener para los autores y/o terceros un lucro indebido, mediante la obligación abusiva de una sociedad anónima a la que representaban, en tiempos en que pertenecía a capitales privados. Una ley nacional luego declaró de utilidad pública y sujeto a expropiación a casi todo el paquete accionario de la compañía, proceso que aún no toca a su fin, pero que actualmente coloca al Estado Nacional en el efectivo control de la sociedad, toda vez que según la referida ley, para garantizar la continuidad y la seguridad del servicio público de transporte aerocomercial, el Poder Ejecutivo ejerce todos los derechos inherentes a las acciones a expropiar, que en el caso son más del 99% del total.Con arreglo al derecho público vigente, las organizaciones empresarias en las que el Estado Nacional tiene participación mayoritaria en su capital o en la formación de las decisiones societarias, al igual que las empresas del Estado, las sociedades del Estado, las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria y las sociedades de economía mixta, integran la categoría de empresas y sociedades del Estado, también denominadas empresas públicas, forman parte del sector público nacional y se encuentran sometidas por igual a su régimen de administraciónfinanciera y control.En tal sentido, la Corte tiene establecido que los delitos cometidoscontra empresas del Estado caen bajo la jurisdicción federal, siempre que el perjuicio sea resultado directo de la acción típica.Por el momento no es posible descartar que los pasivos originados por la conducta presuntamente infiel de los apoderados de la compañía cuando ésta era estrictamente privada, sean capaces de infligir a la empresa pública un perjuicio patrimonial efectivo. Ello depende del éxito que la gestión pública de la sociedad pueda tener en el objetivo, fijado por la ley de declaración de utilidad pública, de discriminar las deudas contraídas de manera ilegítima durante la administración privada anterior, lo que a su vez, está en buena medida supeditado al resultado de procesos como el presente, que precisamente tienden a determinar la causa de los pasivos que gravan a la empresa.Por ser ello así, corresponde al juzgado federal continuar con la investigación.


    A. L. A. S.A.


    COMP383, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Tenencia ilegal de arma de uso civil. Ley 25.886. Justicia local.


    Más allá de las escasas constancias agregadas al legajo, habida cuenta que la ley 25.886 derogó el artículo 42 bis de la ley 20.429, que establecía la competencia federal para conocer acerca de la infracción a esa norma y que el magistrado provincial, acepta que el delito señalado no es competencia de la justicia de excepción, la justicia local debe conocer en las presentes actuaciones.


    S., Juan Alfredo s/ Tenencia de arma de fuego


    FMP2346/2013/5/CS1-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Violación de faja de clausura. Artículo 254 del Código Penal. Afectación al normal funcionamiento de la administraciónde justicia. Justicia federal


    "La faja de clausura, objeto de esta contienda, fue colocada oportunamente no como pena o medida precautoria derivada de una contravención o irregularidad administrativa, sino con el objeto de preservar la inviolabilidad de un inmueble donde se incautaron estupefacientes -en el sentido establecido por el artículo 254 del Código Penal- a tal punto que, a esos fines, el magistrado federal interviniente dispuso la verificación periódica de su estado hasta que, tiempo después, se constató su violación eingreso de terceros al lugar.Por ende, atento que el hecho materia de pesquisa habría afectado el normal funcionamiento de la administración de justicia, en este caso, de un juzgado nacional en lo criminal y correccional federal, de acuerdo con el criterio establecido por la Corte en Fallos: 240: 281; 261: 249; 283: 377 y 322: 2269, corresponde al tribunal declinante continuar conociendo en las presentes actuaciones, cuyo titular, además -atento la estrecha vinculación que presentan los hechos y, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda adoptar, también deberá profundizar la investigación acerca del presunto delito que podría derivarse de las constancias de las actuaciones."


    N.N. s/ Violación de sellos


    CSJ929/2014/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Encubrimiento


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Sustracción de rodado. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República. Corresponde a la justicia nacional.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar suposible participación en ella.El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    R., Héctor Fabiáns/ Encubrimiento


    COMP880,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación al cobro de cheque sustraído. Imputado desvinculado de la sustracción. Imputación subsistente por encubrimiento. Tentativa de estafa. Estrecha vinculación de los hechos. Competencia de la justicia de excepción con jurisdicción en el sitio de secuestro.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal, según la cual, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca dela competencia sobre esa base.Habida cuenta que de las constancias del incidente no resulta posible determinar el lugar de comisión del encubrimiento, corresponde declarar la competencia del juzgado federal con jurisdicción en el sitio donde fue secuestrado el documento y, a su vez, se detuvo a la prevenida.Si bien a partir del criterio establecido por la Corte en “Arabetti, Jorge Domingo”, entre otros, ese delito contra la administración pública resulta independiente de la tentativa de estafa que se habría cometido con el uso de la orden de pago se considera que, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, ese fuero de excepción también deberá conocer respecto de este último delito, por lo que la justicia provincial deberá cederle su intervención.


    I., Dora Adriana


    COMP1027,XLIX-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Delito de robo y encubrimiento: relación de alternatividad entre ambas infracciones. Encubrimiento de delito cometido en la Capital de la República. Corresponde a la justicia federal.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente ente la sustracción y su encubrimiento imponen, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento de la moto, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medidatendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en la sustracción.En ese sentido, cabe destacar que tampoco se han podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado consiguió tener en su poder el motovehículo.Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca dela competencia sobre esa base.La Corte Suprema tiene establecido que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción circunstancia que no se advierte en autos.


    G., Lucas Manuel s/ Encubrimiento art.277 inc.3 apartado b del Código Penal


    COMP840,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Falsificación de numeración de automotor


    Contienda negativa de competencia. Hurto de vehículo. Adulteración de numeración de motor y chasis. Sustitución de chapas patentes. Falta de investigación suficiente.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, ni se lo ha interrogado sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habría conseguido tener en su poder el vehículo, y sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en eldelito de hurto.Respecto a la sustitución de las chapas patentes y a la adulteración de las numeraciones del motor y del chasis, son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    A., Pablo David s/ Averiguación de ilícito


    COMP775,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Por conexidad


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples y coactivas. Daños. Lesiones en riña. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Unidad contextual de los hechos: intervención deun único tribunal. Corresponde al juzgado nacional: competencia más amplia.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, las amenazas coactivas no quedarían comprendidas entre ellos.En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    "L., Sergio y otros s/ Inf. art.183; 149 bis CP"


    COMP949,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Tramitación de otra causa por lesiones leves. Conexidad de delitos. Supuesto de atribución recíproca.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penalcontemplada para el delito de amenazas sea superior al establecido para las lesiones, ante la circunstancia de no haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, se considera que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., Juanjo de Dios s/ Lesiones leves - art.89


    COMP966,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conexidad de delitos. Remisión al precedente Comp. N° 504 L. XLIV in re"Franco".


    S., Romina s/ Amenazas


    COMP922,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto y encubrimiento: hechos conexos pero independientes. Corresponde a la justicia donde fue secuestrado el rodado.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción. Esa exigencia ha sido cumplida en el sub júdice, en tanto, luego de ponderar los elementos colectados en la causa, sostuvo que se trataban de hechos conexos pero independientes.Corresponde declarar la competencia del Juzgado local, donde fue secuestrado el rodado. También corresponde a ese juzgado entender respecto de la infracción al artículo 289, inciso 3), del Código Penal, en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    Ñ., Marina Emilse s/ Su denuncia -Hurto motovehículo


    COMP717,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Robo con arma. Encubrimiento. Conexidad de hechos. Justicia federal.


    En atención a la estrecha vinculación que existe entre todos los sucesos ventilados en la causa, y que no surge de la misma que la adquisición del arma, la supresión de su numeración y su tenencia tuvieran un fin distinto al del robo, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal.En consecuencia, la Corte tiene resuelto que compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    B., Lucas y otro s/ Robo con armas


    CSJ4477/2014/CS1-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Acumulación de causas


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la propiedad y contra la fe pública. Acumulación de causas por conexidad. Lugar de comisión. Distribución de competencia entre las provincias, o entre las provincias y la Nación. Corresponde a la justicia provincial.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entrelas provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales. Por aplicaciónde estos principios, corresponde declara la competencia del juzgado provincial.


    G., Pablo Germán s/ Hurto


    COMP790,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia. Según convenga a una mejor administración de justicia


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples y lesiones leves. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Vinculación entre delitos: pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional: competencia más amplia. Monto dela pena: justicia correccional.


    Mediante el Convenio n° 14 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de amenazas.En virtud de la estrecha vinculación que las amenazas presentan en el caso con las lesiones, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para ese delito sea superior al establecido para las lesiones, ante lacircunstancia de no haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.En atención al monto de pena previsto para cada una de esas figuras no excede de tres años de prisión, corresponde a la justicia nacional en lo correccional conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    B., M. G.y otro s/ Lesiones leves


    COMP956,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas y lesiones. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Vinculación entre los hechos: pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional: competencia más amplia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.Más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior al establecido para las lesiones, ante la circunstancia de no haberse traspasado estas últimas a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    C., F. O.s/ Inf. art.149bis C.P.


    COMP1014,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Según el Juez que haya prevenido


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa y hurto. Unidad contextual delictiva: resulta imprescindible establecer los actos de relevancia típica. Corresponde a la justicia provincial que previno.


    Los cuatro hechos presuntamente delictivos de los que habría sido víctima el denunciante, formarían parte de un mismo contexto delictivo. Tal vínculo entre los hechos denunciados impone, por razones de mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo del mismo tribunal, y para determinar a cuál de los contendientes le corresponde esta tarea, resulta imprescindible establecer, en primer lugar, donde ocurrieron los actos con relevancia típica.En cuanto a la entrega de dinero a cambio de motocicletas nunca recibidas y para obtener un subsidio del Banco Mundial, que fueron calificados prima facie como estafa, tanto el ardid como la disposición patrimonial ocurrieron en esta ciudad y en territorio provincial (Fallos: 311:2607).En cuanto a los demás hechos, los actos relevantes ocurrieron en territorio bonaerense, ya que en el taller tuvo lugar la entrega presuntamente fraudulenta de los cheques robados y el desapoderamiento del vehículo reclamado. Corresponde al juez provincial que previno continuar con esta investigación.


    A., Miguel Angel y otros s/ Estafa


    COMP287, L-12 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa mediante el uso de cheques sustraídos. Pesquisa incipiente. Competencia del juzgado que previno.


    La Corte ha dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos.Resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual en el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquéldonde se presentaron al cobro.Toda vez que en el caso los elementos de convicción reunidos hasta el momento no permiten establecer esa circunstancia, es el juzgado preventor el que debe profundizar la investigación en este sentido, en punto a determinar dónde, cuándo, en qué concepto y en qué circunstancia el cartular fue entregado.


    M. P., Patricia Alejandra s/ Su denuncia


    COMP681,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Aplicación exclusiva entre jueces nacionales


    Contienda negativa de competencia. Delitos independientes. Reglas de conexidad entre delitos: aplicación exclusiva entre jueces nacionales. Corresponde a la justicia provincial.


    Los hechos abarcados por la declinatoria constituyen delitos independientes de competencia local y su eventual conexidad con otros de naturaleza federal no afecta, como es sabido, su juzgamiento por la justicia provincial, pues las reglas de conexidad sólo pueden ser invocadas en conflictos entre jueces nacionales.


    C., Germán Darío y otros s/ Av. de delito


    FSM36735/2014/12/CS1-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público. Pluralidad de jurisdicciones. Reglas de conexidad entre delitos: aplicación exclusiva entre jueces nacionales. Corresponde al juzgado de garantías que previno.


    Es doctrina del Tribunal que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre estas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los juecesnacionales.Por aplicación de estos principios, y dado que se desconoce el lugar donde se confeccionó el instrumento público falso corresponde que el magistrado de garantías prosiga con el trámite de la causa que originó el presente conflicto en tanto que, además, no cuestiona que se lo habría utilizado en su ámbito territorial.


    S., Maximiliano s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP812,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Por el Territorio


    Contienda negativa de competencia.Falsificación de documentos nacionales. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Razones de economía procesal: corresponde a la justicia federal.


    Con relación a la competencia territorial para investigar la falsificación de documentos de carácter nacional, debe intervenir la justicia federal que se encontraba de turno en el lugar donde se descubrió la falsedad. Corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción de Quilmes, para conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    A., Jorge A. s/ Su dcia.falsif.documentospúblicos


    CSJCOMP2049/2014/CS1-29 de diciembre de2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual de una menor. Competencia por razón de territorio: lugar de consumación del hecho. Corresponde a la justica provincial.


    "Corresponde al juez del territorio donde habría ocurrido el hecho conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.No se advierte que en el caso se verifiquen circunstancias de índole territorial que, desde la valoración prioritaria del "interés superior del niño", autoricen a otorgar el conocimiento de la causa al juez del lugar donde actualmente reside la menor."


    Z., A. L. s/ Abuso sexual


    COMP403, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual en el seno familiar: lugares a considerar para determinar la competencia.Oportunidad para plantear la incompetencia. Corresponde a la justicia nacional.


    Las conductas abusivas que el imputado habría desarrollado en perjuicio de su hija a lo largo de varios años, que incluirían cierta manipulación para distraer a otro de sus hijos -hermano de la víctima y también menor-, se encuentran enmarcadas en el seno familiar y forman parte de un mismo contexto delictivo que deben ser juzgadas por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa del imputado.Aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resultan manifiestamente extemporáneos y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en el caso a partir de que toda la investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante la justicia nacional, y en las condiciones dadas, no se advierte óbice para el juzgamiento de los hechos en conjunto.


    A., J. G. s/ Abuso sexual


    COMP198, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia local.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no se encuentran controvertidos por otras constancias del legajo-, surge que el presunto abuso sexual habría ocurrido enla ciudad de Gualeguaychú, circunstancia que, por cierto, no fue discutida por el magistrado local, a éste le corresponde asumir la investigación del presente caso, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    T. S., S. I. s/ Su denuncia - Abuso deshonesto


    COMP68, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas telefónicas. Corresponde a la justicia local.


    La competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y de la declaración de la denunciante surge que todos los llamados amenazantes habrían sido recibidos en le llugar donde desarrolla sus actividades laborales.


    A., Marcela Alejandra s/ Su denuncia – Amenazas


    COMP117, L-26 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia penal.


    Toda vez que del informe de la comunicación telefónica de la Prosecretaria Coadyudante del Ministerio Publico Fiscal de la Ciudad de Buenos Aires con la denunciante, que no se encuentra desvirtuado por otras constancias incorporadas al incidente, surge que las amenazas fueron proferidas en la localidad de Pacheco, provincia de Buenos Aires, donde además, reside la víctima, es el tribunal provincial el que debe seguir entendiendo en la presente causa.


    M., N. M. s/ Inf. art.149 bis CP


    COMP1023,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia territorial: lugar de consumación del hecho. Pluralidad jurisdiccional. Conveniencia de una única investigación.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.Ahora bien, sin perjuicio que los usuarios habrían accedido desde distintos domicilios de este país para publicar material de pornografía infantil en internet, se consideró que el desmembramiento de las investigaciones entorpecería el esclarecimiento de los hechos, teniendo en cuenta que todos habrían utilizado el mismo sitio de internet. En base a ello, y toda vez que el magistrado provincial no desconoció que el hecho habría sido cometido en su jurisdicción, le corresponde continuar con la investigación.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducción y/o distribuciones obscenas


    COMP288, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conflicto territorial. Secuestro extorsivo. Actos con relevacia típica. Intervención de la justicia local.


    La Corte entiende que para este tipo de delitos, son competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias deuna mejor economía procesal.En el caso en análisis, surge que la mayor parte del accionar delictivo fueejecutado en el territorio bonaerense. En consecuencia, corresponde atribuir la competencia a la justicia local para intervenir en las presentes actuaciones.


    B., Isidro Ricardo s/ Secuestro extorsivo


    COMP251, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación mediante el uso de tarjeta de débito. Corresponde a la justicia del lugar donde habría ocurrido la sustracción del dinero.


    R., Liliana Ester s/ Defraudación


    COMP435, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por administración fraudulenta. Competencia a la justicia local.


    Más allá de que las conductas denunciadas encuadren en las figuras previstas en los artículos 172 ó 173, inciso 7°, del Código Penal, resulta determinante, a los efectos de establecer la competencia, el lugar en el que ocurrieron los hechos con relevancia típica. Si el hecho ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    S., Eduardo Martín s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP57, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    Para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.Toda vez que el denunciante refiere que la sede administrativa de la sociedad se encuentra en la localidad de San Isidro, donde cumplía sus tareas el imputado y se habría valido de su posición para obtener los formularios de manos de una secretaria, allí corresponde investigar los hechos denunciados. En ese contexto, en el que el imputado también habría omitido rendir cuentas sobre diferentes sumas de dinero que habría percibido en nombre de la empresa, y no hallándose controvertido que los formularios fueron obtenidos en territorio provincial, teniendo en cuenta razones de economía procesal y mejor acceso a la prueba, corresponde al magistrado local, en cuya sede se ejerce la administración del haras, proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte ulteriormente.


    P., Raúl Guillermo s/ Defraudación por abuso de firma en blanco


    COMP971,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa mediante el uso de documentos falsificados: unidad de conducta. Múltiples lugares de perpetración de un delito.


    Es criterio de la Corte Suprema que cuando una estafa se produce mediante el uso de documentos falsificados, se trata de unasola conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal cuya investigación no puede escindirse.


    B., Sabrina Paola y otros s/ Su denuncia - N.N. S/ Estafa


    COMP148, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Justicia del lugar donde se ha consumado el delito.


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    N.N. s/ Estafa


    CSJCOMP17065/2014 -20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa en tentativa. Lugar donde los títulos fueron entregados. Corresponde a la justica local.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez que primero conoció en los hechos y declinó erróneamente la competencia a favor de la justicia nacional, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anterioresa la presentación al cobro del valor y que aparece como posible de acreditar a raíz de la declaración del endosante, quien refirió que recibió el documento de un tercero.


    P., Luis Edgardo s/ Estafa en tentativa


    COMP268, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia local.


    De acuerdo con la calificación escogida, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.Más allá de que la cuenta bancaria de la que se dispusieron los fondos se encuentra en esta ciudad, corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su ámbito territorial se entabló la comunicación con internet a través de la que se efectuaron la totalidad de las maniobras denunciadas -desde un domicilio que se encuentra fehacientemente determinado- razón por la que cuenta con mayores facilidades para dilucidar los hechos.


    B., Mónica y otros s/ Estafa


    COMP110, L-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado provincial continuar con la investigación.


    Toda vez que de los dichos no controvertidos de los querellantes surge que la mercadería objeto de la compra habría sido entregada en la localidad bonaerense de Villa Gesell, único elementocierto del iter criminis con que se cuenta hasta el momento en el legajo, corresponde al magistrado provincial conocer en el trámite del expediente, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    G., Andrés s/ Denuncia


    COMP13, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia: lugar de producción de actos con relevancia típica. Corresponde a la justicia local.


    De acuerdo con la calificación escogida por ambos magistrados, la contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.Corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su ámbito territorial se entabló la comunicación con internet para efectuar la transferencia de los fondos, que fueron enviados a una cuenta bancaria cuyo titular se domicilia en el mismo ejido y a escasa distancia del local que proveyó la conexión, por lo que cuenta con mayores facilidades para dar con el presunto responsable.


    S., Alicia Beatriz s/ Su denuncia–Estafa


    COMP986,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Pluralidad de jurisdicciones. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia local.


    Atento que de los dichos del denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, surge que los cheques fueronlibrados contra una cuenta corriente del Banco Santander Río, sucursal Paraná Norte de la provincia de Entre Ríos, desde donde también se efectuaron las transferencias bancarias, y en tanto en esa misma provincia se denunció el extravío de los documentos, es el magistrado local quien mejor puede abastecer las razones de economía procesal y proximidad con la prueba.


    P., Carlos Alberto Gabriel s/ Su denuncia


    COMP842,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: utilización de poder de administración y disposición. Pluralidad de jurisdicciones. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia nacional.


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En tales condiciones, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los hechos a partir del avance de la investigación y la determinación de quienes hubieren participado, es la justicia que previno y a cuyos estrados concurrió la querellante a hacer valer sus derechos, la que se encuentra en mejores condiciones para continuarla.


    P. V., Marta Noemí y otros s/ Estafa


    COMP823,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público. Corresponde a la justicia Nacional continuar conociendo en las actuaciones.


    Más allá de las genéricas aseveraciones formuladas por el declinante en su resolución, no se aprecia que se haya profundizado la pesquisa, de tal modo que autorice a modificar el criterio que informó la decisión del Tribunal, ni tampoco se ha incorporado a este incidente, a partir de allí, ningún elemento probatorio que, eventualmente, permita corroborar con precisión las nuevas circunstancias fácticas invocadas en ella para reeditar la cuestión de competencia territorial.


    B., Rubén Matías s/ Falsificación documentos públicos


    COMP187, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público: adulteración material. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado de garantías.


    Es criterio de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que si el documento presenta una adulteración material y no surge de las probanzas dónde se lo confeccionó, corresponde al juez del lugar en que se utilizó y comprobó la adulteración conocer a su respecto.


    S., Maximiliano s/ Su denuncia – Falsificación documentos públicos


    COMP793,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Sustracción de rodado. Encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República. Corresponde a la justicia nacional.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica respecto de la sustracción del rodado, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella.El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se advierte en el caso.


    R., Eduardo s/ Encubrimiento


    COMP359, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto con los hijos menores. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado correccional que previno.


    Según surge de los dichos de la denunciante -que resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otras constancias de la causa-, el imputado le habría impedido recobrar el contacto con su hija en su domicilio de esta ciudad donde, por otra parte, sería el último lugar en el que habría residido la niña con el imputado hasta el momento.


    F., L. A. s/ Infracción ley 24.270


    COMP73, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    A., C. D. s/ Inf.art(s) 52 del CP, hostigar, maltratar, intimidar–cc


    COMP47, L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley nacional 26.485. Violencia contra la mujer. Competencia penal en razón del territorio: lugar de consumación del delito. Pluralidad de jurisdicciones. Intervenciónde la justica local y nacional.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Atento en que en la presente causa, dos de ellos habrían ocurrido en Villa Domínico, provincia de Buenos Aires, y uno en la Capital Federal, corresponde a la justicia local conocer en los sucesos que tuvieron lugar en la provincia de Buenos Aires, y a la justicia nacional continuar investigando en relación al hecho cometido en su jurisdicción, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    H. G., Julián Nicolás s/ Lesiones leves


    COMP202, L- 30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Robo. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió ademásotro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    F. F., Carlos Miguel s/ Encubrimiento


    COMP63, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Comp. 755, L. XLIX in re “Kahane, Isidoro s/ Hurto (extravío de cheques)”. Corresponde a la justicia provincial.


    K., Isidoro s/ Hurto (extravío de cheques)


    COMP967,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Lugar donde se ha consumado el delito.


    Atento que la competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que de las constancias del legajo surge que el apoderamiento se consumó en esta Capital, corresponde declarar la competencia al Juzgado Nacional para continuar conociendo en la causa que originó la contienda.


    Walter Rubén, R. s/ Robo


    CSJ1286/2014/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de vehículo. Privación ilegítima de la libertad en varias jurisdicciones: trámite ante la justicia nacional que previno.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió ademásotro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Ismael Orlando s/ Su denuncia - Robo con armas


    COMP102, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Suministro infiel de sustancias medicinales. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia local.


    Conforme la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene establecido, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Andrés Fernando s/ Atentados contra la salud pública


    COMP1015,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación impropia. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia local.


    "Toda vez que el juez provincial no ha cuestionado que el lugar donde tuvo lugar el hecho, y en atención a los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, se desprende que el presunto abuso se habría desarrollado en aquella localidad; compete a él asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad."


    F., J. A. s/ Violación según párrafo 4to art. 119 inc f.


    COMP17, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Competencia territorial. Se corra nueva vista. Corresponde la competencia al juzgado nacional.


    El declinante insiste en su incompetencia territorial sobre la base de una hipótesis que, en definitiva, sólo de comprobarse se justificaría, pues entiende que en caso de corroborarse ulteriormente su sospecha sobre la inexistencia del robo, desaparecería el único elemento que sustentaría su intervención. En tales condiciones, el magistrado nacional no ha cumplido con lo resuelto por la Corte Suprema, pues a tal fin, y frente a su presunción de haberse producido una maniobra distinta que significara negar la existencia del asalto ocurrido en esta ciudad, debió haberla determinado de modo preciso, y -sobre la base concluyente de un hecho correctamente circunscripto, que encuentre debido sustento en las constancias de la causa- haber resuelto, luego, en consecuencia. Además las circunstancias señaladas impiden -claro está- tener incluso por cumplidas las exigencias que imprime la doctrina de la Corte en cuanto a la situación jurídica de los únicos imputados hasta el momento.Por lo tanto, corresponde devolver las actuaciones al juzgado de esta ciudad, a sus efectos.


    S. M. Z., Adrián Manuel y otro s/ Robo en circunstancias del art.163 del Código Penal


    COMP569,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial. Distintos territorios donde se desarrolla el ardid y la disposición patrimonial. Corresponde la intervención de la justicia provincial.


    A fin de establecer la competencia territorial en el delito de estafa se debe tener en cuenta tanto el lugar donde se desarrolla elardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial.Si bien en el caso la disposición patrimonial y el ardid se produjeron en territorio distintos, cierto es que el desapoderamiento se habría producido en virtud de la una relación de confianza que se habría ganado el imputado, por parte del damnificado, y que habría estado sustentada en las anteriores contrataciones de servicios turísticos que se habrían llevado a cabo, a través de la agencia turística propiedad de aquél, sita en Lomas del Mirador, provincia de Buenos Aires. Corresponde la intervención de la justicia provincial.


    F., Alejandro Daniel s/ Estafa


    COMP361, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Distribución de la Competencia


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual agravado. Amenazas. Privación ilegítima de la libertad. Pluralidad de jurisdicciones. Lugares a considerar para determinar la competencia.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. En los casos en que ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    E., C. s/ Abuso sexual - Art. 119 3º párrafo


    COMP54, L-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia nacional.


    Habida cuenta que no existe discrepancia entre los jueces intervinientes, respecto de la calificación legal de los hechos a investigar, resulta aplicable la doctrina de la Corte Suprema, según la cual, la defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales, la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    H. Capital S.A. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP366, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación: uso de tarjeta de crédito. Lugares a considerar para determinar la competencia. Único contexto delictivo: intervención de un único tribunal.


    Sin perjuicio de que la CSJN tiene dicho que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    Q., Valeria A. y otro s/ Su denuncia - Defraudación–


    COMP32, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudaciones. Hechos presuntamente independientes cometidos por mismo autor. Radicación provincial de cuentas de origen y de destinación de fondos. Jurisdicción provincial.


    Razones de una mejor administración de justicia aconsejan que la investigación esté a cargo de un único tribunal y, teniendo en cuenta que los hechos son ajenos a la jurisdicción nacional, es la justicia provincial la que debe conocer en la investigación, en cuyo territorio se encuentra radicada una de las cuentas de origen y la caja de ahorro a la que se destinaron los fondos, se retiró el dinero y residiría el imputado, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior y de que si el magistrado considera que corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., Rafael s/ defraudación


    COMP238, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Discos compactos apócrifos. Infracción a la ley 11.723. Remisión al fallo dela causa Comp. 1153, L. XLVII,"Compulsa extraída en As.n° 87.053 – A. s/ (Fiscal c/ Gutiérrez, Sergio s/ Av. Inf. ley 22.362 y 11.723)", yComp. 224, L. XLVII, "Molina, Marcela y otros s/ Inf.leyes11.723 y 22.362". Corresponde a la justicia provincial."


    D., Ibrahima s/ inf.ley22.362 y 11.723


    COMP461, L-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Disposición patrimonial perjudicial para la víctima. Hechos desarrollados en diferentes jurisdicciones. Conveniencia en unificar la investigación. Corresponde a la justicia local.


    Más allá de la posibilidad cierta de que la víctima, haya padecido al momento de los hechos una patología de naturaleza tal, que hubiera limitado su capacidad de comprensión y, por ende, hubiese sido sometida a engaño, lo cierto es que, ambos supuestos objeto de pesquisa y, en su caso, cualquier otro que pudiera participar de esas características, no se presentarían como aislados sino que, contrariamente, formarían parte de un mismo concierto delictivo que, por consecuencia determina su unidad de conocimiento, con prescindencia del número de partícipes que, eventualmente, pudieran haber colaborado en su comisión.Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.Por ello, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda asignar a los sucesos a partir del avance de la investigación, es la justicia local, que previno y a cuyos estrados concurrieron los denunciantes a hacer valer sus derechos, la que se encuentra en mejores condiciones para continuarla máxime cuando en el ámbito de su provincia no sólo se sustancia el juicio por insania que involucra a la supuesta incapaz sino que, además, se domicilian tanto ella como los denunciantes y el imputado.


    N., Osvaldo Daniel y otro s/ Formula denuncia


    COMP224, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia local.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    D., Juan s/ Estafa


    COMP828,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: uso de cheques extraviados o sustraídos. Lugares a considerar para determinar la competencia.Corresponde al juzgado nacional que previno.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene dicho en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos.En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    F., Oscar Angel s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP1028,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: utilización de título falso. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia local.


    Según la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los supuestos en que se desconoce donde se creó el documento falso debe estarse al lugar donde éste fue utilizado.


    F., María José s/ Estafa


    COMP993,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Extorsión y defraudación por retención indebida. Competencia del juez del lugar en donde debía hacerse la entrega o devolución: corresponde a la justicia provincial.


    La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y que en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.De las escasas probanzas agregadas al expediente, no se advierte que se hubiera acordado expresamente un lugar para su restitución (artículo 1193 del Código Civil) en el sentido establecido enFallos: 326: 2945.Por otra parte, se evidencia tanto del escrito inicial de denuncia como de su ratificación que, oportunamente, el presunto deudor habría fallecido y que, en definitiva, los bienes habrían quedado depositados a cargo de quienes ahora resultan ser las imputadas, donde aquél habría residido y desempeñado su actividad laboral y donde, a su vez, se habría remitido unacarta documento intimándolas.Ante tales circunstancias, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial, que previno, para que continúe conociendo en esta causa.


    L. Natalia s/ Extorsión


    COMP446, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falso testimonio brindado en el marco de un exhorto judicial. Remisión al dictamen de lacausa Comp. 1287, L. XLIII in re "Zubillaga, Pedro Mario s/ denuncia".


    F., Liliana Silvia s/ falso testimonio


    COMP169, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de que la investigación sea conducida por un único tribunal. Razones de administración de justicia.


    Cabe decir que para establecer la competencia en casos como el presente -en los que hechos relevantes pudieron suceder en diferentes lugares- priman razones de economía procesal.Así pues, teniendo en cuenta que la mayoría de los lugares donde los servicios de la empresa eran contratados y prestados estaban en la ciudad de Buenos Aires, en la que además tiene su domicilio social y donde, por lo demás, tramita el primer proceso relativo a estos hechos, corresponde a la justicia nacional continuar a cargo de la causa que originó la contienda.


    D. S.A. s/ Defraudación


    COMP153, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051. Sustancias contaminantes en el Arroyo del Medio. Precedente “Lubricentro Belgrano”: interjurisdiccional del daño para atribuir la competencia federal. Corresponde a la justicia provincial.


    "A partir del caso "Lubricentro Belgrano", el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada enaquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en tomo a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso en tanto del informe elaborado por el organismo provincial especializado en la materia se desprende que los resultados obtenidos en las mediciones in situ no aportaban datos de impacto de relevancia que pudieran afectar al recurso agua y su biota, y tampoco surge, al margen de la observación sobre la preservación de las muestras, que la presencia de cromo y zinc en los valores indicados provenga de la actividad objeto de investigación.Al no advertirse otras circunstancias que pudieren surtir la competencia federal, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso."


    N.N. sumario, averiguación s/ Infracción ley nº 24.051 (ley de residuos peligrosos)


    COMP488, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.051: derrame de hidrocarburos en la red cloacal. Precedente "Lubricentro Belgrano": interjurisdiccionalidad del daño para atribuir la competencia federal. Corresponde a la justicia provincial."


    "A partir del caso "Lubricentro Belgrano"(Fallos: 323:163), el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño,' aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, quetambién fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en tomo a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente extremo que no se verifica en este caso, al no encontrarse agregado un adecuado informe técnico sobre las sustancias detectadas y la extensión del derrame.Por lo tanto, al no advertirse otras circunstancias que pudieren surtir la competencia federal, corresponde al juzgado provincial continuar conociendo en el caso, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad."


    N.N. s/ Infracción ley 24.051


    CSJCOMP2217/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de abuso sexual, privación ilegal de la libertad y amenazascometidosa una menor de edad. Unidad contextual delictiva. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia nacional.


    Los hechos denunciados, se presentan en un mismo contexto delictivo, que se habría iniciado en esta ciudad y cesado en la provincia. En condiciones en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores, los hechos deben sean investigados por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación y mayor economía procesal. En razón del riesgo que implicaría la posibilidad de dos procesos judiciales simultáneos en los que se puedareeditar una misma situación traumática, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para seguir conociendo en esta causa.


    R., R. s/ Abuso deshonesto


    COMP443, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción. Comisión de otro delito. Intervención de la justicia local.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.Atento que según surge de la declaración de la víctima, que no se encuentra desvirtuada en la causa, fue en la provincia de Buenos Aires donde se habrían apoderado de sus efectos personales, que finalmente fueron secuestrados por personal policial, corresponde la competencia a la justicia local, que además previno.


    O., Eulalio s/ Robo con armas


    COMP448, L-24 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Resistencia contra la autoridad y abuso de armas criminis causa. Corresponde a la justicia nacional.


    Toda vez que la calificación legal propuesta por el magistrado provincial no ha sido cuestionada por su par nacional, y en tanto en el caso los hechos con esa relevancia típica han ocurrido en la ciudad de Buenos Aires en perjuicio de agentes policiales que cumplenfunciones en esa jurisdicción, corresponde asignar la competencia a la justicia nacional para conocer en la causa.


    "M., Leonel Matías; R. V., Leonardo Matías s/ Resistencia a la autoridad"


    COMP452, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de vehículo sustraído otra jurisdicción. Criterio para determinar la competencia.


    Toda vez que el juez nacional no cuestiona que la sustracción hubiera sucedido en esta ciudad y que así se desprende del relato del damnificado, a cuyos dichos cabe atenerse para dirimir la competencia, se considera que a él compete profundizar la investigación en el sentido sugerido en su resolución. Máxime si se repara en que allí también admite la proximidad temporal entre la sustracción y el hallazgo del vehículo en que circulaba el detenido.


    G., Lenadro Nicolás s/ Resistencia a la autoridad


    COMP806,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Uso fraudulento de los datos de tarjetas de créditos. Corresponde al juzgado de primera instancia de instrucción ydelmenor n° 1, de Calafate.


    Las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.Teniendo en cuenta ese principio, y toda vez que surge de los dichos no controvertidos de la denunciante que el hecho habría tenido comienzo de ejecución en un comercio de Calafate, con eldespliegue engañoso dirigido a la obtención de los datos de la tarjeta de compra, corresponde al Juzgado de Primera Instancia de Instrucción y del Menor n° 1 de esa ciudad conocer en estas actuaciones.


    E. S., Nathalie Christine s/ Su denuncia


    COMP494, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia física. Amenazas. Abuso sexual. Delitos cometidos en distintas jurisdicciones. Principio de territorialidad. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que el presente conflicto de competencia ha quedado circunscripto a los abusos sexuales agravados, presuntamente cometidos en perjuicios de la víctima por su tío, en la localidad de Gregorio de Laferrere, de conformidad con el principio de territorialidad, corresponde a la justicia provincial conocer en la causa.


    P. N., R. s/ Abuso sexual - art. 119 1º párrafo


    COMP714,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp.n°153, L. L.,"Dentalia S.A."


    D. s/ Estafa


    COMP304,L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Ignorancia del lugar de comisión


    Contienda negativa de competencia. Abuso de armas y lesiones. Pluralidad de jurisdicciones: lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema tiene dicho que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y que si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.Por lo cual, más allá de la calificación legal que –en definitiva- quepa asignar a los hechos denunciados en la causa, toda vez que de las declaraciones agregadas al incidente se desprende que la persecución y los disparos habrían ocurrido entre las provincias de Buenos Aires y Santa Fe,y que no surge con claridad el lugar donde se produjeron las heridas de las víctimas, corresponde a la juez de garantías -que previno- continuar con la investigación.


    F., Adolfo Nicoláss/ Su denuncia - abuso de arma


    COMP128, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Infracción artículo 292 CP. Ignorancia del lugar de comisión. Competencia lugar de comprobación de la anomalía. Justicia provincial.


    Habida cuenta que de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió la infracción al artículo 292, segundo párrafo del Código Penal, corresponde investigarla al tribunal de Avellaneda en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    M., Roberto Adrián s/ Uso documento público falso


    COMP470, L-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Lugar de Comisión


    Contienda negativa de competencia. Abuso deshonesto. Lugar de comisión del delito. Corresponde a la justicia local continuar con la pesquisa.


    Toda vez que la menor vive con su madre en la localidad de Monte Grande, donde también en la provincia residirían tanto el imputado como la madre de éste, abuela a la que la niña se refiere en sus dichos, corresponde al juzgado local asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    I., T. s/ Abuso deshonesto - mod.ley25087 (sustituido conf. art. 23 ley 26.842)


    COMP739,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual y hurto. Corresponde a la justicia local.


    De los dichos del oficial preventor, ratificados por la denunciante, que resultan prima facie verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa, surge que los hechos denunciados habrían ocurrido en el interior de un domicilio situado en territorio provincial.


    R. M., F. s/ Abuso deshonesto - Mod.ley25.087 (sustituido conf. art. 23 ley 26.842)


    COMP1007,XLIX-9 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Lugar en donde se produjeron los actos con relevancia típica. Aplicación del principio de economía procesal. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    "En los casos, donde se investigan una serie de delitos, entre ellos, abuso sexual, que habrían sido cometidos con la participación de los mismos imputados, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.En ese sentido, si bien algunas de las hipótesis presuntamente delictivas habrían ocurrido en circunstancias que la menor residía en la localidad bonaerense, no puede pasarse por alto que, la mayoría de los episodios de índole ultrajante, a los que deben añadirse los cometidos contra la salud y la libertad de aquélla, habrían ido sucediéndose a lo largo del tiempo, y en el marco de un único contexto familiar en un domicilio ubicado en esta ciudad, en cuyo ámbito no sólo se efectuó la denuncia a través del Consejo de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes sino donde, a su vez, la víctima fue entrevistada bajo lamodalidad de "cámara gesell"Por ello, corresponde al juez nacional que previno, continuar conociendo en estas actuaciones, más aún, cuando esa solución es la que mejor la preserva de reeditar una traumática reiteración de procedimientos idénticos en otra sede.


    C. O., J. s/ Abuso sexual y otros


    COMP884,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia nacional.


    Cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta consiste en la rendición deuna cuenta falsa o incluso su omisión, resulta relevante para discernir la competencia el lugar en que debía cumplirse la obligación.


    C., Fernando Víctor s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP813,XLIX-30 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado provincial.


    Es doctrina de la Corte que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación del deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    G. C., Jorge y otro s/ Estafa


    COMP963,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte Suprema que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente surge que las amenazas por las cuales el magistrado nacional, declinó su competencia al juez provincial, habrían sido recibidas por la damnificada en el partido de Lomas de Zamora, lugar donde se domicilia la víctima, por lo quecorresponde al Juzgado de Garantías n° 5, conocer en estas actuaciones.


    R., E. s/ Amenazas


    COMP116, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenza de barrabravas a futbolistas del plantel profesional. Pesquisa incipiente respecto de la deuncia por administración fraudulenta. Corresponde al Juzgado de Garantias N° 9 de Lomas de Zamora.


    "El tribunal declinante ha considerado que se encuentran prima facie acreditados por el testimonio de jugadores que, con la reticencia acostumbrada en estos casos, al menos confirmaronla existencia de una "reunión" con los integrantes de la "barra" y elhecho de haberles dado dinero "para evitar inconvenientes". Por ser ello así ya no quedan medidas que practicar que sean relevantes para decidir la competencia territorial, que consecuentemente, debe ser atribuida al juzgado provincial.En cuanto al delito de administración fraudulenta, el órgano declinante señaló con acierto las dos razones por las cuales la causa debe seguir siendo investigada por el fuero local, a saber, la existencia de un proceso pendiente ante un juzgado provincial, cuyo objeto procesal implica las maniobras aquí denunciadas, y el domicilio en la localidad de Avellaneda en que se encuentra la administración del patrimonio perjudicado y debe cumplirse con la obligación de rendir cuentas.


    A., Pablo Alejandro y otros s/ Extorsión - Coacción (art.149 bis) - Aasociación ilícita


    COMP859,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Comercio ilegítimo de fauna silvestre. Lugar a considerar para determinar la competencia.


    Es doctrina de la Corte que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    R., José s/ Inf. ley 22.421 (art. 27)


    COMP466, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia penal por razón del territorio: lugar de consumación del hecho. Delito de homicidio. Intervención de la justicia provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se consuma el delito. Atento a que la comisión del presunto homicidio ocurrió en territorio provincial, a pocos metros o limitando con el acceso a la vía colectora de la avenida General Paz, corresponde la intervención de la justicia provincial.


    N.N. s/ Homicidio simple: damnificado: D. O., Alejandro Walter


    COMP333, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia por razón de territorio: lugar de consumación del hecho. Intervención de la justica local.


    La competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Intervención de la justica local.


    B., Alicia Beatriz s/ Denuncia robo


    COMP444, L-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Criterio para establecer la competencia territorial. Corresponde a la justicia provincial.


    Según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y toda vez que de las constancias del expediente surge que el hecho habría ocurrido en el domicilio de la víctima sito en Avellaneda donde, además, fue atendida en un centro médico que la evaluó, y efectuó el primer diagnóstico de su dolencia, corresponde al juzgado local conocer en esta causa y profundizar la investigación ante la hipotética omisión de un deber de cuidado que, eventualmente, pueda haber tenido incidencia en la producción del resultado ulterior.


    N.N. s/ Muerte por causa dudosa - damnificada: D. Paula Vanesa


    COMP306, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación informática: lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia nacional.


    La contienda debería resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.En esta inteligencia, corresponde al magistrado nacional que previno, continuar con la investigación de la causa, en atención a que en su jurisdicción se encuentra la sucursal bancaria a la que se transfirieron los fondos, donde uno de los responsables pergeño la maniobra para disponer de ellos y se tendrían mayores facilidades para dar con su paradero.


    M. T., Catherine Romy s/ Su denuncia -defraudación informática


    COMP890,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia nacional.


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la envega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor.


    L., Diego Hernán s/ Defraudación por retención indebida


    CCCCOMP4324/2014/I/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Falsificación de cheques. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de La Corte Suprema que al tratarse de una falsificación sobre el cheque, la que concurre idealmente con la estafa que habría sido cometida con su uso, corresponde intervenir en la investigación de ambos delitos al juez del lugar donde el documento fue entregado.


    L., Victoria Ines s/ Defraudación


    COMP719,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito contra la integridad sexual. Protección de la integridad e interés de los menores de edad. Principio de eficacia y economía procesal. Corresponde la competencia a la justicia nacional.


    En condiciones en las que debe prevalecer la protección de la integridad e interés de los menores los hechos deben ser investigados por un único tribunal, cuya elección debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación y mayor economía procesal.En ese orden de ideas, cabe señalar que los menores viven con sus padres en esta ciudad, que fue el juez nacional quien previno y a cuyos estrados acudió la denunciante a hacer valer sus derechos, por lo que corresponde al juzgado nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    M., J. H. s/ Delito contra la integridad sexual y otros


    COMP1030,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda Negativa de Competencia. Delito de abuso sexual agravado y lesiones leves. Unidad contextual delictiva. Conductas desarrolladas en distintas jurisdicciones territoriales: la elección del juez competente. Investigación a cargo de un único tribunal. Corresponde al juzgado de San Nicolás.


    El hecho contra la integridad sexual que habría cometido el imputado en perjuicio de su hija, en Entre Ríos, forma parte de una conducta homogénea, producida en un mismo contexto delictivo, que se habría perpetrado tanto en ese ámbito territorial, donde tuvo lugar el primer hecho contra la integridad sexual de la víctima, como en la localidad bonaerense de San Pedro, donde ambos convivían, aunque, también, en otros lugares, hasta el momento, indeterminados, por lo que la investigación debe quedara cargo de un único tribunal.En ese sentido, tratándose de conductas que han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección de este juez debe hacerse de acuerdo a lo conveniente para una más eficaz investigación, mayo economía procesal y mejor defensa de los procesados.En consecuencia, toda vez que de los dichos de la víctima -único elemento con el que se cuenta en el expediente para dirimir el presente conflicto de competencia- surge que la mayor parte del accionar delictivo se habría desarrollado en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, donde reside el imputado con su hija, y a cuyas autoridades acudió a denunciar los hechos, corresponde declarar la competencia del magistrado de San Nicolás para investigar la totalidad de los sucesos.


    L., M. A. s/ Abuso sexual


    COMP743,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Determinación del lugar de comisión. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de V.E. que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el ato perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración.


    S., Paulo Luis y otros s/ Defraudación


    CCC43011/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenaza y coacción. Violencia doméstica. Lugar de comisión. Corresponde al juzgado provincial.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante –no controvertidos por otros elementos de la causa- se desprende que los golpes recibidos de parte del imputado habrían ocurrido en la localidadbonaerense de Bunge, corresponde al juzgado de garantías conocer en esta causa.


    M. F., E. s/ Coacción


    COMP874,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas cometido en distintas jurisdicciones. Competencia penal en razón del territorio: Justicia de la ciudad y justicia bonaerense.


    Habida cuenta que según doctrina de la Corte la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de los dichos de la denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, surge que el hecho de la denuncia habría ocurrido en esta Capital y uno de los hechos habría ocurrido en provincia de Buenos Aires, corresponde a la justicia de la ciudad continuar investigando respecto del primero, y a la justicia bonaerense conocer en relación al segundo, cometido en su jurisdicción.


    L., J. L. s/ Art. 149bispárrafo 1 – Amenazas


    COMP376, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas dentro de un mismo contexto familiar. Delito de desobediencia. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia provincial.


    Si bien las presuntas amenazas se presentan en principio como independientes y, presumiblemente, con algún intervalo temporal, en tanto habrían ocurrido dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, la pesquisa debe quedar a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, corresponde la competencia al Juzgado de Garantíasn° 2 del departamento judicial de San Martín -en cuyo ámbito territorial se domicilia actualmente la denunciante junto con sus hijos menores- para continuar conociendo en estas actuaciones en tanto que, además, deberá profundizar la investigación en orden al presunto delito de desobediencia que también resulta objeto de la declinatoria y cuya comisión se le atribuye al mismo imputado en esa jurisdicción.


    M., J. S. s/ Inf. art. 149 bisdelCP


    COMP56, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas y contra la integridad sexual: violencia familiar. Lugar de consumación de los hechos de relevancia típica. Corresponde a la justicia provincial.


    Tiene establecido la Corte Suprema que resultan competentes para conocer en una denuncia de abuso sexual los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal debe hacerse atendiendo a exigenciasde una mejor economía procesal.Atento que la cámara local aceptó parcialmente la competencia respecto de los delitos contra la integridad sexual que habrían acaecido en su jurisdicción, de acuerdo a lo establecido por el Tribunal, también deberá conocer de los sucesos de esa misma naturaleza que, presuntamente, habrían tenido lugar en un nosocomio de esta ciudad.Por lo demás, en lo concerniente a las presuntas amenazas sufridas por la víctima en esta ciudad, atento que según se desprende de las constancias de la causa estas formarían parte de un conjunto de sucesos de violencia familiar que habrían tenido lugar en BahíaBlanca con la participación del mismo imputado, de acuerdo al criterio establecido por la Corte Suprema, resulta conveniente que su investigación también sea realizada por la justicia local, más aún cuando, justamente en ese ámbito territorial, se domicilia la denunciante con su hija menor de edad.


    L., M. F. s/ Amenazas


    COMP83, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Corresponde a la justicia de Mendoza.


    De los dichos del denunciante, no controvertidos por otros elementos de la causa, se desprende que habría sido amenazado vía telefónica en la ciudad mendocina de San Rafael, por lo cual, en esa jurisdicción se habrían producido los efectos intimidatoriosEn atención a ello, corresponde al juzgado de Mendoza continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    Segundo juzgado de instrucción de la segunda circunscripción judicial de Mendoza s/ Competencia


    CSJ2099/2014-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia local.


    Para la correcta traba de una contienda, debe ser la cámara que confirmó la declinatoria la que insista o no en su criterio, lo que no se ha cumplido en el presente, al haber sido elevadas las actuaciones por el juez de instrucción.Toda vez que ambos magistradoscoinciden en la calificación legal, es de aplicación al caso la doctrina de la Corte Suprema que establece que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, en caso de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, la obligación debe ser satisfecha en el domicilio del deudor. Cabe agregar que de la lectura de las actuaciones no se desprende que se hubiera acordado un lugar para esa devolución, sin que el domicilio asentado en el intercambio epistolar entre las partes, al que se refiere el juez local, pueda ser considerado como prueba al respecto, pues sólo expresaría una pretensión unilateral.Sobre la base de esas consideraciones, atento que la imputada se domiciliaría en la localidad de Ciudadela, donde recibió las intimaciones y cursó las respuestas, y también se ejercería la administración de la sociedad, al juzgado local corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    C., Beatriz s/ Defraudación por retención indebida


    COMP349, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación por retención indebida. Lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que el delito de retención indebida se consuma en el lugar en donde debió efectuarse la entrega o devolución incumplida y que, de no existir un acuerdo de voluntades sobre ese aspecto, debe tenerse por tal al domicilio del deudor. Atento que esa es la situación que aquí se presenta, y habida cuenta que el domicilio relevante a los fines de esta investigación, es el del estudio jurídico que se encuentra en esta ciudad,donde tanto el denunciante como su esposa fallecida le otorgaron el mandato judicial, entregándole la documentación necesaria para cumplir la labor, corresponde a la justicia nacional conocer en esta investigación.


    P., Carina Marta s/ Defraudación por retención indebida


    COMP687,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de desobediencia. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina del Tribunal que la investigación del delito de desobediencia corresponde al juez del lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones, por lo que corresponde al juez nacional continuar interviniendo en la causa.


    R., Débora Judith s/ Desobediencia


    COMP941,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa y fraude. Formas de consumación del delito con el uso de tarjeta de crédito. Contexto delictivo inescindible. Investigación a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia local.


    Sin perjuicio de lo que tiene dicho la Corte Suprema respecto a que la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial perjudicial constitutiva del perjuicio, las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo querazones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Corresponde así, declarar la competencia de la justicia local paraseguir entendiendo en la causa.


    B., Gabino s/ Su denuncia - Estafa


    COMP111, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitode estafa. Justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos no controvertidos del denunciante surge que la mercadería objeto de la compra habría sido entregada en la localidad bonaerense de Quilmes, único elemento cierto del iter criminis con que se cuenta hasta el momento en el legajo, estimo que corresponde al magistrado provincial conocer en el trámite del expediente, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    N.N s/ Estafa


    CCC3744/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugar a considerar para determinar la competencia: donde se realizó la operación comercial. Corresponde a la justicialocal.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse a los hechos denunciados, y habida cuenta que de los dichos del denunciante, sobre cuya base corresponde expedirse para dirimir este conflicto y de las constancias que aportadas, surge que los hechos motivo de denuncia, se habrían desarrollado en Lomas de Zamora, donde se realizó la operación comercial y se encuentra el automóvilmateria de conflicto, corresponde a la justicia local conocer en estas actuaciones.


    A. 3516 y otro s/ Estafa


    COMP809,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Pluralidad de jurisdicciones. Lugares a considerarpara determinar la competencia.


    Es doctrina de la Corte Suprema que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben tenerse en cuenta a fin de establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, por razones de economía procesal.


    B., Agustín s/ Estafa


    COMP705,XLIX-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión y amenazas. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos del denunciante, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, se desprende que las amenazas fueron recibidas en La Pampa corresponde declarar la competencia al juzgado provincial, que previno y en cuya jurisdicción se domicilia el denunciante.


    S., Shao Chang s/ Su denuncia - extorsión


    COMP108, L-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de impedimento de contacto. Lugar de comisión del hecho. Justicia provincial.


    En atención a que la juez local no cuestionó la calificación penal dada por la declinante al hecho denunciado, y toda vez que de las constancias del incidente surge que el presunto impedimento de contacto se habría desarrollado en la localidad de Loma Grande, donde las menores habrían convivido con el imputado desde el 11 de agosto de 2013 y por lo menos hasta el 24 de junio último corresponde asumir la investigación de esta causa al juzgado de garantías, en cuya jurisdicción, además, se sustanciarían el juicio por la tenencia de las niñas y demás cuestiones vinculadas al conflicto familiar.


    C., Moisés Luis s/ Infracción a la ley 24.270


    CCCCOMP 71563/2013/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones. Corresponde a la justicia local.


    Más allá de las escasas probanzas del legajo, habida cuenta que de la declaración del oficial auxiliar, se desprende que la víctima del hecho – cuyos dichos resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados porotros elementos de la causa –manifestó que el hecho que produjo las lesiones ocurrió en la ciudad de Avellaneda. Corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones.


    N.N. s/ Disparo de arma de fuego


    CCC13763/2014/CS1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de venta de mercaderías peligrosas para la salud. Competencia penal en razón del territorio. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado eldelito.De las constancias reunidas hasta el momento en la causa surge que el hecho objeto de este conflicto, más allá de la significación jurídica que pueda recibir en definitiva, habría ocurrido en la localidad de Pilar (lugar donde se fabricarían y distribuirían los productos presuntamente nocivos para la salud de los potenciales consumidores).


    C., María Eugenia s/ Delito de acción pública


    COMP137, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo agravado y privación ilegal de la libertad. Incompetencia declarada hallándose pendiente de resolución un recurso de apelación. Afectación de garantías constitucionales. Lugar donde se ha consumado el delito. Justicia local.


    El juez local no ha observado el criterio establecido por V.E., no sólo en cuanto a que corresponde a la alzada de la jurisdicción en que se suscita revisar la impugnación formulada, sino incluso y, particularmente, el principio que establece que la existencia de una apelación pendiente de resolución impone la necesidad de abocarse a ella con carácter previo a la resolución de una cuestión de competencia, máxime cuando se halla involucrada la libertad de un imputado. Al respecto, no puede pasarse por alto que, tras expedirse sobre el pedido de excarcelación, decidió luego no hacerlo sobre la impugnación que presentó la defensa contra su denegatoria,y remitió la causa al tribunal nacional, al considerarse incompetente, más de un mes después de la presentación en secretaría de dicho recurso lo que pudo haber afectado la garantía constitucional que ampara al imputado a obtener del modo más breve la resolución sobre su situación de incertidumbre y restricción de libertad.En atención a que se encuentra firme el procesamiento de los imputados como co-autor y partícipe necesario en orden a los delitos de robo y privación ilegal de la libertad, y toda vez que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el hecho ilícito, el conflicto debe ser dirimido de acuerdo con el criterio sentado por la Corte para casos que guardan similitud con el presente, según el cual cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    M. Daniel y otro s/ Robo con armas


    CCC19606/2014/6/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa en grado de tentativa. Lugar donde fueron entregados los títulos. Corresponde al juez que previno.


    Es doctrina de la Corte Suprema que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.Toda vez que los elementos de convicción reunidos hasta el momento, entre los que tampoco se cuenta con la copia del documento, no permiten establecer esa circunstancia, corresponde al juzgado de Mendoza, que previno y donde se radicó además la denuncia de sustracción, profundizar la investigación en este sentido y determinar el lugar en el que habría ocurrido la entrega fraudulenta del cartular, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    B. B., Gastón Alfredo s/ Su denuncia - NN por estafa en grado de tentativa


    COMP750,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Delito que ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones. Economía procesal.


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.El Tribunal ha resuelto que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a la aplicación de los principios enunciados en el párrafo precedente.


    D., Francisco s/ Estafa


    COMP736,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Jurisdicción según el lugar de consumación del delito. Competencia de la justicia local.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse al hecho denunciado, y habida cuenta que de los dichos del denunciante, sobre cuya base corresponde expedirse para dirimir este conflicto, surge que la operación motivo del presente conflicto se habría llevado a cabo en San Luís. Por ello corresponde a la justicia local conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    F., Juan Carlos s/ Estafa


    CSJCOMP529/2014 (50-C)/CS1-17 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugar de comisión del ilícito. Corresponde a la justicia local.


    Es doctrina de la Corte Suprema que, tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal.En este sentido, más allá de que el dinero fue depositado en esta ciudad, lo cierto es que el vendedor creó tanto el usuario de correo electrónico como el del sitio de compras y ventas de internet en la localidad santafecina, desde donde se conectó mayormente a la red -y siempre del mismo domicilio pergeñó la maniobra tendiente a inducir al engaño y, finalmente, obtuvo el provecho buscado.Por consiguiente, corresponde al juzgado local continuar con la investigación de la causa.


    C., Carlos Hugo s/ Estafa


    COMP861,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Homicidio Culposo. Lugar de producción del hecho. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que, el deceso se produjo en territorio bonaerense, donde también se encuentran los establecimientos en que recibía atención médica, corresponde al juez local investigar las causas de su muerte y la eventual existencia de delito, sin perjuicio de cuanto pudiere resultar con posterioridad.


    Servicios de Ambulancias del I.N.S.S.J.P. s/ Homicidio culposo


    COMP718,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto y estafa cometida con el uso de tarjeta de crédito. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando la tarjeta de crédito ha sido efectivamente utilizada en comercios de la Provincia de Buenos Aires, el juez local debe seguir entendiendo en las actuaciones, sin perjuicio, claro está, de que si este magistrado entiende que su investigación corresponde a otro de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    E., Cozad Charles s/ Su denuncia - hurto


    COMP77, L-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento de contacto. Competencia de la justicia local del último lugar de contacto.


    Toda vez que de los dichos del denunciante se desprende que los menores vivirían actualmente con su madre en la ciudad de Cutral CÓ, donde, además, aquél habría mantenido el último contactocon ellos y respecto de lo cual manifiesta sus dificultades económicas para trasladarse, corresponde a la justicia neuquina entender en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    C., V. Y. s/ Inf. Ley n° 24.270 – impedimento de contacto


    COMP221,L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Tentativa de estafa: uso de cheques extraviados o sustraídos. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juez local que previno.


    Es presupuesto necesario para una correcta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita la contiendase la atribuyan recíprocamente.Es doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    M., Patricia s/ Su denuncia - Estafa en tentativa


    COMP982,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al art 149bis: amenazas y violencia familiar. Delito perpetrado en distintas jurisdicciones. Corresponde a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Es doctrina de la Corte Suprema que, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.Siguiendo ese criterio y toda vez que este hecho se dio en un marco de violencia familiar que viene sucediéndose a lo largo del tiempo y con la participación del mismo imputado, sumado a que en la justicia de esta ciudad se encuentra tramitando una causa en cuyo marco se habrían adoptado medidas restrictivas para con el imputado, donde además, reside la víctima y donde según sus dichos, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, el imputado habría llamado a su domicilio mientras ella estaba en casa de su amiga dejándole mensajes intimidatorios, es el juzgado de esta ciudad el que debe seguir entendiendo en estas actuaciones.


    P., M. R. s/ Infracción artículo 149 bis, 1er párrafo del Código Penal


    COMP81, L-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción al artículo 128 de C.P.: lugar de consumación del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    En atención a que el juez provincial no desconoce que el hecho habría sido cometido en su jurisdicción y que la competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, corresponde a aquél continuar con la investigación.


    N.N. s/ Distribución de imágenes pornográficas con menores de 18 años


    COMP320, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Intercambio de material pornográfico con menores de edad. Corresponde a la justicia provincial.


    Siendo que el usuario se habría conectado desde una dirección IP ubicada en la localidad de San Justo, y que su correo electrónico se vincula a otra cuenta, cuyos datos y registros de conexión fueron asignados a un usuario de la localidad de Pontevedra, también en la provincia de Buenos Aires, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, es justamente a partir del lugar en donde se habrían realizado las conexiones a internet que podrían integrar una conducta delictiva,que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datos que pudieren haberse transmitido o intercambiado desde allí, y reunir los demás elementos necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver luego de acuerdo a lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Producción, publicación y distribución de imágenes pornográficas


    COMP469, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción según el lugar de comisión del hecho. Competencia local.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse al hecho denunciado, y habida cuenta que de los dichos de la denunciante, sobre cuya base cabe expedirse para dirimir este conflicto, corresponde a la justicia local conocer en estas actuaciones.


    G., Marcela s/ Estafa


    COMP999,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción según el lugar de consumación del delito. Competencia de la justicia local.


    Sin perjuicio de la calificación legal que pudiere atribuirse a los hechos denunciados, y habida cuenta que de los dichos del denunciante, sobre cuya base corresponde expedirse para dirimir este conflictoy de las constancias que aportó, surge que los hechos motivo de denuncia, se habrían desarrollado en el ámbito dela provincia de Buenos Aires.Corresponde a la justicia provincial conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surjade la ulterior investigación.


    A., Roberto Carlos s/ Estafa


    COMP45, L-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lugar de consumación del hecho. Fallos:324:2355. Justicia provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugardonde se ha consumado el hecho.


    N.N. s/ Instigación al suicidio


    CCC72381/2013-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta sustracción de dinero. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de V.E. que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Toda vez que de los dichos no controvertidos de la denunciante, surge que la presunta sustracción del dinero habría ocurridoen esta ciudad, corresponde a la justicia nacional conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    C., María s/ Denuncia


    COMP300/2014-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual de una menor cometido en jurisdicción provincial. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que de los antecedentes remitidos por el Consejo de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de esta ciudad y lo manifestado por el abogado de la guardia jurídica, se desprende que el hecho habría ocurrido en la provincia, circunstancia no controvertida por el juez local, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    Consejo de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del GCBA s/ Denuncia - Damn: C., M. A.


    COMP161, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual de una menor. Corresponde a la justicia provincial.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, se desprende que tanto el imputado como la presunta víctima y la propia madre denunciante residen en la provincia, y que allí se habría desarrollado la conducta presuntamente delictiva, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    W. s/ Estupro


    CCCCOMP 8386/2014/CS1-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual. Competencia según el lugar en donde ocurrieron los hechos. Corresponde a la justicia provincial.


    Habida cuenta que según doctrina la Corte Suprema quela competencia penal por razón de territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y siendo que las manifestaciones vertidas por la denunciante no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge así que los hechos habrían ocurrido en el partido de La Plata, correspondiendo al Juzgado de Garantías n° 6 del departamento judicial de La Plata, provincia de Buenos Aires conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    S., R. R. s/ Abuso sexual - art. 119 2º párrafo


    COMP659,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto abuso sexual. Falta de precisión respecto del lugar de comisión. Corresponde a la justicia que previno continuar con la investigación.


    Toda vez que de los elementos agregados no se desprende con precisión el lugar donde habría ocurrido el presunto abuso sexual y sin perjuicio de la calificación legal que en definitiva corresponda, teniendo en cuenta que ante la justicia civil de Federación tramitaría un expediente sobre la situación de la joven, que el área de Niñez, Adolescencia y familia de esa ciudad y el equipo interdisciplinario de tribunales han tomado la intervención que lescompete, por razones de economía y celeridad procesal y para una mejor administración de justicia, corresponde al juzgado de Federación, que además previno, proseguir la investigación.


    O., C. Y. A. s/ Su desaparición (denunciante: M., G. I.)


    COMP904,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presuntos abusos sexuales en perjuicio de sus hijas menores. Hechos cometidos en el domicilio del contexto familiar.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, se desprende que los hechos se habrían desarrollado durante las visitas que las menores realizaban a la casa de su padre, quien se domiciliaría en San Martín, lo que no cuestiona el juez local, corresponde declarar su competencia para continuar con la pesquisa, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    M. S., C. A. s/ Abuso sexual art. 119 1º párrafo del C.P.


    COMP833,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de vehículo. Competencia en razón del territorio. Lugar de consumación del delito. Intervención de la justicia nacional.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y de las manifestaciones vertidas por el denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surgeque el robo del vehículo, motivo de esta contienda, se cometió íntegramente en Capital Federal. Por lo que corresponde la intervención de la justicia nacional.


    I., Lucas Matías s/ Robo con armas


    COMP135, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de vehículo. Competencia en razón del territorio. Lugar de consumación del delito. Justicia provincial.


    Según doctrina de la Corte, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito y atento que el juez local admitió que los vehículos presentaban ciertas irregularidades en su numeración individualizadora y que habían sido incautados en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, corresponde -más allá de su juicio acerca del objeto procesal – declarar su competencia para conocer en las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Encubrimiento


    COMP286, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad. Pluralidad de jurisdicciones: lugar a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema tiene resuelto, en casos que guardan similitud con el presente, que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal queconocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigenciasde una mejor economía procesal.Por aplicación de este principio y teniendo en consideración que el robo se habría consumado en territorio provincial, donde a su vez fueron liberadas las víctimas y fue hallado el camión, corresponde al juzgado de garantías continuar con la investigación de la causa, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma localidad, se la remita conforme las reglas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    P., José Luis s/ Su denuncia - robo


    COMP357, L-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad: delitos cometidos en pluralidad de jurisdicciones. Lugar a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.Por aplicación de este principio y habida cuenta que fue en territorio provincial donde se habría consumado el robo del automóvil corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en estas actuaciones.


    G., Nicolás Jesús s/ Su denuncia – robo de automotor con armas en tentativa


    COMP204, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. La competencia penal en razón del territorio. Corresponde a la justicia nacional.


    La Corte Suprema tiene establecido que la competencia penal por razón territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En ese sentido, y toda vez que de la declaración de la víctima, no controvertida por otros elementos de la causa surge que el robo se habría consumado en esta ciudad, corresponde a la justicia nacional conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    A., Nahuel Nicolás s/ Robo


    COMP228, L-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuesta coacción. Determinación del lugar del hecho.


    Toda vez que de los dichos de la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, se desprende que las amenazas fueron recibidas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, que previno y en cuyo ámbito territorial se domicilia la denunciante y sus hijos.


    L., Carlos Alberto s/ Coacción (art. 149 bis)


    COMP862,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tentativa de estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte Suprema que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, porrazones de economía procesal.En este sentido, si bien parte de la maniobra tendiente a inducir a error a la damnificada tuvo lugar en esta ciudad, también ocurrió en la localidad de Olivos, en tanto que habría sido en Lanús Este donde se hizo entrega de la mercadería y se recibió el cheque falso, razón por la cual corresponde al magistrado local continuar con la investigación de la causa.


    R., Facundo s/ Estafa en tentativa


    COMP852,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violencia doméstica. Jurisdicción en función del lugar de la consumación del hecho.


    Habida cuenta que según doctrina del Tribunal Superior la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que de las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, surge que los hechos a que se refiere habrían ocurrido en Hudson, provincia de Buenos Aires, corresponde al Juzgado local conocer en esta causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., M. A. s/ Inf. art.52 C.C


    COMP865,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Lugar de comisión del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    Habida cuenta que de la actuación policial, robustecida con el croquis, en especial, el testimonio, surge que el hecho habría ocurrido en la provincia de Buenos Aires, corresponde a la justicia local conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que pueda resultar ulteriormente.


    T., Gonzalo Ezequiel s/ Denuncia


    COMP162, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial: lugar donde se desarrolla el ardid y la disposición patrimonial. Corresponde la intervención de la justicia local.


    A fin de establecer la competencia territorial en el delito de estafa se debe tener en cuenta tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial. Corresponde la intervención de la justicia local.


    Agencia de Viajes y Turismo F., C. C. S.A. s/ Estafa


    COMP327, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Defraudación. Extracciones bancarias. Transferencias electrónicas. Lugar de desapoderamiento del dinero. Justicia nacional.


    Toda vez que de acuerdo a los dichos no controvertidos de la denunciante, corroborados por el informe bancario, el desapoderamiento del dinero ocurrió tanto por transferencias electrónicas -respecto de las cuales no se cuenta con información-, como por extracciones en cajeros automáticos, las cuales fueron realizadas en su mayoría en entidades bancarias de esta ciudad, corresponde ala justicia nacional conocer en esta investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    N.N. s/ Defraudación


    CSJ524/2014 (50-C)/CS1-17 de diciembre de 2014CSJ


    Ver Dictamen


    Delito de Estafa. Competencia territorial. Justicia nacional.


    En atención a que el magistrado nacional reconoce que en su ámbito territorial ocurrió la disposición patrimonial, y que, además, no se puede descartar aun que la maniobra presuntamente desarrollada desde la localidad de Virreyes, forme parte del mismo contexto delictivo en el que se habrían realizado las dieciséis operaciones que refiere el juez local (Fallos: 330:4780), que habrían tenido principio de ejecución en un comercio de esta ciudad, con el despliegue engañoso dirigido a la obtención de los datos de su tarjeta de compra, por razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan que continúe conociendo la justicia nacional, que previno, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    S., Juan s/ Estafa


    CCC48422/2014-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Expedición de un documento nacional de identidad. Lugar de comisión del hecho. Justica federal de Formosa.


    Atento a que la supuesta expedición de un documento nacional de identidad, de eminente carácter federal, se habría efectuado en la ciudad de Pirané, provincia de Formosa, donde también se habríaretirado el documento, corresponde al juzgado federal de esa circunscripción asignarle la competencia, aunque no haya sido parte en la contienda y sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    A., Marcos s/ Falsificación documentos públicos


    CSJCOMP484/2014(50-C)/CS1-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Ley de protección y conservación de la fauna silvestre 22.42. Lugar de comisión. Justicia provincial.


    Teniendo en cuenta la doctrina de la Corte que establece que la ley de protección y conservación de la fauna silvestre 22.421, en materia de delitos, no ha dispuesto la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión, y toda vez que las presuntas infracciones fueron descubiertas en territorio provincial, donde se incautaron las aves y, a su vez, se domicilian los imputados, corresponde al juzgado de garantías asumirla investigación de la causa.


    Z., Luis Antonio y otro s/ Infracción ley 22.421


    FSMCOMP24566/2014-1/CS1-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Presunta estafa. Lugar de consumación del hecho. Justicia provincial.


    Toda vez que el juez de Quilmes reconoce que los hechos denunciados habrían ocurrido en territorio bonaerense, corresponde atribuirle el conocimiento de esta investigación, sin perjuicio de que si entiende que corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional


    G., Alejandra Roxana y otros s/ Estafa


    CSJ1407/2014-17 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Procedimiento de declaración


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Contratos de locación fraudulentos. Delito que ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones. Competencia del juez que resulte más conveniente para una eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte, según la cual, si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.En ese sentido, de los dichos no controvertidos de los denunciantes surge que las maniobras delictivas habrían tenido comienzo de ejecución en esta ciudad, donde conocieron el sitio web en el que se ofrecían los alquileres, se comunicaron y recibieron,los respectivos contratos de locación.Por otra parte, fue en tres sucursales distintas del Banco -todas emplazadas en la Capital Federal- donde las presuntas víctimas realizaron los depósitos en efectivo a cuenta del precio total de los convenios fraudulentos que, en definitiva, habrían constituido las disposiciones patrimoniales perjudiciales que, a la luz del criterio de Fallos: 323: 174, entre otros, también deben ser tenidas en cuentapara resolver este conflicto.Corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional, que previno, y en cuya jurisdicción, además, se domicilian los denunciantes para continuar conociendo en las presentes actuaciones.


    B., Pablo y otros s/ Estafa


    COMP474, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Efecto de los actos procesales cumplidos


    Delito contra la integridad sexual. Abuso sexual con acceso carnal gravemente ultrajante y corrupción de menores agravado a menores de edad. Principios de preclusión y de estabilidad de los actos procesales. Tramitación de la totalidad del expediente ante un único tribunal. Extemporaneidad del planteo de incompetencia. Menoscabo a las garantías de debido proceso, defensa del imputado, y protección de la integridad e interés de los menores. Justicia de la provincia de San Juan.


    "Concurren en el caso diversas circunstancias que permiten situar los hechos abusivos en un mismo contexto familiar, con manifestaciones en distintos territorios provinciales.La conflictiva situación familiar tiene su inicio en la provincia de San Juan, donde se produjo la separación de los padres, y de donde el imputado se llevó a los hijos, con el pretexto de compartir las vacaciones en San Luis, donde residía con su nueva pareja, las que se prolongaron por varios años, durante los cuales se habrían producido los hechos más graves en perjuicio de las niñas, pero que no invalida la hipótesis de otras circunstancias acaecidas ya de regreso en San Juan, reveladoras de que la violencia intrafamiliar continuaba ocurriendo.No se advierten razones de peso para hacer variar la radicación del expediente a esta altura del proceso; pues ello importaría vulnerar los principios de preclusión y de estabilidad de los actos procesales, con evidente desmedro del buen servicio de la justicia.Aun cuando el régimen de preclusión es ajeno, en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirloscuando resulten manifiestamente extemporáneos, tal como se verifica en el caso que ha tramitado en su totalidad ante los tribunales sanjuaninos. A tal punto que se arribó al dictado de una sentencia condenatoria, pronunciamiento conclusivo que constituye el modo natural de culminación del proceso que atiende todos los intereses del conflicto, pues a la vez garante la búsqueda de la verdad y disipa el estado de incertidumbre del imputadofrente a la persecución penal.Por otra parte, la causa tramitó por más de tres años en la provincia de San Juan, donde se sustanció el debate y se dictó sentencia, no puede perderse de vista que, tal como surge de las constancias del legajo, el imputado ya habría ejercido la violencia en el seno familiar cuando todavía vivía con la denunciante e, inclusive, cuando le alquiló un lugar en la localidad de Los Berros, la que se habría exacerbado contra sus hijas mientras vivieron en San Luis y continuó cuando regresaron a vivir con la madre.La Corte tiene establecido que la determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expeditiva y uniforme administración de justicia. En tales condiciones, la decisión adoptada por el tribunal declinante fue inoportuna e importó una clara vulneración de la estabilidad de los actos procesales ya cumplidos, con el consiguiente desmedro, por un lado, a las garantías del debido proceso y defensa del imputado, y por el otro, a la protección de la integridad e interés de los menores, los que podrían hallarse seriamente comprometidos ante la posibilidad deprocesos judiciales simultáneos o sucesivos en los que pueda reeditarseuna misma situación traumática.Por último, esa decisión fue determinante de que al día de la fecha, a pesar de los años transcurridos desde la comisión de los hechos y del lapso en que el imputado permaneció privado de su libertad, no se cuenta en autos con una decisión firme que ponga fin al proceso, lo que pudo implicar en este caso una virtual privación de justicia que debe ser evitada en el futuro. En base a lo expuesto, corresponde remitir las actuaciones a la Corte de Justicia de San Juan a fin de que continúe conociendo en el trámite recursivo, sin que la declaración de nulidad, constituya un obstáculo en tal sentido, pues carece de eficacia al haber sido declarada en función de una incompetencia que no prosperó."


    B., C. A. - por delito contra la integridad sexual en perjuicio de B. M. I. - Casación


    COMP346, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Realización de actos urgentes de la instrucción


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión. Rogativa: recepción de declaración indagatoria en la jurisdicción del domicilio del imputado. Aplicación de la Ley 22.172.


    Los motivos invocados por el juez exhortado para rechazar el cumplimiento de la diligencia, no encuentran sustento en las disposiciones de la ley 22.172 (Convenio de Comunicación entre Tribunales de Distintas Jurisdicciones). Por lo tanto, ese tribunal debe dar curso al exhorto, sin perjuicio de las atribuciones que los artículos 2° y 4° de la norma antes citada le acuerdan.


    B., Hugo Osvaldo s/ Extorsión - testimonios extraídos causa n° 33.366/s


    COMP3, L-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Por la Materia


    Competencia negativa. Secuestro extorsivo. Robo y privación ilegal de la libertad. Modalidad express. Corresponde justicia local.


    "No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso “Ramaro” para asignar la competencia federal, tales como un prolongado lapso de cautiverio o el desplazamiento por diferentes jurisdicciones, o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros; por el contrario, de los antecedentes remitidos cabe, en principio, concluir que se trató de un secuestro bajo la modalidad conocida como express.En consecuencia, corresponde a la justicia local proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad."


    B., Ana María s/ Su denuncia - secuestro extorsivo en grado de tentativa


    COMP64, L-12 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Supuesto de trata de personas. Ley federal 26.364. Escasas constancias dentro del legajo. Corresponde a la justicia provincial, que previno.


    Es criterio de la Corte Suprema que para la resolución de cuestiones de competencia en materia penal no cabe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo, sino que deben decidirse de acuerdo, con la real naturaleza del hecho y las circunstancias especiales en que se haya producido, según puedan apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, eniguales condiciones, le atribuyan los jueces en, conflicto.En esa inteligencia, y no obstante las escasas constancias del legajo, no se cuenta en autos conelementos de que permitan sostener la hipótesis delictiva sobre trata de personas.Corresponde a la justicia provincial que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de rever la competencia de acuerdo a lo que resulte con posterioridad.


    P., J. L. s/ Abuso sexual


    COMP773,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas. Amenazas simples: corresponde a la justicia contravencional.


    "No puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado, haya estado dirigida a que la víctima hiciera algo contra su voluntad.En principio, y según las constancias agregadas a la presente, el suceso "sub examine" no excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación."


    V., M. A. s/ Coacción agravada (art. 149 ter.inc.2 b)


    COMP392, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Por el momento, no es posible afirmar que eldenunciante haya sido despojado del inmueble, ni se advierten circunstancias que puedan constituir siquiera el principio de su ejecución, elemento indispensable para la configuración del tipo penal mencionado. En consecuencia, el objeto de la pesquisa debe circunscribirse a la investigación de las figuras de amenazas coactivas. Por lo tanto, corresponde entonces, que el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N° 8 continúe conociendo en esta causa.


    S., Jaime Sabrina Alejandra s/ Inf.art. 149 bis, 1º párrafo del Código Penal.


    COMP452,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de homicidio. Tenencia de explosivos: pretendida afectación a la seguridad pública.


    Atento a que el material secuestrado se halla comprendido en la clase C 1 a) y 3 a) del artículo 2° del decreto 302/83, reglamentario de la ley 20.429, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para que conozca en esta causa.


    R., José César s/ Doble homicidio agravado por alevosía


    COMP434, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Interpretación restrictiva de los supuestos de competencia federal. Corresponde a la justica local.


    La intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. Toda vez que los magistrados enconflicto coinciden en la estafa como hipótesis delictiva, cuya naturaleza común no se encuentra controvertida, a la justicia local corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    C. (A. M.) o A. A. S.A. s/ Estafa - Denunciante: G. Claudia Bibiana


    COMP977,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estimulación con estupefacientes a un caballo de carreras. Excepcionalidad de la competencia federal. Corresponde a la justicia ordinaria.


    No se advierten razones para que la infracción prevista en el artículo 111 del Régimen Jurídico para la Prevención y el Control del Dopaje en el Deporte (ley 26.912), suscite la competencia federal, que es por naturaleza restrictiva, de excepción y con atribuciones limitadas a los casos previstos en la legislación.


    N.N. s/ Infracción ley 14.346 (art. 2 inc.5)


    COMP1013,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsedad ideológica: presunta falsificación de documentos públicos. Corresponde a la justicia local. Normas de procedimiento local: ajenidad a la jurisdicción nacional.


    Si no surge que el documento haya sido presentado ante registro nacional alguno, corresponde al juez provincial proseguir la investigación. Ello sin perjuicio de que una vez verificados los pormenores del hecho, éste pueda considerar que su investigacióncorresponda a otro magistrado de su misma provincia, y se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Fabián y otros s/ Cohecho y falsedad ideológica de instrumentos públicos


    COMP939,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de firmas. Desenvolvimiento de un organismo de la Nación. Corresponde a la justicia nacional.


    Tanto cuando se investiga la presentación ante el registro de formularios de transferencia de dominio presuntamente falsos, cuando frente a la posible existencia de algún instrumento falso en el legajo del vehículo, corresponde asignar la competencia a la justicia federal, pues en ambos supuestos se habría visto comprometido el normal desenvolvimiento de un organismo de la Nación.Atento que la documentación presuntamente apócrifa fue presentada en un registro del automotor de esta ciudad, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, que conoció primigeniamente de la denuncia efectuada por su titular, aunque no haya sido parte en la contienda.


    F., MarioRafael s/ Su denuncia - estafa


    COMP796,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Servicio Penitenciario Federal. Presunta falsificación ideológica.


    En virtud de que los hechos denunciados se vinculan a la actividad desarrollada por agentes del servicio penitenciario nacional en ejercicio de sus funciones, de acuerdo con las previsiones del artículo 3, inciso 3°, de la ley 48, corresponde a la justicia federal conocer en la causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Falsedad ideológica


    COMP401, L-15 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto. Daños. Corresponde a la justicia de la Ciudad Autónoma.


    En virtud de una decisión privativa de los jueces de la causa que goza de firmeza, la jurisdicción se conserva abierta para investigar la rotura intencional de la puerta del supermercado bajo la calificación, prima facie justificada, de daños (artículo 183 del Código Penal).Por ello, y en virtud de que el juzgamiento de ese delito corresponde al fuero local, el Juzgado Penal, Contravencional y de Faltas debe continuar a cargo de la causa que originó esta contienda.


    R., Pablo Ariel s/ Infracción art. 183, C.P. (P/L 2303)


    COMP26, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones culposas a bordo de un tren. Improcedencia de la justicia de excepción. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la CSJN que para otorgar conocimiento a la justicia federal, el hecho debe haber provocado la efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole.


    G., Carlos Eduardo s/ Su denuncia - Lesiones culposas (art.94 1º párrafo)


    COMP27, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible delito de trata de personas. Corresponde a la justicia federal.


    Teniendo en cuenta que frente a determinadas circunstancias que indiquen la posible comisión del delito de trata de personas resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, corresponde al magistrado de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    Z., C.s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP869,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presentación de documentación falsa ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor. Reglas de conexidad en materia penal. Corresponde a la justicia federal.


    Es doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y elbuen servicio de sus empleados.Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencias entre jueces nacionales.


    R., Silvia Beatriz s/ Denunciante - Falsificación documentos públicos


    COMP965,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Interpretación restrictiva de los supuestos de competencia federal. Corresponde a la justicia provincial.


    "Tiene establecido la Corte que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción y que, por ende, se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales sonde interpretación restrictiva.En ese sentido y atento que no resulta que la motivación de la conducta de los imputados exceda de lo estrictamente particular y que por el momento tampoco surge la afectación de interés federal alguno en el sentido establecido en la Comp. 1051 L. XLIII,"Bentolila, Ariel Gastón s/ Falsificación de documentos públicos", corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que ulteriormente resulte."


    D. P., Manuel s/ Averiguación de delito


    COMP388, L-31 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de secuestro extorsivo. Ausencia de circunstancias contempladas en el caso "Ramaro". Corresponde a la justicia local."


    "No se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro" para asignar la competencia federal, tales como un prolongado lapso de cautiverio o el desplazamiento por diferentes jurisdicciones, o la existencia de unaorganización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos; por el contrario, de los antecedentes remitidos cabe, en principio, concluir que se trató de secuestros bajo la modalidad conocida como express, hechos en los que no puede descartarse, además, que tuvieran una motivación de índole sexual."


    P., Alberto Andrés s/ Robo agravado y secuestro extorsivo


    COMP419, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata de personas. Declinatoria prematura. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia federal.


    Mantener y promover la competencia del fuero federal para investigar la posible comisión de la trata de personas resulta de fundamental importancia para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, y eso determina que, ante la existencia de alguno de los extremos inherentes a ese delito, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no ese hecho.


    Programa Nacional de Rescate y Acompañamiento s/ Trata de blancas


    COMP420, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata de personas. Víctima menor de edad. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia federal.


    No cabe pasar por alto la estrecha relación entre el delito de trata de personas y los vinculados con la facilitación, promoción yexplotación de la prostitución ajena (artículos 125 bis, 126, 127 del Código Penal y artículo 17 de la ley 12.331), más aún en este caso, por la propia condición de vulnerabilidad de la víctima menor de edad.Ante la existencia de alguno de los extremos inherentes al delito de trata de personas, la justicia federal no puede declinar su competencia ni rechazar la que se le pretenda atribuir, sin antes realizar las medidas necesarias para establecer si se halla configurado o no ese hecho.


    N.N. s/ Infracción ley 26.364


    COMP411, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata personas: condición de vulnerabilidad. Corresponde a la justicia federal.


    Si a la condición de vulnerabilidad advertida en las víctimas, casi todas extranjeras, y de que por ciertas inconsistencias y contradicciones observadas en los relatos, sus discursos podrían haber sido aleccionados o restringidos para no involucrar a los presuntos responsables, se le suma la retención de la mitad de la ganancia de su actividad y la situación migratoria irregular que presentaban tres de ellas al momento de ser identificadas, resulta verosímil concluir de las constancias de la causa que la hipótesis de la trata de personas con fines de explotación sexual no aparece, hasta el momento,descartada en el presente caso.Cabe tener presente la estrecha vinculación que existe entre el delito de trata de personas y los relacionados con la facilitación, promoción y explotación de la prostitución ajena (artículos 125 bis, 126, 127 del Código Penal y artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331). Y que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal.


    N.N. s/ Infracción art. 145 bis - conforme ley 26.842


    COMP364, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto secuestro extorsivo y amenazas coactivas: motivación particular. Supuestos ajenosa la competencia de excepción.


    Más allá de que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, si del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, debe declararse la competencia de la justicia ordinaria.


    C., Ricardo Gabriel s/ Su denuncia - s/presunto secuestro extorsivo víctima: C., Lenadro


    COMP1017,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Resistencia a la autoridad. Perturbación en un establecimiento nacional. Corresponde a la justicia provincial.


    Corresponde entender a la justicia local cuando el delito que se investiga en la presente tiene por autores y víctimas a particularesy ha sido cometido en el contexto de un incidente que por su extensión y gravedad no produjo una significativa perturbación a la función que se presta en el establecimiento nacional que justifique la competencia federal.


    R. A. y otro s/ Privación ilegal de la libertad (art. 142 inc. 1 del C.P.)


    COMP954,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminadoen Comp. 778, L. XLIX, in re "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    C., Matías y otro s/ Violación de correspondencia medios electrónicos - Art.153 2º


    COMP888,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminadoen Comp. 778, L. XLIX, in re "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    F. R., Consuelo s/ Su denuncia - Infracción art. 153 C.P.


    COMP919,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminadoen Comp. 778, L. XLIX, in re "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    G., Claudio Fabián s/ Denuncia


    COMP8,L-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 778, L. XLIX, in re"Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    N.N. s/ Violación sistema informático art. 153 bis 1º Párrafo


    COMP1022,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Comp. 778, L. XLIX, in re"Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. Art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    S., Sabrina s/ Su denuncia - Infracción art. 153 bis del C.P.


    COMP93,L-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminadoen Comp. 778, L. XLIX, in re"Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art.153 2° p". Corresponde a lajusticia federal."


    T., Melisa Blanca s/ Su denuncia - Violación de correspondencia medios electrónicos art. 153 2º P


    COMP906,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminadoen Comp. 778, L. XLIX, in re "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. Art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    Z., Gustavo Pablo s/ Averiguación de delito


    COMP770,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado enla Comp. 778, L. XLIX, in re "Díaz, Sergio Darío s/ Violación correspondencia medios elect. art.153 2° p". Corresponde a la justicia federal."


    M., Maximiliano s/ Denuncia


    COMP119, L-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de material pornográfico: art. 128 del Código Penal. Fallos: 327:3215. Justicia local.


    "Apartir del precedente "Parodi", la Corte ha resuelto que las imputaciones referidas a la difusión por internet de imágenes con contenido de pornografía infantil, no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal, limitada y de aplicación restrictiva.Por otro lado, es doctrina de la Corte, que no basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.También tiene establecido el Tribunal que debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura."


    P., L. H. p/ Publicaciones, reprod. y/o distrib.obscenas


    CSJ1026/2014/CS1-17 de noviembre de2014CS1


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuestos de competencia federal. Comercialización de estupefacientes: determinación del consumidor final. Interpretación de las leyes. Corresponde a la justicia local.


    "La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3°, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscaboen el bien jurídico protegido, "la salud pública",son ajenas al derecho federalFueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos puntuales que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicialocal en el interior del país.Dado que según tiene dicho el Tribunal, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, y que en el caso, la forma en que se tenían los estupefacientes, se ajusta a esa pauta objetiva de valoración, la justicia provincial debe conocer en la presente causa."


    S., Víctor Roberto s/ Infracción ley 23.737


    COMP71, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia con fines de comercialización. Presunta distribución a vendedores minoristas. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien existen elementos que sugieren la venta de estupefacientes directamente a consumidores, las pruebas reunidas no permiten descartar que la finalidad de los imputados fuera fraccionar la droga para su posterior distribución a vendedores minoristas, talcomo afirmó el juez provincial.Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local siempre que las provincias adhieran a ese régimen, ello de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como se ve reflejado en sus artículos 3° y 4°.


    A., Raúl Ricardo s/ Tenencia con fines de comercialización


    CSJ1000/2014/CS1-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas: promoción y facilitación de la prostitución de menores. Corresponde a la justicia federal.


    "En tanto constan en la presente causa extremos inherentes al delito de trata de personas con fines de explotación sexual infantil que no permiten de momento descartar su comisión, la cuestión debe ser resuelta de acuerdo con el criterio establecido enlas Competencias 538, L. XLV,"Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública" y 1016, L. XLVI, "A., G. L. s/ Denuncia", por lo que corresponde a la justicia federal."


    G., M. E. s/ Promoción y facilitamiento de la prostitución de menoress


    COMP854,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación de correspondencia: medios electrónicos. Corresponde a la justicia federal.


    "Atento que las cuentas de correo electrónico y de "facebook" constituyen una "comunicación electrónica" o"dato informático de acceso restringido", en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388, cuyo acceso sólo es posible a través de un medio que por sus características propias se encuentra dentro de los servicios de telecomunicaciones que son de interés de la Nación (artículo 2° y 3° de la ley 19.798), debe ser el juez federal quien continúe conociendo en las actuaciones."


    D., S. D. s/ Violación de correspondencia medios electrónicos - Art. 153 2º p


    COMP778,XLIX-21 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas Coactivas. Corresponde a la justicia nacional.



    La hipótesis delictiva con base en la cual el juzgado nacional rechazó el conocimiento de la causa no encuentra suficiente sustento en las constancias hasta ahora incorporadas, especialmente si se repara en que el imputado también habitaba el inmueble del que la denunciante se habría alejado a partir de una orden judicial.Enconsecuencia, el objeto de la pesquisa debe circunscribirse a la investigación de la figura de amenazas coactivas siendo la justicia nacional la que conozca en esta causa.


    P. G., A. R. s/ Inf.art. 149 bis del Código Penal


    COMP302, L-4 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Artículos 145 ter y 189 bis del Código Penal. Determinación de la calificación del delito. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Corresponde a la justicia provincial continuar con la investigación del hecho, sin perjuiciode lo que surja ulteriormente.


    A., E. D.s/ Infracción art. 145 ter, 3º párrafo apartado 3 (sustituido conf. ley 26.842)


    COMP123, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal de delitos. Corresponde a la justicia federal el delito de estafa y falsificación de documentos públicos y a la justicia ordinaria lo relativo al acervo hereditario.


    Para la presunta estafa que se habría cometido en virtud de Ia enajenación del rodado, resulta aplicable la doctrina de V.E., que sostiene que cuando se produce mediante la falsificación o el usode documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.También tiene resuelto el Tribunal que corresponde entender a la justicia de excepción en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados, ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen serviciode los empleados de la Nación.Por lo demás, también se habrían cometido otras irregularidades en desmedro del acervo sucesorio del causante, tal como lo concerniente a la presunta donación y/o venta de su propiedad a favor del concubino de la actual titular del rodado. Y en tal sentido, es el juzgado de garantías quien deberá profundizar la investigación al respecto y resolver luego conforme a lo que resulte de ese trámite.


    P., Miguel Angel s/ Denuncia


    CSJCOMP1616/2014/CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Construcción de canales clandestinos y falla de control por parte de funcionarios provinciales y municipales. Interferencia indirecta a servicios provistos por bienes públicos nacionales. Competencia de la justicia provincial.


    Es criterio de la Corte que los hechos que suscitan la competencia federal son sólo aquellos que interfieran directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público asignados a una ruta u otro establecimiento nacional.


    P., Gerardos/ Su denuncia -incendio u otro estrago (art. 186 inc.3)


    COMP995,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación y falsificación de documentos. Sustracción de cheques. Relación de alternatividad. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema tiene resuelto en reiterados precedentes que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. De acuerdo a ese principio, toda vez que el empleo del título habría sido el medio utilizado por el imputado para defraudar al denunciante, en principio los hechos a investigar encuadrarían en las figuras previstas en los artículos 172 y 292 del Código Penal, por lo que de acuerdo a la doctrina del Tribunal de Fallos: 313:823, corresponde al magistrado nacional, con jurisdicción en el lugar donde se utilizó el cheque falsificado, continuarcon esta investigación.En cuanto al delito de encubrimiento, es la justicia provincial que conoce en el robo la que debe investigarlo, dada la relación de alternatividad que existe entre ambas figuras, ya que si bien la causa por el desapoderamiento se encontraría archivada con autores ignorados, los elementos recabados a raíz del hallazgo de uno de los efectos sustraídos podrían llevar a vincular al denunciado con el delito principal, en cuyo caso aquella figura quedaría descartada.


    V., Carlos s/ Defraudación


    COMP295, L-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. La investigación debe estar a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    Cuando el hecho se presenta en principio como independiente de los denunciados anteriormente, en tanto habrían tenido lugar dentro de un mismo contexto de conflicto familiar, la investigación debe quedar a cargo de un único tribunalPor ello, y en favor de una mayor economía procesal y una mejor administración de justicia corresponde al Juzgado Nacional de Instrucción N° 5, de competencia más amplia continuar conociendo en estas actuaciones.


    B., P. M. s/ Inf.art. 149 bis del Código Penal


    COMP143, L-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación contra la administración pública y defraudación por administración fraudulenta. Corresponde a la justicia provincial.


    Más allá de las escasas constancias probatorias incorporadas al incidente, en principio, resulta de aplicación la doctrina de la Corte Suprema según la cual, la entrega de sumas de dinero, como aquí ocurre, provenientes de una prestación pública, implica la transferencia del dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de la Nación y, por consiguiente, la competencia federal, más allá de los controles finales que aquélla se hubierareservado sobre el particular.Bajoel imperio de esas condiciones,corresponde declarar la competencia de la justicia provincial de Marcos Juárez, provincia de Córdoba, para continuar conociendo en estas actuaciones.


    B., Marcos Raúl s/ Su denuncia - Defraudación contra la administración pública y defraudación por administración fraudulenta


    COMP1004,XLIX-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación contra la administración pública. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte Suprema que la entrega de una suma de dinero, como aquí ocurre, proveniente de una prestación pública asistencial, implica la transferencia de dominio sobre ella y queda incorporada al patrimonio del ente receptor, con lo que se excluye un perjuicio directo y efectivo a las rentas de le Nación y, por consiguiente, la competencia federal.Bajo el imperio de esas condiciones, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial de Mar del Plata, para continuar conociendo en estas actuaciones.


    Perez, José Luis s/ Su denuncia


    COMP1005,XLIX-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de hurto. Violación del deber constitutivo del delito de administración. Lugar de cumplimiento de la obligación. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa o incluso su omisión, resulta relevante para establecer la competencia el lugar en que debía cumplirse la obligación, el que -no mediando estipulación expresa- habrá de ser el domicilio de la administración.Toda vez que la firma damnificada tiene su sede en esta ciudad, donde, de acuerdo a la declaración de la contadora, el imputadodebía acudir una vez por semana a rendir cuentas de su gestión, corresponde al magistrado nacional conocer en esta investigación.


    G., Walter Fabián s/ Hurto


    COMP920,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones graves. Circunstancias que atribuirían competencia al fuero de excepción. Corresponde a la justicia provincial.


    Tiene establecido la Corte Suprema, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del serviciodel establecimiento nacional.En tal sentido, habida cuenta que tales extremos no han sido verificados en el sub júdice, y que la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional y restringida, corresponde al tribunal provincial continuar con el trámite de las presentes actuaciones más aún, cuando, contrariamente a lo sostenido por su titular, la posibilidad de que la Nación debiera, eventualmente, responder con su patrimonio tampoco suscita la intervención de aquel fuero, pues el daño que podría irrogarse no se correspondería con resultado directo de la acción típica de que se trata.


    C., Héctor Horacio y otro s/ Lesiones graves culposas


    COMP786,XLIX-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Derrame de gasoil en predio rural. Presunta infracción a la ley de residuos peligrosos. Presupuesto para atribuir la competencia federal: interjurisdiccionalidad del daño de convicción suficiente. Corresponde a la justicia provincial continuar entendiendo en el caso.


    "A partir del caso "Lubricentro Belgrano", la Corte Suprema subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo 1 de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.


    M. P., Miguel Ángel s/ Su denuncia y su acumulado(ley 24.051)


    COMP150, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Difusión de imágenes de pornografía infantil. Corresponde a la justicia provincial.


    En atención aque el magistrado provincial no desconoce que el lugar de radicación de la cuenta de internet desde la cual se difundirían las imágenes materia de investigación se encuentra en su ámbito territorial, de acuerdo con el criterio de Fallos 330:2954, corresponde declarar su competencia en el caso.


    N.N. s/ Publicaciones, reprod. y/o distribuciones obscenas


    COMP831,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 24.051. Competencia federal: exigencia de interjurisdiccionalidad del daño. Corresponde conocer en la causa a la justicia local.


    "A partir del caso "Lubricentro Belgrano", el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental inteljurisdiccional es demostrada con un grado de convicción, extremo que no se verifica en este caso."


    Asociación P. V. (M., Rafael) s/ Su denuncia por infracción a la Ley n° 24.051


    COMP206, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24.270. Lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    Toda vez que de los dichos del denunciante, no controvertidos por otras constancias del expediente, se desprende que la imputada le habría impedido el contacto con su hija menor en esta ciudad, corresponde al juzgado nacional que previno, continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que pudiere resultar con posterioridad.


    H. S., M. D. s/ Infracción ley 24.270


    COMP152, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones ocurridas en una aeronave que sobrevuela territorio argentino. Motivación particular del hecho. Le corresponde conocer en la causa a la justicia local.


    En lo que respecta a la competencia material que es motivo de este conflicto, toda vez que de las constancias del incidente no surge la afectación directa de la navegación o el comercio aéreos, ni de algún otro interés nacional que surtan el conocimiento del fuero federal, corresponde a la justicia local entender en la causa.


    B., H. s/ Lesiones leves (Art. 89 del C.P.)


    COMP192, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta corrupción de menores. Carácter restrictivo de la justicia de excepción.Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando las circunstancias puestas de manifiesto por la juez local no resultan suficientes para afirmar la competencia federal, limitada y de aplicación restrictiva, corresponde al juzgado provincial continuar entendiendo en la presente causa.


    N.N.: autores a establecer s/ Corrupción de menores de 18 años


    COMP350, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 22.421. Corresponde a la justicia provincial.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal.Por aplicación de ese principio, y atento que el animal se encontraría en un domicilio de la localidad de Martínez, corresponde a la justicia provincial conocer en las presentes actuaciones sin perjuicio de lo que resulte de su trámite ulterior.


    N.N. s/ Infracción ley 22.421


    COMP505, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa: Comp. 1174, L. XLVII,"Vitola, Hugo Leonardo sI denuncia". Corresponde a la justicia provincial."


    I., Luis Guillermo s/ Su denuncia


    COMP582,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Residuos peligrosos. Competencia federal: requisito de interjurisdiccionalidad del daño. Corresponde conocer en la causa a la justicia local.


    "A partir del caso"Lubricentro Belgrano”, el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad de un daño, aún cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal; esta doctrina, también es aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, y además, estableció que la intervención del fuero de excepción está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente.Aún cuando las sustancias tóxicas halladas en el predio,podrían considerarse residuos peligrosos en los términos de la ley 24.051, le asiste razón al magistrado federal, en cuanto a que no se habría comprobado que hubiesen afectado a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia en la que se generaron. Por lo expuesto, corresponde asignar la competencia a la justicia provincial, sin perjuicio de lo surja de la investigación ulterior."


    N.N. s/ Inf. Ley 24.051 – Fiscalía Federal n° 2 – requiere instrucción


    COMP239, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento: relación de alternatividad entre ambas infracciones. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito quehabrían cometido los imputados.Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los prevenidos respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél.Asimismo, la supuesta imposibilidad que tendría la víctima para reconocer a los autores del robo no puede autorizar un juicio adverso sobre la utilidad de una medida dispuesta a tal fin, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufrido acerca de sus capacidadespara reconocera quien aún no tiene en frente.En esta inteligencia, la Corte Suprema tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso.Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N° 5 profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del vehículo y su carga, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D., Rubén Ugarte y otro s/ Encubrimiento agravado


    COMP933,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo: análisis de las circunstancias causídicas. Doctrina “Ramaro”. Corresponde a la justicia provincial.


    "Cuando no se vislumbran en autos las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", tales como un prolongado lapso de cautiverio o la existencia de una organización delictiva dedicada a la ejecución sistemática de secuestros extorsivos, corresponde asignar a la justicia local la competencia para conocer la causa."


    N.N. s/ Secuestro extorsivo - Víctima: R., Ezequiel Darío


    COMP99, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Supuesta coacción. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia nacional.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los, procesados.


    M., Franco s/ Coacción


    CSJ1193/2014/CS1-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de Competencia. Supuestas infracciones a la ley provincial N°11.720. Ausencia de prueba que permita verificar la degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales. Ley General de Ambiente N° 25.675. Competencia provincial.


    Cuando no surge de la causa elemento probatorio alguno que permita verificar la existencia de degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales, ni la apelación de las multas impuestas a la curtiembre ha sido promovida para impugnar una decisión de la Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo (ACUMAR), sino de un organismo dependiente de la provincia de Buenos Aires, del cual el juzgado federal no es revisor, corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la causa.


    S., José Salvador s/ Apela multa


    COMP708,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de vehículo. Delito de encubrimiento. Alternatividad entre delitos. Corresponde a la justicia nacional.


    Frente a los fundamentos expuesto por el juez nacional en lo correccional, al rechazar la competencia que le fuera atribuida por la justicia provincial, cabe observar que no se trata de desdoblar un único hecho en función de calificaciones pues, debe determinarse la responsabilidad que le pudo haber correspondido al encausado en uno u otro suceso que, por lo demás, aparecen claramente distinguibles no sólo en tiempo y espacio, sino también, en razón de los elementos subjetivos y objetivos requeridos por el tipo penal para la configuración de cada uno de ellos.Sobre la base de esas consideraciones, y más allá del acierto o error de la absolución dispuesta por el tribunal que juzgó acerca de la sustracción del rodado, descartada así la participación del imputado en ese delito, corresponde declarar la competencia del Juzgado Nacional en lo Correccional N° 10 para conocer respecto de su encubrimiento.


    K., Raúl Alberto s/ Robo agravado por el uso de arma de fuego cuya aptitud para el disparo no puede tenerse por acreditada y encubrimiento


    COMP973,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Violación al art. 153 bis CP. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia local, que previno.


    "El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. En este sentido, a fin de determinar si se habría infringido prima facie una comunicación electrónica o dato informático de acceso restringido,en los términos de los artículos 153 y 153 bis del Código Penal, según la ley 26.388 resta establecer si las fotografías del perfil en la red social de la denunciante fueron obtenidas ingresando ilegítimamente a su usuario o simplemente ellas se encontraban disponibles para ser vistas por cualquier miembro de la plataforma online; circunstancia dirimente por cuanto de comprobarse este último extremo, no se presentaría la hipótesis delictiva sobre laque se apoya la declinatoria.En estas condiciones, corresponde a la justicia local, que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver con arreglo a lo que resulte de ese trámite."


    T., Andrea s/ Violación sist.informáticoart. 153 bis 1° párrafo


    CSJ4768/2014/CS1-16 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Defraudación contra la administración pública. Incorrecta traba de la contienda. Reglas de conexidad: aplicación exclusiva en el marco de la justicia nacional. Supuestos de procedencia de la competencia federal. Corresponde a la justicia provincial.


    Para la correcta traba de este conflicto hubiese sido necesario que el juez federal pusiera en conocimiento de su par provincial, los nuevos argumentos vinculados a la competencia en razón de la materia que incorporó en su insistencia, conforme lo que surge de numerosos precedentes del Tribunal. Sin embargo, cabe hacer excepción a ese óbice formal por cuestiones de economía procesal, y en la medida que el último ya había realizado consideraciones respecto de ese punto.Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugaren que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.Es doctrina de la CSJN que la intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultadodirecto de una acción típica.La mera presentación de proyectos ante el Ministerio de Planificación Federal presuntamente impulsados por los imputados, no basta para tener por configurado ese extremo y, menos aún, cuando todavía no ha habido disposición de fondos. Por otra parte, no puede desconocerse que de acreditarse la realidad de los hechos tal como fueron denunciados, y tratarse entonces de subsidios, que implican la transferencia de su dominio a la administración local, en principio el caso no surtiría, en cuanto a ese aspecto, la jurisdicción federal.


    C., Jorge y otros s/ Defraudación contra la administración pública


    COMP434,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia de Tribunales Nacionales


    Contienda negativa de competencia.Amenazas y privaciónilegal de la libertad: inescindible unidad contextual de los hechos. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal, y que por lo tanto, dichos supuestos presuntamente delictivos, sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    F., J. L. s/ Infracción al artículo149 bis, amenazas del C.P.


    COMP836,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: simples o coactivas. Abuso de armas. Vinculación entre los hechos. Corresponde a la justicia nacional.


    No puede descartarse que la finalidad que habría guiado alguna de esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad. Por lo tanto, corresponde al juzgado que previno, continuar con el trámite, quien además deberá investigar respecto del abuso de armas, en virtud de la estrecha vinculación que presentan, motivo por el cual la justicia correccional debe ceder su intervención, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    C., R. A. s/ Abuso sexual


    COMP61,XLIX-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: simples o coactivas. Corresponde a la justicia nacional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante -que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias al incidente- no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado alguna de esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad.


    M. C., R. R. s/ Coacción - art.149 bis


    COMP913,XLIX-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Amenazas: simples o coactivas. Lesiones leves. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la CABA. Inescindible unidad contextual: pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde al juzgado nacional: más amplia jurisdicción.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima Jade y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Las amenazas no pueden considerarse incluidas en el segundo párrafo del artículo 149 bis del Código Penal, toda vez que no surge que ellas tuvieran como objeto obligar a la víctima a hacer, no hacer o tolerar algocontra su voluntad, sino sólo a alarmarla o amedrentarla.Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia local la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados, y que, en relación con la presente causa, sólo podría conocer respecto de las amenazas. Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan esos hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    G., H. s/ Inf. art.149bis CP


    COMP7, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas, daño y violación de domicilio. Lesiones. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la CABA. Intervención de un único tribunal. Justicia correccional.


    Mediante el Convenio n° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, quedarían comprendidas en él las figuras de amenazas, daño y violación de domicilio. Sin embargo, en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.Más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para el delito de amenazas sea superior a los establecidos para las otras figuras penales materia de investigación en este incidente, ante la circunstancia de no haberse traspasado las lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L., Mariano s/ Amenazas y lesiones leves


    CSJCOMP45959 - 22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento y robo. Relación de alternatividad. Corresponde a la justicia nacional.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.Al existir una relación de alternatividad entre ambos hechos, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca dela competencia sobre esa base.Corresponde declarar la competencia de la justicia en cuyo ámbito territorial fue secuestrado el vehículo y se detuvo al prevenido, sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda adoptar.


    R. A., Roque Tadeo s/ Encubrimiento


    COMP5, L-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de automotor. Hechos desarrollados en pluralidad de jurisdicciones. Pesquisa incipiente. Demora en las actuaciones.


    No consta una determinada calificación legal que se apoye razonablemente en las constancias de la causa y que, por otra parte, permita delimitar fehacientemente el verdadero alcance de los sucesos, y deslindar el grado de responsabilidad que podría caberles a quienes, en definitiva, pudieran resultar imputados.Corresponde al juzgado que previno incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la contienda y resolver, luego, de acuerdo con lo que de ello resulte.


    C., Fabián s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP756,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Injurias: lugar de exteriorización. Corresponde al juzgado nacional.


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas.


    M., Víctor Hugo c/ C., Mario s/ Querella por injurias y acción civil resarcitoria


    COMP811,XLIX-20 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones agravadas: violencia de género. Corresponde a la justicia nacional.


    La Corte Suprema ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. En consecuencia, atento que de la lectura de las constancias agregadas al incidente, no es posible determinar aún si se ha cometido el delito de lesiones o una infracción al Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde al Juzgado nacional conocer en las presentes actuaciones, sin perjuicio de que, luego de profundizar la investigación, y en caso de no poder acreditar la existencia de una conducta penal típica, proceda a su archivo, pues ésa es la solución prevista por el artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito, sin perjuicio de la remisión de testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, en caso de considerar que pudiera existir una infracción al artículo 52 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuyo análisis se encuentra reservado a la jurisdicción local.


    R. P., J. C. s/ Inf.art(s). 52, hostigar, maltratar, intimidar


    COMP389, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Portación ilegítima de arma civil. Usurpación de título. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la CABA. Corresponde a la justicia nacional de instrucción aunque no haya sido parte de la contienda.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarseprima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de portación ilegítimade arma de fuego de uso civil.Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    M., Daniel Horacio s/ Usurpación de título


    COMP38, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible encuadre de los hechos en la figura de lesiones en grado de tentativa o abuso de armas. Preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. Corresponde a la justicia nacional.


    La Corte Suprema ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.También es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.No puede descartarse, por el momento, que el hecho pueda encuadrar en la figura de lesiones en grado de tentativa o, eventualmente, en la prevista en el artículo 104, último párrafo, del Código Penal, ambas de competencia de la justicia nacional.


    M., Cristian David s/ Causa n° 16.490


    M276, L-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Resistencia a la autoridad y daño agravado. Convenio de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la CABA. Unidad contextual. Corresponde a la justicia nacional: competencia más amplia.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a este último fuero la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de daño agravado.Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    P., B. M. s/ Resistencia a la autoridad


    COMP43, L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: justicia nacional y Ciudad Autónoma. Delito de usurpación y hurto. Convenio 14/2004. Inescindible unidad contextual. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    Mediante el convenio 14/2004 de transferencia progresiva de competencias penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a esta última jurisdicción la investigación de algunos delitos claramente enumerados allí y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de usurpación. Sin embargo, en virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento. Bajo esas circunstancias, y en atención a que los montos máximos de las penas previstas para las infracciones a los artículos 162 y 181, inc. l) del código penal no exceden el previsto por el artículo 27, inciso 2), del Código Procesal Penal De La Nación, corresponde a la Justicia Nacional en lo Correccional continuar con su trámite, aunque no haya sido parte en la contienda.


    G., Mónica Graciela s/ Hurto


    COMP940,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia: justicia nacional y justicia de la ciudad. Delito de amenazas: art 149 ter. Corresponde a la justicia nacional: competencia más amplia y puede conocer en el supuesto más grave.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haperpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.De acuerdo al contexto en el que sucedieron los hechos y las demás circunstancias, podrían encuadrarse prima facie en el artículo 149 ter, ap. 2 b) del Código Penal, toda vez que por el momento no puede descartarse que el objeto de dichas amenazas haya sido compeler a la víctima a hacer abandono del lugar de su residencia habitual -y no meramente la turbación de la posesión en los términos del artículo 181, apartado 3°, del Código Penal. Ello, sin perjuicio de la eventual aplicación de la agravante contemplada en el artículo 2° de la ley 23.592 de acreditarse lo referido a la nacionalidad de la víctima. En consecuencia, toda vez que tiene la competencia más amplia y puede conocer en el supuesto más grave, corresponde intervenir en la presente causa al Juzgado de Instrucción n° 19 de esta ciudad.


    C., Wilson Alejandro s/ Denuncia - coacció n


    COMP454,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Presunta infracción a la ley de profilaxis. Competencia en razón del máximo de pena previsto para el delito: art. 27 del Código Procesal Penal de la Nación. Eventual competencia federal ante el delito de trata de personas.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.Corresponde que la investigación de un supuesto presuntamente delictivo quede a cargo de la justicia nacional, que deberá incorporar al proceso loselementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis. Puesto que la pena prevista para ese delito no excede el máximo previsto en el artículo 27 del Código Procesal Penal de la Nación, corresponde a la justicia nacional en lo correccional conocer de estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.Todo ello sin perjuicio de que si una vez profundizada la investigación aquel magistrado establece, sobre la base de la valoración de las constancias de la causa, que el suceso reúne circunstancias que exceden las previsiones de la ley de profilaxis, proceda a dar intervención a la justicia federal, en función de la estrecha relación que existe entre ese delito y los supuestos de trata de personas, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano.


    G., C. A. s/ Presunta contravención


    COMP985,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Cámara de Casación


    Conflicto negativo de competencia trabada entre jueces de nacionales. Facultad revisora de la Cámara Federal de Casación Penal.


    La presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por la Cámara Federal de Casación Penal, por cuanto ha quedado trabada entre jueces nacionales y es la que, en definitiva, posee facultades revisoras de las decisiones del órganoque previno en la contienda.


    S., Leonardo Javier y otros s/ Competencia


    COMP216, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Juez de Instrucción


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armas y municiones secuestradas: cantidad y características insuficientes para configurar el delito de acopio. Ley 25.752: transferencia de competencia penal de la justicia nacional. Corresponde a la justicia nacional.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.En atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio. Cabe señalar que la pistola calibre ocho milímetros se halla comprendida entre las denominadas de guerra, de conformidad con lo establecido en los artículos 4 y 5 del decreto 395/75 -reglamentario de la ley 20.429- y sus modificatorias (ver fs. 6/8 y 42).Toda vez que, de acuerdo a lo establecido en la ley nacional n° 25.752, la transferencia de competencia penal de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires se efectuó solamente respecto de la tenencia y portación ilegítima de armas de uso civil, corresponde continuar con la investigación de esta causa a la justicia nacional de instrucción, aunque no haya sido parte en esta contienda.


    E., Rodrigo Martín s/ Infracción art.189 bis 2º párrafo del Código Penal


    COMP762,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Competencia Federal


    Contienda negativa de competencia. Acopio de armas y municiones: conexión en el caso con el delito de omisión, duplicación, adulteración o supresión de número o grabado de armas de fuego.


    Atento la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, y el hallazgo de las armas motivo de esta contienda, corresponde asignar el conocimiento de la causa al fuero de excepción, más allá de la calificación que en definitiva corresponda adoptar en relación a este último hecho.


    F., Cristian Alberto s/ Infracción art. 189 bis, apartado (3), 1º párrafo


    COMP25, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acopio de armas y municiones: conexión en el caso con la omisión, duplicación, adulteración o supresión de número o grabado de armas de fuego.


    Atento la estrecha vinculación que en el caso se presenta entre la figura prevista en el artículo 189 bis, inciso 5°, del Código Penal, de jurisdicción federal, y la incautación de las armas motivo de esta contienda, corresponde asignar el conocimiento de la causa al fuero de excepción, más allá de la calificación que en definitiva corresponda adoptar en relación a este último hecho.


    C., Alejandro s/ Lesiones - Amenazas agravadas


    COMP16, L-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Afectación del comercio inter-jurisdiccional: de utilidad nacional. Corresponde a la justicia federal.


    La interrupción de las vías de acceso terrestre al puerto de Bahía Blanca habría afectado el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria -ingreso y egreso de camiones para la carga de buques y del personal de las plantas allí existentes-, circunstancia que, además, no permitiría descartar que tales acontecimientos hubiesen entorpecido el buen servicio que debe brindar el establecimiento de utilidad nacional.


    C., Víctor Hugos/ Su denuncia - entorpecimiento de servicios públicos


    COMP1021,XLIX-23 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de trata de personas. Criterios para su configuración. Corresponde a la justicia federal continuar en la investigación.


    "Para la correcta traba de una contienda, debe ser la cámara que confirmó la declinatoria la que insista o no en su criterio, regla que no ha sido observada en el presente, al haber sido elevadas las actuaciones por el juez federal. Las constancias del legajo dan cuenta de la existencia de una serie de circunstancias que impiden descartar, al menos de momento, la posible configuración del delito de trata de personas.En ese sentido corresponde señalar que si frente a los dichos respecto del trato que el imputado prodigaba a las chicas, se suman la existencia de una inusual cantidad de fotocopias de documentos de identidad pertenecientes a personas de sexo femenino, la identificación de casilleros con prendas de vestir y zapatos de mujer, la incautación de listados que ilustrarían la asignación de números y el registro de los montos recaudados, el informe y las manifestaciones del equipo entrevistador del programa nacional de rescate, particularmente en cuanto describen laactitud de las entrevistadas, y la interconexión entre los locales señalados en la causa, resulta verosímil colegir que la hipótesis delictiva de trata de personas no aparece descartada en el presente caso.No debe pasarse por alto, finalmente, la estrecha relación que existe entre ese delito y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de"regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 4, incisoe, de la ley 26.364, cuando se"promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual".Por lo tanto, y teniendo en cuenta que frente a determinadas circunstancias que indiquen la posible comisión del delito de trata de personas resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, corresponde al magistrado de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior."


    S., V. s/ Averiguación infracción ley 26.364


    COMP845,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de sustracción, retención, y ocultamiento de menores. Delitos de supresión o alteración de la identidad de menores. Delito de falsedad ideológica de documentos públicos. Corresponde al juzgado federal.


    En atención a que de las constancias del expediente surge que la hipótesis materia de investigación se refiere a los delitos de sustracción, retención y ocultamiento de menores de diez años, supresión y/o alteración de la identidad de un menor de diez años yfalsedad ideológica de instrumentos destinados a acreditar la identidad de las personas, de acuerdo a la doctrina de Fallos 329:2136, corresponde declarar la competencia del juzgado federal para continuar con la investigación, sin perjuicio de las calificaciones que en definitiva correspondan.


    N.N. s/ Averiguación de ilícito


    COMP496,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos relacionados por el objeto: omisión de número o grabado de armas y tenencia ilegítima. Investigación a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre la supresión de la numeración del arma y su tenencia ilegítima, al encontrarse ambos delitos relacionados con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quedea cargo de un único tribunal.Corresponde declarar la competencia de la justicia federal para continuar conociendo en estas actuaciones.


    S., Alejandro Lucas s/ Encubrimiento art. 277 inc. 1 apartado b - infracción art. 189 bis apartado (5) 1º párrafo del Código Penal


    COMP724,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa y falsificación de documentos públicos: conducta única. Corresponde a la justicia federal.


    Ha sostenido la Corte que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima – provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial – esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.Habida cuenta del carácter nacional del instrumento falsificado, corresponde asignar el conocimiento de la causa al Juzgado Federal de Comodoro Rivadavia.


    H., Enrique s/ Estafa


    COMP294, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda Negativa de Competencia. Incipiente estado de la investigación. Posible comisión del Delito de Trata de Personas. Corresponde al fuero federal.


    Frente a determinadas circunstancias que indiquen la posible comisión del delito de trata de personas, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime,sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    M. G., G. C. s/ Denuncia


    COMP683,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda: falta de atribución recíproca. Concurso ideal de delitos: infracción a la ley de propiedad intelectual e infracción a la ley de marcas y designaciones. Corresponde a la justicia federal aunque no haya sido parte de la contienda.


    Para una correcta traba de la contienda resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, lo que no sucede cuando el magistrado nacional devolvió las actuaciones al tribunal que previno, pese a considerar que debía intervenir la justicia federal. Sin embargo, también ha resuelto la CSJN que la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, que concurren en el presente, autorizan a prescindir de ese reparo formal.


    L. B., Alejandro s/ Infracción ley 11.723


    COMP872,XLIX-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: falta de atribución recíproca. Defraudación. Utilización de documentos públicos. Competencia por razón de la materia: oportunidad para la declaración. Corresponde al juzgado federal.


    Para una correcta traba del conflicto de competencia es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.Corresponde la competencia federal cuando se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, al ser éstos presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, así como cuando éste habría emitido un título que resultaría falso ideológicamente, pues en tales casos se habría visto afectado el normal funcionamiento de un organismo de la Nación.No obsta esa solución la circunstancia de que ya se hubiese superado la etapa de investigación en los estrados locales, desde que el fuero federal deberá en todo caso adecuar su trámite a las reglas de procedimiento que rigen en esta jurisdicción. La competencia en ordena la materia es improrrogable por su propia naturaleza y debe ser declarada, aun de oficio, en cualquier estado del proceso.


    R., Jorge Luis s/ Uso de documento público falso y estafa


    COMP237, L-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa: Comp. 475, L. XLVIII,"Cazón,Adella Claudia s/ Art. 149 bis". Corresponde a la justicia nacional."


    G., Jonathan Ubaldo s/ Lesiones leves (art.89)


    COMP839,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Estafa: conducta única. Pluralidad de jurisdicciones. Utilización de instrumentos públicos. Corresponde al fuero federal aunque no haya sido parte de la contienda.


    "Ha sostenido la CSJN que cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.En razón de que se habría utilizado documentación falsa, entre la que se encuentran instrumentos públicos de carácter nacional, corresponde a la justicia federal de esta ciudad -en cuya jurisdicción tomó intervención la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad Automotor, que detectó las irregularidades en la documentación y también formuló una denuncia- conocer acerca de la presunta comisión del delito de estafa perpetrado mediante su empleo, aunque no haya sido parte en la contienda y, además, respecto de la falsedad del formulario de verificación que también se habría entregado junto con aquella documentación.En relación con la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, referida a las numeraciones del chasis, y de las chapas patentes que resultarían falsas, corresponde al mismo tribunal conocer a su respecto, por aplicación del criterioestablecido en Comp.1569.XL., "Comisaría San Julián s/ Investigación presunta infracción", habida cuenta de la coincidencia que se observa entre ellas y las consignadas en la documentación falsa."


    D. N., Jesús Bernardo s/ Su denuncia - Estafa - Defraudación - Falsificación de sellos timbres y marcas


    COMP858,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a lo dictaminado enautos Comp. N° 721, L. XLVIII,"M., Alfredo s/ inf.art. 292 C.P." en fecha 4 de marzo de 2013."


    P., Juan Manuel s/ Denuncia


    COMP645,XLIX-11 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Remisión al dictamen de la causa: Comp. 398, L. XLII"Cante, Gabriel s/ av. presunta infracción a la ley 23.737". Corresponde a la justicia de excepción, que previno."


    N.N. s/ denunciante - identidad reservada - infracción ley 23.737


    COMP871,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737.Secuestro de estupefacientes. Sustancia fraccionada en dosis: art 2° inc 1° de la ley 26.052. Corresponde a la justicia federal.


    En los casos en que la sustancia incautada no se encuentra fraccionada en dosis, tal como lo establece el artículo 2°, inciso 1° de la ley 26.052, no puede afirmarse que estuviera destinada a la venta para su consumo, atento a que tampoco consta que se hubieran secuestrado junto a ella elementos destinados a su fraccionamiento y distribución, por lo tanto, corresponde continuar conociendo en estas actuaciones a la justicia federal, cuya intervención, además, es prioritaria en la materia.


    P., Martín Oscar s/ Infracción ley 23.737


    COMP900,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Elementos de cultivo y cosecha. Consumo personal. Ley 26.052: competencia material. Corresponde a la justicia local.


    "La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito deEstupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3° se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido, "la salud pública",son ajenas al derecho federal.De acuerdo con esta ley, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para elconsumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con el principal fundamento en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicialocal en el interior del país.Tiene dicho el Tribunal que la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o espíritu, y en el caso, la forma en la que se efectuaba la siembra de las sustancias prohibidas se ajusta a esa pauta objetiva de valoración."


    O., Cristian Hernán s/ Infracción ley 23.737


    COMP873,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción de leyes especiales: régimen legal de propiedad intelectual y ley de marcas y designaciones. Corresponde a la justicia federal.


    Es doctrina de la Corte Suprema que corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales - leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamentey mediante una única conducta.En tal sentido, y habida cuenta que de las constancias del incidente surge una presunta infracción a ambas leyes, atento que el material secuestrado presentaba etiquetas que eran copia de las originales, según el criterio establecido por la Corte corresponde al juez federal conocer en las actuaciones.


    M., Jorge Horacio s/ Leyes especiales (ley 11.723 y 22.362)


    COMP996,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestrode sustancias estupefacientes yde revolver con numeración suprimida. La reforma introducida por la ley 25.886: la infracción al art 189bis, apartado 5) del CP. Corresponde a la justicia federal.


    Es doctrina de la Corte Suprema que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyan los jueces en conflicto.Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener con la infracción a la ley 23.737, también corresponde a la justicia federal conocer respecto de la portación y la supresión de la numeración del arma secuestrada.


    Silfa Beriguete, Raquel Elizabeth s/ Infracción art.189 bis apartado (1) 1º párrafo


    COMP722,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Por el lugar


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de impedimento de contacto. Corresponde a la justicia provincial.


    Cuando el incumplimiento del régimen visitas es acordado provisoriamente ante la justicia de familia de San Isidro, en cuya jurisdicción territorial, además, residirían las menores con su madre,según los dichos del denunciante, corresponde al juzgado de garantías asumir la investigación de esta causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    M. A., María Cristina s/ Infracción ley 24.270


    COMP449, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Territorios con jurisdicción nacional exclusiva


    Contienda negativa de competencia. Investigación incipiente. Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal. Competencia de la justicia federal.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento de la motocicleta y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar suposible participación en aquél.Por otra parte, la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna con la sustracción.


    M., Mariano Benjamín s/ Encubrimiento


    COMP847,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones cometidas por agentes carcelarios. Corresponde a la justicia federal.


    "La Corte tiene establecido, a través de reiterados precedentes, que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.En tal sentido, no puede descartarse que se haya entorpecido el normal desenvolvimiento del organismo penitenciario, atento la envergadura que adquirieron los hechos.Tampoco puede desecharse que en los sucesos se haya visto afectado el buen servicio de sus empleados nacionales en el sentido establecido por la Corte enFallos: 295:595; 306:1681; 307:2418 y 316:3109, entre otros."


    Prisión Regional del Norte - Unidad 7 s/ Eleva actuaciones


    COMP257, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Por el tipo de delito


    Conflicto de competencia. Ley 23.737. Ley 26.052. Comercialización de estupefacientes. Identificación de presuntos proveedores, distribuidores y vendedores Corresponde a la justicia federal.


    "Tiene establecido V.E. que es competente la justicia local para investigar lacomercialización de estupefacientes"al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como hasta ahora lo hicieron las de Buenos Airesy Córdoba- a ese régimen legal.En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, puedaafirmarse que se trate aquí de un último eslabón aislado del resto de la cadena de comercialización respecto de la cual la justicia federal ha aceptado conocer en esta causa, en la que se ha logrado identificar quienes proveían, distribuían y vendían la droga."


    M., Matías y otros s/ Inf. Ley 23.737


    CSJ4439/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Posible delito de trata de personas con fines de explotación sexual. Victima menor de edad. Corresponde a la justicia federal.


    Los elementos de convicción reunidos al presente no permiten descartar la hipótesis de la trata de personas con fines de explotación sexual. Atento que frente a determinadas circunstancias indicativas de la comisión del delito de trata de personas, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que lo reprime, corresponde al magistrado de excepción asumir la investigación de esta causa y adoptar -con la premura que el caso amerita - las medidas pertinentes para ubicar el paradero de la víctima y constatar cuál es su situación actual, todo ello sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., L. G. s/ A determinar


    CSJCOMP3719/2014/CS1-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia material. Infracción a la ley 23.737, modificación ley 26.052. Comercialización de estupefacientes. Infracción al artículo 189 bis, apartado 5 del C.P. Competencia material. Intervención de la justicia federal.


    "Si bien la ley nacional 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhirieran a ese régimen, de ningún modo importó desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia.Ese criterio se ve incluso reflejado en su artículo 3°, en tanto establece que la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal.Tales circunstancias también determinan, la conveniencia de que la investigación de la causa quede a cargo de la justicia nacional, atento a la estrecha vinculación que presentan todos los hechos ventilados en ella, si se tiene en cuenta que son el resultado de una única pesquisa que se originó en la venta "al menudeo" por parte del imputado, hasta llagar aquienes serían sus proveedores.Por otra parte, la numeración de una de las armas incautadas se hallaba suprimida, y luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5, del Código Penal, fue incluida entre aquellos delitos de competencia federal, de acuerdo con lo normadoen el artículo 33, apartado 1,inciso e, del Código Procesal Penal de la Nación. Por tal motivo, independientemente de la relación que pudiera tener la tenencia de las armas con la infracción a la ley 23.737, corresponde a la justicia nacional conocer respecto de los delitos en cuestión."


    L., José y otros s/ Infracción ley 23.737


    CSJ1411/2014-8 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Infracción al régimen tributario: ley 24.769. Corresponde a la justicia federal.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se la atribuyan recíprocamente en tanto el juez local no asignó el conocimiento de este hecho a su par nacional, sino que fundamentó el rechazo de la suya con base en que no se habría determinado la materia. En atención a que la presunta infracción habría ocurrido en territorio provincial, y que prima facie no puede descartarse que infrinja la ley 24.769, de naturaleza federal, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción de la ciudad de Santa Rosa, provincia de La Pampa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    M. M., Teresa s/ Su denuncia - Estafa


    COMP946,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Desapoderamiento de mercaderías en tránsito de importación. Ejercicio de las facultades de la Aduana de la Nación. Corresponde a la justicia federal.


    Más allá del propósito de los autores de los hechos que se investigan, y con independencia además de la calificación jurídica en la que, en definitiva, pudieran encuadrar, como consecuencia de tales sucesos se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación.Por lo tanto, de acuerdo con el criterio establecido en Fallos: 322:3264, y toda vez que el transporte sustraído se encontraba afectado a la función aduanera de control de tráfico internacional de mercancías corresponde declarar la competencia del tribunal oral federal para continuar con este proceso.


    B., Carlos s/ Robo en despoblado


    COMP160, L-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda Negativa de Competencia. Habeas Corpus: averiguación sumaria. Actos lesivos emanados de una autoridad nacional. Delitos de acción pública cometidos por oficiales nacionales en presunto abuso de función. Corresponde a la justicia federal.


    En relación con la acción de Habeas Corpus es criterio de la Corte Suprema que las características propias de la naturaleza este tipo de proceso exigen que la averiguación sumaria indispensable para su resolución sea practicada por el magistrado con competencia en el lugar en el cual se ejecute el acto por el cual se reclama, a fin de garantizar, con su inmediatez, la adecuada apreciación de los hechos y la celeridad en el dictado y en el cumplimiento de la sentencia. Por otra parte, según el artículo 8 de la ley 23.098 cuando el acto lesivo emana de una autoridad nacional, la competencia es atribuida al juez federal de la sección territorial que corresponda.En este aspecto la competencia le corresponde al Juzgado Federal de la sección territorial que corresponda, aunque no haya sido parte de la contienda.En cuanto a los delitos de acción pública, la falta de atribución recíproca de la competencia no impide en este caso pronunciarse acerca del tribunal que debe conocer, para evitar así un dispendio jurisdiccional innecesario. Por ello, y teniendo en cuenta que los delitos aparecen cometidos por oficiales nacionales en presunto abuso de su función, corresponde también al Juzgado Federal de la sección territorial que corresponda continuar la investigación de los hechos.


    G., Maximiliano Ezequiel s/ Hábeas corpus


    COMP896,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Imposibilidad de descartar el delito de desaparición forzada de personas. Deficiente investigación de los hechos. Grave violación a los derechos humanos. Competencia de la justicia federal.


    "La Corte Interamericana ha resuelto que la caracterización pluriofensiva y continuada o permanente de la desaparición forzada, plasmada en la jurisprudencia de ese Tribunal, se desprende no sólo de la propia definición del artículo II de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, los "tramux préparatoires" a ésta, su preámbulo y normativa, sino también de otras definiciones contenidas en diferentes instrumentos internacionales que, asimismo, señalan como elementos concurrentes y constitutivos de la desaparición forzada: a) la privación de la libertad; b) la intervención directa de agentes estatales o la aquiescencia de éstos, y c) la negativa de reconocer la detención y de revelar la suerte o paradero de la persona interesada.De acuerdo con la consolidada doctrina del tribunal interamericano, la desaparición forzada constituye una grave violación de derechos humanos, con características complejas, y que la existencia de motivos razonables que hagan sospechar que una persona ha sido víctima de este delito, generan el deber estatal de investigar bajo la figura de la desaparición (CorteIDH, "Caso Gelman vs. Uruguay", sentencia del 24 de febrero de 2011, párrafo 186).No puede descartarse en el caso la existencia de los elementos requeridos para el tipo penal de desaparición forzada de persona, en tanto se advierte la posible intervención directa de agentes estatales, la negativa a reconocer la detención y a revelar la suerte o paradero de la persona desaparecida, la posterior falta de una investigación diligente, oportuna y completa sobre los hechos, yde sanción de los responsables.Corresponde continuar con la investigación a la justicia federal."


    N.N. s/ Privación ilegal de la libertad agravada (art.142 inc.3)


    COMP510, L-20 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia. Posible delito de trata de personas. Corresponde a la justicia federal.


    "Para la correcta traba de una contienda, debe ser la cámara que confirmó la declinatoria la que insista o no en su criterio, regla que no ha sido observada en el presente, al haber sido elevadas las actuaciones por el juez federal. No debe pasarse por alto la estrecha vinculación que existe entre el delito de trata de personas y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de “regentear, administrar y/o sostener” casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 4, inciso c, de la ley 26.364, cuando se "promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual".Teniendo en cuenta que frente a determinadas circunstancias que indiquen la posible comisión del delito de trata de personas, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, corresponde a la justicia de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior."


    M., C. R. s/ Presunta infracción ley 26.364


    COMP97, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento por parte de una obra social de una orden emanada de la justicia federal. Unidad contextual fáctica. Corresponde a la justicia federal.


    No puede descartarse a priori que, sin desmedro del contenido patrimonial que quepa adjudicarle a la obligación insatisfecha por parte de la obra social que hizo caso omiso a una medida cautelar de la justicia -que disponía la práctica de una intervención quirúrgica craneana- se haya puesto en peligro, además, la vida o la salud del paciente que, finalmente, podrían haber quedado ligadas a su concreción.En esas condiciones, y atento que la justicia federal reconoce expresamente su competencia para conocer acerca de la presunta desobediencia, y dada la unidad con textual que presentan los hechos,deberá continuar la investigación en el sentido señalado anteriormente, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    P., Romina Daniela Belén s/ Su denuncia - resistencia o desobediencia a funcionario público - abandono de persona


    COMP89, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24.051: Residuos Peligrosos. Ausencia de la exigencia de la Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de residuos peligrosos. Presupuestos para atribuir la competencia federal: interjurisdiccionalidad del daño. Corresponde a la justicia provincial.


    "En materia de residuospeligrosos, a partir del caso"Lubricentro Belgrano", el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccíonalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal; esta doctrina que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieran encontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales enlos conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero de excepción está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en autos, aun cuando exista prueba de laboratorio pendiente de producción.Corresponde la competencia al juzgado provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior."


    N.N. s/ Infracción Ley 24.051


    COMP957,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lavado de activos de origen delictivo. Remisión al dictamen de la causa: Comp. 138, L. XLIX “R., Francisco s/competencia". Concurrencia ideal con delito de índole federal: corresponde a la justicia federal."


    "Remisión al dictamen dela causa Comp. 138, libro XLIX"Renga, Francisco s/competencia".Corresponde declarar la competencia de la justicia federal, sin perjuicio de que los hechos puedan también lesionar normas del derecho común, pues cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación."


    D.F., Angel Javier s/ Su denuncia


    COMP915,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley 26.052: modificación de la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley 23.737. Secuestro de estupefacientes y de armas de fuego. Corresponde a la justicia federal.


    Si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, lo cierto es que la intervención del fuero federal es prioritaria en la materia.Por ello, y habida cuenta que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos del auto de elevación a juicio de esta causa, no surge cual era el fin último del transporte de los estupefacientes secuestrados, de acuerdo a lo establecido en el artículo 4° de la ley 26.052, debe ser la justicia federal la que continúe conociendo en ella. Más aún, teniendo en cuenta que luego de la reforma introducida por la ley 25.886, el delito de supresión de la numeración de un arma se encuentra incluido entre aquellos que surten la jurisdicción federal.


    R., María del Pilar y L., Raúl Alberto s/ Transporte de estupefacientes y tenencia ilegal de armas de fuego, encubrimiento y supresión de objeto registrable


    COMP450,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible delito de trata de personas. Corresponde a la justicia de excepción.


    "Las constancias del legajo dan cuenta de la existencia de una serie de circunstancias que impiden descartar, al menos de momento, la posible configuración del delito de trata de personas.No debe pasarse por alto que existe una estrecha relación entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 2, inciso c, de la ley26.364, texto según ley26.842.Teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime."


    G., R. N. y otros s/ Prostitución con fines de lucro (art. 127)


    FLPCOMP600029422013-8/CS1-22 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible delito de trata de personas. Corresponde a la justicia federal.


    "Existe una estrecha relación que entre el delito de trata de personas y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de"regentear, administrar y/o sostener"casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 4, inciso c,de la ley 26.364, cjlaI1do se"promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual".Teniendo en cuenta que frente a determinadas circunstancias que indiquen la posible comisión del delito de trata de personas resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, corresponde al magistrado de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior."


    N.N. B.s/ Promoción o facilitación de la prostitución de mayores


    COMP844,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 23.737 y amenazas. Remision al dictamende la causa Comp. 398 L. XLII,"Conte, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley23.737". Corresponde a la justicia federal."


    Teniendo en cuenta la estrecha vinculación que podrían presentar esos hechos con las amenazas denunciadas, corresponde a la justicia federal profundizarla investigación al respecto.


    N.N. s/ Infracción ley 23.737


    COMP345, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 23.737. Ley 26.052 modificación de la competencia sobre algunas conductas de la ley Narcotráfico. Corresponde a la justicia federal.


    "Tiene establecido el Tribunal que es competente la justicia provincial para investigar la comercializaciónde estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen legal. En ese sentido, no se advierte en autos que, atento el modo de operar de la organización, pueda afirmarse que se trate aquí del último eslabón de lacadena de comercialización, menos aun cuando se habría logrado identificar a quienes proveían, distribuían y vendían la droga.Por todo lo expuesto, y habida cuenta que según surge de lo actuado los imputados estarían a cargo de la organización, dispondrían sobre la operatoria relacionada con el comercio de las drogas,coordinarían los roles de los demás individuos involucrados y, además, serían los proveedores, a lo que debe sumarse el material estupefaciente incautado en su domicilio, debe declararse la competencia de la justicia federal para que conozca en esta causa, motivo por el cual la justicia local debe ceder su intervención, todo ello sin perjuicio de lo que resultede la posterior investigación.Cabe señalar que el juez provincial en lugar de enviar el incidente a conocimiento y decisión de la Corte, lo remitió nuevamente a la justicia de excepción, dando así origen a una profusión de decisiones jurisdiccionales en torno al tema de la competencia, que actuó en desmedro del principio de economía procesal ydel buen servicio de justicia.Finalmente, también cabe poner de resalto que el magistrado local ha omitido cumplir con lo dispuesto en el artículo 49 del Código Procesal Penal de la Nación, así como también de los precedentes de Fallos:311 :487 y 312:542, entre otros, en cuanto a que los conflictos de competencia deben tramitar por vía incidental a fin de evitar la paralización de la pesquisa."


    C. G, Rosa Elvira y otros s/ Infracción ley 23.737 (Art. 5 inc. c)


    COMP424, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de protección del patrimonio arqueológico y paleontológico: tutela que le corresponde al Estado Nacional. Corresponde a la justicia federal.


    "En el incipiente estado de la investigación, y toda vez que se trataría de la posible infracción a la ley 25.743, no puede descartarse la posible afectación a intereses nacionales en los términos del artículo 33, inciso 1°, apartado"c", del Código Procesal Penal de la Nación, pues tal como surge del precedente de la Corte in re"Amigos del MuseoAmbato de la Falda s/ denuncia", esa ley nacional establece como facultades exclusivas del Estado Nacional ejercer la "tutela" del patrimonio arqueológico y paleontológico, y el Poder Ejecutivo de la Nación al reglamentar esa legislación, dispuso que deberá entenderse por"tutela ejercida por aquél, la protección jurídica o legal de todo el patrimonio arqueológico y paleontológico del territorio argentino, más allá del derecho de dominio, protección y preservación que correspondan a las autoridades competentes de cada jurisdicción".Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia federal continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior."


    L., Martín Norman s/ Infracción ley 25.743


    COMP934,XLIX-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta trata de personas. Incipientes elementos de la investigación. Corresponde a la justicia federal.


    "Las escasas constancias del legajo permiten advertir que más allá de las discretas tareas investigativas requeridas a la división específica de la Policía Federal, no se han recabado otros elementos que permitan individualizar los hechos con razonable certidumbre e identificar a las posibles víctimas, y mucho menos a los presuntos responsables de la actividad ilícita.Existe una estrecha relación entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis12.331, bajo las acciones de "regentear, administrar ylosostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 4, incisoc, de la ley 26.364, cuando se"promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual".Por lo tanto, y teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación o reclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que corresponde al magistrado federal proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior."


    K., Rubén y otros s/ Inf. art.145 bis C.P.


    COMP146, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta trata de personas. Situación de vulnerabilidad de la víctima. Corresponde a la justicia federal.


    "Más allá de, que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar certeramente los hechos que motivaron esta causa y tampoco definir con razonable certidumbre las hipótesis delictivas, toda vez que las circunstancias plasmadas en el expediente dan cuenta de que la víctima se encontraría en una situación de vulnerabilidad, en tanto se desenvolvería en condiciones sociales y vitales de necesidad, que además presentaría un cierto atraso madurativo, y, habría padecido ataquescontra su integridad sexual, demomento, no puede descartarse la existencia de conductas en infracción a la ley de sanción y prevención de la trata de personas.El presente conflicto debe ser resueltode acuerdo con el criterio establecido en Comp. 538, L. XLV, "Fiscal s/ Av. Presuntos delitos de acción pública", y en N. 1016, L. XLVI, "Abrate, Gloria Liliana s/ Denuncia".Por lo tanto, teniendo en cuenta que las constancias acompañadas permiten inferir que podría haber existido un proceso de captación o reclutamiento previos y que, incluso, se habrían sucedido traslados subsumibles en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal, resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime, por lo que se considera que corresponde al magistrado de excepción proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior."


    P., M. y otros s/ Infracción art. 125 bis


    CSJCOMP2334/2014/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de trata personas. Corresponde a la justicia de excepción.


    "Existe una estrecha relación entre la trata de personas, la explotación económica (art. 127 del Código Penal) y la intervención en la prostitución ajena -reprimida en el artículo 17 de la ley de profilaxis 12.331, bajo las acciones de"regentear, administrar y/o sostener" casas de tolerancia-, en tanto constituye una forma o modo de explotación del ser humano definido en el artículo 4, incisoc, de la ley 26.364, cuando se"promoviere, facilitare, desarrollare o se obtuviere provecho de cualquier forma de comercio sexual".Teniendo en cuenta que la experiencia recogida en la materia revela que no es posible descartar que en hechos de estas características no haya existido un proceso de captación oreclutamiento previos e, incluso, un traslado rotativo en los términos de los artículos 145 bis y ter del Código Penal resulta de fundamental importancia mantener y promover la competencia del fuero federal para asegurar la eficacia de la norma que los reprime."


    I., S. y otros s/ Inf. art.145bis


    COMP1016,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo de arma de uso reglamentario sufrido por un integrante de la Gendarmería Nacional. Corresponde a la justicia federal.


    La Corte ha sostenido reiteradamente que corresponde a la justicia federal, y no a la provincial, conocer del delito de robo –en este caso sufrido por un integrante de la Gendarmería- en tanto ha tenido por objeto sustraído a un bien suministrado por el Estado Nacional.


    Gendarmería Nacional Argentina Escuadrón 8 Alto Uruguay s/ Su denuncia - robo


    COMP886,XLIX-26 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Afectación a la seguridad pública. Aplicación de la doctrina “Ramaro”. Principio de economía procesal. Corresponde conocer en la causa a la justicia de excepción.


    "A juzgar por las circunstancias en que se desarrollaron los hechos y las pruebas reunidas en la causa, cabe concluir que se trataría de la modalidad característica de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo con cierto grado de potencialidadlesiva y el consiguiente riesgo para la seguridad pública; con la peculiaridad, además, de que el grupo habría exigido la entrega de sustancias prohibidas relacionadas con la ley 23.737.Agregase que en la jurisdicción federal se sustanció el sumario y sólo resta realizar el debate. Y si además se considera que aún no se agotó la instrucción con relación a los dos coautores restantes, lo que conlleva a que no se conozca del todo la magnitud de la banda que se investiga, su remisión a jurisdicción provincial obraría en desmedro de la"economía procesal y de una más expedita y mejor administración de justicia".


    A., Diego Ariel y otros s/ Infracción art. 170 del Código Penal


    COMP282, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Robo con armas. Asociación ilícita. Tenencia ilegítima y portación de armas de guerra, supresión de la numeración. Declinatoria: innecesario dispendio jurisdiccional. Corresponde a la justicia federal.


    Siendo que entre las armas secuestradas había algunas con su numeración erradicada, resulta conveniente que la justicia de excepción continúe conociendo en este legajo, pues a partir de la reforma introducida por la ley 25.886, la supresión de la numeración de las armas es de competencia federal, y dada la estrecha vinculación que existe entre la portación o tenencia ilegítima de armas y la erradicación de su numeración –por hallarse relacionadas con un mismo objeto- es aconsejable que su investigación quede a cargo de un único tribunal.La declinatoria dispuesta por el tribunal oral importaría, en el caso, un dispendio jurisdiccional innecesario que retrogradaría, cuanto menos, las instancias preliminares del juicio. De tal manera que, aun cuando el régimen de preclusión es ajeno,en principio, al debate entre órganos jurisdiccionales sobre sus respectivas competencias, las razones de seguridad jurídica y orden procesal que sustentan aquella institución valen también para proscribirlos cuando resulten manifiestamente extemporáneos, y contrarios a los principios de celeridad y economía procesal, lo que se verifica en el caso a partir de que toda la investigación, incluyendo la etapa intermedia de la instrucción y la elevación a juicio, se produjo ante la justicia federal, sin que se advierta obstáculo alguno para que continúe interviniendo, por lo que corresponde declarar la competencia del tribunal oral federal.


    E., Luis Ernesto y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP465, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de estupefacientes. Tenencia de explosivos: remisión a Fallos: 331:1224. Corresponde a la justicia de excepción.


    "Independientemente de la decisión que en definitiva corresponda adoptar respecto de las municiones incautadas; y que se verifique o no la posible maniobra tendiente a eliminar la numeración de una de las armas, habiéndose secuestrado explosivos, en el sub júdice se presenta una situación sustancialmente análoga a la analizada en Fallos: 331 :1224."


    S., Arnaldo Andrés y S., Eduardo Andrés s/ Tenencia ilegal de arma de guerra y otros


    COMP141, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegítima de arma y supresión de la numeración. Delitos relacionados por el objeto:la investigación debe quedar a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia federal.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllosdelitos de competencia federal.Dada la estrecha vinculación que en el caso existe entre este delito y la tenencia ilegítima del arma, al encontrarse ambos relacionados con un mismo objeto, es conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia y a fin de favorecer la eficacia de la investigación, que ésta quede a cargo de un único tribunal.


    "G., Claudio Raúl; G., Ezequiel s/ Art.189 bis y art. 289 3 CP"


    COMP393, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Transporte de sustancias químicas: Registro Nacional de Precursores Químicos. Obstrucción a la actividad de un organismo nacional. Corresponde a la justicia federal.


    Toda vez que el juez federal admite que “los responsables, mediante la emisión de remitos dobles intentaron eludir la fiscalización de la SE.DRO.NAR. sobre las sustancias químicas controladas, que fueron transportadas por empresas que no están debidamente inscriptas en el Registro Nacional de Precursores Químicos y que no cumplían con la reglamentación administrativa”, el hecho importa una obstrucción para la actividad que debe desarrollar un organismo nacional, dirigida a la prevención del tráfico de estupefacientes, respecto del cual la jurisdicción federal es prioritaria (art. 3 y 4 de la ley 26.052), por lo que a él corresponde proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    B., Rafael s/ Denuncia por presunta infracción a los arts. 292 y 296 del Código Penal


    COMP757,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usurpación. Incautación de armas y estupefacientes. Aplicación de la doctrina del fallo Comp. 452, L. XLIII in re"González, Bernardino y Condori, Jorge Daniel s/ infracción a la ley 23.737". Competencia de la justicia federal."


    N.N. s/ Infracción art. 181, inc. 1º del código penal


    COMP87, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Vejaciones o apremios ilegales cometidos por agentes de Gendarmería Nacional. Corresponde a la justicia federal.


    Toda vez que de los dichos del damnificado, que no se encuentran desvirtuados por otras constancias incorporadas al incidente, surge que personal de Gendarmería Nacional habría agredido físicamente al denunciante y que es doctrina de la Corte Suprema que incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3°, de la ley 48- corresponde al Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional n° 2, de Lomas de Zamora, entender en las presentes actuaciones.


    A., Adrián Marcelo s/ Su denuncia - vejaciones o apremios ilegales


    COMP369, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Venta de piezas arqueológicas. Competencia de la justicia de excepción.


    "Toda vez que la denuncia versa, en el caso, sobre la presunta venta ilegal de"fósiles de dinosaurio y de caracoles", en los términos del artículo 48 de la ley 25.743, y habida cuenta que, por el momento, y más allá de los escasos elementos agregados al incidente, no resulta posible descartar una afectación a los intereses del Estado Nacional (artículo 33, inciso 1°, ap. "c", del Código Procesal de la Nación), de acuerdo con la interpretación dada al artículo 4°, inciso"a", de esa ley y su decreto reglamentario n° 1.022/2004, en el precedente"Amigos del Museo Ambato de la Falda", corresponde a la justicia federal continuar con el trámite del proceso, sin perjuicio de lo que surja ulteriormente."


    N.N. s/ Averiguación venta material paleontológico – s/ Inf. Ley 25.743


    COMP209, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Presunto suicidio. Profundización de la pesquisa a cargo de un único tribunal. Infracción ley 23.737. Corresponde a la justicia federal.


    "Si bien la causa fue caratulada por la justicia provincial como "suicidio", el contexto fáctico en que sucedió la muerte aconseja la profundización de la pesquisa hacia la hipótesis de un eventual homicidio.Varios indicios que surgen del expediente impiden descartar que la muerte de la víctima sea un eslabón más de los hechos de complicidad policial en el tráfico de estupefacientes que investiga la justicia federal.En atención a que estos hechos podrían haber ocurrido dentro de un mismo accionar delictivo, deben ser juzgados por un único magistrado en favor de una mayor, más efectiva y eficaz, administración de justicia."


    N.N. s/ Infracción ley 23.737


    COMP1019,XLIX-3 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Ley 237.737. Artículo 4° ley 26.052. Comercialización de estupefacientes. Intervención de la justicia federal.


    Teniendo en cuenta la gran cantidad de estupefacientes secuestrados, y que de la descripción del hecho imputado a los prevenidos, en especial por la forma en que estaba acondicionada la droga, no puede afirmarse que estuviera destinada a un consumo inmediato.


    C. G., Pedro s/ Inf.Ley 23.737


    CSJ3242/2014/CS1-22 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Realización de medidas instructorias. Asunción tácita. Inexistencia de contienda de competencia correctamente trabada. Presunta infracción a la Ley 24.051, Arts. 55 y 58. Requisito de interjurisdiccionalidad del daño en materia de residuos peligrosos. Competencia de la justicia federal.


    "Es doctrina del Tribunal que la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio del conflicto implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de uno nuevo.No obstante, toda vez que ambos magistrados intervinientes coinciden en la hipótesis delictiva de la ley de residuos peligrosos, cabeseñalar que a partir del caso"Lubricentro Belgrano”, el Tribunal subrayó la exigencia de interjurisdiccionalidad del daño, aun cuando se tratara de residuos peligrosos, como presupuesto inexorable para atribuir la competencia federal. Esta doctrina, que también fue aplicada en aquellos casos en que no se hubiese descartado que los desechos pudieranencontrarse incluidos en el Anexo I de la ley 24.051, fue linealmente sostenida desde entonces para discernir la competencia de los tribunales en los conflictos suscitados en torno a la materia que aquí se trata, con la precisión conceptual de que la intervención del fuero federal está limitada a los casos en que la afectación ambiental interjurisdiccional es demostrada con un grado de convicción suficiente, extremo que no se verifica en este caso, tal como se desprende de los dichos del ingeniero químico que declaró en la causa."


    B., Olimpio s/ Infracción a los artículos 200 del C.P.A. en función del 55, 58 - ley 24.051


    COMP816,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos contra el funcionamiento de las instituciones nacionales


    Contienda negativa de competencia. Daño agravado. Daños provocados en una dependencia nacional. Relación entre el hecho y el entorpecimiento dellegítimoejercicio de funciones de índole federal. Competencia federal.


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.Esa situación es la que, se presenta en el caso, ya que habría perjuicio patrimonial para el Estado en tanto la acción delictiva habría recaído sobre un establecimiento nacional.Por otra parte, es doctrina de la Corte que para que el delito sea de aquellos que corrompe el buen servicio de los empleados de la Nación y por ende, de competencia federal, debe existir, al momento de los sucesos, una relación inequívoca entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    N.N. s/ Daño agravado (art.184 inc.5)


    COMP127, L-29 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos contra la libertad


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad coactiva: análisis de las motivaciones. Carácter restrictivo de la competencia federal.


    No es competente la justicia federal para conocer en la causa por privación ilegal de la libertad, si la coacción ejercida por el imputado respondió a motivaciones particulares y tampoco es posible apreciar alguna otra circunstancia que haga surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restrictiva.


    P., Diego s/ Privación ilegal de la libertad personal (art.142 bis inc.6)


    COMP138, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos contra la Propiedad


    Incorrecta traba de conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Resolución por cuestiones de economía procesal. Daño a un bien de propiedad del Estado. Competencia de la justicia de excepción.


    No existe en el caso una concreta contienda negativa de competenciaque presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa-.La forma defectuosa en que se ha planteado la contienda no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, que a mi juicio concurren en el presente, autorizan a prescindir de ese reparo formal.Resulta de aplicación al caso la doctrina de V. E. según la cual la intervención del fuero de excepción está condicionada a laexistencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    B. G., Carlos s/ Lesiones leves


    COMP665,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos contra la salud pública.Estupefacientes


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba de la contienda: falta de atribución recíproca. Comercialización de estupefacientes: determinación del último eslabón de la cadena comercialización. Corresponde a la justicia nacional.


    "La correcta traba de la contienda exige la atribución recíproca de la competencia, lo que no sucede en el caso, pues el juez federal devolvió las actuaciones al magistrado que previno, pese a considerar que debía intervenir su fuero, aunque de otro territorio.Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo únicamente la de Buenos Aires por ley 13.392- a ese régimen legal.Sin embargo, no puede afirmarse que se trate aquí del último eslabón de la cadena de comercialización. Por todo lo expuesto, y habida cuenta que según surge de lo actuado que los imputados serían los proveedores de las sustancias prohibidas, y en cuyos domicilios se secuestró gran cantidad de estupefacientes, debe declararse la competencia del Juzgado Nacional.


    P., Carlos Manuel s/ Infracción ley 23.737


    COMP2, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Ley 23.737. Ley 26.052. Comercialización de estupefacientes. Identificación de presuntos proveedores, distribuidores y vendedores. Intervención de la justicia federal.


    "Es competente la justicia local para investigar la comercialización de estupefacientes "al menudeo", ya que la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran -como lo hizo únicamente la de Buenos Aires por ley 13.392- a ese régimen legal. Sin embargo, en las presentes actuaciones, atentoel modo de operar de la organización, no puede afirmarse que se trate del último eslabón de la cadena de comercialización, menos aún cuando se ha logrado identificar quienes posiblemente proveían, distribuían y vendían la droga. Por ello, corresponde la intervención de la justicia federal."


    G., Jonathan Edgardo y Otros s/ Infracción ley 23.737


    COMP422, L-28 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Delitos contra la seguridad pública


    Contienda negativa de competencia. Infracción ley 23.737. Portación de arma de uso civil. Omisión, duplicación, adulteración y/o supresión de número o grabado de arma de fuego. Remisiónal fallo Comp. 452, L. XLIII, "González, Bernardino y Condori, Jorge Daniel s/ infracción a la ley 23.737". Ley 25.886. Corresponde a la justicia federal."


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886, la infracción al artículo 189 bis, apartado 5) del Código Penal, se encuentra ahora incluida entre aquellos delitos de competencia federal, deacuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación.


    F., Daniel Eduardo s/ Portación arma uso civil


    COMP158, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo agravado. Pluralidad de autores. Supuestos de intervención de la justicia federal. Principio de economía procesal. Remisión al precedente “Ramaro”.


    "A juzgar por las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, cabe resaltar que se trata de la modalidad característica de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo con cierto grado de potencialidad lesiva y el consiguiente riesgo para la seguridad pública. Se puede mencionar, a este respecto, no sólo la pluralidad de intervinientes y los roles que habrían adoptado cada uno, sino también la utilización de por lo menos dos vehículos, uno para transportar a la víctima privada de su libertad, y el otro, para custodiar al primero; la observación previa del lugar donde vive el damnificado; la división de tareas para cometer los desapoderamientos como han sido las llamadas efectuadas por quiensería el "cabecilla del grupo" a la esposa de la víctima y el lugar y la modalidad elegidos para recibir el pago."


    C. C., Hugo Alberto y otros s/ Infracción a los articulos 166 inc. 2º y 170 inc. 6 del Código Penal


    COMP1, L-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo en concurso con delitos de competencia ordinaria. Tramitación ante el fuero de excepción: Aplicación del fallo Comp. 690. XLI. “Ramaro,Cristian Luis Roque”. Continuación de la etapa de instrucción: principio de economía procesal.


    "Las particularidades que presenta este caso harían aconsejable que sea la justicia federal la que continúe interviniendo en la causa, de conformidad con la doctrina establecida porV.E. en el precedente “Ramaro”.Ello es así pues a juzgar por las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, cabe concluir que se trata de la modalidad característica las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo con cierto grado de potencialidad lesiva y el consiguiente riesgo para la seguridad Pública, pudiendo mencionar, en este sentido, no sólo la pluralidad de intervinientes y los roles que habrían adoptado cada uno, sino también el grado de agresividad para cometer los desapoderamientos, además de la logística empleada por los secuestradores consistente en la utilización de por 10 menos cinco vehículos, uno de ellos con su numeración individualizadora adulterada, el empleo de armas de fuego de diverso calibre –entre ellas, armas de guerra- y elementos eléctricos de tortura; varios teléfonos celulares y dos dispositivos que les permitirían escuchar la frecuencia policial de las jefaturas departamentales."


    C., Leonardo Augusto José s/ Infracción a los artículos 210 y 170 del Código Penal


    COMP6, L-17 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Acopio de municiones deArma de guerra


    Contienda negativa de competencia. Acopio de armas. Corresponde conocer en la causa a la justicia de excepción.


    "Según surge de las constancias del incidente, entre las armas secuestradas se hallaba una granada. De acuerdo al criterio establecido por la Corte en Fallos: 328: 4696 y en la Comp. 193, L. XLIV in re "N.N. s/tenenciao acopio de material explosivo", resuelta el 7 de octubre de 2008, corresponde a la justicia federal conocer en estas actuaciones."


    B., Carlos Agustín s/ Acopio de armas y municiones de guerra


    COMP211, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Procedimiento de declaración


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Corresponde al juzgado nacional.


    Más allá de la calificación penal que en definitiva quepa asignarle a los hechos denunciados, toda vez que de los dichos de la denunciante no controvertidos por otros elementos de la causa no puede descartase por el momento, que la frase amenazante y el comportamiento posterior atribuidos al imputado hayan estado dirigidos a obtener algo contra su voluntad, corresponde al juzgado nacional de instrucción de -competencia más amplia- conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    I., Omar Alberto s/ Coacción (art. 149 bis)


    COMP948,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones. Calificación legal del delito. Ley 26.357: Convenio de transferencia progresiva de competencias penales. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En ese sentido, la calificación legal ensayada por el magistrado nacional carece de sustento pues no ha invocado elemento de juicio alguno que permita, de acuerdo a la inteligencia establecida en Fallos: 329: 2367, al menos, inferirla.Al respecto, se puede advertir que se desconoce el carácter de las lesiones que habría sufrido la víctima, ya que no se incorporó al legajo su declaración ni la historia clínica. Por otra parte, tampoco resulta posible sostener, por ahora, que no pueda determinarse quien o quienes causaron las presuntas lesiones, más aún cuando surge de la denuncia - único elemento con que se cuenta en el legajo- que las personas involucradas en la agresión se encuentran debidamente identificadas.Por todo lo expuesto, corresponde a la justicia nacional, que previno continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    R., L.N. y otros s/ Lesiones en riña


    COMP821,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad. La elección del tribunal debe atender a la economía procesal. Corresponde a la justicia esta ciudad.


    Es doctrina de la Corte Suprema, que resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares enlos cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.De acuerdo con ese criterio, corresponde declarar la competencia de los jueces de esta ciudad, pues aquí se tomó conocimiento del hecho, se detuvo a los imputados, se recuperaron los bienes sustraídos, se secuestró el arma de fuego, y se instruyó la causa que, cabe resaltar, ya se ha elevado para la realización del juicio.


    P., Carla Andrea s/ Robo agravado por su comisión con arma de fuego


    COMP677,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos: falsificación de firma y sello profesional. Consumación. Importancia de la declaración del imputado y del denunciante para determinar la competencia. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte Suprema que las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. Por otro lado, también tiene dicho que las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse al lugar donde se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer. Siendo así y toda vez que de los dichos no controvertidos de la denunciante surge que el documento presuntamente apócrifo habría sido utilizado en una escribanía de la localidad bonaerense, corresponde a la justicia provincialconocer en esta investigación.


    P. de G., María Cristina G. s/ Su denuncia - Falsificación documentos públicos


    COMP58, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar: obligaciones alimentarias. Pedido de cooperación internacional. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Corresponde a la justicia provincial.


    De acuerdo al tenor del pedido de colaboración del estado extranjero, la tarea que compete a las autoridades federales en virtud de la ley 24.767 ha sido cumplida al poner en consideración de los órganos judiciales la denuncia remitida por la Fiscalía General de Estado de la República Checa. En cuanto al trámite judicial que en adelante debe darse a tal presentación y las decisiones de fondo sobre el mérito de la denuncia presentada, corresponden al tribunal que sea competente según las leyes nacionales para conocer en la materia de que se trata. En este caso, por estar referida prima facie al artículo 1° de la ley 13.944, la causa debe proseguir ante el juzgado provincial, sin perjuicio de las comunicaciones que deban ser realizadas a las autoridades nacionales a fin de dar satisfactorio cumplimiento al pedido de colaboración internacional.


    R., Martín c/ H., Milada s/ Infracción ley 13.944 (incumplimiento de deberes de asistencia familiar)


    COMP270, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Preponderancia de la ley penal sobre la ley contravencional. Inexistencia de delito. Presuntodisparo de arma de fuego. Infracción al art 87 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde a la justicia nacional.


    La Corte Suprema ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas, y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional. También tiene resuelto la Corte que si la justicia nacional considera que un hecho no constituye una conducta penal típica, y sin perjuicio de señalar que el análisis del Artículo 104 del Código Penal no agota las hipótesis delictivas del caso, deberá proceder a su archivo, pues esa es la solución prevista por el Artículo 195, segundo párrafo, del Código Procesal Penal de la Nación, para los supuestos de inexistencia de delito, y en su caso, si posteriormente entiende que el suceso podría encuadrar en la infracción al Artículo 87 del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, deberá remitir testimonios a la justicia en lo Contravencional y de Faltas, a cuya jurisdicción se encuentra reservado dicho análisis. Por lo tanto corresponde queaspresentes actuaciones sean enviadas a la justicia nacional, a sus efectos.


    S., Franco s/ Art. 104 del Código Penal


    COMP936,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencias. Amenazas simples. Unidad contextual fáctica. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional de instrucción.


    Desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, la pesquisa debe quedar a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, más allá de que la causa por el delito de amenazas coactivas quetramitó ante la justicia nacional de instrucción, haya sido elevada a juicio oral, el hecho que originó esta contienda también deberá serjuzgadopor ese fuero, que es, en definitiva, el que tiene la más amplia competencia para su conocimiento.


    R., Gustavo s/ Amenazas


    COMP804,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Forma de determinación de la competencia por la materia


    Contienda negativa de competencia.Robo con arma. La competencia penal en razón del territorio. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema tiene establecido que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. En ese sentido, y to da vez que la declaración de la víctima no se encuentra controvertida por otros elementos de la causa, surge que el presunto hecho ilícito habría ocurrido en la localidad de Adrogué, por lo que corresponde a la justicia provincial conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja de la investigación posterior.


    M., Pablo Alberto s/ Su denuncia -robo con arma en tentativa


    COMP802,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones, amenazas coactivas y daños. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haperpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta la declaración vertida por la víctima -que no se encuentra desvirtuada por otras constancias incorporadas al incidente – no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra la voluntad de la víctima quien, además, sufrió lesiones. Por otra parte y según surge de las constancias de la causa, dos de los imputados en la presente, son menores de edad, por lo que corresponde conocer en la causa a la justicia nacional de menores de conformidad con lo reglado en el artículo 1 ° de la ley n° 22.278, reformada por la ley 22.803, y lo dispuesto en el artículo 24 de la ley de Organización y Competencia del Poder Judicial de la Nación -ley 24.050- aunque no haya sido parte en esta contienda, la que deberá además, profundizar la investigación respecto a la posible comisión del delito reprimido en el artículo 204 del Código Penal, lo cual, eventualmente, podría incidir en su competencia material.


    D., Hernán Cristian s/ Art.183delC.P.


    COMP144, L-6 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia. Resistencia a la autoridad y lesiones: unidad contextual inescindible. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoriaefectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.El juzgado nacional debió haber puesto en conocimiento de la justicia local los nuevos elementos incorporados al expediente y, sólo en caso de un nuevo rechazo e insistencia de su parte, se habría suscitado un conflicto de competencia correctamente planteado. Asiste razón a la juez de la ciudad en tanto que, de la valoración de las constancias obrantes en la causa se desprende que el atentado o resistencia ejercida contra uno de los funcionarios policiales que acudió al lugar de los acontecimientos y que, a su vez, resultó lesionado, si bien habría ocurrido en un contexto de acción común, no por ello, puede considerárselo comprendido dentro de la violencia originaria del despojo que, en todo caso, resultaría unida a esos delitos, por medio de una relación de carácter concursal. Desde esa perspectiva, y atento que tanto el delito contra la administración pública como las lesiones, no fueron transferidos a la órbita de la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, pero su comisión se presenta en el marco de una unidad contextual de carácter inescindible, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por la justicia nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    V., César Alberto s/ Inf. Art. 149 bis, amenazas – código penal


    COMP106, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: requisitos. Delito de estafa. Lugares a considerar para discernir la competencia. Corresponde a la justicia nacional.


    Para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. A tal efecto, el rechazo del juez provincial debió haber sido puesto en conocimiento de la justicia nacional y, sólo en el supuesto de una posterior insistencia, se habría suscitado una contienda que deba resolverse de acuerdo a lo normado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.Es doctrina de la Corte Suprema que la estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica y que para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal ymejor defensa de los imputados.Teniendo en cuenta este principio, toda vez que de los dichos no controvertidos del denunciante, surge que este habría hecho el depósito dinerario que le ocasionó el perjuicio patrimonial en una sucursal del Banco Macro de esta ciudad, donde además se domicilia, únicos elementos ciertos con los que se cuenta hasta el momento en el legajo, corresponde al magistrado nacional continuar con el trámite del expediente,sin perjuicio de lo que resultede la ulterior investigación.


    M., Guillermo José s/ Su denuncia – estafa


    COMP668,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 23.737. Hurto simple. Ley 26.052: competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes. Reglas para la interpretación de leyes. Corresponde a la justicia provincial.


    "La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunasconductas típicas contenidas enla ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y que la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito deEstupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3 o, se encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscaboen el bien jurídico protegido, "la salud pública",son ajenas al derecho federal.De acuerdo con esta inteligencia, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos puntuales que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país.En ese sentido, atento que según tiene dicho la Corte Suprema, la primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, y que en el caso, la forma en que se efectuaban tanto la tenencia de los estupefacientes como la guarda de los elementos para su fraccionamiento, se ajustan a esapauta objetiva de valoración,corresponde a la justicia provincial continuar conociendo en la presente causa."


    D. S. R., Sergio Antonio s/ Inf. Ley 23.737 y hurto


    COMP623,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda Negativa de Competencia. Violencia Doméstica. Amenazas coactivas. La competencia en materia penal. Corresponde a la justicia nacional.


    "Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.De acuerdo al contexto en que sucedieron los hechos, y teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, no puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, sin que la circunstancia de que el imputado hubiera consignado que sus mensajes no tenían carácter de amenaza sino de consejo obste a esa conclusión, teniendo en cuenta el resto de sus términos.Porello, en principio, el suceso"sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple y que, por lo tanto, debe ser la justicia nacional la que continúe conociendo en esta causa, quien además deberá profundizar la investigación respecto de las posibles lesiones sufridas por la denunciante."


    F., M. E. s/ Infracción al artículo 149 bis delC.P.


    COMP837,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda positiva de competencia. Desobediencia al orden judicial y amenazas. Posteriores daños y amenazas. Hechos llevados a cabo en un mismo contexto familiar. Le corresponde investigar al juzgado con más amplia competencia.


    No obstante que la investigación de las figuras de daño y amenazas, han sido transferidas a la órbita del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, debe declararse la competenciadel Juzgado Nacional en lo Correccional N° 2, que posee la competencia más amplia para la investigación de todos los sucesos, en tanto que el delito de desobediencia previsto y reprimido por el artículo 239 del Código Penal no se encuentra incluido en ninguno de los convenios de transferencias penales a ese ámbito para que continúe conociendo en las actuaciones.


    B., F. D. s/ Resistencia o desobediencia a funcionario público


    COMP732,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Delito de amenazas: valoración de la finalidad perseguida. Corresponde a la justicia nacional en lo Criminal que previno.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante, que no se encuentran desvirtuadas por otras constancias incorporadas al incidente, no puede descartarsepor el momento, que la finalidad que habría guiado esas amenazas, haya estado dirigida a obtener algo contra su voluntad, atento que de sus manifestaciones se desprende, que la intención del imputado era lograr una conducta concreta de la víctima. Debe ser el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción n° 42, que previno, conocer en las presentes actuaciones.


    B., C. R. s/ Amenazas


    COMP815,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión negativa de competencia. Presunta infracción a la Ley 23.737. Cultivo de plantas utilizables para producir estupefacientes. Corresponde a la justicia federal.


    Conforme la doctrina del Tribunal, los conflictos de competencia en materia penal deberán decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan los jueces en conflicto.


    C., Raúl Ernesto - C., David Ernesto Agustín s/ Pta. inf. Ley23.737


    COMP801,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Forma de determinación de la competencia por la materia.escala penal


    Contienda negativa de competencia. Determinación de la jurisdicción en función de la escala penal. Remisión al Dictamen en la causa Comp. N° 475 L. XLVIIIinre "Cazón, Adella Claudia”.


    V., Fernando Ariel s/ Infracción art. 149 bis CP


    COMP870,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Impedimento del normal funcionamiento del transporte: efectiva interrupción de un servicio público. Delitos correccionales. Corresponde a la justicia nacional en lo correccional.


    Cuando los hechos no habrían provocado la efectiva interrupción de un servicio público interjurisdiccional o de vías de comunicación de esa índole, tal como lo requiere la doctrina de la Corte Suprema, para otorgar el conocimiento a la justicia federal cuandose trata de la infracción al artículo 194 del Código Penal, corresponde a la justicia común proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior. En tales condiciones, puesto que la pena prevista para ese delito no excede el máximo previsto en el artículo 27 del Código Procesal Penal de la Nación, y que tampoco se encuentra entre las competencias penales traspasadas a la ciudad, corresponde a la justicia nacional en lo correccional conocer de estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., Alejandro y otros s/ Entorpecimiento de servicios públicos


    COMP1025,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Amenazas simples o coactivas. Oportunidad para dirimir la competencia. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No puede descartarse, por el momento, que la finalidad que habría guiado alguna de esas amenazas, haya sido obtener algo contra la de la víctima. Debe ser la justicia nacional, que además no cuestionó esa calificación, la que continúe conociendo. La circunstancia de que la causa ya hubiese superado la etapa de investigación en los estrados locales no obsta a esa solución, pues la justicia nacional, en todo caso, deberá adecuar su trámite a las reglas deprocedimiento que rigen en esta jurisdicción, lo que permitiría reproducir sus actos esenciales, a fin de garantizar el adecuado ejercicio de los derechos que pudieran considerarse afectados.


    S., G. s/ Infracción art.149 bis C.P.


    COMP929,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudaciones. Profusión de decisiones jurisdiccionales en torno a la competencia: perjuicio a la economía procesal y la administración de justicia. Competencia provincial.


    La profusión de decisiones jurisdiccionales en torno del tema de la competencia actúan en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, y los procedimientos que conducen a deducir contiendas insubstanciales causan un grave daño a la buena administración de justicia. Toda vez que las defraudaciones habrían tenido comienzo de ejecución en la provincia de Buenos Aires, donde, además, residirían tanto el imputado como los damnificados corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    A., Juan Alejo s/ Defraudación


    COMP643,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión. Reglas de conexidad: aplicación exclusiva en el marco de la justicia nacional. Corresponde a la justicia local.


    La corte Suprema tiene establecido que si la cámara de apelaciones confirmó la resolución del juez que declinó la competencia, rechazada la atribución es dicha alzada y no el juez quien debemantener la resolución para que la contienda se encuentre correctamente trabada, aunque si bien, razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. En ese sentido, es doctrina del Tribunal que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.Por aplicación de estos principios, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías n° 2 del departamento judicial de Lomas de Zamora, provincia de Buenos Aires, para entender respecto del suceso que originó este conflicto.


    F., Dolores s/ Abuso de armas - extorsión en tentativa


    COMP758,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para resolver la contienda. Corresponde devolver al tribunal.


    El presente incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia.En consecuencia, corresponde devolver al Tribunal las presentes actuaciones a efectos de que pueda disponer lo necesario para suplir tal deficiencia -más lo que la Corte Suprema considere de interés para resolver este conflicto- y luego, si lo estima procedente, corra una nueva vista.


    M., Maximiliano y M., Darío s/ Pta. inf.art. 197 CP


    COMP835,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia. Recurso pendiente de resolución.


    Para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión.Si un recurso fue concedido y está pendiente de resolución, debe considerarse que el conflicto planteado no configura una contienda de competencia definitivamente trabada, susceptible de ser dirimida.


    B., B. C. N. s/ Extorsión


    COMP789,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Defraudación. Corresponde a la justicia nacional continuar con la investigación.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene resuelto que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente lo que no sucede en el sub lite, pues es el juez nacional rechaza su competencia pero no se la atribuye a su par provincial. Por ello, y habida cuenta que el juez nacional tampoco controvierte que la entrega de dinero se produjera en esta ciudad, tal como surge de los dichos del denunciante, a los que cabe atenerse en tanto no se encuentran controvertidos por otras constancias del expediente, a él corresponde proseguir la investigación.


    G. J., Alfonso Juan s/ Defraudación


    COMP902,XLIX-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Falta de elementos suficientes precisar los hechos denunciados. Corresponde a la justicia provincial.


    "La contienda de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie"en alguna figura determinada razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Corresponde a la justicia provincial que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, conarreglo a lo que de ello surja."


    T. d. A., Ana Catalina s/ Su denuncia–defraudación


    COMP482, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Es doctrina de la Corte que, si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    O., Javier s/ Infracción arts. 200 y 201 del CP


    COMP879,XLIX-20 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Recurso de apelación pendiente de resolución.


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    Z., Miguel Angel s/ Homicidio


    COMP678,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al dictamen de la causa Comp. 14, L. L,"Maciel VilIaverde, Gustavo César s/ Robo calificado por uso de arma de fuego (art. 166, inc. 2) (Banco Francés - Rocasalvo Mariela Laura)". Corresponde a la justicia nacional."


    B. T., Carlos s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP15, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Usurpación. Amenazas coactivas. Declinación prematura de competencia. Falta de investigación suficiente. Necesidad de determinar el alcance de los hechos. Corresponde a la justicia que previno incorporar los elementos necesarios.


    La contienda no se encuentra precedida de la investigación necesaria para determinar el alcance de los hechos denunciados y las calificaciones que pudieren corresponderles, pues la denuncia no sólo refiere el despojo de la posesión legítima de un inmueble, sino que con ello, además, numerosos bienes muebles de la víctima que se encontrarían en su interior, al menos habrían sido puestos fuera de la esfera de custodia de su dueña. Sobre este último aspecto, no obran constancias que aclaren la situación de las pertenencias dela denunciante, razón por la cual no puede ser descartada por el momento la existencia de delitos que, por ser ajenos a la competencia transferida al fuero local, sólo podrían ser investigados por la justicia nacional en virtud de su más amplia jurisdicción. En tal caso, corresponde al juzgado nacional que previno, proseguir la investigación y resolver con arreglo a lo que surja de ello. Por otra parte, deberá entender, además, respecto de las amenazas coactivas que, por el momento, no aparecen como el medio comisivo de la usurpación.


    C., Miguel Angel y otros s/ Robo - coacción (art.149 bis del Código Penal)


    COMP947,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de vehículo sustraído otra jurisdicción. Criterio para determinar la competencia. Relato del daminificado.


    Toda vez que el juez nacional no cuestiona que la sustracción hubiera sucedido en esta ciudad y que así se desprende del relato del damnificado, a cuyos dichos cabe atenerse para dirimir la competencia, se considera que a él compete profundizar la investigación en el sentido sugerido en su resolución. Máxime si se repara en que allí también admite la proximidad temporal entre la sustracción y el hallazgo del vehículo en que circulaba el detenido.


    P., Alejandro Eduardo s/ Estafa


    COMP733,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo: motivación particular del hecho. Falta de cuestionamiento de la atribución de competencia. Corresponde al juzgado provincial.


    El juzgado federal declinó su competencia a favor de la justicia bonaerense, con sustento en que los elementos de prueba recabados acreditaban de modo inequívoco la estricta motivación particular del hecho, y que no había posibilidad de afectación directa o indirecta a la seguridad del Estado Nacional. Atento que el juez provincial no ha cuestionado la competencia que en razón de la materia le fue atribuida por el juzgado federal, compete a él asumir su jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para proseguir la pesquisa, sin perjuicio de que si luego considera que su investigación corresponde a otro magistrado de su misma provincia, se la remita de acuerdo con las normas de procedimiento local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    G., Matías Ezequiel s/ Secuestro extorsivo


    COMP1001,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Declaración de incompetencia


    Contienda negativa de competencia. Falta de atribución recíproca de competencia. Delito de robo con armas y privación ilegítima de la libertad. Pluralidad de jurisdicciones. Corresponde a la justicia provincial.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.En ese sentido, la Corte Suprema tiene resultoque, en casos que guardan similitud con el presente, cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.Por aplicación de este principio, y habida cuenta que de los dichos del chofer del camión que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa, se desprende que, si bien la privación ilegítima de libertad cesó en esta ciudad, el desapoderamiento del camión cargado con mercadería tuvo lugar en el ámbito de la provincia de Buenos Aires. Por lo tanto, corresponde a la justicia provincial, conocer tanto del robo como del hallazgo del camión, razón por la cual el juez nacional debe ceder su intervención.


    R., Sergio Darío s/ Encubrimiento


    COMP848,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia. Averiguación de ilícito.


    No existe una cuestión de competencia que la CSJN deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues de las constancias agregadas al incidente surge que el vehículo fue entregado en forma definitiva a quien hoy sería su titular, por lo que la incautación del rodado se efectuó teniendo en cuenta un pedido de secuestro que posiblemente no haya sido dejado sin efecto oportunamente, sin que se haya certificado su vigencia ni que esa medida se vincule con la comisión de un nuevo delito.


    N.N. s/ Averiguación de delito- Damnificado E., Ramón Carlos


    COMP65, L-20 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves. Corresponde a la justicia nacional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.La calificación legal ensayada por la juez nacional carece de sustento pues no ha invocado elemento de juicio alguno que permita, de acuerdo a la inteligencia establecida en Fallos:329:2367, al menos inferirla.Por todo lo expuesto, la justicia nacional deberá entender en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que se resuelva a partir del pedido formulado por el Ministerio Público Fiscal.


    R., Felisa s/ Lesiones Leves


    COMP477, L-2 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Informe remitido por organismo nacional: defraudación. Corresponde a la justicia local.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre la conducta delictiva en que habrían incurrido los denunciados y su posible calificación legal, para así formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión y, finalmente, discernir el tribunal al que correspondainvestigarlos. En efecto, atento que el denunciante cuestiona las respuestas elaboradas ante un requerimiento puntual de la fiscalía provincial, a esa jurisdicción le cabe, al menos en una primera instancia y a fin de determinar la significación penal del hecho, establecer si el informe remitido por el organismonacional se ajusta a su requerimiento, y proveer los elementos que permitirían evaluarlo, a la luz de la hipótesis delictiva que guía su investigación y de la restante prueba reunida en el expediente de 2014.Corresponde a la justicia local proseguir con la investigación sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    M., Carlos Omar y otro s/ Su denuncia


    COMP1003,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad. Delitos cometidos en varias jurisdicciones. Principio de ejecución de delitos. Corresponde a la justicia provincial.


    La Corte Suprema tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa, sin perjuicio de que ésta última entienda que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, para lo cual deba remitirla de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.Por aplicación de estos principios, y habida cuenta que fue en territorio provincial donde se habría consumado el robo del dinero y computadoras, lo que no cuestiona el juez local, corresponde declarar su competencia para entender en estas cuestiones.


    L.,Andrés Damián s/ Robo con armas


    COMP791,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armas y municiones. Establecimiento de la jurisdicción en función de la real naturaleza del hecho. Competencia de la justicia local.


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    O., Alan Pablo Felipe s/ Delito c/ la seguridad pública


    COMP573,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Descripción del hecho y calificación


    Conflicto de competencia. Falta de investigación suficiente. Incorrecta traba del conflicto de competencia: individualización de los hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado que previno.


    "El incidente no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo. 24, inciso.7", del Decreto Ley 1285/58.En tal caso, tiene resuelto el Alto Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, los cuales no se encuentran satisfechos en esta causa en quela magistrado que previno no ha practicado diligencia alguna que permitiera, por una parte, constatar la realidad del hecho y discernir su adecuada calificación legal, al mismo tiempo que hacer cesar sus efectos.No habiéndose cuestionado la posible calificación del hecho, corresponde al Juzgado que previno continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo queresulte del trámite ulterior."


    C. de T. B. S.R.L. s/ Art. 189 bis 2 parr.tenenciade arma de fuego de uso civil


    COMP620,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Ley 23.737. Comercio de estupefacientes. Investigación insuficiente: individualización de hechos y calificaciones. Competencia prioritaria, ley 26.052: corresponde a la justicia federal.


    Es doctrina de La Corte Suprema que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 10, del decreto-ley 1285/58. A su vez tiene establecido el Tribunal, que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.Corresponde al magistrado federal que previno y cuya competencia es prioritaria en la materia, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los hechos y resolver luego con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Claudio s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP955,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y la calificación legal. Corresponde a la justicia nacional proseguir la investigación.


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debido a que los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos y su posible calificación legal, para formar un fundado criterio acerca del lugar de su comisión y discernir el tribunal al que corresponda investigarlos, corresponde a la justicia nacional proseguir la investigación, sin perjuicio de cuanto resulte con posterioridad.


    B., M. C. s/ Su denuncia - abuso sexual - damnificada: M., G. A.


    COMP450, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Acopio de armas de fuego. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juez local que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien competeinvestigarlo y juzgarlo.El juez local, que previno, deberá profundizar la investigación sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    K., Beatriz Malena y otros s/ Acopio de armas de fuego


    COMP907,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de daños y delitos de lesiones en riña. Unidad contextual de los hechos. Para una mejor administración de justicia, la pesquisa debe quedar a cargo de un único tribunal. Corresponde la competencia a la justicia nacional: competencia más amplia.


    Es doctrina de la Corte Suprema que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean investigados por un único tribunal.Corresponde al Juzgado Nacional en lo Correccional n° 9, aun cuando haya sido ajeno a la actual contienda, toda vez que es el que cuenta con la competencia más amplia.


    G., Agustín s/ Infracción al art. 95 del Código Penal, lesiones en riña (p/l2303)


    COMP638,XLIX-24 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa procesal, falsedad de documentos y uso de documento falso. Falta de investigación suficiente. Elementos para plantear la competencia: individualización de los hechos y calificaciones. Corresponde a la justicia local que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declinatorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versan y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues solo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la justicia local que previno, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    M., M. J. s/ Estafa


    COMP914,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Determinación del último eslabón de la cadena de comercialización: consumidor final. Supuestos ajenos a la competencia federal. Método de interpretación de las leyes. Corresponde a la justicia local.


    "La ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas conductas típicas contenidas en la ley de estupefacientes, y reservó para la justicia federal los delitos que pertenecen al contenido del artículo 116 de la Constitución Nacional, es decir, los hechos que se vinculan con el tráfico ilícito y quela Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas, en su artículo 3ºse encarga de enumerar, que superan el límite de lo común. El resto de las figuras que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídicoprotegido, "la salud pública",son ajenas al derecho federal.Fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos relacionados con la tenencia de estupefacientes para consumo personal, y aquellos sucesos que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, además, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. La primera regla de interpretación de las leyes es la de dar pleno efecto a la intención del legislador, la cual debe fluir de su letra o su espíritu, la forma en que se efectuaba la siembra de las sustancias prohibidas se ajusta a esa pauta objetiva de valoración."


    L., Eliana s/ Infracción al art. 5 inc.a ley 23.737


    COMP219, L-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de elementos sustanciales para declarar la incompetencia. Pesquisa incipiente.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. De las constancias incorporadas al incidente no surge que se haya convocado al denunciante a ratificar y ampliar sus dichos en sede judicial, como así tampoco se realizaron otrasmedidas tendientes a precisar la significación jurídica de la conducta imputada a partir de sus circunstancias de tiempo, modo y lugar.


    B., Cecilia Guadalupe s/ Lesiones leves (art.89 y 149 bis C.P.)


    COMP998,XLIX-28 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Determinación del modo, tiempo y lugar del hecho. Intervención de la justicia nacional.


    El Tribunal tiene establecido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa, y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido, en el caso no concurren esos elementos, toda vez que no es posible precisar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que habrían ocurrido los hechos, sin que se hayan dispuesto las medidas solicitadas por el fiscal nacional que podrían resultar conducentes para precisar esos aspectos. Por lo que corresponde la intervención del juzgado nacional que previno, continuar con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    A., J. A. s/ Abuso sexual


    COMP329, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juez local que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarloCorresponde al juez local, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    S., Hernán Javier s/ Denuncia


    COMP684,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que previno continuar investigando.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., D. H. s/ Infr.art.149bis, amenazas, cp (p/l.2303)


    COMP9, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y calificaciones atribuibles.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la juez de la ciudad, que tornó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N., Haydee Rosa s/ Inf.alart. 52 del Código Contravencional


    COMP1008,XLIX-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado provincial que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez provincial, quien tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    B., Lucas Federico s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP36, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de rodado. Encubrimiento. Sustitución de chapas patentes. Pluralidad de delitos. Investigación incipiente.


    "Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habrían cometido los imputados. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los imputados respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar la participación de los prevenidos en el delito contra la propiedad. La Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el caso. En lo que respecta a la sustitución de las chapas patentes, la doctrina del Tribunal sentada en Comp. 602, L. XLIV, in re "Galarza, Juan José s/ denuncia", establece que esas infracciones son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir unperjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento."


    B., José Luis s/ encubrimiento


    COMP235, L-4 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incendio; daño. Calificación de la conducta."


    Es doctrina de la Corte que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    G., Fabián Gabriel s/ Incendio u otro estrago (art.186 inc.1)


    COMP898,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Robo y encubrimiento: relación de alternatividad entre ambas infracciones. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia nacional.


    La Corte Suprema tiene decidido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, pues el magistrado nacional no atribuyó el conocimiento de la causa al juez declinante sino que entendió que debía intervenir la justicia de excepción. Pero aun cuando se pueda superar ese óbice formal, tampoco puede resolverse la cuestión,pues, toda vez que la escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que el imputado podría haber cometido. En tales condiciones, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica en autos respecto de la sustracción. La Corte Suprema tiene establecido a través de numerosos precedentes que corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.En ese sentido, tiene establecido también, que si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Más allá del lapso transcurrido entre la denuncia de la sustracción del rodado y la detención del imputado, no se ha realizado ninguna medida tendiente a corroborar cuál fue su participación en el robo, teniendo en cuenta que ni siquiera se lo ha interrogado acerca de las circunstancias en que habría adquirido el bien. Sobre la base de éstas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción n° 44, profundizar la investigación respecto de la sustracción del vehículo a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincial.


    D. L., Hugo Gustavo s/ Encubrimiento


    COMP256, L-11 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Descripción del hecho y calificación. Competencia del juez que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan cumplido con una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en alguna figura penal, lo que no ha sucedió en autos. Las constancias incorporadas a la causa no permiten precisar debidamente los hechos a investigar, ni las tipificaciones que en definitiva puedan ser atribuidas que, por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar amás de una calificación posibleSobre la base de esas consideraciones, corresponde al juzgado que previno, y tomó conocimiento eje aquéllas irregularidades, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    C., Marcelo Roberto y L., Marcelo Omar s/ Investigación preliminar.


    COMP231, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad. Delito continuado. Investigación incipiente. Corresponde que investigue el juzgado que previno.


    Las constancias hasta ahora agregadas al incidente no alcanzan para establecer con razonable certidumbre el hecho a investigar ylas calificaciones que puedan resultar aplicables para discernir el tribunal al que corresponde investigarlo. En virtud de ello, es el juzgado local, que previno, el que debe incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferirle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    S., Marcelo Fabián s/ Su denuncia


    COMP846,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usurpación: art. 181 inc.3 Código Penal. Concepto de acciones turbativas. Corresponde a la justicia local.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. No se trata de un ataque a la posesión del inmueble que arrase con ella, sino de un ataque que, dejando subsistente en todo y en cada una de las partes del inmueble la posesión ejercida por el lesionado, restringe, en contra de la voluntad de éste, mediante violencias o amenazas, la plenitud del uso y goce del inmueble. Acciones turbativas son, por lo tanto, aquellas que importan una limitación a los derechos inherentes a la posesión, sin que se traduzcan en la total privación constituida por el despojo.


    C., Gabriela Jacqueline s/ Coacción


    COMP22, L-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestiones de competencia. Falta de investigación suficiente. Planteo de incompetencia. Determinación del modo, tiempo y lugar del hecho. Delito de defraudación. Intervención de la justicia que previno, justicia nacional.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quién compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa.


    L., Omar Aníbal, R., Elizabeth Edith s/ Defraudación por retención indebida


    COMP314, L-23 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Investigación suficiente


    Conflicto negativa de competencia. Art 153 bis. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional que primero conoció de la notitia criminis.


    "Esta cuestión de competencia aún carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte Suprema se encuentra impedida, a mi modo de ver, de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En ese sentido, los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, sumados a la falta de precisión y contradicciones que se advierten entre las manifestacionesvertidas por la denunciante, y el correo electrónico que habría escrito el imputado impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso losque no pueden ser apreciados "in extenso" a efectos de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos. Esas deficiencias deben ser suplidas por el juez nacional que primero conoció de la notma criminis y declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión."


    S. M. M., Marianela s/ Su denuncia - averiguación de delito


    COMP660,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y sus calificaciones. Corresponde a la justicia federal que previno.


    Resulta indispensable para el correcto planteo de una cuestión de competencia que las declinatorias contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones jurídicas que les pueden corresponder, pues sólo en relación con un delito concreto es posible determinar a quién compete juzgarlo.Corresponde al juez federal, en tanto previno, incorporar los elementos necesarios para poder efectuar una mejor determinación de los hechos y resolver de acuerdo a lo que de ello surja.


    A., Rodolfo s/ Asociación ilícita


    CFP1075/2006 -153/1/CS1-CA35-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y sus calificaciones. Corresponde a la justicia federal que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Esos requisitos no se encuentran satisfechos en esta causa, en la que no se ha practicado diligencia alguna que permita constatar el verdadero alcance de los hechos denunciados y si estos poseen relevancia jurídica.


    E., Guillermo Horacio s/ Averiguación de delito


    FSMCOMP14913/2014-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y sus calificaciones. Justicia Nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R. L., Pablo s/ Inf. Ley 11.723


    COMP 54006548/2012-30 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Falta de investigación suficiente: necesidad de individualización de los hechos y sus calificaciones. Corresponde a la justicia nacional.


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. De las resoluciones de los tribunales intervinientes en la contienda no resulta posible apreciar correctamente el hecho que ha dado lugar al conflicto ni establecer las circunstancias de tiempo, modo y lugar. Por lo tanto, corresponde devolver el incidente al juzgado nacional, que previno, a sus efectos.


    N.N. s/ Infracción art.189bis


    CSJCOMP983-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Conflicto negativo de competencia. Presunta defraudación. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    El presente conflicto negativo de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de unacuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, lo que no sucede en el sub lite.Corresponde al juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    C., Guillermo y otro s/ Defraudación


    CCC1653/2014/CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Declaración de incompetencia. Requisitos. Falta de investigación suficiente. Intervención del juezque previno, justicia nacional.


    Este conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, ya que no resulta posible determinar fehacientemente la calificación legal de los sucesos esbozada por la justicia nacional al fundar su incompetencia, la que no encuentra debido sustento en las constancias de la causa En tales condiciones, corresponde al juez nacional, que previno, y en cuya jurisdicción tramitó la causa por casi cuatro años, incorporar los elementos necesarios paradarle precisión a la contienda.


    L., Horacio Salvador, A., Oscar s/ Apropiación de cosa perdida (art.175 inc.1) en tentativa


    COMP331, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde seguir interviniendo al Juzgado de Instrucción, que previno, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., Alejandro s/ Estafa - Asociación ilícita


    COMP931,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de abuso deshonesto. Falta de investigación suficiente. Atribución de competencia: identificación del hecho delictivo. Corresponde al juez nacional que previno.


    "El conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° del decreto-ley 1285/58.Ello es así en la medida en que de los escasos elementos de prueba incorporados al legajo no resulta posible formar una idea acabada sobre las circunstancias del hecho y la posible existencia de delito, lo que resulta imprescindible para discernir la competencia; sobre todo si se tiene en cuenta que la denunciante se retractó respecto del abuso referido en un primer momento y al mismo tiempo encadenó una serie de circunstancias presuntamente ocurridas en laprovincia pero que culminaron con su presentación en una comisaría de esta ciudad. Por lo dicho, corresponde al juez nacional, que previno, proseguir con la investigación, sin perjuicio de cuanto con posterioridad."


    O., V. L. s/ Su denuncia -abuso deshonesto- mod.ley25087 (sustituido conf. art.23 ley 26.842)


    COMP741,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de encubrimiento: secuestro de motocicleta. Alternatividad de infracciones. Pesquisa incipiente: necesidad de contar con una adecuada investigación. Corresponde al juzgado local.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado.Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre aquel delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en la sustracción. En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado habría adquirido el ciclomotor, que podrían establecerse en especial, a partir de la documentación aportada por el imputado y contribuir para avanzar en la investigación tendiente a individualizar a los autores del hurto, corresponderá al Juzgado de Neuquén profundizar la investigación respecto deldesapoderamiento del moto-vehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en General Roca, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    P., Víctor Desiderio s/ Encubrimiento


    COMP909,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que la sustracción de los cheques constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con ellos. La Corte también tiene dicho que el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los documentos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que en el caso los elementos de convicción reunidos hasta el momento no permiten establecer esa circunstancia, es el juzgado preventor el que debe profundizar la investigación en este sentido, en punto a determinar dónde, cuándo, en qué concepto y en qué circunstancia el cartular fue entregado. Corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de este hecho, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    V., Natalia Carolina s/ Estafa


    COMP911,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Falta de investigación suficiente: necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia provincial, que previno.


    Tiene dicho la Corte Suprema que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de convicción reunidos hasta el momento, no permiten establecer esa circunstancia, corresponde al juez provincial que previno profundizar la investigación en este sentido, a los efectos de determinar dónde, cuándo, en qué concepto y circunstancias fueron entregados los cartulares, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinados la causa y el lugar de la entrega originaria del valor.


    K., Isidoro s/ Hurto (extravío de cheques)


    COMP755,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documentos públicos. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde a la justicia federal.


    En atención a que la certificación notarial de la firma de la parte vendedora sería auténtica, y que por el momento no puede descartarse la posibilidad de que para ese acto o bien se habría utilizado un documento nacional apócrifo o uno auténtico de modo ilegítimo, corresponde declarar la competencia de la justicia de excepción para continuar interviniendo en la investigación.


    C., Martha - Interventora R.P.A. Hurlingham 2 s/ Su denuncia - Falsificación documentos públicos


    COMP992,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de pornografía infantil y facilitación de pornografía a menores. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juzgado de primera instancia en lo Penal, Contravencional y de Faltas N| 27, de esta ciudad.


    Cuando los elementos de juicio incorporados al legajo son escasos,no se alcanza a subsumir, con razonable certidumbre, la conducta en que habría incurrido el imputado y de tal suerte discernir la competencia por razón del territorio. En tales casos, corresponde la competencia al juzgado que primero conoció de los hechos, para profundizar sobre la investigación en ese sentido, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento con base en los resultados obtenidos.


    N.N. s/ Infracción al artículo 128, 2º párrafo, delitos atinentes a la pornografía, Código Penal


    COMP694,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juez nacional que previno.


    La Corte Suprema tiene resuelto que la sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él y, en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Toda vez que los elementos de juicio incorporados al incidente no alcanzan paraacreditar esa circunstancia, corresponde al Juzgado Nacional que primero conoció en la denuncia, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de que no haya sido parte de la contienda y de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos asentados en el reverso del documento.


    S., Marcelo Daniel s/ Infracción art. 302


    COMP834,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa por el uso de cheques extraviados o sustraídos. Lugar a considerar para determinar la competencia. Necesidad de profundizar la investigación: corresponde a la justicia de Entre Ríos, que previno.


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro. Cuando de los elementos de juicio incorporados al incidente no surge esa circunstancia, corresponde al juez de Entre Ríos, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio delo que resulte ulteriormente.


    S., Rubén Darío s/ Su denuncia–estafa


    COMP981,XLIX-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa y defraudación. Pruebas y pesquisas insuficientes. Corresponde a la justicia nacional.


    Cuando las pruebas recolectadas son insuficientes para determinar el tribunal al que le corresponde investigarlo, así como tampoco se ha profundizado la investigación acerca del supuesto DNI adulterado que habría sido utilizado para concretar la maniobra, lo cual podría incidir en la competencia material entre otras medidas necesarias para dilucidar los hechos, individualizar sus posibles autores y damnificados, establecer su lugar de ocurrencia y, en consecuencia, el magistrado al que corresponde investigarlos, corresponde devolver las actuaciones al juez nacional que tomó conocimiento de la notitia criminis a fin de que incorpore los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos.


    P., Julieta y otros s/ Estafa


    COMP483, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falta de acreditación del lugar en el que se cometieron los hechos. Corresponde a la justicia federal, que previno.


    La presente contienda no se encuentra correctamente trabada, pues para ello resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.La forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces al conflicto. Teniendo en cuenta los dichos de la denunciante -que no se encuentran controvertidos por otros elementos de la causa - nopodría descartarse, por el momento, la posible utilización de las fotocopias de su DNI, y la presunta falsificación de su rúbrica para facilitar la consecución de la maniobra ardidosa, configurándose así un delito de naturaleza federal. En lo que respecta al aspecto territorial, cuando no se encuentra debidamente acreditado el lugar preciso en el que se habrían presentado las copias del documento nacional de identidad y adulterado la firma para obtener el crédito, corresponde al magistrado de excepción que previno, profundizar ese extremo, y en su caso, resolver luego lo que corresponda en orden a la competencia.


    M., Nélida Griselda s/ Su denuncia - averiguación de delito


    COMP487, L-29 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 y discernir, con razonable certidumbre, el tribunal competente. Corresponde al juzgado nacional que previno, continuar conociendo en estas actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    D. T. y C. MGT S.R.L. s/ Estafa


    COMP55, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado de garantías que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronuncIarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    E., Aniceta Isabels/ Estafa - Su denuncia


    COMP962,XLIX-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que les puedan ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    Á., Rubén Fausto s/ Estafa


    COMP48, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Incorrecta traba del conflicto de competencia: declinatoria prematura.


    La declinatoria de la justicia nacional carece de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia para discernir el tribunal al que corresponde investigar los hechos.Corresponde devolver las actuaciones al juzgado nacional, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    M., Daniel Alejandro s/ Defraudación


    COMP23, L-22 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa. Lugares a considerar para determinar la competencia. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional.


    Es doctrina de la Corte Suprema que en el delito de estafa, o su tentativa - que concurre idealmente con su falsificación-, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquéldonde se presentaron al cobro.Teniendo en cuenta que los elementos de convicción reunidos hasta el momento, no permiten establecer esa circunstancia, corresponde al juez nacional que previno profundizar la investigación eneste sentido, a los efectos dedeterminar dónde, cuándo, en qué concepto y circunstancias fueron entregados los cartulares, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinados la causa y el lugar de la entrega originaria del valor.


    V., Natalia Soledad s/ Estafa


    COMP784,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa: pago con cheques sin provisión de fondos. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional que previno: competencia más amplia.


    El conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la CSJN pueda conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados.


    A., Mario s/ Inf. art.302 C.P.


    COMP895,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de atribución recíproca de competencia. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional que previno continuar con la investigación.


    La Corte Suprema tiene decidido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el sub lite, pues el magistrado local no atribuyó el conocimiento de la causa al declinante, sino que consideró, en primer lugar, que el caso era de competencia federal. El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, puesto que no se realizaron diligencias mínimas tendientes a recabar los elementos de juicio necesariospara corroborar los dichos deldenunciante y así poder determinar la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados, que por la multiplicidad de circunstancias que comprenden, podrían dar lugar a más de una calificación posible, con incidencia incluso sobre la competencia material. Corresponde a la justicia nacional, que previno, continuar con el trámite de las presentes actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    G., Leandro Ivan s/ Su denuncia - estafa


    COMP820,XLIX-19 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de Competencia. Falta de elementos suficientes para calificar el delito. Secuestro de un moto-vehículo. Relación de alternatividad entre el robo y el encubrimiento. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento de la moto, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre ese delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en la sustracción. En ese sentido, cabe destacar que tampoco se han podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado consiguió tener en su poderelmoto-vehículo, y su cédula de identificación. Asimismo, la dificultad que tendría el damnificado para reconocer a los autores del robo no puede autorizar un juicio adverso sobre la utilidad de una medida dispuesta a tal fin, ya que ésta depende más de las circunstancias objetivas del suceso, que de las apreciaciones subjetivas de la persona que lo habría sufridoacerca de sus capacidades para reconocer a quien aún no tiene en frente, especialmente cuando en su denuncia afirmó que podría hacerlo. Dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base. La Corte Suprema tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción circunstancia que no se advierte en autos. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en cuya sede se investiga la sustracción de la moto profundizar la investigación respecto de la posible participación del imputado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en el ámbito provincial, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    C., Diego Omar s/ Encubrimiento


    COMP652,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Competencia del juzgado preventor.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan laindividualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Municipalidad de Alte. Brown s/ Pto.delitocontra la administración pública


    COMP723,XLIX-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Contradicción en los dichos del denunciante. Falta de determinación del lugar del hecho. Intervención del juez que previno, justicia nacional.


    Toda vez que los dichos del denunciante se encuentran controvertidos y que no se cuenta con otros elementos en el legajo que permitan determinar en qué ámbito territorial habrían ocurrido cada uno de los hechos con relevancia típica, corresponde al juez nacional que previno, continuar con la investigación e incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la denuncia y resolver con arreglo a lo que de ello surja.


    T. C., Guillermo s/ Amenazas


    COMP338, L-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Corresponde al juez nacional que previno.


    El presente conflicto no se encuentra precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58 y discernir, con razonable certidumbre, el tribunal competente, puesaún no se ha escuchado en sede judicial a la denunciante para, al menos, ratificar su presentación policial, acreditar el vínculo con la menor y denunciar su actual domicilio. Corresponde al juzgado nacional que previno, continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    V., Mauricio Nicolás s/ Infracción ley 24.270


    CSJCOMP1009/2014/CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Delito de fraude. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    "El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.En este sentido, si bien se ha determinado la conexión de los imputados con algunas de las maniobras, restan diligencias para vincularlos respecto de los restantes hechos comprobados, en particular los cometidos en esta ciudad y, además, nada se ha investigado en la causa respecto de las operaciones efectuadas mediante un proveedor de servicios de internet de"menor rango en el mercado". Por otra parte, consta en el legajo la existencia de numerosas actuaciones judiciales con autor desconocido iniciadas por víctimas de los hechos puestos en conocimiento por la aquí denunciante, sobre los cuales no se ha aportado elemento alguno, en particular, respecto de la modalidad utilizada para inducir a esas personas al engaño y obtener, de esa forma, los datos necesarios para ingresar a sus cuentas bancarias a través de internet, lo que ayudaría a establecer si se trata de una misma maniobra pergeñada por los aquí imputados o de delitos sin conexión alguna. En tales condiciones, es elJuzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N° 2, que previno, el que debe asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite."


    Divaldo Víctor D. y otro s/ Defraudación


    COMP938,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Delitos de falsificación de marcas y contraseñas, falsificación de documentos, y encubrimiento. Corresponde a lajusticia local.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan en iguales condiciones los jueces en conflicto.Por otro lado, en función de la calificación legal propuesta por el declinante, que más allá de lo que resulte del curso de la investigación, el presunto comprador del vehículo no puede de manera simultánea ser autor del encubrimiento y respecto de ese mismo bien ser víctima de estafa, toda vez que la existencia de esta última excluye la comisión del primero.Sobre esa base, y en tanto hasta el momento se desconocen los pormenores que rodearon a la adquisición de la camioneta, los escasos elementos reunidos hasta aquí no alcanzan para encuadrarlos con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, y discernir si el nombradoincurrió o no en algún delito.En ese sentido, si bien el juez de San Rafael fundamentó específicamente su declinatoria en las propias manifestaciones de aquél, acerca de que habría adquirido el automotoren Villa Mercedes, San Luis -con apoyo en la documentación que entregó el supuesto comprador a ese respecto-, asiste razón al magistrado de San Luís en cuanto a que esa afirmación carece, por sí sola, de fuerza de convicción suficiente para discernir la competencia, pues podría integrar una versión exculpatoria efectuada a partir de circunstancias que no se encuentran debidamente corroboradas, máxime cuando todavía no se ha realizado ninguna diligencia tendiente a verificar la real existencia de la persona con la que habría celebrado la operación comercial.Por todo lo expuesto, que resulta prudente extremar los recaudos indispensables con el objeto de incorporar los elementos que, eventualmente, permitan corroborar las alegaciones. Sobre la base de esas consideraciones, corresponde a la justicia de San Rafael, que tomó conocimiento de la notitia criminis, incorporar los elementos necesarios que permitan agotar la investigación en lo que se refiere a la adquisición del vehículo y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    M., Gastón Leonel s/ Su denuncia -av. Ilícito


    COMP751,XLIX-27 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Encubrimiento de delitos cometidos en la Capital Federal: afectación a la administración de justicia nacional. Delito de encubrimiento calificado por el ánimo de lucro en concurso real con portación ilegal de arma de guerra. Corresponde a la justicia nacional.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que habría cometido el imputado. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto demérito que defina la situación jurídica del encartado respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, y sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en aquél. La Corte Suprema tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría enprincipiocompetente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del arma de fuego, a partir de los elementos recabados con motivo de su incautación en sede provincial, y sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    D. la R., Lucas Emanuel s/ Encubrimiento (art. 277)


    COMP881,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Necesidad de profundizar la pesquisa. Presunta falsificación de documentos. Corresponde a la justicia nacional.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la calificación legal de los hechos que motivaron esta causa y sus pormenores, ni su precisa calificación legal pues, más allá del informe recientementeremitido, aún no se ha incorporado copia del documento ni las constancias necesarias que permitan abrir juicio sobre su autenticidad. Por otra parte no puede pasarse por alto que la profundización de la pesquisa también podría incidir respecto de la competencia material. Por lo tanto, en virtud de los fundamentos ya expuestos al contestar la vista anterior, corresponde al juzgado nacional, que primero conoció, a cuyos estrados acudió el denunciante para hacer valer sus derechos y en cuyo ámbito territorial también se domicilia la imputada, continuar investigando en esta causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., María Eugenia s/ Falsificación documentos públicos


    COMP157, L-3 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Presunta administración fraudulenta: lugares a considerar para determinar la competencia. Corresponde al juzgado local que previno.


    "El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para individualizar con razonable certidumbre los hechos que motivaron esta causa, y, consecuentemente, encuadrarlos en la forma escogida por el juez declinante y formar fundado criterio acerca del lugar de su comisión para, finalmente, discernir el tribunal al que corresponda investigarlos. En ese sentido, es doctrina de la Corte Suprema que la administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violacióndel deber o, de no conocerse éste, donde se ejerza la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción; circunstancias que no resultan posibles de determinar con los antecedentes remitidos en la medida que de ellos no surge, cuanto menos, una descripción de la finalidad específica del fideicomiso, ni de los compromisos asumidos por el fiduciario, así como tampoco de las maniobras que habrían tenido lugar para defraudar la confianza de la fiduciante y ocasionar el supuesto quebranto patrimonial, sin que además conste el domicilio de la administración. Por todo ello, corresponde al juzgado de Córdoba, que previno y a cuya sede acudió la víctima en procura de sus derechos, continuar conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación."


    L., Marcelo Juan s/Defraudación (art. 173 inc. 12)


    COMP80, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Presunta desaparición forzada de personas. Corresponde a la justicia provincial.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, asiste razón al magistrado federal en tanto que, a partir de las constancias incorporadas al incidente, todavía no pueden establecerse con la certeza necesaria que esta etapa requiere, los elementos que conforman el tipo objetivo de la figura invocada por el juez local, sin que tampoco se verifiquen en el caso las particulares circunstancias, incluso de derecho internacional establecidas en Fallos: 330: 789 que, por su parte, también fue considerado por éste tanto en la declinatoria como en su insistencia. En este sentido, y atento que la jurisdicción federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde devolver las actuaciones al juez local, quien deberá incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y determinar las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    S., Emilio s/ Su denuncia - desaparición forzada de persona


    COMP795,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Presunta estafa o posible infracción al artículo 302 del Código Penal. Justicia provincial.


    Corresponde devolver las actuaciones al juez provincial que previo, a fin de que incorpore los elementos necesarios para darle precisión a la notitia criminis y resolver luego, con arreglo a lo que surja de ese trámite.


    U., Leandro s/ Estafa


    CSJ3610/2014-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Robo y encubrimiento: relación de alternatividad entre ambas figuras.Corresponde a la justicia de instrucción de Neuquén.


    Cuando la escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado, tal deficiencia y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado, con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre aquel delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en la sustracción.En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado habría adquirido el rodado sustraído, corresponderá al Juzgado de Neuquén, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del motovehiculo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en General Roca, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    G., Víctor Hugo s/ Encubrimiento


    COMP968,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: imposibilidad de establecer la naturaleza. Lugar de concreción del negocio. Corresponde a la justicia local que previno.


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el art 24, inciso 7 del decreto ley 1285/58. No resultando posible establecer la naturaleza ni el alcance que el caso habría tenido, la calificación en la causa propuesta carente de sustento. Enconsecuencia, y en tanto que de los dichos de los damnificados surge que las reuniones preliminares a la concreción del supuesto negocio ganadero propuesto por el imputado, se habrían llevado a cabo en el ámbito provincial, donde además acudieron para hacer valer sus derechos, corresponde al juzgado provincial que previno, asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios, a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    G., Jorge Omar s/ Estafa


    COMP794,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Competencia del juzgado federal que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la magistrado federal, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., Martín Maximiliano s/ Denuncia


    COMP768,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Competencia del juzgado federal que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren esos elementos pues, de la denuncia por escrito, no es posible precisar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que habrían rodeado los hechos.


    M., Adrián s/ Su denuncia–Amenazas


    COMP136, L-5 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Competencia del juzgado nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B. V., Mirta Elizabeth s/ Su denuncia -averiguación de delito


    COMP822,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Competencia del juzgado nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En el caso no concurren esos elementos pues de las constancias incorporadas al incidente no surge que se haya convocado a los damnificados a declarar en sede judicial, como así tampoco se realizaron otras medidas tendientes a precisar las circunstancias de tiempo, modo y lugar que habrían rodeado el hecho.


    H., Alberto Esteban s/ Coacción


    COMP94, L-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juzgado provincial, que tomó conocimiento de la notitia criminis, y en cuya jurisdicción tramita el expediente civil donde se presentó la cesión de derechoscuestionada por el denunciante, incorporar los elementos necesarios para darle y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    D., Sergio Osmar s/ Defraudación


    COMP918,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Profundización de la pesquisa. Corresponde a la Justicia federal que previno.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N s/ Robo en circunstancias de Art. 163


    CSJCOMP1226/2014-29 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto automotor: sustracción y secuestro. Presunto encubrimiento. Escasos elementos incorporados al incidente para calificar con certeza la conducta. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional.


    Cuando los elementos incorporados al incidente son escasos y no alcanzan para calificar con el grado de certeza necesaria que laetapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado, se impone la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica, especialmente si se repara en que no se ha realizado medida alguna tendiente a dilucidar si resulta ajena o no a ese hecho, ni se han determinado las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que consiguió tener la placa en su poder, sin que el tiempo transcurrido entre la sustracción del vehículo y el secuestro de aquel objeto constituya un parámetro para desechar, sin más, la participación del imputado en la primera.Corresponde la competencia al juzgado nacional para que profundice la investigación respecto del desapoderamiento del bien a partir de los elementos recabados con motivo del hallazgo de la chapa patente en territorio provincial, quien deberá también dilucidar aquellos aspectos vinculados a su autenticidad y decidir luego en base a lo que surja de todo el trámite ulterior.


    M. V., Gustavo César s/ Robo calificado por uso de arma de fuego (art. 166 inc.2) (Banco Francés - R., Mariela Laura)


    COMP14, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de motovehículo y encubrimiento: alternatividad entre las infracciones. Falta de investigación suficiente. Incorrecta traba del conflicto de competencia.


    Es doctrina de la CSJN que la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y una declinatoria efectuada con posterioridad, da inicio a un nuevo conflicto. Sin embargo, razones de economía procesal y la necesidad de dar pronto fin a esta cuestión para evitar mayores dilaciones, aconsejan dirimirla directamente. Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habrían incurrido los imputados. Esta deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél con relación al desapoderamiento del motovehículo.


    "A., Rubén Darío; B., María Cristina s/ Encubrimiento


    COMP989,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Hurto de vehículo. Encubrimiento. Falta de investigación suficiente.


    "El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7", del decreto-ley 1285/58, toda vez que de las constancias del incidente no surge que se hubiese realizado un informe pericial que permita establecer la numeración individualizadora del vehículo que, más allá del dominio que presentaba colocado al momento de su incautación, permita vincularlo con aquel que fuera sustraído o, en su defecto, determinar la existencia de otro delito. Corresponde a la justicia provincial que tomó conocimiento de la notitia criminís, incorporar los elementos necesarios para darle precisión, y resolver luego con arreglo a lo que surja de ese trámite."


    C., Angel Oscar s/ Encubrimiento


    COMP783,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificaciones. Corresponde al juez local que previno.


    No existe una concreta contienda negativa de competencia -que presupone que los tribunales intervinientes se la atribuyan recíprocamente- en tanto el juez nacional no asignó el conocimiento de este hecho a su par local, sino que fundamentó el rechazo de la suya en razón del territorio. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las inhibitorias contengan la individualización de los sucesos sobre los cuales versa y las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que debe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    V., Néstor Julio s/ Su denuncia - Uso de documento adulterado o falso


    COMP40, L-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Falta de investigación suficiente. Hurto. Encubrimiento de un delito cometido en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corresponde al juzgado nacional.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en el caso, en tanto la juez nacional consideró que sería competente la justicia federal, pese a lo cual, devolvió las actuaciones al magistrado provincial.A su vez, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y unauto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    F., Miguel Angel s/ Encubrimiento - Art. 277, inc. 1, apartado c)


    COMP31, L-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Intervenciones telefónicas: presunto despliegue de conductas ilícitas. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justica provincial que previno.


    Cuando surja que de las constancias del incidente que no resulta posible formar una idea acabada sobre las circunstancias de hecho y la calificación legal que razonablemente pudiere caber en el caso, lo que resulta imprescindible para discernir la competencia, corresponde a la justicia provincial que primero conoció del asunto y en cuya sede se habrían ordenado las intervenciones telefónicas, proseguir con la investigación, sin perjuicio de lo que resulte en trámite ulterior.


    N.N. s/ Delito de acción pública


    COMP699,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación incipiente. Competencia del juzgado que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Susana María s/ Su denuncia - falsificación documento


    COMP882,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente para el encuadramiento legal. Corresponde a la justicia que previno.


    Dado que la investigación llevada a cabo hasta el presente no es suficiente para poder considerar si el hecho que originó la contienda encuadra en una figura determinada, lo que a su vez impide pronunciarse sobre el tribunal competente para su juzgamiento, corresponde al juez que previno continuar la investigación a fin de determinar, de acuerdo a los elementos que puedan ser incorporados, la calificación probable de los hechos a que se refiere la contienda.


    A., Cristian s/ Estafa


    COMP140, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Corresponde a la justicia federal el delito de encubrimiento, a la justicia nacional el desapoderamiento, y a la justicia ordinaria la sustitución de chapas patentes y adulteración de numeración.


    "Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito cometido. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de aquél respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no se realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su incautación constituya una pauta que autorice, sin más, a desechar su participación en el delito contra la propiedad. Tiene establecido la Corte que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de hurto, circunstancia que, de acuerdo a lo antes expuesto, no se presenta en el caso. Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción N° 39, profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del motovehículo, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.La sustitución de las chapas patentes y la adulteración de las numeraciones del motor y cuadro, según la doctrina del Tribunal sentada en Fallos: 324:1617 y 3651 y Comp. 602, L. XLIV, in re "Galarza, Juan José s/ denuncia", son competencia de la justicia ordinaria del lugar donde se comprobó la anomalía, ya que no tienen suficiente entidad para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor ouna obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, corresponde al juzgado de garantías conocer al respecto."


    S., Guillermo Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP441, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Remisión al juzgado que previno.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Silvia Ester s/ Su denuncia - Investigación preliminar


    COMP59, L-2 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del motovehículo y su incautación. Alternatividad entre lasustracción y el encubrimiento.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan pará calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones, imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica delimputado con relación al desapoderamiento del motovehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a ese hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre la sustracción del bien y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación enel delito contra la propiedad.


    Destacamento 178 Bagliani General Roca s/ Investigación de secuestro


    COMP60, L-6 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Mercadería en tránsito de exportación. Posible delito de contrabando. Afectación al control de la Aduana de la Nación. Necesidad de profundizar en la pesquisa para corroborar la existencia del delito. Corresponde a la justicia local.


    "La calificación legal que ensayó el magistrado local no encuentra acabado sustento en los antecedentes de la causa, pues las manifestaciones del denunciante, que carecen de precisión suficiente sobre aspectos que incidirían directamente sobre la competencia material, no resultan concluyentes a fin de establecer la existencia del delito de contrabando que fundamenta su declinatoria, lo que impide discernir tales extremos sobre esa única base. En tales condiciones, sólo a partir de la profundización de la pesquisa podría corroborarse si efectivamente existió una afectación al control de la Aduana de la Nación, lo que al no encontrarse todavía fehacientemente establecido en estas actuaciones, impide la resolución del conflicto mediante la aplicación de los fundamentos que informaron la resolución de la Competencia n° 359 L. XXXV,"Ayechú, Carlos Bernardo s/ denuncia" del 21 de diciembre de 1999; sin que tampoco se observen elementos que permitan discernir la existenciade alguna otra circunstancia que, hasta el momento, habilite la jurisdicción federal de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva. Por lo tanto, corresponde a la justicia local, que previno, continuar investigando en la causa sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior."


    R., Luis Horacio s/ Infracción Ley 22.415


    COMP935,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Posible homicidio por agresión en grado de tentativa. Requisitos para su configuración. Necesidad de profundizar la investigación. Competencia del juzgado que previno.


    "Enseña Ricardo C. Núñez en su"Tratado de Derecho Penal” que…"Para que una riña o agresión sea punible como delito contra las personas, deben darse las siguientes condiciones: a) que exista una riña o una agresión de tres o más personas; b) que tenga un resultado mortal o lesivo; c) que no conste quienes causaron la muerte o la lesión; y d) que conste que alguno de los participantes ejerció violencia sobre la persona del ofendido".Tiene establecido el Máximo Tribunal que el elemento del tipo "indeterminación del autor" siempre aludió a una cuestión probatoria, pues no necesariamente una agresión tumultuaria implica que no pueda establecerse per se la autoría de, en su caso, el homicidio o lesiones. Por ello, la sanción a quienes hayan ejercido violencia, como elección del legislador, no se deriva de la imposibilidad material de establecer autorías y participaciones.Sólo con la profundización de la pesquisa, podría determinarse la posibilidad de comprobar quien o quienes han tenido participación en las lesiones padecidas por ambos damnificados."


    L. R., V. D. y otros s/ Infr.art(s). 95, homicidio o lesiones en riña - CP (p/L 2303)


    COMP79, L-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación por desbaratamiento de derechos acordados. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia local.


    La presente contienda no se encuentre precedida de una investigación suficiente que permita establecer aquellos aspectos, en tanto ni siquiera consta que se hayan realizado las necesarias medidas de averiguación, tendientes a comprobar la existencia de delito, mientras que los escasos elementos añadidos al incidente, ni siquiera alcanzan para delimitar el concreto objeto procesal de la causa.Las deficiencias señaladas se ven además corroboradas en la propia declinatoria, donde no sólo se prescindió de un concreto encuadre jurídico, sino que ni siquiera se aprecia la mínima indicación a determinadas circunstancias fácticas que permitieran eventualmente construir una hipótesis delictiva sobre cuya base atribuir competencia a la justicia federal, con adecuado sustento en los antecedentes de la causa. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa será posible establecer con el grado de certeza necesaria la real transcendencia de los hechos y, en caso de verificarse la existencia de delito, fundar su consiguiente calificación jurídica, para finalmente discernir la competencia.Corresponde que la justicia local, que tomó conocimiento de la notitia criminis, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión, continúe con esta investigación y resuelva, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Defraudación


    CSJ1572/2014/CS1-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta defraudación. Falta de investigación suficiente. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde al juzgado provincial que previno.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer, con la certeza necesaria, la real naturaleza y los pormenores de los hechos investigados. Corresponde al Juez provincial que previno, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a la notitia criminis y resolver luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    Z., Pablo Iván s/ Su denuncia - estafa en tentativa


    COMP255, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa y defraudación. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Corresponde devolver las actuaciones a la juez nacional a fin de que incorpore los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    N.N. s/ Estafa y defraudación


    CCC8270/2014-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7, del decreto ley 1285/58, pues la falta de investigación necesaria que debe preceder a toda cuestión de competencia y la deficiente formación del incidente, impiden individualizar correctamente los hechos y establecer su lugar de ocurrencia. El lugar en el que culminó el servicio brindado es insuficiente para atribuir su investigación al juez de ese ámbito territorial, cuando no se ha establecido la real naturaleza de los hechos para delimitar así, las jurisdicciones en las que habrían tenido lugar y, en todo caso, resolver de acuerdo a lo que más convenga según los principios de economía procesal y buena administración dejusticia.Corresponde a la justicia nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    N.N. s/ Estafa denunciante: D., Rubén Esteban y otro


    CCC72804/2013-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa. Pesquisa incipiente. Necesidad de profundizar la investigación. Competencia del juzgado que intervino.


    Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar el lugar de ejecución de las supuestas maniobras objeto de pesquisa que, eventualmente, podrían haberse desarrollado en distintos ámbitos territoriales y si, en su caso, poseen relevancia típica, ni tampoco se han expuesto con claridad los fundamentos fácticos y jurídicos que dieron sustento a la subsunciónlegal propiciada por el magistrado local en su declinatoria.Esas deficiencias deben ser suplidas por el juez que primero conoció de la notitia criminis y que, desde el comienzo mismo de la investigación declinó su competencia, sin incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    O., Ramón Clementino s/ Su denuncia–Estafa


    COMP90, L-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley de protección y conservación de la fauna silvestre N° 22.421. Lugar de comisión de los hechos. Investigación incipiente: necesidad de profundizar la pesquisa. Corresponde a la justicia local.


    Es doctrina de la Corte Suprema que, en materia de delitos, la ley de protección y conservación de la fauna silvestre N° 22.421 no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión. Por aplicación de este principio, más allá del incipiente estado de la investigación y toda vez que el imputado residiría en la localidad de Balcarce, donde presuntamente se hallarían los elementos que permitan dar precisión a la notitia criminis y profundizar la pesquisa, corresponde proseguirla al juzgado local, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Infracción ley 22.421 (art. 25)


    COMP86, L-2 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda Negativa de Competencia. Presunta infracción al artículo 128 del Código Penal. Detección de material pornográfico con menores de edad, al que se vincularían usuarios argentinos. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia local.


    Tiene resuelto la Corte Suprema, a partir del precedente “Parodi” que las imputaciones referidas a la difusión por internet de imágenes con contenido de pornografía infantil, no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal, limitada y de aplicación restrictiva. Por ello, corresponde al juzgado local proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte con posterioridad.


    N.N. s/ Infracción al art.128 2º párrafo, Código Penal


    COMP720,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta publicación y/o divulgación de material pornográfico con menores de edad en un foro de internet administrado por un usuario argentino. Desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales. Falta de acreditación de las circunstancias de producción. Corresponde a la justicia nacional.


    Cuando se investigue la comisión de presuntos delitos de publicación y/o divulgación de material pornográfico en foros de internet, siendo que el usuario registra numerosas conexiones desde diferentes domicilios, el desprendimiento parcial de la justicia nacional en este estado puede conspirar en contra de Ia eficacia de la investigación, y las razones de economía procesal y mejor administración de justicia que cabe ponderar en estos supuestos, en los cuales el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales.En esa inteligencia, y sin dejar de advertir la complejidad que puede implicar el uso de herramientas tecnológicas comolainternet para asegurar la preeminencia del principio de territorialidad, corresponde al juez nacional que previno, proseguir la investigación, sin perjuicio de lo que resulte ulteriormente.


    N.N. s/ publicaciones obscenas - mod.ley25.087


    COMP738,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta retención indebida. Falta de elementos suficientes para precisar los hechos denunciados. Corresponde a la justicia nacional, que previno.


    "Las escasas constancias agregadas al incidente, no surgen los elementos necesarios que permitan precisar, con el grado de certeza que esta etapa exige, el verdadero alcance de los hechos imputados a los administradores de los vehículos. En tal sentido, sólo se cuenta con la denuncia y su ratificación, en tanto que los convenios se refieren a las condiciones en que se llevaría a cabo la explotación del negocio, como así también, a la forma de pago tanto de los vehículos adquiridos como del canon por su explotación, y ellos no resultan concluyentes para realizar con razonable certidumbre una concreta calificación delictiva y establecer la competencia de la causa sobre esa única base. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa podría subsanarse esa deficiencia.Por otro lado, el criterio sobre el que se apoyó la declinatoria no se ajustaría a la doctrina establecida por el Tribunal en Fallos: 328:933 y Comp. N° 13, L. XLIV,"Chejolán, Adrián Marcelo s/ Defraudación por retención indebida". En tales condiciones, corresponde a la justicia nacional, que previno, profundizar la investigación y resolver, luego, con arreglo a lo que surja de la investigación ulterior."


    R., Ricardo s/ Estafa


    COMP379, L-20 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunta utilización de documento público falso. Falta de investigación suficiente.


    El presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, puesto que no se realizaron las diligencias mínimas destinadas a corroborar en cada caso, si existió un uso ilegítimo de DNI -falsificado o no- al momento de realizar las estafas, lo cual resulta determinante para dar sustento a la calificación realizada por el declinante que, en caso de corroborarse, surtiría la competencia federal. Corresponde a la justicia local continuar con esta investigación y recabar los elementos necesarios para dar precisión a la notitia criminis.


    D., María del Carmen s/ Estafa


    COMP46, L-23 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de lesa humanidad. Falta de investigación suficiente para poder calificar los hechos. Corresponde a la justicia provincial, que previno.


    El tribunal que previno no ha llevado a cabo una investigación que haya incorporado los elementos imprescindibles para poder calificar los hechos y pronunciarse acerca del tribunal competente para su conocimiento. Tal como el juez federal ha señalado con detalle, las omisiones, hiatos y aparentes inconsistencias que contiene la denuncia, aunque excusables en la denunciante, deben ser en cierta medida aclarados mediante una investigación que permita fundamentar con el grado de verosimilitud propio de esta etapa del proceso tanto la existencia misma de los hechos como de las circunstancias concomitantes que resultarían determinantes para calificarlos como delitos de lesa humanidad. Por ello, corresponde al Juzgado de Garantías n° 4 de Lomas de Zamora, que previno, continuar a cargo de la causa que originó la contienda, sin perjuicio de lo que resultare ulteriormente.


    K., Genoveva s/ Su denuncia


    COMP352, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad agravada. Falta de investigación suficiente: individualización de hechos y calificación. Corresponde al juzgado nacional que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Alfredo s/ Su denuncia - Privación ilegal de la libertad agravada - art.142 inc.2


    COMP983,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo con armas. Investigación insuficiente: falta de individualización de los hechos y las calificaciones atribuidas. Corresponde a la justicia nacional.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas,pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde a la juez nacional, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja, cuando las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar con precisión los pormenores y características de los sucesos objeto de investigación que, presuntamente, resultarían delictivos.


    R., José Ceferino s/ Su denuncia - robo con armas


    COMP464, L-7 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo. Encubrimiento: alternatividad de ambas infracciones. Tiempo transcurrido entre el desapoderamiento y su secuestro. Escasos elementos para calificar la conducta. Necesidad de profundizar la investigación.


    Los escasos elementos reunidos, no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en quehabría incurrido el imputado.Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen, la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado con relación al desapoderamiento del vehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajena a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre aquel delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en la sustracción. En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que la imputadaconsiguió tener en su poder el automóvil, correspondeal Juzgado que investiga el desapoderamiento del rodado, profundizar la investigación a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    C., Mirta Yamile s/ Encubrimiento


    COMP754,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de rodado con pedido de secuestro por hurto en otra jurisdicción. Investigación incipiente. Corresponde investigar al juzgado que previno.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan, en el caso, para encuadrar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que habría incurrido el imputado. Por ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella y menos aún, cuando ni siquiera se lo ha interrogado acerca de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que entró en posesión del rodado, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su hallazgo sea una pauta que autorice, sin más, a desechar su intervención en aquél.


    A., Hegido del Cármen s/ Encubrimiento agravado


    COMP878,XLIX-10 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de menores de 10 años. Falta de investigación suficiente. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Habida cuenta de que las escasas constancias del legajo, no permitendeterminar con razonable certidumbre en qué lugar se hallaría el menor y dónde viviría el matrimonio corresponde que siga interviniendo el magistrado nacional que previno y a cuyos estrados concurrió la denunciante a hacer valer sus derechos y en cuyo ámbito territorial se domicilian tanto ésta como la imputada, y también habrían tenido lugar una serie de circunstancias que no aparecen del todo claras.


    R., F. E. s/ Sustracciónde menores de 10 años (art.146)


    COMP612,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Tenencia ilegal de armas de guerra y de uso civil. Falta de investigación suficiente: individualización de los hechos y calificaciones. Corresponde al juez local que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R. O., Lidia Inés s/ Infr.art. 189 bis del CP


    COMP21, L-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Usurpación. Falta de investigación suficiente. Escasos elementos para calificar la conducta. Necesidad de profundizar la investigación. Corresponde conocer en la causa al juzgado que previno.


    Tiene establecido el Tribunal que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.Corresponde a la juez de la ciudad, que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    D. T. P., Ximena s/ inf. art.181 usurpación – código penal


    COMP129, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Cuestión de Competencia. Delito de hurto. Falta de investigación suficiente para la calificación legal. Corresponde a la justicia nacional que previno.


    Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria la calificación legal de los hechos que motivaron esta causa y sus pormenores, ni su precisa calificación legal, pues la multiplicidad de circunstancias que comprenden los sucesos denunciados podrían dar lugar a más de una calificación posible y, en su caso, la profundización de la pesquisa también podría contribuir a dilucidar la competencia material en razón de la naturaleza de la documentación del automotor involucrada en el caso. Por lo expuesto, corresponde al juez nacional continuar con la investigación en estas actuaciones.


    I. C., Elvis Omar s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP433,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de investigación suficiente. Denuncia contra empleados de juzgado federal. Juzgado de garantías.


    "El denunciante sostuvo que empleados de un juzgado federal pusieron"falsamente"en conocimiento de la Cámara Federal de La Plata que una ex agente colaboraba con él en su estudio jurídico al tiempo que se desempeñaba en aquel juzgado. La ausencia de investigación suficiente para corroborar los dichos del denunciante impide, por el momento, dilucidar con la razonable certidumbre que requiere esta etapa en qué consistiría concretamente la conducta penalmente relevante que se le atribuiría al prosecretario del Juzgado, más allá de las calificaciones legales indicadas en la denuncia, y si ella tiene vinculación o no con el ejercicio de sus funciones en la justicia federal. Tal deficiencia, por consiguiente, imposibilita decidir acerca del tribunal competente, por lo que corresponde al juzgado de garantías reunir los elementos necesarios para precisarla, sin perjuicio de lo que surja con posterioridad. Y, por otro lado, en relación a la ex empleada, si eventualmente se encontrare que más allá de constituir una falta disciplinaria, su proceder configura un delito penal, podría incidir en la determinación de la competencia material."


    S., Sebastián Darío s/ A determinar


    CSJCOMP1617/2014/CS1-9 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de investigación suficiente. Imposibilidad de realizar encuadre jurídico. Corresponde al juzgado que conoció de la notitia criminis.


    "Los escasos elementos incorporados al incidente no resultan hasta el momento suficientes para conocer con la certeza necesariael verdadero alcance de los hechos motivo de la causa, lo que impide realizar un encuadre jurídico en alguna figura penal correctamente determinada y discernir, consecuentemente, el lugar de su comisión y el tribunal a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al juez nacional, que primero conoció de la"notitia criminis", y que declinó su competencia sin darle precisión, continuar con el trámite de la causa."


    L., Gabriel s/ Falso testimonio con cohecho


    CSJ966/2014-25 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen


    Secuestro de rodado. Delito de encubrimiento. Incorrecta traba de conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Resolución por cuestiones de economía procesal. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no realizó ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en ella. Por otra parte, la Corte tiene establecido, a través de numerosos precedentes, que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el desapoderamiento, circunstancia que no se presenta en el caso. Corresponde a la justicia nacional profundizar la investigación respecto del desapoderamiento delvehículo, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en sede provincia, y sin perjuicio de lo queresulte del trámite ulterior.


    N., Nicolás Daniel s/ Encubrimiento


    COMP37, L-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos procesales para la traba del conflicto


    Contienda negativa de competencia. Falta de investigación suficiente. Elementos indispensables para el correcto planteamiento: individualización de los hechos y posibles calificaciones jurídicas. Corresponde a la justicia provincial.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Al respecto, el Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ese requisito no se encuentra cumplido en la presente incidencia pues de los escasos elementos incorporados a ella no resulta posible determinar si existe un hecho con entidad delictiva ni, muchomenos, su calificación legal.A ello cabe agregar que ese defecto se ve corroborado incluso por los pronunciamientos de ambos jueces intervinientes, en tanto en ellos no se observa la calificación jurídica de los sucesos que motivaron el presente conflicto, lo que impide a la luz de la doctrina de La Corte Supremacitada precedentemente, su adecuada resolución. Por lo tanto, corresponde al juzgado nacional, que previno, continuar investigando en la causa a fin de darle precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que de ello surja.


    A., María Eugenia s/ Falsificación documentos públicos


    COMP157, L-15 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de atribución recíproca. Delito de amenazas: lugar de comisión de los hechos. Corresponde a la justicia nacional conocer en la investigación.


    Tiene resuelto la Corte Suprema que para que la contienda se encuentre correctamente planteada, resulta necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa, sin embargo, la forma defectuosa en que se ha planteado la cuestión no obsta a su pronunciamiento cuando razones de economía procesal autorizan a prescindir de ese reparo formal. Por ello y habida cuenta que las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base, siendo la competencia correspondiente al juez nacional, quien debe conocer en la investigaciónde los hechos allí ocurridos.


    D. V., J. D. s/ Inf. art. 149 bisdelCP


    COMP1024,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto de competencia: falta de individualización de los hechos ylas calificaciones atribuibles. Investigación insuficiente. Corresponde al juez que previno.


    El presente conflicto suscitado entre el Juzgado Nacional en lo Correccional n° 14 y el Juzgado Penal Contravencional y de Faltas n° 19, de esta ciudad, no se halla precedido, de la investigación suficiente como para que La Corte Suprema pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo, deficiencias estas que deben ser suplidas por el juez que primero conoció de la notitia criminis.


    F. R., Delia Beatriz s/ Lesiones leves art. 89 del Código Penal


    COMP876,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Incorrecta traba del conflicto: Resolución por cuestiones de economía procesal. Publicaciones obscenas. Lugar en el que se podría haber configurado el delito. Competencia de la justicia local.


    En tanto del informe que ostenta la foliatura 152 y de la constancia que lo precede, se desprende que la dirección IP aportada por el denunciante encuentra asignada en forma permanente (no dinámica) a un usuario ubicado en la localidad de San Justo, más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda, allí se habría realizado la conexión a internet que podría configurar una conducta delictiva. Y es a partir de ese lugar que corresponde profundizar la investigación, en especial para determinar los datosquepudierenhaberse transmitido o intercambiado desde allí, y reunir los demás elementos necesarios para dar precisión a la notitia criminis y resolver luego de acuerdo a lo que de ello resulte.


    N.N. s/ Publicaciones, reproducciones y/o distribuciones obscenas


    COMP210, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Declinación prematura de competencia. Necesidad de profundizar la investigación. Medidas pendientes de realización.


    Corresponde al juez que previno continuar la investigación de la que pueden resultar, por caso, nuevas pruebas necesarias para poder pronunciarse de manera fundada sobre la competencia para conocer en este proceso.


    A. C., Iván s/ Robo de armas


    COMP864,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Resolución de las cuestiones de competencia


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas y delito de lesiones. Convenio 14/2004 de transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Pesquisa a cargo de un único tribunal. Corresponde a la justicia nacional en lo correccional: competencia más amplia.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados y que, en relación con la presente causa, sólo quedaría comprendida la figura de amenazas. Sin embargo, en virtudde la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quedea cargo de un único tribunal.Al no haberse traspasado el delito de lesiones a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B, R. M. s/ Inf. art. 149 bisdelC.P.


    COMP994,XLIX-30 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y privación ilegítima de la libertad. Pluralidad de jurisdicciones: la elección es conforme a las exigencias de una mejor economía procesal. Corresponde a la justicia local, que previno.


    Corresponde declarar la competencia de la justicia local,por aplicación del criterio que la Corte Suprema tiene establecido, por el cual, resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    P., Leonardo Alexis s/ Su denuncia - robo de automotor


    COMP594,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Estafa mediante el uso de tarjeta de crédito. Delitos desarrollados en distintas jurisdicciones. Celeridad procesal y eficacia en la investigación. Carácter federal del Documento Nacional de Identidad.


    Tratándose de delitos que se habrían desarrollado en distintas jurisdicciones, la elección de alguna de ellas deberá determinarse atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la marcha de la administración de justicia y la defensa de los imputados. Por aplicación de ese criterio y teniendo en cuenta que, además, la sustracción del documento nacional de identidad y de la tarjeta de crédito habrían ocurrido en la provincia, y más allá del concurso que pudiera existir entre los delitos a investigar, dado el carácter federal del documento y la vinculación que se advierte entre todos ellos, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer de la totalidad de los hechos, aunque no haya sido parte en la contienda.


    S., Eliana s/ Estafa


    COMP728,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión al criterio establecido por la CSJN en la competencia n°504 L. XLIV"Franco, Eduardo Alberto s/inf. Art. 6.1.9 de la ley 451". Competencia nacional."


    C., Amalia s/ Extorsión


    COMP704,XLIX-5 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento: relación de alternatividad entre ambas infracciones. Elementos insuficientes para calificar el delito. Corresponde al Juzgado de Neuquén profundizar la investigación.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito en que habría incurrido el imputado. Esa deficiencia, y la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones imponen la necesidad de contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido con relación al desapoderamiento del motovehículo, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar si resulta ajeno a aquel hecho, y sin que el tiempo transcurrido entre aquel delito y su incautación constituya un parámetro para desechar, sin más, su participación en la sustracción. En ese sentido, y teniendo en cuenta que, hasta el momento, no se habrían podido determinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que el imputado habría conseguido tener en su poder el ciclomotor, corresponderá al Juzgado que investigaba el robo del rodado profundizar la investigación respecto del desapoderamiento del rodado, a partir de los elementos recabados con motivo de su secuestro en General Roca, y sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    B., César David s/ Encubrimiento


    COMP908,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Privación ilegítima de la libertad. Contienda negativa de competencia. Economía procesal.


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción encada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    D., Antonio Manuel s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP664,XLIX-3 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Tribunal encargado de resolver


    Conflicto de competencia. Conflictos que debe dirimir la CSJN. Contienda entre jueces nacionales de primera instancia: existencia de un superior común. No corresponde intervenir a la CSJN.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir al Tribunal son aquellos en los que no media un superior común entre los órganos contendientes, según lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7º, del decreto ley 1285/58. Esa misma regla prevé que los conflictos que se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de la que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello la circunstancia de que uno de los magistrados nacionales ejerza la competencia federal con asiento en una provincia.


    H., Vincent s/ Denuncia delito contra la administración pública


    COMP120, L-14 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta. Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda.


    En atención a que la realización de medidas de instrucción con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia que fue atribuida, y a que la resolución de la justicia local no se apoya en elementos de juicio colectados luego de que continuara con la instrucción de la causa sino en circunstancias existentes al momento de recibirla y remitirla a la fiscalía para su investigación, corresponde a la justicia local seguir conociendo a su respecto.


    F., Daniel Leandro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP650,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conflicto entre jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Cuando la controversia se ha suscitado entre jueces nacionales debería ser dirimida, en su caso, por la Cámara Federal de Casación Penal, por cuanto es el tribunal que, en definitiva, posee facultades revisoras de las decisiones del órgano que previno en la contienda.


    E., Ricardo Vicente y otro c/ T., Ricardo Emilio y otro s/ Ejecución de honorarios - Incidente civil


    COMP105, L-29 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Conflicto suscitado entre jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Cuando la contienda ha sido suscitada entre jueces nacionales, no le corresponde a la Corte Suprema intervenir en el caso, pues, conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7°, del decreto–ley 1285/58, esta debe ser resuelta por la alzada de que dependa eljuez que previno, en el caso, por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.


    T. N., Sergio Omar y otro s/ Información


    COMP489, L-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Contienda entre dos jueces nacionales de primera instancia: tribunal encargado del tratamiento de la cuestión.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    P., Daniel s/ Estafa


    COMP863,XLIX-9 de abril de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de violación de domicilio. Delito de usurpación. Delito de daños. Corresponde a la justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Dado que la figura prevista en el artículo 150 como en el artículo 183, o incluso en el artículo 181, todos del Código Penal, integran la competencia de la justicia de la ciudad, corresponde al Juzgado en lo Penal, Contravencional y de Faltas n° 9, continuar conociendo en estas actuaciones.


    B., Enrique Roberto s/ Su denuncia - Violación de domicilio


    COMP1029,XLIX-28 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento y sustracción: relación de alternatividad entre ambas infracciones. Corresponde a la justicia nacional.


    "Es doctrina de la Corte Suprema que el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción, circunstancia que no se presenta en el sub examine. Asimismo, tiene establecido la Corte que, si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el juez nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. No resulta posible desechar la intervención en el desapoderamiento de quienes aparecen como imputados, cuando no surge la realización de ninguna medida tendiente a dilucidar ese aspecto, como tampoco se ha indagado acerca de la manera en que aquéllos habrían entrado en posesión del motor incautado y la averiguación de sus precisas circunstancias, lo que adquiere particular relevancia si se repara en el escaso lapso que medió entre el robo del vehículo y el ulterior hallazgo de esa pieza mecánica. Ello no sólo contribuiría a definir la situación de los prevenidos respecto del delito contra la propiedad en el sentido establecido en Fallos: 317: 499, 325: 950, y 326: 908 y Competencia n° 1379; 1. XXXIX, in re"Amarilla, Roberto Ramón; Cristian, Raúl; Sastre, Horacio Ramón si robo agravado", sino, también, y según el caso, a identificar a sus autores.Sobre la base de estas consideraciones, corresponde al Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción n° 42, profundizar la investigación respecto deldesapoderamiento del rodado a partir de los elementos recabados con motivo del secuestro de su motor en sede provincial, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior."


    M., Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP147, L-18 de julio de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 736, L. XLIX, in re "Demasi, Francisco s/estafa”.


    D., Francisco s/ Estafa


    COMP761,XLIX-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Jurisdicción


    Supervisión de ejecución de pena. Reapertura del legajo. Intervención del fiscal en el proceso de ejecución. Legitimación activa de la Oficina de Asistencia a la Víctima. Aplicación del Tratado entre la República Argentina y Reino de España sobre Traslados de Condenados: jurisdicción exclusiva del Estado de condena.


    "La intervención eventual que reserva la ley al fiscal para los incidentes que se susciten en la etapa de ejecución es referida al resguardo de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, contemplados en el artículo 120 de la Constitución Nacional y en la ley 24.946 (arts. 10 y 25, incs. a, b, f, g, h, j, k, 1) y, por lo tanto, no constituye un requisito para la actuación del juez, pues ya no se trata de promover o ejercerla acción penal, como se prevé en los artículos 65 y siguientes de ese cuerpo normativo; más aún, adviértase quesu artículo 490 establece que"las resoluciones judiciales serán ejecutadas por el tribunal que las dictó o por el juez de ejecución, según el caso, el que tendrá competencia para resolver todas la cuestiones o incidentes que se susciten durante la ejecución...”. Por otra parte, la presentación de la Oficina de Asistencia a la Víctima en el sub examine, ha constituido una expresión más de la constante preocupación de este Ministerio Público Fiscal en la atención de la persona afectada por la comisión de un ilícito. Esa política criminal, implementada con sustento en el artículo 33, inciso "e", de la ley24.946, se ha visto reflejada en numerosas resoluciones dictadas en el ámbito de esta Procuración General (v, gr. PGN 58/1998, 9/2000, 126/2006,112Y 17412008, Y 65 Y 1105/2014).La discrepancia de criterios entre el fiscal y el titular de dicha oficina, careció de la entidad que se pretende pues el juez se hallaba habilitado a proceder de oficio y, en todo caso, no obstante su reiterada oposición a la reapertura del legajo, el representante del Ministerio Público consintió la resolución que aquí impugna la defensa. En consonancia con la reserva de jurisdicción prevista en el citado artículo 12.1 del acuerdo bilateral, su artículo 11 también determina que"sólo el Estado de condena podrá conceder la amnistía, el indulto o la conmutación de la pena... conformea su Constitución y a sus leyes", y que"el Estado de cumplimiento podrá solicitar del Estado de condena la concesión del indulto o la conmutación, mediante petición fundada, que será benévolamente examinada". Ahora bien, si la autoridad judicial del Reino de España consideró que la sanción impuesta por la justicia argentina controvertía su derecho interno, lo razonable habría sido solicitar por la vía correspondiente su modificación con observancia de esa previsión específica del tratado. Al mismo tiempo, ello habría significado ajustar su conducta al artículo 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados -que rige para ambosEstados en tanto prevé que"una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado". Lo resuelto por el Estado de cumplimiento afecta el orden público argentino y, consecuentemente, sin transgredir el principio de la jerarquía de las normas (art. 31 de la Constitución Nacional), autoriza a recobrar la plena jurisdicción de conformidad con el principio de buena fe con que deben interpretarse y observarse los tratados, como así también en ejercicio del control judicial tendiente a resguardar los principios de derecho público constitucionales.Se descarta que la sentencia apelada pueda comprometer la garantía que impide la doble persecución o afectar la cosa juzgada, pues no se trata de un nuevo juzgamiento por el hecho de la condena ya dictada, sino de enmendar los efectos de la irregularidad descripta."


    A. G., Fructuoso s/ Causa nº 14.460


    A868,XLVIII-30 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Nulidades


    Efectos.Extensión


    Anulación de un acto interruptivo de la prescripción de la acción penal. Procedencia del recurso extraordinario: resolución arbitraria por clausura inexorable del proceso. Remisión a los dictámenes en las causas D.749, L. XLVIII, "Demaría" y N.1, L. XLIX,"Navarro Castex”. Declaración de inadmisibilidad de la recusación del juez interventor; aplicación del Art. 62 del CP."


    "La decisión de anular el auto de citación a juicio que el Ministerio Público Fiscal sella prácticamente la suerte del proceso, causando a esa parte un agravio de imposible reparación ulterior. En efecto, una vez declarada la invalidez de ese acto procesal, el anterior acto con capacidad para interrumpir la prescripción de la acción penal en los términos del artículo 67, cuarto párrafo, delCódigo Penal, habría tenido lugar más de dos años antes del día en que la cámara de casación dispuso la anulación, por lo que el plazo de prescripción aplicable sehallaría en principio cumplido.En cuanto al fondo de la arbitrariedad postulada, al saltar del relato de los hechos relevantes a la conclusión normativa, en ninguno de los dos votos que conformaron la decisión mayoritaria del a qua se advierte fundamento jurídico alguno en sustento de la decisión que propician, lo que impide tener a la resolución impugnada como acto jurisdiccional válido. Máxime cuando la solución que de esa manera se adopta ignora sin razón explícita la regulación expresa de la legislación procesal aplicable al caso. En efecto, el artículo 62 del Código Procesal Penal de la Nación indica al juez recusado que, cuando declara inadmisible la recusación planteada, ha de continuar sin embargo con la actividad procesal que le corresponde incluso durante la tramitación de las incidencias a las que el rechazo del planteo dé lugar; y dispone que esos actos serán, en su caso, declarados nulos si se acogiera en definitiva la recusación, lo que no ha ocurrido en el caso en examen."


    C., Sergio Claudio y J., Ricardo Raúl s/ Causa nº 36/2013 y 38/2013


    C1616,XLIX-26 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Prueba


    Medidas de Coerción para la Obtención de Pruebas.Allanamiento de Domicilio


    Planteo de nulidad del auto de allanamiento: desestimación. Validez de las medidas de extracción de sangre: consentimiento de la titular y realización conforme procedimiento aceptado por la defensa. Configuración de un delito de lesa humanidad: remisióna lo dictaminado en G. 1015, XXXVIII,"Gualtieri Rugnone de Prieto, Emma Elidia y otros”. Acreditación del elemento subjetivo: inexistencia de arbitrariedad. Pena: determinación judicial, fines múltiples y proporcionalidad."


    "El agravio referido a la falta de fundamentación del auto que dispuso el allanamiento debe ser desestimado, pues tal como concluyó el a quo "el requisito de fundamentación se halla perfectamente cumplimentado y las razones han sido adecuadas a los presupuestos de necesidad, razonabilidady proporcionalidad de la medida", de acuerdo con los artículos 218, 218 bis y 224 del código ritual. A lo que agregó que esa conclusión encuentra apoyo también en el precedente de Fallos: 332:1769, donde en un caso análogo, V.E. convalidó una orden judicial emitida en términos idénticos a los observados en el sub examine. Si bien es cierto que el consentimiento pudo estar condicionado por la advertencia de que la alternativa a la extracción consistía en el allanamiento de su domicilio y el secuestro de efectos íntimos, ello no priva de legalidad al procedimiento, dado el carácter absolutamente lícito de la consecuencia advertida, a la que, en consecuencia, no podía oponerse. Es doctrina de esta Corte que, salvo mejor interpretación que de sus propios fallos haga el Tribunal, el allanamiento y secuestro de efectos personales no ocasiona la afectación de derechos fundamentales, tales como la vida, la salud, la integridad corporal o la intimidad, yaque las muestras se adquieren"sin invadir el cuerpo del recurrente, es más, sin siquiera contar con su participación activa...". Si bien"no es jurídicamente relevante plantear un conflicto de derechos, invocando el de la presunta víctima secuestrada a preservar su integridad física, porque es insignificante, tanto la extracción como la cantidad de torrente sanguíneo a extraer","no cabe duda alguna acerca de que sería prudente que el Estado evitase el penoso espectáculo del ejercicio de coerción físicasobre una persona adulta para hacerle sufrir una lesión subcutánea que, en verdad, y cualesquiera sean los antecedentes de legislación comparada, no se haya previsto en la ley" y que, además,"resulta de dudosa constitucionalidad en nuestro derecho positivo vigente, no sólo cuando se trata de imputados, sino en especial cuando se trata de testigos muy particulares, como son las presuntas víctimas o sujetos pasivosdel delito que se investiga".Un acta de procedimiento labrada con los recaudos y formalidades exigidos por la ley procesal hace plena fe hasta que sea argüida de falsa, por acción civil o criminal, la existencia material de los hechos que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por él mismo o que han pasado en su presencia. En cuanto al agravio referido a la falta de control de la extracción de las muestras de sangre de que se realizó a familiares de quienes habrían sido los padres biológicos de la damnificada, el mismo debe desecharse por inexistente, dado que no puede provocar perjuicio alguno que la defensa no haya tenido la posibilidad de controlar un procedimiento de obtención de muestras hemáticas que no mereció ninguna crítica de su parte en cuanto a la fiabilidad de su resultado, y que se llevó a cabo en un todo de acuerdo con leyes cuya constitucionalidad tampoco fue objetada.Debe rechazarse el planteo según el cual los delitos imputados en esta causa no constituyen delitos de lesa humanidad. La Corte Interamericana de Derecho Humanos tiene dicho que la sustracción, supresión y sustitución de identidad de una menor, como consecuencia de la privación ilegal de la libertad de su madre en nuestro país, a fines de 1976, mientras se encontraba en avanzado estado de embarazo, pueden calificarse como una forma particular de desaparición forzada de personas, por haber tenido el mismo propósito o efecto, al dejar la incógnita por la falta de informaciónsobre su destino o paradero o la negativa a reconocerlo. La objeción referida a la falta de acreditación del elemento subjetivo de los delitos de lesa humanidad, remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria, en particular si la decisión cuenta con fundamentos que descartan adecuadamente esa tacha.La doctrina de la arbitrariedad es de aplicación excepcional y excluye que, por su intermedio, se pretenda el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo que impidan considerar al fallo como la"sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.El ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, salvo arbitrariedad.La resocialización no es el único objetivo de la sanción penal, según nuestro ordenamiento, si bien el mandato constitucional ordena que toda pena privativa de la libertad esté dirigida esencialmente a la reforma y readaptación social de los condenados (artículo 5, inciso 6, de la Convención Americana de Derechos Humanos), al igual que el tratamiento penitenciario de los penados (artículo 10, inciso 3, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos), por lo que el sentenciante no puede desentenderse de los posibles efectos de la pena desde el punto devista de la prevención especialLa Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo, con base en el derecho internacional humanitario y de los derechos humanos, que el Estado argentinotiene la obligación de garantizar no sólo que se sancione a los responsables de crímenes de lesa humanidad, sino también que se los sancione de manera adecuada a la gravedad de esos crímenes. Es que no puede pasarse por alto el sentido de prevención general de la pena impuesta por delitos de esa índole, en el marco del sistema de protección de los derechos humanos conocido como ius cogens.Para que exista agravio constitucional en cuanto a la desproporcionalidad de las penas, basado en la comparación con aquellas impuestas a condenados en otros procesos, la desigualdad debe surgir del texto mismo de la ley y no de la diversa inteligencia que pudieron haberle otorgado sucesivamente las autoridades encargadas de hacerla cumplir."


    R., Luis José y otra s/ Causa Nº 13.968


    R277,XLIX-5 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Interceptación de Correspondencia.Requisito de Fundamentación de la Medida


    Contrabando de exportación. Apertura de encomienda: requisito de fundamentación del auto. “Motivos suficientes” para practicar una requisa: elementos a ponderar.


    "Un"gran nerviosismo" (Fallos: 326:41) o "cierto estado de nerviosismo" (Fallos: 325:3322), en las circunstancias en que se desarrollaron los sucesos incriminados en esos casos, fueron considerados razón válida para habilitar al personal policial a practicar medidas que suponían una injerencia en el ámbito privado de los imputados, sin contar con una autorización judicial, cuando a la luz de la experiencia del funcionario interviniente existía una razonable sospecha de que el individuo poseía cosas relacionadas con un delito."


    D. L. V., Sergio Daniel s/ Causa nº 12.909


    D702,XLIX-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Medios de Prueba


    Recurso de queja mal denegado. Gravamen de imposible reparación ulterior. Sentencia equiparable a definitiva. Cuestiones ambientales. Presunta nulidad de recolección de muestras. Emisión de nuevo pronunciamiento.


    La resolución del a quo, que no hace lugar a la queja por casación denegada y deja así cerrada la posibilidad de que el máximo tribunal penal trate una cuestión esencial para este proceso -como es la validez del informe técnico producido en una investigación de graves infracciones ambientales- provoca al Ministerio Público Fiscal un gravamen de imposible reparación ulterior, por lo que es de aquellas que han de ser equiparadas a una sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48. Asimismo, existe cuestión federal suficiente porque se encuentra planteada la presunta afectación al medio ambiente, amparado por el artículo 41 de la Constitución Nacional, cuestión que, a criterio de la Corte, requiere tutela inmediata y efectiva. Tal como expresó la Sra. Procuradora General de la Nación en el dictamen de “Papel Prensa”, las cuestiones ambientales involucran el derecho humano fundamental de todos los habitantes a gozar de un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras. La consagración constitucional de este derecho y deber fundamental conlleva la obligación de las autoridades estatales, tanto nacionales como provinciales, de proveer a él. Asimismo, la protección no sólo implica un mandato a la autoridadestatal sino que exige, además, la responsabilidad empresaria e individual de cada uno de los habitantes para su preservación. Pues de ello depende, que el derecho a gozar de un ambiente sano no constituya una mera expresión de buenos y deseables propósitos paralas generaciones del porvenir.Tiene dicho la Corte que ante la existencia de un peligro de daño irreversible y la ausencia de información relativa a dicho perjuicio, el principio precautorio produce una obligación de previsión extendida y anticipatoria a cargo del funcionario público. La aplicación de este principio implica armonizar la tutela del ambiente y el desarrollo, mediante un juicio de ponderación razonable.La Cámara de Casación, al rechazar el recurso de queja mediante fórmulas abstractas, afectó las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, que también amparan a este Ministerio Público, y que exigen que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Tal como sostiene el fiscal general, el hecho de que una sentencia o actos anteriores deban quedar firmes en última instancia por recurso del imputado y su defensa, no obsta al ejercicio del derecho de la parte acusadora a la anulación de una sentencia inconstitucional (por arbitraria). Siendo que el derecho del imputado y el derecho del acusador deben coexistir en un sistema armónico porque tienen fundamentos distintos. El del inculpado, en el artículo 8.2 h de la Convención Americana y similares, el de los acusadores, en el artículo 1, 31, 116 Y 117 de la Constitución Nacional que establecen el control difuso de constitucionalidad de las normas y actos de gobierno para evitar la estabilidad de sentencias infundadas y arbitrarias. En cuanto al fondo de la cuestión asiste razón al recurrente pues el informe técnico efectuado por el Departamento Químico Ambiental no reviste carácter de unapericia química propiamente dicha (artículos 253 y ss. del CPPN). Por el contrario, la mencionada recolección de muestras se llevó a cabo en los momentos preliminares de la instrucción, en el marco de un allanamiento ordenado, con la debida expresión de fundamentos, por el magistrado.También ha de advertirse que el hecho de que la medida fuera cumplida en el marco de un allanamiento, excluye la aplicación del régimen previsto para la prueba pericial (art.253 a 267), incluida la exigencia de notificar a las partes de la resolución que disponía la pericia (art. 258 Código Procesal).


    C. SACI s/ Causa nº 15.122


    C743,XLIX-10 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Prueba Testimonial


    Derecho a controlar la prueba de cargo. Incorporación por lectura de las declaraciones testimoniales: doctrina “Benítez”. Doctrina de la arbitrariedad.


    "Se llevó a la consideración del tribunal superior de la provincia de Buenos Aires una cuestión federal semejante a la que fue materia del pronunciamiento de la CSJN en el precedente publicado en "Benítez", pero cuya sustancia no fue atendida por el a quo al juzgar equivocada la caracterización legal que el recurrente había dado a su impugnación. De ese modo, con un exagerado rigor ritualista, la corte bonaerense desatendió la responsabilidad que le cabía como tribunal intermedio. Como en lo decidido por la CSJN en “Yapur”, corresponde dejar sin efecto el pronunciamiento impugnado, pues no constituye un acto jurisdiccional válido."


    B., Hugo Orlando s/ Causa n° 111.691


    B208,XLIX-16 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Valoración de la Prueba


    Remisión a F. 291, L. XLIII,"Fortuna, Ariel Gastón; Capristo, Jonathan Víctor; Grossman Adrian s/ Homicidio en grado de tentativa en concurso real con robo agravado por el uso de arma de fuego - Causanº 2093 -" y a A. 14, L. XXXIX"Aldera, Yamil s/ Robo con armas en grado detentativa - Causa n° 3170 -".


    A., Jonatan Emmanuel s/ Causa nº 13.619


    A126, L-14 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Recusación


    Sentencias de Corte: circunstancias existentes al momento de la decisión. Cuestión de pronunciamiento abstracto.


    Toda vez que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de su decisión, aunque estas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, deviene abstracto que expedirse sobre el planteo del Señor Fiscal General.


    "D. V., Julio Miguel; M., Alessandra s/ Causa n° 14.459"


    D244, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Causales de Recusación


    Recusación de los jueces. Sospecha de parcialidad. Juzgamiento de los mismos hechos respecto de otros imputados. Doctrina “Lamas” y “Menéndez”.


    El hecho de que el tribunal que ha de juzgar a una persona haya intervenido con anterioridad en el juzgamiento de otras por hechosconexos con los del proceso actual no da por sí un derecho de recusación, salvo que el tribunal se haya pronunciado en el procedimiento anterior sobre la participación que en esos hechos le cupo a quien ha de ser enjuiciado por el mismo suceso en el procedimiento actual.


    S., Gabriel Ismael s/ Causa nº 458/2013


    S896,XLIX-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Ministerio Público Fiscal.Deberes y Facultades del Fiscal.Facultades del Fiscal


    Rechazo de nulidad: falta de definitividad y perjuicio concreto. Presunta violación de la regla ne procedat iudex ex officio. Ausencia de requerimiento fiscal específico. Requerimiento de instrucción. Querella en solitario. Precedentes"LitográficaSan Luis", "Badano, Élida A.","Diéguez Herrera” y “Tadeo”.


    "Al dirigirse la pretensión de la defensa contra el rechazo de la nulidad que planteó ante el juez de la causa, el caso encuadra en el criterio de V.E. en cuanto a que pronunciamientos de esa naturaleza, cuya consecuencia es continuar sometido al proceso, no constituyen sentencia definitiva o equiparable a tal, a los fines del recurso extraordinario, sin que la invocación de la tacha de arbitrariedad o de garantías constitucionales puedan suplir ese requisito. La parte recurrente ha omitido señalar de qué modo la ausencia de requerimiento fiscal específico ha podido afectar en concreto y en las condiciones del sub judice los derechos de sus asistidos. Tal deficiencia permite aplicar la doctrina del Tribunal según la cual la sanción de nulidad no puede ser declarada en exclusivo interés de la ley, sino que requiere la existencia de un perjuicio concreto para alguna de las partes. El planteo se vincula de manera directa con las atribuciones que el artículo 120 de la Constitución Nacional hareservado a este Ministerio Público, sobre las cuales esta ProcuraciónGeneral dictaminó en la causa "Litográfica San Luis", y en las similares "Badano, Élida Ángela" y"Diéguez Herrera, Esteban”. Allí se fijó postura en favor de la mayor eficacia posible de la regla ne procedat iudex ex officio en el marco de la ley procesal penal vigente, con la menor afectación de los derechos que asisten al acusador particular.Es pertinente recordar aquí que en el primero de esos dictámenes se admitió como principio que, requerida la instrucción por el fiscal, no existían impedimentos para que el acusador particular, de prosperar su impugnación contra el auto de archivo y sobreseimiento dispuesto por el juez de conformidad con el criterio del representante de Ministerio Público, prosiga en solitario con el impulso del proceso por delito de acción pública hasta su finalización. Ello, sin menoscabo de la posibilidad de reasumir su potestad requirente de variar los elementos de cargo como resultado de las medidas que se practiquen a pedido del querellante, y de su obligada intervención en las materias que le reservan el artículo 120 de la Constitución Nacional y la ley 24.946. Este temperamento fue reiterado al expedirseesta Procuración General in re "Taddeo", donde se postuló que, en ejercicio de su función de contralor y no obstante haber pedido el sobreseimiento, el fiscal debía asistir a la audiencia de debate instada exclusivamente por la querella.El fallo de V.E. en los autos "Litográfica San Luis" no se opone a ese enunciado, desde que -en definitiva- coincide en la atribución del acusador privado de proseguir en el ejercicio exclusivo de la acción penal al prosperar su recurso contra el sobreseimiento resuelto de conformidad con la opinión del Ministerio Público, en una causa en que la acción penal había sido legalmente promovida. La vigencia, entonces, de aquel criterio en este ámbito sobre la basede los argumentos oportunamente desarrollados, permitiría concluir que el planteo del recurrente deviene inoficioso, pues la existencia en autos del requerimiento de instrucción del fiscal al inicio de la causa, además de la inmediata delegación y de las sucesivas ampliaciones, a lo que deben sumarse las solicitudes de dos de las partes querellantes y la expresa inclusión de esos hechos en el posterior requerimiento de elevación a juicio del Ministerio Público constituyen antecedentes procesalmente relevantes que acreditan que sin perjuicio que el acusador público no los introdujo de modo específico con anterioridad al auto en lo referido a las privaciones abusivas de la libertad que se les imputa, la acción penal pública ha sido legalmente iniciada y ejercida, sin menoscabo de sus garantías constitucionales.En el contexto de un proceso tendiente desde su inicio a esclarecer las irregularidades cometidas en el trámite de una investigación judicial, es posible afirmar que los hechos, respecto de los cuales se denuncia la ausencia de un requerimiento específico, se encuentran abarcados por el amplio impulso inicial de la acción por parte del Ministerio Público, el cual fue mantenido durante la instrucción y en la etapa prevista por los artículos 346 y 347 del Código Procesal Penal."


    M., Eamon y B., José C s/ Recurso extraordinario


    M67, L-16 de octubre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión del Procedimiento Penal a Prueba


    Acto jurisdiccional válido. Formalidades de las sentencias: opiniones sustancialmente coincidentes. Suspensión del proceso a prueba. Arbitrariedad de la interpretación y aplicación del artículo 76 bis del Código Penal: exigencia de consentimiento del Ministerio Público. Resolución PGN n° 24/00: auto-inhabilitación.


    "Es doctrina de la Corte que, si bien lo vinculado al modo en que emiten los votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a dicho principio y dejar sin efecto el pronunciamiento cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida. Es que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como un producto del intercambio racional de ideas entre ellos. Constituye una unidad lógico jurídico, cuya validez depende no sólo de que la pluralidad convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también presente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros deltribunal.Tiene resuelto también la Corte que, si un pronunciamiento judicial carece de mayoría de fundamentos sustancialmente coincidentes sobre la cuestión que decide, resulta descalificable como acto judicial válido y debe ser revocado, sin que obste a ello el hecho de que el apelante no haya planteado agravio al respecto pues el examen de la cuestión federal presupone la existencia de una sentencia, y una decisión que carece de mayoría de fundamentos no puede ser considerada como tal.La resolución apelada presenta tal defecto, y por lo tanto, no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido, pues si bien la opinión mayoritaria admitió la posibilidad de suspender el juicio a prueba en casos de delitos reprimidos con pena de inhabilitación, el primero de los votos lo hizo de modo tácito, sin fundamentación ni referencia a la disposición legal que expresamente excluye esa posibilidad, mientras que en el restante la magistrada se remitió al efecto a su voto en un caso anterior, e invocóla interpretación que -según su opinión- la Corte habríaefectuado en los citados autos "Acosta" y "Norverto", sobre los que nada dijoaquel juez.Sobre la arbitrariedad del pronunciamiento impugnado respecto de la la opinión del representante del Ministerio Público, ésta debe ser motivada -artículo 69 del ordenamiento procesal penal nacional- y se refiere exclusivamente a la subsistencia o el impulso de la acción penal, para que, en su caso, continúe progresando de manera regular de acuerdo con las reglas del Código Procesal Penal de la Nación, hasta la decisión final de la causa por parte de un juez o un tribunal. Es misión del Ministerio Público la defensa de la legalidad y los intereses generales de la sociedad (artículo 120 de la Constitución Nacional), y su función, en ese marco, consiste en promover y ejercer la acción pública en las causas criminales y correccionales (artículo 25, inciso "c" de la ley 24.946), en las que la persecución penal no se podrá suspender, interrumpir o hacer cesar, salvo en los casos y bajo las formas expresamente previstas en la ley (artículo 29 de la ley 24.946). Ese entendimiento se encuentra de manifiesto en el texto del artículo 76 bis del Código Penal, en cuanto prevé el consentimiento del fiscal como requisito para la concesión del beneficio en examen. Esa fue la intención del legislador, a tenor de las expresiones vertidas en ambas cámaras del Congreso durante el tratamiento parlamentario de la norma.La exigencia de autoinhabilitación tiene en cuenta el interés social de remediar la impericia que se estimapudo haber llevado a su comisión, lo que concuerda además con la voluntaddel legislador de adoptar prevenciones al respecto en los casos de esa naturaleza, de acuerdo con las expresiones formuladas en el trámite parlamentario de la norma y que el magistrado apelante invocó en su impugnación. La fiscal invocó una razón de política criminal para oponerse a la suspensión del juicio en el caso,apoyada en disposiciones legales (PGN 24/2000 y 86/2004) porque el imputado como autor del delito de homicidio culposo agravado por haberse ocasionado por la conducción antirreglamentaria de un vehículo automotor, no accedió a autoinhabilitarse para conducir automóviles durante el plazo de concesión del beneficio.La condición a la que la fiscalía subordinó su aplicación, lejos de aparecer irrazonable es la que permite compatibilizar la interpretación amplia que propicia el voto en análisis con la intención del legislador.Por último, respecto a la supuesta violación a la garantía del juicio previo que ocasionaría la exigencia de auto inhabilitación, el artículo 27 bis del Código Penal establece que las reglas de conducta allí previstas -a las que se remite el artículo 76 ter de ese código- podrán ser modificadas por el tribunal según resulte conveniente al caso, así como también, el Código Procesal Penal de la Nación prevé, como medida de seguridad, que al dictar el procesamiento el juez, si es aplicable al hecho alguna inhabilitación especial, podrá disponer también que el imputado se abstenga de esa actividad."


    M. P., Bruno Martín s/ Causa nº 15.296


    M19, L-16 de junio de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión de juicio a prueba. Extemporaneidad del planteo. Remisión a lo dictaminado en autos A. 363, L. XLIX,"Armstrong, Sharon Mae s/ causa n° 15.507". Precedentes"Zanella, Claudio Marcos s/ Recurso de casación","Patty Tantani, Edilberto s/ Recurso de casación", “Mitre, Rubén Ricardo Jorge y otros s/ Recurso de casación”, “Torres,Santiago s/ Recurso de casación" y “Norverto”. Menoscabo de los objetivos político criminales. Mantenimiento de queja."


    "En el presente se hace hincapié en la inadecuada aplicación que se hizo en el análisis del instituto de la suspensión del juicio aprueba, producto de una irrazonable interpretación de su naturaleza y de las disposiciones legales que lo regulan. La suspensión del juicio a prueba fue intempestiva, porque la defensa la formuló luego del alegato en el que el fiscal requirió al tribunal la condena de la imputada.Las situaciones analizadas en los precedentes invocados por la juez que presidió el acuerdo fueron diferentes a la del sub examine, desde que en aquéllas la solicitud del beneficio fue anterior al inicio del debate, la producción de prueba y el alegato del fiscal.En efecto, en los casos"Zanella, Claudio Marcos s/ Recurso de casación" y"Patty Tantani, Edilberto s/ Recurso de casación" las defensas solicitaron la suspensión del juicio a prueba luego de que el tribunal fijara fecha para el debate oral y público, pero antes de que éste se iniciara. En el otro antecedente citado, “Mitre, Rubén Ricardo Jorge y otros s/ Recurso de casación” las defensas solicitaron la suspensión del proceso con anterioridad a la fijación de la audiencia de debate, no obstante que la juez criticó el criterio según el cual la solicitud de suspensión sólo puede formularse hasta vencer el plazo previsto en el artículo 354 del ordenamiento procesal penal. En ninguno de esos precedentes se evaluó entonces la situación aquí planteada.En un caso semejante al presente fue examinado en los autos"Torres, Santiago s/ Recurso de casación”, en el que dicha juez sostuvo que la suspensión del juicio a prueba puede solicitarse -inclusive- hasta la oportunidad prevista en el artículo 393 del Código Procesal Penal de la Nación, si existe un cambio de calificación legal.Sin embargo, en el sub examine no se modificó la calificación legal por la que se requirió la elevación de la causa a juicio, de manera que tampoco ese criterio sirve de apoyo a la opinión mayoritaria. Por el contrario, refuerza el planteo del fiscal acerca de la extemporaneidad de la solicitud formulada por la defensa.Asimismo, en el caso"Norverto" la cuestión versósobre una solicitud de juicio a prueba formulada luego del vencimiento del plazo del artículo 354 del C.P.P.N, durante la etapa preliminar al debate, situación quees distinta a la del sub lite.Los jueces que integraron la mayoría no dieron el mínimo fundamento para determinar el límite temporal de la aplicación del instituto, ni para afirmar que la solicitud formulada luego de la producción de la prueba en el debate oral y del alegato del fiscal fuera tempestiva. En este punto, se apoyó en una mera afirmación dogmática y en una referencia en abstracto al principio pro homine, al que no se vinculó conlos concretos hechos del caso.En ese sentido, aunque en el texto de las disposiciones que regulan la suspensión del juicio a prueba no se encuentre de manera expresa un límite temporal para su planteamiento, no se debe perder de vista que uno de los objetivos político criminales que se buscó mediante la incorporación del instituto fue descongestionar al sistema penal de delitos de menor trascendencia o daño social.La solicitud de suspensión luego de que se desarrolló toda la prueba en el debate oral y el fiscal alegó postulando la aplicación de una pena por el mismo hecho por el que se requirió la realización del juicio, resulta contrario al concepto del instituto, y a su objetivo de agilizar la administración de justicia y evitar desgastes jurisdiccionales. En ese sentido, si el beneficio fuese revocado por alguna de las razones previstas en las normas que regulan el instituto, el debate deberá ser llevado a cabo nuevamente por completo.No se paso por alto que el principio pro homine obligaa privilegiar la interpretaciónlegal que más derechos acuerde al ser humano frente al poder estatal, sin embargo, la exégesis de la ley no puede exceder el límite de razonabilidad, y la elección de la interpretación más favorable debe darse siempre dentro de lo que la norma posibilita. En tal sentido, suspender a prueba un juicio en el que ya se realizó el debate implicauna contradicción manifiesta, que conspira contra el buen funcionamiento de la administración de justicia."


    A., Zulma Viviana y otros s/ Recurso de casación


    CSJ1590/2014/RH1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión de juicio a prueba. Improcedencia del instituto respecto de delitos para los que se prevé pena de inhabilitación especial en forma conjunta o alternativa. Resolución PGN n° 24/2000.Consentimiento del fiscal requisito para la procedencia. Inexistencia de mayoría de opiniones coincidentes: acto jurisdiccional inválido. Mantenimiento de queja.


    No se admite la suspensión del juicio a prueba cuando el delito tuviese pena de inhabilitación, porque en este caso existe un especial interés del Estado en esclarecer la responsabilidad del imputado, para adoptar prevenciones al respecto.La resolución PGN 24/2000 dispuso, con carácter de instrucción general, que cuando la pena de inhabilitación se encuentra prevista en forma conjunta o alternativa sólo corresponderá dictaminar a favor de la aplicación del instituto si se impone al imputado, como regla de conducta durante el período de prueba, el cese de la actividad en la que habría sido inhabilitado de recaer condena, y la capacitación necesaria para remediar la impericia manifestada en eldelito (punto dispositivo 4°).Por otro lado, es doctrina de la Corte que, si bien lo vinculado al modo en que emiten los votos los jueces de los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de las sentencias son, como regla, materias ajenas al recurso extraordinario federal, corresponde hacer excepción a dicho principio y dejar sin efecto el pronunciamiento cuando no existe mayoría de opiniones sustancialmente coincidentes sobre la solución de la cuestión debatida.Asimismo, tiene dicho que, si un pronunciamiento judicial carecede mayoría de fundamentos sustancialmente coincidentes sobre la cuestión que decide, resulta descalificable como acto judicial válido y debe ser revocado, sin que obste a ello el hecho de que el apelante no haya planteado agravio al respecto pues el examen de la cuestión federal presupone la existencia de una sentencia, y una decisión que carece de mayoría de fundamentos nopuede ser considerada como tal.En tal sentido, si bien la opinión mayoritaria admitió la posibilidad de suspender el juicio a prueba en el caso, los votos se apoyaron en razones distintas. La sentencia apelada no puede ser considerada como acto jurisdiccional válido.


    T., Alejandro Fabián s/ Causa n° 358/2013


    T228, L-18 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión de juicio. Delito de asociación ilícita, hurto y robo con arma. Arbitrariedad de la interpretación y aplicación del artículo 76 bis del Código Penal: exigencia de consentimiento del Ministerio Público. Mantenimiento de queja.


    Existió arbitrariedad de la interpretación y aplicación que el tribunal oral hizo del artículo 76 bis del Código Penal, según la cual la oposición del fiscal a la suspensión del juicio sólo resultaría vinculante cuando la ejecución de la pena no pudiera ser dejada en suspenso, a pesar del texto y del espíritu de aquella disposición legal, en la que se prevé que su consentimiento resulta una condición para la concesión de ese beneficio, de conformidad con las funciones de promoción y ejercicio de la acción penal del Ministerio Público Fiscal establecidas en el artículo 120 de la Constitución Nacional, en los artículos 5 y 65 del Código Procesal Penal de la Nación, y en la ley 24.946. Por otro lado, existió un fuerte razonamiento de la oposición a la suspensión del juicio a prueba respectodel imputado, fundada en razones de política criminal vinculadas con la personalidad del autor, con la gravedad de los hechos que se le atribuyen -calificados como asociación ilícita, hurto y robo con arma, en los que habría asumido el papel de integrante de la Policía Federal-, con el resultado de los allanamientos efectuados, y con el alto grado de organización entre los diversos imputados, las que lo llevaron a negar su consentimiento y postular la realización del juicio oral, frente a la concreta posibilidad de requerir la aplicación de una pena de efectivo cumplimiento y al peligro que representan para la sociedad grupos como el que se constató en esta causa. El tribunal oral dispuso la suspensión del juicio sin demostrar que el dictamen del fiscal careciera de motivación o fundamentación razonable, a pesar de que tal era el objeto al que debía ceñirse su examen, en lugar de analizar si estaba o no de acuerdo con esa opinión, pues de lo contrario carecería de sentido la disposición legal por la que se requiere su consentimiento para la concesión del beneficio.Además, el a quo restringió de manera arbitraria su competencia, al exigir al efecto la concurrencia de una cuestión federal, a pesar de que ese requisito de procedencia sólo está previsto en relación a la apelación del artículo 14 de la ley 48. En efecto, el texto del artículo 76 bis del Código Penal prevé, además de la posibilidad de condenación condicional, el consentimiento del fiscal como requisito para la concesión del beneficio, lo que invalida cualquier interpretación alternativa que se aparte de él, ya que aquella fue la intención del legislador. Si bien el órgano jurisdiccional tiene la facultad de controlar la motivación y la razonabilidad de la opinión del representante del Ministerio Público Fiscal, no está facultado a sustituirla por la suya.


    A., Jonathan Gastón s/ Causa n° 16.282


    A501, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba. Consentimiento del fiscal: oposición fundada. Ausencia de ofrecimiento razonable de reparación del daño.


    "El artículo 76 bis del Código Penal establece con claridad que el consentimiento del fiscal constituye un requisito para la suspensión de la realización del juicio. La promoción y ejercicio de la acción penal corresponden exclusivamente al Ministerio Público Fiscal, de acuerdo con el artículo 120 de la Constitución Nacional, el artículo 71 del Código Penal, los artículos 5 y 65 del Código Procesal Penal de la Nación, y la ley 24.946 -Ley Orgánica del Ministerio Público-. Teniendo en cuenta tales principios, el legislador estableció como requisito necesario la conformidad del Ministerio Público Fiscal, facultándolo a seleccionar, con base en razones de política criminal, las conductas que pueden no ser sometidas a juicio. En caso de no haber estado debidamente fundada la opinión del fiscal sobre la suspensión del juicio, el a quo debió anular ese dictamen y darle nueva vista para que se expidiera conforme a derecho, pues si bien el órgano jurisdiccional tiene la facultad de controlar la legalidad y razonabilidad de la opinión del representante del Ministerio Público Fiscal, no puede suplirlo en el ejercicio de sus funciones. El fiscal se opuso a la suspensión del juicio con base en una pauta de política criminal enraizada en la ley, en cuyas disposiciones se establece que el imputado deberá ofrecer hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, que el juez decidirá sobre la razonabilidad del ofrecimiento, y que la extinción de la acción penal -transcurrido el plazo de suspensión- está supeditada al cumplimiento del compromiso de reparar los daños en la medida ofrecida. El principio pro homine obliga a privilegiar la interpretación legal que más derechos acuerde al ser humano frenteal poder estatal. La exégesis de la ley, sin embargo, no puede pasar por alto el límite que representan las palabras que empleó el legislador. Los términos de la leyaplicable, lejos de concebirlo"sólo como una posibilidad quepropone el imputado", establecen que el ofrecimiento de reparación del daño debe ser razonable, condición a la que no se ajustó la propuesta del imputado en el caso de acuerdo con la opinión que compartieron el fiscal y el tribunal oral."


    M., Héctor Oscar s/ Causa Nº 16.271


    M435, L-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Suspensión del juicio a prueba: interpretación y aplicación. Aplicación arbitraria del art 76 bis del C.P.: requisito ineludible del consentimiento del fiscal. Interpretación y alcance de la resolución 97/2009 del PGN.


    En lo que subyace a la oposición de la concesión del beneficio es la necesidad de realizar el juicio como medio idóneo para transmitir y resaltar la vigencia de los valores que fundan la convivencia frente a las características del hecho atribuido al imputado y su posición frente a la situación de las víctimas, de conformidad con los términos de la resolución n° PGN 97/2009, que dictó la Procuración General de la Nación sobre esa materia a fin de establecer algunos criterios de política criminal tendientes a complementar las pautas establecidas en el artículo 76 bis del Código Penal, con el objeto de determinar bajo qué parámetros se regirá la utilización de ese instituto respetando su naturaleza de método alternativo de resolución de conflictos. Las circunstancias señaladas supra permiten cuestionar la voluntad del imputado, de contribuir a una solución alternativa al conflicto originado por su actuación, lo que constituye el sentido del beneficio solicitado por el imputado, y cuya consideración también se dispuso mediante la resolución PGN n° 97/2009 a la hora de evaluar la procedencia delinstituto.La opinión contraria a la suspensión del juicio contó con fundamentos suficientes a partir de razones de política criminal que, aunque no fueran compartidas por el a quo, lo pusieron a salvo del control del que pudo haber sido objeto, y lo colocaron así como un límite infranqueable a la concesión de aquel beneficio.


    C., Mario Raúl s/ Causa n° 15.788


    C1416,XLIX-20 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Recursos


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Daniel Litorio s/ Recurso de casación


    B1061,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    "B., Manuel; B., Silvia y B., María Carmelina s/ Causa nº 389/13"


    B1068,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Rafael Víctor s/ Recurso de casación


    B1060,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Rolando s/ Causa nº 286/13


    B1027,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C. G., Antonio y otros s/ Causa nº 315/13


    C1439,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C. SRL s/ Causa nº 1339/2013


    C1434,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C.,Ana María s/ Causa nº 1346/2013


    C1454,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C., EstanislaoAlberto s/ Recurso de casación


    C1494,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    C., Ramón Humberto s/ Causa nº 769/2013


    C1502,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    E., Elsa Graciela s/ Causa nº 500/13


    E281,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    F., Eduardo Luis y otros s/ Causa nº 17216


    F697,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    F., María Ester s/ Recurso de casación


    F389,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    F., Oscar Nevio s/ Causa nº 14733


    F694,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    G.,Jorge Aníbal s/ Causa nº 16505


    G1025,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    G., Matías Lucas s/ Causa nº 1121/2013


    G971,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    H., Bernardo y otros s/ Causa nº 220/13


    H174,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    H.,Zu Qiang s/ Recurso de casación


    H170,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    I. S. de la C. SACI s/ Causa nº 1357/2013


    I187,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    L. O.,Raúl Eduardo s/ Causa nº 17297


    L754,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    L., Alvaro s/ Causa nº 16927


    L729,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    L., Fernando Roberto s/ Causa nº 160/2013


    L730,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    L., Liying s/ Causa nº 982/2013


    L753,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M. A. SA s/ Causa nº 112


    M1273,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M. SC s/ Causa nº 1196


    M1272,XLIX1272-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., Alejandro s/ Causa nº 1261/13


    M1270,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., Jorge Augusto s/ Causa nº 16318


    M1238,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    M., MaríaElida s/ Recurso extraordinario


    M1247,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P. C. SA s/ Causa nº 671/13


    P956,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Juan s/ Causa nº 577


    P954,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Miguel - Melepe S.A. s/Causa nº 735/2013


    P919,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    P., Pedro Oscar s/ Causa nº 1085


    P936,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Roberto s/ Causa nº 1241/13


    P955,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    P., Silvana Beatriz s/ Recurso extraordinario


    P939,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Q., César Daniel s/ Causa nº 835/2013


    Q92,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    R., Emma María s/ Causa nº 15738


    R851,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    S. S.A. s/ Causa nº 368/2013


    S926,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Ricardo y otros s/ Causa nº 1237/13


    S958,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    S., Walter s/ Causa nº 16691


    S959,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    V., Alejandra Sara y otro s/ Causa nº 598/2013


    V544,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamende la causa S. 765 L. XLVIII "Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    V.,Pablo Alberto s/ Causa nº 16760


    V552,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    W., Mario Guillermo s/ Recurso de casación


    W66,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Y. SA s/ Causa nº 1080


    Y58,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Z., Alejandro Antoni y P., Eduardo Antonio s/ Causa nº 16705


    Z150,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Z., Luis s/ Causa nº 1231/13


    Z152,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene el recurso. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    A., Rafael Eduardo s/ Recurso extraordinario


    A1163,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presentación directa. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    Absorventes S.J. S.A. s/ Causa nº 1.325/2013


    AXLIX1193-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presentación directa. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Alberto José s/ Causa nº 181/2013


    B1050,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presentación directa. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler, Diego s/ recurso de Casación".


    B., Alberto José y otros s/ Causa nº 181/2013


    B1049,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Requisitos


    Rechazo de la pretensión de extinción por prescripción de la acción penal. Improcedencia del recurso extraordinario: falta de cumplimiento con los requisitos propios de admisibilidad formal (artículo 14 de la Ley 48). Escrito infundado.


    Ninguna de las circunstancias invocadas por el recurrente resulta suficiente para demostrar un gravamen que exceda de los que derivan del regular desarrollo del proceso. La doctrina del Tribunal establece que la ausencia de sentencia definitiva no se suple con la invocación de garantías de orden constitucional supuestamente violadas, ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio o la alegada interpretación errónea del derecho que rige el caso. Ello, desde que es la sentencia final la que de ordinario debe decidir sobre esos aspectos, ya que no le incumbe a la Corte intervenir en las etapas del proceso. El planteo que realiza la defensa no proporciona las bases necesarias que permitan formular un juicio cierto sobre la razonabilidad del plazo, en tanto se limita a realizar meras abstracciones tendientes a destacar la exigencia del proceso penal de salvaguardar esa garantía, sin realizar referencia alguna a las contingencias concretas de la causa. Por lo tanto, al haberse prescindido de la observancia de parámetros tales como la mayor o menor complejidad de la investigación, la actividad llevada a cabo por los magistrados, o la conducta de las partes en cuanto pudiesen explicar razones de una demora, cabe concluir, que la presentacióndel recurrente no ha logrado acreditar pautas que pudieran hacer excepción al principio de sentencia definitiva.


    F., Abraham Edgardo s/ Homicidio culposo–casación


    F327,XLVIII-21 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de Casación.Procedimiento.Admisibilidad.


    Admisibilidad del recurso extraordinario. Remisión a los fundamentos de lo resueltoen la causa O. 296, L. XLVIII,"Olivera Róvere, Jorge Carlos s/ Recurso de casación". Sentencia arbitraria. Prisión domiciliaria en delitos de lesa humanidad: especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de fuga. Precedente “Vigo y “Tommasi”. Innecesaridad me mantener expresamente el recurso ordinario ante el tribunal de alzada a los fines de su admisibilidad."


    "La ley nacional 26.374 eliminó la exigencia de que los recursos, a los fines de su admisibilidad, sean mantenidos expresamente ante el tribunal de alzada, a raíz de la derogación del artículo 451 del código ritual, por lo que, en el caso, al haber presentado oportunamente un informe escrito, en reemplazo del informe oral previsto en el artículo 454 del mismo código, como ocurre regularmente por disposición del a quo, sólo cabe entender que su voluntad fue la de mantener la pretensión recursiva, ya que ésta, de acuerdo con el segundo párrafo de ese artículo, se tendrá por desistida si el impugnante no concurriere a la audiencia.Incluso, en el escrito se introdujeron fundamentos enderezados a cuestionar la concesión de la detención domiciliaria, y no sólo su mantenimiento. Por ejemplo, con cita del precedente "Vigo"(V. 261, L. XLV,"Vigo, Alberto Gabriel s/ Causa n° 10.919", del 4 de septiembre de 2010), se afirmó la arbitrariedad de lo decidido, tras sostener quese omitió considerar el estándar establecido por la Corte en relación con"el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de fuga" en esta clase de procesos cuyo objeto son delitos de lesa humanidad, parámetro que fue confirmado, por lo demás, en el precedente "Olivera Róvere" y más recientemente en T. 171, L.XLIX,"Tommasi, Julio Alberto s/ Recurso extraordinario", sentenciade 4 de febrero del corriente.Desde esa perspectiva, el a quo se apartó de la normativa vigente al sostener que sólo se mantuvo uno de los recursos interpuestos porque no se manifestó expresamente que también se mantenía el otro, lo que descalifica lo resuelto como acto jurisdiccional válido."


    F., Julio César Fulgencio s/ Causa n° 750/2013


    F616,XLIX-30 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de Queja


    "Extemporaneidad en la presentación del recurso de casación: cómputo del plazo procesal. Remisión al dictamende la causa: D. 291, L. XLVII,in re"Duarte, Josefina s/ causa n° 100.670". Corresponde desestimar la queja."


    "Tanto los fundamentos de la resolución apelada como los agravios invocados en el recurso extraordinario resultan, en sustancia, análogos a los invocados en los autos: D. 291, L.XLVII, in re"Duarte, Josefina s/ causa n° 100.670". Por tal motivo y en beneficio de la brevedad se dan por reproducidas, en lo pertinente, las razones allí vertidas.Por lo demás, la lectura de las actuaciones permite advertir que el incumplimiento de ciertos recaudos en el planteo de algunos agravios, no hacen más que corroborar el criterio adoptadoen esa oportunidad, pues, tal como quedó expuesto, en el sub judice fue el propio tribunal a quo el que consideró extemporáneo tanto la invocación de nulidad de la notificación de la condena como el subsidiario planteo de inconstitucionalidad del artículo 374 del Código Procesal Penal, limitándose el recurrente a reiterar la omisión de tratamiento del primero de esos agravios e insistir en el apartamiento de la doctrina sentada en los casos "Peralta" y, particularmente, en "Lescano", sin hacerse cargo de todos y cada uno de los fundamentos vertidos a tal efecto en el auto denegatorio.Asimismo, la ausencia de constancias que ilustren sobre una posterior notificación de la condena a los imputados, ya sea en la sede del propio tribunal("Peralta") o bien, en el lugardonde se encuentran detenidos ("Lescano"), impiden dudar sobre su presencia en aquella oportunidad, y así cabe razonablemente deducirlo de la conducta asumida por la propia defensa que también asistió a la lectura de la sentencia, ya que no sólo cumplió al día siguiente con el recaudo establecido en el segundo párrafo del artículo 451 del código ritual, sino que ni siquiera cuestionó dicha acta en las instancias de revisión previas al recurso extraordinario. Su posterior reclamo en torno a la ausencia de notificación personal se sustentó exclusivamente en la circunstancia de no surgir la firma de los mencionados en aquella diligencia, sin negar expresamente la concurrencia de los encausados a la audiencia convocada a tal efecto, lo que permite válidamente concluir que a partir de ese momento tuvieron conocimiento de la condena y, por ende, resultaba innecesario el cumplimiento de aquel recaudo luego de su lectura."


    A. H., Marcelo Javier y O., Claudio Davids/ Causa nº 100.578


    A1122,XLVIII-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Falta de requisitos para la admisibilidad del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48. Desistimiento de queja interpuesta por Fiscal General.


    P., C. R. s/ Causa n° 14.161


    P28, L-31 de marzo de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de queja. Derecho Procesal Penal.


    Mantenimiento de queja a efectos de que V.E. pueda pronunciarse.


    D., Fernando y otros s/ Causa nº 14251


    D665,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Mantenimiento de recurso de queja.


    D. C., Ariel Lucio s/ Recurso extraordinario


    CSJ1143/2014-18 de septiembre de 2014


    Ver Dictamen


    Motivos de agravio en el recurso de apelación extraordinaria: Improcedencia de la queja. Interpretación de una norma de derecho procesal local.


    La queja es improcedente, pues los agravios del recurrente se dirigen a cuestionar la interpretación de una norma de derecho procesal local, y ello, como es sabido, es un tema ajeno a la jurisdicción extraordinaria del Tribunal, salvo arbitrariedad, que no se advierte en el caso pues, no es posible calificar de ese modo a la interpretación de la norma que efectuaron los jueces de la causa.


    B., R. D. s/ Causa nº 5.479


    B702,XLVIII-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Recurso de queja. Remisión a lo dictaminado en la causa D. 665; L XLIX, "D. Fernando y otros s/causa n° 14.251"


    Se hace lugar a la queja presentada por la querella, se declara procedente el recurso extraordinario y se deja sin efecto la sentencia recurrida a fin que se dictamine nuevamente con arreglo a derecho.


    D., Fernando s/ Causa n° 14231


    D535,XLIX-14 de agosto de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión alo dictaminado en C.126.XLIX,"Casal Muñiz, Pedro s/ Causa nº 15.480".


    C., Jorge Alberto s/ Causa nº 15.869


    C1009,XLIX-6 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Remisión a los fundamentos y conclusiones del dictamen:letra B, n° 555, libro XLVIII,"Barmack, Gabriel s/ Causa n° 14.327".


    L., Pablo Sebastián s/ Causa nº 16242


    L806,XLIX-13 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presentación directa. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A., Carlos Alberto Miguel y otros s/ Causa nº 283/2013


    A1176,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presentación directa. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A.,Jorge Alfredo s/ Causa nº 16088


    A1191,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la presentación directa. Remisión a los fundamentos vertidos en el dictamen de la causa S. 765 L. XLVIII"Soler,Diego s/ recurso de Casación".


    A., Martín s/ Causa nº 552/13


    A1190,XLIX-12 de febrero de 2014


    Ver Dictamen


    Se mantiene la queja interpuesta por el Fiscal General ante la Cámara Federal de Casación Penal.


    F., Mirta Noemí y otros s/ Causa n° 12.742


    F288,XLIX-26 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Requisito de Tiempo


    Remisión a D.675.XLIV, in re"Dapuetto de Palo, Miguel Ángel Rafael s/P.S.A. alteración de límites”.


    D., Daniel Pedro s/ Causa n° 108.508


    D631,XLVIII-15 de mayo de 2014


    Ver Dictamen


    Resoluciones Recurribles


    Desestimación recurso de queja. Inexistencia de controversia acerca de la interpretación o alcance de la garantía constitucional. Doctrina de Fallos: 328:3399.


    El agravio traído por el recurrente no suscita una controversia acerca de la interpretación o alcance de la garantía constitucional que considera conculcada sino que, por el contrario, sus argumentos se ciñen simplemente a señalar que el a quo no dio respuesta a aquel planteo cuando, al analizar el fallo, se advierte que el punto fue expresamente abordado por los jueces de la corte provincial. Asimismo, el a quo detalló los procedimientos de revisión que realizaron los casacionistas para homologar la sentencia de condena y concluir, en definitiva, que había sido la defensa la que no había logrado demostrar el apartamiento de los precedentes que citó, como así tampoco la arbitrariedad en la evaluación de las pruebas y los hechos formulado en las instancias ordinarias lo que, en su caso, hubiera permitido el acceso a la jurisdicción extraordinaria provincial. En el fallo casatorio, no es posible apreciar restricción alguna o una simple remisión a lo decidido por los sentenciantes, sino que allí se tomaron y analizaron nuevamente las pruebas en relación con el suceso y las defensas opuestas, para arribar a la misma conclusión condenatoria, sin que ese pronunciamiento pueda tildarse de insuficiente, en tanto no se exige al revisor que incorpore argumentos o valoraciones distintas que puedan corroborar la decisión apelada, sino que se analice si ellos resultaron acertados desde la sana crítica racional. En definitiva, no pueden prosperar las críticas que el apelante pretende sustentar en la tacha de arbitrariedad pues, la decisión impugnada ha dado respuesta adecuada al planteo que aquí se intenta reeditar con fundamentos suficientes en las constancias de la causa, en las normas que consideró aplicables al sub júdice y respetando las pautasde la doctrina de Fallos: 328:3399, que no fueron debidamente refutados y que no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional y, menos aún, cuando ella proviene de un superior tribunal provincial.


    C., Luis Mártires y otros s/ Causa n° 111913


    CSJ1028/2013(49-C)/CS1-15 de diciembre de 2014


    Ver Dictamen


    Sentencia firme. Cosa Juzgado. Rechazo del recurso de queja.


    De las constancias del legajo se desprende que la sentencia recurrida quedó firme con el rechazo de la queja interpuesta por la defensa ante la Corte. Consiguientemente, la reapertura de la discusión acerca de ella que intenta el recurrente mediante esta nueva vía recursiva encuentra, como obstáculo insalvable, la vigencia de la cosa juzgada. Ella obsta a la proposición eficaz de una pretensión ya juzgada en una sentencia provista de aquella calidad.


    Provincia del Chubut c/ A., Fabricio Oscar s/ Causa n° 21008


    P90,XLIX-26 de noviembre de 2014


    Ver Dictamen
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